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SECCIÓN  ADMINISTRATIVA. 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  absolviendo  á  la  Administración  general  del 
Estado  de  la  demanda  deducida  contra  la  orden  que  declaró 
fenecido  el  expediente  de  la  mina  Las  CaliforDÍas. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  12  de  Diciembre  de  1874,  en  el  pleito  cod- 
teDCioso«admÍDÍstrativo  seguido  eo  este  Tribunal  Supremo  eo  primera 
y  única  instaocia  entre  D.  Manuel  María  Palacios  Haza,  y  en  su  nombre 
el  Procurador  D.  Francisco  Sánchez  Morayta,  y  la  Administración  dei 
Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal  y  coadyuvada  por  D.  Juan 
José  de  Agueche  y  Udondo,  que  lo  está  por  el  Procurador  D.  Ignacio 
Santiago  Sánchez,  sobre  que  se  revoque  la  orden  del  Gobierno  de  la 
República  de  4  de  Agosto  de  1873  que  declaró  fenecido  el  expediente 
de  la  mina  Las  Californias: 

Resultando  que  D.  Manuel  Haría  Palacios  acudió  al  Gobernador  de 
Vizcaya  en  17  de  Noviembre  de  1871  manifestándole  que  en  terreno 
común  del  Concejo  de  Sopuerta,  paraje  que  llaman  el  Bardascal,  de- 
seaba adquirir  100  pertenencias  de  mineral  de  hierro  con  el  nombre  de 
Las  Californias,  y  después  de  señalar  los  linderos  y  hacer  la  designa- 
ción, pidió  se  le  admitiese  esta  solicitud  de  registro  y  se  diese  al  ex- 
pediente la  tramitación  de  ley  y  reglamento: 

Resultando  que  admitido  el  recurso,  salvo  mejor  derecho,  se  hicie- 
ron las  publicaciones  correspondientes  por  edictos  y  por  los  periódicos 
oficiales  sin  que  se  hiciese  oposición  alguna: 

Resultando  que  pasado  el  expediente  al  Ingeniero -Jefe  en  21  de 
Noviembre  de  1872,  procedió  á  la  demarcación  de  la  mina  referida,  la 
cual  verificó,  señalándola  solo  64  pertenencias  mineras,  por  impedirlo 
las  minas  Amaíia,  Juliana  é  Inteligencia^  con  las  que  lindaba  por  dos 
aires;  y  que  en  este  acto  el  repesentante  de  éstas  y  el  registrador  de 
la  titulada  Sorpresa  protestaron  por  no  estar  bien  localizada  la  mina 


demarcada,  no  tener  bien  los  linderos  y  por  no  haberse  opuestt  en 
tiempo  hábil  al  registro  Sorpresa^  protestas  á  que  contestó  el  regis- 
trador de  Las  Californias,  como  tuvo  por  conveniente: 

Resaltando  que  el  referido  Palacios,  en25  de  Noviembre  de  dicho 
año,  en  cumplimiento  de  lo  prevenido  por  la  ley,  presentó  el  papel  de 
reitegro  correspondiente  á  las  pertenencias  demarcadas  para  la  expe- 
dición del  titulo:  i 

Resultando  que  después  de  reproducir  sus  protestas  el  registrador 
de  la  Sorpresa,  contestar  Palacios  y  oírse  al  Ingeniero  sobre  varios 
estremos  referentes  á  la  exactitud  de  la  demarcación  de  Las  Califor- 
nias, en  i2  de  Mayo  de  1873  D.  Juan  José  de  Agueche  presentó  ante 
la  misma  Autoridad  una  solicitud  de  registro  manifestándole  que  de- 
seaba adquirir  62  pertenencias  de  mineral  de  hierro  con  el  nombre  de 
la  Legalidad,  sobre  el  mismo  terreno  demarcado  á  D.  Manuel  María 
Palacios,  porque  el  expediente  de  su  registro  contenia  un  vicio  de 
nulidad  que  la  invalidaba,  fundándose  en  el  art.  75  del  reglamento  de 
1859  y  en  la  décima  sexta  disposición  del  de  24  de  Junio  de  Í868;  y 
señalados  los  linderos  y  hecha  la  demarcación,  pidió  que  se  declarase 
sin  curso  y  fenecido  el  antedicho  expediéntelas  Galifomias-,  y  ejecu- 
toriada que  fuese  esta  providencia,  que  se  diera  á  su  solicitud  la  tra- 
mitación prevenida  hasta  que  se  le  expidiese  el  título  de  propiedad: 

Resultando  que  admitido  este  registro  con  igual  salvedad  que  el 
anterior,  y  hecho  el  depósito  de  275  pesetas  que  con  él  se  acompaña- 
ron, el  Gobernador  en  17  de  Mayo  del  referido  año  declaró  cancelado 
para  todos  los  efectos  posteriores  el  expediente  de  registro  de  la  mina 
Las  Californias,  y  admitió  el  veriíicado  con  el  nombre  de  Legalidad, 
fundándose  en  las  mismas  disposiciones  legales  antes  citadas,  y  en 
que  se  habia  dejado  trascurrir  con  exceso  por  el  registrador  0.  Manuel 
María  Palacios  el  plazo  de  cuatro  meses  sin  hacerse  la  concesión,  y  el 
de  60  dias  sin  reclamar  cosa  alguna: 

Resultando  que  hecha  saber  esta  providencia  á  los  interesados,  el 
representante  de  D.  Manuel  María  Palacios  en  7  de  Junio  siguiente  pi- 
dió su  revocación,  que  se  le  concediera  U  expresada  mina  y  se  le  ex- 
pidiera el  correspondiente  título  de  propiedad,  exponiendo  que  había 
hecho  continuas  gestiones  para  la  terminación  del  expediente,  que  no 
puede  culparse  á  la  Administración  de  que  haya!  sufrido  una  paraliza- 
ción antes  de  demarcarse  la  mina,  siendo  ésto  debido  á  que  había  gran 
número  de  otras  para  demarcarse  con  preferente  derecho  de  antigüe < 
dad,  y  á  la  guerra  civil  que  impedia  á  los  Ingenieros  salir  á. operacio- 
nes, probando  que  no  se.  desistia  de  la  prosecución  del  expediente,  el 
que  después  del  acto  de  la  demarcación  y  en  tiempo  oportuno  habia 
presentado  el  papel  de  reintegro: 

Resultando  que  denegada  por  el  Gobernador  esta  solicitud  en  9  de 


Judío  del  citado  año  de  1873,  el  Registrador  de  Las  Californias  eo  il 
del  propio  mes  se  alzó  aate  la  Superioridad  reprodaciendo  su  preten- 
sión y  refutando  los  fundamentos  de  la  proYÍdencia  .de  17  de  Mayo: 

Resultando  que  ea  14  de  dicho  mes  de  Junio  el  Gobernador  remitió 
la  expresada  solicitud  al  Ministro  del  ramo  coa  su  informe,  llamando 
su  atención  sobre  las  razones  de  equidad,  circunstancias  críticas  por 
que  atravesaba  el  país,  para  que  si  fuese  compatible  aquella  con  la  jus- 
ticia, pudiesen  ser  tomadas  en  consideración  las  razones  expuestas  por 
el  apelante: 

Resultando  que  pasado  el  expediente  á  la  Junta  facultativa  de  mi- 
nería, la  mayoría  de  ésta  opinó  qne  debian  anularse  los  citados  decre- 
tos del  Gobernador  de  17  de  Mayo  y  9  de  Junio»  declarando  subsisten- 
te el  registro  Las  Californias  y  fenecido  el  titulado  Legalidad,  fun- 
dándose priiícipalmente  en  que  la  disposición  16  del  reglamento  no 
tiene  aplicación  al  caso  presente;  en  que  ni  por  parte  de  la  Adminis- 
tración ni  del  interesado  había  habido  descuido  ni  negligencia ,  si  ao 
imposibilidad,  habiendo  reclamado  este  último  continuamente  y  lie  • 
nado  los  requisitos  legales,  hecho  los  depósitos  y  contestado  á  las  opo- 
siciones: que  la  dilación  en  la  demarcación  había  sido  acusada  algunos 
meses  después  de  consumada,  y  que  aun  cuando  hubiese  habido  falta» 
fué  absuelta  por  la  Administración  al  demarcar  y  al  recibir  el  depósito 
para  el  título^  cuando  no  existía  reclanóacion  alguna  en  e^te  sentida, 
opinando  en  el  opuesto  dos  Vocales  que  formaron  voto  particular» 
siendo  otro  de  parecer  que  debía  revocarse  la  providencia  del  Gober- 
nador de  17  de  Mayo,  expedirse  el  título  de  propiedad  al  de  Las  Cali' 
fornias,  y  cancelarse  el  de  la  Legalidad: 

Resultando  que  el  Gobierno  de  la  República  por  orden  de  4  de  Agos- 
to de  1873,  de  acuerdo  con  el  dictamen  de  la  Comisión  del  Consejo  de 
Estado  en  vacaciones,  confirmó  la  providencia  del  Gobernador  de  17 
de  Mayo  del  mismo  año,  y  declaró  fenecido  el  expediente  de  registro 
Las  Californias^  y  mandó  que  siguiese  su  curso  el  registro  Legalidad^ 
fundándose,  entre  otras  cosas,  en  que  estaba  vigente  la  disposición  16 
de  las  generales  del  reglamento  de  24  de  Junio  de  1868  para  la  ejecu- 
ción de  la  ley  reformada  de  4  de  Marzo  del  mismo  año,  y  en  completa 
armonía  con  el  espíritu  de  las  bases: 

Resultando  qie  el  Procurador  D.  Francisco  Sánchez  Morayta,  en 
nombre  de  D.  Manuel  María  Palacios  y  Haza«  en  10  de  Setiembre  si- 
guiente entabló  demanda  ante  este  Tribunal  Supremo ,  que  amplió 
después  con  la  solicitud  de  que  se  revoque  la  precitada  resolución  y 
se  hagan  las  declaraciones  convenientes  en  pro  de  su  defendido,  ale- 
gando que  la  legislación  antigua  de  minas,  y  principalmente  la  dispo- 
sición 16  del  reglamento  no  alteran  ni  modifican  los  casos  de  cancela- 
ción establecidos  en  el  art.  04  de  la  ley  de  1859,  ni  las  de  Marzo  y  Ju- 


Dio  de  i868,  porque  do  alcaDza  á  taDto  el  carácter  de  uo  reglaaseoto, 
y  ea  aquellas  oi  por  ampliacioo  puede  conaprenderse  el  caso  actual: 
que  la  Administracioo  tieoe  establecida  la  jurisprudeocia  de  que  para 
los  efectos  de  la  legislación  aotigua  debe  estinaarse  como  coacluso  el 
expedieote  después  de  haber  Terificaio  la  demarcación  y  preseotado 
el  papel  de  reiotegro,  en  cuya  situación  se  encoetraba  el  de  su  repre- 
sentado cuando  se  hizo  el  ducto  deouocio,  y  que  el  decreto-ley  de  29 
de  Diciembre  de  1868,  cambió  radicalmente  el  concepto  y  propiedad 
minera,  dejando  sin  efecto  por  no  tener  ya  razón  de  ser  los  denuncios, 
sus  plazos  y  sus  efectos,  garantizando  y  amparando  el  derecho  del 
primitivo  registrador  aun  en  los  expedientes  que  se  estuvieran  trami- 
tando, según  lo  patentizan  los  artículos  30  y  31  de  la  expresada  ley  de 
Minas: 

Resultando  que  en  un  certificado  expedido  por  el  Ingeniero  del 
distrito  se  consigna  que  el  registrador  de  Las  Californias  se  habia 
presentado  varias  veces  en  su  oficina  solicitando  el  pronto  despacho  de 
su  expediente:  que  en  dicha  provincia  no  habia  estado  en  uso  ni  se 
había  considerado  de  necesidad  para  la  tramitación  de  los  expedieo* 
tes  la  reclamación  contra  el  retraso  que  éstos  experimentaban  en 
su  despacho,  porque  era  conocido  de  todos  el  gran  número  de  aquellos 
en  tramitación  y  las  causas  que  impedían  las  operaciones  de  campo, 
limitándose  á  solicitarlo  verbalmente;  y  que  durante  su  permanencia 
en  aquel  distrito  ninguno  se  habia  ultimado  en  los  plazos  que  marcaba 
la- ley  vigente  ni  se  habia  reclamado;  y  que  por  fuerzs^  mayor  y  falta 
de  personal  no  se  habia  despachado  el  de  Las  Californias  hasta  21  de 
Noviembre  del  mismo  año  de  1873  por  haber  otros  más  antiguos  que 
él  y  ser  indispensable  seguir  el  orden  de  prioridad  mandado  por  la 
ley: 

Resultando  que  e!  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  absolviese  ¿  la  Ad* 
ministracion  de  la  demanda  y  se  confirmase  la  orden  reclamada,  fun- 
dándose en  el  principio  de  derecho  administrativo  consignado  en  el 
Teglamento  y  sancionado  por  la  jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado 
y  de  este  Supremo  Tribunal,  que  en  minería  no  se  adquieren  derechos 
si  se  prescinde  de  la  estricta  observancia  y  puntual  cumplimiento  de 
la  ley  y  reglamento,  así  como  también  en  los  artículos  15  del  decreto- 
ley  de  29  de  Diciembre  y  36  de  la  ley  de  4  de  Harzo  de  1868,  y  en  la 
disposición  16  de  las  generales  del  reglamento  de  24  de  Junio  del 
mismo  año,  la  cual  no  ha  sido  derogada  por  aquel  decreto,  sino  que 
por  el  rontrario  está  declarada  vigente  como  todas  las  que  sean  con* 
trarias  á  él:  que  solo  el  Gobierno  tiene  poder  para  dispensar  los  defec« 
tos  que  produzcan  la  cancelación  de  los  expedientes  de  mineria  cuan- 
do no  se  cause  perjuicio  á  tercero;  y  que  desconocía  la  órdeo  minis- 
terial de  6  de  Diciembre  de  1870  dictada  en  el  denuncio  El  Carpió; 
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tiero  qae  como  dada  para  un  caso  participar  y  coaereto  oo  pa^de 
•^oaidera/se  derogatoria  de  las  disposiciones  déla  ley  y  del  reglameo- 
!ia  que  forma  parte  intégrame  de  la  misma: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  Ignacio  Santiago  y  Sánchez,  en 
representación  de  D.  Juan  José  de  Agueche,  en  concepto  éste  de  coad- 
yuvante de  la  Administración,  hizo  igual  preteosion  que  la  deducida 
|K>r  el  representante  de  ésta,  fundándose  en  los  mismos  argumentos  que 
^1  Ministerio  fiscal,  y  además  en  el  art.  89  de  la  ley  de  1859,  reformada 
por  la  de  Marzo  de  1868:  en  que  hasta  el  momento  presente  do  hay  re- 
solución administrativa  ni  contenciosa  que  haya  puesto  en  duda  la 
subsistencia  de  la  disposición  16  después  de  la  publicación  del  decreto 
^e  baseff;  y  que  por  el  contrario  las  hay  por  la  primera,  que  confirma 
sa  subsistencia,  como  lo  es  la  circular  de  carácter  general  de  23  de 
Diciembre  de  1875,  y  en  la  esfera  contenciosa  varias  sentencias,  la 
más  reciente  de  19  de  Noviembre  del  mismo  año,  y  en  el  art.  15  de  las 
b«8es:  que  la  Real  orden  de  6  de  Diciembre  que  se  invoca  por  la  parte 
xojDtraria  se  dictó  en  un  asunto  para  el  cual  debia  regir  la  ley  de  1859 
que  no  señalaba  término  para  resolver  el  expediente  de  registro,  y  de 
DÍ9gap  modo  seria  aplicable  á  los  posteriores  ala  reforma  de  1868  que 
£ja  un  plazo  de  30  dias  para  aprobar  ó  negar  el  registro,  á  contar  desde 
la  fecha  de  la  demarcacioD,  y  que  la  base  15  solo  exige  la  existencia 
del  terreno  franco;  y  si  después  aparece  que  falta  se  caocela  el  expe- 
diente y  no  se  otorga  la  concesión  solicitada,  debiendo  considerarse 
^qae  existe  perjuicio  de  tercero  para  conceder  ó  negar  dispensa  de  los 
defectos  de  reglamento  desde  el  momento  que  se  ha  presentado  una 
solicitud  de  concesión  y  pedido  la  declaración  de  nulidad  de  otra  an- 
terior; y  que  habiéndose  considerado  asi  constantemente  en  minería, 
loi  aun  por  el  Gobierno  pueden  ser  dispensados  los  vicios  de  nulidad  de 
los  expedientes: 

Resultando  que  esta  parte  acompañó  con  el  anterior  escrito  dos 
certificaciones,  expedidas  una  por  el  Jefe  del  Negociado  de  Minas  y 
otra  del  Jefe  de  ía  Sección  de  Fomento  de  Vizcaya,  insertándose  en  la 
primera  el  informe  de  la  Junta  superior  facultativa  de  minería,  emiti- 
do en  los  expedientes  de  minas  Lumbrera  de  Castellón  y  Pura  por  ha- 
bérse  solicitado  por  ésta  que  aquella  se  hallaba  en  circunstancias  de 
caducidad,  opinando  dicha  Junta,  bajo  los  mismos  fundamentos  qtie 
.alega  el  coadyuvante  y  el  Fiscal,  que  procedía  declarar  nulo  dicho  ex- 
pediente de  la  mina  Pura^  de  conformidad  con  lo  prevenido  en  la  dis- 
posición 16  de  las  geierales  del  reglamento  de  24  de  Junio  de  1868,  de- 
biendo entenderse  que  el  peticionario  de  este  registro  habia  desistido 
de  su^retension;  y  en  la  segunda  una  certificación  del  Inge^jiero-Jefe 
de  26  de  ¡foviembre  de  1875,  expedida  á  instancia  del  coadyuvante, 
joanife^stando  aquel  que  en  los  libros  de  su  oficina  aparece  que  el  21  de 


-8- 

I^oviembre  de  1871  se  registró  l^a  mina  Las  Californias ^  y  el  21  de  No» 
yiembre  de  1872  se  demarcó:  que  estuvieron  suspendidas  en  absoluto 
las  operacciones  de  campo  por  qausa  de  la  guerra  desde  11  de  Abril  de 
1872  hasta  15  de  Julio  siguiente:  que  desde  26  de  Julio  de  1872  en  que 
tomó  posesión  de  la  Jefatura,  se  siguió  trabajando  sin  interrupción 
hasta  el  21  de  Noviembre  del  mismo  año,  despachándose  por  orden  de 
rigurosa  antigüedad  los  muchos  expedientes,  que  primero  la  falta  de 
personal  y  luego  la  guerra  hablan  ol)ligado  á  suspender  su  trami- 
tación: 

Resultando  que  mandada  traer,  de  conformidad  de  las  partes,  la 
Real  óiden  de  6  de  Diciembre  de  1870,  dictada  en  el  expediente  titu» 
lado  El  Carpió,  así  como  los  dictámenes  que  en  él  produjeron  la  Junta 
superior  facultativa  de  minería  y  el  Consejo  de  Estado,  los  cuales  re> 
mitidos  por  el  Ministerio  se  unieron  á  los  autos  é  instruyó  de  ellos  á 
las  partes: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Diego  Fernandez  Gano: 

Considerando  que,  según  aparece  del  expediente  gubernativo,  so- 
licitada por  D.  Manuel  María  del  Palacio  y  Haza  en  escrito  presentada 
ante  el  Gobernador  civil  de  Vizcaya  en  17  de  Noviembre  de  1871  la 
concesión  de  la  mina  titulada  Las  Californias ^  no  se  le  había  aun  con- 
cedido ésta  en  12  de  Mayo  de  1873,  en  que  D.  Juan  José  de  Agueche 
solicitó  ante  la  misma  autoridad  62  pertenencias  en  el  terreno  demar- 
cado en  aquella  mina,  pidiendo  al  propio  tiempo  la  caducidad  de  dicha 
expediente: 

Considerando  que  por  el  art.  15  del  decreto-ley  de  29  de  Diciem-^ 
bre  de  1868  estableciendo  bases  para  la  nueva  legislación  de  minas,  se 
dispone  que  precisamente  en  todos  los  casos  la  concesión  minera  se 
ha  de  otorgar  en  un  plazo  que  no  exceda  de  cuatro  meses  é  contar 
desde  la  fecha  de  presentación  del  escrito: 

Considerando  que  D.  Manuel  María  del  Palacio  dejó  pasar  con  ex- 
ceso ese  plazo  de  cuatro  meses,  el  cual  es  fatal  é  improrogable  como 
todos  los  de  minería,  según  se  extablece  expresamente  en  las  disposi- 
ciones generales  2.*  y  16  del  reglamento  de  24  de  Junio  de  1868,  sin- 
haber  reclamado  contra  la  negligencia  en  el  despacho  y  falta  de  cum- 
plimiento de  la  ley  y  del  reglamento  cometida  por  el  referido  Gober- 
nador en  no  otorgar  la  concesión  dentro  de  los  60  dias  que  al  efecto 
fija  la  última  de  las  citadas  disposiciones,  conio  era  indispensable  con- 
arreglo  á  la  misma  para  que  en  tal  caso  no  irroguen  perjuicio  á  los  in- 
teresados las  faltas  de  la  Admioistracion: 

Considerando  que,  aun  admitido  como  cierto  el  hecho  de  que  Don 
Manuel  María  del  Palacio  se  presentara  varias  veces  en  la  oficina  de^ 
entonces  Ingeniero-Jefe  de  aquella  provincia,  según  certifica  éste, 
solicitando  de  palabra  el  pronto  despacho  de  su  expediente,  no  puede 


atríbuirse  á  esas  solícitades  verbales  el  carácter  ni  los  efectos  de  la  re- 
clamación exigida  por  la  citada  disposición  16  á  los  interesados  para 
qae  no  les  infieran  perjuicios  las  dilaciones,  descuidos  y  faltas  de  los 
ñincíonarios  de  la  Administración,  no  solo  porque  las  reclamaciones 
deben  hacerse  ante  la  Autoridad  encargada  déla  instrucción  del  expe- 
diente, y  el  ingeniero-Jefe  es  un  mero  auxiliar  de  ella  al  que  compete 
tan  solo  practicar  el  acto  material  de  la  demarcación  de  una  mina  ó  el 
reconocimiento  del  estado  de  sus  trabajos,  cuando  se  lo  ordenase  el 
Gobernador,  sino  también  porque  para  que  dichas  reclamaciones  pro- 
duzcan efecto  es  preciso,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  S8  de  la 
ley  de  4  de  Marzo  de  1868,  que  se  consignen  originales  y  con  riguroso 
orden  correlativo  en  el  expediente  como  todos  los  actos  y  diligencias 
que  tengan  lugar  y  sean  concernientes  al  mismo: 

Considerando  que  la  continuación  del  expediente  Las  Californias 
después  de  trascurridos  los  cuatro  meses  que  para  otorgar  la  concesión 
de  una  mina  señala  el  art.  15  del  referido  decreto- ley  de  29  de  Diciem- 
bre de  1868  y  los  60  dias  que  para  reclamar  contra  esas  faltas  de  la 
Administración  se  fijan  ,en  la  mencionada  disposición  16,  no  implica 
que  por  parte  de  ésta  se  hayan  dispensado  esas  faltas,  puesto  que  la 
facultad  de  dispensarlas  solo  competía  al  Ministro  de  Fomento,  y  que 
lejos  de  haber  otorgado  éste  tal  dispensa,  por  el  contrario  ha  confir- 
mado la  providencia  en  que  el  Gobernador  de  Vizcaya  declaró  feneci- 
do y  cancelado  dicho  expediente: 

Considerando  que  por  más  que  la  causa  de  cancelación  de  que  se 
trata  no  se  halle  comprendida  entre  las  que  establece  y  señala  el  arti- 
culo 64  de  la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868,  según  se  alega  por  la  repre- 
sentación del  demandante,  esa  circunstancia  no  afecta  á  la  subsistencia 
de  aquella  ni  disminuye  en  nada  sli  valor  y  eficacia,  no  solo  porque  las 
de  ese  articulo,  como  lo  indica  claramente  su  tenor  literal,  no  están  se- 
ñaladas de  un  modo  taxativo,  sino  también  porque  la  precitada  dispo- 
sición 16,  al  añadir  una  nueva  causa  de  cancelación,  no  contradice  ni 
se  opone  en  manera  alguna  á  lo  establecido  en  el  antedicho  art.  64, 
sino  que  por  el  contrario  no  ha  hecho  más  que  desarrollar  el  espíritu 
de  la  ley  sobre  ese  punto,  que  es  el  principal  objeto  de  todas  las  dispo- 
siciones reglamentarias: 

Considerando  que  las  leyes  de  minería  de  España  han  Qjado  siem- 
pre plazos,  y  para  asegurar  su  cumplimiento  penado  á  los  investigado- 
res y  registradores,  que  los  han  dejado  trascurrir,  ya  por  descuido 
suyo,  ya  p*r  negligencia  ó  falta  de  la  Administración,  sin  protestas  ni 
reclamar  contra  ella  en  este  último  caso,  según  lo  demuestran  los' re- 
glamentos que  para  la  ejecución  de  las  leyes  de  Minas  de  11  de  Abril  de 
1849  y  de  6  de  Julio  de  1859  en  las  que  se  encuentran  disposiciones 
análogas  á  la  16  del  de  24  de  Junio  de  1868,  cuya  circunstancia  dá 


—  10  — 

á  couocer  de  una  manera  evidente  que  lo  mismo  que  ahora  se  ha  mi- 
rado también  antes  como  inexcusable  la  estricta  observancia  de  lo 
proscripto  en  dichas  leyes,  y  sobre  todo  en  lo^  relativo  á  los  plazos  y 
términos  que  ellas  establecen: 

Considerando  que  la  Legalidad  boy  existente  en  materia  de  minería 
no  la  forma  solameiite  el  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  1868,  pues 
que  en  su  art.  32  sedeclarau  subsistentes  todas  las  disposiciones  tanto 
de  la  ley  como  del  reglamento  vigentes  á  su  publicación,  que  no  se 
opusieran  á  las  nuevas  bases;  y  que  los  principios  consignados  en  éstas 
y  que  dominan  en  aquel,  lejos  de  estar  en  pugna  con  la  referida  dis» 
posición  16,  vienen  por  el  contrario  á  vigorizarla  prestándola  un  nue* 
vo  apoyo,  puesto  que  la  mayor  facilidad  para  las  concesiones  mineras 
que  establece  aquel  decreto  lleva  en  sí  como  consecuencia  natural  la 
rapidez  en  la  sustanciacion  de  los  expedientes,  la  cual  exige  que  se 
procure  impedir  y  evitar  la  negligencia  y  la  morosidad  por  el  medio 
eficaz  de  la  pena  de  cancelación: 

Considerando  que  así  la  Administración  activa  en  la  via  gubernati- 
va como  este  Tribunal  Supremo  en  la  contenciosa,  después  de  la  pn- 
blicacion  del  precitado  decreto-ley,  han  hecho  aplicación  de  la  referida 
disposición  16  según  lo  demuestran  la  orden  circular  de  2 3  de  Diciem- 
bre de  1873  y  la  sentencia  del  expresado  Tribunal  de  19  de  Noviembre 
de  1870;  no  siendo  posible  por  lo  tanto  dudar  que  está  vigente  aquella 
disposición  reglamentaria: 

Considerando,  en  virtud  de  lo  expuesto,  que  no  es  cierto,  como  su- 
pone la  referida  representación  del  demandante,  que  hayan  concluido 
las  obligaciones  del  registrador,  una  vez  hecha  la  demarcación  de  la 
mina  y  presentado  el  papel  de  reintegro,  quedando  ya  entonces  termi- 
nado para  aquel  el  expediente:  que  la  Real  orden  de  6  de  Diciembre  de 
1870,  en  que  se  pretende  fundar  semejante  doctrina,  además  de  ser 
evidentemente  particular  como  no  publicada  en  la  Gaceta  oficial,  ni 
inserta  en  la  Colección  legislativa^  se  d¡ictó  en  un  expediente  regido 
por  la  mencionada  ley  de  6  de  Julio  de  1859,  no  siendo  por  lo  tanto 
aplicable  á  este  expediente  que  se  rige  por  la  de  4  de  Marzo  de  1868, 
que  señala  el  término  de  30  días  después  de  la  demarcación  para  apro- 
bar ó  negar  el  registro: 

Considerando  que  aún  en  la  hipótesis  de  que  fuera  exacto  el  hecho 
no  justificado  por  la  parte  demandante  de  que  hay  multitud  de  expe- 
dientes ya  aprobados^  qne  se  encuentran  en  el  mismo  caso  que  Las 
Californias,  de  ahí  no  se  infiere  .según  pretende  aquella  que  no  haya 
estado  ni  esté  vigente,  ni  en  uso  la  repetida  disposición  16;  y  que  lo 
único  que  siendo  cierto  podría  deducirse  de  aquel  hecho  seria  que  ha- 
bían sido  aprobados  expedientes  que  contenían  defectos  leales,  lo 
cual  es  sin  duda  posible  y  nada  exti'año,  si  esos  defectos  quedaron 


impHcitameDte  subsanados,  porque  oo  habría  reclamación  de  tercero, 
como  la  hay  aquí  en  el  expediente  de  que'se  trata,  coya  circunstancia 
constituye  una  diferencia  bien  notable  y  esencial  entre  el  presente 
caso  y  los  otros  que  se  alegan: 

Considerando,  por  último,  que  la  alegación  de  fuerza  mayor  qa« 
hace  también  la  misma  parte  para  excusar  las  faltas  que  han  motiva* 
do  la  cancelación  de  su  expediente  es  de  lodo  puuto  infundada,  puesto 
que  según  aparece  del  certificado  expedido  por  el  referido  Ingeniero* 
Jefe  de  Vizcaya  á  instancia  del  coadyuvante  D.  Juan  José  de  Agueche, 
con  referencia  á  los  libros  de  su  oficina,  solo  estuvieron  suspendidas 
en  absoluto  las  operaciones  de  campo  por  cansa  de  la  guerra  civil 
desde  44  de  Abril  de  4872  hasta  44  de  Julio  del  mismo  año,  de  suerte 
que  hubo  sobrado  tiempo  antes  y  después  de  esa  suspensión  para  ser 
tramitado  dicho  expediente,  y  que  aun  en  la  hipótesis  de  que  hubiese 
existido  realmente  esa  supuesta  fuerza  mayor,  es  evidente  que  no  ha- 
bría podido  ésta  impedir  la  tramitación  del  repetido  expediente  en  las 
oficinas  de  Bilbao,  ni  á  D.  Manuel  Üarla  Palacios  hacer  las  reclama» 
clones  convenientes: 

Fallamos  que  debemos  absol?er  y  absolvemos  á  la  Administración 
general  del  Estado  de  la  demanda  deducida  por  el  Procurador  D.  Fran- 
cisco Sánchez  Moray ta,  á  ndmbre  y  en  representación  del  referido  Don 
Manuel  María  Palacios  y  Haza,  contra  la  resolución  del  Ministro  de  Fo- 
mento de  4  de  Agosto  de  4H73,  la  cual  declaramos  subsistente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ofl* 
cial  y  se  insertará  en  la  Coleccim  leg%9laHva^  sacándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Mi- 
nisterio de  Fomento  con  la  oportuna  certificación,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  =? Juan  González  Acevedo.  =  José  María  Her- 
reros de  Tejada. =:Ignacio  Vietes.=El  Magistrado  B.  Manuel  Aimonací 
votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar:  Juan  González  Acevedo.=Francisco 
Armesto.=Diego  Fernanda  Cano.=Mariano  Maury. 

Publicación .=Lei da  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  B.  Diego  Fernandez  Gano,  Magistrado  de  la  Sala  tercera 
dd  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  49  de 
Diciembre  de  4874.=Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

{Gaceta  de  24  de  Enero  de  4875). 


Sentencia  declarando  subsistente  la  Real  orden  que  denegó  la 
totalidad  del  terreno  denominado  El  Sol  solicitado  con  el 
nombre  de  San  Jerónimo. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  24  de  Noviembre  de  1874,  en  los  autos  con- 
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ieacieso-admioistratiTos,  pendientes  ante  la  Sala  en  primera  y  única 
instancia,  seguidos  por  D/  Antonio  Gampoy  y  Galiana,  representado 
por  el  Licenciado  D.  Salvador  Albacete  y  Albert,  contra  .la  Adminis- 
tración general  del  Estado,  y  por  el  Ministerio  Fiscal  en  su  nombre,  y 
coadyuvada  por  el  Procurador  D.  Joaquín  Moreno,  sobre  revocación 
de  la  Real  orden  de  47  de  Octubre  de  1872  que  le  denegó  la  totalidad 
del  terreno  denominado  El  Scí,  solicitado  con  el  nombre  de  San  Jeró' 
níflio,  adjudicando  á  la  mina  Primavera  Segunda  el  que  estaba  dentro 
de  las  lineas  de  la  demarcación  de  ésta: 

Resultando  que  en  30  de  Setiembre  de  1867  D.  líanuel  Martínez  y 
Martínez,  vecino  de  Murcia,  solicitó  del  Gobernador  civil  de  la  misma 
provincia  la  adquisición  de  la  pertenencia  de  un  terreno  con  el  nom« 
bre  de  San  Jerónimo^  de  mineral  plomizo  en  terreno  de  los  Propios  de 
Cartagena^  inculto,  en  el  paraje  llamado  Rambla  del  Hoyo  del  Agua, 
derrames  de  SaneiiSpirituSi  cuyos  linderos  designa,  que  se  bailaba  en 
una  zanja  ó  trabajadero  que  sirvió  de  labor  al  terreno  El  Soh  ignoran» 
do  su  dueño,  cuyo  terreno  se  encontraba  abandonado  por  más  tiempo 
del  que  permitía  la  ley,  baciendo  la  designación  oportuna  y  el  depó- 
sito prevenido: 

Resultando  que  formado  expediente  con  este  motivo  se  opuso  el 
primitivo  concesionario  del  terreno  El  SoU  y  reconocido  por  el  Inge- 
niero del  distrito  informó  que  no  babia  visto  en  todo  él  señal  ni  indi- 
cación que  demostrara  se  bubiese  trabajado  desde  hacia  10  ó  12  meses, 
ni  que  tampoco  se  trabajase  en  él  á  últimos  del  año  de  1866  que  an- 
duvo por  sus  inmediaciones;  por  lo  que,  y  las  demás  pruebas  aduci- 
das, el  Gobernador  en  28  de  Abril  de  1868  dictó  un  acuerdo  declaran- 
do la  caducidad  de  la  concesión  del  terreno  El  Sol  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  caso  4."*  del  art.  65  de  la  ley  vigente  de  minería;  y  aun- 
que por  el  opositor  se  interpuso  demanda  contencioso-administrativa 
contra  dicha  resolución  ante  la  Audiencia  de  Albacete,  después  se  se- 
paró de  ella,  y  la  misma  le  hubo  por  separado: 

Resultando  que  trasmitidos  sus  derechos  &  la  mina  San  Jerónimo  á 
D.  Antonio  Campoy  Galiana  por  medio  de  escritura  pública,  pretendió 
éste  se  suspendiesen  los  trabajos  de  explotación  que  se  ejecutaban  en 
la  misma;  y  veriñcada  la  diligencia  de  demarcación,  protestó  en  el 
acto  D.  Joaquín  Moreno  Marin,  dueño  por  compra  del  terreno  donde 
radicaba  la  mina  Segunda  Primavera,  por  creerse  con  mejor  derecho 
á  explotar  el  terreno  y  no  haber  sido  notificado  para  dicha  demarca- 
ción; solicitando  la  explotación  y  beneficios  de  las  sustancias  que  con- 
tenia la  superficie  del  terreno  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  los 
artículos  7/  y  8/  de  las  bases  de  la  nueva  legislación  minera  decreta- 
da en  29  de  Diciembre  de  1868;  y  habiendo  informado  el  Ingeniero  que 
hizo  la  demarcación  é  pesar  de  dicha  protesta  por  proceder  el  registro 
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de  denuncia  y  caducidad  del  terreno  El  Solqneetti  más  antiguo  que  la 
minsr  Segunda  Primavera,  y  ocupar  dentro  de  ella  la  misma  porción 
de  terreno  que  ocupaba  El  Sol\  de  conformidad  can  lo  propuesto  por 
la  Diputación  proTincial,  decretó  el  Gobernador  en  30  de  Agosto  de 
487(1  la  aprobación  del  expediente  por  estar  desvirtuada  la  protesta 
según  el  informe  del  Ingeniero  y  <^recer  de  oportunidad  lo  demás  so- 
licitado por  D.  Joaquín  Moreno  Marin: 

Resultando  que  interpuesto  por  éste  recurso  de  alzada  para  ante  el 
Ministro  de  Fomento,  recayó  la  Real  orden  de  47  de  Octubre  de  4872, 
anulando  el  precitado  decreto  del  Gobernador  que  concedía  la  totali- 
dad del  terreno  El  Sol  al  que  lo  había  solicitado  con  el  nombrcí  de  San 
JerónimOj  y  adjudicándose  á  la  Segunda  Primavera  la  parte  que  se  ha- 
llaba dentro  de  sus  lineas,  y  lo  restante  al  denunciador  del  terreno, 
disponiendo  se  publicase  en  la  Gaceta  para'qoe  tut.iese  carácter  gene- 
ral; debiendo  quedar  sentado  el  principio  de  que  caducada  una  conce- 
sión de  escorial  ó  terrero,  pasa  en  el  aeto  á  poder  del  concesionario  del 
subsuelo  la  parte  contenida  dentro  de  las  líneas  de  las  pertenencias 
mineras: 

Resultando  que  notificadas  las  partes  en  ^  de  Noviembre  y  30  de 
Diciembre  de  4873,  en  el  día  23  de  est^  último  mes  y  año  presentó  de- 
manda contencioso-administrativa  en  este  Tribunal  Supremo  la  de  Don 
ürntonio  Gampoy  y  Galiana,  representado  por  el  predicho  Licenciado 
D.  Salvador  Albacete  y  Albert  pidiendo  su  revocación  y  que  se  declare 
la  validez  y  subsistencia  del  decreto  anulado,  exponiendo  para  ello  que 
el  art.  24  de  la  ley  minera  concede  solo  60  días  después  de  publicado 
el  registro  en  el  Boletin  oficial  para  presentar  a!  Gobernador  sus  opo- 
siciones los  que  se  considerasen  con  derecho  al  todo  ó  parte  del  ter- 
reno solicitado,  ordenándose  que  no  sean  admitidas  pasado  dicho  pla- 
zo: que  eu  el  59  de  la  propia  ley  se  declara  qi^e  solo  son  propiedad  de 
los  dueños  de  las  minas  los  terrenos  contenidos  en  las  pertenencias  de 
las  mismas,  si  antes  de  su  registro  no  hubiesen  sido  concedidos  ó  re- 
gistrados por  otros:  que  en  los  últimos  párrafos  del  68  se  establece  que 
ejecutoriada  la  caducidad  de  una  concesión  del  terreno  por  consecuen- 
cia de  un  registro  tendrá  el  registrador  la  preferencia  para  la  demar- 
cación y  sucesiva  posesión,  debiendo  reaparecería  pertenencia  primi- 
tiva con  sus  anteriores  dimensiones,  si  no  tuviese  cabida  una  comple- 
ta por  hallarse  registrado  ó  concedido  en  investigación  el  terreno  de 
las  inmediaciones,  citando  además  la  jurisprudencia  constante  sentada 
sobre  el  particular: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  gubernativo, 
declarada  procedente  la  via  contenciosa  y  admitida  la  demanda,  la 
amplió  el  Licenciado  Albacete  y  Albert  insistiendo  en  su  solicitud  y 
argumentos,  añadiendo  á  éstos  que  la  demanda  se  halla  bajo  el  amparo 
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de  la  regla  general  qae  hace  objeto  de  concesión  los  escoríales  y  ter- 
reros: qoeésto«  son  de  adquirir  por  el  medio  legitimo  de  registro,  con 
los  mismos  derechos  é  idéntica  tramitación  qne  las  minas:  qae  por 
unas  y  otras  se  halla  establecido  como  premio  del  registrador  en  caso 
de  caducidad  la  reapartcioo  de  la  pertenencia  primitiva  si  no  p«ede 
extenderse  hasta  la  unidad  tiplea  por  respeto  á  otros  derechos;  pero 
conservábdose  íntegros  como  mlnimam  los  comprendidos  en  los  Ifmi 
tes  de  la  pertenencia  cadocada  que  la  ley  declara,  icdivisiide  y  que  la 
existencia  de  concesiones  del  subsuelo  y  mina  y  de  los  escoriales  ó  ter* 
reros  es  un  hecho  reconocido  en  las  leyes  y  reglamentos  del  ramo»  pi- 
diendo por  un  otrosi  que  se  mandaren  suspender  las  labores  en  el  ter- 
reno cuestionado,  especialmente  sobre  los  minerales  comprendidos  en 
la  superficie  de  la  demarcación  déla  mina  Segunda  Primavera^  ó  que 
se  hiciesen  con  su  inter?eocioo,  ó  se  afianzase  á  satisfacción: 

Resultando  que  conferido  traslado  al  Ministerio  fiscal,  lo  evacuó 
pretendiendo  se  absolviese  á  la  Administración  del  Estado  confirmando 
la  orden  recnrrída,  fundado  en  que  entre  los  derechos  del  antiguo  ter- 
rero El  Sol  y  el  renacimiento  de  éstos  en  el  moderno  San  Jermimo^ 
media  la  interposición  dé  un  acto  administrativo  que  fué  consentido 
por  el  dueño  de  aquel,  cual  era  la  demarcación  de  la  mina  Segunda 
Piimavera,  por  lo  que  su  denuncio  no  llevó  consigo  la  reaparición  de 
los  primitivos  líbites  de  la  pertenencia  denunciada:  que  el  art  59  de 
la  ley  vigente  de  Minas  expresa  terminantemente  que  los  terrenos  con* 
tenidos  dentro  de  pertenencias  mineras  son  propiedad  de  los  dueños 
de  éstas,  si  antes  de  su  registro  no  hubieran  sido  registrados  ó  con* 
cedidos  á  otros:  y  del  expediente  resolta  que  la  mina  Primavera  Se* 
gunda  fué  registrada  en  i864,  y  el  terrero  San  Jerónimo  en  1867,  y  la 
admisión  definitiva  del  registro  en  1870;  por  lo  que  estando  abandona* 
do  el  terrero  El  Sal,  la  parte  de  la  denuncia  San  Jerónimo  comprendí* 
da  dentro  de  las  lineas  de  la  Segunda  Primavera  correspondía  al  due- 
ño de  ésta,  puesto  que  su  registro  era  anterior  con  mucho  al  denuncio 
San  Jerónimo:  que  según  las  bases  8/  y  16  del  decreto-ley  de  29  de 
Diciembre  de  1868,  los  escoriales  y  terreros  deben  adjudicarse  prefe- 
rentemente al  dueño  del  terreno  cuando  sea  de  propiedad  particular» 
por  lo  que  es  evidente  el  doble  derecho  que  el  dueño  de  la  Segunda 
Primavera  tiene  á  explotar  el  terreno  San  Jerónimo^  pue&to  que  es 
dueño  del  subsuelo  por  virtud  de  su  concesión  minera,  y  al  mismo 
tiempo  propietario  particular  del  sueleó  terreno,  opooiéndose  por  un 
otrosí  á  lo  solicitado  en  el  de  ampliación  á  la  demanda,  y  pidiendo  fue- 
se citado  como  interesado  en  este  asunto  D.  Joaquín  Moreno  Marín: 

Resultando  que  acordado  así  por  la  Sala  compareció  representado 
por  el  Procurador  D.  Pedro  García  González,  á  quien  se  tuvo  por  parte 
y  contestó  á  la  demanda  con  la  misma  petición  y  argumentos  que  el 
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Ministerio  fiscal,  y  que  habiendo  solicitado  replicar  el  demandante,  le 
declaró  no  haber  logar  á  ello: 

Vistos,  siendo  ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Armesto: 

Considerando  que  la  ley  de  6  do  Julio  de  1859  dispone  en  el  núóie- 
ro  4.*  de  su  art.  65  que  «caduca  y  se  pierde  la  propiedad  de  his  pefHe» 
nencias  de  «linas,  terroroso  escoriales  po^  abandono»  cuando  no  se 
han  guardado  en  su  laboreo  las  reglas  establecidas  en»  los  «rtieulos  50, 
51,  52  y  55,  con  la  escepcion  contenida  en  el  66  referente  á  las  cavsus 
extraordinarias  impeditivas  de  los  trabajos  mineros  por  fuerza  mayor 
comprobada  en  debida  forma: 

Gotisiderando  que  justificado  el  abandono  del  terrero  registrado 
por  D.  Andrés  García  y  García  con  la  denominación  El  5í)/,  y  declarada 
por  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Murcia  la  caducidad  de  tu  con» 
cesión  en  virtud  de  las  atribuciones  que  le  concede  el  art.  69|  quedó 
ejecutoriada  dicha  declaración  y  el  terreno  de  El  Sol  restituido  al  pri- 
mitivo estado  de  libertad  para  todos  \m  efectos  de  la  legislación  mi« 
ñera. 

Consideranídó  que  si  bien  el  art.  45  de  la  ley  citada-  establece  como 
regla  general  «que  son  objeto  de  concesión  los  terrenos  proceáentes 
deotkinas  y  los  escoriales  de  oficinas  de  beneficios,  con  tal  que  unas  y 
otros  estén  abandonados,-  esta  disposición  debe  entenderse  subordioadci 
á  la  contenida  en  el  art.  59,  según  la  cual  «los  eseoflales  y  termios exis- 
tentes en  pertenencias  de  minas  son  propiedad  de  los  dueños  de  éstas, 
si  antes  de  su  registro  no  hubiesen  sido  concedidos  6  registrados  por 
otros; >  y  como  en  el  caso  actual  D.  Joaquín  Moreno  y  Mario  en  il  de 
Noviembre  de  1864  habia  registrado  la  mina  Segunda  Primavera^  den- 
tro de  <;uyas  lineas  está  comprendida  una  parte  de  la  mina  vegistrada 
con  mucha  posterioridad  con  el  nombre  de  San  Jearónimo  porO.  Anto** 
oio  Gampoy  y  Galiana,  es  congruente  decir  que  al  primero  comodtiefio 
déla  pT^Miét  Segunda  ^rmatr^réi  corresponden  en  piropied«ddoe 
escoríales  y  terreros  contenidos  en  la  superficie  ó'suelo  á  teaof  de  lo 
preceptuado  en  el  sobredicho  art.  59: 

Considierando  que  según  el  núm.  5."  del  árt/  66  d«l  regtameiYtd  de 
^24  de  Junio  de  1868  para  1»  ejecución  de  la  ley  de  Minas  son  admi9i« 
bles  en  la  vía  contenciosa  los  recursos  propuestos  por  los  inlei>eeado« 
que  hubiesen  protestado  en  el  acto  de  IfS  demavcactonesiitiliieHks;  y 
constando  que  D.  Joaquín  Moreno,  en  la  diligencia  de  demar^cton  de 
la  mina  San  JerénimB  verificad»  en  28  de  Marzo  de  1870,  protesló 
contra  ella  por  la  manifiesta  razón  de  que  dentro  de  sus  líneas  habia 
porción  de  suelo  de  la  que  le  pertenecía  con  el  nombre  de  Segunda 
Primavera,  evidente  es  su  legal  intervención  en  el  litigio  pendiente 
como  coadyuvante  del  Ministerio  fiscal: 

Considerando  que  con  arreglo  al  art.  88  de  la  ley  de  Minas  de  4  de 
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Marzo.de  1868  que  reform<i  la  anterior,  el  Uioieterio  de. FoJnea|o  tiene 
absoluta  competeocia  para  pedir  á  la  Jaoiia  superior  facultativa  de 
minería  y  al  GoDsejo  de  Estado  I09  informes  qae  estime  convenientes 
en  1.08  asuntos  de  esta  clase,  y  que  por  consecuencia  los  (e^mitidos  por 
dichas  Carporaciones  han  sido  procjBdentes:  ;     ' 

Considerando  que  las  bases  generales  para  la  nueva  legislación  mi- 
nera establecidas  por  el  decreto  del  Gobierno  provisional  de  29  de  Di* 
ciembjede  1868  vienen  á  confirmar  lo  dispuesto  en  el  art.  59  de  la 
preciifda ley, puesto  que  uno  y  otras  tienden á  lacoosolidacion  de  los 
dominios  del  suelo  y  del  subsuelo  en  una  no^isma'  persona,  tal^^  como 
se  expUcan  en  la  base  5/  para  aumentar  árdisminujr  de  esta  manera 
las  colisiones  y  conflictos  que  fácil  y  frecuentemente  pudieran  surgir 
entre  los  dueños  del  fondo  y  de  la. superficie  respecto  á  Us  sustapcias 
metalúrgicas  existentes  en  ellos;  y  por  <lo  tanto  el  Estado  cede  las  de 
la  primera  sección  contenidas  en  el.  subsuelo  al  dueño  dei  suelo  en  la 
forma  determinada  en  la  base  7/;  y  respecto  á  las  de  la  segunda  sec- 
ción concede  al  mismo  la  preferencia  para  la  explotación  á  tenor  de  lo 
consignado  en  la  base  8.%  sentándose  en  la  16  el  principio  de  que  la 
prioridad  en  la  jii^esentacion  de  la  solicitud  de  concesión  da  derecho 
de  igual  preferencia  al  dueño  del  suelo  para  la  explotación  de  la  mina 
respecto  de  las  sustancias  de  la  segunda  sección; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración 
general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Antonio 
Gampoy,  y  en  su  virtud  declaramos  subsistente  la  Real  orden  recla- 
mada de  17  de  Octubre  de  1872. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  ge  insertará  en  la  Celeoeion  legislativa,  sacándose  alefecto  las  copias 
necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Ministerio  de 
Fomento  con  la  oportuna  certificación  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmam0S.=Juan  González  Aeevedo.=Pascual  Bayarri.==juan  Jiménez 
Cuenca.=Manuel  Leon.=:Ignacio  Vieites.=Francisco  Arme$to.=Luis 
Vázquez  Mondragon. 

.  Publicación. =cLeida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Francisco  Armesto,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo, 
celebrando  audiencia  pública  la  Sata  tercera,  de  que  certifico  como 
Secretario  Relator  en  Madrid  á  24  de  Noviembre  de  1874.=Licencia- 
do  Enrique  Medina. 

(Gaceta  de  4  de  Febrero  de  1875). 
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Sentencia  declamando  firme  y  subsistente  la  providencia 
del  Gobernador  civil  de  Santander  que  declaró  caducada  la- 
concesión  minera  Perrería  Quinta. 

£q  la  villa  de  Madrid,  á  16  de  Diciembre  de  1874,  eo  los  autos 
cootencioso-admiaistrativos  seguidos  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  au- 
diencia de  Burgos  entre  D.  Luis  Ratier  y  Ciíasinet  y  D.  Francisco  Bhe- 
reos  con  D.  Luis  QuintgKiilla  Prieto,  como  cesionario  de  los  derechos 
de  D.  José,  del  mismo  apellido,  todos  vecinos  de  Santander,  y  el  Minis- 
terio fiscal  sobre  registro  de  la  mina  nombrada  La  Abundante  y  cadu- 
cidad de  la  Ferrería  QuintUj  hoy  pendientes  eo  la  Sala,  donde  está  re- 
presentado el  primero  por  el  Procurador  D.  Lorenzo  de  Póo  y  Espejo 
y  el  tercero  por  el  Licenciado  D.  Fidal  García  Lomas,  á  quienes  respec- 
tivamente se  ha  tenido  por  partes  en  virtud  de  los  recursos  de  apela - 
-cioQ  y  nulidad  interpuertos  por  Ratier  y  fiherens  de  la  sentencia  dic- 
tada en  11  de  Novienlbre  de  Í873,  que  se  han  declarado  desiertos  en 
auto  de  10  de  Julio  último  para  con  el  Bherens  por  no  haberse  presen- 
tado á  sostenerlos,  y  por  adheridos  á  dicho  Quintanillay  al  Ministerio 
fiscal  á  la  apelación  de  la  Ratier  de  la  citada  sentencia,  en  la  cual  se 
resuelve  que.  éste  había  perdido  el  derecho  que  tenia  adquirido  sobre 
su  mina  la  Ferrería  Quinta  en  la  parte  que  se  habia  superpuesto  La 
Abundante,  en  cuya  posesión  únicamente  y  para  los  efectos  legales* 
sucesivos  se  reputaba  caducada,  conservando  el  mismo  ó  quien  le  re- 
presentase la  plenitud  de  sus  derechos  en  las  demás  porciones  y^  perte* 
nencías  de  la  enunciada  mina,  declarando  válida  y  subsistente  la  con- , 
cesión  de  La  Abundante,  otorgada  á  favor  de  D.  Luis  Quintanilla: 

Resultando  que  en  17  de  Mayo  de  1B71  acudió  D.  José  Quintanilla  al 
Gobernador  civil  de  la  provincia  de  Santander  solicitando  el  registro 
de  una  mina  de  hierro  con  el  nombre  de  La  Abundante  ^  en  terreno 
Tealengo  del  pueblo  de  Pamanes  y  su  término,  llamado  de  las  Cuartas , 
•compuesta  de  20  pertenencias,  con  los  linderos  que  designó: 

Resultando  que  admitida  dicha  solicitud  y  publicada  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  al  art.  23  de  la  ley  del  ramo  vigente  para  los  efectos  ex* 
pregados  en  el  2i  de  la  misma,  como  trascurriesen  los  60  dias  sin  qae 
se  hiciese  oposición  alguna,  acordó  el  Gobernador  en  19  de  Julio  pasar 
«1  expediente  al  Ingeniero  de  provincia  para  que,  previo  reconoci- 
miento, practicase  en  su  casóla  demarcación  oportuna: 

Resultando  que  á  su  virtud  el  citado  Ingeniero  D.  José  González 
Lasala,  acompañado  del  Auxiliar  facultativo  D.José  Ferrer  y  Estrader, 
•del  Registrador  de  Quiolanilla  y  de  lo^  testigos  D.  José  Cano  y  D.  Ni- 
colás García,  se  constituyó  en  el  sitio  desigoado  y  practicó  la  demar- 
cación, amojonando  todo  el  perímetro  de  la  mina  en  la  forma  que  se 
hizo  constar  en  la  diligencia  extendida  al  efecto,  como  también  que 
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—  la- 
sas perteDeocias  liodaban  por  tod^s  vtentoo  con  terreno  írQDco;>qae  no- 
.teaía  mióos  próximos,  y  que  ao  vse  .habla  protestado  ni  reclamado  p0^ 
nadie  en  el  acto  de  la  demarcación,  formando  por  jiltimo  el  oportuna 
plano: 

Resultando  que  el  Gobernador  en  24  de  Octubre  siguiente, 7  en  U80> 
de  la  facultad  que  le  confería  el  art.  36  de  la  ley,  dictó  providencia 
aprobando  el  expediente  y  mandando  se  expidiera  el  tUnio  de  propie- 
dad, dando  de  todo  conocimiento  á  la  Adraiuistracioo  económica,  CD* 
mo  así  tuvo  efeqto  en  el  día  26: 

Resultando  qué  en  19  de  Noviembre  posterior  acudió  D.  Luis  Ratier 
al  citado  Gobernador  de  Santander  solicitando  se  suspendiera  Fa  entre- 
ga de  los  títulos  á  Quiotanilla  y  se  declarase  la  nulidad  de  sa  erpe* 
diente  y  el  de  lamina  Positiva^  porque  se  habían  demarcado  en  las 
pertenencias  de  otra  nombrada  Ferreria  Quinlay  que  era  de  su  propie- 
dad y  se  hallaba  bajo  elimperio  del  decreto-ley  de  29  de  Diciembre 
de  i 868: 

Resultando  que  pasada  la  anterior  solicitud  á  informe  del  ingeniertoh 
Jefe«  dijo  en  29  de  Diciembre  que  entre  lo«»  antecedentes  que  existían 
en  su  oñcioa  habia  un  asiento  en  el  libro  de  registro,  del  que  resulta- 
ba que  se  instruyó  expediente  en  10  .de  Mayo  y  salió  el  18  ó  28  de 
Abril  de  18C1,  después  de  haberse  demarcado  cuatro  pertenencias  an- 
tiguas  (60  de  las  actuales  á  D.  Alban  Ratier,  que  era  el  registrador, 
constando  solo  que  la  labor  legal  punto  de  partida  fué  una  zanja  de  iU 
metros  de  longitud,  los  rumbos  y  lineas  que  se  le  dieron;  per^  sin  ex- 
presarse  puntos  de  referencia,  linderos,  topografía  ni  ningún  otro  d^to 
útil  que  pudiera  dar  luz  para  evacuarel  informe  que  se  le  pedia,  pues- 
to que  en  aquella  techa  no  «Q'habian  ^establecido  aun  Iqs  libros  que 
hoy  se  llevan,  y  nc  podia  decir  por  este  motivo  si  algunos  de  los  ter- 
renos demarcados  para  los  registros  Abundante  y  Positiva  esteno  M 
comprendidos  en  todo  ó  en  parte  en  la  demarcación  que  en  sa  dia'se 
dio  á  la  Ferreria  Quinta,  que  con  referencia  á  la  cuestión  de  p«e4>1e 
de  esta  concesión,  debia  expresar  que  al  reconocer  dichos 'terrenos  no 
"habia  visto  labor  alguna  antigua  ni  moderna,  como  tampoco  mojones  ni 
nada  que  indicase  que  alli  habia  existido  ó  existia  una  concesión  mine- 
Ta:  que  por  esta  razón  positivamente  podia  asegurar  que  durante  los 
ocho  ó  nueve  años  trascurridos  desde  que  D.  Alban  Ratier  recibiera  la 
posesión  hasta  Octubre  de  1871  esa  concesión  habia  estado  despoblaba 
y  en  completo  abandono,  y  sin  darse  cumplimiento  en  esta  parte  al 
precepto  legal,  y  que  por  consiguiente  de  hecho  había  incurrido  '^en 
caducidad,  aun  cuando  ésta  no  hubiere  sido  declarada  ofícialmeole 
por  ninguco  de  los  medios  que  la  legislación  establecía: 

^Resultando  que  contra  la  providencia  en  que  se  mandó  pasar  el  ex- 
pediente á  informe  del  Ingeniero  in4erpuso  apelación  D.  LuisRatier 
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—  le- 
para ante  el  ittiDistro.de  :Fomento;  y  como  le  fuese  denegada,  la  biso 
secnrsode  queja,  que  se  le  admitió,  presenlaado  á  su  ^irlud  una  cef« 
tiñcaeion  expedida  en  10  de  Abril  d?  1872  por  el  Jefe  de  la  Sección  úe 
Fomento  de  la  profincia,  con  el  V.*"  B.*"  del  Gobernador,  expresiva  4e 
qoe  entre  los  anlecedenles  que  obraban  en  la  misma  referentes  Á  la 
Goneosion  nombrada  Ferrería  Qutnla,  adjudicada  á  D.  Luís  Ratier, 
aparecía  un  escrito,  fecha  8  de  Octubre  de  1871,  en  que  dicho  conce- 
sionario optaba  para  su  referida  mina  por  el  decreto  de  29  de  Diciem-i> 
bre  de  4868: 

Resultando  que  por  virtud  do  dicho  recurso  de  queja  se  remitió  el 
expediente  á  la  Oireccion  general  de  Agricultura,  Induf^tría  y  Comer- 
cio,'quien  lo  pasó  á  la  Junta  superior  facultativa  de  minería,  y  ésta 
hizo  observar  que  P.  Luis  Ratier  habia  dejado  pasar  todos  los  plazos 
látales  que  la  ley  establecía  para  reclamar  contra  los  registros:  que  el 
de  la  Abundante  se  publicó  por  edictos  en  el  Boletín  oficial,  según  es- 
lAba  preveniído,\y  que  la  razón  alegada  por  Ratier  de  hallarse  en  un 
via^e  no  era  válida,  según  el  párrafo  tercero  del  art.  40  del  reglamento 
para  la  ley  reformada  de  Marzo  de  1868:  que  ni  en  el  acto  de  la  demar- 
cacioo  ni  48  horas  liespues  presentó  Ratier  protesta  alguna,  de  cuya 
operación  estaba  enterado,  según  informe  del  Ingeniero,  supuesto  que 
su  mismo  hermano  asistió  á  la  de  otras  minas  de  su  propiedad  inclui- 
das en  la  misma,  citación:  que  no  era  exacto,  como  aseguraba  el  de- 
mandaste en  sus  escritos,  que  al  presentarse  la  mina  Abundante  como 
registro  y  no  como  denuncio  diera  validez  á  su  pretensión  de  acogerse 
alas  bases  para  la  nueva  ley,  puesto  que  el  art.  79  del  reglamento  re- 
formado  vigente. previa  en  su  párrafo  tercero  el  caso  en  cuestión;  opi- 
nando por  unanimidad  procedía  ¿saber:  •  primero,  vsi  habia  duperposi- 
cion,  y  91  da  FerDeriaüuinta  tenia  trabajos  que  dieran  á  conocer  si  ha« 
bia/iestado  ó  no  poblada  aegun  prevenía  la  ley,  paes  en  caso  de  no  ha- 
berse, trabajado  en  ella  k)  suftcieate  habia  incurrido  en  caducidad  y 
quedarla  ▼>álid6  el  fegistro  á6ttftflían/e:» 

,  ftesuliando  que  comanícaido  así  al  Gobernador  y  pasados  los  ante- 
cedentes al  Ingeniero  Jefe  de  la.provineia,  informó  en  9  de  Julio  de 
1872  que,  .previa  la  citación  oficial  hecha  áiambos  partes  en  el  Boletín 
da,'ia «provincia,, y  con  aaistencía  de  D.Luis  Quintanilla,  pero  no  de 
D.  Francisco  Bhereos,  en  quien  faabian  recaido  los  derechos  de  Don 
Luis  Btfitter,  ni  ninguna  otira .persona  autorizada «n  su  nombre,  proce- 
dió é.practitear  las  operaciones  oportunas,  resultando  que  habia  sobre- 
pasicioo4e  la  conceaion  Abundante  en  la  nombrada  Ferreria  Quinta 
en  su  primera  pertenencia  del  modo  qoeapareciaen  el  croquis  del  folio 
5$^  y  en  la  que  por  coosiguieate  estuvo  el  punto ,de  registro  y  su  labor 
lagal:  que  ésta  fué  unaxanja  señalada  con  la  letra  A,  en  la  cual  neae 
habia  trabajado  en  tanto  tiempo,  pues  aparecía  recubierta  de  arbustos. 
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y  sus  paredes  y  hastiales  hábiaa  criado  yerbas:  que  próximo  á  ella  y 
hacia  el  E.  se  abrió  otra  zanja  que  estaba  poco  más  ó  meóos  que  la 
aalerior,  marcada, con  la  letra  B,  y  sobre  ella  se  habia  trabajado  algo 
recientemente  por  Quintanilla,  según  manifestación  suya:  que  para 
cerciorarse  mejor  que  la  vez  primera  que  estuvo  en  aquel  terreno  si  en 
U  concesión  Perrería  Quinta  se  hablan  hecho  algunos  trabajos,  habia 
reconocido  desde  luego  el  terreno  y  no  habia  encontrado  minas,  lo 
cual  probaba  del  todo  que  durante  el  espacio  de  ocho  ó  nueve  años  esta 
concesión  habia  estado  desierta  y  abandonada,  sin  atenderse  á  su  pue- 
ble: que  este  juicio,  que  se  veia  claro  sobre  el  terreno,  se  lo  liabian 
confirmado  en  él  D.  Joaquín  del  Hoyo,  Alcalde  que  habia  sido  varios 
años  en  la  localidad;  Pablo  de  Arenal  y  Antonio  Pontones,  que  vivían 
en  aquel  punto,  en  el  cual  decian  que  jamás  hablan  visto  trabajar  á 
nadie  ni  sabían  siquiera  que  allí  existiese  tal  concesión  de  mina,  con 
lo  que  resultaba  plecíameate  demostrado  el  abandono  y  falta  de  pue- 
ble de  dicha  concesión  en  tantos  años>  y  que  por  consiguiente  ha^ia 
incurrido  en  el  caso  de  caducidad  según  la  ley  y  los  antecedentes  que 
S8  ventilaban  en  el  expediente: 

Resultando  que  á  su  virtud  el  Gobernador  dictó  un  decreto  funda- 
do en  5  de  Agosto  de  1872,  por  el  que  declaró  caducada  la  concesión 
Perrería  QuirUay  mandando  entregar  el  título  de  propiedad  á  La  Abun- 
dante; y  que  se  diese  conocimiento  de  ello  á  la  Administración  eco- 
nómica y  al  Ingeniero  Jefe,  interesando  á  la  Dirección  general  del  ra* 
mo  que  devolviese  el  expediente  de  la  primera  para  unirlo  al  déla  se- 
gunda: 

Resultando  que  contraía  citada  resolución  y  en  5  de  Setiembre 
posterior  presentó  D.  LuisRatier  demanda  contencioso-administrativa 
ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  acompañando  una 
carta  de  pago  expedida  en  i9  de  Agosto  de  1872  á  su  favor  por  la  Ad- 
ministración de  la  provincia  de  Santander  de  haber  satisfecho  por  de» 
rechos,de  superficie  60  pesetas  por  la  mina  Perrería  Quinta^  correspon- 
diente al  tercer  trimestre  del  año  económico  de  1871  á  1872,  y  otra'del 
Jefe  Interventor,  con  el  V.°  B/  del  Administrador,  con  referencia  al 
.  libro  de  entrada  y  demás  antecedentes  que  existían  en  su  oficina,  ex- 
.ptesando  resultaba  que  con  talón  num.  222  se  verificó  el  ola  15  de  Ma- 
yo del  mismo  año  el  ingreso  en  la  Caja  de  aquella  Administración  de  la 
cantidad  de  100  pesetas  por  derechos  de  superficie  de  las  nainas  Ferré' 
ría  Cuarta  y  Quinta,  cuya  superficie  se  componia  de  60  pertenencias 
cada  una  de  ellas,  perteneciendo  dicho  ingreso  á  los  derechos  deven- 
gados en  el  segundo  trimestre  del  año  económico  de  1871  á  1872  dosde 
la  fe^ha  de  la  concesión,  habiéndose  verificado  el  pago  por  D.  José  Ma- 
kienan  á  nombre  de  D.  Luis  Ratier,  dueño  de  las  espresadas  minas;  so- 
l^icitaudo  en  aquella  que  se  revocase  la  providencia  del  Gobernador 


,      —21  — 

aales  expresada,  y  «se  declarase  que  la  mina  Ferrería  Quinfa  le  cor- 
respondía á  perpetuidad  jpor  venir  satisfaciendo  los  derechos  desuper^ 
fície  y  haberse  acogido  á  los  benefícios  del  decreto-ley  de  29  de  Di* 
siembre  de  1868,  qae  le  fueron  dispensados;»  exponiendo  para  ello  los 
fundamentos  que  creyó  oportunos: 

Resultando  que  en  14  del  mismo  mes  de  Setiembre  presentó  escri« 
to  D.  Francisco  Bherens«  reproduciendo  la  anterior  demanda  y  adhi- 
riéndose al  recurso  en  el  de  18  de  Noviembre: 

Besultando  que  también  D.  Luis  Quintaoilla,  como  dueño  de  las 
minas  Positiva  y  Abundante,  pidió  que  se  le  tuviera  por  parte  en  los 
autos;  y  deferidose  á  estos  extremos,  con  audiencia  físcal,  amplió  su 
demanda  D.  Luis  Ratier,  apoyándola  con  nuevos  fundamentos,  entre 
ellos  que  al  siguiente  dia  de  la  demarcación  acudió  al  Gobernador  aco- 
giéndose á  los  benefícios  del  decreto-ley  de  28  de  Diciembre  de  ll>68, 
lo  cual  implicaba  la  protesta  más  solemne  y  la  más  elocuente  cposi* 
cion  á  las  pretensiones  del  nuevo  registrador;  todo  lo  cual  reprodujo 
asimismo  D.  Francisco  Bherens: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  D.  Luis  Quintaniíla,  j^resentó 
un  ejemplar  del  Bolelfn  oficial  de  la  provincia  de  Santander  de  28  de 
Setiembre  de  1871,  en  el  que  se  inserta  una  relación  suscrita  por  el 
Ingeniero  Jefe  de  Minas  D.  José  Lasala  de  las  operaciones  que  debía 
t>racticar  en  unión  del  Auxiliar  D.  José  Ferrery  Estrader  en  los  térmi- 
nos municipales  del  partido  de  Entrambasaguas  en  los  dias  Z  al  11  de 
Octubre,  lUiico  periodo,  figurando  en  dicha  relación  la  mina.  Abundan* 
fe  y  su  interesado  D.  José  Quintaniíla;  como  también  una  escritura 
otorgada  en  Pamanes  á  12  de  Setiembre  de  1872,  por  la  que  D.  José 
Quintaniíla  cedió  á  su  hijo  D.  Luis  todos  los  derechos  y  acciones  que 
pudieran  corresp^nderle  en  una  mina  titulada  Abundante,  que  el  pri- 
mero había  registrado  á  su  nombre  por  encargo  y  cuenta  del  segundo» 
pretendiendo  que  se  confirmase  la  providencia  gubernativa,  y  en  ati- 
consecuencia  que  se  absolviese  á  la  Administración  de  la  demanda  por 
Iqs.  funda  mentes  que  adujo,  siendo  uno  d^  ellos  el  que  cuando  Ratier 
86  acogió  á  los  beneficios  de  la  ley  de  1868  llevaba  ya  cinco  meses  de 
incoado  su  expediente,  y  no  se  le  notificó  la  providencia  recaída  oi 
tuvo  conocimiento  de  tal  solicitud,  por  loque  para  él  no  pudo  causar 
estado  aquella;  y  que  además  estaba  caducada  en  aquel  entonces  la 
concesión  de  Ferrería  Quinta  á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
cuarto  del  artículo  65  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859,  reformada  por 
la  de  4  de  Marzo  de  4868: 

Resultando  que  corrido  el  traslado  al  Ministerio  fiscal,  pidió  se  re« 
Toease  la  providencia  gubernativa  reclamada,  fundándose  en  que  Ra- 
tier se  acogió  á  los  beneficios  de  la  ley  para  la  nueva  legislación  de 
minas  cuando  no  existia  en  tramitación  ningún  expediente  de  denun- 


elo  ódecadtrcidad,  pues  eliiieoado  por  Qdnlaiiilla  lo  fué  excluBtrei- 
ment»  de  registro:  que  tampoco  se  instruyó  Aquel  de  oflcia;  y.  que 
si  bieo  9ie  trató  de  acreditar  la  caducidad  por  falta  de  puebie,  fué  des*- 
paes  de  haber  optado  Ratier  por  dichos  bebeñcios  y  haberse  opueslo  á 
la  entrega  del  titulo  de  la  mina  AbuHdai^ie,  siendo  eo  todo  di>lioto  el 
registro  al  denuncio: 

Resultando  que  concedido  á  las  palotes  el  derecho  die  replicar  y  ooii*- 
trareplicar,  lo  verificaron  respectiva meiNIé,  presentando  el  demaodto^ 
^  tres  cartas  de  pago  de  los  tres^üitim^s  trimestres  por  los  dier^ohos 
de»  superficie  de  la  citada  mina  Fenrrtgriü  QuinVñ\ 

B!esultaodo  que  recibidos  los  aütod  á  prueba,  presentó  la  txásmdt  el 
Real  titulo  de  propiedad  de  la  mencionada  mina,  expedido  en  2?  db 
Ehero de  1863  é inscrito  en  eVRegrsfrode'  la  propiedad  de  Etotramba»^ 
af^as,  con  la  espHeiicion  derpUrno  de  demarcación  d^da  poret  Gaerpe 
Nacional  de  Ingenieros  de  M íhasr  en  9  de  Ionio  (fiel  mis<mo  ano,  1»  pri- 
mÉtdi  copia  de  una  escritura  otorgada  en  Santander  á  i4  de  Bnero  de 
4871,  por  la  que  D.  Alban  Ratier  ratificó  el  contrato  de  cesiou  de  va* 
Mks  minas,  entre  tes'  qtio  figura  Pétrerta  (^mta\  eo  favor  d^  su  her- 
mano D.  Luis  Ratier  y  su  esposa^  y  otra  copia  de  escritura  de  venta 
otorgada  en  I.*"  de  Abril  de  1872  por  estos  últimos  á  fevor  de  D.  Piráis 
<ñSCo  Bherens  déla  repetfda  mina,  con  la  condición  de  que  si  á  éstd^M 
le  traftase  de  molestar  por  cualquiera-  motivo  en  la  posesión  dé  lo  que 
Adquiría,  q^uedaban  obligados  á  sostener  las  cuestiones  que  se  promo^ 
viesen,  cuyas  escrituras  fueron' registradas  oportunamente' en  el  de  Ik 
propiedad  del  partido:  y  la  parte  démanda^n  prestó  su  aquiescieofchi 
para  evitar  el  cotejo,  reconocieudo  la  autenticidad  de  los  demás*  á&cvL* 
montos:' 

Rdsultandy)  qu«  pat^  igual  fia  se  compulsé  de  ud  expediente  de  mi^ 
B*as  la  exposición  que  b\  Luis  Rattereievda'lixobeniadoren  &de<^cl«- 
bre  de  t871  acogiéndose  af  decreÜD^foy  d^'  B¥ciembre  de  4^808  per»  IM 
minas  d^  su  pertenencia  Pierrerta  Cuarta  y  Qumta\  situada  l^últyiBW 
eTfPamanes,  pidiendo  se  tomase  uota  al  efocto'parttfos'ffnes  del  avt.  19 
de  las  bases  generales  de  dicha"  Itey,  y  se  le  dres^e  certificación  para  su 
resguardo;  por  V(y  que  ^^  Gobeiti'ador  decreftó  en  el  di«  13  d^li  mismo 
Ates  y  a€o  decFara'Btfb^  con.  arreglo  é  lo  prevenido  en  el  arl.  30>del  pre- 
citado decreto,  que  quedaban  acogidas  á  él  las  referidas  CoBcesionei 
por  resultar  que  rringun  demiiíWiio  pestfha*  stAre'  eüas,  y  que  m  dtéso 
conocimiento  á  la^  Administración  eeonómicw;  habiendo  marnifestodO'Ol 
Jefe  de  la  Sección  de  Fomento  al  hacerse  la  compulsa  que  en  su*  oftc(« 
na  no  baldía  existido  df  eristia  nin'gun  otfro  doeuvaento  en  érden^á  la 
Pefrrerítt  Quinta;  y  tilmbieo  s^  hho  eonstaf  del  libro  il'.*'  quv  pr^ewté 
por  señaian^iento  del  represenitamte  deP  dem*a»dado,  que  BP.  José  Quili'' 
latrílla  presentó  á  las  die£  y  media  de  la*  araianadel  47' de  Mayo»  do 


€871  solicitud  de  registro  deSO  perteneociaB  de  mineral  para  /a  titu^ 
lada  la  Abundante;  que  esta  mioa  estaba  en  tramitacioo  eo  orden  á 
^ue  ea  24  de  Setiembre  de  1671  resultaba  en  el  libro  número  4.*  de- 
salientas de  depósitos  de  mifias  haber  satisfecho  al  Ingeniero  Lasala  por 
lar  deoarcacioij  53  pesetas  75  céntimos:  « 

Resultando  que  á  instancia  de  D.  Luis  Quintanilla.se  compulsó  el 
«sÍBniD  original  de  registro  de  90  pertenencias  para  la  mina  Abundan'- 
ftyar  referid  a;  y  además  certificó  el  Jefe  Interventor  con  el  V."  B.*  del 
Admiriistrador  que,  según  asientos  de  cargareme»,  resultaba  que^Don 
José  Quintaiiilla,. registrador  de  la  mioa  Abundante,  á  quien  se  le  ad^ 
jttdícó'con  seis  pertenencia»  y  superficie  de  60.00Ü  metros  cuadrados^ 
lo* fué  en  24  de  Octubre  de  4B7I,  y  había  ingresado  en  la  Caja  la  caoti^^^ 
dad'de  4ü  pesetas  80  céntimos,  importe  de  los  derechos  de  superficie  • 
de  dicha  mina  desde  la  fecha  de  su  concesión  hasta  30  de  Junio  de 
l&73«  en  la  forma  y  oonespresion  de  las  fechas  y  números  de  las  car- 
tasde  pago  que  se  citan: 

Resullandb  que  con  mérito  á  todo  y  en  11  de  Noviembre  de  1873 
dictó  sentencia  la  Sala  primera  de* la  Audiencia  da  Burgos  declarando». 
queD.  Luis  Ratier  habla- perdido  el  derecho  que  tenia  adquirido  sobre 
la^f^anrerfo  Quinta  en  la  parto  (|ue  se  habla  sobrepuesto  la  mina  Abu»' 
dante,  en  cuya  porción  únicamente  y  páralos  efectos  légales  sucesiTos 
se  reputaba  caducada,  conservando  la  plenitud  de  sus  derechos  en  las 
demée  porcioties  y  pertenencias  de  aquella,  y  que  la  concesión  de  la 
segunda. era  válida  y  subsistente,  debiendo  entregarse  á  D.  Luis  Qulo* 
lanilla  el  Ululo  de  propiedad: 

Resultando»  que  habiendo  pedido  éste  interpretación  del  anterior 
ftflo*,  como  le  fuese  denegado,  apeló  del  auto  en  que  se  acordara  asi,  y 
la  Sala  ha  declarado  no  haber  lugar  á  esta  apelación: 

Resultando  que  venido»  los  autos  á  este  Tribunal  Supremo  á  virtud 
de'losi  recur^S'de  apelacicu  y  milidad  que  interpusieron  y  les  fueroa 
adnRidos-áiD.  Luis  Ratier  y  D^.  Francisco  Bherens,  como  el  último  no 
se  presentase  á:  sostienerlos;  le  acusó  la  rebeldía  el  Ministerio  fiscal,  y 
Ift'Saiia  declaró  desierto  dicho  reeurso  para  con  el  mismo,  y  por  adhe- 
ridos á  QttIntaniHa  y  al  Fiscal  al  interpuesto  por  Ratier: 

'  Resultando  que  mejorándoles  este  último,  representado  por  el  Pro»* 
«oradbr  D.  Lorenzo  de  Póo  y  Espejo,  á  quieta  se  tuvo  por  parte,  pidió  s« 
revoque  y  se  anulo  la  precitada  sentencia  en  cuanto  declara  que  ha  per-< 
didor  el  derecho  que  tenifa  adquirido  sobre  la  mioa  Ferreria  Quinta  en  la 
peifietqfiese  ha  sobrepuesto  la  Abundante,  la  cual  deja  válida  y  subsis- 
tente  fundado  en  que,  según  elart.  30  délas  bases  de  Diciembre  de  1868» 
ior  dawños  aoteriores  de  minas,  cootra»la8  que  no  eiisticje  denuocio^ 
«03  tramitación  podrían  optar  por  los  preceptos  de  la  misma  ley  y  ad*» 
4|ittirir  aqoeüas  á  perpetuidad:  que  la  Real  orden  de  18  de  Abril  de  186^ 


j  la  doctrina  legal  e'maDada  de  todas  las  leyes  de  minería  que  han  re-' 
gido  y  rigen  hoy  en  España,  con  arreglo  á  la  que  existe  diferencia' 
esencial  entre  denuncio  y  registro;  co  la  doctrina  de  que  un  'derecho- 
concedido  por  la  Administración,  previos  todos  los  trámites  de  ley  y 
reglamento,  es  inviolable  para  todos  aun  cuando  no  hayan  intervenido- 
en  el  expediente  donde  se  otorgó,  y  el  precepto  de  la  ley  hipotecaria, 
segoQ  el  cual  el  tercero  que  suscribe  un  título  se  pone  á  cubierto  dé 
toda  acción  rescisoria  ó  resolutoria:  que  el  principio  emanado  de  todo» 
y  cada  uno  délos  artículos  de  las  leyes  de  minas,  claramente  expresa- 
do en  el  preámbulo  del  decreto-ley  de  bases  y  encarnado  en  é^tas  de- 
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clara  que  solo  puede  conceder  el  Estado  los  terrenos  francos,  pero  no- 
los  que  ya  fueron  objeto  de  una  concesión  anterior,  aun  cuando  éste 
haya  inaurrido  en  alguna  de  las  causas  de  caducidad,  siempre  que  ésta 
no  hubiese  sido  declarada  legal  y  ejecutoriamente:  que  en  minería  no 
se  adquieren  derechos  ni  se  prescinde  de  la  actual  observancia  y  el  es- 
tricto cumplimiento  de  las  prescripciones  legales  y  reglamentarias  con-^ 
signadas  en  la  disposición  general  16  del  reglamento  de  24  de  Junio  de 
1868;  el  principio  también  legal  de  que  en  minería  la  prioridad  deter- 
mina la  preferencia  de  derecHo,  y  el  de  que  el  dominio  no  se  pierde 
más  que  por  enajenación  en  forma  de  derecho  ó  por  prescripción  coo^ 
los  requisitos  de  ley: 

Resultando  que  tenido  asimismo  por  parte  al  Licenciado  D.  Fido^ 
García  Lomas,  que  se  presentó  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Luis  Quin» 
tanilla  Prieto,  contestó  al  anterior  escrito  solicitando  se  confirme  la 
providencia  del  Gobernador  civil  de  Santander  de  5  de  Agosto  de  187i 
en  cuanto  declara  caducada  la  concesión  de  la  Ferreria  Quinta,  y  que 
sé  declare  que  el  procedimiento  es  nulo  por  carecer  de  competencia  Ift 
Audiencia  para  entender  y  fallar  acerca  de  si  Ratier  conservó  la  pleni- 
tud de  sus  derechos  en  las  porciones  de  dicha  mina  en  que  no  se  ha 
superpuesto  la  Abundante,  y  mucho  más  para  declarar  válida  y  s^jhsis- 
tentóla  concesión  de  esta  última,  lo  cual  pertenecía  al  Ministerio  de 
Fomento;  exponiendo á  esteno  que  elart.  30  de  la  ley  de  bases  de  2^ 
de  Diciembre  de  1868  concede  que  puedan  acogerse  á  sus  beneficios- 
solo  los  dueños  anteriores  de  minas  contra  las  que  no  existiese  denun- 
cio en  tramitación,  y  D.  Luis  Ratier  no  era  dueño  ya  de  la  Ferreria 
Qtíin/a,  caducada  por  falta  de  pueble,  y  que  pendía  ya  contra  ella  el 
registro  de  la  Abundante:  que  los  artículos  50  y  79  del  reglamento  dé^ 
1.**  de  Junio  de  1868  sustituyeron  al  denuncio  antiguo  el  registro,  bor- 
rándose la  diferencia  entre  uno  y  otro,  y  comprendiendo  bajo  este  nom  - 
bre  ó  el  de  registro  denuncio  los  denuncios  y  registros:  la  doctrina  de 
<iue  las  concesiones  administrativas  de  derecho  llevan  siempre  implí- . 
cita  la  condición  de  sin  perjuicio  4^  tercero,  y  que  los  hechos  por  ig* 
sorancia  de  una  circunstancia  qiíe  las  invalida  no  confieren  derechos 
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que  cuando  esta  concesión  choca  con  otra  concesioa  de  igual  fuerza, 
ambas  quedan  sujetas  á  la  revisión  del  superior,  que  ha  dé  decidir 
cuál  es  la  válida:  que  los  preceptos  de  la  ley.  hipotecaria  declaran  qud 
la  inscripción  no  convalida  la  «ulidad  de  los  i^^os  ó  contratos,  y  qué 
los  que  ILeven  en  sus  condiciones  resolutorias  que  consten  en  el  regis- 
tro invalidan  respecto  á  tercero  el  derecho  que  pudo  haber  adquirido: 
que  en  el  párrafo  cuarto  del  art.  79  del  reglamento  se  expresa  >que  si 
se  ignora  la  concesión  de  una  mina  y  se  registra  su  terreno  y  se  con- 
cede el  registro,  queda  firme  aun  cuando  no  se  haya  declarado  previa- 
mente  la  caducidad;*  y  el  tercero  del  mismo  articulo  sienta  el  precep- 
to deque  en  el  caso  anterior,  si  el  expediente  no  se  ha  concluido,  no 
perjudica  para  que  se  conceda  el  registro  pedido  el  que  no  se  haya  so- 
licitado la  caducidad:  que  la  doctrina  de  que  los  defectos  de  l-os  expe- 
dientes que  impiden  la  adquisición  de  derechos,  según  la  regla  16,  son 
los  esenciales  que  imponen  obligaciones  á  los  peticionarios  ó  están 
expresamente  prevenidos  en  las  leyes  y  reglamentos:  que  el  principio 
de  que  el  dominio  limitado  que  se  adquiere- por  la  concesión  de  minas 
se  pierde  por  la  enajenación  en  forma  de  derecho  por  prescripción  y 
por  caducidad,  siendo  motivo  de  ésta  el  no  tener  poblada  la  mina  en 
los  términos  que  previenen  los  artículos  50,  55  y  65  de- la  ley.  de  mi- 
nas reformada  en  4  de  Marzo  de  1868:  que  según  el  art.  24  de  la  ley, 
si  á  los  60  dias  de  la  publicación  de  la  investigación  no  presentan  sus 
oposiciones  los  que  se  consideren  con  derecho  al  todo  ó  parte  del  ter- 
reno solicitado,  nt)  les  serán  después  admitidas:  que  el  art.  45  del  re- 
glamento previene  que  contra  las  recia oíaciones  no  se  admitirán  más 
recursos  que  las  protestas,  observaciones  y  reclamaciones  que  se  hicie- 
sen en  el  acto;  y  que  según  el  89  de  la  ley  y  86  del  reglamento,  res- 
pecto á  la  valides  ó  nulidad  del  expediente  de  registro  de  la  Abundaní0 
debe  entender  el  Consejo,  hoy  este  Tribunal,  en  primera  y  única  ins- 
tancia, provocándose  previamente  la  orden  ministerial  que  ponga  tér- 
mino  á  la  vía  gubernativa:  pidiendo  por  un  otrosí  que  se  mandasen 
suspender  las  labora  de  la  mina  Perrería  Quinta^  ó  que  el  demandan • 
te  prestase  fiaúza: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  Gscal,  contestó  igualmente 
pidiendo  se  sirva  la  Sala  absolver  de  la  demanda  á  la  Administración 
del  Estado  y  conñrmar  el  decreto  que  fué  objeto  de  ella,  apoyado  en 
qoe  la  sentencia  recurrida  no  es  congruente  con  las  pretensiones  dedu- 
cidas por  las  partes,  y  además  se  ha  dictado  con  exceso  de  poder  al  de- 
clarar válida  y  subsistente  la  concesión  de  la  mina  Abundante^  cosa 
no  solicitada  por  ías  mismas,  sino  la  procedencia  ó  improcedencia  de 
la  caducidad  acordada  por  el  Gobernador,  por  lo  cual  procedía  decla-^ 
rar  su  nulidad  por  haberse  extralimitado  de  las  facultades  ó  atribucio* 
nes  que  las  leyes  confieren:  que  procede  la  confirmación  del  decreto  ré- 
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prefija  el  art.  24  de  la  ley  sin  que  dadie  se  haya  presentado  en  oposi-^ 
cíod:  que  en  19  de  Julio  se  mandó  que  el  Ingeniero  procediese  á  la  de- 
marcacion,  .y  que  se  veriñcó,  previo  el  correspondiente  anuncio,  en  7 
de  Octubre,  también  sin  reclamación  alguna:  que  en  24  del  propio  mes 
el  Gobernador  aprobó  el  expediente  de  registro,  y  mandó  expedir  el 
titulo  de  propiedad  de  la  mina  referida,  por  la  cual  el  concesionario 
ha  pagado  el  derecho  de  superficie: 

Considerando  que  en  tal  estado  acudió  D.  Luis  Ratier  en  19  de  No- 
viembre siguiente  al  Gobernador  oponiéndose  á  la  entrega  del  título 
de  la  el^presada  túiua.  Abundante,  porque  se  habia  demarcado  en  per- 
tenencias de  la  titulada  Perrina  Quinta,  que  estaba  «bajo^^  imperio 
del  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  186B,  y  que. efectivamente  de 
los  antecedentes  unidos  al  expediente  aparece  que  aquella  se  halla  si- 
tuada en  su  mayor  parte  sobre  una  de  las  pertenencias  de  ésta,  que  el 
concesionario  de  la  mina  Perrería  Quinta  optó  en  8  de  Octubre  del 
expresado  año  por  las  disposiciones  de  dicho  decreto-ley:  que  el  Gober- 
nador en  providencia  de  13  del  mismo  mes  la  declaró  acogida  á  sus 
beneficios,  y  por  consiguiente  que  le  pertenecía  á  perpetuidad;»  dere* 
cho  que  es  preciso  definir  y  apreciar  según  sus  condiciones  especia- 
les á  fin  de  aquilatar  su  valor  y  eficacia  al  propósito  con  que  se  alega: 

Considerando,  que,  con  arreglo  al  art^  30  del  precitado  decreto-ley, 
•los  actuales  dueños  de  minas  pueden  optar  libremente  entre  la  ley  que 
regía  y  este  decreto,  con  tal  que  ningún  denuncio  contra  dichas  minas 
se  halle  en  tramitación,  y  que  desde  el  dia  que  se  acojan  al  referido 
decreto  y  comiencen  á  pagar  el  canon  correspondiente  adquieran  la 
mina  á  perpetuidad:* 

Considerando  que,  después  de  haber  demostrado  que  el  registro, 
conforme  á  la  legislación  vigente,  surte  los  mismos  efectos  que  el  de- 
nuncio, es  indudable  que  D.  Luis  Ratier  no  podia  optar  por  acoger  ]pi 
miudi  Perrería  Quinia  á  los  beneficios  del  mencionado  decreto-ley, 
puesto  que  se  hallaba  en  tramitación  y  demarcado  el  registo  de  La 
Abundante  sin  oposición  ni  reclamación  alguna;  circunstancia  esen- 
cial por  la  que,  según  el  predicho  art.  30,  se  hall4t)a  terminantemente 
excluido  el  primitivo  concesionario  de  la  adquisición  de  los  nuevos  de- 
rechos á  que  aspiraba: 

Considerando  que  lo  acordado  en  la  mencionada  providencia  de  13 
de  Octubre,  como  en  todas  las  de  análoga  naturaleza  que  se  dictan  sin 
solemnidades  ni  publicidad,  se  entienden  siempre  sin  perjuicio  de  los 
derechos  de  tercero,  y  que  por  tanto  no  tienen  el  carácter  de  irrevo- 
cables y  ejecutorias  especialmente  como  en  el  caso  actual,  son  nulas  á 
causa  de  haberse  impetrado  y  obtenido  con  el  vicio  de  subrepción;  re- 
curso ilegal  y  extemporáneo  que  se  ha  empleado  para  eludir  cautelo- 
samente la  pérdida  de  derechos  en  que  habia  incurrido  respecto  de  la 
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concesión  de  la  Perrería  Quinta  por  no  haberse  opuesto  al  registro  de 
La  Abundanteui  reclamado  contra  su  demarcación,  según  queda  ya 
manifestado,  y  á  fin  de  conseguir  la  adquisición  de  aquella  á  perpetui- 
dad á  que  obstaba  el  referido  registro: 

Considerando  que,  según  el  oúm.  4.°  del  art.  65  de  la  expresada  ley' 
de  4  de  Marzo  de  1868,  «caduca  y  se  pierde  la  propiedad  de  las  perte- 
nencias de  minas  por  abandone,  no  guardándose  las  reglas  estableci- 
das en  los  artículos  50  al  53  inclusive,*  en  ios  cuales  se  previene  que 
desde  su  toma  de  posesión  para  que  reputen  pobladas  y  en  actividad  es 
necesario  que  se  ejecuten  labores  formales  con  cuatro  operarios  por 
cada  pertenencia  durante  la  mitad  del  año,  sin  que  sea  indispensable 
para  el  pueble  que  estén  los  trabajadores  distribuidos  en  todas  las  per- 
tenencias de  la  concesión,  sino  que  pueden  acudir  adonde  más  con- 
venga álos  intereses  de  la  empresa;  facultando  la  misma  ley  en  el  ar- 
ticulo 68  á  los  Gobernadores  para  decretan*  la  caducidad,  ya  de  oficio^ 
ya  á  instancia  de  parte  por  mecíto  de  registro: 

Considerando  que,  en  virtud  de  lo  manifestado  por  el  Ingeniero  en 
los  informes  emitidos  en  29  de  Diciembre  de  1871  y  9  de  Julio  siguien- 
te, aparece  probado  concluyentemente  por  los  reconocimientos  peri- 
ciales practicados  que  en  la  miudi  Ferreria  Quinta  no  "se  estableció  la- 
bor alguna  antigua  ni  moderna,  ni  se  conservaron  las  mojoneras  se- 
gún ordena  el  art.  33  de  la  ley:  que  en  el  terreno  que  ocupa  no  habia 
minas  ni  nada  que  indicase  la  existencia  de  una  concesión;  y  que  du- 
rante el  espacio  de  ocho  ó  nueve  años,  desde  que  se  posesionó  de  ella 
el  concesionario,  ha  estado  desierta  y  abandonada,  sin  que  en  contra- 
rio se  haya  dado  tíi  aun  siquiera  ofrecido  justiflcacion  alguna;  y  por 
consiguiente  es  indudable  que  procede  la  declaración  de  caducidad  de 
la  referida  mina  con  arreglo  á  las  precitadas  disposiciones  legales,  y 
que  es  justa  la  providencia  del.  Gobernador  de  5  de  Agosto  de  dicho  año 
de  1872  contra  la  que  se  reclama: 

Y  considerando,  por  último,  que  según  lo  indicado  anteriormente, 
el  Gobernador  estaba  autorizado  para  decretar  de  oficio  la  caducidad 
de  lamina  Ferreria  Quinta,  y  por  tanto  que  habiéndola  acordado  con 
tanta  justicia  por  las  circunstancias  especiales  del  abandono  absoluto 
en  que  la  ha  tenido  el  concesionario,  procede  también  la  confirmación 
de  la  antedicha  providencia  acerca  de  este  particular;  y  además  por- 
que la  concesión  de  eéta  mina,  aunque  comprende  varias  pertenencias, 
debe  reputarse  indivisible  conforme  al  art.  18  de  la  ley ,  puesto  que  no 
se  hizo  constar  que  éstas  se  hayan  separado  con  aprobación  del  Gober* 
nador; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolveniíos  á  la  Administración 
del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Luis  Ratier  en  5  de  Se- 
tiembre de  1872,  á  la  que  se  adhirió  D.  Francisco  Bherens  en  18  de  No- 
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asistencia  é  intervencioD  de  la  misma,  el  D.  Antonio  Martinez  cedió  la 
sexta  parte  de  la  participación  que  tenia  en  aquella  á  D.  Águstin  Ince- 
la,  y  otra  sexta  á'  su  hermano  D.  Remigio,  cuyas  trasferencias  fueron 
aceptadas:  oiorgsináo  otra,  nueva  escritura  en  18  de  Junio  de  1867,  en 
la  cual  al  agregar  á  la  Sociedad  la  mina  Atrevimiento^  se  dividió  la 
Esperanza  en  104  acciones,  50  para  M^artinez,  igual  número  para  Pé- 
rez del  Molino,  y  las  cuatro  restantes  para  Doña  Amalia,  libres  de  toda 
,carga: 

Kesultando  queD.  Antonio  Martinez  entró  en  funciones  de  Director- 
Gerente  de  la  Sociedad  Esperansa,  defendiendo  como  tal  su  carácter 
de  especial  minera;  mas  en  el  mes  de  Enero  del  año  de  1868  formuló 
D.  Manuel  Pérez  del  Molino  una  pretensión  atiteel  Gobernador  civil  de 
Santander  sobre  mejor  derecho  al  desempeño  de  la  Gerencia  por  haber 
trascurrido  con  exceso  los  dos  años  que  debia  desempeñarla  Martinez, 
á  lo  que  se  adhirió  Doña  Amalia  Viilavaso;  pero  desestimada  su  soli- 
citud hasta  que  terminase  aquel  bienio,  y  habiéndose  alzado  de  esta 
determinación,  se  dictó  Real  orden  en  18  de  Julio  siguiente  confirman- 
ido  la  misma,  y  mandando  que  la  Sociedad  en  junta  general  y  dentro 
del  plazo  de  dos  meses  realizara  la  reforma  de  su  reglamento,  ponién* 
dolo  en  armenia  con  las  disposiciones  de  la  ley  de  6  de*  Julio  de  1859: 

Resultando  que  antes  de  ésto,  en  28  de  Junio  del  mismo  año,  se  ce- 
lebró una  junta,  á  la  que  asistieron  los  Martinez  y  D.  Luis  José  Retor- 
tillo  y  otros,  pero  no  Pérez  del  Molino  ni  Doña  Amalia  Viilavaso,  y  en 
la  que  D,  Antonio  Martinez,  en  funciones  de  Director-Gerente,  leyó 
una  Memoria  del  estado  de  la  Sociedad,  concluyendo  con  pedir  la 
aprobación  de  las  cuentas,  y  porque  se  constituyese  en  condiciones  le- 
gales, como  habla  ordenado  el  Gobernador  de  la  provincia:  en  virtud 
de  lo  cual  se  precedió'  á  discutir  un  proyecto  de  reglamento  y  á  nom- 
brar una  Junta,  de  la  que  se  eligió  Presidente  á  D.  José  Luis  Retortillo, 
acordándose  además  se  fijase  en  Madrid  el  domicilio  de  la  Sociedad: 

Resultando  que  celebrada  después  otra  junta  en  los  dias  4  y  5  de 
Agosto,  protestó  D.  Manuel  Pérez  del  Molino  que  no  debian  admitirse 
como  socios  á  los  que  figuraban  como  tales  por  estar  pendiente  de  re^ 
solución  del  Gobierno  su  admisión,  por  no  estar  representada  Doña 
Amalia  Viilavaso,  y  porque  no  se  le  dejaba  ejercer  su  derecho  como 
Secretario;  pero  no  estimándose  tales  protestas,  se  siguió  discutiendo 
el  reglamento,  y  se  procedió  á  confirmar  el  nombramiento  de  la  Junta 
directiva,  como  se  verificó;  y  después  de  varias  reclamaciones,  el  Go- 
bernador, en  7  de  Enero  de  1869,  aprobó  el  acta  de  dicha  sesión  en 
cuanto  por  ella  se  reformaba  el  reglamento  de  la  Sociedad,  y  se  nom- 
braba una  Junta  directiva,  sin  perjuicio  de  la  resolución  definitiva  que 
por  el  Gobierno  se  adoptase  respecto  de  la  constitución  de  la  Sociedad 
en  la  provincia  de  Madrid: 
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Resultando  que  Pérez  del  Molino  apeló  del  anterior  decreto  pidien- 
do la  nulidad  de  lo  acordado  en  las  referidas  juntas,  y  que  se  uniese  al 
expedi>'nte  ei  seguido  sobre  validez  ó  nulidad  déla  trasferencia  de  ^ 
acciones  por  2.000.000  de  reales  y  el  de  la  reconstitución  proyectada 
'Cntre  Marti nez,  Retortillo  y  demás  asociados,  cesando  aquel  en  el 
acto  de  la  Gerencia  y  gestión  social,  sin  perjuicio  de  la  responsa- 
bilidad de  sus  actos:  que  se  diese  á  Doña  Amalia  Villavaso  la  in- 
tervención que  le  correspondía:  que  no  podían  ser  considerados  como 
socios  Retjortillo  y  demás  que  se  decian  adquíreutes  de  las  20  accio- 
nes, por  no  estar  autorizado  Martínez  para  trasferirlas,  y  que  se  reu- 
niesen en  junta  bajo  la  presidencia  de  la  Autoridad  los  reconocidos 
como  tales  socios  para  nombrar  nuevo  Gerente: 

Resultando  que  á  su  virtud  y  de  otras  varias  reclamaciones  en  con- 
trario, se  dictó  una  orden  por  el  Regente  del  Reino  en  1.**  de  Agosto 
de  1869,  de  conformidad  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Goberna- 
ción y  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  disponiendo:  primero,  que  se 
encargase  de  la  Gerencia  de  la  Sociedad  D.  Manuel  Pérez  del  Molino; 
segundo,  que  por  el  Gobernador  se  convocase  dentro  del  plazo  de  60 
días  una  junta  general  presidida  por  el  mismo  ó^n  delegado  suyo, 
á  la  que  ^olo  deberían  ser  citados  D.  Antonio  Martínez,  D.  Manuel  Pé- 
rez del  Molino,  Doña  Amalia  Villavaso,  D.  Águstin  lucera  y  D.  Remigio 
Martínez;  tercero,  que  dicha  junta  acordase  por  mayoría  de  las  104  ac-' 
clones  que  tenían  representación,  el  nombramiento  de  una  persona  que 
se  hiciere  cargo  de  las  pertenencias  sociales  para  su  conservación, 
mientras  se  procedía  por  los  socios  de  acuerdó,  bien  á  la  reconstitu- 
ción de  la  Sociedad  bien  á  su  liquidación;  cuarto,  que  se  reservase  á 
las  terceras  personas  con  quienes  hubiese  podido  contratar  Martínez 
como  Gerente  de  la  Sociedad,  en  lo  que  tocaba  á  la  venta  de  minera- 
les, el  derecho  que  pudieran  tener  para  reclamar  los  daños  y  perjui- 
cios que  se  les  hubiesen  ocasionado  iS  ocasionasen  por  exceso  de  facul- 
tades con  que  aquel  hubiese  procedido,  sin  perjuicio  de  la  responsa- 
bilidad á  que  en  primer  lugar  estaba  sujeta  su  participación  en  garan- 
tía de  la- masa  social;  quinto,, que  se  reservase  igualmente  á  D.  Luis 
Retortillo  y  asociados  en  la  trasferencía  de  las  20  acciones  el  derecho 
de  que  se  creyesen  asistidos  para  que  lo  ejercitasen  ante  los  Tribuna- 
les  de  justicia  contra  D.  Antonio  Martínez,  y  sexto,  que  se  publicase 
esta  orden  en  el  Bolelin  oficial  de  la  provincia  de  Santander  para  qua 
llegase  á  conocimiento  del  público: 

Resultando  que  pedida  aclaración  por  Pérez  del  Molino  acerca  de 
las  atribuciones  que  debían  corresponder  al  cargo  de  Gerente  y  al  de 
Conservador  que  se  citaban  en  la  anterior  orden,  por  otra  de  la  misma 
Regencia  de  20  de  Noviembre  posterior,  se  declaró:  primero,  que  nom- 
brado el  Gerente  con  arreglo  á  los  estatutos  de  la  Compañía,  el  cargo 
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debía  entenderse  conferido  por  el  plazo  que  en  los  mismos  se  prescri- 
bía, sin  más  limitación  que  la  de  concurrir  antes  á  la  reconstitución  ó 
liquidación  de  la  Sociedad  por  acuerdo  de  los  accionistas  según  dicha 
<5rden  prescribía;  segundo,  que  mientras  el  plazo  de  los  estatutos  no 
venciese,  ó  no  llegasen  los  casos  de  reconstitución  6  liquidación,  el 
Gerente  debia  usar  en  toda  la  plenitud  las  facultades  y  deberes  inhe- 
rentes á  su  cargo,  según  lo  exigía  la  buena  administración  del  interés 
social,  de  que  en  su  día  debia  dar  cuenta  á  la  junta;  y  tercero,  que  la 
intervención  del  Conservador  á  que  se  referia  la  condición  tercera  Ó9 
la  anterior  orden,  debia  limitarse  según  la  misma  disponía,  á  vigilar 
por  la  conservación  de  las  pertenencias,  para  evitar  su  ruina,  sin  que 
pudiera  embarazar  la  gestión  del  Gerente  en  todos  los  actos,  contratos 
ó  negociaciones  propias  de  una  administración  ordenada  y  regular  que 
éste  estimase  conveniente  á  los  intereses  de  la  Empresa  y  de  ios  que 
debía  en  su  día  dar  cuenta  á  la  Sociedad: 

Resultando  que  contra  las  anteriores  órdenes  presentaron  demanda 
contencioso-administrativa  en  esta  Sala  D.  Antonio  y  D.  Remigio  Nar- 
tínez;  más  como  se  opusiese  á  su  admisión  el  Ministerio  fiscal  por 
considerar  no  había  derecho  preexistente  lastimado,  presentaron  los 
Martínez  nueva  solicitud  pidiendo  apartarse  de  dicha  demanda  por  faU 
ta  de  objeto,  pues  habiao  acudido  al  Ministerio  pidiendo  su  revocacioo 
y  la  habían  obtenido,  segun  lo  demostraba  la  Real  órdeo  de  26  de 
Enero  de  1870,  que  acompañaban,  y  por  la  cual  se  dispuso,  sin  audien- 
cia del  Consejo  de  Estado,  que  no  podía  considerarse  á  la  Sociedad  Es- 
peranza como  especial  minera,  y  que  por  lo  tanto  debia  regirse  por  las 
prescripciones  del  derecho  común  en  todas  las  cuestiones  que  se  rela- 
cionasen con  los  contratos  y  pactos  que  los  accionistas  tuviesen  esti- 
pulados entre  si  ó  con  terceras  perdonas  á  virtud  de  la  escritura  so- 
cial: 

Resultando  que  opuesto  á  la  pretensión  del  desistimiento  déla  de* 
manda  hecha  por  los  Martínez  el  Ministerio  fiscal  y  D.  Manuel  Pérez 
del  Molino,  que  se  había  presentado  como  coadyuvante  de  laAdminis» 
tracion,  pidió  éste  que  se  previniese  á  las  Autoridades  que  expresó  se 
abstuviesen  de  entender  en  cualquiera  procedimiento  que  se  intentar^, 
sóbrela  posesión  ó  gerencia ^e  dicha  Sociedad  y  demás  disposiciones 
de  la  orden  recurrida,  y  que  se  declarase  no  haber  lugar  al  desistí* 
miento  solicitado  por  los  Martínez,  mientras  no  se  revocase  la  trascri- 
ta Real  orden  de  26  de  Enero  de  187U«  contra  la  cual,  en  su  caso  inter- 
ponía la  correspondiente  demanda;  y  á  su  virtud  se  celebró  vista  y  se 
dictó  sentencia  por  esta  Sala  en  17  de  Noviembre  de  1871,  declarando 
improcedente  dicha  demanda  y  ordenando  en  cuanto  á  las  pretensio- 
nes hechas  por  el  coadyuvante  Pérez  del  Molino  respecto  á  la  iocom» 
petencíá  de  los  Tribunales  ordinarios,  que  usase  de  su  derecho  donde 


H^orrespoDdiese  si  viere  convenirle;  y  acerca  de  la  demanda  deducida 
por  él  mismo  contra  la  expresada  Real  orden  continuase  su  sastancia- 
cion  en  rollo  separado  si  insistiese  en  ella: 

Resultando  que  mientras  tanto  y  á  pesar  de  haber  entendido  lo  ¿ 
Tribunales  ordinarios  en  cuestiones  sobre  la  administración  de  la  mis- 
ma Sociedad,  se  celebraron  juntas  generales  en  los  dias  8  y  II  de 
Agosto  de  i87ü  para  llevar  á  efecto  lo  dispuesto  en  la  orden  del  Re- 
gente del."  del  mismo  mes  del  año  anterior,  en  las  que  por  la  mayo*> 
ría  de  las  i04  acoiones  de  que  se  componia,8e  oombró'Gooservador  de 
las  pertenencias  sociales  á  D.  Antonio  Vázquez*  y  se  acordó  la  recons* 
iitacion  dé  la  misma;  pero  convocada  de  nuevo  en  Setiembre  y  Di* 
i^iembre  posterior  para  discutir  y  votar  el  nuevo  reglamento  porque  se 
liabia  de  regir  en  adelante,   no  se  llevó  á  efecto  por  la  resistencia  & 
asistir  á  ellas  I  s  hermanos  Martínez;  y  reclamando  el  ]).  Antonio  sobre 
la  Gerencia,  se  dictó  Real  orden  en  29  de  Julio  de  1871,  por  la  que  ex* 
pilcando  y  aclarando  la  de  26  de  Enero,  se  ordenó,  de  acuerdo  con  el 
-Consejo  de  Estado:  primero,  que  se  mantuviese  integrarpente  lo  man- 
dado por  la  orden  de  la  Regencia  de  i."  de  Agosto  de  1869,  y  que  el 
Gobernador  de  Santander  procediese  desde  luego  á  dictar  las  disposi* 
dones  convenientes  para  que  en  un  breve  plazo  tuviese  cumplido  efec- 
toz  segundo^  que  á  este  fin  y  bajo  la  presidencia  del  mismo  se  celebra- 
re junta  general  de  accionistas,  con  arreglo  á  lo  Dispuesto  en  elart.  3.* 
de  la'precitada  orden,  dentro  del  plazo  de  60  días:  tercero,  que  no  te» 
Dían  ni  podían  tecer  el  carácter  de  Gerentes  ni  aun  el  de  nuevos  só- 
-cioslosque  no  se  hubiesen  reconocido  por  tales  en  aquella  dispesicioo; 
y  cuarto,  que  en  el  caso  de  que  reunida  la  junta  general  no  proveyese 
é  la  reconstitución  ó  liquidación  social,  y  continuase  la  Sociedad  en  el 
astado  que  entonces  tenia,  se  diese  conocimiento  al  Gobierno  para  que 
^díoptase  las  disposiciones  que  estimase  oportunas; 

Resultando  que  en  su  consecuencia  D.  Manuel  Pérez  del  Molino  se 
opuso  á  la  celebración  de  dicha  junta,  mientras  D.  Antonio  Martínez 
no  le  entregase  los  papeles  y  las  cuentas  del  tiempo  que  fué  Gerente» 
lo  que  asi  se  ordenó  después,  y  no  resulta  se  haya  efectuado  á  pesar 
^e  seguirse  causa  al  mismo  por  desobediencia  á  los  mandatos  de  la 
Autoridad: 

Resultando  que  el  enunciado  D.  Antonio  Martínez  protestó  de  la 
■celebración  de  la  junta  cuando  no  se  le  había  conferido  la  Gerencia  que  le 
-correspondía,  según  los  estatutos  y  la  orden  de  l.*de  Agosto,  y  porque 
DO  se  había  citado  á  su  hermano  D.  Remigio;  pero  el  Gobernador,  con- 
siderando que  la  Gerencia  conferida  á  Pérez  del  Molino  era  interina 
«nientras  la  Sociedad  acordaba  la  reconstitución  ó  liquidación,  desesti» 
mó  dichas  pretensiones;  y  celebró  la  junta  en  30  de  Setiembre  de  1871 
«íd  asistencia  de  dichos  hermanos  Martínez,  para  los  que  se  publicaroa 


í 
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[  los  anuncios  correspondientes  en  el  Boletín  oficial;  ratificándose  lo» 

¡  concurrentes  en  los  acuerdos  tomados  en  8  y  11  de  Agosto  de'  1870  eo- 

í  cuanto  al  nombramiento  de  Conservador;  expresando  era  su  voto  por- 

que se  procediese  á  la   reconstitución  de  la  Sociedad,  aprobando  los 
estatutos  ó  reglamentos  porque  se  había  de  regir  en  lo  sucesivo: 

Resultando  que  D.  Antonio  Martínez  apeló  de  la  providencia  del 
Gobernador,  pidiendo  que  se  le  diese  la  Gerencia  y  se  declarase  nula  la- 
junta;  y  que  remitido  el  expediente  al  Ministerio  de  Fomento,  á  dond& 
acudió  D.  Manuel  Pérez  del  Molino  con  un ,  testimonio  del  auto  dictada 
por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Santander  mandando  proceder  al 
embargo  y  tasación  de  las  acciones  de  D.  Antonio  Martinez,  manifes- 
tando que  á  éste  no  se  le  pooia  conceder  la  Gerencia  por  no  tener  ya 
acciones  en  la  Sociedad  y  no  haber  entregado  los  papeles  y  cuentas 
respectivas  al  tiempo  que  la  desempeñó: 

Resultando  que  oída  la  Dirección  general  de  Agricultura,  Industria 
y  Comercio,  fué  de  parecer  que  se  decretara  la  disolución  de  la  Socie- 
dad de  qut  se  trata,  en  vista  del  estado  anómalo  ó  irregular  en  que 
desde  hacia  tiempo  se  encontraba;  y  por  el  contrario,  la  Sección  de- 
Gobernación  y  Fomento  del  Consejo  dé  Estado  propuso:  primero,  que^ 
se  aprobasen  las  actas  de  8  y  11  de  Agosto  de  1870,  por  las  que  se 
acordó  la  reconstitución  de  la  Sociedad:  segundo,  que  también  se  apro- 
base la  de  50  de  Setiembre  de  1871,  en  la  que  se  votaron  los  estatutos: 
tercero,  que  se  recomendase  al  Gobernador  dispusiera  que  con  arreglo- 
á  dichos  estatutos  se  redactase  en  un  tiempo  breve,  pero  sin  fijar  pla- 
zo fijo,  la  escritura  de  reconstitución  social,  la  cual  aprobase  si  estaba 
^con  arreglo  á  la  ley  de  Sociedades  mineras:  cuarto,  y  que  hasta  que 
con  arreglo  á  dichos  estatutos  se  nombrase  la  persona  que  había  de- 
encargarse  de  la  administración  de  la  Sociedad»  continuase  en  la  Ge- 
rencia D.  Manuel  Pérez  del   Molino  con   la  intervención   del  Conser- 
vador: 

Resultando  que  acordado  asi  por  Real  orden  de  30  de  Marzo  de  1872 
desestiriíando  la  alzada  de  D.  Antonio  y  D.  Remigio  Martínez,  éstos,, 
sin  embargo,  hicieron  otra  solicitud,  en  la  que  no  obstante  de  presen- 
tar una  copia  certificada  de  la  aprobación  que  el  Gobernador  de  San* 
tander  ha))ia  dado  á  la  escritura  de  reconstitución  social,  pidiendo  se^ 
declarase  que  la  Sociedad  Esperanza  no  había  podido  reconstituirse 
como  Sociedad  minera,  porque  á  ello  se  oponia  la  ley  de  1869:  que 
quedasen  en  vigor  todas  las  disposiciones  dictadas  respecto  á  la  orga-^ 
nizacion  de  la  misma,  la  que  debia  optar  para  su  subsistencia  por  al- 
^      guna  de  las  formas  proscriptas  en  dicha  ley: 

'  Resultando  que  á  su  virtud,  sin  oír  al  Consejo  de  Estado  y  sin  más- 
trámite  que  una  nota  del  Negociado  y  el  Con/brme  del  Director,  le  dic- 
tó uoa  Real  órAtn  en  13  de  Enero  de  1873  dejando  sio  efecto  la  de  3(K- 
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4e  Marzo  de  1872  y  confirmando  en  todas  sas  partes  la  de  2G  de  Enero 
de  1871,  declarando  no  puede  considerarse  á  la  Sociedad  Esperanza 
como  especial  minera,  y  que  do  son  de  la  competencia  déla  Adminis- 
tración las  cuestiones  que  en  lo  sucesivo  se  susciten  ó  se  hallen  pen- 
dientes entre  los  asociados,  las  cuales  deberán  ventilarse  ante  losTri- 
liuoales  ordinarios,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  10  de  la  ley  de  1869: 

Resultando  que  contra  la  anterior  Real  orden  y  en  22  de  Enero  si* 
guíente  presentó  demanda  coctencioso-administrativa  en  este  Tribunal 
4Supremo  D.  Manuel  Pérez  del  Molino,  como  Director  Gerente  de  la  So- 
ciedad Esperanza,  pidiendo  su  revocación  y  que  se  declare  continúe 
en  toda  su  fuerza  y  vigor  la  de  50  de  Marzo  de  1872,  por  la  que  se 
aprobaron  la  reconstitución  y  los  estatutos  como  Sociedad  especial 
minera,  fundado  en  que  aquella  infringía  la  ley  de  Sociedades  de  21  de 
octubre  de  1869  en  su  art.  15,  en  cuanto  se  fundaba  en  ella  para  negar 
•á  la  Sociedad  Esperanza  el  carácter  de  especial  minera  que  tenia  desde 
^u  origen  en  1864,  anterior  á  la  citada  ley;  según  la  cual  quedaba  al  ar- 
bitrio de  las  Sociedades  existentes  al  tiempo  de  su  publicación  el  regir- 
se por  la  legislación  anterior  ó  por  la  nueva:  en  que  además  contraria- 
'ba  las  declaraciones  hechas  en  los  considerandos  de  la  sentencia  de 
^sta  Sala  de  i 7  de  Noviembre  de  1871,  en  cuanto  supone  sin  eficacia  la 
orden  de  la  Regencia  de  1/  de  Agosto  de  1869,  déla  cual  es  legitima 
-consecuencia  la  Real  orden  de  50  do  Marzo  de  1872:  en  que  también 
'<iODtrariaba  las  citadas  declaraciones  al  establecer  en  toda  su  fuerz£^  y 
Tigor  la  Real  orden  de  26  de  Enero  de  IC71,  prescindiendo  por  com- 
pleto de  la  de  29  de  Julio  del  mismo  año,  que  la  aclaró,  y  por  nadie  ha 
9Ído  impugnada  en  el  plazo  legal,  y  que  tuvo  á  la  vista  la  Sala  al  dictar 
Ja  sentencia  de  17  de  Diciembre:  en  que  la  de  26  de  Enero  de  este  mis- 
ino año.  que  se  ptelendia  restablecer,  y  que  fué  impugnada  en  la  via 
^contenciosa  dentro  del  término  legal,  nótenla  fuerza  ni  valor  alguno 
para  fundar  en  ella  la  resolución  de  15  de  Enero  después  de  la  Real  or- 
den de  29  de  Julio  del  mismo  año,  que  la  explicó,  y  por  la  que  se  mandó 
«ostener  integramente  la  de  la  Regencia  de  1/  de  Agosto  de  1869,  y  de 
'la  sentencia  de  17  de  Diciembre,  que  considera  las  citadas  órdenes  de 
4869  y  de  27  de  Julio  de  1871  como  subsistentes:  en  que  la  Real  orden 
4e  50  de  Marzo  de  1872,  al  aprobar  la  reconstitución  y  estatutos  déla 
Stciedad  Esperanza  confirmando  la  personalidad  de  ésta  como  espe- 
cial minera,  causó  estado,  y  solo  podia  ser  revocada  por  Uvia  conten- 
ciosa, en  la  cual  no  se  habia  presentado  contra  ella  impugnación  al- 
:gona  dentro  del  plazo  legal;  por  lo  que  no  habia  tenido  atribuciones  la 
Administración  para  dejarla  sin  efecto;  presentando  documentos  para 
jttsiificar  el  carácter  de  Gerente  de  ia  repelida  Sociedad  Esperanza,  d& 
iquese  hallaba  investido: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  gubernativo,  se 
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presentó  en  los  autos  el  Dr.  D.  Francisco  Iríbarreo  y  Somera,  á  Dom-^ 
bre  y  con  poder  de  D.  Antonio  y  D.  Remigio  Martínez,  como  ooadyu- 
Tantes  de  la  Administración;  y  habiéndose  opuesto  el  Alioisterio  fiscal 
á  la  admisión  de  la  demanda,  pro  sentó  después  una  comunicación  di- 
rigida al  mismo  por  el  Ministro  do  Fomento  en  27  de  Octubre  de  1875^ 
en  la  que  se  manifiesta  por  otra  de  48  de  Setiembre  anteriqr  se  había 
mandado  suspender  los  efectos  de  la  de  i3  de  Enero,  que  es  la  recla- 
mada; pero  que  sin  embargo  procediese  en  la  via  contenciosa  según 
estimara  conveniente,  no  obstante  que  en  sentir  del  Ministerio  esta 
última  Real  orden  habia  sido  dictada  en  un  asunto  en  el  cual  por  an- 
teriores resoluciones  administrativas  se  hablan  creado  derechos  y  obli- 
gaciones recíprocas  eutre  la  Administración  y  la  Sociedad  Esperansa^ 
causando  estado,  y  siendo  por  lo  tanto  su  confirmación  ó  revocación 
definitiva  de  la  competencia  exclusiva  de  la  jurisdicción  contenciosa,  y^ 
que  por  eso,  á  pesar  de  haber  declarado  en  !a  orden  de  18  de  Setiem- 
bre la  improcedencia  de  la  de  13  de  Enero,  se  limitó  á  suspender  los^ 
efectos  de  esta  última  hasta  que  por  el  Tribunal  se  dicte  fallo  definiti- 
vo en  el  recurso  de  que  se  trata: 

Resultando  que  verificada  la  vista  publica  del  incidente  previese- 
dictó  sentencia  por  la  Sala  en  30  de  Diciembre  de  1373,  admitiendo  la 
demanda,  en  cuya  virtud  la  representación  de  D.  Antonio  y  D.  Remigio^ 
Martínez  pidieron  se  declarase  que  al  tener  por  parte  al  demandante  la 
habia  sido  en  concepto  solo  de  Director  Gerente  de  la  Sociedad  Espe- 
ranza, á  lo  que  se  declaró  no  haber  lugar,  y  ampliando  dicha  deman- 
da el  Licenciado  D.  Gabriel  Rodríguez  y  Benedicto,  á  quien  se  tuvo  por 
parte  á  nombre  de  D.  Manuel  Pérez  del  Molino,  insistió  en  su  solicitud 
y  argumentos,  añadiendo  que  cumplidas  las  prescripciones  de  la  Real 
orden  de  30  de  Marzo  de  1872  en  cuanto  al  otorgamiento  de  la  escritu- 
ra de  reconstitución,  y  aprobada' ésta  por  el  decreto  del  Gobernador 
publicado  en  el  Boletín  de  19  de  Setiembre  que  acompañó,  contra  el 
cual  no  se  daba  recurso  alguno  en  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859,  la  So^ 
ciedad  Esperanza  estaba  plenamente  constituida  como  especial  minera 
al  dictarse  la  Real  orden  de  13  de  Enero,  como  lo  está  hoy,  despUes  de 
suspendidos  los  efectos  de  esta  Real  orden  hasta'  la  resolución  del  pre- 
sente litigio:  que  el  Gobierno  para  resoUer  las  cuestiones  que  se  pro-^ 
muevan  desde  la  constitución  definitiva  de  las  sociedades  espeáaies 
mineras  no  puede  separarse  de  lo  establecido  en  dicha  ley  de  1859^ 
que  fija  las  relaciones  de  la  Administración  con  dichas  sociedades,  y 
en  ningún  caso  autoriza  al  Gobierno  para  negarles  este  carácter  des* 
pues  de  constituidas,  ni  para  convertirlas  en  sociedades  de  derecha 
común,  sin  que  previamente  se  cumplan  para  esto  último  los  requiai*^ 
tos  señalados  en  el  art.  13  de  la  ley  de  19  de  Octubre  de  1869;  y  queja 
Real  orden  de  13  de  Enero  de  1873,  por  lo  tanto,  como  lo  habiareco-^ 
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cocido  el  Ministerio  de  FomeDto  en  27  ele  Octubre  posterior,  faabia 
sido  dictada  indebidamente  faera  de  las  atribuciones  de  la  Administra* 
ciony  habia  lastimado  injustamente  derechos  legítimos,  creados  por 
virtud  de  anteriores  disposiciones  que  causaron  estado,  y  eran  Grmes 
é  irrevocables  para  la,  administración  activa;  presentando,  además  del 
Boletín  antes  expuesto,  testimonio  de  la  escritura  de  transacción  otor- 
gada en  Santander  á  23  de  Abril  de  1872  entre  Pérez  del  Molino  y  los 
hermanos  Martineíz,  por  la  que  éstos  reconocieron  la  administración  y 
gerencia  del  primero,  y  cumplida  en  todas  sus  partes  la  orden  de  i.* 
de  Agosto  de  1869  y  la  Real  orden  de  50  de  Marzo  de  aquel  año  refe* 
rentes  al  mismo,  obligándose  el  D.  Antonio  á  presentar  para  su  exa- 
men las  cuentas  de  su  administración  y  á  indemnizar  á  aqu«l  los  per- 
juicios sufridos,  con  lo  demás  que  se  refidre,  reservándose  por  un 
otrosí  el  articular  prueba  si  la  parte  contraria  negase  loe  hechos  sen- 
tados: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  Qscal,  presentó  copia  de 
ttna  orden  del  Ministerio  de  Fomento  de  24  de  Febrero  del  eorrienie 
«ño«  contestando  á  la  que  por  el  mismo  le  fué  dirigida  en  25  de  Ene- 
ro en  consulta  de  la  conducta  que  habia  de  :?egi>¡r  en  el  presente  plei- 
to como  representante  de  la  Administración,  en  la  cual  se  disponía 
que  no  estimando  procedente  se  adhiriese  á  la  demanda  de  Pérez  del 
Molino  por  no  resultar  que  se  hubiesen  irrogado  perjuicios  al  Gstado, 
no  podia  tener  aplicación  lo  dispuesto  en  el  art.  5.°  del  reglamento  de 
lo  contencioso,  ni  en  los  li*  y  3.**  del  decreto  de  21  de  Mayo  de  1853, 
debiendo  proceder  por  ello  en  el  modo  y  forma  prevenidos  por  regla 
general  para  los  casos  en  que  se  recurre  á  la  via  contenciosa  contra  los 
actos  de  la  \dministracion:  en  virtud  de  lo  que  pidió  á  la  Sala  al  contes- 
tar la  demanda,  que  se  absolviese  á  aquella,  exponiendo  con  tal  motivo 
que  el  Gobierno  puede,  oyendo  al  Consejo  de  Estado,  disolver  las  So- 
ciedades especiales  mineras,  ó  las  llamadas  anónimas*  sin  que  por 
olio  sea  permitido  á  los  interesados  alzarse  de  tales  resoluciones  en  la 
via  contenciosa,  pues  obra  en  virtud  de  sus  facultades  discrecionales; 
y  en  su  consecuencia  habia  que  reconocer  que  ninguna  tie  las  órdenes 
ministeriales  dictadas  en  el  expediente  de  qué  se  trata  tiene  el  carác- 
ter de  definitiva,  ni  pueden  considerarse  como  ejecutorias  en  el  orden 
administrativo,  como  lo  probaba  el  haber  sido  alteradas  ó  modificadas 
por  el  mismo  Centro  que  las  dictó:  que  la  sentencia  de  esta  Sala  de  17 
40 Noviembre  de  1871  no  hizo  otra  cosa  que  reconocerla  incompeten- 
cia de  la  misma  en  el  asunto  sometido  á  su  examen  y  por  ello  no  ad- 
mitió la  demanda  entablada  contra  la  orden  de  l."de  Agosto  de  1809: 
que  el  Gobierno  no  habia  tenido  necesidad  de  oir  al  Consejo  de  Estado 
por  no  haber  di»uelto  la  Sociedad,  y  disponerse  asi  en  la  consulta  de 
«ste  alto  Cuerpo  de  14  de  Julio  de  1871,  que  sirvió  de  base  para  la 


-40- 

Real  orden  da  29  del  mismo  mes:  que  contra  el  acuerdo  del  Gobernador 
aprobando  la  reconstitución  de  la  Sociedad,  recurrieron  D.  Manuel  Pé- 
rez del  Molino  y  los  hermanos  Martínez,  por  lo  que  no  podia  sostener» 
se  que  dicha  recoosti^tucion  fuese  una  verdad  legal  que  hubiese  que 
acatar  j  cumplir;  y  el  acto  del  Gobernador  no  creó  derechos  en  favor 
de  determinadas  personas,  pues  era  de  pura  administración,  nacido 
de  la  vigilancia  y  tutela  que  él  Gobierno  ejerce  en  lai  sociedades,  por 
lo  que  pueda  afectar  en  su  marcha  á  los  intereses  públicos:  que  la  or- 
den reclamada  no  ha  vulnerado  derechos  administrativos  otorgados  á 
Pérez  del  Molino,  ni  á  la  Sociedad  Esperanza  en  la  Real  orden  de  30 
de  Marzo  de  4873,  pues  el  nombramiento  ó  continuación  en  el  cargo 
de  Gerente  era  condicional  hasta  que  la  junta  general  acordase  el 
nombramiento  de  las  per^nas  que  hablan  de  ejercer  la  administra- 
ción, y  que  es  un  principio  constante  de  jurisprudencia  que  las  decía- 
racioDes  de  incompetencia  de  la  Administración  no  causan  estado:  es- 
tando conforme  por  *jn  otrosí  en  que  en  el  expediente  hay  datos  bas- 
tantes para  fallar  el  pleito,  según  reconocía  el  demandante: 

Resultando  q*je  en  este  estado  se  presentó  D.  José  Luis  Retortillo 
por  medio  de  apoderado,  manifestando  que  él  era  el  Presidente  de  la 
Sociedad  Esperanza  y  según  lo  tenia  n  reconocido  los  Tribunales,  y  que 
como  tal  salia  al  pleito  para  coadyuvar  á  la  Administración: 

Resultando  que  los  hermanos  Martínez  como  coadyuvantes  que  ya 
lo  eran,  antes  de  contestar  la  demanda  propusieron  la  excepción  dila- 
toria de  falta  de  personalidad  en  Pérez  del  Molino,  porque  el  Gerente 
€ra  Retortillo,  á  quien  los  Tribunales  hablan  dado  la  posesión,  y  por- 
que la  Administración  se  inhibió,  habiendo  tenido  conocimiento  de  los 
actos  judiciales,  sin  embargo  de  lo  cual  no  había  reclamado:  * 

Resultando  que  sustanciados  ambos  incidentes  con  audiencia  de 
los  demás  interesados,  y  teniendo  en  cuenta  que  el  conocimiento  de 
los  Tribunales  nacía  de  un  procedimiento  de  jurisdicción  voluntarla, 
fundado  en  actas  de  juntas  que  estaban  apeladas  y  fueron  revocada» 
por  la  Administración  Suprema,  por  lo  cual  unos  hablan  sobreseído,  j 
otros  recondbido  la  competencia  de  la  Administración,  se  dictó  auto 
por  la  Sala  en  27  de  Junio  ultimo  declarando  no  haber  lugar  á  dicha 
excepción  dilatoria,  ni  á  tener  por  parte  á  Retortillo  en  el  concepto  de 
Gerente  de  la  Sociedad  Esperanza: 

Resultando  que  en  su  virtud  contestaron  la  demanda  los  coadyu- 
vantes Martínez,  pidiendo  sea  desestimada  y  que  se  confirme  la  reso- 
lución recurrida,  exponiendo  para  ello  varios  argumentos  que  est¿a 
conformes  con  los  sentados  por  el  Bf  inístcrio  fiscal,  y  otros  que  tienden 
¿  demostrar  que  D.  José  Luis  Retortillo  está  reconocido  por  los  Tribu- 
nales como  Gerente  de  la  expresada  Sociedad  Esperanza^  siendo  nulo 
por  tanto  lo  acordado  sobre  su  reconstitución  por  la  misma  bajo  la 
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presidencia  de  Pérez  del  Molino^  desde  que  se  declaró  é9f,y  nulos 
además  todos  los  acuerdos  de  la  Admioistracion  desde  el  26  de  Enero 
4e  1870,  en  que  se  inhibió  de  este  negocio:  y  además  porque  la  Étpe" 
rama  no  se  ha  ajustado  á  las  prescripeione»  de  la  ley  de  1859  para  po- 
der ser  tenida  como  especial  minera,  por  todo  lo  cual  la  orden  de  13 
de  Enero  de  1873  es  justa  y  debe  respetarse: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez  Cuenca: 

Considerando  que  la  Sociedad  Esperanza  se  constituyó  en  1884 
■como  especial  minera,  pues  al  efecto  presentó  la  escriinira  de  su  orga- 
nización al  Gobernador  de  Santander,  el  cual,  previa  audiencia  del 
Consejo  provincial,  y  en  uso  de  las  facultades  que  le  concedía  el  artí- 
culo 8."  déla  ley  de  6  de  Julicde  1859,  la  aprobó  por  su  orden  de  11 
de  Agosto  de  1864: 

Considerando  que  combatido  después  ese  acto  en  via  administrati- 
va por  algunos  de  los  vicios  ó  faltas  que  ahbra  se  han  alegado  en  la 
contenciosa,  y  á  consecuencia  de  los  cuales  se  pidió  la  declaración  de 
«u  nulidad,  el  Gobernador  denegó  la  pretensión  que  se  le  hizo  en  9  de 
Agosto  de  1866,  denegación  que  confirmó  el  Ministro  de  Fomento  en 
18  de  Marzo  de  1867,  después  de  oir  al  Consejo  de  Estado  en  Sección 
de  Gobernación  y  Fomento,  y  conformándose  con  su  dictamen,  actos 
que  no  podian  significar  otra  cosa  sino  que  las  faltas  denunciada»,  ó 
no  lo  eran,  ó  podian  subsanarle: 

Considerando  que  como  tal  sociedad  minera  la  Esperanza  entró  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones,  siendo  Gerente  D.  Antonio  Martínez,  si 
bien  en  1868  se  suscitaron  grandes  divergencias  entre  los  socios  sobre 
la  Gerencia,  pago  de  dividendos,  trasmisión  de  varias  acciones  y  ca- 
rácter de  socios  en  les  que  las  adquirieron,  venta  de  minerales,  ren- 
dición de  cuentas  y  reclamaciones  de  otras  compañías  que  hablan  con- 
tratado con  Martínez  en  su  calidad  de  Gerente  y  Administrador  de  la 
Esperanza,  cuestiones,  que  con  las  actas  celebradas  en  Junio  y  Agosto 
de  dicho  año  en  Santander»  aprobadas  por  el  Gobernador,  se  elevaron 
«1  Gobierno  Supremo,  quedando  resueltas  las  más  de  ellas  por  una  or- 
den del  Regente  del  Reino  de  1.*  de  Agosto  de  1869,  por  la  cual,  en  vez 
de  disolver  la  Sociedad  por  la  situación  un  tanto  anómala  en  que  se 
dallaba,  ségun  propuso  la  Dirección  general  del  ramo,  se  decretó,  de 
«cuerdo  con  el  Consejo  de  Estado,  por  colocarla  en  situación  de  que 
pudiese  optar  por  su  reconstitución,  si  por  ella  se  decidía,  acto  á  que 
le  daba  derecho  el  art.  13  de  la  ley  de  19  de  Octubre  de  18G9,  y  tem- 
peramento que  no  se  fundaba  en  razones  de  pura  equidad,  puesto  que 
para  adoptarlo  autorizaban  al  Gobierno  el  reglamento  para  la  ejecución 
déla  ley  de  28  de  Enero  de  1848  en  su  art.  20  y  los  precedentes  esta- 
blecidos: 

Considerando  que  en  uso  del  derecho  que  la  Esperanza  tenia  para 
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continuar  siendo  minera,  y  del  acuerdo  ya.  naencionado  del  Gobierno* 
esta  Sociedaif  optó  por  su  reconstitución  y  aprobó  sus  estatutos,  so- 
metiéndolo todo  á  la  sanción  del  Ministro  de  Fomento,  ¿  quien  en  al- 
zada se  habían  llevado  las  cuestiones  pendientes  de  la  misma,  el  cual 
se  la  dio,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado,  esplfcita  y  terminante»' 
por  su  orden  de  SO  de  Marzo  de  1872;  resolución  que  puso  fin  al  expe- 
diente administrativo  y  causó  estado,  por  lo  cual  no  le  era  lícito  á  la 
Administración  volver  sobre  «Ua: 

Considerando  que  no  es  controverlible  el  carácter  final  de  dicha  or- 
den: primero,  porqué  todo  el  expediente  administrativo  fué  encami- 
Bado  para  llegar  al  punto  á  que  se  llegó,  y  para  resolver  las  cuestiones 
cardinales  que  por  ella  se  resolvieron  después  de  largos  trámites  y 
solemnidades;  y  segundo,  porque  la  aprobación  de  la  reconstitución 
de  la  Esperanza  envuelve  y  sign-ifíca  su  confirmación  como  sociedad 
minera,  y  el  reconocimiento  por  consecuencia  de  ese  carácter  y  de  los 
privilegios  ó  fueros  especiales  á  ella  anejos,  entre  los  cualej  están  los 
derechos  concedidos  por  las  leyes  á  los  que  obtienen  concesiones  de 
esa  Índole,  incluso  el  de  acudir  á  la  via  contenciosa  cuando  se  desco- 
nocen ó  violan,  significa  el  derecho  en  la  Sociedad  á  la  protección  y 
tutela  del  Gobierno,  y  en  éste  el  deber  y  la  ob^gacion  de  otorgarla, 
siecdo  por  ello  una  verdadera  declaración  de  derechos  que  nacian  de  la 
ley  de  1859  y  confirmábala  ley  de  1S69;  declaración  que  se  r«petia  y 
ratificaba  al  aprobar  los  estatutos,  qiie  es  su  ley  interna,  basada  en 
esos  mismos  derechos: 

Considerando  que  las  disposiciones  de  la  Administración  que  cau- 
san estado,  y  declaran  ó  confirman  derechos  que  se  fundan  en  leyes 
preexistentes,  están  reguladas,  y  no  tienen  carácter  discrecional,  por 
más  que  sea  cierto  que  en  la  Administración  existe  un  derecho  de 
inspección  y  vigilancia  y  una  potestad  disciplinaria  sobre  las  socieda- 
des á  que  dá  vida  con  su  aprobación;  pero  derechos^  que  se  ejercen  en 
determinadas  circunstancias,  y  que  no  se  oponen  á.los  fundamentales 
que  aquellas  adquieren  por  las  mismas  y  por  las  leyes  que  le  sirven 
de  base: 

Considerando  que  la  orden  de  13  de  Enero  de  1873,  que  ha  sido  re- 
t^lamada,  no  se  salva  con  suponer  que  es  confirmatoria  de  la  de  26  de 
Enero  de  1871,  porqué  éntrelas  dos  hay  una  interrupción  de  continui- 
dad que  le  hace  perder  ese  carácter,  dos  acuerdos  que  le  quitan  toda 
su  fuerza  y  valor,  la  Real  orden  de  29  de  Jdüo  del  mismo  año  y  la  de 
30  de  Marzo  de  1872: 

Considerando  que  además  la  orden  de  26  de 'Enero  fué  aclarada, 
explicada  y  cumplimentada  por  la  Administración  misma  en  la  de  29 
de  Julio,  de  modo  que  hay  que  estimar  las  dos  como  una  sola,  en 
cuyo  caso  no  ptiede  sostenerse  que  la  Administración  por  ella  se  inhi- 


bió  del  asunto,  desprendiéndose  desús  facultades  para  seguir  ejercien- 
do su  autoridad  y  tutela  sobre  la  Sociedad  esperanza,  como  en  efecto 
siguió  y  lo  prueban  los  acuerdos  ya  mencionados;  basándose  en  el  su-, 
puesto  eontrario  las  diligencias  practicadas  ante  los  Tribunales,  y  so- 
bre las  cuales  nada  tenia  que  hacer  la  Administración  desde  el  mo»^ 
mentó  que  unos,  como  el  Juzgado  de  la  Latina,  han  sobreseido  en 
ellas;  y  otros,  como  la  Audiencia  de  Burgos,  han  reconocido  la  com- 
petencia de  la  Administración,  según  se  expresó  por  la  Sala  en  su  auto 
de  29  de  Junio  último: 

Considerando  que  la  orden  de  26  de  Enero  no  fué  tampoco  consen- 
tida por  Pérez  del  Molino,  pues  reclamó  en  via  contenciosa  contra 
ella,  y  no  resulta  que  se  haya  declarado  caducada  dicha  reclamación» 
como  era  necesario,  según  dispone  el  Real  decreto  de  '20  de  JXinio  de- 
1858  para  poder  estimarla  como  abandonada: 

Coosideranc'o  que  las  resoluciones  opuestas  ála  orden  reclamada 
están  á  mayor  abundanr^iento  aceptadas  y  consentidas  por  iMartinez,  y 
asi  lo  demuestra  la  escritura  de  convenio  y  transacción  que  obra  al 
folio  98  del  pleito: 

Considerando,  respecto  á  la  justicia  que  en  el  fondo  pueda  tenerla 
6rden  litigiosa,  que  no  habiendo  competencia  en  la  Administración 
para  darla,  es  inútil  entrar  en  apreciaciones  de  esa  índole,  mucho" 
más  cuando  aun  siendo  competen^.e,  tenia  necesidad  para  adoptar  se- 
mejantes acuerdos  de  oír  al  Consejo  de  Estado,  porque  asf  lo  determi- 
na el  art.  50  del  reglamento  de  17  de  Julio  de  1848  sobre  sociedades 
mercantiles,  aplicable á las  mineras, según  ha  declarado  este  Tribunal 
Supremo  en  las  cuestiones  que  se  le  han  sometido  de  est^misma  S9- 
'  ciedad  Esperanza,  lo  cual  no  ha  hecho,  sin  que  pueda  excusar  esta 
omisión  el  dictamen  del  referido  alto  Cuerpo  que  precedió  á  la  Real 
orden  de  29  de  Julio  de  1871,  porque  esa  autorización,  si  tal  nombre 
merece,  fué  exclusivamente  para  resolver  én  definitiva  sobre  la  re- 
constitución ó  liquidación  déla*  Sociedad,  y  eso  ya  lo  babia  hecho  el 
Gobierno,  y  por  cierto  sin  utilizar  aquella  auiorizaciqp,  sino  coíao 
ana  nueva  audiencia^  al  dar  su  orden  de  50  de  Marzo  de  1872: 

Considerando  que  si  la  disolución  de  la  Esperanza  no  es  lo  acorda» 
do  por  la  orden  reclamada,  sino  su  conversión  en  común,  ésto  no  lo 
autorizan  ni  las  leyes  de  1848  y  1859,  ni  la  de  1869;  puá3s  para  ello  se- 
ria preciso  que  la  Sociedad  optase  por  dicha  liasformacion,  y  adema» 
que  se  pusiese  en  condiciones  legales  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el 
art.  2.**  de  esta  úttima  ley;  attos  previos  que  no  se  han  realizado: 

Considerando  que  los  actos  posteriores  á  la  orden  de  51  de  Marzo 
^el872,  encaminadosá  su  desenvolvimiento,  son  complementarios  y 
tienen,  por  decirlo  asi,  el  carácter  de  ejecución  de  sentencia,  por  lo 
cual  las  cuestiones  á  qué  pueden  dar  lugar  no  afectan  á  la  resolución 
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de  donde  Dacen,  al  menos  para  ioíluir  en  $a  justicia  ó  p^ocedeacia. 
Di  á  los  derechos  intrínsecos  délas  convenciones  á  que  se  reGeren»  y 
son  por  consecuencia  subsanables  de  un  modo  más  ó  menos  radical 
las  faltas  que  en  ellos  hayan  podido  cometerse,  á  cuyo  fin  incumbe  á 
la  Administración  dar  las  órdenes  que  estime  convenientes,  puesto  que 
tiene  á  la  Sociedad  de  que  se  trata  bajo  su  inspección  y  vigilancia: 

Y  considerando  que  por  todo  lo  expuesto  no  hay  méritos  para  coa- 
firmar la  orden  reclamada;  '^ 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  la  Real 
orden  de  13  de  Enero  de  1873,  por  la  cual  se  resolvió  que  la  Sociedad 
Esperanza  no  podia  considerarse  como  especial  minera,  dejando  en  sa 
virtud  en  toda  su  fuerza  y  vigor  la  Real  orden  de  30  de  Marzo  de  1872, 
y  sin  efecto  la  ya'rcferida  de  1."  de  Enero  de  1875,  que  ha  sido  recla- 
mada; y  DO  há  lugar  á  todas  las  demás  pretensiones  formuladas  en 
contrario  de  estas  declaraciones. 

Asf  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose  alefecto  laí^  copias, 
y  devohiéndose  el  expediente  gubernativo  al  Ministerio  de  Fomento 
con  la  oportuna  certificación  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos.=rJuan  González  Acevedo.=José  María  Herreros  de  Tejada. =Juan 
Jiménez  Cuenca. =Ignacio  Vieites.=Francisco  Armesto.=Luis  Vázquez 
Mondragon.=:Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación. =Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 

FiXcmo.  Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo, 

celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que  certifico  como 

Secretario  Relator  eu  Madrid  á  18  de  Diciembre  de  1874.=Enrique 

Medina. 

{Gacela  de  il  de  Febrero  de  1875). 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Circular  á  los  Gobernadores  civiles  de  las  provincias  excitan^ 
doles  á  que  ejerzan  una  especial  vigilancia  sobre  todos  los 
empleados  del  ramo  de  minas. 

Para  que  la  Administración  pública  corresponda  á  los  altos  fines 
que  exige  de  ella  la  gobernación  del  Estado,  necesario  es  que  sus 
«gentes  se  hallen  inspirados  por  los  más  nobles  sentimientos  de  mora- 
lidad y  de  justicia.  Esta  acción  justiciera  y  moralizadora  de  una  buena 
Administración  es  tanto  miás  indispensable,  después  de  las  perturba- 
ciones que  han  agitado  al  país,  cuanto  que  el  Gobierno  de  S.  M.  el  Rey 
(Q.  D.  G.)  ha  de  hacer  de  ella  la  base  de  un  sistema  de  protección  y  re- 
paración que  aliente  y  vivifique  todos  los  interesas  legítimos. 


i 
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Al  expresar  á  V.  S.  este  pensamiento  capital  que  aoima  al  Gobierao» 
deseo  que  baga  V.  S.  de  él  una  especial  aplicación  al  importante  ramo 
de  la  mineria,  cuyos  negocios  reclaman  por  parte  de  la  Admioi^tracioD 
publica  una  acción  cotistante  y  eficaz  en  que  resplandezcan  á  la  vez 
la  moralidad  y  la  justicia.  La  índole  especial  de  la  industria  minera 
hace  que  muchas  veces  el  interés  privado  aspire  é  sobreponerse  al  in- 
terés público  y  no  repare  en  el  perjuicio  de  otros  intereses  (que  hayan 
nacido  con  mpjor  derecho:  y  es  forzoso  por  lo  tanto  que  la  AdmíDÍs* 
tracion  püolici^,  en  esta  lucha  de  encontrados  intereses,  sea  el  apoyo 
eficaz  de  todo  lo  que  aparezca  como  legal  y  justo,  y  un  dique  inque- 
brantable contra  todas  las  aspiraciones  y  deseos  ilegítimos. 

En  el  estado  en  que  hoy  se  encuentra  la  legislación  minera,  falta 
de  la  armonía  y  enlace  que  son  convenientes  á  causa  de  las  alteracio- 
nes introducidas  en  la  antigua  ley  por  la  nueva  de  29  de  Diciembre  de 
1868,  se  hace  indispensable  la  publicación  de  una  nueva  ley  y  regla- 
mento en  que,  dándose  acogida  á  lo  que  la  ciencia  y  la  experiencia- 
enseñan  de  consuno  como  mis  conveniente  en  este  ramo  y  sometién- 
dolo lodo  á  un  sistema  ordenado,  claro  y  fácil,  ofrezca  una  regla  segu- 
ra en  bien  de  la  Administración  y  de  los  particulares,  y  que  sirva  á  la 
vez  para  el  verdadero  fomento  de  la  mineHa.  A  esta  reforma-  ha  de 
acompañar  también  la  de  un  nieditado  reglamento  sobre  policía  (niñe- 
ra, como  igualmente  la  de  otro  para  el  cuerpo  de  Ingenieros,  cuya 
buena  organización  tanto  se  enlaza  con  los  adelantamientos  de  la  mi- 
nería, y  de  este  modo  la  Administración  pública  podrá  abrigar  la  con- 
fianza de  que  la  industria  minera,  dirigida  y  amparada/por  reglas  fijas 
de  notoria  justicia,  ofrezca  los  más  pingües  y  halagüeños  resultados 
en  bien  de  ía  riqueza  del  país. 

Pero  la  realización  de  esta  reforma  no  es  obra  de  pocos  días,  ni 
puede  llevarse  á  cabo  sin  el  concurso  de  las  Cortes.  Mientras  tanto  la 
minería  ha  de  seguir  rigiéndose  por  la  legislación  ahora  vigente,  cua- 
lesquiera que  sean  sus  defectos,  y  aun  cuando  este  Ministerio  cuidará 
de  que  se  dicten  algunas  disposicioueSy  según  la  experiencia  y  la  ur- 
gencia Id  aconsejen^  para  evitar  en  lo  posible  la  contrariedad  en  los 
preceptos  legales»  para  falicitar  el  curso  de  los  expedientes,  poner  tér- 
mino á  los  que  no  tengan  justa  «xistencia  y  remover  todos  los  obstá- 
culos que  se  opongan  al  desarnoUo  de  la  industria  y  de  todos  los  inte« 
reses  quesean  legítimos,  es  de  absoluta  neoesidaJ  que  los  agentes  de 
la  Administración  que  han  de  intervenir  en  el  despacho  de  los  asuntos 
de  minas  lleven  á  ellos  un  celo*  una  justiñpacion  y  una  moralidad  su- 
periores á  toda  sospecha,  y  que  respondan  dignamente  á  las  nobles 
miras  que  tiene  el  Gobiernqde  stt  S.  M.  en  érden  al  adelantamiento  y 
mejora  de  todos  los  servicios  públicos. 

Como  creo  que  V.  S.  ha  de  fatllarse  anidiadode  estos  sentimientos» 
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no  dudo  que  los  secundará  efícazmeote  con  relación  al  raoQO  de  minas» 
y  que  ejercerá  una  especial  vigilancia  sobre  todos  los  empleados  del. 
ramo  para  que  al  celo  y  actividad  An  el  despacho  de  los  expedientes» 
á  la  inteligencia  y  cuidado  en  el  estadio  y  aplicación  de  la  legislacioD 
,  minera,  agreguen  siempre  la  rectitud  y  moralidad  más  acrisoladas; 
haciéndoles  entender,  sobre  todo,  que  si  esta  .Superioridad  puede  ser 
indulgente  con  los  errores  que  se  cometan  de  buena  fé,  no  lo  será  ja* 
más  con  la  falta  de  celo  y  la  inmoralidad,  qae  será  siempre  severa- 
mente castigada. 

De  orden  de  S.  M.  se  lo  participo  á  V.  S.  para  sa  inteligencia  y  efec» 
'tos  consiguientes,  y  espero  se  sirva  manifestarme  haber  quedado  en- 
terado de  esta  comunicación,  indicándome  también  lo  que  haya  hecho 
para  el  mejor  cumplimiento  de  la  misma.  Dios  guarde  á  V.  S.  mucho» 
«ños.  Madrid  47  de  Febrero  de  4875. 

Orovio. 
Sr.  Gobernador  civil  de  la  provincia  de 

(Gñceia  de  49  de  Febrero  de  4875). 


Real  orden  dictando  reglas  para  la  más  espedita  y  fádl  ter^ 
minadon  de  los  expedientes  de  minas. 

limo.  Sr.  Hállanse  pendientes  de  despaeho  en  este  Ministerio  un 
gran  número  de  expedientes  de  misas,  que  han  sido  remitidos  por  los 
€obernadores  para  el  solo  objeto  de  que  el  Gobierno  dispense  los  de- 
fectos de  que  adolecen,  en  atención  ano  resultar  perjuicio  de  tercero» 
con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  último  párrafo  de  la  décima  sexta 
disposición  general  del  reglamento.  Nunca  pudo  entrar  en  la  mente  de 
la  ley  que  pudieran  aglomerarse  los  expedientes  con  tal  motivo,  por- 
que en  un  sistema  orden^rdo  de  Administración  no  caben  el  descuido 
y  el  abandono  constantes  en  la  tramitación  de  los  negocios  y  la  falta 
<ie  cumplimiento  respecto  de  lo:;  plazos  señalados.  Pero  ya  que  el  mal 
faa  existido,  necesario  es  acordar  un  remedio  que  lo  evite,  y  haga  ex-, 
pedita  y  fácil  la  terminación  de  los  expedientes. 

En  su  virtud,  oidos  el  Consejo  de  Estado  y  la  Junta  facultativa  de 
f  minería,  y  de  acuerdo  en  lo  esencial  con  lo  informado  por  el  primero, 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  dictar  las  reglas  siguientes: 
i.'  Se  concede  á  ios  Gobernadores  la  facultad  de  dispensar  defectos 
«Q  todos  los  expedientes  de  oainás  en  que  los  interesados  lo  hayan  pre* 
tendido  hasta  el  dia,  ó  lo  soliciten  dentro  del  plazo  de  60  días,  á  coa- 
la tt  desde  esta  fecha;  en  lendiéndose  qae  aquella  dispensa  solo  podrá 
recaer  cuando  no  resulte  perjuicio  de  tercero^  con  aireglo  al  último 
párrafo  ^e  la  dtsposician  16  de  las  generales  del  reglamento. 


-.47- 

2.'  En  todos  los  expedientes  eu  qae  Ioü  interesados  dejeo  trascur- 
rir el  plazo  antes  marcado  de  60  dias  sin  reclamar  dispensa  de  defec- 
tos, los  Gobernadores  cuidarás  de  dictar  inmediata  mente  la  declara- 
ción de  nulidad  ó  cancelación  que  proceda,  con  estricta  sujeción  á  lo 
que  se  previene  en.  el  párrafo  primero  de  la  indicada  disposición  16  de 
las  generales  del  reglamento. 

3.*  Todos  los  expedientes  que  se  hallan  pendlentea  de  despacho  en 
este  Ministerio  para  el  solo  objeto  de  dispensa  de  defectos,  se  devolve- 
rán inmediatamente  á  los  respectivos  Gobernadores  para  que  acuerden 
en  ellos  lo  co  rrespondiente,  conforme  á  lo  dispuesto  eq  la  regla  1.* 

De  real  orden  lo  digo  á  V.  I.  para  su  inieligeocia  y  cumplimiento. 
Dios  guarde  á  V,  L  muchos  años.  Madrid  IB  de  Febrero  de  1B75. 

Obovio. 

Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  de  41  de  Febrero  de  1875J. 


Rsal  orden  autorizando  al  Directo  r  de  la  Escuela  de  Ingenie'^ 
ros  de  minas  para  que  se  haga  cargo  del  legado  hecho  á  di" 
cha  Escuela  por  D.  José  Gómez  Pardo . 

limo  Sr.:  Visto  el  expediente  relativo  al  legado  de  D.  José  Gómez 
Pardo  á  la  Escuela  de  Ingenieros  de  Minas,  y  de  conformidad  con  el  dic- 
tamen del  Consejo  de  Instrucción  publica,  el  Rey,  y  en  su  nombre  el 
Ministerio-Regencia  del  Reino,  se  ha  servido  autorizar  al  Director  de 
la  citada  Escuela  para  que  en  su  nombre  y  representación  se  haga  car- 
go del  legado  de  D.  José  Gómez  Pardo,  y  firme  la  correspondiente  es'< 
critura  que  al  efecto  ha  de  otorgarse  bajo  las  sigmentes  condiciones: 

1/  Los  500.000  rs.,  ó  sean  1^5.000  pesetas,  que  según  la  voluntad 
del  Sr.  Gómez  Pardo  habrán  de  destinarse  á  la  Escuela  de  Minas,  se 
entregarán  en  acciones  del  Banco  "Nacional  de  á  500  pesetas  nomina- 
le^  cada  una,  al  tipo  que  los  testamentarios  las  hayan  adquirido,  según 
póliza  del  Agenté  de  Bolsa  que  haya  hecho  la  operación,  destinando 
la  pequeña  diferencia  que  pueda  haber  de  aamento.para  atender  á  los 
gastos  de  compra  de  dichas  acciones,  á  loa  do  escritora  y  demás  con- 
cernientes á  este  legado. 

2."  Las  referidas  acciones  del  Banco  Nacional,  inscritas  hoy  á  nom- 
bre de  los  testamentarios,  se  inscribirán  por  efecto  de  la  escritura  que 
se  otorgue,,  con  carácter  de  intrasferibles,  á  favor  del  Sr.  Director  de 
la  Escuela  de  Minas  de  España;  quien  podrá  libre  y  directamente  .co- 
brar los  dividendos  que  correspondas,  audqud  no  disponer  de  las  mis- 
mas acciones  ó  capital  que  representan. 
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3."  Dichos  productos  ó  divideodos  se  íovectiráo  en  los  objetos  y  en 
la  forma  que  el  Director  de  la  Escuela  estime  oportuno,  con  tal  que  se 
apliquen  á  la  creación  de  premios  con  destino  á  los  que  bagan  traba- 
jos para  los  adelantos  de  la  minería  en  España,  y  al  mismo  tiempo  se 
establezca  un  laboratorio  en  la  Escuela,  en  el  que  se  hagan  ensayos  en 
grande  de  los  minerales  procedentes  de  nuestras  minas,  sieudo  éstos 
gratuitos.  Dentro  de  los  limites  expresados,  podrá  el  Director  déla  Cs- 
cuela  variar  la  aplicación  de  los  productos  del  legado,  sin  necesidad  de 
obtener  para  ello  el  consentí óaien te  de  la  heredera  y  testamentarios  de 
D.  José  Goméz  Pardo;  pero  queda  obligado*  en  caso  que  haya  varia- 
ción, á  ponerlo  en  conojcimiento  de  aquellos  á  fín  de  que  sepan  cómo 
se  cúmplela  voluntad dei  testador. 

4."  Caducará  el  legado  y  recobrará  la  propiedad  de  la  cantidad  en 
que  éste  consistp  Doña  Marta  Raso  ó  sus  sucesores  si  se  extinguiere  6 
dejare  de  haber  Escuela  de  Ingenieros  de  Minas. 

5.*  También  recaerá  la  plena  propiedad  de  las  acciones  en  la  dicha 
Doña  Marta  Raso  ó  sus  sucesores,  si  el  Gobierno  por  motivo  de  centra- 
lización de  fondos,  de  desamortización  ó  por  cualquier  otra  causa  ó 
pretexto,  tratase  de  incautarse  de  dichos  valores,  aunque  pretenda  sus- 
tituirlos con  otros  6  encargarse  él  del  cumplimiento  de  las  obligacio- 
nes á  que  se  deslina. 

6.'  En  cualquier  tiempo  que  por  las  causas  ya  dichas  se  extinga  el 
legado  y  pasen  las  acciones  del  Banco  destinadas  al  misipo  á  los  suce- 
sores del  Sr.  Gómez  Pardo,  las  recibirán  éstos  tal  como  existan,  sin 
^ue  por  razón  de  pérdida  6  aumento  en  su  valor  pueda  haber  derecho 
á. reclamación  por  una  ni  otra  parte. 

7.'  Previo  el  acuerdo  del  Director  de  la  Eseuela  de  Minas  con  los 
testamentarios  del  Sr.  Gómez  Pardo,  podrán  variar  la  inversión  que 
hoy  se  dá  á  la  cantidad  legada,  si. por  terminación  del  Banco  Nacional 
ó  por  cualquier  otro  motivo  fuere  neipesario  y  acordaran  el  nuevo  des- 
tino que  haya  de  dársele. 

8.*  Siendo  la  publicidad  de  todos  los  actos  ú  operaciones  que  se 
verifiquen  en  cumplimiento  del  legad<j  del  Sr.  Gómez  Pardo,  el  mejor 
medio  de  honrar,  como  es  justo,  su  memoria*  el  de  hacer  conocer  sus 
resultados  y  de  excitar  á  que  se  utilice  por  l«s  que  estén  en  el  caso  de 
hacerlo  su  benéfica  intención»  el  Sr.  Director  ó  Jefe  de  la  Escuela  cui* 
dará  de  que  cada  año  se  redacte  una  Memoria  comprensiva  de  todo  lo 
que  se  haya  hecho,  asi  como  de  la  fecaudacioo  é  inversión  áe  fondos^ 
la  cual  se  publicará  en  los  periódicos  científicos  ó  profesionales,  y  se 
comunicará  á  los  señores  testamentarios  y  heredera.  Sin  perjuicio  de 
ésto,  dichos  señores  y  los  sucesores  de  la  heredera  tendrán  la  facultad 
de  examinar  las  cuentas  de  inversión  de  fondos  para  cerciorarse  de  su 
empleo. 
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De  Real  orden  lo  digo  á  V.  I.  para  su  oo^ocimieoto  y  demás  efae* 
tos.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  20  de  Enero  de  1875. 

Castro. 
Sr.  Director  general  de  Instrucción  pública. 

{Gaceta  de  21  de  Febrero  de  1875). 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Áentenda  declarando  debe  devolverse  á  varias  minas  las  can- 
tidades  que  han  satisfecho  por  Canon  de  superficie  después 
de  declararlas  no  beneficiables  más  que  como  hierro,  y  otras 
después  de  su  renuncia . 

En  la  villa  de  Madrid,  ¿  21  de  Diciembre  de  1874,  en  los  autos 
contencioso  administrativos  seguidos  en  primera  y  única  instancia  en 
este  Tribunal  Supremo  entre  D.  Jerónimo  González  Gaian,  como  ce- 
sionario deD.  Martin  Callis,  y  en  su  nombre  él  Licenciado  D.  Tomás 
María  Mosquera,  y  la  Administración  del  Estado,  representada  por  el 
Ministerio  fiscal,  sobre  que  se  deje  sin  efecto  la  Real  orden  de  6  de 
Marzo  de  1872,  que  rehabilitó  la  de  2  de  Abril  anterior,  la  cual  denegó 
la  devolución  de  varias  cantidades  satisfechas  por  aquel  por  canon  de 
superficie  de  unas  minas: 

Resultando  que  D.  Martin  Gallis,  vecino  de  Granada,  registró  varias 
minas  sitas  en  el  término  municipal  de  Capileira;  y  después  de  obte» 
ner  por  los  trámites  legales  la  concesión  definitiva  de  ellas,  se  le  expi- 
dieron los  correspondientes  títulos  de  propiedad,  pagando  el  canon  de 
supei^ficie  por  las  mismas: 

Resultando  que  en  6  de  Agosto  de  1867  dicho  interesado  acudió  á 
la  Dirección  general  exponiendo  que  las  minas  que  poseía  en  término 
de  Capileira  eran  de  mineral  de  hierro,  las  cuales  se  hallaban  exentas 
del  pago  del  ^ánon  de  superficie,  con  arreglo  al  art.  82  de  la  ley:  que 
la  Administración  de  Hacienda  pública,  ignorando  que  fuesen  de  hier- 
ro, porque  no  constaba  en  los  estados  que  la  pasaban  la  Sección  de  Fo- 
mento, venia  cobrando  los  derechos  de  superficie,  que  ascendían  á  la 
suma  de  más  de  5.0U0  escudos,  y  que  no  siendo  justo  ni  legal,  pedia 
que  previo  informe  de  dicho  Centro  y  cotejo,  tanto  de  los  títulos  y 
plaaos  certificados  como  de  las  cartas  de  pago  que  se  hallaban  en  su 
poder,  se  acordase  la  devolución  de  las  cantidades  indebidamente  pa»^ 
;gada8: 

Resultando  que  instruido  expediente  por  la  Dirección  de  Contriba- 
tíones  para  hacer  constar  si  las  referidas  minas  fueron  registradas  y 
concedidas  como  de  hierro  ó  como  de  otra  clase  de  mineral,  y  si  sus 
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predaetos  eran  beneílciables  por  el  hierro  que  cootu viesen  solameot» 
ó  por  cualquiera  otra  cVase  de  meta),  y  para  que  ensayasen  muestra» 
de  los  minerales  de  cada  una  por  el  Ingeniero  Jefe  de  la  provincia  ex- 
pidiendo las  oportunas  ceriifieacfOBes,  resultó  de  él  quo  en  efecto,  al 
reclamáoste  se  le  concedieron  ^  manas  en  diferentes  fechas  de  los  años 
de  1858,  59  y  60: 

Resultando  que  cinco  de  éstas  á  saber:  La  Cometa^  Terceros,  ülti' 
ma,  Salomón  y  Carlota  se  hallan  en  explotación  y  fueron  registradas 
como  de  Óxido  y  pirita  de  hierro  y  hierro  argentífero:  que  las  restan- 
tes fueron  renunciadas  hacia  algosos  años  por  el  interesado,  siendo 
legiatraflías  y  coocedidais  como  cobrÍ£as  de  hierro  las  ocho  tituladas  La 
Yirg^n  de  Gracia,  Todos  los  Sanios,  Pereza,  Luna,  Segundo^  Quita" 
penas,  Ya  lo  entiendo.  Adía  y  Pillastre,  y  exclusivamente  como  de 
hierro  las  10  restantes,  nombradas  El  Solitario,  Santtsiína  Trinidad, 
San  Miguel»  Canta  el  Gallo,  La  Generala^  La  Milagrosa,  Canóniga^ 
Napolitana,  El  Tonel  y  La  Fama: 

Resultando  que  por  el  canon  de  dichas  minas  ha  satisfecho  el  re» 
gistrador  hasta  fin  de  Julio  de  i865  por  las  que  están  renunciadas  y 
hasta  la  fecha,  de  la  renuncia  8.646  pesetas  35  céntimos  en  vez  de  la 
cantidad  que  reclama,  en  la  forma  siguiente:  por  el  primer  grupo^ 
3.563  pesetas:  por  el  segundo,  i. 574,  j  por  el  tercero,  9.505;  consis- 
tiendo la  diferencia  entre  la  cantidad  pedida'  y  reclamada  en  que  en 
las  cartas  de  pago  que  acompaña  están  incluidas  sumas  satisfechas 
por  otras  pertenencias  ajenas  á  este  asunto,  sobre  las  que  ninguna  re- 
danracion  se  ha  hecho,  y  finalmente,  que  los  minerales  que  producen 
lasxinco  minas  que  no  han  sido  renunciadas,  según  el  ensayo  faculta^ 
tivo  solo  es  beneficiable  el  hierro,  sin  que  se  encuentre  cantidad  algu- 
na de  plata  eise  exceptúa  la  llamada  Carlota,  que  ha  dado  ^  gramos 
870  miligramos  por  quintal  métrico  de  mineral,  el  cual  debe  conside*' 
rarse  como  no  beneQciable  y  pobre: 

Resultando  que  la  Dirección  de  Contribuciones  en  su  informe  opinó» 
que  D.  Martin  Calli^  solo  tenia  derecho  á  que  le  fueran  devueltas  las 
11.505  pesetas  que  tenia  satisfechas  por  canon  de  superficie  de  las  tni- 
nas  correspondientes  al  tercer  grupo  mencionado,  cuyo  ingreso  tuvo 
lugar  en  lá  Tesorería  de  Granada  en  diferentes  fechas,  siendo  la  últi- 
ma en  30  de  Junio  de  1865:  que  debe  acordarse  lo  contrario  respecto 
alas  del  segundo,  puesto  que  fueron  registradas,  demarcadas  y  concq^- 
didas,  no  como  de  hierro,  sino  como  de  otros  minerales  beneficiablea; 
y  que  debe  declararse  por  las  que  hace  relación  al  primer  grupo  exen- 
tas de  pagar  el  impuesto  desde  la  fecha  en  que  se  ha  justiflcado  qqé 
no  son  beneficiables  los  miiierales  que  contienen  aparte  del  hierro^ 

Resultando  que  oidos  el  Negociado  de  lo  Contencioso  y  la  Dirección 
de  Contabilidad,  opinaron  el  primero  que  procédia  declarar  que  no 
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había  lugar  á  la  devoIucioQ  solicitada  ni  en  todo  ni  eo  parle  al  intere* 
sado  de  las  cantidades  que  satisfizo  por  canon  de  superficie  hasta  50 
de  Junio  de  4865,  reclamadas  en  6  de  A^sto  de  1867 ,  salvo  la  prueba 
en  contrario  de  haber  reclamado  en  otras  fechas  anteriores,  fundándo- 
se en  el  a  rt.  17  de  la  ley  de  Contabilidad  de  2(f  de  Febrero  de  1850, 
vigente  cuando  se  hicieron  los  pagos  y  en  la  época  en  que  se  entabló 
la  reclamación,  y  eo  el  art.  18  de  la  ley  de  25  de  Junio  de  1870;  y  la 
segunda  que  el  art.  17  de  aquella  ley  se  ha  entendido  siempre  que  tie- 
ne aplicación  á  toda  reclamación  que  á  tíiulo  de  daños  y  perjuicios  se 
intente  cofitra  la  Hacienda  fuera  de  loe  plazos  que  señala;  y  que  si  el 
ánimo  dél  legislador  hubiera  sido  exceptuar' determinada  cla«e  de  re- 
clamaciones, no  4)ubiera  hecho  ninguna  reclamacien,  usando  en^  ge- 
neral la  palabra  daños  y  perjuicios: 

Resultando  que  en  yisia  del  anterior  informe  la  Dirección  general 
en  24  de  Setiembre  de  1870  desestimó  la  instancia  deD.  Martin  Gallis, 
declarando  que  no  há  lugar  á  la  devolución  que  solicita: 

Resultando  que  Gallis  se  alzó  de  esta  resolución  ante  el  Ministro  de 
Hacienda,  pidiendo  que  se  dejase  sin  efecto  y  que  se  acordase  el  abo- 
no denlas* cantidades  solicitadas,  fundándose  principalmente  en  que  ea 
el  presente  asuato'  no  tiene  aplicación  el  citado  art.  17  de  la  ley  de 
Contabilidad,  porque  solo  se  trataba  de  un  atto  de  perfecto  derecho  y 
estricta  justicia: 

Resultando  que  la  Sección  de  Hacienda  del  Consejo  de  Estado,  á 
qniea  se  eleVó  el  expediente,  opiné  que  no  era  aplicable  al  presente 
caso  el  art.  i7  de  la  ley  de  Contabilidad  referida,  y  que  con  revoca- 
ción desacuerdo  recurrido  se  acordase  que  D.  Martín  Callis  tenia  dere- 
cho á  la  devolución  del  canon  que  haya  satisfecho  por  las  pertenen- 
cias El  Solitarii^  y  demás  minas  que  comprende  el' grupo  tercero  ya 
expresado;  y  qué  i^alhiente  deben  devolvérsele,  pero  únicamente 
desfde  el'  di»  (fU4  lo»  Id  gomeros  han  diBciarado  que  ya  solo  son  benefí- 
cii^fes  comió- de  hierro,  losdereehos  que  haya  satisfecho  por  las  per- 
te&enciad'  ha  Gameta  y  demás  que  eon9tituy€Hi  el-  primer  grupo,  de- 
biMidi>  desestimarse  su  solicitud  en  todo  lo  demás: 

Resultando  qiie>  el  Ministro  del  ramo,  deconíbr^idad  con  la  Direc- 
cion",  por  orden  de  2  dé  Abril  de  i87l  deseistim<P el  acuerdo  de  alzada 
y  dienegó  la  devoluoion  srolieitada: 

Resultando  que  ai^tes  de  cumplirse  eiste  acuerda  el  Jefe  de  aquel 
Centro  propuso  al  Ministro  que  se  dejase  en  suspenso  para  cortar  in- 
convenientes, porque  cuando  ya  estaha  sometido  el  expediente  á  su 
resolucboi  D.  Martin  Gallis  hábia  presentado  una  solicitud  acompaña- 
da de  una  certificación  de  la  Administración  económica  de  Granada, 
justificativa  de  que  en  aquella  oficina  existían  dos  instancias  presen- 
tadas por  él  oportunamente,  pidiendo  la  absolución  de  que  se  trata; 


;  • 


N 


—  62- 

y  acordada  la  suspensión  en  14  de  Mayo  siguiente,  se  remitió  dicha 
solicitud  á  Granada  para  que  la  referida  Administración  informase  coa 
toda  claridad  y  exactitud  acerca  de  su  contenido,  y  remitiese  origina- 
les las  dos  instancias  que  en  ella  presentó  el  interesado  en  7  de  Octu- 
bre de  1871  y  4  de  Agosto  de  1865,  como  cualquiera  otra  que  hubiese 
hecho  con  tal  motivo: 

Resultando  que,  ínterin  se  practicaban  dichas  diligencias,  D.  Jeró- 
nimo González  Galán,  á  quien  Caliis  habla  cedido  sus  derechos  á  la 
reclamación  de  que  se  trata  por  escritura  de  7  de  Octubre  de  1869  en 
pago  de  cierto  crédito,  acudió  á  la  Dirección  manifestando  que  como 
único  y  exclusivo  dueño  de  este  crédito,  se  entendiesen  con  él  todas 
las  diligencias  que  al  propósito  de  reintegro  del  mismo  se  hfciereo» 
pues  nadie  más  que  él  debia  percibirlo: 

Resultando  que  la  Administración  de  Granada  informó  que  entre 
lots  antecedentes  que  existían  en  aquella  dependencia  aparecían  tres 
solicitudes  de  7  de  Octubre  de  1861,  4  de  Agosto  de  1865  y  10  de  Mar- 
zo de  1871,  las  cuales  remitió  con  certificación  de  no  hallarse  otros 
documentos  porD.  Martin  Gallis,  resultando  de  aquellas  que  éste  en 
las  dos  primeras  fechas  indicadas  había  reclamado  la  devolución  de 
las  cantidades  satisfechas  por  elcópon  de  superficie  objeto  de  la  cues- 
tión: 

Resultando  que  en  su  vista  el  Ministro  de  Hdcienda,  por  Real  or- 
den de  6  de  Marzo  de  Í672,  de  conformidad  con  lo  propuesto  por  la 
Dilección,  rehabilitó  el  acuerdo  ministerial  de  3  de  Abril  último,  con- 
firmando el  de  la  Dirección  general  de  24  de  Setiembre  de  1870,  fun- 
dándose principalmente  en  que  había  prescrito  la  acción  del  interesado 
para  reclamar  la  devolución  de  las.  cantidades  de  que  se  trata,  por  ha- 
ber quedado  sin  valor  las  interrupciones  de  prescripción  de  las  instan- 
cias de  7  de  Octubre  de  1861  y  de  4  de  Agosto  de  1865: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Tomás  María  Mosquera,  en  nom* 
bre  de  D.  Jerónimo  González  Galán,  como  cesionario  deD.  Martín  Ca- 
liis, en  7  de  Agosto  de  1872  entabló  demanda,  que  después  amplió  en 
este  Tribunal  Supremo,,  con  la  pretensión  de  que  se  deje  sin  efecto  la 
Real  orden  de  6  de  Marzo  y  la  de  2  de  Abril  por  ella  rehabilitada,  de 
que  se  ha  hecho  mérito,  y  que  se  condene  á  la  Administración  á  de- 
volverle las  cantidades  que  indebidamente  se  exigieron  y  satisfizo  su 
cedente  D.  Aiartin  Gallis  por  canon  de  superficie  de  las  precitadas  mi- 
nas de  hierro,  sitas  en  el  término  de  Gapileira,  con  los  intereses  cor- 
respondientes desde  la  reclamación  hasta  el  efectivo  reembolso  y  las 
costas  que  se  le  ocasionaran*  fundándose  en  ambos  escritos  en  que  di- 
chas minas  están  exentas  del  pago  de  dicho,  canon  por  la  legislación 
de  1859,  aplicable  al  caso  presente:  que  la  exacción  de  dicho  canon  y 
pago  que  el  poseedor  de  ellas  se  vio  precisado  á  hacor  de  las  cantida- 
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des  expresadas,  no  puede  menos  de  ser  calificado  como  indebido,  exi- 
giendo la  justicia  y  equidad  que  se  devuelvan  al  interesado  ó  su  cau- 
sa-habiente: que  la  única  razón  que  sir?e  de  fundamento  á  la  Real  or- 
den reclamada,  cual  es  el  art.  i7  de  la  ley  de  Contabilidad,  no  puede 
ser  estimada  como  legal  y  carece  de  base,  porque  no  se  trata  aquí  de 
una  reclamación  contra  el  Estado  á  título  de  daños  y  perjuicios,  áino 
de  una  devolueieo  según  el  derecho  estricto  de  un  pago  indebido,  para 
el  cual  solo  es  posible  aplicar  la  doctrina  general  de  prescripción;  y 
que  la  prescripción  de  que  se  trata  fué  interrumpida  de  la  maneVa 
más  form&l,  sin  que  basten  á  desvirtuar  esta  interrupción  las  sofisti* 
cas  consideraciones  que  se  aleguen,  que  por  cierto  no  merecen  ni  aun 
los  honores  de  la  refutación  ante  Tribunal  tan  elevado,  porque  de  ad« 
mitirse  tal  teoría  serian  inútiles  las  repetidas  reclamaciones  de  Callis  si 
la  Administración  activa,  en  uso  desús  facultades  discrecionales,  tar- 
dase más  de  lo  debido  en  resolver  cualquiera  instancia  de  esta  Índole, 
como  acontece  algunas  veces: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  la  absolución  de  la  deman- 
da, confirmando  la  Real  orden  reclamada;  y  si  ésto  no  se  considerase 
procedente,  que  se  fallase  este  pleito  de  conformidad  con  ló  consulta- 
do por  la  Sección  de  Hacienda  del  Consejo  de  Eitado;  alegando  que  si 
bien  es  indudable  que  las  minas  registradas  y  concedidas  como  de  mi- 
neral de  hierro  están  exceptuadas  del  pago  del  derecho  de  superficie, 
según  el  art.  82  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859,  la  resolución  reclama- 
da se  funda  principalmente  en  que  la  acción  de  Gallis  para  reclamar 
lo  que  la  Hacienda  percibió  indebidamente  ha  prescrito;  que  lo  único 
de  que  la  Sala  habrá  de  ocuparse  es  la  de  fijar  la  verdadera  inieligen- 
CÍH  del  art.  47  de  la  ley  de  Contabilidad  de  4850,  y  por  consiguiente  si 
es  aplicable  á  la  reclamación  de  qué  se  trata:  y  después  de  interpretar 
y  comentar  dicho  artículo  deduciendo  que  se  halla  comprendida  en  la 
actual  cuestión,  cita  como  argumento  en  pro  de  la  Hacienda  y  como  de 
grande  autoridad  la  interpretación  dada  á  ese  articulo  por  la  Dirección 
de  Contabilidad  y  la  aplicación  que  asegura  ha  tenido  en  casos  análo- 
gos; y  que  si  la  Sala  comprende  quoel  caso  de  autos  no  es  aplicable  á 
dicho  art.  47  debe  proveerse  con  arreglo  á  la  consulta  formulada  por 
la  Sección  de  Hacienda  del  Consejo  de  Estado,  porque  á  su  juicio  está 
arreglada  á  los  buenos  principios  déla  sana  razón  y  déla  justicia: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  León  y  Romero: 

Considerando  que  por  el  art.  82  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio 
de  1859  están  exceptuadas  por  28  anos  desde  la  publicación  de  dicha 
ley  del  pago  del  canon  de  superficie  las  pertenencias  dé  minerales  de 
hierro: 

Considerando  que  en  ios  años  de  1848,  49  y  50  D.  Martin  Callis  re- 
gistró en  el  pueblo  de  Gapileira,  provincia  de  Granada,  hasta  23  per- 


téneocias,  de  las  qne  las  denominadas  El  SoUtario^  Saníismu  TrinU 
dad,  San  Miguel,  Canta  d  Galio,  La  Gemréla,  La  MUagroña^  Canónü 
ga^Napolilanay  El  Tonel  j  La  Fama  le  fueroo  oaBeédidasy  demac'ca^ 
4«s  cómo  de  hierro;  estaqdo,  por  lo  tadio,€Offipiendidas  dentro  d^  la 
prescripción  del  referido  articulo,  y  en  su  virtud  exentas  del  pago  de 
«superficie: 

Considerando  que  las  conocidas  por  los  nombres  laC0mela,  Teredo 
ro,  Ultima,  Salomón  y  Carlota^  boy  en  expktacioo,  no  le  fueroD  cea> 
cedidas  ni  denaaroadas  como  de  hierro  sino  oomo  de  óxido  y  pirita  de 
hierro  y  hierro  argentífero,  en  cuyo<;oncepto  fuéjasjtaylegal  laexac* 
cion  del  derecho  de  superficie  basta  taeto  q'iie  por  virtud  de  reolana^ 
cion  del  concesionario  los  Ingenieros  haa  practicado  lois  ensay4»  faocdw 
tattvos  correspondientes,  que  han  demostrado 'q«e  las  condinioaes  del 
mineral  han  variado,  y  no  son  beneficiables  ea  otro  concepto  ^ae  eé 
^l  de  hierro,  por  lo  que  la  exacción  MI  oénon  que  coa  posteriorídai 
se  haya  hecho  respecto  á  dichas  minas  no  es  proce^onte  ni  legal  oen* 
forme  á  lo  determinado  en  el  citado  art.  83.  y  el  cesionario  tiene  4ere- 
^ho  para  pedir  su  devolución: 

Considerando,  respecto  á  las  minas  \tirgen  de  Graefa,  ToéúS  lú$ 
Santos,  Pereza,  Luna,  QuitapenaSt  Yah  efitíéhda,  Aliia  y  Piliattré», 
renunciadas  hace  tiempo  que  fueton  cooeadidas  y  regisl^radas  no  cosÉé 
de  hierro  sino  como  de  otroa  metales  beneficiables  sujetos  al  pibgo  del 
Canon  de  superficie,  sien^  p^r  tanto  procedente  lo  qixe  por  ellas  ae 
baya  pagado  á  la  Hacienda  en  ese  (conoep^e  hasta  la  fecha  de  la  re* 
i^uncia: 

(Jonsiderimdo  ^ue»  si  biee.p9r  el  o^t^  17  de  te  ley  de  Cootabilidad 
4e  90  de  Febrero  de  4850  sepirevieae  quí^ná^guna  reelíadiacioB  nonltfa 
el  Estado  $  titulo  4e  danq»  y  ¡perjutieioA;  6  i  tirulo  4e  eqakiad.eevi  *d^ 
mitída  gttberatAlí,4ra[0Bnt^  ptaaa^o  «n  año  desde  el  iiecho  ea  que  aelon» 
4e  el  rQcla»ftn4e«  00  «te  ftrftW  en  ^  ea«o  preksente  de  reclamación  de 
esta  índole,  pues  no  ipide  incJtemniiaQiqa  de  peij«ieiof  m  <Ia6eis  sf  fti* 
i|cfs«  y  «I  solo  la  dt^elupipn  de  eantidadea  í^oe  iadebidamente  le  han 
aido  e^ii^as  y  ha  satíafeche^ 

Falliav^  ^ue  debemo»  deolarar  y  deelara»os  i^ue  U  lugar  á  k  dci^ 
aanda  deducida  p^  D.  Tamáa  Blaría  Nba^era,  á  nombre  de  D.  Jeri^ 
nimo  Ganzálea  <i^ten,  nomo  cesionauo  de  Dh  Martin  Chalis,  ea  í(ni!»iilt 
á  la  devQl«cion  por  la  BaHieoda  delof  éere(Aaeq«#  por  C4noade  su- 
^r:0cie  h^  satisfecbo  por  lasia,aQi9(as  denomiqadaf^'iíiSit^lgrtOiSan-'^ 
A$ima  Trifiidad,£mMf9^l^  Cania  ei  Ca//a^  Xig  Cefieraku  Ltl^Hik^ 
grom^  Canóniga^  ^a^oWama,  El  Tama/  y  te  Fmmm\  i  la  ^e^olitcioil 
también  de  lo  satisfecho  por  las  cinco  comprendidas  en  el  iercet  eoii*- 
sÁderatHto  <i«e  astto  ^  agsplottueióiit  f  atn  £a  Cometmi  Tertéroi  Ulli- 
m9,:  Sfitoaiofi  y  (torfelo^  frrévia  Utmd^eiiwi  4f»  lo  qué  r esüUe  pí^At 


{>qr  «Has  (iespaes  que  lat  lageaieros  decUrarpa  qo  ser  beoeflciable» 
fliteqae  como  do  hierro,  y  de  igoal  modo  res(>ecto  á  las  renaQciadaa  j 
akMviidoDadas  Virgen  de  Graeia^  Todos  lo$  Santos*  Pereía*  Luna^ 
QuUapenaM,  Ya  lo  entiendo^  AHla  y  PiUastre,  en  lo  que  después  de  1» 
ronttocia  y  abandooo  hayan  satisfecho;  y  od  su  consecuencia,  dejamos 
sin  efecto  lo  delerníioado  en  la  Real  orden  de  6  de  Marzo  de  iS72)  en 
kfirospectívo  ¿  dichos  extremos,  debiendo  la  Administra'cion  del  Esta- 
do aatisfacer  al  demandante  las  cantidades  que  en  tal  concepto  haya 
p^rcibidOb  y  absolvemos  á  dicha  Administración  del  Estado  de  la  pre«- 
' citada  demanda  en  cuanto  á  las  demás  reciamaciones  que  comprende» 
dejando  subsistente  respecto  de  ellas  la  resolución  contenida  en  la 
«aficionada  Real  jórden. 

Asi  por  esta  nuestra  sontencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ofi^ 
-cial  y  ae  insertará  en  la  Goieocmi  legistativai  sacándose  al  efecto  las 
<>e^ias  necesarias  y  devolviéndose  el  expodteate  gubernativo  al  Miois- 
lerio  de  Hacienda  con  la  certificación  prevenida^  lo  pronnnciamoa^  man- 
damos  y  firmamos.=Jaao  González  Acevedo.=io9é  Maixia  Herreros  de 
Tejada.ssJuan  Jiménez  Cuenca «scMaouel  Leen.^lgnacio  Viwtes.= 
Francisco  Anpesto.ssJ)iegoFornaodez  Cano. 

PublicaaioA.s=Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  f)l 
fixcmo.  Sr>  D.  Manuel  León  y  Romero»  Magistrado  de  la  Sala  tercera 
de  e^te  Tribunal  Supremo,  ceiebraBdo  audiencia  pública  la  misma  en  el 
dia  de  hoy»  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  é  21  de 
Bieiembre  de  i874v;=Liceaciado  Manud  Aragoneses  iiil. 

(Gaceta  de  24  de  Ftkrero  de  1875). 


Sentencia  declarando  haber  lugar  á  la  demanda  interpuesta 
Míiira  la  ótúen  que  mando  espedir  el  titulo  de  la  mina  Biea^ 
tidnid^  y  que  ise  cancelasen  hseaípedientes  Sin  igual  y  Re»» 

fin  la  villa  de  Madrid»  á  24  de  Piciemhre  de  1874,  en  los  auloa  se- 
guidos en  oste  Tribunal  Suprepo  sobre  procedencia  de  la  vía  eontea^ 
ei09a  y  admisión  de  la  demanda  presentada  por  D<  Antonio  Gómez  Ma* 
vadopfe  f  en  sq.  nombre  el  LieencjiadQ  D.  Manuel  Rivera,  contra  la  Aé- 
jiÍBis4raiQioa  del  Estadot  repiesentadapor el  Ministerio  fiseaU  para  que 
«e.deje  sin  efecto  la  orden  de  t/  de  Abril  último  que  mandó  Cfipedir  el 
tácalo  al  registrador  de  la  o^iaa  Biemenida^  y  que  se  cancelasen  los 
expedientes  £tft  igual  y  Beparacioni 

Resultaede  que  en  9  de  ¿uUo  de  1872  D.  Evaristo  González  Quijano 
a€p<Ué  al  Gebernadpr  de  Santander^  manifestándole  que  en  tei;reoe  co* 
«BÚA  y  mAueomunade  de  los  pueblos  de  Santa  Olalla,  San  Miguel  jf 


\ 


-56  — 

Santa  María  de  Aguayo.,  paraje  que  llaman  Hediajo  de  los  Ovejeros; 
deseaba  adquirir  i2  perteoeocias  mineras  coa  el  título  de  Bienvenida^ 
de  mineral  calamina,  7  otros  que  se  proponía  descubrir,  pidiendo  des* 
pues  de  íljar  los  linderos  y  hacer  la  designación,  que  se  diese  al  expe- 
diente la  instrucción  de  ley  y  reglamento  para  que  se  le  expidiese  el 
titulo  de  propiedad: 

Resultando  que  admiiido  el  registro  en  i 6  de  Julio  siguiente,  salvo 
mejor  derecho,  y  hechas  las  correspondientes  publicaciones  en  iO  de 
Diciembre,  el  mismo  Quijano  pidió  que  se  demarcase  dicha  mina  par» 
que  no  se  causase  algún  daño  á  sus  intereses,  mandándose  pasar  el  ex* 
pediente  al  Ingeniero  para  que  lo  verificase: 

Resultando  que  en  5  y  29  de  Setiembre  de  1873,  D.  Antonio  Gomes 
Marañon  y  D.  Luis  Ratier  acudieron  á  dicha  Autoridad,  exponiendo  que 
en  el  mismo  término  y  sitio  deseaban  adquirir  12  pertenencias  minerva» 
el  primero  con  el  título  de  Sin  iguala  y  el  segundo  con  el  de  Reparación, 
de  mineral  de  la  misma  clase,  pidiendo  á  su  vez,  después  de  fijar  los 
linderos  y  hacer  la  demarcación,  lo  mismo  que  el  anterior  registrador, 
y  añadiendo  que  el  expediente  anterior  debia  declararse  cancelada 
en  Cumplimiento  de  la  disposición  16  de  las  generales  del  reglamento 
de  24  de  Junio  de  1B68,  toda  vez  que.el  interesado  no  habia  hecho  la 
reclamación  oportuna,  trascurridos  los  cuatro  meses  que  señala  el  arti- 
culo 15  del  decreto*ley  de  29  de  Diciembre  de  1868  para  verificar  la 
demarcación;  y  que  si  hubiese  alguna  dificultad,  la  allanaba  la  orden 
del  Gobierno  de  la  República  de  4  de  Agosto  del  mismo  año  con  mo« 
tivo  de  un  caso  análogo  en  la  provincia  de  Vizcaya: 

Resultando  que  verificada  la  demarcación  de  la  mina  Bienvenida 
en  9  de  Setiembre  de  1873  sin  protesta  ni  reclamación  alguna,  seguido 
el  expediente  por  todos  sus  trámites,  el  Gobernador  de  Santander  en 
^1  de  Octubre  del  mismo  año  declaró  fenecido  y  sin  efecto  ni  valor  al  • 
^no  el  registro  de  la  mina  Bienvenida^  y  que  siguiese  su  curso  de  ley 
y  reglamento  el  presentado  por  D.  Antonio  Gómez  Marañon  con  el 
nombre  de  Stit  igual. 

Resultando  que  hecha  saber  esta  resoíucion  á  los  interesados,  Gon- 
zález Quijano  se  alzó  de  ella  ante  el  Ministro  de  Fomento  pidiendo  BVk 
revocación,  y  que  se  le  expidiese  el  título  de  propiedad  de  la  mina 
Bienvenida;  y  que  el  Presidente  del  Poder  Ejecutivo,  de  conformidad 
con  lo  informado  por  la  Junta  superior  facultativa  de  minería  y  oído 
el  Consejo  de  Estado,  por  orden  de  4.*  de  Abril  ultimo  dejó  sin  efecto 
por  improcedente  el  decreto  del  Gobernador  de  21  de  Octubre,  y  dis- 
puso se  expidiese  el  título  de  propiedad  al  registrador  de  Bienvenida^, 
7  que  se  cancelasen  los  expedientes  Sin  igual  y  Reparación: 

Resultando  que  notificada  esta  disposición  á  D.  Antonio  Gómez -Ma« 
xañon  en  f2  del  mismo  mes,  el  Licenciado  D.  Manuel  Rivera,  en  sa 


—  57  — 

nombre,  eo  i  i  de  Mayo  siguieate  presentó  demanda  en  este  Tribuoal 
Supremo  con  la  solicitad  de  que  se  tunera  por  piesentada  y. admitida 
ea  .virtud  del  caso  2.*  del  articulo  80  de  la  ley  dentro  del  tiempo  mar- 
cado en  el  88  y  disposición  general  5/  de  la  ley  de  minae,  y  que  eo  sü 
día  se  dejase  sin  efecto  la  preinserta  orden  de  1.*  de  Abril,  dictada  en 
el  expediente  Bienvenida^  concretando  los  bethos  y  fundamentos  de 
derecho  que  creyó  conven  lentes: 

Resulundo  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  declarase  improce- 
dente la  via  contenciosa  é  inadmisible  la  demanda  mencionada,  fun- 
dándose en  que  para  que  proceda  aquella  vía  es  necesario  que  haya 
un  derecho  administrativo  preexistente;  que  éste  haya  podido  ser  le* 
alonado  por  una  resolución  final  en  la  esfera  gubernativa,  y  que  se  halle 
eo  los  casos  expresamente  determinados  en  la  ley  y  reglamento  del 
ramo:  que  en  el  actual  se  trata  de  un  registro,  denuDcio  de  otro  regis* 
tro,  y  para  que  prevalezca  es  preciso  que  antes  se  declare  la  caducidad 
del  denunciado,  porque  es  sabido  que  los  denuncios  solo  tienen  exis- 
tencia legal  en  cuanto  se  estima  la  denuncia  hecha;  y  que  el  demao* 
daote>no  tiene  derecho  alguno  preexistente  en  su  favor,  ni  el  caso  se 
halla  comprendido  en  ninguno  de  los  que  determinan  la  ley  y  regla- 
oento  de  minas,  en  los'  cuales  se  apoya,  asi  como  en  la  juríspruden- 
cía  constante  del  Gottsejo  de  Estado  y. de  este  Supremo  Tribuoal: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Diego  Fernandez  Qano: 

Considerando  que,  según  el.art.  89  de  la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868, 
en  minería  cabe  recurso  por  la  via  conteociosonadministrativa  contra 
aquellas  resoluciones  ministeriales  por  las  que  se  confirmen  ó  desesti- 
men las  .providencias  dictadaa-por  los  Gobernadores  concediendo  ó  ne- 
gaodo  la  propiedad  de  minas: 

Considerando  que  á  esta  clase  corresponde  la  resolución  del  Minis- 
terio de  Fomwto  de  i;*  de  Abril  último,  contra  la  que  $e  ha  recorrido 
en  tiempo,  puesto  que  por  ella  se  ha  desestimado  la  providencia  dic- 
tada en  21  de  Octubre  anterior  por  el  Gobernador  de  Santander  negao- 
de  la  propiedad  de  la  mina  Bienvenida  á  su  primitivo  registrador  Don 
Evaristo  González  Quijano; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedeote  la  vía  con- 
tenciosa, y  en  su  CQiyiecaencia  admitimos  la  demanda  interpuesta  por 
el  Licenciado  B.  Manuel  Rivera  á  nombre  de  D.  Antonio  Gómez  Mará- 
ñon,  al  que  en  victad  del  poder  que  acompaña  se  há  por  parte  con  el 
domicilio  que  señala;  y  póngasele  de  maoifiesto  el  expediente  guberna- 
tivo por  término  de  30  dias  para  los  efectos  que  procedan. 

jUí  por. esta  nuestra  semencia*  que  se  publicará  en  la  Gaceta,  oft* 
eial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa  ^  sacándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. =JoaD 
deazalez  Aeevedo.sJoaá  Jlmenea  Cueoca.=sManuel  Leon.=Ignacio 


yieltes.=Francisro  Armesio.=rLais  Vtizqués  R}ondragob.t=2Diego  Fé*^ 
Ditrdez  Gano. 

Publicación. =Leida  y  pébliCaila  fué  lá  precedente  é6Q tenéis  pórtSl 
Etfemo.  Sr.  I>.  Diego  Férnandéí  Gftno  Magistrado  ü«  la  Sala  terc^eráf  del 
THbüoalSupi^eúiO,  celebrando  áu (Noticia  pábtica  la  mUma  «li  éldiadte 
iioy  de  qOe  cérliftco  como  ^dt^Mfitf  Rélátet  étt  Madrid  á  84  dé  Dtt^ 
Ciembre  de  1874.=Licenciado,  llanu^et  Araigoi^eseB  tíil. 

(Givóéiá  de  ^4  dé  Febrero  dé  187^;. 


MINISTERIO  DB  HACIENDA. 


1  ni    ai      *«>i 


Real  dépreto  estableciendo  m  la  nlla  de  Inm  un  arbitrí» 
tf'anBitorio  de  guerra,  en  el  que  eBtá  compfefidido  el  iWétté^ 
ral  de  hierro  y  demás  metales. 

De  acuerdo  con  el  Cons^^o^  de  Minlittés;  y  á  propuesta  del  de  Ha^ 
deuda,  ^  * 

Yen'gó  en  decretar  lo  sigaíeirt«: 

Afifculó  i!*  Se  establece  en  la  víIIé  de  Irun  un  erbürío  trantttoH» 
de  guerra,  puramente  4oeal,  éuyos  producios  recaudará  el  Ayunlt* 
mrent\$. 

ktíi  %*  E(  arbitrte  consistir Ji'  pHmero  ee  50  céntimos  de  peseta 
^  cíida  bulto  procedente  del  eilraejero  que  se  despache  en  la»  dos 
Adifarttas  de  acuella  localidad;  i  segunda,  du  otros  50  céntimos  por  to«> 
i^ljfdá  de  mineral  de  hierro  jr  demis  aoietales  que  se  exporten  atrate^ 
sando  el  término  mnuicipal,  ya  sea  á  la  Peniosula,  ya  al  extraaJeVD» 
péf  lá  Ádeana  ó  por  el  rio  Vidasoe. 
ñn.  5/  De  este  decreto  se  dará  éuéntá  opo^unamente  á  lasCdrtee.. 
Dado  en  Palacio  á  veintisiete  de  Febrero  de  mil  ochocientos  setena 
fá  y  «iico. 

ALFONSO. 

El  Mioiítro  de  Hacienda. 
Pll^ao  SAfiA?áMlÍAr 

(OaMá  de  %  úe  Ft^rtétt  de  1 8f  5). 


TRIBUNAL  SUPBfiMO. 


Sünténcia  dejando  firme  y  stiMüente  la  Real  orden  qué  de* 
claró  caducada  la  rlíina  BüéibSi víátá . 

>  a 

» 

fio  k  viUa  de  Mad«idt  á  19  d9  fiaeta  d«  1871,  en  los  «uAosDenM^^ 


) 


eia90-«dminis(rativos  pendteDies  ante  la  Sala  ao  prióiera  y  úúica  itoé" 
4>Qcia,  seguidos  por  Doña  Aéeeasión  Raqaéca  y  Feroaadez,  repreieü* 
ladfi  d^  ülltma  astado  paral  ProcaradarD«  CUadiaiRita  Vázquez,  con* 
ira  Iñ  Adraioistrneion  geaaral  del  Estada^  qae  lo  está  por  el  Mioisterio 
AfleaU  coadyuvada  por  el  Licenciado  D.  Acacio  Qharrin  Tijero,  á  nom^ 
bre  de  D.  HilarioQ  Romo,  coaro  Presidente  4e  la  Sociedad  espacial  ttfi- 
aiera  nombrada  San  Ftdgé^iciQ^  sdbre  revocación  de  la  Real  orden  de 
44  de  Setiembre  de  4868,  que  declaró  caducada  para  iodaa  los  efectod 
legales  la  mina  jBuenamto: 

Resaltando  que  en  20  de  Marzo  de  1841  solicitó  D.  Bla?  Requena 
del  Inspector  de  mitias  Ae  la  proTiacia  de  Murcia  el  registro  cúú  el 
tiombre  de  Buenavisia  dé  una  mina  situada  en  la  «ñibria  del  Caifozo 
de  D.  Juan,  término  de  dicha  ciudad  y  sitio  denominado  de  Boanarista, 
60  la  ladera:  lindando  pot  Norte  con  la  prolongación  de  la  misma;  Me- 
diodía cob  el  Cabezo  de  D.  Juan;  Levante  con  el  barranco  Pajarillo  f 
4H)nienteooo  la  ladera  y  Ifiaiitesdel  pozo  de  Bueuamsía;  y  formado  é( 
opUrtiioo  expedíante^  qae  se  sigaió  por  los  trámites  legales,  se  le  de- 
marcó j  paso  en  p(^esian  de  ella  el  día  9  de  Marzo  de  4842: 

Resultando  que  en  19  de  Abril  de  1850  registró  asimismo  0.  Manuel 
GaroDía iton el  nombrada  Gamtalidad  dos  pertenencias  de  terreno  plo- 
miza auligaoí  sito  dn  ai  Cabezo  de  D.  luae,  barranco  del  Pajarillo,  en 
la  KHpúlacioQ  de  Algar,  térmiaó  de  Cartagena;  y  seguido  el  expedienta 
la  trsíÉiitacioo  debida,  como  no  te  presentase  á  satisfacer  los  derecbo^ 
4e  expedieiou  d)el  titula  ai  acepura  las  condiciones  generales,  de  la  Idjr 
y  faglameató^  se  dedaró  caducada  t)0B  Real  orden  del  dia  la  de  Enero 
da  4857: 

ReMtaodo  qne  en  25  de  Oeiabre  de  1850  D.  Pedro  Moreno  Bermejo 
^esentó  escHto  ál  Gobernador  de  la  proTiacia  deMarcia  pretendieodo 
ae  déciérllse  la  caducidad  de  U  miña  nombrada  CimmUdad  por  estar 
suspensas  sas  labores  pdr  más  tiem(il6  del  marcado  por  la  ley,  y  sdad- 
láitiese  el  denuncio  ((ne  bacía;  manifeataBda  asimismo  se  halUiba  si- 
mada en  el  6iti»ezo  de  §>.  iasai  Diputación  de  Algar^  término  de  Carta- 
f^a;  7  becha  \ú  oportana  nótMoaeida  ál  eaaceaáaoArío,  sin  qae  se 
opusiere  á  la  dénaneia,  deolaró  el  Gobernador  en  dectéto  de  28  de  Fe 
br^rode  1856<baber  logar  ó  la  cadacidad  de  la  mtná  denunciada: 

Reaul tanda  qie  á  sn  tirtud  el  D.  Pedro  Moreno  Bermejo  solicitó  di* 
cha  mina  don  el  Bombrd  de  MáwnUo;  y  exbtiebdo  terreno  franco  y  mi- 
natal  á  la  Tiste,  se  admitió  la  soUtilud  de  registro  y  se  tramitó  el  ex- 
^li^i^ntéen  debida fc^ma^ bacieodoée  lé demarcación  oportuna,  acep'» 
tftDdo  al  intertaaMIas  baaéa  marcadal  ^or  k  ley,  y  pagando  loa  dara- 
cbos  aeoesarioe  para  la  eapedidoa  dd  tftttla*  cediéndola  después  á  la 
^ociedAd  Sm  FulgmcíiDi 

Reabllando  f  ae  ea  2i7  da  Agbsta^  de  4M0  pretendió  D.  ántoliia  Alba- 
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dalejo  y  Hernández  que  se  le  coocedíese  el  registro  de  ana  perienea- 
cia  minera  con  el  nombre  de  San  Antonio  en  un  minado  antiguo  qu^ 
perteneció  á  una  mifla  con  eLnombre  óe.Bumiavistat  de  D.  Blas  Beque- 
na,  la  cual  hacia  18  años  que  no  se  habia  trabajado,  situada  en  terreno 
realengo  del  lugar  de  Algar,  paraje  llamado  ladera  del  Cabezo  de  Doa 
Juan,  t<^rmino  de  Cartagena;  y  hecha  oposición  por  el  Roqueña,  se  dic* 
tó  un  decreto  por  el  Gobernador  en  26  de  Abril  de  1861  manifestando 
carecía  de  base  el  expediente,  puesto  que  no  existia  la  mina  cuyo 
abandono  se  denunció,  por  estar  ocupado  su  terreno  legílimameoto 
por  otra  que  tenia  en  completa  actividad  sus  trabajos: 

Besultaodo  que  en  el  año  1860  solicitó  D.  Blas  Requena  del  Gober* 
nador  de  la  provincia  de  Murcia  que  por  un  Ingeniero  se  procediese  ai 
reconocimiento  y  deslinde  interior  de  las  minas, colindantes  á  Buena* 
yistat  por  habérsele  hecho  entender  que  por  U  galería  del  barranco  d^ 
Pajarillp,  propia  deD.  Hilarión  Bous,  y  por  la  mina  Buena  Inocencia» 
de  D.  Joaquin  Moreno,  se  hablan  introducido  con  sus  labores  interio* 
res  en  el  terreno  de  aquella,  arrancando  y  extrayendo  sus  minerales, 
lo  que  constituía  un  ataque  al  derecho  de  propiedad  y  an  abuso  que 
debia  corregirse:- 

Resultando  que  formado  expediente  con  este  motivo,  se  acreditó  en 
él  que  D.  Hilarión  ^ous,  como  dueño  de  la  mitad  del  interés  de  la  8o« 
ciedad  San  Fulgencio^  á  que  pertenecía  la  mina  nombrada  Rómulo, 
interpuso  interdicto  de  recobrar  la  posesión  de  la  misma  contra  D.  Blas 
Requena,  en  el  cual  se  dictó  sentencia  restituyendo  la  posesión  que 
pretendía  al  primero,  y  condenando  al  segundo  á  que  dejase  á  su  dis- 
posición la  mina  con  lo  demás  que  se  expresa;  y  después  de  otras  ac- 
tuaciones, certificó  el  Oficial  Interventor  de  la  Administración  de  pro- 
vincia que  la  mintL  Buenavista^  sita  en  el  Cabezo  de  la  Piuca,  pertene- 
cia  á  D.  Blas  Roqueña,  el  que  pagaba  200  rs.  anuales  desde  30  de  Junio 
de  1855  basta  I.""  de  Julio  de  1859;  expresando  el  Ingeniero  que  en  la 
superficie  que  se  asignaba  á  dicha  mina,  según  el  punto  de  partida  dado 
por  Bequena,  no  existia  labor  subterránea  de  importancia,  pues  según 
decia  el  mismo  hablan  sido  heehaspor  los  pozos  de  la  Cresóenda  Sé" 
gunda  y  Descuido;  y  que.con  mérito  á  todo,  y  de  conformidad  con  lo 
informado  por  el  Consejo,  provincial,  dictó  un  decreto. el  Gobernador 
en  12  de  Abril  de  1861  denegando  la  solicitud  dé  D.  Blas  Bequena  por 
reputar  como  caducada  la  primera  concesión  de  la  mina  Buenavisía^ 
^xkjBi  propiedad  se  revertiera  al  Estado  con  asentimiento  de  su  regis- 
irador,  á  cuya  vista  se  realizó  el  registro  practricadó  por  D.  Pedro 
Moreno  en  la  mina  Caeualidadf  bajo  el  nombre  de  Rómulo;  y  en  su  vir- 
tnd  declaró  nolo  el  expediente  de  registro  San  Antonio^  como  practi- 
cado en  el  terreno  en  que  se  suponía  la  referida  mina  Buenavieta: 

Resultando  que  pedida  por  D.  Blas  Requena  la  suspensión  de  labo- 
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res  de  ambas  minas  hasta  que  en  definitira  se  resolviese  lo  que  fuera 
procedente,  dict<5  nuevo  decreto  el  Gobernador  en  25  de  Abril  siguien- 
te, considerando:  primero,  que  la  mina  Rómulo  fué  denunciada  y  po- 
sesionada con  dicho  nombre  por  D.  Pedro  Moreno,  siendo  la  misma 
que  con  el  áe Casualidad  registró  D.  Manuel  Corona  en  1850:  segundo, 
que  del  plano  ifel  Ingeniero  de  11  de  Setiembre  de  1860  se  desprendía 
que  la  Rómulo  ocupaba  todo  el  perímetro  de  la  Buenavista,  cuya  dili- 
gencia se  practicó,  designando  D.  Blas  Requena  el  punto  de  partida,  y 
el  de  la  Rómulo  el  indicado  en  la  nota  de  demarcación,  según  consta- 
ba (iel  informe  original  de  dicho  Ingeniero:  tercero,  que  todo  este  or- 
den natural  de  acontecimientos  solo  conducía  á  la  consecuencia  lógica 
y  natural  de  que,  abandonada  la  mina  Buenavista  por  su  concesionario, 
no  se  opuso  al  registro  Casualidad  ni  ai  denuncio  de  ésta  por  Moreno, 
que  la  registró,  como  quedaba  expuesto,  con  el  nombre  de  Rómulo, 
dejando  trascurrir  los  plazos  concedidos  en  la  ley  de  11  de  Abril  de 
4849,  por  la  cual  se  sustanciaron  dichos  expedientes -registros:  cuarto, 
^ue  según  el  informe  del  Ingeniero,  en  el  registro  San  Antonio  y  en 
éste  expediente  no  existia  labor  subterránea  de  importancia;  y  que  las 
practicadas  por  los  pozos  délas  minas  Crescencia  Segunda  y  Descuido 
reconoció  Bequena  en  28  de  Enero  de  1858  como  hechas  por  D.  Joaquin 
Moreno  Marin,  dueño  de  aquella,  no  comunicando  estos  trabajos  sub- 
terráneos con  la  mina,  para  lo  cual  decia  Requéna  se  practicaban  los 
mismos:  quinto,  que  en  los  planos  de  D.  José  González  la  Sala,  levan- 
tados en  1850,  y  D.  Luis  Natalio  Monreal,  en  1857,  no  figuraba  la  mina 
Buenavista  como  tampoco  quedaba  espacio  para  comprenderla,  y  que 
en  los  asientos  de  la  Administración  de  Hacienda  solo  aparecía  una 
mina  Buenavista,  situada  en  terreno  distante  dd  que  se  trata:  sexto, 
que  según  la  legislación  entonces  vigente,  debió  llegar  á  noticia  de  Don 
JBlas  Roqueña  el  registro  Casualidad,  y  que  declarada  la  caducidad 
después  volvió  el  terreno  á  la  propiedad  del  Estado,  concediéndolo  la 
Administración  de  nuevo,  en  uso  de  sus  facultades,  con  el  nombre  de 
Rómulo, en  virtud  de  la  aquiescencia  de  aquel,  quien  dedicado  cons- 
tantemente ala  minería  no  podía  alegar  ignorancia  de  los  hechos 
ocurridos:  sétimo,  que  trascurrido  un  largo  término  desde  que  se  hizo 
el  expediente  de  registro  Casualidad  hasta  la  presentación  del  escrito 
de  deslinde  que  motiva  este  expediente,  ha  quedado  por  más  de  un 
concepto  fenecido  y  caducado  el  primitivo  registro  de  la  Buenavista^ 
puesto  que  el  Estado  ha  practicado  las  concesiones  qi^e  ha  tenido  por 
conveniente,  por  cuya  razón  üo  hay  términos  hábiles  para  dejar  sin 
éxito  los  derechos  adquiridos  legítimamente  por  los  dueños  de  la  mi- 
na R&mulo;  y  por  último,  que  según  ha  sido  práctica  constante,  reco- 
nocida por  la  novísima  legislación  del  ramo,  si  por  ignorancia  y  no 
hacerse  constar  ]a  existencia  de  una  concesión  anterior  en  el  terreno 


atlicjtado  siguiese  el  eipediente  sxis  trámi^s  hasta  concederse  el  re- 
gistro, trascurrido  el  plazo  para  reclamar  giu  haberse  verificado  no  se 
admitirá  recurso  alguno  que  tenga  por  objeto  anular  el  nuevo  expe- 
4iente,  fundándose  en  la  falta  de  declaración  previa  de  caducidad,  de- 
claró nulo  y  fenecido  el  expediente.de  la  mina  Buenavista^  y  ésta  co- 
mo caducada  en  virtud  déla  aquiescencia  y  coDsentiuientode-D.  Blas 
Requena  á  los  registros  posteriores,  y  de  la  reversión  tácita  primero, 
y  terminante  después,  del  terreno  al  Estado  como  fVanco  y  libre: 

Resultando  que  contra  esta  resolución  interpuso  demanda  D.  Bla^ 
Reqoena  ante  aI  Consejo  provincial  de  Murcia,  que  se  declaró  incom- 
petente por  sentencia  de  24  de  Noviembre  de  4862,  confirmada  por  la 
que  á  consulta  del  Consejo  de  Estado  se  dictó  en  Real  decreto  de  31 
de  Enero  de  1868: 

Resultando  que  en  su  Tisla  se  alzó  D.  Blas  Requena  del  referido 
decreto  del  Gobernador  de  Murcia  de  25  de  Abril  de  1861,  dictándose 
en  su  consecuencia  la  Real  orden  de  14  de  Setiembre  de  1868,  por  fa 
que  se  confíj^mó  aquel,  en  cuanto  por  él  se  declaró  que  se  reputase  ca- 
ducaba para  todos  los  efectos  legales  la  mina  nombrada  Buenavista: 

ResuHanéa  que  eoAtca  la  anterior  Real  orden  y  en  12  de  Noviem- 
bce  del  mismo  aóo  presentó  deman<}a  contencioso-administratlva  en 
éste  Tribunal  Supremo  el  Licenciado  D.  Evaristo  García  Abienzo,  á 
nombre  y  con  podet  de  Itoña  Ascensión  Requena  y  Fernandez,  que 
acueditó  ser  heredera  do  sv  di  fíinto  hermano  D.  Blas,  pidiendo  su  re- 
Tocacioo  y  que  se  declare  vÍTa  legal  mente  la  mi'sia  BuetiamsPa^  con 
asreglo  á  la  poae^ion  qw  de  ella  se  dio  al  última»  en  1842,  mandando 
qodise  le  reponga  en  ella,  con  abono  de  los  minerales  que  se  hayan 
exítraido  de  sus^  peD^enencia»,  y*  los  daños  y  perjuicios  ocasionados; 
fundado  en  qm  con;  arreglo  al  art.  13  d»)  Real  decreto  de  4  de  inlio  é 
idstouccioii  de  18  de  Diciembiie  de  ft825^  desde  qui9  se  le  entregó  ei 
certificado  de  pose&io»  que  servia  de  titulo  en  aquella  época  sehizo^ 
dueño  de  su  pertenencia  y  pudo  disponer  libremente  de  ella  como  de^ 
cualquiera  otra  propiedad,  cuyos  derechos  respetó  y  consagró  la  ley 
de  H  de  Abril  de  1849,  hasta  el  grado  de  no  poderse  deelara?  la  cadu- 
cidad de  las  concesiones,  ni  considerarse  denuudable&  por  ningún' 
oteo  motivo  que  no  fuera  de  los  comprendidos  expresamente;  y  que 
en  el  expediente  de  las  minas  Cusu¿Udad\  Rónrnlo,  y  en  el  de  la  de' 
San  Antonio^  se  faltó  á  las  prescripciones  legales,  tanto  del  año  de  1849 
como  de  1859»  para  dechirar  la  caducidad  de  la  Bume^vieta: 

Resi^ltando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  gubernativo, 
declarada  precédantela  vía  contenciosa  y  admitida  la  demandadla 
amplió  el  Licenciado  Abienzo  presentando  pbsin^s  del  terreno  donde  ra- 
dican las  mfnas,  é  insistiendo  en  su  solicitud  y  argumentos,  que  am- 
plió extensamente^  para  demostrar  que  la  concesión  obtenida  por  Don 


B(a3  AeqtüeQa  lo  fué  cod  ^¡rreglo  i  l9  hy  de  Í8i5»  y  el  de  registro  Ca- 
iu0íiidad  &  Ift  de  Ittid,  por  Ip  que  el  asuioto  debía  fallar^^^e  coa  arreglo 
ala  primera  lej: 

Resultando  que  emplázate  el  Ministerio  fiscal,  contestóla  dei^^nda 
pretendiendo  ^e  absolviese  de  ella  á  (a  Administración  del  Estado,  coQ- 
Scmando  la  orden  recurridia;  exponiendo  para  ello  que,  concedida  9ia 
opeisicioo  de  ü.  Blas  Heque^a  á  D.  Manuel  Corona  la  mina  Caiualid^4^ 
^Vk  en  el  terreno  concedido  ai  primero  bajo  el  qoiobre  de  Biuetiavis^a* 
y  eaducada  aquella  cpnce^ian  pp?  qo  babqr  satisíeqho  los  derechos  dd 
expedición  del  titulo,  era  ind  udable  qpe  el  terreno  quedó  revertida  ai 
Ealado,  que  pudo  concederlo  de  nuevo,  como  lo  hizo,  otorgando  k 
concesión  de  la  mina  Rómulo,  que  es  la  misma. antes  denominada  C^ 
smtídad:  que  no  impugnado  en  tiempo  el  denuncio  de  esta  última,  pi 
8u  definitiva  concesión  al  denunciador  D.  Pedro  Moreno  por  ignorarse 
ó  Qo  haberse  hecho  constar  la  eu^leo^iade  la  otorgada  á  D.  Blas  Re- 
quema, y  habiendo  éstfi  utejado  tr65<;urrir  todos  los  plazos  legales  pa^ja 
hacer  uso  de  su  derecho,  no  hay  térpa^poa  hábiles  para  que  la  Soqie«» 
dad  San  Fulgencio^  dueña  hoy  de  la  mioa  Rótmhf  quede  privada  del, 
derecho  que  adquirió  á  ella  en  8  de  Fehi;efo  do  1857: 

Reaultando  que  habiéadose  pro^nj^ado  en  los  autos  el  Licenciados 
O?.,  Jo^  María  Pantoja  á  fáwdyuívar  á  la  Mmwsitvaoien,  á  DQmh|e,]f 
c%Q  poder  de  P.  Hilarión  Rouq  y  41baneti»en  cooceptq  dei  Director  4a.  la. 
Sociedad  San  FukimciHK  3^  te.tniyo^  por  parte^  y  después  sqstíti^jfó  fjí 
poder  en  el  de  igual  ^^^^  9-  Am.cío  Charrin  Tijero,  que  cóqteaté  k^%% 
Toi  la  demaoda  con  la  m»m^  pi;etension  y  argumentos  q<|e  el  Mii^at 

R«aul^ai|di>  que  en  tal  estado  se  pu^i/eroa  los  autos  de  maniíio^f^  JL 
la  parte  demandante  al  solo  efecto  de  instrucción  del  escrito  fiscal»  Jf 
se  presen tdá  nombre  y  con  podar  de  la  misma  el  Procurador  A.  C(j^a- 
dio  Rita  Vasquez,  quien  ^^ídíO^.PfMr  pafftp  pidió  quese.recil^iea&^l  p(ei<*, 
tu  i  prueba;  cuya  solicitud),  á  la  qpiQ  so  opusieron  el  Ministej^io  ¿ic^(, 
7  el.  coadyuvante  de  la  Adminielracioo,  fué  desestim^da'por  la  Salta; 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magial^ado  Q,  Diego  Fernandez. CaiiA; 

Considerando  que  la  oueetiiOP  debatida  en  est^  pleito,  y  qvio >  Sjala 
debe  reslver,  consiste  en  si  a»  ó  no  prooedeote,  y.arüe^la^f^  á.  laf .djliSrK 
posiciones  legales  aplicables  al  pirefonte  caso  1a  órdAQ.  mi^sterí^li  ff^x 
clamada  de  14  de  Setiembico  de  i868,  por  la  c^al^  qoQpr^ióol  dA^^^ 
lo  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Murcia  de  ^5^  de  Febrie^o  d4  iAf^t. 
en  cuanto  por  él  se  declara  cadocada  para  todoaloa  efectos  leg¡alea  la 
mina  BumavUiai 

Considerando  que  aleadiíla  l|k  fecha  de  ese  decreto,  dictado, en  alt 
Oxeedient0  de  deslinde,  de  las  minas  BH$nia»i8ia  j  RómulOr  que  D.  Bl#ai 
leqsenapcemoviera  en  Julio  diB  1360  ante  la.  Autoridad  del  expreaadQ 
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Gobernador,  es  indadable  que  por  hallarse  entonces  vigentes  son  apli- 
cables para  denidir  la  indicada  cuestión  la  ley  de  minas  de  6  de  Julio . 
de  1859,  así  como  también  el  reglamento  que  parala  ejeeucion  de  ésta 
se  publicó  en  5  de  Octubre  del  mismo  año: 

Considerando  que  en  la  regla  4.*  del  art.  79  del  citado  reglamento 
«e  establece  que«  si  por  ignorarse  y  no  hacerse  constar  la  existencia  de 
una  concesión  anterior  en  el  terreno  solicitado  siguiese  el  expediente 
todos  sus  trámites  hasta  concederse  la  investigación  ó  registro  después 
de  trascurrido  el  plazo  para  reclamar,  según  la  ley  y  el  art.  86  del 
mismo  leglamento,  sin  haberlo  verificado,  «no  se  admitirá  recurso  al* 
g)ino  que  tenga  por  objeto  aaular  el  nuevo  expediente;*  y  que  para 
estos  casos,  y  para  todos  los  efectos  legales  sucesivos,  se  reputará  ca- 
ducada la  concesión  en  cuyo  terreno  posteriormente  se  haya  obtenido 
otra,  de  cualquiera  clase  que  sea: 

Considerando  que  en  esa  disposición  legal  se  halla  claramente  com- 
prendido el  caso  de  que  ahora  se  trata,  puesto  que  otorgada  á  D.  Blas 
Requena  en  1842  la  concesión  déla  mina  registrada,  y  demarcada  ásu 
instancia  en  el  de  1841  con  el  n/)mbre  de  Buenavista^  en  el  sitio  y  con 
los  linderos  anteriormente  expresados,  y  que  constan  de  su  expediente 
respectivo,  sobre  el  terreno  de  la  misma  se  han  registrado  y  demarca- 
do después  sucesivamente  otras  dos;  la  primei^a  llamada  Casualidad^ 
á  solicitud  de  D.  Manuel  Corona,  en  los  años  de  1850  y  1851,  y  la  se- 
gunda con  la  denominación  de  Róra^ulo  en  1856.y  1857,  á  petición  de 
D.  Pedro  Moreno  Bermejo,  que  denunció  y  obtuvo  previamente  la  ca- 
ducidad de  la  anterior;  habiendo  dejado  trascurrir  con  exceso  el  ante- 
dicho D.  Blas  Requena  los  plazos  que  la  ley  y  el  reglamento  conceden 
para  reclamar  sin  haberlo  verificado,  según  aparece  de  los  expedientes 
de  una  y  otra  mina: 

Considerando,  en  virtud  de  lo  expuesto,  que  la  orden  > ministerial 
de  14  de  Setiembre  de  1868,  confirmatoria  del  decreto  del  Gobernador 
de  Murcia  de  25  de  Febrero  de  1861,  es  á  todas  luces  procedente  y  en- 
teranaente  conforme  á  lo  dispuesto  en  la  precitada  regla  4.*  del  art.  79 
del  reglamento  de  5  de  Octubre  de  1859; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración 
general  del  astado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  la  referida 
Doña  Ascensión  Requena  y  Fernandez;  quedando  en  su  virtud  firme  j 
subsistente  la  Real  orden  reclamada,  expedida  por  el  Ministerio  de  Fo* 
mentó  en  14  de  Setiembre  de  1868. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa^  sacándose  al  efecto  las  copias 
neceéarlas,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo/  á  dicho  Minis- 
terio de  Fomento  con  la  oportuna  certificación,  lo  pronunciamos^ 
mandamos  y  firmamos. =José  Haría  Herreros  de  Tejada.=^Pascnal 
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Bayarry.rrJuan  Jiménez  Coeoca.  =:ManQe)  Leon.= Ignacio  Vie¡tes.= 
Lois  Vázquez  MondragoD.=Diego  Fernandez  Gano. 

Publicación. =:Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Exorno.  Sr.  D.  Diego  Fernandez  G«no«  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
mo, celebrando  audiencia  pública  la  Saia  tercera',  de  que  cerliQco  co» 
mo  Secretario  Relator  en  Madri4  á  18  de  Enero  de  ltt75.=Enrique 
Medina. 

(Gaceta  de  13  de  Marzo  de  1875.) 


MINISTERIO  DE  ULTRAMAR. 


Decreto  referente  á  los  negociados  facultativos  de  Obras  pú- 
blicas, de  Agricultura  y  Montes,  de  Industria  y  Minas  y  de 
Telégrafos, 

^  Exposición. 

Señor:  Perfeccionar  la  organización  de  los  Negociados  facultativos 
del  Ministerio  de  mi  cargo,  equivale  á  promover  el  desarrollo  de  los 
intereses  materiales  de  las  provincias  ultramarinas*  por  la  mayor  faci- 
lidad que  encontrarán  aqui  para  su  despacho  los  proyectos  que  se  re- 
ciban de  tan  apartados  territorios,  y  por  el  constante  estudio  que  se 
ha  de  hacer  en  este  Centro  de  las  mejoras  que  en  cada  ramo  de  la  ri- 
queza pública  puedan  contribuir  al  bienestar  y  al  progreso  de  los  lea- 
les españoles  que  pueblan  aquellas  fértiles  comarcas. 

Establecidos  ya  los  Negociados  de  Obras  públicas.  Montes  y  Minas, 
nótase  la  carencia  denso  de  Telégrafos,  que  si  pudo  considerarse  sa- 
pérfluo  enanos  anteriores*  hoy  es  á  todas  luces  imprescindible  y  ur- 
gente. Cuba  y  Paerto-Rieo  están  cruzadas  por  redes  de  alambres  tele- 
gráficos: el  nuevo  y  antiguo  mundo  se  comunican  por  cables  submari- 
nos, de  ios  cuales  hay  miíchos  amarrados  á  las  costas  de  nuestras  An- 
tillas; la  isla  de'Luzon  posee  ya  esos  hitos  conductores  del  pensamiento 
humano,  colgados  allí  de  árboles  vinjfi  que  arraigan  en  un  suelo  con- 
movido por  frecuentes  trepidaciones;  y  no  h«  de  tardar  el  di^r  en  que 
lleguen  instantáneamente  á  la  bahía  de  Manila  (as  palpitaciones  de  Eu- 
ropa, que  se  extinguen  hoy  en  la  India  Inglesa. 

Este  rápido  progreso  de  la  telegrafía,  el  complicado  servicio  que  de- 
manda y  las  delicadas  cuestiones  internacionales  que  suscita,  imponen 
á  la  Administración  pública  deberes  que  solo  puede  cumplir  confiando 
el  regulador  del  moviihiento  á  manos  experimentadas  y  exclusivamen- 
te consagradas  á  este  objeto. 

Asi  lo  propone  á  V.  M.  el  Ministro  que  suscribe,  lamentando  al 
propio  tiempo  que  el  estado  de  penuria  de  las  Cajas  de  Ultramar,  que 

Sbccior  administrativa.— T.  VI.  5 


^an  de  sufragar  el  gasto,  do  le  baya  permitido  dar  á  la  reforma  más 
extensas  proporciones.  La  misma  cantidad  que  importan  hoy  los  tres 
Negociados  de  Obras  pdblicas.  Montes  y  Minas ,  se  invertirá  en  éstos  y 
en  el  de  Telégrafos  desde  4/  de  Mayo  próximo.  Este  resultado  se  al- 
canza derogando  en  parte  el  decreto  de  26  de  Setiembre  de  4873,  que 
concedía  al  personal  facultativo  agregado  á  este  Ministerio  unas  venta- 
jas que  solo  corresponden  á  los  que  van  á  servir  á  su  patria  en  remo* 
tos  climas.  También  conspira  á  este  fin  la  reducción  del  Negociado  de 
Obras  públicas,  que  no  necesita  .el  mismo  personal  que  cuando  tenia  á 
,  su  cargo  los  ramos  de  Minas,  Montes  y  Telégrafos. 

Adóptase,  por  último,  eñ  este  proyecto  una  reforma  que  tiende  á 
simplificarla  redacción  do  los  presupuestos  ultramarinos  y  las  opera- 
ciones de  contabilidad  qué  su  aplicación  exige.  En  vez  dé  pagarse  á 
prorata  cop  cargo  á  los  miamos  las  gratificaciones  asignadas  á  todo  el 
personal  facultativo  que  sirve  en  este  Ministerio,  Cuba«  que  emprende 
más  obras  do  utilidad  pública  y  cuenta  con  mayor  número  de  líneas  te- 
legráficas que  las  otras  provincias,  abonará  las  gratificaciones  corres- 
pondientes á  los  Negociados  de  Obras  públicas  y  Telégrafos;  Filipinas, 
donde  empieza  ya  á  explotarse  unajgran  riqueza  forestal,  satisfará  el- 
sobrehaber  del  Negociade  de  Agricultura  y  Montes,  y  Puerto  Rico,  cuyo 
presupuesto  es  el  más  reducido,  cubrirá  el  gasto  menor,  que  es  el  del 
Negociado  de  Industria  y  Minas. 

.  Fundado  en  estas  consideraciones,  el  Ministro  que  suscribe  tiene  la 
honra  de  someter  á  la  aprobación  de  V.  M.,  de  acuerdo  con  el  Consejo 
de  Ministros,  el  adjunto  proyecto  de  decreto. 

^  Madrid  23  de  Abril  de  4875. 

SEÑOR: 
Á.  L.  R.  P.  de  V.  M. 
Adelardo  López  de  Átala. 

Real  Decretó. 

En  atención  á  las  razones  expuestas  por  el  Ministro  de  Ultramar, 
de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros, 

Vengo  en  decretar  lo  siguiente': 
Artículo  1.^    En  el  Ministerio  de  Ultramar,  adscritos  á  la  Dirección 
general  de  Administración  y  Fomento,  habrá  estos  Negociados  facul- 
tativos: 

De  Obras  públicas. 

De  Agricultura  y  Montes. 

De  Industria  y  Minas. 

De  Telégrafos. 
Art.  %*    Los  Jefes  y  Oficiales  de  estos  Negociados,  procedentes  de 
los  Cuerpos  faculta  ti  vos  de  la  Península,  conservarán  la  categoría  que 
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tengan  en  sus  respectivos  escalafones,  disfrutarán  Iqs  sueldos  que  les 
estén  señalados  en  los  presupuestos  de  los  Ministerios  de  la  Goberna- 
ción y  de  Fomento,  y  percibirán  una  gratificación  discrecional  con  car- 
go á  les  de  las  provincias  de  Ultramar. 

Arl.  5.°  Queda  derogado  el  decreto  de  26  de  Setiembre  de  1873  por 
lo  que  respecta  á  los  Ingenieros  de  Caminos,  de  Minas  y  de  Montes 
agregados  á  este  Ministerio,  restableciéndose  lo  dispuesto  en  el  art.  0 
del  reglaínento  orgánico  de  las  carreras  civiles  de  la  Administración 
pública  de  Ultramar  de- 3  de  Junio  de  4866. 

Art.  A."  Se  aprueba  el  cuadro  adjunto  á  este  decreto,  que>  com- 
prende el  número,  categorías  y  gratificaciones  de  los  funcionarios  cor- 
respondientes á  los  Negociados  referidos.  Su  total  importe  de  12.500 
pesetas,  igual  al  crédito  concedido  en  los  presupuestos  vigentes,  se- 
guirá satisfaciéndose  á  prorata  por  las  provincias  ultramarinas  desde 
1.*  de  Mayo  hasta  30  de  Junio  del  corriente  año. 

Art.  S.*"    Para  el  próximo  ejercicio  figurarán  las  gratificaciones  de 

los  Negociados  de  Obras  públicas  y  de  Telégrafos  en  el  presupuesto  de 

gastos  de  Cuba,  las  del  Negociado  de  Agricultura  y  Montes  en  el  de 

Pilipinas,  y  las  asignadas  al  de  industria  y  Minas  en  el  de  Puerto-Rico. 

Dado  en  Palacio  á  veintitrés  de  Abril  de  mil  ochocientos  setenta  y 

'Cinco. 

ALFONSO. 

El  Ministro  de  Ultramar, 

Abelardo  López  de  Avala. 

Cuadró  de  los  funcionarios  con  derecho  d  sobrehaber,  adscritos, d  los 
Negociados  facultativos  del  Ministerio  de  Ultramar. 

Gratificación*! 

Pesetas. 


Obras  publicas.  '• 

Un  Ingeniero  Jefe  de  primera  ó  segunda  clase  del 

Cuerpo  de  Caminos,  Canales  y  Puertos 2.000 

Un  Ayudante  de  Obras  públicas: 1.750 

Tel¿s**Alos. 

Un  Director  de  Sección  de  primera,  segunda  ó  ter- 
cera clase  del  Cuerpo  de  Telégrafos..  '. 2.000 

Un  Oficial  de  Sección  de  primera,  segunda  ó  terce- 
cera  clase  del  mismo  Cuerpo 1.500 

7.2oa 

Agrlcaltura  y  Montes. 

Un  Ingeniero  Jefe  de  primera  ó  segunda  clase  del 

Cuerpo  de  Montes 2.000 

Un  Aspirante  práctico. 1.250 

'  3.25í^ 


• 
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Indastria  y  Ulnas. 

Do  Icgeniero  Jefe  de  primera  ó  segunda  clase  del 
Cuerpo  de  Minas %...:.      2.600    2.000 


Total ^  12.500 


Aprobado  por  S.  M.=Lopbz  de  Átala. 

[Gacela  de  %1  de  Abril  dé  1875;. 

MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Real  orden  sobre  la  exención  del  derecho  de  carga  á  los  bu-" 
ques  que  carguen  mi  en  los  puertos  de  la  Peninsuía  é  islas 
adyacentes. 

limo.  Sr.:  Visto  el  recurso  interpuesto  por  varios  comercia  o  tes  y 
consignatarios  de  buques  que  exportan  sal  del  puerto  de  Cádiz;  lo  ma- 
Qifestado  por  la  Junta  directiva  déla  Liga  de  contribuyen  tes  dé  la  mis- 
ma ciudad,  y  lo  que  por  conducto  del  Ministerio  de  Estado  han  ex- 
puesto los  Ministros  Plenipotenciarios  de  S.  M.  Británica  y  de  Alema- 
nia, el  Embajador  de  Francia,  el  Encargado  de  Negocios  de  Italia  y  el 
Ministro  Residente  de  Suecia  y  Noruega,  en  solicitud  de  que  se  modi^ 
flque  el  acuerdo  de  ese  centro  directivo  de  18  de  Noviembre  último, 
por  el  cual  se  dispuso,  en  vista  de  consulta  del  Administrador  de  la 
Aduana  de  Cádiz,  que  se  aplicara  desde  la  fecha  de  su  'publicación  la 
orden  del  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  14  de  Octubre  anterior^ 
declarando  exentos  del  derecho  de  carga  establecido  por  el  decreto  de 
26  de  Junio  de  1874  á  los  buques  que  carguen  sal  en  todos  los  puertos 
de  la  Peoínsula  é  Islas  adyacentes  con  destino  á  los  de  Europa,  Amé- 
rica y  demás  comprendidos  en  la  navegacioifde  segunda  y  tercera  cla- 
se; S^  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  de  conformidad  con  el  dictamen  de  la  In- 
tervención general,  ha  tenido  a  bien  resolver  que  la  exención  declara- 
da por  la  citada  orden  de  14  de  Octubre  ultimo  es  extensiva  también 
á  los  derechos  que  se  hayan  devengado  coa  aoterieridad  á  su  publica* 
cion,  y  que  por  lo  tanto  es  procedente  la  devolución  de  los  que  pue* 
dan  haberse  exigido,  siempre  que  la  reclamen  los  interesados  que  tu- 
vieren satisfecho  el  impuesto  cuya  exención  para  exportar  la  sal  de» 
claró  aquella  disposicioi^ 

0e  Real  orden  lo  digo  áV.  I.  para  los  efectos  correspondientes.  Dios> 
guarde  á  Y.  1.  muchos  años.  Madrid  18  de  Abril  de  1875. 

Salavebria. 
Sr.  Director  general  de  Aduanas. 

(Gaceta  de  4  de  Mayo  de  1875). 
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MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Real  orden  sobre  aproved^amienío  de  las  aguas  del  arroyo 
denominado  el  CuerToen  laprovinda  de  Huelva  para  be^ 
neficio  de  los  minerales. 

limo.  Sr.:  Conformándose  con  lo  propuesto  por  esa  DireccioD  ge- 
neral, de  acuerdo  con  el  dictámeo  emitido  por  la  Sección  4/  de  la  Jun- 
ta consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  ha 
tenido  ¿  bien  autorizar  á  D.  José  de  Mora  y  hermanos  para  quQ,  salvo 
el  derecho  do  propiedad  y  sin  perjuicio  de  tercero,  utilicen  las  aguas 
dei  arroyo  denominado  El  Cuervo  en  un  establecimiento  de  beneficio 
de  minerales  que  proyectan  construir  en  cl  término  de  VaUerde  del 
Camino,  provincia  de  Huelva,  debiendo  sujetarse  los  concesionarios  á 
las  condiciones  siguientes: 

Primera.  Las  obras  se  ejecutaran  con  arreglo  á  la  Memoria  y  pla- 
nps  prosentaúos  y  bajo  la  vigilancia  del  Ingeniero  Jefe  de  la  provincia. 

Segunda.  La  altura  de  la  presa  se  referirá  á  un  punto  fijo  é  inva- 
riable del  terreno  inmediato,  para  que  en  todo  tiempo  pueda  ser  com- 
probado. 

Tercera.  Se  dará  principio  á  los  trabajos  en  el  plazo  de  seis  meses 
contados  desde  esta  Jeihá,  y  quedarán  concluidos  en  el  término  dedos 
años. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  L  para  su  conocimiento  y  efectos  opor- 
tunos. Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  i.*  de  Mayo  de  1875. 

Orovio. 
Sr.  Director  general  de  Obras  públicas. 

(Gacela  de  9  de  Maffo  de  i  875). 
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MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Real  decreto  concediendo  wn  crédito  de  160.000  pesetas  con 
destino  á  la  esplotacion  de  las  minas  de  A  ¡maden. 

Exposición. 

Señor:  El  remanente  que  en  la  actualidad  ofrece  el  crédito  desti- 
nado en  el  presupuesto  vigente  de  este  Ministerio  á  los  gastos  de  ex- 
plotación délas  minas  de  Almadén,  difícilmente  llegará  á  cubrirlas 
obligaciones  más  indispensables  para  producirla  cantidad  de  ffzogue 
«alcQlada  por  la  actual  campana,  y  aun  cvandd  con  una  severa  eco- 
nomía se  obtuviera  aquel  resultado,  habrían  de  paralizarse,  si  no  se 
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amplia  el  deferido  crédito,  impértanles  trabajos  que,  contiDuados,  no 
solo  ofrecerán  en  el  año  actual  un  aumento  de  3  ó  4.000  frascos  de 
aquel  metal  sobre  la  producción  calculada,  dadas  las  buenas  condicio* 
nes  de  la  presente  estación,  sino  que  permitirán  atender  á  la  prepara- 
ción necesaria  para  las  labores  del  inmediato;  punto  esencialísimo  si 
se  tiene  en  cuenta  el  contrato  con  la  casa  Rostchild  de  Londres,  cuya 
falta  de  cumplimiento  daria  lugar  á  graTes  conflictos. 

Por  otra  parte,  la  paralización  de  los  trabajos  dejaría  sin  ocupación 
á  un  numero  crecido  de  operarios  que  no  tienen  otro  modo  de  vivir^ 
y  cuyas  familias  merecen  consideración  por  los  servicios  que  prestan 
al  Estado. 

Es,  pues,  necesario  continuar  las  labores  basta  el  término  del  ejer- 
cicio, y,  en  su  consecuencia  indispensable  la  concesión  de  un  suple- 
mento de  pesetas  160.000  al  crédito  del  art.  4.**,  cap.  40  de  la  SeccioO' 
8/  de  Obligaclooes  de  los  Departamentos  ministeriales  del  presupuesto 
correspondiente  al  año  económico  actual;  é  instruido  el  oportuno  ex- 
ípediente  con  audiencia  del  Consejo  de  Estado  en  pleno,  y  cumplidos 
todos  los  requisitos  que  determina  la  ley  de  Contabilidad,  el  Ministro 
que  suscribe,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  tiene  la  honra  de 
someter  á  la  firma  de  V.  H.  el  adjunto  proyecto  de  Real  decreto,  del 
cual  ha  de  darse  en  su  dia  cuerta  á  las  Cortes. 

Madrid  14  de  Mayo  de  18711. 

SEÑOR: 
A.  L.  R.  P.  de  V.  M. 
Pedio  Salayerría. 

Real  decreto. 

En  consideración  á  las  razones  que  Me  ha  expuesto  el  Ministro  de 
Hacienda,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  de  conformidad  con 
el  de  Estado  en  pleno,  y  con.  arreglo  al  art.  41  de  la  ley  de  Contabili* 
dad  de  35  de  Junio  de  1870, 
Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Aritealo  i*  Se  concede  al  Ministerio  de  Hacienda  un  suplemento 
de  crédito  de  160.000  pesetas,  con  cargo  al  articulo  L'^del  capitulo  4(^y 
Sección  8.*  del  presupuesto  vigente  de  Obligaciones  de  los  Departa- 
mentos ministeriales,  Gastos  de  explotación  de  las  Minas  de  A/- 
piaden. 

Art.  2.*  El  importe  del  referido  suplemento  de  crédito  se  cubrirá 
con  los  mayores  rendimientos  que  se  obtendrán  por  el  aumento  de 
producción  de  azogue  sobre  la  cantidad  calculada  para  el  actual  aña 
económico. 

Art,  5.*  El  Gobierno  dará  en  su  dia  cuenta  á  las  Cortes  del  presen- 
te decreto. 
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Dado  en  Palacio  á  catorce  de  Mayo  de  mil  ochocientos  setenta  7 
.  ciDco. 

ALFONSO. 

El  Ministro  de  Hacienda, 

Pedro  Salavbrría. 

(Gaceta  de  25  de  Mayo  de  1875]. 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso^  de  casación 
interpuesto  sobre  pertenencia  de  unas  acciones  de  minaé. 

Eq  la  Tilla  y  Corte  de  Madrid,  á  15  de  Abril  de  1875,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Dolores  y  en  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia  por  D.  ^mon  Martínez  Mom- 
peau,  y  que  continnaron  por  su  fallecimieiilo  sus  hijos  y^heredero»  con 
Dona  Manuela  Gases,  viuda  de  D.  José  Raimando  Martínez,  y  sus  hijos, 
tobre  pertenencia  de  unas  acciones  de  minas: 

Resultando  que  D.  José  Raimundo  Martínez,  D..  Ramón  Martínez 
Mompean  y  otros,  hasta  el  número  de  nueve,  otorgaron  escritura  en  ia 
eiudad  de  Cartagena  é  44  de  Octubre  de  1852,  en  la  que  dijeron  que  en 
27  de  Junio  del  año  anterior  D.  José  Raimundo  Martínez,  con  objeto 
de  formar  compañía  con  los  ctorgantes  y  demás  personas  que  se  ex- 
presarían, solicitó  la  propiedad  de  una  pertenencia  de  mina  plomiza 
con  el  nombre  de  San  Pascual  Bailón,  situada  en  el  cabezo  pequeño 
de  Tinaja,  en  la  Diputación  del  Algar:  quolos  otorgantes  y  otras  per- 
sonas que  estaban  ausentes,  por  quienes  prestaban  voz  y  caución  de 
que  estarían  y  pasarían  por  lo  que  se  estableciese,  estaban  asociados 
con  objeto  de  explotar  la  pertenencia:  y  queriendo  que  constase  por 
documento  público,  formalizaban  aquella  escritura  bajo  las  condicio- 
nes,  entre  otras,  siguientes:  primera,  que  á  D.  José  Raimundo  Martí- 
nez se  le  reservaba  una  acción  y  las  de  pago  que  se  expresarían;  y  se- 
gunda, que  esta  Compañía  seria  conocida  con  el  nombre  de  LaRepu* 
Ifücuna^  y  se  comprendía  de  31  acciones  de  pago  y  la  gratis  del  den^in- 
ciador,  distribuidas  en  la  forma  siguiente:  D.  Ramón  Martínez  Mom- 
peaut  cuatro;  D.  José  Raimundo  (lariinez,  tres;  distribuyéndose  las  de- 
más hasta  las  31  entre  los  demás  participes: 

En  la  misma  ciudad  de  Cartagena,  á  1."  de  Enero  de  1870,  otorgó 
D.  Antonio  Moran  una  escritura  en  la  que  dijo;  que  la  Sociedad  de  mi- 
nas establecida  en  aquella  plaza  con  denominación  de  La  Republicana, 
la  habia  autorizado  para  otorgar  la  escritura  de  reorganización  de  la 
misma«  al  tenor  de  la  ley  de  6  de  Julio  del  año  anterior,  como  asi  cons- 


—  Te- 
taba de  la  eertificaeion  qae  se  ioserta,  y  asando  de  las  facultades  que 
le  habían  conferido,  otorgaba;  que  la  expresada  Sociedad  se  constitu- 
yó por  escritura  pública  de  14  de  Octubre  de  4852,  con  objeto  de  ex- 
plotar y  beneficiar  la  mina  nonoibrada  San  Pascual  Baiton:  que  por 
otra  escritura  de  i.**  de  Agosto  de  1855  adquirió  dicha  Sociedad  las 
minas  llamadas  Las  Gemelas  y  Ocasionen  la  Diputación  del  Algar,  y 
el  terreno  denominado  El  Navarro;  y  que  poniendo  en  ejecución  las 
instrucciones  recibidas  de  sus- consocios,  eonsMtuia  de  nuevo  la  em* 
presa  bajo  las  bases  y  condiciones,  entre  otras,  siguientes:  primera, 
que  la  Sociedad  Republicana^  que  habia  de  ser  de  las  especiales  mine- 
ras, conservaría  su  mispoia  denominación,  y  tendría  como  hasta  enton* 
ees  su  domicilio  en  aquella  ciudad;  y  segunda,  que  constaría  de  32 
acciones  ¿guales  y  trasferibles,  las  cuales  se  hallaban  actualmente  dis- 
tribuidas en  esta  forma:  D.  Ramón  Martinez  Mompeau,  dos;  D.  José 
Raimundo  Martinex,  tres;  distribuyóndose  las  demás  hasta  1«8  33  entre 
las  pecsonas  queseexpre^aú: 

Resultando  que  O.  Ramón  Martínez  Mompeau  entabló  la  demanda 
objeto  de  este  pleito,  para  que  se  condenase  á  la  viuiia  y  herederos  dé 
D.  José  Raimundo  Martínez  á  otorgar  la  correspondiente  escritura  de 
tres  acciones  de  las  minas  tituladas  Sun  Pascual  Bailón  y  Ocasión,  si- 
taadas  en  el  Campo  de  la  ciudad  d«  Cartagena,  Diputación  del  Algara 
cargo  de  la  Diputación  republicana,  medíante  á  habérselas  aquél  cedi- 
do en  1052,  desde.ctayafeeha  venia  satisfaciendo  los  dividendos  pasi**. 
vos  y  cobrando  también  las  activos  desde  el  primero  repartido  eb 
4862: 

Resultando  que  la  viuda  y  heredaros  de  D.  José  Raimundo  Martí- 
nez impugnaron,  la  demanda,  negando  la  cesión  y  traspaso  de  tas  ad«> 
eiones  que  siempre  habían  pertenecido  á  aquel,  reconociéndose  asi  ed 
las  escrituraste  1852  y  I86ü»  habiendo  percibido  los  dividendos  acti- 
vos, y  siendo  reintegrares  los  pasivos  que  abonó  el  demandante*  el 
cual  no  hizo  reclamacÍM)  aIg«oa  de  laa  acciones  hasta  la  presentaciofi 
de  la  demanda: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentenoít 
el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  en  26  de  Noviembre  de  1873 
la  Sala  de  lo  civil  déla  Audiencia  de  Valencia ,  declarando  de  la  perte- 
nencia de  D.  Ramón  Martínez  las  tres  accioiies  de  la  mina  titulada  5an 
Pascual  Bailón^  situada  en  el  término  de  la  ciudad  deCartugen»,  Di- 
putación del  Algar,  cuya  cesión  de  las  mismas  1«  hizo  José  Raimu&éo 
JUartinez,  y  en  el  misaiio  concepto  Ips  productos  qoe  constará n  eñ  de- 
pósito, condeiMméo.  á  la  viuda  y  herederos  del  citado  D.  José  Raimun- 
do á  otorgar  detitro  de  tercero  día  la  correspondiente  escritura  de  ce- 
sión ó  traspaso  de  las  tres  acciones: 

Resultando  que  Doña  Manuela  Cises,  vtuda^  de  D.  José  Raimisado 


< 

Martínez,  por  sf  y  ft  nombre  de  sus  híjo^y  herederas,  interpuso  recar* 
10  de  casación  por  haberáe  infriogido  á  aa  juicio: 

1.**  £1  principio  alisoluto  en  materia  cítíI  de  que  la  confesión  jodi* 
cial  hace  prueba  plena  contra  el  que  la  presta,  al  apreciar  !a  sentencia 
las  declaraciones  de  testigos  <tue  es  uno  de  ios  puntos  más  importantes, 
6  fuera  el  que  se  referia  á  la  época  en  que  se  verificó  la  cesión,  decla- 
raban contra  depuesto,  absolvie«ido  posiciones  baje  juramento  iodeci- 
fioriopor  D.  Raroon  Martinez  Mompeau,  puesto  que  éste,  según  s#  ex- 
presaba además  ^n  el  vote  particular,  daba  realizada  la  cesión  el  I /dé 
Enero  de  4852,  mientras  los  te^tigol  la  fijaban  á  mediados  de  aquel  año, 
hiendo  todavía  más  notable  esta  infracción,  teniendo  en  cuenta  la  ma» 
ñera  de  declarar  que  habian  tenido  ios  referidos  testigos,  contradiciéfi^' 
dose  en  todos  y  cada  utio  de  los  pontos  contenidos  en  el  interrogeto» 
rio,  como  cuidadosamente  señalaba  el  voto  particular: 

2.**  El  contrato  de  constitución  de  Sociedad  de  14  de  Octubre  de 
I8b2,  puesto  que  del  mismo  aparecía  dueño  de  las  acciones  euestionafc 
das  D.  José  Raimundo  Martvoezi  reconociéndolo  asi  el  demandaote;  y 
no  habiéndose  practicado  prueba  contra  aquella  escritura,  toda  vez 
que  asi  las  posiciones  absucltas  por  el  demandante  como  los  inleito- 
gatorios  contestados  par  los  testigos  solo  hablaban  de  un  proyecto  ét 
eesion,  6  cesión  verificada  eon  anterioridad  al  otorgamiento  deaqeella 
escritura,  de  cuyes  efectos  prescindía  por  completo  la  sentencia  reetir*> 
rida,  infringiendo  la  jurisprodéocia  cor.stante  del  Tribunal  Supreftio^ 
que  atribula  á  las  copias  de  las  escrituras  publicas,  traídas  en  debida 
forma,  el  valor  de  una  prueba  acabada  y  perfecta,  sentencia  de  34  de 
Hayo  de  1860  y  otras: 

3.*"  La  misma  infracción  al  preterir  y  no  eMimar  la  escritura  de 
reorganización  de  Sociedad  de  i.*  de  Enero  de  186(^,  en  ia  cual  apare- 
cía también  D.  José  R;)imundo  Bfartinez  reconocido  por  aeoionisca'de 
la  Sociedad  minera  San  Pascual  Bailón: 

4.**  Al  querer  desvanecer  k  fuerza  de  estas  escrituras  por  laa  pre» 
sunciones.  ó  indicios  que  se  derivan  de  babel'  pagado  algunos  dividen* 
dosel  demandante  D.  Ramón  Martínez,  la  ley  8.',  titulo  14,  Partida 
3/,  que  prohibe  termina ntemeoie  se  libre  el  pleito  civil  por  prueba 
indiciaría,  y  la  jurisprudencia  constante  de  este  Tribunal  Supremo^  <ea 
el  mismo  sentido  jurídico,  contenida  en  diversas  sentencias: 

Y  5."  Siendo  la  cesiee  contrato  similar  al  de  compra«>venta,  y  pcr^ 
feccionándose  conviniendo  las  partes  en  la  cosa  y  el  precio,  no.  ha- 
biendo probado  ^ste  dltimo  el  actor,  ni  indicado  siquiera  por  cuál  se 
hizo  la  cesión  ó  venta,  atsegaii'  ia  sentencia  las  indicaciones  do  aquel 
y  mandar  otorgar  la  eserítura  de  venta  é  cesión  sin  deiermioar  en 
qué  consistía  el  precio,  (a  ley  9/,  til.  ^J"  Partida  5/,  que  dispone  que 
cierto  debe  ser  el  precio  al  que  se  avienen  el  comprador  y  vendedor 


—  Te- 
taba de  la  certificación  que  se  ioserta,  y  osando  de  las  facultades  que 
lehabián  cooferido,  otorgaba;  que  la  expresada  Sociedad  se  constitu- 
yó por  escritura  pública  de  14  de  Octubre  de  4852,  con  objeto  de  ex- 
plotar y  beneficiar  la  mina  nombrada  San  Pascual  Baitont  que  por 
otra  escritura  del.**  de  Agosto  de  1855  adquirió  dicha  Sociedad  las 
minas  llamadas  Las  Gemelas  y  Ocasionen  la  Diputación  dol  Algar,  y 
el  terreno  denominado  El  Navarro;  y  que  poniendo  en  ejecución  las 
instrucciones  recibidas  de  sus- consocios,  eon8t(taia  de  nuevo  la  em* 
presa  bajo  las  bases  y  condiciones,  entre  otras,  siguientes:  primera» 
que  la  Sociedad  Republicana^  que  habia  de  ser  de  las  especiales  mine- 
ras, conservaría  su  misma  denominación,  y  tendría  como  hasta  enton- 
ces su  domicilio  en  aquella  ciudad;  y  segunda,  que  constaría  de  32 
acciones  iguales  y  trasferibles,  las  cuales  se  hallaban  actualmente  dis- 
tribuidas en  esta  forma:  D.  Ramón  Martínez  Mompeau,  dos;D.  José 
Raimundo  Martioec,  tres;  distribuyéndose  las  demás,  hasta  1«3  32  entre 
las  personas  que  se  expreisad: 

Resultando  que  O.  Ramón  Martínez  Mompeau  entabló  la  demanda 
objeto  de  este  pleito,  para  que  se  condenase  á  la  viuda  y  herederos  dé 
D.  José  Raimundo  Martiooz  á  otorgar  la  correspondiente  escritura  de 
tres  acciones  de  las  minas  tituladas  San  Pascual  Bailón  y  Ocasión,  si- 
tuadas en  el  Campo  de  la  ciudad  de  Cartagefna,  Diputación  del  Algar. á 
cargo  de  la  Dipurtactoo  republicana,  medíante  á  habérselas  aquél  cedi- 
do en  1052,  desde  cuy  a. fecha  venia  satisfaciendo  los  dividendos  pasi^. 
vos  y  cobrando  también  la»  aetivos  desde  el  primero  repartido  en 
1862: 

Resultando  que  ia  viada  y  heredaros  ée  D*  José  Raimundo  Martí- 
nez impugnaron,  la  dematida,  negando  la  cesión  y  traspaso  de  las  ad«> 
eiones  que  siempre  habian  pertenecido  á  aquel,  reconociéndose  asi  e6 
las  escrituraste  1852  y  I86Ü»  habiendo  percibido  los  dividendos  aeti- 
vos, y  siendo  reintegrares  los  pasivos  que  abonó  el  demandante^  el 
cual  no  hizo  reclamacien  alguna  de  las  acciones  hasta  la  presentación 
de  la  demanda: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentenda 
el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  en  26  de  Noviembre  de  1875 
la  Sala  de  lo  civil  déla  AuJiencia  de  Valencia  ,  declarando  de  la  perte- 
nencia de  D.  Ramón  Martínez  las  tres  acciones  de  la  mina  tkuladA San 
Pascual  Bailón^  situada  en  el  término  de  la  ciudad  deCartagena^,  Di- 
putación del  Algar,  cuya  cesión  de  las  mismas  le  hizo  José  Raimunéo 
ilartinez,  y  en  el  mismo  concepto  I9S  productos  que  constarán  en  de- 
p^ósito,  condenarnilo  á  la  viuda  y  herederos  del  citado  D.  José  Raimun- 
do á  otorgar  debtro  de  tercero  dia  la  correspondiente  escritura  de  ce- 
sión ó  traspaso  de  las  tres  acciones: 

ResuUandoqnn  Doña  Manuela  Gises,  viuda^  de  D.  José  Raimondo 
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Martínez,  por  s\yi  nombre  de  sas  hije^y  herederos,  interpuso  recar* 
10  de  casación  por  haberáe  infringido  á  aa  juicio: 

1.**  El  principio  absoluto  en  materia  civil  de  que  la  confesión  jodi^ 
cial  hace  prueba  plena  contra  el  que  la  presta,  al  apreciar  !a  sentencia 
las  declaraciones  de  testigos  <tue  es  uno  de  iDs  puntos  más  importantes, 
6  fuera  el  que  se  referia  á  la  época  en  que  se  verificó  la  cesión,  decla- 
raban contra  depuesto,  absolviendo  posiciones  baje  juramento  indeci- 
fioriopor  D.  Ramón  Martinez  Mompeao,  puesto  que  éste<  según  s^ez^ 
presaba  además  ^n  el  vote  particular,  daba  realizada  la  cesión  el  l/d^ 
Enero  de  4852,  mientras  los  te^gol  la  fijaban  á  mediados  de  aquel  efio, 
hiendo  todavía  más  notable  esta  infracción,  teniendo  en  cuenta  la  ma» 
ñera  de  declarar  que  habían  tenido  los  referidos  testigos,  con tradicié&h.' 
dose  en  todos  y  cada  utio  de  los  pontos  contenidos  en  el  interrogeto- 
rio,  como  cuidadosamente  señalaba  el  veto  particular: 

2.**  El  contrato  de  constitución  de  Sociedad  de  i 4  de  Octubre  de 
I8b2,  puesto  que  del  mismo  aparecía  dueño  de  las  acciones  ouestionafc 
das  D<  José  Raimundo  Martínez,  reconociéndolo  asi  el  demandante;  y 
no  habiéndose  practicado  prueba  contra  aquella  escritura,  U)da  vez 
que  asi  las  posiciones  abaucUas  por  el  demanldantc  como  los  interro- 
gatorios contestados  par  los  testigos  solo  hablaban  de  un  proyecto  de 
eesion,  ó  cesión  verificada  eon  anterioridad  al  otorgamiento  deaqeella 
escritura,  de  cuyos  efectos  prescindía  "por  eon^pleto  la  sentencia  reetiF*> 
rida,  infringiendo  la  jurisprudencia  constante  del  Tribunal  Supl'eftio^ 
que  atribuia  á  las  copias  de  las  escrituraa  publicas,  traídas  en  debida 
forma,  el  valor  de  una  prueba  acabada  y  perfecta,  sentencia  de  i4  de 
Mayo  de  1860  y  otras: 

Z°  La  misma  infracción  al  preterir  y  no  eslimar  la  escritura  de 
reorganización  de  Sociedad  de  i.*  de  Enero  de  186(^,  en  la  cual  apare- 
cía también  D.  José  R<£iimundo  Martínez  reconocido  por  aeoionisia'de 
la  Sociedad  minera  San  Pascual  Bailón: 

4.**  AI  querer  desvanecer  k  fuerza  de  estae  escrituras  por  laa  pre» 
sunciones.ó  indicios  que  se  derivan  de  babel' pagado  algunos  dividen* 
dosel  demandante  D.  Ramón  Martivez,  la  ley  8/,  titulo  14,  Partida 
3.\  que  prohibe  termina ntemeoie  se  libre  el  -pleito  civil  por  prueba 
indiciarla,  y  la  jarisprudencia  constante  de  este  Tribunal  Supremo,  ea 
el  mismo  sentido  jurídico,  contenida  en  diversas  sentencias: 

Y  5."  Siendo  la  ceaiea  contrato  similar  al  de  compra*venta^  Y  9^^ 
feccionándose  conviniendo  las  partes  en  la  cosa  y  el  precio,  no.  ha- 
biendo probado  ^s  te  último  el  actor,  ni  indicado  siquiera  por  cuál  se 
hizo  la  cesión  ó  venta,  ateegair  la  sentencia  las  indicaciones  de  aquel 
y  mandar  otorgar  la  eseritura  de  venta  é  cesión  sin  determinar  en 
qué  consistía  el  precio,  (a  ley  9.*,  til.  S»**  Partida  5/,  que  dispone  que 
cierto  debe  ser  el  precio  al  que  se  avienen  el  comprador  y  vendedor 


—  Te- 
taba de  la  certificación  que  se  inserta,  y  osando  de  Us  facultades  que 
lehabián  cooferido,  otorgaba;  que  la  expresada  Sociedad  se  constituí 
y  ó  por  escritura  pública  de  14  de  Octubre  de  i852«  con  objeto  de  ex- 
plotar y  beneficiar  la  mina  nombrada  San  Pascual  Baitoni  que  por 
otra  escritura  dei.°  de  Agosto  de  1855  adquirió  dicha  Sociedad  las 
minas  llamadas  Las  Gemelas  y  Ocasión  en  la  Diputación  del  Algar,  y 
el  terreno  denominado  El  Navarro;  y  que  poniendo  en  ejecución  las 
instrucciones  recibidas  de  sus- consocios,  eonstituia  de  nuevo  la  em* 
presa  bajo  las  bases  y  condiciones,  entre  otras,  siguientes:  primera, 
que  la  Sociedad  Republicana,  que  habia  de  ser  de  las  especiales  mine- 
ras, conservaría  su  misma  denominación,  y  tendría  como  hasta  enton« 
ees  su  domicilio  en  aquella  ciudad;  y  segunda,  que  constaría  de  52 
acciones  ¿guales  y  trasferibles,  las  cuales  se  bailaban  actualmente  dis- 
tribuidas en  esta  formar  D.  Ramón  Martínez  Mompeau,  dos;D.  José 
Raimundo  Martines,  tres;  distribuyéndose  las  demás  hasta  las  52  entre 
las  personas  que  se  expreisañ: 

Resultando  que  D.  Ramón  Martinez  Mompeau  entabld  la  demanda 
objeto  de  este  pleito,  para  que  se  condenase  á  la  viuiia  y  herederos  dé 
D.  José  Raimundo  Martiooz  á  otorgar  la  correspondiente  escritura  de 
tres  acciones  de  las  minas  tituladas  Sun  Pascual  Bailón  y  Ocasión,  si- 
tuadas en  el  Campo  de  la  ciudad  de  Cartagena,  Diputación  del  Algar. á 
cargo  déla  Diputación  republicana,  mediante á  habérselas  aquél  cedi- 
do en  4052,  desde  cuya  fecha  venia  satisfaciendo  los  dividendos  pasl*>. 
vos  y  cobrando  también  las  activos  desde  el  primero  repartido  en 
1862: 

Resultando  que  la  viuda  y  heredaros  ée  D.  José  Raimundo  Marti- 
nez impugnaron,  la  diematida,  negando  la  cesión  y  traspaso  de  las  ad«> 
eiones  que  siempre  habian  pertenecido  á  aquel,  reconociéndose  asi  e& 
las  escrituraste  1852  y  I86ü»  habiendo  percibido  los  dividendos  aeti* 
vos,  y  siendo  reintegrares  los  pasivos  que  abonó  el  demandante^  el 
cual  no  hizo  reclamacian  alguna  de  las  acciones  hasta  la  preseataciofi 
de  la  demanda: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó  sen tenoia 
el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  en  26  de  Noviembre  de  1873 
la  Sala  de  lo. civil  déla  Audiencia  de  Valencia  ,  declarando  de  la  perte- 
nencia de  D.  Ramón  Martínez  las  tres  acciones  de  la  mina  titulada  5an 
Pascual  Bailón^  situada  ea  el  término  de  la  ciudad  de. Cartagena,  Di- 
putación del  Algar,  cuya  cesión  de  las  mismas  le  hizo  José  Raimuttéo 
llartinez,  y  en  el  mismo  concepto  l^s  productos  qoe  constarán  en  de- 
p^ósito,  condenando  á  la  viuda  y  herederos  del  citado  D.  José  Raimun- 
do á  otorgar  debtro  de  tercero  dia  la  correspondiente  escritura  de  ce* 
sion  ó  traspaso  de  las  tres  acciones: 

ResuUandoqae  Doña  Manuela  Cásea,  viuda  da  D.  José  RaiaMmdo 
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Martínez,  por  s\  y  i  nombre  de  sus  hijo^y  herederos,  inierposo  recar* 
10  i^e  casación  por  haberáe  infriogido  á  aa  juicio: 

i.**  £1  principio  absoluto  eo  materia  cítíI  de  que  la  confesión  jodi* 
cial  hace  prueba  plena  contra  el  que  la  presta,  al  apreciar  !a  sentencia 
las  declaraciones  de  testigos  que  es  uno  de  iDs  puntos  más  importantes, 
6  fuera  el  que  se  referia  á  la  época  en  que  se  verificó  la  cesión,  decla- 
raban contra  depuesto,  absolvie^ido  posiciones  baje  juramento  indeci- 
fioriopor  D.  Raroon  Nartinez  Mompeaui  puesto  que  éste<  según  se  ex* 
presaba  además  ^n  el  voto  particular,  daba  realizada  la  cesión  el  l/di9 
Enero  de  4852,  mientras  los  te^tigol  la  fijaban  á  mediados  de  aquel  año, 
hiendo  todavía  más  notable  esta  infracción,  teniendo  en  cuenta  la  ma» 
ñera  de  declarar  que  habían  tenido  los  referidos  testigos,  contradicién^' 
dose  en  todos  y  cada  utio  de  los  pontos  contenidos  en  el  interrogeto- 
rio,  como  cuidadosamente  sefia taba  el  voto  pa:rticular: 

2.**  El  contrato  de  constitución  de  Sociedad  de  i4  de  Octubre  de 
I8b2,  puesto  que  del  mismo  aparecía  dueño  de  las  acciones  ouestnona* 
das  D<  José  Raimundo  Martines,  reconociéndolo  así  el  demandante;  y 
no  habiéndose  practicado  prueba  contra  aquella  escritura,  k)da  vez 
qtie  asi  las  posiciones  absucltas  por  el  demanldantc  como  los  interro- 
gatorios conte3tados  par  los  testigos  solo  hablaban  de  un  proyecto  de 
eesion,  6  cesión  verificada  con  anterioridad  al  otorgamiento  deaqiella 
escritura,  de  cuyes  efectos  prescindía  por  completo  la  sentencia  reeor** 
rida,  infringiendo  la  jurisprudencia  constante  del  Tribunal  Supreaso, 
que  atribuía  á  las  copias  de  las  escrituraa  publicas,  traídas  en  debida 
forma,  el  valor  de  una  prueba  acabada  y  perfecta,  sentencia  de  i4  de 
Mayo  de  1860  y  otras: 

Z°  La  misma  infracción  al  preterir  y  no  eslimar  la  escritura  de 
reorganización  de  Sociedad  de  i.*  de  Enero  de  186(^,  en  la  cual  apare- 
cía también  D.  José  R^^imundo  Martínez  reconocido  por  aecionisia  "de 
la  Sociedad  miiiera  San  Pascual  Bailón: 

4.**  AI  querer  desvanecer  k  fuerza  de  estas  escrituras  por  laa  pre» 
sunciones.  ó  indicios  que  se  derivan  de  babel'  pagado  algunos  dividen* 
dosel  demandante  D.  Ramón  Martivez,  la  ley  8.',  titulo  14,  Partida 
3.%  que  prohibe  terminantemenie  se  libre  el  -pleito  civil  por  prueba 
indiciaría,  y  la  jurisprudencia  constante  de  este  Tribunal  Supremo,  en 
el  mismo  sentido  jurídico,  contenida  en  diversas  sentencias: 

Y  5."  Siendo  la  cesiOD  contrato  similar  al  de  compra* vcnta^  Y  9^*' 
feccionándose  conviniendo  las  partes  en  la  cosa  y  el  precio,  no  ha* 
hiendo  probado ^ste  ultimo  el  actor,  ni  indicado  siquiera  por  cuál  se 
hizo  la  cesión  ó  venta,  al  seguir  la  sentencia  las  indicaciones  de  aquel 
y  mandar  otorgarla  escritora  de  venta  é  cesión  sin  determinar  en 
qué  consistía  el  precio,  (a  ley  9.*,  tfl*  'S.'*  Partida  5.*,  que  dispone  que 
cierto  debe  ser  el  precio  al  que  se  avienen  el  comprador  y  vendedor 


—  Te- 
taba de  la  certificación  que  se  inserta,  y  osando  de  las  facultades  que 
le  hablan  cooferido,  otorgaba;  que  la  expresada  Sociedad  se  constitU" 
yó  por  escritura  pública  de  14  de  Octubre  de  4852,  con  objeto  de  ex- 
plotar y  beneficiar  la  mina  nombrada  San  Pascual  Baitoni  que  por 
otra  escritura  del.**  de  Agosto  de  1855  adquirió  dicha  Sociedad  las 
minas  llamadas  Las  Gemelas  y  Ocasión  ea  la  Diputación  del  Algar,  y 
el  terreno  denominado  El  Navarro;  y  que  poniendo  en  ejecución  las 
instrucciones  recibidas  de  sus^  consocios,  eonstituia  de  nuevo  la  em* 
presa  bajo  las  bases  y  condiciones,  entre  otras,  siguientes:  primera, 
que  la  Sociedad  Republicana^  que  habla  de  ser  de  las  especiales  mine- 
ras, conservarla  su  misma  denominación,  y  teudria  como  hasta  enton« 
ees  su  domicilio  en  aquella  ciudad;  y  segunda,  que  coostaria  de  52 
acciones  iguales  y  trasferibles,  las  cuales  ae  hallaban  actualmente  dis- 
tribuidas  en  esta  forma:  D.  Ramón  Martínez  Mompeau,  dos;D.  José 
Raimundo  Martinex,  tres;  distribuyéndose  las  demás,  hasta  las  32  entre 
las  personas  que  se  expr^aú: 

Resultando  que  O.  Ramón  Martínez  Mompeau  entabld  la  demanda 
objeto  de  este  pleito,  para  quo  se  condonase  á  la  viuiia  y  herederos  dé 
D.  José  Raimundo  Martínez  á  otorgar  la  correspondiente  escritura  de 
tres  acciones  de  las  minas  tituladas  Sun  Pascual  Bailón  y  OcaHon,  si* 
taadas  en  el  Campo  de  la  ciudad  de  Cartagena,  Diputación  del  Algara 
cargo  déla  Diputación  republicana,  mediante á  habérselas  aquél  cedi» 
do  en  1052,  desde  cliy a  fecha  venia  satisfaciendo  los  dividendos  pasi**. 
vos  y  cobrando  también  las  activos  desde  el  primero  repartido  en 
4862: 

Resultando  que  la  viuila  y  herederos  de  D«  José  Raimundo  Marti* 
nez  impugnaroQ,  la  demanda,  negando  la  cesión  y  traspaso  de  las  ai!* 
eiones  que  siempre  habian  pertenecido  á  aquel,  reconociéndose  asi  ed 
las  escrituraste  4^2  y  I86ü,  habiendo  percibido  los  dividendos  aeti* 
vos,  y  siendo  reintegrables  los  pasivos  que  abonó  el  demandante^  el 
cual  no  hizo  reclamacien  alguna  de  las  acciones  hasta  la  preseatacioo 
de  la  demanda: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia 
el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  en  26  de  Noviembre  de  i875 
la  Sala  de  lo  civil  -de  la  AuJiencia  de  Valencia  ,  declarando  de  la  perte* 
nencia  de  D.  Ramón  Martines  las  tres  acdones  de  la  mina  titulada 5an 
Pascual  Bailan^  situada  ea  el  término  de  la  ciudad  deCartugen»,  Di* 
putacion  del  Algar,  cuya  cesión  de  las  mismas  le  hizo  José  RaimuAéo 
llartinez,  y  eo  el  mismo  concepto  Ips  productos  qne  constaren  eñ  de* 
pósito,  condeiMtnáo  á  la  viuda  y  herederos  del  citado  D.  José  Raimun- 
do á  otorgar  debtro  de  tercero  dia  la  cotrespondieote  escritura  de  ce* 
sion  ó  traspaso  de  las  tres  acciones: 

ResuUaodaque  Doña  Manuela  Cises,  viuda^  de  D.  José  Raimisado 
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Martínez,  por  cf  y  i  nombre  de  sas  híjoCy  herederos,  inierpuso  recar* 
10  de  cesación  por  haberáe  infriogido  á  aa  juicio: 

i.**  £1  principio  al^oluto  en  materia  cítíI  de  que  la  confesión  judi* 
cial  hace  prueba  plena  contra  el  que  la  presta,  al  apreciar  !a  sentencia 
las  declaraciones  de  testigos  que  es  ano  de  lt)s  puntos  más  importantes, 
6  fuera  el  que  se  referia  á  la  época  en  que  se  verificó  la  cesión «  decla- 
raban contra  depuesto,  absolvie«ido  posiciones  baje  juramento  indeci- 
fioriopor  D.  Ramón  Martínez  Mompeao,  puesto  que  éste<  según  se  ex- 
presaba además  tn  el  voto  particular,  daba  realizada  la  cesión  el  l/d^ 
Enero  de  4852,  mientras  los  te^tigol  la  fijaban  á  mediados  de  aquel  efio, 
hiendo  todavía  más  notable  esta  infracción,  teniendo  en  cuenta  la  ma» 
ñera  de  declarar  que  habían  tenido  los  referidos  testigos,  contradicién^ 
dose  en  todos  y  cada  utio  de  los  pontos  contenidos  en  el  interrogeto- 
rio,  como  cuidadosamente  señalaba  el  voto  patticular: 

2.**  El  contrato  de  constitución  de  Sociedad  de  14  de  Octubre  de 
I8b2,  puesto  que  del  mismo  aparecía  dueño  de  las  acciones  ouestionafc 
das  D.  José  Raimundo  Martroez»  reconociéndolo  asi  el  demandante;  y 
DO  habiéndose  ¡practicado  prueba  contra  aquella  escritura,  toda  vez 
que  asi  las  posiciones  absoeltas  por  el  demandante  como  los  interro- 
gatorios contentados  por  los  testigos  solo  hablaban  de  un  proyecto  de 
eesion,  ó  cesión  verificada  con  anterioridad  al  otorgamiento  deaqiella 
escritura,  de  cuyes  efectos  prescindía  por  completo  la  sentencia  reetir*> 
rida,  infringiendo  la  jurisprudencia  cotistante  del  Tribunal  Suprettio» 
que  atribuía  á  las  copias  de  las  escrituraa  publicas,  traídas  en  debida 
forma,  el  valor  de  una  prueba  acabada  y  perfecta,  sentencia  de  i4  de 
Hayo  de  1860  y  otras: 

3.°  La  misma  infracción  al  preterir  y  no  eslimar  la  eseríiura  de 
reorganización  de  Sociedad  de  i.*  de  Enero  de  186(^,  en  la  cual  apare- 
cía también  D.  José  R;iimundo  Martínez  reconocido  por  accioni8ia"de 
la  Sociedad  minera  San  Pascual  Bailón: 

4.**  Al  querer  desvanecer  la  fuerza  de  eetae  escrituras  por  laa  pre** 
sunciones.  ó  indicios  que  se  derivan  de  habei' pagado  algunos  dividen» 
dosel  demandante  D.  Ramón  Martínez,  la  ley  8.',  titulo  14,  Partida 
3.%  que  prohibe  terminantemenie  se  libre  el  «pleito  civil  por  prueba 
indiciaría,  y  la  jurisprudencia  constante  de  este  Tribunal  Supremo^  en 
el  mismo  sentido  jurídico,  contenida  en  diversas  sentencias: 

Y  5."  Siendo  la  cesíee  contrato  similar  al  de  compra«venta)  y  P^*> 
feccionándose  conviniendo  las  partes  en  la  cosa  y  el  precio,  no  ha- 
biendo probado  ^s  te  último  el  actor,  ni  indicado  siquiera  por  cuál  se 
hizo  la  cesión  ó  venta,  aleeguir  la  sentencia  las  indicaciones  de  a  qiMl 
y  mandar  otorgar  la  eserítora  de  venta  é  eeaiou  sin  determinar  en 
qué  consistía  el  precio,  (a  ley  9.*,  til,  'S.''  Partida  5/,  que  dtapone  que 
cierto  debe  ser  el  precio  al  que  se  avienen  el  comprador  y  vendedor 


—  Te- 
taba de  la  certificación  que  se  inserta,  y  osando  de  las  facultades  que 
le  habían  conferido,  otorgaba;  que  la  expresada  Sociedad  se  constitu- 
yó por  escritura  pública  de  14  de  Octubre  de  4852,  con  objeto  de  ex- 
plotar y  beneficiar  la  mina  nombrada  San  Pascual  Baiton:  que  por 
otra  escritura  del."  de  Agosto  de  1855  adquirió  dicha  Sociedad  las 
minas  llamadas  Las  Gemelas  y  Ocasión  ea  la  Diputación  del  Algar,  y 
el  terreno  denominado  El  Navarro;  y  que  poniendo  en  ejecución  las 
instrucciones  recibidas  de  sus- consocios,  eonstitliia  de  nuevo  la  em- 
presa bajo  las  bases  y  condiciones,  entre  otras,  siguientes:  primera, 
que  la  Sociedad  Republicana,  que  habla  de  ser  de  las  especiales  mine- 
ras, conservarla  su  misma  denominación,  y  teodria  como  hasta  enton* 
ees  su  domicilio  en  aquella  ciudad;  y  segunda,  que  constaría  de  52 
acciones  iguales  y  trasferibl es,  las  cuales  se  haUaban  actualmente  dis* 
tribuidas  en  esta  formar  D.  Ramón  Martinez  Mompeau,  dos;D.  José 
Raimundo  Martines,  tres;  distribuyéndose  las  demás,  hasta  las  33  entre 
las  personas  que  se  expresan: 

Resultando  que  O.  Ramón  Martinez  Mompeau  entabló  la  demanda 
objeto  de  este  pleito,  para  quo  se  condenase  á  la  viuda  y  herederos  dé 
D.  José  Raimundo  Martinez  á  otorgar  la  correspondiente  escritura  de 
tres  acciones  de  las  minas  tituladas  Sun  Pascual  Bailón  y  Ocasión,  si- 
taadas  en  el  Campo  de  la  ciudad  de  Cartagena,  Diputación  del  Algar- á 
cargo  déla  Diputación  republicana,  mediante á  habérselas  aquel  cedi- 
do en  4052,  desde,  cliy a  fecha  venia  satisfaciendo  los  dividendos  pasi». 
vos  y  cobrando  taipbieD  las  activos  desde  el  primero  repartido  eo 
4862: 

Resultando  que  la  viuda  y  heredaros  de  D«  José  Raimundo  Marti- 
nez impugnaitm.  la  diomanda,  negando  la  cesión  y  traspaso  de  las  ad- 
eiones  que  siempre' habían  pertenecido  á  aquel,  reconociéndose  asi  ea 
las  escrituraste  4852  y  I86ü»  habiendo  percibido  los  dividendos  aeti« 
vos,  y  siendo  reintdgraUes  los  pasivos  que  abonó  el  demandante^  el 
cual  no  hizo  reclamacien  algsoa  de  la»  acciones  hasta  la  preseataciofi 
de  la  demanda: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó  sen tenoía 
el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  en  26  de  Noviembre  de  4873 
la  Sala  de  lo. civil  déla  Aütliencia  de  Valencia  ,  declarando  de  la  perte- 
nencia de  D.  Ramo»  Martínez  las  tres  acciones  de  la  mina  titulada 5an 
Pascual  Bailón^  situada  ea  el  término  de  la  ciudad  de.Cartagen»,  Di- 
putación del  Algar,  cuya  cesión  de  las  mismas  le  hizo  José  Rarmujiéo 
.Martinez,  y  en  el  mismo  concepto  I9S  productos  qoe  constaren  en  de- 
pósito, condeiMtnda.  á  la  viuda  y  herederos  del  citado  D.  José  Raimun- 
do á  otorgar  dentro  de  tercero  día  la  correspondiente  escritura  de  ce- 
sión ó  traspaso  de  las  tres  acciones: 

ResuUando'que  Dona  Manuela  Cises,  viuda  de  D.  José  RaimiSBdo 
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Martiñez,  por  s\  y  i  nombre  de  sas  hija^y  herederos,  inierposo  recar* 
10  i^e  casación  por  haberáe  infriogido  á  sa  juicio: 

1.**  £1  principio  atooluto  en  materia  civil  de  que  la  confesión  jadi* 
cial  hace  prueba  plena  contra  el  que  la  presta,  aí  apreciar  !a  sentencia 
las  declaraciones  de  testigos  que  es  uno  de  iDs  puntos  más  importantes, 
6  fuera  el  que  se  referia  á  la  época  en  que  se  verificó  la  cesión,  decla- 
raban contra  depuesto,  absolvieido  posiciones  baje  juramento  indeci- 
fioriopor  D.  Ramón  Martínez  Mompeaui  puesto  que  éste,  según  se  ex- 
presaba además  en  el  voto  particular,  daba  realizada  la  cesión  el  I /dé 
Enero  de  4852,  mientras  los  testigol  la  fijaban  á  mediados  de  aquel  año, 
siendo  todavía  más  notable  esta  infracción,  teniendo  en  cuéntala  ma*> 
ñera  de  declarar  que  hablan  tenido  los  referidos  testigos,  con iradiciéfih. 
dose  en  todos  y  cada  utio  de  los  pontos  contenidos  en  el  interrogato- 
rio, como  cuidadosamente  sefialaba  el  voto  pa;rticular: 

2.**  El  contrato  de  constitución  de  Sociedad  de  14  de  Octubre  de 
I8b2,  puesto  que  del  mismo  aparecía  dueño  de  las  acciones  ouestiona<> 
das  D.  José  Raimundo  Martrnez»  reconociéndolo  asi  el  demandante;  y 
no  habiéndose  practicado  prueba  contra  aquella  escritura,  toda  vez 
que  asi  las  posiciones  absucltas  por  el  demandante  como  los  interro^ 
gatorios  contestados  par  los  testigos  solo  hablaban  de  un  proyecto  de 
tesíon*  ó  cesión  verificada  eo»  anterioridad  al  otorgamiento  de aqiella 
escritura,  de  cuyes  efectos  prescindía  por  completo  la  sentencia  reetir*> 
rida,  infringiendo  la  jurisprudencia  constante  del  Tribunal  Supl'ettia, 
que  atribula  á  las  copias  de  las  escrituras  publicas,  traídas  en  debida 
forma,  el  valor  de  una  prueba  acabada  y  perfecta,  sentencia  de  i4  de 
Hayo  de  1860  y  otras: 

Z°  La  misma  infracción  al  preterir  y  no  eslimar  la  escrilura  de 
reorganización  de  Sociedad  de  i.*  de  Enero  de  186(^,  en  ia  cual  apere- 
cia  también  D.  José  R;iimundo  Bfartinex  reconocido  por  accionisia-'de 
la  Saciedad  minera  5an  l'ascual  Bailón: 

4.*  Al  querer  desvanecer  }a  fuerza  de  estas  escrituras  por  las  pte** 
sunciones.  ó  indicios  que  se  derivan  de  babel'  pagado  algunos  di  video* 
dosel  demandante  D.  Ramón  Martinez,  la  ley  8.',  título  í  4,  Partida 
3/,  que  prohibe  terminantemente  se  libre  el -pleito  civil  por  prueba 
indiciaría,  y  la  jurisprudencia  constante  de  este  Tribunal  Supremo^  ea 
el  mismo  sentido  jurfdico,  contenida  en  diversas  sentencias: 

Y  5."  Siendo  la  cesiea  contrato  similar  al  de  compra- venta^  X  f^*> 
feccionándose  conviniendo  las  partes  en  la  cosa  y  el  precio,  no.  ba* 
hiendo  probado ^ste  ultimo  el  actor,  ni  indicado  ¡siquiera  por  cuál  se 
hizo  la  cesión  ó  venta,  al  seguir  ia  sentencia  las  indicaciones  do  a qitel 
y  mandar  otorgar  la  eserítura  de  venta  é  eesio»  sin  determinar  en 
qué  consistía  el  precio,  (a  ley  9/,  til.  'S.'*  Partida  5/,  que  dispone  que 
cierto  debe  ser  el  precio  al  que  se  avienen  el  comprador  y  vendedor 
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para  qoe  Taiga  la  venta,  y  lá  jarisprudeaoia  establecida  en  sedteocia 
de  i9  de  Abril  de  1865  y  otras  machas  de  este  Tribunal  Supremo,  que. 
exigen  para  la' perfección  del  contrato  de  venta  que  las  partes  conven- 
gan en  el  precio  y  en  la  cosa: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermip  de  Muro: 

Considerando  quelinoitadd  el  pleito  á  saber  sí  ha  existido  ó  no  el 
contrato  de  cesión  de  las  tres  acciones  de  minas  objeto  de  la  demanda^ 
la -sentencia  declara*  que  se  halla  justificado  por  prueba  testifical,  sin 
hacer  mérito  de  la  confesión  judicial  ni  negar  que  ésta  no  haga  plena 
prueba,  por  lo  que  es  inaplicable  al  caso  lo  que  se  alega'  en  el  primer 
fundamento  del  recurso  sobre  que  en  materia  civil  la  confesión  judi» 
^al  hace  prueba  plena  contra  el  que  la  presta: 

Considerando  que  tampoco  desconoce  la  sentencia  la  fuerza  proba- 
toria de  la  escritura  de  i4  de  Octubre  de  1852,  por  la  que  se  constituya 
la  sociedad  minera  y  se  señalaron  las  acdones  pertenecientes  á  cada 
socio,  pues  que  de  ella  no  se  deduce  que  el  demandante  reconociese  ia 
propiedad  de  las  tres  acciones  en  litigio  á  favor  del  demandado,  y 
menos  que  no  fuese  cierto  el  traspaso  ó  cesión  de  las  mismas  al  de- 
mandante, siendo  evidente  por  lo  mismo  que  la  sentencia  no  infringe 
la  referida  escritura: 

Considerando  que  por  razón  idéntica  tampoco  se  ha  infringido  la 
otra  escritura  de  1.**  de  Enero  de  1<860,  en  que  se  reorganizó  la  expre- 
sada Sociedad  conforme  á  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de'  1859,  toda 
vez  que  se  ha  justi^ficado  que  entonces,  como  antes. y  después,  la  parte 
demandada  venia  percibiendo  ios  dividendos  activos  y  satisfaciendo 
los  pasivos,  circunstancia  que  constituye  ó  demuestra  mis  y  más  Ja 
realidad  de  la  cesión  de  las  acciones: 

Considerando  que  la  ley  8.%  titulo  14,  Partida  3/,  sobre  que  los 
pleitos  no  se  fallen  por  indicios,  no  es  aplicableai  caso,  porque  la  Sala 
no  ha  fundado  su  criterio  en  coqjeturas,  sino  en  prueba  testifical,  sin 
que  contra  su  apreciación  se  cite  ley  ni  doctrina  legal  que  se  suponga 
quebrantada: 

Considerando,  por  ultimo,  que  el  contrato  de  compra  y  venta  es 
diverso  del  de  cesión  6  traspaso,  y  no  pueden  aplicarse  á  éste  las  dis- 
posiciones legales  sobre  aquel,  por  lo  que  tampoco  puede  tomarse  en 
consideración  la  ley  9/,  tit.  5.",  Partida  5/,  preceptiva  de  que  en  la 
compra-venta  ha  de  constar  la  certeza  del  precio,  y  es  por  lo  tanto 
inoportuna  la  cita  de  la  mencionada  ley; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Manuela  Gases,  por  sí  y  en 
la  representación  indicada,  á  quienes  condenamos  por  razón  de  depó- 
sito al  pago  de  lu  cantidad  de  4.000  reales,  que  satisfarán  si  vinieren  á 
mejor  fortuna,  distribuyéndose  entonces  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las 
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costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Valencia  laxertificacioo  correspon* 
diefite,  coD  devolacioo  de  los  docíimeQtps  que  ha  remitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
.  necesarias,  lo  pronunciamos,  tuandamos  y  firmamos. =¡Juan  González 
AceTedo.=José  M.  Gáceres¿=:Laureano  de  Arrieta.sJosé  Fermin  de 
Mtiro.s^Victoriano  Gareaga.:^Joaquin  Ruiz  €añabate.=Julian  Gómez 
higuanzo. 

Publicación. ^Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excioo.  Sr.  D.  José  Fermin  de  Muro,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo, 
Celebrando  audiencia  publica  la  Sala  primera  en  el  día  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  15  de  Abril  de  1875.=Licenoiado  Desiderio  Martínez. 

.    {Gaceta  de  iG  de  Junio  de  1875). 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Beal  orden  resolviendo  que  los  carriles  de  acero  paguen  lú» 
mismos  derechos  que  los  de  hierro . 

limo.  Sr.:  Visto  el  expediente  instruido  acerca  de  los  derechos  de 
Aduanas  que  deben  exigirse  por  los  rails  extranjeros  de  acero  Besse- 
mer,  no  ta rifados  en  el  actual  Arancel: 

Considerando  que  no  puede  aplicarse  á  dichos  carriles  el  derecho 

establecido  para  las  barras  de  acero  en  la  partida  i9  del  indicado  Arab- 

cel/pues  no  existe  perfecta  igualdad  en  la  clase,  aplicación  y  talor  de 

ambos  artículos:  -"^ 

et 

Y  considerando  que  la  exacciop  de  un  mismo  afrecho  para  los  car- 
riles de  acero  y  de  hierro  es  favorable  al  Tesoro,  y  evita  las  dudas  y 
cuestiones  que  pudiera  ocasionar  en  las  Aduanas  el  despachó  de  esta 
clase  de  material; 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  se  ha  rervido  resolver  que  los  carriles  de 
acero  paguen  el  mismo  derecho  que  los  de  hierro,  tarifados  en  la  parti- 
da 24  del  citado  Arancel  de  Aduanas. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  I.  para  su  ioteligeocia'y  efectos  consi- 
guientes. Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  12  de  Junip  de 
1875. 

Salaterria. 
Sr.  Director  general  de  Aduanas.  ' 

(Gaceta  de  22  de  Junio  de  1B75J. 


CONSEJO  DE  ESTADO 


Real  decreto  confirmando  la  Real  orden  que  denegó  ta  indem* 
nizacion  y  resarcimientos  de  perjuicios  solicitada  por  el 
contratista  d^  75.000  quintales  de  hierro  colado  en  lingotes 
para  las  minas  de  Riotinto . 

•  •  •  . 

DON  ALFUI^ÍSO  XII,  (jor  la  grada  de  Dios,  ftty  coDStitucioiut  de 
Espafia. 

A  todos  los  que  laspreseotes  vieren  y  eDtendieren«  y  á  qaieses  ioea 
su  observancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  he  veoido  en  decretar  lo 
siguiente: 

•En  el  pleito  que  ante  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y 
única  instancia  entro  partes,  de  la  una  la  razón  social  Martínez^  her^ 
manos  y  compañía,  contratista  del  suministro  de  75.000,  quintales  de 
hierro  colado  en  lingotes  para  las  minas  de  Riotinto,  demandante,  y 
de  la  otra  la  Administración  general,  demand'ada  y  representíida  por 
mi  Fiscal,  sobre  indemnización  de  perjuicios: 

Visto: 

Visto  el , expediente  gubernativo,  jjel  que  resulta: 

Que  la  Dirección  general  de  Consumo^,  Casas  de  Moneda  y  Minas 
sacó  á  pública  subasta  75.000  quintales  de  hierro  colado  que  eran  ne- 
cesarios para  las  minas  de  Riotinto  en  todo  el  año  de  1865  y  primeros 
seis  meses  de  1864,  obligándose  el  contratista  á  entregar  mensuatmen- 
te  4.500  quintales,  (laiiiio  principio  á  los^O  dias  de  la  adjudicación: 

Que  celebrado  oitf. remate,  se  adjudicó  el  servicio  á  Martínez,  her- 
manos y  compañía  por  ser  «u  proposición  más  ventajosa: 

Que  aprobados  los  Aranceles  de  Aduanas  por  Real  decreto  de  27  de 
Noviembre  de  1862,  fijando  el  derecho  del  hierro  colado  eri  8  rs.  40 
cents,  en  bandera  nacional  y  10  rs.  ccn  10  cents,  en  extranjera  por  100 
kilogramos,  se  dispuso  que  la  exacción  empezase á  regir  en  i.°de  Ene- 
ro de  1865;  más  á  consecuencia  de  varias  reclamaciones  de  los  fabri- 
cantes del  Reino^  y  del  corto  plazo  para  plantear  esta  reforma,  se  man- 
dó en  Real  orden  de  27  de  Diciembre  del  mencionado  año  de  1862  que 
los  hierros  subieran  á  15  y  15  rs.  con  60  cents,  en  bandera  nacional  y 
extranjera  respectivamente  por  cada  100  kilos  hasta  1."  de  Marzo  de 
1864,  que  empezaría  á  n^gir  aquella  reforma;  y  después  por  Real  orden 
de  8  de  Julio  de  1865  ^e  dispuso  que  continuasen  subsistentes  estos 
mismos  derechos  hasta  que  otra  cosa  se  determinara  por  una  ley: 

Que  en  su  virtud  Martínez,  hermanos  y  compañía  pidieron  que-se 
les  concediese  el  disfrute  dé  la  rebaja  establecida  en  la  reforma  que 


debia  plantearse  en  1/  de  Marzo  de  I8C4,  siendo  desestimada  su  pre- 
teasrion: 

Y  por  último,  acudieron  al  ülinisterto  solicitando  que  por  vía  de  in*. 
demnixacion  y  resarcimiento  de  perjuicios  se  les  abonase  la  cantidad 
de  82.4G&  rs.,  siendo  denegada  su  reciamacioo  por  Real  órdea  de  i5 
Üijtubfe  del  expresado  año  de  4864: 

Vista  la  demanda  que  presentó  el  Licenciado  D.  Nicolás  Marfa  Rive- 
X^^  á  ooo^bre  de  la  mencionada  razón  social,  con  la  solicitad  de  que 
e»  a^  dia  se  consulte  la  revocación  de  la  anterior  Real  orden»  y  se  con* 
dene  á  la  Administración  á  que  indemnice  á  sus  representados  él  per* 
juicia  qi^e  la  misma  les  ocasionó*  consistente  en  la  diferencia  del  ^ere* 
cbo  d€|  Adoanas  que  abonarQn  por  32.5«)0  quintales  de  hierro  introdu* 
c^o  desde  i.°  de  Marzo  de  1864,  al  que  adeudarfan  si  no  se  bubieae 
alterado  la  legislación  de  Aranceles  vigente  al  tiempo  de  la  contrata: 

Visto  el  escrito  de  contestación  de  mi  Fiscal  pidiendo  que  se  dé 
por  Úrme  la  Real  orden  reclamada: 

Visto  el  escrito  orí  que  el  Licenciado  D.  Nicolás  María  Rivero  líe- 
nanció  la  representación  de  los  demandantes:  el  auto  en  que  se  dispu- 
so que  se  les  hiciera  saber  que  nombraran  nuevo  Letrado  dentro  del 
término  de  20  días,  con  apercibimiento  de  que  pasados  les  pararía  el 
perjuicio  que  hubiere  lugar:  y^la  notificación  hecha  en  15  de  Octubre 
de  1874,  sin  que  hasta  el  día  hayan  realizado  el  nombramiento,  por  lo 
que  la  Sección  de  lo  Contencioso  mandó  q^e  se  entendierao  con  los 
estrados  las  ulteriores  diligencias: 

Visto  el  Real  decreto  de  27  de  Noviembre  de  1862: 

Vista  la  Real  orden  de  27  de  Diciembre  del  mismo  aóo: 

Vista  la  Real  orden  de  8  de  Julio  de  1863: 

Goosiderando  que  los  depaand^ntes  Martínez,  hermanos  y  compañía 
reclaman  indemnización  por  los  perjuicios  que  han  sufrido  á  conse^ 
euencia  deJuaberse  aplazado  por  Real  órdeo  de  8  de  Julio  de  1863  la 
rebaja  de  derechos  de  importación  de  los  hierros  que  debia  regir  desde 
1.**  de  Marzo  de  1864,  porque  en  bs  cuatro  últimos  meses  de  su  con- 
trata 00  habían  disfrutado  de  las  ventajas  que  esperaban  obtener  por 
las  rebajas  de  dichos  derechos: 

Considerando  que  ninguna  de  las  conüicioues  del  contrato  lea  con<* 
cede  derecho  á  la  indemnización:  que  no  se  exigía  en  éste  que  fuera 
extranjero  el  hierro  que  suministraran;  y  que  el  hecho  en  que  fundan 
SB  reclamación  no  era  imprevisto,  porque  estaba  en  las  facultades  de 
la  Administración,  consultando  los  intereses  del  Estado,  aplazar  la  re- 
forma de  los  Aran<;eles«  como  lo  habla  becbo  por  la  Real  orden  de  27 
de  Diciembre  de  1862,  meses  antes  de  celebrarse  la  contrata  de  los 
75.000  quintales  de  hierro  paralas  minas  de  Ríotinto; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
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Consejo  de  Estado  en  sesión  á.  que  asistieron  D.Fernando  Calderón  Co- 
liantes.  Presidente:  D.  Eugenio  Moreno  López,  D.  Tomás  Retortillo, 
D.  Pedro  Nolasco  Aunóles,  D.  Leoncio  Rubio  y  Oroña«  D.  Víctorio  Fer- 
nandez Lascoiti,  D.  Servando  Ruiz  Gómez,  el  Marqués  de  la  Rivera, 
B.  Esteban  Martínez,  D.  Juan  Jiménez  Cuenca  y  D.  Juan  áe  Cárdenas, 

Vengo  en  absolver  á  la  Administración  de  la  demanda,  y  en  confir- 
mar Ja  Real  orden  reclamada  en  su  parte  resolutiva. 

Dado  en  Palacio  á  30  de  Abril  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco. 
=ALFONSO.==El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cano* 
^as  del  Castillo.» 

Publicación. =Leido  y  pvblicado  el' anterior  Real  decreto  por  miel 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la.  Sala  de  lo  Contepcioso,  acordó  que  se  tenga  por  re- 
solución final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los 
mismos;  se  notiñque  en  forpaa  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta^ 
de  que  certifico. 

Madrid  3  de  Junio  de  1875.=Pedro  de  Madrazo. 

{Gacela  de  23  de  Junio  de  1875). 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Resolución  en  el  expediente  en  solicitud  de  que  se  revoque  la 
orden  que  mandó  cancelar  el  registro  de  la  mina  La  Joven 
}l2A\\áG  y  que  siguiera  en  curso  el  cíe  La  Marinera; 

*  limo.  Sr.:  En  vista  de  la  demanda  presentada  contra  la  orden  del 
Poder  Ejecutivo  de  la  República  de  6  de  Agosto  de  1874,  dictada  con 
relación  á  los  expedientes  de  los  registros  titulados  La  Joven  Matilde 
y  La  harinera,  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado  ha 
informado  lo  siguiente: 

«La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  examinado  lo  demanda  interpuesta 
por  D.  Antonio  Moreno  Gallego,  cesionario  de  los  derechos  de  D.  Pedro 
Marín  Ros  contra  la  Administración  del  Estado,  en  solicitud  de  que  se 
revoque  la  orden  del  Poder  Ejecutivo  de  6  de  Agosto  de  1874^  que  man- 
dó cancelar  el  registro  de  la  mina  titulada  La  Joven  Matilde^  y  que  si- 
guiera en  curso  el  de  La  Marinera. 

Visto  el  expediente  gubernativo,  del  que  resulta: 

Que  en  19  de  Abril  de  1871  se  presentó  en  la  Sección  de  FonaentQ 
de  la  provincia  de  Murcia  el  registro  de  la  mina  La  Marinera  solici* 
tando  seis  pertenencias,  cuyos  linderos  se  designaban  en  un  terreno 
donde  existían  labores  antiguas: 

Oue  incoado  el  oportuno  expediente  de  caducidad  de  los  registros 


denunciados,  el  Gobernador,  prdvip  informe  del  Ingeniero,  declaró 
cadacadas  las  minas  Santa  Isabel,  Santa  Clatilde  y  Esperanta^  sitas, 
en  el  terreno  cuya  concesión  se  solicitaba,  y  admitió  el  registro  La. 
Marinera  en  21  de  Ene^  de  1873: 

Que  en  ^4  de  Marzo  siguiente  pasó  el  expediente  al  Ingeniero  Jefe 
con  el  objeto  de  practicar  la  demarcación,  cuya  diligencia  no  se  habla 
practicado  ni  protestado  su  demora  por  el  registrador  hasta  25  de  Oc- 
tubre: 

Que  en  esta  fecha  se  presentó  un  nuevo  registro  bajo  el  nombre  de 
La  Joven  Matilde  del  terreno  que  ocupaba  La  Marinera^  alegando  que 
el  espediente  de  ésta  se  hallaba  en  condiciones  de  cancelación,  y  el  Go- 
bernador, estimándolo  así,  anuló  el  expediente  La  Marinera  por  de- 
creto de  22  de  Mayo  de  1874: 

Que  D.  Gaspar  Baleriola,  representante  del  registrador  de  La  Mari" 
ñera,  se  alzó  de  este  acuerdo,  y  oída  la  Junta  consultiva  de  Minas,  ere  . 
yó  procedente  la  revocación  del  acuerdo  del  Gobernador,  conformán- 
dose el  Ministerio  con  este  dictamen  perla  orden  de  6  de  Agosto,  que 
es  la  reclamada: 

Vista  la  demanda  interpuesta  contra  la  citada  Real  orden  por  Don 
Antonio  Moreno  Gallego,  solicitando  su  revocación  y  que  se  confirme 
el  acuerdo  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Murcia  de  22  de  Mayo 
de  1874: 

Visto  el  dictamen  del  Fiscal  de  S.  M.,  que  pide  se  declare  improce- 
dente la  via  contenciosa  para  la  anterior  demanda: 

Vistos  los  artículos  89  de  la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868  y  86  del  re- 
glamento de  24  de  Junio  del  mismo  año: 

Considerando  que  las  providencias  que  á  instancia  de  tercero  de« 
claran  la  caducidad  de  lo»  expedientes  de  registro  no  son  definitivas, 
puesto  que  los  interesados  tienen  el  derecho  de  presentarse  opositores 
al  registro  no  caducado  y  usar  los  demás  medios  que  les  conceden  la 
ley  y  el  reglamento  hasta  llegar  á  impugnar  en  vía  contenciosa  la  con- 
cesión de  propiedad  de  la  mina: 

Considerando  que  de  no  interpretar  de  este  modo  los  artículos  86  y 
89  citados  se  crearían  obstáculos  á  la  Administración  activa^  entorpe- 
ciendo el  curso  de  los  expedientes  no  resueltos  por  ella  definitiva- 
mente: 

Y  considerando  que  el  registrador  de  La  Joven  Matilde  puede  usar 
todos  |os  recursos  legales  contra  el  expediente  La  Marinera^  acerca  de 
cuya  concesión  podrá  reclamar  siempre  que  con  ella  se  lastimen  sus 
derechos; 

La  Sala  de  lo  contencioso  es  de  dictamen  que  no  procede  la  de- 
manda interpuesta  por  D.  Antonio  Moreno  Gallego  contra  la  orden  del 
Poder  Ejecutivo  de  6  de  Agosto  del  año  próximo  pasado.» 
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Y  habiendo  resuelto  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  de  conformidad  con  el 
preinserto  dictamen,  so  lo  participo  A  V.  I.  de  su  Real  orden,  para  su 
iateligencia  j  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años. 
Madrid  24  de  Junio  de  1875. 

Orovio. 
Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  de  4  de  Julio  de  f  87bJ. 


Real  orden  autoHxandaáD.  Augusto  Fritschi  para  que  pueda 
dedicarse  en  España  al  ejercicio  de  su  profemn  de  Ingeniero 
de  Minas. 

limo.  Sr.:En  vista  de  lo  informado  por  la  Junta  superior  fa^cultati- 
va  de  Minería  acerca  de  la  solicitud  presentada  en  este  Ministerio  por 
D.  Augusto  Fritschi,  en  la  que  pide  se  le  autorice  para  ejercer  en  Espa- 
ña la  profesión  de  Ingeniero  de  minas,  y  resultando  de  dicho  informe 
que  el  referido  Interesado  se  halla  comprendido  en  el  caso  5.°  de  la 
disposición  3/  de  las  generales  del  reglamento  de  24  de  Junio  de  1868; 
S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  concederle  la  correspondiente 
aatorizacion  para  que  pueda  libremente  dedicarse  en  España  al  ejerci- 
cio y  práctica  de  los  trabajos  de  su  profesión  de  Ingeniero  de  minas. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  I.  para  su  conocimiento  y  demás  efec- 
tos. Dios  gqarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  25  de  Junio  de  1875. 

Oroviq, 

Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  de  6  de  Julio  de  1875;. 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentenda  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
'    interpuesto  contra  la  del  expediente  en  reclamación  de  mi- 
nerales é  indemnización  de  perjuicios. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  29  de  Abril  de  1875,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Motril  y  en  la  Sala  de 
Incivil  de  la  Audiencia  de  trranáda  por  D.  José  Fernandez  Soldevilla 
conD.  Qecilio  Roda  sobre  reclamación  de  minerales  é*  indemoizacioo 
de  perjuicios;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  el  demandado  contra  la  sentencia  que  en  6  de  Fe- 
brero de  1874  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  Julio  de  18€8  D.  Cecilio  Roda  dedujo  en  el  Juz- 
gado de  Motril  contra  D.  José  Fernandez  Soldevilla  interdicto  de  reco- 
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brar  la  posesión  del  terreno  demarcado  á  la  mina  San  Francisco,  si* 
tuada  en. término  de  Velez  de Benaudalia,  Sierra  de  Lujar  y  sitio  oom« 
brado  Chaparral  de  Lagos,  por  haberse  introducido  en  él  el  Fernandez 
Soldevilla,  y  por  medio  de  trabajadores  la  estaba  explotando  y  extra- 
yendo sus  minerales  sin  autorización  administrativa:  que  recibida  la 
oportuna  información  y  prestada  fianza,  el  Juez  por  sentencia  de  4 del 
mismo  mes  de  Julio  de  1868  mandó  restituir  al  D.  Cecilio  Roda  en  la 
posesión  de  la  mina  San  Francisco,  con  las  condenaciones  y  apercibí» 
mientes  consiguientes;  cuya  restitución  tuvo  efecto  el  7  del  propio 
mes  en  la  mina  y  porción  de  minerales  que  en  ell&  habia: 

Resultando  que  en  9  y  20  del  citado  mes  de  Julio  D.  José  Fernan- 
dez Soldevilla  ocurrió  al  Gobernador  civil  de  la  provincia  de  Granada, 
como  concesionario  de  la  mina  titulada  Joven  Lolita,  reclamando  con- 
tra dicho  interdicto  é' interesando  se  requiriese  de  inhibición,  á  lo  que 
defirió;  y  con  vista  de  la  comunicación  que  dicha  Autoridad  adminis» 
trativa  pasó  á  la  Sala  de  la  Audiencia  que  por  virtud  de  apelación  co- 
nocia  del  mencionado  interdicto  de  recobrar,  se  declaró  incompetente 
para  seguir  conociendo  del  asunto,  que  desde  luego  remitió  original  al 
Gobernador  de  la  provincia:  que  pasado  el  expediente  al  Ingeniero  del 
ramo  para  que  practicara  reconocimiento  y  deslinde  délas  minas  5a» 
Francisco  y  Joven  Lolila  é  informara,  y  con  vista  del  informe,  acor^ 
dó  en  6  de  Octubre  del  propio  año  de  1869  declarar  la  caducidad  de  la 
mina  San  Francisco^  y  dejar  en  su  fuecza  y  vigor  la  concesión  de  la 
titulada  Joven  Lolita  hecha  á  favor  de  D.José  Fernandez  Soldevilla,  y 
que  á  su  virtud  se  pasase  orden  al  Alcalde  de  Velez  de  Benaudalia  para 
que  levantase  la  suspensión  de  los  trabajos  que  se  le  ordenó  en  20  de 
Julio  de  1868;  resolución  que  se  notificó  á  las  partes,  publicándose 
además  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia,  sin  que  se  haya  deducido 
recurso  alguno  contra  tal  derecho: 

Resultando  que  en  16  del  citado  mes  de  Octubre  de  1869  D.  José 
Fernandez  Soldevilla  presentó  exposición  al  Gobernador  civil  manifes- 
tando que  las  labores  de  la  mina  titulada  Virgen  de  las  Angustias^  si- 
tuada en  el  mismo  término  de  Velez  de  Benaudalia,  sehabian  introdu- 
cido en  la  demarcación  de  la  titulada  Pe/¿a  Elisa,  y  estaban  extrayen- 
do el  mineral  que  á* ésta  correspondía;  por  lo  que  solicitó  que  para 
deslindar  las  verdaderas  pertenencias  se  practicase  un  reconocimiento 
facultativo  en  el  que.se  fijasen  los  minerales  que  á  cada  una  corres- 
pondían^ á  lo  que  accedió  el  Gobernador  civil;  y  en  el  que  tuvo  efecto 
por  el  Ingeniero  de  Minas  fijó  como  valor  del  mineral  sacado  de  las  la- 
bores de  la  Bella  Elisa  489  escudos  100  milésimas;  y  con  vista  del  re- 
sultado del  expediente,  el  Gobernador  civil  en  decreto  de  4  de  Febrero 
<le  1870  declaró  la  caducidad  de  la  mina  Virgefi  de  las  Angustias^  de 
'  la  pertenencia  de  B.  Manuel  Esteban  Pérez,  y  en  toda  su  fuerza  y  vigor 
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la cbDcesioD  de  la  titolada  Bella  Elisa,  hedía  á  favor  del  D.  José  Fer- 
Dandez  Soldevilla,  cuyo  decreto  se  Dotiflcó  á  las  partes  y  se  publicó  ei» 
el  Boletin  oficial  déla  provincia,  sin  que  contra  él  se  halla  deducida 
recurso  alguno: 

Resultando  que,  previo  acto  de  conciliación,  en  17  de  Julio  dei87i 
D.  José  Fernandez  Soldevilla  formalizó  demanda  ordinaria,  eo  la  qoe^ 
después  de  hacer  indicación  de  los  antecedentes  consignados,  expuso 
que,  siendo  dueño  de  la  mina  llamada  Joven  Lolita,  se  le  privó  de  ella 
por  virtud  de  interdicto  de  recobrar  que  dedujo  D.  Cecilio  Roda,  es* 
tando  desposeído  de  dicha  mina  por  espacio  de  18  meses,  hasta  que 
por  consecuencia  del  decreto  del  Gobernador  civil  de  la  provincia  que- 
dó sin  efecto  la  diligencia  de  restitución  que  obtuvo  el  D.  Cecilio  Roda 
por  haber  ocultado  los  verdaderos  hechos,  incautándose  éste  en  el  ac« 
to  de  la  restitución  en  más  de  i.OOO  arrobas  de  mineral  que  existían 
en  la  boca- mina  como  producto  de  la  explotación  que  en  ella  venia  ha- 
ciendo el  Fernandez  Soldevilla,  cuyo  mineral,  al  precio  corriente  que 
tenia  en  aquella  época,  importaba  la  suma  de  5.400  rs.:  que  por  virtud 
de  la  indicada  restitución,  cuyos  efectos  duraron  18  meses,  tuvo  el 
Fernandez  Soldevilla  que  hacer  gastos  de  capataces  y  guardas,  y  sobre 
todo  se  vio  privado  de  los  productos  y  utilidades  que  pudo  obtener» 
que  graduaba  en  280.000  rs.:  que  también  era  dueño  de  la  mina  deno- 
minada Bella  Elisa,  sita  en  el  mismo  sitio  y  término  de  Velez  de  Be- 
Daudalla,y  á  fines  de  1869  el  D.  Cecilioiloda,  dueño  de  otra  lindante 
llamada  Virgen  de  las  Angustias,  se  introdujo  en  las  labores  de  aque« 
Hay  extrajo  mineral  por  valor  de  5.500  rs.,  según  informe  del  Ingenie- 
ro que  practicó  el  reconocimiento  por  virtud  de  acuerdo  del  Goberna- 
dor civil  de  la  provincia;  y  después  de  alegar  varios  fundamentos  de 
derecho  concluyó  pretendiendo  se  declarase  tocarle  y  perteoecerle  los 
minerales  que  D.  Cecilio  Roda  extrajo  y  percibió  de  las  minas  Jóvm 
Lolilay  Bella  Elisa  en  Julio  de  1868  y  fines  de  1869,  condenándose  á 
éste  en  su  consecuencia  á  que  le  entregara  y  restituyera  los  indicados 
minerales,  y  en  su  defecto  su  valor,  importantes  los  de  la  primera 
5.400  rs.  y  los  de  la  segunda  5.500;  condenándole  también  á  la  indem- 
nización de  todos  los  daños  y  perjuicios  qoe  le  ocasionó  con  motivo- 
del  interdicto  que  dedujo,  y  de  las  privaciones  en  que  per  él  habla  es- 
tado, importantes  280.000  reales,  ó  la  suma  que  se  graduase  por  peri- 
tos y  se  justificaran  oportunamente,  y  en  todas  las  .costas  del  litigio: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  D.  Cecilio  Roda  Pérez  por  tér- 
mino de  nueve  dias,  y  trascurrido  sin  comparecer,  le  fué  acusada  la 
rebeldía  y  el  actor  replicó,  en  cuyo  estado  se  personó  aquel;  y  eva- 
cuando la  duplica  pretendió  se  le  absolviese  de  la  demanda  con  impo- 
sición al  actor  de  perpetuo  silencio  y  costas,  fundándose  en  que  no 
era  cierto  que  al  verificarse  la  restitución  se  entregase  en  1.000  arro-^ 
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bas  de  míDeral,  y  por  consiguiente  do  las  detentaba  ni  poseía:  que  uo 
autorizó  á  Fernandez  Soldevilla  par»  que  hiciese  gastos  en  capataces 
7  guardas  durante  sus  gestiones  para  volver  á  la  posesión  de  la  mina, 
ni  mucho  menos  en  el  tiempo  indicado  se  utilizó  el  Roda  de  los  pro- 
ductos de  la  expresada  mina,  ni  por  su  culpa  dejó  de  utilizarse  de  ello 
el  Fernandez  Soldevilla;  no  concediendo  tampoco  el  Roda  que  como 
dueño  de  la  mina  Yirgende  las  AngusUas  Introdujera  las  labores  de 
ésta  en  la  Bella  Elisa,  ni  ocasionara  el  perjuicio  regulado,  en  5.500  rea- 
les; alegó  como  fundamento  de  derecho  que  no  habiendo  ocasionado 
daño  alguno  á  Fernandez  Soldevilla.  era  incuestionable  su  irresponsa* 
bilidad  en  todos  sentidos: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  practicándose 
las  pruebas  que  las  partes  propusieron,  el  Juez  dictó  sentencia,  de  la 
que  iiterpuso  'apelación  D.  Cecilio  Roda,  que  al  expresar  de  agravios 
pidió  que  con  revocación  de  aquella  se  le  absolviese  de  la  demanda,  con 
imposición  de  costas  á  D.  José  Fernandez  Soldevilla: 

Resultando  que  éste  alegó  á  su  vez  pretendiendo  se  confírmase  la 
sentencia  en  cuanto  por  ella  se  condenaba  á  D.  Cecilio  Roda  á  que  le 
devuelva  las  4.000  arrobas  de  mineral  que  existían  en  la  mina  Joven 
Loliia  cuando  tomó  posesión  de  ella,  ó  en  so  defecto  su  valor,  impor- 
tante 4.250  pesetas;  que  asimismo  le  satisficiera  otras  1.272  pesetas 
75  céntimos  como  valor  de  los  minerales  extraídos  de  la  mina  Bella 
Elisa,  y  además  á  que  le  abonase  las  partidas  que  acreditase  haber  sa- 
tisfecho á  los  Ingenieros  que  intervinieron  en  los  expedientes  guber* 
uativos,  y  los  que  justificase  haber  abonado  á  los  guardas  que  custo- 
diaron la  repetida  mina  Joven  Loliia  durante  los  i8  meses  en  que  estu- 
vieron suspendidos  los  trabajos  fle  la  misma;  y  se  revocase  en  cuanto 
por  ella  se  condenaba  A  Roda  á  satisfacer  solo  3.000  pesetas  como  va- 
lor de  los  minerales  ettraidos  á  la  mina  Joven  Loliia  en  los  días  en 
que  la  estuvo  explotando  indebidamente,  y  en  cuanto  se  imponía  al 
mismo  la  obligación  de  abonarle  4.520  pesetas  por  ra2on  de  lucro  ce- 
sante; y  por  último,  en  cuanto  no  se  hacía  expresa  condenación  de 
costas,  respecto  de  cuyos  extremos  se  proveyese  condenando  á  Roda 
á  que  le  abonase  6.084  pesetas  por  el  prióiier  concepto;  por  el  segundo 
á  la  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios  que  le  habia  ocasionado 
piar  la  paralización  en  que  estuvieron  los  trabajos  de  la  mina  Joven 
Loliia,  graduándose  dicha  indemnización  por  peritos  de  reciproco 
nombramiento  y  tercero  en  su  caso,  y  por  último  se  condenara  á  Roda 
al  pago  de  todas  las  costas;  respecto  de  cuyos  tres  extremos  se  adhi- 
rió á  la  apelación: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  civil  déla  Audiencia  por  sentencia  de 
6  de  Febrero  de  1874,  confirmatoria  en  parte  de  la  del  Juez  condenó  á 
D.  Cecilio  Roda  á  que  reintegre  á  D.  José  Fernandez  Soldevilla  las  mil 
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arrobas  de  mineral  que  existían  en  la  boca-mina  Joven  Lolila  cuando 
tuvo  lugar  la  diligencia  de  restitución,  ó  en'otro  caso  á  que  -le  abone 
por  este  concet)to  1.250  pesetas;  á  que  entregue  también  al  Fernandez 
Soldevilla  lo^  il2  quintales  métricos  66  kilogramos  de  mineral  arran- 
cado de  la  mina  Bella  Elisa,  y  en  su  defecto  á  que  le  abone  por  in- 
demnización 4.273  pesetas  75  céntimos;  á  que  pague  asimismo  al  refe- 
rido Fernandez  Soldevilla  4.673  pesetas,  valor  de  igual  número  de  ar- 
robas de  mineral  que  arrancó  de  la  mina  Joven  Lolila  en  los  17  días 
que  la  explotó:  declaró  que  se  infirieron  perjuicios  á  D.  José  Fernandez 
Soldevilla  por  razón  de  lucro  cesante  en  el  hecho  de  estar  privado  de 
los  productos  de  la  mina  desde  la  fecha  en  que  se  ejecutó  el  auto  resti- 
tutorio  basta  la  en  que  por  providencia  del  Gobernador  fué  reintegra- 
do en  la  misma;  pero  no  habiéndose  probado  la  importancia  de  estos 
perjuicios,  ni  pudiendo  fijarse  base  para  su  liquidación,  reservó  su 
derecho  al  referido  Fernandez  Soldevilla  para  que  en  otro  juicio  pudiera 
reclamar  y  fijar  su  importancia;  y  absolvió  á  D.  Qecilio  Roda  de  la 
demanda  en  lo  respectivo  á  la  indemnización  de  perjuicios  por  pago 
de  guardas  y  capataces,  sin  hacer  expresa  condenacioi^  de  costas: 

Y  resultando  que  D.  Cecilio  de  Roda  interpuso  recurso  de  casación 
respecto  á  dos  extremos  de  la  sentencia,  ó  sea  en  cuanto  se  condenisba 
al  recurrente  á  pagar  al  Fernandez  Soldevilla  4.673  pesetas,  valor  de 
igual  número  de  arrobas  de  mineral  que  arrancó  de  la  mina  Joven  Lo 
lita  en  los  17  días  que  la  explotó,  y  en  cuanto  después  de  declarar  que 
se  infirieron  perjuicios  á  Fernandez  Soldevilla  por  razón  del  lucro  ce- 
sante en  el  hecho  de  estar  privado  de  los  productos  de  la  mina  desde 
la  fecha  en  que  se  ejecutó  el  auto  restitutorio  hasta  la  en  que  por  pro- 
videncia del  Gobernador  fué  reintegrado  en  la  misma,  se  reservaba  su 
derecho  á  Fernandez  Soldevilla  para  que  en  otro  juicio  pudiera  recla« 
mar  y  fijar  su  importe,  y  citó  como  infringidos: 

i.**  Al  condenarse  a!  recurrente  que  abone  al  Fernandez  Soldevi- 
lla 4.673  pesetas,  valor  de  igual  número  de  arrobas  de  mineral  que  ar. 
raneó  de  la  mina  Jóo^  Lolila  en  los  17  días  que  la  explotó,  los  artícu- 
los 224  y  256  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  la  doctrina  legal  ad« 
mitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  y  sancionada  por  este 
Supremo  en  sus  sentencias  de  29  de  Mayo  de  1857  y  2  de  Julio  de  1868, 
de  que  si  bien  los  puntos  de  hecho  y  de  derecho  objeto  del  debate  de- 
ben fijarse  definitivamente  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  no  por 
eso  se  entiendQ  que  sea  lícito  ampliar  la  pet^icion  ó  variar  la  acción 
ejercitada;  y  la  doctrina  también  legal  admitida  por  la  jurisprudencia 
de  los  Tribunales  y  sancionada  por  este  Supremo  en  sus  sentencias  de 
12  de  Mayo  de  1865  y  15  de  Junio  de  1866,  de  que  los  artículos  224, 
225,  253,  254,  256  y  260  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  han  estable- 
cido el  modo  de  ejercitar  las  acciones  y  excepciones,  y  el  período  en 
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que  se  han  de  fijar  deGnitivamente  los  puntos  de  hecho  y  de  derecho 
objeto  de  la  controversia  jurídica  para  que,  concretándose  la  dirección 
á  términos  presisosy  ^e  metodice  el  orden  del  juicio  y  sea  igual  la  con- 
dición de  los  litigantes;  puesto  que  ni  en  la  demanda  ni  en  la  réplica 
se  hizo  la  menor  indicación,  ni  se  formuló  reclamación  alguna  relati- 
va al  valor  de  esas  arrobas  de  mineral  que  se  supone  que  Roda  extra- 
jo de  la  mina  Joven  Lolita  en  los  17  dias  que  mediaron  desde  la  dili- 
gencia restitutoria  hasta  que  de  orden  del  Gobernador  de  la  provincia 
88  suspendieron  los  trabajos:  y  la  primera  vez  que  se  hizo  alguna  in- 
dicación de  esa  explotación  y  aprovechamiento  fué  en  el  término  pro- 
batorio, y  la  en  que  se  reclamó  su  importe  de  Roda  el  alegato  de  bien 
probado: 

2/  Al  reservar  su  derecho  á  Fernandez  Soldevilla  para  reclamar  en 
otro  juicio  y  fijar  en  él  la  importancia  de  los  perjuicios  que  se  declaran 
le  fueron  inferidos  por  razón  del  lucro  cesante,  en  el  hecho  de  estar 
privado  de  los  derechos  que  en  concepto  de  productos  tenia  en  la  mi- 
na Joven  Lolita  desde  la  fecha  en  que  se  ejecutó  el  auto  restitutorio  has- 
ta que  por  providencia  del  Gobernador  fué  reintegrado  en  la  misma, 
sehabia  infringido  la  doctrina  legal  admitida  por  la  jurisprudencia  de 
los  Tribunales  y  sancionada  por  este  Supremo  en  sentencia  de  13  de 
Mayo  de  1873,  que  estableca  que  no  siempre  que  queda  desvirtuada  la 
sentencia  dictada  en  un  interdicto  de  recobrar  en  que  se  declaró  haber 
lugar  á  la  restitución,  aun  habiéndose  prestado  fianza  para  que  no  se 
dé  audiencia  al  despojante,  procede  la  devolución  de  costas  é  indem- 
nización de  perjuicios,  sino  que  es.absolutamente  necesario  que  recai- 
ga una  ejecutoria  que  condene  al  que  la  dedujo  al  pago  de  las  unas  y  á 
.  la  indemnización  de  las  otras  por  haberlo  deducido  con  temeridad  y 
sin  fundamento  alguno  en  qué  apoyarlo;  y  la  doctrina  que  establece  el 
principio  de  que  una  autoridad  administrativa  no  puede  tener  compe- 
tencia bastante  para  declarar  que  un  interdicto  ha  sido  improcedente, 
si  no  malicioso  y  temerario: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Gáceres: 
Considerando  que  en  la  demanda  pidió,  entre  otras  cosas,  D.  José 
Fernandez  Soldevilla  se  condenase  al  recurrente  á  la  restitución  del 
mineral  que  extrajo  de  la  mina  Joven  Lolita  mientras  estuvo  en  pose- 
sión de  ella,  según  se  justificaría  oportunamente,  como  lo  ha  hecho  en 
término  de  la  prueba;  y  en  cuya  virtud  ha  apreciado  la  Sala  sentencia- 
dora por  el  conjunto  de  las  practicadas  que  en  los  17  dias  que  la  explo- 
tó extrajo  4.673  arrobas,  que  á  precio  de  4  rs.  cada  una  importan  otras 
tantas  pesetas,  de  modo  que  este  punto  ha  sido  objeto  de  la  discusión 
«o  el  pleito,  y  la  sentencia  no  ha  infringido  los  muchos  artículos  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  doctrinas  de  las  sentencias  de  este  Tri- 
enal Supremo  que  se  invocan  como  fundamento  1."*  del  recurso;  por* 


—se- 
que las  últimas  do  tieneD  la  meaor  analogía  con  la  cuestión  de  estos 
autos,  y  dichos  artículos  se  refieren  al  modo  de  formular  y  sustanciar 
el  juicio  ordinario,  y  no  dan  lugar  á  un  recurso  de  fondo: 

Y  considerando,  respecto  al  segundo  motivo  del  recurso,  ó  sea  á  la 
reserva  de  derecho  á  favor  del  demandante  para  que  en  otro  juicio  se 
liquiden  los  peijuicios  que  se  le  han  irrogado,  que  tampoco  procede  la 
casación;  lo  uno  porque  la  reserva  de  un  derecho  no  define  cosa  algu*^ 
na;  lo  segundo  porque  supuesta  la  declaración  de  la  Sala  d^  que  se 
causaron  daños  al  demandante,  y  que  no  hay  dato  en  el  pleito  para  li« 
quidarlós  ni  establecer  bases  para  ello,  cumplió  con  lo  prescrito  eo  la 
ley  de  Enjuiciamiento  para  estos  casos,* y  lo  tercero  porque  no  ha  sido, 
necesario  ni  la  Administración  ha  declarado  la  malicia  y  lemeridaddel 
interdicto  cuando  la  jurisdicción  ordinaria  se  había  inhibido  ya  del 
conocimiento,  y  por  este  hecho  quedaba  legaimente  anulado  y  sin  efec» 
to  alguno; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Cecilio  de  Roda,  á  quien  conde- 
namos en  las  costas;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Au- 
diencia de  Granada. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  y  se  insertará  eo  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. =Juan  Gon- 
zález Acevedo.=José  María  Gáceres.=Hilarion  de  Igon.=José  Fecmin 
•de  Muro.=5 Victoriano  Gareaga.=El  Magistrado  D.  Joaquín  Ruiz  Caña- 
bate  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar:  Juan  González  AceYed04=JuliaD 
Gómez  Inguanzo. 

Publícacion.=Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  José  María  Cáceres,  Magistrado  de  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el 
dia  de  hoy,  deque  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  29  de  Abril  de  1875.=Rogelio  González  Montes. 

(Gaceta  de  9  de  Julio  de  1875). 


Sentencia  admitiendo  en  parte  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto  en  el  expediente  sobre  nulidad  ó  inoftdosidad  de 
una  escritura  de  donación. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  50  de  Abril  de  1875,  en  el  pteHo 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de^asacioo  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio 
de  esta  capital  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  su 
territorio  por  Dona  Petra  Arce  y  Villegas,  viuda  de  D.  Antonio  Collan- 
tes  y  Bustamante,  por  sí  y  como  tutora  y  curadora  de  sus  hijos  meoo- 
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Tes  Doña  Marfa  Teresa,  D.  Ramiro,  D.  J03é  y  D.  Garlos  Collantes  y  Ar* 
•€69  coQ  D.  Carlos  Collantes  y  Bustamante:  Dona  Concepción  tiojizalez» 
Tiada  de  D.  Luis  Collantes  y  Bustamante,  por  sí  y  en  concepto  de  ta» 
tora  y  curadora  de  sus  hijas  menores  Doña  María  y  Doña  Luisa  Collan- 
tes y  González;  Doña  Mercedes  de  la  Mata,  viuda  de  D.  Mariano  Collan- 
tes y  Bustamante,  por  su  propio  derecho  como  tal  viuda,  y  además 
como  heredera  de  su  hija  -Doña  Luisa  de  Collantes  de  la  Mata,  y  tuto- 
ra  de  su  hijo  D.  Emillid  de  Collantes,  f  D.  Luis  Moragas  y  iüna,  como 
marido  de  Doña  Sofía  Collantes  de  la  Mata,  sobre  nulidad  ó  inoüciosi- 
<3adde  una  escritura  de  donación: 

Resultando  que  los  hermanos  B.  Luis,  D.  Antonio,  D.  Carlos  y  pon 
'Mariano  Collantes  y  Bustamante,  otorgaron  escritura  en  Madrid  á  12 
de  {)nero  de  4845,  por  la  que  formaron  una  Cora.pañía  regular  colecti- 
va para  la  explotación  y  beueñcio  délas  minas  de  carbón  de  piedra  ti« 
tulada  la  Luisiana,  de  calamina  llamada  la  Sofía,  y  de  hierio  denomi- 
nada la  Bárbara,  todas  en  la  provincia  de  Santander,  y  de  las  demás 
que  registrasen  ó  denunciasen;  estableciendo^  entre  otros  pactos,  que 
cualquiera  que  fuese  el  capital  que  pusiera  para  la  explotación  y 
beieficio  de  las  mismas  cada  uno  de  los  otorgantes,  ^e  dividirían  en- 
tre todos  por  iguales  partes  las  utilidades  sin  proporción  al  capital 
puesto;  pero  antes  se  reintegrarían  á  cada  uno  los  fondos  respectiva- 
mente anticipados,  stu  rédito  ni  interés  alguno:  qHe  la  direcoion  y  ad- 
ministración de  las  minas  estará  á  cargo  de  D.  Luis  y  D.  Antonio,  ín 
solidum  ó  de  mancomún,  mientras  otra  cosa  no  se  acordase,  siendo 
gratuitos  sus  trabajos;  pero  si  separadamente  en  papel  privado  se  fija- 
se el  sueldo  que  algunos  de  los  otorgantes  debía  percibir,  querian  que 
tuviera  igual  validez  que  aquella  escritura;  y  que  la  duración  de  la 
•compañía  sería  de  10  años,  acabados  los  que  se  haría  la  liquidación  de 
la  Sociedad,  distribuyéndose  las  utilidades  y  adjudicándose  las  minas 
y  sus  establecimientos  entre  todos  en  iguales  partes;  valorándose  el  ca- 
pital de  aquellas  por  el  término  medio  de  los  productos  que  hubieran 
4enido,  calculados  al  10  por  100  del  capital: 

Resultando  que  D.  Antonio  de  Collantes,  por  si  y  como  apoderado 
4e  sus  hermanos  D.  Carlos  y  D.  Luis,  y  Doña  María  de  las  Mercedes  de 
la  Mata,  viuda  de  D.  Mariano  Collantes,  por  sí  y  como  tutora  y  cura- 
dura  de  sus  hijos  menores  Doña  Sofia,  Doña  Luisa  y  D.  Emilio  de  Co- 
llantes y  Mata,  vendieron  por  escritura  de  20  de  Junio  de  1857  á  la 
Sociedad  Crédito  Movüiario  Espaüol  las  minas  y  montes  de  que  hicie- 
jx)n  relación  por  la  cantidad  de  5.445.750  rs.  vn.  con  más  7  rs.  y  medio 
de  vellón  que  percibirían  perpetuamente  por  cada  tonelada  métrica  del 
-carbón  que  se  extrajera  de  las  bocad  de  las  referidas  minas;  obligándo- 
se Colla utes«  por  sí  y  en  la  representación  indicada,  á  adquirir  en  favor 
del  Grédiio  Moviliario  Español  5*52  avas  partes  que  correspondiaii  ea 
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dichas  minas  á  sus  sobrinos  Doña  Sofía,  Doiá  Luisa  y  D.  Emilio  Go* 
liantes,  y  el  Crédito  á  satisfacerles,  además  del  precio  estipuledo, 
356.250  rs.: 

Resaltando  que  por  escritura  de  22  de  Enero  de  186i  0.  Garlos  de 
GoUantesy  Bustam ante  cedió  á  su  hermano  D.  Antonio  el  derecho  que 
tenia  á  hacer  suya  la, tercera  parte  del  coto  redondo  de  BeWís,  convi- 
ntendo  en  que  disuelta  como  estaba  la  Gompañia  minera  Callantes  her' 
manos,  formada  en  12  de  Eoero  de  1843  por  término  de  10  años  entre 
los  mismos  tres  hermanos,  y  hecha  la  liquidación  de  las  utilidades  par- 
tibies  como  resultaba  de  los  libros  y  papeles  de  D.  Luis  y  de  D.  Anto- 
nia, quedaba  cada  uno  de  los  socios  con  la  representación  en  la  fábri- 
ca de  vidrio  y  mina  de  carbón,  una  y  otra  llamadas  de  la  Luisiana^  y 
en  la  fábrica  y  minas  de  sosa  de  Cerezo,  propias  de  la  Compañía  La 
Constancia,  y  asi  bien  el  derecho  de  7  y  medio  rs.  en  tonelada  métri- 
ca de  carbón  que  se  arrancase  en  las  minas  de  Barruelo,  cedidas  ai 
{Rédito  Moviliario  Español  por  escritura  de  27  de  Junio  de  1857;  y 
que  las  demás  minas  registradas  posteriormente  á  la  terminación  de 
la  Gompañia  Collantes  hermanos  ^or  D.  Antonio  Collaotes  quedasen  de 
t^uenta  del  mismo  que  habia  sufrido  todos  los  gastos  sin  cargarlos  ea 
cuenta  á  los  demás  hermanos:  quedándolo  de  la  de  los  mismos,  ade^^ 
más  de  las  arriba  expresadas,  la  mina  Sofía,  de  asfalto  en  Basconcillos, 
que  administraría  ó  vendería  D,  Antonio,  distribuyendo  entre  D.  Car- 
los y  los  hijos  de  sus  otros  hermanos  D.  Luis  y  D.  Alariano,  ya  difuntos, 
los  productos  en  venta>  renta  ó  administración: 

Resultando  que  D.  Antonio  Collantes  y  Bustamante  otorgó  escritu- 
ra en  Madrid  á  4  de  Mayo  de  1861,  en  la  que  dijo  que  en  12  de  Enero 
de  1843  el  compareciente  y  sus  hermanos  D.  Carlos,  D.  Luis  y  D.  Ma- 
riano, estos  dos  últimos  ya  difuntos,  otorgaron  escritura  social  colec- 
tiva por  término  de  10  años,  que  terminaron  en  igual  dia  de  Enero  de 
1853,  en  el  cual  concluyó  por  lo  tanto  la  Sociedad,  aunque  no  se  en- 
tendiese concluida  por  la  muerte  de  D.  Mariano,  acaecida  en  22  de  No- 
viembre de  1849,  por  más  que  hubiera  continuado  posteriormente  para 
la  liquidación  de  los  asuntos  pendientes  al  tiempo  de  la  disolución 
legal;  sin  embargo  de  ésto,  y  de  que  por  escritura  de  27  de  Junio  de 
1857  y  24  de  Marzo  y  30  de  Junio  de  1858  cedieron  al  Crédito  MovU 
Harto  Español  las  minas  de  carbón  que  la  Compañía  Collantes  kemut- 
nos  poseia  en  el  valle  de  Santullan,  y  otros  registros  posteriores  hechos 
-ó  adquiridos  por  el  compareciente  posteriormente  á  la  termibacion 
legal  de  la  Compañía  y  que  estaban  en  tramitación,  estos  nuevos  re- 
gistros se  valuaron  en  la  cuarta  parte  del  valor  total  de  la  cesión  he- 
cha al  Crédito  Moviliaño  Español,  por  ser  esa  la  proporción  que  guar- 
daba el  número  de  las  pertenencias  de  las  unas  y  de  los  otros;  de  mo- 
^0  que  á  Collantes  hermanos  correspondían  24*32  avoa  del  total  de  la 
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Tenta,  y  al  comparecieote  por  separado  8'32  aros,  su  voluntad  por  cod- 
^ideracioDes  de  equidad  y  fraternidad  habia  sido  y  era  que  todos  los 
hermanos  resultasen  igualados,  viniendo  á  tener  en  el  importe  y  de- 
recho de  dicha  cesión  solo  una  cuarta  parte,  otra  igual  su  hermano 
D,  Luis,  que  vivía  al  venderse  las  minas,,  y  hoy  ya  difunto,  y  la  otra 
cuarta  la  representación  de  su  hermano  D.  Mariano,  entonces  ya  difun- 
to; y  para  que  en  todo  tiempo  constase,  declaraba  que  la  partición  de 
los  24*32  avos  que  á  Gollantes  hermanos  correspondían  del  total  de  la 
venta  hecha  al  Crédito  MoviHario  Español  de  las  minas  de  carbón  que 
poseían  en  las  de  Santullan,  provincia  de  Paleücia,  y  otros  registros 
hechos  ó  adquiridos  por  el  compareciente,  y  los  8'32  avos  que  por  se- 
parado le  correspondían,  se  habían  de  entender  distribuidos  por  igual 
«ntre  todos  los  hermanos  en  esta  forma:  3'32  avas  parles  á  Doña  Merce- 
des de  la  Mata,  viuda  de  D.  Mariano  Gollantes;  otros  tres  á  sus  hijos 
Doña  Luisa,  D.  Emilio  y  Doña  Sofía  de  Gollantes  y  Bu8tamante,queles 
correspondía  por  derecho  propio,  y  2*52  avos  que  el  compareciente 
asignaba  desde  luego,  y  donaba  de  su  participación  exclusiva  á  los  ci- 
tados Doña  Sofía,  Doña  Luisa  y  D.  Emilio^  como  más  aumento  de  los 
derechos  que  le  correspondían  y  en  consideración  al  amor  y  cariño 
que  les  profesaba,  y  á  la  memoria  de  su  padre,  difunto  con  solo  las  li- 
mitaciones y  restricciones  en  cuanto  á  la  donación  que  espontánea  y 
gratuitamente  les  hacia  y  consignhba  de  dichos  2-32  avos  que  se  ex- 
presaban á  continuación,  á  saber:  primera,  que  habiendo  abonado  ya 
el  compareciente  en  cuenta  los  78.770  rs.  83  cents.  dB  Doña  Sofía,  con-  . 
servaría  en  depósito  157.541  rs.  96  cents,  correspondientes  á  dichos 
3*32  avos,  que  se  darían  por  mitad  á  sus  dos  sobrinos  menores  Doña 
Luisa  y  D.  Emilio  cuando  contrajeran  matrimonio  con  aprobación  ex- 
presa de  su  madre;  en  su  falta  del  otorgante,  y  por  eHa  de  los  que  fue- 
ran tutores  de  los  hijos  del  comparecieote:  segunda,  que  entre  tanto 
les  abonaría  el  6  por  iOO  de  interés  sobre  la  citada  cantidad  en  depó- 
sito, cobrando  además  los  menores  íntegro  el  derecho  de  tonelada  co- 
mo el  compareciente  y  la  representación  de  los  demás  hermanos:  ter- 
cera, que  si  los  citados  menores  Doña  Luisa  y  D.  Emilio,  ó  alguno  de 
ellos,  contrajese  matrimonio  sin  la  aprobucion  indicada,  perdería  su 
parte  en  los  2*32  avos,  tanto  dala  venta  como  de  tonelada  por  cobrar 
que  les  donaba  el  compareciente,  y  acrecería  á  los  demás  de  sus  so- 
brinos, hijos  del  D.  Mariano,  que  no  quebrantasen  la  condición;  y  á 
llilta  de  ellos  sin  sucesión,  á  favor  de  su  madre  Doña  Mercedes  durante 
tn  vida:  cuarta,  que  cumplidos  los  85  años  de  edad  sin  haberse  casado 
Doña  Luisa  ó  D.  Emilio,  se  darían  al  que  se  halla&e  en  ese  caso  los 
78.770  rs.  83  cents,  depositados  por  cuenta  de  cada  uno:  quinta,  que 
en  todo  caso,  por  fallecimiento  sin  sucesión  de  algunos  de  sus  sobrinos 
IWna  Sofía,  Doña  Luisa  y  D.  Emilio,  acrecería  al  que  de  ellos  tobrevi- 
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viera la  parte  del  qae  falleciese  en  dichas  %'ó^  avas  partes  del  total  de 
las  minas  cedidas  al  Crédito  Moviliario,  asi  en  la  cantidad  fija. que  esU 
Compañía  dio  por  una  vez,  como  en  el  tanto  en  tonelada  que  estuvier 
sesiD  cobrar,  disfrutándolo  si  todos  falleciesen  sin  Sucesión*  su  roadrt 
Doña  Mercedes  durante  su  vida,  volviendo  después  al  compareciente. 6 
8U8  sucesores:  que  declaró  asi  bien  que  á  la  representación  de  D.  Ma^» 
riano  tocaba  la  fábrica  de  vidrio  y'  mina  de  carbón  La  Luisiana^  sitas 
en  las  Rosas,  provincia  de  Santander,  y  en  la  fábrica  de  sosa  y  minas 
La  Intermedia  y  San  Pedro,  sitas  en  Cerezo  del  Rio  Tircoo,  provincia 
de  Burgos*  la  parte  que  aparecia  en  la  escritura  de  liquidación  de  la 
Sociedad  CoHantes,  Murga  y  compañia  de  4 5  de  Jumo  de  1856  y  7  de 
Agosto  de  1855,  y  la  cuarta  parte  de  la  mina  de  asfalto  de  Bascoocillos» 
Sofia^  quedando  de  cuenta  del  compareciente,  que  habia  suplido  loa 
gastos,  los  demás  registros  y  denuncias  de  minas  hechos  por  el  misma 
GOD  posterioridad  á  la  terminación  de  la  Sociedad,  todos  hoy  impror 
doctivos:  que  presentes  al  acto  Doña  Mercedes  de  la  Mata,  por  si  como 
tutora  y  curadora  de  sus  hijos  menores  Doña  Luisa  y  D.  Emilio,  y 
Doña  Sofía  Collantes  y  Mata  con  su  marido  D.  Luis  Moragas,  que  le 
otorgó  la  oportuna  licencia,  dijeron  que  estaban  conformes  coa  lasde^ 
•claraciones  anteriores,  que  aceptaban,  como  asi  bien  que  elD.  Antonio 
continuase  cobrando  el  derecho  de  tonelada  del  Crédito  Moviliario  Es* 
pañot  para  distribuirle  entre  las  representaciones  de  los  cuatro  her- 
manos, é  interviniendo  el  arranque  del  carbón  en  la  fonna  que  juzga* 
se  conveniente;  cobrando  asimismo  los  débitos  procedentes  de  las  mi^ 
ñas  de  Barrnelo,  que  distribuiría  en  igual  forma,  asi  como  el  prodnclo 
•n  venta,  renta  ó  administración  de  la  mina  Sofia^  para  lo  cual  qae* 
daba  autorizado:  declarando  asi  hien  haber  recibido  de  D.  Antonio  las 
cantidades  qa^^  les  tocaban  segnn  la  liquidación  detodas  las  cuentas  de 
la  Sociedad  CoUantes  hermamas  y  particulares,  hecha  de  conformidad 
y  por  duplicado  de  30  de  Enero  último,  quedando  únicamente  en  de* 
pósito  en  poder  de  0.  Antonio  los  457.541  reales  y  96  céntimos  indica- 
dos pertenecientes  á  los  menores  Boña  Luisa  y  D.  Emilio,  y  sin  distri^ 
boir  k  parte  qae  en  edificios,  minas  y  herraniientas  tocaba  á  la  repte- 
aentadon  de  D.  Mariano  en  la  fábrica  de  vidrio  y  mina  Liimma  qoo 
nsnltase  de  la  citada  oscritura  de  45  de  Janio  de  4856: 

Bflsultando  que  Doña  Petra  de  Arce,  viada  deD.  Antonio  Gollanlos, 
por  si  y  como  tutora  y  cuiadora  de  sos  h^jos  menores  D.  Luis,  Dona 
Maria  Teiesa.  D.  Ramiro,  B.  José  y  Don  Carlos  Collantes,  entabló  enSt 
do  Joiio  de  4K8  la  demanda  oljelo  de  este  pleito,  é  la  qae  acompañé 
laeseritarm  últimamente  referida,  qae  calificó  de  doeacioo,  pidiendo 
^ee  se  decianise  ioeficaí  y  de  eiagan  valor  ni  efecto  respecto  de  Don 
Garles  Gollenles  y  de  la  representación  de  sa  kermano  D.  Lab  por  fiíUe 
de  aceptadon;  y  en  cnanto  ala  representación  deD.  Mariano  y  demás 
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donatarios  en  el  caso  de  que  no  les  p^udicase  la  falta  de  aceptación^ 
se  déclarasiíe  nnla  en  la  parte  que  excediese  de  500  maravedises  de  oro, 
por  carecer  de  insinuación;  y  subsidiariamente,  si  á  ésto  no  hul^ieae 
lugar,  se  declarase  también  nula  en  cuanto  excediera  del  quinto  de  la 
berencia  liquida  del  donante,  con  condena  de  costas  á  los  que  á  ello  se 
opusieren;  pretensión  que  fundó  en  la  faita  de  aceptación  del  donatario, 
porque  todo  contrato  se  perfeccionaba  por  el  consentimiento  mutuo  de 
las  partes;  en  que  la  donación  no  fué  insinuada  á  pesar  de  exceder  del 
tipo  legal  de  los  500  maravedís  de  oro;  y  en  que  bien  se  atendiera  al 
tiempo  en  que  la  donación  fué  hecha,  bien  al  dé  la  muerte  del  donan* 
te,  resultaba  en  perjuicio  de  la  legitima  de  sus  hijos  hasta  el  punto  de 
absorberla  cfasipor  completo: 

Resultando  que  D.  Carlos  Gollantes  y  la  representación  de  su  her* 
mano  D.  Luis  impugnáronla  demanda  negando  que  la  escritura  referi- 
da fuera  de  donación,  ni  tuviera  otro  concepto  legal  por  sus  propiae 
formas  que  un  reconocimiento  y  declaración  de  derechos,  pues  lo  que 
bizo  D.  Antonio  fué  un  acto  de  previsión  y  conveniencia  para  acaUar 
las  quejas  y  reclamaciones  de  sus  hermanos,  con  cuyos  capitales  se 
habiá  lanzado  á  especulaciones  de  tanta  importancia  como  la  adquisi- 
ción del  coto  redondo  de  Belvis  y  otraá  considerables  en  otros  puntos; 
de  modo  que  lo  que  se  llamaba  liberalidad  no  fué  más  que  pura  espe- 
culación, y  compensación  y  transacción  lo  que  se  disfrazaban  con  el 
nombre  de  donación*  hecha  con  el  ñn  de  conservar  á.todo  trance  la 
paz  con  sus  consocios,  sobre  todo  antes  de  la  aprobación  de  las  cuea» 
tas  de  las  minas,  de  cuyos  productos  habia  dispuesto  por  tantos  años 
arbitrariamente  en  beneficio  propio: 

Resultando  que  la  representación  deD.  Mariano  Collsiiites  impugnó 
Ih  denianda  alegando  que  las  2*52  avas  partes  donadas  á  sus  hifos  equi- 
valían á  lo  menos  á  tres  donaciones,  por  ser  tres  los  donatarios:  que 
la  fábrica  de  vidrio,  minas  de  sosa,  asfalto  y  demás  de  que  hablaba  U 
escritura  de  4  de  Mayo  no  eran  computables  en  la  donación  supuesta, 
porque,  según  sus  términos,  D.  Antonio  no  las  donó,  sino  que  declaró 
que  pertenecian  á  los  supuestos  donatarios:  que  el  valor  señalado  á  las 
8'52  avas  partes  de  lo  vendido  al  (7f«ili7o  Moviliariñ,  y  cuya  propiedad 
exclusiva  se  atribuyó  D.  Antonio  Gollantes,  lejos  de  equivaler  i  la 
cuarta  parte  del  precio  de  la  venta,  era  incomparablemente  inferior, 
toda  vez  que  se  referia  á  pertenencias  de  minas  en  estado  de  registro, 
y  lo  demás  lo  constituían  minas  en  éxplotaeion  y  en  productos:  que  la 
ley  de  Partida  que  exigía  la  insinuación  había  caído  en  desuso,  no 
existiendo  hoy  procedimiento  conocido  ni  términos  hábiles  para  llenar 
este  requisito,  puesto  qu0  se  ignoraba  la  equivalencia  del  maravedí  de 
oro;  y  que  aun  suponiendo  la  ley  en  vigor,  serta  preciso  que  la  des- 
mandante justifícase  que  habia  igual  exceso  en  cada  una  de  las  seis 
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donacioDes  que  la  escritura  contenía;  alegando  por  último,  en  cuanto 
al  ricio  de  la  inofíciosidad  de  la  donación,  que  su  i^iportancia  debia 
regularse  con  relación  á  la  época  en  que  tuvo  lugar,  que  fué  cuando 
se  perfeccionó  el  contrato  y  produjo  todos  sus  efectos  civiles: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia 
el  Juez  de  primera  instancia  que  confirmó  en  27  de  Octubre  de  1873  la 
Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  capital,  absolviendo  á 
los  demandados  de  la  demanda: 

Resultando  que  la  demandante  interpuso  recurso  de  casación,  ale* 
gando  que  al  declarar  la  sentencia  que  la  escritura  no  era  de  donación 
babia  infringido: 

i."  El  art.  61  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  establécela 
conformidad  de  la  sentencia  con  la  demanda: 

2/  La  jurisprudencia  constantemente  declarada  por  este  Tribunal 
Supremo  en  infinitas  decisiones,  y  muy  especialmente  en  las  de  5  de 
Junio  de  1860,  25  de  Junio  de  1864,  12  de  Diciembre  de  1865  y  26  de 
Mayo  de  1866,  según  la  que  se  entiende  que  es  conforme  la  sentencia 
con  la  demanda  cuando  decide,  no  tan  solo  sobre  lo  que  se  pide,  sino 
por  los  motivos  y  fundamentos  de  hecbo  y  de  derecho  en  que  la  peti- 
ción fué  fundada: 

3.*"  La  doctrina  legal  que  impone  la  obligación  de  probar  el  hecho 
al  que  le  alega: 

4.°  La  ley  1/  del  tít.  4/ de  la  Partida  5/,  y  la  doctrina  legal  acep« 
tada  per  todos  los  Tribunales,  que  califican  de  donación  el  acto  ó  el 
contrato  en  que  una  persona  cede  á  otra  el  dominio  de  una  cosa  por 
pura  liberalidad  ó  sin  ningún  título  obligatorio: 

5/  La  ley  10,  tit.  12,  libro  3/  del  Fuero  Real,  y  la  jurisprudencia 
de  este  Tribunal  Supremo  consignada  en  sentencias  de  9  de  Diciembre 
de  1864  y  5  de  Marzo  de  1870,  que  declaran  necesaria  la  aceptación  de 
las  donaciones  para  que  produzcan  efectos  civiles: 

6.**  La  jurisprudencia  de  los  Tribunales  declarada  también  por  este 
Supremo  en  25  de  Noviembre  de  1858,  según  la  que  toda  oferta  ó  pro- 
mesa ha  de  ser  aceptada  en  los  términos  precisos  en  que  la  hace  el  pro- 
mitente para  que  se  eleve  á  contrato: 

7.*"  El  art.  331  del  Código  de  Comercio,  que  do  admite  prórogas  ea 
el  tiempo  marcado  en  la  escritura  de  constitución  de  las  Sociedades 
mercantiles,  si  no  se  consigna  por  una  nueva  escritura  sujeta  á  la^ 
mismas  formalidades  que  la  primera: 

Que  al  declarar  que  la  falta  de  insinuación  no  perjudicaba  á  los 
donata rios«  infringía: 

1."*  La  ley  9/,  tit.  8.*  de  la  Partida  5.',  que  establece  la  necesidad 
de  la  i  nsinuacion  cuando  el  valor  de  la  cosa  donada  excede  de  500  ma- 
ravedís de  oro; 
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2."    La  jurisprudencia  de  los  Tribunales  aceptada  por  este  Supremo 
en  resoluciones  de  21  de  Noviembre  de  1846,  27  de  Enero  de  1858,  23 
de  Diciembre  de  1856,  28  de  Marzo  de  1863  y  21  de  Noviembre  de  1867, 
,  declarando  obligatoria  la  citada  ley  9.*,  tít.  4.*  de  la  Partida  '5/: 

S.*"  El  art.  61  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  cuanto  prohibe 
que  se  niegue  la  resolución  de  las  cuestiones  objeto  del  pleito: 

4."*  Las  leyes  5/  y  6.*,  tít.  21*  de  la  Partida  1/  que  establece  la  in- 
terpretación usual  ó  costumbre  legitima,  é  imponen  á  los  Tribunales 
el  deber  de  interpretar  las  leyes  dudosas: 

5."  La  ley  11,  tít.  3.*,  libro  2.*  de  la  Novísima  Recopilación,  que 
manda  la  observancia  literal  de  todas  las  leyes  del  Reino,  que  no  estáa 
expresamente  derogadas:  . 

Y  que  al  declarar  que  debia  atenderse  á  la  época  en  que  fueron  he- 
chas las  donaciones  inier  vivos  para  decidir  si  perjudicaban  las  legíti- 
mas  de  los  herederos  forzosos,  infringía: 

1."  Las  leyes  i,\  7/  y  10  del  tít.  12.  libro  3.'  del  Fuero  Real;  la  8.', 
tit.  4.°  déla  Partida  5.*,  y  la  6/  del  tít.  Z.%  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación,  de  cuyo  conjunto  se  desprende  la  doctrina  contraria  á  la 
aceptada  por  la  Sala  sentenciadora: 

2.*  La  doctrina  sentada  por  los  Tribunales,  principio  á  la  vez  de 
derecho  universal,  y  jurisprudencia  establecida  por  este  Supremo  en 
resolución  de  21  de  Noviembre  de  1846,  según  la  que  debe  atenderse 
para  la  inofíciosidad  de  las  donaciones  al  caudal  líquido  del  donante  al 
tiempo  de  su  muerte: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermin  de  Muro: 
Considerando  que  los  motivos  de  casación  comprendidos  en  los  nú- 
meros 1.°  y  2.*  del  primer  grupo  de  infracciones,  y  en  el  3.*  del  segun- 
do, suponiendo  que  se  ha  quebrantado  el  articulo  61  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  y  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo  acorde 
con  él,  son  infundados  porque  la  sentencia  absuelve  de  la  demanda,  y 
con  esta  declaración  expresamente  determinada  en  el  mencionado  ar- 
ticulo resuelve  con  más  ó  menos  acierto  todas  las  cuestiones  compren- 
didas en  aquella,  y  lo  ejecuta  conforme  á  lo  pedido  por  los  litigantes; 
resultando  por  consiguiente  que  hay  congruencia  entre  lo  pedido  y  fa- 
llado, y  que  se  han  resuelto  todas  las  cuestiones  del  pleito  en  la  forma 
que  las  han  expuesto  las  partes,  siendo  en  consecuencia  desatendibles 
los  motivos  contenidos  en  los  expresados  números: 

Considerando  que  el  fallo  absolutorio  no  se  opone  á  la  doctrina  le- 
gal de  que  incumbe  la  obligación  de  probar  el  hecho  al  que  lo  alega, 
ni  puede  contrariarla  cuando  declara  que  la  parte  demandante  no  ha 
probado  su  acción,  en  cuyo  caso  no  necesitan  los  demandados  probar 
sus  excepciones: 

Considerando  que  la  ley  1/,  tít.  4.*,  Partida  5.%  y  la  jurispruden- 
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cía  de  los  Tribunales,  que  califica  de  donación  al  acto  ó  contrato  eo  que 
una  persona  cede  loque  le  corresponde  por  pura  liberalidad,  tampoco 
se  infringen,  porque  lejos  de  impugnar  el  fallo  la  ley  y  jurisprudencia 
referidas,  califica  de  donación  la  escritura  de  4  de  Mayo  de  1864  para 
los  herederos  de  D.  Mariano  Collaotes.  que  la  aprobaron  y  aceptaron; 
pero  negando  este  carácter  para  D.  Garlos  y  los  sucesores  de  D.  Luis 
Gollantes,  los  cuales  no  tuvieron  en  ella  intervención  directa  ni  indi- 
recta: 

Considerando  que  la  sentencia  no  declara  que  sea  innecesaria  la 
aceptación  délos  donaciones  para  que  produzcan  efectos  civiles,  y  por 
consiguiente  no  infringe  la  ley  iO,  tít.  i%  libro  3.*  del  Fuero  Real,  ci- 
tada  sin  duda  equivocadamente,  porque  nada  dispone  esta  ley  sobre 
aceptación  de  donaciones,  ni  tampoco  contradice  el  fallóla  doctrinada 
las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  que  se  hace  mérito  en 
quinto  lugar: 

Considerando  que  la  doctrina  legal  de  que  toda  oferta  ó  promesa 
ha  de  ser  aceptada  en  los. términos  en  que  la  hace  el  promitente  para 
que  se  eleve  á  contrato  no  se  concreta  al  pleito,  ni  se  determina  en  qué 
consiste  la  infracción,  y  por  consiguiente  no  puede  apreciarse  ni  re- 
solverse con  acierto  sobre  lo  que  se  expone  en  el  motivó  6/: 

Considerando  que  el  art.  331  del  Código  de  Comercio,  en  que  se 
dispone  que  las  Sociedades  mercantiles  no  se  eniienden  prorogadas 
por  la  voluntad  presunta  de  los  socios  después  de  concluido  el  térmi- 
no por  el  cual  fueron  contraidas,  no  ha  sido  objeto  de  la  demanda,  ni 
de  la  contestación  ni  de  la  sentencia,  y  por  lo  mismo  tampoco  puede 
s^lo  del  presente  recurso,  según  lo  reiteradamente  resuelto  por  este 
Sapremo  Tribunal  en  casos  análogos: 

-  Considerando,  respecto  á  la  falta  de  insinuación,  que  siendo  gra- 
tuita y  libre  la  donación  de  que  vá  hecho  mérito  respecto  i  los  here- 
deros de  D.  Mariano  Collantes,  era  indispensable  su  insinuación  para 
que  produjera  sus  efectos  legales,  si  el  valor  de  lo  donado  excede  de 
500  maravedís  de  oro,  conforme  lo  dispone  la  ley  9/  deltit.  4.%  Par- 
tida 5.': 

Considerando  que  el  valor  de  lo  donado,  cuya  prueba  incumbe  al 
que  demanda,  se  demuestra  por  la  escritura  de  20  de  Junio  de  1857, 
en  que  los  hermanos  Collantes  vendieron  al  Crédito  Moviliario  Espa^ 
ñol  varias  minas,  su  precio  3.800.000  reales,  y  ademis  el  derecho  i 
percibir  7  y  medio  reales  por  cada  tonelada  de  carbón  que  se  extra jeise 
de  ellas,  importan  ck)  los  dos  32  a  vos  donados  del  precio  en  efectivo 
237.50o  reales,  y  por. separado  el  valor  considerable  del  derecho  en  to- 
nelada, no  pudiendo  por  lo  mismo  admitirse  la  afirmación  de  la  sen- 
tencia para  fundar  la  absolución  de  que  no  está  probado  el  valor  de  las 
cosas  donadas: 
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Considerando  que  la  prueba  de  la  cantidad  equivalente  hoy  á  los 
500  maravedís  de  oro  no  es  obligaeion  de  la  parte  demandante,  sino 
atribución  délos  Tribunales,  que  deben  fijarla  en  cumplimiento  de  la 
ley,  y  por  lo  mismo  tampoco  puede  fundarse  la  absolución  de  la  de« 
manda  en  la  falta  de  prueba  de  este  particular,  como  lo  ejecuta  k  sen* 
tencia  recurrida: 

Considerando  que,  ya  se  suponga  al  valor  de  los  500  maravedís  de 
oro  el  de  25.600  rs.,  ya  se  eleve  al  de  50.057  rs.  de  la  moneda  actual, 
es  evidente  que  lo  donado  á  los  herederos  de  D.  Mariano  Colla ntes  por 
la  escritura  de  4  de  Mayo  de  i86i  excede  muchísimo  de  una  y  otra 
suma  y  ha  debido  insinuarse  para  tener  eficacia: 

Considerando  j[uc  no  conteniendo  la  sentencia  ninguna  interpreta- 
eioB  de  ley,  no  han  sido  infringidas  la  5/  y  6/  del  tit.  2.%  Partida  i.\ 
sobre  la  costumbre  y  modo  de  establecerla;  ni  la  il,  tit.  5.*,  libro  2/ 
de  la  Novísima  Recopilación,  citada  equivocadamente  y  que  se  dice 
manda  observar  todas  las  leyes  que  no  estén  derogadas,  porque  el  fa- 
llo no' desatiende  ninguna  ley,  siendo  por  ello  impertinente  cuanto  se 
expone  en  el  cuarto  y  quinto  lugar  del  grupo  2.*: 

Considerando,  por  todo  lo  expuesto,  que  al  absolver  de  la  deman* 
da  á  los  herederos  de  D.  Mariano  Collantes  y  sostener  la  validez  de  la 
escritura  de  donación  de  4  de  Mayo  de  1861  á  pesar  de  la  falta  de  insi- 
nuación, infringe  la  sentencjla  la  ley  9.*,  tit.  8.*  de  la  Partida  5.*,  y  la 
jurisprudAicia  de  los  Tribunales  de  que  se  hace  mérito  en  los  números 
1.*  y  2."  del  segundo  grupo  de  infracciones  alegadas; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re* 
curso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Petra  Arce  y  Villegas,  por  sí  y 
en  la  representación  indicada,  contra  la  sentencia  que  en  27  de  Octu- 
bre de  1875  dictó  la  sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta 
€órte,  en  cuanto  se  refiere  á  D.  Carlos  Collantes  y  Bustamante  y  á  los  - 
sucesores  de  D.  Luis  Collantes  y  Bustamante,  y  condenamos  á  la  recur- 
rente en  las  costas  á  éstos  ocasionadas  y  en  la  pérdida  de  la  mitad  del 
depósito  que  constituyó,  cuya  mitad  se  distribuirá  con  arreglo  á  la 
ley.  Asimismo  declaramos  que  há  lugar  á  dicho  recurso,  en  cuanto 
hace  referencia  á  Doña  Mercedes  de  la  Mata,  viuda  de  D.  Mariano  Co- 
llantes y  Bustamante,  y  á  los  herederos  y  sucesores  de  éste,  respecto 
dalos  cuales  casamos  y  anulamos  la  sentencia  mencionada,  devolvién* 
dose  á  la  recurrente  4a  otra  mitad  del  depósito  indicado;  y  líbrese  or- 
den á  la  Audiencia  de  esta  Corte  para  la  remisión  de  los  autos  origina- 
les á  tos  efectos  prevenidos  en  la  ley  provisional  «obre  reforma  de  la 
casación  civil. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
.  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne«-' 
cesadas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Juan  González  Aee* 
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vedp.=José  María  Gáceres.=LaareaQO  de  Arrieta.=:HUario  de  IgoD.= 
José  Fermín  de  Muro.=RamoQ  Díaz  Vela. = Julián  Gómez  Inguanzo. 

Pub]icacioQ.=Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Ezcmo.  Sr.  D.  José  Permin  de  Muro,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo,  celebrando  aud^iencia  pública  la  misma  en  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  30  de  Abril  de  1876.=Rogelio  González  Montesi 

{Gaceta  de  9  de  Julio  de  4875). 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Real  orden  mandando  se  hagan  estensivos  los  efectos  de  la 
Real  orden  de  iOde  Agosto  de  1872  á  las  sales  procedentes 
de  Torrevie^a  y  de  cualquier  otra  salina  de  España. 

limo.  Sr.:  Habiendo  acudido  áeste  Ministerio  D.  Francisco  Gardoso 
Pinto,  del  comercio  de  Lumbrales,  Salamanca,  solicitando  se  admitan 
por  cabotaje  en  la  Aduana  de  la  Fregeneda  las  sales  de  Torrevieja»  de 
la  provincia  de  Alicante,  que  por  sus  especiales  condiciones  son  de  las 
mejores  de  España,  asi  como  también  de  las  demás  de  la  Península» 
con  las  formalidades  establecidas  por  Real  orden  de  10  de  Agosto  de 
1872  para  las  sales  de  la  provincia  de  Gádiz: 

Considerando  que  aquella  provincia  se  halla  privada  de  adquirir  las 
primeras,  por  falta  de  vías  de  comunicación  por  tierra: 

Gohsíderando  que  el  permitirse  lo  que  solicita  el  interesado  seria 
beneficioso  para  el  Tesoro,  y  un  medio  eficaz  para  evitar  el  contraban- 
do que  se  hace  en  aquella  frontera : 

Gonsiderando  que  por  la  citada  Real  orden  de  10  de  Agosto  de  1872» 
á  instancia  de  D.  Romualdo  Robles,  de  Santander,  se  autorizó  lá  ad- 
misión  por  cabotaje  en  la  Aduana  de  la  Fregeneda  de  Ids  sales  de  la 
provincia  de  Gádiz: 

Gonsiderando  que  por  Real  orden  de  28  de  Mayo  último  se  dispone 
que  el  trigo  nacional  conducido  por  el  Duero  desde  la  Fregeneda  á 
Oporto,  y^  de  este  puerto  á  otro  de  la  Península,  en  bandera  nacional» 
se  considere  como  conducido  de  cabotaje: 

Gonsiderando  como  fundamento  de  tal  medida  la  conveniencia  de 
fomentar  el  trasporte  y  comercio  de  los  frutos  nacionales; 

S.  H.  el  Rey  (Q.  D.  G.)»  conformándose  con  lo  propuesto  por  esa  Di* 
reccion  general,  se  ha  servido  mandar  se  hagan  extensivos  los  efectos 
de  la  Real  orden  de  10  de  Agosto  de  1872,  y  las  reglas  establecidas  en  la 
misma,  á  las  sales  procedentes  de  Torrevieja  y  de  cualquiera  otra  sa- 
lina de  España. 
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De  Real  orden  lo  digoá  V.  ].  para  su  inteligencia  y  cumplimiento. 
Dios  guarde  á  V.  1.  muchos  años.  iMadrid  9  de  Julio  de  1875. 

Salaverría. 
Sr.  Director  general  de  Aduanas. 

(Gaceta  de  5¡5  de  Julio  de  4855). 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  en  el  pleito  sobrepago  de  reales  por  la  escava- 
don  de  la  mina  Castillo  de  Bui^tron. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  é.iS  de  Mayo  de  4875,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Valverde  del  Ca- 
mino y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  por.D.  Juan 
Leyland  y  Johnsom  con  D.  Diego  BulI,  como  apoderado  y  represen- 
tante de  la  Compañía  explotadora  del  ferro-carril  de  San  Juan  del 
Puerto  á  Buitrón  y  mina  Castillo  de  Buitrón,  sobre  pago  de  reales  pro « 
cedentes  de  un  contrato  de  excavación  de. la  expresada  mina:  " 

Resultando  que  en  Enero  de  4870  D.  Diego  Bull  escribió  una  carta 
á  D.  Juan  Leyland«  en  la  que  dijo:  «Está  convenido  por  la  presente  que 
se  le  pagará  á  V.  por  excavación  en  la  masa  del  Oeste  de  esta  mina  á 
los  tipos  siguientes,  á  saber:  4  reales  75  céntimos  por  metro  cúbico  de 
tierra,  y  8  rs.  |)or  metro  cúbico  de  esquisto;  y  en  el  caso  que  se  en- 
contrase cualquiera  otra  piedra  más  dará,  se  concederá  un  aumento 
proporcional:» 

Resultando  que  aceptadas  estas  condiciones  por  D.  Juan  Leylan, 
dio  principio á  la  obra  de  escávacion  en  la  masa  del  Oeste  déla  citada 
mina  áe  Buitrón^  siguiendo  los  trabajos  basta  descubrir  el  filón  del 
mineral,  eu  cuyo  estado  se  suspendió,  según  el  actor  por  orden  del  de- 
mandado, y  según  éste  por  la  de  aquel,  dada  espontáneamente  al  ca> 
pataz: 

Resultando  que  D*  Diego  Bull  entregó  á  Leyland  la  liquidación  de 
los  trabajos  hechos,  ascendiendo  el  importe  del  total  de  metros  cúbi- 
cos extraídos,  según  su  calidad,  á  la  suma  de  424.870  rs.  S6  cents.,  de 
los  que  dedujo  389.024  entregados  en  metálico,  9.427  rs.  de  varios  efec- 
tos y  966  de  alquileres  de  una  casa  propia  de  la  Sociedad  que  ocupó  el 
demandante,  quedando  por  tanto  á  favor  del  contratista  la  suma  de 
25.762  rs.  42  cents.,  que  tenia  á  su  disposición: 

Resultando  que  no  estando  conforme  D.  Juan  Leyland  con  esta 
cuenta,  interpuso  la  demanda  objeto  de  esto  pleito,  reclamando  como 
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saldo  de  ella  471.100  rs.  y  además  44.000  rs.,  ¿  vaton  de  ^  rs.  por  cada 
metro,  de  22.000  metros  de  tierxa  qae  habían  quedado  por  excavar  por 
haber  dado  orden  al  demandado  de  suspender  los  trabajos,  estando 
comprendidos  en  la  contrata  y  calculando  ser  aquella  la  utilidad  que 
debió  reportarle,  y  además  50.000  rs.  en  que  estimaba  los  perjuicios 
que  creia  se  le  hablan  seguido  por  no  haberle  facilitado  D.  Diego  BulI 
más  que  14  wagohes  grandes  en  vez  de  20  que  le  ofreció  como  medio 
auxiliar  para  la  obra: 

Resultando  que  el  demandado  negó  el  hecho  del  ofrecimiento  de  los 
vragones  en  que  se  fundaba  el  perjuicio,  habiéndole  hecho  entrega  de 
todo  el  material  que  le  prometió,  que  fué  más  del  necesario,  negando 
asimismo  que  en  la  contrata  estuviera  comprendida  la  parte  de  esté- 
ril que  quedó  por  escavar,  estando  limitada  á  descubrir  el  mineral  por 
el  lado  que  lo  fué;  y  una  vez  descubierto,  el  actor,  y  no  el  demandado, 
dio  la  orden  de  suspender  los  trabajos,  reconviniendo  al  demandante* 
para  el  pago  de  varías  cantidades,  y  entre  ellas  por  la  de  960  rs.  por  el 
alquiler  de  la  casa: 

Resultando  que  las  partes  suministraron  prueba  de  testigos  y  peri« 
tos,  refiriéndose  el  juicio  de  éstos  al  cubo  total  de  metros  extraídos, 
clase  de  las  tierras  y  piedra  encontrada  y  precio  á  que  debía  pagarse: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  que 
confirmó  en  20  de  Diciembre  de  1873  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Sevilla,  declarando  que  el  im))orte  de  los  trabajos  hechos  por  el 
actor  en  la  masa  de  Oeste  déla  mina  Castillo  de  Buitrón  asciende  á  la 
cantidad  de  511.965  reales  75  céntimos:  que  por  cuenta  de  ellos  tenia 
recibido  389.000  rs . ,  por  lo  que  condenó  á  D.  Diego  Bull,  como  apode- 
rado y  representante  de  la  Compañía  que  explotaba  la  expresada  mina, 
á  satisfacer  á  D.  Juan  Leyl^nd  los  122.965  rs.  75  cents,  restantes,  y 
absolvió  al  mismo  Bull  con  el  expresado  carácter  de  las  demás  canti- 
dades que  por  igual  concepto  pretendía  el  actor,  y  también  de  los  44.000 
reales  que  por  utilidades  decía  dejó  de  obtener  y  50.00Í)  rs.  depeijai- 
cios  que  suponía  sufridos  y  reclamaba,  imponiéndole  sobre  ello  per« 
pétuo  silencio,  condenando  al  actor  á  que  abonase  en  cuenta  al  de- 
mandado 10.000  rs.  24  cents,  de  la  cantidad  por  que  le  reconvenía: 

Resultando  que  D.  Juan  Leyland  y  Johnsom  interpuso  recurso  de 
casación  en  cuanto  se  habían  rechazado  los  dos  extremos  de  la  deman- 
da referentes  al  pago  de  los  44.000  rs.  reclamados  por  índemnízacioD 
de  gastos  de  los  22.000  metros  contratados  y  cuya  excavación  se  sus- 
pendió, y  el  otro  al  pago  de  50.000  por  la  falta  de  seis  wagones  que 
debieron  facilitarse  para  el  acarreo  de  tierras,  sitando  como  infrin- 
gidas: 

I.""    Con  relación  á  la  primera  reclamación,  el  art.  320  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  en  cuanto  se  atribuía  á  los  jornaleros  como  les* 


—  99  — 

tigos  una  tacha  que  oo  estaba  eD  dicha  ley;  y  el  art.  317  déla  misma» 
en  cuanto  se  invocaban  reglas  que  abogaban  las  de  la  libre  critica  ra- 
cional, y  en  cnanto  dejaban  de  aplicarse  conveniente  y  ordeDadamenie 
esas  propias  reglas  de  crítica:  > 

2.*  La  ley  2.*,  tit.  53  de  la  Partida  7.*,  que  ordena  que  en  la  ioterpre- 
iacion  de  los  casos  dudosos,  si  no  fuese  posible  encontrar  la  verdad  á 
pesar  de  las  indagaciones  que  para  ello  se  hiciesen,  se  entienda  contra 
quien  empleó  la  palabra  ó  locución  oscura,  ésto  con  relación  á  la  carta 
deBull  á  Leylahd;  pues  buscada  la  verdad  con  esmero,  el  Juzgado  la 
faabria  encontrado,  porque  no  estaba  tan  confusa  ni  faltaban  da.tos  hasta 
el  pubto  de  desesperar  de  dar  con  ella: 

3/  Habiendo  dejado  de  atender  en  cuanto  al  extremo  expresado  al 
eumpli miento  de  una  obligación  contraída,  no  prestando  á  los  pactos 
legítimos  el  valor  que  merecen,  y  entendiéndolos  estrechamente  con- 
tra la  realidad  de  las  obligaciones,  la  ley  del  Digesto  De  verborum  Hg- 
nificatione;  la  1.*,  tit.  i.**,  libro  10*dela  Novfsima  Recopilación,  eo 
cuanto  por  ella  se  dá  vigor  á  todo  acto  obligatorio;  el  principio  gene- 
ral y  axiomático  de  toda  legislación,  que  dice  Pacta  sunt  $ervanda;e\ 
otro  no  menos  cierto  y  digno  de  respeto  Pacta  sunt  bona  fideinteitigen' 
da,  y  la  doctrina  en  cuya  virtud  en  materia  de  obligaciones  debe  el 
contratante  hacer  ó  permitir  que  otro  haga  aquello  que  ha  sido  objeto 
de  la  convención,  debiendo  de  lo  contrario  satisfacer  cuanto  interese  á 
aquel  con  quien  contrató  por  daño  emergente  ó  lucro  cesante: 

4.**  Y  con  relación  al  segando  objeto  del  recurso,  los  artículos  cita- 
dos 317  y  320  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  al  rechazar  á  los  tes- 
tigos sin  analizar  sus  dichos  y  por  un  concepto  arbitrario  que  no  esta- 
ba en  la  ley,  y  que  por  otra  parte  tendía  á  constituir  una  regla  distin- 
ta de  la  que  la  misma  ley  había  establecido  como  üoica: 

5."  Al  desentenderse  del  dictamen  pericial,  el  art.  303  de  la  misma 
iey  de  Enjuiciamiento,  que  al  determinar  la  forma  en  que  ha  de  verifi- 
carse el  juicio  de  peritos  dá  virtualmente  fuerza  y  eficacia  á  su  resal- 
tado; porque  aun  reconociendo  que  el  -criterio  judicial  estuviera  por 
cima  del  parecer  de  peritos,  era  imposible  que  contra  ese  parecer,  que 
la  ley  llamaba  nada  menos  que  juicio  de  entendidos  ó  int^igentes,  se 
presentasen  los  fundamentos  de  otro  juicio  ó  de  un  convencimiento 
contrario  que  diera  muestra  siquiera  de  que  la  arbitrariedad  y  el  puro 
deseo  se  oponían  por  cima  de  un  medio  de  prueba  tan  importante  j 
tan  respetables  según  el  texto  de  la  misma  ley,  como  lo  era  el  denomi- 
nado juicio  de  peritos: 

Y  6/    Y  con  relación  al  pago  de  960  rs.  impuesto  á  Leyland  por  les 

alquileres  de  una  casa  que  ocupó,  al  darse  por  la  sentencia  nombre  y 

efecto  de  locación  al  uso  de  didia  casa,  la  ley  i.\  tit.  8/  de  la  Partida 

^.\  con  arreglo  4  la  cual,  no  habiendo  precedido  el  ajuste  y  coa-^ 
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Tenio  sobre  la  renta  qne  la  misma  exigía,  no  existía  el  arrendatriieoto: 

Resullar>do  que  D.  Diego  Bul!,  en  la  representación  irdicada,  inter- 
puso asimismo  recurso  de  casa\:ion  por  haberse  infringido  á  su  juioior 

I."  La  ley  del  contrato,  ó  fuera  la  carta  de  Enero  de  iü7<í,  por 
cuanto  se  alteraba  la  clasiflcacion  de  los  terrenos  hecha  én  lá  misma, 
y  que  no  eran  más  que  las  de  tierra,  esquisto  ú  otra  piedra  de  más 
costo  que  el  esquisto,  habiéndose  subdividido  esta  clasiflcacion  iri- 
membre  en  los  conceptos  aceptados  en  la  citada  clasificación,  en  cuya 
virtud  se  condenó  al  pago  al  recurrente,  puesto  que  el  tercer  perito, 
cuya  decisión  aceptaba  la  sentencia,  eonveuia  con  el  perito  del  actor 
en  que  los  6.876  metros  de  pizarra  descompuesta  debian  pagarse  ai  pre- 
cio del  esquisto,  admitiendo  asi  un  nuevif  miembro  en  la  clasificación 
entre  lá  tierra  y  el  esquisto  que  el  contrato  no  enumeraba  ni  definta, 
7  por  tonto  la  ley  i.",  tít.  1.*,  libro  iO  de  la  Novísima  , Recopilación ,^ 
que  establece  que  de  cualquiera  manera  que  aparezca  que  el  hombre 
quiera  obligarse  quede  obligado: 

2.°  La  doctrina  legal  de  que,  cuando  los  contratos  son  claro»  y  pre- 
cisos y  no  ofrece  duda  su  texto,  no  hay  necesidad  de  interpretarlos  y 
deben  cumplirse  en  el  modo  y  forma  que  en  ellos  fué  establecido,  se- 
guQ  doctrina  de  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  45  de  Oc- 
tubre y  22  de  Diciembre  de  Í8b9, 28  Je  Marzo  de  1861  y  19  de  Mayo  de 
1864,  y  sobre  todo  la  de  29  de  Octubre  de  1864,  que  preceptda  se  es- 
tiendan  los  contratos  en  su  sentido  literal  y  estricto;  por  cuanto  la  sen- 
tencia recorrida  inlerpretaba  ei  de  Enero  de  1870  en  el  sentido  deque 
existiera  una  gradación  por  la  dureza  ó  coste  del  arranque  del  estéril 
de  la  mina,  en  virtud  de  la  que  podía  estimarse  al  precio  de  segunda 
•  clase,  ó  sea  de  esquisto,  lo  que  se  aproxima  ó  alej^  más  ó  menos  de  lo 
primero,  coyas  bases  dieron  ios  peritos,  indicando  que  el  pórfido  des- 
compuesto tenia  un  precio  próximltmente  inferior  al  del  esquisto,  y  la 
pizarra  descompuesta  un  precio  próximamente  superior  al  de  latierra^ 
proporcionalidad  que  habia  prevalecido  al  establecer  la  liquidación  por 
conceptos  en  la  sentencia  recurrida: 

5."*  La  ley  i/,  t{t.  14  de  la  Partida  3.%  que  establece  que  corres- 
ponde la  (frueba  al  demandante  en  cuanto  por  ninguno  de  los  medios 
intentados  habia  resultado  con  sujeción  á  los  principios  de  la  crítica 
racional  probada  la  existencia  de  la  roca  dura  en  la  excavación  alega- 
da por  el  demandante,  y  sin  embargo  la  daba  por  probada  la  sentencia 
recurrida,  infringiendo  el  principio  de  critica  racional  de  que  ios  he- 
chos naturales  y  físicos  deben  probarse  por  la  realidad  del  hecho  mis- 
mOy  por  ios  efectos  que  naturalmente  causasen  ó  por  testigos  presencia- 
les del  hecho,  en  cuanto  la  Sala  sentenciadora  estimaba  solo  la  exis- 
tencia de  la  roca  bajo  la  fé  de  la  opinión  del  perito  de  la  parte  y  del 
^tercero,  que  calculaban  que  fueron  7.000  los  metros  que  correspondían 
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á  la  clase  de  piedra  do  más  costoso  arranque;  admitiéndose  asi  como 
plena  una  prueba  que.  ko  lo  era,  según  nuestro  derecho: 

4.*"  El  principio  y  la  doctrina  logal  nacida  de  los  artículos  279  y  517 
4e  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  confirmados  por  la  sentencia  de  29 
de  Octubre  de  1864,  de  que  no  tiene  preferencia  ninguna  especie  de 
prueba,  por  cuanto  ia  sentencia  recurrida  la  daba  muy  singular  y  se- 
ñaladamente al  juicio  pericial,  desestimando  lo  que  resultaba  del  con- 
junto de  las  átméii  pruebas  suministradas  por  las  partes;  doctrina  cor- 
roborada por  la  sentencia  de  23  de  Noviembre  de  1868: 

T)."  La  doctrina  legai  de  que  los  pleitos  se  follar;  por  el  conjunto  de 
las  pruebas  practicadas  y  por  los  datos  que  ios  mismos  arrojan,  apre- 
ciando sn  resultado  y  mérito  según  la  doctrina  de  las  sentencias  de  14 
<ie Noviembre  de  i8G5-y  22  de  Junio  de  1865,  por  cuanto  la  sentencia 
recurrida  se  fundaba  solo  en  el  dictamen  del  tercer  perito,  desestiman- 
do la  opinión  contraria  de  ios  seis  testigos  Ingenieros  á  que  llamaba 
inteligentes  la  sentencia,  y  que  según  los  principios  de  la  crítica  ra- 
cional, que  debia  presidir  á  la  estimación  de  las  pruebas,  quitaban 
todo  valor  al  dictamen  del  tercero: 

.  6.""  El  ari.  279.de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  enamera  como 
medio  de  prueba  de  que  puede  hacerse  uso  en  juicio  la  testifical,  déla 
cual  prescindía  por  completo  la  sentencia  recurrida,  no  estimándola 
bí  valorá.ndola  según  debia  hacerlo,  puesto  ,que  era  prueba  legal,  por 
más  que  debiera  apreciarse  combinando  su  fuerza  con  lo  que  resultase 
de  las  demás  pruebas  practicadas: 

7."  £1  principio  legal  áe  que  en  caso  de  duda  es  mejor  la  condición 
de  demandante  que  la  de  demandado*  no  pudiéndose  dictar  sentencias 
por  señales  ó  sospechas,  sino  por  hechos  justificados  de  manera  cum- 
plida; y  la  sentencia  se  babiu  dictado  en  este  caso  por  las  sospechas 
que  nacían  de  la  opinión  del  tercer  perito,  con  manifiesta  infracción 
de  la  ley  8/,  tít.  14,  Partida  5.',  que  citaba  asimismo  como  infringi- 
da, corroborándola  con  In  doctrinji  de  la  sentencia  de  este  Tribunal 
Supremo  de  25  de  Mayo  de  1868; 

Y  8.**  La  doctrina  legal  de  que  los  actos  maliciosos  que  se  asemejaa 
al  dolo  incidente  no  pueden  redundar  en  provecho  del  que  los  cumple,  y^ 
la  Sala  sentenciadora  consideraba  el  silencio  de  Leyland  respecto  á  la 
aparición  déla  roca  en  la  excavación,  que  no  participó  á  Bull  nuoca^ 
como  cautsa  del  aumento  en  una  parte  del  precio  de  la  obra  de  8  á  14 
reales  metro: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Ma*ía  Cácercs: 

Considerando,  con  relación  al  recurso -interpuesto  por  D.  Diego  Bull» 

^ue  seguo  ei  tenor  de  la  carta  de  lionero  de  1870.,  en  que  convino  que 

«1  metro  cúbico  de  tierra  extraído  de  la  mina  habia  de  pagarse  al  pro* 

ció  de  4  ~Ks  75  cents.,  el  del  esquisto  á  8  rs.,  y  que  respecto  á  cuaU 
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quiera  otra  piedra  de  más  coste  se  concediese  un  aumento  proporcio* 
nal/ no  ha  ofrecido  duda  alguna  su  inteligencia  á  la  Sala  sentenciado-^ 
ra;  ni  ha  tenido  por  consiguiente  que  recurrir  á  interpretaciones,  ni  ha 
alterado  la  clasificación  de  los  terrenos  excavados;  pues  si  bien  los  pe-^ 
ritos  han  hecho  explicaciones  más  ó  menos  latas  en  sus  declaraciones, 
el  fallo  se  ha  limitado  á  calificar  las  tres  clases  de  tierras  excavadas  y 
á  liquidar  el  precio  de  cada  una  con  sujeción  á  lo  convenido,  por  la 
cual  la  sentencia  no  ha  infringido  el  contrato,  la  ley  1.*,  tít.  i."*,  libro 
10  de  la  Novísima  Recopilación,  ni  las  doctrinas  de  las  sentencias  de 
este  Supremo  Tribunal  que  se  citan  en  los  motivos  1/  y  S.""  de  este  re- 
curso: 

Considerando  que  apreciado  por  la  Sala  el  conjunto  de  todas  las 
pruebas  que  se  han  practicado,  y  no  dando  preferencia  á  ninguna  de- 
ellas  en  particular,  si  bien  estimando  en  lo  que  valen  las  diligencias  de 
reconocimiento  y  vista  ocular  que  ha  demostrado  la  existencia  de  la 
tierra,  del  esquisto  y  de  la  piedra  de  más  coste  en  las  excavaciones;  y 
teniendo  presente  que  los  peritos  en  su  mayoría  y  varios  testigos  In- 
genieros han  señalado  el  precio  de  14  rs.  por  metro  á  la  piedra  de  más 
coste,  y  precio  proporcional  que  no  ha  impugnado  D.  Diego  Bull,  ha 
estimado  la  misma  Sala  sentenciadora  cuál  es  el  importe  de  la  respon» 
sabilidad  de  Boíl,  liquidado  el  precio  de  los  trabajos  y  deducidas  las 
sumas  recibidas  á  cuenta  por  el  demandante  D.  Juan  Leyland,  sin  que 
portante  se  hayan  infringido  la  ley  1/,  tít  14,  Partida  3.%  los  artícu- 
los 279  y  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  la  doctrina  de  que  los 
pleitos  deben  fallarse  por  el  conjunto  de  las  prueba»,  y  las  de  las  sen- 
tencias que  se  invocan  en  los  motivos  3.%  4.°,  S.'^y  6.*: 

Considerando  que,  como  no  habla  dudas  en  la  inteligencia  del  con- 
trato ni  en  los  méritos  de  las  pruebas  para  la  resolución  del  pleito,  ni 
se  hn  determinado  por  sospechas,  tampoco  se  ha  infringido  la  ley  8.% 
tit.  14,  Partida  3.*,  ni  la  doctrina  de  la  sentencia  que  recuerda  el  séti- 
mo motivo: 

Y  considerando  que  siendo  tan  explícitos  y  claros  los  términos  del 
contrato,  el  demandante  no  tenia  obligación  de  dar  cuenta  á  Bull  de  la 
piedra  que  encontrare  en  los.  trabajos,  ni  ló  ha  verificado  con  málU 
cia,  pues  su  derecho  era  perfecto  para  exigir  el  aumento  porporciotal 
si  se  demostraba,  como  se  ha  demostrado  en  las  probanzas,  que  se  ex- 
trajo piedra  de  mayor  coste  que  el  esquisto,  y  por  consecuencia  no  se 
ha  quebrantado  la  doctrina  que  se  alega  en  octavo  y  último  lugar  de 
que  los  actos  maliciosos  que  se  equiparan  al  dolo  no  pueden  redundar 
en  beneficio  del  que  los  comete: 

Considerando,  con  relación  al  otro  recurso  interpuesto  también  por 
B.  Juan  Leyland,  que  la  Sala  sentenciadora,  teniendo  presentes  los  tér- 
minos clarísimos  del  contrato,  que  no  señaló  el  numero  de  metros  ni 
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la'  ext6Dsion  áe  terreno  qae  habia  de  excavarse;  que  no  merecen  cré- 
dito ni  tienen  fuerza  probatoria  los  perñles  qiie  ha  presentado  el  de- 
mandante, señalados  adenaás  con  rayas  de  lápiz  y  sin  acreditar  que  los . 
recibiese  de  Bull;  que  Leyland  no  ha  probado  que  Bull  diese  la  orden 
para  suspender  los  trabajos,  y  que  al  exigir  la  cubicación  y  liquida- 
ción del  importe  de  las  obraa  nada  pidió  por  la  supuesta  ganancia  que 
Je  hubiera  reportado  la  extracción  dq  los  22.000  metros  de  tierra,  que 
BO  salieron  de  la  mina;  ni  tampoco  ha  probado  que  0.  Diego  Bull  se 
obligase  á  entregar  el  mayor  número  de  wagones  para  facilitar  los  tra- 
bigos;  ha  apreciado  la  misma  Sala  que  no  procede  el  obono  de  los 
4I.0U0  rs.  que  pidió  por  primera  vez  en  la  demanda  á  titulo  de  indem- 
nización, ni  ios  50.000  por  la  supuesta  falta  de  wagones;  de  todo  lo 
cual  se  infiere  que  la  sentencia  no  infringe  la  ley  2/,  tit.  55,  Partida 
7/;  los  artículos  317  y  320  déla  ley  de  Enjuiciamiento,  y  la  1/,  título 
i/,  libro  iO  de  la  Novísima  Recopilación  que  se  citan  como  motivos 
|.%  2/  y  3.*: 

Considerando  que  al  apreciarla  Sala  la  fuerza  probatoria  de  los  di- 
chos de  los  testigos  y  las  tachas  que  se  han  alegado  contra  ellos,  ha 
osado  de  las  facultades  que  la  conceden  los  artículos  517  y  320  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento,  y  no  ha  obrado  arbitrariamente  como  se  dice  en 
el  recurso,  puesto  que  la  Sala  podia  y  debia  calificar  las  tachas;  y  su- 
puesto que  eran  ciertas,  ha  podido  y  debido  también  anular  los  dichos 
de  los  testigos;  sin  que  contra  estas  apreciaciones  se  cite  la  infracción 
de  ley  ó  doctrina  legal  en  el  cuarto  motivo: 

Considerando  que  es  impertinente  la  otra  cita  del  art.  503  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  que  se  limita  á  establecer  las  reglas  para  la 
celebración  del  juicio  de  los  peritos  como  medio  de  prueba,  y  no  pue* 
de  citarse  como  motivo  de  casación;  fuera  de  que  la  Sala  no  ha  proce- 
dido con  arbitrariedad  al  apreciar  los  méritos  de  los  dichos  de  los  pe- 
ñXoSj  sioo  que  ha  usado  de  la  facultad  que  la  concede  la  misma  ley 
para  aplicar  su  propio  criterio  y  no  atenerse  rigurosamente  al  juicio  de 
los  peritos,  que  no  son  jaeces  en  el  negocio,  sino  expertos  ó  profeso- 
res que  ilustran  con  sus  dictámenes  á  la  Autoridad  judicial: 

Y  considerando  que  al  estimar  la  Sala  sentenciadora  la  reconven- 
ción de  D.  Diego  Bull  y  declarar  de  abono  en  su  favor  la  suma  de  10.000 
reales  24  céntimos,  ha  compoendido  la  partida  de  960  rs.  pedidos  por 
el  mismo  Bull  en  concepto  de  alquileres  de  la  casa  que  ocupó  de  hecho 
Leyland  durante  los  trabajos;  pero  como  no  ha  intentado  siquiera 
acreditar  que  precediese  á  la  ocupación  déla  casa  contrato  alguno  ni 
qae  88  conviniese  en  alquiler  determinado,  es  muy  claro  que  podrá 
pedirlo  que  estime  en  otro  concepto;  pero  no  por  el  título  de  arren- 
damiento, seguD  el  texto  expreso  de  la  ley  1/,  tít.  8.*,  Partida  5/,  que 
dice:  «es  arrendamiento  el  de  heredamiento  ó  alguna  otra  cosa  por 
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renta  cierta  que  den  por  ella;*  de  suerte  que  la  seotencia  infringe  en 
este  concepto  dicha  ley: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Diego  Bull,  en  la  representación 
indicada,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito 
que  constituyó,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley:  declaramos  asi- 
misraqno  haber  lugar  al  otro  recurso  que  interpuso  D.  Juan  Leyland 
e¿i  cuanto  se  refiere  á  la  absolución  del  demandado  Buil  del  pago  de 
las  sumas  de  44  y  50.0Ü0  rs.  que  pidió  por  vía  de  indemnización  de 
perjuicios;  y  que  há  lugar  á  dicho  recurso  en  lo  referente  á  la  condena 
délos  10.000  rs.  24  cents,  que  debe  abonar  Leyland  á  Boíl  por  la  re* 
convención  de  éste,  solo  en  cuanto  dicha  partida  comprende  el  pago  de 
960  rs.  estimados  á  título  de  alquiler  de  la  casa  que  ocupó  Leyland  du- 
rante los  trabajos;  en  cuyo  único  extremo  casamos  y  anulamos  la  sen- 
tencia que  en  20  de  Diciembre  de  4875  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiejicia  de  Sevilla,  á  la  que  se  libre  orden  para  la  remisión  de  los 
autos  á  lo»  efectos  prevenidos  en  la  ley  provisional  para  la  reforma  de 
la  casación  civil;  y  devuélvase  á  Leyland  el  depósito  que  ha  cousti-- 
tuido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacela  y  se 
insertará  en  la  Coieecion  legislalim^  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Juan  González 
Acevedo.=José  María  Cáceres,=Juan  Gano  Manuel. =:Bamon  Díaz  Ve* 
la.=Benito  de  Ulloa  y  Bey.=i:Victoriano  Garcega.=Julian  líomez  In- 
guanzo. 

Publicación. =Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.'D.  José  María  Gáceres,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo, 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera-en  el  día  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  12  de  Mayo  de  4875.=Licenciado  Desiderio  Martínez. 

{Gaceta  de  29  de  JuHq  de  4875). 


CONSEJO  DE  ESTADO. 


Real  decreto  declarando  fimie  y  subsistente  la  orden  que  anu  - 
ló  la  concesión  de  la  mina  Carmen. 

DON  ALFONSO  XII,  por  la  gracia  de  Dios,  Rey  constitucional  de 
España,  á  todos  los  que  las  presentes  vieren  y  entendieren,  y  á  quienes 
toca  su  observancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  he  venido,  en- decretar 
lo  seguiente:  ' 

•En  el  pleito  seguido  en  el  Tribunal  Supremo  en  primera  y  únic» 
instancia,  y  que  hoy  pende  ante  el  Gonsejo  de  Estado,  entre  partes,  de 
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lAp^una  D.  Federico  Laca»a,  y  en  su  nombre  el  Liceaciado  D.  Ricardo 
Villanueva  y  Sánchez,  demandante;  y  déla  otra  la  Administración  ge- 
neral del  Estado,  representada  por  mi  Piseai,  demandada,  sobre  revo- 
cación de  la  orden  del  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República 
úe  IB  de  Mayo  de  i874,  que  anuló  la  concesión  de  la  mina  Carmen  y 
dispuso  se  recogiera  el  titulo  dé  la  misma.    . 

Visto: 

Vista  la  solicitud  de  registro  de  6U  pertenencias  de  sal  gemma  con 
el  título  d*?  Carmen  que  elevó  al  Gobernador  civil  de  Zaragoza  en  48 
<ie  Diciembre  de  1869  D.  Esteban  Lacasa,  designando  conio  punto  de 
partida  para  la  demarcación  el  mismo  donde  se  encontraba  la  boca  de 
la  mii.aque  poseyó  el  Estado  en  el  término  de  Torres  de  Berrelleo,  al 
paraje  de  Gaod espino,  y  fijando  los  demás  linderos  dentro  de  los  que  se- 
habia  de  comprender  la  propiedad  solicitada: 

Visto  el  oficio  que  con  motivo  de  la  publicación  en  el  Boletiíi  ofi- 
cial de  la  provincia  del  expresado  registro  dirigió  al  Gobernador  de  la 
misma  el  Comandante  del  Resguardo  especial  de  Rentas  Estancadas 
para  los  efectos  de  la  oposición,  manifestando  que  la  mina  solicitada 
por  D.  Esteban  Lacasa  era  la  misma  que  venia  poseyendo  el  Estado: 

Visto  el  informe  del  Ingeniero  de  Minas,  Jefe  del  distrito,  en  el  cual 
expone  que  la  mina  pretendida  se  detnarcó  por  el  Estado  en  22  de 
Febrero  de  1859:  que  desde;  dicha  fecha  estuvo  sin  poblar,  habiendo 
incurrido  en  el  caso  de  denuncio;  y  que,  sin  embar{);o,  no  podia  admi- 
tirse éste,  según  lo  prescrito  en  las  bases  generales  de  29  de  Diciembre' 
de  1868,  teniendo  en  cuenta  lo  manifestado  por  el  Comandante  del 
Resguardo  de  Rentas  Estancadas  de  ía  provincia: 

Vístala  información  testifical  practicada  á  instancia  rie  D.  Esteban 
Lacasa  en  el  Juzgado  de  primera  instan<^ia  del  distrito  del  Pilar  de  Za- 
ragoza, en  la  que  se  afirma  que,  con  motivo  de  las  grandes  avenidas 
de  un  barranco  inmediato  á  la  mina  de  que  sé  trata,  se  abrió  un  gran 
agujero  en  ésta,  inundándola  y  causando  hundimientos  de  considera» 
cion;  y  que  este  siniestro  obligó  al  Estado  á  suspender  todos  los  tra- 
bajos de  explotación  y  al  abandono  completo  do  la  mina,  cuya  entrada 
se  tabicó,  no  resultando  que  desde  esta  época  se  haya  vuelto  á  practi** 
car  labor  alguna: 

Visto  el  acuerdo  del  Gobernador  civil  de  Zaragoza  de  1.*  de  Marzo 
de  1870  declarando  admisible  el  registro  de  la  ínina  Carmen^  en*  cuya 
virtud  se  demarcó  el  terreno  por  el  Ingeniero  en  2  de  Abril  siguiente, 
segup  el  art.  50  del  reglamento  vigente^del  ramo,  cuyo  acto  fuéírro-, 
testado  por  D/  Modes^to  Reverter  en  nombre  de  la  Sociedad  tninera  ¿<| 
Castellar cnse^  protesta  á  que  no  se  la  dio  curso  legal  por  haber  manÍH 
féstado  el  registrador  de  le  mi()a  Carmen  que  había  conseguido  conve-' 
nio  con  a<]uel  sobre  el  extremo  de  la  protesta: 


J 
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Visto  el  decreto  dictado  por  la  indicada  autoridad  eo  4  de  Mayo 
del  mismo  año  mandando  expedir  el  titulo  de  propiedad  de  la  mioa  en 
favor  deP.  Esteban  Lacasa,  y  las  gestiones  que  posteriormente  veriñcó 
el  Gobernador  cerca  del  Administrador  económico  de  la  proviocia  con 
el  objeto  de  averiguar  lo  que  hubiese  acerca  de  la  venta  por  el  Estado 
déla  mina  de  sal  referida,  resultando  de  lo  manifestado  por  el  espre- 
sado  Administrador  económico  que  por  orden  del  Regente  del  Reino  de 
2!  de  Diciembre  de  1869,  y  por  otra  posterior  comunicada  por  la  Di- 
rección general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado,  se  había  dis- 
puesto se  procediera  á  la  venta  de  aquella,  á  cuyo  efecto  se  hablan  pa- 
sado á  la  Comisión  provincial  de  Ventas  los  inventarios  respectivos: 

Vista  la  comunicación  de  4  de  Julio  de  1875  de  la  referida  Dirección 
de  Propiedades,  según  la  cual  el  Estado  conserva  todos  sus  derechos 
^ sobre  la  mina  denunciada  con  el  nombre  de  Carmen,  fundándose  en  lo 
dispuesto  en  la  ley  de  16  de  Junio  de  1869,  y  las  copias  del  acta  de 
incautación  y  del  inventario  de  las  salinas  del  Castellar,  que  acom- 
pañaba: 

Vistos  los  informes  de  la  Junta  superior  facultativa  del  ramo  y  de 
la  sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Consejo  de  Estado  consultan 
do  la  procedencia  de  que  se  anulase  la  concesión  de  la  mina  Carmen  y 
se  recogiese  su  titubo  de  propiedad: 

Vista  la  orden  del  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República 
de  18  de  Mayo  de  1874,  que  declamó  nula  la  concesión  de  la  mina  Car-* 
mfgnj  y  dispuso  se  recogiese  el  título  de  la  misma  indebidamente  ex- 
pedido: 

Vista  la  demanda  que  contra  la  citada  orden  presentó  en  26  de  Junio 
del  mismo  año  ante  el  Tribunal  Supremo  el  Licenciado  D.  Ricardo  Vi- 
llaoueva  y  Sánchez,  en  nombre  de  D.  Federico  Lacasa,  como  he- 
redero del  registrador  D.  Esteban  Lacasa,  cuya  personalidad  ha  jus- 
tificado, solicitando  la  revocación  de  la  misma,  y  alegando  que» 
según  el  art.  75,  cap.  11  de  la  ley  de  minas  de  6  de  Julio  de  1859, 
las  minas  que  se  reservó  el  Estado  fueron  las  de  sal,  que  en  la  actuali- 
dad beneficiaba  en  diferentes  puntos  del  Reino;  y  que  habiendo  aban- 
donado las  labores  de  las  de  Torres  de  Ber relien  y  tapado  la  bocamina, 
quedaba  el  terreno  franco  y  en  condiciones  de  que  le  registrase  Don 
Esteban  Lacasa,  como  lo  verificó  después  de  la  publicación  de  la  ley 
del  desestanco  de  la  sal  do  16  de  Junio  de  1869:  que  la  Hacienda  no 
protesté  del  acto  de  la  demarcación  de  la  mioa  Carmen,  entendiéndose 
^ue  renunció  su  derecho  de  reclamar  contra  los  efectos  de  aquella,  se- 
jgun  el  sentido  del  art.  45,  párrafo  cuarto  del  reglamento  de  24  de  Ju- 
nio de  1868,  habiendo  perdido  asimismo  el  de  alzarse  en  demanda 
contenciosa  contra  la  expedición  del  título  de  propiedad^  por  lo  que 
éste  se  ha  convertido  en  irrevocable  y  de  derecho  consentido:  que  la 


—  107  — 

^rden  reclamada,  que  anuló  arbitrariameate  el  expresado  título  de 
propiedad,  es  contraria  á  las  reglas  de  buena  administración  y  proce- 
dimiento, puesto  que  ha  sido  expedida  sin  audiencia  del  interesado: 
que  aun  cuando  el  Estado  no  se  hallase  obligado  á  tener  pobladas  sus 
minas,  ni  lesean  aplicables  los  articules  50, 51,  52,  53  y  65  de  la  ley» 
le  comprende  sin  duda  alguna  lo  dispuesto  en  el  párrafo  tercero  del  62» 
que  consigna  que  el  acto  de  cerrar  y  tabicar  los  pozos  de  una  mina 
sigüifica  en  su  propietario  la  voluntad  de  retirarse  de  sus  Libores  y 
abandonarla;  y  que  registrado  el  terreno  de  que  se  trata  por  D.  Esteban 
Lacasa,  bajo  el  amparo  de  las  bases  generales  de  Diciembre  de  1868» 
ni  cabe  denuncio,  ni  la  tramitación  délos  de  esta  clase: 

Visto  el  dictamen  del  repr^entante  del  Ministerio  flscal  en  el  Tri- 
bunal Supremo  pidiendo  se  absuelva  de  la  demanda  é  la  Administra- 
ción y  se  confirme  la  orden  reclamada^  presentando  como  fundamen- 
tos de  derecho  que  el  registro  de  la  mina  Carmen  debió  considerarse 
como  registro-denuncio  de  la  del  Estado,  titulado  Castellar,  y  seguir 
su  tramitación  como  tai  denuncio,  siendo  nulo  todo  lo  actuado  y  la 
concesión  otorgada  por  no  haberlo  verificado  así;  y  que  las  minas  dei 
Estado  no  pueden  ser  objeto  del  denuncio,  no  siendo  admisible  por  lo 
tanto  el  de  las  salinas  del  Castellar,  en  cuya  posesión  ha  venido  cons- 
tantemente la  Administración,  tratando  hoy  de  enajenarlas  con  arreglo 
¿  la  ley: 

Visto  el  dictamen  de  mi  Fiscal  en  el  Consejo  de  EstadOi  en  el  que, 
conformándose  con  las  cooclusione»  de  la  contestación  á  la  demanda 
del  representante  del  Ministerio  pdblico  en  el  Tribunal  Supremo,  pide 
asimismo  se  absuelva  á  la  Administración  de  la  demanda  presentada 
por  D.  Federico  Lacasa,  y  quede  firme  y  subsistente  la  orden  opelada, 
apoyándose  en  que  el  Gobierno  no  tiene  facultades  para  acordar  la 
concesión  solicitada  por  el  demandante,  toda  vez  que  tratándose  de  uc 
yacimiento  de  sal  propio  del  Estado,  el  admitir  que  era  registrable 
equivaldría  tanto  como  efectuar  una  enajenación  en  favor  de  un  parti- 
cular, para  lo  que  no  puede  estar  autorizado  aquel  sino  por  medio  de 
una  ley: 

Visto  el  art.  75  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859,  reformada  por  la  de 
4  de  Marzo  de  i868,  que  designa  las  minas  que  se  reserva  el  Estado, 
éntrelas  cuales  se  comprenden  las  de  sal  que  en  la  actualidad  beneficia 
en  diferentes  puntos  del  Reino: 

Visto  el  art.  77  de  dicha  ley,  que  prohibe  la  concesión  de  pertenen- 
cias mineras  ó  escoriales  dentro  de  los  linderos  de  las  minas  reserva- 
das al  Estado: 

Visto  el  art.  3/  de  la  ley  de  16  de  Junio  de  1869  declarando  en  estado 
de  venta  las  salinas  de  la  Hacienda,  y  las  demás  fincas  y  efectos  perte- 
necientes á  las  mismas  aplicados  exelnsivamente  al  servicio  de  la  renta: 
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Considerando  qae  hasta  la  época  determinada  en  la  referida  ley  de 
14  de  Junio  de  4869  han  constituido  las  minas  ó  yacimientos  de  sal 
una  de  las  rentas  estancadas  del  Estado,  excepto  aquellas  cuya  expío* 
tacion  re  concedía  en  determinados  Cdsos  ala  industria  particular  con 
ei^peciales  restricciones: 

Considerando  que  la  ley  de  6  de  Julio  de  4859,  reformada  por  la  do 
480B,  reconoció  y  respetó  el  derecho  de  propiedad  que  el  Estado  tenia 
en  las  minas  que  poseía  al  designar  en  su  art.  75,  entre  las  que  se  le 
reservaban,  las  de  sal  que  beneficiaba  en  diferentes  puntos  del  Reino: 

Considerando  que  la  Hacienda  pública  estaba  en  posesión  de  la  sa- 
l'ua  do  Torre»  deBerrellen  cuando  la  solicitó  y  obtuvo  D.  Esteban  La- 
casa,  según  resulta  del  inventario  en  virtud  del  que  se  hizo  ¿argo  de 
las  fíncasy  efectos  de  dicha  salina  elJefé  de  la  Administración  econó- 
mica de  la  provi[icía  de  Zaragoza:  . 

Considerando  que  el  terreno  de  la  demarcación  de  aquella  no  esta- 
ba franco  y  ai\  condiciones  de  ser  registrado  por  Lacasa.  puesto  que  el 
Estado  lo  poseía  y  no  lo  había  abandonado,  como  lo  prueba  el  hecho 
acreditado  en  autos  de  haber  agentes  de  la  Hacienda  encargados  de  la 
custodia,  lo  cual  era  motivo  suficiente  para  (¡ue  el  Gobernador  hubiera 
dencgiK'o  las  pretensiones  á  que  accedió  con  notoria  infracción  de  las 
disposiciones  vigentes  sobro  la  materia: 

Cooiridorando  que  si  bien  es  cierto  que  hace  años  no  se  explotaba  la 
balin«'i  do  que  se  trata  por  convenir  asi  á  los  intereses  del  Estado,  ésto 
no  áá  derecho  á  ningún  particular  para  que  se  le  adjudique  en  pro- 
piedad: 

Considerando  que  siendo  la  salina  de  Torres  de  Herrellen  de  las  re- 
servadas al  E!«ta*io,  no  pueden  hacerse  concesiones  mineras  dentro  de 
los  limites  de  su  demarcación,  según  dispone  elarl.  77  de  la  ley  antes 
citada: 

Cousidorando,  por  último,  que  estando  obligado  ^1  Gobierno  por  la 
de  i(^  de  Junio  de  1869  ¿  devolver  las  salinas  que  beneílciaba  á  los  pro- 
pietarios de  quienes  las  adquirió  por  el  precio  de  venta  ó  por  p£go  de 
derechos  determinados,  y  á  vender  las  que  sean  de  su  propiedad,  es 
indudable  que  carece  de  facultades  para  otorgar  pertenencias  á  parti- 
culares, lo  cual  ecsuivaldria  á  renunciar  gratuitamente  y  en  beneficio 
exclusivo  de  éstos  á  lo  que  pertenece  á  la  Hacienda  pública; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  ¿el 
Couseyo  do  Estado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Fernando  Calderón  y 
Collaotes.  Presidente;  D.  Tomás  Retortillo,  D.  José  García  Barzaualla- 
na«  D«  Ftüx  García  Gómez,  el  Marqués  de  la  Ribera,  D.  Pascual  Bavar- 
ri«  D.  Agustín  do  Perales,  D.  Guillermo  Chacón,  D.  Tomás  Rodriguex 
Rubí»  D.  Juan  Jimeuex  Gueaca,  D.  José  Mada  Bremon,  D.  Juan  de  Cár«- 
deuas  y  D.  Pedro  Antonio  de  Alarcon, 


Vengo  en  absolver  á  la  Administración  general  del  Estado  de  la  de- 
manda deducida  contra  la  misma  á  nombre  de  D.  Federico  Lacasa, 
declarando  firme  y  subsistente  la  orden  de  18  de  5layo  de  1874. 

Dado  en  Palacio  á  dos  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco. 
=ALF0NS0.=C1  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas 
del  Castillo:* 

Pubticacioo.sLeido  y  publicado  el  anterior  Ri^al  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au» 
diencia  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  fíoal  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refíere;  que  se  una  á 
los  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  ea  la  GacC' 
/fl,  de  que  certifico. 

Msdrid  8  de  Julio  de  1875.=Pedro  de  Madrazo. 

(Gaceta  (/^2  de  Agosto  de  1875). 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  en  los  autos  seguidos  sobrepago  de  cantidades 
y  entrega  de  acciones  de  la  Sociedad  minera  Ramo  de 
Flores. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  H  de  M»yo  de  1875,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Almería  y  en  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada  por  D.  Manuel  Sevilla  Jurado 
con  B.  Joaquín  Ayastoy  Agulrre,  y  por  su  fallecimiento  su  esposa  Do* 
ña  Feliciana  Pérez  ^y  su  hijo  D.  Luis  Ayastuy,  sobre  pago  de  cantida- 
des y  entrega  de  láminas  representativas  de  acciones  de  la  Sociedad 
minera  titulada  Ramo  deplores;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud 
de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  demandado  contra  la  senten- 
cia que  en  25  de  Agosto  de  1873  dictó  la  referida  Sala: 

üesultando  que  en  ^9  dé  Mayo  de  1B6S  otorgaron  escritura  D.  Ha* 
nvel  Sevilfa  Jtirado  y  Ü.  Gonzalo  Perooa  Martínez,  en  la  que  después 
de  hacef  mérito  de  que  hacia  más  de  ocho  años  qne  venían  entendién» 
deseen  sus  negocios  mineros,  otorgaron  que  habian  decidido  termi- 
Barlee  bajo  las  bases  siguientes:  primera,  el  0.  Manuel  Sevilla,  por  vir* 
Xtxéúe  la  liquidación  practicailii  en  aquel  dia  con  el  D.  Gonzalo  Pere- 
na,  y  apeteciendo uo  tener  embacázo  de  minas,  y  el  Perona  quedar  á  la 
vez  también  expedito  para  obraren  to sucesivo  con  entera  libertad,  >a 
de  loi  inteteses  que  le  fueran  7es|>ectivos,  ya  de  las  minas  que  tenia 
en  participación  con  el  SeviUs,  éstr  se  obligaba  á  poner  en  poder  del 
Peroua  la  caútídad  de  95.000  reales^  ó  sean  2.500  escudos,  para  el  dia 
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so de  Mayo  de  i869,  en  buena  moneda:  segunda,  asimismo  el  Sevilla 
hacia  resuncia  y  traspaso  en  favor  de  Perona  de  tres  acciones  de  mina 
de  las  100  enteras  de  que  se  componía  la  Sociedad  minera  nombrada 
La  Valeniina,  situada  en  el  barranco  Pinalvo,  de  tierra  de  Sierra  Al- 
magrera, valuada  cada  accionen  500  escudos,  para  que  fueran  de  Pe* 
roña  en  posesión  y  propiedad^  lo  mismo  que  sus  productos  desde  aque- 
lla fecha,  pudiendo  disponer  de  ellas  á  su  voluntad  como  habidas  y  ad* 
quiridas  con  justo  tUulo,  cual  era  el  presente:  tercera,  que  por  virtud 
de  la  anterior  cesión,  Sevilla  quería  que  las  láminas  referentes  á  laa 
tres  acciones  de  minas  cedidas  á  Perona  fueran  entregadas  al  mismo 
por  la  Junta  directiva,  poniéndolas  á  su  nombre  y  anotándose  asf  eo 
los  libros  de  la  Sociedad,  previa  la  presentación  de  esta  escritura: 
cuarta,  que  unida  la  suma  de  los  9.500  escudos  ya  mencionados  i  los 
1.500,  valor  dado  á  las  tres  acciones  de  mina  cedido,  formaban  el  total 
de  4.000  escudos,  que  era  justamente  lo  que  habla  veoido  á  resultar  de 
la  liquidación  habida  eotre  ambos  contratantes  en  favor  de  Perona; 
por  cuya  razón,  dándose  éste  por  contento  y  satisfecho  de  dicho  re- 
sultado, declaraba  que  quedaban  saldadas,  dirimidas,  acabadas  y  fini- 
quitadas todas  sus  cuentas  hasta  el  dia  con  el  D.^Manael  Sevilla*  ñn 
acción  á  reclamaciones  ulteriores  el  uno  contra  el  otro,  bajo  las  bases 
y  declaraciones  siguientes:  primera,  que  teniendo  participación  el  Don 
GoRzalo  Perona  con  elD.  Manuel  Sevilla  en  la  mina  Iberia^  comoasi> 
mismo  eo  la  llamada  Ramo  de  Flores,  y  apeteciendo  el  D.  Gonzalo  Pe- 
rona que  el  Sevilla  reasumiese  ó  reuniera  todo  el  derecho  de  posesión 
y  propiedad  en  ambas  minas,  desde  luego  renunciaba  y  traspalaba  en 
favor  de  Sevilla  cualquier  derecho»  interés  ó  pi^rticipacion  que  en  ellas 
pudieran  corresponderle  para  q.ue  fuera  del  mismo  óde  quien  su  dere- 
cho representase,  aprobando  y/teniendo  por  bien  hecho cualquiericen- 
trato  que  con  anterioridad  á  e»ta  escritura  hubiese  hecho  sin  suioter- 
vencion  el  mencionado  Sevilla,  bien  por  sí  ó  porm^diode  apoderado, 
desistiéndóse  y  apartándose  el  Perona  de  todos  ó  cualesquiera  dere» 
chos  que  en  estas  dos  minas  t>in}iéra  té&er  adquiridos,  pues  Iqs  que 
fueran  los  renunciaba  y  traspasaba  en  el  Sevilla  sin  restricción- alguna 
para  que  fueran  de  éste,  sos  herederos  y  sucesores:  s^unda*  ^este  ooa- 
trato  no  se  opondría  en  nada  respecto  dd  partido  otorgado  porD.  Mu- 
nael  Sevilla  y*  D.  Goozalo  Perooa  á  favor  de  D.:  Antonio  Abad  de>la  mi- 
na nombrada  Isabelita,  puesto  que  esta  tnioa  era  k  duic^  4>tte4|Mla» 
ba  de  la  propiedad  de  ambos  comparedentes  y  de  por*  nittady  stoteis- 
tiendo  asi  hasta  que  otra  cosa  >  puáÉeseA  deilberarv^que  la  queAfnefe 
constaría  de  instrumento  público: 

Resultando  qoeá  coatinoaoion  de  (díeiía  oscvitnra  se  hattftunleilí- 
mónio  expedido  por  un  Notario,'  en' el  que  expresa  que  piírD/ Manuel 
Sevilla  Jurado  se  le  ba  exhibido  uaa  copia  dé  eseritura  otorgada  antiíel 
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mismo  Notario  en  4  de  NoTíembre  de  i86S  por  D.  José  Sevilla  Jurado, 
constituyendo  Sociedad  especial  minera  de  la  nombrada  El  Ramo  de 
Flores,  situada  en  término  de  Cuevas,  compuesta  de  una  pertenencia, 
en  cuya  escritura  consta  en  lo  respectivo  al  numero  y  distribución  de 
acciones  lo  siguiente:  B.  Manuel  Sevilla  Jurado,  para  sf  y  sus  compro- 
misos, 265  acciones:  D.  José  Riancho,  cuatro  acciones:  D<  Juan  Rosillo, 
tres  acciones:  D«  José  Bouvier,  cuatro:  D.  Vicente  Antonio  Sánchez, 
dos:  D.  Gonzalo  Perona  Martinez,  17:  D.  José  Sevilla  Jurado,  cinco: 
total  300: 

Resultando  que  en  11  de  Julio  de  1864  otorgaron  poder  D.  Manuel 
y  D.  José  Sevilla,  D.  José  Riancho,  D.  José  Bouvier  y  D.  Vicente  Anto- 
nio Sánchez,  haciéndolo  además  el  D.  Manuel  Sevilla  por  los  ausentes 
D.  Juan  Ilosillo  y  D.  Gonzalo  Perona,  por  quienes  prestó  caución  de 
grato  y  rato,  autorizando  á  D.  Joaquin  Ayastuy  como  únicos  partíci- 
pes en  la  Suciedad  especial  minera,  á  la  que  correspondía  la  concesión 
denominada  Ramo  de  Flores,  sita  en  Sierra  Almagrera,  término  de 
Cuevas,  y  habla  sido  otorgada  al  D.  José  Sevilla  para  que  procediese  á 
la  enajenación  de  la  expresada  mina  por  el  precio  que  concertará  y  á 
las  personas  que  tuviera  por  conveniente,  ó  en  otro  caso  formara  Com- 
pañía ó  la  diera  en  arrendamiento,  facultándolo  al  efecto  para  forma- 
lizarlo todo  con  los  requisitos  legales,  dándoles  cuenta  de  cuanto  obra* 
se  en' virtud  de  tal  mandato: 

Resultando  que  el  D.  Joaquin  Ayastuy  constituyó  en  su  cocsecueo- 
cia  Sociedad  especial  minera  en  SíVile  Febrero  de  1865  ante  el  N#tario 
de  esta  capital  D.  Vicente  Ferrer  Silva,  estipulando,  entre  otros  parti- 
culares, que  88  acciones  de  las  200  en  que  se  dividía  la  Sociedad  ha- 
bían de  ser  para  él  por  si  y  en  la  represeotacron  que  ostentaba  por  el 
relacionado  poder,  señalándose^ además  á  D.  Juan  Hosillo  y  D.  Gonzalo 
Perona  15  acciones»  expresándose  qne  respecto  á  estos  socios  se  pro- 
cedía sin  tener  autorización  fonnal  de  los  mismos,  y  solo  con  la  cau- 
ción que  había  prestado  el  D.  Manuel  Sevilla,  con  la  obligación  de  pa- 
gar al  contado  cada  acción  do  las  emitidas  700  rs.,  y  otros  750  de  les 
productos  del  90  por  100  liquido  á  favor  de  Ayastuy  en  remuneración 
de  la  cesión  de  la  mina;  añadiéndose^  que  mientras  durase  la  obliga- 
ción de  dichos  750  reales  se  reservaba  do  primitivo  conoesionario  Don 
José  Sevilla  su  derecho  para  intervenir  en  la  buena  g^tion  de  los  em- 
pleados y  laboreo  de  la  mina: 

Resultando  que  presentada  para  su  aprobación  al  Gobierno  de  la 
provincia  de  Madrid  la  teferida  eseritora,  y  reparada  por  dicha  Auto- 
ridad por  no  insertarse  el  aeoerdo  en  cuya'  virtud  la  primitiva  Sociedad 
especial  minera  .Ramo  de  F¿ore#  lub'fese  convenido  en  sn  disolución 
y  creación  de  ^tia  nueva,  otorgaron  escritura  para  subsanar  ese  ropa» 
ro  en  9  de  Enero  de  1866  el  D.  Manuel  Sevilla  y  los  demás  que  aútori- 
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iaron el  relacionado  poder,  en  la  que  haciendo  itidnio  de  dichos  ante- 
cedenies  y  de  haber  quedado  de  hecho  y  de  derecho  extinguida  la  So* 
ciedad  que  formaron  para  explotar  la. citada  mina,  por  la  tritsfereaciQ 
que  hicieron  en  ese  documento  al  O.  Joaquin  Ayastuy  para  disponer 
<ie  ella,  consignaron  que  parb  dar  la  debida  validez  á  ese  actocedian» 
renunciaban  y  traspasaban  al  Ayastuy  el  dominio  y  posesión  de  la  re- 
petida mina,  dando  por  dlsaelta  la  primitiva  Sucicdd«^,  y  aprobando  y 
.ratificando  la  nueva  empresa  formada  por  aquel: 

Resultando  que  en  2  de  Abril  del  expresado  año  de  1865  R.  Ignacio 
Santiago  y  Sánchez  y  demás  interesados  que  componian  la  Junta  di- 
•recUva  de  la  nueva  Sociedad  Ramo  de  Flores  otorgaron  escritura  rati- 
■Ctcandoy  subsanando  los  defectos  advertidos  en  la  de  constitución  de 
dicha  empresa,  con  la  modifica cioo  de  que  las  facultades  concedidas  al 
concesionario  Ü.José  Sevilla  se  entendiau  subordinadas  á  los  acuerdos 
de  la  Junta  directiva  y  Director  facultativo,  la  cual  fué  aprobada  por  el 
Gobernador  de  la  provincia  de  Madrid  coa  arreglo  á  las  prescripciones 
de  la  ley  de  Sociedades  mineras: 

Resultando  que  por  documento  privado»  fecha  5  de  Enero  de  1866» 
D.  Joaquin  Ayastuy  trasfirió  á  D.  Manuel  Sevilla  20  acciones  en  la  So- 
ciedad Ramo  de  Floren  úe  Jas  88  que  debian  entregarle,  expresando 
-era  un  resguardo  especial  mientras  se  expedían  los  títulos  que  por  tres 
^  pagarés  de  la  propia  fecha  se  obligó  á  abonar  al  Ayastuy  el  D.  Manuel 
^▼illa  la  cantidad  de  21.067  rs.  por  liquidación  que  le  era  en  deber  de 
los  40.000  reales  del  contrato  que  habia  tenido  con  él  en  una  compra 
4ela  mina  del  Ramo  de  Flores;  y  por  otro  documento  fechado  en  Ma- 
drid á4  deiulio  de^l869  trasfirió  el  Ayastuy  A  l>.  Manuel  Sevilla  los 
.150.000  rs.  que  tenia  derecho  á  percibir*  ó  sean  750  por  cada. acción  de 
los  productos  líquidos  del  20  por  100  de  la  referida  mina: 

Resultando  que  fundado  en  los  antecedentes  relacionados,  dedujo 
demanda  D.  Manuel  Sevilla  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Al- 
mería enl."*  de  Abril  de  1870  pretendiendo  se  condenase  á  D.  Joaquin 
•Ayastuy  al  pago  de  los  24.067  rs.^  importó  de  los  citados  tres  pagarés, 
¡con  los  réditos  legales,  asi  como  ó  que  le  entregara  en  el  término  de  10 
4ias  las  láminas  de  las  acciones  cedidas,  con  sus  utilidades  y  la  copia 
de  la  escritura,  reconociéndole  y  traspasándole  el  crédito  de  los 
150.000  rs.,  ó  sean  750  década  acción  sobre  el  20  por  100  del  producto 
liquido  que  tuviese  ó  haya  tenido  la  Sociedad  en  la  explotación  de  mi- 
nerales: 

Resultando  que  seguido»  lo9  autos  eo  rebeldía  del  D.  Joaquin  Ayas- 
loy,  y  concluso  el  término  de  prueba  á  que  se  recibieron,  y  en  el  que 
se  practicó  la  articulada  por  el  D«  Manuel  Sevilla,  alegó  éste  de  bieo 
probado,  solicitando  por  otrnsi  se  dedujese  ej  oportimo  tanto  de  colpa 
•de  lo  que  resaltaba  contra  D.  Joaquín  Ayastuy,  D.  Ignacio  Santiago, 


I>.  HaDuel  Gómez  y  D.  MaDuel  de  Diego  pata  que  pudiera  proeederse 
contra  los  mismos  por  los  delitos  de  falsedad,  usur|)acioa  y  fraudes  6 
estafas  que  á^  su  juicio  se  hakiau  cometido  oa  la  ejecucioR  del  manda- 
to confiado  al  primero,  y  en  la  organización  de  la  empresa  y  distribu- 
cton  d9  sus  acciones: 

Resiiltaado  que  dictada  sentencia  por  el  Juez  de  primera  instancia , 
y  publicada  eo  la  Gücetu  át  es/U  capital  de  7  deBneso  dei87i,  acudió 
D.  Joaquiu  Ayastiiy  con  escrito,  que  se  repartió  al  parecer  en  i5  4ei 
misDK)'  al  llegado  de  la  Latina,  pYoponiendo  la  inhibitoria  con  proles* 
ta  de  ejercitar  sus  derechos  contra  dicha  eentencia;  y  habiendo  produ- 
cido^  aquel  recurso  conflicto  jurisdiciooal  «ntre  el  referido  Juzgado  j 
el  de- Almería,  fué  resuelto  á  favor  d^  último  porsentenoia  de  este  Tri- 
bunal Supremo 4le  47  de  Abril  deleitado  ano;  y  el  9  de  Mayo  siguien- 
te recurrió  el  Ayastuy  al  Juzgado  de  Almería  interponiendo  apelación 
de  l*a  referida  sentencia,  la  cual  le  loé  admitida: 

Resultando  que  antes  de  remitirse  á  la  Audiencia,  D.  Manuel  Sevilla 
presentó  escrito  pretendiendo  se  le  tuviera  por  desistido  del  derecho 
de  reclamar  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  cesión  de  los  150.000 
reales  del  SO  por  100  de  los  productos,  mediante  á  que  le  bastaba  la  es- 
critura de  Sociedad  y  el  documente  privado  presentado  por  la  Junta  di- 
rectiva, en  cuyo  escrito  se  ratificó  desfraes  en  la  segunda  instancia  á 
petición  de  D.  Joaquín  Ayastuy: 

Resultando  que  entregados  á  éste  los  autos  para  expresar  de  agra- 
vios, solicitó  que,  con  revocación  de  la  sentencia  apelada,  se  le  absol- 
viese de  la  demanda,  con  ka  cosias  al  Sevilla,  concediéndosele  á  la  vez 
la  oportuna  licencia  para  deducir  la  acGioo  criminal  que  le  competía 
por  hs  calumnias  é  injurias  vertidas  en  los  escritos  puestos  á  nombre 
de  aquel,  sin  perjuicio  de  las  demá»  que  le  asistían  para  que  le  reiate- 
gre  de  varías  participeHciooes  en  otras  pertenencias  mineras;  fundán- 
dose al  efecto  en  la  novación  que -había  sufrido  el  contrato  invocado 
pi^r  Sevilla  y  consistió  en  que  mediante  ciertaa  negociaciones  entre 
ellos  respecto  á  las  minas  Ramo  de  Fiares,  Iberia  y  otras,  se  reunie- 
ron con  varias  personas  el  4  de  Mió  de  1868  en  el  café  titulado  de  las 
Columnas,  en  la  Puerta  dol  Sol  d«  Madrid,  y  discutiendo  sobre  el  arre- 
.glo  de  sus  asuntos,  convinieron  e»  que  el  S.  Manuel  Sevilla  se  queda-, 
rfa  £on  parte  de  las  acciones  de  la  Sociedad  Iberia  pertenecientes  al 
Ayastuy,  renunciando  ésteá  la  r«z  á  que  aquel  le  indemnizara  portes 
minas  Florenciana  y  Asalto ^y  el  Sevilla  por  su  parte  á  las  20  accio- 
nes de  Ramo  de  Fleres^  y  al  cobro  de  los  24.067  rs.  4e  los  pagarés, 
comprometiéndose  á  devolver  éstos  al  Ayastuy,  y  el  documento  por 
el  que  cedió  las  referidas  20  acciones,  los  cuales,  no  teniéndolos  en 
aquel  acto,  quedaron  en  que  al  dia  siguiente  5, de  Julio  pasaría  Ayas- 
tuy á  recogerlos,  lo  que  no  pudo  efectuarse  por  haberse  encontrado 
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coO'la  novedad  de  haberse  marchado  aquel  á  Almería  la  ooche  del  ci« 
tado  4  de  Julio: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  y  practicadas  las  que 
las  partes  propusieron,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  porsenten» 
cia  de  25  de  Agosto  de  1875  confirmó  con  las  costas  la  sentencia  ape» 
lada  en  cuanto  por  ella  se  condenaba  á  D.  Joaquín  Áyastuy  al  pago  de 
los  24.067  rs.  ^ue  adeuda  á  D.  Manuel  Sevilla»  á  que  le  entregue  en  el 
término  de  i5dias  los  20  títulos  de  acciones  cedidos  por  el  documen- 
to folio  4,  y  los  15  que  comprende  la  escritura  del  fÓlio  136,  con  los 
productos  y  utilidades  de  las  35  acciones  que  representan  justificadas 
con  liquidación  formal  y  fehaciente  de  la  Junta  directiva  de  la  Socie- 
údiátRamode  Flores,  asi  como  también  otra  liquidación  justificada  y 
formal  que  acredite  el  importe  del  20  por  100  que  ha  debido  percibir 
desde  que  la  mina  está  en  productos,  coa  la  reserva  que  contiene  á 
favor  del  D.  Manuel  Sevilla  para  que  use  según  le  convenga  su  acción 
y  derecho  contra  la  referida  Sociedad,  y  al  pago  de  las  costas  del  litigio, 
y  el  de  los  daños  y  perjuicios  causados  al  Sevilla,  los  que  se  entende* 
rán  con  la  reserva  de  fijar  su  importancia  en  el  juicio  correspondiente: 
Y  resultando  que  D.  Joaquín  Ayastuy  interpuso  recurso  de  casa- 
ción por  haberse  ¿  su  juicio  infringido: 

I.""  El  art.  202  y  sus  concordantes  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, y  las  leyes  3/,  4.'  y  6.*,  tít.  13,  Partida  3.',  al  darse  por  probados 
hechos  por  ana  titulada  confección  judicial  de  D.  Joaquin  Ayastuy 
cuando  estaba  declarado  en  rebeldía: 

2.*"  La  ley  16,  tit.  22,  Partida  3/,  y  la  jurisprudencia  establecida 
por  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  entre  ellas  la  de  25  de  Ene- 
ro de  1873,  en  cuanto  la  sentencia  condena  á  particulares  que  no  fue- 
ron pedidos  en  la  demanda; 

3/  Al  condenarse  al  recurrente  á  que  entregue  á  Sevilla  las  15  ac- 
ciones con  sus  productos,  se  infringe  la  regla  12,  tít.  34,  Partida  7.% 
pues  mal  puede  dar  Ayastuy  A  Sevilla  lo  que  no  tiene,  no  recibió  ni  de- 
bió recibir;  la  ley  1.',  tít.  14,  Partida  3.%  pues  que  el  actor,  no  solo 
no  só  dice  en  la  sentencia  que  haya  probado  que  de  estas  15  acciones 
sea  detentador  en  forma  alguna  Ayastuy;  pero  ni  siquiera  se  indica 
que  Sevilla  haya  afirmado  que  las  pueda  ni  haya  debido  tener  en  su 
poder;  la  ley  l.\  tít.  1.*,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  porque 
no  apareciendo  de  la  sentencia  que  Ayastuy  se  obligara  de  manera  al- 
guna á  la  entrega  de  estas  15  acciones  ni  A  Perona,  ni  Hosillo  primero, 
ni  á  Sevilla  después,  no  puede  ser  obligado  al  cumplimiento  de  una 
obligación  contraída;  la  ley  1.*,  tít.  11,  libro  1.*  del  Fuero  Real,  y  la 
jurisprudencia,  no  solo  conforme  con  las  leyes,  sino  también  con  las 
reglas  todas  de  justicia  que  estableció  la  sentencia  de  8  de  Febrero  de 
4847,  de  que  no  puede  exigirse  el  cumplimiento  de  obligaciones  i 
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tiuien  no  las  contrajo:  y  la  ley  29»  tit.  2.*,  Partida  3.',  y  la  joriapra» 
^eneia  que  de  conformidad  con  ella  eatableeié  este  Tribunal  Supremo 
en  sentencia  de  10  de  Abril  de  I87S: 

4.*    Las  leyes  8.\  tit.  22,  Partídii  3.';  las  2.*  y  3/,  tf t.  i9,  Ubro  ii  de 
ia  NoYisima  Recopilación,  y  la  jurisprudencia  consignada  por  diferen*  1 

tes  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  entre  ellas  la  de  9  de  Diciem- 
bre de  1869,  5  de  Marzo  de  1870, 13  de  Febrero  y  16  de  Junio  de  1871, 
porque  la  sentencia  condenaba  al  recurrente  al  pago  de  las  cortas  de 
timbas  sentencias,  sin  embargo  de  las  notables  diferencias  que  median 
«ntrelas  sentencias  de  una  y  otra,  que  resultan  de  un  modoevidentai 
la  sola  confrontación  de  ambos  fallos;  obseryándose  también  que  uno 
lie  los  puntos  más  importantes  que  la  sentencia  del  Juez  de  primera 
instancia  resolvió  á  favor  de  Sevilla,  el  del  otorgamiento  de  la  escritu- 
ra de  reconocimiento  del  derecho  á  percibir  los  130.000  rs.  que  la  So- 
ciedad debia  pagar,  fué  explícitamente  abandonado  por  Sevilla  en  vo- 
luntario desistimiento: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Julián  Gómez  Ingnanzo: 

Considerando  que  el  primer  motivo  de  casación  se  reduce  A  dar  por 
sentado  que  la  sentencia  se  funda  solamente  en  la  declaración  de  ha- 
llarse confeso  en  rebeldía  D.  Joaquín  Ayastuy,  cuando  este  mismo  ha 
reconocido  la  obligación  en  el  hecho  de  proponer  como  excepción  la 
navacion  del  contrato,  por  cuya  razón  falta  la  base  para  la  infracción 
4e  las  leyes  que  con  tal  motivo  sé  citan: 

Considerando  que  la  sentencia  resuelve  solo  los  puntos  que  abraza 
la  demanda,  no  existiendo  por  consecuencia  la  incongruencia  que  se 
alega  en  el  segundo  motivo  de  casación;  bajo  cuyo  concepto  no  resulta 
infracción  alguna  de  las  leyes  y  doctrina  contenidas  en  las  sententias 
^e  este  Tribunal  Supremo  referentes'á  este  extremo: 

Considerando  que  D.  Gopzalo  Perona  cedió  por  escritura  do  29  de 
Mayo  de  1866  á  D.  Manuel  Sevilla  los  derechos  que  le  correspondian 
en  las  dos  minas  Ramo  de  Flores  é  Iberia^  procediendo  de  la  primera 
las  15  acciones  reclamadas,  sobre  las  cuales  no  ha  sido  objeto  del  de- 
bate el  extremo  de  hallarse  en  poder  de  Ayastuy,  pues  las  liquidacio- 
nes que  manda  hacer  y  los  perjuicios  que  declara  son  consecuencia 
natural  de  las  coestiones  que  resuelve;  siendo  las  15  acciones  de  Pero- 
na y  Rosillo  objeto  de  la  demanda,  según  un  resultando  del  Juez  acop- 
ado por  la  Sala,  sin  que  por  consiguiente  se  hallan  infringido  las  leyes 
citadas  en  el  tercer  fundamento  del  recurso: 

Considerando  que  es  igualmente  inadmisible  el  cuarto  motivo  de 
isasacion  que  se  alega,  porque  no  resulta  que  la  sentencia  en  segunda 
instancia  contenga  moderación  y.  aditamento,  puesto  que  la  alteracioB 
que  en  ella  se  nota  se  funda  en  el  voluntario  desistimiento  hecho  opor- 
tunamente por  el  demandante; 
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fallamos  q^ue  debemos  dedarar  y  declaramos  do  haber  lugar  al  re» 
eursQ  de  casscioD  iaterpue&lo  |ior  0.  Joaquín  Ayastuy  Aguirre,  soste- 
nido después  por  Doña  Feliciana  Peres,  viuda  del  oxismo,  por  sa  de- 
«ecíbo  ppopioy  eo  represenlaeioD  de  su  hijo,  menor  D.  Luis  Ayastuy  y 
'Peret,  é  la  qoe  condeaamQS  en  las  costas;  y  líbrese  la  cgrrespondieiiti» 
eertiñoacioD  á  U  Audieack  de  Granada  con  devolución  del  documento 
fiíe  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  GacekLy.BB 
insertará  en  la  Üoleccmi  legislativa^  pasándole  al  efecto  las  €opíai3^ 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=:Juan  Gonzalies 
Aceiredo.ssHilario  de  Igoñ.s&José  Fermín  de  Muro.=Juan  Gano  H«í* 
nueLi±:Ramon  Díaz  Vela.=Benito  de  liüoa  y  Rey.=^JuIian  Gómez  Ia- 
guanzo. 

PQbtícacion.=Leida  y  publicada  fué  la  precedente!  sentencia  por  el 
Eterno.  Sr.  D.  Julián  Gómez  Inguanzo»  Magistrado  de  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  públiea  la  misma  en  el 
dia  de  de  hoy,  de  que  certifico  come  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  14  de  Mayo  de  i875«ssRo^lioGoíizalez  Montes. 

(Gaceta  de  6  de  Agosto  de  1875;. 


Sentencia  declarando  no  haber  luffar  al  recurso  de  casachu 
interpuesto  en  el  expedienté  sobre  rendición  de  cuentas  y 
cumplimiento  de  unos  contratos. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  ^  de  Mayo  de  i  875,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recu^rso  de  casación  por  iofraccion  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgadp  de  primera  Instancia  de  LogrQsan  y  en  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceres  por  D.  José  Rodrigez  Tochfk 
con  D.  Mario  de  Luna  y  Arrivas  sobre  rendición  de.  cuentas  y  cumpli- 
miento de  Unos  contratos: 

Resultando  que  en  los  años  de  1839  y  4840  convinieron  D.  José  Ro- 
dríguez Tocha  y  D.  Julián  de  Luna  en  explotar  las  canteras  de  fosf^ito 
calizo  que  habla  en  la  villa  de  Logrosan  en  va i ios  terrenos  del  coman 
y  de- particulares,  de  los  cuales  hubo  necesidad  de  comprar,  y  se  cono- 
pxó  en  efecto,  el  derecho  ckcIusívo  de  explotar  las  referidas  canteras 
en  nombre  de  D.  Julián,  si  bien  cou  dinero  y  por  cuenta  de  Toclla» 
como  así  lo  declaró  aquel  es  documento  privado  que  otorgó  en  Caca- 
res en  3  de  Octubre  de  1840: 

Resultando  que  D.  José  Rodríguez  Tocha  declaró  en  documento 
privedo  de  ^i  de  Agosto  de  1845  que  en  la  distribución  de  las  ganan- 
cial que  resultarán  de  las  canteras  de  cal  fosfórica,  situsdas  en  las,  in- 
mediaciones de  Logrosan,  asi  dentro  de  las  fincas  de  varios  partícula- 
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rit  como  OD  los  terrenos  de  la  administración  del  Ayantatníealo  de 
aq«el  pueblo/vtendria  D.  lailán  de  Luna  la  tercera  parte: 

Resultando  que  en  8  de  Diciembre  de  1845  otorgaron  escritura  en 
esta  Corte  D.  José  Rodríguez  Tocha,  D.  Julián  de  Luna  fD.  Antonio  Peres 
Aloe,  en  la  que  dijeron  que  en  el  año  de  lft40  adquirieron  los  dos  prí*- 
meros  la  propiedad  y  posesión  para  explotar  exclusivamente  las  can* 
leras  de  cal  fosfatada  que  en  las  inmediaciones  de  la  villa  de  Logrosao 
se  hallaban  dentro  deTarias  fincas  de- particulares,  á  quieues  Luna 
<x>mpró  su  derecho  en  diferentes  fechas,  teniéndole  también. sobre  el 
mismo  material  que  se  encontraba  en  diféi'entes  puntos  de  los  terreooe 
de  la  administración  municipal;  y  como  con  posterioridad  el  Ayunta- 
miento de  Logrosan  habia  otorgado  el  derecho  de  explotar  los  filones 
de  su  pertenencia  á  favor  de  D.  Antonio  Peres  Aloe  en  la  provincia  de 
Ttijijilio,  Luna  y  Tocha,  de  acuerdo  coo  Aloe,  habiao  convenido  en 
ekiit  é  identificar  los  derechos  que  reslpectivaméote  pudieran  teoer  y 
^e  fijamente  tenían,  y  asociarse  coo  6.  José  Gostanha;  y  d  Qa  de  gne 
quedase  bien  determinada  y  conocida  la  parte  que  á  cada  individiia 
eorrespondia  en  la  asociación,  otorgaban  y  declaraban,  D.  Juan  de 
Luna  que  se  hallaba  completamente  reembolsado  y  satisfecho  de  todas 
les  cantidades  empleadas  para  coasegiiir  las  meocionadM  adquisicio? 
■es,  sin  que  nadie  tuviera  qiie  reclamar  de  la  Sociedad;  y  todos  los 
comparecientes,  que  por  convenio  correspondían  á  D.  losé  Rodrigues 
Tocha  las  dos  quintas  pastes  de  la  propiedad  y  productos  que  ei  men- 
cionado mineral  llegase  á  proporcionar,  y  por  consiguiente  dos  quin- 
tas partes  de  todos  los  gastos  que  se  ocasionasen;  una  quinta  parte  en 
¡guates  términos  á  D.  Julián  de  Luna;  otra  á  D.  Antonio  Pérez  Aloe,  y 
lairestante  á  D.  José  Gostanha: 

ReünlUando  que  en  i.**  de  Febrero  de  1846  Otosgó  Tocha  otro  doca- 
nea^  privado,  en  el  que  declaró  (literal)  que  D,  Julián  de  Luna  en 
las  ganancias  que  proporcionen  nuestras  minas.de  cal  fosfatada,  ó  lU- 
.^sese  fosforita,  que  poseemos  en  l^s  inmediaoienes  de  Logrusaoi  le 
pettenetterá  una  «tercera  parte  después  de  reembolsar  4  D.  Antonio  Pe<» 
Kc  Aloe  de  uea  quinta  que  se  le  concedió  por  escritura  pública  hecha 
«É  Madrid  en  8  de  Dicientbre  de  1845: 

Resultando  que  O.  Mátío  de  Lttaa  escribió  A  D.  José  Rodrigneas  To*> 
eAa  éa  35  de  Agosto  d^  1848  participándole  que  el  día  31  había  falle- 
<ñdd  so  padre,  dejando  á  aquella  familia  en  la  mayor  orfsodad  y  misOf 
eáas  que  falto  de  recursos  y  sin  q,ue  nadie  los  amparase,  esperaba  de  él 
ifiie  se  serviría  darle  la  comisión  que  encargaba  A  su  padre,  que  des- 
empeñaría con  el  mayor  celo: 

Resultando  que  Doña  Mariana  de  Arrivas^  viuda  de  D.  Julián  de 
Lona,  otorgó  un  poder  en  la  villa  dé  Cabeza  de  Ruey  438  de  Setiem- 
l>re  de  1858,  en  el  que  dijo:  que  su  maride  tenia  en  sociedad  con  D.  4osé 
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Rodrígues  Tocha  y  D.  Áotooio  Pérez  Aloe  varias  canteras  de  fosforita^ 
en  término  de  Logrosao:  que  sos  hijos  P.  Mario,  DoñaiAmelia,  Doña* 
JíBCiota  y  Dona  Constanza  de  Luna,  como  herederos  únicos  que  eran  de 
sa  difunto  padre  D.  Julián  de  Lona,  sucedieron  en  la  parte  que  éltenia^ 
en  dichas  canteras  y  en  sa  interés  social;  y  siendo  necesario  proceder 
i  la  liquidación  de  la  Sociedad»  que  quedó  disuelta  por  la  muerte  de^ 
dichos  D.  Julián  de  Luna  y  nle  D.  Antonio  Pérez  Aloe,  la  otorgante». 
como  totora  y  curadora  de  sus  tres  referidas  hijas,  daba  poder  á  so^ 
hijo  D.  Mario  para  que  pudiera  otorgar  y  firmar  con  los  representantes 
de  Pérez  Aloe  y  con  D.  José  Rodríguez  Tocha,  una  escritnra  con  todas^ 
lascouyenciones'y  estipulaciones  necesarias  para  la  liquidación  dadi»^ 
cha. Sociedad,  nombrando  á  Rodríguez  Tocha  liquidador  de  ella  por 
ser  él  quien  habla  dirigido  principalmente  los  negocios  sociales  y  he^^ 
cho  los  gastos  originados  á  la  Sociedad,  autorizándole  para  vender, 
arrendar,  ceder  y  traspasar  dichas  canteras  y  para  otorgar  otro  cual^ 
quiera  contrato  de  la  naturaleza  que  fuese,  creyéndolo  conveniente  á 
los  intereses  comunes,  contratando  libremente  con  cualesquiera  perso* 
ñas  y  con  ios  pactos  y  convenciones  que  entendiera  ser  justas  y  con» 
venientes  y  que  más  podían  facilitar  á  D.  José  Rodríguez  Tocha  las  ne* 
gociaciones  que  emprendiera,  bien  fuera  en  el  Continente  ó  en  Inglater- 
ra; quedando  además  autorizado  como  liquidador  de  la  Sociedad  para 
representarla  y  á  los  interesados  en  juicio  y  fuera  de  él  ante  cualquie- 
ra Autoridad  *y  Tribunal  en  todas  las  pendencias  y  negocios  sociale» 
que  pudieran  ocurrir: 

Resultando  que  en  iguales  términos  confirieron  poder  en  la  ciudad 
de  Trujillo  en  30  de  dicho  mes  de  Setiembre  de  4858  Doña  Luisa  Ella» 
y  Serrano,  viuda  de  D.  Antonio  Pérez  Aloe,  como  curadora  desús  hi- 
jos menores  D.  Manuel,  Doña  Jacobs,  D.  Inocencio  y  D.  Luis,  D.  Pío  Pé- 
rez Aloe  y  D.  Jacinto  de  Orellana,  como  marido  de  Doña  María  Peres 
Aloe,  á  D.  Felipe  SoHs: 

Resultando  que  en  virtud  de  estos  poderes  otorgaron  escritura,  en 
unión  de  D.  José  Rodríguez  Tocha,  en  la  ciudad  de  Radajoz  á  8  de  Oc- 
tubre de  1858.  en  la  que  dijeron:  que  tenían  en  sociedad  las  canteras 
mencionadas,  perteneciendo  á  D.  Julián  de  Luna  una  quinta  parte  d» 
productos  y  gastos;  otra  quinta  parte  á  D.  Antonio  Pérez  Aloe  y  las 
tres  quintas  restantes  á  D.  José  Rodríguez  Tocha:  y  que  habiendo  &- 
llecido  los  dos  socios  Luna  y  Pérez  Aloe,  habían  convenido  que  el  su-» 
pervivente  D.  José  Rodríguez  Tocha  procediera 'á  la  liquidación  de  la 
misma,  para  b  cual  se  habían  concertado  en  los  pactos  siguientes:  qqé^ 
en  los  tres  primeros  convinieron  que  Tocha  continuara  siendo  admi- 
nistrador gerente,  por  ser  el  que  principalmente  había  dirigido  los  ne- 
gocios sociales  y  hecho  los  gastos  necesarios,  quedando  autorizad» 
para  vender,  arrendar  y  ceder  en  la  forma  referida  en  los  poderes:  que 
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en  la  caaria  estipularon  que  el  meDctoaado' Administrador  gerente 
quedaba  obligado  á  dar  cuentas  de  la  liquidaeton  un  mes  después  de^ 
contrato  que  celebrare,  siendo  contrato  por  et  cual  trasflriera  definiti- 
yamente  eMominio  de  las  canteras,  y  todos  los  años  si  el  contrato  que 
celebrare  fuese  de  trato  social;  y  que  en  la  quintay  dltima  dijeron: 
que  cualquiera  que  fuera  el  contrato  que  realizase,  los  otros  interesa- 
dos en  las  canteras  se  obligaban  á  no  perturbar  ni  inquietar  de  modo 
alguno  á  los  adquirentes  de  las  mismas  canteras,  renunciando  á  cual* 
quier  derecho  real  que  por  ventura  pudiesen  tener  á  ellas,  y  cualquie- 
ra acción  á  que  se  juzgasen  con  derecho  solo  la  podrían  intentar  con- 
tra el  socio  Administrador;  de  modo  que  la  persona  ó  personas  con 
quien  contratase  tuvieran  el  pacifico  uso  y  posesión  de  las  canteras  6 
terrenos  de  fosforita: 

Resultando  que  D.  José  Rodriguen  Tocha  de  una  parte,  y  D.  Fran- 
cisco Kuper  Dumas,  de  Londres,  de  la  otra,  otorgaron  escritura  en  la 
ciudad  de  Lisboa  á  49 de  Abril  de  4863,  en  la  que  el  primero  dijo:  que 
habiendo  descubierto  en  el  año  de  1839  unajs  canteras  de  fosfato  de  cal 
sitas  en  Logrosan«  en  la  duda  de  si  su  cualidad  de  extranjero  le  impe- 
diría ser  prqpietario  en  España,  obtuvo  de  D.  Julián  de  Luna  que  ad- 
quiriese en  su  nombre  los  repetidos  terrenos,  facilitándole  los  fondos 
para  ello,  habiendo  hecho  e(  D.  Julián  una  declaración  en  que  recono- 
cia  á  Tocha  como  verdadero  dueño:  que  posteriormente  le  cedió  una 
parte  de  los  lucros  que  se  obtuviesen,  obligándose  Luna  á  coucunrir 
con  los  gastos  proporcionales,  habiendo  hecho  igual  concesión  á  D.  An- 
tonio Pérez- Aloe:  que  ocurrido  el  fallecimiento  de  ambos,  había  sido 
autorizado  por  sus  herederos  para  contratar  únicamente  en  su  propio 
nombre,  y  asi  lo  hacia  en  aquella  escritura,  por  la  cual  daba  en  ar- 
rendamiento á  D.  Francisco  Kuper  las  dichas  canteras  por  espaeto  de 
99  años,  obligándose  Kuper  á  explotarlas  bajo  la  dirección  de  personas 
competentes,  pagando  en  el  acto  30.G00  libras  esterlinas  y  uda  canti- 
dad por  cada  tonelada  de  2.240  libras  de  peso  inglés,  en  relación  con  el 
valor  que  tuviese  en  venta  en  Inglaterra,  con  otras  varias  condiciones: 

Resultando  que  en  la  ciudad  de  Estremoz,  del  mismo  Reino  dePi»- 
tugal,  á  8  de  Abril  de  1865,  otorgaron  escritora  D.  Mario  de  Luna  y 
D.  José  Rodríguez  Tocha,  en  la  que  hicieron  una  relación  semejante  á 
la  anterior,  referente  á  la  adquisición  de  las  canteras,  después  de  lo 
cual  repitieron  que  todo  el  dinero  para  estas  adquisiciones  lo  suminis- 
tró D.  José  Rodrigues  Tocha  al  D.  Julián  de  Luna»  por  lo  cual  éste  otor- 
gó á  favor  de  aquel  un  documento  privado  en  3  de  Octubre  de. 1841 
declarando  que  las  compras  hablan  sido  hechas  por  cuenta  y  dinero 
de  D.  José  Rodríguez  Tocha;  documento  privado  qme  reconocía  D.  Má* 
rio  de  Luna  en  todas  sus  partes,  asi  como  los  derechos  que  en  virtud 
de  él  asistieran  al  referido  Tocha:  que  después  hicieron  mériio  de  la 


«setitura  de  8  de  Dieiembre  d«  ift45,  y  refirieron  que  en  1956  olim  So-* 
isiédfld  de  nÚDes  espaookvde:  la  cual  8«UftmabA  Prefiideotie  D.  Pedro 
BdiOTarria,  de&UQOió  el  loiamo  criadero  da  fosfato  de  cal  creyeedoea- 
idvoados  loa  d«reckKM^ad({uiriidos  por  Lqiia  pee  eoeota  y  e«tii  dinero  4e 
Rodríguez  Tocha:  ifue  pof  esta  ^poc»  bubmn^ya  lallecido  Lona  y  Aloe; 
y  como  Tocha  akmpre  consevvó  laa -nejoree  reiaeiooescoQelotorgao- 
le  D.ttártd,se  encargó  die  la  defensa  de  dichos  pheitos,  que  cumplió 
del  mejor  modo  posible:  que  después  se  otorgó  la  eseri4üra4e8deOe* 
-tnhiie  de  1858,  cuyos  términos  refiñecon,  asi  como  las  demás  v^icisitik- 
-des^por  que  habia  pasado  esteasuoto;  y  ddjeroo  queeq,  virtud  délo 
que  quedaba  expuesto,  y  que^  constituía  lo  más  esencial  de  la  historia 
de  este  negocio,  resultaba  que  D. •Julián  de  Luna,  padre  del  otorgante 
D.  Mario,  adquirió  en  4840  y  1841  el  derecho  á  esiploiar  y  labrar  al 
•Ibefato  de  cal  por  duenta  y  eod  dinero  da  Redcigoei  Tocha:  que  desde 
andonees  y  siempre  foé  éste  quien  exeliMivámeuie  sumioistró  y  te4a* 
'TÍa  suimiBisiraba  todo  el  dinero  para  los  gastos:  que  aunque  D.  MArio 
faftbiera  segaklo  loe  pleitos  en  su.propio  nombte  como  heredero  deisli 
-padre,  declaraba  que  reconooia  á  D.  José  Rodríguez  Tocha  cdnko  tw» 
y  exclusivo  dueño  de los^  derechos  adquiridlos  por  su  padre  áexplbtar 
y  labrar  el  fosfato  en  1840  y  1841:  que  confesaba  solemoemeate  que 
en  virtud  de  no  haber  coatribuido  par»  lias  gastos  indispensablas^paia 
el  mantenimiento  del  derecho^  loa  herederos  de  Alce  y  la  fandltadal 
olorgaote  B.  Mátfio  hahiaa  perdido  completasienle  los  derechoa  tpie 
pretendían  tener^  parque  dlk^  de  baohb  abandonaron  la  causa;  y  <peMr 
COBsiguieúte  la  pedieron  de  deraoha  según  las  leyea  da  Eipaña:  <(iie 
"00  virtud  de  lodo  lo  expuesto  iatistió  ea  reconocer  á  D;  JdSáRodrí- 
•guez  Tocha  par  üaico  y  exclnaivo  dueao<  ó»  los  derechoa  de  Moc  4e 
íbafato  de  cal«  y  quef»ia  cpie  se  eofteodieaa  que  tal  dareoiho  eataba  ad- 
quirido por  dicho  W.i4sé  litodri^et  Tocha,  y  solo  kél  daban  dateeHk) 
4as  sentencias  ejejcoteviasy.tflttlias  que  en  los  Tribunales  de  Estp^Éftae 
habiau  dictado  6  decidido  e«  atombce  déi  deeiarante;  y  para.  aDUydc 
•fuerza,  si  necesario  laase,  cedía  y  traspasaba  m  soUduwi  á  favat  de 
B.  Joéé  Rodrigues  ToOha  kadas  y  éadá  udo  de4os  derechos  qua  pedie- 
ran darle  las  séntettoias  y  afeciiAorlas  y  iiltñés  ^é.  sio  faallttson.ottati 
))ondire  en  los  Tribunales  y  arefai vos  españolas  eu'tado  cúsalo  tsnlieth 
elación  con  el  derecho  de  labtar  el  fosfato  da  cal  de  Logrosan.» adqui- 
rida por  ü.  Jdian  deiiuna^  su  padra^por  cuenta  y  can  difterodeOon 
José  Rediriguea  Tochat  que  esée  aebpl6  y  aptatbd  tadaciardti^iivrettotei- 
iGÜaiietítoy  oesion que  acabafa» d»  hocérsele  por  la  focuaa» y  coa  todas 
'las  ófrc«natanoÍBS  que  quédabaa  «stipuiadasciyr.quai  esta  escríiirfe  «te 
iDscKibcó^  en  d  Registro  d«  la  prupiHdadj  cdn  «npraK^oit  dU  los  intímé- 
'hias^sahiro  los  fus  giavilalan  ¡tos  dsrachoai'eÉle^de  qus  ao¿ld  tÉianan 
ae  hace  metilo: 


'  ^  RdBdliando  qaeO.  iowé  Rodríguez  Toeha  y  Q.  Mario  de  Lana  otor« 
garon  una  escriiom  eo  Cáceros  á  38  de  Julio  ée  1^86:7,  en  la  ^qneel  pri? 
mero  hrao  mérito  de  la  de  8  de  Ootabra  de  1858,  por  la  qoe  fué  nom^ 
brado  AdmiAíslrador  y  Oerente  déla  (¡ompaaia  coa  facuitad  para  re» 
pyesefrifarrjBD juicio  y  faer» áe^éiitoS'deí-eohQi de  la  Sociedad:  que  Luaa 
ll«Ma  Venidla  defendi4iKla*á  so  nombre  iodos  los  pleitos  sosteaidos 
htíüíBi  léfeclMi,  ooQsíotiéiidélo  Rodrigttet  Tocha  por  ser  Luna  interesa^ 
«le^  eemo^'hetedtero  de  se  diAaato  padse  é  toapirar  completo  coorfiaosa; 
queeooTioieiido' á  Tocha  hacer  nao  de  las  facallades  y  represeotacion 
legílima  qae  le  correspondía  en  rirlad  de  la  escritura  de  8  de  Qetnhre 
deiSfid  ya  citada,  y^que  corriera  ¿su  nombre  todo,  y  siogularmeafte 
'e^pleitequefeabia  8osteilid<»>0.  Márioide  Lunaaote  el  Consejo  de  «que 
fla- provincia  cen  (a  Admioi^aeioo<eitiI  y  D.  fítcáoor  Fernandez  Bra^ 
'Hf  sobre  la  caducMad  de  los  denechos  á  explotar  el  fosfato  baiizo^de 
^groaan  adquiridos  poír  D.  Jtiliaiii  de  Luna,  según  se  habla  dicho^dsíba 
y  conferia  poder  cum^idei  y  generak  á>Dv  GrJsiA»al  Martin  de  Herreit 
y  1^.  Juan  Pérez  San  Ittnaiv  Abogados  de  Eadind,  para  que  sostuviop 
'iMi  á  sff  nombre  en  et  Oon^^de  fistado^lasaneionesqaehabiaYenido 
'defendiendo  y  representando  B,  Wétw  dé  Luna  eo  el  pleito  citado^  que 
se  fsiñó  por  el  Consejo  provinoisi^  e»  %  de  aquel  cies^  y  ftió  apelado  por 
D.  Mario,  practicando  juntos  ó  separidameote  en  su  ealidad  dedefen- 
isores  y  legitle»«B  represienttntet  de  Rodríguez  Toehia  cuantas  diligen- 
iñás  fuenfifl  ÍDdispenes^blesr  que  R.  Mario  de  Luna  dijo  que  era  cierto 
'CluaotdtoanifeslalM  Rodríguez  Toeha:  que  en  efeeio  había  sostenido  en 
Su'ceUdIádde  heredero  de  su  padre  D,  Jolitfs  ios  derechos  que  adquf- 
fié  dsie'á  erpIcMap el fesUsto  calhEOde-  Logrosasi' por  medio  de  contratos 
«merosds,*  yeerCroellos  en  el  pleitoide  que^  hacia  meacioo  Rodríguez 
'Tecüra;  ^  pendfa^  en  el  €bdeejo  de  Estado:  <fue  si  bien  lo  h^lña  sos- 
lenrfdb  á-  éú  nombre,  habia  sido^  en  un  toido  de  acnerdo  con  aquel :  que 
^dtven  efecto  el  mayor  ptfrtleipie'y  Adaiéiyisuador  Gerente  de  la  Gom- 
iMiifft,  segern  resukiebiar  de  la  «scrílaní  diadn  de  8t  de  Octubre  de  Í8&K: 
que  aceptaba  eo  tedés  sus  p«rtes>cuMito>d4aba'manííe»tadoD.  J^séRd- 
dHgdez  Tioctra,  y  quevia^  que  «é  tUYieratt  por  fegfiimas  y  eficaces  las 
dtsdatucí^mes  y  artMerizaDiones  que  quedaban  «onsigoadas;  y  ai  en 
ptechó  quese  furiese  pm'  coníeridael  presente  á  fa.ver  do.  los  apode^ 
fados,  cornos!  fuese  otorgsdo  ¡per  Lufii*r 

Resakando  que  BbSe  Marísna  Ariiivasy  vindla  de  D.  Julián  de  Luna, 
y  sus'fríjsj  Doña  Amalia,  Do&aiaclQitt  y  Ddña^  Goftstaaza^  de  Luia  y 
Arribas*,  ent»bliivoo  demanda  eo  el  Jucgado  de  primero  instancia  de 
LogrosMHOdfilra  O.  Issé  Rtoésiguee  Twcbs  pera  que  se  éeplarase  nula 
!á  e^tffiiifr:i'de  8»d^Detubre  de  I^Sftsy  que  por  seataacia  que  dicté  e] 
Atét  depfíméra  Insiatioitt,  f  )|ue4M»flratd  en.  IRde  Oclisbre  de.  4887  la 
Sala:  segunda  de  lia  Aüdienci»  de  Giceres,  se  declaré  nulo  y  sin  efeeto 


cociera,  y:  en  i  regara  á  lo»  eaairo^iiflredefot  de  D.  Jüliao  Lana  la  teece* 
M  parte  de  ias ganancias  qoe  hubiera  producido  eloegocio  de  la  ioafa*' 
rila,  deacootaade  la  quiotá  parte  que  correspondía  á  los  herederos  difl 
Aloe,  según  $e  obligó  en. doeemenlo  de  1846: 

Besultaodo  que  sumioistradas pruebas  por  las  pactes,. dktó  seatei^ 
cía  el  Juez  de  primera  instancia  defiriendo  á .  las  preleosiooejí  coasigr 
Dadas  en  la  demanda;  y  que  intecpuesta  apelación  por  el  demaiHlado, 
la  Sala  de  lo  civil  de  ia.  Áudieoeia  de  Gácerea  en  13  de  Junio  de  id7$ 
eondenó  á  D.  Mtfrto  de  Luna  y  Arrivas  á  dar  cuenta  á  D.  José  Rodei- 
guesi  Tocha  del  encargo  que  en  au  nombre  habla  desempeñado:  á  que 
dejase  libres  y  ásu  disposición  todos  los  de(^echos  que  sancionaban  laa 
ejecutorias' de  los  pleitos  seguidos  á-oembre  deD.  Mario,  con  lielacioa 
A  las  canteras  de  Logrosan  de  que  se  trataba  en  el  pleito,  y  sefialada^ 
alenté  de  tos  que  se  declaraban  en  la  resoluoion  del  Consejo  de- Estado^ 
sin  perturbarle  ni  inquietarle  en  el  uso  y  ejercicio  que  le  cocrespoodia; 
absolvió  á  D.  José  Rodrigues  Tocha  de  la  recouTencion  propuesta  per 
fi.  Mario  de  Luna,  y  declaró  válida  la  escritura  de  8  de  Abril  de  Í8fi5 
y  la  inscripción  de  la  misma  en  el  Registro  de  la  propiedad  día  Logr<^- 
san;  lo  que  se  pondría  en  conocimiento  del  Registrador  tan  luego  eooíD 
esta  sentencia  causara  ejecutoria,  pstít  que  se  canchase  la  nota*  eaqws 
se  hacia  constar  que  se  habia  pedido  la  nulidad  de  dicha  insoripctoiic 
en  cuyos  términos,  y  con  expresa  condenación  de  costas  eo  aoi^baaiVMi^ 
itanciasá  D.  Mario  de  Luna,  se  confirmó  la  sentencia  apelada: 

Resultando  que  D.  Márie  de  Luna  interpuso  recurso  de  casaeioo  per 
haberse  infringido  á  su  juicio: 

i.*  El  art.  225  de  la  ley  de  Eojuiciamiento  civil,  que  exige  leaml» 
nantemente  que  el  actor  al  formular  su  demanda  acompañe  loa  deotti» 
mentos  en  que  la  funde;  y  como  D.  José  Rodrigues  Tocha,  si  hieii  M 
decia  que  designó  el  archivo  en  que  se  encontraba  la  escritura  eitoi^^ 
da  6B  Estremoz  en  8  de  Abril  de  1805,  en  que  fundaba  prineipalm^ate 
jii  demanda,  manifestando  que  no  la  tenia  i  su  disposición^  en  lo.  cual 
fiiltó  i  sabiendas  á  la  verdad,  no  queriendo  presentarla  porque  se  pri>^ 
baba  con  eUoque  sin  traducirlo  al  idioma  castellano  el  Ragislradet  db 
Logtosan  la  inscribió  en*  el  Registro^ habia  perdido  todo  su  dececáo  iw- 
ddo  de  la  citada  escritura^  y  la  Salaaestenciaéoira  habiaiinCrkfidOrel 
articulo  arriba  citado  al  tomarlo  eomoibiafle  de  su  sentencia; 

S."*  Al  declarar  válida  la  insccipcioi}  hecha  por  el  Registrador  jle  la 
ejecutoría  conseguida  por  Luna  contra  D.  Pedro  Rohevarria  y  coasov* 
tes.  los  artículos  6.*,  8.%  98«  2i,  3t,  32, 33,  74  y  75  de  la  antigua^  liqr 
hipotecaría,  y  los  artículos  SO,  21,  37  y  40.de  su  reglamento, ^sf  oomo 
to  resolución  de  la.  Dirección  del.lUgisiro  do  la  propiedad  de  24  de-Hai* 
yo  de  1863,  que  tenia  fuieraa  de  ley  para  este  caso: 

3/    Al  declarar  válida  U  ioacripcien  hecha  á  nombre  de  RAdrignec 


Toclla  de  U  escritora  de  8  de  Abril  de  i8G5,  qae  coatenia  defectos  que 
lo  knpediao,  los  afticuloa  de  k  ley  hipotecaria  y  de  so  regtametiio*  y 
demás  dispostciodes  legales  citadas  en  la  infroecion  anterior,  asi  coriio 
lambían  los  artículos  8/,  9.*,  40.  II  y  i^  de  la  iostruccíon  de  li  de 
luDÍo  de  Í8T1 ,  que  marca  las  ei>sdicioaes  que  debe  tener  todo  instro* 
mcoto  publico  para  ser  ioscrito  en  el  Registro: 

4/  Al  apreciar  la  sentencia  la  carta  que  en  25  de  Agesto  dei848 
erigió  él  recurrente  á  Bodriguez  Tocka  desde  Cabeza  de  Buey^  y  det 
clarar  en  coDsecueoeia  de  su  apreeiaeien  que  el  primero  fué  mándala* 
rio  del  segundo,  y  condenarle  á  dal:  cuentas  del  encargo  ó  mándalo 
que  ttoTecibié,  las  leyes  20,21,  Í2,  2S,  24  y  25  del  tit.  12  de  la  Pt]*ti^ 
da  5/,  toda  vez  que  no  se  habia  justificado  semejante  mandato,  y  no 
imponían  las  citadas  leyes  al  mandatario  semejante  obiigacioo,  y  el 
a'rt  S17  de  la  de  Bnjniciamiento  cítíI  apreciando  como  prueba 'del 
BQandato  el  contenido  de  la  citada  carta: 

5/  Al  declarar  válida  la  escritura  de  8  de  Abril  de  1865,  avident»- 
alenté  nula  por  error  en  la  sustancia  de  la  cosa,  ó  real  en  la  materia 
de  la  obligación  que  en  ella  se  constituía,  las  leyes  4.%  5.\  20  y^SI, 
tít.  5:*  de  la  Partida  5.*,  y  la  doctñna  consignada  en  la  sentencia  de 
este  Supremo  Tribunal  de  24  de  Setiembre  de  1866: 
-  0.*^  Al  declarar  válida  la  mencionada  escritura,  sin  embargo  dees* 
tar  probado  que  hubo  engaño  ó  cuando  menos  una  simulación  de  con* 
Irato,  las  leyes  44,  Ut.  2.%  Partid*  3/;  28,  tit.  U;  5/.  tH.  10,  y.  57;  tí- 
tttU)  5."  ée  la  Partida  5/,  y  la  doctrina  legal  derivada  de  la  sentencia 
de  este  Supremo  Tribunal  de  20  de  Mayo  de  1864: 

71*  Al  declarar  la  validez  de  áa  misma  escritura,  sin  embargo  de 
qbe  cediéndose  é  donándose  en  ella  bienes  inmuebles,  á  cuya  claíse 
perten«cén  las  minas,  d^ieroo  «oomodarse  los  contraíanles,  and 
cuando  se  otorgase  en  el  extranjero*,  al  estatuto  territorial,  ó  ínera  á 
laiey  )9spa¿oia,  por  la  cual  se  pegiao-la  trasmisión,  cesión  ó  donación 
die  bienes  inmuebles^  el  art.  3.*  de  la  insUaccion  de  12  de  Junio  de 
A86I: 

^^  Las'leyes  7.%  tit.  :f2,  libro  ^"^  del  Fuero  Real,  y  63  de  Toreíi  6 
sed  2/;  t{t.  7.*,  liluo  10  de  la  Novísima  Reoopiiacion,  con  «arreglo  á  las 
que  era  nula  la  citada  e«oritura  porque  entrañaba  de  parte  de  lima 
una  donación  de  todo  coflotí^  poeeia; 

9.*  Al  condenar  á  Lu*na  4  quedejata  á  disposición  de  Tocha  todo^ 
ios  derecho»  en  las  minas  de  Logrosan,  disponiendo  lo  que  no  podía 
•enpiplirse  por  obligar  á  aquel  á  entregar  derechos  que  no  tenia,  elde- 
creto-sentencia  del  Consejó  de  Estado  de  10  de  Octubre  de  1868;  las 
eseríturaS  de  10  de  Agosto  y  8  de  Diciembre  de  1845, 8  de  Octubre  de 
1858  y  28tie  Julio  de  1867;  las  ejecutorins  de  6  de  Mayo  de  1862  y  i7 
de  Diciembre  de  1870,  y  la  ley  que  nada  de  los  contratos  y  estipula- 


clones  otorgadas  entre  los  difuntos  D.  Jnlian  de  Lona  y  D.  Antonio  Pé- 
rez Aloe  y  D.  José  Rodríguez  Tocha f  asi  como  las  otorgadas  entre  el 
mismo  Rodríguez  Tocha  y  los  herederos  de  Luna  y  Aloe: 

iO;  Y  por  último,  al  declarar  válida  la  escritura  de  8  de  Abril  de 
1865  entre  Tocha  y  el  recurrente,  condenando  en  su  consecuencia  á 
éste  á'  que  pusiera  á  disposición  de  aquel  todos  los  derechos  en  las  mi- 
nas de  Logrosati,  dando  á  aquella  escritura  una  ostensión  que  no  tenia 
ni  podia  tener  en  perjuicio  délos  qde  no  tuvieron  parte  en  ella,  y  iiae 
tenian  su  parte  de  propiedad  en  las  minas,  reconocida  en  las  escrituras 
públicas  y  ejecutorias  citadas  en  la  infracción  anterior,  la  doctrina  le- 
gal consignada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  24  de  Marzo 
de  1865: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Julián  G^mez  Inguanzo: 

Considerando  que  el  primer  motivo  de  casación  versa  sobre  la  fal- 
ta de  presentación  de  los  documentos  que  debieron  acompañarse  á  la 
demanda,  cuya  omisión  se  subsanó  con  la  designación  del  Archivo 
donde  se  encontraban,  por  lo  cual  no  ha  sido  infringido  el  art.  225  de 
lá  ley  dé  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  son  igualmente  inadmisibles  los  fundamentos  2.* 
y  3.*  del  recurso,  pues  que  no  se  trata  de  las  resultas  del  contrato  res- 
pecto de  personas  que  no  intervinieron  en  él,  sino  de  las  mismas  que 
le  celebraron: 

Considerando  que  la  existencia  del  mandato  de  Rodríguez  Tocha  á 
Luna  no  se  comprueba  solo  por  la  carta  de  25  de  Agosto  de  1848,  sino 
también  por  los  actos  posteriores  de  D.  Háfrio  de  Luna  y  declaraciones 
del  mismo  consignadas  en  la  escritura  otorgada  en  Estremoz  en  8  de 
Abril  de  1865,  siendo  por  lo  tanto  ineficaz  cuanto  se  alega  en  el  cuarto 
fundamento  del  recurso  contra  la  apreciaeion  hecha  por  la  Sala  sen- 
tenciadora acerca  de  este  particular: 

Considerando,  en  cuanto  á  los  motivos  5^*  y  6.%  que. la  Sala  sen- 
tenciadora en  uso  desús  legítimas  atribuciones  ha  declarado  qvte  en  la 
escritura  de  8  de  Abril  de  1865  no  ha  mediado  error  en  la  sustancia, 
dolo  ni  simulación;  y  que  esta  apreciación,  fundada  en  los  hechos  ale- 
gados, por  las  partes,  no  puede  ser  impugnada  sino  alegando  que  al  ha- 
cerla se  ha  infringido  alguna  ley  ó  doctrina  legal,  lo  cual  ni  aun  intenta 
el  recurrente,  siendo  en  su  consecuencia  inaplicables  las  que  se  citan: 

Considerando  que,  cualquiera  defecto  que  la  escritura  de  8  de  Abril 
pudiera  tener  fundado  en  la  ley  hipotecaria  y  en  la  instrucción  sobre 
la  manera  de  redactar  los  instrumentos  públicos  sujetos  á  Registro,  no 
seria  utilizable  por  sus  otorgantes,  y  solamente  aprovecharía  á  terce- 
ras personas;  no  habiendo  podido  por  consecuencia  ser  infringida  la 
disposición  del  art.  3.*  de  la  citada  instrucción  de  12  de  Junio  de  1861 
que  se  alega  en  el  sétimo  motivo: 


/ 


Considerando,  con  reUcion  al  oicUfo  motíTo,  que  la»  leyes  7/,  ti* 
tnlo  12,  libro  3.*  del  Fuero  Real,  y  63  de  Toro,  son  inaplicables,  porque 
refiriéndose  ¿  las  donaciones  ,4a  escritura  que  se  cita  no  constituye  una 
donación,  sino  una  declaración  de  que  D.  Mario  de  Luna  habia  obrado 
por  cuenta  y  para  D.  José  Rodríguez  Tocha; 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  no  hadado  más  extensión  á 
la  escritura  de  8- de  Abril  que  la  que  corresponde  á  la  declaración  he- 
cha por  Luna  en  favor  dé  Rodriguen  Tocha,  sin  que  pueda  considerár- 
sela extensiva  á  los  derechos  de  cualquiera  otra  persona  que  no  haya 
intervenido  en  aquel  contrato,  los  cuales  quedan  á  salvo,  sin  que  por 
consecuencia  de  ésto  hayan  sido  infringidas  las  sentencias  y  escrituras 
qqe  se  citan  en  los  motivos  9.*  y  10; 

Fallamos' que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Mario  de  Luna,  á  quien  condena- 
mos en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Cáceresla  certificación 
correspondiente,  con  devolución  de  los  documentos  que  ha  remitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  ]gi  Colección  legislativa ^  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. =Juan  González 
Acevedo.=Jo8é  Haría  Gáceres.=:Hilario  de  Igon.=Jo8é  Fermin  de  Mu- 
ro.=Juan  Cano  Mannel.=Ramon  Diaz  Vela.=Julian  Gómez  Inguanzo. 

Publicación. =Leida  y  p  ubiicada  fué  la  precedente  sentencia  pore 
Excmo.  Sr.  D.  Julián  Gómez  Inguanzo^  Magistrado  de  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  20  de  Mayo  de  1875.=:Rogelio  González  Montes. 

(Gaceta  de  i3  de  Agosto  de  1875.) 


Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  en  los  autos  sobre  liquidación  de  cuantas. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  9  de  Julio.de  1875,  en  los  autos  se- 
guidos en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Santander  y  en  la  Sala  de 
lo  civil  déla  Audiencia  de  Burgos  por  D.  Luis  Ratier  con  la  Sociedad 
Herrera  hetmanes  y  Pineda  sobre  liquidación  de  cuentas;  autos  que 
penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ra« 
tier  contra  la  sentencia  que  en  23  de  Abril  de  1874  dictó  la  referida 
Sala: 

Resultando  de  certificación  expedida  por  el  Jefe  interventor  de  la 
Administración  económica  de  la  provincia  de  Santander  que  la  razoB 
social  Herrera  hermanos  y  Pineda  habían  satisfecho  á  la  Hacienda  los 
derechos  de  superficie  por  ciertas  minas  de  propiedad  de  los  mismos 
enclavadas  en  el  distrito  municipal  de  Camargo,  que  fueron  compren- 


didas,  previo  el  oportano  etpedie&te,  como  sojetai  al  pago  del  eáooú,. 
en  concepto  de  ser  de  pirita  de  hierro,  segon  se  resolvió  por  la  Direc- 
ción general  de  Contribucil^iies  7  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  ór* 
deD  de  24  de  Mayo  de  1869,  qaedando  desestimada  la  ifistaBcia  de  los 
interesados  t[ue reclamáronla excepcioq  dejtogode  dichos  derechos^y 
cuya  primera  solicitud  fué  denegada  por  la  Difeccientgefiíefalen  virtud 
de  haberse  apelado  fuera  del  término  legal;  pocoi]ipreDdi«odo«sta  re- 
solución con  respecto  á  otras  minas  de  propiedad  de  D.  Lvás  Katier, 
sitasen  elmismo  distrito  municipal,  por  cuanto  su  reclamación  fué 
atendida  en  tiempo  oportuno»  con  excepción  de  la  mina  Marie^  néme- 
ro  49,  que  satisfizo  los  derechos  de  superficie  ¿consecuencia  de  haber- 
se declarado  por  su  registrador  que  contenía  pirita  de  hierro: 
-  Resultando  que  en  13  de  Noviembre  de  1^5  D.  Luis  {latier  4edjüijo 
demanda  en  el  Tribunal  de  comercio  de  Santander  para  que  la  rax^m 
sociaKBerrera  hermanos  y  Pineda,  en  liquidación,  rindieran  cuentan- 
de  la  participación  ó  sociedad  accidental  que  desde  .Agosto  de  1859 
existió  entre  ambos  para  la  explotación  de  un  negocio  minero,  con 
I  cuyo*  objeto  solicitó:  primero,  qué  se  declarase  á  los  demandados  dea- 
fituidos  de  la  éalidad  de  liquidadores  ée  dicha  Sociedad  accidental,  se- 
gún el  articulo  341  del  Código  de  Comercio:  segundo,  que  se  nombraser 
uno  ó  dos  liquidadores,  á  quienes  «e  hicieva  formal  entrega  con  su  pro* 
senda  é  intervención  de  cuantos  haberes  existían  pertenecientes  i  la 
Sociedad:  tercero,  que  se  mandase  entregar  á  los  liquidadores  la  con-' 
tabilidad  y  demás  documentos,  libros  y  coiraspo<idencia  del  caso: 
cuarto,  que  se  mandase  incluir  en  la  liquidación  el  negocio  de  explo«> 
tacion  de  las  mismas  minas  desde  que^se  erpoderaron  depilas  los  de-' 
mandados  bástala  fecha  de  su  entrega  á  ios  liquidadores:  quinto,  que 
esta  liquidación  se  hicieran  expensas  de  los  demandados  en  virtud  de 
lo  dispuesto  en  el  Código  de  Comercio:  sexto,  que  se  les  mandase  sa- 
tisfacer los  créditos  que  existían  en  la  época  de  la  disolución  de  di- 
cha Sociedad:  sétimo,  que  le  devolviesen  varias  embarcaciones,  cuya 
irt^menclatura  expresaba:  octavo,  segunae  ordenase  le  abonaran  al  con- 
tado los  gastos  que  duran  te  la  asociación  hizo  en  calidad  de  gerente  de. 
la  explotadon;  y  noveno,  que  sin  per|ui(^o  de  que  se  le  abonara  en 
cuenta  liquidación  las  cantidades  que  justificara  le  erao  debidas^  sl¿ 
ordenase  le  abonaran  y  pagaran  fuera  de  ella  todo  el  mineral  que  fue- 
ra de  los  inventarios  quincenales  presentados  por  él  á  los  demandados 
resultaron  existentes  en  sus  propias  minas: 

Resultando  que  Ratier  acompañó  á  la  demanda  el  atestado  del  acto 
de  conciliación,  y  entre  otros  extractos  de  la  correspondencia  que  ha- 
bla mediado  entre  él  y  Herrera  hermanos  y  Pineda,  más  ó  menos  con- 
ducentes á  su  objeto:  primero,  una  carta  dirigida  por  aquel  á  éstos  en 
4  de  Agosto  de  1859,  con  algunas  omisiones,  de  cuyo  original,  presen» 


tado  por  los  demandados  y  reconocido  por  Ratier^  aparece  qae  por 
éste  se  propaso  á  aquellos  ua  negocio  en  participación,  en  el  que  él  se 
obligaba  á suministrar  las  minas  de  hierro  necesarias  al  objeto,  queso 
pondrían  desde  luego  á  nombre  de  los  demandados  ó  de  la  persona  que- 
designasen,  así  como  todos  los  terrenos  que  fuesen  necesarios  para  la 
,  explotación  y  fuera  preciso  comprar;  siendo  de  cargo  de  los  demanda* 
^loa  suministrar  todos  los  fondos  necesarios  para  la  explotación  f  para 
lograr  los  fines  expresados  antes,  llevando  cuenta  de  intereses  al  6  por 
100  anual,  debiendo  ponerse  los  conocimientos  y  fletamentos  á  nom- 
bre de  dicha  casa,  sin  que  el  Ratier  pudiera  entrometerse  en  manera 
iilguna  en  la  cuestión  comercial,  que  quedarla  á  cargo  de  aquella,  á 
quien  ayudarla  con  sus  datos  y  conocimientos;  expresando  quedelpre- 
oio  de  la  venta  tendrían  el  2  por  100  como  expeditores  y  consignata- 
rios, y  que  hecha  esta  deducción  y  la  de  los  intereses  y  gastos  de  toda 
clase  se  repartirían  las  ganancias  por  mitades:  que  seria  de  cargo  de 
Ratier  vigilar  sóbrela  explotación  y  dirigirla  por  si  ó  por  un  emplea • 
do  bajo  su  dirección  y  vigilancia,  á  no  ser  que  gustaran  hacerlo  por  ai 
Herrera  hermanos  y  Pineda,  y  con  otros  pormenores  sobre  la  forma 
del  contrato  y  precio  del  mineral;  añadió  que  el  capital  que  llamaba 
muerto  ascenderla  á  unos  20.000  rs.  según  la  inversión  y  distribución 
que  de  ellos  hacia,  y  que  el  capital  del  movimiento  se  reducirla  .al 
acopio  de  unos  2.tí00  metros  que  debían  estar  siempre  en  el  terreno  y 
prontos  para  el  embarque:  segundo,  una  carta  de  Herrera  hermanos  y 
Pineda,  fecha  10  de  Setiembre  de  1859,  en  la  que  manifestaron  al  de* 
mandante  que  estaban  conformes  en  las  condiciones  indicadas  por  ésle 
para  la  explotación  de!  mineral  de  hierro:  tercero,  el  extracto  de  la 
carta  que  Ratier  dirigió  á  Herrera  hermanos  y  Pineda  con  fecha  t3  de 
Marzo,  y  la  que  éstos  le  contestaion  por  medio  de  Pineda  en  25  del 
mismo,  de  las  que  resultó  la  modificación  de)  convenio  anterior  res- 
pecto á  la  condición  6/  y  minas  de  Holiañd  y  Liviño,  obligándose  Ra* 
Üer  á  tomar  á  su  cargo  la  explotación  de  éstas  por  cuenta  de  la  nego- 
ciación y  precio  de  18  rs.  tonelada  de  mineral  que  resultase  en  Ingla- 
terra ó  donde  se  mandará: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  la  razón  social 
Herrera  hermanos  y  Pineda,  Ja  contestó  presentanao  dos  extractos  de 
cuenta  corriente,  la  una  de  negociación  de  minas  y  la  otra  la  particú* 
4aa  de  Ratier,  de  las  que  resulta  un  saldo  contra  éste  de  56.019  rs.,  so- 
licitando que  en  el  caso  de  oponerse  Ratier  á  su  pago  se  les  tuviera 
|)or  conformes  con  la  demanda  tan  solo  respecto  á  que  se  procediera  á 
la.líquidacion  de  ambas  cuentas  á  la  vez  pbr  medio  de  peritos  liquida- 
adores  nombrados  de  cada  parte:  que  en  vista  de  todos  los  antecedentea 
necesarios  y  oportunos,  y  arreglándose  á  ellos,  procedieran  á  liquidar- 
las, condenando  en  cualquier  caso,  como  en  el  de  nombramiento  de 
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tercero  eo  di^scordia ,  al  demandante  á  qoe  pagara  á  los  demandados  e^ 
'saldo  porque  apareciera  deudor,  con  los  intereses  y  costas: 

Resultando  que  conferidos  nuevos  traslados  de  los  escritos  respecti* 
TOS  de  ambos  litigantes,  por  los  de  réplica  y  duplica  quedó  fijada  ki 
enestioR,  limitándola  al  nombramiento  de  peritos  liquidadores  de  la 
referida  cuenta  en  la  forma  propuesta  por  Herrera  hermanos  y  Pineda^ 
nombrando  éstos  á  Ü.  José  González  Tanago,  y  Ratier  á  D.  Ernesto  Le* 
guiñe,  quienes  después  dé  yarias  incidencias  cumplieron  su  cometido 
presentando  cada  uno  su  liquidación  en  completo  desacuerdo: 

Resultando  que  no  habiéndose  puesto  de  aouerdo  las  partes  para  el 
nombramiento  de  perito  liquidador  en  discordia,  nombró  el  Tribunal 
deoflcio  á  D.  Gregorio  de  la  Revilla,  quien  cumplió  su  encargo  pre* 
sentando  la  liquidación  por  el  mismo  practicada,  con  la  que  no  estu* 
TO  Conforme  ninguna  de  las  partes;  y  mediante  el  fallecimiento  de 
dicho  Revilla,  por  auto  de  23  de  Enero  de  1BC7  se  declaró  que  quedaba 
tiifi  efecto  la  liquidación  practicada  por  aquel,  señalando  el  término  de 
45  dias  á  las  partes  para  que  se  pusieran  de  acuerdo  respecto  al  nom-» 
Mamiento  de  tercer  liquidador  que  dirimiera  la  discordia,  bajo  aperci- 
bimiento de  nombrarse  de  oficio,  según  tuvo  lugar  por  proveído  de  9 
de  Febrero  del  mismo  año,  recayendo  el'  nombramiento  en  favor  de 
D.  Felipe  de  Benito  Villegas  por  no  haberse  puesto  de  acuerdo  las  par* 
les  en  el  plazo  fijado: 

Resultando  que  en  25  de  Mayo  de  1867  evacuó  su  encargo  dicho 
perito  liquidador  presentando:  primero,  la  cuenta  de  la  negociaciotí 
de  minas  hasta  1/  del  mismo  mes,  en  la  que,  comprendiéndose  el  va- 
lor de  todo  el  haber  social,  aparece  un  saldo  á  favor  de  la  misma  de 
160.39^  rs.  S3  cents.,  del  que  correspondía  á  D.  Luis  Pastor  el  50  por 
100,  sin  perjuicio  de  la  parte  que  le  correspondiera  también  del  crédito 
de  7.332  rs.  76  cents.,  que  en  su  concepto  debia  reintegrar  la  Hacien* 
da  por  derechos  do  superficie  y  exportación  que  estaban  reclamados 
de^  crédito  de  51.578  rs.  2  cents,  del  concurso  de  Wrigihsson,  y  del  50 
por  100  del  producto  del  cdrganaento  de  mineral  sin  realizar  remitido 
á  Bayonavá  la  consignación  de  M.  E.  Lafifsrgue:  segundo,  la  cueole 
particular  de  Ratier,  en  la  que  comprendiendo  la  participación  que  !e 
correspondía  en  ia  primera  suma,  ó  sean  180.198  rs.  16  cents,  (así  di* 
ce),  en  su  crédito  resulta  un  saldo  á  favor  de  25.155  rs.  65  cents.,  sin 
incluir  los  réditos  contra  la  Hacienda  y  Wrigthsson  de  que  se  hace 
erpresloo  antes:  tercero,  una  relación  de  los  terrenos  valorados  y  abo* 
nados  á  la  negociación:  cuarto,  un  apéndice  de  observaciones  á  las  li- 
quidaciones por  él  practicadas;  y  quinto,  una  instancia  dirigida  al  Tri« 
bnnal,  en  la  que  al  presentarlas  indicadas  operaciones  manifestó  que 
estaban  basadas  éstas  en  los  datos  que  obraban  en  la  Escríbanla,  en  los 
nuevos  presentados  por  Herrera  hei'manos  y  Pineda,  y  en  los  libros  de 


contabilidad  y  de  correspoodeDcia,  de  auyo  respetables,  y  que  god  la 
aaayor  franqoeiji  pusieron  de  manifiesto  é^tos:  que  los  gastos  estaban 
jQStifleados,  asi  como  los  productos  de  los  minerales  estaban  compro- 
bados con  los  libros  y  las  cuentas  de  venta  de  los  consignatarios  de  loa 
buques  despachados  por  dicha  casa,  siendo  de  parecer  que  para  hac^r 
pago  á  los  acreedores  se  procediese  á  la  realización  de  las  minas  y  d9* 
ipás  propiedades  en  la  forma  que  acordasen  los  interesados,  adminis- 
trándose enire  tanto  del  mismo  modo: 

Resultando  que  comunicadas  estas  operaciones  con  los  autos  á  la 
parte  de  Ratier  por  término  de  cinco  dias  para  que  pidiera  lo  que  á  su 
derecho  importara,  los  devolvió  con  escrito  de  9  de  Noviembre  de  1867, 
en  el  que  expuso  y  reclamó  los  siguientes  agravios:  primei:o,  que  en 
,  la  indicada  liquidación  se  abonaban  intereses  á  Herrera  hermanas  y 
Pineda  hasta  1865,  no  obstante  estar  ya  en  liquidación  la  Sociedad  des- 
de mucho  tiempo  antes,  haber  debido  presentar  sus  cuentas  oportuna- 
mente y  haber  sido  interpelados  para  su  rendición:  segundo,  que  les 
abonaba  intereses  de  intereses  sin  haber  sido  liquidados  ni  capitaliza- 
dos semestral  ó  anualmente  contra  la  terminante  prescripción  del  af^ 
tículo  4ii  del  Código:  tercero,  que  cargaba  A  Ratier  intereses  é  intere- 
ses compuestos  por  las  cantidades  de  su  cuenta  particular,  á  pesar  de 
00  haber  sido  estipulados:  cuarto,  que  hacia  responsable  ó  partícipe  á 
Batier  de  la  cantidad  pagada  indebidamente  y  con  negligencia  grave 
por  Herrera  hermanos  y  Pineda  á  la  Hacienda  publica  por  supuestos 
derechos  que  no  se  la  debían:  quinto,  que  descargaba  á  Herrera  her- 
manos y  Pineda  de  su  responsabilidad  á  una  suma  de  51.578  rs.  que 
suponían  crédito  pendiente  contra  el  coocurso  de  Wrigthssoo^^  á  pesar 
de  que  no  justificaban  la  existencia  de  semejante  concurso,  ni  su  iu- 
culpabilidad  en  el  origen  y  reclamación  de  tal  crédito:  sexto,  que  su- 
primía en  el  haber  de  la  cuenta  general  una  partida  de  70.775  rs.  por 
2.86i  toneladas  de  mineral  que  no  habían  sido  abonados:  sétimo,  que 
donaba  á  Herrera  hermanos  y  Pineda  como  pagador  á  Ricardo  Co^el 
Iqs  gastos  de  mineral  remitido  al  mismo  según  contrato,  no  obstante 
que  conforme  á  éste  eran  de  cuenta  del  recibidor:  octavo,  que  no  eje- 
cutaba la  división  y  adjudicación  del  haber  social  á  pesar  de  ser  sus- 
ceptible de  cómoda  partición  y  que  lo  previene  así  el  Código  de  Co- 
mercio; y  noveno,  que  omitía  el  haber  la  declaración  conveniente  so- 
bre las  costas  de  este  pleito  y,  gastos  de  la  liquidación;  y  solicitó  que 
para  su  decisión  nombrasen  jueces  arbitros  las  partes  con  sujeción  á 
lo  dispuesto  en  el  art.  345  del  Código  de  Comercio: 

Resultando  que  á  esta  pretensión  se  opusieron  Herrera  hermanos  y 
Pineda,  sm  embargo  de  encontrar  gravosa  á  los  intereses  de  los  mis- 
mos la  mencionada  liquidación,  sustanciándose  con  esté  motivo  un  in- 
cidente queso  terminó  por  auto  de  15  de  Febrero  de  1868,  por  el  que 
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set  aprobó  la  liquidación  practicada  por  D.  Felipe  de  Benito  Villegas, 
reservándose  á  las  partes  el  derecho  dé  qae  se  creyeran  asistidas  para 
alegar  de  agravios  en  el  juicio  correspondiente,  á  cuyo  efecto  deberían 
proceder  al  nombramiento  de  jueces  arbitros  en  el  término  de  ocho 
dias,  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  art.  345  del  Código  de  Co- 
mercio, cuyo  acto  fué  ejecutoriado  por  haberse  declarado  desierta  la 
apelación  interpuesta  por  los  demandados,  según  proveído  de  la  Au- 
diencia «leí  territorio  de  20  de  Noviembre  del  mismo  año: 

Resultando  que  D.  Luis  Ratier  nombró  por  su  parte  juez  arbitro  que 
fallase  ^  D.  Máximo  Díaz  de  Quijano»  y  Herrera  hermanos  y  Pineda  á 
D.  Flugencio  Soriano;  y  habiéndose  hecho  saber  á  las  partes  que  de- 
dujeran sus  pretensiones  en  d  término  de  44  dias,  acompañando  los 
documentos-eo  que  apoyaran  su  derecho,  se  entregaron  los  autos  al 
Procurador  de  Ratier,  y  los  devolvió  con  escrito  en  que  reproducía  el 
de  9  de  Noviembre  de  1867  ratiflcaodo  los  puntos  de  agravio  enume- 
rados, fundados  y  reclamados  en  el  mismo  contra  la  operación  de  Vi- 
llegas, pidiendo  que  se  mandara  rehacer  ésta  en  su  dia  con  rectifica- 
ción de  dichos  agravios: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  Herrera  hermanos  y  Pineda» 
lo  evacuaron  en  escrito  de  28  de  Enero  de  1870,  en  el  que  á  la  vez  que 
se  contestan  y  contrarían  dichos  agravios,  se  alegan  los  que  en  con- 
cepto de  aquellos  se  les  han  ocasionado  y  que  se  condensan  en  los  si- 
guientes puntos:  primero,  que  el  perito  tercero  abona  á  la  negociacioa 
dominas  el  valor  de  éstas,  el  del  mineral  existente,  el  de  los  terrenos, 
el  de  los  útiles  y  demás  análogos,  sin  que  los  hayan  percibido  Herrera 
hermanos  y  Pineda,  antes  bien  se  han  perdido  para  la  negociación  to* 
das  las  minas  por  haber  sido  caducadas  por  su  falta  de  laboreo  y  re- 
gistradas por  terceras  personas*  habiendo  practicado  Ratier  todas  las 
diligencias  necesarias  al  efecto  en  cuanto  á  parte  de  dichas  minas;  j 
segundo,  que  resultando  un  saldo  contra  la  negociación  en  1.*  de  Mayo 
de  1865  de  130.888  reales  88  céntimos,  según  la  cuenta  de  Villegas»  é  * 
importando  el  liquido  de  los  suplementos  hechos  por  los  demandados 
por  cuenta  de  la  negociación  tiesde  aquella  fecha  á  31  de  Octubre  de 
1869,  según  la  cuenta  que  acompañaba  con  variosjustificantes,  la  can- 
tidad de  49.056  rs.  54  cénts.«  hacían  un  saldo  contra  la  misma  nego- 
ciación de  179.945  rs.  42  cents.,  del  cual  correspondía  á  Ratier  por 
su  mitad  89.972  reales  71  cents.;  cuya  soma,  agregada  al  saldo  que 
aparece  á  su  contra  en  la  cuenta  corriente  el  30  de  Abril  de  1865,  re- 
sultaba contra  el  mismo  y  en  favor  de  la  casa  Herrera  hermanos  y  Pi- 
neda 145.015  rs.t24cénts.:y  concluyeron  solicitando  se  declarasen  im- 
procedentes los  nuevos  agravios  alegados  por  Ratier,  y  que  habia  la- 
gar á  la  declaración  del  alegado  por  aquellos  por  el  indebido  abono  á  . 
la  negociación  de  minas  que  no  existen,  del  mineral,  terrenos  y  útiles. 
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y  por  taoio  que  habia  uo  vercladero  alcance  líquido  contra  éste  de  la 
ineocionada«  á  cuyo  pago  procedía  se  le  condenase  en  definitiva,  así 
como  en  Ips  intereses  á  razón  de  un  6  por  100,  y  cóátas: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  la  parte  de  Ratiér  al  ar- 
ticular la  que  le  interesaba  manifestó,  ppr  un  otrosí  que  era  de  todo 
punto  extemporánea  é  improcedente  la  formalizacion  de  agravios  be- 
cha  por  los  demandados  y  la  cuenta  con  la  misma  presentada,  por  lo 
que  se  habría  creído  no  procedía  dar  traslado  á  su  parte  de  aquellas 
páralos  efectos  del  artículo  283  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  mercantil, 
y  Ratier  se  abstenía  de  proponer  prueba  contra  dichos  agravios  y  re- 
clamaciones que  no  habian  sido  legalmeete  deducidas  ni  discutidas,  so- 
licitando que  se  hubiera  por  causada  esta  manifestación  á  los  efectos 
procedentes  en  justicia: 

Resultando  que  no  obstante  esta  manifestación  dentro  del  término 
señalado  cada  una  de  las  partes  practicó  la  que  creyó  conveliente;  y 
trascurrido  aquel,  se  mandaran  llevar  los  autos  para  sentencia,  cita- 
das las  partes; y  en  25  de  Setiembre  de  1870 dictó  sentencia  el  juezár- 
bítro  D.  Flugencio  Soriaoo,  con  los  resultandos  que  quedan  relaciona- 
dos, declarando  improcedentes,  los  nueve  agravios  alegados  por  D.  Luis 
Batier,  y  el  primero  reclamado  por  Herrera  hermanos  y  Pineda;  no 
habiendo  lugar,  en  su  consecuencia,  á  que  se  pasasen  los  autos  al  pe- 
sito  Villegas  para  que  se  rehiciese  su  operación  con  rectificación  de  los 
mismos;  y  estimando  procedente  el  segundo  agravio  alegado  por  Her- 
rera hermanos  y  Pineda,  condenaba  á  ambas  partes  á  estar  y  pasar  por 
el  resultado  de  la  liquidación  practicada  por  dicho  perito,  con  deduc- 
ción del  valor  de  las  minas  caducadas  y  adición  del  resultado  liquido 
de  la  cuenta  de  suplementos  por  aquellos  presentada;  y  á  que  verifi- 
cado el  reintegro  ó  pago  de  lo  qae  se  adeude  en  su  virtud  á  los  referi- 
dos Herrera  hermanos  y  Pineda,  previa  realización  del  resto  del  ha* 
ber  social,  dividan  por  iguales  partes  las  utilidades  que  resulten,  re- 
servando á  éstos  las  acciones  que  les  competan  contra  su  consocio  Ra% 
Üer»  sí  dicho  haber  no  alcanzase  á  cubrir  el  total  importe  de  su  cré- 
dito, para  que  las  deduzcan  según  y  e  n  la  forma  que  vieren  convenir- 
les, sin  hacer  expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  que  en  el  referido  día  23  de  Setiembre  de  1870  el  arbi- 
tro D.  Máximo  Diaz  de  Quijano,  nombrado  por  D.  Luis  Ratier,  dictó 
sentencia  por  la  que»  estimando  los  agravios  1.*,  2.*,  3.*,  4.*,  5.%  O.'^y 
9.*  propuestos  por  D.  Luis  Ratier  y  desestimando  el  6/  y  7.*,  así  como 
los  dos  alegados  por  Herrera  hermanos  y'Píneda,  declaró  que  la  liqui- 
dación practicada  por  D.  Felipe  Benito  de  Villegas  debía  rectificarse 
en  vista  de  los  agravio?  estimados;  imponiendo  las  costas  de  este  jui- 
cio arbitral  á  Herrera  hermanos  y  Pineda,  y  reservándoles  su  derecho 
sobre  los  suplementos  aludidos: 
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ResuItaDdo  que  en  W  de  Harzd  de  iST^'ü,  Marcelino  Pardo,  árbi**' 
tro  tercero  nombrado  para  faltar  y  dirimir  la  discordia  habida  entré 
los  arbitros  D.  Máximo  0ia2  de  Qoijano  y  B.  Flngencio  Soriano,  dSet^ 
sentencia  declarando  procedente  los  agirnos  2.*  y  5.*  hechos  porDoa 
Lilis  Ratier  en  rista  de  la  liquidación  ffracticada  por  D.  Felipe  BetfiW 
Villegas,  desestimando  los  demás  agravios  propuestos  por  D.  Luis  Ha- 
tier;  y  conürmó  y  cotívina  con  todos  los  deiñás  particulares  que  com^ 
prendía  la  sentencia  y  fallo  dictado  por  el  arbitro  D.  Flogencio  So^ 
fiano: 

'  Resultando  que  interpuesta  apelación  Me  la  anterior  sentencia  por 
D.  Luis  Ratier,  y  sustanciada  la  Instancia,  la  Sala  de  lo  civil  de  lá  Au- 
diencia por  sentencia  de  93  de  Abril  de  4874  coüflrmó,  con  las  costaa, 
dicha  sentencia  apelada  del  arbitro  tercero: 

T  resultando  que  D.  Luis  Ratier  interpuso  recurso  de  ca^facioD*  ale- 
gando como  motivos: 

1.*  Que  en  cuanto  la  sentencia  matfda  que  se  aboflen  á  la  casa  ges^ 
tora  de  Herrera  hermanos  y  Pineda  los  suplementos  de  una  cuenta  que 
p^reisentó  diífañté  el  juicio  arbitral,  posteriores  al  período  que  la  hqvtt^ 
dación  comprende  y  á  que  se  refiere  el  llamado  segundo  agravio  áé 
aquellos,  se  infringía  el  auto  firme  de  15  de  Febrero  de  1868,  y  la  1^ 
19,  tft.  22,  Partida  3.\  que  define  «la  fuerza  que  há  el  juicio;*  puesto 
que  se  resolvía  una  cuestión  enteramente  extraña  al  fin  con  que  ^ 
abrió  el  juicio,  que  no  fué  sino  fallar  acerca  délos  agravios  que  sé 
alegaron  contra  la  liquidación  de  Villegas: 

2.*  Que  aun  cuando  en  absoluto  no'  hubiera  sido  imposible  trataf 
de  la  liquidación  posterior  á  la  de  Villegas  en  d  juicio  abierto  para  dis^ 
cutir  los  agravios  contra  ésta,  no  ftfé  materia  de  discusión  ni  de  prue* 
balo  que  se  ha  dado  en  llamar  segundo  agravio  de  Herrera  hermanóíl 
y  Pineda,  y  al  estimarlo  lá  sentencia  se  infringió  la  ley  16,  tit.  8t, 
Partida  3.',  según  la  cual  nofidebé  valer  esa  parte  del  juicio  comú  da* 
da  sobre  cosa  que  t^ón  fué  demandada  anie'^el  juzgador,  en  el  sentido, 
de  que  aun  cuando  se  haya  hablado  en  el  pleito  de  los  desembolsos,  la 
cuestión  no  fué  oportunamente  planteada  ni  discutida,  ni  versaron  so* 
bre  ella  las  pruebas: 

3.*  Qfue  suponiendo  resuelta  aquella  cuestión  en  sentido  favorable  á 
íá  jurisdicción  de  los  arbitros  y  dé  la  Sala  sentenciadora,  los  deseiti<^ 
bolsos  que  presentó  la  casa  gestora  no  son  de  abono«  porque  cuando 
luvo  lugar  el  acto  de  conciliación  en  que  Ratier  demandó  la  liquida** 
clon  de  la  Sociedad  accidental,  ésta  habla  terminado;  pues  la  liquida* 
clon,  según  el  art.  358,  sigue,  nunca  precede  al  fin  del  negocio,  y  con 
mayor  razón  puede  asegurarse  qü^  en  1865,  fecha  que  la  líquidaciott 
alcanza,  ya  no  funcionaba  la  Sociedad  acddental:  que  aun  cuando  hu- 
biese seguido  el  negocio  después  de  la  liquidadon,  Ratier  no  tenia  dé- 


fecho  i  los  beneficios,  ni  oblígacioB  de  soportar  las  cargas:  que  es  con- 
tctrio  á  la  regla  de  derecho  que  dice  >que  nadie  debQ  enriquecerse  tor* 
üeeramenle  en  daño  de  otro,>  y  el  principio  «aquel  debe' tener  el  pro 
que  sufre  el  perjmcio,»  el  que  nada  se  abone  á  Ratier  por  beneficios 
daranle  los  años  en  que  se  suponen  hechos  ios  desembolsos  que  Herré- 
ra  hermanos  y, Pineda  induian  en  su  cuenta;  y  por  tanto,  al  imponer- 
se ¿Ratier  el  pago  de  los  suplementos  posteriores  á  la  liquidación  de 
su  contrato  de  Sociedad,  infringe  las  leyes  17  y  29,  tit.  34,  Parti- 
da 7/: 

•  4/  Que  la  Sala  sentenciadora  condenaba  á  Ratier  al  pago  de  una 
^uma  respetable,  no  por  prueba  que  hubiese  suministrado  el  preten- 
dido acreedor,  apreciada  con  masó  menos  legalidad,  sino  en  virtud  de 
no  haber  probado  el  deudor  en  término  hábil  que  la  cuenta  fuese  ar- 
bitraria é  inexacta:  que  demostrado  ya  que  el  pleito  versaba  sobre 
«gravios  á  la  liquidación,  y  que  no  es  tal  agravio  la  cuenta  de  suple- 
mentos, era  inoportuna  cualquier  prueba  que  se  hiciera  sobre  ella; 
pero  aun  suponiendo  salvada  esa  dificultad  en  pro  del  fallo,  siempre 
vesultaba  la  infracción  de  las  leyes  1/  y  %.\  tit.  44,  Partida  3.%  que 
iospOBen  al  que^firma  la  obligación  de  probar,  y  singularmente  cuan- 
do el  que  afirma  es  el  que  demanda:  pues  habrían  debido  convertirse 
•en  actores  flerrera  hermanos  y  Pined?  .para  que  pudiese  estimarse Ijt 
iectat&acion  de  sus  supuestos  desembolsos: 

5/  Que  al  desestimar  la  sentencia  el  cuarto  de  los  nueve  agrá» 
'vios  que  compréndela  demanda  de  Ratier,  y  cargarle  la  mitad  de  lo 
^tte  Herrera  hermanos  y  Pineda  pagaron  negligentemente  á  la  Hacien- 
da pública,  había  quebrantado  el  art.  356  del  £ód]go  de  Comercio,  k 
cuyo  tenor  el  comerciante  que  dirige  el  negocio  en  participation  lo 
hace  bajo  su  responsabilidad  individual,  y  la  ley  11,  tft.  33«  Partida 
7/^  que  define  las  varias  clases  de  culpa:  que  en  el  caso  de  haberse  fa- 
Ikido  contra  el  agravio  cuarto  por  prescindir  de  la  certificación,  que 
pcueba  la  negligencia  de  la  casa  gestora,  se  hablan  infringido  tambiea 
la  ley  114,  tit.  18,  Partida  3.\y  los  artículos  279  y  280  de  la  ley.de  En- 
juiciamiento civil,  porque  estando  las  minas  de  hierro  exentas  del  pa- 
Ho  de  derecho  de  superficie,  la  Administración,  suponiendo  que  las 
tnioas  de  la  Sociedad  accidental  eran  de  pirita  exigió  el  canon;  y  aun- 
4U«  Berrera  hermanos  y  Pineda  apelaron,  la  E^ireecion  general,  de 
4!oiitribuciones  denegó  la  solicitud  por  haber  intjrpuesto  la  alzadií 
fuera  del  tiempo,  al  paso  que  aceedió  á  una  instancia  idéntica  de  Ra- 
tier por  haberse  deducido  oportunamente  la  reclamación;  es  decir,  qi^ 
Herrera  hermanos  y  Pineda  pagaron  á  quien  nada  se  debia,  y  después 
^oeesintieron  la  exacción  por  el  lapso  del  término: 

6/    Que  la  sentencia,  en  cuanto  desestima  el  quinto  de  los  oue- 
ym  agravios  que  alegó  Ratier  contra  la  liquidación  del  perito  Villegas» 
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infringe  el  art.  356  del  Código  de  Comercio  y  la  doctrina  legal  incoa-* 
cosa  deque  la  transacción,  como  acto  de  dominio,  no  entra  en  las  £a^ 
cultadesde  nn  gerente  ó  administrador  de  intereses  sociales;  y  en  caso 
de  haberse  rechazado  el  quinto  agravio  por  poner  en  duda  el  hecho* 
de  la  transacción  ó  arreglo  con  la  casa  Wrigthsson,  la  ley  114,  tít.- 18»- 
Partida  3.%  y  los  artículos  279  y  Í8Ü  de  la  ley  de  Enjuicia míenior 
civil: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermio  de  Muro: 
.Considerando  que  por  el  auto  de  15  ^e  Febrero  de  1858  se  aprobó* 
la  liquidación  practicada  porD.  Felipe  defienito  Villegas,  reservando  á 
las  partes  su  derecho  para  alegar  de  agravios  en  el  juicio  correspoQ-^ 
diente:  que  con  este  objeto  nombrarern  jueces  arbitros,  y  que  ante 
ellos  dedujeron  los  interesados  sus  pretensiones  ó  agravios,  siendo  evi- 
dente que  al  resolver  sobre  ellos  no  infringe  la  sentencia  el  expresado 
autofírme  de  15  de  Febrero,  ni  tampoco  la  ley  19,  tít.  22,  Partida  3«*% 
que  declara  la  fuerza  que  tiene  el  juicio  afinado: 

Considerando  que  la  ley  16,  tit.  22  de  la  misma  Partida  5.%  que 
exige  congruencia  entre  lo  pedido  y  sentenciado,  y  anula  lo  resuelto 
sobre  cosas  no  demandadas,  tampoco  se  infringe  por  el  fallo  recurrida^, 
toda  vez  que  en  el  juicio  arbitral  se  han  expuesto  y  discutido  los  agra- 
vios respectivamente  alegados,  y  se  ha  fallado  sobre  ellos,  guardando 
conformidad  con  las  pretensiones  dé  las  partes  y  determinado  sobre  lo 
qae  ellas  habian  sometido  á  la  jurisdicción  de  los  arbitros: 

Considerando  que  el  art.  358  del  Código  de  Comercio  dispone  que 
la  liquidación  de  la  Sociedad  accidental  á  cuentas  en  participación  ha 
de  ejecutarse  por  el  socio  que  la  hubiese  dirigido,  rindiendo  cuentas 
cuando  se  halle  terminada,  sobre  cuyo  particular  no  hay  cuestión,  j 
no  puede  infringirse  el  articulo  referido;  ni  tampoco  tiene  aplicación 
al  caso  el  principio  legal  dé  que  nadie  debe  enriquecerse  torticera* 
mente  en  perjuicio  de  otro;  ni  el  de  ^ue  quien  recibe  el  provecho  debe 
sufrir  el  perjuicio  ó  sea  las  reglas  de  derecho  17  y  2ü,  tít.  34  de  la  Par- 
tida 7/,  porque  nada  contiene  la  sentencia  que  haga  se  oponga  á  laft 
expresadas  reglas: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  el  resultado  de 
las  pruebas,  declara  que  la  Sociedad  Herrera  hermanos  y  Pineda  no  ha 
sido  negligente  ni  incurrido  en  culpa  satisfaciendo  á  la  Hacienda^ 
impuesto  de  superficie  sobre  las  nainas,  y  por  consiguiente  al  desesti- 
iiMir  el  cuarto  agravio  de  Ratier  por  la  mitad  de  lo  pagado  no  se  infrio^ 
§9;  el  art.  356  del  Código  de  Comercio  acerca  de  la  responsabilidad  dd 
socio  gerente  en  la  Sociedad  accidental/ni  la  ley  11,  tít.  33,  Partida 
7.',  quQ  define  las  varias  clases  de  culpa,  ni  la  ley  114,  tit.  18,  Partíd» 
3.\  y  artículos  279  y  280  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  sobVé  la 
iuerza  délos  documentos  públicos,  porque  la  sentencia  no  ha  deseo- 


nocido  la  eficacia  de  ellos,  sino  qne  no  bastan  á  demostrar  lo  qae  su» 
pone  él  recurrente: 

Considerando,  últimamente,  que  al  desestimar  el  quinto  agrario  de 
Bátier  sobre  el  crédito  pendiente  contra  el  concurso  de  Robert  Wrigt- 
hsson  tampoco  se  inflinge  el  art.  356  del  Código  de  Comercio,  ni  !& 
fey  H4,  tit.  48;  Partida  3/,  y  artículos  referidos  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  porque  el  Tribonai  declara  que  de  las  compulsas  hechas 
de  los  libros  de  comercio  y  correspondencia  de  la  casa  gestora  apare-^ 
ee  pendiente  el  mencionado  crédito  que  debe  afectar  á  Ratier,  como, 
hubiera  participado  de  las  ganancias  de  la  Sociedad,  y  contra  esta 
apreciación  de  la  Sala  no  se  ha  citado  ley  ni  doctrina  legal  que  apa- 
rezca quebrantada: 

'  Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  cesación  interpuesto  por  D.  Luis  Ratier,  á  quien  condenamosr 
en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  de  1.000  pesetas  que  deposi- 
tó, que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  la  correspondien- 
te- certificación  á  la  Audiencia  de  Burgos,  con  devolución  de  los  docu- 
Baentos  remitidos.        ■,-  -      ,       .      ■ 

Así  por  esta  nuestra  sentetícia,  que  se  publicará  en  la  Gaéeta  é 
insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
Ceéarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. =:Laureanó  de  Ar- 
fiéta.=Hilarío  de  Igon.=José  Fermin  de  Muro.=Ramon  Diaz  Vela.= 
Benito  de  Ulloa  y  Rey.=Joaquin  Ruiz  Cañabate.=Julian  Gómez  Iq<» 
guanzo.  ^ 

Publicación. —  Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Jbsé  Fermin  de  Muro,  Magistrado  de  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  Sala  en 
él  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  deiCdmara. 

Madrid  9  de  Julio  de  1875.=Rogelio  González  Montes. 

(Gaceta  de  8  de  Setiembre  de  187bj. 


Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  en  el  pleito  sobre  rendición  de  cuentas  y  pago 
de  realespor  mineral  arrancado  de  lamina  Nuestra  Señora 
del  Rosario. 

•  •  • 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  10^  de  Julio  de  1875,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  fecurso  de  casación  por  infracción  de 
ley^segQide  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Huelva  y  en  la  Sala 
ée  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  por  D.  José  León  de  Mora  y  Pas- 
ottl  y  €.  Domingo  Villuioro  y  Rodríguez  con  D.  Emilio  de  Sola  y  ALr 
▼«reda  9obre  rendición  de  cuentas  y  pago  de  reales:  ' 
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ReBultando  que  D.  José  LeoD.de  Mora  y  D.DomiBgp  Víllatoro  enta-. 
blaron  demanda  para  que  se  condenase  á  D.  Emilio  Sola  á  readíp cuan*' 
tas  del  mineral  de  manganeso  que  hubiese  arrancado  desde  el  18  de 
Junio  de  iB64  hasta  45  de  Marzo  de  1865  de  la  mina  de  Nuentra  Señarm 
M  Rosario,  que  los  demaodaptes  le  habian  arrendado  por  escrito* 
siendo  una  de  sus  condiciones  que  el  arranque  del  mineral^  deUa  ha- 
cerse por  Sola,  el  cual  les.pagaria  75  cénti|.  de  re^l  por  cada  50  kilo» 
gramos»  debiendo  verificarse  el  pago  mensoalmente;  teniendo  necesi» 
daü  de  reclamar  el  pago  correspondiente  á  dicha  época  por  ignorar  loa 
kilogramos  s¿icados  de  la  mina  durante  ella: 

Besoljtando  que  D.  Emilio  Sola  impugnó  la  demanda  exponiendo  <|^et 
tuvo  un  negocio  de  minerales  con  los  demandantes  llevando  ea  arrien* 
de  la  citada  mina  querías  peiteoecia:  que  en  su  consecuencia  les  abrió 
en  sus  libros  comerciales  cuenta  de  debe  y  haber,  cuya  copia  aepmpa* 
naba,  y  en  la  cual  estaba  cooaprendido  el  periodo  á  que  los  demandan* 
tea  se  referían,  con  lo  cual  se  hallaba  cumplido  «1  objeto  de  su  deman- 
da; peco  que  si  lo  qMe  pretendían  era  la  exhibición  de  los  libros  doQd<Q 
el  demandado  llevaba  las  cuentas,  estaba  pronto  á  hacerlo  con  tal  á» 
que  el  testimonio  solicitado  fuera  extenaivo  á  toda  la  cuenta,  y  oo  á 
tti^i  parte  de  ella: 

/Resultando  que  les  demandantes  reprodujeron  al  replicarla  pean 
tensión  de  so  demanda  por  no  considerar  bastante  las  cuentas  presen* 
tadas: 

Resultando  que  los  mismos  demandantes  dedujeron  otra  demanda 
para  que  se  con  Jenase  al  demandado  Sola  al  pago  de  24.608  rs.  i6  qén* 
tínoSv importante  á  razón  de  75  cents,  por  cada  50  kilogramos,  según 
el  citado  contraiu  de  arrendamiento  del  mineral  extraído  desde  %i  da 
Agosto  de  1865  cu  ^ue  volvió  ¿  seguir  la  explotación  hasta  el  30  dQ 
Junio  de  1866: 

Resultando  que  P.  Emilio  Sola  coqtestó  á  la  demanda  alegando  que 
el  arrendamiento  de  la  mina  se  hizo  con  sus  límites  circunscritos  y 
amojonados;  y  habiéndose  hecho  cargo  de  su  explotación,  después  de 
empezada  ésta  se  le  cercenó  por  la  Autoridad  competente  una  parle  dn 
diolia  mina,  precisameiite  en  lo  qip4i  estaba  lo  m€jf»r  del  nria4f^^  ^^ 
CttM  le  causó  un  grande  perjuicio,  según  demostraba  la  cueoit^  (¡ue 
presentaba:  y  que  en  su  virtud  solicitó  que  se  le  absolviese  de  .la  de* 
manda  y  que  por  mutua  petición  se  declarase  á  los  demandantes  deu- 
dores i  Sola  de  la  cantidad  de  155.735  rs.  54  cents.  

Resultando  que  los  demandantes  impugnaron  la  reconvención,  soa* 
teaieBdo  que  el  arriendo  de  la  mina  no  fué  el.  de  una  extensión  ,de  ter? 
reno  materialmente  determmado,  sino  el  délas  pertenencias  minaran 
deiViiaiIra  Señora  del  Rosario  deau  propiednd;  y  como  loa  dema»* 
dantos  no  hubiesen  ocasionado  su  desmembiacioa  en  el  tecrano  qnn 
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eomo  propio  de  la  mlM  se  conoefa  al  arrendarla ,  no  podián  ser  ellot 
responsables  de  la  desmeaibracion  déla  mina»  ni  exigirles  indemniza» 
don  alguna  por  los  demás  perjnicíoB  alegados  por  Sola: 

Resultando  que  D.  José  León  de  Nora  y  D«  Domingo  Villatoro  dedo  * 
jeron  oira  demanda  para  que  se  condenase  á  D.  Emilio  Sola  á  abonarles 
la  cantidad  de  ^.435  r9. 55  cents,  qoe  les  adendába  como  iibporte  de! 
mineral  extraído  desde  el  dta  I.*  de  Julia  de  i966  liasta  el  15  de  No«> 
Tiembre  de  i86?,  en  racen  á  haberse  extraído  de  dieha  mina  en  el  pe- 
riodo  expresado  1.363.536  kilogramos:  - 

Resultando  que  D.  Emilio  Sola  impugnó  la  demanda,  reconviniendo 
también  á  los  demandantes  para  el  pago  de  l$4»S40  rs.  y  46  cents,  á 
que  ascendía  el  salde  de  la  cuenta  que  presentaba,  importe  de  los  per* 
jálelos  ocasionados  por  los  ntetlTos  que  se  expresa  rt>n  en  la  otra  cuenta- 
que  sobre  el  particular  se  presentó  en  el  pleito  anterior: 

AesuHando  que  acnnralados  sucesivamente  estos  tres  pleitos^  y  sq^ 
ministrada  prueba  por  tas  partes,  dictó  sentencia  el  Juez  de  ptlmertí 
instancia,  que  confirmó  con  las  costas  en  6  de  Diciembre  de  1875  la  Sa^ 
la  de  lo  ci^ilde  la  Audiencia  de  Sevilla,  declarando:  primero,  que  el 
demandado^  D«  fioUlio  Sola' viene  obligado  á  exhibir  á  ros  demandantes 
O.José  León  de  Mora  y  D.  Domingo  Villatoro  y  Rodrignex  cuenta»  le^ 
gales  del  mineraf  dé  ttianganeso  t{ue  arrancó  de  la  mina  de  Nmgtra  $e» 
ñora  del  RoBorio  desde  el  dia  18  de  Junio  de  4864  hasta  el  Í5  de  MartEO 
áe  4865,  ya  mientras  por  él  se  hizo  la  explotación,  ya  mientras  tuv^o 
contratado  el  arranque  con  D.  Manuel  Antune:  segundo,  queigoalmeo* 
te  viene  obligado  dicho  D.  Emilio  Sola  4  abenar  á  los  demandantet 
León  y  Villatoro  84.608  rs.  vn.  con  16  cents,  por  el  mineral  explotado 
en  el  periodo  de  21  de  Agosto  de  4865  hasta  30  de  Junio  de  4668^7 
f4:435  rs.  con  55  cdnts.  por  el  de  l.*de  Jolio  de  4866  hasta  el  15  de 
Ifeviembre  de  4867  por  los  85.364  quintales,  ó  sean  i. 650.544  kilógra» 
uos  extraídos  en  el  primer  periodo,  y  los  de  4.362.535 kilogramos  del 
segundo:  que  no  vienen  obligados  los  domantes  León  y  Villatoro  á  sa* 
tisfacer  jil  demandado  D.  Emilio  Sola  las  cantidades  que  éste  les  recia* 
ma  en  sus  escritos  de  contestación  de  los  dos  últimos  autos  acumulad- 
dos,  y  que  cuando  más  é%  le  debe  reservar  su  derecho  para  qne  haga 
tal  reclamación  á  lot  demaodavtes  de  los  intereses'  de  los  SO.OOO  realea 
que  tuto  que  depositar  para  seguir  la  explotación  y  sus  consecueociast 
y  condenando  aldemaodado  D.  Emilio  Sola  á  que  en  el  tér^nino  de  noeo 
ve  dias  preíente  ó  exhiba  á  los  deoModantes  D.  José  León  de  Mora  y 
D.  Domingo  Villatoro  y  Rodriguex,  ó  á  quienes  legitimamente  los  re* 
présente,  cuentas  legales  del  míaeral  qae  arrancó  de  la  mina  de  iVtiaa» 
ira  Señora  del  Rosario  desde  el  48  de  Junio  de  4864  hasta  el  45  da 
Marzo  de  4865,  ya  mientras  por  él  se  hizo  la  explotación,  ya  mientrai 
lavó  contratardo  el  arranque  con  D.  Manuel  Antune,  para  los  fines  qam 
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dichos  demandados  crean  convenientes;  condenando  además  al  ^expre* 
sado  D.  Emilio  Sola  á  qjie  en  el  mismo  término  de  nueve  dias  entregue 
i  los  expresados  demandantes  las  cantidades  de  24.608  rs.  vn.  con  16 
cents,  y  20.436  reales  con  55  cents,  por  la  explotación  de  la  mina  en 
los  dos  períodos  de  tiempo  qu^  comprenden  los  dos  últimos  autos  acu- 
mulados, y  absolviendo  á  los  demandantes  de  la  mutua  petición  que  en 
sus. escritos  de  contestación  de  los  mismos  autos  les  hacia  el  demau- 
clado>  al  cual  se  le  reservaba  su  derecho  para  que  pudiera  reclamar  á 
aquellos  los  intereses  de  los  20.000  rs.  por  el  tiempo  que  estuvíe^o^  r 
depositados. 

Resultando  que  D.  Emilio  de  Sola  interpuso  recurso  dé  casación  por 
haberse  infringido  á  su  juicio: 

l.°  Los  artículos ^0  y  61  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  la  JU"* 
risprudencía  consignada  en  las  resoluciones  de  este  Supremo  Tribunei 
de  i3  de  Enero  y  22  de  Diciembre  de  1860,  28  de  Junio  de  1864,  15  de 
Febrero,  6  y  18  de  Mayo,  20  de  Octubre,  9  y  42  de  Diciembre,  todas  de 
1865;  19  de  Enero,  7  de  Abril,  12  y  26  de  Mayo,  30  á$  Junio,  16  de  Oc- 
tubre y  5  de  Diciembre,  todas  de  1866,  :que  prescriben  la  conformidad  * 
de  la  sentencia  con  la  demanda,  asi  en  la  cosa  que  se  pide  como  en  la 
manera  de  pedir  ó  motivos  en  que  la  petición  se  funda;  toda  ve^  que 
Sola  eatregó'á  los  arrendadores  49.000  rs.,  y  en  los  escfitos  de  deman- 
da y  duplica  no  alegaron  los  dueoos  que  aquella  cantidad  les  fuese 
4ada  á  puenta  de  otros  negocios  diversos  del  arriendo,  y  la  sentencia 
declaraba  que  no  eran  de  abono  por  ser  las  entregas  anteriores  al  ar- 
riendo; habiéndose  separado  también  en  lo  relativo  ala  desmembra- 
ción del  terreno  de  lo  que  los  litigantes  convinieron  al  fijar  los  puatos 
discutibles  en  los  pleitos: 

.2.°  Las  leyes  1.',  2.'  y  3.*,  tít.  14  de  la  Partida  5,%  que  declaran 
extinguida  la  obligación  cuando  se  entrega  lo  que  se  debe;  pues  cons- 
tando la  de  los  49.000  rs.  y-  no  existiendo  ni  alegándose  otro  negocio  á 
qu^  pudieran  referirse,  deben  ser  data  en  las  liquidaciones  del  arren- 
datario, y  figurar  en  éstas  como  anticipo  á  cuenta  del  precio  del  con- 
trato: 

3."  Las  leyes  20  y  21  del  tit.  14,  Partida  5.',  que  señalan  la  com- 
pensación de  dos  créditos  recíprocos,  líquidos  y  exigiblés,  como  modo 
de  extinguirse  las  operaciones;  pues  aunque  esas  cantidades  no  tuvie- 
ran el  carácter  de  paga  anticipada  á  cuenta  del  arriendo,  no  podrían 
negarse  que  eran  líquidas  y  ciertas,  y  que  no  podían  hacerlas  suyas 
el  que  las  recibió  debiendo  devolverlas  ó  abonarlas  á  su  legítimo  due- 
ño; hajcíendo  á  este  crédito  compensable  con  los  de  diversa  proceden- 
cia el  conjunto  simultáneo  de  estas  circunstancias: 

4.°  La  ley  10,  Ut.  14  de  la  Partida  5.",  que  dá  al  obligado  por  va- 
rios conceptos  el  derecho  de  imputar  en  pago  de  cualquiera  de  ellos  la 
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cantidad  que  entrega;  pues  suponiendo  que  Sola  hubiese  tenido  otros 
créditos  en  su  contra  y  á  favor  de  los  demandantes,  no  podía  privár- 
sele del  derecho  que  dicha  ley  les  concedia  para  imputar  en  el  pago 
del  arrendamiento  los  49.000  rs.  de  que  se  trataba: 

5.'  El  contrato  y  las  leyes  4.',  tít.  1.',  libro  10  de  la  Tíovisima  Re- 
copilación, y  32,  tít.  5/  déla  Partida  5.',  que  determina  los  efectos  de 
laeviccion  y  saneamiento,  porque  la  primera  obligación  de  los  arren- 
dadoies  era  entregar  al  arrendatario  la  cosa  arrendada,  y  sanearle  so 
uso  y  aprovechamiento,  pues  lo  contrario  implicaría  la  existencia  del 
contrato: 

6/  La  doctrina  legal  admisible  por  los  Tribunales  y  declarada  por 
este  Supremo  en  resolución  dé  3  de  Febrero  de  1883,  que  hape  eztea- 
aivo  el  precepto  de  la  citada  ley  32  de  Partida,  y  la  eviccion  y  sanea* 
miento  á  todos  los  contratos  onerosos; 

Y  IJ*  La l<?y  21,  tit.  8.*  déla  Partida  5.*,  que  prohibe  al  arrendador 
percibir  el  precio  del  arrendamiento  cuando  se  impidió  al  arrendatario 
el  uso  de  la  cosa  arrendada: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Hilario  de  Igon: 

Considerando  que  no  fué  objeto  especial  de  ninguna  de  las  tres  de- 
mandas ni  de  la  reconvención  el  extremo  relativo  al  abono  por  los  de- 
mandantes al  demandado  de  los  49.000  rs.  á  que  se  reflere  el  pri- 
mer motivo  para  la  casación^  y  que  rectificadas  las  partidas  son 
48.000;  y  que  al  condenarla  sentencia  al  demandado  á  que  rinda  cuen- 
ta á  los  demandantes  del  mineral  extraído  en  el  tiempo  á  que  se  refie- 
re, estima  la  demanda  y  rechaza  la  excepción  de  que  se  tenga  por 
eumplida  la  dicha  obligación  con  el  extracto  de  cuenta  que  el  deman- 
dado acompañó  con  el  escrito  de  contestación,  sin  prejuzgar  por  con- 
siguiente sobre  la  legitimidad  de  las  partidas  que  contiene,  ni  tener  el 
fallo  otro  alcance  que  el  de  acceder  á  la  pretensión  de  los  demandantes 
de  no  darse  por  satisfechos  con  la  presentación  de  la  cuenta  referida: 

C!onsiderando  que  tampoco  se  separa  la  sentencia  de  lo  discutido  en 
lo  relativo  á  la  desmembración  del  terreno  de  la  mina  por  la  rectifica- 
ción de  los  mojones,  puesto  que  con  relación  á  este  extremo  alegaron 
los  demandantes  que  ellos  habían  arrendado  solo  las  pertenencias  de  la 
mina  que  disfrutaban;  y  no  podían  ni  debían  responder  de  los  peijui- 
eios  que  se  suponen  causados  por  dicha  ratificación,  y  la  sentencia  re- 
suelve este  extremo  absolviendo  á  los  demandantes  de  la  reconven- 
ción: 

Considerando,  en  consecuencia,  que  la  sentencia  es  congruente 
con  lo  discutido,  y  no  ha  infringido  el  art.  61  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  citado  en  primer  lugar  en  apoyo  del  recurso,  ni  la  juris- 
prudencia relativa  al  mismo  propósito;  siendo  inaplicable  el  60  de  la 
misma  ley,  que  se  refiere  al  modo  de  salvar  su  voto  los  Magistrados: 


CoQsiderandov'con  relvcion' á  los  motiros  2.^  3.'  y  4.*'  del  recurro, 
que  QQ  los  tres  se  hace  sapue^o  de  la  cuestión  de  ser  de  abono  al  re- 
currente los  4it.0O0  rs.  mencionados;  y  no  siendo  así,  ni  habiéndose  dis- 
cutido este  extremo,  no  son  aplicables,  ni  han  podido  ser  infringidas 
las  leyes  de  la  Partida  5/,  qae  declaran  extinguida  la  obligación  en  el 
pago,  ni  las  que  aplican  el  principio  jurídico  de  la  compensación  de 
créditos,  ni  la  que  dá  al  deudor  el  derecho  de  aplicar  al  pago  de  unsL 
deuda  entVe  varias  la  cantidad  que  entrega,  leyes  citadas  en  los  tres 
fundamentos  referidos: 

Considerando  que  tampoco  infringe  la  sentencia  la  ley  del  contrato, 
ni  la  i.%  tit.  l.%  libró  iO  déla  Novísima  Recopilación,  que  declara  efi- 
caces las  obligaciones;  ni  la  32,  tít.  5.*,  Partida  5.*,  que  dispone  que 
el  tendedor  es  tenudo  de  facer  sana  al  comprador  la  cosa  que  venden 
ni  la  doctrina  legal  de  que  la  eviccion  establecida  en  dicha  ley  para  U 
eompT/a-venta  es  extensiva  á  todos  los  contratos  oneroso6,  doctrina  y 
leyes  citadas  en  los  fundamentos  5.°  y  6.^  por  cuanto  al  declarar  im- 
procedente la  eviccion  absolviendo  á  los  demandantes  de  la  reconven- 
ción propuesta  por  el  demandado^  la  sentencia  aplica  justamente  la 
disposición  de  la  ley  21,  tít.  8,%  Partida  5/,  que  declara  en  qué  casos 
es  el  arrendador  responsable  al  arrendatario  que  no  ha  podido  usar  por 
causa  de  un  tercero  de  la  cosa  arrendada;  y  ésto  aun  dado  el  supuesto 
de  que  el  arrendamiento  hubiese  sido  extensivo  al  terrebo  que  excedía 
de  los  limites  juntos  de  la  misma: 

Y  considerando,  por  último,  que  es  inaplicable  al  pleito  y  no  ha  po- 
4ido  taoippeo  ser  infringida  por  la  sentencia  la  citada  ley  2i,  tít.  8."  de 
la  Partida  5«-«  que  sirve  de  fundamente  al  sétimo  motivo  del  recurso, 
en  la  parte  que  dispone  que  pierde  el  arrendador  el  derecho  ai  precio 
del  arrendamiento  cuando  el  arrendatario  no  tuvo  expedito  el  uso  de  la 
cosa  arrendada,  puesto  que  en  este  caso  la  mina  arrendada  al  recur- 
rente estuvo  á  su  disposición  y  la  disfrutó  en  toda  la  extensión  de  su 
legítima  demarcación,  con  la  circunstancia  xüe  que  consistiendo  el  pre- 
ciodel  arrendamiento  en  cantidad  proporcional  al  mineral  extraído*  ni 
términos  hay  posibles  en  que  fundar  su  pretensión; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re*- 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Emilio  de  Sola  y  Alvareda,  á 
quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Sevilla  1& 
certificación  correspondiente,  con  devolución  de  los  documentos  que 
ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copian  ne* 
cesarías,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma mos.=: José  M.  Gáceres. 
=Laureano  de  Arrieta.=:Hilariode  Igon.=Juan  Cano  Manuel. =^Benito 
de  Ulloa  y  Rey.=Joaquin  Ruiz  Gaííabatet;7=Juli«n  Gómez  Inguanzo. 
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Publicados .sfLeida  y  publicada  fué  la  «aierior  sentencia  por  el 
£xcmp.  Sr.  D.  Hilario  de  Igoo,  Magistrado  del  Tribunal  Su premo«  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  primera  en  el  dia  dé  hoy,  de  que  cer- 
tiñco  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  10  de  Julio  de  4875.3=Liceneiado  Desiderio  Hartínex. 

{Gaceta  deSde  Setiemín-e  de  1875). 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Real  orden  concediendo  autorización  para  construir  en  la  ori^ 
lia  de  la  ria  de  Bilbao  tres  rampas  de  madera  para  la  carga 
de  minerales. 

Ezcmo.  Sr.:  Visto  el  expediente  promovido  por  D.  Aureliano  Jan- 
fret,  apoderado  de  D.  Luis  Levison  y  Block,  en  soHcitnd  de  autorizadon , 
para  construir  en  la  orilla  izquierda  de  la  ría  de  Bilbao  y  sitio  llamado 
la  Barraci^tres  rampas  de  madera  para  la  carga  de  mi  aérales,  confor- 
me al  proyecto  que  ha  presentado;  S.  M.  el  Rey  (Q.  B.  G.),  de  acuerdo 
con  lo  propuesto  por  esa  Dirección  general,  de  conformidad  coa  el  di<;- 
tAmen  déla  Junta  consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  ha  tenido 
á  bien  conceder  dicha  autorización  con  las  siguientes  condiciones: 

I.*  Las  obras  se  ejecutarán  bajo  la  vigilancia  del- Ingeniero  Jefe  de 
la  provincia. 

2.'  Se  dará  principio  á  ellas  en  el  plazo  de  tres  meses  contados  des* 
déla  fecha  de  esta  autorización,  terminándolas  en  el  de  un  año,  á 
contar  de  la  misma  fecha. 

3.'  En  el  de  los  i  5  dias  siguientes  á  la  publicación  de  esta  Real  át* 
den  en  la  Gactta  deberá  consignar  el  concesionario  en  la  Caja  general 
de  Depósitos  la  fianza  de  1.000  pesetas,  que  le  será  devuelta  cuando 
acredite  haber  hecho  obras  por  igual  valor. 

4.*  La  faltando  cumplimiento  de  las  condiciones  anteriores  produ- 
cirá la  caducidad  de  la  concesión. 

5/  Si  las  obras  de  mejora  de  la  ria  ó  las  necesidades  de  la  defensa 
nacional  exigieren  la  desaparición  de  esta  obra,  estará  obligado  el 
concesionario  á  demolerla,  sin  derecho  á  indemnización  alguna. 

De  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para  los  efectos  correspondien« 
tes.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  17  de  Setiembre  de  187B. 

Martin  de  Herrsra* 
Sr.  Director  general  de  Obras  públicas. 

(Gaceta  de  24  de  Setiembre  de  1875  j. 
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Heal  orden  concediendo  autorización  para  construir  en  la  ori^ 
lia  de  la  ria  de  Bilbao  un  embarcadero  de  madera  para  la 
carga  de  minerales. 

Ezcmo.  Sr.:  Visto  ei  expediente  promovido  por  B.  Aureliaoo  Jau- 
fret,  apoderado  de  D.  Luis  Levisoo  y  Block,  en  solicitud  de  autorización 
para  construir  en  la  orilla  izquierda  de  la  ria  de  Bilbao,  en  el  barrio 
llamado  de  Urgozo,  un  embarcadero  de  madera  para  la  carga  de  mine- 
rales, con  arreglo  al  proyecto  que  ha  presentado;  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.), 
de  acuerdo  con  lo  propuesto  por  esa  Dirección  general,  de  conformidad 
con  el  dictamen  de  la  Junta  consultiva  de  Caminos,  Canales  y'Puer- 
tos,  ha  tenido  á  bien  conceder  dicha  autorización  con  las  siguientes 
condiciones: 

1/  Las  obras  se  ejecutarán  bajo  la  vigilancia  del  Ingeniero  Jefe  de 
la  provincia. 

2.*  Se  dará  principio  á  ellas  dentro  del  plazo  de  tres  meses,  con- 
tados desde  la  fecha  de  esta  autorización,  terminándolas  en  el  de  un 
año,  á  cootar  de  la  misma  fecha. 

3.'  En  el  de  los  i5  dias  siguientes  á  la  publicación  de  esta  Real  ór- 
^en  en  la  Gaceta  consignará  el  concesionario  en  la  Caja  general  de 
Depósitos  la  cantidad  de  i. 000  pesetas,  que  le  será  devuelta  cuando 
acredite  haber  hecho  obras  por  igual  valor. 

4."  La  falta  de  cumplimiento  de  las  condiciones  anteriores  produci- 
rá la  caducidad  de  la  concesión. 

5.*  Si  las  obras  de  mejora  de  la  ria  de  Bilbao  ó  las  necesidades  de 
la  defcQsa  nacional  exigieren  la  desaparición  de  esta  obra,  estará  obli- 
gado «1  concesionario  á  demolerla,  sin  derecho  á  indemnización  al- 
guna. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  E.  para  su  conocimiento  y  denaás  efec- 
los.  Dios  guarde  á  V.  E.  machos  años.  Madrid  i 7  de  Setiembre  de  1875. 

Martin  de  Herrara. 
Sr.  Director  general  de  Obras  públicas. 

{Gaceta  de  24  de  Setiembre  de  1875;. 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Real  orden  habilitando  el  puerto  de  Cudillero,  provincia  de 
Oviedo,  para  el  embarque  de  mineral  de  hierro. 

limo.  Sr.:  Visto  el  expedienté  instruido  á  consecuencia  de  las  ins- 
tancias de  D.  Estanislao  Sánchez  Calvo  y  D.  Manuel  Márquez  de  la  Ve- 
:ga,  solicitando  el  primero  que  se  habilite  el  puerto  de  Cudillero,  pro» 
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yfacia  He  Oviedo,  para  el  embarque  de  naioeraíes-de  hierro,  7  pidiendo 
el  Segundo  que  se  permita  además  por  dicho  panto  el  embarque  y 
desembarque  de  diferentes- mercaocías: 

Visto  lo  informado  por  la  Administración  econámioa  de  la  provio* 
cia.  Administrador  principal  de  Aduanas,  Jefe  de  la  Comandancia  de 
Carabineros  y  Junta  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio: 

Considerando  que  el  embarque  de  mineral  de  hierro  por  el  puerto 
de  Cudillero  no  debe  perjudicar  á  los  intereses  de  la  Hacienda,  si  esta, 
operación  de  comercio  se  verifica  con  las  formalidades  debidas: 

Considerando  que  para  conceder  el  embarque  y  desembarque  de 
otros  artículos  de  difícil  reconocimiento  seria  necesario  el  estableci- 
miento de  una  Aduana,  lo  cual  no  se  ha  solicitado,  ni  seria  por  ahora 
conveniente  conceder;  8.  M.  el  Rey  (Q.  B.  G.)»  conformándose  con  k) 
propuesto  por  V.  1.,  ha  resuelto: 

4."  Que^e  habilite  el  puerto  de  Cudillero,  provincia  de  Oviedov 
para  él  embarque  de  mineral  de  hierro,  con  autorízacion  déla  Aduaaa 
dé  San  Esteban  de  Pravia. 

T  2.*  Desestimar  la  instancia  de  D.  Manuel  Márquez  de  la  Vega  so- 
bre embarque  y  desembarque  de  toda  clase  de  mercancías  por  cabo- 
taje. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  I.  para  los  efectos  correspondientes. 
Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  48  de  Setiembre  de  4875. 

I" 

Salaverhu. 
Sf.  Director  general  de  Aduanas. 

(Gaceta  de  2  de  Octubre  de  4875). 


CONSEJO  DE  ESTADO. 


R^AL  Decreto. 

Resoludan  en  el  pleito  seguido  sobre  revocación  de  la  orden 
que  declaró  cancelado  el  expediente  minero  La  Fé  y  que  si- 
guiese su  curso  el  titulado  Vefii^. 

D.  AL/ON$0  Vil,  por  la  gracia  de  Dios  Rey  constitucional  de  Es- 
pana. 

A  todos  los  que  las  presentes  vieren  y  entendiere»,  y  á  quienes 
toca  su  observancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  he  venido  en  decre*» 
tar  lo  siguiente: 

« En  el  pleito  seguida  en  el  Tribunal  Supremo  en  primera  y  única 
instancia,  y. que  hoy  ponderante  el  Consejo  de  Estado  entre  partes,  de 
la  uña  D.  Manuel  de  la  Helguera  y  Hierro,  y  en  su  nombre  D.  Manuel 

Sección  adbiihistaátivá. — T.  VL  40 


—  146- 

Silrela,  demandante,  y  dala  otra  la  AdminisiracioD  del  Es.tado,  de- 
mandada y  coadyuvada  por  D*  Gayetapo  Escudero,  representados  rss- 
pecti?ameote  por  mi  Fiscal  y  el  Licenciado  D.  Vicente  Hernández  de  la 
Rúa,  sobre  revocacioa  de  la  orden  del  Gobierno  dei  la  República  de  22 
de  Enero  de  i874,  que  conñrmó  un  decreto  del  Gobernador  de  Santan- 
der de  i2  de  Setiembre  de  1873  declarando  cancelado  el  expediente  mi- 
aero  La  Fé,  y  que  siguiese  su  curso  el  titulado  Pepita, 

Vistos: 

Vistos  los  expedientes  gubernativos  que  han  producido  la  orden  re- 
clamada, ^e  los  cuales  resulta: 

Que  en  i9  de  Diciembre  de  1872  recurrió  D.  Pablo  Larrlnaga,  en 
nombre  de  D.  Manuel  de  la  Helguera  y  Hierrp,  al  Gobernador  de  la 
provincia  de  Santander  solicitando  12  pertenencias  de  mineral  de  hier- 
ro y  otros  con  el  nombre  de  la  LaFé^  en  término  de  Castro -Urdíales, 
paraje  denominado  Cerraquin,  terreno  del  valle  de  Sámano,  haciendo 
la  designación  correspondiente: 

Que  admitido  dicho  registra  y  hechas  las  publicaciones  debidas,  se 
mandó  pasar  el  expediente  al  Ingeniero  Jefe  del  distrito  para  la  de- 
marcación de  las  pertenencias  solicitadas  en  20  de  Abril  de  1873: 

Que  en  8  de  Setiembre  del  mismo  año  solicitó  D.  Cayetano  Escu- 
dero del  expresado  Gobernador,  con  el  t{tulo  de  Pepita^  12  pertenen- 
cias de  mineral  de  hierro  con  la  misma  designación  del  registro  La  Fé, 
manifestando  al  propio  tiempo  que  éste  debia  de  ser  caducado  y  fene- 
cido por  tener  vicio  de  nulidad,  según  el  art.  15  del  decreto-ley  de  29 
de  Diciembre  de  1868,  disposición  16  délas  generales  del  reglamento  y 
aclaratoria  del  Consejo  de  Estado  y  Ministerio  de  Fomento,  publicada 
en  la  Gaceta  de  20  de  Agosto  anterior: 

Que  el  Gobernador,  teniendo  en  cuenta  que  el  registrador  de  La  Fé 
no  habia  promovido  reclamación  alguna  desde  que  entabló  su  preten- 
sión en  19  de  Diciembre  de  1872,  y  apoyándose  en  lo  determinado  en 
el  art.  15  de  las  bases  generales  de  1868  y  demás  disposiciones  citadas 
por  el  recurrente  Escudero,  declaró  por  decreto  de  12  de  Setiembre 
nulo  y  fenecido  el  expediente  de  registro  La  Fé,  y  dispuso  que  sedie- 
se  el  curso  de  la  ley  y  e\  reglamento  al  titulado  Pepita: 

Vista  la  orden  del  Gobierno  de  la  República  de  22  de  Enero  de  1874, 
comunicada  al  interesado  en  29  siguiente^  por  la  cual,  al  resolver  el 
recurso  de  alzada  promovido  por  aquel,  se  confirmó  el  decreto  del  Go- 
bernador apelado,  fundándose  en  que  las  razones  alegadas  por  el  re- 
gistrado LaFé^  no  son  suficientes  para  eximirle  de  la  obligación  con- 
signada en  la  décimasexta  disposición  de  las  generales  del  reglamento: 
que  la  reclamación  que  dice  haber  hecho  en  13  de  Setiembre  de  1873, 
y  que  no  aparece  en  el  expediente,  no  tiene  valor  alguno,  puesto  que 
en  aquella  fecha  estaba  ya  presentado  el  registro  Pepita  y  decretada 
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la  caDcelacion  de  La  Fe,  habiendo  trascorrido  ce^ca  de  10  meses  desde 
la  fecha  de  este  registro  sin  reclamar;  y  que  las  faltas  que  producen 
cancelación  de  expedientes  no  pueden  ser  dispensadas  por  el  Gobierno 
•cuando  con  esta  dispensa  se  perjudica  á  tercero: 

Vista  la  demanda  que  contra  la  expresada  resolución  entabló  ante  el 
Tribunal  Supremo  en  28  de  Febrero  del  mismo  año  el  Procurador  Bon 
Juan  Hernández  Baura,  en  nombre  de  D.  Manuel  de  la  Helguera  y  Hier- 
ro, con  la  solicitud  de  que  se  revoque  y  se  deje  sip  efecto,  y  en  su 
consecuencia  se  declare  improcedente  el  registro-deHoncio  denomina-  • 
do  Pepita,  y  por  cancelado  el  expediente  de  su  referencia,  y  se  ordene, 
que  contiode  la  tramitación  del  primitivo  La  Fé  hasta  su  definitiva  re- 
solución y  entrega  á  D.  Manuel  de  la  Helguera  y  Hierro  del  titulo  de 
propiedad;  para  lo  cual  se  fonda: 

En  que  la  décimasexta  de  las  disposiciones  generales  del  reglamen- 
to de  24  de  Junio  de  4868,  además  de  infringir  manifiestamente  el  ar- 
ticulo 64  de  la  ley  reformada  en  4  de  Marzo  del  mismo  año,  contiene 
un  precepto  odioso  que^  desposee  de  su  legitima  propiedad  á  quien, 
después  de  dedicar  su  actividad  y  capitales  á  desarrollar  la  riqueza  pú- 
blica, lleva  su  respeto  á  las  Autoridades  hasta  el  extremo  de  no  for  - 
mular  queja  alguna  contra  una  morosidad  indisculpable  para  entregár- 
sela á quien  sin  arriesgar  intereses  de  ningún  generóse  aprovecha  de 
un  precepto  reglamentario,  no  de  ley,  para  plantear  el  denuncio  y  con- 
vertirse de  pobre  en  ricoá  costa  ajena: 

En  que  no  puede  suponerse  en  buena  lógica  que  desiste  desús  pro- 
pósitos y  renuncia  á  la  prosecución  del  expediente  el  que  esperando 
recoger  el  producto  de  sus  trabajos  y  capitales  invertidos  con  el  titulo 
de  propiedad  de  una  mina  deja  obrar  f  la  Administración  libremente, 
porque  no  la  recrimina  por  su  tardanza,  y  porque  no  atiende  á  una 
disposición  reglamentaria  contraria  á  la  ley  y  desde  luego  de  aplica- 
ción dudosa: 

En  que  aun  suponiendo  que  los  preceptos  de  la  disposición  16  ten- 
gan fuerza  de  ley,  no  se  ha  faltado  á  ellos  por  D.  Manuel  déla  Helgue- 
ra ,  puesto  que  reclamó  antes  de  trascurrir  los  60  días  siguientes  á  la 
conclusión  del  plazo  de  cuatro  meses  que  concede  el  párrafo  segundo 
del  art.  31  de  la  ley  al  Ingeniero  para  verificar  la  demarcación: 

En  que  no  puede  aplicarse  la  disposición  16  del  reglamento  al  plazo 
de  los  cuatro  meses  otorgado  por  el  art.  15  de  las  bases  generales  para 
terminar  los  expedientes,  porque  aquélla  es  anterior  á  ésta  y  se  refiere 
á  los  plazos  que  el  mismo  marca,  y  no  á  los  que  determina  otra  legis» 
lacion  posterior;  porque  el  espíritu  es  manifiestamente  contrario  al  del 
segundo;  y  porque  en  la  dácimasexta  disposición  citada  hay  preceptos 
derogados  por  Jas  bases  generales  de  1868: 

En  que  el  preámbulo  de  la  ley  en  que  se  hallan  comprendidas  di- 
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chas  bááes,  el  ptafécU}  de  l6y  ée  miaas  preBeotadcit^  h%  QíivU^  ^h\St 
de  Octubre  de  1869  y  la  orden  de  ^  de  Marzo  del  ffii9m()  aoo,  que  al  te^o* 
tablecei*  varías  prescripciones  del  reglam«ato:  fiada  determiua  acjerca 
de  la  disposición  16,  persoadea  quo  la  legislaciou  minera  vig^i|Ub% 
derogado  la  antigua: 

Y  en  que  la  resolución  dictada  coa  motivo  del  expediente  de^lamir 
na  Carpió^  k  que  se  refiere  ea  uno.  de  los  puntos  de  heQho  de  la  de?, 
manüa,  aunque  contradicha  por  lá  que  recayó  en. el  de  las  Californias^ 
es  más  atendible  que  la  que  á  éste  se  contrae  por  haber  sido  dadn^á 
raiz  déla  publicación  de  las  leyes  nuevas  y  por  el  mism^  Ministro* qu^ 
las  firmé: 

Vi^la  la  contestación  á  la  demanda,  en  que  el  Ministerio  fiscal  del 
Tribunal  Supremo  pide  á  la  Sala  se  sirva  absolver  de  dicha  demanda 
á  la  Administración  y  confirmar  la  orden  reclamada,  fundándose: 

En  que  según  el  art.  15  del  decreto-ley  de  29.de  Dicieml)re  de  1868, 
los  Gobernadores  deberán  otorgar  las  concesiones  mineras,  si  hubies^ 
terreno  franco,  en  un  plazo  que  no  exceda  de  cuatro  meses,  contadas 
desde  la  fecha  de  la  solicitud  del  registro:. 

'  En  que  la  décimasexta  disposición  do  las  generales  del  regiaqiento 
establece  que  las  faltas  de  la  Administración  no  irrogan  perjuicios» á 
los  int^^resados  cuando  éstos  en  el  término  de  60  días,  contado3  dosAe 
que  espire  el  plazo  para  ella,  reclaooan  contra  su  descuido,  negUgear 
cia  ó  abandono  en  el  despacho,  ó  falta  ^decQm.plimiento  de  la  leyyel 
reglamento;  consignando  además  que  en  minería  no  sq  adquíerep  de- 
rechos si  se  prescinde  de  la  estricta  observancia  de  aquellos: 

En  que  no  habiendo  reclamado  el  registrador  de  La  Fé,  en  el  pla^ 
fatal  é  improrogable  indicado,  ha  perdido  todo  su  derecho  ai  terreno 
registrado: 

En  que  la  disposición  16  de  las  generales  -del  reglamento  no  es  con* 
traría^  según  supone  la  parte  demandante,  á  lo  dispuesto  ea  el  artp.64 
de  la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868,  y  ea  tal  sentido  se  ha  entendido 
siempre  por  la  Administración,  tanto  en  su  esfera  gubernativa  CQm9 
en  la  contenciosa: 

En  que  la  resolución  diciada  por  el  Ministerio  de  Fomenjtq  e»,  el 
expediente  de  denuncio  El  Carpió  carece  de  fuerza  legal,  puesto  qu^ 
con  fecha  posteriora  aquella  existe  otra  de 4  de  Agosto  de  1873  resol- 
viendo el  expediente  Las  Californias  completamente  coalraria  á  la  pri* 
mera: 

En  que  no  es  exacto  que,  según  el  art.  30  de  las  bases  generales, 
ya  no  caben  denuncios,  pues  por  Real  orden  de  1."*  de  Abril  de  1871, 
que  obra  en  pleito  promovido  por  la  Sociedad  minera  La  explotadora 
de  minas  de  Hiendelaencina^  y  que  tiene  el  carácter  de  general,  se  roi- 
:suelve  que  las  minas  deben  concederse  á  perpetuidad,  á  no  ser  que  ha> 
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t)iera  pendienle  algún  denuncio,  y  que  los  mineros  se  sujeten  á  lo 
f tesetilo  en  los  artículos  19,  ii  y  Sa  de  la  ley: 

Visto  el  escrito  tie  contestadoo  presentado  por  el  Licenciado  D.  Vi* 
«ente  Hernández  de  la  Rúa,  á  quien  se  tuvo  por  parte  en  estos  autos 
en  nombre  de  D.  €ay<etano  Escudero,  registrador  de  la  mina  Pepilüy  y 
ciomo  coadyuvante  de  la  Administración,  solicita odo  asimilo  q)}e  se 
confírmela  orden  reclamada  y  se  impongan  las  costas  al  demandante, 
tdegando  en  apoyo  de  su  soHeitnd  los  mismos  fundamentos  que  el  Mi- 
nisterio flscal  en  el  Tribunal  Supremo: 

Vi^to  el  dictamen  de  mi  fiscal  en  ei  Consejo  ai  instruirse  del  estado 
del  pleito,  en  el  que  reproduce  las  razones  expuestas  en  la  contesta - 
«ciob  "á  la  demanda  del  Ministerio  público  en  el  Tribunal  Supremo: 

Vista  la  disposición  décimaseita  del  reglamento  de  24.de  Junio  de 
1868,  que' dice.  «Ea  minería  no  se  adquirirán  derechos  si  se  ^.rescindo 
«de  la  estricta  observancia  y  puntual  cumplimiento  de  la  ley  y  .regk» 
meoto;  los  plazos  serán  improrogebles  y  fatalas,  y  las  faltas  de  la  Ad- 
ininistracion  no  irrogarán  perjuicio  á  ios  interesados  siempre  que  en 
el  término  de  60  dias,  contados  desde  que  el  pla>zo  espire  para  ella,  re- 
clamen contra  su  descnido,  negligencia  en  el  despacho  ó  faltado  cum* 
"plimiento  de  la  ley  y  el  reglamento.  Si  omitieren  la  reclamación  en  el 
término  expresado,  se  entenderá  que  desisten  desús  pretensiones,  y 
que  abandonan  )^  prosecución  del  expediente,  el  cual  se  reputar!  cfin- 
<sela4o  para  todos  ios  efectos  posteriores,'  declarándose  así  por  la  Ad- 
ministración en  cuanto  aprecie  su  estado,  y  publicándose  en  el  Boletin 
di  la  provincia.  Esta  declaración,  cuando  proceda,  se  podrá  hacer 
Cambien  á  instancia  de  cualquier  interesado,  siempre  que  la  pretenda 
por  medio  de  "Solicitad  de  investigación  ó  de  registro,  á  tenor  de  lo 
iqvie  se  prescribe  eo  el  párrafo  tercero  del  art;  75  del  reglamento:». 

Visto  el  ari.  15  de  las  bases  generales  para  la  nueva  legislación  de 
minería  de  29  de  Diciembre  de  187o,  según  el  cual  deberá  otorgarse 
4oda  cobcesion  minera,  previos  los  trámites  establecidos  para  ello,  en 
un  plazo  que  no  exceda  de  cuatro  meses,  á  contar  desde  la  fecha  de  la 
presentación  de  la  solicitud  respectivas^ 

VÍ»lo  el  art.  32  de  las  referidas  bases,  por  el  que  se  derogan  tedas 
las  prescripciones  de  la  legislación  actual  contrarias  á  lo  que  se  dispo- 
ne en  el  decreto  que  comprende  dichas  bases;  declarando  subsistentes 
Ias  restantes  de  la  ley  reformada  de  4859  y  su  reglamento,  en  el  que 
je  consignan  los  casos  en  que  quedarán  sin  curso  y  fenecidos  los  ez- 
^di^tes  de  minas,  escoriales  y  terreros  cuya  declaración  correspon» 
^  á  los  Gobernadores  por  los  trámites  de  reglamento,  declarando  á  la 
vez  franco  y  registrablé  el  terreno  de  la»  pertenencias  respectivas:  . 

Considerando  ^ue  pedida  la  concesión  de  la  mina  ImIIó  en  19  de 
i)iciembre  ée  AQ%%  d^ió  instruirse  y  resolverse  el  expediente  cqu  ar- 


/' 
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eglo  á  las  bases  publicadas  en  39  46  Diciembre  de  1868,  y  á  las  dis- 
losiciones  de  las  leyes  y  reglameotos  aateriores  en  la  parte  que  o^ 
aese  eontraria  á  aquelloae  -  • 

Considerando  que  el  Gobernador  debió  otorgar  la  concesión  de  di- 
;ba  mina  en  el  pla^o  de  cuatro  meses,  á  contar  desde  la  presentación 
leí  escrito  de  D.  Manuel  de  Helguera,  con  arreglo  al  art.  15  de  las  re- 
éridas  bases: 

Considerando  que  por  no  haber  otorgado  el  Gobernador  la  conce-. 
ioa  dentro  de  dicho  plazo,  ni  reclamado  D.  Manuel  Helguera  contra 
as  faltas  ú  omisiones  de  la  Administración  en  el  término  de  60  días» 
procede  la  cancelación  del  expediente,  porque  en  minería  no  se  ad- 
[uieren  derechos  si  se  prescinde  de  la  estricta  observancia  y  puntual 
umplimiento  de  las  leyes  y  reglamentos,  los  términos  son  fatales  j 
is.  faltas  de  la  Administración  irrogan  perjuicio  siempre  que  contra 
lias  no  se  reclame  en  el  térniino  de  60  dias,  según  dispone  el  art.  i& 
iel  reglamento  de  24  de  Junio  de  1868: 

Considerando  que  dicho  articulo  no  es  contrario  al  64  de  la  ley  de 
de  Marzo  de  1859,  porque  si  bien  en  ésta  se  dispone  que  los  expe- 
ientes  de  minas,  escoriales  y  terreros  queden  sin  curso  y  fenecidos 
oí:  varias  causas,  no  las  señala  de  una  manera  taxativa,  y  al  añadir 
I  art.  16  del  referido  reglamento  una  nueva  causa  de  cancelación,  no 
ontradice  ni  se  opone  á  lo  dispuesto  en  el  art«  64  de  la  ley,  sino  que 
esarrolla  el  espíritu  de  la  misma*  que  es  el  objeto  principal  de  las 
isposiciones  reglamentarias; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
onsejo  de  Estado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Fernando  Calderón  Co  - 
antes.  Presidente;  D.  Tomás  Retortillo,  D.  Domingo  Moreno,  D.  José 
arela  Barzanallana,  el  Marqués  de  la  Ribera,  D.  Victorio  Fernandei; 
ascoíti,  D.  Pascual  Bayarri,  D.  Juan  Jiménez  Cuenca*  D.  JuandeCár* 
mas,  D.  Mariano  Zacarías  Cazurro  y  D.  Fernando  Vida, 

Vengo  en  absolver  á  la  Administración  de  la  demanda,  y  en  con- 
rmar  la  orden  de  22  de  Enero  de  1874. 

Dado  en  Palacio  á  ocho  de  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta  y  ciu- 
).=ALFONSO.=El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Ca- 
lvas del  Castillo.* 

Publicac¡on.=Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  el 
ecretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  ao- 
encia  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  re* 
lucion  final  en  la  instancia  y  ^utos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los 
ismos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta^ 
)  que  certifico. 

Madrid  18  de  Setiembre  de  1875.=Pedro  de  Madrazo. 

(Gaceta  de  li  de  Octubre  de  1875.) 
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MINISTEBIO  DE  HACffiNDA. 


Real  orden  eximiendo  del  impuesto  de  carga  á  las  lanchas  de 
poco  calado  que  conducen  fosfatos  por  el  rio  Tajo.    . 

limo.  Sr.:  Vístala  instancia  ele?ada  por  D.  AotoDio  ^1  vira  Rosado, 
en  solicitud  de  que  se  exima  del  impuesto  de  c^rga  en  la  navegación 
por  el  Tajo  á  las  lanchas  de  poco  calado  que  desde  Alcántara  conducen 
fosfatos  para  cargarlos  á  bordo  de  buques  mayores  en  Lisboa,  sin  salir 
de  la  corriente  del  río,  alegando  lo  que  para  casos  análogos  esCablecen 
las  disposiciones  vigentes,  y  además  la  circunstancia  de  que  los  fosfa* 
Xús,  producto  de  aquella  localidad,  no  tienen  fácil  salida,  de  manera 
que  aquel  grAvámen  dificulta  la  exportación,  sin  beneficio  alguno  para 
la  Hacienda: 

Vistos  el  art.  254  de  las  Ordenanzas  de  Aduanas,  la  Real  orden  de 
24  de  Enero  del87i,  el  decreto  de  26  de  Junio  de  1874  y  la  circular 
de  30  del  mismo  mes  y  año;  teniendo  en  cuenta  el  informe  emitido 
por  el  Administrador  de  la  Aduana  de  Alean  ttsira  acerca  de  la  solicitud 
indicada: 

Considerando  que  en  su  núm.  3.*,  el  art.  254  de  las  Ordenanzas  ex* 
ceptúa  de  los  impuestos  de  descarga  y  de'trasporte  de  viajeros  losl>a- 
queá  que  naveguen  de  un  punto  á  otro  de  las  rias  de  Bilbao,  Vigoy 
otras  análogas: 

Considerando  que  la  citada  Real  orden  de  24  de  Enero  de  1871  de- 
clara igualmente  libre  de  dichos  impuestos  los  buques  que  naveguen 
por  el  Guadalquivir  sin  salir  al  mar: 

Considerando  que  en  virtud  de  lo  dispuesto  por  circular  de  30  de 
Junio  de  1874,  en  su  regla  13,  para  el  cumplimiento  del  art.  11  del  de- 
creto de  los  presupuestos  de  1874-75,  la  exención  para  aquellos  casos 
declarada  comprende  los  derechos  de  carga  y  de  embarque  de  viajeros: 

Considerando,  finalmente,  que  es  fundada  la  reclamación  bajo  el 
punto  de  vista  de  las  mencionadas  disposiciones  y  de  los  intereses  de 
la  industria  y  el  comercio  en  general,  por  los  beneficios  que  siempre 
origina  la  facilidad  de  las  comunicaciones  para  la  salida  de  los  pro- 
ductos; 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  6.)»  de  conformidad  con  lo  propuesto  por  V.  I. ,; 
ha  tenido  á  bien  resolver  que  se  haga  extensiva  á  la  navegación  del 
Tajo  y  demás  rios,  sin  salir  al  mar,  la  exención  de  los  referidos  im- 
puestos concedida  á  los  buques  en  el  Guadalquivir. 

Oe  Real  orden  lo  digo  á  V.  I.  páralos  efectos  correspondietítes.  Dios 

guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  22  de  Setiembre  de  1875. 

Salaverría.  ■'  ^' 

Sr.  Director  general  de  Aduanas. 

(Gaceta  dé  14  de  Octubre  de  1875). 


CONSEJO  DE  ESTADO, 


^     Real  décaeto  . 

Resoíudon  en  elpleito  sobre  revocación  de  la  orden  que  man^ 
dó  se  mantuviese  á  la  concesión  Mesías  y  que  se  rectificase  la 
demarcación  de  lamina  Jusim^. 


•  •    si 


D.  ALFONSO  Xn,  por  la  gracia  de  Dios  Rey  con$tituciooal  de  Es- 
paña/ 

A  todos  los  que  las  presentes  vieren  y  entendieren,  y  á  quienes  to- 
ca su  observancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  he  venido  ^n  decretar  lo 
siguiente: 

,  En  el  pleito  seguido  ante  la  Sala  tercera  del  Tribunal  ^upretx^o  en 
primera  y  única  instancia,  que  boy  pende  ante  el  Consejo  de  ,Esta4Q, 
entre  partes,  de  la  una  el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras^  á  nombre  y 
coa  poder  de  la  Junta  directiva  de  la  Sociedad  especial  minera  titula- 
da Crescencia,  concesionaria  de  U  mina  nombrada  Justicia,  y  de  la 
otra  la  Administración  general  del  Estado,  representada  por  mi  Fis- 
cal, y  coadyuvada  por  el  Procurador  0.  Ignacio  de  Santiago  y  Sánchez 
á  nombre  y  con  poder  de  D.  Natalio  Murcia  y  D.  Fulgencio  Monzoo, 
Presidehte  y  Secretario  de  la  Sociedad  minera  denominada  Empresa  de 
Cartagena,  á  que  pertenece  la  mina  conocida  por  Mesías^  sobre  revo- 
cación déla  orden  del  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  déla  República 
de  8  de  Abril  de  i87íl,  que  dispuso  se  mantuviese  á  la  concesión  Mesías 
en  U  integridad  de  la  pertenencia  que  1^  fué  demarcada  y  concedida, 
y. que  se  rectificase  la  demarcación  de  la  mina  Justicia,  levantando  el 
sobrecargó  que  existia  en  el  terreno  de  la  primera,  expidiendo  nuevo 
titulo  de  propiedad  con  la superflcie  que  resultase á  la  Justiciajh  que 
'podría  tomar  del  terreno  franco  inmediato  lo  que  de  la  superposición 
perdiese:  que  en  las  labores  con  que  la  Justicia,  invadió  el  terreno  del 
Mesías,  se  colocaran  las  pedrizas  correspondientes  que  marcasen  la  li- 
nea extrema  de  esta  concesión,  y  que  la  cuestión  de  los  minerales  in- 
debidamente extraidos  debería  ventilarse  ante  los  Tribunales  ordina- 
rios^ á  tenor  de  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  14  de  Febrero  de  (872: 

Vistos: 

Visto  el  expediente  de  la  mina  titulada  Mesías,  del  cual  resulta 
que  en  i5  de  Fel)rero  de  18H  D.  Juan  Sánchez,  á  nombre  de  D.  Mariit** 
DO  Collado,  presentó  al  Inspector  de  Minas  del  distrito  ^e  Murcia  .sol!»  , 
citud  de  registro  de  una  mina  con  el  nombre  referido  en  la  Sierra  Al- 
magrera y  paraje  llamado  Barranco  Francés,  en  término  de  la  villa  de 
Cuevas,  lindando  con  las  minas  Santa  Isabel,  San  Isiiro^  Venus  j  ter- 
reno franco; 


Que  iramiiadot  el  éxpedieote  ea  debida  fórmd  i\a  oposición  algana, 
se  hizo  la  demarcaciou  en  23  de  N<y?iembro  de  4842  trazando  ua  para- 
lelógramo  reetáogulo  de  20.QQ0  varas  cuadradas  de  superficie,  segtm 
elplaoo  aprobado  por  lafíireccioD»  dando  la  posesión  á  D.  Clemente 
6«rcfa,  represeotaDle  del  Reg^feuf^ador  Collado: 

Que  segUD  lo  informado  por  la  lúola  superior  de  Minería  en  el  laño' 
de  1843  solicitó  la  mina  Mesías  una  demasié,  la  cual  se  deslindó  en  el 
de  1846  j  se  demarcó  en  el  de  i847,  reaaitiéndose  el  expediente  é  dicha 
Janta  en  1849,  la  cual  no  presentó  reparo  algnno  acerca  de  lo  aolici- 
tado: 

Vist^y  eletp<ediente  de  dennneio  que  con  el  nombre  de  VigUaneiu 
promovieron  en  3  do  Agoéto  de  4844  D.  Manuel  Rosique  y  D.  José  Pé- 
rez, en  el  que  se  dictó  con  fecha  2  de  Setiembre  sigaiente  un  decreto 
por  la  Inspección  del  ramo  diciendo:  <qa2  publicado  e)  denuncio  por 
edictos  y  pregonen  sin  oposición  se  habilitasen  en  el  término  que  fal- 
ta))a  hasta  los  90  días  la  labor  de  40  varas  que  prevenía  la  inslruiú- 
oion»;  no  resultando,  «in  embargo,  que  se  practicara  dicha  labof  le- 
1^,  ni  que  se  actuara  ninguna  otra  diligencia,  apareciendo  en  contra- 
rio sentido  la  eecritiira  publica  otorgada  c^  Cartagena  i  40  de  Febrero 
4e  4055,  en  virtud  de  la  cual  los  denunciadores  do  la  mina  Meskts 
cedieron  á  ki  Sociedad  concebionaria  de  dicha  mina  los  derechos  que 
hubieran  podido  ad^uíHr  por  el  devoncio  Vigilancia: 

•Vista  la  exposición  dirigida  «1  Gobernador  de  Almería  en  O  de  Di- 
ciembre de  4855  por  D.  Esteban  Pérez  á  nombre  de  la  Empresa  explo- 
tadora do  la  mina  Mesías,  solicitando  una  certiflcacion  comprensita  de 
la*  demarcación,  posesión  y  aprobación  superior  del  expediente  de  la 
mina  referida,  con  «I  fin  tle  poderse  constituir  con  arreglo  á  la  ley  de 
-Sociedades  especiales  minoras,  cuya  certificación  le  fué  expedida  en  el 
dia  42  del  mismo  mes: 

Visto  (A  acoerdo  del  mismo  Gobernador  de  44  de  Mayo  de  1860,  por 
virtud  del  cual  y  con  motivo  del  sobrecargo  advertido  entre  la  mina 
^Mesiás  y  la  titulada  Castadiva,  se  remitió  el  expediente  de  la  pjrimera 
al  Ministerio  de  Fomento  para  la  resolución  correspondiente;  y  quede- 
vuelto  por  la  Dirección  de  Agricultura  para  que  aquella  Autoridad 
procediese  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  ley  y  el  reglamento,  se  dic- 
tó nn  decreto  en  40  de  Setiembre  del  mismo  año  aprobando  el  expo- 
'  diente  ilfesfffs  por  estar  arreglado  á  las  disposiciones  que  reglan  pata 
los  de  su  clase,  mandando  expedir  el  oportuno  certificado  con  lo|  in- 
«ertos  necesarios  para  que  le  sirviere  al  interesado  de  titulo  de  pro* 
piedad: 

Visto  el  expediente  de  la  mtoa  Castaditfáj  y  las  diligencias  instroi- 
-dM  coo  motivo  de  las  reclatnaeiones  presentadas  por  la  Sociedad  la 
•  Angelimif  dueña  de  la  mina  citada,  sobre  superposición  en  el  terreno 


4d  esilts  de  la  GoMnáaniet  Mesm;  la  ápekcioa  interpuesta  pot.Á(|aeiUi 
Sociedad,  y  la  orden  del  Regente  del  Reino  de  22  de  DiciemJnoeile 
1869»  por  la  ()ue»  de  coaformidad  con  la  iaata  superior  íacttlttUí^ 
del  ramo  y  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Consejo  de  E»-^. 
tado,  se  desestimó  el  recurso  promoTido,  confirmando  el  decreto  del 
Gobernador  de  Almería  de  19  de  Setiembre  de  1&68.  apelado,  y  se  den 
elaró  que  el  terreno  objeto  de  la  cuestión  promovida  correspondía  ala 
mina  MesíaSt  debiendo  de  respetarse  su  demarcación  y  devolverse  loe 
minerales  que  fueron  arrancados  dentro  del  perímetro  demarcado  á  la 
Empresa  de  Cartagenay  dueña  de  dicha  mina  Mesías,  dejando  por  úlr 
timo  ¿  la  Sociedad  A  ngelina  k  salvo  en  su  derecho  para  que  lo  usase  ea 
la  foroaa  y  lugar  que  correspondiese  sobre  la  no  existencia  legal  de  la 
expresada  mina  Mestar, 

Visto  el  expediente  de  denuncio  de  la  mina  Legalidad,  antes  Sania 
Isabel,  que  con  el  título  de  Justicia  promovió  en  2  de  Febrero  de  1847 
D.  Manuel  Atienza  y  Romero,  cuyo  registro,  sito  en  término  de  la  villa 
de  Cuevas,  había  de  tener  por  linderos  la  mina  Doña  Blanca,  amplia- 
ción á  la  mina  Teólinda  Castadiva,  antes  San  Ginés^  y  otras  cuyos 
nombres  se  ignoraban:  que  publicados  los  correspondientes  edictos^ 
Cnevas  y  en  Javerno  anunciándose  las  minas  colindantes,  éntrelas  que 
no  aparece  la  titulada  Mesías,  se  adjudicó  dicha  mina  al  D.  Manuel 
Atienza  en  20  de  Julio  del  mismo  año,  mandando  proceder  á  su  de*, 
mareaeion  previa  citación  á  los  dueños  de  las  colindantes*  cuya  dili- 
gencia tuvo  efecto  el  dia  29  siguiente  con  asistencia  del  representante 
de  la  mina  Castadiva,  dándole  por  linderos  los  antes  expresados» 
aunque  en  el  piano  que  se  levantó  figura  como  colindante  el  denuncio. 
VigUancía,  antes  Mesías;  y  que  en  último  estado  se  aprobó  el  expe- 
diente en  l^de  Enero  de  1852,  mandando  expedir  el  oportuno  testi* 
monio  al  interesado  para  que  le  sirviera  de  titulo  de  propiedad: 

Visto  el  expediente  de  deslinde,  instruido  con  motivo  de  lo  selici« 
tado  en  29  de  Octubre  de  1869  por  D.  Juan  Clemente,  representante  de 
IdiEmpresade  Cartagena,  á  que  -pertenecía  la  mina  Mesías,  del  ceal 
resulta  que  con  motivo  de  las  dudas  ocurridas  sobre  ciertos  sobrecara- 
gos  que  existían  en  terreno  de  aquella,  y  sobre  mejor  derecho  al  terre- 
no que  le  constituía,  se  pidió  al  Gobernador  de  Almería  la  práctica  de 
UB  deslinde  entre  las  labores  de  la  citada  mina  fifesías  y  su  colindaate 
Justicia;  y  que  llevado  á  efecto  por  tres  veces  y  tres  lngenieros4istia<) 
tos^  siendo  el  último  el  ejecutado  en  17  de  Agosto  de  1870  por  D.  Fran- 
cisco  García  Araos,  que  levantó  el  plano  del  terreno,  é  informó  queao 
podía  fijar  con  exactitud  todas  las  minas  porque  de  unas  no  existían  los 
expedientes  y  otras  no  tenían  más  plano  que  el  de  is  pertenencia  que 
se  les  demarcó,  fijando  sin  embargo  en  aquel  la  posición  de  la  Jhfesias 
y  la  Jtmtida,  el  Gobernador  en  I.*"  de  Julio  de  1872,  de  conforokidaé 


eoti'lQ  informado  por  la  Seoeion  de  Fomeitio  y  Diputacioa  provineial, 
4icltté  dúlos  y  éaocélados^  el  expediente  Mesial  y  el  del  registra  Vi* 
pilaneia^  asi  como  tambieo  por  carecer  de  objeto  el  de  deslinde:  orde<- 
nando  al  Alcalde  de  Cuevas  qne  procediera  al  leozamiento  de  los  ,qtt6 
se  bailasen  trabajando  en  aquel  terreno,  secuestrando  el  mineral  ar« 
raneado: 

Qae  contra  el  decreto  del  Gobernador  interpuso  D.  Juan  José  Cle- 
mente apelación,  y  que  oida  la  Junta  superior  faculta  tira  de  Mioas  y 
la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  de  qoih 
formidad  con  las  mismas,  se  dictó  una  orden  por  el  Presidente  del  Po* 
der  Ejecutivo  de  la  República  en  8  de  Abril  de  1873  revocando  el  de* 
ereto  apelado,  y  mandando  se  mantuviese  á  la  concesión  Mesías  en  Ift 
integridad  de  la  pertenencia  que  le  fué  demarcada  y  concedida  y  que 
se  rectificase  la  demarcación  de  lamina  Justicia^  levantando  el  sobre- 
cargo que  existia  en  terreno  de  la  primera,  expidiendo  nuevo  titulo  de 
propiedad  con  la  superficie  que  resultase  i  la  Justicia,  la  que  podria 
tomar  del  terreno  franco  inmediato  lo  que  de  la  superporsicion  perdie- 
se: que  en  las  labores  con  que  la  Justicia  invadió  el  terreno  del  JUiesM» 
se  colocaran  las  pedrizas  correspondientes  que  marcasen  las  líneas  ex- 
taremas  de  esta  concesión:  que  la  cuestión  de  los  minerales  indebidaf 
mente  extraídos  deberla  ventilarse  ante  los  Tribunales  ordinarios^  al 
tenor  de  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  14  de  Febrero  de  1872: 

Visto  el  expediente  contencioso,  del  cual  resulta  que  en  29  de  Mayo 
de  1872  presentó  demanda  contra  la  referida  orden  ante  la  Sala  tercera 
del  Tribunal  Supremo  el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras,  á  nombre  y 
con  poder  de  la  Junta  directiva  déla  Sociedad  especial  minera  titulada 
Cresceneia,  concesionaria  de  la  mina  Justicia,  pidiendo  la  revocación 
4e dicha  orden,  que  se  declare  en  su  lugar  que  se  mantenga  en  la  inte^ 
gridad  de  la  pertenencia  que  le  fué  demarcada  á  la  mina  Justicia,  en 
su  consecuencia  que  le  corresponde  el  terreno  en  que  consiste  el  so* 
brecargo  entre  ésta  y  la  mina  Mesías^  asi  como  los  minerales  extrai* 
dos  del  mismo,  fundándose  en  que  no  habiendo  hecho  el  registro  Me* 
ilaa  oposición  al  denuncio  Vtijft/aiicta,  admitido  éste  y  mandada  ha^ 
cer  la  labor  legal  en  2  de  Setiembre  de  1844,  al  haber  dejado  trasoar* 
rif  los  plazos  fijados  en  el  art.  97  de  la  instrucción  de  8  de  Diciembre 
de  1825  sin  reclamar  aquel  ni  la  posesión  ni  la  propiedad  de  la  mina» 
perdió  todo  derecho  sobre  el  terreno  caducado,  con  arreglo  á  los  artf- 
enlos  que  cita:  que  la  pérdida  del  derecho  adquirido  sobre  una  mina 
registrada,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  30  del  Real  decreto  de 
4  de  Julio  de  1825,  tenia  lugar  como  se  consignaba  en  el  núm.  1.*"  del 
mismo  en  virtud  del  denuncio,  no  solo  sobre  concesiones  definitivas* 
4Íno  también  de  meras  concesiones  de  registros,  cuaodo.no  cumplían, 
^^mo  no  cumplió  elJIÍaatas.  las  condiciones  todas  impuestas  porei 
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mencionado  Real  decreto:  que  no  haciendo  una  concesión  ó  re^stro 
oposición  al  denuncio,'  no  es  necesarío,  ni  con  arreglo  á  la  legislecioa 
de  1825  ni  á  las  demás  leyes  posteriores  de  Minas,  el  notiflcar  tas  pro» 
videncias  de  caducidad ,  pues  perdiendo  el  concesionario  todos  sus  á^ 
Techos  por  el  trascurso  de  los  términos  legales,  ningún  recurso  tiene 
para  evitar  que  aquella  sea  ejecutoria:  que  la  escritura  de  cesión  hecha 
-por  el  denuRcio  Vigitaneia  al  registro  Meñan  es  ineficaz  porque  na* 
>  4ie  puede  ceder  lo  qoe  no  tiene,  y  cuando  aquella  se. otorgó  en  virtud 
de  DO  haber  practicado  la  labor  legal  dentro  del  plazo  señalado,  ya  bo 
tenia  derecho  alguno  sobre  el  terreao  del  registro  ni  del  denuncio:  quft 
ia  ocultación  del  expediente  Vigilancia  y  )»  negativa  maliciosa  de  stt 
existencia,  repetidamente  hecha  por  ta  Sociedad  Cartagena^éh  logar 
^Idolo,  que  según  derecho  Ticia  todo  acto  de  adquisición,  y  por  lotao^ 
io  invalida  el  decreto  de  19  de  Setiembre  de  1868,  aprobatorio  de  U 
concesión  delMems:  que  este  decreto  es  además  nulo  por  estar  basa** 
do  en'un  doble  error  de  hecho,  ó  stsa  en  la  falsa  creencia  de  qtie  el  re- 
gistro ilíma^  no  habia  sido  denunciado  en  1844,  y  de  que  no  habiá 
caducado  por  haber  cumplido  con  lo  que  prevenía  la  ley  de  6  de  Julio 
de  1859:  queeldecreto  de  2  de  Setiembre  de  1844  causó  estado  y  fué 
^ecutorío,  y  por  tanto  no  podía  prevalecer  sobre  él  el  de  15  de  Setiea^ 
We  de  1869,  ni  podian  jamás  recobrar  los  representantes  del  Jfem#  los 
derechos  que  entonces  perdieron,  á  no  ser  en  virtud  de  nuevo  denuft"^ 
«io,  único  recurso  legal  que  la  ley  les  concedía  á  los  dueños  de  conce«» 
«iones  caducadas  para  recobrar  sus  derechos  sobre  el  terreno  en  que 
estuvieron  contenidas  sus  antiguas  pertenencias:  que  los  actos  de  poi* 
tsesioQ  realizados  por  la  Sociedad  Cartagena  en  el  terreno  de  la  anti*- 
gua  caducada  concesión  Mesías^  como  ejecutados  sin  título  algi»no» 
«ran  actos  de  detentación  y  constituían  una  usurpación  de  los  derechos 
del  Estado,  cuya  responsabilidad  fijaba  la  ley  y  habia  debido  ser  exigi- 
da á  los  que  se  decían  ser  dueños  del  Mesías:  que  ud  habiesdo  cumplí- 
lio  dicha  Empresa  coa  lo  prescrito  en  los  artlcuros  7/,  24  y  25  del  Real 
decreto  de  6  de  Julio  de  1859,  insertando  en  la  escritura  constituyen»* 
dose  en  Sociedad  especial  minera  el  titulo  de  propiedad  del  MesvBte^ 
pues  que  no  lo  tenia  en  aquella  época,  aunque  aparentaba  tenerlo,  íd-" 
ocurrió  en  la  caducidad  que  el  último  de  dichos  artículos  establéoia, 
debiendo  considerarse  desde  entonces  revertida  al  Rstado  la  pertenen^ 
€iadel  Mesías,  aun  en  el  supuesto  de  que  ya  no  io  estuviese  desde 
1844:  que  habiendo  estado  abandonado  por  un  dilatado  número  de  años 
el  expediente  del  registro  Mesías  en  el  supuesto  de  que  partía  la  Em-^ 
presa  Cartagena  de  no  bastar  para  su  aprobación  la  orden  de  la  Direé* 
clon  general  de  22  de  Febrero  de  1842,  ineurrió  en  falta  que  implica- 
ba la  nulidad  del  registro,  con  arreglo  á  la  antigua  y  moderna  legls- 
laciotí:  que  aunque  ia  Sociedad  Oarla^ena  tenga  personalidad  porhft^ 
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b^f  oui»plido  cop  el  depreta  de  6  dQ  Julio  ^e  185U  y  el  registro  Mesif^s 
BO  bu^€Sft  caducado  eo  1844,  el  terí'eao  que.  coü^tituia  el  sobrecargo 
pQrieaeeia  á  Ja/ü^itcta,  pojqueera  más  antigaa  como  concesiou  deftr 
nitiva  que  el  Mesías,  pues  su  eipedieaie  fué  aprobado  por  el  Minietro. 
(de  Fomento  en  i 5  de  Enero  de  i852  y  este  otro  do  lo  habia  sido  pocel 
Gobierno  de  la  provincia  hasta  19  de  Setiembre  oe  1UG8»  y  porque  su 
desecho  antes  de  la  defíaitiva  aprobación  de  ambos  expedientes  era 
mÁA  antiguo  también:  que  estando  comprendida  la  faja  de  tej;reoQ  en. 
quese  hacia  consistir  el  sobrecargoi  en  la  demarcación  dada  á  la  Justi^, 
ciay  decuya  perteoteacia  tomó  posesión  sin  reparo  de  nadie,  una  yaz. 
ai^rOibado  el  expediente  por  el  Ministerio  no  podia  ser  privada  aquélla,- 
de  ninguna  purte  de  terreno  que  le  fué  demarcada  y  de  que  quedó  po* 
sesionada,  pues  ésto  equivaldría  á  hacer  inciertos  siempre  los  dere- 
ches  sobre  la  propiedad  de  las  minas  y  produciría  la  alteración  cons*^ 
iante  de  todas  las.pertenencias  de  los  distritos  mineros: 

Que  áesla  demanda  coatestó  el  representante  del  Mioisierio  fiscal 
en  el  Tribunal  Supremo  pidiéndose  absuelva  de  aquella  á  la  Adminis- 
tración del  Estado,  exponiendo  en  su  apoyo  que  son  de  la  exclusiva 
4k)mpetencía  de  la  Administración  activa  las  cuestiones  promovidas 
iM^eroa  de  superposiciones  y  rectificaciones  de  limites  de  las  pertenea* 
eiaay  labores  mineras,  así  en  la  superficie  como  en  el  interior  de  laa 
ninas,  según  el  párrafo  cuarto  del  art»  87  del  reglamento  de  minas  y^ 
las  sentencias  que  cita:  que  la  mind  Mesías  tiene  existencia  legal  deiir- 
de  2S  de  Noviembre  de  1842,  ya  sea  por  consentimiento  tácito  de  I21 
Administración,  ya  sea  por  actos  expresos  de  la  mima:  que  el  art*  15 
del  Real  decre^  de  4  de  Julio  de  1825«  legislación  vigente  á  la  sazón», 
dispone  que  mientras  los  mineros  cumplan  cenias  obligaciones  y  coa*t 
dioionea  señaladas  eo  el  mismo  podría  disponer  de  su  derecho  y  de  las 
pfoductos  de  las  minas  como  de  cualquiera  otra  propiedad:  que  el  de«> 
nuncio  de  la  mina  Mesías  con  el  nombre  de  Vigilancia  no  llegó  i  prosn 
perar,  pues  el  decreto  de  2  de  Setiembre  de  1844  era  de  nueva  trami^ 
taeion  y  faltó  la  resolución  final  de  la  Inspección  de  Minas «  habiendo 
abandonado  los  denunaiantes^  el  denuncio,  consintiendo  l(i  Administoa^ 
conque  el  Mesías  poseyera  la  mina  y  concediéndole  ademán  uda  de* 
masía:  que  la  existencia  legal  estaba  explícitamente  reconocida  porU 
Administración  por  la  aprobación  del  expediente  en  19  de  SetiembFo  de^ 
4888,  la  cual  no  habia  recaído  hasta  entonces,  no  por  falta  del  concei« 
sionario  del  Mesías,  sino  por  lo  que  se  decia  en  el  decreto  del  mismo 
Ciobernadory  por  otro  acto  mayor  sobre  el  que  llamaba  la  atención  de 
b  Sala,  ó  sea  la  orden  de  la  Regencia  del  Reino  de  22  de  Diciembre  da 
1869,  que  mandaba  se  respetase  la  demarcación  de  la  mina  Mesías^  la 
cual  era  una  ejecutoria  eo  el  orden  administrativo,  que  solo  podia  re^ 
ucear  la  misma  Administración  en  él  caso  de  que  la  Sociedad  Á.ngdi'^ 
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ira,  Conformé  á  la  reserva  que  le  fué  hecha,  hubiera  justificadd  la  éú 
6tÍ8teQcia  legal  del  Mesías  por  razoo  de  caducidad:  que  demostrada  la 
ezifl^Dcia  legal  de  esta  mina  y  mandada  respetar  so  demarcación,  ca^ 
recia  de  toda  fuerza  el  argumento  acerca  de  la  mayor  antigüedad  de 
la  Justicia,  €uya  existencia  legal  databa  del  año  de  4847,  muy  poste* 
rior  á  la  concesión  ilfie^tít^,  demarcada  sin  citación  del  dueño  de  ésta, 
y- sin  qne  pudiera  decirse  con  razón  fundada  que  por  virtud  deldenun* 
cío  /ti^h'ctavino  á  reaparecer  en  toda  su  integridad  el  registro  ¿egra/i* 
dad  ni  el  Santa  Isabel,  ya  porque  en  aquel  expediente.no  se  consigna- 
ba esta  reaparición  integra,  sino  que  se  hizo  su  demarcación  especial, 
ya  porque  si  al  demarcarse  el  Mesías  pudo  pisar  á  la  mina  Santa  Isa- 
M,  ésta  lo  consintió  y  quedó  por  ello  privada  de  todo  derecho: 

Que  asimismo  contestó  la  demanda  el  Procurador  D.  Ignacio  de 
Santiago  y  Sánchez,  á  quien  se  tuvo  por  parte  en  este  pleito,  como 
coadyuvante  de  la  Administración,  en  virtud  del  poder  que  le  conferia 
la  representación  de  la  Sociedad  minera  Empresa  Cartagena,  dueña 
de  la  mina  Mesías,  pidiendo  la  misma  absolución  que  el  Ministerio 
tscal: 

Que  mi  Fiscal  en  el  Ck>nsejo,  al  instruirse  del  estado  de  este  pleito*, 
pidió,  de  conformidad  con  el  representante  del  Ministerio  flscal  en  el 
Tribunal  Supremo,  se  desestime  b  solicitado  por  la  Sociedad  minefti 
Crescencia,  y  se  confirme  la  orden  de  8  dé  Abril  de  4873,  declarándola 
firme  y  subsistente^  apoyando  su  petición  en  que  la  razón  que  sirve  de 
base  ¿  lo  pretendido  por  la  Sociedad  demandante,  que  es  la  de  que  el 
denuncio  Vigilancia  nndi  vez  admitido  implicaba  la  caducidad  de  la 
concesión  itfem^,  carece  por  completo  de  fundamento,  porque  está 
concesión  no  llegó  á  caducar,  puesto  que  el  denuncio  Vigilancia  no  se 
elevó  á  verdadero  registrón!  obtuvo ía  concesión  del  terreno  que  soli» 
citó  en  un  principio,  solicitud  que  por  otra  parte  dejó  abandonada 
píosteriormente,  por  lo  cual  do  pudo  llegar  el  caso  de  que  se  perturba» 
9e  la  posesión  de  los  concesionarios  de  la  pertenencia  Mesiasz  que  con* 
forme  á  lo  que  disponen  los  artículos  que  cita  de  la  instrucción  de  íé 
de  Diciembre  de  1825,  tampoco  llegó  el  caso  de  que  dichos  conccsiona* 
rios  se  opusieran  al  denuncio  Vigilancia  dentro  de  los  90  dias  y  sostu» 
Tíesen  su  causa,  que  era  de  propiedad,  porque  abandonado  el  expe- 
diente de  denuncio  era  escusada  toda  diligencia  de  oposición  al  mis^ 
Iño:  que  esta  deducción  aparece  tanto  más  fundada,  cuanto  que  resulta 
una  avenencia,  anterior  al  trascurso  de  los  90  dias,  entre  denunciantes 
y  denunciados,  la  cual  corresponde  cumplidamente  al  espíritu  de  con*- 
ciliacion  de  los  derechos  mineros  que  se  observa  en  los  preceptos  de  la^ 
Citada  instrucción  de  1825,  y  afirma  con  mayor  fuerza  que  la  concesión 
Mesías  no  fué>caducada:'que  solo  por  desconocimiento  del  espíritu  y^ 
letra  de  la  legislación  de  Minas  del  citado  año  se  ha  podido  sostener  p(>f 
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hs  dos  Sociedades  que  litígnD  el  error  de  qoe  el  registro  Mesías  no  era 
coDceaion,  minera,  y  si  eipedienie  en  trámite  hasta  Setiembre  de  1868 
en  que  fué  subsanada  la  fórmula  de  aprobación,  no  necesaria  en  abso«> 
li]^  para  que  los  poseedoreis  de  minas  ejercieran  todos  sus  derechos  de 
propietarios  de  las  mismas  con  sujeción  á  las  disposiciones  porque  se 
rigió  la  mineria  desde  1825  hasta  1849:  que  siendo  el  registrador  de  la 
pertenencia  Mesias  tal  concesionario  y  propietario  del  terreno,  no  te- 
nia necesidad  absoluta  de> reclamar  ni  obtener  el  testimonio  de  las  di* 
ligencias  practicadas^  que  le  sirvieron  de  título  para  disfrutar  y  man» 
tener  su  propiedad:  que  por  la  Real  orden  de  8  de  Marzo  de  1839  está 
sancionada  la  propiedad  de  las  pertenencias  mineras  por  el  acto  áp  la 
posesión,  no  siendo  juzgado  que  hubiere  de  estar  sujeto  al  pago  del 
impuesto  de  pectenencia  quien  no  la  tuviera  y  la  disfrutare  como  su- 
ya: <|ue  descartando  esta  cuestión  capital  de  origen,  las  demás  presen* 
tadas,  ante  el  Tribunal  Supremo  carecen  de  verdadera  importaoGia*  y 
son  en  su  mayoría  impertinentes:  que  todas  las  legislaciones  que  ha« 
re^do  y  rigen  en  España  desde  la  del  año  1825  han  reconocido  que  la 
prioridad  de  la  solicitud  dá  derecho  de  prioridad  á  los  interesados;  que 
la  jurisprudencia  tiene  sancionado  el  principio  de  que,  reconocida  la 
inexistencia  ó  caducidad  de  una  propiedad  minera,  el  terreno  ha  re- 
vertido al  Estado,  y  el  nuevo  denunciador  ó  registrador  selo  puede  in- 
▼ocar  su  prelacion  relativamente  á  terceros  interesados,  y  únicamente 
desde  la  fechado  los  nuevos  denuncios  ó  registros,  siendo  innegable 
en  tal  concepto  la  mayor  antigüedad  de  la  mina  Mesías:  que  la  órdea 
reclamada  está  en  su  lugar,  pues  no  solo  pronunció  acerca  del  deslin- 
de«  cuestión  déla  exclusiva  competencia  de  la  Administración aetivaí 
y  que  no  puede  ser  prejuzgada  por  el  fallo  contencioso- administrativo, 
sino  que  abjudicó  á  quien  de  derecho  correspondía,  como  dueño  de 
una  mina,  el  terreno  de  la  superposición,  considerando  además  que  la 
Mesías  tenia  prioridad  sobre  la  Justicia^  siendo  este  modo  de  proceder 
el  seguido  constantemente  para  los  deslindes,  demarcaciones  y  amo* 
jonamientos  de  las  pertenencias  mineras:  que  de  los  expedientes  gur 
bernativos  que  corren  unidos  á  los  autos  resulta  comprobada  la  exis- 
tencia de  la  citada  mina  Mesías^  reconocida  sin  intervalo  por  la  Ad- 
ministración y  por  el  largo  y  no  interrumpido  consentimiento  de  las 
colindantes;  y  que  no  hay  fundados  indicios  de  que  existiera  dolo  en 
el  proceder  de  la  Sociedad  propietaria  de  la  mina  Mesías,  supuesto  que 
todos  los  antecedentes  que  aparecen  en  los  expedientes  gubernativos, 
anteriores  á  las  disputas  entre  invadidos  é  invasores,  así  lo  demuestran: 
Vistas  las  leyes  sobre  mineria  de  1825«  1848,  1859  y  1868,  en  todas 
las  «pales  se  consigna  que  la  prioridad  en  la  solicitud  de  los  registros 
confiere  un  derecho  preferente  para  obtener  la  concesiea  y  propiedad 
sóbrelos  terrenos  designados: 
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Visto  el  Real  decreto  de  4  de  Jalio  de  1^25  en  sus  artíealos  8."*  y 
9«%  quedetermioan  que  practicada  la demarcaoioo  de  las  perteaeocias 
oiioeras  se  ponga  eo  posesión  formal  á  los  interesados,  dando  cuenta 
á  la  Dirección  del  ramo,  y  que  se  entregue  un  testimonio  de  dichas* 
diligencias,  el  cual  le  sec?irá  de  titulo  para  el  disfrute  de  las  mismas? 
Vistos  los  artículos  15,  30  y  41  del  referido  Real  decreto^  que  orde*^ 
,  na  que  los  mineros  pueden  disponer  de  du  derecho,  de  los  productos 
délas  iñinas,  4;omo  de  cualquier  otra  propiedad;  se  marcan  los  casos 
en  que  pueden  incurrir  en  caducidad  y  se  establece  que  los  Inspecta* 
res  de  di&irito  ejerzan  la  jurisdicción  contenciosa  en  primera  instancia, 
con  apelación  á  la  Dirección  geqeral  del  ramo: 

Vista  la  instrucción  de  18  de  Diciembre  dA825  en  sus  articules  96 
y  97,  en  los  que  se  dispone  la  forma  en  que  deben  hacerse  los  deniua»> 
otos  sobre  las  minas  abandonadas,  y  só  manda  que  en  el  término 
de  90  dias  han  de  practicar  los  denunciadores  una  labor  de  10  va- 
ras para;  consolidarlos ,  podiendo  dentro  de  ese  mismo  periodo  pro- 
naOTer  los  antiguos  concesionarios  reclamaciones  de  propiedad  sobca 
stts  minas: 

Vista  la  circular  de  7  de  Julio  de  1840,  en  la  que  se  consigna  que  loa 
denunciadores  no  adquieren  derecho  alguno  legitime  sobre  ú  terreno, 
coip prendido  en  sus.  denuncios,  si  no  se  ajustan  á  las  reglas  establecí  - 
éasen  el  Real  decreto  de  4  de  Julio  de  1825  é  instrucción  provisional 
de  18  de  Diciembre  del  mismo  año,  quedando  por  lo  tanto  sujetas  s<ia. 
stócitudes  á  la  declaración  revocatoria  qjie  hubiere  lugar: 

CSonsiderando  que  este  pleito  se  ha  suscitado  con  motivo  de  una  su-* 
perposicion  entre  las  minas  denominadas  Mesías  y  Jusliciaf  hecho  qua 
sirve  de  base  y  fundamento,  y  el  cual  no  puede  negarse  después  de. 
laS' declaraciones  facultativas  prestadas  por  los  Ingenieros  que  las  ban 
reconocido,  y  en  vista  de  los  planos  presentados  que  la  ponen  de  ma* 
ntflesto: 

Gonsiderando  que  para  resolver  á  quién  corresponden  los  terrenos 
sobrepuestos  entre  las  minas  ya  enumeradas,  no  hay  otro  criterio  quai 
el  de  la  antigüedad,  puesto  que  la  legislación  minera,  así  antigua  como 
moderna,  confiere  un  derecho  preferente  á,  la  prioridad  en  la  solicitud 
de  los  registros: 

Cionsiderando  que  la  solicitud  del  registro  de  la  mina  Mesías  es  de 
1842  y  la  de  la  Justicia  de  1847,  por  lo  cual  es  evidente  la  prioridad  de 
la  j^rimera? 

'  Considerando  que  esta  prioridad  ne  puede  ponerla  eo  duda  la  ale* 
gacion  de  la  Justicia  de  que  ella  es  la  reaparición  de  Sania  Isabel,  pueii 
nada  sobre  reaparición  establece  la  legislación  de  1825  y  porque  la  de- 
marcación especial  que  se  le  hizo  á  la  Justicia  demuestra  que  no  es 
una  sustitución  perfecta  de  Santa  Isabel,  y  aunque  lo  fuese,  como  la 


demarcaciOD  de  la  minei  Mesias  faé  eonsentida  por  las  minas  coliodan- 
les,  nada  podría  alegarse  por  las  que  se  dicen  sas  sucesoras:  '   * 

Considerando  que  sin  duda  por  estos  motivos  ha  pretendido  la  Juf^ 
tieia  poner  en  tela  de  juicio  Ya  existencia  de  la  mina  Mesias:  primeroí^ 
aponiendo  que  no  tiene  un  título  legal,  y  segundo,  porque  aunque  lo 
tuviera  caducó  en  1844  por  el  denuncio  que  hizo  la  Vigilancia  de  sus 
terrenos,  en  virtud  de  no  haber  practicado  la  labor  marcada  p^r  lá  ley: 

GdBsiderando,  respecto  de  lo  primero,  que  la  mina  Mesías  tiene 
existencia  legaL  puesto  que  de  su  expediente  resulta  que  fué  demarcft*^ 
da  su  pertenencia  conforme  al  Real  decreto  de  4  de  Julio  de  1825«  y  de 
ella  se  le  dio  posesión  formal,  dando  cuenta  á  la  Dirección  general 
del  ramo,  mandando  entregarla  un  testimonio  de  todo  ello  que  le  sir- 
viese de  titulo  para  el  disfrute  de  sus  productos,  lo  cual  dentro  de  la  te» 
gislacion  de  aquella  época  era  bastante,  pues  que  por  ello  hasta  que** 
daba  sujeta  á  los  impuestos  establecidos  sobre  la  propiedad  minem:  ^ ' 

Considerando*  respecto  de  la  caducidad  de  la  mina  Mesias  por  el* 
denuncio  Vigilancia^  que  si  bien  es  cierto  que  ese  denuncio  se  hizo  ea 
1844,  también  lo  es  que  éste  se  admitió  en  cuanto  hubiere  lugar  en  de- 
recho; y  que  por  no  ajustarse  á  las  condiciones  impuestas  en  la  ley  ha- 
ciendo una  labor  de  10  varas  en  término  de  90  dias  no  se  perfeccionó 
ni  llegó  á  ser  un  verdadero  registro,  porlo  cual  era  inútil  hacerle  opo^ 
sieion  dentro  de  dicho  plazo,  puesto  que  en  el  mismo  habia  dejado  de 
etxistir,  y  aquella  no  podia  tener  ya  objeto,  \ni  de^su  falta  deducii^se 
consecuencia  alguna  legal:    • 

Considerando  qne  como  no  fueron  perturbados  los  concesionarios 
déla  mina  Mesias  eü  su  pertenencia  por  labor  alguna  del  denuncio  Vt- 
gilanda,  continuaron  en  la  misma  sin'  interrupción  algUM*.  y  la  Ad- 
a}iDistiiacioB  estimó  dicho  registro  en  todo  su  vigor;  y  por  ello^si  en 
lo^ anticuo  les  dio  la  posesión,  y  con  ella  un  titulo  perfectamente  le*, 
gal  para  el  disfrute  de  la  mina,  les  concedió  una  demasía  y  les  exp^ió 
un  testimonio  para  que  pudiesen  constituirse  en  Sociedad  especial  mi- 
nera, accediendo  á  otra»  pretensiones,  en  estos  tiempos  mandó  respis. 
taír  su  demarcación,  otorgándoles  de  un  modo  expreso  su  aprobacioix 
suprema, con  cuyos  actos  subsanó  ios  defectos  é  irregularidades  que, 
podia  tener,  caso  que  los  tuviera,  pues  no  son  fáciles  de  señalar  en  la 
legislación  de  1835;  no  habiendo  además  méritos  algunos  para  supo- 
aer  que  esos  actos  se  obtuvieran  con  dolo; 

Gonformándomp  con  lo. consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Qonsejo  de  Estado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Fernando  Calderón  Co« 
lltAtes,  Presidente;  D.  Tomá3  Retortillo,  D.  Domingo  Moreno^  D..JoaQ 
García  BarzaoaUana*  el  Uarqnés  d^  la  Bibera,  D.  Pascual  Bayarci,Doft' 
Agustín  de  Perales,  D.  Guillermo  Chacón ,  D.  Tomás  Rodríguez  R^bí^ 
D.  Juan  Jiménez  Cuenca  y  D.  Juan  de  Cárdenas,  .  .        .oi 
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Veogo  en  absolver,  á  1«  Adminislracion  de  la  demanda  ioierpaesta 
por  la  Sociedad  especial  mio^ra  tittflada  Creseeneia^  concesioQaríada 
la  ffiioa  Justicia*  contra  la  orden  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República 
4e  8  de  Abril  de  1873,  qae  dispuso  se  mantuviese  á  la  mina  Mesías,  ea 
ia  integridad  de  la  pertenencia  que  le  fué  demarcada  y  concedida,  coo 
iodos  los  demás  pronunciamientos  que  hace,  y  la  cual  dejamos  flr^M 
y  subsistente. 

Dado  en  Palacio  á  ocho  de  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta  y  cin- 
co.= ALFONSO. =E1  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  A,ti/omo  Cá- 
novas  del  Castillo, 

Publicacion.=rLeidQy  publicado  el  anterioa  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consto  de  Estado,  hallándose  celebrando  au-i 
dienbia  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tepga  como 
ceaolacion  floal  en  la  ip^tancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á 
los  mismos,  se  notifique  en  fori^fi  á  las  partes,  y  se  inserte  en  le^.Gaeif» 
kkt  de  que  certifico.    . 

Madrid  18  de  Setiembre  de  1875.=Pedro  dc^Madrazo. 

.)       {Gaceta  de  16  de  Octubre  de  1875;« 


MEÍISTERIO  DE  HACIENDA. 


Real  orden  concediendo  se  habilite  el  muelle  que  ha  construid 
do  en  el  puerto  de  Cartagena  la  casa  Alhorpe  y  Barker  para 
el  embarque  de  mineral  de  azufre. 

'■  limo.  Sr.t  Visto  el  expediente  instruido  á  consecuencia  de  unains* 
tancia  de  la  casa  Athorpe  y  Barquer,  del  comercio  de  Cartagena,  soli- 
citando que  se  habilite  el  muelle  que  ha  construido  en  dicho  puerto 
para  el  embarque  de  mineral  de  azufre: 

Vistos  los  informes  emitidos  por  el  Jefe  de  la  Administración  eco- 
nómica de  la  provincia  de  Murcia,  Administrador  de  la  Aduana  de* 
Cartagena,  Jefe  de  la  Comandancia  de  Carabineros  y  Junta  de  Agricul- 
tura, Industria  y  Comercio,  cuyos  informes  son  favorables  á  lo  que  se 
solicita:  ' 

Considerando  que  la  concesión  de  que  se  trata  favorecerá  los  inte- 
reses de  la  industria  sin  mcQoscabo  de  ios  de  la  Hacienda,  siempre 
que  en  los  embarques  se  emplee  la  vigilancia  debida; 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  &.),  conformándose  con  lo  propuesto  por  V.  K, 
ha  resuelto  que  se  habilite  el  muelle  que  ha  construido  la  casa  Athor* 
pe  y  Barker  en  el  puerto  de  Cartagena  para  el  embarque  de  mineral  d9 
azufre,  coa  autorización  de  la  Aduana  de  dicha  ciudad  y  bajo  l^t  vigi- 
lancia del  Resguardo. 


De  Real  órflen  lo  d!go  á  V.  f.  para  los  efeetos  correspondieotea. 
Bfof  gáttáé  á  V.  I.  mttclios  afio».  Madrid  6  dé  Oetabre  de  4&75. 

Salatiibiá. 
Sr.  Director  general  de  Aduanas. 

{Gaceta  dé  19  de  Otíu^e  de  1875). 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Real  orden  concediendo  unos  terrenos  de  marisma  con  desti- 
no al  establecimiento  de  salinas. 

,  fixemo.  Sr.:'  Visto  él  expedieote  promovido  por  D.  Luis  Zamora 
MenchoD  en  solicitud  de  que  se  le  concedan  unos  terrenos  de  maris- 
ma inmediatos  al  puerto  dé  Blazarron,  provincia  de  Murcia,  para  sa 
i^roTechamiento  con  destino  á  cultivo  y  al  establetimieülo  de  salinas, 
conforme  al  proyecto  que  ha  presentado,  cuyo  expediente  se  ha  trami* 
tatf'o  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  art.  Í6  de  la  ley  de  aguas,  siendo 
íárorables  todos  los  informes  recibidos;  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  6.),  do 
acuerdo  con  lo  propuesto  por  esa  Dirección  general,  de  conformidad 
<Mttel  dictamen  de  la  Junta  consultiva  de  Caminos,  Gánales  y  Puertos, 
ira  tenido  á  bien  otorgar  dicha  concesión  con  las  siguientes  oondi^ 
dotté»: 

1.'  Las  obras  se  ejecutarán  bajo  la  vigilancia  del  Ingeniero  Jefe  de 
la  provincia,  quien  verificará  el  trazado  del  perímetro  de  los  terrebos 
«otftfedidos  con  arreglo  á  lo  propuesto  en' su  informe  y  en  ri  del  Go« 
mandante  de  Marina;  levantando  un  plano  que  Armarán  dicho  Inga- 
iti^ro  y  el  concesionario. 

9/  Se  dará  prioicipio  á  los  trabajos  dentro  del  plazo  de  seis  meses, 
botados  desde  la  fecha  de  esta  concesión,  terminándolos  en  el  de  dos 
afiot,  cotitados  desde  la  misma  fecha;  debiendo  estar  en  cullivo  los  ter- 
renos que  se  dedican  á  la  agricultura,  y  establecida  la  salina  en  los 
ifM  ser  destinan  á  esta  industria  á  los  cuatro  años  de  terminadas  las 
olerás  dé  saneamiento. 

3.*  Eú  les  15  dias  siguientes  á  la  publicación  de  esta  Real  orden  en 
lá  Caceta  deberá  consignar  el  concesionario  en  la  Caja  general  de  De* 
péisitos  la  fianza  de.l.üOO  pesetas,  que  le  será  devuelta  cuando  acredi» 
te  haber  hecho  obras  por  igual  valor. 

4.*  En  e^ta  concesión  habrán  de  respetarse  los  caminos  y  demás 
earndnmbres  publicas  existentes. 

5/  La  falta  de  cumplimiento  de  las  condiciones  anteriores  produ* 
«itá  la  caducidad  de  la  concesión,  siendo  sus  consecuencias  las  pres* 
gritas  para  casos  análogos. 


— 1«4— 

I 

De  Real  órdea  lo  digo  ¿  V.  E.  para  su  conocimiento  y  efectos  con- 
siguientes.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  8  de  Octubre  der 
1875. 

Martin  db  Uermea. 
Sr.  Director  general  de  Obras  públicas. 

(Gaceta  de  21  de  Octubre  de  1875;. 


CONSEJO  DE  ESTADO. 


Real  decreto. 
'Resolución  en  el  pleito  contendoso-administrativo  seguida^ 
por  la  Sociedad  minera  Manchega,  Bélica  y  Vizcaina  j(  to 
Administración  general  del  Estado. 

DON  ALFONSO  XII,  por  la  gracia  de  Dios  Rey  constitucional  da. 
España: 

A  todos  los  que  las  presentes  vieren  y  entendieren,  y  á  quienes  to» 
ca  su  observancia  y  cucnplimieoto,  sabed:  que  he  venido  en  decretar 
lo  siguiente: 

«En  el  pleito  contencioso-administrativo  seguido  en  el  Tribunal. 
Supremo  en  primera  y  única  instancia,  y  que  hoy  pende  ante  este  Gon-^: 
sejo,  entre  partes,  de  la  una  la  Sociedad  minera  Manchegüt  Bética  ^, 
Yizcaina^  y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  Joaquín  María  de  Paz,  y  de 
la  otra  la  Administración  general  del  Estado,  coadyuvada  por  D.  Nico- 
lás María  Rivero,  en  nombre  de  la  Sociedad  Iberia^  representados  res», 
pectivamente  por  mi  Fiscal  y  el  Procurador  D.  Pedro  Faura,  sustituido, 
actualmente  por  el  Licenciado  D.  Vicente  Nuñez  deVelasco,  sobre  que 
se  deje  sin  efecto  en  la  parte  que  se  refiere  $  aquella  Sociedad  la  órdea 
de  la  Regencia  de  1.*"  de  Octubre  de  1870  y  su  aclaratoria  de  12  d», 
Abril  de  4871,  que  tratan  de  la  reserva  para  convertir  en  investiga^ . 
clones  los  registros  mineros;  asi  como  la  Real  orden  de  10  de  Junio  de 
1872'en  cuanto  confirma  los  decretos  del  Gobernador  de  la  provincia^ 
de  Córdoba  de  30  de  Mayo  de  1871,  y  desestima  los  recursos  interpues* 
tos  contra  los  expresados  decretos  por  la  referida  Sociedad,  y  que  se 
declare  á  ésta  su  derecho  á  que  se  la  demarquen  dos  pertenencias  por 
cada  una  de  las  investigaciones  que  se  expresan  en  la  Real  orden  re* 
clamada. 

Visto: 

Visto  el  expediente  administrativo,  del  cual  resulta  que  fueron  pro- 
movidos por  D.  Joaquín  Rúrgos,  representante  de  la  Sociedad  minera 
La  Manchega,  Bética  y  Vizcaína,  en  los  iteses  de  Setiembre,  Octubre^ 
Noviembre  y  Diciembre  de  1863,  Enero  de  1864  y  Marzo  de  1865,  va-^ 
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ños  expedientes  de  investigación,  de  los  cuales  aparece  que  analados 
por  Realces  órdenes  de  30  de  Setiembre,  4, 11  y  34  de  Noviembre  y  9  de 
Diciembre  de  1863, 11  de  Enero  de  1S64  y  9  de  Mayo  de  1865,  por  no 
confirmarse  la  existencia  de  mineral  los  expedientes  de  registro  é  qae 
aquellas  se  contraen,  el  representante  de  las  Sociedades  expresadas  so» 
licitó  del  Gobernador  déla  provincia  de  Córdoba  permiso  para  investi- 
gar dos  pertenencias  por  cada  uno  de  los  expedientes  que  promovía 
con  los  nombres  de  Barbero,  Barbero  Segundo;  Chasco;  Chasco  Según' 
do;  La  Camila.  Camila  Segunda;  Carmen,  Carmen  Segunda;  Feliz  En* 
euentro;  Hermana  de  la  Caridad^  Hermanas  de  la  Caridad  Segunda; 
Lagarto,  Lagarto  Segundo;  Media,  Funtual  Segundo,  Los  Potros,  Los 
Porros,  Los  Porros  Segundos;  Posadas,  Posadas  Segunda;  El  Rio,  El 
Rio  Segundo;  El  Trago,  El  Trago  Segundo;  El  Valle,  El  Valle  Según- 
do,  sitas  en  término  de  Espiel;  y  las  tituladas  Bujadillo,  El  Conejo^ 
Coftejo  Segundo;  Cuarto  de  la  Carne,  Cuarto  de  la  Carne  Segundo;  Las 
Culebras,  Las  Encinas,  Las  Encinas  Segundo;  El  Extendedor,  El  Ex* 
tendedor  Segundo;  Ermita,  Ermita  Tercera;  El  Gitano,  Gitano  Según» 
do;  El  Herrero,  El  Lob%  El,  Lobo  Segundo;  Mazzepa,  Mazzepa  Según» 
dai  Las  Muchachas,  Muchachas  Segunda;  Pala,  Pala  Segunda;  Pe- 
drera.  Pedrera  Segunda,  Piedras  Calizas,  Piedras  Calizas  Segunda; 
Peñones,  Peñones  Segundo;  Padre  Murillo,  Perdiz»  Perdiz  Segunda; 
Sacó  Perdido,  término  de  Belmez,  y  El  Perro,  término  de  Fuente- 
Ovejuna;  todas  en  la  provincia  de  Córdoba,  apoyando  sus  peticiones 
«B  la  reserva  'consignada  en  cada  una  de  las  Reales  órdenes  referidas: 
que  seguidos  los  expedientes  respectivos  por  sus  trámites  legales,  y 
después  de  haberse  acogido  las  Sociedades  investigadoras  ¿  los  benefi- 
cios de  las  bases  generales  para  la  legislación  del  ramo  publicadas  por 
«i  decreto  de  29  de  Diciembre  de  1868,  se  dictó  acuerdo  por  el  Gober- 
nador de  la  provincia  con  fecha  30  de  Mayo  de  1871  disponiendo  se  co- 
municasen á  los  interesados  de  minas  á  quienes  aféctala  orden  del  Re- 
gente del  Reino  de  1.*  de  Octubre  de  1870,  y  su  aclaratoria  la  déla  Di- 
Teccion  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio  de  12  de  Abril  de 
i871;  y  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  él  capítulo  4.*,  sección  %/  del 
Aeal  decreto  y  reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley  de  minas  de  II 
de  Abril  de  1849«  presenten  la  designación  de  la  pertenencia  que  para 
continuar  las  labores  como  de  investigación,  les  concede  el  art.  58  del 
citado  reglamento:  teniendo  presente  que  el  punto  de  partida  déla  de- 
signación ha  de  ser  el  de  la  labor  legal  reconocida  por  el  Ingeniero,  y 
qíie  la  designación  de  la  pertenencia  debe  estar  dentro  de  la  presenta- 
da para  las  cuatro  que  comprendía  el  registro  primitivo  que  dá  órfgen 
ala  investigación,  cuyo  decreto  fué  notificado  al  representante  de  la 
Sociedad  Manchega,  Bética  y  Vizcaina  el  día  siguiente  de  haberse  dic- 
iado  en  todos  los  expedientes  que  tenia  promovidos: 
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Visto  el  r<)car8o  de  abada  interpuepto  por  dicha  Sociedad  contra  e) 
acuerdo  del  Gobernador  aplicable  á  cada  ooo  de  los  expedientes  de  in* 
yeatigacion  í  que  se  contraía,  fundándose  en  que,  además  46  darse  con 
lo  dispuesto  en  aquel  otra  tramitación  á  ios  expedientes  que  la  ^\9^n 
blecidaen  la  legislación  de  1859,  toda  vez  que  el  derecho  para  la  lUf* 
Tostigacion  se  concedió  con  arreglo  aellas,  el  referido  acuerdo  erac^^ 
trario  ala  doctrina  sentada  en  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  dd 
tí  de  Marzo  de  1871,  recaída  en  el  pleito  referente  al  expediente  do^ 
iDTesiigacion  titulado  ha  Solana^  perteneciente  asimismo  á  la  Soctedf^^ 
^curreote: 

Vista  la  Real  orden  de  10  de  Junio  de  1872.  por  la  cual  seconflr^f 
la<irdeo  de  la  Regencia  de  1/  de  Octubre  de  1870  y  su  aclaratoria  d9 
tí  de  Abril  de  1871,  y  las  providencias  del  Gobernador  de  30  de  Mayii^ 
4el  mismo  año,  y  se  desestiman  los  recursos  de  alzada  interpuesta^ 
Qontra  las  citadas  órdenes  y  providencias  en  los  expedientas  por  la^ 
Soeiedades  recurrentes,  dejando  á  salvo  el  d^recho  que  á  las  mismai 
les  compete,  y  que  podrán  ejercitar  en  la  forma  que  Ua  leyes  de t^rr 
minan: 

Visto  el  ei^pediente  contencioso,  del  que  resulta  que  contra  If  ÓP*- 
den  d^la  Regencia  de  1.*  de  Octubre  de  1870  y  su  aclaratoria  de  12 4i^ 
Abril  d®  1^71,  asi  como  tarnbien  contra  \a  expresada  Real  orden  d^  |($ 
de  Junio  de  1872,  presentó  demanda  ante  ¡el  Tribunal  Supremo  Q^  i7 
de  Julio  siguiente  el  Licenciado  D.  Emilio  Cánovas  del  Castillo,  áno9lr 
bre  de  la  Sociedad  minera  La  Manchega^  Bélica  y  Vizcaína,  pidienili^ 
au  roTOcacion  en  cuanto  que,  aplicando  lo  dispuesto  en  las  dos  prin^e* 
ras,  se  confirman  por  la  segunda  las  providencias  del  Gobernador  d^ 
Córdoba  de  30  de  Mayo  de  1871,  y  se  desestiman  los  recursos  inter^ 
puestos  por  la  referida  Sociedad,  y  que  se  declare  á  ésta  su  derect^o  í 
que  se  la  demarquen  dos  pertenencias  para  cada  una  de  las  investiga* 
dones  qw  se  expresan  en  la  Real  orden  de  10  de  Junio  reclamada,  fim^ 
dándose  en  elart*  58*  del  reglamento  de  31  de  Julio  de  1849,  según  e| 
eual  se  reserva  á  todo  registrador  que  no  hubiese  podido  confirmar  l^ 
existencia  de  criadero  ó  mineral  el  derecho  de  continuar  sus  tr«l]|«0>f 
90mo  de  invesitigacion:  en  que,'segun  lo  determinado  en  el  art^  37  d^ji 
reglamento  reformado  de  25  de  Febrero  de  1863,  los  registradorfss  qun 
fstán  facultados  por  el  28  de  la  ley  para  investigar  pueden  abrazar  e^ 
la  in?eatigacion  el  mismo  terreno  que  comprendía  ti  regiatro  primiU'» 
YO,  si  bien  atemperándose  en  la  forma  de  pedirla  á  pretender  dos  per»* 
tenencias  en  eada  solicitud,  segan  lo  dispuesto  en  los  artículos  i7jH 
de  la  ley: 

Que  auuque  las  Reales  órdenes  de  30  de  Setiembre  de  186i3,  recair 
das  en  los  expedientes  La  Perdit^  Bujadilh  y  otros,  fueron  resoluti^M 
de  expedientes  singulares,  vinieron  á  fijar  precisamenU  y  de  una  ma«^ 
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■era  hidodablB  U  inteligencia  que  debía  darse  al  derecho  de  iavesti* 
gar  con  af  reglo  á  la  legislación  Tigente: 

Que  la  jurisprudencia  establecida  por  el  Tribunal  Supremo  en  sna 
sentencias  de  16  dé  Enero  y  8  de  Marzo  de  4871  dan  prejuzgada  la  dues- 
tion  de  este  litigio,  pMsto  que  por  ellas  se  declara  que ,  tratándose^ 
Biinas  de  carbón,  la  ley  de  ^1 849  y  el  reglamento  para  su  ejecncioÉ 
permiten  bosta  cuatro  pertenencias,  si  bien  en  cada  soiieitud  de  in<?«8^ 
tigácion  eolo  pueden  comprenderse  dos;  y 

Que  el  t>r«cepto  delart.  i^^  de  la  Constitución  vigetite,  qbeprolnbe 
á  los  Tribunales  dar  cumplimiento  á  los  reglamentos  generales,  fto^ 
Tinolales  y  locales  sino  en  cuanto  estén  conformes  con  las  leyes,  es 
apHcabk  á  la  orden  déla  Regencia  de  1*  de  Octubre  de  1870  y  su 
aelaffatoria  de  12  de  Abril  dé*  1871,  por  ser  contrarias  á  lo  determinadv 
en  la  ley  de  1849  y  en  los  reglamentos  de  31  de  Julio  del  mismo  lañ»fy 
ftS  de  Febrero  de  1863: 

Que  á  la  demanda  conteátó  el  Hinisterífo  fiscal  en  el  Tribunal  Sn* 
premo  pidiendo  qu^  se  ^absolviese*  deleita  á  la  Administráciony  qtte  se 
confirmase  la  «Real  orden  reclamada,  para  lo  cual  prése&ta- como  fsinf* 
damentos  de  dere<!iho: 

Que  la  Sociedad  Manchega,  Bétiea  y  VizcuiHa  ha  pedido  en  la'de* 
nanda  que^se  la  manten^  en  los  deiféchos>adqttirid6s'Coo  anterioridad 
á  la  orden  de  l.^'de  Octubre  de  1860  y  su^elaratoria  de  12  de  Abril  de 
1871;  y  no  habiendo  solicitado  én  los  expedientes  gubernativas  ó'^ue 
la  demanda  se  contrae  más  que  una  pertenencia  pon  iuTestigacioa,  Éé 
debe  prosperar  ^u  pretensión  de  dos  pertenencias: 

Que  habiendo  tenido  su  curso  legal  los  expedientes  ittineros  de  !a 
Sisciedad  demandante,  según  les  principios  establecidos  en  la  ley  de 
i^9fnopodiaa  hacerse  éxteosiTos  á  aquellas  los  beneficios  de  la  dé 
18^  y  reglamento  de  1863,  referentes  ala  resetva  para  itiyesiigait^ 
porque  se  quebi'autaria  el  principio  de  la  retroacti?idad  de  las  leyest; 
doblado  por  lo  tanto  atenerse  la  indicada  Sociedad  á  lo  determinado 
en  el  art.  10  de  la  citada  ley  de  1849:  ^ 

Que  las  Reales  órdenes  de  30  de  Seti«embre  de  1863,  recaídas  en  loS 
expedientes  de  los  registros  El  BujádiUó,  El  Osaefo  y  La  Perdi%^  do 
resc^vieron  otra  cdba  que  la  reserva  de  continuar  los  registros  como 
investigación,  sin  decidir  nada  sobre  el  número  de  pertenencias^  le 
eiial  está  confirmado  por  lo  consignado  en  la  Real  orden,  cuya  copia 
ptesenta,  de  22  de  Diciembre  del  mismo  año,  qne  debe  considerarse 
como  aclaratoria  de  aquellas: 

>Que  la  drden  de  la  Regencia  de  1/  de  Octubre  de  1870,  que  vino^^ 
establecerla  misma  doctrina  que  fai  de  22  de  diciembre  de  1863,  íééti 
sa  Yez  aclaratoria  del  ari.  58  del  reglamento  de  1849t  y  ajustándoée  á 
los  buenos  principios  de  derecho,  que  entre  otras  cosas  deierminan  qu^ 
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so  se  cause  peijaicio  á  tercero  á  do  ser  que  bnbiese  razón  legal  para 
ello,  dispuso  que  el  derecho  de  cootinuar  los  trabajos  cómo  de  investi- 
gación se  limite  á  una  sola  pertenencia:  y 

Que  las  sentencias  citadas  por  la  representación  de  la  Sociedad  de-» 
mandante  no  pueden  ser  obstáculo  para  que  se  decida  y  resuelva  cnál 
de  los  des  criterios  establecidos  por  la  Administración  es  el  más  ajusta -^ 
tado  á  la  razón  y  á  la  justicia;  si  el  que  suponen  las  resoluciones  dic« 
tadas  en  expedientes  concretos  con  anterioridad  ,á  la  orden  de  la  Re» 
gencia  de  1.**  de  Octubre  de  187(1,  ó  las  que  ba  dictado  con  fec^ia  pos- 
terior á  esta  orden: 

Visto  el  escrito  de  contestación  á  la  demanda  del  representante  de 
la  Sociedad  minera  La  Iberia,  á  la  que  se  tuvo  por  parte  como  coad- 
yuvante de  la  Administración^  en  la  que  fornDula  iguales  pretensiones 
que  el  Ministerio  fiscal,  apoyándose: 

En  que  á  los  mineros  que  se  han  acogido  á  la  legislación  de  4849 
no  se  les  puede  aplicar  de  manera  alguna  la  de  i859: 

Que  dada  la  Real  orden  de  22  de  Diciembre  de  1865,  no  pueden  con* 
siderarse  las  de  30  de  Setiembre  del  mismo  año  sino  como  resolutoriaii. 
de  una  cuestión  de  forma,  dejando  intacto  el  derecho: 

Que  según  el  art.  58  del  reglamento  de  minas  de  1849,  en  su  conso- 
nancia con  el  33  del  mismo  y  el  10  de  la  ley,  la  reserva  para  investigar 
no  comprende  más  que  una  pertenencia: 

Que  por  la  orden  de  1.*"  de  Octubre  <te  1870  y  su  aclaratoria  de  12  de 
Abril  de  i871  se  ha  declarado  eso  mismo  de  una  manera  terminante» 
reuniendo  las  expresadas  disposiciones  todas  las  circunstancias  iiecesa- 
rías  para  que  sean  cumplidas;  y 

Que  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  dictadas  en  otros  pleitos 
de  minas  contrarias  alas  doctrinas  establecidas  en  dichas  órdenes  no 
deben  de  favorecer  la  demanda,  pues  se  refieren  á  hechos  que  no  for* 
jnan  jurisprudencia: 

Que  mi  Fiscal  en  el  Consejo  de  Estado,  al  instruirse  del  asunto, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  decreto  del  Ministerio- Regencia  de  11  de 
Febrero  del  año  actuah  pidió,  de  conformidad  con  el  del  Min  isterio  fis- 
cal en  el  Tribunal  Supremo,  la  absolución  de  la  demanda  para  la  Ad- 
ministraciont  y  que  se  confirmóla  orden  de  10  de  iunio de  1872  recla- 
mada: 

Visto  el  art.  10  de  la  ley  de  minas  de  11  de.  Abril  de  1849,  que  de- 
termina que  al  primero  que  solicitare  el  permiso  del  Jefe  político  pa^a 
abrir  pozo  ó  galería  se  le  reservará  por  el  término  de  un  año  el  terreno 
necesario  para  una  pertenencia  que  designará  en  el  término  de  tres 
meses,  contados  desde  el  dia  del  permiso: 

Visto  el  art.  It  de  la  misma  ley,  que  permite  puedan  concederse 
cuatro  pertenencias  cuando  se  pidan  sobre  minas  de  carbón: 


/ 


Visto  el  art.  58  del  reglamenlo  fMira  la  ejecución  de  la  ley,  segoo 
el  ctial,  8i  veriñeado  el  reconoctmieDto  do  se  eooflrmase  la  exisleneia 
del  criadero  ó  mi3eral,  ó  no  hubiese  terreno  franco,  ó  no  estuviese  ha* 
)»íli(ada  la  labor  en  debida  forma,  el  Ingeniero  suspenderá  la  demarce- 
don,  dando  parte  al  Jef?  politice,  qae  declararé  sin  efecto  elexpedien* 
te,  reservando  sin  embargo  al  interesado  en  el  primer  eaeo,  ésto  es, . 
piando  no  haya  descubierto  criadero  ó  mineral,  el  derecho  de  conti- 
nuar los  trabajos  como  de  ievestigacion  siempre  ({uese  hallan  llenado 
di  llenen  los  requisitos  que  para  ello  se  establecen  en  la  sección  segunda 
del  capitulo  4/: 

Visto  el  art.  17  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  4859,  que  dispone  que  el 
permiso  para  investigación  podrá  comprender  dos  pertenencias  por 
persona,  cuatro  por  una  Compañía  y  el  doble  respectivamente  en  las 
minas  comprendidas  en  el  párrafo  segundo  del  art.  13: 

Visto  el  art.  St8  de  la  citadtf  ley.  que  concede  á  todo  registrador  la 
facultad  de  aspirar  á  convertir  en  investigación  su  registro  antes  6 
después  de  haber  concluido  la  labor  legal: 

Visto  el  art.  37  del  reglamento  reformado  de  25  de  Febrero  de  1863, 
por  el  cual  se  determina  que  los  investigadores  puedan  aspirar  á  con* 
vertir  sus  registros  en  investigaciones;  y  que  si  el  registro  abrazase 
más  de  dos  pertenencias,  y  quisiera  conservarlas  todas  en  forma  de 
investigación,  presenten  por  reparado  tantas  solicitudes  cuantas  sean 
necesarias  para  que  en  cada  expediente  de  investigación  no  se  com* 
prendan  más  de  dos  pertenencias: 

Vista  la  referida  ley  de  6  de  Julio,  en  sus  disposiciones  generales  y 
transitorias  y  última,  por  las  que  se  determina  que  se  apliquen  las  ven^ 
tajas  concedidas  por  ellaá  las  antiguas  concesiones  siempre  que  no  ha- 
ya perjuicio  de  tercero:  extienden  las  pertenencias  á  los  limites  mar- 
eados en  la  misma,  habiendo  terreno  franco,  y  derogan  todas  las  leyes 
y  disposiciones  anteriores: 

Vista  la  Real  órdeñ  fie  30  de  Setiembre  de  1863,  recaída  en  los  ex- 
pedientes demioas  El  BujadiUo^  El  Conejo  y  La  Perdiz,  que  determi« 
nó  se  pidiesen  las  pertenencias  por  investigación  en  la  forma  prevenir 
da  por  el  art.  37  del  reglamento: 

Vistas  las  sentencias  del  Consejo  Real  y  Tribunal  Supremo  de  4  de 
Marzo  de  1859, 15  de  Boero,  15  y  18  de  Marzo  de  1871,  en  las  que  se 
consigna  que  las  reservas  confieren  derechos  eficaces  y  positivos,  y 
que  en  las  investigaciones  por  reservas  de  registros  dejados  sin  efecto 
el.  derecho  no  está  limitado  á  usía  pertenencia,  sino  que  se  extiende  á 
4odas  las  de  aquellas: 

Vista  la  orden  del  Regente  del  Reino  de  1.*  de  Octubre  de  187(K 
dictada  en  expediente  promovido  por  D.  Nicolás  Maria  Rivero  sobre 
adaracion  de  la  inteligencia  que  debe  darse  á  le  Real^drden  de  30  de 
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Setiembre  de  4€63,  en  los  que  se  reiere  á  la  reserva  de  cobtinuar  ira* 
bajos  de  inTestigacion^  concedida  coa  arreglo  al  art.  58  d^  reglamenté 
para  la  ejecttcion  deia  ley  de  minería  de  1849^  por  la  que  se  dispone 
que  la  reserva  del  dereebe  de  investigart  <Horgada  conforme  al  art.  Sé 
del  reglamento  de  minas  de  31  de  Julio  de  1849,  se  extiende  sola  á  ttna 
pertenencia  con  las  dimensiones  ^ue  entonces  tenia: 

Vista  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  ^7  de  Febrero  deldM, 
por  la  cual,  con  presencia  de  la  orden  del  Regente  ya  reiéríde,  se  man- 
tuvo la  doctrina  opuesta,  fundándose  para  ello  en  las  leyes  yregla^ 
mentes  vigentes  sobre  la  material;  y  en  que,  aparte  de  lo  que  se  pree^ 
cribe, por  el  artículo  92  de  la  Constitución,  dicha  orden  no  se  había 
promulgado: 

Considerando  que  en  la  ley  de  11  de  Abril  de  1849,  si  bien  se  flji 
una  pertenencia  miqeva  por  las  investigaciones  originarias  y  diretílaíS 
que  «tienen  por  objeto  una  explotación  por  medio  de  pozos  y  galedas» 
f  G«Mtro  para  las  concesiones  obtenidas  por  solicitud  de  registro  siendo 
de  minas  de  carbón,  nada  seeonsigna  respecto  de  estos  registros  cuaiM 
do  desaparecen  como  tales  por  no  haberse  descubierto  el  mínei^al  y  se 
trasforman  en  investigación: 

Considerando  que  este  vacio  de  la  íey  lo  llenó  desenvolviendo  sil 
eepíritu  el  reglamento  de  Zi  de  JuHo  del  mismo  año  al  consignar  en  su 
art.  58  que  los  registradores  que  se  encuentren  e^  esas  condseionei 
tendrán  derecho  á  continuar  en  «us  trabajos  luego  que  obtengcm  eM 
gracia  por  la  reserva  que  debe  concederles  la  Administración: 

Considerando  que  la  apalabra  «continuar»  significa  seguir  en  lámis» 
maeosa;  de  lo  quese  deéuce  que,  si  los  trabajos  se  hacían  en  los  Xat* 
renos  correspondientes  á  cuatro  pertenendas  por  ser  minas  de  carbón^ 
en  esos  mismos  deben  «eguir  sin  limitación  alguna,  aunque  bajo  ti 
forma  de  investigacien: 

Considerando  que  la  continuación  á  quese  refiere  el  reglamento  de 
4849  es  la  conversión  que  permite  y  concede  la  ley  dé  6  de  Jolie  de 
48S9  en  su  art.  28,  palabras  que  significan  y  envu^ven  una  misma  idea» 
f  que  dan  i  entender  la  diferencia  que  existe  entre  las  investigaciones 
simples  y  las  que  vienen  por  conversión,  diferencia  que  resulta  con  ck^ 
ládad,  así  en  el  conjunto  de  la  legislación  de  1849  como  en  la  posterior: 

CcnsideranAo  que  no  obsta  á  la  genuina  representación  dada  á  lá 
palabra  «continuar*  ^  qoe  la, reserva  se  otorgue  á  condición  deque'Sfé 
Uenen  los  trámites  y  requisitos  ordenados  para  obtener  las  investiga* 
eieaies,  porque  partiendo  ya  del  derecho  declarado  para  seguir  traba* 
jando  sobre  los  terrenos  de  cuatro  pertenencias,  si  por  ser  de  carbM 
eee  minero  comprendía  el  registro  dejado  sin  efecto,  ningona  dificultad 
«irecia  dentro  -de  la  legislación  de  1849  el  que  se  formase  un  eipedlett^ 
te  de  investigación  para  cada  ^na  de  ellas: 


Considerando  que,  a[»flrte  <de  ésta^  el  oaero  expeéieate  i  qae  se  re* 
iere  el  art.  &8  4el  reglameato  de  4849  procedería  solo  ed  el  caso  de 
«alar  YtgeDte  al  iaiciarse  la  solicitud  de  iovestigacioú,  no  cuando  ya 
ostafcü  derogado,  y  Tígente  oirá  ley  y  otro  veglamente: 

CoDeiiderando,  (adémiis,  4ue  por  resoluciones  adjetivas  ó  de  purB 
tcámtibe  no  es  posible  resolver  un  punió  de  derecho  sustantivo,  cual  ca 
el  numeró  de  pertenencias  que  corresponde  á  una  reserva  por  invesiti^ 
;ga£Íoo,  según  sostiene  la  misma  Saciedad  Iberia  al  querer  limitar  el 
akaoce  y  efectos  de  la  Real  órdi^n  de  30  de  Setiembre  de  4863: 

Considerando  qae  la  Administración  activa  desde  un  principio. ha 
comprendido  la  exionsion  de  las  minas  por  investigación,  concediendo 
todas  las  pertenencias  objeto  de  los  registros  dejados  sin  efecto  ¿  :las 
dueños  de  éslosqo-e  no  habían  encontrado  miuteral  para  que  pudieaea 
continuar  isus  iraibajos  sin  limi^cion  algui»  sobre  los  ierrenos  de  $n$ 
amtiguos  registros: 

Considerando  que.en  ese  mismo  sentido  formaron  su  jurisprudea^ 
cía  el  Consejo  Raal  y  el  Tribunad  'Supremo  por  sus  sentencias  de  4  de 
Marzo  de  4859,  45  de  Bpeno,  45  y  t8  de  Marzo  de  1874  y  S7  de  Febre- 
ro de  i874,  aplicando  la  liey  de  48<49  en  expedientes  iniciados  y/segui* 
dds  bajo  su  imperio: 

Considerando  que  esta  jurisprudencia  contiene  la  buena  doctrina 
sobre  la  materia,  y  que  la  misma  es  la  queao  halla  establecida  en  il 
ant.  %8  déla  ley  de  4859  y  en  el  37  del  reglamento  de  4883,  consagran* 
do  de  este  modo  la  interpretación  dada  á  ia^ley  de  4849  y  reglamento 
aobre  la  trasformacion  ó  conversión  de  los  registros  en  iovestigaoiont 

Considerando  que  la  jurisprudencia  referida,  sobria  tener  ^r  basa 
la  letra  del  reglamento  y  el  espíritu  de  ía  ley  de  4849,  estaba  fundada 
en  principios  de  equidad  y  justicia,  porque  no  habla  razón  para  equi- 
parar á  los  registradores  desgraciados  que  habian  consumido  sus  ca- 
pitales sin  encontrar  mineral  con  los  simples  investigadores  que  pocos 
ó  ningunos  sacrificios  tenian  que  hacer: 

T  considerando  que  ea  el  presente  pleito  no  viene  en  tela  de  juicio 
laórden  del  Regente  del  ^ino  de  1/  de Octahvft  de  407O«  pues  qfsuM 
Aea^attada  eo  el  itocidente  previo  de  la  admisüon;  y  soló  se  traía  de  la 
de  40  de  Junio  de  4872,  que  resolviendo  en  alzada  los  recursos  inter- 
puestos por  la  Sociedad  Manchega^  Bélica  y  Vizcaína  contra  los  de- 
cretos del  Gobflirnador  de  Córdoba  de  30  de  Mayo  de  1874¿  rscaides  en 
expedientes  particulares,  confirma  dichos  decretos;  por  lo  cual  el  de<- 
berde  la  Salaos  apreciar  las  razoaesy  fundamentos  que  existan  para 
confirmarla  ó  revocarla,  e|[aminando  al  efecto  todas  las  leyes»  reglar 
mentes  y  disposiciones  expedidas  sobre  la  materia,  y  pesando  aa  valer 
para  formar  su  juicio  y  fijar  el  criterio  que  estime  más  Justo  y  acer- 
lade: 
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Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Goot^cioso  del 
€otísejo  de  Estado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Fernando  Calderón 
Cóllantés,  Presidente;  D.  Tomás  RetortiHo,  D.  Domingo  Moreno,  Don 
José  Garcia  Baríanailana,  D.  Joaquín  Gutiérrez  de  Rubaleara,  el  Kar» 
(piéstie  la  Bfyera,  D.  Victorio  Feí^oatidez  Lascoiti,  D.  Paseoal  Bayarri, 
D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  D.  Mariano  Zacarrfas  Cazurro  y  D.  Femando 
Vida,  .  • 

Vengo  en  dejar  sin  efecto  la  Real  orden  de  10  de  Junio  de  4872,  qoe 
ha  sido  reclamada  por  la  Sociedad  Münchega^  BéUca  y  Vizcaim^  en 
enante  por  ella  sé  confirman  los  decretos  del  Gobernador  de  Córdoba 
de  30  de  Mayo  de  !874,  y  se  desestiman  los  recursos  interpuestos  por 
la  Sociedad  minera  ya  referida  en  los  expedientes  á4|oe  se  contrae;  en- 
tendiéndose que  esta  declaración  concreta  es  solo  aplicable  á  las  per- 
tenencias mineras  que  se  encuentren  limitadas  por  repleciones  de  la 
Administración,  no  obstante  las  solicitudes  formuladas  en  contrarío  por 
sus  dueños  ó  apoderados,  y  que  estén  comprendidas  en  los  recaaos 
resueltos  por  la  orden  reclamada  de  10  de  Junio  de  4(72. 
'  Dado  en  Palacio  á  ocho  de  Agosto  de  mil  ochocientos^  setenta  y  ein* 
co.s=:ALPONS0.=El  Presidente delConsejo de  Ministros,  Animíio  Cd* 
novas  del  Castillo,* 

Publicacion.=Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au* 
dieneia  publica  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á 
los  mismos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaee^ 
to,  de  que  certifico. 

Madrid  48  de  Setiembre  de  4875.=rPedro  de  Madrazo. 

(Gaceta  de  23  de  Octubre  de  4875J. 


Real  Decreto. 


Resolución  en  el  pleito  seguido  por  la  Sociedad  minera  La 
Carbonera  Española  de  Espiel  y  Belmez  y  la  Administra- 
ción gerter  al  del  Estado. 

D.  AL/ONSOXII,  por  la  gracia  de  Dios  Rey  constitucional  de  Es* 
paña: 

A  todos  los  que  las  presentes  vieren  y  entendieren,  y  á  quieneé 
toca  sUfObserraocia  y  cumplimiento,  sabed:  que  he  venido  en  deere* 
tar  lo  siguiente: 

•En  iel  pleito  que  ante  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primerar  y 
*^QÍca  instancia  entre  partes,  de  la  una  la  Sociedad  minera  titulada  La 
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€arbonera  Eipaño¡adeE$piely  BekneM^  representada  por  el  Ucencia» 
do  D.  Joaquia  Haría  de  Paz,  y  de  la  otra  la  Administración  del  Esta* 
do»  ceadyoTada  por  la  Sociedad  La  Iberia^  y  en  su  representación  res». 
pecüvameDte  mi  Fiscal  y  el  Procurador  D.  Pedro  Faura,  actualmente, 
sustituido  por iel  Licenciado  D.  Vicente  Nuüez  de  Velasco,  sobre  que  se 
deje  sin  ef&clo  en  la  parte  que  se  reflera  á  aquella  Sociedad  la  orden  de 
la  Regencia  de  i.*  de  Octubre  de  4870  y  au  aclaratoria  de  12  de  AbriL: 
d0i87i,  que  tratan  de  la  reserva  para  conyertireninyestigacionealos 
registros  mineros,  asi  como  la  Real  orden  de  10  de  Junio  de  1872,  eu 
cuanto  por  ellas  se  confirman  los  decretos  del  Gobernador  de  la  pro- 
▼incia  de  Córdoba  de  30  de  Ma  yo  de  1871,  dictados  en  los  expedíeqte» 
de  investigación  promovidos  por  la  Sociedad  demandante,  y  se  deses- 
timan los  recursos  entablados  contra  dichos  decretos  por  la  expresada 
Sociedad,  y  que  se  declare  á  ésta  su  derecho  á  que  se  la  demarquen 
dos  pertenencias  por  cada  una  de  las  investigaciones  que  se  expresan 
en  la  Real  orden  reclamada. 

Vistos: 

Visto  el  expediente  administrativo,  del  cual  resulta: 
.  Que  en  virtud  de  la  reserva  establecida*  en  Reales  órdenes  de  50  de 
Setiembre  de  1863,  recaídas  en  varios  expedientes  de  registro  corres- 
pendientes  á  la  Sociedad  denomina  La  Manehega,  Bética  y  Vúcatfia, 
y  de  la  que  eu  igual  forma  se  consignó  en  las  Reales  órdenes  de  17  dd 
Octubre,  11  y  24  de  Noviembre  y  9  de  Diciembre  del  mismo  año,  dic- 
tadas en  expedientes  promovidos  por  la  Sociedad  demandante  para  que 
continuasen  unos  y  otros  con  el  carácter  de  investigación  por  no  ha- 
berse podido  confirmar  eu  ellos  la  existencia  de  criadero  ó  mineral,  el 
representante  de  la  Sociedad  La  Carbonera  JF^pano/a.solicitó  del  Go* 
beroador.de  Córdoba  en  Noviembre  y  Diciembre  del  mismo  año  y  Iklayo 
de  1864  dos  pertenencias  por  cada  una  de  las  investigaciones  que  pre- 
iendia  con  los  nombres  del  Chimbo^  la  Duquesüy  Energía  Segunda^ 
Pantera  Segunda^  PaLoma  y  Virgen  de  los  Remedios  Primera  y  Se- 
gunda,  en  el  término  de  Belmez  y  Los  Caminos  Primero  y  Segundo^  La 
Beroinaj  Holofernes^  Pensamiento  Primero  y  Segundo^  Ricarda  Pri' 
mera  y  Segunda^  Rey  Moro,  Sultana  y  El  Vapor  Primer^  y  Segundo^ 
en  el  de  Espiel: 

Que  admitidas  las  solicitudes,  salvo  el  mejor  derecho,  y  seguidos 
los  expedientes  por  sus  trámites  legales,  antes  de  su  tramitación  se  re- 
mitió al  Gobernador  de  la  provincia  la  orden  dictada  en  nombre  de^la 
Regencia  con  fecha  1.''  de  Octubre  de  1870,  estableciendo  el  Armero 
de  pertenencias  que  había  de  co^mprender  cada  investigación  de  las 
que  se  pretendieran  por  nulidad  de  los  expediebtes  de  registro  origir. 
Barios  délas  mismas,  cuya  orden  fué  aclarada  con  motivo  de  las  du- 
das, que  se  ofreciau  al  Gobernador  para  su  cumplimleuto  por  la  de  la 
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IHreceioii  general  de  Agricnllura.  loduttria  y  €omereto  de  12  de  Abril 
dn  4871,  que  asimismo  le  fué  cottiuoicada  á  la  Autoridad  ceforida;  j 
que  ésta,  haciendo  aplicacioD  de  lo  deferminado'eD  dichas  órdenes^  de- 
cretó en  cada  uno  de  los  expedientea  proosovidos  por  La'  Cafbmutrm 
Española  que  se  notificase  á  los  interesados  á  quienes  afectaba  díchft 
resolución  que,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  4/,  seccíxm  2/ del 
Beal'decreto  y  reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley  de  minas  de  i% 
de  Abril  de  4849,  presentasen  la  designación  de  la  pertenencia  qoe  para 
continuar  las  labores  como  de  investigación  les  concede  el  art.  58  dd* 
citado  reglamento;  debiendo  tener  presente  que  el  punto  de  partida  de 
lia  designación  ha  de  ser  el  de'la  labor  legal  reconocida  por  el  Ingenie- 
ro, y  que  la  designación*  de  1»  pertenencia  debe  de  estar  denUt^  de  \m 
presentada  para  las  cuatro  que  comprendía  el  registro  prímitívo' qQé* 
daba  origen  á  la  investigación: 

Que  por  la  Sociedad  La  Carbtmera  Bspañolm  se  interpusieron  reeiir¿» 
sos  de.alzada  ante  el  Ministro  de  Fomento  contra  los  acuerdos  del  Ge* 
bernador  de  Córdoba  de  30  de  Mayo,  y  las  órdenes  de  4.*  de  Octubre 
de  1870  y  su  aclaratoria  de  42  de  Abril  de  4874: 

Que  en  40  de  Junio  de  4872  se  expidió  una  Real  orden  por  la  cual 
se  confirma  fa  de  4/  dé  Octubre  y  la  de  42  de  Abril  citadas  y  las  pro* 
vidisnciás  del  Gobernador  de  30  de  Mayo,  y  se  desestiman  lo»  recursos 
dé  alzada  interpnestos  contra  las  referidarórden  y  providencias,  de» 
jando  á  salvo  el  derecho  que  á  la  Sociedad  recurrente  le  compete  f^ 
que  podrá  ejercitar  en  la  forma  que  las  leyes  determinan: 

Visto  el  expediente  contencioso,  del  cual  resulta: 

Que  contraía  orden  de  la  Regencia  de. 4.*  de  Oetnbre  de  i87d  y  su 
aclaratoria  de  42  de  Abril  de  1874,  asfcomo  también  contra  la  expre^ 
sada  Real  orden  de  40  de  Junio  de  4872,  presentó  en  47  de  JuHe  sK 
guíente  demanda  ante  el  Tribunal  Supremo  el  Licenciado  D.  fidiilio 
Cánovas  del  Castillo,  en  nombre  y  representación  de  la  Sociedaid  Lo^ 
Carbonera  Española,  solicitando  su  revocación  en  cnanto  que  apli* 
caedo  16  dispuesto  en  las  dos  primeras  se  confirman  por  la  segttn'dt' 
las  providencias  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Córdoba  de  SO  d# 
Mayo  de  1874,  y  se  desestiman  los  recursos  contra  ellas  pnomovidos* 
por  la  Sociedad  referida*  y  que  se  declare  á  ésta  su  derecho  á  que  se  \a* 
demarquen  dos  pertenencias  por  cada  una  de  las  investigaciones  que 
se  expresan  en  la  Real  orden  de  40  de  Junio  reclamada,  con  exclnsion 
dallas  designadas  con  los  nombres  de  la  Emperatriz^  la  Gracia  y  el  Roff* 
Méro^  alegando  como  fundamentos  de  su  deraandat 

Que  la  reserva  consignada  en  el  art.  58  del  reglamento  de  31  de' 
Julio  de  1849  en  favor  de  los  registradores  que  no  hubiesen  pedido> 
confiroMr  la  existencia  de  criadero  ó  mineral  para  continuar  sus  tra:*" 
bijjDe  cerno  de  investigación  comprende  U  todo  el  terreno  queconsti*' 


íqu  el  registro  aqulado,  no  pudieodopor  lo  tanto  admitirse  U  liniita- 
^iíNi^üese  pretei|de.á.Qna  sola  perteneoGía^ 

Qoe  el  art.  37  del  reglamento  reformado  de  25  d»  Setiembre  de  18^ 
confirma  el  mismo  principio  al  esléblecer  qae  todo  registrador  que  as  - 
pire  á  eooTortir  a&  registro  én  inyestigacion»  según  la  facultad  que  le 
concede  el  art.  38  de  la  ley,  podrá  obtener  todo  el  terreno  constituli- 
TO  del  registro  primitivo,  ateniéndose  al  solicitar  lacooTersion  á  pe- 
dir dos  pertenencias  exclusiyamente,  conforme  k  lo  díspoesto  en  lot 
aitíeulos  i7  y  %i  de  aquella: 

Que  el  criterio  de  la  Administcadon  sobre  extensión  de  la  reserr^ 
piiiii  investigaj*  ha  sido  «ie»pre  el  que  se  deduce  de  lo  establecido  e* 
losarjticulos  citados,  como  se  pr.eeba  por  las  Reales  órdenes  de  30  de 
^revbre  de  i861(  y  otvas  dictadas  en  stpedientes  de  inyestigacioni 
promovidos  por  La  Carbonera  Bspañola^  por  lo  que  debeb  tenerse 
p^seotes  dicbas  6rdene»  para  la^  deci^Bioo*  del  actual  litigio: 
« ■  Qae  la  orden  de  la.  Regencia  de  i.*  de  Octubr&de  1870  carece  de 
fuerza  legal,  por  cuanto  determina  principios  contrarias  á  los  coosig«« 
nados  en  la  legislación  vidente;  y  entrometiéndose  á  interpretar  pre^ 
««iptots  coya  claridad  y  precisión  no  dejan  logar  á  dudas,  lastima  dere- 
chos preexistentes: 

Que  céntralo  extablecido  en  la  citada  ónden  de  la  Regencia  dé  1.^ 
de  Octubre  existe  ya  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  oreada  poc 
8U8' sentencias  de  16  de  Enero  y  16  y  18  de  Marxo  dé  1871: 

Y  que  el  perincipiodeterminadoen  el  art.  92  de  la  Constitución  de 
1869  prohibiendo  á  los  Tribunales  aplicar  los  reglamentos  generales' 
fnovinciales  y  locales,  sino  encuanio  estén  conforme»  con  las  leye»,  es 
eijtensivo  ala  orden  de  1/  de  Octubre  de  1870  y  á  su  aclaratoria  de  1^ 
4e  Abril  de  1871: 

Que  contestando  el  Ifinisteria  fiscal  ante  el  Tribunal  Supremo^  pi* 
díét^M  absolviese  ala  Administracien  de  dicha  denunda  y  se  confirma* 
4Aila  Real  érdan  reclamada,  fundándose  en 

Que  habiéndose  instruido  los  expedienten  der  los  registros  origina* 
rios  de  las  investigaciones  solicitadas  por  La  Carbonera.  Española^  se** 
gun  la  ley.  de  1849  no  pueden  aplicarse  ádicha»  investigaciones  los  be- 
neficios otorgados  por  la  de  18^  á  no  quebrantar  ú  principio  de  la  no) 
iKÉroACtividad  de  las  leyesz 

Que  las  Reíiles  órdeDe8<de30  de  Setiembre  d^  1863,  recaidas  en  los 
expedientes  mineros  El  Bujadilloy  El  Conejo  y  ha  Perdiz^  nadm  infio»» 
yen  en  la. cuestión  del  dia,  j^s  no  resol v^ieron  otra  cesa  que  la  reser- 
va á  continuar  cocdo  investigadores  á  los  tres  citados  registros,  sin' 
prq'iizgar  otras  cuestiones  ni  lastimar  derechos  que  legítimamente  se 
¡wedeii  haber  adquirido  por  ottos,  segm»  se  halla  declarado  en  la  Real 
orden  de  2^  de  Diciembre  del  mismo  «no;  de  la  qoe^^e  acompaña  copia: 
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Qae  la  órdeo  de  i."  de  Octubre  de  1870  ha  venido  á  establecer  la 
misma  doctrina  que  la  de  22  de  Diciepabre  de  1863,  aclarando  además 
el  art.  58  del  reglamento  de  i859  y  determinando  que  el  derecho  de 
continuar  los  trabajos  como  de  investigadon  se  h'oiita  á  una  pertenen- 
cia, no  pediendo  menos  de  convenirse  en  que  se  halla  perfectamente 
ajustada  álos  buenos  principios  de  derecho  que,  entre  otras  cosas,  de- 
terminan que  no  se  cause  peijuicio  á  tercero  á  no  ser  que  hubiese  ra- 
zón legal  para  ello;  y  * 

Que  las  sentencias  que  se  citan  por  la  Sociedad  demándaote  no  pue- 
den ser  obstáculo  para  que  el  Tribunal  decida  y  resuelva  cuál  de  los 
dos  criterios  seguidos  por  la  Administración  es  el  más  ajustado  á  la  ra- 
zón y  á  la  justicia,  si  el  que  suponen  las  resoluciones  recaidas  en  expe- 
dientes concretos  con  anterioridad  á  la  orden  de  la  Regencia  de  1.*  de 
Octubre  de  1870,  ó  las  dictadas  con  posterioridad  á  esta  orden: 

Que  la  Sociedad  minera  La  Iberia^  á  quien  se  tuvo  por  parte  en 
este  pleito  en  el  concepto  de  coadyuvante  de  la  Administración,  dedujo 
iguales  pretensiones  que  el  Ministerio  fiscal,  apoyándolas  en  los  si- 
guientes fundamentos  de  derecho: 

Que  á  mineros  que  se  han  acogido  á  la  legislación  de  1849  no  se  les 
puede  de  manera  alguna  aplicar  la  de  1859: 

Que  una  y  otra  ley  son  diversas  completamente,  y  sin  embargo  se 
han  confundido,  dando  lugar  al  actual  litigio: 

Que  según  el  art.  58  xfélreglamento  de  minas  de  i859,  en  conso- 
nancia con  el  33  del  mismo,  y  el  10  de  la  ley  del  indicado  año,  la  re- 
serva para  investigar  no  comprendia  más  que  una  pertenencia: 

Que  por  la  orden  de  1/  de  Octubre  de  1870  y  áu  aclaratoria  de  12 
de  Abril  se  ha  declarado  eso  oiismo  de  una  manera  terminante,  reu- 
niendo las  referidas  órdenes  todas  las  condiciones  necesarias  para  ser 
cumplidas;  y 

Que  las  sentencias  del  Tribunal  Supre  mo  dictadas  en  otros  pleitos 
de  minas,  que  son  contrarias  k  las  doctrinas  de  aquellas  órdenes,  úo 
deben  favorecer  la  demanda,  pues  se  refieren  á  hechos  que  no  forman 
jurisprudencia: 

Que  mi  Fiscal  en  el  Consejo  de  Estado,  al  instruirse  dé  los  autos» 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  decreto  del  Ministerio  Regencia  de  11  de 
Febrero  último^  pidió  asimismo  la  absolución  de  la  demanda  para  la 
Administración,  y  que  9e  declare  firme  y  subsistente  la  Real  orden  re- 
clamada: 

Visto  el  art.  10  de  la  ley  de  minas  de  11  de  Abril  de  Í849,  que  de- 
termina que  al  primero  que  solicítase  el  permiso  del  Jefe  político  para 
abrir  pozo  ó  galería  se  le  reservará  por  el  término  de  un  año  el  terre- 
no necesario  para  una  pertenencia,  que  designará  on  el  término  de  tres 
meses,  contados  desde  e|i  dia  del  permiso: 
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Vi6to  el  art.  li  de  la  misma  ley,  que  permite  paedan  concederse 
cuatro  pertenencias  cuando  se  pidan  sobre  minas  de  carbón: 

Visto  el  art.  58  del  reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley,  según  cA 
cual,  »i  veriQcado  el  recopocimiento  no  se  confirmase  la  existencia  del 
Iriiadero  ó  mineral,  ó  so  hubiese  terreno  franco,  6  no  estuviese  habili» 
teda  la  Jabor  en  debida  fornta.  el  Ingeniero  Suspenderá  la  demarcación» 
dando  parte  al  Jefe  politico,  que  declarará  sin  efecto  el  expediente,  re* 
servando  sin  embargo  al  interesando: ein  el  primer  caso,  esto  es,  cuaindo 
flo  haya  descubierto  criadero  ó  mineral,  el  derecho  de  continnar  l«s 
irabajos  como  de  investigación  siempre  que  se  hayan  llenado  ó  llenen 
las  requisitos  que  para  ello  se  establecen  en  la  sección  2.*  del  cap.  4J*t 

Vis  lo  el  art.  17  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859,  que  dispone  que  el 
permiso  para  investigación  podrá  comprender  dos  pertenencias  por 
persona,  cuatro  poir  tina  Compañia.  y  el  doble  respectivamente  en  las 
minas  comprendidas  en  el  párrafo  segundo  del  art.  13: 

Visto  el  art.  28  de  k  citada  ley,  que  concede  á  todo  registrador  la 
facultad  de  aspirar  á  convertir  en  investigación  su  registro  antes  á 
después  de  haber  concluido  la  labor  legal: 

Visto  el  art.  37  del  reglamento  reformado  de  25  de  Febrero  de  1B63» 
por  el  cual  se  determina  que  los  investigadores  puedan  aspirar  á  con- 
vertir  sus  registros  en  investigaciones;  y  que  M  el  registro  abrazase 
más  de  dos  pertenencias  y  quisiere  conservarlas  todas  en  forma  de  íb« 
ves tigacion,  presente  por  separado*' tantas  solicitudes  cuantas  fuese 
necesario  para  que  en  cada  expediente  de  investigación  no  se  com* 
prendan  más  de  dos  pertenencias: 

Vista  la  referida  ley  de  6  de  Julio  en  sus  disposiciones  generales  y 
transitorias  y  última,  por  las  que  se  determina  que  se  apliquen  las 
vei^tajas  otorgadas  por  ella  á  las  antiguas  concesiones  siempre  que  no 
haya  perjuicio  de  tercero,  extendiéndose  las  pertenencias  á  Ids  límites 
marcados  en  la  misma  habiendo  terreno  franco,  y  derogándose  todas 
las  leyes  y  disposiciones  anteriores: 

Vista  la  Real  orden  de  30  de  Setiembre  de  1863,  recaída  en  los  ex- 
pedientes de  minas  El  BujadiUo^  ElCon^o  y  La  Perdiz,  que  determi** 
uó  se  pidiesen  las  pertenencias  por  investigación  en  la  forma  prevenida  ^ 
por  el  art.  37  del  reglamento: 

(  Vistas  las  sentencias  del  Consejo  Real  y  Tribunal  Supremo  de  4  de 
Marzo  de  1859,  15  de  Enero  15  y  18  de  Marzo  de  1871,  en  las  que  se 
liOiisigna  que  las  reservas  confieren  derechos  eficaces  y  positivos,  y  que 
en  las  investigaciones  por  reservaste  registros  dejados  sin  efecto  el 
dm^fecho  no  está  limitado  á  una  pertenencia,  sino  que  se  extiende  á  to« 
das  las  de  aquellas: 

Vista  la  orden  del  Regente  del  Reino  de  1."  de  Octubre  de  1870,  dic- 
tada en  expedienie  promovido  por  D.  Nicolás  María  Rivero  sobre  acia- 
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ración  de  la  inteligencia  que  debe  darse  á  la  Real  orden  de  30  de  Se> 
tiembre  de  1863  en  lo  que.  ¿e  reQere  á  la  reserva  de  continuar  trabajos 
de  investigación,  concedida  con  arreglo  al  art.  58  del  reglamento  para 
la  ejecución  de  la  ley  de  minería  de  1849,  por  la  que  se  dispone  que 
la  reserva  del  derecho  de  investigar,  otorgada  conforme  al  art.  58  del 
reglamento  de  minas  de  31  de  Julio  de  1849,  se  extienda  solo  á  una 
pertenencia  con  las  dimensiones  que  entonces  tenia: 

Vista  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  27  de  Febrero  de  1874^ 
por  la  cnal,  en  presencia  de  la  orden  del  Regente  ya  referida,  se  man- 
tuvo la  doctrina  opuesta,  fundándose  para  ello  en  las  leyes  y  regla-^ 
meatos  vigentes  sobre  la  materia,  y  en  que,  aparte  de  lo  que  se  pres« 
cribe  por  el  ar  t.  92  de  la  Constitución,  dicha  orden  no  se  habia  pro- 
mulgado: 

Considerando  que  en  la  ley  de  11  de  Abril  de  1849,  si  bien  se  fija  una 
pertenencia  minera  para  las  investigaciones  originarias  y  directas  que 
tienen  por  objeto  una  explotación  por  medio  de  pozos  y  galerías,  y 
cuatro  para  las  concesiones  obtenidas  por  solicitud  de  registro  siendo 
de  minas  de  carbón,  nada  se  consigna  con  respecto  de  estos  registro» 
cuando  desaparecen  como  tales  por  no  haberse  descubierto  el  mineral 
y  setrasforman  en  investigación: 

Considerando  que  este  vacío  de  la  ley  lo  llenó  desenvolviendo  sa 
espíritu  el  reglamento  de  31  de  Julio  del  mismo  año  al  consignar  en  su 
art.  58  que  los  registradores  que  *se  encuentren  en  esas  condiciones 
tendrán  derecho  á  continuar  en  sus  trabajos  luego  que  obtengan  esta 
gracia  por  la  reserva  que  debe  concederles  la  Administración: 

Considerando  que  la  palabra  continuar  significa  seguir  eo  la  misma 
cosa;  de  lo  que  se  deduce  que  si  los  trabajos  se  haciao  en  los  terrenos 
correspondientes  á  cuatro  pertenencias  por  ser  minas  de  carbon,f  en 
esos  mismos  deben  seguir  sin  limitación  alguna,  aunque  bajo  la  forma 
de  investigación: 

Considerando  que  la  continuación  á  que  se  refiere  el  reglamento  de 
1849  es  la  conversión  que  permite  y  concede  la  ley  de  (»  de  Julio  de 
1859  en  su  art.  28,  palabras  que  significan  y  envuelven  una  misma 
idea,  y  que  dan  á  entender  la  diferencia  que  existe  entre  las  investi- 
gaciones simples  y  las  que  vienen  por  conversión;  diferencia  que  re* 
sulta  con  claridad,  así  en  el  conjunto  de  la  legislación  de  1849  como  en 
la  posterior: 

Considerando  que  no  obsta  á  la  genuina  interpretación  dada  á  la 
palabra  con/inuar  el  que  la  reserva  se  otorgue  á  condición  de  que  se 
llénenlos  trámites  y  reqqisitos  ordenados  para  obtener  las  investiga* 
clones,  porque  partiendo  ya  del  derecho  declarado  para  seguir  traba« 
jando  sobre  los  terrenos  de  cuatro  pertenencias,  si  por  ser  de  carbón 
ese  número  comprendía  el  registro  dejado  sin  efecto,  ninguna  dificul* 
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tad  ofreeia  dentro  déla  legislación  de  4849 el  que  se  formase  un  expe- 
diente de  investigación  para  cada  una  de  ellas: 

Considerando  que,  aparte  de  ésto,  el  nuevo  expedieate  á  que  se  re- 
fiere el  art.  58  del  reglamento  de  1849  procedería  solo  en  el  caso  de  ea* 
tar  vigente  al  iniciarse  la  solicitud  de  investigación,  no  cuando  ya  es» 
taba  derogado  y  vigente  otra  ley  y  otro  reglamento: 

Considerando  que,  además,  por  resoluciones  adjetivas  6  de  puro 
trámite  no  es  posible  resolver  un  punto  de  derecho  sustantivo,  cual  es 
el  número  de  pertenencias  que  corresponde  á  una  reserva  por  investi- 
gación, según  sostiene  la  misma  Sociedad  Iberia  al  querer  limitar  el 
alcance  y  efectos  déla  Real  orden  de  30  de  Setiembre  de  1863: 

Considerando  que  la  Administración  activa  desde  un  principio  ha 
comprendido  la  extensión  délas  minas  por  investigación,  concediendo 
todas  las  pertenencias  objeto  de  los  registros  dejados  sin  efecto  á  los 
dueños  de  éstos  que  no  hablan  contratado  mineral  para  que  pudiesen 
continuar  sus  trabajos  sin  limitación  alguna  sobre  los  terrenos  de  sus 
antiguos  registros: 

Considerando  que  en  ese  mismo  sentido  formaron  su  jurispruden- 
cia el  Consejo  Real  y  el  Tribunal  Supremo  por  sus  sentencias  de  4  de 
Harzo  de  1859,  15  de  Enero  y  15  y  18  de  Marzo  de  1871  y  27  de  Febre- 
ro de  1874,  aplicando  la  ley  de  1849  en  expedientes  iniciados  y  bajo 
su  imperio  seguidos: 

Considerando  que  esta  jurisprudencia  contiene  la  buena  doctrina 
sobre  la  materia,  y  que  la  misma  es  la  que  se  halla  establecida  en  el 
art.  28  de  la  ley  de  1859  y  en  el  37  del  reglamento  de  1863,  consagran- 
do de  ese  modo  la  interpretación  dada  á  la  ley  de  49  y  reglamento  so- 
bre la  trasformacion  ó  conversión  de  los  registros  en  investigación: 

Considerando  que  la  jurisprudencia  referida,  sobre  tener  por  base 
la  letra  del  reglamento  y  el  espíritu  de  la  ley  de  1849,  estaba  fundada 
en  principios  de  equidad  y  justicia,  porque  no  habia  razón  para  equi- 
parar á  los  registradores  desgraciados  que  hablan  consumido  sus  capi- 
tales sin  encontrar  mineral  con  los  simples  investigadores  que  pocos 
ó  ningunos  sacrificios  tenian  que  hacer: 

Y  considerando  que  en  el  presente  pleito  no  viene  en  tela  de  juicio 
la  orden  del  Regente  del  Reino  de  1.**  de  Octubre  de  1870,  pues  quedó 
descartada  en  el  incidente  previo  de  la  admisión,  y  solo  se  trata  de  la 
de  10  de  Junio  de  1872,  que  resolviendo  en  alzada  los  recursos  inter- 
puestos por  la  Sociedad  La  Carbonera  Española  de  Espiel  y  Belmes 
contra  lo»  decrejtos  del  Gobernador  de  Córdoba  de  30  de  Mayo  de  1871 
recaídos  en  expedientes  particulares,  confirmó  dichos  decretos;  por  lo 
cual  el  deber  de  la  Sala  es  apreciar  las  razones  y  fundamentos  que 
existan  para  confirmarla  ó  revocarla,  examinando  al  efecto  todas  las 
leyes,  reglamentos  y  disposiciones  expedidas  sobre  la  materia,  y  pe- 
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sflndo  sa  valor  para  formar  su  jQicio  y  fijar  el  criterio  que  estime  más 
justo  y  acertado; 

'  Gooformándome  coo  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  de  ¡Bstado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Fernando  Calderoír 
CoUantes^  Presidente;  D.  Tomás  Retortillo,  D.* Diego  Moreno,  D.  Joisé 
García  BarzanaUan;a,  D.  Joaquin  Gutiérrez  de  Rubaleava,  el  Marqué» 
de  la  Ribera,  D.  Victorto  Fernandez  Lascoiti^  D.  Pascnal  Bayarrí,  Don 
Juan  Jiménez  Cuenca,  D.  Mariano  Zacarías  Cazurro  y  D.  Fernando 
Vida/ 

Vengo  en  dejar  sin  efecto  la  Real  orden  de  iO  de  Junio  de  1872,  q«'« 
ha  sido  reclamada  por  la  Sociedad  La  Carbonera  Española  de  Espiet  p 
Belmea^  en  cuanto  por  ella  se  confirman  los  decretos  del  Gobernador 
de  Córdoba  de  30  de  Mayo  de  1871,  y  se  desestiman  los  recursos  in* 
terpuestos  por  la  Sociedad  minera  ya  referida  en  los  expedientes  i 
que  se  contrae;  entendiéndose  que  esta  declaración  concreta  es  solo 
aplicable  á  las  pertenencias  que  se  encuentran  limitadas  por  resolu^ 
cienes  de  la  Administración,  no  obstante  las  solicitudes  formuladas  eil 
contrario  por  sus  dueños  y  apoderados,  y  que  estén  comprendidas  en 
los  recursos  resueltos  por  la  orden  reclamada  de  10  de  Junio  de  1873; 
-  Dado  en  Palacio  á  diez  y  ocho  de  Agosto  de  mil  ochocientos  seteti* 
ta  y  cinco.=ALFONSG.=El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  An^' 
Ionio  Cánovas  d$l  Castillo,  > 

'  Publicación.  =^Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  a^' 
díencia  pdblica  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  comoi^* 
solución  final  eu  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  lo» 
mismos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta^ 
de  que  certifico. 

Madrid  18  de  Setiembre  de  1875.=sPedro  de  Madrazo. 

(Gacela  de  25  de  Octubre  de  1875). 


Real  decreto. 

Resolución  en  el  pleito  contencioso  adminiÉtrativo  seguido  por 
^  la  Sociedad  minera  La  Iberia  y  la  Administración  del  ES" 
tado. 

"   D.  ALFONSO  XII,  por  la  gracia  de  Dios  Rey  constitucional  de  Bs*. 
paña. 

A  todos  los  que  las  presentes  vieren  y  entendieren,  y  á  quienes  to-^ 
ca  su  obseryancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  he  venido  en  decretar  lo 
siguiente: 

tün  el  pleito  contencioso-administrativo  que  en  grado  de  revisión 


se  ba  seguid»  eo  el  Tribunal  Supremo,  y  que  hoy  pende  aDieesieGoa<- 
tQj^o*,  entre  la  Sociedad  minera  La  Iberia^  y  eu  su  nombre  el  Licenciadot 
Ik  Vicenle  Nuñez  de  Velascé,  y  la  Administración  del  Estado,  Coadyu- 
vada por  la  Sociedad  especial  minera  titulada  La  Manéhega^  Botica  ^ 
YUeaina^  y  D.  Fernando  Badel,  como  dueño  de  la  mina  San  Anlenéo^^ 
nprosentadas  respectivamente  por  el  Ministerio  fiscal,  Licenciados 
B.  SmiUo  Cánovas  del  Castillo  y  D.  Tomás  Pérez  Anguila,  sobre  que  se 
vescioda  la  sentencia  que  dictó  la  Sala  tercera  de  aquel  Tribunal  en  9^ 
de  Febrero  de  1874  dejando  firme,  y  subsistente  la  Real  drden  de  2d  de 
laliodei868.  . 
,    Vistoi 

-  Vista  la  Real  orden  de  17  de  Octubre  de  1863,  que  declaró  anulado 
el  registre  de  la  mina  titulada  El  Enano^  reservando  á  los  interesadoi 
tí  derecho  de  continnar  los  trabajos  oomo.de  investigación: 

-  Vista  la  solicitud  que  D.  Diego  Raya,  representante  de  la  Socieda4 
La  Iberia,  elevó  eu  16  de  Diciembre  siguiente  al  Gobernador  de  €óff«i 
doba  pidiendo  permiso  paca  investigar  dos  pertenedcias  del  indicado 
regisiro  y  con  igual  denominación  en  terreno  de  Propios  dedicado  á 
pastos  en  el  término  de  fispid,  cuya  designación  hizo,  fijando  los  lin^ 
deros  y  presentando  además  la  licencia  del  dueño  del  terreno;  solida 
lud  que  le  fué  admitida  por  proFideecia  de  7  de  Enero  de  1864: 

Visto  el  decreto  del  Gobernador  de  4  áé  Diciembre  de  4867  decían» 
nodo,  de  conformidad  coa  lo  propuesto  por  el  Ingeniero,  cancelado  el 
expediente  ElEnafW  por  falta  dé  terreno  franco,  y  el  recurso  de  aliá^ 
da  interpuesto  por  el  interesado  contra  dicha  resolución  para  ante  el 
Miúistetío  del  ramo,  el  cual  por  Real  orden  de  28  de  Julio  de  1868  con** 
firmó  el  expresado  decreto: 

Vista  la  demanda  que  en  1  i  de  Setiembre  siguiente  entabló  el  Lí- 
oeoeiado  D.  Nicolás  Marí4  Rivero,  en  nombre  de  la  Sociedad  La  Ibe^ 
ria,  ante  el  Gopsiejo  dé  Estado  pretendiendo  la  revocación  déla  citada 
Real  orden  de  28  de  Julio,  fundándose  en  las  leyes  de  minas  de  1849  y 
4€59  y  surreglamentos,  y  en  la  comunioaciotf  de  la  Dirección  de  hgti^ 
cultura.  Industria  y  Comercio  de  28  de  Febrero  de  1867: 

Vista  la  contestación  del  Ministerio  fiscal  en  el  Tribunal  Supremo 
liidiepdo  que  se  absolviese  á  la  Administración  de  esta  demanda  y  que 
ee  confirmara  la  orden  reclamada,  apoyándose  en  las  mismas  dispo9Í<r 
dones  que  la  actora  y  en  la  sentencia  del  citado  Tribunal  Supremo  de 
•16  de  Enero  de  1871: 

Visto  el  escrito  del  Ministerio  fiscal  de  13  de  Marzo  de  1873,  al  que 
acompañaba  una  orden  del  Ministerio  de  Fomento  de  17  d^  Octubre  de 
4872  y  copias  de  la  de  la  Regenoia  de  I.''  de  Octubte  de  1870  y  su  acla^ 
ratoria  de  12  de  Abril  de  1871,  manifestando  que  lo  dispuesto  en  la  del 
Ministerio  de  Fomento  equivalía  á  que  se  allanase  b  la  demanda  inter-^ 
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puesta  á  nombre  de  la  Sociedad  La  Iberia^  j  que  en  tal  cdneepto  no  ha« 
bia  razón  alguna  que  justificase  la  continuación  de  este  pleito;  y  por  lo 
tanto  pidió  que,  atendida  la  especialidad  del  caso  y  con  suspensión  de 
la  Tista«  cuyo  señalamiento  se  habia  hecho,  se  comunicasen  los  autos 
á  la  parte  demandante  para  que  alegase  Ib  que  tuviera  por  conveniente 
acerca  de  las  variaciones  que  se  introducían  en  este  asunto  por  efecto 
de  las  citadas  disposiciones;  pidiendo  á  la  vez  que  se  hiciese  saber  la 
existencia  de  este  litigio  á  las  investigaciones  oolindantes  La  Herra" 
dura,  Juana  y  San  Antonio  y  La  Luz:  > 

Visto  que  suspendida  la  vista;  declaradas  sin  efecto  varias  provi* 
dencias^  y  repuestos  los  autos  al  estado  de  contestación  á  la  demanda, 
pVévias  las  correspondientes  diligencias,  se  mostraron  y  fueron  teni- 
dos como  partes  sin  oposición  del  demandante  los  Licenciados  D.  Emi- 
lio Cánovas  del  Castillo  y  D.  Tomás  Pérez  Anguita,  en  representación 
de  las  citadas  investigaciones,  solicitando  el  primero  que  se  absolvie- 
se de  la  demanda  intentada  á  la  Sociedad  que  representaba  en  cuanto 
á  la  misma  se  refbria,  ya  que  en  cumplimiento  de  una  orden  del  Mi<» 
nisterio  de  Fomento  se  allanaba  á  dicha  demanda  el  Ministerio  fiscal; 
y  pretendiendo  el  segundo  que  se  confirmase  la  orden  reclamada  de 
S8  de  Julio  de  i868  en  cuanto  anula  la  investigación  El  Enano  y  da  la 
preferencia  á  La  Herradura  y  la  Juana  por  razón  de  su  prioridad  y  de- 
más circunstancias  que  las  favorecen;  y  que  en  el  caso  de  revocarse, 
dejando  subsistente  El  Enano,  se  declare  siemípre  que  ésto  se  entienda 
sin  perjuicio  ni  menoscabo  alguno  de  los  derechos  de  la' mina  San  Aft- 
toniOf  á  que  aquella  se  subordinó  por  el  expreso  reconocimiento  hecho 
en  su  solicitud,  y  ya  confirmados  por  la  solemne  ejecutoria  del  Tribu- 
nal Supremo  de  26  de  Febrero  de  1869: 

Vista  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  tercera  del  expresado  Tribu- 
nal en  27  de  Febrero  de  1874,  por  la  cual,  fijando  los  hechos  y  funda* 
montos  de  derecho  que  estimó  convenientes,  absolvió' á  la  Administra» 
cion  general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  la  Sociedad  Ibú* 
rta  contra  la  Real  orden  de  28  de  Julio  de  1868,  dejándola  firme  y  sub- 
sistente, cuyasentencia  fué  notificada á las  partes  en 28  siguiente: 

Visto  el  recurso  de  revisión  interpuesto  en  27  de  Abril  inmediato 
por  el  Licenciado  D.  Vicente  Nuñez  de  Velasco  pretendiendo  que  se 
Tescinda  la  anterior  sentencia,  y  se  declare  que  ha  quedado  sin  efecto 
la  Real  orden  de  28  de  Julio  de  1868  de  acceder  á  las  peticiones  de 
demanda,  que  dá  por  reproducida;  fundándose  en  que,  cuando  la  Ad- 
ministración por  órgano  del  Ministerio  fiscal  se  allana  á  una  demanda 
contencioso  administrativa,  no  sostiene  la  Real  orden  que  la  dá  moti- 
vo; no  existiendo  facultad  en  Tribunal  ni  en  particular  para  impedir 
la  avenencia  de  los.  colitigantes:  que  cuando  éstos  desisten  de  sus  res- 
pectivas pretensiones  y  convienen  en  el  punto  litigioso,  no  hay  otra 


^edaracion  proce4eDte  en  elsobreseimráato,  ni  para  dictar  otra  tienen 
eompetencia  ios  Tribunales*  siendo  legalmeote  nulo  cualquier  fallo 
que  puedan  dictar:  que  dirigida  una  deoiaoda  contra  la  Administración 
diftdat  y  emplazada  pa^ra  contestarla,  siendo  la  única  personalidad  le« 
gitima  para  pedir  su  absolución,  habiéndose  allanado  y  absolviéndola 
ain  embargo  la  sentencia,  se  ha  dado  lugar  al  recurso  de  rerision  por 
la  causa  2/  del  art.  328  del  reglamento  de  lo  Contencioso  y  lo  dispues- 
to en  la  Real  orden  de  30  de  Setiembre  de  1B63,. aclarada  por  la  de  22 
de  !)iciembre  del  mismo  año:  que  las  órdenes  de  28  de  Julio  de  i868  y 
la^de  4.*  de  Octubre  de  i87(>  son  incompatibles,  y  que  declarar  la  sub- 
sistencia de  la  una  equivale  á  dejar  sin  efecto  la  otra:  que  la  orden  del 
Regente  del  Reino  de  i.**  de  Octubre  de  i870,  que  se  ha  dejado  sin 
efecto,  no  podía  ser  juzgada  sino  por,  li  Magistrados  por  haber  sido 
dictada  á  consulta  del  Consejo  de  Estado  en  pleno,  según  lo  determina- 
4o^n  el  art.  3.*  del  decreto  de  26  de  Noviembre  de  1868;  y  habiéndolo 
sido  por  siete,  procede  asimismo  el  recurso  de  revisión  conforme  al  ca* 
«o  4.*  del  citado  art.  228;  y  por  último,  en  otras  consideraciones  que  se 
2«fieren  esencialmente  á  la  cuestión  resuelta  por  la  sentencia  recur^^ 
•rída: 

Vista  la  contestación  del  llinisterio  fiscal  pidiendo  que  se  desesti^ 
BMse  dicho  recurso  y  se  declarase  firme  y  subsistente  la  sentencia  re- 
oorrida,  fundándose  en  que  ésta  no  ha  recaído  sobre  cosas  no  pedida», 
fiégun  suponía  el  representante  de  La  Iberia^  como  lo  probaba  la  aú- 
plica  de  su  deiinanda;  no  debiendo  de  conceptuarse  como  allanamiento 
á  la  misma  lo  alegado  en.su  escrito  posterior,  mucho  menos  teniendo 
en  cuenta  que  no  se  hallaba  autorizado  expresamente  por  la  Adminis- 
tración para  el  allanamiento:  que  las  alegaciones  de  las  partes  en  los 
juicios  no  constituyan  capítulos  de  la  demanda  si  no  forman  su  com- 
plemento las  peticiones  correspondientes;  y  no  sobre  aquellas,  sino  SO7 
bre  éstas,  se  debe  proveer  imprescindiblemente:  que  esta  declaración 
aparecía  hecha  en  la  sentencia  de  ]a  Sala  de  9  de  Abril  de  1873,  per- 
fectamente aplicable  al  caso;  que  la  parte  resolutiva  del  fallo  esté  coa- 
lérme  con  lo  alegado  y  pedido  por  el  Fiscal  en  su  escrito  de  contesta- 
icion  á  la  demanda:  que  admitidas  como  partes  dos  terceras  personas, 
y  habiéndose  opuesto  á  lo  preteadido  en  la  demanda  y  pedido  la  abso- 
lución de  ella  y  la  confirmación  de  la  orden  reclamada,  era  necesario 
resolver  aceicá  de  sus  pretensiones;  y  asi  lo  hizo  la  Sala,  de  acuerdo 
con  la  jurisprudencia  establecida,  entre  otras  en  la  sentencia  de  26  de 
«Febrero  de  l870  y  en  la  de  «31  de  Diciembre  del  mismo  año:  que  no  es 
•eíxaeto  que  la  recurrida  se  |iaya  dictado,  por  menor,  número  de  Magis- 
Iraéos  de  los  exigidos  por  la  ley,  porque  la  Sala  no  ha  revocado,  sino 
prescindido  de  la  de  1/  de  Octubre,  que  no  era  objeto  del  pleito;  tanto 
vinas,  cuanto  por  sentencia  de  15  de  Enero  de  1872  había  declarado  que 
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era  ineompetente para  cooaeerds  esta  6rdéii>  por  no  contener  resolo^ 
doDidefiDitiva,  ser  de  carácter  genera  1  y  carecer  de  fuerza  obligatoria 
por  Ojo  haber  sido  promulgada  en  debida  forma,  y  por  considerarla  con» 
Iraria  á  tos  leyes  de  .minas  de  1849  y  1859^  expresando,  por  úlUiiio^ 
que  contestadas  las  razones  faDdamentales  del  recurso,  sé  creía  dia^ 
pensado  de  discutir  acerca  de  los  detpáa  extremos  que  se  tratan  en>  1* 
demanda»  porque  siendo  este. recurso  extraordinario,  era  taxatiTo  y 
mo  debía  convertirse  en  una  segunda  sentencia: 

Visto  el  escrito  de  contestación  presentado  por  el  Licenciado  Doü 
Emilio  Cánovas  del  Castillo^  en  noml>re  de  la  Sociedad  La  Manehégñ\ 
Bélica  y  Vi%caina,  pidiendo  que  se  desestimase  el  recurso  promoridd^ 
como  ipoprocedeote  y  se  condenase  en  las  costas  al  demandante,  adu^ 
eieade  como  fundamento  que  el  caso> actual  no  está  comprendido  ea 
el  número  2.*  del  art.  226  del  reglamento^  porque  la  sentencia  no  IMI 
resuelto  sobre  cosas  no  pedidas^  puesta  que  el  Fiscal  no  «e  hubo  aila^ 
iiada  á  la  demanda,  ni  podía  hacerlo  por  no  hallarse  autorizado  para 
ello  en  forma  legal:  que  en  buenbs  principios  la  Adminístradon-  na 
pvede  tampoco  allanarse  á  las  demandas  que  se  entablen  contra  aat 
actos  y  resoluciones,  porque  ni  es  arbitra  de  los  derechos  é  intereses 
del  Estado,  cuando  de  éstos  únicamente  se  trata,  ni  su  allanamiento 
stria  eficaz  respecto  de  tercero  sin  mediar  la  conformidad  de  éslK 
,qné  aun  concediendo  que  pndíera  allanarse,  su  allanamiento  do  pro^ 
diidíia  nunca  el  efecto  de  snspender  el  juicio,  ni  cesaría  por  tal  a^ 
lá  jurisdicción  del  Juez  encargado  de  decidir  la  cuestión,  puesto  qnelt 
competenda  de  los  Tribunales  conteneiosooadminístrativos  no  nace  di 
la  sumisión  tácita  ó  expresa  de  las  partes^  sino  de  la  ley  que  prohibe,  in 
reforma  de  las  providencias  administrstivas  que  crean  derecbos .  f 
causan  estado  de  otro  modo  que  por  la  via  contendosa:  que  contra  l| 
jurisprudencia  que  pueda  haberse  creado  en  un  principio,  caso  de  qtie 
exista,  está  el  criterio  de  In  ley ,  la  cual  rechaza  en  absoluto  que  Id  quH 
una  Autíoridad  administrativa  no  puede  reformar  por  sí  le  sea  lícito  a^ 
levarlo  por  el  medio  indirecto  de  allanarse  á  una  demanda:  que  á  ma^ 
yor  abundamiento,  en  la  sentenda  recurrida  se  consigna  que  la  dr^ 
4Sunstancia  de  separarse  el  Ministedo  fiscal  de  un  pleito  no  obsta  á  la 
prosecución  del  juicio:  que  el  número  de  ii  Ministros  que  exige  el  de- 
creto^ley  4o  ^  úe  Noviembre  da  186ft  para  las  decisiones  que  hayan 
de  dictarse  sobre  asuntes  en  queelGons^  de  Estado  haya  informado 
4ñ  pleno  no  procedía  para  la  vista  de  este  pleito,  porque  la  Real^rden 
reeldmaila  no  se  dictó  con  esa  sotomnidad;  y  el  que  haya  sucedida 
ptta  dictar  la  de  i."  de  Octubore  no  hace  variar  el  prindpio  qipe*  ümila 
'a  siete  el  número  de  los  que  ertfnariamente,  y  salvo  los  casos  expmsiH 
dos  en  el  párrafo  teroero,  art.  S.*  de  aquél  decretOi  bastan  para  vtm  J 
íhllar  los  negocios  cooteocioeos  de  la  Administración;  y  que  no 
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jQffca  que  la  temeridad  de  la  Sociedad  £o  léiria  ocasione  gastos  y  dis» 
peod^ásus  colitiganteseon  este  recurso,  procede  que,  con  arreglo 
al  caso  2i«*#  art.  275  del  reglamentó,  en  cuya  facnitad,  según  las  aei« 
leoeias  de  6  de  Junio  de  4860,  %i  de  Mayo  de  1865  y  otras,  está  coni<» 
prendida  la  de  imponer  costas  i  los  litigantes  lemerarios,  se  condene  ft 
^pagarlas  á  la  Sociedad  recurrente: 

Visto  que  al  contestar  asimismo  el  Licenciado  D.  Tomás  Pérez  Aa* 
f[uita«  en  representación  do  D.  Femando  Badel,  dueño  de  la  mina  Son 
Afiáanto,  biso  las  mismas  pretensiones  qué  el  Ministerio  fiscal  yante* 
rior  coadyuvante,  y  se  adhirió  k  todos  sus  raaonamientos  y  alega* 
cienes: 

Visto  el  dictamen  de  mi  Fiscal  en  el  Consejo  manifestando  su  con^ 
Totnndad  con  el  escrito  del  representante  del  Ministerio  en  el  Tribanal 
Supremo,  y  pidiendo  á  la  Sala  on  au  comecuencia  que  se  consulte  k 
no  admisión  del  recurso  de  roTision  y  la  firmeza  y  subsistencia  de  la 
sentencia  recurrida: 

Visto  el  aft  338  del  reglamento  de  30  dé  Diciembre  de  1846,  que 
dice: 

«Habrá  lugar  al  recurso  de  revisión  de  una  definitiva: 
3/    Si  hubiera  recaido  sobre  cosas  no  pedidas. 
-    4.*^   Sise  hubiera  dictado  por  fnenor  número  de  Gonsqeros  de  los 
fue  para  su  ralidoz  requiere  este  reglamento:  • 

Visto  el  art»  5.**  del  decreto  de 26  de  Noviembre  de  1868,  segun.til 
cual  se  requiere  ei  número  de  siete*  Ministros  para  dictar  sentencias  dé» 
fiaitivasen  loaaisuotos.coB4enoio8o>admittistratiy<o8«  y  elde  It  panalds 
reouiaoe  en:  que  el  Consejo  de  Estado  baya  informado  en  plano,  y  las  dto 
irspriaioh  y  sus  aotoaciones: 

CóDsidetfaodo  qoola  deoision  comprendida  en  la  sentencia  al  ab» 
Bolvetf  á  la  Adidinisiracion  de  la  demanda  dejando  firme  la  Real  étéáa. 
.día  38  de  Jubo  de  1868  es  la  negativa  de  las  peticiones,  formuladas  en 
4icha  demanda  y  la  concesión  de  las  solicitudes  del  Ministerio  fiscaLal 
contestarla,  y  de  lo  pretendido  posteiáormente  por  la  Sociedad  Manth»' 
ga^  Bética  y  Vizcaína^  y  por  el  dueño  de  la  mina  San  Antonio^  hti- 
bíendo  recaido  por  lo  tanto  dicha  sentencia  sobre  cosas  pedi^asi 

Gonsiderandá  que,  aun  en  la  hipótesis  de  que  el  defensor  de  ia  Ad- 
ministración se  hubiese  allanado  á  las  pretensiones  deducidas  eü  la 
•demanda^  este  allanamiento  no  ponta  término,  al  pleito;  pues  si  bien 
.  ka  cuestiones  que  se  debaten  mtre  partículares  ante  los  Trlbanaliea 
quedan  concluidas  cuando  el  demandado  accede  á  las  pretanaiooas 
del  demandante,  no  es  aplicable  esta  doctrina  á  las  reclamacibnes  he- 
ndías por  iá  via  eontencioaa  para  ia  revisión  de  una  disposición  guber- 
nafti¥a  que  ha  causado  estado,  porque  entonces  de  una  manera  indi- 
recia  revocaba  el  Ministro  sus  resolucionesv  contrariando  el  piiúeipio 
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•d«  buena  administración  4e  que  las  proTidencias  gubernativas  (fue 
producen  d.erechos  y  causan  estado  solo  pueden  ser  revocadas  por  la 
vía  contenciosa,  deducida  ante  los  Tribunales  y  en  la  fornia  que  pres- 
«criben  las  leyes,  é  infringiendo  las  disposiciones  de  los  Reales  decretos 
de  21  de  Mayo  de  1853  y  ^0  de  Junio  de  1858: 

Considerando  que  por  afectar  la  revocación  deja  Real  orden  de  28 
de  Julio  de  1868  los  derechos  de  la  Sociedad  Manchega^  Bétiea  y  Vts- 
cütna  y  del  propietario  de  la  mina  San  Antonio  debia  seguirse  el  jui- 
cio contencioso,  aun  en  la  hipótesis  del  allanamiento  del  Ministerio  fis- 
cal, hasta  que^  se  dictara  sentencia,  porque  solo  ésta  podría  privarles 
de  los  derechos  adquiridos  en  virtud  de  disposiciones  gubernativas  que 
liabián  causado  estado: 

Considerando  que  si  bien  la  orden  de  1.*  de  Octubre  de  1870  fué 
dictada  á  consulta  del  Consejo  de  Estado  en  pleno,  no  fué  la  reclamada 
én  este  pleito,  ni  pudo  por  lo  tanto  recaer  sobre  ella  'resolución  en  la 
sentencia: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  28  de  Julio  de  1868,  declarada 
firme  y  subsistente  en  la  sentencia,  fué  expedida  sin  ser  consultado  el 
Consejo  de  Estado  en  pleno,  y  por  lo  tanto  era  competente  la  Sala  da 
siete  Magistrados  para  dictar  dicha  sentencia; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, oonstituido  en  Sala  de  lo  Contencioso,  en  sesión  á  que  asistieron 
D.  Fernando  Calderón  Collantes^.  Presidente;  D.  Pedro  Sabau,  D.  Tomás 
Retortillo,  D.  Domingo  Moreno,  D.  Pedro  Nolasco  Aurioles,  D.  Agustin 
de  Torres  Valderrama,  D.  José  García  Barzanallana,  el  Marqués  de  Al- 
hema >  D.  Miguel  de  los  Santos  Alvarez,  D.  Servando  Ruiz  Gómez,  Don 
Joaquín  Gutiérrez  de  Rubalcava,  el  Marqués  de  la  Ribera,  D.  Leoncio 
Rubín  y  Oroña,  D.  Victorio  Fernandez  Lascoiti,  D.  Pascual  Bayarrí,  Don 
Agustin  de  Perales,  D.  Guillermo  Chacón,  D.  Esteban  Martínez,  D.  To- 
más Rodríguez  Rubf«  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  D.  José  María  Bremoo, 
J).  Feliciano  Pérez  Zamora,  D.  Juan  de  Cárdenas,  D.  Emilio  Santillan, 
B.  Mariano  Zacarías  Cazurro,  D.  Fernando  Vida,  D.  Antonio  Hurtado  y 
D.  Francisco  La  Rocha; 

Vengo  en  declarar  que  no  há  lugar  al  recurso  de  revisión  interpues- 
to por  la  Sociedad  La  Iberia  contra  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo 
de  27  de  Febrero  de  1874. 

Dado  en  Palacio  á  doce  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y  cin- 
'CO.=3ALF0NS0.=El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cd^, 
-novas  del  Castillo.  • 

Public  acion.^ Leído  y  Publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  el ' 
-Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  an- 
-diencia pública  el  Consejo  pleno, constituido  en  Sala  délo  Contencioso 
4icordé  que  se  tenga  como  resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á 
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que  se  refiere;  qae  te  uoa  á  los  mismos;  se  ootlfiqae  en    forma  i  las 

partes,  y  se  inserte  en  la  Gacela f  de  que  certifico. 

-    Madrid  22  de  Setiembre  de  i875.=:Pedro  de  Madrazo. 

(Gaceta  de  31  de  Octubre  de  1875). 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Real  orden  declarando  cancelados  los  expedientes  de  registro 
de  las  minas  La  Virgen  délos  Dolores  y  La  Fortuna. 

limo.  Sr.:  Visto  el  expediente  de  concesión  de  la  mina  El  BUlce 
Nombre  de  Jeeús^  sita  en  el  término  de  Mestansa,  provincia  de  Giadad- 
Real,asi  como  los  de  registro  titulados  La  Virgen  délos  Dolores  j  La 
FoHuna,  que  aspiran  al  terreno  comprendido  por  aquella: 

Considerando,  según  lo  establecido  en  el  art.  23  del  decreto-bases 
de  29  de  Diciembre  de  1868,  que  para  decretar  la  nulidad  ó  caducidad, 
7  otorgar  de  quoto  laá  concesiones  de  minas  adquiridas  con  arreglo  i 
las  disposiciones  de  aquel  deqreto,  deben  cumplirse  préyiamente  los  re* 
quisitos  exigidos  en  el  mismo  articulo,  y  efectuarse  la  nueva  adjudi- 
cación en  subasta  pública: 

Considerando  que  solo  puede  declararse  franco  y  registrable  ¿1  ter- 
reno de  estas  concesiones  cuando  no  hayan  dado  resultado  las  tres  su- 
bastas sucesivas  que  deben  verificarse  para  llevar  á  cabo  el  nuevo 
otorgamiento»  ya  sea  porque  el  concesionario  dejase  de  satisfacer  él 
canon  correspondiente,  ya  porque  le  conviniere  desistir  ó  abandonar 
la  mina:  '  t 

Y  considerando,  por  último,  que  hallándose  acogido  el  concesio- 
nario de  la  mina  El  Dulce  Nombre  de  Jesús  á  los  beneficios  del  expre- 
sado decreto-bases,  y  sujeto  por  tanto  á  las  cargas  y  prescripciones  del 
mismo,  no  podia  en  manera  alguna -ser  denunciada  la  mina,  n!  proce- 
dia  la  admisión  de  registros  con  tal  objeto,  si  bien  después  de  haber 
participado  su  desistimiento  debía  seguirse  la  tramitación  y  cumplirse 
los  requisitos  á  que  se  refiere  el  art.  .23  del  citado  decreto-bases; 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  6.),  oido  el  dictamen. de  la  Junta  superior  fa- 
cultativa de  minería,  y  de  acuerdo  con  el  emitido  por  la  Sección  de 
Fomentó  del  Consejo  de  Estado,  se  ha  servido  resolver  lo  siguiente: 
'  1.*  Anular  todo  lo  actuado  desde  la  presentación  del  registro  La 
Virgen  de  los  Dolores^  declarando  capcelado  este  expediente  y  el  titu- 
lado La  Fortuna. 

2.*  Ordenar,  con  respecto  al  de  concesión  de  la  mina  El  Dulcé 
Nombre  de  Jesús,  que  se  llenen  y  cúmplanlos  requisitos  prevenidos  eá 
el  expresado  art.  23  del  decreto-bases  de  29  de  Diciembre  de  4868. 
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V  S."*  Declarar  qoe  16  prescrito  eo  el  párrafo  coarto  de  este  art.  2S 
BO  es  obstáculo  para  el  cuknplimlento  de  lo  determinado  en  los  pái^rai 
fos  anteriores  dél  mismo«  no  etistieodd  contradiccioh  ó  antinoiúíd  en- 
tre sus  disposiciones^ 

Es  también  la  voluntad  de  S.  M.  que  esta  decisión  sirva  de  norma 
para  resolver  los  casos  análogos  que  puedan  presentarse  en  lo  suce 
sivo. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  I.  para  su  conocimiento  y  demás  efec» 
tos  oportunos.  Dios  guarde  á  Y.  I.  muehos  añosv  Uadrid  15  de  Novieok* 
br^  de  1875. 

Martin  de  Hereeha. 
Sr.  Director  general  de  Agricultara,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  de  W  de  Noviembre  de  1875  j. 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  no  há  lugar  al  recurso  de  casación  inr 
terpuesto  en  el  expediente  sobre  pago  de  maravedises  par 
la  Sociedad  minera  La  Esperanza . 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  15  de  Octubre  de  1875,  en  el  plei- 
to que  ante  Nos  pende  eo  yirtiid  de  recurso  de  casación  por  quebranta^ 
miento  de  forma,  seguido  ea  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  SaiM 
tander  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  deBdrgos  entre  D.  Juwt 
Manuel  Gutrerres  y  San  Juan,  I^.  José  Villegas  y  Dona  Francisca  Raer-* 
go,  viuda  de  D.  Felipe  Herrero,  y  D.  Manuel*  Pérez  del  Molino  sobif 
iMigo  de  maravedises: 

AesuUando  que,  fundados  en  cuatro  pagarés  expedidos  y  reconodr 
dos  por  Ik  Antonio  Martines  en  concepto  de  Administrador  Gerente  d^ 
la  Sociedad  minera  La  Esperanstüt  acudieron  en  18  de  Enero  de  1878 
los  referidos  Herreros,  Villegas  y  San  Juan,  repreaeoítados  por  d  Pro* 
curador  O.  Isidoro  Alonso,  después  de  haber  sido  protestados  por  el 
Gerente*  que  era  entonces  D.  Manuel  Pérez  del  Molino,  al  Juzgado  i$ 
primera  instancia  de  Santander  pidiendo  que  se  despachase  ejocucion 
contra  éste  por  la  cantidad  Hquida  de  2^.508  rs^  93  cents,  que  aqii^? 
líos  importaban,  sus  intereses  á  razoo  de  6  por  iOO  y  costas: 

Resultando  que  despachada  la  ejecución  y  decidido  un  incidente; en 
«1  cual  ^e  declaró  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  fui» 
la  citación  del  remate  se  entendiera  con  Pérez  del  Molino,  tüníco  Gof 
tentOid^  la  expresada  Sociedad,  asi  se  practicó,  y  oponiéndose  á  aque- 
lla entre  las  excepciones  que  ptopuso  lo  fueron  las  de  incompetencia 
de  jutísdiccion  y  falla  de  personalidad  en  los  ejecutantes»  la  piimera 


porque  éstos  reclamaron  los  mismos  créditos  en  el  Juzgado  de  Potes » 
ácuya  jurisdicción  estaban  tácitamente  sometidos  según  el  art.  4."  de. 
la  ley  de  En^uicioinieoto  civil  y  el  505  de  la  de  organización  del  poder 
judicial,  y  la  segunda  porque  la  muerte  de  D.  Joaquín  Fernandez  San^ 
ohei,  ocurrida  en2i  de  Setiembre  de  1872.  había  djsuélto  la  Sociedad 
mercantil  Fernandez  Villegas,  y  por  consiguiente  no  pudo  estorepre^ 
sentar  los  derechos  de  la  misma  ni  otorgar  válidamente  e)  poder  certi- 
ficado que  aparece  en  los  autos^  ni  menos  pudo  continuar  dejajodo  et 
difunto  hijos  menores  de  edad;  y  porque  no  habiendo  acreditado  pré^ 
tiamente  su  carácter  de  socio  gerente  de  dicha  Gompañfa,  la  represen^ 
tacion  del  Procurador  Alonso  adolecía  del  defecto'  comprendido  en  et 
párrafo  segundo  del  art.  237  de  la  referida  ley  de  Bnjuicia^iientoi 
civil: 

Resultando  que  "los  ejecutantes,  despuos  de  solicitar  que  se  senten- 
ciase el  pleito  de  remate,  alegaron  que  no  existen  faltas  de  personali- 
dad en  Villegas  ni  en  los  demás,  porque  la  de  aq.uel  estaba  terminan-» 
temente  sancionada  por  los  artículos  337  y  338.  del  vigente  Código  de 
Comercio,  y  la  desús  compañeros  no  podia  impugnarse  en  manera a|<» 
guna:  que  la  competencia  del  Juzgado  de  Santander  «ra  notoria,  por- 
que al  dirigirse  á  él  hablan  usado  de  su  legitimo  derecho  entablando 
una  acción  personal,  «n  atención  alo  dispuesto  en  el  párrafo  te^cerq 
del  articulo  5.*  de  la  última  ley  citada  y  en  el  caso  1."  del  308  de  Id 
'del  poder  judicial,  sin  que  tal  excepción  pudiera  estorbar  la  sentencia 
del  remate  por  no  estar  comprendida  en  el  963  de  aquella,  y  que  au^ 
supuesta  su  sumisión  á  otro  Juzgado,  tenían  derecho  incuestionable  i 
entablar  su  acción  en  el  de  Santander,  porque  la  que  fué  mal  prepara- 
da en  Potes  se  extinguió  cuando  se  denegó,  y  además  porque  entopce^ 
residia  en  Ordon  la  Gerencia  de  la  Sociedad  deudora  y  en  la  actualidad 
en  Santander,  cuyo  domicilio  ha  ido  buscando  sucesivamente: 
•  Resultando  qué  recibido  el  pleito  á  prueba^  aparece  de  la  practicadas 
á  instancia  de  la  ejecutada  que  en  22  de  Setiembre  de  1869  D.  José  Her- 
reros y  otros  acudieron  al  Juzgado  de  Potes  reclamando  los  mignioi| 
créditos,  y  que  les  fué  denegada  la  ejecución: 

.  Resultando  que,  esto  no  obstante,  el  Juez  de  Santander  en  21  de  No- 
viembre de  1874  dictó  sentencia  declarando  no  haber  lugar  á  las  pren 
tensiones  y  excepciones  formuladas  por  el.  Gerente  de  la  Sociedad  de- 
mandada, D.  Manuel  Pérez  del  Molino,  eu  su  escrito  de  oposicioOi  y 
fue  por  el  contrario,  habia  lugar  á  pronunciar  sentencia  de  remate;  J 
en  su  consecuencia  mandó  seguir  la  ejecución  adelante  contra  los  bie- 
nes de  la  Sociedad  minera  titulada  La  Esperanza  por  la  cantidad  da 
226.508  reales  93  céntimos^  ó  sean  56.627  pesetas  23  céntiaK>s,  tecla^ 
mados  por  D.  Juan.Manuel  Gutiérrez  San  Juan,  D.  José  Villegas  Calde-* 
TOO  y  D.  Felipe  Herrero  y  Lanza,  con  mi»  los-  intereses  legales  de  un 
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^  por  100  desde  que  tuvieron  lugar  los  protestos  de  los  pagarés,  cob- 
tas  causadas  y  qu6  se  cansen  y  hacer  trance  y  remate  de  dichos  bienes 
hasta  el  completo  pago  y  reintegro  del  principal,  réditos  y  costas  men- 
cionadas; todo  lo  cual  fué  confirmado  con  las  costas  por  sentencia  qae 
pronunció  la  Sala  délo  civil  de  la  Audiencia  de  Bdrgos  en  i8  de  Mar*» 
zo  último: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  recurso  de  casacioa 
por  quebrantamiento  de  forma  D.  Manuel  Pérez  del  Molino,  fundándo- 
le en  los  casos  2.*  y  6.°  del  art.  5."  de  la  ley  provisional  sobre  reforma 
de  la  casación  civil,  que  se  hallaban  infringidos  por  haber  reconocido 
la  personalidad  de  D.  José  Villegas,  que  no  la  tiene  legalmente  acredi- 
tada en  estos  autos,  y  por  admitir  la  competencia  del  Juzgado  de  San- 
tander, cuando  en  el  mismo  pleito  los  ejecutantes  se  hablan  sometido 
á  la  jurisdicción  del  de  Potes: 

Resudando  que  admitido  el  recurso*  previo  el  depósito  establecida 
por  la  ley,  y  remitidos  los  autos  á  este  Tribunal  Sopremo  con  las  de- 
bidas citaciones,  se  ha  sustanciado  en  el  mismo  en  la  forma  que  aque-* 
lia  prescribe: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alberto  Santfas: 

Considerando  que,  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  casos  2."  y  6/  del 
art.  5/  de  la  ley  provisional  sobre  reforma  de  la  casación  civil,  única- 
mente procede  al  recurso  por  quebrantamiento  de  forma  por  la  falta  de 
personalidad  en  alguna  de  las  partes,  ó  en  el  Procurador  que  le  haya 
representado,  y  por  la  incompetencia  de  jurisdicción  cuando  este  punto 
no  haya  sido  resuelto  por  el  Tribunal  Supremo: 

Considerando,  en  cuanto  al  primer  motivo  del  recurso  por  que* 
bra<ntamiento  de  forma  interpuesto  por  D.  Manuel  Pérez  del  Molino, 
que  no  es  procedente,  porque  la  personalidad  del  Procurador  D.  Is:do« 
ro  Alonso,  como  apoderado  de  D.  José  Villegas  Calderón,  y  la  de  éste, 
en  concepto  de  Gerente  de  la  Sociedad  mercantil  Femandes  y  Vi/le- 
gas,  sustituido  además  en  los  derechos  de  los  herederos  de  D.  Joaquín 
Fernandez,  se  hallaba  legitimada  en  autos,  en  virtud  de  las  disposicio- 
nes de  los  artículos  337  y  338  del  Código  de  Comercio,  que  facultan  al 
socio  Administrador  de  una  Compañía  disuelta  para  que  pueda,  cuándo 
no  hay  oposición  por  alguno  de  los  individuos  que  la  componeh,  con* 
iinuar  y  concluir  los  asunto»  que  quedaron  pendientes  á  su  termina-* 
clon,  cuyo  carácter  revestía  Villegas,  según  aparece  por  la  escritura  de 
fundación  de  dicha  Sociedad;  y  que  por  otra  escritura  Doña  Marcelina 
Avesturi,  viuda  de  D.  Joaquín  Fernandez,  competentemente  autoriza- 
da por  él  testamento  de  éste«  renunció  por  sí  y  á  nombre  de  sus  hijos 
menores  en  favor  del  repetido  Villegas  cuantos  derechos  y  acciones  pu- 
dieran corresponderles  en  la  mencionada  Sociedad: 

Considerando,  respecto  del  segundo  motivo  del  mismo  recurso,  que 
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tampoco  es  prQcedeof emporqué  aun  caando  se  hubiese  intentado  bt 
misma  acción  en  el  Juzgado  de  PoXm  aiites  que  en  el  de  Santander,  no 
habiéndose  decretado  la  ejecución  á  que  se  referia,  y  aquietados  loa 
interesados  con  esta  providencia,  quedó  completamente  terminado  el- 
juicio  intentado  por  Gutiérrez  San  Juan  y  demás  ejecutantes,  pero  na 
imposibilitadoa éstos  del  derecho  de  renovarlo  aun  en  distinto  Triba- 
nalsi  éste  era  competente,  y  al  de  Santander  no  puede  negársele  estar 
circunstancia,  puesto  que  se  halla  acreditado  en  autos  que  la  Sociedad- 
minera  La '  Esperanza  está  establecida  en  dicha  ciudad,  y  en  ella  re» 
8ide  también  su  Administrador  Gerente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
carso  que  por  queb.rantamiento  de  forma  ioterpuso  contra  la  sentencia 
de  i  8  de  Marzo  último  el  expresado  D.  Bfanuel  Pérez  del  Molino,  á 
quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito,  queso 
distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audien» 
cia  de  Burgos  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  eh  la  Gaceta  ofi» 
cial,  y  se  insertará  ásu  tiempo  en  la  Col&:cion  legislativaf  sacándose 
para  ello  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma - 
mos.==José  María  Herreros  de  Tejada.=Hilario  de  lgon.=Ignacio  Viei- 
te8.=Manuel  Almenad  y  Mora.=Luis  Vázquez  Mondragon.rzAlberto- 
SanUas.=Joaquin  José  Cervino. 

Publicación.  =:Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Alberto  Santias,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo*  ce* 
¡obrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera  del  mismo  en  el  dia  de^ 
boy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  15  de  Oeta- 
bre  de  i875.=Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

(Gaceta  de  i.**  de  Diciembre  de  1875.) 


Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  Director  gerente  de  la  Sociedad  minera 
La  Esperanza  sobre  pago  de  pesetas. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  8  de  Noviembre  de  1875,  en  los^^ 
autos  pendientes  ante  Nos  á  virtud  del  recurso  de  casación  que  por 
quebrantamiento  de  forma  interpuso  D.  Manuel  Pérez  del  Molino,  cO*» 
mo  Director  gerente  de  la  Sociedad  minera  titulada  La  Esperanza^. 
contraía  sentencia  dictada  en  5  de  Abril  último  por  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Burgos  en  los  ejecutivos  seguidos  contra  el  mismo 
á  instancia  de  D.  Gabriel  de  Cué  y  Escanden  sobre  pago  de  pesetas: 

Resultando  que  en  31  de  Julio  de  1869  D.  Antonio  Martínez,  Admi* 
nistrador  gerente  de  la  Sociedad  La  Esperanza^  firmó  nn  documento' 
privado  en  Urdan,  mandando  que  el  Administrador  ó  encargado  de  los- 
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fdodx^s  de  dicha  Sociedad  pagase  á  D.  GaMel  Gué,  Tecino  de  la  Her* 
0ida^  54.470  ts.  54  cents,  de  los  qae  la  misma  le  era  en  deber  por  los 
conceptos  qae  expresa;  y  (¡ae  en  4  de  Junio  de  4 872^  reconoció  él  Mar« 
tinez  el  expresado  documento  como  legitimo  ante  el  Juzgado  de  prime- 
ra instancia  de  Santander,  manifestando  que  antes  de  snscribirlo  pra(K 
tico  la  liquidación  oportuna  con  Goé,  al  que  debió  abonarse  su  impoi^ 
te  á  los  pocos  dias  de  firmado,  bien  en  Ordan  ó  Santander,  á  eleccioa 
del  tenedor,  por  el  declarante  en  la  representación  que  obtenía  yerbal-' 
mente,  mediante  haberse  creído  innecesario  sentarlo  en  el  documento: 

Resultando  que  en  el  dia  44  del  propio  mes  y  año  presentó  D.  6a ^ 
-bril  Gué  demanda  ejecutiva  en  el  mismo  Juzgado,  pidiendo  se  despa- 
chase mandamiento  de  ejecución  contra  los  bienes  de  la  Sociedad  La 
Ésperanta,  por  la  cantidad  antes  referida,  que  le  era  en  deber,  coQ^ 
más  los  réditos  legales,  á  contar  de^e  les  40  dias  siguientes  á  la  fecht 
del  documento,  y  en  las  costas,  y  que  se  librase  exhorto  para  hacer  el 
requerimiento  y  consiguiente  embargo  á  D.  José  Luis  Retortillo,  en 
^ quien  habia  recaído  después  el  cargo  de  Gerente  de  la  Sociedad: 

Resultando  que  deferido  á  ellq  y  hecha  la  citación  por  cédula  em* 
bargando  los  bienes  que  designó  el  ejecutante,  D.  Manuel  Pérez  del 
Molino  propuso  contra  él  demanda  sobre  cumplimiento  de  un  contrato* 
solicitando  se  acumulase  á  la  de  que  se  trata,  á  qué  se  declaró  no  ha- 
ber lugar,  con  las  costas;  cuya  resolución  fuó  confirmada  por  la  Supe- 
rioridad: 

-  Resultando  que  seguido  pleito  en  dicho  Juzgado  entre  D.  Manad 
Pérez  del  Molino,  como  Director  Gerente  de  la  Sociedad  minera  La  Bg' 
pBtánzaj  D.  Felipe  Herrero  Lanza  y  otros  sobre  Tarios  particulares,  y 
remitido  á  la  Audiencia,  se  declaró  por  sentencia  de  SO  de  Abril  de 
4874  que  el  primero  era  entonces  único  Administrador  Gerente  de  la 
Sociedad,  con  aptitud  y  legítima,  capacidad  para  representarla  en  aque- 
llos autos;  y  que  por  fanto,  con  él  y  no  con  D.  José  Luis  Re^ortillo  de« 
bia  entenderse  la  citación  que  se  solicitaba: 

Resultando  que  á  su  rirtud,  y  acreditando  dicho  extremo,  presentó 
escrito  D.  Manuel  Pérez  del  Molino  en  los  autos  ejecutivos  diciendo 
que  la  ejecución  despachada  partía  de  un  vicio  de  nulidad,  por  haber- 
se entendido  las  actuaciones  con  Retortillo,  que  no  era  Gerente  ni  aun. 
accionista  de  la  Sociedad;  pidiendo  se  le  tuviese  por  parte  en  ellos,  y 
por  opuesto  á  dicha  ejecución,  que  se  entendiese  con  él  la  citación  de 
remate  y  se  le  entregase  lo  obrado  para  alegar  de  su  derecho,  reser- 
yándole  la  acción  de  daños  por  los  embargos  causados: 

J^ultando  que  el  Juez  decretó  que  la  ejecución  librada  contra  Re«. 
torlíllo  se  entendiese  únicamente  con  D.  Manuel  Pérez  del  Malino,  al 
<|uese  requiriese  de  pago  por  si  le  convenia  librarse  del  embargo,  rati-t 
fleAndolo  0i  no  satisfacía  y  cit&ndole  de  remate: 
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Resaltando  que  ejecutado  asf  y  entregádole  los  autos,  dijo  que. todo 
lo  actuado  era  nulo  por  haberse  enteudido  coa  una  personalidad  ex- 
traña á  los  intereses  de  la  Sociedad^  como  debía  declararse  desde  el 
folio  19,  con  imposición  de  costas  al  ejecutante,  y  que  en  último,  caso 
ae  declarara  no  haber  lugar  á  sentenciar  la  eausa  de  remate,  con  alza* 
miento  de  embargos;  proponiendo,  con  arrieglo  á  lo  dispuesto  en  el  ar* 
jUculo  962  de  la  ley  noyisima  de  Enjuiciamiento  ciril,  la  excepción  de 
jaoyacion  de  contrato  hecha,  por.es(;rituras  de  14  de  Setiembre  de  iB69 
9.  io  y  30  de  Marzo  de  187^: 

Resultando  que  el  actor  contradijo  los  asertos  expuestos  de  contra- 
óq,  insistiendo  en  sus  solicitudes:  y  ¡recibidos  los  autos  á  prueba,  pre» 
sentó  D.  Manuel  Pérez  del  Moliop  una  carta  suscrita  por  D.  Gabriel  Gue 
en  el  pueblo  déla  Hermida,  á  17  de  Junio  de  1873,  dirigida  i  D.  Mi- 
guel Fernandez,  diciéadole:  «Quedo  enterado  en  la  que  V.  me  ha  remi- 
tido de  Molino,  y  le  doy  á  V.  las  más  expresiTas  gracias  por  su  buen  de- 
aeo;  yo  por  mi  parte  estoy  conforme  en  tomar,  aunque  no  sea  más  que 
£l  20  por  100  á  buena  cuenta;  y  sin  otro  particular,  yea  en  que  puede 
serTíráV.» 

Resultando  que  D.  Gabriel  Gué  reconoció  como  suya  y  escrita  de  su 
^u2o  y  letra  dicha  carta,  y  D.  Miguel  Fernandez  Campillo  aseguró  que 
0Í  mismo  le  busóó  para  que  sirviera  de  empeño  con  D.  Manuel  Pérez 
del  Molino,  á  fin  de  que  le  atendiese  en  el  pago  de  su  crédito,  y  en 
efecto  dijo  le  pagaría  á  buena  cuenta  el  20  por  100,  cuya  carta  entregó 
á  Gué«  y  éste  le  dio  por  conte9tacion  la  antes  referida;  sabiendo  que  fué 
á  Potes  cuando  se  celebraba  una  junta  para  garantizar  y  pagar  dicho 
30  por  100,  retirándose  sin  otra  razón  que  algunos  consejos  que  alli  le 
dieron  para  que  no  aceptase  lo  propuesto;  cuyo  particular  aseyeraron 
igualmente  otros  tres  testigos,  añadiendo  que  se  retiró  de  la  junta  por 
llegar  á  su  noticia  que  se  habla  yerifleado.  un  cambio  en  la  Gerencia 
de  la  Sociedad,  diciendo  que  á  Molino  le  sustituía  D.  Antonio  Martinez 
j6  Retortillo,  y  que  cualquiera  de  ellos  ibaá  pagar  á  los  acreedores  al 
-contado  sus  créditos: 

Resultando  que  en  parte  de  la  prueba  del  ejecutado  se  compulsó  una 
escritura  otorgada  en  la  yilla  de  Potes  á  14  de  Setiembre  de  1869  entre 
D.  Felipe  Herrero,  D.  Raimundo  Valcárcel,  D.  Gabriel  Gué  y  el  Licen- 
ciado D.  Pablo  de  las  Gueyas  de  una  parte,  y  de  otra  D.  Antonio  Martí- 
nez, Gerente  que  habia  sido  de  la  Sociedad  minera  La  Esperanza;  en 
la  cual  expresaron  que  mientras  el  último  desempeñó  dicho  cargo  y 
por* cuenta  de  la  Sociedad  se  hicieron  trabajos  y  suministraron  artícu- 
los de  consumo  que  se  les  estaban  adeudando;  y  después  de  practicar 
Ana  liquidación  con  cada  uno  de  ellos,  les  entregó  pagarés  de  su  valor, 
'Siendo  el  de  Gué  de  5.417  escudos  51  milésimas,  fechado  á  su  orden  en 
^1  de  Julio;  más  negádose  luego  al  pago  por  haberse  conferido  la  Ge- 
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réneiade^la  Sociedad  áPereai  del  Müliúo  7  correápofoderle  satis  Acer 
7d&  créditos,  porque  dirigía  los  tralMijos  y  disponía  del  mineral,  á  pe**^ 
tkitdn  de  los  oti^mos  les  recoooció  sus  críéditos  como  legi timos*  y  cier^ 
tas  1a8  deudas,  cuyos  plazos  estaban  i^eircidos,  para  que  pudiesen  ustfr 
dl^su  derecho  co^oties  convfnle^eí 

Resnltando  que  dicfaos  acreedores' y  aebmpañando  copia  de  la  e9«> 
'cHttt¥a  aol^  citada,  propusieron  demanda  ejecutiva  en  el  Juzgado  dé 
Pbles  con  trae)  Gerente  déla  So^éiedad,  0.  Manuel  Peréz  del'lfoHnéjeá 
fuerza  de  los  documentos  que  presentaron»,  y  el  luez,  por  auto  dé" 25 
de  Setiembire,  mediante  que  el  crédito  provenia  dé  tíe&ipo  en  que'  ft^é 
Oetieirte  D.  Antonio  Martínez;  cuyos  actos  debieron  ser  aprobados  por 
la^  Sociedad  y  no  por  él  mismo,  á  menos  que  sus  poderes  fuesen  laa 
amplísimos,  lo  que  no  resultaba,  dando  lugar  á  soát)echar  que  la  estif^ 
tura  de  reconocimiento  era  tal  vez  simulada  eo^rte  ó  en  el  todo:  qú% 
elacttral  Gerente  no  debia  responder  ejecutivaáiente  del  anterior  Már^ 
tinez,  y  por  otras  razones  que  expuso,  declaró  no  haber  lugar,  con  las 
'e^taa,  á  despachar  la  ejecución,  y  que  cada  uno  de  los  acreedores  po* 
diausar  desu  derecho  si  le  conviniese  enjuicio  correspondiente: 

Resultando  que  en  20  de  Marzo  dé  4*89^2  se  otofg<S  escritura  en  la  villa 
üe  P^t^spot  D.  Antonio  Vaz(foéz  Bdgi,  Oficial  de  la  Sfycieáhí  LafEspúk^ 
ran%a^  y  D.  Guillermo  Kohter  y  Sürith,  Ingeniero  y  representante  dé  lit 
Empresa  de  minas  nombrada  Vfé/a  Montañesa^  en  la  cual  m'anifesta^ 
i^n  que  tratando  la  pritnera  de  reconocer  los  créditos  legitimes  que  pe^ 
sabati  sobre  ella  y  quteno  había  podido  satisfacer,  t)  revocó  unaTeuniOB 
para  que  los  que  se  cotisiderasen  tales  acreedores  hfcieran  sus  reda^ 
tbaciones  para  su  aprecio  y  deliberar  sobre  su  pago,  presentándose  It^ 
sujetos  y  por  las  cantidades  qde  se  enuniíeran,  y  se  fijaron  las  bi^éa 
para  el  reeonü5CÍ miento  de  los  erédüos^ 

Resultando  que  en  .el  dia  30  se  otorgó  o^tra  esoritura^  por  la  eud 
d.  Pablo  de  las  Cuevas  por  9.469  rs.,  D.  Felipe  Herrero,  representa tff^ 
de  D.  Gabriel  Gué,  por  54.790,  y  diferentes  cantidades  por  otros  snjé^ 
toSy  aceptaron  por  sí  y  á  nombre  de  sus  representados  el  convenio  y 
bases  consignadas  en  el  acta  notarial  referida,  quedando  obligados  á 
sn  eunorplimiento  con  arreglo  á  las  léfyes: 

Resultando  de  autos  ejecntivos  seguidos  en  el  Juzgado  de  Santaá*« 
der,  á  instancia  deD.  Felipe  Herrero^D.  J^san  Manuel  Gutiérrez  de  San 
Juan,  y  otro  contra  la  Sociedad  La  Esperanza^  qne  se  presentaron  ^aw 
ríos  recibos  que  fueron  reconocidos  por  D.  Manuel  Diego  Madrazo  y 
otros,  según  los  cuales  se  les  pagaron  451.725  reales  y  céntimos:  y  una 
esdrivuva  de  carta  de  pago  otcKrgada  por  el  mismo  Madrazo  por  3f.8ft0 
reales  60  céntimos,  cufo  p^go,  asi  como  los  anteriores,  losltizola  Vié^ 
ja  Montañesa  por  cuenta  de  la  Sodefdad  La  Eífp^ansa  en  30  de  Julll) 
de  1873  y  30  de  Abril  de  1874: 
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RespUftDdo  que  con  mérito  á  todo  dictó  sentencia  flinezde  primea*' 
ra  instancia  en  21  deJDicieoibre  último,  declarando  no  haber  lugar  á- 
extimar  las  excepciones  propuestos  por  Pérez  del  Molino  ni  sus  pre- 
teisionee;  mandando  seguir   la  ejecucioa^adelante  por  la  cantidad  dei 
5irl70  rs.  51:  céols.  porque  se  despachó;  costas  causadas  y  que  se  cau- 
saren, y  hacer  trance  y* remate  en  los  bienes  embargados  á  la  Sociedad 
La  Esperanza  hasta  su  efectiTO  reintegro: 

Resultando  que  remitidos  ios  autos  á  U  Audiencia  de  Burgos  á  vir* 
tid  de  la  apelación  interpuesta  por  Pérez  del  Molino,  y  sustanciada  U 
instaneia,  dictó; sentencia  la  Sala  de  justicia  de  la  misma  en  5  de  AbríL 
del  cotriente  año  confirmando  con  costas  la  apelada: 

Resultando  que  contra  ella  interpuso  el  mismo  Pérez  del  Molino 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de.  las  formas  del  juicio  ea 
los  casos  1."  y  6.*  del  art.  5.*  de  la  ley  provisional  sobre  reforma  déla» 
casación  civil,  fundado  en  que  la  demanda  ejecutiva  se  propuso  y  se 
eslimó  contra  D.  José  Luis  Retortillo  en  concepto  de  Director  Gerenta': 
de  la  Sociedad  La  Esperanza,  y  habiendo  acreditado  el  recurrente  quor-. 
él  y  no  aquel  era  tal  Director,  pidiendo  por  ello- la  nulidad  de  lo  actuáis 
do,  en  vez  de  declararlo  así,  con  las  costas  á  cargo  del  ejecutante,  aef 
dijo  se  entendiera  contra  él  la  ejecución  despachada;  por  lo  que  pro- 
testó en  todos  sus  escritos  contra  dicha  forma  de  procedimiento:  en 
que  habia  incompetencia  de  jurisdicción,  porque  D.  Gabriel  Gué  pro- 
púsola demanda  ejecutiva^  poifla  misma  canticíad'que  habia  sido  objeto 
de  este  procedimiento  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Potes,  el 
C8»l>d»elM(éf  no  haber  «higaft,  con  las  costas,  á  despachac  la  e^oooitmA 
soUcitada.  cpo.t,i:|'>Pci;e;(^  delNoUao;  y  i^ot obstante  haber  reconocida  e«ta 
jijjrisdiccion  y  sja  cooapeten  cia,  se  bAbji^  bocho  caso  omiso  de  uuQ^sita* 
do  legal  tan  respetable  y  tan  firme: 

Resultando  que  admitido  el"  recurso  y  remitidos  los  autos  origina- 
lea  Aeate  Tribunal  Suprepe»^  se  lesiha' dado  la  tramitación  marci^jda 
por  la.  ley: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  José  Cervino: 

CMsideraudo  que  la  primera  de  las  caosafs  con^ireqdidas  en  el  ar*< 
ticulo  5.*  de  la  ley  sobre,  reforma  de  la  casación  civil  es  U  falta  deeoví^ 
¡danaoiieftto,  que  en  el  presente  caso  no  es  admisible,  porque  el  mismo 
rejEiM^aente,  y  á  su  propia  iostancia,  fué  requerido  de  pago  en  estoa- 
autos,  citado  y  emplazada  ep  forma:/   . 

Goosiderando  que  tampoco  es^  admisible  la  sexta  de  las  causas  del 
articulo  citado,  que  también  se  invoca,  porque  el  Juzgado  de  Santaati 
der  era  competente  para  eeneeer  de  la  ejecución  entablada  por  Cué  y 
Eacandon  con  dodimentodielinto,  cjual  fué  el  pagaré  especial  suyo,  y 
no  la  escritura  que  antes  se  habia  presentado  en  el  Juzgado  de  Potes», 
ponser  el  referido  de  Santander  el  de  la  Sociedad  demandada*  y  por 
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haberse  reservado  ei  ejedntante  la  facultad  de  utilizar  su  aocioo  ante 
eéte  último;  ^ 

Fallamos  que  debemos^  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re« 
tntso  de  casación  en  la  forma  ioteotado  contra  la  sentencia'  de  5  de 
Abril  último  por  D.  Manuel  Pérez  del  Molino,  á  quien  condenamos 
en  las  cestas^  y  á  la  pérdida  del  depósito  de  500  pesetas,  al  que  seda- 
rá el  destino  legal  correspondiente;  y  devuélvanse  estos  autos  á  la  Au«- 
diencia  de  Burgos  para  lo  que  en  derecho  corresponda. 

Por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  en  la 
Colección  logislativa^  con  arreglo  á  la  ley,  y  expidiéndose  para  ello 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=rTo- 
niás  fiuet.=José  María  Herreros  de  Tejada.zslgnacio*  Vieites.=rAntonio 
Valdés-s-Luis  Vázquez  Mondragoo.=Alberto  Santias.s Joaquín  José 
Cervino. 

Publicación. =Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Joaquín  José  Cervino,  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
mo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que  certifico  co- 
mo Secretario  Relator  en  Madrid  á  8  de  Noviembre  de  i875.=:Enriqn6 
Medina. 

(Oaceta  de  i.*  de  íHciembre  de  i875j. 


CONSEJO  DE  ESTADO. 


Citaciones  para  que  en  fl  término  de  nueve  diae  comparezcan 
los  que  tienen  reclamados  contra  la  cancelación  de  los  ex*- 
pedientes  de  las  minas  Segundo  San  Nicolás,  Segundo  San 
Miguel,  Segunda  Española  y  Segunda  Cordobesa. 

Ignorándose  el  domicilio  de  D.  Tomás  de  Torre  y  Pablo,  á  instan- 
cia del  cual  pende  demanda  ante  este  Consejo  pidiendo  la  revocación 
de  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  29  de  Julio 
último,  que  declaró  cancelado  el  expediente  de  la  mina  titulada  Según* 
do  San  Nicolás^  la  Sección  de  lo  Contencioso  ha  acordado  se  le  cite  y 
emplace  por  medio  del  presente  para  que  en  el  término  de  nueve  dias 
comparezca  ante  esta  Secretaría  general  por  si  ó  por  medio  de  apode- 
rado; bajo  apercibimiento  del  perjuicio  á  que  hubiere  lugar. 

Madrid  25 de  Noviembre  de  1875.=El  Secretario  general,  Pedro  de 
Madrazo. 


Ignorándose  el  domicilio  de  D.  Tomás  de  Torre  y  Pablo,  á  instancia 
del  cual  pende  demanda  ante  este  Consejo  pidiéndola  revocación  de  la 
Real  érden  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  29  de  Julio  últi- 
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mo,  que  declaró  eaocelado  el  expediente  de  la  mioa' titulada  Seffuhd^ 
SanMíffuelt  la  Seccien  de  lo  Con.teacioso  ha  acordado  se  le  cite  y  eio* 
plac^  por  medio  del  presente  para  que  en  el  término  de  mieye  días 
comparezca  ante  esta  Secretaría  general  por  si  6  por  medio  de  apode- 
rado: bajo  apercibimiento  del  perjuicio  á  qae  hubiere  logar. 

Madrid  25  de  Noviembre  de  4875.s=:El  Secretario  general,  Pedro  á% 
Hadrazo. 


Ignorándose  el  domicilio  de  D.  Tomás  de  Torre  y  Pablo,  á  Instaneiii 
del  cual  pende  demanda  ante  este  Consejo  pidiendo  la  revocapionda 
la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  29  de  Julio  úl- 
timo, que  declaró  cancelado  el  expediente  déla  mina  titulada ^^^undCjíi 
Española,  la  Sección  de  lo  Contencioso  ha  acordado  se  le  cite  y  ^m- 
pl^ce  por  medio  del  presente  para  que  en  el  término  de  nueye  dias 
comparezca  ante  esta  Secretaria  general  por  si  ó  por  medio  de  apod0- 
rado;  bajo  apercibimiento  del  perjuicio  á  que  hubiere  logar. 

Madrid  25  de  Noviembre  de  i875.=£l  Secretario  general,  Pedro  de 

Madrazo. 

{Gaceta  de  A  de  Diciembre  de  1875^. 


Ignorándose  el  domicilio,  de  D.  Tomás  de  Torre  y  Pablo,  á  instan» 
cia  del  cual  pende  demanda  ante  este  Consejo  pidiendo  la  revocación 
,de  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  29  de  Julio 
último,  que  declaró  cancelado  el  expediente  de  la  mina  titulada  «S^uii- 
da  Cordobesa,  la  Sección  de  lo  Contencioso  ha  acordado  se  le  cite  y 
•e9iplace  por  medio  del  presente  para  que  en  el  término  de  nueve,  diaa 
comparezca  ante  esta  Secretaria  general  por  si  ó  por  medio  de  apode- 
rado; bajo  apercibimiento  del  perjuicio  á  que  hubiere  lugar. 

Madrid  25  4e  Noviembre  de  1875.=El  Secretario  general,  Pedro  de 

Madrazo.        '     \ 

{Gaceta  deS  de  Diciembre  de  1875). 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Reales  Órdenes. 

Resoltudon  en  la  demanda  interpuesta  contra  la  arden  que  der 
claró  fenecido  y  sin  curso  el  expediente  de  registro  de  la  mí- 
na  Guillermo. 

Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo .  Contencioso  de  eee  alto  Cuerpo  ha  con- 
sultado  á  este  Ministerio  con  fecha  ii  del  actual,  lo  siguiente: 

^xcmo.  Sr.:  La  Sala,  de  lo  Contencio&o  ha  examinado  la  demanda 
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(Ouya  copia  se  acompaña,  ÍDterpuestá:por'«l  Licenciado  D.  losé'^refa^ 
■M  y  Dodero,  en  nombre  de  D.  Joa^u^Q  Valiente^  tontra  la  ^«dte  úA 
PuÉsideale  del  Poder  BJeeutiiFo  de  la  República,  comuoieada  por  9I  Mfh 
wterio  de  Fomento  coo  fecha  ^  de  Diciembre  de  1874,  poT^lai  cfvai'Be 
confirma  el  decr^  del  Gobernador  de  Murcia  que  declara  fénécidvy 
tfin  curso  el  expediente  de  registro  dé  la  mida  titulada  Gmlkrmé>f  ad- 
mitiendo el  de  igual  clase  nominado  Fulton, 

Resulta  de  sus  antecedentes  que  eo  ti  dCSetiembre  de  i872  solici- 
té D.  Joaquín  Valiente  éel'GotféTntidt>r  de  ^Murcia  12  peHenen^ltts  de 
mineral  de  hierro  con  el  nombre  de  6tet7/ermo,  en  't'éridi^o'de%la]^l!K^ 
gena,  paraje  conocido  por  Vertientes  de  Oabeto  de4as'Reatafs,'h^c9eli^ 
^  la  designación  debida,  la  que  am|flfó  éfo  31  de'Didembre  d^l  ttild^ 

Que  hecha  la  publicación  de  este  regiltró  ^n  el  'BoleHn  de  la  pto* 
'Vinciadel  dia  13  de  Febréh)  de'1873,'7  siu  que  aparezca -se  httbieséh 
▼erificado  las  demás  diligietícias  de  aníuncio  en  el  pueblo  donde  taditta- 
^  él  registro,  recurrió  él  registrador  al  Gobierno  de  la  provincia  en 
24  de  Marzo  siguiente  solicitando  la  demarcación  dé  la  mina,  habiéih- 
dose  remiCído  con  este  fin  ál  Ingeniero  Tefe  del  distrito  el  expediente 
respectivo,  el  cual  fué  devuelto  por  dicho  Jefe  en  28  de  Enero  de  1874 
^ti'faahér  verificado  la  operación,  por  haberla  tedamadoel  GólüESrna- 
«tidl-ibivil. 

Que  en 90 dé  Noviembre  d«l  mislho'afio  de  1873  el registradordé^hi 
-íeátíei^OüUlérmo  ^  ñcuáió  á  la  éxpneíisada  Autoridad  ptoteataudo  com^ 
Valborosidad  de  la  Administración,  ^n  vista  del  retraso  iqüB  redia'  étt^ 
#iéiido  el«^pedredt«  d^  registro  que  tenia  promovido,  '7  paraeonüt 
*h]f8  perjuicios  (jfüe  pudierab  irrogársele. 

Que  en  SO-'de  Octubre  de  1873  presentó  D.  Gttoofilo  Grotisellé  al  Gof* 
^ernteder  delffufcfa  una  soficitud  de  registro,  con'el  némbre  de  FfAlon, 
con  los  mismos  linderos  y  designación  que  el  registro  hecho  éMeri^olN 
mente  con  el  titulo  de  Gutllermo,  pidiendo  la  cancelación  de  éste  por 
faltas  cometidas  según  el  ^irt.  45  de 4as -bases  de  29  de  Diciembre  de 
1868  y  disposición  dé4it0asHta He  laá  ^géae^ales  flet  reglamento'  del 
mismo  año: 

Que  en  virtud  de  la  expresada  solicitud  y  examinados  los  expedien» 
tes  de  los  registros  pretendidos,  el  Gobernador  dictó  su  acuerdo  de  22 
-de'Afajñttde  ld74^;por  lel  quedeolaré>iéiieelito7i6i6  e^vao  el  0X)p»diialle 
GuiHermo,  ^admitiendo  el  rtgisiro' titulado.  Acllaii,  ih«biéQdoaev«iHM>Ia- 
do  por  el  registrador  de  la  mina  GuiUermo  recurso  de  alzada  contra  él 
referido  acuerdo  para  ante  el  Ministerio  de  Fomento,  solicitando  su  re- 
vocación; y  nida  'fo  Junta  superior  fareulfai^Vadel  ramo  y  el  Wet^cia* 
do  de  Minas  de  ese  Ministerio  sedi<étó  pofel  Presidente  del  Poder  ^^e*» 
Wtífo  de  la  República  la  orden  de224e  Dicienibte  de  1874,  por  la  que 


y,<;iu4i,n^e^Q.lo  .<^(e|:fiiQa4o.ea.el  .arJfc.iS  de  J^  1^^ ^|;fsp^4fl9f 
d^  ^^áe  Diciembre  dgÍ8d8  y  en  la  décimasexta  disposición  de  las  (^e- 
bórales  que  comprende  él  reglamento  de  odíneria  vigente,  se  confirmó 
«1  decreto  del  Gobernador  de  22  de  Mayo  de  1974.  'porsér  estrictamen- 
tf. tegah;  y  qóecootra  la.  expresada  orden,  se  ha  p^on^oyido  demaiida 
.  contenciosa  aí^ie  este  consejo  por  el- Licenciado  H.  José  P^afwo  y  Po* 
dero,  en  > representación  del  registrador  ide  la  mina  Guillermo,  0.  Joa- 
^uúi  Val|eot0,  pidiendo  «a  consalle  en  su  diala  .revocación  de  lae^r 
presada <^rdan, y  apoyándola  procedencif  deia  via  contenciosa, paca ,^) 
r^qur^  entablado  en. el. artícolq  89dela  ley  de  4  dQjtfarzo  de4809. 

.  Vistos  esto;»  antecedentes: 

» Cojo^i/iecai^o^ae el  oaso  comprendido  en  la  demanda  pcomovida 
l^n  nombre  del  registrador  de  la  mina  Guülermo  no  se  baila  .entre  JÍ9i9 
1|03 , taxativamente  determioa  el  articulo  89  de  la  ley^ni  tajnpoco  ea 
los  designados  en  el  86  del  reglaqiento  vigente  de  mipería; 

.  .Y  co/isiderando  .p9r  ol,ra  ¿pqrte  qyie  la  resolución  administrativit^que 
lu^  dadp  causa  á  la  referida  demanda  qo  tiene  el  carácter  de  deñnitiyit 
ftaQm^^o  4ios,de];acbpa,4el  demandante  se  refíece,  puesto Jiue  éstOc^a 
l)aÚa  en  aptitud  de  reclamar  en  la  vía  gubernativ.a  contra  todos  los^aetr 
tQs  de  la.  Admini^tMCion  que  tiendan  á  conq^eder  la  propiedad ,^e  la  mi* 
jifií  bullón;  podiendo,  por  lo  tanto,  obtener  el  día  que  se  resuelva  deft- 
Ditivamente  el  expediente  de  registro  de  la  expresada  mina  el  r^cono- 
s^ietnlQ\á9  ;fa<derec|\o  iálaconaesion  de  la  que  tenia  registrada  ante* 
x^rmep^  con  ei  título  de  Guülermo,  quedándole  expedito,  en  el  caso 
j^gpeno.le-luere  reconocido,  el  recurso  contencioso-admioistrativQ 
fB^  boj  ha  promovido,  sin. fundamento  legal; 

,|^a  Sala.de  Ip  GQntanciosp,do  conformidad  9on  el  dictamen  emitido 
I^r,el  Fiscal  de  S.  M.,  opina  ^ue,  do  ,pi;9cede  la  via  contencioso-admi* 
jii|iti;ativa  para  la, deman4a  promovida  por  el  Licenciado  D.José  Pre- 
^)imo  y  Dodero  en  representación  de  D.  Joaquín  Valiente,  registrador 
de  la  mina  Guillermo,  cqnt^a  la  orden  del  Poder  Ejecutivo  de  laR^pú- 
hWfOiB  comunicada  poneré; Ministerio  cpn  fecba  22  de  /Diciembre  de 

.    .Y  conformándole  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  coa  el  preinserto  dictám^o, 
4e  su Heal  ^rden  Lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocimienio,  el  de  la 
'  ^^  y  demás  efectps.  Dííqs  guarde  á  V.  D.muchos  años.  Madrid  29  de 
JNo^erobrede.i.875. 

Uartin  de  Hkrrbra. 
Sr<¿,  .Préndente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gaceta  de  7  de  Diciembre  de  1875;. 


—  400  — 

Resohidon  en  la  demanda  interpuesta  contra  la  orden  que  deb- 
elar 6  fenecido  y  sin  curso  el  expediente  de  registro  de  Vi 
mina  ImitacioQ. 

ExcDÍo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  coDtencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  coosur-' 
tado  á  este  Ministerio,  con  fecha  13  del  actual,  lo  siguiente: 
'  «Ezcmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  examinado  la  demanda», 
cuya  co^iaes  acljunta*  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  José  Prefümo, 
en  nombre  y  representación  de  D.  Juan  José  de  Vila,  registrador  déla 
mina  nominada  La  Imitación^  contra  la  orden  del  Presidente  del  Po« 
der  Ejecutivo  de  la  República  de  24  de  Diciembre  de  1874,  por  la  que^ 
al  confirmar  el  decreto  del  Gobernador  de  Murcia  de  2  de  Mayo  del 
mismo  año,  se  declara  sin  curso  y  fenecido  el  expediente  del  indicado 
registro,  y  9e  dispone  que  el  registró  nombrado  Julia  prosiga  los  trá^ 
mites  de  la  ley  y  el  reglamento. 

Resulta  de  sus  antecedentes  que  con  fecha  40  de  Febrero  de  i87i 
solicitó  D.Juan  José  de  Vila  del  Gobernador  de  Murcia  la'concesion  dé  97 
pertenencias  de  mineral  de  hierro,  con  el  nombre  de  La  Imitáciony  (Bu 
d  término  de  La  Union,  paraje  conocido'por  Cabezo  del  Cugarbo  RoK 
tada  y  vertienies  déla  Peña  del  Águila,  pré^íeotando  en  la  forma  debi- 
da la  designación  á  que  hablan  de  ajustarse  las  operaciones  de  demar^ 
cacion,  que  pidió  en  10  de  Junio  siguiente. 

Anunciada  dicha  solicitud  en  el  Boletin  oficial^  se  remitió  el  expe^ 
diente  respectivo  al  Ingeniero  Jefe  del  distrito  en  20  de  Junio,  hablen- 
ido  sido  devuelto  por  el  expresado  funcionario  en  4  de  Febrero  de  1873^, 
manifestando  que  habia  suspendido  la  demarcación,  porque  despuét 
de  hecho  el  deslinde  entre  las  minas  SanJoséy  Eugenia^  Matilde/SolU 
ta  y  el  registro  más  antiguo  Inocentes^  que  eótá  al  Este  de  La  Imiia^ 
eion^  resultó  coparle  la  mayor  parte  de  su  terreno,  y  que  debian  unir-  ^ 
se  los  expedientes  de  estos .  registros  para  demarcarlos  á  un  mismo 
tiempo,  y  lo  que  no  aparece  haya  tenido  lugar. 

En  22  de  Noviembre  el  registrador  de  La  Imitadant  protestó  con* 
tra  la  morosidad  de  la  Administración,  con  el  fin  de  evitar  los  peijui» 
cíos  que  de  no  hacerlo  se  le  podrían  causar  según  la  legislación  vigen- 
te, y  en  4  de  Julio  de  4874  pidió  vista  del  expediente  instruido  á  su  ins- 
tancia y  el  promovido  en  virtud  de  un  denuncio  entablado  por  D.  Jua¿ 
José  López  con  el  nombre  de  Julia,  para  exponer  lo  que  á  su  derecho 
conviniere  contra  un  acuerdo  del  Gobernador  de  Murcia  que  le  habla 
aido  notificado,  por  el  cual  se  declaraba  niilo  el  registro  La  Imüa^ 
don: 

En  6  del  mismo  mes  se  mandó  se  facilitaran  al  interesado  los  datos 
neceaarios  al  objeto  indicado.  Del  expediente  Julia  aparece  que  en  4  de 
I9oviembre  de  4873  pietendió  D.  Juan  José  López  García  36  perteaen-^ 


das  de  mineral  de  hierro  ten  el  altólo  áé-Mia^  en  el'miamo  térmitio  j 
|)araje  y  con  la  mísma^  designación  que  el  registro  La  Imiiacian,  ma* 
ñifestando  al  propio  tiempo  que  el  expedienté  relativo  á  éste  debia  can» 
'Celarse,  por  haberse  faltado  en  él  i  lo  dispuesto  en" los  artículos  45>de 
las  bases  generales,  75  del  reglamento  y  décimasexta  disposición  de 
las  que  este  mismo  comprende. 

Con  fecha  S4  de  Febrero  de  ift74  .protestió  el  interesado  contra  la 
morosidad  de  la  Administración,  porestar  próximo  á  espirar  el  plazo 
de  cuatro  meses  á  que  se  contrae  el  indicado  art.  15  de  ías  bases  y 
otras  disposiciones  que  cita,  sin  que  se  hubiese  dado  cumplimiento^ 
lo  que  en  aquel  se  previene. 

En  vista  de  lo  pretendido  por  -el  registrador  de  la  mina  JuHa  y  d^ 
resultado  del  expediente  del  registro  La  /mitocton,  el  Gobernador  de 
Murcia  con  fecha  2  de  Mayo  siguiente  declaró  fenecido  y  sin  curso  el 
espediente  del  referido  registro  La  Imitadan  y  admitió  el  titukdo  Jlt- 
.Wa»  sin, perjuicio  de  tercero  de  mejor  derecho. 

Proipovido  recurso  de  alzada  contra  el  expresado  decreto,  oída  la 
Junta  superior  facultativa  del  ramo,  y  de  conformidad  con  el  Negocia- 
do respectivo  de  ese  Ministerio,  se  dictó  la  orden  del  Presidente  del 
Poder  Ejecutivo  de  la  Bepüblfca  dé  24  de  Diciembre  de  1874,  porlu 
'  que  se  confirmó  el  decreto  apelado. 

Contra  la  expresada  orden  se  ha  interpuesto  ante  éste  Consejo  dé- 
manda  conténcioso-admioistrativa  por  el  Licenciado  D.  José  Prefiimo 
y  Dodero,  en  nombre  y  representación  de  D.  Juan  José  de  Vila,  pre- 
tendiendo la  revooacion  dé  aquella  y  presentando  como  apoyo  de  la 
procedencia  de  lá  via  contenciosa,  cuya  declaración  previamente  solr- 
eita,  el  art.  89  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  1859,  reformado  poT 
íad^  4  de  Marzo  de  1868. 

Vistos  los  reseñados  antecedentes: 
' '  Considerando  que  el  caso  comprendido  en  esta  demanda  noee  halla 
entre  los  que  taxativamente  determina  el  articulo  89  de  la  ley,  ni  tam- 
poco entre  los  designados  en  el  86  del  reglaniento  vigente  del  ramo: 

T  considerando,  por  otra  parte,  que  la  resolución  que  ha  dado  cau- 
sa ala  referida  deihanda  no  tiene  el  carácter  de  final  y  definitiva  en 
cuanto  á  los  derechos  del  demandante  se  refiere,  puesjko  que  éste  se 
halla  en  aptitud  de  reclamar  gubernativamente  contra  todos  los  actos 
de  la  Administración  que  tiendan  á  otorgar  la  propiedad  delaminaJii- 
'liá;  pudiendo/por  lo  tanto,  obtener  el  dia  que  se  resuelva  definitiva- 
mente el  expedienten  del  expresado  registro  el  reconodmieoto  de  su  de- 
'Técho  á  la  que  tenia  anteriormente  registrada  con  el  título  La  Imité» 
eton,  quedándole  expedito,  en  él  caso  de  que  aquel  no  le  foera  reodBo- 
cido,  el  recurso  contencioso*administrativo  que  boy  ha  inlentado»  ato 
íínidamento  legal; 


Sftla.de  l(hQ9nUoGi»Mi,4er€<Mif0rini4ad.eoQ  «1  idicUmea  emUido 
por  elF}«€«ddeS;  VK«  opi^a.due  iPo,pvQG«d&,]a  jiA.coDt^nciQso-ajdiml- 
Aíitratíva  para  la.4iei»aada  iol^rpoesU  por  el  Lieeocia4o.D.  José . f re*- 
faiao  60. nombre  de  D«  Joan  Jo$é  de  Vila«  rogUtrador^do  If  mioa  JuHa; 
íoonlra  la  orden »d9l  Pr^idente  del  Podar  Ejeootiro  de. la  Ropúblioa.  d^ 
24  de  Diciembre  de  1874.* 

■  í Y  oeofermiodoBe  iS.-M.  el.Qey  <Q.  D«  G.)  coo  el  preioaerto.  dictá- 
flS^.'.desu  Real  ói?deQ\]o  oomuoico  4  Y.  E..para  so  CQ()ocimic!0,tQ»  ^ 
deia  Sala  y  demis  efectoa.  Mo^  guarde  á  Y.  E.  mochos  añps.  Madrid 
d9^4e  Noviembre  ide  4875. 

GiiSTÓBAL  Mariis  ,db  Bbe&saa* 
$r.  Presidente  del  Gons4<xde  Estado. 

\fiaeeta  delie  DUifimbre  deiíil^). 


Itesóhmon  en' la  dmiM^tki interpuesta  contra  la  orden  quede- 
,  claró  fenecido  y  sin  curso  el  expediente  de  registro  dp'^Ui 
mina  Purísima  Concepción. 

fixemo*  Sr .:  La .  Sal«.  de  Jo  i  €od  teadoso  xle  ese  alto  Cuerpo,  ha,  con  - 
«flidlado^'ttste  MiBisterio(fon  jodia  4  l'dei  actual  lo  siguiente; 

«Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  lexamioado  la  dema^d4, 
.cnya  copia  se  acompaña,  iot^rpue|ta,por  el  Licenciado  D.  Cristóbal 
.fiampoy  y  Navarro,  en  nombre  y  ropresentacian  .de  D.  Jasé  An^yiHO 
JlarquezvGairao,! contra  la^  orden  del  Poder  Ejecutivo  de  la  RepiUdioii» 
4íomiiAÍcada  por.elMlmaterio.del  4igno  cargo  de  V.Ei  con. fecha. S24e 
.MdoDihre  de  1874,  por  la  que*  confirmando  el  decreto  del  Goberna4<i^ 
•ida  la  provioeiftíde  Murcia»!  sedeclaia  fenacidiO  y  sin  curso- el  expedien- 
te de  registro  de  la  mina  titulada  Purísima  <  Cano^peien^  y  se  manida 
seguir  el  curso  de  la  nominada  Casualidad. 

Aeaulta  desús  aatecedenteaque  D^  Eugenio  Bañen  aplicitó  deLGo- 
J^inador  doMurcila,  en  repcoseataeion.de  D.i  José  Arotooio  Marquíez«Ofin 
feehaié  de  Febrero  de  l87S,eon  eLttombie  de  Puríati^a  Co|Mapo(oif , 
-ISperte&encia&enel  término  de  Lorea«  paraje,  denominado  Sierra  del 
füediOy  JuíGíeado.lai  deaigaacioo  corresfMmdiente,  cuy*  solicitud  lué  ad- 
fflciilMla  en  S9  del  mismo  ines. 

» 

En  10  de  Junio  siguiente  recurrió  el  interesado  pidiendo  la  demav* 
-eacion  de  la  mina«  y  en  >8U  vista  se  remitió  el  expediente  al  lugenieio 
-Jefe  del  distrito,  «uyo  funcionario  le  devolvió  en  14  d^e  Junio  de  18J0 
-manifestando  que  no  habia  demarcado  el  registro  pretendido  ponexia* 
lírt  aúbre  su  terreno  labores  «ntigoaa  en  completo  abandono;  pero  ¡^^fo. 
-espresa  declaiAcion,de  caducidad  convenia  hacer  para  la  ma^ehaifoc- 
(ttialdel  expediiente. 

Este  informe  se  mandó  publicar  en  el  Boletín  oficial  déla  provinm 


por  decreto  delGobernador  de  9  de  Octobüneon  «elte  'de'^fnetpr^mo- 
"fiéí^  iarreclamacloiies'^QeéslifnMeii  ooBTeoienlesiloS' interesados 
'éti4^8  lirfwreBiAtitifftiaá,  «dé'quede^'bue  mérito  en  iqtiel. 

«tlMi  fédhti  f94e  Notiemlnre  del.chadoiañe  4873  reourvióel  ApaAe- 
iVilÍO'é«t).'Jo8éM«r<{fiez  proiestBpdode  la  tDotof idad  'de/la  AdioÍDis- 
%?attofi  en  la  trátuitaciondel  expediente  de  registvotqwe  tenia  promo- 
vido, coDMBt'ftn  <de sdrat todo  perjaicío'que'pEiidiefa  it toogárfele» y «ea 
^9  deMunlb^e  I874solioité  del' fioiberaadorso^le' diese  rista  del  úíd^- 
*eúéé  td!xpérdl«tttepara  pedir  \o  que  á  su'derdchoiconyioiereven  fítla46 
%%aft!ficatlou(qtte«e  le  faaM«liecbo  de  un  áecroto  de.aquieUii'Aiiloci- 
*§tl0,  por  el  cual'se^  admitía  sobre-so  '  tetreitr  oiro  i^gislro  con  eltUMii- 
hftf^Oasualíéad. 

feo  eaatíto'á^esíte  regítstra,  resuHir^ie  oeofeoba9.de  N^<MPiembf e '^ 
*t&73'B.  llattD  Careta  Arroniz  mücitó  idpertenencfa94ieflnineral  de  biev- 
ro  en' el  mismo  partfje  y' siiioiM  registro  IhirÍ9Ímtt€oncepei<m^*cuyio 
^ipiMieirte  mBDifesid  «doleciade  yiciosde  anliidad  poreo  haber  com- 
*|iNéo  el  registrador  eon  lo  pi^escrito  en  el  art.  15  de  las;  basiea  generales 
'ief^  de  Bitiembre  de  1889. 

"^«tfeehas  29'de  Dietembre  y^SO  de  Abdlidel  referidaaño  de  1878 

^teéló'tie'U 'moroBMa'd;devla  Aduinistractea  e&  obv^iacion  daf^loa 

^ttútf^i^'qae"peí4iera  irrogársele  con  eli^trasoque  venía  snfriendo^l 

expediente  promovido.  »..  .  « 

'    Bl  Gobernador  de  Marcia,  m  tiste  d&loüoltcitadapori).  JüaníGar- 

<^á^ArrotiÍ2,'y  tf€ft  resottado^Jdel  expedieoteode  registro.  Aimtma  Oon- 

Híepihn^  decretó*  en  <S0  de  Mano  de  4)674  él  feoecierí^nto  delreüariáo 

expediente,  admitiendo  el  registro  Casualidad  síH'  perínioioiüe  4e£cai30 

de  mejor  "disreébp;  ^habiéttth)se  proitf<y?1do  contra  el  expresado  decreto. 

recurso  de  alzada  para  ante  ese  Ministerio  (iorel  representante  dil  l^« 

gistrador'de'hi' primera  Wíirs  mieras 'rtieríúvs. 

^^  ..  PjoXtúltimQ,  oidtf  la  Junta  superior  facultativa  de.minerfa^y  de  con- 

^^formidad  con  el  dictamen  del  Negociado  respectivo,  de  ese  Ministerio, 

'^se  expidió  la  ó/den  del  'Presidente  d%l  'Poder  Ejecutivo  de  la^Bepúbli- 

ca  de  22  de  Diciembre  de  1874,  por  la  cual  se  confirma  el  decaeto  del 

'O^er^ador,  apelado,  deelarfndose* en  «u'cooseeoeiiéia. fenecido  f  sin 

curso  el  expediente  ^FurMma^Conoepeion^  y  ee  «anda  leguárfelJÓOE- 

«réspondlente  alt0gi^4^e  Oa«iM/íiito«{. 

'Contraía  resolución  expresada  se  hatpromÓTído  anteeste  Gone^ 
"^demanda  contenciosa  >por  él  Licenciado <D.  Cristóbal  Gampoy  y  Natat* 
~to,'ett  nombre  de  DJJoi^AntopiO'Marquez  Guirao^'sotícibando  seoon- 
"Mte  étt  su  dia  >a  re^v«e«adoa  de^aqueniít  y  preeeiitaildo  comoifiinda- 
'fiíeáto  paTa^'dedlartfcfHHrprétia  déla  iproeedencia  del  recurso  pro - 
Hi0¥ido'io8  ttttleuIos>89  <)e  k  leyde  1886  y  86  del  reglamento  de  mi- 
nería vigente. 


Vistos  estos  ántecedenlM:  > 

Considerando  que  el  caso  comprendido  en  .esta  demanda  do  se  hit* 
Ha  entre  los  que  taxativamente  determina  el  art.  89  de  la  ley,  ni  tam.- 
poco  entre  los  designados  en  el  86  del  reglamento  vigente  del  ramo: 

Y  considerando^  por  otra  parte,  qne  la  resolución  que.ha  dado  cau- 
sa á  Itt  referida  demanda  no  tiene  el  carácter  de  final  y  definitiva,  es 
cuanto  á  los  dereebos  del  demandante  se  refiere,  puesto  qiie  éste  se 
halla  en  actitud  de  reclamar  gubernativamente  contra  todos  los  actos 
de  la  Administración  que  tiendan  á  conceder  la  propiedad  de  la  minn 
Casualidad^. ^núieíxáo  por  lo  tanto  obtener  ^n  el  dia  que  se  resuelv^a 
definitivamente  el  expediente  de  registro  déla  expresada  mina  el  reco- 
nocimiento de  su  derecho  á  la  concesión  de  la  que  tenia  anteriormen- 
te registrada  con  el  titulo  de  Guülerm»:  quedándole  expedito,  en  alca* 
80  de  que  no  le  fuese  reconocido,  el  recurso  contencioso-adniiniatrati- 
To  que  hoy  ha  promovido  sin  fundamento  legal; 

De  conformidad  con  el  dictamen  emitido  por  el  Fiscal  de  S.  M,,  la 
Sala  de  lo  Contencioso  opina  que  no  procede  la  vía  contencioso-admi- 
nistrativa  para  la  demanda  promovida  por  el  Licenciado  D.  Cristóbal 
Campoy  y  Navarro^  en  representación  de  0.  José  Antonio  Márquez  Oui- 
rao,  registrador  de  la  mina  PuriHma  Cúneepcian,  contra  la  érden  del 
Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República  de  i2  de  Diciembre  de 
1874.» 

Y  conformándose  S.  M.  el  Bey  (Q.  D.  G.)  con  el  preinserto  dicta- 
men, de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocimiento»  el  4e 
la  Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  Y.  E.  muchos  años.  Madrid  30 

de  Noviembre  de  1875. 

Cristóbal  Martin  de  Herrera. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gaceta  de  8  de  Diciembre  de  1875). 

Resolución  en  la  demanda  interpuesta  contra  la  orden  que 
declaró  fenecido  y  sin  curso  el  expediente  minero  Caram- 
bola. 

Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  con- 
sultado á  este  Ministerio  con  fecha  13  del  actual  lo  siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  examinado  la  demanda, 
cuya  copia  se  acompaña^  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  Lope  Gis- 
hert^  en  nombre  y  representación  de  D.  Juan  Berné,  pretendiendo  la 
revocación  de  la  orden  del  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  Repú- 
blica de  34  de  Diciembre  de  1874,  que  al  confirmar  el  decreto  del  Go- 
bernador de  la  provincia  de  Murcia  de  10  de  Junio  del  mismo,  año  d^ 
claró  fenecido  y  sin  curso  el  expediente  minero  Carambolaf  admiüea- 
do  el  registro  Lánfíres. 


( 
I 


ResfiHa  desús  antecedeQtes  qae  con  fecha  12  deBfarzo  de  1873  so- 
licita D.  Jaan  José  Vila,  á  nombre  de  D.  Joan  Berné,  del  Gobernador  de 
Murcia,  con  el  nombre  de  Carambola^  300  pertenencias  de  mineral  de 
hierro  en  el  término  dé  Lorca,  paraje  denominado  Sierra  del  Medio», 
haciendo  la  designacioo  correspondiente  para  su  demarcación. 

En  il  de  Noviembre  del  mismo  año  protestó  el  interesado  de  la 
morosidad  déla  Administración  para  evitar  los  perjuicios  que  de  oo 
hacerlo  pi^dieran  irrogársele,  según  las  disposiciones  Yigentes;  y  en 
27  de  Marzo  de  1874  recurrió  á  ese  Ministerio  solicitando  que  se  de- 
clarase no  había  habido  falta,  directa  ni  voluntaria,  en  la  sustanciacion 
del  expediente. 

Admitida  y  publicada  la  solicitud  del  registro  Carambola  en  13  de 
Blayo  siguiente,  su  expediente  respectivo  fué  declarado  fenecido  y  sin 
cnrso  por  decreto  del  Gobernador  de  Murcia  de  10  de  Junio  inmediato 
en  virtud  del  registro  denominado  Londres^  cuyo  interesado  denuncia* 
ha  vicios  de  nulidad  en  aquel,  dando  lugar  al  recurso  de  alzada  promo- 
vido por  el  registrador  de  la  mina  Caramela;  para  ante  ese  Ministe- 
rio, resuelto  negativamsnte  por  la  orden  actualmente  impugnada. 

En  cuanto  al  expediente  del  registro  Londres ^  aparece  queden  19  de 
Noviembre  de  1873  presentó  D.  Ángel  Fernandez  Zamora,  ante,  el  Go* 
hierno  de  la  provincia,  solicitud  de  registro  con  el  indicado  titulo,  de- 
300  pertenencias  de  mineral  de  hierro  y  otros»  en  el  mismo  sitio  y  con 
la  misma  designación  del  registró  Carambolaf  manifestando  al  propio 
tiempo  que  los  registros  que  en  el  terreno  que  pretendía  existían  con 
anterioridad  debían  cancelarse  por  haberse  faltado  á  lo  dispuesto  en  el 
art.  75  del  reglamento  vigente  de  minas  y  demás  disposiciones  que 
^ita. 

El  registrador  indicado  protestó  de  la  morosidad  déla  Administra* 
cion  en  1.*  de  Diciembre  del  mismo  año,  y  en  22  de  Mayo  de  1874  se 
oppsó  ala  admisión  del  registro  Carambola. 

* '  Por  último,  en  vista  del  resultado  de  los  dos  expedientes  reseñados, 
el  Gobernador  de  Murcia  dictó  su  decreto  de  10  de  Junio  de  1874  que, 
recurrido  por  el  registrador  de  la  miuálCarambolas  dio  lugar  á  la  or- 
den del  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República  de  24  de  Di- 
ciembre del  mismo  año,  por  la  que  se  confirmó  el  acuerdo  apelado» 
declarando  fenecido  y  sin  curso  el  expediente  Carambola  y  la  admi- 
sión del  registro  Londres. 

Contra  la  referida  orden  se  ha  interpuesto  demanda  ante  este  Con- 
sejo por  el  Licenciado  D.  Lope  Gisbert,  en  nombre  y  representación  de 
D.  Juan  Berné,  pidiendo  que  se  consulte  en  su  día  la  revocación  de 
aquella,  presentando  como  fundamento  y  apoyo  de  la  procedencia  del 
xecürso  el  art.  89  de  la  ley  de  minas  vigente. 

Vistos  los  referidos  antecedentes: 


Goosiderbndo  <fQd  eUcaso  átqae  sb  contrae  '1«  demanda  ptomovida 
en  nomiire  del  registrailoa  é»  lá  mina  Gaimmbéla  na  se  halla  ¿onttpveiHr* 
dfAo  entrevio» -qae  taialávamente  .  ilelliiittina  elatt.  89  dela.Ie^idei  4/ 
d«  MUTzo  de  18^ ni  en  los^deelgnados  en  el  86  dttl  reglameoio  vígaaiea 
de  mÍDeH*;  ^  .         . 

Y  cemidenindot  por  otra  parte,  qoeJa  reeolaoioQv  adminiíIratiTa 
(fie  ha  diBidocaQSfiiála  referida'  deiBoaada  notienoie).  caráoten  dadefteirr* 
%i^  ea  cAaalo  á  lofi'  dereefaoe  del  dernaadaDie  serefiareí  puesto  4|iifM 
éaHe  80  halla  ea  actitud  de' redatnar  gubernatif ameale  eoairai.tedofs' 
los  actos <  de  la  AdAiloistracioai  que  tiendan  ácoacedeV  la  propiedad  den 
la  mina  Londres,  pudiendo  por  lo  tanto  obtener  el  diada  la  resotucioah 
definitiva  del  expediente  de  la  eipnesada  mina  el  reoeooeUniento  de  sa 
derecho  é  la  oóncesioQ  de  la  qae  tenia  registrada  anteriormeote  eoivek 
títv^lo  de  Carambohí  queda ndoié^expedlto»  eo  elcaso  dequenolefuar  • 
se  reconocido^  el  recarsoi<eoAfeencioso'qiia]hoy  ha  promovido»8io<fDnda^ 
mentó  legal. 

La  9Ala  de  lo  Gontencióscí/ de  conformidad  con  el  dietáoien  emitiw 
do  porel  Fiscal  de  S.  Ni,  opina  que  no. procede-la  via  contendáiBO^adr 
ministratifa  para  la  demanda  inierpjiesta  per  el  Lioenciado  D.  Lepe 
QIsbert,  en  representación  de  DI  JuaD"  Bei^oéi;  registrador  de  la.  miaarj 
Cttromdola^centrvkM  la < arden '  del  Presidente  -del  Poder  Ejecolivo  dei4la 
República'  de  24  de  Dioienrbf e  de  iftMi. > 

¥  GODfoMDáaddse'Si'  Iti^f  éhBey  (Q«  De  G»)  con  el >  pa^kaacrto  dieUá»' 

men,  de  str  Real  drde»  loi  cnmonico  á  V<.  Bu  pasa  su  conocioaiento^  eli 

de  la^'Safhr  f  .demis  efectos»;  Dios-  goaide  ár  V^  Bu.nrachoa 'aAos^flIaéilis 

30'de  'NoWembffe»  do^iaTS. 

GaiSTÓBAL  Martin  db  Herrera. 

Siw  Pfestdaiitei  idel  €eaa^^  de  BstadiOk . 

(Gw:eia>  d$S  d$,J)ieiemht0.de  jb875.)  ? 


■«■•■■■Pü 


RemhuAonen  la  demanda  interppesta  contm  la  orden  quCide- 
.  ehrófemddoy  rincursa  el>e(D]^diefUedel  registro  HereiH 
laño. 

^    Excmo.  St.:  La  SaU  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  cotr- 
saltado  á  este*  Mfiíisterío  con  fecha  29  del  mes  anterior  lo  siguiente: 

«Eicmo»  9h.i£a  Sala  de  lo  Contencioso  ha  fisto  la  demanda,  cuy«> 
copia  es  adjunta,  interpuesta  por  el  Licenciado  D;  Manuel  Damvila^  efr 
nombre  y  ref^resentácion  (fe-D.  Juan  Antonio  Gómez»  contra  leí  orden 
del  Presidiente 'de1'Fodérfi!}<^cutiTo  de  la  República  de  24  de  Diciembre' 
d)e  1874,  qne  ai  conft^miar  nn  decreto  del  Gobernador  de  Murcia,  dic*^ 
tado  en  6  de  Marzo  del  mismo  afio,  declard  fenecido  y  sin  cursoél  ex** 
pedieote  del  registro  titulado  Hérculane  y  admitió  el  nominada  Ati^ 
rora. 


'  Resulta  de'Stt^ antecedentes  qaeeii'S  de  Inlio  de  i 871  recurrió  Doqí 
¥tonterDttviti,eD  representacieo  de«Di  Jüaa  ÁiHobío  Gémez,  al  GobeiM* 
fiador  de  ÜKbiá'fioUttflandó  cuatro  pertoivencias  de  mioaral  de  hietre' 
é&^el  término  de  Hazarron^  paraje  d^nomioado  Sóllazo^del  Pinar  déte 
Si^kra  de  tes  lloreras,  haciendo  la  <de9}gnacibQ  correspondieBle  partí» 
á^hfáBi  demaVcacion. 

Adniitidií  la  ezpresttda  sbKeitnd  f*  publicada  en  el  Bol^hn  de  la* pro**' 
tHicta,  se  remitió  el  étpedieute  reepectifo  a^lageniero  Jele^del  distrito 
eñ  n  dé  Abril  de  4878,  habiendo  sido  devuelto  por  dicho  fiAwiooariO 
eH'S'dieMarco  de  1874  sin  haber  ejecutado  laa  operaciones  que  s«ile 
idttian  ordenadas. 

fin  19  de  Novieiarbre  anterior  había  ya  pr«teat«()o  el  represeútaBié 
d^I  registrador  áei  H%reiUano  cooftra  itf  morosidad  de  la  Administra** 
éion  con  el  fin  de  evitar  lo»  perjuicios  que  de  «no  hacerlo  piulieraaitfH 
rogarse'á  su  representado,  y  en  4i  do.  Juafiode  1874  se  alzó  para  «ote 
ese  Ministerio  del  decreto  del  Gobernador  de  6  de  Slarzo  anterior^  poe 
el  cual  se  dejaba  sin  corso  el  expediente  que  tenia  promovido  el  inte- 
resado, y  S'3  admitía  un  nuevo  registro  con  el  titulo  de  Aurora. 

En  cnanto  á  este  último,  aparece  que  en  7  de  Febrero  del  citado 
año  1874  solicitó  D.  Aogei  Fernandez  Zamora  cuatro  pertenencias  de 
ntBeani^de^faiiBrrdi  cotfsel  i\eC^ipl40(\qQlAAre,  ea  el^^i^i^o  terreooTv<MW 
ig)MíL^8igi^acipp,qife..el  Heir^iaftp.vcujfxi.expedi^ote,  según  manifei^tó, 
debia  cancelarse  por  haberse  faltado  en  él  á  lo  prescrito  en  el  art.  15 
dl¿  laá  Cteses  d¿^  de  DiciembFTe  de  4868  y  dócimasezta  d¡sposiciOB>^  de 
las  generales  del  reglamento  dei'iniettío^ñY^i 

God  "Vista  de  esta  solicitud,  y  tenieiEido  en  considerlM^ion  elresulta» 
dddel  expedienleTfefctilano,  dietkS^el  Gobernador  de  Murcia  ^u  decreto 
de  8  de  Marzo,  qne  apelado  dio  motivo  á'la  orden  dei  Presidente^dcft 
fhélét  Ejecutivo  de  ík  RépiIblica  de  24  de  Diciembre  óe  1874«  en  virtud 
d^  ía  cuaV  quedó  firme  aqfife^  dedttrátiéose  el  fenecimiento  y  sin  curso 
M  indicado  eipedie»iie'y'adkniii4o  et  registró  Aurom. 

Gbnthr  la  expresada  resolución' se  ha  promovido  ante  este  Consejo 
demanda  contencioso-administrativa  por  el  Licenciado  D.  Manuel  Ihím>« 
Vilfli  en  reprei^ntaciou  dw  D.  Jttaú'Affitonio  Gómez,  solicitándose  con- 
sulte en  su  dia  la  revocación  de  aquella,  previa  la  declaración  ái  U 
procedencia  de  la  vía  coníéficipsa. 

Vistos  estos  antecedentes:  ^ 

Considerando  que  el  caso  comprendido  en  la  presente  denMudtnó 
se  halla  entre  los  que  taxativamente  detet miaa  el  art.  89  de  la  ley,  ni 
euilo»  designados  en  el  88  del  reglamento  vigente  del  ramo;  y 

CbnsideraiMib,  por  dVr«<pávte,  que  la  resolución  impugnada  no  titno 
el  c(iráctef'dedeñfaitiVa'«B<  cuanto  á  los  derechos  del  demandante  soTe* 
fiere,  puesto  que  éste  se  hatín  en  aptitud  de  reclamat  gubernativamen* 


te  centra  toáoslos  actos  déla  AdmiaístracioD  que  sediryan  á  coBce* 

dér  la  propiedad  de  la  mina  Af(rof;a,^pudieQdo  por  lo  taDfp  obtener  en 

el  día  que  se  resuelva  definitiyiweDte  M  expendiente  de  t^g^Up  de  li^ 

«presada  miae,  el  recoaociiuieDto  de.s¡u  dorecbo.  á  la  concesión  del^ 

legistEO  que  con  el  titulo  Herc^^a/Vifi  tco^ia  anteriormente  ftolicitedá^ 

quedándole  expedito,  en  el  caso  de  que  no  le  fuere ,reco)a^cide,  el.^e^ 

curso  contencioso  que  hoy  ha  promoYídoeia  fundamento  legsl;   .. 

La  Sala,  de  conformidad  con  el  dictamen  emitidQ  por  el  Fiscal  4^ 

S.lLy  opina  que  no  proceda  üa  via  cetiUencU>so-<administratiTa  para  la 

demanda  promovida  por  elláoenciadci  D.  Manuel  Qamvila«  enni^inbrei 

de  Ó.  Juan  Antonio  Gómez,  contra  la  orden  del  Presidente  del  Padei? 

E^utivo  de  la  República  de  24  de  Diciembre  de  187:4.  > 

-    Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q*  ,B.  G.)  con  el  preinserto  diclá«^ 

sien,  de  su  Real  órd^n  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocimiento,  el 

de  la  Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  Y.  £.  muchos  años.  Madrid  7 

de  Diciembre  de  1875. 

G.  EL  Conde  de  Toreno. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  E^tadp.  .  - 

{Gacetin  de  16  de  Diciembre  4e  1875). 


Resolución  en  la  demanda  interpuesta  contra  la  orden  que  de* 
'  claró  fenecido  y  sin  cur$o  el  eítpediente  minero  Casualidad . 

.  Excmo,  Sr.;  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  con- 
sultedo  á  este  Ministerio  con  fecba  18  del  mes  anterior  lo  siguiente; . 

«Excnio,  Sr»:  La  Sala  délo  Contencioso  ha  visto ia demanda,  cuya 
copia  es  adjunte,  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  ^osé  Prefumo  y  Do» 
dero,  en  nombre  y  representecion  de  D,  Luis  Merino  y  Jimienez,  con- 
tra la  orden  del  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República  de  íñ 
de  Diciembre  de  1874,  por  la  que  se  confirma  un  decreto  del  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Murcia  de  20  de  Febrero  del  mismo  año,  que  de- 
claró fenecido  y  sin  curso  el  expediente  minero  titulado  COiSualidad^ 
admitiendo  el  registro  nominado  ta  Centella, 

Resulta  de  sus  antecedentes  que  en  27  de  Febrero  de  1872  solicitó 
D^  Luis  Merino  Jiménez  del  Gobernador  de  Murcia  18  pertenencias  de 
mineral  de  hierro  con  el  nombre  de  Casualidadt  sobre  labores  anti- 
guas situadas  en  el  término  de  Lorca,  paraje  llamado  Cabezo  de  los 
almendros,  haciendo  la  designación  para  su  demarcación. 

Remitido  el  expediente  al  Ingeniero  Jefe  del  distrito  ep  25  de  Ju- 
nio«  fué  devuelto  por  éste  en  24  de  Agosto  siguiente,  manifestendo  que 
las  labores  denunciadas  por  el  registrador  de  la  mina  Casualidad  pro- 
ceden de  trabajos  antigi^os  de  investigapipn»  sobre  las  cuales  no  deba 
^aber  recaído  concesión  minera  formal;  pero  como  se  encuentran. ea 

/ 
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«fidente  estado  de  abandono,  debeprocederse  á  la  formalizacion  desa 
eadneidad.  En  21  de  Noviembre  recurrió  D.  Jaan  José  de  Vjla,  como 
apoderado  del  registrtfflor  O.  Luis  Merino  Jiménez,  al  Gobierno  de 
Murcia  protestando  de  la  morosidad  de  la  Administración,  para  evitar 
los  perjuicios  que  de  no  hacerlo  pudieran  Irrogarse  á  su  representado, 
según  las  disposiciones  Tígentes;  y  en  23  de  Mayo  do  4874  pidió  vista 
del  expediente  instruido  á  instancia  del  mismo,  asi  como  del  promp* 
vidocon  dotivo  del  registro-denuncio  titulado  La  Centella  para  expo* 
ner  lo  que  á  su  derecho  conviniere  en  vista  del  acuerdo  del  Goberna- 
dor, que  le  habia  sido  notificado,  por  el  que  se  declaraba  el  feneci- 
miento del  registro  Casualidad  y  se  admitía  el  nominado  La  Cenlella. 

Del  expediente  de  este  segundo  aparece  que  D.  Mariano  Medina  pre- 
sentó solicitud  de  registro  de  una  mina  con  el  indicado  nombre,  sobre 
el  mismo  terreno  y  con  iguales  linderos  y  designación  que  el  titulado 
Casualidad,  cuyo  expediente,  según  manifestaba,  contenia  vicios  de 
nulidad  que  lo  invalidaban,  por  no  haberse  llenado  las  prescripcienes 
del  art.  15  de  las  bases  generales  de  29  de  Diciembre  de  1868  por  cuyo 
motivo  pretendía  la  anulación  de  la  referida  mina  Casualidad  y  la  ad- 
misión  de  sq  registro. 

En  10  de  Diciembre  protestó  contra  las  faltas  que  hubiesen  podido 
cometerse  por  no  haber  dado  cumplimiento  á  lo  determinado  en  los 
artículos  22  y  23  de  la  ley,  protestando  de  nuevo  contra  el  retraso  que 
sufría  el  expediente  en  7  de  Mayo  de  1874. 

Vista  la  reclamaoion  promovida  por  el  registrador  de  la  mina  €efi- 
tella,  y  teniendo  en  cuenta  el  resultado  del  expediente  Casualidad,  el 
Gobernador  en  20  de  Febrero  del  indicado  año  declaró  fenecido  y  sin 
curso  él  expediente  Casualidad  admitiendo  el  registro  La  CentélUíf 
contra  cuyo  acuerdo  se  alzó  el  registrador  de  la  primera  para  ante  ese 
Ministerio,  cuyo  recurso  fué  desestimado  por  la  orden  del  Presidente 
del  Poder  Ejecutivo  de  la  República  de  16  de  Diciembre  de  1874,  por 
la  cual  se  confirma  el  decreto  apelado. 

Contra  la  expresada  orden  se  ha  interpuesto  demanda  contencioso* 
administrativa  por  el  Licenciado  D.  José  Prefumo  y  Dodero,  en  nom- 
bre de  D.  Luis  Merino  y  Jiménez,  solicitando  que  se  consulte  en  su  dia 
la  revocación  de  aquella,  presefitanda  como  fundamento  de  la  proce- 
dencia de  la  vía  contenciosa  el  art.  89  de  la  ley  de  Minas  de  4  de  Mar- 
ao  de  1868. 

Vistos  los  referidos  antecedentes: 

Considerando  que  el  caso  comprendido  en  la  demanda  promovida 
60  nombre  del  registrador  de  la  mina  Casualidad  no  se  halla  compren- 
dido entre  los  que  taxativamente  determina  el  art.  89  de  la  ley  de  4  de 
Marzo  de  1868,  ni  en  los  designados  en  el  86  del  reglamento  vigente  de 
minería: 
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;  '  Y  considerando  por  otra  parte  que  la  resolución  admioisiFaUva  qo^ 
ha  dado  causa  á  Ira  referida  demanda  no  tiene  el  carácter  de  definitiva 
en  cuánto  á  los  derechos  del  demandante  se  refiere*  puesto  que  éste  se 
halla  en  aptitud  de  reclamar  gubernativamente  contra  todos  los  aetou 
de  la  Administración  que  tiendan  á  conceder  la  propiedad  de  la  mina 
Lá  Centella^  pudiendo  por  lo  tanto  obtener  el  dia  de  la  resolución  üoiU 
del  expediente  de  la  expresada  mina  el  reconocimiento  de  su  derecho 
á  la  concesión  de  la  que  tenia  anteriormente  registrada  con  el  titulo 
Casualidad,  quedándole  expedito,  en  el  caso  de  que  no  le  fuere  reco* 
nocido,  el  recurso  que  hoy  ha  promovido  sin  fundamento  legal; 

La  Sala  de  la  Contencioso,  de  conformidad  con  el  dictamen  emitido 
por  el  Fiscal  de  S.  M.,  opina  que  no  procede  la  via  contencioso-admi- 
nistrativa  para  la  demanda  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  José  Pre- 
fomo  y  Dodero  en  nombre  de  D.  Luis  Merino  y  Jiménez,  registrador  de 
la  mina  Casualidad^  centra  la  orden  del  Presidente  del  Poder  j^ecuti- 
vo  de  la  República  de  16  de  Diciembre  de  1874.» 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  con  el  preinserto  dicta- 
men, de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocimiento,  el 
de  la  Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid 
iO  de  Diciembre  de  1875. 

G.  EL  COHDE  DE  TOEEKO. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gacela  de  17  de  Diciembre  de  1875 j. 
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Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
.   interpuesto  en  el  pleito  sobre  cumplimiento  de  una  obliga-- 
don. 
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En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  27  de  Noviei^bre  de  1875,  en  el  plei- 
to pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracciou 
de  ley,  seguido  en  ,el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Alcántara  y  en 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Gáceres  por  D.  Matias  Torres  y 
D.  Manuel  María  Grande  con  D.  Isidoro  José  Guerrero  sobre  cumpli- 
miento de  una  obligación: 

Resultando  que  interesados  D.  Isidoro  José  Guerrero,  D.  Matías  Tor- 
res y  D.  Manuel  María  Grande  en  la  Sociedad  titulada  Amistad  de  foS' 
fatós  de  Alcántaraj  constituida  para  la  explotación  de  unas  minas  en 
término  de  Zarza  la  Mayor,  representando  Torres  un  interés  del  10  por 
400  y  Grande  el  de  un  17,  les  hizo  D.  Isidoro  José  Guerrero  una  pro- 
posición firmada  con  fecha  11  de  Julio  de  4872  de  comprarles  el  27  por 
100  del  interés,  que  representaban,  ofreciendo  pagarles  por  la  cesioa 


4«  toaos  sos  4ereciios,  lodoso  el  valor  de  los  minóralos  existootos  y 
Biatertolt  el  27  por  iOO  de  iodas  las  eaniidadas  gastadas  eo  la  propa- 
raeioD  y  explotación  del  negocie,  haeténdoso  cargo  de  cubrir  todas  loo 
«bttgadones  que  Torres  y  Gcande  tonian  adquiridas  por  sn  participo* 
«ion  en  este  negocio,  asi  con  los  dueños  de  las  minas  como  con  el  mis- 
mo* en  lo  reCéreote  áventa  de  minerales;  obligándose  además  á  abo- 
narles lo  que  á  so  participocioo  de  27  por  lOü  correspondiera  y  el  bo- 
nofteio  de  SO  rs*  por  cada  tonelada  do  mioeral  que  se  explotase  en  lao 
minas  pertenecientes  á  la  Compañía  desde  la  fecha  de  este  contralor 
sin  que  de  dicha  cantidad  de  30  rs.  por  tonelada  tuviera  que.descon* 
éarse  ninguna  por  gastos  de  explotación,  abono,  á  los  dueños  de  la  mi» 
na  é  por  cualquiera  otro  concepto,  pues  todos  quedabaú  de  cuenta  y 
oorgo  del  proponente: 

Resultando  que  aceptada  por  Torreé  y  Grande  esta  proposición,  se 
ouscitaron  diferencias  sobre  la  iulerpretacion  que  debia  dársela  solo  en 
ol  punto  relativo  al  pago  de  las  cantidades  gastadas  eo  el  negocio*  pro«» 
tendiendo  Torres  y  Grande  que  hablan  de  ser  las  que  represcintaran  el 
^7  por  400  de  todas  las  sumas  invertídasen  él,  fuera  la  que  quisiera  la 
procedencia  y  aplicación*  y  sosteniendo  Guerrero  que  el  abono  de  las 
cantidades  que  se  obligó  á  satisfacer  se  referia  solo  á  las  gastadas  en 
la  preparación  y  explotación  del  negocio;  y  habiendo  convenido  en  so- 
meter la  decisión  de  este  punto  al  juicio  de  amigables  componedores» 
<4orgaron  escritora  en  la  ciudad  de  Trujillo  en  14  de  Octubre  de  i072* 
por  la  que  D.  Manuel  María  Grande,  por  sí  y  en  nombre  de  D.  Matiao 
Torres,  nombró  á  D.  Juan  Felipe  Gallego, y  D.  Isidoro  José  Guerrero 
á  D.  Juan  García  Carrasco,  facultándoles  para  que  resolviesen  este  asun*» 
4o  como  estimaran  justo,  ya  sujetándose  á  la  fórmula  concreta  de  la 
interpretación  en  que  hablan  discutido  las  partes,  ya  adoptando  otros 
añedios  que  su  ilustrada  y  reconocida  justificación  pudiera  aconsejar- 
les, señalándoles  el  plazo  de  20  dias,  y  nombrando  para  el  caso  dedis- 
-cordia  oom'o  tercio  á  D.  Juan  Ylctoriaoo  Galán  con  igual  término:  es- 
tableciendo, por  último,  que  si  á  pesar  de  ser  ejecutoria  la  sentencia  que 
aquellos  dictasen,  alguna  de  las  partes  intentara  reclamación  para  im- 
pedir su  cumplimiento,  pagaría  como  pena  á  la  otra  5.000  pesetas  en 
^1  término  de  |5  dias  siguientes  á  la ^formalizacion  déla  reclama- 
ción: 

Resultando  que  en  18  de  Noviembre  de  dicho  año  dirigió  D.  Manuel 
María  Grande  á  D.  Juan  Felipe  Gallego  una  carta  que  dice  así:  «Me  ha 
favorecido  su  grata  del  16  manifestándome  que  se  han  ocurrido  algu- 
nos dudas  relativamente  á  la  extensión  de  nuestro  compromiso  y  facul- 
tades concedidas  á  los  amigables  componedores;  y  desde  luego  puedo 
asegurar  á  usted  que  así  el  Sr.  Guerrero  como  yo  hemos  aceptado  esto 
«Mdio  de  determinar  nuestras  diferencias  con  el  propósito  de  que  usté- 


des  las  ultimen  deOnitivamente  y  sin  dar  lugar  á  nuevas  discasione» 
entre  nosotro:).  Para  ésto  se  consignó  en  la  escritura  de  campronaiiao 
que  se  dan  facultades  á  los  arbitros,  ya  si^etándose  ila  fórmula  eoa* 
creta  de  la  interpretación  en  que  se  discute,  ya  adoptando  otro»  me» 
dios,  etc.,  etc.  Procede,  pues,  en  mi  concepto,  y  tal  ha  sido  miinteo* 
'  cion,  que  Vds.  señalen  la  cantidad  que  debe  abonarnos  el  Sr.  Guerrero^» 
y  que  tieoe'n  además  facultades  para  acordar  cualquier  procedimieola 
que  juzgue  necesario  para  terminar  definitivamente  el  asunto,  que  h9t 
sido  nuestra  decidida  intención.» 

Resultando  que  en  el  siguiente  día  19  dirigió  otra  carta  D.  Isidoco 
José  Guei^rero  á  D.  Juan  García  Carrasco,  que  dice  así:  ^Soy  favoreci- 
do con  la  de  V.  de  17  del  corriente,  que  me  apresuro  á  responder.  Creo 
que  nuestro  objeto  al  hacer  en  Trujillo  Grande  y  yo  la  escritura  de 
compromiso,  fué  someter  á  Vds.-  en  virtud  del  contrato  trascrito  en 
ella  y  los  demás  antecedentes  del  negocio  sobre  si  debia  entenderse 
que  yo  pagarla  lo  que  ellos  (Torres  y  Grande)  habían  desembolsado 
por  su  27  por  400,  ó  lo  que  á  más  les  correspondía  de  las  ventas  de 
minerales  realizadas,  ó  finalmente,  si  los  valores  que  representasen 
dnicamente  los  trabajos  de  preparación  y  explotación,  fin  todo  caso, 
yo  por  mi  parte,  con  el  mayor  gusto  y  confianza  autorizo  la  decisión 
que  V.  tome*  prescindiendo  de  lo  arriba  dicho.  Del  mismo  modo  ga* 
rantizo  la  proposición  por  V.  hecha  para  la  remisión  del  censo  de  8  rea- 
les 40  céntimos  por  tonelada  que  ha  pedido  uno  hizo  V.  el  favor  de 
encargarse.» 

Resultando  que  en  29  del  citado  mes  de  Noviembre  los  tres  amiga- 
bles componedores,  por  no  haber  habido  conformidad  entre  los  dos> 
dictaron  su  laudo,  poc  el  que  decidieron  por  mayoría  que  D.  Isidoro 
José  Guerrero  debia  abonar  y  abonarla  al  contado  á  D.  Manuel  María 
Grande  y  áD.  Matías  Torres  por  los  derechos  que  les  correspondían  en* 
la  participación  del  27  por  400  que  respectivamente  tenian  y  represen*^ 
taban  en  la  Sociedad  minera  titulada  Amistad  de  fosfatos  de  Alednía*' 
ra^  cuyas  minas  radicaban  en  Zarza  la  Mayor,  y  por  todos  los  demás 
derechos,  con  inclusión  de  los  minerales  existentes  y  materiales,  la 
cantidad  de  47.500  pesetas: 

Resultando  que  D.  Matías  Torres  y  D.  Manuel  María  Grande  entabla- 
ron en  45  de  Setiembre  de  4873  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  para 
que  se  condenase  á  D.  Isidoro  Guerrero  á  llevar  á  efecto  la  proposi- 
cion  aceptada  por  ellos  en  44  de  Junio  de  4872,  y  se  declarase  subsis- 
tente el  derecho  de  los  demandantes  á  percibir  del  demandado  desde 
la  expresada  fecha  hasta  el  9  de  Abril  de  4884  la  cantidad  de  8  rs.  4i 
cents,  por  cada  tonelada  de  mineral  que  se  explotase  en  las  minas,  pro*- 
pias  déla  Compañía  Amistad  de  fosfatos  de  Alcántara;  á  que  les  pa- 
gase por  este  concepto  las  sumas  que  correspondieran  á  las  tooeladae^ 
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extraídas  hasta  el  día  d«  la  praaeotacioa  de  la  demanda,  y  <q  lat 
coatas: 

Resultando  que  D.  Isidoro  José  Goetrero  impugnó  la  demmida»  fuá* 
dado  eo  que  este  asunto  había  quedado  ultimado  defioitivameAte  por 
4a  sentencia  de  29  de  Noviembre  de  1872»  dictada  para  fijar  el  signifí- 
-cado  de  las  palabras  y  reparación  y  explotación  del  negocio  llevada  i 
efecto  por  el  pago  definitivo  de  21  de  Diciembre  siguiente,  y  no  podía 
volverse á  suecitar,  por  pertenecer  ya  alo  juzgado  y  sentenciado:      > 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia  el 
Juez, de  primera  instancia,  que  confirmó  eon  las  costas  en  16  de  Julio 
-de  4874  la  Sala  délo  civil  de  la  Audiencia  de  Gáeeres,  declarando  sub* 
'sisteote  el  derecho  de  los  demandantes  D.  Manuel  María  Grande  y  Don 
Matías  Torres  á  percibir  del  demandado  D.  Isidoro  José  Guerrero  des- 
ude el  11  de  Julio  de  1872  hasta  el  9  de  Abril  jde  iSSi  la  cantidad  de  8 
-reales  y  10  cents,  por  cada  tonelada  de  mineral  que  se  explotase  en  las 
-minas  propias  de  la  Compañía  Amistad  de  fosfatos,  de  A/cán|ara,  y  á 
que  les  pagase  por  tal  concepto  la  suma  que  correspondiera  ¿  las  to- 
neladas, extraídas  hasta  el  día  de  la  presentación  de  la  demanda,  con 
•arreglo  á  lo  establecido  en  la  proposición  hecha  por  el  último  á  los^pri- 
merosen  la  citada  fecha  de  11  de  Julio  de  1872;  y  condenando  en  su 
«oasecuencia  á  dicho  D.  Isidoro  José  Guerrero  á  llevar  á  efecto  ea  loa 
términos  expresados  la  citada  proposición:    , 

'  Resultando  que  D.  Isidoro  José  Guerrero  interpuso  recurso  de  oa^ 
-ssifiion  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

*  1.*  Al  considerar  subsistente  el  contrato  primitivo  y  novado,  la  ley 
15,'tit  14,  Partida  5.\  según  la  cual  la  novación  desátala  obligación 
primera,  aun  cuando  se  haya  hecho  bajo  condición,  si  ésta  se  ha  cum- 
-plido: 

Y  2.*    Ai  condenar  á  Guerrero,  á  pesar  del  laudo  consentido  por  las 
parles,  al  pago  de  8  rs.  10  cents,  por  cada  tonelada  de  n»oeral,  que 
era  uno  de  todos  los  demás  derechos  que  conforme  aquel  se  pagaba  coa 
ia  cantidad  alzada  de  17.500  pesetas,  el  art.  336  de  la  ley  de  Enjuicia- 
-miento  civil,  según  el  cual  el  laudo  dictado  por  los  amigables  compo- 
4iedores  hace  sentencia  ejecutoria,  y  la  jurisprudencia  de  este  Tribu- 
nal Sopremo.de  6  de  Abril  de  1868*  que  declara  igual  principio:  las  le-^ 
.yes  24  y  35,  tít.  5.^,  Partida  13  (asi  dice),  según  las  cuales  eaejeciUoria 
y  no  admite  recurso  en  contra  la  sentencia  dictada  por  loS'Jueces  de 
avenencia  ó  amigables  componedores,'  si  no  se  recurre  contra  elh  en 
los  10  días  después  de  dictada;  la  declaración  hecha  por  este  Tribunal 
Supremo  en  sentencia  de  19  de  Octubre  de  1866,  según  la  6ual  los  laur 
dos  dictados  por  los  amigables  componedores  se  tienen  por  homologft- 
-dos  siempre  que  expresa  ó  tácitamente  hayan  sido  conseutidos  por  las 
-paites,  contra  cuyo  principio  no  era  doctrina  legal  admisible  la  de  que 
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lA  DoNdad  procede  de  UQ  Ticio  radical  y  puede  reclamarse  eri  ciiaK 
quier  tiempo;  y  las  leyes  13  y  19,  Ut  22,  Partida  3/,  que  establécela 
TOipetabUldad  de  la  cosa  juzgadaf 

Vislo,  eieodo  Ponente  el  Magistrado  D.  Victoriano  Gareaga: 

Considerando  que  en  la  escritura  de  compromiso  otorgada  en  la 
tindad  de  Trujillo  en  14  de  Octubre  de  1872  por  D.  Manuel  MariaGran^ 
dé,  por  si  y  en  nombre  de  D.  MatSas  Torres,  y  por  D.  Isidoro  José 
Guerrero  solo  se  sometió  á  la  decisión  de  los  amigables  componedorea- 
])>.  Juan  Felipe  Gallego,  D.  Juan  García  Carrasco  y  D.  Juan  Victoriano- 
Galán  el  punto  concreto  que  ocasionó  el  desacuerdo  entre  los  tres  pri- 
meros al  tratar  de  llerar  á  efecto  el  convenio  celebrado  eotrelós  mis* 
mos  en  11  de  J.olio  de  1872,  ó  sea  el  fijar  el  importe  del  27  por  100  de 
laa cantidades  quedebian  apreciarse  como  infertidasó  gastadas  en  la 
preparación  y  explotación  de  las  minas  que  en  el  término  de  Zarza  la- 
Mayor  beneficiaba  la  Sociedad  titulada  AmUíad  de  fosfatos  de  klcdñ^ 
ktra,  según  aparece  de  una  manera  explícita  y  terminante  por  el  con- 
texto de  dicha  escritura: 

'  Considerando  que  las  cartas  dirigidas  en  18  y  19  de  Noviembre  de^ 
4872  á  los  amigables  componedores  D.  Juan  Felipe  Gallego  y  D.  Juaa 
jarcia  Carrasco  por  D.  Manuel  Maria  Grande  y  D.  Isidoro  José  Guerre- 
ro en  nada  modificaron  el  encargo  que  aquellos  habían  conferido  ea<  Ift 
escritura  de  compromiso,  puesto  que  las  explicaciones  dadas  en  ellas 
▼«rsaron  únicamente  sobre  ei  mismo  punto,  objeto  de  la  cueistioo»  sin 
que  aparezca  frase  alguna  de  la  cual  pueda  le^^lmente  deducirse  que 
^objeto  de  los  que  las  suscribieron  fuera  el  de  ampliar  las  facultades 
concedidas  á  aquellos,  alterar  lo  estipulado  por  las  partes  respecte!  á 
loe'6  rSé  y  i9  cénts/que  D.  Isidoro  José  Guerrero  se  obligó  á  satisfacer 
á  sus  coosocios  por  cada  tonelada  de  mineral  que  se  explotara  dé  las^^ 
minad,  ni  otro  alguno  de  los  extremos  que  fueron  objeto  del  citada 
convenio  de  11  de  Julio  de  1872  y  no  habían  dado  lugar  á  la  cootro-^ 
versia: 

Considerando,  por  lo  mismo,  que  no  hubo  novación  del  contrato, 
como  supone  el  recurrentes  y  qu^  el  laudo  pronunciado  por  los  ami- 
gables componedores  en  29  de  Noviembre  del  expresado  año  de  187^ 
no  resolvió  ni  pudo  legalmente  resolver  más  que  el  puiUo  concreto  que 
á  los  mismos  les  fué  sometido,  según  lo  han  reconocido  dos  de  ellos  en 
sus  declaracioaes: 

T considerando,  en  su  virtud,  que  son  inoportunas  las  oitat  déla» 
leyes  y  doctrinas  referentes  al  valor  y  eficacia  de  la  novación  de  las 
.sentencias  ó  laudos  pronundados  por  los.  amigables  componedores,  de 
que  se  hace  indicación  en  el  recurro; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  alia» 
««•«««a^Q  por  D.  Isidoro  José  Guerrero,  á  quien  condenamos  á  la  pér-^ 
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dida  de  la  cantidad  depositada,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley, 
7  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Aadieneia  de  Cacares  la  certificacioo  cor- 
respondiente, con  def  elución  de  los  docamentos  que  ha  remitido.- 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  CoUceUm  legislativa^  pasándose  al  efecto  ks  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  ftrmamos.=Juan  Gonealefe 
Acefedo.=José  M.Gáceres.s=:Laureano  de  Arríeta.=Hilariode  ígon^s 
José  Fermin  de  Muro.r=sVictoríano  Careaga.=Ricardo  Díaz  de  Rueda. 

Publieacion«=:Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  0.  Victoriano  Gareaga,  Magistrado  del  Tribunal  Supteoo, 
celebrando  audiencia  publica  la  Sala  primera  en  el  dia  de  hoy,  de  qat 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  %7  de  Noyiembre  de  t875.=Lic6noiado  De^derio  Martillea* 

(Gaceta  de  M  de  Diciembre  de  1B75). 

MINISTERIO  DB  FOMENTO. 


Reálíss  ÓrD£NES. 

Resolución  en  la  demanda  interpuesta  contra  la  orden  q$§e 
declaró  cancelado  y  sin  curso  el  expediente  del  registro  Sa*^ 

gUDtO. 

Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  con- 
sultado á  este  Ministerio  con  fecha  20  del  mes  anterior  lo  siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  examinado  la  demanda, 
cuya  copia  es  adjunta,  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  Manuel  Dám*- 
Tila*  en  nombre  de  D.  Juan  Antonio  Gómez,  solicitando  la  refocacion 
de  la  orden  del  Presidente  del  Poder  Ejecnli? o  de  la  República  de  24 
de  Diciembre  de  1874,  por  la  cual  se  confirma  un  decreto  del  Goberna- 
dor de  Murcia  de  12  de  Febrero  del  mismo  año,  que  declaró  cancelado 
7  sin  curso  el  expediente  del  registro  titulado  SagwníOj  admitiendo  el 
promovido  con  el  nombre  á%Ruipere%. 

Resulta  de  sus  antecedentes  que  con  fecha  17  de  Julio  de  1872  re- 
currió D.  Vicente  Davin,  en  representación  de  D.-  Juan  Antonio  Gomes 
<al  Gobernador  de  Murcia,  solicitando  cuatro  pertenencias  de  mineral 
de  hierro  con  el  titulo  de  SaguntOt  en  el  término  de  Mazarren,  paraje 
conocido  por  Collado  de  la  Oliva,  haciendo  la  designación  correspon* 
diente  para  su  demarcación. 

En  11  de  NoYÍembre-fué  admitido  dicho  registro,  y  en  17  de  Di- 
ciembre publicado  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia;  habiéndose  re  - 
jnitido  el  expediente,  respectivo  al  Ingeniero  Jefe  del  distrito  para  la 


demarcación  de  las  pertenencias  pretendidas  con  fecha  23  de  Abril  de 
1873,  y  devuelto  por  el  expresado  funcionario  en  28  de  finero  de  1874 
sin  haber  practicado  la  operación  indicada. 

En  yista  del  retraso  que  venia  sufriendo  la  concesión  del  registro, 
recurrió  el  representante  del  registrador  con  fecha  20  de  Noviembre  de 
t873  al  Gobernador  protestando  de  la  morosidad  de  la  Ádministracioa 
con  el  fin  de  evitar  los  perjuicios  que  de  no  hacerlo  podrían  irrogarse 
i  su  representado  scgün  las  disposiciones  vigentes;  y  en  13  de  Julio  de 
1874  se  alzó  para  ante  ese  Ministerio  del  decreto  de  aquella  Autoridad, 
según  el  cual  quedaba  sin  curso  y  fenecido  el  expediente  de  registro 
que  tenia  promovido  y  admitido  el  nominado  Ruiperez. 

En  cuanto  á  este  segundo  registro,  aparece  que  D.  Carlos  Maiin 
Buendía  pretendió  en  6  de  Noviembre  de  1875  la  concesión  de  cuatro 
pertenencias  de  mineral  de  hierro  con  el  nombre  de  Ruiperez,  sobre  el 
mismo  terreno  y  con  la  misma  designación  del  Sagunto,  cuyo  expe* 
diente,  según  expresaba,  adolecía  de  vicios  de  nulidad  por  haberse  faU 
tado  en  él  á  lo  dispuesto  en  el  art.  75  de)  reglamento,  décimasexta  dis- 
posición del  mismo  y  art.  15  del  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de 
1868,  por  lo  cual  pedia  su  cancelación. 

Por  virtud  de  esta  reclamación,  y  teniendo  en  cuenta  el  resultado 
del  expediente  del  registro  Sagunto^  decretó  el  Gobernador  el  feneci- 
miento de  dicho  expediente  admitiendo  el  registro  Ruiperez;  contra 
cuyo  decreto  apeló  el  interesado,  dando  lugar  á  la  orden  del  Presiden- 
te del  Poder  Ejecutivo  de  la  República  de  24  de  Diciembre  de  1874,  por 
la  que  se  conñr mó  el  decreto  apelado. 

'  Contra  la  expresada  resolución  se  ha  promovido  demanda  cooten- 
cioso-ad ministra tiva  ante  este  Consejo  por  el  Licenciado  D.  Manuel 
Dámvilá,  en  representación  de  D.  Juan  Antonio  Gómez,  con  la  preten- 
sión de  que  la  Sala  se  ha  de  servir  en  su  dia  consultar  la  revocación 
de  la  orden  reclamada,  previa  la  declaración  de  la  procedencia  de  la 
Via  contenciosa. 

Vistos  éstos  antecedentes: 

Considerando  que  el  caso  que  ha  dado  origen  áesta  demanda  no  se 
halla  comprendido  entre  los  que  taxativamente  determina  el  art.  89  de 
la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868,  ni  en  los  designados  en  el  86  del  regla- 
mento vigente  de  minería. 

T  considerando,  por  otra  parte,  que  la  resolución  administrativa 
impugnada  no  tiene  el  carácter  de  deflnitiva,  en  cuanto  á  los  derechos 
del  demandante  se  refiere*  puest'o  que  éste  se  halla  en  aptitud  de  recla- 
mar gubernativamente  contra  todos  los  actos  de  la  Administración  que 
tiendan  á  conceder  la  propiedad  de  la  mina  Ruiperez,  pudtendo  por  lo 
tanto  obtener  el  diá  dé  la  resolución  final  del  expediente  de  la  citada 
mina  el  reconocimiento  de  su  derecho  al  registro  que  con  el  nombre 


-an- 
de SaguHtú  tenia  anteriormente  pretendido,  quedándole  expedito,  en  el 
ciaso  de  qee  no  le  fuese  reconocido,  el  recurso  que  hoy  ha  promoYido 
sin  fundamento  legal; 

ia  Sala  délo  Contencioso,  de  conformidad  con  el  dictamen  emitido 
por  el  Fiscal  de  S.  M.,  opina  que  oo  preicede  la  vía  contencioso-admi* 
ntstratíva  pafa  la  demanda  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  Manuel 
Dámvila,  en  nombre  de  D.  Juan  Antonio  Gómez,  registrador  de  la  mi- 
na Sagúnto,  contra  la  orden  del  Presidente  del  Poder  Ejecuti?é  de  la 
RepAbliea  de 24  de  Diciembre  de  i904^* 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey^Q.  D.  Cr.)  con  el  preinserto  dictamen, 
de  su  Real  orden  lo  comunico  á  Y.  E'.  para  su  conocimiento,  el  de  la 
Sala  y  demás  efectos.  Dios  guardé  á  VI  E.  muehos  años.  Madrid  |6  de 
Dieiembre  de  ia75. 

C.  iL  CóiTDK  Dft  Torero. 
Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

{Gaceta  de  18  de  Diciembre  de  4875). 


Resolución  en  la  demanda  interpuesta  en  solicitud  de  que  ^ 
revoque  la  orden  que  declaró  ineficaz  el  registro  de  la  mina 
Belén. 

Excmo;Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  con» 
sultado  á  esteMítaisterio  con  lecha  9  del  actual  lo- siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contenoioso  d0  este  Consejo  ha  risto  la 
demanda  presentada  por  el  LicettDia4o  D.  José  Luis  Nacarino  Braro,  á 
Bombre'y  con  poder  de  D*  Carlos  MariafRuendía,  contra  la  Admisistrat 
cion,  con  la  solicitud  de  que  se  revoque  la  ótden  del  Presidente  delPo* 
der  E$ecutÍTo  de  24  de  Diciembre  de  1874,  por  la  que,  confirmando  un 
acuerdo  del  Gobernador  de  Mnraft,  se  detlari)  ineficaz  el  regi&trode  la 
mina  Belén,  ^  se  mandó  que  siguiera  su  curso  ü  expísdiente  deis  re* 
gistrada  con  el  nombre  de  Ferrerta. 

Aparece  de  los  expedientes  gubernativos  que  corren  unidos  á  la  de- 
manda que  con  fecha  40  de  Mayo  de  1872  presentó  D*  Eugenio  Banon, 
en  nombre  de  D;  Antonio  Guerrero,  al  Gobernador  de  Murcia  una  soli*' 
eitud  de  registro  de  seis  pertenencias  mineras  con  el  nombre  de  lafFer» 
rerta,  situadas  en  el  término  de  Mazarrou,  pataje  llamado  Puntal  dé 
los  Yesares  de  Puerto  Marina,  haciendo  la  designación  de  los  linderos 
y  acompañando  la  carta  de  pago: 

Que  este  registro  fué  admitido  por  decreto  de  4  de  Julio  del  mismo 
año,  publicándose  los  edictos  y  anuncios  correspondientes  en  el  Boletin 
efícM  de  20  de  Agosto,  y  en  26  de  Octubre  solicitó  el*  registrador  que 
se  remitiera  el  expediente  al  Ingeniero  Jefe  para  que  practicase  la  de»- 


tturcacion,  protestando  mi  2tt  de  Noviembre  co&tra  la  morosidad  de  la 
AdmiDisiiraoioD  para  eritar  los  perjiúcios  que  de  do  hacerlo  pudierAB 
irrogársele: 

Que  en  7  de  Noyiembre  de  4873  preaeotó  D.  Garlos  Haría  Baeodfa 
al  Gobernador  de  Murcia  ana*  flolicitad  pretendiejodo  registrar,  bajo  el 
nombre  de  Belm^  seis  per^eneoeias  de  miqeral  de  hierro,  situadas  en 
el  término  de  MazarrQn,eo  el  mismo  paraje  y  con  iguales  linderos  qift9 
lo»  designados  para  el  registro  de  la  Ferrerta^,  y  el  cual  debia  cancelar- 
se, á  juicio  del  niie?o  registradori  por  haberse  faltado  á  lo  dispuesto  ea 
d  art.  75 del  reglamento^  disposición  ,i6  délas  generales  del  mismo  y 
art»  15  del  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  4868: 

Que  en  49'  de  NoTiettbre;  de  4873^25  de  Febi?ei:o  de  74  y  43  de  Abril 
del  mismo  año  protestó  el  registrador  de  la  mina  Belén  contra  la  lenta 
tramitación  y  retraso  del  espediente: 

Que  con  fecha  28  de  Enero  de  4874  reclamó  el  Gobernador  del  In- 
geniero Jefe  de  Minas  el  expediente  de  1^  Ferrería^  y  en  25  de  Maya 
del  citado  año  desestimó  la  solicitud  del  registro  Belen^  y  mandó  que 
continuase  su  curso  el  de  la  Ferreria  por  considerar,  de  acuerdo  con 
lo  resuelto  en  expedientes  anilogos,  que  no  se  falta  á  lo  dispuesto  en  4 
ftii.  75  del  regid  mentó  demineria- cuando*  (^omo  en  el  présente  caso,  se 
reclama  la  demarcación  dentro  del  término  de  60  dias  fijados  por  la 
disposición  16  del  mismo  reglamento,  puesto  que  con  esta  reclamación 
manifiesta  el  registrador  que  no  desiste  de  sus  pretensiones: 

Que  notificada  esta  resolución  al  registrador  de  la  mina  Belfin^w^ 
alzó  de  ella  para  ante  el  Ministerio  del  digno  cargo  de  V.  E.;  y  oida  la 
Junta  consuUi?a  de  Minas,  fué  de  opinión  que  debia  confirmarse  ék 
acuerdo  del  Gobernador  de  Murcia,  como  asi  se  verificó  por  la  orden 
de  24  de-^Diciembre  de  4874: 

Que  contra  esta  orden  ha  presentado  demanda  D.  José  Luis  Naearí» 
DO  Bravo,  en  nombre  de  D.  Garlos  Marin  Buendla: 

Que  el  Fiscal  de  S<  M.  pretende  que  se  declare  la  inadmisión  de  la 
presente  demanda,  tanto  por  no  haber  sido  negada  la  propiedad  ni 
derecho  alguno  que  pudiera  ostentar  el  demandante^,  como  por  no  ser 
éste  uno  de  los  casos  taxativamenie  marcados  en  la  ley;  como  finat» 
mente,  por  ser  contrario  á  la  jurisprudencia  que  establece  que  las  ór^ 
denes  en  que  se  mandan  cancelar  uno  de  dos  registros  mineros  no  sos 
definitivas,  puesto  que  queda  siempre  al  registrador  del  expediente 
cancelado  el  derecho  de  gestionar  en  el  subsistente  hasta  tener  una  de- 
claración definitiva  de  la  Administración  que  poder  impugnar  en  via 
contenciosa: 

Vistos  estos  antecedentes: 

Considerando  que^l  caso  que  ha  dado  origen  á  esta  demanda  no  se 
liadla  comprendido  entre  los  que  taxativamente  determina  el  art*  89  de 


—Íta- 
la ley  de  4  de  Marzo  de  1868,  Di  en  loe  desigoadoe  ea  "d  86  del  vegU*» 
■lento  Tigente  de  Mioerfa: 

Y  considerando,  por  otra  parte,  que  la  resolución  admloiatraliTa 
impagnada  no  tiene  el  carácter  de  definitíra  en  cuanto  á  los  derechos 
M  demandante  se  refiere,  pnesto  qoeésteseliatta  enaptitfid  deFeeia«' 
ote  gobernativamente  contra  todos  los  aetos  de  la  A4mín^8traeion  qoe 
tiendan  k  conceder  la  propiedad  def  la  mioa  Ferteña^  pndiendo^  por  16 
tanto,  obtener  d  día  de  la  resolución  final  del  expediente  del  citado  re- 
gistro el  reconocimiento  de  su  derecho  al  que  con  el  nombre  de  B^len 
hMá  pretendido,  quedándole  expedito,  eo  el  caso  de  que  no  le  foera 
reconocido;  el  recurso  qoe  hoy  ha  promoyido  sin  fondamento  legal; 

.  La  Sala  de  lo  Contencioao,  de  conformidad  eoo  el  Fiscal  de  S.  M., 
entiende  qoe  no  procede  la  yia  contendoso^adminietnitiya  interpuesta 
por  el  Licenciado  D.  José  Luis  Nacarino  Bravo^  en  nombre  de  D.  Carlos 
Marin  Boendfa,  sobre  reroeacion  de  la  orden  del  Presidente  del  Poder 
IjecntiTo  de  la  República  de  24  de  Dieiemhre  de  I874k> 

Y  conformándose  S.  Mfel  Rey  (Q.  IK  6;)(eon  el  preinserto  diotá^ 
men,  de  su  Real  érdeo  lo  comunico  á  V.  E*  para  su  conocimiento,  el 
de  la  Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  R;  muchos  ainoa*  Madrid 
ü  de  diciembre  de  1875. 

'    G.  IL  CeilOB  DE  TOREKO^ 

Sf.  Presidente  del  Consejo  ide  Estado. 

{Gaceta  de  38  de  DUsiembrede  l8tS}. 


MINISTERIO  DE  LA  GOBERNACIÓN. 

Besolucion  en  el  expediente  instruido  con  ffiotivo  det  itrip^stó' 
de  consumos  al  carbón  mineral. 

'  Remitido  á  informe  del  Consejo  de  Estad»  el  expediento  dealzada 
premorido  por  D.  Bonifacio  de  las  Alas  contA  un  a^veedo  de  esa  Go«- 
mieion  provincial,  confirmatorio  de  oiro>  d^  Ayuntamiento  y  Junto 
municipal  de  Goson  coa  motiro  delimpuesta  de  consumos  al  carbón 
mineral,  la  Sección  de  Gebesnacíon  de  dicho  Consto  ha  emitido  el 
aiguieato  dictamen: 

«Excmo.  Sr.f Esta  Sección  ha  examinadael  recurso  de  alaad«  in- 
terpuesto por  D.  Bodáfadode  las  Alas  contra  aa  aíNierdo  de^la  Comí- 
aion  provincial  de  Oviedo,  que  confirmó  otro  de  la  Junta  municipal 
del  pueblo  de  Gozon  en  cuanta  estableció  el  impuesto  de  consumes  so- 
bre los  carbones  destinados  á  la  fabricación*. 

JLa  reclamaron  que  este  interesado  hiao  oportunamente  i  la  Junta 
^aunielpal  se  funda  pifinbípalmenteen  que  el  consume  á  q|ue  se  refiere 
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la  Ley  es  el  destinado  á  satisfacer  iomediataméate  las  oecesidades  de 
la  vida,  y  no  el  que  tiene  lugar  para  crear  un  nuevo  producto;  en  que 
lá  Real  orden  de  48  4e  Agosto  de  4870  determina  que  no  pueden  ser 
ob}et0der  impuesto  local  de  ccmsuinos  los  artículos  que  se  destinan 
coma  primeras  mateiias  de  fabricación;  en  que  esta- disposición  fué 
eoiTobórada  por  otra  de  41  de  Mayo  de  4872,  y  en  que  si  bien  con  feeiía 
49  de  Diciembre  de  4873  se  dictó  otra  orden  declarando  sujeto  al  pag» 
de  consumos  di  carbón  mineral,  aunque  se  destinase  á  la  fabricación; 
esta  orden  en- sus  fundamentos  y  en  parte  dispositiva  no  se  hallaba  en 
armonía  con  el  espirita  déla  Ley;ypor  último,  en  que  si  en  las  facul- 
tades de  los  Ayuntamientos  estuviese  al  gravar  las  primeras  materias» 
fáéilmente  podría  ocurrir  <tue  un  industríal,  en  competencia  con  otro 
de  una  localidad  vecina  á  quien  el  Ayuntamiento  no  impusiera  igual 
gravamen,  matase  la  empresa  de  su  competidor.  El  Ayuntamiento  des»* 
estimó  esta  pretensión;  y  la  Comisión  provincial,  para  ante  la  cual 
apeló  el  interesado,  confirmó  el  acuerdo,  elevando  el  interesado  con  tal 
motivo  recurso  de  alzada  para  ante  el  Gobierno. 

La  Sección  halla  ajustado  el  acuerdo  de  la  Comisión  provincial  á 
laa  disposiciones  que  reglan  cuando  se  dictó;  y  en  tal  concepto  Consi- 
dera que  no  hay  méritos  para  revocarle,  como  él  interesado  pretende. 
Ocioso  cree  reproducir  las  razones  consignadas  ea  el  dictamen  que  sir- 
vió de  base  á  las  órdenes  de  13  de  Julio  de.  4872  y  49  de  Diciembre  de 
4873,  que  el  interesi^do  impugna  como  dictadas  en  desacuerdo  con  lá 
Ley  y  en  oposición  á  ios  principios  económicos,  y  se  limitará  á  recor- 
dar que  en  el  mismo  dictamen  significó  la  conveoioDcia  de  que  el  le- 
gislador aliviase  de  gravámenes. ea  cuanto  fuese  posible  al  carbón 
como  primera  materia  para  el  desarrollo  de  la  industria.  Esto  ha  teni- 
do ya  efecto,  pues  por  Real  órdea  de  16  de  Octubre  de  4875  se  declaró 
exento  del  pago  de  derechos  de  consumo  el  carbón  de  piedra  que  se 
emplease  en  aparatos  ó  máquinas  movidas  por  el  vapor,  el  que  se  de- 
dicase ala  fundición  de  minerales,  el  que  las  empresas  de  ferro-carri- 
les invirtieran  en  las  máquinas  dé  arrastre  y  en  sus  talleres  de  cons- 
trucción ó  recomposición,  mas  no  el  que  se  emplease  en  el  consumo 
doméstico:  y  él  Real  Decreto  de  8  de  Mayo  último  elimina,  asimismo 
«1  carbón  mineral  dé  la  tarifa  general  que  ha  de  regir  para  el  impuesto 
de  consumos,  ampliando  la  exención  á  los  carbones  vegetales  que  se 
destinen  á  la  industria;  de  donde  resulta  que,  dispensada  á  ésta  la  de- 
i)ida  protección  compatible  con  los  intereses  del  Tesoro,  carecen  ya  de 
objeto  las  consideraciones  generales  expuestas  por  el  interesado  res- 
pecto dé  los  inconvenientes  y  perjuicios  que  se  seguirían  de  continuar 
interpretando  la  Ley,  como  lo  hizo  la  orden  de  49  de  Diciembre  de 
I873i  Pero  como  quiera  que  antes  de  dictarse  la  de  46  de  Octubre  de 
1875,  ni  la  Ley  municipal  ui  la  orden  de  49  de  Diciembre  citada  con- 


i 

¡ 


sentían  la  exención,  el  Ayuntamiento  eslavo  en  su  luipir  ai  imponer  el 
arbitrio,  y  la  Comisión  provincial  obró  con  arreglo  al  derecho  consiio 
laido  ai  resolver  la  apelación. 

Por  estas  raxones,  no  existiendo  ninguna  infracción  legal  en  la  re- 
solución dictada  en  su  dia  por  la  Comisión  provincial  al  entender  ea 
este  asunto,  la  Sección  es  de  parecer  que  procede  desestimar  el  recur* 
80  de  alzada  interpuesto  por  el  interesado.* 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  6.)  con  el  preinserto  dicta- 
men, se  ba  servido  resolver  como  en  el  mismo  se  propone. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  S.  para  su  conocimiento  y  efectos  consi- 
guientes. Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años.  Madrid  30  de  Noviembre 

de  4875. 

ROHHO  T  Robledo. 

Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de  Oviedo. 

{Gaceta  de^de  Enero  de  4876). 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Reales  Ordenes. 

Resolución  en  la  demanda  interpuesta  en  solicitud  de  que  se 
revoquen  las  órdenes  referentes  á  la  personalidad  legal  dé 
la  representación  de  la  Sociedad  minera  La  Patria  y  al  des-' 
linde  de  las  minas  Fuen-Santa,  San  Juan  y  Santa  Ana. 

Ezcmo.  Sr.:  La  Sala  dé  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  cónsul* 
lado  á  este  Ministerio  con  fecha  2  del  actual  lo  siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  este  Consejo  ha  tísIo  la 
demanda,  cuya  copia  es  adjunta,  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  José 
Luis  Nacarino  Rravo,  en  nombre  de  D.  Antonio  Soler  y  Andugar  y  otros 
accionistas  de  la  Sociedad  minera  La  Patria»  solicitando  la  revocación 
de  las  órdenes  del  Gobierno  de  la  República  de  20  de  Enero  y  fí  de 
Mayo  de  4874,  referente  la  primera  á  la  personalidad  legal  de  la  ra« 
presentación  de  la  Sociedad  indicada,  y  la  segunda  al  deslinde  de  las 
minas  Fuén-Santa^  San  Juan  y  Santa  Ana. 

Resulta  de  sus  antecedentes: 

Que  constituida  la  Sociedad  minera  La  Patria^  con  arreglo  á  las 
disposiciones  de  la  Ley  de  48S9,  y  como  quiera  que  los  individuos  ele^ 
gidos  en  la  junta  general  celebrada  el  día  9  de  Junio  de  4872  para  for- 
mar  la  directiva  no  admitieron  sus  cargos,  varios  accionistas  reunidos 
en  la  casa  deD.  Antonio  Soler  y  Andugar  acordaron  nombrar  una  co- 
misión para  que  gestionase  cerca  de  aquellos  con  el  fin  de  salvarlos 
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«eDióiefecio  varias  op«raQ»oDQs4e.de9liQde,  qw  se  foriifieasen  las  k-^ 
boren  ele  la  mioa  Fuen-SanjU^^j  éUo^  ei^tremoa: 

<}ae  notificada  la  expresAda  reaolueioa  á0*  Jesé  Gayuela,  por  €oa<- 
«iderarle.  Prasideaie  da  U  Soieiedad  La  Patria:,  en  vúta  de  doQumeotós 
que  para  acreditar  tal  carácter  bebía  preaeatado,  y  habieodo  recurrida 
D.  Aoionio  Soler  y  ADéugar»  solicitando  ^ue^se  le  ootificaae  la  reseñft* 
da  orden,  como  Presidente  que  era  de  la  referida  Sociedad,  ae  diel6 
por  9I  Gobernador  eo  10  de  No?iembf e  ¿tro  Decreto  declarando  no  ha- 
.ber  lugar  á  lo  solicitado  porque  ya  se  había  hecho  la  notificación  al 
Presidente  de  la  Sociedad,  0.  JoséCayuela: 

Que  habiéndose  alsado  el  referido  Soler  para  aote  ese  Ministerio  del 
Decreto  del  Gobernador,  cuya  revocación  pretendía»  fundándose  en  que 
él  era  el  que  ostentaba  la  legal  represeolaeionde  La  Patria,  reconoei- 
dá  y  amparada  por  Tribunal  competente»  se  dictó  la  orden  del  Presi- 
dente del  Poder  Ejecutivo  de.  27  de  llardo  de  1874  confirmando  el  De- 
creto apelado,  y  recomendando  al  Gobernador  de  Murcia  que  se  ejecuta- 
se á  la  mayor  brevedad  posible  lo  ordenado  por  el  Gobierno  de  la  Re- 
pública en  49  de  Agosto  de  i873: 

One  contra  la  expresada  resolución  de  27  de  Mar?o  de  i874,  asi 
como  contra  la  de  20  de  Enero  del  mismo  año,  se  interpuso  demanda 
contencioso^dminislrativa  anie  ei  Tribanal  Supremo,  en  nombro  de 
D.  Antonio  Soler  y  Andugar  y  oíros  accionistas  de  la  Sociedad  minera 
La  Patria^  solicitando  la  revocación  délas  mismas,  y  apoyando  la 
piH^cedencia  de  la  y  la  contenciosa  en  que  no  se  trata  al  presente  de 
una  c^uestion  meramente  de  deslinde»  sino  de  un  acto  admipístraüYO 
que  en  su  origen,  consecuencias,  inteligencia  y  efectos  prejiizga  las 
cuestiones  sometidas  á  los  Tribunales  ordinarios,  y  lastima  y  agravia 
los  derechos  preexistentes  de  D.  Antonio  Soler  y  Andugar  por  dichos 
Tribunales  ordinarios  reconocidos,  y  por  la  Administración  misma,  al 
tenerle  como  parte  legítima  para  promover  el  expediente  de  des- 
linde; 

Y  que  personado  en  los  autos  D.  José  Garda  Noblejas,  sustituido 
hoy  por  el  Licenciado  D.  Francisco  de  Paula  Canalejas,  solicitó  en 
sombre  de  D.  Joan.  López  Somalo,  Presidente  interino  de  la  Sociedad 
minera  La  Patria^  que  se  ordene  la  suspensión  del  procedimiento  en 
la  demanda  contenciosa  interpuesta  por  D.  Antonio  Soler  y  Andugar» 
hasta  tanto  que  se  fije  por  Autoridad  competente  la  legal  y  verdadera 
representación  de  dicha  Sociedad,  remitiendo  i  las  partes  á  este  fin  á 
usar  de  su  derecho  donde  y  como  vieren  convenirles. 

Visto  el  art.  94  de  la  Ley  de  4  de  Marzo  de  4868  y  el  87  del  regla- 
mento vigente  de  minería: 

Considerando  que  las  órdenes  impugnadas  de  20  de  Enero  y  27  de 
Marzo  de  4874  no  son  resoluciones  finales  que  pongan  término  á  loa 
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dos  expedientes  en  que  se  dictaron,  teniendo  por  el  contrario  todo  el 
<»rácter  de  disposiciones  de  puro  trámite,  que  pueden  ser  apreciadas  y 
anuladas, gubernativamente  el  día  en  que  ia  Administración  resuelva 
•en  definitiva  las  cuestiones  de  deslinde  y  rectificación  suscitadas  por 
las  Sociedades  mineras  San  Juan  y  Santa  Ana  y  La  Patria,  y  acoer* 
•den  en  consecuencia  acerca  de  la  personalidad  con  quien  hayan  de 
entenderse  las  demá^  diligencias  que  pudieran  suscitarse: 

Considerando  que  las  cuestiones  que  se  promueven  en  la  demanda, 
al  pedir  la  revocación  de  las  dos  órdenes  citadas,  envuelven  la  más 
esencial  de  la  legítima  representación  de  la  Sociedad  minera  La  Pa^ 
tria,  solicitada  y  defendida  por  dos  distintos  individuos  que  se  dicen 
á  la  vez  Presidentes  de  su  Junta  directiva;  y  que  afectando  dicha  cues- 
tión á  la  existencia  de  la  referida  Sociedad,  y  determinadamente  á  la 
propiedad  de  la  mina  objeto  de  su  explotación,  la  competencia  para  de- 
cidirla es  de  los  Tribunales  ordinarios,  según  los  articules  94  de  la  Ley 
y  87  del  reglamento  vigente  de  minería; 

y  considerando  que  los  interesados  ^n  esta  demanda  pueden  hacer 
uso  del  derecho  de  que  se  crean  asistidos  ante  los  referidos  Tribuna- 
les  ordinarios,  á  tenor  de  lo  prevenido  en  los  citados  artículos  94  de  la 
Ley  y  87  del  reglamento,  sin  declaración  expresa  de  la  jurisdiccioa 
contencioso*administrativa;  y  que  no  existen  fundamentos  para  acor- 
dar la  suspensión  pretendida  del  procedimiento  *promovido  en  nombre 
de  D.  Antonio  Soler  y  Aodugar; 

La  Sala  de  lo  Contencioso,  de  conformidad  con  el  dictamen  emitido 
por  el  Fiscal  de  S.  M.,  opina  que  no  procede  la  via  contenciosa  para 
la  demanda  interpuesta  en  nombre  de  D.  Antonio  Soler  y  Andugar  y 
otros  accionistas  déla  Sociedad  minera  La  Patria,  sobre  la  revocación 
de  las  órdenes  del  Gobierno  de  la  República  de  20  de  Enero  de  1874  y 
27  de  Marzo  del  mismo  año,  no  habiendo  lugar  á  las  declaraciones  so- 
licitadas por  la  representación  de  D.  Juan  López  Sonialo,  Presidente 
interino  que  se  titula  de  la  referida  Sociedad.» 
.  Y  conformándose  S.M.  el  Rey  (Q.  D.  G.]  con  el  preinserto  dicta- 
men, de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  £.  para  su  conocimiento,  el 
déla  Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  £.  muchos  años.  Madrid 

24  de  Diciembre  de  1875. 

C.  EL  Conde  de  Toeeno. 
Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gaceta  de  7  de  Enero  de  4876). 

Real  orden  otorgando  la  concesión  de  un  ferrO'Cartil  desde  las 
minas  de  Monsech  á  empalmar  con  el  de  Zaragoza  á  Barce^ 
lona  en  las  inmediaciones  de  su  estación  de  Lérida, 

limo.  Sr.:  Vista  la  instancia  promovida  con  fecha  10  de  Mayo  últi* 
-Sbccior  administrativa.— T.  VI.  15 
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mo  por  D.  Manael  Gasset  y  D.  Manuel  Vidal,  cerno  presidente  y  Subdi* 
rector  re9peciivamen(e  de  la  Compañía  La  Compañía  Metalúrgica  Es  - 
pañota,  solicitando  en  nombre  de  la  misma  la  concesioo  de  un  ferro- 
carril que  una  las  minas  de  Monsech,  de  su  pertenencia,  con  la  linea 
férrea  de  Zaragoza  á  Barcelona  en  Lérida,  conforme  al  proyecto  que 
acompañan:  * 

Vistos  los  documentos  que  le  constituyen  y  el  eipediente  instruido 
al  efecto, 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  conformándose  con  lo  propuesto  por  esa  Di- 
rección general,  de  acuerdo  con  el  informe  de  la  Junta  consultiva  de 
Caminos,  Canales  y  Puertos,  ba  tenido  á  bien  otorgar,  con  arreglo  ah 
Decreto  Ley  de  14  de  Noviembre  de  1868,  á  D.  Manuel  Gasset  y  D.  Ma- 
nuel Vidal,  en  concepto  de  la  representación  que  ostentan,  la  concesioo 
d«l  ferro-carril  délas  minas  de  Monsech  á  empalmar  con  el  deZarago*^ 
za  ¿  Barcelona  en  las  inmediaciones  de  su  estación  de  Lérida,  en  la 
parte  que  la  linea  proyectada  afecte  al  dominio  público  con  el  empaU 
.  me  que  se  indica,  asi  como  también  con  el  paso  del  rio  Noguera-Riba- 
gorzana,  el  délos  barrancos  de  la  Solana,  la  Fuente  Barbuxera,  For- 
nech,Portella  y  otros  cauces  de  menor  importancia,  sometiéndose  la 
empresa  concesionaria  al  proyecto  y  pliego  de  coadiciones  aprobados 
con  fecha  14  del  mes  próximo  pasado. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  L  para  los  efectos  oportunos.  Dios  guar-^- 

de  á  V.  I  muchos  años.  Madrid  1.''  de  Enero  de  1876. 

C.  DE  ToaENO. 
Sr.  Director  general  de  Obras  públicas. 

(Gaceta  de  ii  de  Enero  de  1876;. 


Resolución  en  la  demanda  interpuesta  en  solicitud  de  que  se^ 
revoque  la  Real  orden  en  que  se  dispone  qu£de  fenecido  y  m». 
curso  el  expediente  de  registro  titulado  Jesusa. 

Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  con* 
saltado  á  este  Ministerio  con  fecha  25  de  Diciembre  próximo  pasado  lo 
siguiente: 

•  Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  visto  la  demanda  pre- 
sentada por  el  Licenciado  D.  Gabriel  Rodriguez,  en  nombre  de  D«  Nico-* 
lásMadariaga,  contra  la  Administración  general  del  Estado,  con  laso-' 
licitud  de  que  se  revoque.lA^&fiai.Ó.rd.&o  de.  24  de  Junio  último,  expedi- 
da por  ese.  Ministerio,  en  la  que  se  dispone  que  quede  fenecido  y.sjiii 
curso  el  expediente  de  registro  minero  titulado /e^uj^a,  y  se  siga  y  ul- 
time en  legal  forma  el  nombrado  San  Mateo, 

Délos  expedientes  unidos  á  la  demanda  resulta  en  cuanto  al  regís*- 
tro  San  Mateo: 
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Qae  I>.  Jaan  Baitey  Da?ies  solicitó  del  Gobernador  de  la  proYÍQcia 
de  Vizcaya  en  28  de  Setiembre  de  i87t  registrar  con  el  nombre  tie  San 
Maleo  45  peneneocias  de  mineral  de  hierro,  situadas  en  el  término  de 
Sao  Pedro  de  Abanto,  paraje  llamado  Salto  Turruca,  haciéndola  opor- 
tuna designación  de  linderos.  En  el  mismo  dia  de  la  presentación  se  a4- 
mitió  el  registro  haciéndose  las  publicaciones  en  28  de  Octubre  si- 
guiente. En  5  de  Enero  de  4872  se  mandó  unir  al  expediente  una  recti- 
ficación presentada  por  el  interesado  á  la  designación  de  linderos,  y 
que  pasara  todo  al  Ingeniero  para  practicar  la  demarcación,  protes- 
tando el  interesado  contra  la  morosidad  de  la. Administración  en  5  de 
Junio  de  1875. 

En  cuanto  al  registro  Jesusa,  aparece: 

Que  en  6  de  Octubre  de  1872  elevó  D.  Nicolás  Madariaga  al  Gober- 
nador de  Vizcaya 'Solicitud  para  registrar  con  el  nombre  de  Jesusa  45 
pertenencias  de  mineral  de  hierro,  que  comprenderían  el  misino  terre- 
no ocupado  por  e]  registro  San  Mateo ^  el  cual  debia  anularse  por  ha- 
ber incurrido  en  el  vicio  que  marca  el  art.  75. del  reglamento.  En  10 
de  Noviembre  protestó  el  interesado  contra  la  morosidad  de  la  Admi* 
nistracion,  y  en  9  de  Diciembre  siguiente  solicitó  la  demarcación  del 
registro.  > 

El  Gobernador  de  la  provincia  decretó  con  fecha  8  de  Enero  de  1875 
la  caducidad  del  expediente  del  registro  San  Mateo^  y  mandó  seguir  la 
sustanciacion  del  denominado  Jesusa.  Contra  esta  providencia  se  alzó 
el  registrador  de  San  Mateo  D.  Juan  Baitey  Dav^es,  y  por  el  Ministerio 
del  digno  cargo  de  V.  £.,  oido  el  dictamen  de  la  Junta  superior  con- 
sultiva del  ramo,  sedietó  la  Real,  orden  de  24.de  Junio  último,  por  la 
que,  revocando  el  acuerdo  del  Gobernador  de  Vizcaya,  se  dispone  que 
se  cancele  el  expediente  del  registro  Jesusa  y  siga  sus  trámites  el  de 
San  Mateo»  D.  Nicolás  Madariaga,  registrador  de  la  mina  Jesusa,  y  en 
su  nombre  el  Licenciado  D.  Gabriel  Rodríguez,  ha  interpuesto  demanda 
solicitando  la  revocación  de  la  citada  Real  orden,  fundándose  en  que 
procede  la  via  contenciosa  contra  las  declaraciones  de  caducidad  de 
rei^stros,  porque  éstas  enruelveti  la  negativa  de  concesión. 

El  Fiscal  deS.  M.  ;se  opone  á  la  admisión  de  esta  demanda  por  no 
ser  el  caso  que  la  promueve  de  los  taxativamente  marcados  en  los  ar- 
tículos 89  de  la  Ley  y  86  del  reglamento,  y  por  no  ser  definitiva  la  re- 
solucioniúQpugnada. 

Vistos,  los  antecedentes  expuestos: 

Considerando  que  el  caso  que  origina  la  presente  demanda  no  se 
halla  comprendido  entre  los  que  taxativamente  determina  el  art.  89  de 
la  Ley  de  4  de  Marzo  de  1868,  ni  en  los  consignados  en  el  86  del  re- 
glamento para  la  ejecución  de  U  citada  Ley: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  24  de  Junio  actualmente  impug- 
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nada  DO  tiene  el  carácter  dedeflnitiya,  puesto  que  al  decretarse  por  ese 
Ministerio  la  concesión  de  la  propiedad  de  la  mina  que  hoy  se  cues- 
tiona ha  de  conocer  del  expediente  cuyo  fenecimiento  y  cancelacioo 
han  sido  resueltos,  asi  como  de  todas  las  oposiciones,  reclamaciones 
é  incidencias  que  se  promuevan,  para  apreciar  en  su  vista  cuál  de  los 
interesados  ostenta  mejor  derecho:  > 

Considerando  que  el  demandante  D.  Nicolás  Madariaga  se  halla  fa- 
cultado por  lo  tanto,  fundándose  en  su  titulo  de  peticionario  de  la 
mina  Jesusa^  para  oponerse  á  todos  ios  actos  de  la  Administración  que 
se  dirijan  á  otorgar  la  concesión  de  la  titulada  San  Mateo;  pudiendoetí 
su  caso  y  lugar  promover  el  recurso  contencioso- administrativo  con- 
tra la  orden  por  la  que  se  conceda  en  definitiva  la  propiedad  de  la 
misma,  ó  de  otra  que  con  distinto  nombre  venga  á  sustituirla  si  juaga- 
se lastimados  con  la  expresada  orden  sus  derechos*  á  tenor  de  lopres»» 
crito  en  el  art.  90  de  la  Ley  de  minería  vigente: 

Y  considerando,  por  úitímo^,  que  las  prescripciones  de  la  referida 
Ley  y  de  su  reglamento,  relativas  á  los  motivos  que  producen  la  via 
contenciosa»  no  han  sufrido  alteración  alguna  por  las  bases  generales 
para  la  nueva  legislación  de  minas  de  29  de  Diciembre  de  1868,  habien- 
do sido  por  el  contrario  declaradas  subsistentes  en  el  art.  32  de  las 
citadas  bases; 

La  Sala  de  lo  Contencioso,  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Fis- 
cal de  S.  M.,  opina  que  no  procede  la  via  contencioso-adminislratira 
para  la  demanda  de  que  se  ha  hecho  mérito.» 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  con  el  preinserto  dicta- 
men de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocimiento,  el  do 
la  Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  il 

de  Enero  de  1876. 

C.  EL  Conde  de  Toreno. 
Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gacela  de  il  de  Enero  de  1876.) 


Resolución  en  la  demanda  presentada  en  solicitud  de  que  se 
revoque  la  Real  orden  por  la  que  se  revocó  un  decreto  del  Go* 
bernador  de  Murcia  que  mandó  se  cancelase  el  registró  mí' 
ñero  San  Roque  y  quedase  subsistente  La  Sorpresa. 

Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  con- 
sultado á  este  Ministerio  con  fecha  27  de  Diciembre  próximo  pasado  lo 
siguiente:  ' 

.«Excmo.  Sr.:  La  Sala  d^  lo^ontencioso  ha  visto  la  demanda  presen»* 
tada  por  el  Licenciado  D.  Juan  de  Dios  Esquer,  en  representaeiott  de/ 
D.  Antonio  Moreno  Gallego,  contra  la  AdmitüBlracion  geii«rai<lel  Esta- 
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éeeconjai  solicitud  de  qae»M  r^v.oqae  la  Real  orden  expedida  poc  eae 
Ministerio  ea  14  de  Jomo  último^  por  la  que  se  revocó  «iq  deer«ta  del 
Gobernador  de  Murcia  de  7  de  Octubre  de  1874,  que  mandó  se  cancela-* 
se^el  registro  minero  Ran  Roque^  y  quedase  subsistenie  La  Sorprem^ 
disponiendo  eu'su  lugar  que  el  expediente  de  este  nombre  quede  can* 
celado  y  continué  su  curso  el  de  registro  San  Roque. 

De  los  expedientes  unidos  á  la  demanda  aparece: 

Que  en  28  de  Agosto  4e  1872  solicitó  D.  Pedro  José  López,  por  n^e- 
dio  de  apoderado,  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Murcia,  con  el  ti* 
talo  de  San  Roque,  un  registro  de  12  pertenencias  de  mineral  de  bier- 
ro,  situadas  en  el  término  de  Lorca*  paraje  Rambla  de  las  Plazas,  ba- 
dendo  la  oportuna  designación  de  linderos: 

Qne  sustanciado  el  expediente,  se  admitió  el  registro  en  5  de  Di- 
ciembre, se  bizor  la  publicación  en  5- de  Febrero  de  1873  y  se  mandó 
pasar  al  Ingeniero  Jefe  para  la  demarcación  en  12  de  Hayo  siguiente, 
protestando  el  registrador  contra  la  morosidad  déla  Administración  en 
20  de  Noviembre  del  mismo  año. 

En  21  de  Julio  de  i 874  D.  Antonio  Moreno  Gallego  pretendió  regis^ 
trar  con  el  nombre  de  Sorpresa  los  mismos  terrenos  del  registro  San 
Roque,  cuyo  expediecte  debia  cancelarse  por  haberse  faltado  á  lo  q^O 
dispone  el  art.  75  del  reglamento  y  demás  disposiciones  que  cita.   . 

El  registrador  de  la  mina  San  Roque  se  opuso  á  dicho  registro;  y  el 
Gobernador  deMurcia,  con  vista  de  ambos  expedientes,  resolvió  en  7 
de  Octubre  de  1874  que  se  cancelase  el  registro  San  Roque  y  continua- 
rasu  curso  el  llamado  Sorpresa;  y  habiéndose  alzado  D,  José  jLopez  de 
este  acuerdo,  el  Ministerio  del  digno  cargo  de  V.  E.,  previo  dictj&mén 
de  la  Junta  consultiva  de  Minas,  se  ha  servido  dictar  la  orden  de  i  4  de 
Junio  último,  por  la  que  se  revoca  el  decreto  del  Gobernador  de  Mur- 
cia, y  se  manda  quede  cancelado  el  registro  Sorpresa  y  siga  su  curso 
el  expediente  San  Roque. 

Contra  esta  Real  orden  ha  presentado  demanda  el  Licenciado  Don 
Juan  de  Dios  Esquer,  en  representación  de  D.  Antonio  Moreno  Gallego, 
apoyando  la  procedencia  de  la  yia  contenciosa  en  los  articnlos  89  de  la 
Ley  y  88  del  reglamento:  y  oido  el  Fiscal  de  S.  N.,  se  opone  á  la  ad- 
misión de  la  demanda  por  no  ser  el  caso  que  la  origina  de  los  taxati- 
vamente marcados  en  los  artículos  de  la  Ley  y  del  reglamento  que  se 
citan. 

Vistos  los  antecedentes  reseñados: 

Considerando  que  el  caso  que  origina  la  presente  demanda  no  ee 
halla  comprendido  en  los  que  taxativamente  determina  el  art.  89  de  la 
Le^e  4  dé  Marzo  de  1868,  ni  en  los  consignados  en  el  86  del  regla- 
mento dictado  para  la  ejecución  déla  citada  Ley: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  14  de  Junio  actualmente  impug- 


B»da  00  tiene  el  carácter  de  deñnitiva,  puesto  que  al  decretarse  por 
ese-Mioisterio  la  concesión  de  la  propiedad  de  la  mina  qtie  hoy  se  cues- 
tiona ha  de  conocer  del  expediente  cuyo  fenecimiento  y  caocelaeion 
han  sido  resueltos,  asi  como  de  todas  las  oposiciones,  reclamaciones  é 
ÍG^cideocias  que  se  promuevan,  para  apreciar  en  su  tista  cuál  de  los 
interesados  ostenta  mejor  derecho; 

Considerando  qUe  el  demandante  D.  Antonio  Moreno  Gallego  se  ha- 
ll^ facultado  por  lo  tacto,  fundándose  en  su  titulo  de  peticionario  de 
la  o^ina  La  Sorpresa^  para  oponerse  á  todos  los  actos  de  la  Adminis* 
traaion  que  se  dirijan  á  otorgar  la  concesión  de  la  titulada  San  Roque: 
puliendo  en  su  ca^o  y  lugar  promover  el  recurso  contencioso  «adminis- 
trativo contra  la  orden  por  la  que  se  conceda  en  definitiva  la  propie* 
~(}ad  déla  misma,  ó  de  otra  que  con  distinto  nombre  venga  á  sustituir- 
ia,-«i  juzgare  lastimados  con  )a  expresada  orden  sus  derechos,  á  Venor 
de  lo  prescrito  en  el  art.  90  de  la  Ley  de  minería  vigente: 

Y  considerando,  por  último,  que  las  prescripciones  de  la  referida 
Ley  y  de  su  reglamento,  relativas  á  los  motivos  que  producen  la  vía 
contenciosa,  no  han  sufrido  alteración  alguna  por  las  bases  generales 
para  la  nueva  legislación  de  minas  de  29  de  Diciembre  de  1868,  habien- 
do sido  per  el  contrario  declaradas  subsistentes  en  el  art.  32  de  ia^  ci- 
tadas bases; 

hde  Sala  de  lo  Contencioso,  de  conformidad  con  el  dictamen  del 
Fiscal  de  S.  M.,  opina  que  no  procede  la  viacootencioso^administrati- 
va  para  la  demanda  de  que  se  ha  hecho  mérito.» 

Y  conformándose  S,  M.  el  Rey  (Q.  0.  G.)  con  el  preinserto  dicta- 
men, de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para,  su  conocimiento,  el 
de  la  Sala  y  denlas  efectos.  Dios  jguardé  á  V.  E.  muchos  años.  Maddd 
11  de  Enero  de  1876. 

C.   EL  CoifDE  DE  TOREMO. 

^r.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

{Gaceta  de  17  de  Enero  de  1876). 


Resolución  en  la  demanda  presentada  en  solicitud  de  que  se 
revoque  la  Real  orden  que  confirmó  el  decreto  del  Goberna- 
dor de  Jaén  que  declaró  fenecido  el  expediente  del  registro 
minero  titulado  Inesperada. 

Excmo  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  consul- 
tado á  este  Ministerio,  con  feclia  27  de  Diciembre  próximo  pasadb,  lo 
siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  contencioso  ha  visto  la  demanda  preseu- 
tada  por  el  Dr.  D.  Vicente  Olivares  Viec,  en  nombre  de  B:  Raimundo 
Velasco,  contra  la  Administración  general  del  Estado,  con  la  solicitud 
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«deqadse  reroqoe  la  Real  orden  de  9  de  Agostó  último,  por  la  que  se 
co&ñlrm<S  el  decreto  del  Gobernador  de  Jaén  que  declaró  fenecido  e!^x- 
pedienfe  del  registro  minero  titulado  Inesperada,  y  maridó  seguir  la 
susUnciacion  del  nombrado  Saturno. 

De  los  expedientes  gubernativos  unidos  á  la  demanda  aparece: 

Que  D.  José  Salmerón  solicitó  en  4  de  Noviembre  de  1871  del  Go- 
bernador de  la  provincia  de  Jaén,  con  el  nombre  de  Saturno,  42  perte* 
•nencias  de  mineral  de  plomo,  situadas  en  el  término  de  Baños^  paraje 
llamado  Solano  del  Atochar,  haciendo  la  oportuna  designación  delio- 
•deíost  cuyo  registro  fué  admitido  en  6  del  mismo  mes  y  publicado  eo 
el  Boletin  oficial  correspondiente  dosdias  después,  habiéndose  remití* 
do  el  expediente  al  Ingeniero  para  su  demarcación  en  21  de  Enero  át 
487^: 

Que  el  interesado  protestó  contra  la  morosidad  de  la  Administra- 
ción en  19  de  Setiembre,  19  de  Noviembre  y  5  de  Diciembre  de  4873» 
apareciendo  los  dos  prinaeros  escritos  sin  nota  de  presentación,  y  en  94 
'ét  Enero  de  4874  acudió  al  Gobernador  en  queja  del  Decreto  de  suspen- 
sión de  los  trabajos  del  Saturno,  que  habia  dictado  á  solicitud  de  Bod 
Andrés  Chicarro,  registrador  del  mismo  terreno  con  el  nombre  de 
Santana,  cuya  suspensión  fué  alzada  gubernativa niente,  pasando  de 
nuevo  el  expediente  al  Ingeniero  para  la  demarcación,  que  se  llevó  á 
'Cabo  en  47  de  Junio,  variando  la  designación  del  registro,  porque 
abrazaba  45  pertenencias  en  vez  de  las  12  solicitadas,  y  porque  las  mi- 
nas colindantes  noj)ermltian  colocación  más  que  á  nueve  pertenen- 
cias, y  DO  constaba  la  existencia  de  terreno  franco  en  otros  rumbos: 

Que  contra  esta  demarcación  protestaron  el  registrador  de  la  mina 
'  Santana  si  se  concedían  al  Saturno  más  de  12  pertenencias;  el  de  ht 
Inesperada  por  haber  faltado  el  Saturno  á  la  disposición  10  del  regla- 
mento, y  el  mismo  registrador  f*el  Saíurnf^  contra  el  registro  Inespe- 
rada, por  defectos  en  la  fijación  del  punto  de  partida  de  este  registro; 
cuyas  protestas  fueron  desestimadas  por  el  Ingeaiero:  la  primera  por 
estar  fenecido  y  sin  curso  el  expediente  Santana,  y  la  segunda  por- 
que el  registro  Inesperada  no  comprendía  el  terreno  ocupado  por  5a* 
tumo,  sino  por  San  Claudio,  y  por  ser  vago  el  punto  de  partida  que 
fija:  añadiendo  aquel  funcionario  que  no  habia  podido  veriUcar  el  des* 
linde  de  la  Inesperada  con  San  Ctávdio,  por  habérsele  pedido  por  el 
'Gobernador  el  expediente  de  este  último  registro: 

Que  en  26  de  Setiembre  de  1874  solicitó  el  registrador  del  Saturno 
que  se  alzase  el  Decreto  de  suspensión  de  labores  y  enajenación  de  mi- 
nerales recaído  á  petición  del  registrador  de  la  Inesperada,  y  en  caso 
contrario,  que  se  suspendiesen  los  efectos  de  aquel  Decreto;  habiéndo- 
se acordado  en  su  virtud  por  el  Gobernador  en  SO  del  mismo  mes  que 
se  practicase  por  el  Ingeniero  un  reconocimiento  y  deslinde  entre*  los 
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registros  Saturna  y.  San  Cléudio  para  jresolver  ^bre  ia  reelaoiRoion  de- 
suspensión  de  labores  iotentada  por  el  registrador  de  la  Inesperada:  , 

£q  coaDto  al  expedieote  de  registro  de  este  nombre  resulta: 

Que  en  27  de  Marzo  de  4875  D.  Raimundo  Velasco  presentó  regis- 
tro-denuncio á  la  mina  San  Claudio  con  el  titulo  Inesperada,  silUiado 
en  el  paraje  llamado  Desilla  de  Almadenejos,  término  de  Baños,  hacien- 
do la  opoituna  designación  de  linderos,  y.  expresando  que  el  registro 
San  Claudio  era  denunciable  por  vicios  en  la  designación: 

Que  en  15  de  Julio  de  4874  solicitó  el  registrador  de  la  mina  Satur- 
no  la  cancelación  del  expediéntela  Inesperada  por  no  haber  protestado^ 
el  interesado  contra  la  morosidad  de  la  Administración,  haciendo  no» 
tar  que,  á  pesar  de  estar  designado  el  registro  Inesperada,  sobre  ter*- 
reno  de  la  mina  San  Claudio^  el  interesado  en  aquel  registro  habia 
protestado  la  diligencia  de  demarcación  del  Saturno,  y  que  en  vista 
de  tal  solicitud  el  Gobernador  declaró  en  44  de  Agosto  siguiente  fene- 
cido el  expediente  de  la  mina  Inesperada,  de  cuya  providencia  se  alzó 
D.  loan  Colomer  en  nombre  del  registrador  para  ante  el  Ministerio  del 
digno  cargo  de  V.  E.: 

Que  en,  48  de  Setiembre  de  1874  solicitó  D.  Manuel  Martínez  Gutiér- 
rez con  el  nombre  de  La  Esperanza  42  pertenencias  en  el  terreno  ocu- 
pado por  la  mina  Sahumo,  cuyo  expediente  manifestó  debia  cancelar*^ 
se  por  haber  prescindido  el  interesado  de  la  observancia  de  las  dispo- 
siciones de  la  Ley  y  del  reglamento,  habiéndose  opuesto  el  registra- 
dor del  Saturno,  fundándose  en  que  había  cumplido  en  la  tramitacioa 
lie  su  expedienta  con  las  disposiciones  legales,  y  que  el  Gobernador 
declaró  en  28  del  citado  mes  sin  curso  el  expediente  del  registro, J^^pe- 
tanza,  contra  cuyo  Decreto  promovió  recurso  de  alzada  el  interesado^ 
antéese  Ministerio: 

Que  por  Real  orden  de  9  de  Agosto  último,  dictada  previa  audien- 
cia y  de  conformidad  con  lo  informado  por  la  Junta  superior  facultati- 
Ta  de  Hineria,  se  ha  dispuesto: 

I.*  Confirmar  el  Decreto  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Jaén,  fe- 
cha 28  de  Setiembre  de  4874,  en  que  se  declara  cancelado  el  expediea* 
te  registro  de  La  Esperanza,  desestimando  la  apelación  interpuesta 
por  el  peticionario,  y  que  se  termine  en  legal  forma  el  expediente  del  re- 
gistro Saturno,  disponiendo  asimismo  se  confirme  el  Decreto  del  Gober- 
nador de  la  provincia  que  declaró  la  caducidad  del  registro  Inesperadat 

Que  contra  esta  Real  orden  se  ha  presentado  por  el  Doctor  D.  Vi- 
cente Olivares,  en  nombre  de  D.  Raimundo  Velasco,  demanda  conten- 
ciosa, con  la  solicitud  de  que  se  revoque  dicha  Real  orden,  que  se  de- 
clare la  caducidad  del  registro  Saturno,  y  se  mande  seguir  el  curso 
del  expediente  de  registro  la  Inesperada,  6  en  su  defecto  el  incoado  coa 
el  nombre  áe  Esperanza:     .   . 


Y  que  el  Fiscal  de  S.  M.^se  ha  opuesto  á  la  admisioo  déla  referida 
-demanda,  por  no  estar  el  caso  que  la  promnere  entre  los  taxativaflaea* 
te  marcados  en  el  art.  89  de  la  Ley,  y  por  no  ser  definitifa  la  orden 
impagoada: 

Vistos  los  antecedentes  reseñados: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  9  de  Agosto  último,  reclamada 
por  el  demandante  al  confirmar  los  Decretos  del  Gobernador  por  los 
qne  se  declararon  fenecidos  los  expedientes  Inesperada  y  Eeperanza 
ni  concede  ni  niega  propiedad  alguna  minera,  no  hallándose  compren- 
dida pot  lo  tanto  para  su  impugnación  en  via  contenciosa  en  los  casos^ 
quetaxatiyamente  determina  el  art.  89  de  la  Ley,  hi  en  los  consigna- 
dos en, el  86  del  reglamento  vigente  del  ramo: 

Considerando  que  al  mandarse  por  ¡a  misma  que  se  termine  en  lék  * 
gal  forma  el  expediente  Satttnio  no  hace  otra  cosa  que  aprobar  lo  acor- 
dado por  el  Gobernador  en  30  de  Setiembre  de  1874,  referente  al  des- 
linde entre  el  registro  de  aquel  nombre  y «1  titulado  San  Claudio ^  por' 
considerar  que  la  demarcación  del  primero  no  se  halla  perfecta  y  ulti- 
mada, según  la  Ley  exige: 

Considerando  qne  en  ambos  conceptos  la  expresada  resolución  no- 
tiene  el  carácter  de  definitiva,  hallándose  facultado  por  lo  tanto  el  de», 
mandante  D.  Raimundo  Velasco,  como  peticionario  que  es  de  la  mina 
Inesperada^  para  oponerse  á  todos  los  actos  posteriores  de  la  Adminis- 
tración qne  se  dirijan  á  otorgar  la  concesión  de  la  titulada  Saturno^ 
pudiendo  en  su  caso  y  lugar  promover  el  recurso  coateacioso-adminis-  ^ 
trativo  contra  la  orden  por  la  que  se  conceda  en  definitiva  lalpropie- 
dad  de  la  mina,  ó  de  otra  que  con  distinto  título  venga  á  sustituirla» 
si  con  ella  juigá  lastimados  sus.  derechos,  é  tenor  del  art.  90  de  la  ley 
de  Minería  vigente: 

Considerando  qne  las  |>rescripciones  de  la  referida  Ley  y  de  su  re- 
glamento relativas  á  los  motivos  que  producen  la  via  contenciosa  no 
han  sufrido  alteración  alguna  por  las  bases  generales  para  la  nueva  le- 
gislación de  Minas  de  29 de  Diciembre  de  1868»  antes  bien,  han  sido 
declaradas,  subsistentes  en  el  art.  32  de  las  citadas  bases; 

La  Sala,  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Fiscal  de  S.  M.,  opina 
qoe  no  procede  la  via  contencioso-administrativa  paraMa  demanda  de 
que  deja  hecho  mérito.*  . 

.  Y  conformándose  S.  H.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  con  el  preinserto  dictamen, 
de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocimiento,  el  de  la 
Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  Y.  £.  muchos  años.  Madrid  17  de 
Enero  de  4878. 

C.  Kli  CORDE  DE  T0B£If0. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

{Gaceta  de  22  de  Enerode  1876). 


fíesolucion  en  la  demanda  interpuesta  pretendiendo  la  revoca- 
don  délas  Reales  órdenes  réoúidasen  los  expedientes  mine- 
ros titulados  Cuarta  y  Montefuerte. 

* 

-  £iEcnio.  %t,i  La  Sala  de  lo  GoQtendoso  de  este  alto  Cuerpo  faa  con- 
-Mltiido  á  esteMioistario,  con  fecha  21  de  Diciembre  proxioBO  pasado, 
\tí  ¥igaieiae: 

«fixciao.  8r.:  La  Sala  de  lo  Goniencioso  lia  visto  la  demanda  coya 
copia  es  adjafita,  interpuesta  por  el  Ucepciado  D.  Faustino  Rodríguez 
'Saof^ro,  eo  nombre  y  re  presen  tacion  de  D.  Juan  Bautista  Cortés^ 
contra  la  Administración  del  £stado«  pretendiendo  la  revocación  de  las 
Heales  órdenes  de  27  de  Abril  ultimo  recaídas  en  los  expedientes  mi- 
naros titulados  Cuarta  y  Montefuerte, 

'    Resol  la  de  sus  antecedentes: 

Que  en  16  de  Setiembre  de  lB7i  solicitó  D.  Juan  Bautista  Cortés 
del  Gobernador  de  Vizcaya  200  pertenencias  de  mineral  de  hierro  en  el 
término  de  Arrigorriaga,  término  de  Malmesio,  haciendo  la  desigo^cioii 
<M)rreipoQdieote,  que  rectificó  en  30  de  Diciembre  por  haber  sufrido 
e(|aiToca€Íoo  en  la  verificada  con  motivo  de  la  renuncia  de  52  perte- 
nencias de  las  200  que  habia  pretendido;.advirtieodo  que  parte  de  Jas 
pertenescias  correspoudiao  á  la  jurisdicción  de  Arrigorriaga  y  {Kirie 
y  él  punto  de  partida  á  la  de  San  Miguel  de  Basaure,  comprendiendo  la 
designación  el  monte  Malmesini: 

'iQtie^se  presentó  oponiéndose  ádicha    solicilud  en  6  de  Enero  de 
1872'D.  Jc^'é  de  Soiaegui,  en  representación  del  Conde  de  Montefuerie^ 
manifestando  que  su  representado  como  dueño  del  monte  Ollargan,  hac- 
bia  venido  explotando  de  muy  antiguo  el  mineral  de  hierro  yacente  en 
9U  propiedad»' amparado  por  las  leyes  y  posteriormente  por  la  Real  ór-. 
d^n  dé  14  de  Abril  de  1857  y  oirás  disposiciones  administrativas  ^iie 
•dtSBiba,  hasta  que  D.  Juan  Bautista  Cortés  habia  solicitado  el  registro 
€ieiifto,.'faaciendo  la  designación  de  una  manera  vaga, y  sin  determi* 
nar  el  monte  Oiiargan,  que  es  en  el  que  pretende  la  explotación  de  las 
pertenencias  pedidas  por  cuya  causa  no  había  podido  el  Conde  Pécla* 
mar  hasta  la  actualidad,  solicitando,  como  lo  hacia,  la  suspensión  dd 
expediente  del  Cortés,  y  que  se  recetase  el  derecho  que  l^asisiia  para 
beneficiarlos  minerales  en  el  terreno  de  sü  propiedad,  según  las  bases 
7/  y  8.*  de  las  generales  de  29  de  Diciembre  de  1868: 

Qae  contestando  á  la  oposición  promovida,  el  regislt-ador  de  la  mU 
ni  Cuarta  «^xpusoque  no  debia  de  admitirse  aquella  por  haber  sido 
intestada  37  días  después  de  trascurrido  el  plazo  legal:  que  el  oposi* 
tor  tenía  derecho  Coicamente  al  suelo  si  justificaba  que  las  labores  se. 
&iftlií^o^'^cie1o  abierto^  por  cuyas  razones  y  otras  consideraciones  que 


I 


-^355  — 

dejaba  cdosígnadas,  suplicó  que  se  desestímasela  oposición  promovida 
en  nombre  del  Conde  dé  Montefoerte: 

Que  por  virtnd  de  nueva  solicitud  del  Conde  de  Montefuerte  pidien- 
do que  se  le  respetase  en  su  derecho  para  explotar  el  mineral  de  hier- 
ro yacente  en  su  propiedad,  hallándose  dispuesto  á  verificar  la  explo- 
ladon  sucefsiva  en  la  forma  que  se  le  designase,  se  dictó  una  Real  or- 
den en  43  de  Setiembre  de  lé72,  por  la  cual,  de  acuerdo  con  el  infor- 
me emitido  por  el  Consejo  de  Bstado,  se  confirmó  al  citado  Conde  en 
e^  derecho  que  por  disposiciones  administrativas  anteriores  se  le  habia 
concedido  para  explotar  los  minerales  de  hierros  contenidos  en  el 
monte  Ollargan,  de  su  propiedad,  facultándole  para  que  contintiase  la 
explotación  por  pozos  y  galerías  si  se  acogía  á  las  bases  para  la  nueva 
legislación  de  minas: 

Que  en  30  de  Diciembre  del  citado  año  4872  recurrió  D.  Juan  Bau- 
tista Cortés  al  Gobernador  de  Vizcaya  quejándose  de  la  lentitud  en  la 
marcha  del  expediente  de  la  (pina  Cuarta,  impugnando  además  guber- 
nativamente la  Real  orden  de  43  de  Setiembre,  y  pidiendo  de  nuevo 
se  desestimase  la  oposición  del  Conde  al  registro  de  la  citada  mina: 

Que  remitido  el  espediente  al  Ingeniero  Jefe  del  distrito  para  la  de- 
marcación de  la  misma,  dicho  funcionario  consultó  al  Gobierno  de -pro- 
▼iticia  sobre  la  interpretación  de  la  Real  orden  de  13  deSetiembre,  ha- 
biéndosele con  testado  que  según  ella  debía  respetar  los  derechos  del  Con- 
de de  Montefuerte,  y  que  verificada  la  demarcación  en  27  de  Mayo  de 
1873,  comprendiendo  únicamente  en  la  operación  expresada  siete  per- 
tenencias, la  protestó  D.  Joan  Bautista  Cortés,  teniéndose  por  admitida 
la  apelación  que  contra  la  misma  habia  entablado  subsidiariamente: 

Que  remitido  el  expediente  á  la  Superioridad,  conaultada  la  Junta 
superior  facultativa  del  ramo  y  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento 
del  Consejo  de  Estado,  y  de  conformidad  con  sus  dictámenes,  se  acor- 
dó por  orden  del  Gobierno  de  la  República  de  20  de  Octubre  de  4873  que 
se  repusiese  el  expediente  al  estado  que  tenia  en  30  de  Diciembre  de 
4871  para  que  la  nueva  solicitud  de  registro  de  D.  Juan  Bautista  Cortés 
•e  publicase  en  el  Boleiin  oficial  y  continúasela  tramitación  de  aquel 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  articules  23  y  24  del  reglamento  vi- 
géntet 

<Que  cumplimentada  la  orden  referida  en  los  términos  acordados* 
admitida  la  oposición  promovida  por  el  Conde  de  Montefuerte  contra 
la  solicitud  de  registro  de  la  mina  Cuarta,  y  de  conformidad  con  el 
dictamen  de  la  Diputación  geneval  del  S^ñorio  de  Vizcaya,  el  Gobertia- 
dbr  de  la  provincia,  por  Decreto  de  8  de  Agesto  de  4874,  declaró  can- 
celado el  expediente  de  la  mina  diaria,  de  cuyo  Decreto  se  alzó  para 
«rte  ese  Ministerio  el  registrador  D.  Juan  Bautista  Cortés,  dando  lugar 
el  reetirso  intenudo  áqne  se  dictase  h  Real  orden  de  27  de  Abril  del 


aiU>  actual,  por  la  caal,  y  de  atuerdo  con  !o  ioforioado  por  la  lúíita  &^ 
eoltaUva  de  Afinería  y  ia:  Sección  de  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  se 
accedió  á  lo  pretendido  por  el  Conde  de  Moñtefuerte,  disponiendo  a! 
prapio  tiempo  que  «únicamente  en  el  caso  de  que  se  probara  la  exis-^ 
>teoGÍa  del  terreno  franco  dentro  del  límite  de  las  siete  pertenencias 
•demarcadas  á  D.  Juan  Bautista  Cortés,  con  respecto  á  estas  pertenen- 
tdas,  procederá  á  efectuar  la  concesión  defioitivaí  modificando  al  efec- 
*to  y.  en  este  último  extremo  el  Decreto  del  Gobernador  de  Vizcaya 
•C(a6  ha  producido  la  apelación  de  dicho  interesado:» 

Que  en  ^  de  Octubre  de  i 872,  y  haciendo  uso  de  la  facultad  con- 
cedida por  la  Real  orden  de  13  de  Setiembre  del  mismo  año,  recurrió 
D;  José  de  Solaegui  en  nombre  del  Conde  de  Hontefuerte  al  Goberna- 
dor de  Vizcaya,  solicitando  que  se  le  tuviese  por  acogido  á  las  bases 
generales  para  la  nueva  legislación  de  minas,  y  pretendiendo  á  la  vez 
la. demarcación  de  todo  el  terreno  comprendido  en  el  monte  Ollargan» 
de  la  propiedad  de  su  representado,  que  había  de  ser  conocida  con  el 
titulo  de  Montefuerte,  verificando  la  designación  en  la  forma  legal  es- 
table<^ida: 

Que  publicada  la  admisión  de  este  registro  en  el  Boletín  oficial  de 
5 de  Diciembre,  acudió  D.  Juan  Bautista  Cortés  en  31  del  mes  citado, 
oponiéndose  á  ella,  fundándose  en  que  el  terreno  pretendido  por  el 
Conde  para  la  explotación  minera  es  el  mismo  que  tiene  solicitado  el 
recurrente  con  el  nombre  de  Cuarta  con  14  meses  de  antelación,  en 
^6  la  designación  y  el  plano  presentado  por  el  Conde  adolecían  de 
varios  defectos  que  señala,  y  en  que  los  minerales  del  monte  OUargaa 
no  eran  de  libre  aprovechamiento,  y  se  hadaban  por  lo  tanto  sujetos á 
concesión  por  el  Estado,  según  la  Ley  vigente: 

Que  en  14  de  Marzo  de  1B73  contestó  á  la  oposición  de  Cortés  el 
Conde  de  Montefuerte,  pidiendo  fuese  desestimada,  apoyándose  en  que 
venia  en  posesión  de  su  derecho  á  explotar  el  mineral  de  hierro  desde 
muy  antiguo,  derecho  que  le  había  sido  reconocido  por  diversas  dispo- 
siciones administrativas,  citando  muy  especialmente  la  Real  orden,  de 
13  de  Setiembre  de  1872,  cuya  declaración  tiene  el  carácter  de  una  con- 
cesión minera: 

Que  remitido  el  expediente  instruido  al  ingeniero  Jefe  del  distrito 
para  la  demarcación  del  registro  Hontefuerte^  y  verificada  con  arre- 
glo á  la  designación  y  plano  presentado  por  el  interesado,  fué  protes- 
tada la  operación  por  D.  Juan  Bautista  Cortés,  habiéndose  remitido  el 
expediente  á  la  Superioridad  para  que  se  acumulase  al  de  la  mina 
Cuarta  en  vista  de  las  reclamaciones  de  los  interesados  en  los  dos  re- 
gistros citados: 

Que  remitido  el  expediente  Montefuerte  al  Gobernador  déla  provin- 
cia para  que,  reponiéndole  al  estado  en  que  debió  oirse  á  la  Diputación 
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general  de  Vizcaya,  adoptara  la  resolución  correspondiente  én  la  for- 
ma prescrita  en  los  ártica  los  11  y  12  de  las  bases  generales  rigentes, 
y  art.  24  de  la  Ley  reformada  de  1868,  y  cumplidos  los,  trámites  indi- 
cados, fué  devuelto  al  Ministerio  por  la  expresada  Autoridad  y  que 
habiendo  emitido  sus  respectivos  informes  la  Junta  superior  facultati- 
va del  ramo  y  la  Sección  de  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  y  de 
acuerdo  con  las  mismas,  se  dictó  la  Real  órdün  de  27  de  Abril  última, 
por  la  que  «se  confirmó  el  derecho  de  que  goza  el  Conde  de  Hootefuer- 
» te  para  explotar  el  mineral  de  hierro  que  se  halle  comprendido  den» 
«tro  del  terreno  de  su  propiedad  en  el  monte  Ollargan,  sin  distiocióa 
«alguna  del  suelo  y  del  subsuelo;  disponiendo  al  propio  tiempo  se  le 
•otorgue  la  concesión  que  tiene  solicitada  para  abrir  pozos  y  gale* 
«rías:» 

Que  contra  esta  Real  orden  y  contra  la  que  con  la  misma  fecha  re- 
cayó en  el  expediente  de  la  mina  Cuarta  ha  interpuesto  demanda  con- 
lencioso-administrativa  ante  este  Consejo  el  Licenciado  D.  Faustino  Ro- 
dríguez San  Pedro,  en  nombre  de  D.  Juan  Bautista  Cortés,  registrador 
déla  mina  Cuarta^  solicitando  de  la  Sala  se  sirva  consultar  áS.  M.;  eo 
primer  término,  la  procedencia  de  la  via  contenciosa,  que  apoya  en  los 
artículos  89  de  la  Ley  y  86  del  reglamento  vigente  en  Minería,  y  en  su 
dia  la  revocación  de  las  Reales  órdenes  citadas,  dejándolas  sin  efecto, 
declarando  nulo  el  registro  MontefuertCy  y  desestimando  las  pretensio- 
nes del  Conde  del  mismo  título  á  explotar  por  pozos  y  galerías  el  mine- 
ral de  hierro  contenido  en  aquel,  mandando  seguir  la  sustanciacioa 
del  registro  Cuarta,  y  otorgando  la  concesión  de  propiedad  de  dicha 
mina  á  su  representado: 

Vistos  los  antecedentes  reseñados; 

Visto  el  escrito  del  Pisca)  de  S.  M.,  en  el  que  propone  que  se  con- 
sulte la  improcedencia  de  la  via  contencioso-administrativa  para  esta 
demanda,  por  no  tener  el  carácter  de  definitivas  las  resoluciones  re» 
clamadas: 

Visto  el  art.  89  de  la  Ley  reformada  de  4  de  Marzo  de  1868,  y  el  86 
del  reglamento  para  su  ejecución: 

Considerando  que  el  caso  comprendido  en  la  actual  demanda  no  «e 
halla  entre  los  que  taxativamente  se  determinan  en  los  artículos  de  la 
Ley  y  reglamento  citados,  puesto  que  las  resoluciones  que  en  la  misma 
se  impugnan  ni  otorgan  ni  niegan  la  propiedad  de  una  mina,  ni  se  vie* 
ne  á  declarar  en  ellas  la  cancelación  de  una  concesión  anteriormeote 
reconocida  en  favor  del  demandante: 

Considerando  que  el  estado  del  expediente  de  registro  Cuarta  y  el  de 
Montefuerte,  en  Ja  nueva  forma  que  hoy  reviste  por  la  explotación  á 
que  se  halla  autorizado,  es  el  de  demarcación  délas  pertenencia» soli- 
citadas por  los  respectivos  registradores^  y  que  tanto  en  ente  trámite 


€omo  eo  los  sacesivos  basta- la  coocesioQ  de  la  propiedad  midera,  pae<» 
d0o  ios  mismos  promover  cuaatas  recia maciooes  eslimen  oportunas  eo 
apoyo  de  los  derechos  de  que  se  eréaff  asistido^: 

Y  considerando,  por  lo  tanto*  que  las  disposiciones  administratifaá 
reclamadas  no  tienen  el  carácter  de  definitivas^  siendo  por  el  contrario 
de  pqra  tramitación,  sin  que  pueda  variar  su  naturaleza  el  reconoci- 
miento que  en  ellas  se  hace  del  derecho  del  Conde  de  Montefuerte,  es- 
tableci4o  y  determinado  en  la  Real  orden  de  13  de  Setiembre  de  4872, 
la  Cttfal,  por  tío  haber  sido  reclamada  en  el  tiempo  y  forma  legal,  se  ha 
apreoiado  sin  duda  por  la  Administración  comp  una  ejecutoria  admi- 
nistrativa; 

La  Sala  de  lo  Contencioso,  de  acuerdo  con  el  Fiscal  de  S.  M.,  opin» 
que  no  procede  la  via  contencioso«administrativa  para  la  demanda  in- 
terpuesta por  el  Licenciado  D.  Faustino  Kodriguez  San  Pedro,  en  re- 
presentación de  D.  Juan  Bautista  Cortés,  sobre  revocación  de  las  Rea- 
les órdenes  de  27  de  Abril  último,  referentes  á  los  registros  titulados 
Cuarta  y  Monte  fuerte.  ^ 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  6.)  con  el  preinserto  dicta- 
men, de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para-  su  conocimiento,  el 
de  la  Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid 
17  de  Enero  de  1876; 

(X,  EL.  COSOE  DE   TORESO. 

Sr.  Prosidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gaceta  de  22  de  Enero  de  1876;. 


Resolución  en  la  demanda  presentadq  en  solicitud  deque  se 
revoque  la  Real  orden  que  declara  fenecido  y  cancelado  el 
expediente  deregistro,  nombrado  Luisíta. 

Etemo¿  Sf.:  La  Sala  dalo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  con- 
sultado á  este  Ministerio,  con  fecha  23  de  Diciembre  próximo  pasado, 
lasiguiei^te: 

tExcmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha*  visto  la  demanda  pre- 
sentada por  el  Licenciado  D.  Juan  de  Dios  Ezqner,  esa  nombre  de  Oíon 
Juan  José  López.  Garda,  contraía  Administración  general  del  Estado, 
en  solicitud  de  que  se  revoque  la  Real  orden  expedida  por  ese  Minis--. 
terioen  26  de  Abril  último,  por  la  que  se  manda  continúe  la  sustan» 
elación  del  expediente  de  registro  minero  San  Guillermo,  y  se  declara 
fenecido  y  cancelado  el  nombrado  Luisita. 

Del  expediente  gu^bcrnativo  unido  á  la  decuanda  resulta,  en  cuanto 
al  registro  S<ifiGtfti7tormo,  que  en  5  de  Agosto  de  1871  solicitó  D;  Nieo*' 
las  Cadierno,  por  medio  ée  s«  apodeíado,  del  Gobernador  de  Murciar 
con  el  nombre  de  San  Guillermo  seia  perteneneias  de  mineral  de  pioino 


«4tta4a3^8Q.B&  ^míAó  de  la  Qqíob,  ^vaje  ilam^d<»  el  Goll^do^ik.  las 
Vacaa,  hacieodo  la  deaignoeion  de  liadece^  y  eipreaaado  que  el  ierra- 
no  que  pretendía  regíatrfirera  el  atiaoio  qu6*ocupaba  la  mina  Segui^^ 
daMáquinaj  cuyo  dueño  se  ignoraba  y  que. parecía  abandonada.* 

Formado  el  opqrtuno  expediente  de  caducidad,  se  noti&c^  el  de* 
nuncio  á  la  viuda  del  concesionario  de  la  Segunda  Máquina;  y  previo» 
loa  informes  del  Ingeniero,  quo  opinó  que  ésta  aparecía  abandonada 
por  más  tiempo  que  el  marcado  por  la  Ley,  se  declaró  caducada  aquo*^ 
lia  concesión  en  1 5  de  Marzo  de  1872,  y  se  admitió  el  registro  San  Gui- 
llermo en  26  de  Abril  del  mismo  año,  aounciándose  en  el  BoleUn  úfi' 
dal  de  2  de  Junio  siguiente,  pidiendo  el  interesado  la  demaroaci09  ^ 
6  del  mismo  mes.  ^ 

En  21  de  Noviembre  de  1873  reclamó  el  registrador  contra  la  mor 
rosidad  de  la  Administración,  después  de  resueltas  ciertas  cuestión^ 
de  superposición  con  lanaina  Marinera. 

En  cuanto  al  registro  Lui8ita\  aparece  que  en  4  de  Noviegibre  d«. 
1873  solicitó  D.  Juan  Jiosé  López  García  del  Gobernador  de  MureÍA  al 
registro  de  seis  pertenencias  de  mineral  de  hierro  en  el  mismo  ierr^eno 
que  ocupaba  el  registro  San  Guillermo^  que  debia  declararse  caducado 
por  haber  faltado* á  lo  dispuesto  en  el  art.  75  del  reglamento. 

El  registrador  protestó  contra  la  morosidad  de  la  A^iDistracíoa 
en  24  de  Pebroro  del  mismo  año:  y  por  Decreto  de  4  de  Junio  siguiea* 
tese  declaró  por  el  Gobernador  de  la  provincia  fenecido  y  cancelado 
el  expedienie  de  registro  San  GuiUermó,  y  se  mandó  seguir  su  curso 
el  nombrado  Luisita. 

El  registrador  de  la  mina  San  Guillermo,  D.  Nicolás  Cadierno,  ao  al-^ 
zó  para  ante  ese  Ministerio  del  anterior  acuerdo;  y  previa  audiencia 
de  la  Jonta  superior  consultiva  del  raimo„  se  dictó  la  Real  orden  de  28 
de  Abril  último,  por  la  que,  revocando  el  acuerdo  del  GobernadOF  de  la 
provincia  de  Murcia,  se  mandó  quedase  fenecido  y  cancelado  el  expe- 
diente del  registro  Luisita,  y  que  siguiera,  su  curse*  el  del  5(ttfi  GuUr 
Uermo, 

Contra  la  Real  orden  anteriormente  citada  presentó  demanda  el  Li- 
cenciado D.  Juan  de  Dioe  Ezquer,  en  nombre  de  D.  Juan  José  López  Gar- 
cfa,  como  interesado  en  el  registro  Li«m(ii^  solicitando  su  revocacioo»^ 
y  presentando  como  fnodameotos  en  que  apoyó  la  procedencia  de  la 
vía  contenciosa  los  articuloa-8d  de  la-Ley  y  88  del  reglamento  vigente 
d.e  MinerÍ9. 

El  Fiscal  de  S.  M.  se  opone  á.  la  admisión  de  esta  dbmanda^  por 
encontrar  que  el  caso  á  que  se  contrae  no  está  comprendido  entre  lo» 
que  marcan  lo&citaüos  artículos,  y  por  no  ser  la  declaraciori  de  cadu- 
cidad, de  un  registro  una  iresolucioa  definitiva  de  la  Administración^*  .  * 

Vistos  los  antecedentes  expuestos: 


— Í40— 

Considerando  que  el  caso  qoe  origiDa  la  presente  demanda  ^do  se 
llalla  comprendido  entre  los  que  taxativamente  determina  el  art.  89  de 
la  Ley  de  4  de  Marzo  de  1868,  ni  en  los  consignados  en  el  art.  86  del 
reglamento  dictado  para  la  ejecución  de  la  citada  Ley : 

Considerando  que  la  Real  orden  de  26  de  Abril,  actualmente  im- 
pugnada, DO  tiene  el  curácter  de  definitiva,  puesto  que  al  decretarse 
por  ese  Ministerio  la  concesión  de  la  propiedad  de  la  mina  que  hoy  se 
cuesftiona  ha  de  conocer  del  expediente  cuyo  fenecimiento  y  cancela- 
ción se  ha  resuelto,  asi  como  de  todas  las  oposiciones^  reclamaciones  é 
incidencias  que  se  promuevan,  para  apreciar  en  su  vista  cuál  de  los 
interesados  ostenta  mejor  derecho: 

Considerando  que  el  demandante. D.  Juan  José  López  García  se  haila 
facultado  por  lo  tanto,  fundándose  en  un  título  de  peticionario  de  la 
mina  Luisita^  para  oponerse  á  todos  los  actos  de  la  AdministracioD 
que  se  dirijan  á  otorgar  la  concesión  de  la  titulada  San  Guillermo,  pu- 
diendo  en  su  caso  y  lugar  promover  el  recurso  oontencioso-adminis- 
trativo  contra  la  orden  por  la  cual  se  conceda  en  definitiva  la  propio* 
dad  de  la  misma  ó  de  otra  que  con  distinto  nombre  venga  á  sustituirla, 
si  juzgase  lastimados  con  la  expresada  orden  sus  derechos,  á  tenor  de 
lo  prescrito  en  el  art.  90  de  la  Ley  de  Minería  vigente: 

Y  considerando,  por- último,  que  las  prescripciones  de  la  referida 
Ley  y  de  su  reglamento,  relativas  á  los  motivos  que  produce  la  via 
contenciosa,  no  han  sufrido  alteración  alguna  por  las  bases  generales 
para*  la  nueva  legislación  de  minas  de  ^  de  Diciembre  de  1868,  habien- 
do sido,  por  el  contrario,  declaradas  subsistentes  en  el  art.  32  de  las 
citadas  bases; 

La  Sala  de  lo  Contencioso,  de  conformidad  con  el  dictamen  delFis* 
cal  de  S.  M.,  opina  que  no  procede  la  via  contencioso-administrativa 
para  la  demanda  de  que  queda  hecho  mérito.» 

T  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  con  el  preinserto  dictamen 
de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  £.  para  su  conocimiento,  el  de  la 
Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  17  de 

Enera  de  1876. 

C.  BL  Conde  de  Torero. 
Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gaceta  de2l  de  Enero  de  1876). 


Resolución  en  la  demanda  interpuesta  contra  la  orden  que  de  - 
claró  cancelado  el  registro  San  Leonardo. 

Exemo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  con- 
sultado á  este  Ministerio  con  fecha  18  de  Diciembre  próximo  pasado  lo 
fliffttiente: 


— ^4i  — ^ 

•  Exorno.  Sr.:  La  Sa!a  de  lo  Gontencioso  de  esteCoosejo  ha  tüIo  la 
demanda  presentada  por  el  Agente  de  negocios  D.  Francisco  Fábrégas 
y  Darán,  sostitoidu  por  el  Licenciado  9.  Juan  Asttidillo  y  Guzmao,  en 
nombre  de  D.  Miguel  Aufonio  Alcolea»  contra  la  Administración  gene- 
ral detEstado  solicitándola  tevocacion  de  la  orden  del  Poder  Ejecuti- 
vo de  24  de  Diciedbfre  de  1874,  por  la  que  se  confirmó  el-dccreto  dei 
Gobernador  ée  Mnrcia,  qne  declaró  cancelado  el  registro  San  Lemar* 
do,  y  mandó  segtti^r  su  curso  el  llamado  Los  Tres  Amigos. 

bel  expediente  gubernatiro  unido  á  la  demanda  resolta: 

Oue  en  8  de  Noviembre  de  1872  presentó  D.  Antonio  Alcolea  soli* 
citud  para  registrar  con  el  nombre  de  5(in  Leonardo  12  pertenenciasr 
de  mineral  de  hierro  en  la  provincia  de  Murcia,  término  de  Lorca,  pa- 
rajes del  Medio,  barranco  del  Pantano,  admitiéndose  el  registro  en  12 
de  Junio  de  1875,  y  publicándose  en  20  del  mismo  mes  y  año: 

Que  el  interesado  solicitó  la' demarcación  del  regjstro  en  1/  de  Se* 
iiietobre  del  mismo  ano,  y  protestó  contra  la  morosidaii  de  la  Adminis- 
traeioü  en  20  de  Noviembre  siguiente: 

Que  en  18  de  Noviembre  de  1873  presentó  D.  Mariano  Medina  soli<- 
ciltidpara  registrar  con  el  nombre  dé  Lis  Tres  Antíffos  12  pertenen- 
cias de  mineral  de  hierro,  situadas  en  el  mismo  terreno  qne  ocupa  cH 
jOgisiro  iSten  LamardOy  que  debia  declararse  cancelado  por  no  haber 
protestado  contra  la  morosidad  de  la  Administración  dentro  de  los  40 
¿ias  que  previene  la  décimasexta  disposición  del  reglamento,  y  pro- 
testó tas  faltas  que  se  cometieran  en  el  curso  del  expediente  cen  fecha 
10  de  Diciembre: 

Que  en  26  de  Febrero  de  1874  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Mur- 
ct»)declará  téoeoid'o  el  expediente  ^^air.Aéoikinf o  y  mandé  siguiera  su 
curso  el  de  Los  Tires  Aini^o^,  contra  cuy»  dis^poeicion  se  alzó  D.  Ao* 
tonio  Álcolea  para  ante  ese  Ministerio: 

Que  oida  la  Junta  consultiva  de  tfitíás,  emitió  dictamen  en  15  de 
Julio  de  1874  opinando  por  Ja  revocación  del  acuerdo  del  Goberoador 
y  que  el  Negociado  y  la  Dirección  opinaron  qne  debia  conflrmarse  éster, 
dictándose  de  conformidad  con  este  dictamen  la  órdén  de  21  de  No- 
viembre de  1874,  que  «conOrma  el  acuerdo  dei  Gobernador  de  Murcia 
qée  decretó  ía  cancelación  del  registró  San  Leonerrdó. 

Contra  esta  orden  presentó  demanda  D.  Francisco  Fábregas  y  Du- 
rám,  que  ha  sido  sustituido  por  el  Licenciado  D.  Juan  Astudillo,  fun- 
dándose enelart.  80  déla  Ley  y  en  la  orden  de  29  de  Noviembre  de 
1875,  que  declaró  en  suspenso  los  plazos  de  la  Ley  de  minas  para  las 
provincias  de  Álava,  Vizcaya.  Murcia,  etc. 

El  Fiscal  de  S.  A.  se  opone  i  la  admisión  de  la  demanda,  fundado 
«n  que  la  cancelación  de  registros  no  es  uno  de  los  casos  marcados  eof 
elarti  89 de  la  Ley,  y  en  que  'el  demandante  puede  mostrarse  opositor' 
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GoDsid erando  qiie  el  caso  qoe  origioa  la  presente  demanda  do  se 
halla  comprendido  entre  los  que  taxativamente  determina  el  art.  89  de 
la  Ley  de  4  de  Marzo  de  i868,  ni  en  los  consignados  en  el  art.  86  del 
reglamento  dictado  para  la  ejecución  de  la  citada  Ley: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  26  de  Abril,  actualmente  im- 
pugnada, DO  tiene  el  carácter  de  definitiva,  puesto  que  al  decretarse 
por  ese  Ministerio  la  concesión  de  la  propiedad  de  la  mina  que  hoy  se 
cuesftiona  ha  de  conocer  del  expediente  cuyo  fenecimiento  y  cancela- 
ción se  ha  resuelto,  asi  como  de  todas  las  oposiciones*  reclamaciones  é 
incidencias  que  se  promuevan,  para  apreciar  en  su  vista  cuál  de  los 
interesados  ostenta  mejor  derecho: 

Considerando  que  el  demandante. D.  Juan  José  López  García  se  halla 
facultado  por  lo  tanto,  fundándose  en  un  titulo  de  peticionario  de  la 
miüSi  Luí  sita,  para  oponerse  á  todos  los  actos  de  la  AdministracioD 
que  se  dirijan  á  otorgar  la  concesión  de  la  titulada  San  Guillermo^  pu* 
diendo  en  su  caso  y  lugar  promover  el  recurso  oontencioso-adminis- 
trativo  contra  la  orden  por  la  cual  se  conceda  en  definitiva  la  propie- 
dad de  la  misma  ó  de  otra  que  con  distinto  nombre  venga  á  sustituirla, 
si  juzgase  lastimados  con  la  expresada  orden  sus  derechos,  á  tenor  de 
lo  prescrito  en  el  art.  90  de  la  Ley  de  Minería  vigente: 

Y  considecando,  por- último,  que  las  prescripciones  de  la  referida 
Ley  y  de  su  reglamento,  relativas  á  los  motivos  que  produce  la  via 
contenciosa,  no  han  sufrido  alteración  alguna  por  las  bases  generales 
para* la  nueva  legislación  de  minas  de  29  de  Diciembre  de  1868,  habien- 
do sido,  por  el  contrario,  declaradas  subsistentes  en  el  art.  32  de  las 
citadas  bases ; 

La  Sala  de  lo  Contencioso,  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Fis- 
cal de  S.  M.,  opina  que  no  procede  la  via  contencioso^administrativa 
para  la  demanda  de  que  queda  hecho  mérito.» 

T  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  con  el  preinserto  dictamen 

de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  £.  para  su  conocimiento,  el  de  la 

Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  i7  de 

Enero  de  4876. 

C.  BL  Conde  de  Torero. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gaceta  de  22  de  Enero  de  1876). 


Kesoludonen  la  demanda  interpuesta  contra  la  orden  que  de  ^ 
claró  cancelado  el  registro  San  Leonardo. 

Exemo,  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  con- 
sultado á  este  Ministerio  con  fecha  i8  de  Diciembre  próximo  pasado  lo 
siguiente: 


•Excmo.  Sf.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  este  Consejo  ha  Ttíto  ia 
demianda  presentada  por  el  Agente  de  negocios  D.  Francisco  Fábrtígifs 
y  Duráo,  sQstitnidu  por  el  Licenciado  9.  Juan  AstadtUo  y  Guzmao,  en 
nombre  de  D.  Miguel  Antonio  Atcolea,  contra  la  Administracíoo  gene- 
ral del  Estado  solicitándola  revocación  de  la  orden  del  Poder  Ejecuti- 
vo de  24  de  Diciédbfre  de  1874,  por  la  que  se  coofírmó  el^dccreto  dei 
Gobernador  de  Mnrcia,  qne  declaró  cancelado  el  registro  San  Leanar* 
ddf,  y  mandó  segok  su  curso  el  llamado  Los  Tres  AwHgos^ 

bel  expediente  guberoatiyo  unido  á  la  demaoda  resalta: 

Oue  en  8  de  Noviembre  de  i872  presentó  D.  Antonio  Alcolea  soli- 
citud para  registrar  con  el  nombre  de  San  Leonardo  12  perteneneiasr 
de  mineral  de  hierro  en  la  provincia  de  Murcia,  término  de  Lorca,  pa- 
rajes del  Medio,  barranco  del  Pantano,  admitiéndose  el  registro  en  tt 
de  Janio  de  1875,  y  publicándose  en  20  del  mismo  mes  y  año: 

Que  el  interesado  solicitó  la  demarcacioQ  del  regjstro  en  1.*  de  Se^ 
iiietaibre  del  mismo  año,  y  protestó  contra  la  líkorosidaxl  de  la  Admiois- 
traeioü  en  20  de  Noviembre  siguiente: 

Que  en  48  de  Noviembre  de  1873  presentó  D.  Mariano  Medina  soU^ 
citudpara  registrar  con' el  nombre  de  Li^  Tres  Amigos  12  pertenen- 
cliis  de  mineral  de  hierro,  situadas  en  el  mismo  terreno  que  oenpa  cH 
registro  San  Lamárdo,  que  debia  declararse  cancelado  por  no  haber 
protestado  coútrit  la  morosidad  de  la  Administración  dentro  de  los  40 
<lias  que  previene  la  décimasexta  disposición  del  reglamento,  y  pro» 
testó  tas  faltas  que  se  cometieran  en  el  curso  del  expediente  cen  fecha 
10  de  Diciembre: 

Que  en  26  de  Febrero  de  1874  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Mur- 
cia ^declaró  léDécidb  el  expediente  Stniteaúardo  y  mandé  siguiera  su 
curso  el, de  Los  Tres  AYni^o#,  contra  cuy»  dis^poaiciop  s^  alzó  D«  An* 
ionio  Álcolea  para  ante  ese  Ministerio: 

Querida  la  Junta  consultiva  de  tfibas,  emitió  dictamen  en  15  de 
Julio  de  1874  opinando  por  Ja  revocación  del  acuerdo  del  Gobernador 
y  que  el  Negociado  y  la  Dirección  opinaron  que  debia  conflrmarse  áster, 
dictándose  de  conformidad  con  este  dictamen  la  órdén  de  21  de  No- 
viembre de  1874,  qne  «conOrma  el  acuerdo  del  Gobernador  de  Murcia 
qáfe  decretó  ía  cancelación  del  registró  San  Leonetrdó. 

Gohtra  ceta  orden  presentó  demanda  D.  Francisco  Fábregas  y  Du- 
rám,  que  ha  sido  sustituido  por  el  Licenciado  D»  Joan  Astudillo,  fun- 
dándose eo«lart.  89  déla  Ley  y  en  la  orden  de  29  de  Noviembre  de 
1875,  que  declaró  en  suspenso  los  plazos  de  la  Ley  de  minas  para  las 
provincias  de  Álava,  Vizcaya.  Murcia,  etc. 

El  Fiscal  de  S.  A.  se  opone  á  la  admisión  de  la  demanda,  fundado 
«nt[tte  la  cancelación  de  registros  no  es  uno  délos  casos  marcados  eof 
el  arti  89  de  la  Ley,  y  en  que  <el  demandante  puede  mostrarse  opositor 
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impugnada  en  la  demanda  no  tiene  el  carócter  de  definitiva  en  cuanto 
¿  los  derecho^  del  demandante  se  refiero,  puesto  que  éste  se  halla  facuN 
tado,  como  peticionario  del  registro  San  Isidro  Segundo^  pari'reclcí- 
mar  gubernativamente  contra  todos  los  actos  de  la  Administración  que- 
tiendan  á  conceder  la  propiedad  de  la  lufira  Providencia^  pudiendo  por 
lo  tanto  obtener  el  dia  de  la  resolución  definitiva  del  expediente  déla 
citada  mina  el  reconocimiento  de  su  derecho  á  la  concesión  de  la  quer 
tenia  solicitada  con  el  nombre  de  San  Isidro  Segundo;  quedándole  ex- 
pedito, en  el  caso  que  no  le  fuese  reconocido,  el  recurso  contencioso 
que  hoy  ha  promovido  sin  fundamento  legal; 

La  Sala,  de  acuerdo  con  él  Fiscal  de  S.  M.,  es  de  dictánien  que  pue- 
de V.  E.  servirse  declarar  inadmisible  la  demanda.* 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G .'  con  el  preinserto  dictamen, 
de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocimiento,  el  de  la 
Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  17  de 
Enero  de  1876. 

O.   Kk  CONDB  Dfe  TOBBIK). 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado.  . 

(Gacela  de  ¿3  de  Enero  de  1876). 


PRESIDENCIA  DEL  CONSEJO  DE  MINISTROS. 

Real  Decreto. 

Resolucionen  $1  expeniente  sobre  el  derecho  de  explotar  y  be- 
neficiar  ciertos  manantiales  por  la  Saciedad  titulada  La» 
Aguas. 

En  el  expediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Gober- 
nador de  la  provincia  de  Canarias  y  el  Juez  de  primera  instancia  de 
Orotava,delos  cuales  resulta: 

Que  en  1853  se  constituyó  en  el  pueblo  Puerto  4e  la  Cruz  una  So- 
ciedad titulada  Las  Aguas  con  el  fin  d^  explotar  y  beneficiar  ciertos 
manantiales  que  nacen  en  término  del  Realejo  Alto,  y  de  alguno  de  los 
cuales  se  derivaba  una  corriente  que  venia  aprovechando  el  Puerto  de 
la  Cruz  para  el  abastecimiento  del  pueblo  hacia  largo  tiempo;  y  te* 
miendo  el  Ayuntamiento  que  las  nuevas  obras  emprendidas'por  la  So» 
ciedad  Las  Aguas  hicieran  desaparecer  6  mermar  las  pertenecientes 
al  común  de  vecinos,  mandó  practicar  su  aforo  para  hacer  constar  cual 
era  la  dotacion-de  agua  que  entraba  en  el  canee  público: 

Q^e^egun  dicho  aforo,  resultó  ascender  aquella  dotación  á  240  pi* 
pas  por  hora;  y  como  en  efecto  llegarán  á  enriarse  las  aguas  por  It 
empresa  explotadora,  ésta  se  comprometió  á  indemnizar  al  vecinda» 
rio  del  Puerto  de  la  Cruz  de  dicha  cantidai  do  íígua,  dándosela  prime* 


raméate  par  una  zanja  proviiiionaL;  despides  por  el  barranco  de  la  Fi^eo* 
te,  y  más  tardeu  deside  i865,  por  el  llamado  del  burgado:. 

Que  requerida  la  empresa  por  el  AyuQtamieoto  eQ  diversas  épocas 
para  que  condujese  el  agua  por  atajea  cerrada,  so  nombra  roa  comi6io«' 
oes  por  ambas  izarles  para  determinar  el  paraje  por  donde  hablan  de 
Aer  llevadas  las  aguas  al  pueblo,  con  las  debidas  condiciones  de  lim«» 
pieía  y  seguridad;  y  como  pretendiera  el  Ayuntamiento  que  se  le  «lie- 
860  240  pipas  de  agua,  y  que  e)  acueducio  se  construyese  en  el  calleen 
del  Burgado,  y  la  empresa  solo  se  allanaba  á  dar  200  pipas  y  á  condu- 
cir el  agua  por  el  trayecto  que  en  lo  antiguo  recorrió,  no  pudo  conse* 
gttirse  avenencia: 

Que  habiendo  cocsoUado  e\  Ayontamieolo  con  el  Gobernador  si 
podría  obligar  á  la  empresa  á  que  suministrase  las  240  ^ipas  reclama- 
das;á  que  las  condujese  por  el  callejón  del  Burgado  por  acueducto  ca> 
bierto,  y  á  que  también  cubriese  la  empresa  su  propio  acueducto  desde 
la  boca  de  la  galería  que  había  construido,  aquella  Autoridad,  despaes 
de  oir  las  explicaciones  de  la  empresa,  se  limitó  á  recomendar  á  amims 
partes  la  conveniencia  de  arreglar  amigablemente  la  cuestión  susci- 
tada: 

Que  aunque  el  Ayuntamiento  volvió  de  nuevo  á  consultar  el  caso 
con  el  Gobernador,  ampliando  sus  anteriores  razonamientos  é  impug- 
Dando  los  déla  empresa, el  Gobernador,  después  de  reiterar  su  reco- 
mendación para  llegar  á  uua  avenencia,  y  de  indicar  que  algunos  de 
los  pontos  eonsiiltados  por  la  corporación  municipal  entrañaban  cues- 
tiones de  derecho  propias  de  los  Tribuioales  de  justicia,  concluía  acon- 
sejando quese  aforasen  nueva  mente  las  aguas  en  las  cuatro  estaciones 
del  año: 

Que  el  Ayuntamiento,  en  vista  de  estos  antecedentes,  acordó  en  i7 
de  Enero  de  1874  que  se  intimase  á  la  Sociedad  que  entregara  por 
ahora  solo- 2Ü0  pipas  de  agua  por  medio  de  acueducto  cubierto  que 
construiría  por  el  mismo  paraje  donde  hoy  corre  hasta  unirlo  con  la 
atajea  del  Ayuntamiento;  pero  antes  de  que  este  acuerdo  se  ejecutase 
se  adoptó  otro  en  20  de  Marzo  siguiente,  y  en  el  cual,  transigiendo  las 
diferencias  pendiente^  conviuo  el  Ayuntamiento  en  tomar  las  aguas 
por  donde  discurrieron  en  lo  antiguo;  mas  aunque  la  empresa  acepté 
estas  bases  y  la  Municipalidad  dió  por  terminadas  las  cuestiones  en  23 
del  mismo  mes,  el  nuevo  Ayuntamiento,  constituido  en  el  propio  día, 
protestó  desde  luego  el  acuerdo,  y  previo  dictamen  de  la  Junta  de  Sa- 
nidad dispaso  en  21  de  Abril  declararlo  nulo: 

Qnela  Sociedad  recurrió  en  alzada  de  dicho  acu^doá  la  Comisión 
proyincial,  y  esta  corporación  eu  28  de  Mayo  declaró  nulo  lo  acordado 
por  el  Ayuntamiento  en  20  de  Marzo,  sin  efecto  el  de  26  de  Abril  y 
subsistente  el  de  17  de  Enero,  reservándole  no  obstante  el  derecho  de 
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reclamar  la  mayor  cantidad  de  agua  á  que  se  coosideraba  acreedor  el 
Ayuntamiento,  y  á  la  Sociedad  el  de  que  se  oreyera  asistida  para  enta  • 
blar  ante  los  Tribunales  competentes  los  recursos  que  procedieran 
contra  los  acuerdos  de  la  Municipalidad,  conforme  al  art.  i62de  ia  Ley 
municipal:  ^ 

Que  en  este  estado  la  Sociedad  de  aguas  dednjo  demanda  ordinaria 
ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Orotara  contra  el  Ayuntamien- 
to del  Puerto  déla  Cruz  pidiendo  que  se  suspendiese  por  primera  pro- 
Yidencia  el  acuerdo  de  47  de  Enero,  y  que  se  declarase  á  la  Sociedad  en 
aptitud  de  dar  de  su  galería  baja  las  aguas  que  han  de  constituir  la 
indemnización  al  vecicdaVio  del  pueblo,  poniéndolas  en  el  acueducto 
público  por  donde  nacen,  y  no  por  el  barranco  del  Burgado. 

Que  emplazado  el  Ayuntamiento  para  contestar  la  demanda',  acu- 
ció al  Gobernador  de  la  provincia  en  solicitud  de  que  requiriese  de  in- 
hibición al  Juzgado,  á  lo  cual  accedió  aquella  Autoridad  fundándose  en 
que  la  cuestión  versa  sobre  disfrute  de  aguas  comunales,  y  sobre  me- 
didas adoptadas  por  la  Municipalidad  coa  el  fin  de  conservar  las  mis- 
mas aguas  y  cuidar  de  su  mayor  limpieza,  asunto  de  la  competencia 
de  la  Administración,  conforme  á  varias  decisiones  á  propuesta  del 
Consejo  de  Estado  que  citaba,  y  á  los  artículos  275  y  295  de  la  Ley  de 
Aguas,  y  al  67  de  la  de  organización  municipal: 

Que  el  Juez  sustanció  el  incidente  de  competencia  y  proveyó  auto 
sosteniendo  su  jurisdicción,  alegando  que  la  cuestión  no  afecta  al  inte- 
rés general,  pues  versa  exclusivamente  sobre  el  cumplimiento  de  una 
t)bligacion  de  carácter  civil,  contraida  por  dos  personas  jurídicas:  que 
no  hay  perj  uicíos  que  reparar  al  común  de  vecinos  del  Puerto  de  la 
Craz,  y  soio  se  trata  del  derecho  que  pueda  asistir  al  Ayuntamiento 
para  .exigir  á  la  Sociedad  domante  que  entregue  las  aguas  por  un  pun- 
to distinto  de  aquel  en  que  las  cortó:  que  tampoco  se  ventila  una  cues- 
tión de  servidumbre  de  las  que  la  Administración  puede  imponer  con 
arreglo  á  la  Ley  de  Aguas;  y  que  por  tanto  no  son  aplicables  al  caso 
las  decisiones  y  textos  legales  invocados  por  la  Autoridad  administra- 
tiva en  apoyo  del  requerimiento: 

Que  el  Gobernador,  de  conformidad  con  el  dictamen  de  la  Gomisiion 
provincial,  insistió  en  la  competencia  entablada  y  resultó  el  presente 
conflicto:  > 

Visto  el  art.  84,  párrafo  primero*  de  la  Ley  de  28  de  Setiembre  de 
1863,  vigente  hoy  en  la  parte  que  determina  las  materias  sometidas 
á  la  jurisdicción  contencioso*administrativa,  que  encomienda  á  los 
Tribunales  de  este  orden  las  cuestiones  referentes  al  cumplimiento» 
rescisión  y  efectos  de  los  contratos  y  remates  celebrados  con  la  Admi- 
nistración civil  para  toda  especie  de  servicios  y  obras  públicas  del  Es- 
tado, provinciales  y  municipales: 
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Visto  el  art.  295,  Diim.  !.%  de  la  Ley  de  S  de  Agosto  de  4866,  que 
confia  á,  los  Tribunales  contencioso-admioistratÍYos  el  coaocimiento  de 
ios  recursos  coutra  las  prpvideocias  de  la  AdmiDístracióD  en  materia 
de  aguas  cuando  por  aquellas  se  lastimen  derechos  adquiridos  eo  vir- 
tud de  disposiciones  emanadas  de  la  misma  Administración: 

Visto  el  art.  67  do  la  Ley  municipal  de  20  de  Agostó  de  1370,  seguo 
.^  cual  es  de  la  competeocia  del  Ayuntamiento  la  gestión,  gobierno  y 
4ireccjoa  de  los  intereses  peculiares  de  los  pueblos  en  cuanto  tengan 
relación  con  la,  policía  urbana  y  rural,  ó  sea  el  buen  orden  y  vigilancia 
•de  los  servipios  municipales  establecidos*  limpieza,  higiene  y  salubri- 
dad^ del  pueblo: 
Considerando: 

i."    Que  la  Sociedad  de  las  aguas  ¿el  Puerto  de  la  Cruz  pretende 

'que  he  le  reconozca  el  derecho  de  llerar  por  el  paraje  que  considere 

más  oportuno  al  acueducto  del  pueblo  el  caudal  de  aguas  que  $e  obligó 

.á  suministrar,  previa  indemnización,  en  virtud  de  acuerdos  yconcier* 

tos  celebrados  entre  el  Ayuntamiento  y  la  Sociedad  demandante: 

2/  Que  los  referidos  acuerdos  y  convenciones  recayeron  sobre  ma- 
4ería  notoriamente  administrativa,  puesto  que  tuvieron  por  objeto 
.mantener  al  común  de  vecinos  en  la  posesión  y  disfrute  de  las,  aguas 
que  de^de  antiguo  proveían  á  las  necesidades  del  vecindario,  y  por 
tanto  no  cabe  sostener  que  en  aquellos  actos  procediera  el  Ayuntamien- 
4o. con  el  carácter  de  personar  jurídica: 

3/  Que  si  el  acuerdo  adoptado  por  la  Municipalidad  en.  17  de  Ene- 
ro de  1874,  y  confirmado  por  la  Comisión  provincial,  ha  podido  las  ti* 
mar  el  derecho  que  la  Sociedad  Las  A^uas  supone  haber  adquirido  en 
virtud  de  convctnioa  celebrados  con  la  Administración  municipal,  solo 
(•á  loa  Tribu nale3  contencioso-administrativos,  según  las  disposiciones 
legales  q^e  quedan  citadas,  compete  apreciar  la  eflcacia  y  alcance  de 
'aquellos convenios,  declarando  si  con  arreglo  á  los  mismos  adquirido 
no  la  Sociedad  el  derecho  que  invoca; 

'    Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en 
pleno. 

Vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración. 
Dado  en  Palacio  á  diez  y  nueve  de  Enero  de  mil  ochocientos  seten- 
ta y  seis. 

ALFONSO. 

El  Preiidente  del  Consejo  de  Ministros. 
AlfTOmO  CÁNOVAS   DEL   CASTILLO. 

[Gaceta  de  27  de  Enero  de  1876). 


TRIBUNAL  SUHlEBilO. 


i*^ 


Sentencia  declarando  no  lié  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto  en  el  expediente  sobre  indemnización  de  perjuicios 
á /a  mina  Puerto-pRico, 

.  Resultando  qu«eii  ejecncion  de  la  R€¡al  órdeo  de  l.'d«  Agosto  de 
1868  y  de  la  sentencia  recaída  en  un  pleito  contencioso-administrativo 
i|ue  declaró  subsistente  dicha  Real  orden,  confirmatoria  de  uú  lando 
arbitral  por  el  q»e  se  resoliió  el  modo  en  qoe  la  primitiva  Empresa 
constructora  del  ferro-carril  de  Isabel  11  debia  indemriíar  los  perjuicios 
ocasionados  en  la  mina  PuertC'Rko,  proveyó  dos  autos  el  Juez  de  pri* 
inera  instancia  de  Torrelavéga  á  instancia  de  D.  Eugenio  Rui%  de  Que- 
vedo,  y  que  apelados  por  la  noer^  Empre.«a'del  ferro-carril  de  Alar  á 
Santander,  fueron  confirmados  con  las  costas  por  sentencia  que  en  15 
de  Noviembre  del  a6o  ultimo  dictó  la  Sala  de  lo  civil  Je  la  Audiencia 
de  Burgos: 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  Compañfa  en  liquidación  del 
ferro-carril  de  Alar  á  Santander,  acreditando  el  depósito  de  I.ÜOO  pe- 
setas, interpone  contra  dicha  sentencia  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley: 

Siendo  Pócente  el  Magistrado  D.  Benito  de  ülloa  y  Rey: 

Considerando  que,  según  la  Ley  de.  18  de  Junio  de  1870,  el  fecuYSo 
eitraordinarío  de  casación  solo  se  dá  contra  las  sentencias  que  recaen 
eo  asuntos  civiles  en  los  casos  que  lá  misma  establece: 

Y  considerando  que  en  estos  autos  se  trata  de  la  ejecución  de  seú- 
tencia  pronunciada  en  un  negocio  corUencioso-admiaistrativo; 

No  há  lugar,  con  las  costas,  á  la  admisión  del  recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  Presidente  de  la  nueva  Compañía  en  liquidación  del 
ferro-carril  de  Alar  i  Santander,  á  lli  que  se  devuelva  el  depósito  que 
ha  constituido. 

Madrid  14  de  Enero  de  1876.=rJo8é  M.  €áceres.=Laureano  de  Ar- 
ríeta.=HiIario  de  Igon.=José  Fermin  de  Muro.=Benito  de  Ulloa  y 
Rey.=sLicenciado  Desiderio  Martines. 

(Gaceta  de  Í8  de  Enero  de  1876.) 


Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  sobre  desahtido  de  una  mina. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  20  de  Enero  de  1876,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Aracena  y  en  la 


Sala'  de  lo  civil  d^  )a  Audi^cia4eSQyy]a  por  D.  Joaé  León  Mora  j  Don 
Doviago  Villaioro  coa  D.  Emilio  de  Soli  y  Abareda  sobre  desahucio 
de  uoa  nioa: 

Resultaodo  que  D.  Domiogo  Villatopo  y  D.  José  Leoo  Eora,  dueños 
de  la  mina  de  manganeso  deDomiaada  Nmsira  Senara  del  Rosario^  sila 
«u  el  Gabeío'de  la  Enfermería»  dehesa  de  la  Useda,  Véraia»  de  la  ?iiia 
de  AlmoDsater,  la  arreodaioo  eo  18  de  Judío  de  iC64  á  D.  Emilio  de 
Sola  y  Alvareda«  que  Les  .abooaria  75  céntimos  de  real  por  cada  50  kilo- 
gramos de  mineral  que  extrajera*  debiendo  verificar  el  pago  por  el  nú- 
mero de  kilogramos  sacados  en  cada  mes:  y  si  á  Sola  do  le  conviniese 
hacer  trasporte  de  mineral  en  algunos  meses  y  si  tener  una  existencia 
de  i.OOO  toneladas  clasificado,  baria  el  pago  solo  del  mineral  que  tras- 
portase y  de  las  que  pasaren  de  i.OOO,  para  lo  cual  se  afi)raria  por  per- 
sona inteligente,  sin  perjuicio  de  lo  que  resultase  el  dia  que  se  pesase 
para  su  trasporte,  y  que  el  mineral  que  en  la  clasificación  desechase 
Sola  no  era  remuoerable,  y.por  lo  mismo  Villatoro  y  llora  podrian  dis- 
poner de  él,  i  no  ser  que  le  acomodase  á  SeAá  utilizarlo,  en  puyo  caso 
abonarla  eo  cada  50  kilogramo»  loa,  75  céntimos  4e  real: 

H  Resultando  que  D.  José  León  Hora  y  D.  Domingo  Villatoro  entabla- 
ron demanda  de  desahucio  de  ta  .citada  mina  fundados  en  que  el  arren- 
datario habia  trasportado  desdóla  fecha  del  contrato  79.S51  quintales, 
que  producían  ta  renta  eu  fsvor  de  los  dueños  de  $7.638  rs.  39  cénti- 
mos, que  no  habia  pagado  el  arrendatario  en  el  tiempo  en  que  debió 
▼orificarlo  ni  después: 

Resultando  que  celebrado  el  juicio  prevenido  por  la  ley  el  demao- 
dado  .manifestó  que  tenia  satisfecha  el  importe  del  arrendamiento;  y 
que  el  Juez  de. primera  instancia  dictó  sentencia  en  29  de  Octubre  de 
iWl  estimando  el  desahucio  por  no^aberi^credttado  D.  Enjillo  de  Soli 
att  excepción  de  tener  ^tisfecho  el  precio  del  arrendamiento: 

Besultando  que  negada  por  el  Jaes  á/SpU  la  apelaciop  que  interpu- 
so, y  mandado  por  la  Audiencia,  á  la  cual  aoudió  en  queja,  que.  admi- 
tiera la  apelación,  hecho  asi,  solicitó  Sola,  en  atención  i  que  el  Juez 
habia  llevado  ya  ¿  efecto  su  sentencia,  que  con  sus{)ensioo  de  la  sus- 
lauciacion  del  recurso  de  alzada  se  mandara  .ponerle  en  ,posasion  de  la 
mina,  con  entrega  de  loa  minerales  y  herramientas  que  fuesen  de  su 
propiedad: 

.  Resultando  que  reservada  la  decisión  de  esta  pretensión  para  defi- 
nitiva, dictó  sentencia  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  SevilU  en 
4/  de  Mayo  de  1874  confirmando,  coa  las  costas,  la  apelada,  y  dene- 
gando la  pretensión  indicada: 

Resultando  que  !>.  Emilio  de  Sola  interpuso  recorso  de  casación , 
por  habeese  infringid*  á  au  juicio: 
I     I  .*    las  leyes  2/,  4/  y  6.\  tit.  8.%  Partida  5/,  y  el  ndm.  3/  del  ar- 


ticulo  398  de  la  Ley  de  Enjaioiamieoio  civil,  y  h  Ley  44,  tft.  11,  Par- 
tida 5.%  8Í  decretar  el  desahucio  por  falta  de' pago,  pues  cod  arreglo  á 
las  cuatro  primeras  era  requisito  la  falta  de  pago  para  que  procediese 
el  desahucio,  y  do  existiendo  eu  el  pleito  dato  positivo  de  ia  extrac- 
«ioBde  los  mi{)epales,  no  podía  decretarse  él  desahiipiopor  falta  de  pa- 
go, porque  éste,  según  el  contrato,  sé  habia  de  hacer  mensual  mente 
por  los  quintales  de  mineral  que  se  extrajeran,  siesdo  así  la  extrac- 
eion  de  minerales  una  condición*  sin  cuyo  cumplimiento  no  podia  na- 
cer la  deuda;  y  según  la  5/,  las  obligaciones  no  vencían  hasta  que  ve- 
nia el  día  ó  se  cumplía  la  condición  preestablecida; 

Y  2/  El  art.  70  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  la  Ley  26,  tí- 
tulo 25.de  la  Partida  5.%  pues  admitida  en  ambos  efectos  la  apelacioa 
de  la  sentencia  que  decretaba  el  desahucio,  era  indispensable  el  dere- 
cho qne  Sola  tenia  para  conservar  á  titulo  de  arrendatario  la  posesión 
4e  la  mipa  para  extraer  y  disfrutar  los  minerales  y  para  retener  ó  re- 
cobrar las  costas  hasta  que  la  sentencia  fuera  confirm&da: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Luciano  Boada  y  Valladolid: 

Considerando,  en  cuanto  al  primer  motivo  de  casación  alegado, 
que  al  declarar  la  Sala  sentenciadora  haber  lugar  á  la  demanda  de  des- 
ahucio no  ha  infringido  las  Leyes  2.*,  4/  y  6.*  del  tft.  8.^,  Partida  5.*, 
fii  la  i4«  tit.  11  déla  misma  Paplida,  por  cuanto,  fondado  el  desahucio 
en  la  falta  dé  pago,  era  de  la  exelusiTa  atribución  de  dicha  Sala  apre* 
ciar  la  existencia  de  este  hecho,  y  á  esta  apreciación  ha  de  estarse  ín- 
terin no  se  alegue  que  al  hacerla  se  ha  infringido  alguna  Ley  ó  doc- 
Irina  legal:  ^ 

Considerando,  en  cuanto  al  segundo  motivo,  que  además  de  no  dar- 
se recurso  de  casación  en  el  fondo  por  la  inobservancia  de  artículos  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  cilril  referentes  al  orden  del  procedimiento  ni 
¿  vicios  sustanciales  en  él,  reparables  solo  por  el  recurso  en  la  forma, 
el  art.  70  por  el  recurrente  invocado  conjuntamente  con  la  Ley  26,  tí- 
tulo 23,  Partidas/,  no  han  podido  por  inaplicables  ser  infringidos  por 
la  Sala  sentenciadora  al  resolver  en  la  sentencia  la  pretensión  inciden- 
tal que  ante  ella,  dedujo  el  recurrente,  y  era  por  lo  tanto  ajena  á  lo  re- 
suelto en  el  folio  apelado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  ai  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Emilio  de  Sola,  á  quien  condena- 
mos á  la  pérdida  de  la  cantidad  án  4.000  reales  depositada,  que  se  dis- 
tribuirá con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  librese  á  la  Audiencia 
<]é  Sevilla  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceia  y  se 
insertará  en  la  Colección  legiihíiwi,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.^uan  González 
Acevedo.rsJosé  M.  C¿ceres.=iuan  Cano  MantteL=&Beoito  de  Ulloa  t 
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Rey.=JoaqüiD  Baiz  Gañabate.= Ricardo  Diaz  de  Ráeda.=Luciano 
Boada. 

PubIícac!on.=LeidB  y  publicada  faé  la  anterior  sentencia  por  el 
Eieiiio.  Sr.  D.  Luciano  Boada  y  ValladoHd,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  en  el  día  de 
hoy^  de  que  certiflco  como  Relator  Secretarlo  de  la  misma. 

Madrid  ÍQ  de  Eidero  de  l876^.=Licenciado  Desiderio  Martínez. 

(Gaceta  de2ii  de  Enero  de  1876). 


MEÍISTBRIO  DE  FOMENTO. 


Reales  Órdenes. 

Besoluríon  en  la  demanda  interpuesta  contra  la  orden  que 
mandó  quedase  fenecido  el  registro  minero  Lsl  Castellana. 

Ezcmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  con- 
sultado á  este  Ministerio,  con  fecha  27  de  Diciembre  del  año  anterior, 
lo  siguiente: 

«Ezcmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  este  Consejo  hafTisto  la 
demanda  presentada  por  el  Licenciado  D.  Joan  de  Dios  Ezquer,  en 
nombre  de  D.  Ángel  Fernandez  Zamora,  contra  la  Administración  ge- 
neral del  Estado,  en  solicitad  de  que  se  revoque  la  Real  orden  de  19  de 
Julio  anterior,  que  mandó  quedase  fenecido  el  registro  minero  La  Cas^ 
tellana,  y  continuara  su  curso  el  etpediente  del  registro  Inocentes. 

Re  los  expedientes  gobernativos  unidos  á  la  demanda  aparece: 

Que  con  fecha  1 5  de  Enero  de  1872  recurrió  D.  Antonio  Fernandez 
y  Martínez,  por  medio  de  apoderado,  al  Gobernador  de  Murcia^  selici* 
lando  seis  pertenencias  de  mineral  de  hierro  manganffero,  con  el  Dom- 
hre  de  Inocentes,  en  el  término  de  la  Union,  paraje  conocido  por  Cabe* 
2a  del  Fraile. 

El  Registrador  hizo  la  correspondiente  designación  de  linderos,  y 
expuso  que  en  el  terreno  registrado  se  encontraba  el  mineral  á  la  vista 
en  labores  antiguas,  cuya  procedeocra  y  dueño  se  ignoraban. 

En  consecuencia  de  la»  anterior  solicitud  se  instruyó  el  oportuno 
expediente  de  caducidad,  haciéndose  los  anuncios  en  el  Boletín  oficial 
de  S7  de  Enero  de  1872,  mandándose  pasar  el  expediente  á  informe 
del  Ingeniero,  el  que  «n  il  de  Octabre  del  mismo  año  manifestó  que 
existia  en  el  terreno  denunciado  una  zanja  irregular,  que  revelaba  el 
abandono  más  completo,  y  que  procedía  la  declaración  de  caducidad. 

En  el  Botelin  oficial  de  15  de  Febrero  de  1873  se  anunció  que  el 
expediente  instruido  estaba  de  manifiesto  al  ignorado  concesionario  ^ 
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r0D  el  de  2  de  Marzo  siguienie  se  piibiké  Ir.  declaración  de  caducidad, 
admitiéndose  en  5  de  Abril  el  registro  solicitado. 

En  i  7  de  Mayo  siguiente  pidió  el  r^istrador  la  demarcación,  que 
fué  decretada  en  45  de  Julio,  y  en  ^  de  Noriembre  protestó  contra  la 
morosidad  de  la  Administración. 

E&cuanio  al  registro  Castellana^  aparece  que  D.  Augel  Ferdaodez 
Zamora  sotiehó  en  IB  4^  Noviembre  de  i 873  la  coDcesion  de  seis  per- 
tenencias de  mineral  de  hierro,  situadas  en  el  mismo  terreno  en  que  se 
encontraba  el  registro  Inocentes^  cuya  cancelación  debia  decretarse  por 
haberse  faltado  á  lo  dispuesto  en  el  art.  75  del  reglamento,  reclaman- 
do el  recurrente  contra  la  miorosidad.  de  :1a  Admiaistracion  en  28  de 
Noviembre  de  75  y  24  de  Febrero  de  1874. 

El  Gobernador  de  Murcia,  por  decreto  de  5  de  Julio  del  mismo  año, 
declaró  fenecido  el  registro  Inoe^le^- y  admitió  el  Ca$¿e/¿aita;  y  ha- 
biéndose alzado  de  este  acuerdo  D.  Antonio  Fernandez  Martínez,  regis- 
trador del  Inocentes^  el  Ministerio  del  digno  cargo  de  V.  E  ,  oida  la 
Junta  superior  de  Minería,  dictó  la  Real  orden  dé  19  de  Julio  último, 
por  la  que  se  revocó  el  decreto  del  Gobernador  y  se  declaró  fenecido 
el  registro  CasMlanat  mandando  siguiera  su  curso  el  expediente  del 
registro  Inocentes* 

Contra  la  citada  Real  orden  |ia  p]:esenta'do  demaada  el. Licenciado 
D.  Juan  /le  Dios  Ezquer,  en  nombre  d^  0.  Ángel  Fernandez  Zamora, 
fundándose  en  la  infraccloa  del  art.  89  de  la  ^ey  y  80  del  reglamento. 

El  Fiscal  de  S.  M.  se  opone  á  la  admisiion  de  la'demanda,  por  D0e9- 
lar  compreudido  el  caso  que  la  origina  en  los  artículos  citados. 

Considerando  que  el;caso  que  ha  motivado  la  presente  demanda  no 
se  halla  compreadido  OQtre  los  que  taiativameote  determina  el  art.  89 
de  la  Ley  de  4  de  Marzo  da  1808^  ni  en  los  consignados  en  el  86  del 
reglamento  diotado  para  la  ejecución  de  la  citada  Ley: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  19  de  Julio,  actualmente  impog- 
nada,  no  tiene  el  carácter  de  definitiva,  puesto  que  al  decretarse  per 
ese  Ministerio  la  concesión  de  la  propiedad  de  la  mina  que  hc^y  te 
cuestiona,  ha  de  conocer  del  expediente  cuyo  fenecimiento  _y  canicela- 
cioo  ha  sido  resuelto,  asi  como  dó  todas  las  oposiciones,  reclamacio- 
nes é  incidencias  que  se  promuevao  para  apreciar  en  su  vista  cuál  de 
los  iateresados  ostenta  mejor  derecho: 

Goosideraodo.que  el  demandante  D.,  Ángel  Fernandez  Zamora  se 
halla  facultado  por  lo  tanto,  fundándose  en  su  titulo  de  peticionaiíio 
de  la  mina  La  Castellana,  para  oponerse  á  todos  ios  actos  de  la  Adníi- 
nistracion  que  se  dirigen  á  otorgar  la  concesión. de  la  titulada  ¡noce»- 
íss^  pudieodo  en  su  caso  y  lugar  promover  el  recurso  contencíoso-ad- 
ministrativ o  contra  la  orden  por  la  que  se  conceda  en  definitiva  la  pro- 
piedad déla  mina,  ó  de  otra  que  con  distinto  nombre  venga  á  suati- 
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tuiria,  9i  juzgase  lastimados  con  la  expresadn^  orden  sos  derechos,  á 
tenor  de  lo  prescrito  en  el  articnlo  90  de  la  Ley  de  Hineria  Tigente: 

Y  considerando,  por  ultimo,  que  las  prescripciones  de  la  refedda 
Ley  y  de  su' reglameoto  relativas  á  los  motivos  que  producen  ia  viá 
contenciosa  no  ban  sufrido  alteración  alguna  por  las  bases  generales 
pat^a  la  nueva  legislación  de  minas  de 39  de  Diciembre  de  1868,  habién» 
do  sido,  por  el  contrario,  declaradas  subsistentes  en  el  art.  32  de  las 
citadas  bftses; 

La  Sala  de  lo  Contencioso,  de  conformidad  con  el  dictamen  del 
Fiscal  de  S.  M., opina  que  no  precédela  via  contencioso-administrati- 
va  para  la  demanda  de  que  se  ha  hecho  mérito.» 

Y  eonformindosfe  S.  M,  el  Rey  (Q.  D.  6.)  con  el  preinserto  dicta- 
men; de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocimiento,  él 
de  la  Sala  y  denlas  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid 

24  de  Eoero  de  i876. 

G.  BL  Gqvbb  de  Toh£vo. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gaceta  de  ZO  de  Enero  dé  1876). 


Resolución  en  la  demanda  presentada  en  soltcittid  dé  que  se 
revoque  la  Real  orden  por  la  que  se  tnandó  cancelar  elexpe* 
diente  de  registro  Segxxnádí  Española. 

Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  con- 
soltado á  este  Ministerio,  con  fecha  10  del  actual,  io  siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  La  Sala  do  lo  Contencioso  ha  visto  la  demanda  presen* 
tada  por  D.  Tomás  de  ia  Torre  y  Pablo«  en  su  propia  representación,' 
contra  la  Administración  general  del  Estado,  en  solicitud  de  quesero^, 
y  oque  la  Real  orden  de  ^9  de  Julio  último,  por  la  que  se  mandó  cance^ 
lar  el  expediente  de  registro  Segunda  Española  y  se  declaró  subsisten- 
te la  concesión  de  la  mina  Española: 

De  stis  antecedentes  resulta: 

Que  D.  Perfecto  Acosta.  apoderado  de  D.  Tomás  de  ia'  Torre  y  Pa* 
blo, presentó  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Ciudad-Real  en  20  de-* 
Mayo  de  1874  una  solicitud  de  registro  Cdn  el  nombre  de  Ségunáa  ES' 
panela  áeii  pertenencias  de  mineral  plomizo,' cuyos  linderos  desiígña- ' 
bff,  y  que  estaban  situadas  en  el  término  de  Néstanza,  parajie  quinto 
del  Sebrachuelo;  expresando  que  se  encontraban  en  e!  terreno -Itfborea 
antf¿^as  cuyo  poseedor  no  era  conoéido. 

Que  instruido  el  oportuno  ex(iediente  de  caducidad,  informé  el  In- 
geiHero  que  el  terreno  registrado  se  hallaba  ocupado  p6r  la  mina  Espa* 
ñóiaj  propia  de  D.  Rámon  de  la  Torré  y  Codes,  cuya  demarcación  se 
habia  efectuado  en  24  de  Abril  de  1873. 


Miguel,  y  declaró  subsiateiUe  Ift  coaoestdn  de  la  miña  San  MigüeH 

De\  expediente  gabernai:vo  unido  á  la  demanda  resulta:  ^ 

O.Qe  en  19  de  Marzo  de  t874  soHciló  D.  Perfeeto  Acosta,  eoa  poder 
de'0.  Tomás  de  la  Torre  y  Pablo,  del  Goben>ador  de  la.  provincia  de 
Gtttdad-Real  el  registro  de  4irpeneQencias  de  mineral  plomizo  en  el  tér'^ 
mino  deOoesianza,  paraje  ilairiado  Quieto  de  Valdefuentes^  baciedddi 
la  oporluna  designación  d»  linderos,  y  expresando  que  existían  tú  el 
terreno  que  pretendia  labor  es  aaliguaa,  cuyo  Aombre  y  el  del  áltioda 
poseedor  se  ignoraban: 

Que  formado  el  expediente  respectivo  de  caducidad,  el  Ingeniero 
informó  manifestando  que  el  terreno  registrado  era  el  mismc  que  ocu- 
paba la  mina  San  Miguel,  propia  deD.  Hamon  Torres  y  Codés,  que  fué 
demarcada  en  27  de  Mayo  de  1873: 

Qae  instruido  el  represe utante  del  registrador  del  anterior  informe^, 
espuso  que  la  mina  San  Miguel  estaba  en  coúdiclones  de  caducidad  por 
no  haber  tomado  posesión  üe  la  misma  el  concesionario,  según  pre- 
viene el  art.  S8  de  la  Ley;  y  el  Gobernador  por  decreto  de  14  de  No- 
viembre de  1874  declaró  subsistente  la  concesión  de  la  mina  San  Mi^ 
guel  y  cancelado  el  expediente  de  registro  Segundo  San  Miguel^  fundáO'» 
deseen  que  la  falta  de  cumplimiento  del  art.  S8  de  la  Ley  no  implica 
la  caducidad  de  las  concesiones,  que  solo  puede  decretarse  por  las  caá--: 
sa» determinadas,  en  el  «rt.  23  del  Decceto-Ley  de  bases  generales 'de 
29'de  Diciembre  de  1868:     ' 

Que  interpuesto  recurso  de  alzada  contra  el  expresado  acuerdo,  se 
dictó  por  el  Mioisterio  del  digno  cargo  de  V.  E.  la  Real  orden  de  29 
de  Julio  último,  previa  consulta  de  la  Junta  superior  facultativa  del 
ramo,  desestimando  el  recurso  prpmpyido  y.  confirmando  el  decreto 
apelado,  siendo  notificada  la  orden  referida  en  13  de  Agosto  siguiente: 

Que  contra  esta  resolución  ha  presentado  demanda  en  la  Secretaria 
general  de  ese  Consejo  D.  Tomás  de  la  Torre  y  Pablo,  cuya  represen-' 
tadon  ha  obtenido  posterioxroente  el  Liceuciado  D.  Roseado  MarciHa 
co0fec^a  16  de  Siembre  úUif^&V.soMcitán^o  ia-revocaeioa  de  aqHB- 
11^»  fupdándose  en  que  no  puede^i  ser  aplicables  al  <^so  r^su^tp  pfr  la 
misma  las  disposiciones  en  que  tiene  su  apoyo: 

Y  que  oido  el  Fiscal  de  S.  M.,  opinó  que  no  procedía  la  admisión  de 
la  demanda  por  estar  interpuesta  fuera  del  iérmioo  legal,  pues  auo 
cuando  del  traslado  de  la  orden  que  acompafia  ¿  dicha  demanda  apa- 
rece que  la  botificacion  tuvo  lugar  el  17  de  Agosto,  cobisCa  en  el  expe* 
diente  gubemaüvó  que  fué  notificada  al  representante  del  registrador 
en  43  del  mi#mo  mes.  habiendo  traséuitlde  por  lo  tanto  desde  lá  indi»' 
cada  fecha  apiádela  preséttiacion  del  escrito  más  de  los  30  dias,  plazos 
falal  para  interponer  el  recurso  contencioso  ante  este  Consejo: 

Visto  el  att.  91  dé  la  Ley  de  4  de  Marzo  de  1868,  que  fija  el  termina 


de  SÍVdias  para  entablar  el  recurso  coatcaciosoadmiaistrativo  aate  el 
GoDsejo  de  Estado: 

Visto  el  p'imer  apartado  del86^el  reglamento,  en  el  que  se  dispo- 
ne que  el  término  de  los  30  días  fijado  por  el  art.  91  de  la  Ley  para 
pronaoveí^  el  etpresado  recurso  se  contará,  según  tos  casos,  desude  ta 
fecba  déla  uotiQeacion  ó  déla  publicación  de  las  Reales  órdenes  en  el 
Boletín  nficial  déla  provincia  hasta  el  di^a  en  que  se  haga  la  presenta- 
ción en  la  Secretaria  general  del  Consejo  de  Estado: 

Vistas  las  disposíctones  2/  y  -S.'  de  las  generales  del  naistuo  regla- 
mento, que  prescriben  que  los  plasos  en  minería  son  improrogables  y 
fatales,  comprendiéndose  en  ellos  los  dias  festivos,  y  empezando  á 
cantarse  des.deel  día  siguiente  alen  que  haya  tenido  lugar  la  notifica* 
ciofi  a^minis-tr^tivj  cuando  los  interesados  ó  sus  representantes  resir 
dan  en  la  respectiva  capital:  y  que  dichas  notificaciones  administrati' 
Tas  podrán  hacerse  por  cualquier  empleado  ó  agente  de  la  Autoridad 
á  quien  los  Gobernadores  den  ésie  encargo,  firmando  el  Interesado  d 
d«s  testigos  si  no  supiere  escribir  ó  se  negase  á  firmar: 

Considerando  que  la  Real  órdeo  de  20  <1e  Julio  de  1875,  por  la  que 
aecofrfitmó  6l  decreto  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Ciudad-Real 
de  14 de  Noviembre  de  1874,  declarando  subsistente  la  concesión  déla 
m\^9t  StLn  Miguel  y  cancelado  el  expediente  de  registro  Segundo  San 
Miguel^  fué  notificada  al  representante  de  D.  Tomás  de  la  Torre  y  Pa; 
l)ík>«3 13  de  Agosto  del  año  próximo  pasado,  apareciendo  en  el  expe- 
diente gubernativo  suscrita  la  diligencia  de  notificación  por  aquel  in- 
teresado: 

Y  considerando  que  habiéndose  presentado  la^  demanda  entablada 
por  el  registrador  de  la  misa  Segundó  San  Miguel  en  la  Secretaría  de 
este  Consejo  en  46  de  Setiembre  siguiente,  hablan  trascurrido  ya  en- 
tonces los  3ü  dias  fijados  en  el  art.  91  déla  Ley  para  interponer  las  de 
sudase;  no  pudiendo  por  lo  tanto  apreciarse  dicha  demanda  como  de- 
ducida en  tiempo  hábil: 

La  Sala,  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Fiscal  de  S.  M.,  en- 
tíeode  que  no  procede  la  admisión  de  la  demanda  de  que  deja  hecho 
mérito.* 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  con  el  preinserto  dicta- 
men, de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocimiento,  el  de 
la  Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  G.  muchos  años.  Madrid  26 
de  Enero  de  1876. 

ü.  £L  COITDE  DE  TOfiENO. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

/  (Gñceta  de^  de  Febrero  de  1876). 
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-  ^'^"^•'' MIÑISl^BIO  BE  LA  GOBERNACIÓN.     •      ' 

^.,  Real  Orden. 

4l98alucion  en  el  expediente  derecurso  de  alzada  interpuesto 
^  sohre  el'repartimiento  veciml  impuesto  á  las  minas  Pode- 
^'  rosa  y  Buitrón. 

...    _  , 

-$  fiemitido  á  informe  del  Consejo  de  Estado  el  expediente  y  recurso 
dej^íftda  interpuesto  por  el  Ayuntamiento  de  Zalamea  contra  un 
acuerdo  de  esa  Comisión  provincial,  referente  al  repartimiento  niuni' 
m^fd  de  aquella  villa  eu  el  año  econdmico  de  i874  á  1875,  la  Seecioa 

de  Gobernación  de  dicho  Consejo  emitió  en  ^  de  Koviembre»última 
i3^^iguiente  dictamen: 

-^^t  «Excmo.  Sr.:  Cumpliendo  la  Sección  lo  prevenido  eu  Real  orden  de 
«Side  Julio  último,  ha  examinado  el  adjunto  expediente,  promovido  por 
leí  Ayuntamiento  de  Zalamea  contra  un  acuerdo  de  la  Gomisiou  pro- 
Mñcial  dé  Huelva  relativo  al  repartimiento  vecinal, 
-r '  Don  Diego  BuU  y  Wert,  Director  gerente  de  la  Sociedad  The  B^i' 
étfm  y  Compañía,  expuso  al  Ayuntamiento  ep  solicitud  de  24  de  No* 
^^hibrede  d874  que  en  el  repartimiento  municipal  para  el  anlertor  ^ 
tp^sente  año  económico  se  habia  inferido  á  la  empresa  que  repreaent^- 
.^:el  no  pequeño  perjuicio  de  fijarle  como  utilidad  líquida  por  las  nii- 
»:étíé  Poderosa  y  Buitrón,  que  explotaba,  la  suma  de  124.155  peseta»:  que 
la  Ley  sobre  arbitrios  municipales  prevenía  que  las  Sociedades  ^ntri* 
'toyeran  por  la  utilidad  que  les  resultase  en  sus  balances;  y  cumplien» 
do  con  este  precepto,  exhibió  aquel  documento  á  la  Junta  repartidora 
'^.  dá  Ayuntamiento,  resultando  según  él  que  habia  una  pérdida  demás 
<d»  9 'millones  de  reales;  perp  que  á  juzgar  por  lo  que  le  tenian  señak- 
,fl)5/creyó  sin  duda  la  Junta  que  habia  enjugado  el  déficit  y  aun  le 
-Redaba  una  utilidad  fabulosa;  y  como  desgraciadamente  no  era  asf, 
ífffrque  los  gastos  habían  excedido  á  los  productos,  según  liparecia  de 
fiá^ud  documento,  pedia  que  se  modificase  la  cuota,  ya  que  no  se  hicie- 
?ík  desaparecer  por  completo*  como  era  de  justicia. 
'(^,  En  sesión  de  10  de  Diciembre  acordó  el  Ayuntamiento  reducir  la 
3Cf0fta  consignada  á  la  Sociedad  Buitrón  por  la  mina  de  este  nombre  á 
ciasxima  de  35.820  jpeseta  s,  Qjándose  por  la  mina  Poderosa  75.919  pe- 
setas. 

?t  [;  Ifose  conformó  la  Empresa  con  esta  rebaja,  y  acudió  á  la  Diputa- 
-eioB  provincial,  exponiendo,  entre  otras  cosas;  que  aunque  estaba  pie- 
unamente  justificado  que  én  la  mina  Poderosa  loa  gastos  excedian  á  los 

"óductos,  la  Sociedad  se  prometía  obtener  resultados  más  favorable3, 
¡98ta  esperanza  deseaba  acudir  al  sostenimiento  de  las  cargas  pd* 


biicas;  pero  que  respecto  de  la  mioa  Buitrón,  pedia  qoefaese  elimiDa- 
da  porque  no  tenia  utilidades  ni  era  sasceptible  de  tenerlas  más  ade- 
lante, en  razón  á  la  mala  ley  de  los  minerales. 

Informando  el  Ayuntamiento  el  recurso  del  interesado,  manifestó 
^e  no  podía  considerarsB  ¿orno  pérdida  la  inversión  de  grandes  ca» 
fittles  en  obras  de  coostruccioo  que  hablan  de  dar  n^ayor  desarrollo  i 
las  minas  y  con  él  mayores  productos,  siendo  evidente  que  si  hubieran 
existido  pérdidas  no  habrían  efectuado  dichas  obras:  que  las  utilidades 
debieron  ser  de  importancia  cuando  tenia  invertidas  diariamente  cua- 
tro 6  cinco  mil  cabalierias  para  exportar  el  mineral  á  la  estación  de 
Buitrón,  en  cuyo  punto  se  construía  un  ramal  de  via  férrea. 

Por  último,  que  respecto  de  la  mina  Buitrón^  si  fuese  cierto  que  no 
éaba  rendimientos,  la  habria  abandonado  la  Empresa. 

En  su  vista,  considerando  la  Comisión  provincial  que  la  baja  que 
él  Ayuntamiento  hábia  hecho  á  los  vecinos  en  el  repartimiento  no  esta- 
ba justificada,  comprobándose  solo  con  el  aumento  ó  mayor  cuota  re« 
partida  i  la  Empresa  reclamante:  que  esa  baja  ponia  de  manifiesto  el 
agravio  respecto  de  la  mina  Poderosa^  á  la  cual  se  le  cargó  en  I871á 
79  la  contribución  de  400  pesetas,  desconociendo  el  fundamento  de  ha- 
ber impuesto  en  el  último  reparto  4.800  y  pico,  cuya  diferencia  daba 
1  conocer  el  medio  de  que  se  habla  hecho  uso  para,  cubrir  lo  señalado 
de  menos  á  los  vecinois,  acordó  en  10  de  Febrero  de  iB75  aceptar  lo  que 
el  recurrente  proponía,  fijando  á  la  miu9i  Poderosa  la  contribución  de 
iJíSÑ  pesetas;  y  en  cnanto  á  la  Buitrón^  que  se  estuviera  á  lo  acordado 
por  él  Ayuntamiento. 

Contra  este  acuerdo  se  alzó  la  Municipalidad,  dando  con  ésto  moti» 
vo  al  presente  informe. 

Eq  el  que  emitió  la  Sección  en  2  de  Jnlio  último  con  motivo  4e 

^  Igual  reclamación  producida  por  la  propia  Sociedad  á  propósito  del  re* 

Í>artimiento  municipal  del  mismo  pueblo  en  el  ejercicio  de  1873  á  74, 

«r  cual  se  refiere  también  el  recurrente,  expuso,  á  propósito  de  la  dife- 

f encía  que  habla  entre  el  último  repartimiento  y  los  anteriores,  que 

"!a  gravedad  que  por  tal  motivo  se  le  atribuía  afectaba  seguramente  á  la 

comparación  de  unos  repartimientos  para  con  otros,  pero  que  podia 

-táuy  bien  no  alcanzará  la  justicia  del  que  se  combatía;  doctrina  apli» 

^  bable  al  caso  presente,  una  vez  que  tampoco  aparece  demostrado  que 

'Iklte  aquella  drcunstaocía  én  los  repartimientos  del  último  ejercicio 

económico. 

^  ^  -  Es  verdad  que  la  Sociedad  presentó  sus  balances,  y  que  según  ellos 

'1d(6  resultaban  utilidades;  más  también  aparece  que  según  el  Ayuota- 

'  iniesto  dependía  la  falta  dé  utilidades  de  haberlas  invertido  en  obras 

•^é^^gi'aú  importancia,  quehabian  de  dar  mayor  desarrollo  á  las  mÍDas 

''V  coft^  mayores  producciones;  corr(d)orando  as  aserto  I4  eÍEOonstat- 


cid  de  estar  construyendo  Izr  Empresa  ana  lia  férrea  para  sasiHiiirá» 
las, oaballerias  que  en  cifra  fabulosa  se  dedicaban  ál  trasporld  de'  miv 
nerales,  los  cuales  constituían  las  ivtHidades  de  <la  Enspreía^ 
^:.  No  puede,  pues,  decirse 'que  ésta   presentara  sna  balaDcea^  ciiali40> 
no  cpii^pr^"^^^^  todos  los  eiémentos  que  debiao  foriBuiotlosr  to/vo»  p9rp 
tanto,  la  Junta  municipab  de  Zalamea  que  atenerse  subsidiariameoteáli» 
que  previene  el  extremó  ^.'^  del  art.  38  del:  reglaifi«iit4)  de'2ü  de  Abril 
de  iB7Ó  y  á lo (^üe  ordénala  base  7.*,  regla  ^;%  aft.  iSi chala  Leyítiui» 
nicipal,  computando  en  consecueiiciá  la  rique^s  iasponiblie  i  la:£mpp6«- 
3a  por  lo  que  reprfisent(in  como  capital  social  ^u«  taina»,  su9lBErro<«arw 
riles,  sus  almacenes,  sus  dependencias  y  los  demás  elementos  de  pro*^ 
duccion.  "  ' 

Bajo  este  supuesto,  el  acuerdo  de  la  Comisión  provincial  defiuMf^ 
carece  de 'fundamento,  una  m  que  no  s^  apoya  en/razoo  algCMia'iqae 
demuestre  la  injusticia  del  repartimiento  de  donde  arra»ea  la;  cuot» 
ÍHipuesta  á  la  Empresa  á  queise  alude;  >v 

^  Por  ello  entiende  la  Sección  que  debe  dejarse  sin  efecto  «1  acttenhi 
tomado  por  la  expresada  Corporación  en  1()  de  Febrero  último,  y  di^*^ 
clarar  subsistente  el  repartimiento  municipal  de  Zalamea  cofrespoii* 
diente  al  ejercicio  económico  de  1874' á^  75,  dejando  á  salvo «1:  deredio 
d^  la  Empresa  para  que  lo  ejerza  dónde  y  como> viere conveairle*» 

y  conformándose  S.  M.  el  Key  (Q;  D.  6.}  coa  el  preinserto  dictáttea^ 
se  ha  servido  resolver  como  en  el  mismo  se  propone. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  S.  para  su  conocimiento  y  demás  «lee* 
tos.  Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años.  Madrid  Si  deDiciembrBidei875it 

Romero  Y  Robledo: 
Sr.  Gobernador  déla  proviociadé  Huelva. 

(Gaceta  de  ii}  de  Febrero  de  idlQ). 


MINISTERIO  DE  FOMENTO.  ' 

Reales  Ordenes. 

Besolucion  en  la  inslancia  sobre  trasferencia  de  los  fet roncar ^ 
riles  de  Semllw  á  Huelva  y  á  las  minas  de  Riotinto.  . 

limo.  Sr.:  Vista  la  instancia  promovida  por  D.  Daniel  Garballo,  eo 

,  nombre  y  representación' de  D.  Guillermo  Sundhein,  conslruetov  del 

ferro-carril  de  Sevilla  á  Huel"^a,  presentando-,  con  fecha  27  de  ^nero 

^próximo  pasado,  para  los  efectos  y  en  ciimplítÉlérDfo  lle>lAR«at'4itd^ 

,de  ^8  de  Julio  últíníiol;  copia  legaliifádáí  de  lá  é^oritüra  de'  v«iii|a''de  «fta' 

línea  análoga  entredichas  capitales  con  ramales 'á*ltfs-mi>{^ad'de'fiió«^ 


4i4it(y.'j(>'AsDri«^]af;i(>laf!gadft;pot  la. Compañía  de  los  i^isinp9  á  f{ivo.r 
^eltSvndkeias  ^  /^  '"] 

Vistas  la  copia  de  1^  escrilafa-que  se  meociona  y  la  preoitada  l^eal' 
'^dea,  relatniafai  convenio  «obra  trasferencia  de  derechos  y  otros  d^#^- 
ffiltatttos  paptioóiftres,  celebrando  entre  D.  José  Gaviria',  como  Presi- 
4eote  del  Consejo  de  la  Compañía  del  ferracarril  de  Sevilla  á  Huelv^ 
y  alas  minas  d«  RioÜnto,  y^  precitado  I>.  Guillermo  Sundhein: '  ^  '^ 

Gonaderandoque  apro<badas  por ia  disposición  2/  de  dicha  Reali^r^ 
dea  concaráder  priO^visional  las  trasferencias  á  que  la  misma  se  refí'é^ 
re,  á  reserva  de  que  se  cootirmen  en  definiúva  cuando  elevado  el  üOtí^ 
vbdío  é  eacriturpa  pública  se  presente  al  Gobierno,  las  partes  interna  ^ 
•das  han  cnraplido  y  llenado  este  requisito  exigido  en  aquella  ^^éVíorí 
dispfowcíon;  ^^.^  > 

'-  .  S.M.  el  Rey  (Q.  O  G.),  conformándose  con  lo  propuesto  por  esa  Di- 
eeoeion  general,  ha  tenido  á  bien  confirmar  como  definitiva,  para  Ioi$ 
afectos  déla  Real  orden  de  28  de  Julio  ultime,  la  aprobación  provjsid- 
Ddiüctada  por  la  misma  respecto  de  la  trasferencia  de  los  derechdái  y 
^xMigaoiones  en  coantp  al  fistado  concierne,  efectuada  por  la  Gompa^ 
«éa  d0  ios  ferro-carriles  de  Sevilla  á  HueWa  y  á  las  minas  de'Riotintó 
en  favor  de  la  línea  que  ha  de  establecerse  por  D.  Guillermo  SundbéfO; 
así  como  tAmbien-eo  lo  que  se  refiere  á  los  derechos  relativos  á  la  d^ela- 
^aetOD  de  «utilidad  pública  de  la  línea  per1ieneci€|nte  á  dicha  Ccmpáül^ 
y  los  de  la  concesión  especial  délas  marismas  de  Huelva  que  la  mí^ma 
posee.  :' 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  I.  para  su  conocimiento  y  demás  efec- 
tos. Dios  guarde  á  V.  1.  muchos  años.  Madrid  ti  de  Febrero  de  187^. 

C.  DE  Torero. 
ISr.  Director  general  de  Obras  publicas.  ^^     : 

X        '  (Gacela  de  17  de  Febrero  de  1876;. 


Hesdlucien  en  la  demanda  interpuesta  en  solicitud  de  que  sé 
revoque  la  Real  orden  que  dispone  la  práctica  de  ciertas  di- 
ligencias de  reconocimiento  y  deslinde  de  las  minas  titula- 
das  La  Víbora  y  La  Rosa. 

Excmo.  Sr.;  La  Sala  de  to  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  lia  c<^lii- 
tado  á  este  Ministerio  con  fecha  27  del  mes  anterior  lo  »rg«ieDie^' 

•fiktmt).  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  examinado  ia  demanda, 
-«aya-copia  es  adjunta,  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  Tomás^  Pérez 
AittgUita,  en  nombre  de  D.  Diego  Salmerón  y  Manrnbla,  contra  la 
Administración  general  del  Estado,  solicitando  la  revocación  'de  la 
Beal  éfden  de  iO  de  Setiembre  del 87&«  por  la  cual,  confirmando  un 
•deieTeto  del  Gobernador  de  Almería  de  21  de  Mayo  del  mismo  aña,  ^e 


C  ', 


^ispoqe,  en  cuanto  $  lá  tramitación  ulterior  del  expedieo^  en  qtiW 
dictada,  la  práctica  de  ciertas  diligencias  de  reconocimiento  j  deslioás 
de  ias  minas  tituladas  La  Yihora  y  La  Rosa.      ' 

Resulta  del  expediente  gobernativo  unido  á  la  demanda: 

Que  en  26  de  Octubre  de  1874  la  Sociedad  dueña  de  la  mina  La  F#* 
íora,  fundándose  en  que  las  labores  de  su  colindante  La  Bosa  séiotro* 
ducian  en  el  terreno  de  la  de  su  propiedad,  solicitó  se  practicase  nm 
deslinde  interior  y  exterior  de  las  pertenencias  de  las  dos  minas  refe- 
ridasy  cuy$i  operación  fué  decretada  por  el  Gobernador  de  la  provincia 
61^  3  de  Noviembre  siguiente: 

Que  en  44  del  mismo  mes  el  Ingeniero  D.  Bernabé  Gómez,  después 
de  verificado  el  reconocimiento  dispuesto,  informó  manifestando  qna 
las  dos  minas  La  Víbora  y  La  Rosa  se  sobreponían  en  una  faja  de 
5'7Ímetros  de  ancho,  dentro  de  la  cual  existen  diferentes  labores  he- 
eJias  por  la  segunda,  no  habiendo  podido  reconocer  las  demás  por  la 
inseguridad  de  algunas  ó  por  estar  atoradas; 

Qi^e  en  21  de  Diciembre  el  representante  de  la  titulada  La  Víbor»^ 
pidió  que  se  obligase  á  la  En^presa  de  la  nominada  La  Rosa  á  desato» 
rar  y  habilitaren  breve  plazo  las  labores  contiguas  á  La  Víbora^  qae 
no  hablan  podido  ser  reconocidas: 

Que  el  representante  de  la  La  Rosa  presentó  un  escrito  en  1%  de 
jlarzo  de  4875,  en  el  que,  después  de  disdutir  acerca  de  la  existencia 
de  la  superposición  y  á  quién  debe  de  pertenecer  la  faja  sobrepuesta» 
pidió  que  se  uniesen  al  expediente  varios  documentos  que  citaba,  y  ae 
diese  luego  vista  á  las  dos  partes  interesadas: 

Que  el  Gobernador  de  la  provincia,  accediendo  á  lo  solicitado  por 
la  representación  de  la  mina  La  Víbora^  dispuso  en  22  de  Marzo  del 
mismo  año  que  la  Sociedad  dueña  dé  La  Rosa  diese  principio  en  eltér* 
mino  de  cinco  días  al  deszafre  de  las  labores  que  se  dirigían  á  La  Vi* 
bora;  bajo  apercibimiento  de  que  de  no  verificarlo  se  autorizaría  á  la 
ümpresa  de  esta  última  para  que  lo  ejecujtase  á  costa  de  aquella: 

Que  en  4  de  Abril  el  representante  de  La  Rosa  presentó  nuevo  es- 
crito quejándose  de  que  no  hubiese  recaído  resolución  á  su  solicitud  de 
22  de  Marzo,  que  reproducía:  y  en  8  de  Mayo  el  de  La  Víbora  pidió 
que  se  autorizase  á  la  Eno presa  cuya  representación  ostentaba  para 
limpiar  las  labores  que  debian  ser  reconocidas  á  expensas  de  la  Socie- 
dad propietaria  de  la  mina  La  Rosa: 

Que  en  su  vista,  el  Gobernador  por  decreto  de  24  de  Mayo  concedió 
la  autorización  solicitada  para  verificar  á  costa  de  la  mina  La  Rosa  la 
limpia  de  las  labores  citadas,  de  cuya  providencia  se  alzó  para  ante  etie 
Hinistério  el  apoderado  de  la  referida  mina: 

Que  oida  la  Junta  superior  facultativa  del  ramo,  que  informó  pro- 
poniéndola revocación  .del  decreto  apelado  y  la  práctica  de  ciertas  opé* 
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j  2^..  ?40iODe8  de  de8linde,^7  el  Negociado  respectivo,  del  MíDÍsterío,  que,. 

coDsoltó  la  coDfirmaciOD  de  dicho  decreto,  hallándose  conforme  con^lk: 
Junta  en  el  último  extremo  de  su  dictamen,  se  expidió  la  Beal  órdea' 
judí  ^^  ^^  ^^  Setiembre  de  1875,  por  la  que  se  confirma  el  decreto  del  6o- 

ii  '^1  b^rnador  de  21  de  Mayo  anterior,  y  se  dispone,  respecto  á  la  ultima 

í'plttt  UamitacioD  del  expediente,  que  se  practique  un  nuevo  reconocimiento 

j  deslinde  de  las  minas  La  Víbora  y  La  Rosa  por  dos  Ingenieros  npm7 
brados  por  las  partes  y  teniendo  á  la  vista  los  expedientes  de  concé? 
V"'  $ion  de  las  mismas;  y  que  si  no  resultare  avenencia  entre  ellos,  el  6^-_ 

bernador  de  la  provincia  deberá  nombrar  un  tercer  Ingeniero  que  con 
presencia  de  todos  los  antecedentes  y  lo  que  sobre  el  terreno  resulte 
informe  detalladamente  cuanto  se  le  ofrezca  y  parezca  para  la  resolu;* 
clon  que  proceda; 

.  Que  contra  la  expresaba  <  resolución  ha  interpuesto  demanda  cooij- 
tencioso.-administrativa  ante  este  Consejo  el  Licenciado  D.  Tomás  Pé- 
rez Anguita,  en  nombre  de  D.  Diego  Salmerón  y  Manrubia^  Presidente 
de  la  Sociedad  minera  La  Rosa»  solicitando  de  la  Sala  que  consulte  la 
procedencia  y  admisión  de  la  demanda,  y  en  su  día  la  revocaciot  déla 
orden  impugnada,  fundándose  en  que  con  lo  mandado  en  la  expresada 
orden  se  lesionan  los  derechos  de  su  representación,  hallándose  el  caso 
46  la  demanda  comprendido  en  el  párrafo  quinto  del  art.  86  del  regla- 
mento de  24  de  Junio  de  i868: 

Y  que  el  Fiscal  de  S.  M.  se  opone  á  la  admisión  de  la  demanda  por 
no  tener  la  orden  recurrida  el  carácter  de  final  y  definitiva  en  el  expe- 
diente de  deslinde  de  las  minas  La  Víbora  y  La  Rosa: 

.  Vistos  las  antecedentes  reseñados: 

.  Visto  el  párrafo  quinto  del  art.  86  del  reglamento  de  24  de  Junio  de 
1868,  dictado  par^  la  ejecución  de  la  Ley  de  Minas  de  4  de  Marzo  del 
mismo  año:  , 

Considerando  que  al  disponerse  en  la  orden  reclamada  la  práctica 
de  las  diligencias  á  que  la  misma  se  contrae,  con  el  fin  de  apreciar 
debidamente  la  superposición,  que  aparece  resultar  .entre  las  minas  co- 
Hndantea  La  Víbora  y  LaRosa^  nada  se  resuelve  en  definitiva  acerca 
de  la  situación  de  las  pertenencias  correspondientes  á  la  concesión  mi- 
nera de  la  propiedad  de  la  Empresa  demandante,  ni  con  la  ejpxucipn 
de  las  indicadas  operaciones  se  invade  el  terreno  comprendido  en  sn 
demarcación: 

Y  considerando,  por  consecuencia,  que  la  orden  referida,  además 
de  no  lesionar  los  derechos  de  la  Empresa  de  la  mina  La  Rosa  en  la 
forma  del  párrafo  quinto  del  art.  86  del  reglamento,  no  tiene  el  carác- 
ter de  final  en  el  expediente  de  su  razón;  no  podiendo,  por  lo  tanto,  jBu 

..  ninguno,  4e  los  doa  conceptos  ser  reclamada  en  el  recurso  contencioso 
,gué^rlia.pr09W)vidQr-      .  •;/..  j,'  ..,,.•,,,,„•_.„ 
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ifiS^la,  ^e  conformidad  con  el  dicta  raen  del  Kiscal  deS;  K.v^iUt! 
q^^  no  procede  la  via  conlencioso-adipioiflraitfa  para' Udeía^ oda- 4t-^ 
que  deja  hechb  mérito.»  *  •   '  * 

Y  conformándose  S.  H.  el  Rey^  (Q.  D.  G.]  coa  el  preinserto  dicijimeDi 
dé  su  Real  orden  lo  comuqico  á  V.  £.  para  s«i  conocimiento,  el  4e  la 
Sala  y  demás  efectos. 

Dios  guarde  i  V.  £.  muchos  años.  Maddd  \l  de  Febrero  de  IS76.    s 

C.  SL  GOVDE  OB  TOREVO. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gaceta  de  ^0  de  Febrero  de  1876). 


«**■ 


^  4  t 

Resolución  en  la  demanda  interpuesta  solidtando  la  rwQca'^ 
ciofn  de  la  Real  orden  con  firmando  el  decreto  del  G^Aerúa' 
dar  que  declaró  cancelados  los  expedientes  délos  reffisttos 
wiin^fos  fí/w/ados  Revancha  y  CoUalarapa. 

ExAno.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  faa  cod» 
soltado  á  este  Ministerio  con  fecha  27  del  mes  anterior  lo  siguieiite: 

«Excmo.Sr.:  La  Sjla  de  lo  Contencioso  ha  visto  la  demanda*  ctiya 
copia  acompaña^  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  ioéé  Martioez  &s€0« 
lar,  en  nombre  de  D.  Felipe  Sánchez  Román, contra  la  AdministracloB 
general  del  Estado  solicitando  la  revocación  de  la  Real  orden  de  14  de 
Atril  de  i875,  por  la  cual  se  conGrma  un  decreto  del  Gobernador  de  la 
provincia  de  León  de  2  de  Agosto  de  i^74,  que  declaró  cancelados  los 
^pedieotes  de  los  registros  mineros  titulados  Revancha  y  C&tlatampai 
y  dispuso  continuase  la  tramitacioD  de  los  denominados  üaMetaria^ ) 
Pastora  y  Competidora, 

Resulta  de  los  expedientes  unidos  á  la  demanda  que  eniO  de  Abril 
y  ii  de  Julio  de  1872  recurrió  D.  Urbano  délas  CueTas,  en  nombre  de 
D.  Pablo  Gregorio  Saldaña,  al  Gobernador  de  León.  soHeitaodo  tresre^  • 
gístrosen  el  término  de  Santa  Luefa  de  Gordoú^  que  deberían  titolatde 
Candelaria,  Pastora  y  Competidora,  con  12  pertenencias  minoras  de  * 
carbón,  designando  los  linderos  de  cada  u&ó,  que  rectificó  pósteridr- 
mente«  manifestando  que  las  pertenencias  pretendidas  eran  de  15  hec- 
táreas, por  loque  habria  de  comprender  cada  registro  iSO  h^ectáreaa^ 
dentro  de  su  perímetro:  que  el  expresado  registrador  presentó  eserileí 
en  2<)  de  Julio  del  mismo  aQo  haciendo  presente  que  tenia  noticia  de 
que  60  el  terreno  solicitado  para  sus  registros  existia  un  coto  miotCd 
titulado  j^a»  Fernando,  que  se  hallaba  en  condiciones  de  caducidad' 
por  falta  de  pueble,  con  cuyo  motivo  el  Gobernador  dispuso  la  instr^c* 
cibu  del  expediente  respectivo,  dando  vista  d^el  escrito  de  denuonioal ' 
conc.^'Sionario  del  coto«  y  ordenando  «ei  suspendiese  la  tramitadoti^de; 


lo«  'e!3q[)edleote«^d€(  loa  ífegí^óls  CanMüria:  VétéUra  y  {k>mpefidi>ra 
hasta  la  termiaaciDD  4e1de  caducidad,  qiie^TWlug^ár^fi  9  ld«AlH*¥Id«^ 
1874  por  4lecreto  de  la  expresada  AoitoHdad,  que  dolaré  caducado  el 
referido  coto  5(in  P«rn«nrfó: 

Qbeén  curso  duevarnecte  los  f^gfstrós  pretotídidós  fjor  D.  Pablé; 
Gregorio  Saldaña,  se  pretendió  por  Francisco  Márafia,  en  Domi)re  dé* 
D.  Feiipe  Saocheí  Román,  dos  r«g!dlPOS  dé  i2  perteD«ncia9  cada  ano 
con  los  tf tufos  de  la  Revancha  y  CoUatampa  sobre  los  mismos  terre* 
nós^e  los  referidos  Candelaria,  Pastora.y  Competidora,  cuyos  cipe- 
dientes  debiao  cancelarse,  en  sentir  del  nneVo  registrador,  según  lo 
dispuesto  en  los  artículos  de  la  ley  y  reglamento  que  citaba;  á  cuya 
pretensión  se  opuso  el  peticionario  primitivo  D.  Pablo  Gregorio  Salda* 
ña  y  0.  Eulogio  fifaso,  registradordeuna  miiia  tllulatla  Tomasa:  ' 

Que  en^^ista  del  resultado  de  los  ^tpedientes  en  tr^náitacion  y  de 
las  pretensiones  deducidas  por  los  interesados  el  Gobernador  de  León 
dlcfó  su  acuerdo  de  ^2  de  Agosto  de  1874  declarando  cancelados  lost ex- 
pedientes de  los  registros  ñevancha  y  Collalamp&t  y  disponiendo  si- 
guieran su  curso  los  de  los  titulados  Candelaria;  Pastora  y  Competi- 
dora: 

Y  que  habiéndose  alzado  de  dicha  providencia  el  interesado  en  los 
primeros,  s^e  expidió  por  ese  Ministerio,  de  acuerdo  con  !o  informado 
por  la  Junta  superior  facultativa  demifrerfa,  lá  Real  orden  de  Hde 
Abril  del  mismo  año  confirmando  el  decfeto  ajelado: 

Que  contra  la  expresada  providencia  ha  interpuesto  démiinda  con^ 
tenciosc^aáministrativa  el  Licenciado  D.  José  Martínez  Bscolar,  en 
nombre  de  D.  Fjelipe  Sánchez  Román,  solicitando  se  consulte  la*  prdcC'^ 
dencia  de  ía  via  contenciosa,  que  apoya  en  el  art.  56 déla  ley  del7<le 
Agosto  de  4860,  y  en  el  89  de  la  ley  de  minas  de  4  de  Marzo  de  1968: 

Y  qbe  él  Fiscal  de^.  H.  se  opbneá  la  a<d4kiiiri(^  de  esu  défnanKfa, 
f«[iidáádoSeen^oe  el  casc^qu»  la  motív^  bo^s  de  ios  <}iié  takatlvam^te 
determióaa  los  artículos  89  déla  ley x^O  del .reglameoto  dictado  para 
la  ejecución  de  la  misma,  ni  la  orden  reclamada  es  definitiva  en  los  ex- 
pedientes ^  <}ue«é  Contrae: 

Vistos  los  antecedentes  reseñados:  '  ' 

Considerando  que  la  cuestión  suscitada  en  la  presente  demanfda  no 
tiene  reUciún  alcona  con  los  motivos  que,  segtin  los  artículos  B9  de 
la  ley  y  $6  del  reglamentó  de  toiñerfa  vigentes,  prodnceáf  la  vié  cbn^ 
tencioso-administrativa  anteel Conejo  de  Estado: 

üonsiderándoquela  Real  ófdettde  14  de  Abril,  actualmeüteimpí^^ 
nadat  no  tiene  el  carácter  d)é  anal  ó  «teftftitita;  puesto  qtfé  é\  decretarse 
fot  ete  Ministerio  la  cooc6skm  ctela  propiedad  de  \és  minéis  ij^ie'bdy' 
se  cuestiona  habré  dé  cénócer  dé  los  éxpedienle?  cuj^a  caoeeHcflotí  *4ia 
sido  resuelta,  asi  como  de  todas  laS  oposiciones,  teclamacfioneá^^fi^tí^^ 


-M6  — 

dencias  que  8e  pramae^aD,  para  apreciar  en  su  Tísta  cuál  de  los  jBte* 
resadoB  osteota  mejor  derecho: 

Gonsideraodo  que  el  demaodante  D.  Felipe  Sánchez  Romao  se  hal^ 
facultado  por  lo  taoto,  fundándose  en  du  titulo  de  peticionario  de  los 
registros  Revancha  y  CoUalampaM  para  oponerse  á  todos  los  actos  de 
la  Administración  que  se  dirijan  á  otorgar  la  concesión  de  las  mina^ 
Candelaria,  Pastora  y  Competidora^  podiendo  eo  su  caso  y  lugar  pro- 
mover el  recurso  contencioso-administrativo  contra  la  orden  que  con^ 
ceda  en  definitiva  la  propiedad  de  dichas  minas  ó  de  otras  que  fon  dis: 
tioto  nombre  vengan  á  sustituirlas,  si  por  este  acto  administrativp  juz* 
gase  lastimados  sus  derechos^  i  tenor  de  lo  prescrito  en  el  art.  90  deh 
ley  de  mineria  vigente: 

Y  considerando,  por  último,  que  las  prescripciones  de  la  ley  y  su 
reglamento,  relativas  á  los  motivos  que  dan  causa  para  la  via  conten- 
ciosa en  materia  de  minas,  no  han  sufrido  alteración  alguna  por  lai 
bases  generales  de  29  de  Diciembre  de  1868,  antes  bien  han  sido  decía-, 
radas  subsistentes  eo  el  art.  52  de  las  referidas  bases; 

.  La  Sala,  de  conformidad  con  el  Fiscal  de  S.  H.,  opina  que  no  pro* 
cede  la  via  contencioso*administrativa  para  la  demanda  de  que.dejá 
hecho  mérito.» 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  con  el  preinserto  dicta- 
men, de  su  Real  orden  lo  t^omunico  á  V.  £.  para  3U  conocimiento,  el 
de  la  Sa!a  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  £.  muchos  años.  Madrid 

12  de  Fe&rero  de  .1876. 

G.  EL  Conde  de  Toreno. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

{Gaceta  de  22  cíe  Febrero  de  1876). 


Resoludan  en  la  demanda  interpuesta  solicitando  la  revocar 
don  de  la  orden  que  declaró  cancelado  el  expediente  de  re* 
gistro  nombrado  Las  Amalias. 

EzcmoSr.:  La  Salado  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  consolr 
lado  áeste  Ministerio  con  fecha  24  del  mes  anterior  lo  siguiente: 

tExemo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  visto  la  demanda,  cuya 
copia  se  acompaña,  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  José  Luis  Nacari- 
no Bravo,  en  nombre  de  D.  Antonio  Moreno  Gallego,  contra  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  solicitando  la  revocación  de  la  orden  del 
Gobierno  de  la  República  de  10  de  Agosto  de  1874,  por  la  cual  se  deja 
sin  efecto  un  decreto  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Murcia  de  .6  de 
Marzo  del  mismo  año,  y  se  dispone  siga  su  corso  el  expediente  de  j;^ 
gistro  titulado  Loe  MartiUoSf  declarando  caocelado  el  nombrado  Las 
ÁmfUias:  .  ■„ 


'  D^  los  expedieütes  gabernatiYos unidios  ala  demaoda  remita:      '» 

Que  coa  fecha  23  de  Setiembre  de  1873  solieUó  D*  Oaapar  ]Meri«bti 
en  nomlMre  de  D.  Siaroo  Agalrre*  del  €roberiiader  de  liíansia,  cotí  el 
nombre  de  Los  Martillos,  12  pertenencias  mineras  en  término  deCae'^ 
iagena,  paraje  denomioado  Rincón  de  Sao  Ginés,  preaentando  k.  éo* 
signacion  de  linderos  correspondientet 

Que  admitido  y  publicado  este  registro  en  28  de  Febrero  y  2  de 
Marzo  de  1873,  el  registrador  pidió  su  demarcación  en  24  de  este  ülti« 
mo  mes,  habiéndose  remitido  el  expediente  respectivo  al  Ingeniero 
Jefe  del  distrito  para  las  consiguientes  operaciones  en  7  de  Junio  soeá* 
síto,  y  que  á  causa  de  no  haberse  practicado  dentro  del  termine  de  li 
ley  se  produjo  la  protesta  qne  contra  la  morosidad  adkninistrativa  pre« 
^entó  el  interesado  en  20  de  NoTiembredel  mismo  aSo: 

Que  días  antes,  ó  sea  en  8  del  citado  mes  de  Nofiembre,  recurrió 
B.  Pedro  Marin  al  Gobernador  en  solicitud  de  un  registro  de  12  perie" 
nencias  mineras  con  el  titulo  de  Las  Amalias  sobre  los  mismos  terrea 
nos  de  la  designación  de  Los  Martillos^  cuyo  expediente  debia  caoqe» 
larse,  en  sentir  del  peticionario,  por  haberse  faltado  en  él  á  lo  prescri- 
to en  el  art.  75  del  reglamento  rigente  de  minas,  déeimasexta  dispost- 
cien  de  las  generales  del  mismo,  y  15  del  decreto-ley  de  29  de  Diciem- 
bre de  18^8;  habiendo  protestado  el  mismo  interesado  en  5  de  Diciem* 
bre  de  1873  y  28  de  Marzo  siguiente  contra  ciertas  infracciones  de  la 
ley  y  lentitudes  en  el  otorgamiento  de  la  concesión: 

Que  en  vista  del  resultado  de  los  dos  expedientes  instruidos,  el  Go- 
bernador de  Murcia  por  decreto  de  8  de  Marzo  de  1874  declaró  feneció 
do  y  sin  curso  el  expediente  Loa  Martillos,  y  admitió  el  titulado  Las 
Amalias^  sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor  derecho,  fundándose  en  las 
disposiciones  citadas  por  el  registrador  de  esta  última;  y  en  que  desde 
él  23  de  Setiembre  de  1872*  en  que  se  preseetó  lasoli^tud  de  registito 
Los  Martillos,  hasta  el  8  de  Noviembre  de  1873,  fecha  de  la.pr^enta- 
cioo  del  nominado  Las  Amalias^  trascurrieron  más  de  13  meses  sin  que 
se  hubiese  reclamado  por  parte  del  primer  registrador  contra  la  moro- 
sidad déla  Jkdministracion: 

Qne  del  expresado  decreto  se  alzó  en  tiempo  hábil  para  ante  ese  Mi- 
nisterio D.  Gaspar  B^leriola,  en  nombre  de  D.  Simón  Aguirre,  solici- 
tando se  dejase  sin  efecto;  y  oida  la  Jnnta  superior  facultativ»  de  mi- 
nería y  de  conformidad  con  su  dictamen,  se  expidió  la  orden  del  Go- 
bierno de  la  Repdblica  de  li)  de  Agosto  de  1874,  por  la  que  se  revocó 
la  providencia  recurrida,  disponiendo  siguiese  so  curso  el  expediente 
tosMartiUos^  y  declarando  nulo  y  sin  efecto  el  nombrado  Las  Ama- 
Hasi 

Que  contra  la  expresada  resolución  ha  promovido  demanda  cooten- 
cidso-administrativa  el  Licenciado  D.  José  Luis  Nacarino  Bravo^én 


nombra  éb  B.'  AoUmtO'Moreiio  Q«llego»'Mütiil  cooeemMf io ^4e>|of :49f 
radMS  que  fMi4i«r«  tener  Ü.  Redro 'ÜaftK.regMtradM  de.  Lms  Amalk^ 
«osóiicitod  de'qim^ereTei^tM  «a  0aidt»laiÓMlenqoe^ni|Miglia,')afiofiii't 
do  la  proeedencia  de  ln  via  contoociDsa  on  lea  preicriptionea  eomipraii'r 
didas  en  el  aK.  ttl  de  la  ley  de4  lianio  úb  WS  y  eo  él  86  del  /08la<* 
mcuto  dictada  para  la^j^euciondeia-iniaiin,  á  cuya  .pretefoioD  ae  iia 
opuesto  et  Fiscal  de  S.  M/fundiodoee  en  que  el  deinandaota  00  tieo^ 
personafídaé  legitima,  segualo  doteri&ioa(k)  ««  etartieuló  S6/delre* 
glamenlo  vigente  de  miaas,  y  en  que»  aparte  de  esta  cooaideraAtoiir  }a 
órdeo  reclaaDada  no  es  deñnitiva  y  inai  da  CQncesioo  é  ^leiwgaQioo  de 
propiedad  ttiinera»  oi  termina  los  recursos  qae  guberoalitamente  p^mr 
de- prottoi^er  el  interesado  contrif  ia.  coueesioade  iaiaiaa  LeiS'iMafv 
Hilos:  .     í .   , . 

Visto  el  áft*  89 de  la  ley  de  4  de^  Marzo  de  1868,  y  el  86  del  regla* 
mentó  dictado  para  so  ejecución «  qoe  determinan  laxati?ameate  los  ca<^ 
SOS  en  qué  cabe  et  recurso  por  lá  rio  contebciosa  acerca  de  las  órde* 
nes  dictadas  en  minería: 

Visto  el  art.  26  dei  citado  reglamento,  per  el  que  se  ordena  á  los 
partkolarés  ó  las  Compañías  que  adquiefáo-jur compra  ó  porolaoaa^*^ 
dio  legal  pcfteoeodae  mineras  conoedidaa  ya  por  elfistado  ^ue  lo  pon- 
gan en  conocimiento  del  Gobernador  de  la  provincia  dentro  de  loa 
primeros  45  días  inmediatos  al  de  la  adquisicioo: 

Considerando  que  el  caso  quo  origina  la  presente  demanda  too  se 
halla  cómpieodidd  entre  loa  determinados  en  el  ari.  89  de  la^ley-;  01 
entre  los  que  coasigna  el  86  del  recámenlo  vigente  del  tamo: 

Ce  nsiderando  que  la  arden  aatnelateiite  impugnada  no  líenAeica^ 
rietlrde  de§niiifa#  puesto  que  después  de  ella  y  haMa  el  acto  de  i# 
Ooneosion  minera  en  favor  del  peliciooario  que  ostento  mcyor  derechfi 
ba  de  conoceír  ese  Ilioisterio  del  eipodiente  Cuyo  lenecimieoto  y  C49^ 
celacion  ba  sido  resuelto  por  la  resolución  refeHda,  asi  como.dotodoo 
la«  oposiciones^  reclamaciones  é  inotilencias  qde  loa  distintos  inlereao^ 
dos  promovieren:  ,      .  -  ;    /. 

Considerando  que  el  registrador  de  la  mina  Loa  Amat/taatseibatta 
facultado  por  lo  tanto,  fundadoen  ati  titulo  de  peUcionado  deleitado 
registro,  para  oponerse  á  todos  los  actos  de  la  AdAiiniairacion  qno.ao 
dirijan  al  otorgamiento  de  la  doncesíon  defloitlta  de  la  ooorioada  jftai 
MorliUos^  é  de  otra  qoe  coto  distinto  nombre  venga  á  sustiluiriat  p»^ 
diendoen  6n  caso  y  lugar  promover ^1  recarso  conteociosoodoiioiat 
tralivo  contra  la  orden  definitiva  que  se  dictase  con  el  indicado  6nv.H 
con  ella  juzgase  lastimados  sos  dereebos,  á  tenor  do  lo  prescrito  Ob  el 
art.  90  de  la  ley  de  minería  vigente: 

Considerando  qtie,  según,  el^espifitu  y  tendencias  del  arl.'S6  daLror 
glamento,  la  Admtnistracioiin^  puede  reconocer  derechos  en  favoi^di^ 


.;•» 


■  ^  ie^cdfas  pers^M^qas  oa  habieaeo  Agüurad^  en  los«sp8dieDie<  in&Uuir 

.*  ^  1  é^  s^re  cooeeiiones  dé  peiteiitncns  míDeras,  jLantes  no  hieier«i 

j-^.  I  constar  en  legal  forma  la  existencia  de  los  indicados  derechos;  y  que 

r  ?  :  no  habiendo  justlflcaio  Dr.  Anioaio  Vore&o  Gallego  hi  asfíoiotí' que  deduce 

•  M  como  ceslotíario  de  los  que  referonttis  á  la  uiioa  Las  Amaliéé  poede  osir 

fsntair  el  negfslrader  9.  Peéro  Maxio^  oo  tiene  pertoftaléded  leglUmn 

:.  .-  ^fk  pforaoieer  el  recurso:  eojMeociosO'^pQe  ha  inieolaáo;    : 

.  «  '  La  Sala  opinéqve  p«ede  V.  E..  servirse  declarar  que*  lio  procede  le 

.^.  •  fia  contenciosa  para  la  demanda  de  que  deja  hecho'  mérüo.* 

:.jv  Y  eOQfoi>máodose  S.  M.  el']tey(Q.  D.  G.)  con  el  preinserto  dictar 

y.  neór,  de  so  Real  tfrdeo  lo  eomunioo-á  ¥.  £.  para  su  conaotmie^o,  e) 

I . .  de  la  Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid 

12  do  Febrero  de  1876. 

Cii  EL  COHOK  D£  TohERO. 

Sf.  Presidente  det  Consftío  de  Estado^ 

(Gaceta  de  n  de  F^ero  de  ia76>.  . 


Resolución  en  la  demanda  interpuesta  &n  aolicitui  de  que  se 
revoqué  la  Real  orden  confimtandoel  decreto  éel' Goberna- 
dor que  declaró  cancelado  el  espediente  de  registro  nombran 
do  Esperanza. 

Bxemo.  ^r.:  La  Sala  de  loCoatencioso  de  ese  altoCuevpe  ha  coBsal** 
lado  á  este  Ministerio,  con  fecha  27  del  nies  anterior;  Idrsiguiente: .    . 

«Excmo.  Sr.:  La  S|i)a  de  lo  Contencioso  ha  visto  la  detoafida,  cuya 
copia  ^s adjunta,  interpuesta  por  el  Liceaciadoi)*  Franeéseoiribafiren, 
oonombre  de  D.  Ramón  Sana  bria,  contra  1»  ádminieldraetoa  geoerttl 
del  /Estado,  en  soKeitod  de  que  te  revoque  la  Beal  órd(  n  de  Me  AbrU 
de  1875^,  por  la  que,  confirmando  un.  decreto  del  Goberoadov  de-Bad»» 
jo2,  se  declara  cancelado  elexpedieifttede  registro  ^jEier<x>isa  y  sul^ 
sisteutela  concesión  de  la  mina  Núeséra  Señorada  ¿>«  JMoreí: díspo» 
hiendo  además  qiae  se  lleve  á  cabo  la  eapropiacton  foríosa  del  terreno 
necesario  para  las  labores  de  dicha  mina,  con  estricta  aujeoíoB 'á  lo 
preceptuado  en  la  legislación  vigente,  reservando  á  {>•  ftamon  Sa^a^ 
bria  su  derecho  para  deducir  ante  los  Tribunales  ordinanos  el  ^^e  le 
piied;i  asistir  por  virtud  de  los  contratos  que  haya  celebcado  cenelpri-» 
mer  concesionario  de  la*  mina  Nuestra  Semra  de  los  ¿toleren  ásos  wb^ 
iNihabientes.  ^ 

Resulta  de  los  ei^pedientes  gubernativos  unidos  ala  deíaapda:      * 

Que  con  fecha  26  de  Octubre  de.l8§2  recurrió. 0.% Jesús  Re»ea,e» 
n^nabve  He  D.  Ran^oo  8anabria«  at  Gobernador  de  Badajoz,  solicitando 
dbs^perienen^its  minevas'coo  el  titulo  de  La  Esperamat^ú  Refreno  4j^ 
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sutpi^iedad»  raéicante  ea  el  ccnrral  d«  uoa  easa  de  que  era  daeño,  es 
kr. talle  Cerro  de  Goadalape,  dúid.  S6|  hadeodo  la  deaigoaeieD  eaitl 
feripa  debida:  «.  ' 

:  Qae  püblieodftesta  soliciiud  y  pedida  la  demaroaciQíi  por  el  iotere* 
•ado»  se  acordó  el  pase  del  expedienta  al  logeniero  del  distrito  par» 
que  Teriflcase  las  operaciones  consiguientes»  lo  cual  no  aparece  tuTie» 
se  ^ectOy  quedando  en  suspenso  ks  diligencias  instruidas,  y  resultan- 
do al  fólH>  17  de  dicho  expediente  una  minuta  de  certificación  del  Jefe 
de  la  Sección  dé  Fomento,  en  qne«e  hace  constar  que  no  habia  recaí"» 
do  éa  aquél  decreto  del  Gobernador  caducando  la  mina  Esperamuifm. 
se  habia  reclamado  por  interesado  alguno  la  caducidad  del  registro  ez*^ 
presado: 

'  t)ae  60  ^  de  Agosto  de  1866  solicitó  D.  Antonio  Algabe,  von  repre» 
seatacion  de  B.  Genaro  Guillen  y  Galomarde,  un  registro  minero  con  el 
nónibre  de  Nuestra  Señora  de  los  Dolores^  sobre  el  mismo  terreno  ti-^ 
tolado  La  Esperanza^  manifestando  que  obtendría  el  permiso  de  Don 
Ramón  Sañabria,  propietario ,  del  citado  terreno;  cuyo  permiso  le  fué 
concedido  al  interesado  en  6  de  Octubre  siguiente»  con  amplia  autoriza* 
eion  para  que  pudiera  explotar  la  mina: 

-  Que  habiéndose  procedido  i  demarcar  el  registro  Nuestra  Señora 
^e ios  Do¿ore5,  asistió  al  acto  como  testigo  D.  Ramón  Saaabria,  dueño 
del  terreno,  sin  formular  protesta  ni  reclamación  alguna,  en  cuya  vir- 
tud se  expidió  el  titulo  de  propiedad  de  la  indicada  mina  en  favor  de 
9»  fienaro  Guillen  y  Galomarde  en  4  de  Mayo  de  1868;  la  cual  aparece 
enajenada  en  11  de  Febrero  de  1873  á  D.  Lino  González  Quijano,  que 
constituyó  sociedad  para  la  explotación  de  sus  productos: 

:  Que  en  este  estado  recurrió  D.  Ramón  fitosquera,  representando  á 
^.  Lino  González,  en  9  de  Octubre  de  1874,  manifestando  que  estaba 
fíróiimo  i  terminar  el  arriendo  de  la  finca  en  que  se  hallaba  eoclavada 
la^mioa  Nuestra  Señora  de  los  Dolores^  de  que  su  representado  era  due- 
ño; y  con  el  fin  de  que  por  el  propietario  de  dicha  finca  no  se  le  pusie* 
se  obstáculo  en  su  dia  para  la  explotación,  con  grave  perjuicio  de  sus 
intereses,  suplicó  que,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  56  de  la  ley 
díe  Minería,  se  ordenase  la  instrucción  del  expediente  de  expropiacioii 
ftfiosa  del  terreno  que  le  era  necesario  .para  la  explotación  de  la  eón^ 
cesión  minera: 

'  Q^e  en  su  vista  y  previo  informe  del  logeniero  y  Comisión  provia- 
ctftl,  el  Gobernador  acordó  ea  18  de  Noviembre  se  mantuviese  á  los  po* 
seedores  de  la  mina  en  el  uso  de  las  servidumbres  y  terreno  que  ocu* 
pshali«  no  obstante  á  lo  que  en  su  día  procediese  j  hasta  tanto  que  se 
abordase  lo  correspondiente  sobre  la  expropiación  solicitada;  cuyo 
acuendo,  iaé  comunicado  para  su  debido  cumplimiento  al  Alcalde  de 
Rerlunora;  lo  que  no  tuvo  efecto  por  apreciar  dicho  fancionarie  Rusias 


hi  ratones  qoB  %n  contra  le  preseotó  él  dueño  del  terreoo  D.  Ramoa 
Sáoidbria  al  aerle  DoUflcada  aqaella  proTideocia',  y  que  estaban  fonda- 
das más  especialmente  en  qoe,  á  Tiitud  de  demanda  de  desabacio  pre- 
sentada por  el  referido  Saoabria  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia 
M  disolto  del  SaWador  de  Sevilla,  babiaa  sido  lanzados  de  la  finca  loa 
eonoesionarios  de  la  mina  Nuesíra  Señora  de  los  Dolores: 
*  Qoe  habiendo  protestado  éstos  de  la  falta  de  cumplimiento  de  lo 
Blandadoen  acuerdo  de  i8  de  Noviembre,  y  recurrido  D.  Ramón  Sana* 
bria  céntralo  dispuesto  en  dicho  acuerdo,  pidiendo  la  suspensión  del 
mismo;  oido  dé  nueyo  el  Ingeniero  del  distrito  y  la  Comisión  profin- 
ei«l«  el  Gobernador  dictó  providencia  en  25  de  Diciembre  de  1874  de- 
darando  caducado  y  cancelado  el  expediente  del  registro  La  Esperan^ 
M»  y  firme  y  subsistente  el  titulado  Nuestra  Señora  de  los  Dolores^  cu- 
yo tHulo  de  propiedad  habia  ya  obtenido  el  concesionario,  habiéndose 
ac6g  ido  además  á  las  bases  generales  de  1868;  y  no  haber  lugar  ¿  la 
inierrupoion  de  las  labores  de  la  mina  Nuestra  Señora  délos  Doleresi 
>iaandando  se  sostenga  i  los  concesionarios  en  el  uso  de  las  servidum- 
bres necesarias  para  su  explotación,  previa  la  presentación  de  la  fianza 
de  5.000  pesetas  para  satisfacer  al  dueño  del  terreno  la  iodemnizadoa 
que  pueda  correspo^nderle;  y  en  cuanto  á  la  tramitacian  del  expedien- 
te de  expropiación  forzosa,  acordó  que  se  diesp  vista  á  D.  Ramón  Sana- 
brk  para  que  expusiese  lo  que  á  su  derecho  conviniere: 

Que  contra  la  expresada  providencia  recurrió  el  interesado  en  alza- 
da ante  el  Ministerio  pidiendo  su  revocación  y  acompañaodo  testimo- 
nio de  dos  escrituras,  una  referente  ai  arriendo  por  seis  años  de  la  fin- 
ca en  que  radica  la  mioa  i^ues/ra^e^m^a  de  los  Dolores^  y  la  otra  que 
oomprende  una  novación  del  referido  contrato;  y  otro  testimonio  de  los 
«BlOB  de  desahucio  seguidos  ante  el  Juzgado  del  Salvador  de  Sevilla  i 
instancia  de  D.  Ramón  Sanabria.  por  virtud  de  los  cuales  se  declaró 
dicho  desahucio  en  cuanto  á  la  casa  y  huerto  del  demandante,  no  ha- 
biendo logar  en  cuanto  i  las  pertenencias  adquiridas  por  D.  Lino  6on* 
aalez  Quijano;  y 

Qae  por  Real  orden  de  6  de  Abril  de  1875  se  ha  confirmado  el  de- 
'  eréto  del  Gobernador,  apelada,  en  la  parte  que  declara  cancelado  el  ex- 
pediente del  registro  Esperanza,  y  subsistente  la  concesión  de  la  mina 
Nuestra  Señora  de  los  Dolores,  y  no  haber  lugar  á  la  suspensión  de  loe 
trriwjos  de  ésta;  y  se  dispone  se  lleve  á  cabo  la  expropiación  forzosa 
dei. terreno  necesario  para  laa  labores  de  la  misma,  con  estricta  suje- 
eion  á  lo  preceptuado  en  la  legislación  actual,  reservando  i  D.  Ramón 
Sanabria  su  derecho  para  deducir  ante  los  Tribunales  ordinarios  el  que 
p«eda  asistirle  por  virtud  de  los  contratos  que  haya  celebrado  con  el 
ptímittvo  concesionario  de  la  referida  mina  Nuestra  Señora  de  los  Do-- 
Utres^  ó  aus  causahabientes: 
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Que  coQ tira  la  expresada  resolucioo  ha  iaierpu«9to  d,efn^OL<ÍA  ^oa* 
tenciosooadmiaistraiivA  el  Licenciado  0.  Francisco  Iribarfei^,  eo  noin* 
brede  D.  RamoD  Sana^ria,  coa  la  solicitad  de  qae  la  Sala  ^a  sirva  en 
su  dia  consultar  la  revooaciivo  de  aquella,  previa  la  declareiciop  de  la 
procedencia  de  la  via  contenciosa  q^e  pretende,  apayado  en  lo  prescri* 
to  en  los  artículos  139  de  la  ley  de  ^inas,  y  eo  el  86  del  reglameQta 
dictado  para  la  ejecución  de  la  misma; 

Y  que  el  Fiscal  de  S.  H.  se  opone  4  la  adipision  de  la  depuanda,  fuá* 
dándose:  en  que,  aparte  de  que  ha  sido  pcm eotada  fuera  de  tiempo 
Ij^gal,  el  caso  á  que  la  misma  se  contrae  nf>  est4  CQmpreodtdo  en  los 
artículos  que  cita  el  demandaate;  ea  que  no  existe  derecha  preeiia- 
tente  lastimado;  en  que  no  es  posible  admitir  con  efecipe  legales,  e9 
punto  al  ejercicio  de  la  jurisdicción  contenAioso^administratiTA,  (m§ 
se  pongan  en  litigio  concesiones  mineras  que  constituyen  verdaderos 
títulos  de  propiedad;  en  que  la  declaración  de  enajenación  forzosa  es 
un  acto  discrecional  del  Gobierno,  cuya  validez  ó  nulidad  en  niagup 
caso  puede  ventilarse  ante  la  jurisdicción  contencioso-administrativa; 
y  en  que  en  el  mismo  caso  se  hallan  las  cuestiones  que  emanan  de  loe 
contratos  de  índole  civil  y  privada,  á  que  la  representación  del  de- 
mandante se  reflere: 

Vistos: 

El  art.  91  do  la  ley  dé  4  de  Marzo  de  1868,  que  fija  el  plaj;o  4^  SO 
dias  para  entablar  el  recurso  contencioso  ante  el  Consejo  de  Estado;  y 
las  disposiciones  5/  y  2/  respectivamente  de  las  generalas  compren* 
didas  en  la  citada  ley  y  sú  reglamento,  preceptuando  que  los  plazos  se 
contarán  desde  el  dia  siguiente  al  de  la  notificación  administrriiva, 
siendo  improrogables  y  fatales: 

El  art.  89  de  la  ley  y  86  del  reglamer^tp  chitados,  qua  dietermlDa^ 
taxativamente  los  casos  que  pueden  producir  el  recurso  por  la  via  con- 
tencioso-admiaistrativa;  y 

El  art.  49  de  las  bases  generales  de  29  de  Diciembre  de  1868,  modi* 
flcado  por  la  ley  de  24  de  Julio  de  1871,  según  el  cual  las.  concesión^ 
mineras  son  á  perpetuidad,  no  estando  facultada  la  Administrncion 
para  privar  del  terreno  al  dueño,  mientras  cumpla  con  la  condición 
que  en  el  mismo  se  establece: 

Considerando  que  habiendo  sido  notificada  á.  0.  Ramón  SanabHaia 
providencia  administrativa  que  hoy  impugna  en  16  de  Abril  de  1875, 
ha  dejado  trascurrir  el  plazo  legal  para  interponer  su  demanda  ante  el 
Consejo,  puesto  que  consta  que  la  presentación  tuvo  lugar  en  la  Ser 
cretaría  general  del  mism^  en  17  de  Mayo  siguiente:' 

Considerando  que,  aparte  de  este  vicio  en  el  procedimiento!,  que 
imposibilita  la  admisión  del  recurso  intentado,  el  caso  que  leda  causa 
y  origen  no  se  halla  entre  los  determinados  en  el  art.  89  de  la  ley,  ni  en 
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loseonsi^i^aaoft  €fn  e!  8Cí  del  reglametíto,  puesto  qoe  oi  se  ha  negado  al 
defitándante  propiedad  alguna  minera,  ni  se  le  ha  declarado  la  caduci- 
dad de  concesión  que  anteriormente  hubiese  obtenido,  no  habiendo 
tampoco'pfesentado  sus  oposiéiones  al  regísiTO  Nuestra  Señora  de  ¡ot 
Dolores,  ni  protestado  la  demarcación  de  ésta,  á  pesar  dé  haber  asis- 
tido personal  méate  á  dicho  acto: 

Considerando  que  constituyendo  una  verdadera  y  legítima  propie- 
dad la  concesión  titulada  Nuestra  Señora  de  los  Dolores,  amparada  por 
un  tltutj)  expedido  y  reconocido  por  la  Administración,  y  hallándose, 
los  dueños  do  dicha  mina  bajo  el  ffmparo  de  las  bases  generales  para 
la  n^ueva  legislación  dé  minas,  no  existen  términos  hábiles  para  pri- 
varles del  terreno  que  hoy  vienen  explotando,  mientras  cumplan  cou 
las  prescripciones  de  la  ley  y  las  condiciones  particulares  á  que  por  el 
titulo  de  propiedad  se  hallaren  sometidos: 

Y  considerando,  finalmente,  que  las  demás  cuestiones  suscitadas 
por  la  representación  del  demandante,  referentes  á  la  expropiación 
forzosa,  derechos  derivados  de  las  escritoras  de  arriendo  de  la  finca  en 
que  radica  la  citada  mina,  y  falsedades  y  dolo  que  denuncia  para  al^ 
canzar  ia  concesión,  no  pueden  discutirse  ni  resolverse  ante  lajuris- 
dicción  contencioso-administrativa;  la  primera  por  corresponder  su  co 
nocimlento  á  la  Administración  activa  dentro  de  las  facultades  discre- 
cionales de  que  se  halla  investida,  y  las  demás  por  ser  contrarias  á  la 
índole  y  carácter  de  la  indicada  jurisdicción  contenciosa; 

La  Sala,  de  conformidad  con  el  díictámen  emitido  por  el  Fiscal  de 
'  S.  M'./opina  que  no  procede  la  via  contencioso-administrativa  para  la 
demanda  de  que  deja  hecho  mérito.» 

Y  conformándose  S.  H.  el  ReyfQ.  D.  G.)  con  el  preinserto  dicta- 
men, de  su  Real  orden  lo  comunico'  á  V.  E.  para  su  conocimiento,  el 
de  la  Sala,  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid 
49  de  Febrero  de  1876. 

G.  EL  CONDB  Dft  TOBBIfO. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gaceta  de  ^^  de  Febrero  de  1876). 


CONSEJO  DE  ESTADO. 


Real  decreto  declarando  firme  y  subsistente  la  orden  que  de- 
claró  fenecido  y  canceladQ  el  e^cpediente  del  registro  mine- 
ro  Consuelo. 

DON  ALFORSa  XII,  por  la  gracia  de  Dios  Rey  constitucional  de 
España: 

SbGGIOH   ÁPMIHISTRATIVÁ.-- T.  VI.  18 
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á  todos  los  que  las  presentes  vieren  y  enlendieren,  y.á  ^luienestA** 
ca  »a  observancia  y  cumplimiento»  sabed:  que  he  venido  en  decretar 
lo  siguiente: 

«£n  el  pleito  qne  en  primera  y  única  instancia  pende  ante  el  Conse- 
jo de  Estado  entre  partes,  de  la  una  D.  Eduardo  Garcia  de  los  Rios,  y  eo 
su  nombre  el  Licenciado  D.  Pedro  González  Harron,  y  de  la  otra  la  Ad- 
ministración general  del  Estado,  representada  por  mi  Fisctal  y  coadyu- 
vada por  el  Licenciadla  D.  Gabriel  Rodríguez,  eo  representación  de  Don 
Pedro  Velasco,  sobre  revocación  de  la  drden  de  5  de  Junio  de  1874,  ex- 
pedida por  el  Ministerio  de  Fomento,  que  declaró  fenecido  y  cancelado 
el  expediente  del  registro  minero  Consuelo^  y  mandó  que  siguiera  su 
curso  el  llamado  Cansolacian. 

Visto: 

Visto  el  expediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  en  10  de  Diciembre  de  1871  solicitó  D«  Edíiardo  Garcia  de  los 
Ríos  la  adquisición  de  324  pertenencias  de  mineral  de  hierro  con  el 
nonabre  de  Consuelo  en  el  sitio  llamado  Alto  de  las  Muñecas,  Ayunta- 
miento de  Samano,  provincia  de  Santander: 

Que  tramitado  el  expediente,  en  el  acto  de  la  demarcación  protestó 
O,  Ramón  Pérez  del  Molino,  fundándose  en  no  estar  determioado  con 
precisión  el  punto  de  partida,  j  en  no  haberse  publicado  el  citado  re- 
gistro en  la  provincia  de  Vizcaya;  cuya  px:otesta  se  desestimó  por  el 
Gobernador  de  la  provincia: 

Que  expedido  al  interesado  el  titulo  de  propiedad  de  las  200  perte« 
nencias,  por  las  que  optó,  D.  Pedro  Velejeo  m  10  de  Setiembre  de  187!^ 
registró  con  el  nombre  Con$olacion  el  mismo  terteno  que  ocupaba  La 
mina  Coft«tie/o,  alegando  que  el  registrador  de  ésta  no  reclamó  contra 
la  morosidad  de  la  Administración: 

Qu^  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Santander  en  18  de  Setiembre 
de  1873  decretó  no  haber  lugar  á  la  admisión  de  este  registro,  contm 
cuya  providencia  se  alzó  el  interesado  para  ante  el  Ministerio  de  Fo- 
mento, el  cual  oida  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Consejo 
de  Estado^  por  orden  de  3  de  Junio  de  1874  declaró  fenecido  el  expe- 
diente Consuelo^  y  nulo  el  título  de  propiedad^  indebidamente  expedi. 
do,  mandando  que  siguiera  tramitándose  el  expediente  del  registro 
Consolación: 

Vista  la  demanda  presentada  ante  el  Tribunal  Supremo,  á  nombre 
de  D.  Eduardo  Garcia  de  los  Rios,  pidiendo  la  revocación  de  la  ante* 
rior  orden: 

Visto  el  escrito  contestación  de  mi  Fiscal,  que  pidió  que  se  conflr- 
mará  la  órdec  reclamada,  absolviendo  de  la  demanda  á  la  Administra- 
ción general  del, Estado,  cuyas  conclusiones  aceptó  y  reprodujo  el;  Li- 
cenciado D.  Gabriel  Rodriguez,  á  quien  se  hubo  por  parte  eo  nombro 


de  D.  Pedro  Vehsco,  en  el  coRcepto  de  coadyuvaúte  de  la  Admiaistra- 
cion: 

Visto  el  escrito  presentado  en  8  de  MoTiembre  siguiente  por  el  Li- 
ceociado  D.  Pedro  González  Marrón»  con  poder  especial  del  actor,  soli- 
citando que  se  le  tenga  pot*  desistido  y  apartado  del  recurso  inter- 
puesto: 

Visto  el  dictamen  de  noi  Fiscal,  que  se  allanó  al  desistimiento  soli- 
citado, siempre  que  se  declarase  consentida  y  subsistente  la  orden  re- 
clamada: 

Considerando  que  D.  Eduardo  García  de  los  Rios  se  aparta  lisa  y  Ua- 
ñámente  de  la  demanda  que  interpuso  contra  la  orden  de  3  de  Junio 
de  i874;  y  que  mi  Fiscal  no  se  opone  á  que  se  le  tenga  por  desistido: 

Considerando  que  el  desistimiento  del  actor  deja  sin  efectj  la  de- 
manda, que  debe  reputarse  como  si  no  hubiera  sido  interpuesta,  que- 
dando por  lo  tanto  firme  la  resolución  ministerial  que  con  ella  se  im* 
pugnó; 

GdnformAndome  con  lo  consultado  "porU  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Pedro  Nolasco  Aurio- 
les,  Presidente;  Ü.  Pedro  Sabau,.  el  Marqués  de  Alhama,  D,  Félix.  Gar- 
da Gómez,  el  Marqués  de  la  Ribera,  D.  Pascual  Bayarri,  D.  Esteban 
Martínez,  D.  Juan  Jiménez  Cuencaí^  D.  Juan  de  Cárdenas,  D.  Fernando 
Vida  y  D.  Antonio  Hurtado, 

Vengo  en  admitir  la  separación  de  la  parte  demandante,  y  en  de- 
clarar firme  y  subsistente  la  orden  reclamada. 

Dado  en  Palacio  á  cuatro  de  Febrero  de  mil  ochocientos  setenta  y 
seÍ8.=ALF0NS0.=£l  Presidente  del  Conaejo  de  Ministros,  Antonio  Ci- 
nova$  del  Castillo.» 

Publicacion.=Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  el 
Secretario  accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  q^ue  se  refiere;  que  se  una  á 
los  mismos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Ga- 
ceta: de  que  certifico. 

Madrid  10  de  Febrero  de  4876.=:Jostf  de  Grijalva. 

(Gaceta  de  216  de  Febrero  de  1876.) 
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MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Reales  Órdenes. 

Resoludanen  la  demanda  interpuesta  en  soUtitud  de  que  se 
revoque  la  orden  por  la  que  se  declara  cancelado  y  fenecido 
el  espediente  de  registro  titulado  Ropa  Larga. 

Ezcmo  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  consul- 
tado á  este  Ministerio  con  fecha  24  del  mes  anterior  lo  siguiente: 

■Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  visto  la  demanda,  cuya 
copia  se  acompaña,  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  José  Luis  Nacarí* 
no  Bravo  en  noáibredeD.  Ángel  Fernandez  Zamora,  contraía  Admi- 
nistración general  del  Estado, en  solicitud  de  que  se  revoque  la  orden 
del  Gobierno  de  la  República  de  6  de  Agosto  de  1874,  por  la  que,  de- 
jando sin  efecto  un  decreto  del  Gobernador  de  Murcia  de  21  de  Mayo 
anterior,  se  declara  cancelado  y  fenecido  el  expediente  de  registro  titu* 
lado  Ropa  Larga,  y  se  mand  a  siga  su  curso  el  lominado  La  Olvidada. 

De  los  expedientes  gubernativos  unidos  á  la  demanda  resulta: 

Que  con  fecha  7  d¿  Enero  de  1871  solicitó  D.  Gaspar  Baleriola,  en 
nombre  de  D.  Simón  Aguirre,  del  Gobernador  de  Murcia,  con  el  titulo 
de  La  Olvidada^  ocho  pertenencias  de  mineral  manganífero  en  término 
de  Cartagena,  paraje  conocido  por  Playa  del  Gorgel  y  Collado  de  las 
Vacas;  y  como  en  la  designación  de  linderos  se  comprendiera  un  pozo 
antiguo  abandonado,  cuyo  dueño  se  ignoraba,  se  mandó  instruir  el  de- 
bido expedí  ente  de  caducidad,  con  cuya  virtud  y  por  sus  debidos  trá« 
mitesse  declararon  en  13  de  Abril  de  1872  caducadas  las  concesiones 
Huérfana  y  Santa  Clotilde^  sin  que  contra  el  acuerdo  respectivo  se  in- 
terpusiera recurso  alguno: 

Que  admitido  en  su  consecuencia  el  registro  La  Olvidada  en  7  de 
Abril  de  1873,  y  solicitada  por  el  registrador  la  demarcación  del  mis- 
mo, se  pasó  el  expediente  al  Ingeniero  Jefe  del  distrito  en  20  de  Junio 
siguiente,  habiéndole  devuelto  este  funcionario  en  28  de  Enero  de  1874 
sin  haber  practicado  las  operaciones  ordenadas: 

Que  en  5  de  Noviembre  de  1873  recurrió  D.  Ángel  Fernandez  Zamo- 
ra al  Gobernador  solicitando  registrar  con  el  nombre  de  Ropa  Larga 
número  igual  de  pertenencias  sobre  el  mismo  terreno  y  con  la  misma 
designación  del  registro  La  Olvidada;  y  denunciando  las  condiciones 
de  caducidad  en  que  éste  se  encontraba  por  no  haber  protestado  su  re- 
gistrador contra  la  morosidad  de  la  Administración,  el  peticionario  de 
Í9i  Ropa  Larga  presentó  sus  protestas  en  18  de  Noviembre  del  mismo 
año  y  24  de  Febrero  de  1874: 
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Que  ea  vista  de  esta  solicitud  y  del  resoltado  de  las  actuaciones  ins- 
truidas, ei  Gobernador  por  su  acuerdo  de  %i  de  Mayo  sucesivo  declaró 
cancelado  f  sin  curso  el  expediente  del  registro  La  Oltndada  y  admi- 
tió el  titulado  Ropa  Larga,  fundándose  en  lo  prevenido  en  el  art.  15  de 
las  bases  generales  y  en  la  décimas axta  disposición  de  las  generales 
del  reglamento  de  24  de  Junio  de  1868: 

Que  contra  este  acuerdo  promovió  recurso  de  alzada  para  ante  ese 
Ministerio  el  registrador  de  La  Olvidada;  J  oída  la  Junta  superior  fa- 
cultativa de  Minas,  y  de  conformidad  con  su  dictamen,  se  expidió  la  or- 
den del  Gobierno  de  la  República  de  6  de  Agosto  de  1874,  por  la  que, 
dejando  sin  efecto  el  decreto  apelado  se  declaró  cancelado  y  fenecido 
el  expediente  de  registro  titulado  Ropa  Larga,  y  se  mandó  siguiese  su 
curso  el  nominado  La  Olvidada: 

Que  contra  la  expresada  orden  se  ha  interpuesto  demanda  conten - 
cioso-administrativa  por  el  Licenciado  D.  José  Luis  Nacarino  Bravo,  en 
nombre  deD.  Ángel  Fernandez  Zamora, pidiendo  su  retocacion,  previa 
la  declaración  de  la  via  contenciosa,  fundada  en  las  prescripciones  con* 
tenidas  en  el  art.  89  de  la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868  y  en  el  86  del  Re- 
glamento de  minería  vigentes. 

Vistos  los  antecedentes  reseñjados:  , 

Considerando  que  el  caso  que  origina  la  presente  demanda  no  se 
halla  comprendido  entre  los  que  taxativamente  determina  el  art,  89  de 
la  ley  ni  en  los  consignados  en  el  86  del  reglamento,  citados  ^or  el  de- 
mandante: 

Considerando  que  la  resolución  impugnada  no  tiene  el  carácter  de 
definitiva,  puesto  que  cuando  se  decretó  por  ese  Ministerio  la  conce^ 
sioo  de  la  propiedad  de  la  mina  que  hoy  se  euestioba  habrá  de  cono- 
cer del  expediente  cuyo  fenecimiento  y  cancelación  ha  sido  resuelto, 
así  como  de  todas  las  oposiciones,  reclamaciones  é  incidencias  que  se 
promuevan  con  el  fin  de  apreciar  cuál  de  los  interesados  ostenta  mejor 
derecho: 

Considerando  que  el  demandante  D.  Ángel  Fernandez  Zamora  se 
halla  por  le  tanto  facultado,  fundándose  eo  su  titulo  de  peticionario  de 
la  mina  Ropa  Larga,  para  oponerse  á  todos  los  actos  déla  Administra- 
ción que  se  dirijan  á  otorgar  la  concesión  de  la  titulada  La  Olvidada; 
podiendo  en  su  caso  y  lugar  promover  el  recurso  contencioso-adminis- 
trativo  contra  la  orden  por  la  que  se  conceda  en  definitiva  la  propie- 
dad de  la  misma  ó  de  otra  que  con  distinto  nombre  venga  á  sustituirla, 
si  por  virtud  de  aquella  juzgase  lastimados  sus  derechos,  á  tenor  de  lo 
preceptuado  en  el  art.  90  de  la  ley  de  minas;  y 

Considerando,  finalmente,  que  las  prescripciones  de  la  ley  y  el  re- 
glamento, relativas  á  los  motivos  que  producen  la  via  contenciosa,  no 
han  sufrido  alteración  alguna  por  las  bases  generales  parala  nueva  le^^ 


estación  de  iniQM  de  ^  de  Oiddiribre  de  1868,  habiendo  sido  por  el 
oootrario  deekradas  sabsisleotes  eo  el  «rt.  32  de  las  referidas  bases; 

La  Sala,  de  cooformidadvoo  el  diotáoiea^^l  Piscel  de  S.  M.,  opina 
que  no  procede  la  vía  contencioso<«adiDiiiíBtratWa'pafaia  demaliéa  de 
que  deja  hecho  mérito.» 

Y  conformándose  S.  M.  el  Ro}^  (Q.  O.  G.)  con  :el  preinserto  dicté- 
nen,  desa  Real  orden  lo  comuiíiooá  V.  ES.  para  so  conocimienlo,  el 
de  la  Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  fi.  mochos  años.  Madrid 
^  de  Febrero  de  f  876. 

G.  BL  CíOlfDB  DB  TOREHO. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gaceta  de  i.'' de  Marzo  de  4896). 


Resolución  en  la  demanda  interpuesta  solicitando  la  revoca- 
ción de  la  arden  que  declaró  subsistente  todo  lo  aciuadq 
en  nombre  de  D.  José  Redondo  para  adquirir  una  demasía 
á  la  mina  SaQ  Higinio. 

Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cnerpo  ha  con- 
sultado á  este  Ministerio  con  fecha  31  del  mes  anterior  lo  siguiente: 

«£xcmb.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  visto  la  demanda,  cuya 
copia  es  adjunte,  interpuesia  por  el  Licenciado  D.  Antonio  María  Ba- 
llesteros en  nombre  de  D.  Lúeas  ijuillen  y  Puger,  solicitando  la  revoca- 
ción de  la  óiden  del  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  19  de  Setiembre 
de  1874,  que,  al  confirmar  un  decreto  del  Gobernador  de  Jaeo  ie  9^e 
Abril  anterior,  declaró  subsistente  tode  lo  actuado  en  el  expediente 
instruido  en  nombre  4e  D.  José  Redondo  Hurtado  para  adquirir  la  con  • 
cesión  de  una  demasía  á  la  mina  San  üiginié^  ordenó  la  remisión  del 
expediente  respectivo  al  Ingeniero  para  la  ilemarcacion  correspon  • 
diente,  y  dispuso  se  cancelase  el  expediente  promovido  por  D.  Antonio 
Gilaber. 

Resulte  de  los  expedientes  unidos  á  la  demanda: 

Que  en  36  de  Julio  de  1871  recurrió  D.  José  Redondo  Hurtado  al  Go- 
bernador de  Jaén,  en  solicitud  de  que  se  le  otorgase  como  demasía  á 
la  mioa San  Higinio^  de  que  era  poseedor,  una  faja  existente  éntrela 
citada  concesión  y  las  tituladas  Antigüedad  y  La  Ruina;  presentando 
el  plano,  y  exponiendo  que  parte  de  la  demasía  está  comprendida  den- 
tro de  la  designación  de  un  expediente  vicioso  de  aumento  de  perte- 
nencias^  pretendido  por  el  dueño  de  la  La  Ruina: 

Que  notificado  de  esta  solicitud  el  concesionario  de  La  Ruina,  se 
opuso  á  la  pretensión  de  D.  José  Redondo  Hurtado,  fun<lándose  en  el 
derecho  de  prioridad  que  le  asistía  por  su  solicitud  de  aumento  de  per- 


t^oentíai  á  la  eitirda  mina;  habiendo  replicado  á  esta  oposición  el  in- 
gresado Redondo,  suplicando  se  acordase  la  cancelación  del  expedien* 
te  de  anmento  de  pertenencias  pretendido  i^ara  La  Ruina: 

Que  remitido  el  expediente  á  la  Comisión  proTincial,  informó  pro- 
poniendo qne  se  compítese  con  lo  prescrito  en  el  art.  21  del  reglamen- 
te de  míoerfa;  y  una  Tez  ejecutado  y  unido  al  de  su  razón  el  expedien- 
te incoado  porD.  Lúeas  Guillen  sobre  aumento  de  pertenencias,  iafor-i 
maria  con  arreglo  á  la  ley: 

Que  según  copia,  traída  á  estas  diligencias,  del  dictamen  de  la  Co* 
misión  provincial  y  acuerdo  del  Gobernador  recaído  en  el  expediente 
indicado  de  aumento  de  pertenencias,  aparece  que  por  decreto  de  di- 
cha Autoridad  de  8  de  Mayo  de  1873,  que  fué  considerado  firme  por 
no  haberse  presentado  reclamación  alguna  para  su  revocación,  se  de- 
claró fenecido  y  sin  curso  el  expediente  incoado  por  D.  Lúeas  Guillen, 
por  haberse  desestimado  la  reclamación  comprendida  en  el  mismo: 

Que  en  su  vista,  se  remitió  el  de  la  demasía  á  San  Higinie  al  Inge- 
niero del  distrito  para  su  debida  demarcación,  el  cual  fué  devuelto  por 
^1  expresado  funcionario  con  el  plano  del  terreno,  informando  en  el  ^ 
sentido  de  que  no  podiendo  constituir  la  faja  cuestionada  las  cuatro 
pertenencias  que  como  mínimum  marca  la  ley,  precedía  su  adjudica- 
ción oomo  demasía:  '  • 
^  Que  en  3(1  de  Octubre  del  citado  año  1873  recurrió  D.  Manuel  Belin  • 
chon.  Presidente  de  la  Sociedad  La  Panadera^  como  cesionaria  délos 
derechos  que  sobre  la  mina  San  Híginio  y  su  demasía  pudieran  corres- 
ponder i  su  anterior  propietario  D.  José  Redondo  Hurtado,  cuyo  título 
prometía  justificar  en  caso  necesario,  protestando  contra  la  morosidad 
déla  Administración;  y  con  fecha  %  de  Diciembre  sucesivo  se  publicó 
en  el  Boletin  o/Edal  de  la  provincia  la  solicitud  de  demasía  ft  la  mina 
San  Bi§M^  para  los  efectos  del  art.  Í0  del  reglameiilto  de  minería,  ha- 
biéndose acordado  la  demarcación  de  aquella,  sin  que  basta  boy  haya 
sido  practicada: 

Que  con  fecha  15  del  citado  mes  de  Diciembre  solicitó  D.  Antonio 
Gilabert  como  demasía  á  la  mina  La  Ruina^  de  la  que  era  propietario, 
la  misma  faja  de  terreno  que  para  la  concesión  San  Higinio  tenia  recla- 
mada D.  José  Redondo  Hurtado,  manifestando  que  el  expediente  ins- 
truido á  nombre  de  éste  contenia  vicios  de  nulidad,  cuya  justificación 
ofrecía;  y  después  de  otras  varia«  reclamaciones  promovidas  por  los  in- 
teresados, siendo  uaa  de  ellas  la  de  D,  Manuel  Relinchón,  Presidente  de 
la  Sociedad  La  Panadera,  para  que  se  sacase  oota  de  la  escritura  de  ce- 
sioü  de  la  mina  San  Higinio,  lo  cual  tuvo  lugar,  el  Gobernador  de  Jaén 
dictó  acuerdo  en  9  de  Abril  de  1874,  por  el  que  se  declaró  subsistente 
todo  lo  actuado  en  el  expediente  instruido  á  nombre  de  D.  José  Redon- 
deo Hurtado  para  adquirir  la  concesión  de  la  demasía  i  la  mina  SanHi" 


■ 


JkL 


— j  •  ^  .— 


—380  — 

ginio,  que  en  la  actualidad  corresponde  á  la  Sociedad  La  Panaderai 
por  no  haber  incurrido  en  causa  alguna  que  motive  su  cancelación;  se 
dispuso  la  remisión  del  mismo  al  Ingeniero  para  (a  demarcación^  y  se 
ordenó  el  fenecimiento  y  sin  curso,  en  cumplimiento  del  párrafo  terce- 
ro del  art.  75  del  reglamento,  del  expediente  incoado  por  D.  Antonio 
Gilaberten  45  deDleiembre  último,  por  carecer  de  v&lor  legal  las 
apreciaciones  que  manifiesta  en  sus  escritos  de  1.°  y  31  de  Marzo 
próximo  pasado: 

Y  que  habiéndose  alzado  de  la  referida  providencia  para  ante  ese 
Ministerio  D.  Antonio  Gilabert,  se  expidió,  de  conformidad  con  la  Jun- 
ta superior  facultativa  de  Minas,  la  orden  del  Presidente  del  Poder  £je- 
cutivo  de  19  de  Setiembre  siguiente,  confirmando  en  todas  sus  partes 
el  decreto  del  Gobernador,  apelado,  cuya  Autoridad  deberá  tener  pre* 
senté  el  último  párrafo  del  art.  26  del  reglamento,  al  otorgar  el  titulo 
de  propiedad  de  la  demasía  á  San  Higinio;  cuya  orden  fué  notificada  á 
los  interesados  en  14  de  Octubre  inmediato: 

Que  contra  la  expresada  resolución  interpuso  denianda  contencioso- 
administrativa  el  Licenciado  D.  Antonio  María  Ballesteros,  en  nombre 
de  D.  Lúeas  Guillen  y  Puger,  como  Presidente  de  la  Sociedad  La  Rui- 
na, con  la  pretensión  de  que  en  su  día  se  revoque  la  orden  qne  im(|iig- 
na^  previa  la  declaración  de  la  procedencia  de  la  via  contenciosa,  que 
apoya  en  las  prescripciones  contenidas  en  los  articules  89  de  la  ley  de 
4  de  Marzo  de  1868  y  86  de  su  reglamento,  y  en  la  jurisprudencia  es- 
tablecida en  la  sentencia  de  11  de  Noviembre  de  1870  y  18  de  Enero 
de  1872: 

Y  que  el  Fiscal  de  S.  M..  se  ha  opuesto  á  la  admisión  de  este  recurso, 
fundándose  en  que  la  demanda  no  ha  sido  intentada  en  tiempo  legal;  y 
'en  que,  además  de  ésto,  la  cuestión  promovida  sobre  propiedad  de  la 

demasía  no  se  halla  en  estado  para  producir  la  via  contenciosa,  puesto 
que  el  demandante  puede  aun  hacer  uso  de  sus  derechos  para  protes- 
tar contra  los  actos  sucesivos  déla  Administración: 

Vistos  los  antecedentes  reseñados: 

Considerando  que  si  bien  la  demanda  promovida  á  nombre  deD.  Lú- 
eas Guillen  y  Puger  ha  sido  presentada  en  tiempo»  á  tenor.de  lo  dis- 
puesto en  el  art.  90  de  la  ley  de  Minas  vigente,  puesto  que  los  plazos 
que  se  fijan  en  ella  empiezan  á  contarse  desde  el  dia  siguiente  al  de  la 
notificación  administrativa,  según  previene  la  disposición  5/  de  las  ge- 
nerales de  dicha  ley  y  2/  de  las  contenidas  en  el  reglamento  para  la 
ejecución  de  la  misma,  la  cuestión  suscitada  en  dicha  demanda  no  se 
halla  en  estado  para  producir  la  via  conteneioso-administrativa,  cuya 
declaración  pretende  el  demandante: 

Considerando  que  abona  esle  concepto  la  misma  orden  impugnada 
que  al  confirmar  el  decreto  del  Gobernador  de  Jaén  recaído  en  el  ex- 
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pedienle  de  demasfa  á  ia  mioa  San  Higinio  «obaee  otra  Gos^.foe 
aprotjar  lo  diligeneia4o  en  el  referido  expedienie,  dispoDÍeiHlo  que' si*, 
ga  sa  tramitacjon  en  la  forma  de  la  ley;  do  teoiendo,  por  .lo  taato,  la 
resolacion  expresada  el  carácter  de  defioiti?a: 

Considerando  que  ni  la  declaración  que  hace  cancelado  el  expedien- 
te de  la  demasía  á  La  Autna,  ni  el  contexto  de  su  último  extremo,  en 
que  parece  prejuzga  la  cuestión  de  propiedad  de  la  demasfo  cuestiona- 
da^  pueden  Apreciarse  en  otro  sentido  que  en  el  de  condicionales,  ínte- 
rin no  se  ultime  y  decida  el  expediente  instruido  á  nombre  del  conce- 
sionario de  la  mina  San  Higinio;^  que  durante  la  sucesiva  tramita-, 
cion  de  éste,  y  hasta  el  acto  del  otorgamiento  del  tUülo  de  propiedad 
de  la  demasía  en  favor  de  aquel,  puede  el  actual  demandante  oponerse* 
fundándose  en  su  titulo  de  dueño  de  la  mina  La  Ruina^  á  todas  las  de- 
claraciones de  la  Administración  que  perjudiquen  á  sus  intereses,  con- 
forme al  art.  20  del  reglamento  Tigebte  de  Minas,  y  promover  eo  su  caso 
y  lugar  la  demanda  contenciosa  contra  la  orden  por  la  que  se  resuelva 
en  definitiva  sóbrela  propiedad  de  la  referida  demasia  y  el  otojfga- 
miento  del  título  correspondiente,  si  con  ella  estimase  lesionados  sus 
derechos  ,áteqor  del  art.  90  de  la  ley; 

La  Sala,  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Fiscal  de  S.  M.,  opina 
que  DO  procede  la  via  ctntencioso-administratlva  para  la  demanda  de 
que  deja  hecho  mérito.* 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  6.}  con  el  preinserto  dicta- 
men, de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocimiento,  el 
de  la  Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid 
U  de  Febrero  de  1876. 

G.   EL  CONDB  DE   TOHERO. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gaceta  de  2  de' Marzo  de  i876;. 


Resolución  mía  demanda  interpuesta  solicitando  la  revoca- 
ción de  la  orden  que  declaró  sin  curso  los  registros  denomi- 
nados Precaución  y  Millonario. 

Excmo.  Sr.:  La  Sata  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  con- 
sultado á  este  Ministerio,  con  fecha  31  del  mes  anterior  lo  siguiente; 

•Excmo.  Sr.:  La  Sdila  de  lo  Contencioso  ha  visto  la  demanda,  cuya 
copii  es  adjunta,  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  Manuel  Silvela,  en 
nombre  de  los  representantes  de  la  Sociedad  minera  titulada  El  Millo- 
nario^  solicitando  la  revocación  de  la  orden  de  9  de  Agosto  de  18.75, 
por  la  cual,  modificando  un  acuerdo  del  Gobernador  de  la  provincia  de 
Almería  de  99  de  Oístulire  de  i874i  se  declara  sin  corso  los  registro^ 
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deaomioados  Preeaueion  y  Oilíonario,  y  sabsisteníes  !os  conocidos 
por  £iiii  Jwm  y  San  José^  éispoDioDdo  la  coatíQUátHoo  de  sm  expédieo* 
les  hasta  que  recaiga  resolución  definitiva. 
^    Resolta  délos  expedientes  unidos  á  la  demanda: 

Que  en  13  de  Setiembre  de  i889  recurrió  D.  José  López  Martines  a  1 
Gobernador  de  Almería  solicitando  con  el  nombre  áePreemteion  cua- 
tro  pertenencias  de  minerftl  plomizo  sobre  terreno  de  una  mina  antigua 
titulada  Trompa  Guetrerat  que  denunciaba  por  falta  de  pueble;  y  se- 
guido el  expediente  de  caducidad  por  sus  debidos  trámites,  se  declaró 
caducada  la  referida  concesión  por  acuerdó  del  Gobernador  de  31  de 
Octubre  de  i87S,  que  no  fué  apelado;  publicándose  en  su  vista  el  re- 
gistro Precaución^  teniendo  como  opositor  á  D.  Juan  Clemente  Egea. 
registrador  de  la  mina  San  José,  que  fundaba  su  protesta  en  los  vicios 
de  designación  de  la  solicitud  dei  peticionarío  del  registro  Precatcctofi; 
éste  reclamó  en  8  de  Noviembre  de  1873  contra  la  morosidad  que  se 
observaba  en  los  trámites  de  su  expediente: 

Que  con  fecha  31  de  Octubre  del  citado  año  de  1873  presentó  soli- 
citud de  registro  con  el  titulo  de  El  millonario  D.  José  Girero  Irlarte, 
pidiendo  seis  pertenencias  para  aquel,  y  manifestando  que  en  el  Ierre- 
no  que  deseaba  adquirir  existia  el  registro  Precaución,  cuyo  expedien- 
te debia  anularse  por  no  haber  protestado  el  registrador  en  tiempo 
contra  la  morosidad  de  la  Administración;  á  cuya  solicitud  se  pre- 
sentaron oposiciones  por  el  peticionario  de  la  Precaución  fundándose 
én  so  derecho  de  prioridad,  y  por  D.  Rafael  Carrillo*  como  registrador 
de  la  mina  Perla: 

Que  pretendida  la  demarcación  para  el  registro  millonario^  y  remi- 
tidos todos  los  antecedentes  á  laComision  provinciaL  dicha  corpora- 
ción informó  proponiendo  que  sé  practicase  un  deslinde  para  localizar 
el  terreno  deaquel;  cuya  operación  tuvo  lugar  entre  el  citado  registro 
y  los  nominados  Precaución  y  San  José,  en  i.*  de  Junio  de  1874,  ha- 
biendo presentado  el  registrador  del  miílonario  una  información  de  tes- 
tigos pa^a  justificar  el  abandono  del  registro  Perla,  y  Varias  reclama- 
cióttw.para  qtie  le  verificase  la  demarcación  definitiva  de  su  registro 
y  para  que  se  declarase  la  nulidad  de  los  titulados  Precaución  y  San 
Joséf  protestando  además  contra  la  lentitud  en  resolver  sobre  la  con- 
cesión que  pretendía: 

Que  en  el  tiempo  de  la  éustanciacion  del  etpediente  millonario,  y 
éon  fecha  27  de  Diciembre  de  1878  y  5  de  Enero  de  1874,  se  presentaron 
en  el  Gobierno  de  Almería  dos  peticiones  de  registro,  él  uno  con  el 
nombre  de  San  Juan,  por  D.  Antonio  Pérez  Díaz,  y  el  otro  con  e!  de 
San  José,  á  los  cuales  se  opusieron  respectivantente  D.  Rafael  Gafrtllo, 
Investigador  del  Nardo ,  y  los  registradores  Precaueiofh  y  millonario; 
bebiéndose  solicitado  por  los  nuevas  peticionaríbs  la  demarcación  de 


lft9p«rteneoÍA8  qnsprtitQdian,  lo.qaeno  aparece  h^jñ  tenido  lugar»  y 
^roM^Undo  coiiUa  la  moroaidad  de  la  AdmiDialeaeioa  paraf  evitar  los 
perjuicios  que  de  no  bacilo  pudieran  irrogirselea: 

Que  remitidas  los  expedieotes  de  los  cuatro  registros  iodicados  á  la 
GomiáoD  proYincial,  informé  propottieodo  el  fenecimiento  y  cancela- 
ción de  los  titulados  Precaución  y  San  José^  el  primero  por  nd  haber 
reclamado  en  tiempo  contra  la  morosidad  de  la  Administración,  y  el 
scsgundo  por  ser  más  antiguo  el  registro  MíUonario^  y  que  siguieran  su 
curso  los  nominado^  el  Millonario  y  San  hunn^  demarcándose  desde 
juego  el  primero^  y  el  segundo  en  caso  de  resuiuir  terreno  franco;  en 
cuyo  sentido  acordó  el  Gobernador  de  Almería  en  29  de  Octubre  de 
4874,  habiéndose  notificado  la  expresada  providencia  en  la  forma  de- 
bida; y  que  apelado  el  decreto  del  Gobernador  para  ante  ese  Ministe- 
rio, oída  la  Junta  superior  facultativa  de  minería  y  la  Sección  de  Fo- 
mento del  Consejo  de  Bst^lo,  y  de  conformidad  con  el  dictamen  emiti- 
do por  ésta,  se  expidió  la  Real  orden  de  9  de  Agosto  de .  187&,  por  la 
cual,  modificado  el  acuerdo  recurrido,  se  han  declarado  sin.  curso  los 
expedienlee  ^  los  registros  /Vaeosetaii  y  ¡(Ulonariú,  y  subsistentes  los 
de  los  titulados  San  Juan  y  San  Uséy  disponiendo  que  se  siga  la  trasai* 
tacion  de  éstos  hasta  la  resolución  definitiva: 

Que  contra  la  referida  orden  ha  interpuesto  demanda^oniencioso- 
administrativa  el  Licenciado  D.  Manuel  Silvela,  en  nombre  de  los  re- 
presentantes de  la  Saciedad  minera  MiUonariOj  solicitando  de  la  Sala 
que  consulte  en  su  dia  la  revocación  de  la  expresada  órdeo«  previa  la 
declaración  de  la  procedencia  de  la  vía  contenciosa,  que  apoya  coo  lo 
dispuesto  en  el  art.  56  de  la  ley  de  i  7  de  Agosto  de  1860; 

T  qué  el  Fiscal  de  S.  M«  se  opone  á  la  adminon  de  esta  demanda 
fundándose  en  que  la  resolución  impugnada  no  está  comprendida  en 
los  casos  determinados  en  los  artículos  89  da  la  ley  y  86  del  reglamento 
vigente  de  minería;  én  que  los  expedientes  de  los  cuatro  registros  que 
se  discuten  no  se  hallan  ei|  estado  de  que  se  dicte  providencia  conce- 
diendo ó  negando  la  propiedad  minera,  y  en  que  la  orden  recurrida  no 
constituye  resducion  final  y  definitiva  de  la  Administración  activa; 

Vistos  los  antecedentes  resenados: 

Visto  el  art,  56  de  la  ley  de  17  de  Agosto  de  t870,  según  el  cual 
pueden  recurrir  en  via  contenciosa  los  interesados  que  se  sintieren 
agraviados  en  sos  derechos  por  lee  resolticionésdel  Gobierno  ó  de  las 
Direcciones  generales  que  causen  estado: 

Considerando  que  la  orden  de  9  de  Agosto  de  i875,  por  la  cual  se 
declaran  fenecidos  y  cancelados  los  expedientes  de  registro  Precaución 
y  Millonariio,  y  subeistenté^  los  titulados  5afi  Juan  j San  José,  no  tiene 
el  carácter  de  resolución  definitiva  en  la  cileslion  á  que  se  «contrae,  no 
habiendo  por  le  tantoeaueada  eetado  en  el  sentido  que  la  ley  determina; 
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Considerando  qaeasí  se  deduce,  no  solamente  de  la  misn^a  resolu- 
ción impugnada,  en  cayo  último  extremo  se  dispone  la  continuación  de 
los  expedientes  cuya  subsistencia  declara  hasta  la  resolacion  definiti- 
ya,  viniendo  á  demostrar  que  la  cuestión  de  propiedad  minera  se  halla 
todavia  en  tramitación,  sino  también  de  las  disposiciones  de  la  ley  y 
del  reglamento  vigentes,  que  se  refieren  á  las  concesiones  de  pertenen- 
cias, que  permiten  lá  presentación  de  toda  clase  de  protestas  y*  recia  - 
maciones  por  los  interesados  durante  la  tramitación  de  los  expedientes 
en  que  se  declare  la  propiedad  minera: 

Considerando  que  en  este  concepto  está  facultado  el  registrador  del 
Millonario  para  oponerse,  fundado  en  su  titulo  de  peticionario  dé  la 
indicada  mina,  á  todos  los  actos  déla  Administración  qoe  se  dirijan  á 
otorgar  la  concesión  de  las  pertenencias  que  tiene  solicitadas  para  su 
registro  en  favor  de  tercera  persona,  pudiéndo  en  su  caso  y  logar  pro- 
mover el  recurso  contencioso-administr  ati\o  contra  la  óiden  que  en 
definitiva  resuelva  sobre  la  propiedad  cuestionada,  á  tenor  del  art.  ^0 
de  la  ley  vigente  de  minas : 

Considerando  qué  no  puede  oponerse  á  este  principio  el  fundamen- 
to de  que,  una  vez  declarado  el  fenecimiento  y  cancelación  de  un  expe- 
diente de  registro,  ya  no  puede  la  Administración  volver  sobre  su 
acuerdo,  puesto  que  de  ser  asi  no  tendría  razón  legal  la  disposicioá  9." 
de  las  generales  del  reglamento,  que  dispone  la  unión  al  expediente  en 
curso  de  los  anteriormente  anulados  ó  cancelados,  relativos  al  mismo 
terreno  á  que  por  el  promovedor  de  aquel  se  aspire,  viniendo  á  deter- 
minarse con  la  citada  disposición  que  para  resolver  en  definitiva  una 
concesión  minera  hay  que  conocer  y  apreciar  todas  las  reclamaciones, 
oposiciones  é  incidencias  que  se  hubiesen  promovido,  referentes  á  la 
que  sea  causa  de  los  diferentes  expedientes  que  se  hayan  incoado: 

Y  considerando,  por  último,  que  las  prescripciones  de  lá  ley  y  re- 
glamento relativas  á  los  motivos  que  producen  la  via  contenciosa  en 
minería  no  han  sufrido  alteración  alguna  por  las  bases  generales  para 
la  nueva  le  gislacion  de  minas  de  29  de  Diciembre  de  1868,  habiendo 
sido  por  el  contrario  declaradas  subsistentes  en  el  art.  32  de  las  mismas: 

La  Sala,  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Fiscal  de  S.  M.,  opina 
que  no  procede  la  via  contenciosa  paira  la  demanda  de  que  deja  hecho 
mérito.» 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  6.)  con  el  preinserto  dictamen , 

de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocimiento,  el  de  la' 

Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  £.  muchos  años.  Madrid  24  de 

Febrero  de  1876. 

G.  EL  Conde  de  Tobeno. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gaceta  de  3  de  Marzo  di  1876). 
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Resoludon  en  la  demanda  interpuesta  solicitando  que  se  revo- 
que la  orden  por  la  que  se  declaró  cancelado  y  fenecido  el 
expediente  de  registro  titulado  hnisdí. 

Gzcmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Codíédqíoso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  con- 
sultado á  esteMiaisterio  con  fecha  24  del  mes  anterior  lo  siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  visto  la  demanda,  coya 
copia  es  adjunta,  ioterpuestapor  el  Licenciado  D.  José  Luis  Nacarino 
Bravo,  en  nombre  de  D.  Juan  José  López  García,  contra  la  Administra* 
cioo  general  del  Estado,  solicitando  que  se  revoque fa  orden  del  Presi- 
dente del  Poder  Ejecutivo  de  Si  de  Agosto  de  1874,  por  la  cual  se  man- 
dó quedase  siu  efecto  un  decreto  del  Gpberuador  de  la  proviucia  de 
Murcia  de  25  de  Mayo  anterior,  y  se  declaró  ¡cancelado  y  fenecido  el 
expediente  de  registro  titulado  Lut^a,  y  en  curso  el  nominado  San 
Francisce: 

Délos  expedientes  unidos  á  la  demanda  resulta: 
Que  con  fecha  30  de  Enero  de  4872  solicitó  D.  Juan  José  de  Vila,  en 
nombre  de  Dona  Brígida  Sandoval,  con  el  titulo  de  San  Francisco,  20, 
pertenencias  de  mineral  de  (piorno,  hierro  y  calamina  en  término  de  la 
Union,  paraje  llamado  Barranco  de  Abenque,  y  sitio  de  los  Cobarrones, 
b&ciendo  la  designación  de  Linderos  correspondiente: 

Que  admitida  y  publicada  dicha  solicitud,  se  remitió  el  expediente 
'  al  Ingeniero  Jefe  del  distrito,  á  petición  del  registrador  en  7  de  May  o 
para  la  demarcación,  habiéndole  devuelto  sin  despachar  el  referido 
funcionario  en  27  de  Junio,  manifestando  que  no  podia  proceder  á  la 
operación  decretada  mientras  no  se  demarcaran  los  registros  próximos 
más  antiguos,  titulados  El  Laberinto  y  La  Precaución,  en  cuya  virtud 
se  declaró  en  suspendo  el  expediente  por  decreto  de  20  de  Setiembre: 

Que  vuelto  de  nuevo  al  Ingeniero  en  17  de  Abril  de  1873  para  la  de« 
marcación  de  las  pertenencias  solicitadas  y  por  no  haber  tenido  efecto» 
protestó  el  apoderado  del  registrador  contra  la  morosidad  de  la  Admi- 
nistración en  21  de  Noviembr^  del  mismo  año  y  en  4  de  Mayo  de  1874:* 
Que  en  3  de  Noviembre  de  1873  recurrió  D,  Juan  José  López  García 
al  Gobernador  en  solicitud  de  que  se  le  concediese  con  el  titulo  de 
Luisa^  igual  número  de  pertenencias  en  el  mismo  paraje  y  con  la  mis- 
ma designación  del  registro  San  Francisco^  cuyo  expediente  debia  de 
cancelarse t  en  sentir  del  peticionario,  según  lo  dispuesto  en  los  artícur- 
los  15  del  decreto  de  29  de  Diciembre  de  1868,  75  del  reglamento  de  mi- 
nería y  décimasexta  disposición  de  las  generales  comprendidas  en  el 
mismo;  habiendo  protestado  contra  la  morosidad  de  la  Administra- 
ción en  24  de  Febrero  de  1874: 

Que  en  vista  de  esta  solicitud  y  del  resultado  que  ofi^ecian  las  ac- 


tuaciones  instruidasi  el  Gobernador  por  decreto  de  25  de  Mayo  del  ci- 
tado año  de  (874  declaró  fenecido  y  sin  tnrso  eietpediente^onfVan- 
ciifdi^y  admitió  el  lilotado  Luiiá,  ooatra  cuyo  acuerdo  se  aisó  par»  ao- 
te  ese  Ministerio  D.  Juan  José  de  VilaV  en  oto^tre  de  Oon^  Brígida 
Sandoval,  solicitando  su  revocación;  y  oída  la  Junta  superior  faculta- 
tiva de  Minería,  y  de  conformidad  con  su  dictamen,  se  expidió  la  or- 
den del  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  3!  de  Agosto,  por  la  que  se 
deja  sin  efecto  el  acuerdo  apelado,  se  declara  cancelado  y  fenecido  el 
expedieote  Luisa,  y  se  rehabilita,  mandando  aegoir  su  tramltaeion,  el 
llamado  San  Franciico; 

Y  que  contra  la  expresada  reeolueion  ha  interpuesto  demanda  con- 
teDcioso-admitiistrativa  el  Licenciado  B.  José  Lais  Naearioo  Bravo,  en 
nombre  de  D.  Juan  José  Lopex  García,  solicitando  su  revocacton,  una 
vez  declarada  la  .procedencia  de  la  via  contenciosa,  que  fknda  ea  lo 
preacriteeo  los  artículos  89  de  la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868  y  86  del 
reglamento  para  su  ejecución. 

Vistos  los  antecedentes  reseñados: 

Considerando  que  el  caao  que  orígi<na  esta  demanda  no  de  halla 
comprendido  entre  los  que  taxativamenUa  determina  el  art.  89  de  la 
ley,  ni  en  ios  eonsigdados  en  el  66  del  reglamento,  citados  por  el  de- 
mandante: 

Considerando  que  la  orden  de  31  de  Agosto,  actualmente  impug- 
nada, no  tiene  el  carácter  de  definitiva,  puesto  que,  cuando  se  decrete 
por  ese  Ministerio- la  concesión  de  la  propiedad  de  la  mina  que  hoy  se 
cuestiona^  habrá  de  conocer  del  expediente  cuyo  fenecimiento  y  canee- 
lacion  ha  sido  resuelto,  asi  como  de  todas  las  oposieiones,  rtelamacie- 
nes  é  incidencias  que  se  promuevan,  ton  el  fin  de  apreciar  en  su  vista 
cuál  de  los  interesados  ostenta  mejor  derecho: 

Considerando  que  el  demandante  D.  Juan  José  López  García  tSe  halla, 
facultado  por  lo  tanto,  fundándose  en  su  titulo  de  peticionario  del  re- 
gistro Luisa^  para  oponerse  á  todos  los  actos  de  la  Administración  que 
se  dirijan  á  otorgar  la  concesión  del  titulado  ^an  Francisco,  podiendo 
en  su  caso  y  higar  promover  el  lecurso  contencioso-administrativo 
contra  la  orden  por  la  que  se  conceda  en  definitiva  la  propiedad  de  la 
misma  ó  de  otra  que  con  distinto  nombre  venga  á  sustituirla  si  cóñ  tá 
indicada  orden  juzga  lastimados  sus  derechos,  á  tenor  de  lo  preceptúa* 
do  en  el  articulo  90  de  la  ley  d^  minería: 

Y  considerando,  finalmente,  que  las  prescripciones  de  la  ley  y  él 
reglamento,  relativas  á  los  motivos  que  producen  la  via  contenciosa, 
no  han  sufrido  alteración  alguna  por  las  bases  generales  para  la  nueva 
legislación  de  minas  de^9  de  Diciembre  de  4868;  habiendo  sido  por  et 
contrario  declaradas  subsistentes  en  el  art.  32  de  las  referidas  bases: 

La  Sala,  de  confdrmidad  con  el  dictamen  del  Fiscal  d<e  S.  H.,  opina 


q«e  BO  procede  la  via  coD4eDciolBO-ediDioiitrAti?a  fiera  la  demanét'  de 

qoe  deja  hecho  mérito.*  ' 

T  caóformándoie  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  6.)  ooo  elpteinserló  dicté* 

oree,  de  su  Real  érdeo  lo  comaaieo  á  V.  E.  para  sa  oonocimieato,  el 

de  la  Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  machos  años.  Madrid 

M  de  Febrero  de  1876. 

G.  IL  GONDI  »■  ToaBRO. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

{Gacela  deZ  át  Mano  dé  1076). 


Resolucicn  en  el  expediente  profmmdo  en  solicitud  de  auto- 
rización para  construir  un  muelle  de  carga  y  descarga  en 
el  puerto  de  Torrevieja. 

limo.  Sr.:  En  fista  del  expediente  promovido  por  D.  Antonio  Míq- 
goex  Sánchez,  Tecifio  de  Torrevieja,  en  solicitod  de  autoritacion  para 
construir  en  aquel  puerto  un  muelle  de  carga  y  descarga  con  arreglo 
al  proyecto  que  ha  presentado;  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  6.)*  de  acuerdo  con 
lo  propuesto  por  esa  Dirección. general,  de  conformidad  con  el  dictá*- 
men  de  la  Junta  consaltiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  ha  tenido 
á  bien  otorgar  dicha  autorización  bajo  las  condiciones  siguientes: 

1/  Las  obras  se  ejecutarán  bajo  Hi  figilaneia  del  Ingeniero  Jefe  de 
la  provincia  de  Alicante. 

^/  Se  dará  principio  á  ellas  en  el  plazo  de  un  mes,  eontado  desde 
la  fecha  en  que  se  comunique  al  interesado  la  concesión,  terminando* 
las  en  el  de  un  año,  contado  desde  la  misma  fecha. 

3/  Dentro  del  mes  siguiente  á  la  en  que  se  publique  esta  Real  or- 
den en  la  Gaceta  deberá  consignar  el  concesionario  en  la  Caja  general 
de  Depósitos  la  i)anza  de  500  pesetas,  que  le  será  devuelta  cuando  acre- 
díte  .haber  hecho  obras- por.  igual  valor,.  la:<  cuales  quedarán  hipoteca* 
daseo  sustitución  de  dicha  fianza^, 

4/  Durante  la  ejecución  de  las  obras  no  podrá  ser  trasferida  esta 
Concesión  sin  permiso  del  Gobierno,  debiendo  tener  el  concesionario, 
durante  el  mismo  periodo,  un  representante  en  Torrevieja  para  recibir 
las  comunicaciones  que  se  le  dirijan; en  la  inteligencia  deque  si  falta- 
se á  esta  disposición,  ó  dicho  representante  se  hallare  ausente,  será 
válida  loda  notificación  hecha  á  aquel  con  tal  que  se  deposite  en  la  Se- 
cretaria del  Gobierno  de  la  provincia. 

5.'  La  falta  de  cumplimiento  de  las  condiciones  anteriores  produci- 
rá la  caducidad  de  la  concesión,  y  solo  en  el  caso  de  fuerza  mayor,  de- 
bidnnente  justificado,  podrán  pror<^arse  los  plazos  señalados  para 
empezar  y  terminar  las  obras. 

6.*    Si  se  declarase  la  caducidad,  quedará  eu  beneficio  del  Estado  el 


importe  de  la  garaoMa  si  bo  hobiebe  sido  devuelta,  y  se  sa«ará  á  su- 
basta la  concesioo  anulada. 

7/  Si  el  Gobieruo  recoDociese  la  niacasidiid,  al  realizarse  las  obras 
aprobadas  para  la  mejora  del  puerto,  de  ocupar  el  espacio  del  muelie 
objeto  de  esta  concesióD,  no  podrá  el  concesionario  reclamar  por  ello 
indemnización  de  ninguna  especie,  quedando  además  obligado  á  la  de- 
molición del' todo  ó  parte  del  muelle,  y  ala  extracción  de  ios  materia- 
les, aprovechándose  de  ellos  como'desu  propiedad. 

8/  Terminadas  las  obras,  podrá  el  concesionario  enajenarlas  libre- 
mente ó  explotarlas  como  mejor  le  convenga,  así  como  establecer  las 
tarifas  ó  derechos  que  juzgue  oportunos  por  el  uso  que  de  ellas  hagan 
los  particulares.  En  el  caso  de  hacerse  trasfereacia  de  domiaio.  el 
nuevo  ó  nuevos  poseedores  quedarán  siempre  sujetos  á  las  cláusulas 
de  la  concesión. 

9/  Esta  se  entiende  hecha  á  perpetuidad,  sin  .perjuicio  de  tercero  y 
dejando  á  salvo  todos  ios  intereses  particulares.  Lqi9  que  se  crean  agra- 
viado?  harán  valer  sus  reclamaciones  ante  los  Tribunales  ordinarios, 
sin  intervención  de  los  agentes  administrativos  y  sin  responsabilidad 
para  el  Estado. 

40.'   Queda  sujeta  la  obra  á  las  leyes  generales  de  la  Nación  sobre 

Aduanas,  Sanidad,  Comercio  y  defensa  nacional,  y  á  las  Ordenamos  de 

mar,  en  loq^e  no  hayan  sido  derogadas  por  disposieionés  posteriores. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  1.  para  su  conocimiento  y  demás  efectos. 

Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  afios.  Madrid  25  de  Febrero  de  1876. 

G.   TOHBRO. 

Sr.  Director  general  de  Obras  públicas. 

(Gaceta  de  3  de  Marso  de  i876). 


Resolución  en  el  expediente  promovido  en  solicitud  de  auto^ 
rizadon  para  construir  en  la  margen  izguierda  del  Valle 
Seco^  un  almacén-depósito  de  carbón, 

limo.  Sr.:  Visto  el  expediente  promovido  por  los  señores  Bruoe,  Ha- 
mi  Iton  y  compañía,  Guillermo  Davidson  y  compañía  y  Le  Drun  y  com* 
pañla,  del  comercio  de  Santa  Cruz  de  Tenerife,  en  sobcitud  de  autori- 
zación para  construir  en  la  playa  inmediata  á  aquel  puerto,  á  la  margen 
izquierda  del  Valle  Seco,  un  almacen*depósito.  de  carbón,  un  muelle^ 
embarcadero  y  un  espigón  ó  rompeolas  con  arreglo  al  proyecto  que 
han  presentado;  8.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  de  acuerdo^on  lo  propuesto 
por  esa  Dirección  general,*  de  conformidad  con  el  dictamen  de  la  Jun- 
ta consultiva  de  Ca  minos.  Canales  y  Puertos,  ha  teñido  á  bien  cotíce- 
der  dióha  autorización  con  las  siguientes  condiciones: 


1/  Las  obras  se  ejecutaráa  bajo  la  víjgiiaDda  dal  Ingeniero  Jefe  da 
la  iproviticla,  que  detenninará  las  dimensioiies  qae  han  de  tener  las  píe* 
^ftBuqfiiai^iempleeft  «aoia  9teollara'>M  fapi|;ün  ó  rompeolas  ¡Mira  que 
ofrezca  esta  coostroccion  la  debida  estabilidad,  y  ooipi^^dan  <¡tic^fs  pie- 
dras ser  arrastradas  por  los  temporales  á  puntos  90  qae  causen  per- 
juicios á  la  navegación. 

2  *  Sé  dispondrán  todas  las  construcciones  de  modo  que  no  produz- 
can entorpecimiento  alguno  ala  circvilacion  por  las  zonas  de  salfa<^ 
mfmtos  y  figilancin. 

3/  Se  dará  priotcipio  á  los  trabajos  dentro  d^los  seis  meses  siguien- 
tea  A  la  fecha  de  esta  Real  orden,  continuándolos  sin  interrupción  jy 
terininándolps  en  el  plazo  de  dos  años  y  medio,  contados  desdóla  mis- 
ma fecha. 

4.*  En  los  SO.dias  siguientes  al  de  la  publicación  en  la  Gaceta  debe- 
rán consignar  los  concesionarios  en  la  Caja  general  de  Depósitos  la 
caqtidad  de  i.QOO  pesetas  como  garantfa  de  sus  obligaciones,  cuya 
fianza  les  será  devuelta  cuando  acrediten  hab^r  hecho  obras  por  igual 
valor. 

5.^  Terminadas  las  obras,  serto  reconocidas  por  el  Ingeniero  Jefe, 
quimil  certificará  si  han  sidq  ejecutadas  con  arreglo  á  las  condicionea 
4e  .esta  concesión. 

6*'  Loa  gastos  de  vigilancia,  reconocimiento  y  demás  que  pueda 
dansar  el  servicio  de  inspección  serán  de  cuenta  de  los  concesiona- 
rios. 

.  7.*  La  falta  do  camplimiento  de  las  condiciones  anteriores  prof)uci- 
rá  la  caducidad  de  la  ,cooeesion,  siendo  sys  consecuencias  las  que  para 
tales  casos  se  hallan  prescritas  en  la  legislación  vigente. 

8.*  Las  obras  serán  demolidas*sin  derecho  á  indemnización  alguna 
3i  Qn  cualquier  apocólo  hicieren  así  necesario  el  interés  de  la  defensa 
de.  la  plaza  ó  la  ejecución  de  otras  construcciones  para  la  mejora  total 
é  parcial  del  puerto. 

9.*  Esta  concesión  se  entiende  otorgada  sin  perjuicio  de  tercero  y 
salvo  el  derecho  de  propiedad. 

Pe  &eal  orden  lo  digo  á  V.  I.  para  su  conocimiento  y.  demás  efec- 
tos. Dios  gaarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  35  de  Febrero  de  1876. 

C:  Torero. 
Sr.  Director  general  de  Obras  públicas. 

[Gaceta  de  S  de  Marzo  deíSlt), 
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Resolución  en  la  demanda  presentada  ,€ontra  la  orden  q^e 
declaró  fenecido  y  cemeelado.el'expedimUede  r^egiékíamir' 
ñero  Descuido. 

Exceso.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  consul- 
tado á  este  Ministerio,  con  fecha  14  del  próximo  pasado  mes  lo  sí> 
guíente: 

«Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  visto  la  demanda,  cuya 
copia  es  adjunta,  presentada  por  el  Licenciado  D.  Tomás  María  Mos- 
quera, en  nombre  de  D.  Ángel  Barrera,  contra  la  Real  órdsn  de  31  de 
Julio  ultimo,  que  declaró  fenecido  y  cancelado  el  expediente  de  regis- 
tro minero  Descuido,  y  mandó  que  se  ultimase  en  legal  forma  él  iWxk- 
likáo Marta  Luisa, 
\    De  los  expedientes  gubernativos  unidos  á  la  demanda  aparece: 

Que  en  i7  de  Diciembre  de  187^  solicitó  D.  Elias  Teilécheai  con  el 
nombre  áe María, Luisa ^  un  registro  dé  260  pertenencia^  de  mineral  de 
hierro;  y  que  admitida  la  solicitud,  se  hicieron  las  publicaciones  de  ley 
en  el  Boletín  oficial  de  19  de  j)¡ciembre  de  1872: 

Qué  en  19  de  Febrero  de  1875,  ó  sea  61  dias  después  de  publicada 
la  admisión  del  registro,  presentó  escrito  de  oposición  D.  Ángel  Barre- 
ra, como  apoderado  de  Tomás  Benes  y  otros  29  vecinos  de  la  parro- 
quia de  San  Julián  de  la  Roca,  fpndándose  eñ  que  el  monte  áe  Penas 
Negí*as,  en  que  existe  descubierta  la  mina,  correspondía  exclusivamen- 
te á  la  parroquia  de  su  vecindad: 

Que  el  registrador  contradijo  la  oposición,  pidiendo  que  su  solicitad 
siguiese  su  curso  conforme  á  la  ley  y  sin  intervención  de  ningún  gé- 
nero: 

Que  la  Diputación  provincial,  á  quien  se  oyó  con  arreglo  á  la  fey, 
emitió  dictamen  en  el  sentido  de  qué  debía  desestimarse  la  oposición,  y 
el  Ingeniero  Jefe  sostuvo  el  mismo  dictamen  antes  de  emitir  el  infor- 
me que  se  le  habia  pedido  sobre  si  el  mineral  que  contenia  la  mina  per- 
tenecía ó  no  á  las  sustancias  comprendidas  en  la  sección  2.*  del  dt- 
creto-ley  de  29  de  Diciembre  de  1868: 

Que  el  Gobernador  déla  provincia  suspendió  el  curso  de  e^te  expe- 
diente hasta  que  ál  hacer  la  demarcación  de  la  mina  Pepita,  sita  en  el 
mismo  término  que  el  registro  en  cuestión,  practicase  el  Ingeniero  un 
reconocim|e^to  del  terreno  registrado  para  determinar  la  naturaleza 
de  los  minerales  que  contenia: 

Que  en  10  de  Enero  de  1874  solicitó  D.  Ángel  Barrera,  en  su  propia 
representación,  que  se  declarase  cancelado  el  registro  María  Luisa  por 
no  haber  reclamado  el  peticionario  contra  la  morosidad  de  la  Adminis- 
tración, y  que  se  le  concediesen  los  terrenos  comprendidos  en  dicho 
registro  con  el  título  de  Descuido: 


Qae  decretado  por  el  Gobernador  de  la  proTiocia  elfeoecimiento 
<lel  expediente  de  registro  María  LuUa  y  la  admisión  de  la  solicitud 
<ítA  Descuido  ¡i  D.  Elias  de  Tellechea  se  alió  de  este  acuerdo  para  ante 
el  Ministerio  del  digno  cargo  de  V.  E.: 

Que  jOida  la  Junta  superior  facuUati?a  de  oiinería  y  la  Secdon  de 
•Fomento  de  este  Consejo,  que  apreciaron  que  debía  revocarse  el  acuer- 
do del  Gobernajlor  déla  proviacia  de  LugOt  que  decretó  la  cancelación 
del  registro  Marta  Luisa,  se  dictó  la  Real  orden  de  31  de  Julio  último, 
<iue  declaró  subsistente  aquel  registro  y  mandó  ultimarle  con  arreglo 
..-¿  la  ley,  y  decretó  el  fenecimiento  del  registro  Descuido: 

Que  contra  esta  Real  orden  recorrió  á  la  via  contenciosa  D.  Ángel 
Aarrera,y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  Tpmás  Haría  Mosquera  soli- 
citó qué  sedeclarase  procedente  el  recurso,  y  en  sü  día  se  consulte  la 
revocación  de  la  Rcalórdén  de  31  de  Julio  anterior:    . 

Que  el  Fiscal  de  S.  M.  se  opone  á  la  admisión  de  la  demanda 
por  no  ser  el  Qasoyque  la  origina  de  los  taxativamente  marcados  en 
la  ley  y  el  reglamento,  ni  la  orden  reclamada  definitiva  y  que  cause 
estado. 

r 

Vistos  los  antecedentes  expuestos: 

Considerando  que  el  caso  que  origina  la  presente  demanda  no  se 
'jiíalift'comprendido, entre  los  que  taxatiyanoente  determina  el ^ri.  89  de 
la  ley  de  minas  de  4  de  Marzo  de  1868,  ni  en  los  consignados  en  el  86 
del  reglamento  para  su  ejecución: 

Considerando  que  la  Real  órdén  de  31  de  Julio  último,  actualmente 
impugnada,  no  tiene   el  carácter  de  definitiva,  puesto  que  al  decre- 
tarse por  el  Ministerio  de  Fomento  la  concesión  de  la  <  propiedad  déla 
^ina  que  hoy  se  cuestiona  ha  de  conocer  del  expediente  cuya,  fene« 
/Cimiento  y  cancelación  ba  sido  resuelto,  asi  como  de  todas  las  oposi- 
.  ciooes,  reclamaciones  é  incidencias  que  se  promuevan  p^rá  apreciar 
en  su  vista  cuál  de  los  interesados  ostenta  mejor  derecho: 

Considerando  que  el  demandante  D.  Ángel  Rarrera  se  halla  facul- 
tado por  lo  tanto,  fundándose  en  su  título  de  peticiopario  de  la  mina 
El  Descuido,  para  oponerse  á  todos  los  actos  de  la  Administración  ac- 
tiva que  se  dirijan  á  otorgar  la  concesión  de  la  propiedad  de  la  titula- 
da Marta  Luisa\  pudiendo  en  su  caso  y  logar  promover  el  recurso 
contencioso  contra  la  orden  que  en  definitiva  conceda  la  propiedad  de 
i» expresada  mina,  ó  de  otra  que  con  distinto  titulo  venga  á  sustituir- 
la, %\  con  dicha  orden  juzga  lastimadps  sus  derechos  á  tenor  de  lo  de- 
terminado en  el  articulo  90  de  la  ley  de  minas  vigente: 

Considerando  que  nopuede  contrariar  esta  doctrina  el  fundamento 
-deque  cuando  se  declara  fenecido  un  eixpediente  de  registro  ya  nopue- 
de la  Admíoistrat^ion  volver  sobre  su  acuerdo,  puesto  que  de  ser  así  no 
tendría  razón  legal  la  disposición  9/  de  las  generales  del  reglamento,^ 


'  que  ordena  la  obíoo  á1  éipéditsnWiilti  cu^so'délos  antédolrinetite  Wbul»* 
dosis  cancetadós: 

ConsideraBdo,  por  ultimo,  qoelas  présdripcioties  de  Ik  leyyVe^-- 
mentó  referentes  á  losmotiyo8'<|\)ejprodueén']a  Vfa  cotoiéhciosólMitíi- 
ni8trati?a  en  coestiobes  (fe  tíAui^  no  hab  sbfrido  alteración  algüiUi  por 
las  baves  generales  para  ía  hnef  a  legíilaciom  del  raniode  ^déMdem* 
bre  de  i8é(v^*b.^pdo  sidó^^or  el  cóbtrario,  declaradas  subsisteníies  fan 
el  art.  5^  de  las  referidas 'bases; 

La  Sala  de  conformidad  con  él  tíétáX  de  S.  ■.,  dpiba  t^vlfi  pb^e- 
V,  G.  declarar  imprócedeifle  lá  Vía  cootencio^a  phta  la  denránidiBi  Üe 
4oe  deja  hecho  mérito.  > 

Y  coúformindóse  S.  it.  el  bey  (Q.  D.  6.)  ¿bn  él  (irelnsert'o  dicta- 
men, de  su  Seal  orden  'lo  participo  á  V.  fi.  para  su  conodnilcintb,  él 
de  la  Sdí\fí  7  dem¿s  efectos.  Dios  gdárde  á  V.'E.  muchos  años.  Madrid' 

4  de  Enero  de -4^76. 

€.  EL'ColtbB  »s  Totaao. 
ISt.  Pf^sidente  del  Consejo  defistaéo. 

(Gaceta  de  9  de  Marzo  de  1876;. 


fíéÉolüdún  éft  la  deínanda  presentada  en  solicitud  de  qú9  ^ 
revoqué  la  Real  orden  que  inándó  cancelar  el  expediente'd& 
registro  Segunda  Cordobesa. 

Kxémo.'Sr.:  La  Safa  de  lo^Gotitencióso  de  ése  alto  Cuerpo  ha  tdii- 
sultado  á  este  Uini^tério  con  fecha  21  del  mes  anterior  lo  si¿uiéiEíte: 

«Gzcmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Cooteocioso  ha  visto  la  demanda  pne- 
sentada  por  D.  Tooofás  de  la  Torre  y  Pablo,  en  su  propia  repreaféntacton 
contra  la  Administración  gebétal  del  'Estado,  interponiendo  la  solici-^ 
tudde  que  ^e' revoque  la  Be'al  orden  de  ^9  de  Julio  anterior,  por  laque 
se  confirmó  el  decreto  del  Gobernador  de  la  proviocia  de  Ciudird-Beft^ 
de  14  de  Noviembre  de  1874,  que  mandó  caocelar  el  expe^ieote  de  Re- 
gistro Segunda' Cordobesa^  y  declaró  subsistente  la  coutiesion  de]a> 
mioa  lá  Cotdobé$a. 

De  los  antecedentes  unidos  á  la  demanda  resulta: 

Que  en  20'de  Mai'zo  de  1874  presentó  D.  Perfecto  Acosta,  C^ore»^ 
presentante  de  D.  Tomás  de  la  Torre,  al  Gobernador  de  la  provincia  de 
Ciudad-Real  una  solicitud  pidiendo  registrar  con  el  nombre  de  Seffun' 
da  Cordobesa  12  pertenencias  de  mineral  plomizo  situadas  en'el  tér- 
mino de  Biéstanza,  paraje  llamado  Quinto  de  Leblrachoelos;  haciéndo- 
la oportuna  designación  de  linderos,  y  expresando  que  en  el  terréoo' 
registrado  exiétian  unas  labores'ani1guas,cuyo  dueño  se  ignoraba. 

Instruido' el  expediestede  caducidad,  informó  el  Ingeniero  qufe e 


«Uío  y  linderos  desigiiMidQ^  ppr  el  r«g|^tr(v49^  ^^^^^^^^^  ^^^ '^^?? 
^4pÍ)>Ii  L|  mipa,  C^doke^,  propia,  4q  D.  Rapfoij^  de  Tojjres  y  Code»^ 
(m.%é  (lm>ir(^4f  ^^  %^  ^  AtM  dei  i373í;  y  pu^^,^n  <;9,i)^0iqi?íiei^lo 
4^  rtipreiieiUeiile  del  r.eg{i4trA$l(ff  el  aoterjipr  ÍAtQ,í;9í^e..  flíR^s^,  ^up  el 
-expediente  de  laji^in^  Cord^e^t^  edolecia  de  ucc  Tícip  ^é^  nulidad» 
PAWto<m^*^«<^9^^i^«cio  hat^Í4  f&l(a(|o  á  Ip  dispqie^tQ  en  el  i^rt.  38 
4^  i^«i9Qnto  el  ^o  tjQqip,r  pQ¡fpiio9  dft  la))  pe^tei^^oci.as  oue  se  le  de- 
tOj^^a^oDu 

.^^^  Goberjiador  de  la  prpyiacia  wflfiá^  ppj^  decT,e^o  d^  14  deNoyiem- 
lire,d^  t874  qqe  se  ei|nc^Iase  el  ei^p^dienle  ifi  i^efi^^Uo  Segunda  Cordo- 
bi^  por  conside^rar  ({ue.la  (alta  (|e  toip#  df^  p/p^^aíoi^  q^a^  previene  e|^ 
iM^  3S  de  la  ^ey  no  qonstituf  q  un  v^oio  de  nu).id/(d,  J,  <)ae  las  condi- 
ciof^ef,  mineras  ^q  sop  paduci^Wes  8ioo,cQp  urreglp  t^l  ^i.  ?d4e\  ^écre- 
to-iey  de  bases  generales  de  29  de  Diciembre,  dq  18i^B,  pqr  Ip  cua^  de- 
lu4  leparse  coipoi  firme  la  pQpi^sion  déla  m^ii^a,  Cor(/íokeMi^t  ^Ituada  en 
el  wjisvo  terreno  <|ué  de?iw«ba  ftl  c^gif Ir^íloi;  de  ^  SfigwH^  V^^^' 
t^M  C9yQ.  ^pi^iente  semeifdabA  canc^Ur* 

,  SI  TÜlQisA^riQ  del  dign;i  far^o  <JeV.  p.,  cp«  fecíia;^íl  í^  ^uUp  úUi- 
qf^,  desesiim^,  previa  fu^íap^a  deU  ^uq,(^  suppriqr  CQQ^^l^ya  dc^  ra-. 
«o.  el  recurso  4e  aUa4Ík  iqlerpyeslQ  pqr  D.Toxi|i^s  4^  1{(  Torre  y.  Pifblo, 
cqptra  it  fA^erÍQ^  acuf r^Q,  y  e^t^  ^esql^cion  fué  q,qiifica,def  al  repre- 
s^VOAfAl^  4el  jqier^adp.  s/egn^  copsta  dftL  ei^pediente,  qp  j  d?^  Agostí^ 

Gop  fe(;ba  (6  de  $etíemt»re  del  año  último  sq  pr^i^^ntó  {^or  P.  Tomás 
de  la  i;qr^^  y  f^iblo  e^  U  S^crejtarla  geperal  de  este  (^ousqjo  ^eq^aq^a 
qp  ^ue  ff licita  la  revocaqJQp  dqla  $rden  ai^tfj^iqrofeotp,  pitada;  y  piyia- 
da  la  depniínda.  ql  f'Mqql  diq  S.  V.,  eq  qqmplimieQto  (je  Iq  disj^uq^f^o  ^n 
el  art.  7.*  del  Real  decreto  de  II  de  F^b^qr^  de  ikQ7^.  ?T^C)f|!j  Iq  apflieD': 
cía  h^cjepdP  n/^tar  qqqel  op^crítq  4e  dtfQqnda  no  qpqrecq  sqscrito  por 
q}  intf^cqMdo  ni  por  Rqrsonq  ajpioderada  al»  efestq;  y  qqq  9¡l  ^oa  ea  el 
IrqiMlq  dq  la  Rqal  (Srdeq  io^u^f^da  se  4ice  qqq  &é  nq^flcadtq  qq  i7 
de  Agosto,  consta  del  expediente  que  la  notificacioq  qq  bi?0  el  f^  f  e( 
mismo  mes;  y  babiéndose  psesentsdo  la  demanda  en  la  Secretaria  del 
Consejo  en  16  de  Setiembre,  es  indadable  que  la  reclaoiaemí  ae4>(iujq 
fuera  de  lénmino»  poftoquql  se  opoqq  4  U  admisión  de  esta  demanda. 

No  constando  el  domicilio  del  demandante,  se  le  mandó  citar  por 
medio  déla  Gaceta,  apareciendo  su  llamamiento  en  la  correspondiente 
al  i.*  de  Diciembre;  y  no  habiéndose  presentado,  se  ha  procedido  á  la 
▼isla  de  la  presente  demanda. 

Visto  el  art.  9t  de  la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868,  que  6ja  el  térmi- 
no de  SOdias  para  interponer  el  recurso  contencioso  ante  el  Consejo  de 
Estado: 

Visto  el  primer  párrafo  del  art.  86  del  reglamento,  en  el- que  se  dis- 
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pone  que  el  término  de  30  días  fijado  por  el  art.  9 i  de  la  ley  para  pro» 
poner  el  exf^resado  recarso  se  contará,  según  los^  casos'^  de^de  la  fechr 
de  la  notificación  ó  de  la  publicación  de  las  Reales  órdenes  en  el  ^o/e-r 
¿/n  o/fctarde  la  provincia  hasta  el  dia  que  se' haga  la  presentAcion  dr 
la  demanda  en  la  Secretaría  general  del  Consejo  de  Bstado: 

Vistas  las  disposiciones  2.'  y  3/  de  las  generales  del  mismo  regla- 
mento, que  prescriben  que' los  plazos  en  minería  son  improrogables  y  fa-^ 
tales,  comprendiéndolos  días  festivos,  y  empezando  desde  el  dia  si- 
guiente al  en  que  baya  tenido  lugar  la  notificación  administrativa 
cuando  los  interesados  ó  sus  representantes  residan  en  la  respeotiva- 
capital,  y  que  dichas  notificaciones  administrativas  podrán  hacerse  por 
cualquier  empleado  ó  agente  de  la  Autoridad  á  quien  los  Gobernadorer 
den  este  encargo,  firmando  el  interesado,  ó  dos  testigos  si  no  supiere 
escribir  ó  se  negase  á  firmar: 

Considerando  que  la  Keal  orden  de  29  de  JuHo  último,  por  la  que- 
so confirmó  el  acuerdo  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Ciudad- Real, 
que  habla  mandado  cancelar  el  expediente  de  registro  Segunda  Cordú'- 
besa^  se  notificó  al  representante  de  D.  Tomás  de  la  Torre  en  O  de 
Agosto  siguiente,  apareciendo  suscrita  por  D.  Perfecto  Acosta  la  dili» 
genci'ade  notificación  que  obra  en  el'expedlente  gubernativo:  , 

Considerando  que  la  demanda  interpuesta  contra  la  citada  Real  ór^ 
den  se  presentó  en  la  Secretaria  del  Consejo  con  fecha  16  de  Setiembre* 
siguiente,  cuando  hablan  trascurrido  ya  con  exceso  los  50  días  fijado» 
en  el  art.  9i  de  la  ley  para  interponer  las  de  su  clase,  no  pudiendo  por 
tanto  dicha  demanda  apreciarse  como  deducida  en  tiempo  hábil; 

La  Sala,  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Fiscal  de  S.  M.,  opina- 
que  puede  V.  E.  declarar  improcedente  la  vía  contenciosa  para  la  der 
manda  de  que  deja  hecho  mérito.» 

Y  conformándose  S".  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  con  el  preinserto  áici&r 
men,  de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocimiento,  ét 
de  la  Sala  y  deiLás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años,  liadriit 
4  de  Marzo  de  1876.  .  . 

•  C.  II»  GotfDB  D£  TOSKRO. 

Sr.  Mesidentei  del  Consejo  de  Estado. 

{Gaceta  de  9  de  Mar%o  de  1876;. 
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MINISTERIO  DE  HACIENDA 


BeAL   OR0£N. 

■  •      •  "   • 

SeMfkunon  ensl  expedi$^^§^in&trMdq  solicitando  se  habilite 
¡a  £nse3f9ida  de  Porfik^.para  el  embarque  .  de  mineral  de 
hierro.  .     ,. 

Umo.  Sr.:  Visto  el  expe(iiexit49.iQ^Uuido  á  cgasecu^ncif  de  dos  ios- 
tancias  presentadas  por  M <;.  Jípha  Robert  Giffprd  y  D^  Francisco  Mag-» 
dalena,  duelos  de  minas  siituadas  ea  las  inopN^diacioaes  4^1  rio  Porcia, 
en  la  provi^ia  de  Oviedo,  solicitando  que  se  habilite  la  ensenada  d^L 
mismo  nombre  para  el  embarque  de  minerales  M  fii^tro  y  desembar* 
que  del  material  necesario  paf a  la  explotación  de  las  minas:  >. 

.  Vistos  los  ioformes  emitidps  por  el  Jefe  de  la  AdminisjtraaioneGO* 
fornica  de  O^viedo,  Administrador  principal  lie  Adoanas^de  la  provin- 
cra«  JejTi^  de  la  Comandanqia  de  (]lara.bineros  y  Ju^ta  de^gricultura»  In- 
dustria y  Comercio. 

GoAsiderando  que  la  ^acesion  de  enibajcar.  los  minerales  por  la 
ensopfjda  de.  Porcia  hadefavQrecer  los  ii^teceses  de  la  iaduslria  ^ñe- 
ra sin  perjudicar  los  déla  Hacienda,  sobre  todo  si  el  Administrador»  de 
la  Aduana  xle  Tapia  acude  á  los  reconocimientos  para  La  mejor  exacción 
del  impuesto  de  carga: 

Coqsiderando  que  la  pretensión  de  desembarcar  el  material  destina- 
do al  laboreo  délas  minas,  por  su  excesiva  latitud  podria  prestarse  á 
abusos  perjudiciales  á  la  Renta; 

.  S,  M.  él  Aey  (Q.  H.  G.)«  coiiformándose  con  lo  propuesto  por  V.  I.» 
se  ha  B^ryido  r^esulver: 

.1.*.  .Qa£(  se  habilite  la  ensenada  de  Porcia,  provincia  de  Oviedo,  para 
el  embarque  de  minorar  de  hierrp  cqu  autorización  y  reconocimiento, 
de  la  Aduana  de  Tapia,  quedando  obligados  los  interesados  á  cumplir 
lo  pretBcrito  en  las  advertencias  del  Apéndice  í.*"  de  las  Ordenanzas. 

Y  V  Que  se  desestime  la  pretensión  de  desembarcar  los  efectos 
desitio^dos  al  laboreo  de  las  minas  por  el, expresado  punto. 

De  BeaV<^f<l!BQ  lo  dí£0  ^  V.  I.  para  los  efectos  correspandieiites.  Dioa 

gjiarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  47  de  Febrero  de  1876. 

Salavbrru. 
Sr.  Qirector  general  de  Aduanas» 

(Gaceta  de  10  de  Marzo  de  1875). 


V*E.  serfirse  declarar  ioadmisible.  ea.la  ?ia  coo^DCioso-administrati* 

▼a  la  demanda  de  que  deja  hecho  mérito.* 

'    Y  eoDforniéoddse.S.  M.  el  Rey(Q.  D.  G:)  coo  el  preinserto  dktá- 

meo,  de  sa  Real  órdeo  lo  comunico  .á  V.  E»  para  aa  conocimiento,  el  de. 

la  Sala  y  deinás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E,  af^acdios  anos.  Madrid  4  da 

Marzo  de  1876. 

C.  EL  Conde  de  Torbko.    . 
Sr.  Presidente  del  Consejo  dé  Estado. 

{Gaceia  de  10  de  íiarzo  de  1876). 


•  •  • 

ReBolikdon  en  la  demanda  presentada  en  solicitud  de  que  se 
revoque  la  orden  que  mandó  cmcelar  el  expediente  del  r$^ 
gistro  minero  Ermitaño. 

jgxcmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  con- 
sultado á  es^  Ministerio  con  fecha  12  del  mes  anterior  lo  siguiente: 

•Eicmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  visto  la  demanda,  cuya 
copia  es  adjunta,  presentada,  por  el  Licenciado  D.  José  García  Gutiér- 
rez, que  ha  sido  sustituido  por  el  Licenciado  D.  Florencio  Alvarez  Óso- 
rio,en  nombre  de  Doña  Brígida  Sandoval,  por  sí  y  como  apoderada  de 
la  Sociedad  minera  Venancia^  cantra  la  Administración  del  Estado 
con  la  solicitud  de  que  se  revoque  la  orden  del  Presidente  del  Poder 
Ejecutivo  de  24  de  Diciembre  de  1874,  que  mandó  cancelar  el  expe- 
diente del  registro  minerp  ErmitañOj  y  que  siguiera  su  curso  el  del  lla- 
mado Trompeta. 

Del  expediente  gubernativo  unido  á  la  demanda  resulta: 

Que  en  17  de  Diciembre  de  1869  solicitó  D.  Francisco  Pascual  y  Pas- 
cual del  Gobernador  de  la  provincia  de  Murcia  e)  registro  de  seis  per* 
tenencias  mineras*  cuyos  linderos  designaba;  advirtiendo  que  él  terre- 
no que  deseaba  adquirir  había  pertenecido  á  la  paina  el  Ambo,  la  que 
habla  caducado  en  7  de  Febrero  de  .1861:  instruido  el  oportuno  expe- 
diente, resultó  que  el  terreno  que  tuvo  la  mina,  el  Ambo  había  sido 
concedido  con  el  nombre  de  San  Jacinto^  y  se  mandó  seguir  el  expe- 
diente para  declarar  en  s.u  caso  la  caduciidad  dQ  la  citada  mina,  lo  que 
tuvo  efecto,  previos  los  trámites  oportunos»  por  decreto  del  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  13  de  Junio  de  1872,  que  se  declaró  ejecutoria 
en  6  de  Diciembre  siguiente,  admitiéndose  el  registro  Ermitaño,  salvo 
mejor  derecho^en  la  misma  fecha. 

Hecha  Ja  oportuna  publicación  por  edictos,  solicitó  el  interesado  la 
deniarcaciun  en  22  de  Febrero  de  1873t,  y  eo  9  de  Abril  siguiente  sé 
mandó  pasar  al  Ingeniero  para  la  práctica  de  esta  diligencia. 

En  5  de  Noviembre  del  mismo  ano  de  1873  presentó  D.  Ángel  Fer- 


Bandei  Zamora  solieitad  «IGobéroaÉpr  úe  Murcia  pcetendiendo  el  re**^ 
gitln»,  bajp'al  Mmbre  de  Tr<niipate«  delm  seis  pertetteacias .que  d«» 
signaba  en  el  miama  terjreno  y  oon  ígoales'liDderó»  qoíe  el  BHnikmai 
advirtlendo  qiiéel  registro  de  este  sodkkie  debía'  eafcefarrse  por.liiA)er 
falMo^-el  que  lo  aolieitaS  á  ifrdSapcBíeiKyq  iñ  de  iaá  gcnerale8.déLiiegIa«^ 
inepto 7  Í5df  las  bases  defr  deofeto*ley/de'39  de  IMcieiábrá  de  4868. 

Mu  f8  de  NoTiembre  de  i8;|3  y  HdePebceroy  ladeAbrilde  1874 
reeiraéel  regislniéor  deleipedieiite  Trewpelliíooiitrala  morwMiddet 
la.'Adailnialf«cioii;'7  en  3  de  Jimios  si|^ai»Bferelá}obérnallev»eB|imaiida 
qve'el  fieg¡str«dor  del  ezpediénie  Ermtíañ^  habla  Mtado  á  la  dédma» 
setta  dlspdsíRsiob  d^  Iasg^eraleaaltégt«iDeblil,ideelflíió  feéeeldb-el 
expediente  Ermitaño  y  admitió,  salvo  mejor  derecho,  el  registro  Trüm^ 
peía.  ■  /'    •    ■      '!.;•«•.;.•,••-.•■' 

Noiifioado  el  represéntaoterdel  registf adbr  del  ErmiiUño.áelw^ie^ 
rior  acuerdo,  intfrpitso  contra  el  miamo  -remirso  de  akáéa  pata  áat^ 
eseMioisleHó;  j  oída  la  Junta  eobsalD?a'de  minería,  que  lüé  de  dic* 
Ufloiea'  de  quer  debía  revooatae/el  ¿Hado  actterdse/fué  ebnfirii^aáe  -  de 
conformidad  con  la  nota  dpi  Negociado  por  órde^  de'^  de  Diciembre 
d#tft74,.qt^  dispuso  la  caocelacloo  d^tiregistinei^'^h^tMIo»  j  qn»  con- 
tinuase sa  curso  el  admitido  •bajo  eliioinbre  úefrompeié.i 

Contra  esta  orden  &a  presentada  demanda  Doña  Brígida  Sandoval, 
por  sf  f  cobo  apoderada  de  la  Soeteded  minera  Vetunteta,  que  había 
adquirido  el  deraéhd  alsegietro^^irm^/Qaoy  cedtdouna  plarle'áda  re* 
cúrrente.  En  nombre  de  ésta  se  lut'paMenado'aate  el  CdiÍ£e|oel  Lioen* 
ciado  Dr'José  G>|irda  Gutierre^,  que  deapoeabaYnstitvidosn  podelr  en 
el  Licenciado  D.  Florencio  AWárezOsonojyiSdUeita'en  an  deraaada  la 
relrocaeion  dala'  orden  de  24  de  Vicie&bre'de  1874^  alegabdo  domo 
íonéinNBtO'  de  derecho^  quá  la  anulación  de  eipedieétee  mioei^ssolo 
pQede^haoerse-eri  loa  casoadel  arl¿  .64del  xegiatoedto^  y^qüe  bahia 
cumplido  con  anterioridad  á  la  denuncia  lo  prescrito  éh  el  hvL^  Idtie  to 
disposiciones 'gdnéraKfS'. 

£1  Fiscal  .de  S,  M.  se  opone  á  la  admisión  dé  esta  demanda  porque 
el  caso  que  la  origina  no  és  de  los  que  marca  taxativamente  la  ley,  y 
la  disposición  impugnada  no  es  definitiva, 

VM^ft.^o^iQt^^d^niea  e^pu^tpa;  ...  ^ 

Consideraodo.  fife  el  caso  que  origina  la  presente  demanda  no  se 
halla  coinprendido  entre  los  que  taxativamente  determinan  el  art.  89 
de  la  Irf  de  tninaé  de  4  de  Marzo  de  1868  y  el -881  del  reglamente 'dicta- 
da para  auejeeaeioq: 

Gmaiderando  quería  órdea del  Piieeidentedel  Pfder  Bjeotftivo de 24 
de  Diciembre  de  1874,  impugnada  en  la  demanda,  no  tiene  el  carácter 
te  deiaüiva,  puéiilo  qoe^l  oencedeMepor  elllinlaterio  de  Femetito  la 
propiedad  de  la  mina  Tr^mpeia  ha  de  cda^cer  del  exp«dienie  c«yo  fe» 


ocoiftHeilo  y  catioelaelon  ha  «dio  OMatHú,  aií  úomo  4e  t«ia»t¡ii  opa^ 
NtioBe»,  recIanMiones  é  ineiklJtiicia^  qiMsé  pmiitttevtaB«  |wci.JípttflliiS 
en  M  líslá  cuál  fie  losia^íBeerfadQt  ^oate^t«  mefi»  d«oeoiio¿' 
*   iénsMet ande  fue  la0< dbiaaááanitf  «e  ItalbA  fi|Oiit«é«f •  féi  \o  lta«^. 
Uk,  ftMKiéwMn  mían  iiüihidfel  paficiimaffliaQdé  bi  mian^rm^diavHiu^ 
opottéü já'lodofiksiaiistoa  diílaJi^flüoiftDadoi  qoa'aa  diHiaai otorgan, 
lli  éOiWMÜniitfoda  ititi]teéaoinrali]^ft^4,:ptlfliab(lei  ira  ao  4aa0  f  logar 
]MMfv«r.el.roclH«9  coiitaii9lo»#iicefilM  lr:éadali  ^piftfl»  40finití«ii<raft* 
9aám  ia  {nopiadad.dé  Uilai^afa^  niaa.  ói4€  otra«  4««'  «iMi  liatíAit 
Demhre  TcngaD  á  nistilliiiílay  «1^  aaA  ^eha  ápodeo  jttz^mMJ^ituidQii^ 
aiis«dareelHts,a^teBor  di'lo.MjfffttiifiadMo  aj^arl.  90  de  bi  Tígeütaiff' 
de  «ti^aat 

CoDsideraodo  que  no  puede  contrariar  esta  doctrina  el  funáamttnlQii 
de!qpie,enanddk9ede(ttara<íbDeiHdp  :ue  eip«(Ueiáe  d0/ regiMeo,  ya  no 
piad»  la  A(iÉúolatf  ftcion  '▼«Wer  eobre  un  aoueráo^  puftstp  quedeaAT 
aaíjie  tendría  iia^eti  legal  l^iditpioeioioD  9/  de  lüs  generelea  del  a^)»-^ 
menié^oe  ordena  la.  «toíMt  al  efepedieiit&  e»euv8o délo» anl^rtormeitU^ 
aniüíadoB  ó  eaocelados: 

€oiiflíderatiáev  po^  iUliine«  >  qMt  la»  preecri  peieoe:^  de  It  legr  y  dtl  re* 
glameoto,  releüveaá  los  fnetin^o»  que  piK>daeen  U  YiftOjMitenieiwifad^ 
oÉiaiatraliva  eii  üeealioúefií  de  mioaa,  ao  han  safríído  aUenacicMi; alguna 
por  bs  bi|se»  gfoieráles  para  la  nAeta  legiabrcion  del  raaaOcde  ^  de  Di-i 
eíembre  ^  IB88,  batosdasido  pot  hl  ooi4flarie  dedaradaasubslalflRff 
leaen'el er). HSdeiaa  rofaridaabMp«9 

la^Sala»  óéoeúforaiidad  con  el  Pí^^  de  &  M.»  epína  qee  topaiiv 
eeda  iaadmialon  de  la  den^oéa»*  • 

y  oo»fer9áQ4óie  S.  M.  el  Aey  fQ.H.  6.)  con  el  preíoaerto 'diclá* 

mea,  de  sa.Real  orden  le  comuntoo  á  ¥.  &  para  au  ooitocimíeQlé^  el 

de  la  Salqi  y  fiemas  efec^M.  Dbs  guarde  á.V»  &  miichea.aie»^  MadiM 

4  de  Mal*ze  de  487C. 

C,  EL  CoHPi)  ^%  Tqaa»^ 
$i:,  Presjld^^^  del  Confio  de  Estaco, 

(q^c^^ta  4e  ii  de  Mar^o  if^  im)> 

"■ ^.  J    ll.|M  •'       't  ^,1     '■  É 

Resolución  en  el  expediente  BO%ré  priMegio  ák  tmeneim  de 
unsísiema  de  tratamiento  y^  reducdQn  del  mercurio. 

ItoMw  Sr.:  Villa  btReai  cédttla«spedtda  á  faror  de  D«.EipóKto  Jlefir 
renapara  asegurarle  la  propiedad  por  15  añes  dekprifilcipotde-lAfeeKf 
etoai  que  le  M  ottírgado  de  amaiateoMi  :de  Iralaitie^o  y  ptósbmtÁ*  del 
iMBrcarié? 

Vialaa loaíaDteeedeDiaaTeaiptiéodpovttl  Gebernaéor icitiLáe ñ9xm& 
loo  a  cea  so.  tOoivirioMioB  ímOm  6  4e  ^m^mbt^  de  Ift7ftc 


VMiMfahaiiMleBéitiellet  úBiéé%  Bneso  do  1840  if  4éé  BteianMpt 

4}iiia«dOT«iMl»  ^oe  B«  Hipólito  Bemoi  prenoTíó  >eB  téompo  hiUl  «1 
exp«dieoie  de  joélifibaoidí <!«  ftráoiiea  dd  fttmtaqgio  iii0Ddé8«IO;,7 
que  la  morosidad  del  Gobierno  ei?il  de  Barcelona  en  renailirte  dfó  la- 
gar á  la  decteMolon  de  «adicidad  'del  (áil^ittgio  y  d  lapHéKeaRibD  de 
<eilia'd]edéda.*ie<Clu;el(i^el  6obieiáo,4e  q«e  se  himbdla  el  nférído 
i.  HqittitbiBersebB;  7 

Cooaiderabdo  qoe  eo  es  'impoiablii  K  énsie  .notositttfl  eeo  qoe  ae 
ha  procedido  en  los  trámites  >liidiDiiiistrativ<w;  de  acuerdo  ton.  d  Ivfor- 
fiíe  idel  GéMárratorío  de  AHea,  fecha  5  de  iFebrere  dliino, 

•S^  H.  el  liey  (0.0.  Gj)  se  ha  seryído  resoWer  q«e  setake  didhatta- 
dacidad  y  se  declare  puesto  (sn  prééUfea  «1  p? íTílegip  aeooíonlHh),  j 
qde  J«  rehebiMCacíon  qie  «ata  ddemiiiaciof  envnelNrerha  4é  éiiien- 
derse  por  15  años,  á  contar  desde 47  de  Ahril  de  ittV^en  qoea^vtpi. 
tM^  Beal'dédala  de  eo«<i8mon  prlmitíTa,  y  sin  pcrjeitio  «de' tareeros 
^ett'Tirted'deaqttelta  pablicaeion  y  hasta  la  fecha  eo^ae  se anetiele 
fia  tebabíHtaéiott'hayM  eatablecido  ó  preparádose  de^beeboi  esüble- 
•éer  •n)p»Oeédittieolo  igenl  atqde  enjplea  D.-  Hipólito  Besteiis  <pam  «1 
iliaiawieete.'yTedQCoion  ditfl  aiepcerio,  coyes  desechoe^  en«caso'dete* 
berse  adquirido  y  ponerse  en  edestiOD*  behrla  de  TeniMarse  enteiel 
iluai|adodep#iaMfa  insUneia^ueoónespooÜa.    , 

De  Real  orden  lo  digo  á  Y.  1.  para  su  conocimienle  ly^éffectos  eonsi- 
goientes.  W»  goafde^á  V.  I.inHielioeafioa.  Madrid '4  de^Maree  úmWIt. 

G.  ireamob 
<^r. Director  geoefol de  Aigribeltera,  Industriay  OooMroie. 

(Gaceta éeiidé  Marzo  dé  ' f 8V6). 


CONSEJO  í>E  ESTADO. 

Reíl  degeeto» 

H&Bóhóión  en  él  pleito 'sbhre  el  modo  deproratear  la  Yenta 
dela$alina  dePinilla. 

D.  ALFONSO  XII,  por  la  gracia  de  Dios  Rey  constíteeienal  de  fis- 
'pafia. 

'  A  tcdoi^'  Ids^^qne'  las  presentes  tteren  j  en  tendieren ,  y  á  qeíenea  'tto  - 
ca  ^u  óbserráneia  y  cumplifntédto,  sabed:  que  he  Tenido  en  decretar  lo 
siguiente: 

»Bn  el  pleito  que  en  el  GoDse|o  de  Estado  pende  en  primera  y  úelca 
iestantía,  entre  portes,  de  la  una  D.  Menuel  Harta  Pérez  y  SepUen, 


■d^maiidáale,  y  en  sil  iii^inlwe  él  yA6acíiid»'D.Joafpiio€IHBéf|{Mí(8a8- 
tituido  por  el  de  igual  clasoD.  Florencio  AWarez  Osorio,  j  de  Ik' Qi>a 
la  AdibiniaUacíen  ^general,  deouindada  y  repi^atalada  por  mi  Fiscal, 
^bt»  ei  modo  de  |»roral^ar  la  reota  de  la'  salina  de  Pinilla: 

•Vislo:  .     /    4.         .'.  i. 

•    Vtoiofl  loa  antec^eotea  del  asante,  de. les  qué  reeoUa^ 

Q«e  en  el  Boletin  oficial  de  la  pr(wiñ9Üi:¡h  AIbác§i€»'JCon  fecha  9 
de  Uarzodel871,  se  anunció  en  pública  subasta,  el  arréodamieato^e 
ka  aaliiias  dePinttiaipara  la  elaboración 'da  aal  en, el  miañó  año,  bajo 
■cierta^  baaea  y,  entre  otras,  las.  aigtnéntea: 

•  1/    Se. arrienda  la  fábricadón ^|r,eipiátacio«  de  S7.350  quintales 
ée  aál,  taniidad  igvai  ála  que  por  término  medib^rodo^oidicba  salina 
.•al  Bstadoen  el  quinqnenio  de  i9%b  é  1869..  '     .       t/ 

.4/    £1  tipo  no'lnimo  {Mira,  la  anbasba  aera  el  de  37  JSO  pesetas,  ó  sea 
.4  peseta  qnioial  ítasttUano'..        "'     ' 

' '  5/    Siel  arrendatario  hace  prodscir  mafor  taotidad-  de  saly  qoedará 
^ta  é  sil  fa?or,  puéato  qaela  Hacieada  arrienda  por  OQ  número  dsdo 
-de^intaltfB;  pero  en  cambio,  si  la  saliols  no  prodooe,  ó  el  arrendata- 
rio no  extrae  é  elabora  el  námero  de  quinlakis  de  saLQjado  como  ti* 
^  po,  bo  tendrá  derecho  el  referido  arreoidátario  á  iodemnísaeíoB  alga- 
ba; traes  el  emitr  ato  eaá  suerte  yiTentvrai 
6/    El  tiempo  para  la^ilnraoioQc  delarrieado  aeváhasta  31  de.Di- 
-^  «lembre  pi^xtmo.     •  •  •  :    ' 

.;  33^  La  fitéifiaMimpieaa  y  engrandecimiento  de  las  era9  de  cuaje  y 
monda  y/ limpieza  dd  rio  de  desagüe  serán  de  cuenta  del  arrendatario» 
pues  por  esta  circunstanciare  bá  r^^bajado  i.  una  peseta  por  qulotatel 
tipo  de  la  sal  fue  se  considere  elabprabte.» 

No  habiéndose  presentado  iicitador  en  la  primera  subasta,  tu?o 
efecto  la  segunda,  pero  sin  resultado,  por  lo  que  se  procedió  á  la  terce- 
ra en  5  de  Abril  cou  rebaja  dercipo,  quedando  el  arriendo  á  favor  de 
D.  Rodrigo  Utrilla  en  la  cantidad  de  34.000  pesetas,  que  fué  aprobado 
por  la  Dirección  en  1.*  de  Mayo. 

Visto  el  expediente  gubernativo,  del  que  aparece: 
Que  en  4 de  Octubre  D.  Manuel  M^ria. Pérez  y  Sep^enp|:e$ient6.in8- 
tancia  al  Jefe  ecooómico  de  la  provincia^expresándo  que  en  26  de  Ju- 
lio se  remató  á  su  favor  la  salina  de  Piniíla  cooUodok  sus  accesorios, 
<:üya  finca  le. fué  adjudicada,  como  mejor  postor,  por  la  Junta  superior 
de  Ventas:  que  en  24  de  Agosto  pagó  el  ioaporte  del  primer  plazo,  se- 
gua  carta  de  pago  de  esta  misma  fecha:  que  con  arreglo  al  art*  .458  de 
.la>9^trucpion  de  31  de  Mayo  de  1855«  el  comprador  bape  sayos  los 
productos  desde  el  citado  dia,  debiendo  proratearse  el  tiempo  que  que- 
de y  el  que  haya  trascurrido  cuando  se  trate  de  un  arriendo  anterior;  y 
pidió  que  se  hiciera  el  prorateo,  tomando  por  base  las  34.000  pesetaé 


^or  el  tiempo  tríiscarrido  deíde  «1  momenlo  ea  qae  se  pusiera  ea  po* 
sesión  al  arreodaUrio  hasta  aqoél  en  qtte  debiera  terminar  el  aerien- 
d<>,  entregando  al  exponen^é  la  Tesorería  de  )a  provincia  la  cantidad 
que  le  correspondiera:  '     ' 

Que  el  oficial  Letrado  de  la  Administración  emitió  dictamen  en  el 
sentido  de  que  para  el  proratéo  debe  servir  de  base  el  precio  qtie  el 
Estado  ha  obtenido  por  t^lar  riendo  y  hi  duración  deicontrato: 

Que  la  Dirección  general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estadd,  de 
acuerdo  con  el  Negociado 7  Jefe  Letrado,  dictó  orden  en  48  de  Diciem- 
bre de  1871,  en  la  cual  dispuso  que  se  practicase  el  prorateo,  dividien- 
do la  renta  en  13  mensualidades,  teniendo  presente  que  el  arriendo  de 
las  salinas  se  entiende  por  año  de  cosecha,  aunque  no  trascorran  los 
'12  meses:  que  la  fabricación  se  ejecuta  por  campañas,  j  que^stas  se 
lleyao  á  efecto  en  determinados  meses,  los  que  estaban  al  finalizar  en 
el  caso  de  que  se  trata;  y  que  estas  circunstaocfas  fueron  tomadas  en 
cuenia  a(  efectuar  el  arriendo,  fijándose  ccrma  tipo  el  término  med4o 
del  producto  anual  én  un  quinquenio,  no  obstante  que  concluía  el  con- 
trato en  3i  de  Diciembre:  '  ' 

'Que  D.  Manuel  María  Pérez  y  Septién  apeló  de  ésta  resolución  al 
Ministerio  en  12  de  Febrero  de  1872,  manifestando  que  bastaban  las 
razones  expuestas  en  su  anterior  escrito  y  en  el  dictamen  del  Letrado, 
para  persuadirse  de  lo  procedente  que  era  la  revocación:  que  en  la 
cláusula  1/  del  pliego  de  condiciones  se  expresa  qae  searrienda  la  fa- 
bricación y  explotación  de  S7.3S0  quintales,  quedando  á  favor  del  ar- 
rendatario, según  la  5/,  todo  lo  que  produzca  áé  más:  que  esta  mayor 
producción  hubiera  tenido  tugar  si  el  arriendo  se  hubiese  hecho  con 
más  anticipación:  que  se  trata  de  la  fabricación  y  de  la  explotación;  y 
aun  concediendo  que  la  primera  solo  puede  tener  ofecto  en  cierta  épo- 
ca y  la  segunda  en  cualquiera,  es  necesario  á  veces  más  de  un  año 
para  llevar  ésta  á  cabo*  atendida  la  gran  suma  de  quintales  que  deben 
Venderse:  que  de  aquí  se  deduce  que  el  tiempo  afeeta  á  la  explotación» 
puesto  "ique  si  la  fabricación  hubiera  sido  abundante  seria  inútil  para 
el  arrendatario  ^l  sobrante:  qoé,  por  consiguiente,  no  debe  sostenerse 
que  el  arriendo  de  salinas  se  entiende  por  campañas,  toda  vez  que  ade- 
ttfá's  de  la  fabricación  se  cdmp^^éndéí  la  «explotación:  que  si  se  supusie- 
ra í^ue  (Redando  más  cantidad  de  sal  que  no  hubiera  podido  ser  explo- 
tada en  el  tiempo  prefijado  entrarih  la  Hacienda  en  la  libre  disposición 
de  la  fábrica,  y  pretendieta  dar  la  duración  de  12  meses  á  lo  que  solo 
'^eranocho  meses  y  dias,  ^ucéderi¿'queel  Estado  vendría  á  percibir  dos 
rénta^ppr  un  solo  concepto;  y  concluyó  pidiendo  qáe  se  revocase  el 
acuerdo:  j       • 

Y  en  virtud  de  todo  recayó  Real  orden  en  1.*  de  Julio  de  1872,  por 
la  cual,  de  conformidad  con  Jo  informada  por.  la  Dirección  general  de 


•cootftbilidadt'se  detestóme  la  j|»9lAa6ia  j  <e  confirmé  «1  aqaerdo  ape* 
4adQ,  íoiRdáitdoae^D  qud  si  bíAB  el  ari.  158  4e  la  io9troc<Upp  de  ,31  dá 
^ajo  ée  i85i^,>Qa  qim  aa  apoya  «el  Mtiatanle.  re(S<|ooce  qoe  los  com- 
pradores de  flecas  del  Estado  haceo  suyos  los  productos  desde  la  fecKa 
de  (la  oarlfl  de  pago  que  acredita  el  a))0Qo  del  >pr4iner  plaso,  préyío  el 
promleo  por  el  tíempo  traseurndo,  «o  el  c#ao  de  .que  se  trata  el  arríeo- 
do  de  la  fi&ca,  s€|;«n  la  clánauU  5.' del  conirato^^ie  Qjó  en  34.000  pe» 
setas,  tomando  por  «baae  ^1  prroidttcto  anual  de  la  misma;  y  en  la  condi» 
.eáoa  1/  se  conviaoiel  plai^o  dentrod^l cual  debería  yeriScarsela  fabri-' 
oaeiOB  y  explotación  del  numero  de  quíntales  fie. sal  que  representaba 
4)1  Imposte  de  aquella  ^umaien  que  la  circunstancia  de  ser  éste  el  pia- 
se de  echo  meaes^  en  que  también  se  irpoy4  el  Uiteresado  para  recha* 
«arel  prorateo  A  ^razoo  de  un  año>  no  es  spflciente  fuodamenio,  toda 
Tes  ^ae  el  preoio  del  arriendo,  á  satisfacer  oa  dos  plazos  iguales,  se 
esUpulaba  en  el  valor  calculado  i  la  producción  de  la  sal  en  uo  año, 
iadependientemente  del  término  señalado  á  la  fabricación  y  explota- 
ción de  dicbo  articulo,  y  sin  derecbo,  por  .parte  del  arrendatario^'  á  in- 
demnización, caso  de  no  bacer  la  explotación .  de  los  quintales  presu- 
.pueslios  en  aqu<^ período;. en  qoesi:la  Hacienda  arrendó  loa  rendimien- 
tos anuales  de  la  flaca,  ebcoraprador  solo  Aleñe  derecho  á  percibir  la 
pacte  de  la  renta  que  le  corresponda,  al  respecto  de  12  meses,  ó  sea 
psorateando  por  este  tiempo  el  importe  total  de  la  misma  renta;  y  ,por 
ultimo.  lOn  que  el  baberse  empleado  la  palabranexplotacioo  eo  el  plíegp 
-daoondtciones,  foé;para,sigDifiQar  que:la  sal  se  dejaba  á  favor  del  con- 
traiifitapara  qiue  la, destinara  al  uso.que  le  conviniere,  toda  vez  qiijé,  si 
lian  solóse  hubiera  empleado  la  voz  fabricación,  no  hubiese  quedado 
definida  la  especie  ni  el  objeto  ^del  contrato,  bal)iéndG|se  hecho  saber 
esta  Heal  orden  allsteresado  por  traslado  que  tiene  la  fecha  de  29  de 
Ji2liofde>l872: 

Visto;  el  expediente  contenciosQ,  en  que  consta  que  el  Licenciado 
^D.  leaquin  Gil  Bérges,  á  nombre  de  D.  Manuel  Haría  Pei:ez  y  Septien, 
'paeseniódemanda  ante  el  Tribunal  Snpxemo  en  31  de  Diciembre  del 
^expresado  aiño,  con  la  soIicitu4  de  que  ae  deje  ^io  efecto  la  referida 
Real  orden  y  se  condene  á  la  Administración  i  que  toda  vez  que  la  da- 
raeíon  estipulada  para  el  arsendaniento  de  la  fabricación  y  ei^plota- 
oion  de  la  salina,  fué  desde  3ide  Mayo  á  i3l  de  Diciembre  de  1871,  eje- 
cute el  pnorateo  de  las  34.000  pesetas  obtenidas  sobre  la  basé  de  242 
días,  á  tenor  del^rt.  158  de  la, instrucción  de  31.  de  Mayo  de  1855: 

Que  admitida  la  demanda  fué  aiqplifida  por  el  Licenciado  D.  Flo- 
rencio ^AA^arez  Oaorio: 

Y  que  emplazado  mi  Fiscal  en  el  Consejo  de  Estado,  pide  que  se 
absuelva  á  la  Administración  y  se  confirme  la  Real  orden  reclamada: 

Visto;  el  art.  S8(de  la  ley  de  I.*  de  Slayo  de  1855,  en  el  cual  se  pre- 


—sos- 
Tiene  que  antaño  después  de  publicada  caducarán  los  arrendamientos 
peodieotes,  sin  perjuicio  de  las  indemnizaciones  á  que  puedan  tener 
derecho  las  partes  contratantes: 

Visto;  el  art.  158  de  la  instrucción  para  el  cumplimiento  de  dicha 
ley  de  3)  de  Mayo  del  expresado,  aña  que  declara»  que  el  comprador 
hará  suyos  los  productos  de  las  fincas  desde  el  dia  de  la  fecha  de  la  car*, 
ta  de  pago  que  acredite  el  del  primer  plazo  que  deba  realizar:  por  lo  tan*: 
lo  recibirá  de  la  Tesorería  de  Hacienda  pública  lo  que  le  corresponda  en 
Tirtud  del  libramiento  expedido  por  la  Contaduría,  previo  el  prorateo 
que  hará  la  misma  oficina  por  el  tiempD  trascurrido  hasta  reintegrar 
al  comprador  de  lo  que  le  pertenece: 

Los  compradores  no  podrán  hacer  variación  alguna  en  el  arriendo 
hasta  tanto  qué  cumpla  el  año  á  que  hace  referencia  el  art.  28  de  la 
ley  de  I  .*  de  Mayo: 

Considerando  que  la  salina  denominada  Pinilla  se  arrendó  en  pú- 
blica .subasta  á  D.  Rodrigo  Utrilla,  estableciéndose  como  tipo  para  la 
renta  anual  el  término  medio  de  los  productos  de  la  misma  en  el  últi- 
mo quinquenio: 

Considerando;  que  aun  cuando  al  anunciarse  por  última  vez  la  su- 
basta habían  trascurrido  algunos  meses  del  año  del  arrendamiento,  no 
se  hizo  por  este  motivo  rebaja  alguna  en  el  precio,  por  estimarse  que 
la  época  propia  para  la  fabricación  de  la  sal  eran  los  meses  restantes, 
y  por  consiguiente  ningún  perjuicio  se  seguirla,  al  arrendatario: 

Considerando;  que  no  se  fljóel  precio  del  contrato  con  reiacion  al 
tiempo  en  que  debia  empezar  y  tener  término,  sino  á  las  utilidades 
probables  en  todo  un  ano:  ' 

Considerando,  por  último,  que  no  dándolas  las  salinas  todos  los 
meses  y  no  siendo  de  igual  entidad  las  correspondientes  á  cada  uno 
de  ellos  para>determinar  las  que  pertenecen  al  comprador  D.  Manuel. 
Pérez  y  Septien,  se  ha  procedido  con  justicia  y  equidad  resolviéndose 
que  dividida  la  renta  estipulada  en  el  contrato  en  12  partes  iguales»  se 
entreguen  al  demandante  las  que  le  correspondan  por  el  tiempo  que 
restaba  de  dicho  contrato  cuando  tomó  posesión  de  la  salina;  ^^ 

Conformándome  con  Iql consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  ConFejo  de  Estado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Pedro  Nolasco  Au« 
rióles,  D.  Pedro  Sabau,  Marqués  de  Alhama,  D.  Félix  García  Gómez, 
Marqués  de  la  Ribera,  0.  Pascual  Bayarrl,  D«  Esteban  Martínez,  D.  Juan 
Jiménez  Cuenca,  D.  Juan  de  Cárdenas,  D.  Emilio  Santillan  y  D.  Fer- 
Bando  Vida, 

Vengo  en  absolver  á  la  Administración  general  del  Estado  de  la  de- 
manda interpuesta  por  D.  Manuel  María  Pérez  y  Septien,  y  en  confir- 
marla Real  orden  impugnada  de  1.**  de  Julio  de  1872. 

Dado  en  Palacio  á  nueve  de  Febrero  de  mil  ochocientos  setenta  y 
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8eis.=:ALF0NS0.=EI  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  A n¿omo  Cá- 
novas del  Castillo.  • 

Publicación. ^Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  comaTe- 
solucion  final  en  la  instancia  y  autos  A  que  se  refiere;  que  se  una  á  los 
mismos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta: 
de  que  certifico. 

Madrid  20  de  Febrero  de  4 876.= José  de  Grijalva. 

{Gaceta  de  12  de  Marzo  de  1876). 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


w 

Reales  Ordenes. 

Resolución  en  el  expediente  promovido  en  solicitud  de  autori- 
zación para  construir  en  el  canal  de  Colindres  dos  embar- 
caderos para  minerales, 

limo.  Sr.:  Visto  el  expediente  promovido  por  D.  Joaquín  Andrés  Oli- 
van, vecino  de  Santander,  en  representación  de  9.  José  Mac-Lennan« 
solicitando  autorización  para  construir  en  el  canal  de  Colindres  dos 
embarcaderos  para  minerales,  ganando  al  mar  dos  trozos  de  marisma 
y  una  faja  de  arenal  entre  ambos  embarcaderos,  y  ocupando  además 
otra  zona  de  terreno  de  dominio  público  con  dos  depósitos  dé  los  refe- 
ridos minerales;  el  Rey  (Q.  D.  G.},  de  acuerdo  con  lo  propuesto  por  esa 
Dirección  general,  de  conformidad  con  el  dictamen  de  la  Junta  con- 
lenitiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  ha  tenido  á  bien  conceder  di- 
cha autorización  con  las  siguientes  condiciones: 

1.*  Las  obras  se  ejecutarán  con  arreglo  al  proyecto  presentado  y 
bajo  la  vigilancia  del  Ingeniero  Jefe  de  la  provincia.. 

2.*  Se  dará  principio  á  ellas  dentro  del  plazo  de  seis  meses,  y  se 
terminará  en  el  de  dos  años,  contados  desde  la  fecha  de  esta  Real 
orden. 

3.*  En  el  de  los  15  dias  siguiente  al  de  su  publicación  en  la  Gacela 
deberá  consignar  el  concesionario  en  la  Caja  general  de  Depósitos  la 
fianza  de  2.000  pesetas,  que  lesera  devuelta  cuando  acredite  haber  he- 
cho obras  por  igual  valor. 

4.'  Queda  obligado  el  concesionario  á  la  conservación  de  las  obras 
en  buen  estado  durante  su  explotación. 

5.*    Queda  asimismo  obligado,  en  el  caso  de  que  se  observase  que 


—  507— 

ios  pilotes  del  embarcadero  qae  ha  de  coDstrair  eo  el  Pantal  coDtaTie- 
sen  las  arenas  del  río  de  Limpias,  formáiidose>ll!  un  banco  perjudicial 
i  la  Davegacion,  á  modificarla  disposición  de  dicbo  embarcadero  de 
modo  qae  se  evite  este  inconveniente,  á  cuyo  fin  deberá  estudiar  y 
•eloTar  á  )a  aprobación  superior  el  correspondiente  proyecto. 

6/  La  falta  de  cumplimiento  de  las  condiciones  anteriores  produci- 
rá la  caducidad  dfí  la  concesión,  siendo  sus  consecuencias  las  prescri- 
tas para  estos  casos  en  la  legislación  vigente. 

7.*  Serán  de  piopiedad  del  concesionario  los  terrenos  ganados  al 
mar  con  las  obras,  de  ios  cuales  deberá  hacer  previamente  la  demar- 
cación el  Ingeniero  Jefe  de  la  provincia. 

8.*  Las  obras  podrán  ser  demolidas  cuando  asf  lo  exijan  los  intere- 
ses del  Estado  ó  el  servicio  del  ramo  de  Guerra.  Podrán  asimismo  ser 
utilizadas  para  la  defensa  de  la  plaza  de  Santoña  en  el  caso  de  que  as{ 
se  considere  necesario. .  , 

9.'  No  tendrá  derecho  el  concesionario  á  indemnización  alguna  eo 
ios  casos  á  que  se  refiere  la  condición  anterior,  ni  en  el  de  modifica- 
^íon  de  proyecto  de  que  trata  la  5.' 

10.  Esta  concesión  se  entiende  otorgada  sin  perjuicio  de  tercero  y 
■salvo  el  derecho  de  propiedad. 

De  Real  Orden  lo  comuiiico  á  V.  I.  para  su  conocimiento  y  demás 
efectos.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  II  de  Marzo  de  1876. 

G.  ToBiao. 
^r.  Director  general  de  Obras  públicas. 

{Gactia  de  19  de  Marzo  de  1876.) 


JRe$olucion  en  la  demanda  presentada  solicitando  se  revoque  la 
Real  orden  que  declaró  quedase  cancelado  el  expediente  de 
registro  minero  titulado  Rosario. 

Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  con- 
-sultado  á  este  Ministerio  con  fecha  18  del  mes  anterior,  lo  siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  visto  la  demanda  de  qoe 
es  adjunta  copia,  presentada  por  el  Licenciado  D.  José  Uiloa  y  Vila,  en 
nombre  de  D.  Ramón  Pérez  del  Molino,  contra  la  Administración  ge- 
neral  del  Estado,  solicitando  que  se  revoque  la  Real  orden  de  27  de  Se- 
tiembre del  año  último,  por  la  que,  al  confirmar  un  acuerdo  c¡el  Gober- 
nador déla  provincia  de  Vizcaya,  se  declaró  quedase  cancelado  el  ex- 
pediente de  registro  minero  titulado  i2o5iirio,  que  siguiese  su  curso  el 
nombrado  Rosa^  y  que  se  dictase  la  providencia  correspondiente  en  el 
instruido  con  el  titulo  de  Carlota. 


I 
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De  Ips  expedientes  gubernativos  que  corren  unidos  á  la  demanda  re- 
sulta: 

Que  en  Í0  de  Marzo  de  4872  solicitó  D.  Ramón  Pérez  del  Molino  del 
Gobernador  de  la  provincia  de  Vizcaya  un  registro  minero  coa  el  nom* 
bre de  Rosario ^  de  50  pertenencias  de  mineral  de  hierro,  situado  en  el 
término  de  Sopuerta,  presentando  la  designación  de  linderos  en  la  for- 
ma debida: 

Que  admitida  la  solicitud  y  publicada  en  20  de  Agosto  del  mismo 
año,  se  ordenó  la  remisión  del  expediente  al  Ingeniero  Jefe  del  distri- 
to para  la  demarcación  del  registl-o  pretendido,  lo  que  no  tuvo  efecto» 
habiendo  protestado  en  su  consecuencia  el  registrador  en  4  de  Octubre 
siguiente  con  Ira  la  morosidad  en  la  práctica  de  esta  diligencia; 

Que  en  7  del  citado  mes  de  Octubre  pretendió  D.  José  Ventufa  Arcí-^ 
naga,  con  el  nombre  de  Aofa,  un  registro  de  40  pertenencias  de  mine- 
ral de  hierro  sobre  el  mismo  terreno  y  con  igual  designación  que  el 
registro  RosariOn  el  cual  denunciaba  pomo  haber  cumplido  el  peticio- 
nario con  lo  dispuesto  en  el  art.  45  del  decreto-ley  de  bases  generales, 
ni  con  lo  preceptuado  en  la  décimasexta  disposición  de  las  generales 
del  reglamento: 

Que  admitida  esta  nueva  solicitud  y  publicada  en  el  Boletín  oficial 
de  la  provincia,  el  registrador  Arcinaga  protestó  contra  la  moroddad 
de  la  Administración  en  7  de  Febrero  de  4874,  y  por  decreto  de  20  de 
Julio  del  mismo  añeel  Gobernador,  teniendo  en  cuenta  que  había  tras- 
currido con  exceso  el  plazo  de  los  cuatro  meses  desde  la  última  dili- 
gencia sin  que  el  interesado  hubiese  pedido  la  demarcación,  y  el  de^ 
60  dias  sin  que  hubiese  protestado  contra  la  morosidad  de  la  Adminis- 
tración, declaró  sin  cuiso  y  Qncado  este  expediente  para  todos  los  efec- 
tos posteriores. 

YtiXñ  decreto  de  cancelación  fué  publicado  en  el  Boletín  oficial  déla 
provincia  de  5  de  Setiembre  siguiente,  habiéndose  alzado  en  el  mismo- 
para  ante  ese  Ministerio  el  registrador  solicitando  su  revocación: 

Que  cuando  se  estaba  sustanciando  este  recurso  de  aizdda  se  pre- 
sentó por  D.  Julián  de  Olaso  solicitud  de  registro,  con  el  nombre  de 
Carlota^  de  50  hectáreas  con  la  misma  desigcacion  que  los  dos  ante- 
riores, fundándose  en  que  el  registro  Rosario  adolece  de  vicios  de  nu- 
lidad, por  lo  cual  pide  se  declare  caducado;  la  anterior  solicitud  se  ad- 
mitió en  46  del  mismo  mes,  y  en  4  de  Noviembre  siguiente  reclama 
D.  Julián  Olaso  contra  ciertas  faltas  de  la  Administración: 

Que  en  vista  del  resultado  que  ofrecían  los  expedientes  de  los  tres 
registros  indicados  se  expidió  la  Real  orden  de  27  de  Setiembre  de  j 

4875,  por  la  que,  y  de  acuerdo  con  lo  informado  por  la  Junta  superior 
facultativa  de  Minas,  se  ha  confirmado  el  decreto  del  Gobernador  de 
Vizcaya  de  20  de  Julio  de  4874,  disponiéndose  además  se  devuelvan  ak 


X 
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mismo  los  referidos  expedientes  para  que  se  sigan  y  uUimen,  enlegai 
forma  el  del  registro  Rosa^  se  dicte  la  providencia  que  corresponde  coa 
arreglo  á  la  ley  en  el  do  Carióla,  que  pretende  el  mismo  terreno» 
cancelándose  el  de  Rosario,  del  mismo  término  y  provincia  que 
aqudlos. 

Contra  Id  expresada  Real  orden  se  ha  inlerpiiesto  demanda  eonteft^ 
cioso-administrativa  por  el  Licenciado  D.  José  Ulloa  y  Vita,  en  nombre 
de  D.  Ramón  Pérez  del  Molino,'  pidiendo  se  consulte  en  su  dia  la  revo- 
cación de  la  misma  una  vez  declarada  la  procedencia  de  la  via  conten- 
ciosa, que  funda  en  el  art.  89  de  la  ley  y  fiC  del  reglamento. 
'  El  Fiscal  de  S.  M.  se  opone  á  laadtbisioo  déla  demanda  por  no  ser' 
la  orden  impugnada  definitiva  en  et  caso  que  la  oiigina,  comprendido 
éntrelos  que  taxativamente  determinan  los  artículos  81)  de  la  ley  y  86 
^el  reglamento: 

Vistos  los  antecedentes  reseñados: 

Considerando  que  el  caso  que  origina  la  presente  demanda  no  se 
halla  comprendido  entre  los  que  taxativamente  determinan  los  artícu- 
los 89  de  la  ley  de  Minas  y  86  del  reglamento  para  su  ejecución: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  27  de  Setiembre  último,  actual- 
mente impugnada,  no  tiene  el  carácter  de  definitiva,  puesto  que  al  de- 
cretarse por  el  Ministerio  de  Fomentóla  cobcesion  déla  propiedad  de 
la  mina  que  hoy  se  cuestiona,  ha  de  conocer  del  expediente  cayo  fene- 
cimiento y  cancelación  ha  sido  resuelto,  asi  como  de  todas  las  oposi- 
<;iones,  reclamaciones  é  incidencias  que  se  promuevan  para  apreciar 
en  su  vista  cuál  de  los  interesados  ostenta  mejor  derecho: 

Considerando  que  el  demandante  D.Aamon  Pérez  del  Molino  se  ha- 
lla facultado,  por  lo  tanto,  fuHdándose  en  su  título  de  peticionario  de 
ia  minei  Rosario,  para  oponerse  á  todos  los  actos  de  la  Administración 
activa  que  se  dirijan  á  otorgar  la  propiedad  déla  mina  Rosa,  pudiendo 
en  su  caso  y  lugar  promover  el  recurso  contencioso  contra  la  orden 
que  en  definitiva  conceda  la  propiedad  de  la  citada  mina  ó  de  otra 
que  con  distinto  pombre  venga  á  sustituirla,  si  con  dicha  orden  juzga 
lastimados  sus  derechos,  á  tenor  de  lo  determinado  en  el  art.  70  de  la 
vigente  ley  de  Minas: 

Considerando  que  no  puede  contrariar  esta  doctrina  el  fundamento 
4e  que  cuando  se  declara  fenecido  un  expediente  de  registro  ya  no  pue- 
de la  Administración  volver  sobre  su  acuerdo,  puesto  que  de  ser  asi  no 
tendría  razón  legal  la  disposición  9.*  de  las  generales  del  reglamento, 
que  ordena  la  unión  al  expediente  en  curso  de  los  anteriormente  anu- 
lados ó  cancelados: 

Considerando,  por  ultimo,  que  las  preseripciones  de  la  ley  y  del 
reglamento  referentes  á  los  motivos  que  producen  la  via  contencfoao- 
administrativa  en  cuestiones  de  minas,  no  han  sufrido  alteración  alga- 
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oa  por  las  bases  generales  para  la  nueva  legislación  del  ramo  de  29  de- 
Diciembre  de  1868,  habiendo  sido  por  el  contrario  declaradas  subsis* 
ienles.en  ei  art.  32  de  las  referidas  bases; 

La  Sala  de  lo  Contencioso,  de  acuerdo  con  lo  informado  por  el  Fis* 
cal  de  S.  M.,  opina  que  puede  V.  .£.  declarar  impiocedente  la  vía  con-; 
ienciosa  parala  demanda  de  que  deja  hecho  mérito.» 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  con  el  preinserto  dicta* 
men«  de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocimiento,  el 
de  la  Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid 
13  de  Marzo  de  1876. 

G.  EL  Conde  de  Tobeno. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gacela  de  20  de  Marzo  de  1876). 


Resolución  en  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden 
que  decretó  la  cancelación  del  registro  minero  Resignación. 

Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alio  Cuerpo  ha  con- 
sultado á  este  Ministerio,  con  fecha  21  del  mes  anterior,  lo  siguientes 

•Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  visto  la  demanda  pre<- 
sentada  por  el  Licenciado  D.  Francisco  de  Paula  Canalejas,  en  nombre 
deD.  Cesáreo  Cerrajería,  contra  la  Real  orden  de  11  de  Agosto  último» 
que  decretó  la  cancelación  del  registro  minero  Resignación  y  manda 
ultimar  el  expediente  del  nomhr&úcy  Providencia, 

Resulta  de  los  antecedentes  unidos  á  la  demanda: 

Que  D.  José  Hurtado  solicitó  en  2  de  Noviembre  de  1872  un  regia» 
tro  con^el  nombre  de  Previdencia^  de  16  pertenencias  de  mineral  de 
hierro,  situado  en  el  término  de  Álonsotegui,  provincia  de  Vizcaya» 
bajo  los  linderos  que  designaba  en  debida  forma: 

Que  esta  solicitud  fué  admitida  en  el  mismo  dia  de  su  presenta'^ 
clon,  y  no  resulta  que  se  hicieran  las  publicaciones  por  edictos,  niea 
el  Boletín  oficial  que  aparece  unido  al  expediente,  si  bien  consta  de 
un  decreto  del  Gobernador  de  la  provincia  que  se  cumplieron,  estas 
formalidades  sin  que  se  presentare  oposición  alguna. 

En  1.**  de  Setiembre  de  1875  solicitó  D.  Francisco  Tipalar  con  el 
nombre  de  Resignación  el  registro  de  16  pertenencias  de  mineral  de 
hierro,  haciendo  la  misma  designación  de  linderos  que  el  anterior,  cu- 
ya cancelación  solicitó  por  no  haberse  concedido  la  propiedad  de  la 
mina  dentro  del  término  fijado  por  el  art.  15  del  decretq-ley  de  bases 
generales,  ni  haber  usado  el  peticionario  el  derecho  que  le  concede  la 
4lécimasexta  disposición  délas  generales  del  reglamento. 

£n  d  de  Diciembre  siguiente  se  hizo  constar  porD.  Francisco  Ti|^u-^ 


—  sil- 
lar que  había  cedido  sus  derechos  al  registro  Resignación  ea  fairor  de 
b.  Manael  Bengoa  y  D.  Cesáreo  Cerrajería;  y  eo  17  del  mismo  mes  los 
noevos  propietarios  solicitaroo  la  demarcación  de  las  16  perteoencias 
qne  teDian  pedidas. 

£1  Gobernador  por  decteto  de  17  de  Junio  de  1874  declaró  fenecido 
y  cancelado  el  expediente  del  registro  Providencia^  y  mandó  ultimar 
eo  forma  legal  el  nombrado  Resignación, 

Este  acuerdóse  notiOcó  al  interesado  de  la  mina  Providencia  en  2 
de  Julio  siguiente,  y  enM5  del  mismo  mes  acudió  D.  Antonio  Hurtado 
en  alzada  ante  ese  Ministerio,  solicitando  la  revocación  def  acuerdo  de 
17  de  Junio  anterior;  y  oida  la  Junta  superior  facultativa  de  Minas,  fué 
revocado  el  citado  acuerdo  por  Real  orden  de  11  de  Agosto  último,  por 
la  que  se  mandó  ultimar  en  legal  forma  el  expediente  del  registro  PrO" 
videncia^  y  que  quedase  cancelado  el  del  llamado  Resignación, 

Contra  esta  Real  orden  presentó  demanda  D.  Francisco  de  Paula 
Canalejas,  en  nombre  de  D.  Cesáreo  Cerrajerrfa,  solicitando  se  decla- 
rase procedente  la  via  contenciosa  y  en  su  dia  se  consultase  la  revoca- 
ción de  la  citada  Real  orden;  aduce  como  fundamento  de  derecho  en 
favor  de  la  procedencia  que  la  Real  orden  impugnada  es  definitiva  y 
causa  estado,  y  que  la  jurisprudencia  ha  declarado  admisibles  las  de- 
mandas de  esta  índole. 

El  Fiscal  de  S.  M.  solicita  que  se  declare  inadmisible  esta  demanda, 
por  no  ser  la  orden  impugnada  definitiva,  ni  estar  el  caso  que  la  origi- 
na comprendido  en  los  artículos  89  de  la  ley  y  86  del  reglamento,  y 
ser  jurisprudencia  constante  el  consultar  la  inadmisión  de  demandas 
como  la  presente. 

Vistos  los  antecedentes  expuestos: 

Considerando  que  el  caso  que  origina  la  presente  demanda  no  se 
halla  comprendido  entre  los  que  taxativamente  determina  el  art.  89  de 
la  ley  de  Minas  de  4  de  Marzo  de  1868,  ni  en  los  consignados  en  el  86 
del  reglamento  para  su  ejecución: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  31  de  Julio  ultimo,  actualmente 
impugnada,  no  tiene  el  carácter  de  definitiva,  puesto  que  al  decretarse 
por  el  Ministerio  de  Fomento  la  concesión  de  la  propiedad  de  la  mina 
que  hoy  se  cuestiona,  ha  de  conocer  del  expediente  cuya  fenecimiento 
y  cancelación  ha  sido  decretado,  así  como  de  todas  las  oposiciones,, 
reclamaciones  é  incidencias  que  se  promuevan,  para  apreciar  en  su 
vista  cuál  de  los  interesados  ostenta  mejor  derecho: 

Considerando  que  el  demandante  0.  Cesáreo  Cerrajería  se  halla  fa- 
cultado, por  lo  tanto,  fundándose  en  su  titulo  de  peticionario  de  la 
mina  Resignación,  para  oponerse  á  todos  los  actos  de  la  Administra- 
ción activa  que  se  dirijan  á  otorgarla  concesión  de  la  propiedad  d'»** 
titulada  Providencia,  pudiendoen  su  caso  y  lugar  promover  el ' 
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so  contencioso  contra  la  órdea  qae  en  deñnitiva  conceda  la  propiedad 
deia  expresada  mina,  ó  de  otra  que  con  distinto  nombre  venga  ásxiS* 
tituirla  si  con  dicha  óf  den  juzga  lastimados  sus  derechos,  al  tenor  de 
lo  determinado  en  el  articulo  90  de  la  vigente  ley  de  Minas: 

Considerando  que  no  puede  contrariar  esta  doctrina  el  fundamento 
de  que  cuando  se  declara  fenecido  un  expediente  de  registróla  Admt* 
nistracion  no  puede  ya  volver  sobre  su  acuerdo,  ptieslo  que  de  ser  asi 
no  tendria  razón  legal  Is^  disposición  9/  de  las  generales  dei  reglamen- 
to* que  ordena  la  unión  al  expediente  en  curso  de  ios  aoieriorméntli 
anulados  ó  cancelados: 

Considerando,  por  último,  que  las  prescripciones  déla  ley  7  regía?- 
mento  referentes  á  tos  moiivos  que  producen  la  via  contencioso-admi- 
nistrativa  en  cuestiones  de  minas,  no  han  sufrido  alteración  algpnna 
por  las  bases  generales  para  la  nueva  legislación  del  ramo  de  29  de  K- 
ciembre  de  1868.  habiendo  sido  por  el  contrarío  declaradas  subsisten- 
tes en  el  articulo  32  de  las  referidas  bases; 

La  Sala,  de  acuerdo  con  lo  informado  por  el  Fiscal  de  S.  M.«  es  de 
dictamen  que  puede  V.  E.  declarar  improcedente  la  via  contenciosa 
para  la  demanda  de  que  deja  hecho  mérito.» 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  con  el  preinserto  dicta- 
men, de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocimiento,  el 
de  la  Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  mu&hos  años.  Madrid 
45  de  Marzo  de  i 876. 

C.  EL  Conde  db  Torero. 
Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

{Gaceta  de  20  de  Marzo  de  4876;. 


Resolución  en  la  demanda  presentada  solidíandolarevoca-'. 
cion  de  la  orden  que  mandó  cancelar  el  expediente  del  re- 
gistro  minero  G regoria . 

Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  codt 
sultado  á  este  Ministerio,  con  fecha  14  del  mes  anterior,  lo  siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  visto  la  demanda  pre« 
sentada  por  el  Licenciado  D.  Nemesio  Cornejo,  en  nombre  de  D.  Juan 
Celis  y  Macho  (hoy  sus  herederos),  contra  la  Administración  general 
4e\  Estado,  solicitando  la  revocación  de  la  orden  del  Presidente  del  Po  *- 
der  Ejecutivo  de  10  de  Setiembre  de  1874,  qu@  mandó  cancelar  el  ex* 
pediente  del  registro  minero  Gregaria  y  continuar  su  curso  el  dend' 
minado  Engaño: 

De  los  expedientes  gubernativos  unidos  á  la  demanda  resulta:        ) 

Que  con  fecha  4  de  Marzo  de  1872  solicitó  D.  Saturnino  Saniibañeisj 
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con  el  nombre  de  Etigúño,  un  registra  dé  12  peHenencias  dfí  míDeral 
de  hierro,  cuyos  linderos  desigod,  y  que,  admitida  la  solicitud  y  he« 
chfvs  las  piiblicacioues  que  la  ley  establece,  se  pasó  el  expediente  al 
Ingeniero  Jefe  para  que  practicase  la  demarcaciorii  con  fecha  6  de  Ja- 
Dio  del  mismo  año,  y  en  17  de  Julio  del  siguiente  reclamó  el  peticio- 
nario contra  la  morosidad  déla  Administración. 

Eo  il>  de  Agosto  siguiente  (4873)  soliciló  D.  Juan  €elis  y  Macho  el 
registro  con  el  nombre  de  Gregoria  de  las  42  perteneocias  de  mineral 
de  hierro  qae  constituían  el  registro  Engaño,  y  el  Gobernador  de  la 
provincia,  por  decreto  de  47  de  Junio  de  4874,  declaró  cancelado  el  re* 
gistro  En§año  j  admitió  el  presentado  con  el  nombre  de  Gregaria, 

D.  Saturnino  Santibafiez  solicitó  por  medio  de  su  apoderado  que  el 
Gobernador  reTocase  su  acuerdo,  por  existir  error  en  los  hechos  en 
que  se  apoyaba;  y  que  de  no  hacerlo  así,  remitiera  el  expediente  al  Mi* 
nisteiio  del  digno  cargo  de  V.  E.  para  que  por  su  autoridad  fuese  re- 
vocada. 

Remitido  el  expediente,  se  oyó  la  Junta  superior  coosuUif  a  del  ra- 
mo, y  de  conformidad  con  su  dictamen  se  dictó  la  orden  de  40  de  Se- 
tiembre de  4874  revocando  el  acuerdo  apelado,  y  disponiendo  que  que- 
dase cancelado  el  expediente  del  registro  Gregoria  y  8iguiese,su  curso 
el  de  Ergaño;  y  esta  resolución  fué  notiíicada  al  D.  Juan  Celis  en  8  de 
Gciubre  siguiente. 

Contra  esta  orden  presentó  demanda  ante  el  Tribunal  Supremo  Don 
Juan  Celis  y  Macho  en  2  de  Diciembre  de  4874;  y  Tenidos  los  antece- 
dentes á  este  Consejo,  la  Sección  acordó  que  acreditase  su  represen- 
tación por  medio  de  Letrado,  y  confirió  poder  á  D.  Nemesio  Cornejo, 
que  ha  si<io  confirmado  en  ella  por  los  herederos  del  D.  Juan  Celis. 

Fúndase  la  demanda  en  que  el  peticionario  de  la  mina  Evgaño  dejó 
de  cumplir  lo  prescrito  en  H  disposición  46  de  las  generales  del  re- 
glamento; y  el  Fiscal  de  S.  M.  se  opone  é  su  admisión,  por  estar  pre- 
sentada fuera  del  plazo  fatal  de  los  30  días  que  marca  la  ley  para  in- 
terponer eiíta  clase  de  recursos. 

Vistos  los  antecedentes  reseñados: 

Visto  el  art.  91  de  la  ley  de  4  dd  Marzo  de  4868,  que  fija  el  término 
de  30  días  para  entablar  el  recurso  contencioso  ante  el  Concejo  de  Es- 
tado: . 

Visto  el  primer  párrafo  del  art.  86  del  reglamento,  en  el  que  se 
dispone  que  el  término  de  los  30  días  fijado  por  el  art.  94  de  la  ley  para 
promover  el  expresado  recurso  se  cootará,  según  los  casos,  desde  la 
fecha  de  la  notificación  ó  de  la  publicación  délas  Reales  órdenes  eu  el 
Boléiin  ofidal  de  la  provincia  hasta  el  dia  en  que'se  haga  la  presen- 
tación en  la  Secretaría  general  del  Consejo  de  Estado: 

Vistas  las  disposiciones  2.^  y  3.'  de  las  generales  del  mismo  regla- 
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mentó,  que  prescriben  que  los  plazos  eu  mi  nería  son  improrogablet  y 
fatales,  comprendiéndolos  días  festivos,  y  empezando  á  contarse  des» 
de  el  día  siguiente  al  en  que  baya  tenido  lugar  la  notificación  adminis- 
trativa, cuando  los  interesados  ó  sus  representantes  residan  en  la  res- 
pectiva capital»  y  que  dichas  notificaciones  administrativas  podrán  ha- 
cerse por  cualquier  empleado  ó  agente  de  la  A.utoridad  á  quien  losGo- 
bernadores  den  este  encargo,  firmando  el  interesado,  ó  dos  testigos  si 
no  supiere  escribir  ó  se  negase  á  firmar: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  iO  de  Setiembre  de  1874,  por  la 
que  se  revocó  el  acuerdo  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Vizcaya  de 
17  de  Junio  de  1874«  que  habla  declarado  subsistente  el  registro  déla 
mina  llamada  Gregaria  y  cancelado  el  denominado  Engaño ,  fué  noti- 
ficada á  D.  Juan  de  Gelis  en  8  de  Octubre  del  mismo  año  de  1874,  apa- 
reciendo suscrita  por  el  mismo  la  diligencia  de  notificación  que  obra 
en  el  expediento  gubernativo: 

Considerando  que  la  demanda  entablada  por  el  registrador  de  la 
mrna  Gregaria  se  presentó  en  la  Secretaria  del  Tribunal  Supremo  el 
dia  2  de  Diciembre  siguiocte,  cuando  hablan  trascurrido  ya  coa  mucho 
exceso  los  50  dias -fijados  en  el  art.  91  de  la  ley  para  interponer  las  de 
su  clase»  no  pudiendo,  por  tanto,  apreciarse  dicha  demanda  como  de- 
ducida en  tiempo  hábil: 

La  Sala,  de  conformidad  con  el  Fiscal  de  S.  M.,  opina  que  no  pro- 
cede la  admisión  de  esta  demanda.» 

Y  conformándose  S.  Al.  el  Rey  (Q.  D.  6.)  con  el  preinserto  dictamen, 
de  su,  Real  orden  lo  comunico  á  V.  £.  para  su  conocimiento,  el  de  la 
Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  .Madrid  13  de 
Marzo  de  1870. 

C.  EL  COHDE  DE  TOREKO. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gacela  de  2,0  de  Marzo  de  1876). 


Resolución  en  ta  demanda  presentada  en  solicitud  de  que  se 
revoque  la  Real  orden  que  confirmó  el  decreto  del  Goberna- 
dor de  Vizcaya  desestimando  la  pretensión  del  registro 
Fortiioa. 

Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  con« 
suliado  á  este  Ministerio,  con  fecha  26  del  mes  anterior,  lo  siguiente: 

•  Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  visto  la  demanda,  de 
que  es  adjunta  copia,  presentada  por  el  Licenciado  D.  ioaquin  Lopes 
Paigcerber,  en  nombre  de  D.  Rafael  Ariza  y  Espejo,  con  la  solicitud  de 
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qué  $e  revoque  la  Real  orden  de  10  de  Mayo  úUimg,  que  coollrmó  el 
decreto  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Vizcaya  de  27  de  Enero  de 
1875,  por  el  que  se  desestimó  la  preteo«ion  del  registro  Fortuna* 

De  los  expedientes  gubernativos  unidos  á  la  demanda  resulta: 

Que  en  18  de  Julio  de  1870  solicitó  D.  Ramón  Pérez  del  Molino,  por 
medio  de  su  apoder&do  D.  Eduardo  Aznar,el  registro  de  150  pertenen- 
cias de  mineral  de  hierro,  que  Itevarian  el  nombre  de  üatalinat  hizo 
la  designación  de  linderos  que  manda  la  ley»  y  cumplidos  todos  loa 
trámites  y  formalidades  qué  la  misma  establece,  se  entregó  al  registra- 
dor el  titulo  de  propiedad  de  la  mina  con  fatba  26  de  Octubre  de  1871 . 

En  9  de  Agosto  de  1872  solicitó  el  propietario  de  la  referida  mina 
Catalina  que  se  rectificase  la  demarcación  para  evitar  superposicionea 
con  la  mina  Safo  y  la  existencia  de  espacios  francos  innecesarios;  j 
practicada  esta  nueva  operación  se  devolvió  el  expediente  al  Gober* 
nador  de  la  provincia  en  26  de  Diciembre  de  1874. 

Con  el  nombre  de  Fortuna  solicitó  D.  Rafael  Ariza  en  27  de  Enero 
de  1875  las  150  pertenencias  que  cbnstituian  la  mina  Catalina^  enyá 
concesión  debia  declararse  caducada  por  adolecer  el' expediente  da 
▼icios  de  nulidad,  habiéndose  decretado  por  el  Gobernador  en  k  miü- 
ma  fecha  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  nuevo  registro  ni  á  la  ca- 
ducidad de  la  mina  Catalina, 

Contra  este  acuerdo  interpuso  0.  Rafael  Ariza  recurso  de  alzada 
para  ante  ese  Ministerio,  el  que  previa  audiencia  de  la  Junta  superior 
facultativa  de  Minas  y  de  conformidad  con  su  dictamen,  expidió  la 
Real  orden  de  10  de  Mayo  último,  por  la  que«  confirmando  el  decreto 
del  Gobernador  de  la  provincia  de  Vizcaya,  que  habia  denegado  la  ad- 
misión del  registro  Fortuna^  mandó  que  se  cumpliese  lo  establecido 
en  la  undécima  disposición  délas  generales  del  reglamento  de  24  de 
Junio  de  1868  en  la  parte  de  anotación  oportuna  en  el  expediente  y  ti- 
tulo de  propiedad  áe  lamina  Catalina  de  la  rectificación  hecha,  reco- 
giéndose el  primitivo  plano  y  sustituyéndolo  con  el  de  la  reqtificacion. 

Contra  la  citada  Real  orden  ha  interpuesto  demanda  D.  Rafael  Ari- 
za, y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  Joaquín  López  Puigcerber,  pi- 
diendo que  se  consulte  su  revocación,  una  vez  declarada  la  proceden* 
cía  de  la  vía  contenciosa,  que  apoya  en  los  artículos  89  de  la  ley  y  88 
del  reglamento. 

El  Fiscal  de  S.  M.,  que  ha  sido  oído  en  cumplimiento  del  ait.  7/ 
del  decreto  de  11  de  Febrero  de  1875,  se  opone  á  la  admisión  de  esta 
demanda  por  no  estar  el  caso  que  la  origina  comprendido  entre  loa 
que  determinan  los  artículos  89  de  la  ley  y  86  del  reglamento ,  ni  te- 
ner el  demandante  personalidad  para  impugnar  la  concesión  de  la  mina 
Catalina,  por  no  haber  intervenido  en  el  expediente  de ia  citada  mina. 

Viatos  los  antecedentes  expuestos,  y  los  artículos  89  de  la  ley  de  4 


do  Marzo  de  4868  y  86  del  reglamento  de  24  de  Junio  del  mismo  anoe 
GoDsideraodo  qae  una  vez  otorgadas  Ifts  coocesione?  mitieras,  y 
entregados  los  títulos  de  propiedad  á  ios  concesionarios,  ya  no  se  pue- 
den discutir  los  vicios  que  se  supongan  cometidos  en  la  ins.truccioa 
de  los  expedientes  respectivos  ó  dichas  concesiones,  por  haber  tras- 
currido los  términos  que  la  ley  y  el  reglamento  conceden  para  presen- 
tar las  oposiciones  de  terceros  interesados,  y  porque  aquellos  títulos 
constituyen  una  ejecutoria  que  la  Administración  no  puede  invalidar 
oi  declarar  sin  efecto  sino  por  falla  de  pago  del  canon  correspondien- 
te, según  lo  establecido  en  las  bases  generales  de  29  de  Dijsiembre  de 
4868: 

Considerando  que  la  demanda  promovida  en  nombre  de  D.  Rafael 
Ariza  contra  la  orden  de  iO  de  Mayo  de  1875,  viene  aboyada  más  esan  - 
cialmeote  eo  los  vicios  que  supone  el  demandante  existen  en  el  expe- 
diente de  concesión  de  la  mina  Calalina,  que  ha  denunciado  tres  años 
después  de  haberse  entregado  al  registrador  de  dicha  mina  el  tliulo 
de  propiedad,  y  qun  no  resulta  que  el  referido  Ariza  haya  hecho  méri- 
to de  los  indicados  vicios  en  el  tiempo  y  forma  que  la  ley  le  concedía 
para  promover  sus  oposiciones  contra  la  concesión  de  la  mina  CaUí' 
lina: 

Y  considerando  que  la  Real  orden  impugnada  no  ha  lesionado  dere- 
cho algUQO  preexistente  del  demandante,  puesto  que  ninguno  tenia  ni 
podia  ostentar  á  que  se  le  admitiese  el  registro  que  con  el  título  de  For- 
tuna ha  pretendido  sobre  terrenos  que  veuian  ya  constituyendo  una  pro* 
piedad  minera  escudada  eo  la  ley,  no  hallándose  tampoco  el  caso  de 
la  demanda  entre  los  que  taxativamente  determina  el  art.  89  de  la  de 
4  de  Marzo  de  1868.  ni  en  los  consignados  en  el  86  del  reglamento 
dictado  para  la  ejecución  de  la  misma; 

La  Sala  opina  que  no  procede  la  via  contenciosa  para  la  demanda  áe 
que  deja  hecho  Writo.» 

V  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.}  con  el  preinserto  dicta- 
men, de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocimiento,  el 
de  la  Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  G.  muchos  años.  Madrid 

13  de  Marzo  de  4876. 

C.  EL  Conde  de  Toreno. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

{Gaceta  de  20  de  Marz(k  de  4876). 
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Resolución  en  el  recurso  de  apelación  interpuesto  solicitando 
la  revocación  del  acuerdo  del  Gobernador  de  Ciudad-Real 
por  el  que  se  declaró  no  haber  lugar  a  la  demanda  conten^ 
ciosa  interpuesta  contra  la  providencia  que  dispuso  la  ca- 
ducidad de  varias  concesiones  mineras, 

Eicrno  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  e^e  altoCaerpo  ha  con* 
saltado  á  e&te  llinislerio  con  íccha  i 5  de  Enero  ultimo  lo  sigiiieDté: 

•  Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  visto  el  recurso  de  ape«^ 
larion  interpuesto  por  el  Licenciado  D.  José  Marfa  Fernandez  de  la  Hoz» 
en  nombre  de  I).  Ramón  de  Torres  y  Cedes,  solicitando  la  revocación 
de  un  acuerdo  del  Goberna  dor  de  Ciudad-Rea!,  diclado  en  26  de  Junio 
de  4U75,  por  el  que  se  decl  aró  no  haber  lugar  á  la  admisión  déla  de* 
manda  contenciosa  interpuesta  ante  la  Comisión  pr  rmanente  de  la  Dlpo* 
Ucioii  provÍDc«al  contra  una  providencia  déla  citada  Autoridad,  por  la 
caal  se  tiispu^o  la  caducidad  de  varias  concesiones  mineras* 
De  sus  antecedentes  re^ulta: 

Que  en  25  de  Octubre  de  1874  recurrió  D.  Rafael  Ubeda  al  Goberna- 
tkM*  de  la  provincia  de  Giadad-Real  en  solicitud  de  que  se  declarase  ¡a 
caducidad  de  varias  concesiones  mineras,  pertenecientes  á  D.  Ramón 
Torres  y  Codes,  y  89  s^acasen.  á  pdblica  subasta  según  lo  dispuesto  en 
el  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  4868,  fundándose  en  que  el  coa* 
cesionario  adeudaba  á  la  Hacienda  el  canon  respectivo  por  mayor 
tiempo  que  el  determinado  en  el  art.  23  del  citado  decreto-ley: 

Que  según  informe  del  Administrador  económico  de  la  provincia, 
fequerido  al  efecto  por  el  Gobernador,  la  existencia  del  débito  denun* 
fiado  era  cii^rta,  alcanzándola  cattidad  adeudada  á  la  suma  de  24.171 
pe«etas  45  céntimos,  correspondientes  á  los  anos  de  4872  73,  4873-74  y 
4974*75,  CU)  a  realización  no  había  podido  hacene  efectiva  á  pesar  de  las 
gestiones  que  se  venian  practicando  desde  Mayo  de  4873;  y  en  su  virtud 
«e  eropexó  la  instrucción  del  procedimiento  •administrativo  contra  el 
deudor  D.*  Ramón  Torres  y  Codes,  remitiéndose  por  el  administrador 
económico  de  Córdoba  al  de  Madrid  una  certificación  comprensiva  del 
descubierto  para  que  se  expidiese  contra  el  referido  sujeto  la  comisión 
ejecutiva  de  apremio,  puesto  que  dicho  interesado  se  hallaba  en  la  ac- 
tualMad  en  la  expresada  capital: 

Que  veriticado  así,  y  hechas  las  debidas  notificaciones  al  deudor 
en  28  de  Diciembre  de  1874 y  9  de  Enero  de  4875  requiriéadole  al  pa- 
gOy  manifestó  que  no  podía  cumplir  por  entonces  con  su  compromiso 
porque,  hallándose  temporalmente  en  Madrid,  no  tenia  medios  para  el 
•boHo  de  la  suma  que  se  le  reclamaba,  y  que  lo  verificaría  cuando  re- 
gresase i  su  domicilio  en  Córdoba: 
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'  Que  en  vista  de  este  resoltado  y  de  la  reclamación  promovida  por 
D.  Rafael  Ubeda,  se  dictó  por  el  Gobernador  de  Ciudad-Real  en  3  de 
Febrero  de  |}]75  providencia  deélarando  caducadas  las  concesiones 
mineras  otorgadas  á  D.  Ramón  Torres  y  Codes  por  adeudar  al  venci- 
miento del  segundo  trimestre  del  año  econóipico  más  de  una  anualidad 
del  canon  respectivo;  ordenando  á  la  vez  que  por  el  Ingeniero  Jefe  del 
distrito  se  formulasen  los  correspondientes  pliegos  de  condiciones  fa- 
cultativas y  económicas  á  los  efectos  del  párrafo  segundo  del  art.  23  de 
las  bases  generales  de  29  de  Diciembre  de  1868,  contra  cuyo  acuerda 
se  alzó  el  interesado  para  ante  ese  Ministerio,  apareciendo  que  su  es- 
crito y  el  expediente  de  so  razón  fueran  remitidos  al  expresado  depar- 
tamento en  16  del  mismo  me*s  de  Febrero: 

Que  con  fecha  20  de  Abril  sucesivo,  y  á  solicitud  del  recurrente,  se 
devolvieron  al  Gobernador  de  Ciudad-Real  el  expediente  y  recurso  de 
-alzada  promovido  á  fln  deque  se  dirigiesen  á  la  Diputación  provincial 
para  que  la  Comisión  permanente  de  la  misma  conociese  de  la  deman- 
da contencioso-administrativa  que  aquel  habia  manifestado  intentaba 
promover  contra  el  acuerdo  del  Gobernador  de  3  de  Febrero: 

Que  en  20  de  Mayo  inmediato  presentó  demanda  contenciosa  ante  la 
expresada  Comisión  D.  Pedro  Lasanta,  en  nombre  de  D.  Ramón  Tor- 
res y  Codes,  solicitando  que  se  declarase  nulo  el  expediente  instrui- 
do á  virtud  de  la  denuncia  de  D.  Rafael  Ubeda;  y  cuando  asi  no  fuere» 
^ue  se  revocase  y  reformase  el  fallo  dictado  por  el  Gobernador  decla- 
irándolo  sin  efecto,  asi  como  todo  lo  diligenciado  para  su  cumpli- 
miento: 

Que  la  Comisión  permanente  de  la  Diputación  provincial,  teniendo 
en  cuenta  que  la  demanda  habia  sido  interpuesta  fuera  de  tiempo  hábil» 
acordó  que  no  habia  lugar  á  darla  curso;  y  que  cumplidos  posterior* 
mente  ciertos  trámites  requeridos  por  la  Sección  de  lo  Contencioso  do' 
este  Consejo,  á  tenor  át  lo  prescrito  en  el  art.  93  de  la  ley  de  gobierno 
y. administración  provincial  de  24  de  Setiembre  de  1863,  el  Goberna- 
dor de  Ciudad-Real,  de  acuerdo  con  lo  informado  por  la  Comisión  per- 
manente, dictó  providencia  en  26  de  Jumo  de  1875  denegando  la  ad- 
misión déla  demanda  contenciosa  por  no  haber  sido  presentada  ded- 
tro  del  término  de  30  diasque  determina  el  art.  93  de  la  ley  de  25  do 
Setiembre  de  1865,  y  el  párrafo  tercero  del  83  del  reglamento  para  la 
ejecución  de  laley  de  minas  de  4  de  Marzo  de  1868;  contra  cuya  pro* 
videncia  interpuso  recurso  de  apelación  para  ante  este  Consejo  el  de- 
mandante agraviado: 

Que  mejorando  el  recorso  de  apelación,  el  Licenciado  D.  José  María 
Fernandez  de  la  Hoz,  en  nombre  de  D.  Ramón  Torrea  y  Codes,  solicittf 
la  revocación  de  la  providencia  impugnada,  y  que  se  declarase  admisi- 
ble el  recurso  contencioso  promovido  ante  la  Comisión  permaoeote 
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contra  lo  resuelto  por  el  GoberDsdor  de  Ciudad-Real  en  3 de  Febrero  ' 
de  4875  como  ÍQterpue<to  en  tiempo;  é  ilegal  é  improcedente  ia  nulidad 
de  las  concesiones  mineras  decretada  por  el  expresado  Gobernador, 
presentando  como  fundamento  de  su  solicitud: 

Que  el  decreto  ley  de  bases  generales  de  29  de  Diciembre  de  1868 
declara  que  las  concesioaes  mineras  constituyen  una  propiedad,  de 
que  sus  dueños  no  pueden  ser  despojados  mientras  que  paguen  el  ca- 
non establecido;  y  que  habiéndose  admitido  la  denuncia  de  D.  Rafael 
übeda  contra  lo  dispuesto  en  aqcel,  y  procedido  administrativamente 
á  virtud  de  ella,  ha  sido  infringido  en  su  letra  y  eu  su  espíritu  el  ex- 
presado decreto  ley: 

Que  las  declaraciones  de  nulidad,  según  el  mismo,  deben  de  re* 
caer,  no  sobre  la  generalid<id  de  cuantas  concesiones  estén  hechas  á 
una  persona,  sino  que  subrecada  una  de  las  mismas  debe  dictarse  una 
declaración;  y  habiéndose  decretado  las  de  todas  á  la  vez  como  medi- 
da general  ^  acuerdo  del  Gobernador  adolece  de  una  ilegalidad  evi- 
dente: 

Que  el  art.  25  de  la  ley  de  bases  exige  para  la  declaración  de  nuli- 
dad que,  perseguido  el  dueño  por  la  via  de  apremio,  no  satisfaga  en 
el  término  de  15  dias  \p  que  adeuda  ó  resulte  insolvente;  y  en  elpre» 
seite  caso,  coando  se  declaró  la  caducidad,  si  bien  habia  sido  requeri- 
do al  pago  D.  Ramón  Torres  y  Cedes,  no  se  habia  abierto  la  via  de 
apremio,  y  por  lo  tanto  es  ilegal  y  nula  la  refeiida  declaración: 

Que  interpuesto  el  recurso  de  alzada  y  presentado  al  Gobernador, 
debió  remitirle  á  la  Comisión  provincial,  supuesto  que  era  ante  la  que 
procedía  la  via  contencioso-admioistrativa,  en  vez  de  enviarle  al  Mi- 
nisterio sin  otra  razón  que  la  de  que  al  parecer  iba  dirigido  al  Exce- 
lentísimo Sr.  Ilioistro  de  Fomento: 

Qué  el  acuerdo  adoptado  por  un  Gobernador  sobre  declaración  de 
caducidad  de  una  mina  no  debe  considerarse  consentido  cuando  es 
reclamado  dentro  del  término  que  la  ley  al  efecto  concede;  y  que  las 
dilaciones  ministeriales  en  resolver  una  instancia  que  equivocadamen- 
te haya  sido  dirigida  al  Ministerio  no  deben  de  perjudicar  á  quien  ha- 
ga la  reclamación;  y  que  de  no  haberse  detenido  en  el  Ministerio  de 
Fomento  cerca  de  dos  meses  el  recurso  de  alzada  interpuesto  por  el  Se- 
ñor Torres  y  Codes,  todavía  habría  sobrado  tiempo  á  éste  para  acudir 
dentro  de  término  á  la  Comisión  provincial;  debiendo  sin  embargo 
considerarse  como  promovido  el  recurso  contencioso  dentro  del  plaze, 
puesto  que  la  alzada  presentada  ante  el  Gobernador  debió  apreciarla 
éste  en  su  verdadero  sentido  y  remitirla  á  la  referida  Comisión  pro- 
vincial. 

Y  que  contestando  al  recurso  el  Fiscal  de  S.  M.,  ha  consultado  la 
confirmación  de  la  providencia  del  Gobernador  de  la  provincia  de 


Ciudad-'Real  de26  de  Junio  de  1875,  por  la  que  negó  la  admisioQ  de  la 
demanda  intealada  ante  la  Comisión  permanente  de  la  Diputación  pro- 
vincial, fundándose: 

En  qi:e  dicha  demanda  fué  interpuesta  fuera  d^  tiemptvhábil,  pues- 
to que  notificada  la  providencia  del  Gobernador  en  3  de  Febrero  de 
4875,  el  escrito  de  alzada  ante  la  Comisión,  su-^erito  por  D.  Pedro  La- 
sante, lleva  la  fecba  de  !20  de  Mayo  siguiente;  es  decir,  pasados  los  50 
diasque  requieren  la  ley  y  reglamento  de  minas  vigente  y  la  ley  de  los 
Consejos  provinciales  de  25  de  Setiembre  de  i863: 

En  que  las  razones  aducidas  por  la  representación  del  apegante,  re- 
ferentes á  errores  de  apreciación  del  Gobernador  sobre  ei  carácter  del 
recurso  de  alzada  del  Sr.  Torres  y  Codes,  y  á  lentitudes  del  Ministeria 
de  Fomento,  asi  como  la  ignorancia  del  derecho  por  p/irte  de  este  in- 
teresado, no  alcanzan  á  justificar  que  se  revoque  el  acuerdo  del  Gober- 
nador y  de  la  Comisión  permanente  negando  la  admisión  de  la  de*^^ 
manda  por  estemporánca: 

En  que  concretada  la  cuestión  á  este  punto,  todo  lo  dem«is  refecen-i 
te  á  las- disposiciones  que  garantizan  la  propiedad  minera,  y  á  los  vi- 
cies de  forma  que  contenga  la  resolución  é  acuerdo  del  Gol^ernador 
declarando  la  caducidad  de  las  concesiones  mineras  de  0.  Rarnoo  Tor- 
res y  Codes,  no  es  de  este  lugar;  pudiendo  ser  muy  bien  que  acerba 
de  ello  quepa  la  acción  de  la  autoridad  ministerial: 

En  que  no  puede  tenerse  por  razón  de  término,  como  presentado  á 
.  la  Comisión  permanente,  lo  que  se  ha  dirigido  con  deliberada  y  cum- 
plida intenciona  otra  dependencia  pública; 

Y  en  que  las  cuestiones  referentes  al  trascurso  de  los  términos,  ira- 
prorogables  y  fatales  para  acudir  á  la  via  contenciosa  aoa  de  estricta  in- 
terpretación, no  pudiendo  ampliarse  por  razón  alguna,  ni  de  fondo  ni 
de  forma;  debiendo  de  tenerse  en  cuenta  que  cuantas  mayores  gaian- 
tias  otorgue  la  ley  á  la  propiedad  minera,  mis  interés  ti^ne  el  Estada 
en  mostrarse  ioflexit)le  para  el  cumplimiento  de  la  misma  l^y,  sobre 
todo  en  materia  de  impuestos. 

Visto  el  art.  23  del  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  1868,  que 
determina  la  caducidad  de  las  concesiones  mineras  por  no  satisfacer  él 
concesionario  el  importe  de  un  a^o  del  canon  que  le  corresponda: 

Visto  el  art.  68  de  la  ley  de  minas  de  4  de  Marzo  de  1868  y  el  83^ 
del  reglamento  para  su  ejecución,  que  fijan  el  término  de  3()  dias  para 
recurrir  en  via  contenciosa  ante  el  Consejo  provincial,  hoy  Comisión 
permanente  de  la  Diputación,  contra  los  acuerdos  de  los  Gobernadores 
por  los  que  se  declara  la  caducidad  de  las  concesiones  mineras: 

Vi$to  el  art.  93  de  la  ley  de  gobierno  y  administración  de  las  pro« 
viticias  de  25  dé  Setiembre  de  1863,  según  el  ctial  las  demandas  ame 
loe  Consejos  provinciales  se  presentarán  en  el  término  iaD|u:orogad>le» 
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de  30  días,  qoe  empezarán  á  contarse  respecto  de  las  de  los  particula- 
res y  corporaciones  djesde  el  dia  siguiente  al  de  la  notiQcacioQ'  admi- 
nistrativa de'ia  providencia  reclamable: 

Visto  el  art.  94  de  la  citada  ley,  que  determínala  jurisdicción  para 
conocer  y  resolver  de  los  recursos  qué  se  intentaren  contra  las  resolu- 
*  clones  de  los  Gobernadores  que  denegaren  la  procedencia  de  la  via 
contenciosa  para  las  demandas  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior: 

Considerando  que  la  cuestión  suscitada  por  virtud  de  la  inadmi- 
lion  de  la  demanda  inter  puesta  por  D.  Ramón.  Torres  y  Codes  ante  la 
Comisión  permanente  déla  Diputación  provincial  de  Ciudad  Real,  úni- 
ca que  puede  ventilarse  en  el  actual  recurso  de  apelación,  es  la  refe- 
rente á  si  aquella  demanda  fué  ó  no  presentada  dentro  del  término 
requerido  por  la  ley  de  minería  y  su  reglamento,  y  por  la  de  gobierno 
y  administración  de  las  provincias  de  25  de  Setiembre  de  f  865: 

Considerando  que  aparece  suficientemente  justificado  en  el  expe- 
diente gubernativo  instruido  sobre  caducidad  de  las  concesiones  mi- 
neras pertenecientes  al  reclamante  que  dicha  demanda  fué  intentada 
trascorridos  los  SOdias  señalados  para  los  recursos  de  su  clase,  puesto 
que  habiendo  sido  notificada  la  providencia  del  Gobernador  que  se  re* 
clamaba  en  3  de  Febrero  de  4875,  el  escrito  de  la  representación  del  de- 
mandante lleva  la  fecha  de  20  de  Mayo  siguiente: 

Considerando  que  ni  el  error  de  derecho  padecido  por  D.  Ramón 
Torres  y  Codes  al  promover  su  recurso  de  alzada  ante  el  Ministerio  de 
Fomento,  e'n  yez  del  contencioso  ante  la  Comisión  permanente  de  la 
Diputación  provincial  que  las  leyes  le  concedian;  ni  la  apreciación  que 
el  Gobernador  de  Ciudbd-Real  pudo  hacer  del  carácter  del  expresado 
recurso  de  alzada;  ni  las  infracciones  que' se  suponen  cometidas  por  el 
citado  funcionario  en  su  providencia,  pueden  ser  objeto  de  decisión  en 
el  recurso  actualmente  sostenido,  teniendo  en  citen ta  que  en  él  sola- 
mente se  trata  de  la  fuerza  legal  del  acuerdo  denegatorio  de  la  admi- 
sión déla  demanda  intentada  en  20  de  Mayo  de  1875  ante  la  expresada 
corporación  provincial; 

Y  considerando,  por  último,  que  á  ese  Ministerio  corresponde  deci- 
dir gubernativamente  el  recurso  de  apelación  de  que  se  hace  mérito, 
según  lo  prescrito  en  el  artículo  94  de  la  ley  de  25  de  Setiembre  de 
1863, 

La  Sala  entiende  que  puede  V.  £.  confirmar  la  providencia  del  Go* 
bernador  de  Ciudad-Real  de  26  de  Junio  de  1875,  por  la  que  se  denegó 
la  admisión  de  la  demanda  contencioso- administrativa  interpuesta  an- 
te la  Comisión  permanente  de  la  Diputación  provincial  por  D.  Ramón 
Torres  y  Codes.» 

Y  conformándose  S.  M*  el  Rey  (Q.  D,  G.)  con  el  preinserto  dicta- 
men, de  su  Real  orden  lo  comunico  i  V.  E.  para  su  conocimiento,  el  de 
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la  Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  f7 

de  Marzo  de  1876. 

€.  EL  €oifDE  os  Tgebiio. 
Sr.  Presidente  del  Coos^o  de  Estado. 

(Gaceta  de  27  de  Marzo  de  4876;. 


Real  orden  alzando  la  suspensión  de  los  plazos  fatales  éint' 
prorogables  ^nlos  expeUientes  de  minas^  en  las  provmdas 
de  Vizcaya^  Guipúzcoa^  Álava,  Navarra  y  Burgos. 

limo.  Sr.:  Habiendo  desaparecido  felizmente  las  causas  que  inotiTar 
ron  la'suspensioQ  de  los  plazos  fatales  é  improrogables  en  U  tramita* 
cioo  de  los  eipedieotes  de  min»s  en  las  provincias  de  Vizcaya,  Gai- 
pdtcoa,  Álava,  Navarra  y  Burgos;  S/M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  faa  tenido  á 
bien  alzar  la  expresada  suspensión,  acordada  por  órdenes  del  Gobierob 
4ela  República  de  fecha  de  Vd  de  Noviembre  de  1873  y  I."*  de  Enero  de 
1674,  y  declarar  Oü  su  virtud  en  toda  su  fuerza  yTigor  desde  1/  dé 
Mayo  próximo  las  prescripciones  referentes  al  particular. 

De  Real  orden  lo. comunico  á  V.  I.  para  su  inteligencia  y  efectos 
consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  24  de  Marzo 
ée  1876. 

C.   TOAIEO. 

Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  de  50  de  Marzo  de  4876}. 


ñesolucion  en  la  demanda  interpuesta  sobre  revocación  de  la 
orden  que  dejS  en  suspenso  el  decreto  del  Gobernador  de 

.  Buelva  que  mandaba  otorgar  el  titulo  de  propiedad  de 
ciertos  terrenos  como  demasías  á  las  minas  Angelita  y  Ma- 
riquita. 

Bxttno.  Sr.  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  can- 
sullado  á  este  Ministerio,  con  fecha  4  del  actual,  lo  siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Conlencioso  ha  visto  la  demanda,  cuya 
copia  es  adjunta,  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  Francisco  Javier  de 
Pohl,  en  nombre  de  los  Sres.  Daguerre  DospUal  hermanos  de  Sevilla, 
eoAtra  la  Administración  general  del  Estado  sobre  revocación  tie  la 
órdea  del  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  expedida  por  el  Ministerio  de 
Fomento  en  45  de  Octubre  de  4874«  que  declaró  en  suspenso  el  decre* 
lo  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Hiielva  de  24  de  Marzo  anterior. 
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por  el  que>se  nuandaba  otorgar  el  Ululo  de  propiedad  i  favor  de  D.  Ki- 
Qolis  Oooradi  de  ciertos  terreóos  que  dicho  ioteresado  habla  preteacjii* 
do  como  deiaa«las  á  sus  minas  AngelHa  y  Mariquita. 

.Resulta  de  los  expedientes  gHberoativos  uoidos  i  la  demanda: 

Que  en  i7  de  Julio  de  4871  solicitó  D.  Nicolás  €onradi  del  Goberna- 
dor de  Huelva,  como  demasía  A  la  mina  de  su  propiedad  titnbda  Jfo* 
riquUa,  uufe^aoio  comprendido  entre  la  misma  jr  tas  pomjoaAvis.Das^ 
imido  y  DolorMa;  y  en  el  mismo  coacepto  para  agregar  ala  CQQOcidft 
por  Afi(^e/ii/a,  también  de.su  propiedad,  el  lespacip  que  separaba  i  f^ 
ía  ultima  de  la  Descuido;  cuyas  solicitudes,  después  de  informadas  por 
«liloganiero  atestiguando  la  existencia  de  terreno  franco,  fuecoo,8^4- 
fliitidas  y  publicadas  en  el. ^lok/ii»  de  la  provincia: 

Que  dentro  del  término  legal  se. presentaron  oposiciones  i. Ja  cop- 
«•sien  de  las  demasías,  una  por  D*.  i^ederico  Delgado  y  otra  por  los  S%- 
ooces  Daguerre  Dospital  herdianos,  de  Sevilla.  Funda  el  primero  su 
•Oposición  en  que  el  terreno  de  que  se  trata  se  tenia  anteriormente  pror 
tendido  con  el  nombre  de  {Etperamade  Soliel,  por  medio  de  los  r/^gi^- 
|^os•d^nuncias  de  la  mina  Coronada;  y  que  habiéndose  declarado  cia* 
ducada  ésta,  tenia  derecho  á  que  reapareciera  en  su  bvor  ^  mina  pri« 
mitiva  con  sus  dimensiones;  y  que  además iiabia  hecho  el  denuncio  de 
la  mintí  Mariquitü  con  el  registro-demincio  Fé  de  Sotiel^  que  se  halla* 
•ha  en  tramitación.  Los  segundos  apoyan  la  suya  en  qv^e  <omo.dueñoi 
áñ  las  minas  Descuido  y  Dolorcita^  lindantes  cen  los  terrenoss  de  las 
^eoyasfas,  se  consideraban  con  preferente  derecho  i  que  se  les  conce- 
diesen dichos  terrenos,  por  la  mayor  antigüedad  de  sus  concesiones: 
'  Que  contradichos  estos  fundamentos  por  al  peticionario  D.  Nicolás 
•Ckmradi,  y  remitidas  las  diligencias  á  la  Diputación  provincial,  que  in- 
<f»vraó  en  sentido  favorable  al  registro  esperanza  deSotiet,  ep  razón  á 
.foe  aparecía  referirse  á  la  concesión  legal  qaeJiubo,  y  resultaba  ade- 
dtiás  no  existir  cabida  para  una  concesión  do  las  dimensiones  de  la  lej 
rigente,  el  Gobernador,  conifecha  22  de  iulio  de  i872,  .desestima  li|s 
oposiciones  promovidas,  mandando  se  procediese  á  la  demarcación  fin 
4as  demasías  á  las  minas  UariquUa  y  An§elikÍ9  lo  que  tuvo  l^gar  sin 
•reclamación  alguna  do  los  opositores: 

Que  seguida  la  tramitación  do  los  ezpedieotes  de  deavasías.  ae  dic- 
lÉópor  el  Gobernador  un  acuerdo  en  7  de  Febrero  de,i873  improbando 
«todo  lo  actuado,  y  disponiendo  además  se  expidiese  el  tí  lulo  de  pr<^ie- 
»dad  en  favor  de  D.  Nicolás  Gonradi,  contra  cuyo  acjaerdo  se  alzaron 
•pita  ante  el* Ministerio  los  Sres.  Daguerre  Dospital  pidiéndose  declaria- 
«M  la  nulidad  ósuspension  de  todo  lo  actuado,  alegando  principalm^p- 
ete<la  falta  de  notificación  de  pr0videncia9  que  interesaban  i  .un  d^fe- 
i^hovy  el  que  no  era  aun  ejecutoria  la  caducidad. de^la  concesión  mi* 
•nera  La  Coronaoía, -pues  contra  ol  decreto  del  Gobernador  que  la  d^* 
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claró  interpuso  demanda  D.  Nicolás  Conradi  ante  la  Audiencia  de  $•• 
▼illa,  cuya  demanda  se  halla  en  sustanciacion,  extremo  que  Jastifícati 
con  un  testimonio  que  han  unido  al  recorso  promovido: 

Que  remitido  al  Gobernador  el  recurso  de  ahada  y  documentos 
unidos  para  que  en  vista  de  ellos  acordase  lo  que  procediese,  dicha 
Autoridad  desestimó  en  2i  de  Marzo  siguiente  la  oposición  de  los  Se** 
Sores  Daguerre,  por  presentada  fuera  del  plazo  que  determina  el  artf* 
culo  45  del  reglamento  de  Minas,  y  mandó  se  otorgase  el  título  de 
propiedad  paralas  demasiasen  favor  deD.  Nicolás  Conradi: 

Y  que  promovido  recurso  de  alzada  contra  la  referida  provideo^ 
cia,  oida  la  Junta  superior  facultativa  del  ramo  y  separándose  de  su  iO" 
foroie,  que  se  contrae  á  pedir  el  esclarecimiento  de  ciertos  hechos,  86 
expidió  jpor  el  Ministerio,  en  nombre  del  Presidente  del  Poder  Ejecuti- 
TO,  la  orden  de  15  de  Octubre  de  1874,  por  la  cual  se  ha  declarado  en 
suspenso  el  decreto  del  Gobernador  de  Huelva  de  ^1  de  Marzo  del  mis- 
mo año  hasta  que  recaiga  sentencia  por  parte  de  la  Audiencia  de  Sé* 
TiUa  acerca  de  la  demanda  presentada  porD.  Nicolás  Conradi  sobre  re- 
vocación de  la  providencia  que  declaró  la  caducidad  de  la  concesioB 
Nuestra  Señora  de  la  Coronada: 

Que  contra  la  citada  resolución  ha  interpuesto  demanda  eontencio- 
80-administrativa  el  Licenciado  D.  Francisco  Javier  de  Pohl,  en  nombre 
délos  Sres.  Daguerre  Dospital  hermanos,  solicitando  se  consulte  la  re- 
vocación de  la  misma,  previa  la  admisión  de  la  demanda,  que  fonda 
en  él  art.  89  de  la  ley  de  Minas  de  4  def  Marzo  de  18G8  y  en  el  8G  de 
su  reglamento,  en  el  supuesto  de  que  se  decide  en  la  resolución  im- 
pugnada sobre  la  propiedad  de  minas; 

Y  queel  Fiscal  de  S.  M.  se  ha  opuesto  á  que  se  admita  esta  deman- 
da, fundándose  en  que  la  resolución  que  en  la  misma  se  combate  no  ea 
final  de  concesión  ni  denegatoria  del  terreno  solicitado  como  demasía, 
DO  hallándose  comprendido  el  caso  de  la  demanda  en  los  artículos  89 
de  la  ley  y  84  del  reglamento,  ni  en  el  56  de  la  ley  orgánica  de  este 
Consejo. 

Vistos  los  artículos  citados  por  el  Fiscal  de  S.  ftl.,  en  los  cuales  se 
determinan  los  casos  y  resoluciones  que  son  reclamables  en  la  via  con- 
tenciosa para  ante  este  Consejo; 

Considerando  que  la  orden  de  15  de  Octubre  de  1874,  objeto  de  esta 
demanda^  al  acordar  la  suspensión  del  decreto  del  Gobernador  de  Huel- 
va en  21  de  Marzo  anterior,  por  el  que  se  dispuso  la  entrega  de  los  iS- 
tttlos  de  propiedad  de  los  terrenos  de  las  demasías  á  las  minas  Mari' 
quita  y  Angelita  en  favor  de  D.  Nicolás  Conradi,  nada- ha  decidido  só- 
brela propiedad  referida,  ni  ha  prejuzgado  el  derecho  de  ninguno  de 
los  interesados;  antes  bien,  ha  establecido  el  único  medio  para  que  ea 
8U  dia  y  con  una  base  segura  Ipueda  resolverse  en 'definitiva  por  la  Ad-^ 
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nioistracioQ  á  cuál  de  los  reclamantes  habrá  de  adjudicarse  los  ierre- 
iios  cueslioDados  seguo  los  preceptos  de  la  ley: 

Considerando  que,  sea  cual  fuere  la  decisión  de  la  Audiencia  de  Se* 
Tilla  sobre  la  declaratoria  de  caducidad  de  la  concesión  La  Coronada^ 
de  ella  se  ha  de  partir  para  resoUer  el  punto  concreto  de  la  propiedad 
de  las  demasías;  y  que  para  combatir  el  acuerdo  de  la  Admiaistracioa» 
si  le  fuere  desfavorable,  le  quedan  al  actual  demandante  recursos  que 
la  ley  le  otorga,  por  ser  entonces  la  providencia  administrativa  final  j 
decisiva,  afectando  á  los  derechos  que  hasta  la  actualidad  están  en 
suspenso  y  no  han  sido  ni  reconocidos  ni  denegados; 

Y  considerando  que  la  orden  impugnada  no  tiene  el  carácter  de  re- 
solución que  causa  estado,  no  hallándose  tampoco  comprendida  ni  en 
las  prescripciones  del  art.  89  de  la  ley  de  4  de  Marzo  de;  4(368,  ni  en  el 
86  del  regla  Diento  dictado  para  su  ejecución; 

La  Sala,  de  conformidad  con  el  Fiscal  de  S.  M.,  opina  que  no  pro* 
ci^de  la  via  contenciosa  para  la  demanda  de  que  deja  hecho  mérito.» 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  con  el  preinserto  dicta» 
men,  de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocimiento,  el  de 
la  Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  27 
de  Marzo  de  1876. 

G.  EL  COHDE  DE  TOBBNO. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gaceta  de  3  de  Abril  de  «876). 


Resolución  en  la  demanda  interpuesta  solicitando  la  revoca-^ 
cion  de  la  Real  orden  que  declaró  sin  curso  y  fenecido  el 
expediente  de  registro  minero  titulado  Los  Desperdicios. 

_  Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  este  alto  Cuerpo  he  con- 
sultado á  este  Ministerio,  con  fecha  9  del  actual,  lo  sigoieate: 

•  Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  visto  la  demanda,  cuya 
•copia  es  adjunta,  iRterpuesta  por  el  Licenciado  D.  José  Ulloa  y  Vila,  en 
nombre  de  D.  Ramón  Pérez  del  Molino,  contra  la  Administración  geoe* 
ral  del  Estado,  solicitando  la  revocación  de  la  Real  orden  de  11  de 
•Agosto  de  1875,  por  la  que,  al  confirmar  un  decreto  del  Gobernador  de 
^Vizcaya  de  20  do  Julio  de  1874,  se  ha  declarado  sin  curso  y  fenecido 
el  expediente  de  registre  minero  titulado  Los  Desperdicios^  disponien- 
do se  siga  y  ultime  en  legal  forma  el  de  registro  nominado  Ganan^ 
-dosa. 

Resulta  de  los  expedientes  gubernativos  que  se  han  unido  á  la  do- 
manda: 

Que  D.  Ramón  Pérez  dei  Molino  recurrió  al  Gobernador  de  Vizcaya 


ed  19  de  Marzo  de  1872  solicitando  20  perteoencids  de  mineral  de  hiet^ 
ro  coD  el  titulo,  de  Los  Desperdicios^  en  el  término  de  Sopuerltf^ 
baciendo  la  designación  correspondiente: 

Que  adnoitida  dicha  solicitud  y  publicada  en  él  Boletín  oficial  de  lá 
{Provincia  de  2  de  Abril  siguiente,  se  remitió  Ign4de  Agosto  del  nlisiae 
año  al  Ingeniero  Jefe  de!  distrito  para  la  demarcación  del  terreno  cuyik 
concesión  se  babia  pretendido: 

Que  con  fecba  7  de  Octubre  de  1873  solicitó  D.  José  Ventura  Arei^ 
zaga  del  Gobernador  de  la  provincia  con  el  tftulo  de  Gananciosa  un 
registro  minero  de  20  pertenencias  sobré  el  mismo  tefreno  y  con  iguai 
designación  que  el  nominado  Los  Desperdicios;  cuyo  expediente  debía 
cancelarse,  en  sentir  del  nuevo  peticionario,  por  los  vicios  de  nulidad 
que  encerraba: 

Que  seguidos  por  sus  trámites  legales  los  expedientes  de  los  do9  r9* 
íéridusregistros,  en  los  que  los  interesados  promoviéronlas  oposicio- 
nes y  protestad  que  estimaron  convenientes,  el  Gobernador  de  Vizca* 
jii^  con  vista  de  su  resultado,  acordó  en  20  de  Julio  de  1874  la  cance- 
lación y  fenecimiento  del  expediente  del  titulado  Los  Desperdiciús^ 
por  no  haber  solicitado  el  registrador  en  tiempo  hábil  la  demarcación 
7  no  haber  reclamado  contra  la  morosidad  de  la  Administración  en  el 
térmiop  concedido  por  la  ley: 

Que  contra  el  expresado  acuerdo  se  alzó  D.  Miguel  Pérez  del  Molino, 
en  nombre  de  su  hermano  D.  Rampu,  para  ante  ese  Ministerio  pidien- 
do su  revocación;  y  oída  la  Junta  superior  facultativa  del  ramo  y  de 
conformidad  con  su  dictamen,  se  expidió  la  Real  orden  de  11  de  Agos- 
to de  1875,  por  la  cual  se  ha  conñrmado  el  acuerdo  apelado  y  se  he 
dispuesto  qjoe  siga  su  curso  y  se  ultime  en  legal  fof  ma  el  expediente 
del  registro  Gananciosa: 

Que  contra  la  expresada  Real  orden  ha  interpuesto  demanda  con» 
tencioso-administrativa  ante  este  Consejo  el  Licenciado  l>.  José  Ulloa 
y  Vila,  en  nombre  de  D.  Ramón  Pérez  del  Molino,  con  la  solicitud  de 
que^se  consulte  en  su  dia  la  revocación  de  dicha  orden,  una  vez  decla- 
rada la  procedencia  de  la  via  contenciosa,  que  funda  en  lo  determina- 
do en  el  art.  56  de  la  ley  de  17  de  Agosto  de  1860,  en  el  89  de  la  ley 
de  4  de  Marzo  de  1868  y  en  el  86  de  su  reglamento; 

Y  que  el  Fiscal  de  S.  M.  se  ba  opuesto  á  la  admisión  de  esta  de- 
manda, por  no  ser  deOnitiva  la  resolución  impugnada,  ni  comprender- 
se en  ella  oingaao  de  los  casos  que  producen  la  via  contenciosa,  segon 
.  la  ley  de  Minas. 

Vistos  los  antecedentes  referidos  y  las  citadas  legales  de  la  é^ 
HDanda. 

Considerando  que  el  caso  que  origina  la  presente  demanda  no  ae 
hhVÜdL  comprendido  entre  los  q^ie  tazalivamen*»  «^«tannina  el  art.  89 
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d9  la  Iflj;  de  MiDna  4e  4  da  Mar^o  de  1868,  ni  eo  el  86  del  reglamento 
dictado  para' la  ejecucioq  de  la  misma: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  li  de  Agosto  de  1875,  actual- 
mente impTignada,  na  tiene  ei  carácter  de  deflnitiva,  puesto  que  al 
acordarse  por  el  Ministerio  de  FomentQ  la  concesión  de  la  propiedad 
déla  mina  que  hoy  se  cuestionan  habrá  de  conocer  del  expediente  cuyp 
fenecimiento  y  cancelación  ha  sido  hoy  resuelto,  asi  oomo  de  todas  las 
Cf  OBiciones!,  reclamaciDnes  é  incidencias  quesee  promuevan,  para  en  su 
•Tiflta apjreciar  cuál  dolos  interesados  ostenta  mejor  derecho: 

Considerando  qqe  el  demandante  D.  Ramón  Pérez  del  Molino  se  ha- 
Uft  facultado,  por  lo  tanto,  fundándose  en  su  titulo  de  peticionario  de 
lAiOiioa  Lo^  Desperdicios^  para  oponerse  á  todos  los  actos  de  la  Admi- 
nistración que  se  dirijan  á  otorgarla  concesión  de  la  titulada  La  Ga- 
«ancíoM,  pudiendo  en  su  caso  y  lugar  promo?er  el. recurso  conten- 
cioso-admioistrativo  contra  la  orden  por  la  que  se  conceda  en  deQoiti- 
va  Ja  propiedad  de  la  misma  ó  de  otra-  que  con  distinto  nombre  venga 
á  tnstituírla^  si  juzgase  lastimados  con  la  expresada  orden  ^us  dere- 
•hoBi,  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el  art.  90  de  la  ley  de  Minas  vigente: 

Considerando  que  no  puede  oponerse  á  este  principio  el  fundamea- 
-io  de  que  una  vez  declarado  el  fenecimiento  y  cancelación  de  un  expe- 
diente de  registro  ya  no  puede  la  Administración  volver  sobre  su  acuer- 
do, puesto  que  de  ser  asi  no  tendria  razón  legal  la  disposición  9/  de 
las  generales  del  reglamento,  que  ordena  la  unión  al  expediente  en  cur- 
to de  los  anteriormente  anulados  ó  cancelados  relativos  al  mismo  ter- 
ceao  á;que  por  el  promovedor  de  aquel  se  aspire,  con  el  fin  de  que  se 
aprecien  en  su  conjunto  para  acordar  la  concesión  mioeri^  cuestionada 
en  los  mismos; 

Y  confiderando,  por  último,  que  las  prescripciones  de  la  ley  y  el 
seglameota  relativas  á  los  motivos  que  producen  la  vía  contencioso- 
admioistrativa  en  cuestiones  de  minas  no  han  sufrido  alteración  algu- 
na por  las  bases  generales  de  29  de  Diciembre  de  1868,  antes  bien,  han 
lÁdo  declaradas  subsistentes  en  el  art.  72  de  las  referidas  bases; 

La  Sala  opina  que  no  procede  la  via  contenciosa  para  la  demanda 
de  que  deja  hecho  mérito^ ^ 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  con  el  preinserto  dictá- 
meSf  de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocimiento^  el 
de  la  Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid 
t8  de  Marzo  de  1876. 

G.  EL  Conde  de  Toreno. 

,8fi»  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gacela  de  3  de  Abril  de  1876). 


Resolución  en  la  demanda  presentada  en  solicitud  de  que  se 
revoque  la  Real  orden  por  la  que  se  decretó  el  fenecimien^ 
to  y  cancelación  del  registro  minero  titulado  Importante. 

Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  CoDteocioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  con* 
sultado  á  este  Blioisterio,  con  fecha  26  del  mes  anterior,  lo  siguieotes 

•Excmo  Sr.:  La  Sala  de  ló  Contencioso  ha  visto  la  deaaanda,  de  que 
es  adjunta  copia,  presentada  por  el  Licenciado  D.Joaquio  López  Piiig* 
cerver,  en  noaibre  de  D.  Rafael  Ariza  y  Espejo  (qae  después  ha  cedido 
sus  derechos  en,D.  Federico  Bforeno  y  Albareda),  con  la  solicitud  de 
que  se  revoque  la  Real  orden  publicada  en  el  Boletín  oficial  de  la  prO' 
íríncia  de  Vizcaya  de  fSde  Agosto  ultimo,  por  la  que  se  mandó  reha» 
bilitar'el  expediente  de  registro  minero  titulado  Perico,  y  se  decretó 
el  fenecimiento  y  cancelación  del  que  lleva  el  título  de  Importante, 

Resulta  de  ios  expedientes  gubernativos  unidos  á  la  demanda: 

Que  eq  5  de  Setiembre  de  i872  s^olicitó  D.  Cayetano  de  ^eogoechea 
UD  registro  con  el  nombre  de  Abundancia,  de  60  pertenencias  de  mi* 
neral  de  hierro,  haciendo  la  correspondiente  designación  de  linderoSt 
según  está  prevenido  por  la  ley.  ' 

Admitida  esta  solicitud  con  fecha  5  de  Setiembre,  se  hicieron  las 
publicaciones  por  edictos  y  en  el  Boletín  oficial^  y  en  i  9  de  Diciembre 
pasó  el  expediente  al  Ingeniero  Jefe  para  que  practicase  la  demi^TCt'» 
cion,  que  no  lUgó  i  verificarse. 

En  34  de  Mayo  de  1873  solicitó  D.  Juan  José  de  Aqueche  el  registro 
de  las  mismas  60  pertenencias  de  hierro,  que  constituian  el  registro  La 
Abundancia^  cuya  cancelación  solicitó  por  haber  incurrido  su  peticio- 
nario en  la  responsabilidad  que  marcan  el  art.  45  del  decreto-ley  de 
bases  generales  y  la  disposición  i6  de  las  generales  del  reglamento,  J 
en  30  de  Agosto  siguiente  el  Gobernador  dictó  un  decreto  por  el  que 
mandó  cancelar  el  expediente  de  La  Abundancia,  y  mandó  admitir  el 
registro  denominado  Perico;  disponiendo  al  mismo  tiempo  que  se  tí» 
ciesén  las  correspondientes  publicaciones  del  registro  nuevamente  ad* 
mitido. 

Contra  este  decreto  interpuso  recurso  de  alzada  el  peticionario  de 
la  mina  Abundante,  D.  Cayetano  de  Bengoechea,  y  previa  audiencia  de 
la  Junta  superior  facultativa  de  Minas,  se  copfírmó  la  citada  'disposi* 
cion  por  orden  del  Gobierno  de  la  República  de  17  de  Diciembre  de 
1873. 

En  29  de  Enero  de  1875  presentó  D.  Rafael  Ariza  y  Espejo  solicitad 
para  registrar  con  el  nombre  de  importante  las  60  pertenencias  que 
constituian  el  registro  Perico,  cuyo  expediente  debia  cancelarse  por  con» 
tener  vicios  de  nulidad.  Admitida  la  solicitud,  se  decretó  la  cancela- 
ción del  expediente  Penco  en  6  de  Febrero  de  1875;  y  habiéndose  al- 


xñúo  de  es\e  acoeráo  para  ante  e^e  Ministerio  ei  registrador  D,  laaa 
José  Aqueche,  se  oyó  á  la  Junta  superior  facultaúva  de  Mioas,  y  de 
conformidad  con  su  dictéiLen  se  expidió  la  Real  orden  de  47  de  Julio 
anterior,  por  la  que,  revocando  el  acuerdo  del  Gobernador  de  Vizca* 
ya,  se  rehabilitó  el  expediente  de  registro  PartcOyj  se  mandó  quedase 
íéoecido  el  de  la  mina  Importante. 

'  Contra  esta  Real  orden,  que  no  ha  sido  comunicada  al  interesado, 
y  que  se  publicó  en  el  BoUlin  oficial  correspondiente  al  12  de  Agosto, 
interpuso  demanda  en  4  de  Setiembre  siguiente  el  Licenciado  D.  Joa- 
quín López  Puigcerver,  en  nombre  de  D.Rafael  Ariza  y  Espejo,  solici- 
tando la  revocación  de  la  Real  orden  citada  luego  que  se  consulte  ál 
Ministerio  de  Fomento  la  procedencia  de  la  via  contenciosa  para  la  ci* 
tada  demanda. 

Con  fecha  40  de  Setiembre  de  1875  presentó  el  Licenciado  Puigcer^ 
ver  copia  de  la  escritura  en  que  el  demandante  cedia  sus  derechos  en 
el  registro  Importante  á  favor  de  D.  José  Moreno  y  Albareda,  y  otrai 
copia  del  poder  en  que  el  nuevo  propietario  confería  su  representación 
al  mismo  Licenciado. 

Pasados  todos  estos  antecedentes  al  Fiscal  deS.  M.,en  cumplimien- 
to del  art.  7.*  del  decreto  de  11  de  Febrero  de  75,  emitió  dictamen 
oponiéndose  á  la  admisión  de  la  citada  demanda  por  no  estar  el  caso 
que  la  origina  comprendido  entre  los  que  taxativamente  marcan  loa 
artículos  89  de  la  ley  y  86  del  reglamento,  y  porque  la  orden  impugna- 
da no  es  definitiva. 
'    Vistos  los  antecedentee  expuestos: 

Considerando  que  el  caso  que  origina  la  presente  demanda  no  se 
halla  comprendido  entre  los  que  taxativa  fuente  determina  el  art.  89' 
de  la  ley  de  Minas  de 4  de  Marzo  de  1868,  ni  en  los  consignados  en  el 
86  de!  reglamento  para  su  ejecución: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  17  de  Julio  anterior,  actualmen- 
te impugnada,  no  tiene  el  carácter  de  definitiva,  puesto  que  al  decre- 
tarse por  el  Ministerio  de  Fomento  la  concesión  de  la  propiedad  de  la 
mina  que  hoy  se  cuestiona,  ha  de  conocer  del  expediente  cuyo  feneci- 
miento y  cancelación  ha  sido  decretado,  así  como  de  todas  las  oposi- 
ciones, reclamaciones  é  incidencias  que  promuevan,  para  apreciar  ea 
ftu  vista  cuál  de  íos  interesados  ostenta  mejor  derecho: 

Considerando  que  el  demandante  D.  José  Moreno  Albareda  se  halla 
facultado  por  lo  tanto,  fundándose  en  su  titulo  de  peticionario  de  la 
mina  Importante,  para  oponerse  á  todos  los  actos  de  la  Administración 
activa  que  se  dirijan  á  otorgar  la  concesión  de  la  propiedad  de  la  titu- 
lada Perico^  podiendo  en  su  caso  y  lugar  promover  el  recurso  conten- 
cioso contra  la  orden  que  en  definitiva  concede  la  propiedad  de  laex« 
presada  mina,  ó  de  otra  que  con  distinto  nombre  venga  á  sustituirla. 


fór  conriiioht  órdeii  j»^ga  lasUmadojK  su»  derechofift,á  teixot  de  lo  d^le^r 
niDado  90  el  Mt.  90  de  la  vigente  ley  de  Mioas:  ' 

(lo&sideraode  qae  no  puede  oootraríar  esta^  doctrina  el  fúndame nio 
de  qoe  cuando  se  dadata  fenecido  un  expedieote  de  registro  ya  no 
puede,  la  Admiaistracioa  Yoi?er  sobre  su  acuerdo,  puesto  que  de  s^r 
asi  DO  tendría 'lazon  legal  la  disposición  9/  de  las  generales  del  reglan 
mentó,  que  ordena  la  unión  al  expediente  en  curso  de  los  anteriormen- 
te anulados' ó  cancelados: 

Considerando»  por  último,  que  las  presoripcionea  de  la  ley.  y  regla» 
mentó  referentes  ¿  los  motivos  que  producen  la  via  contencio80*admi- 
nistrativa  en  cuestiones  de  minas  no  han  sufrido  alteración  alguna 
por  las  bases  generales  para  la  nueva  legislación  del  ramo  de  29  de  üir 
ciembre  de  1868  habiendo  sido  declaradas  subsistentes  por  el  art.  Z%ÍB 
las  referidas  bases; 

La  Sala  es  de  opinión  que  puede  V.  £.  declarar  improcedente  la 
▼ia  contenciosa  para  la  demanda  reclamada»* 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  con  el.  preinserto  dicta- 
men, de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocimiento,  el  de 
la  Sala  y  demás  efecto».  IHos  guarde  á  V.  E.  mucboa  años.  Madrid  27 

de  Marzo  de  4876. 

C.  EL  Conde  de  Torero. 

^r.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

{Gaceta  de  5  de  Abril  de  1876). 


Resolución  en  la  demanda  interpuestai^n  solicitud  de  que  se 
revoque  la  Real  orden  que  declaró  cancelados  los  expedien^ 
tes  de  registro  El  Interés,  El  Amor  y  El  Honor. 

Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  coo« 
«ultadoá  este  Ministerio  con  fecha  11  del  actual  lo  siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  visto  la  demanda,  coya 
copia  es  adjunta,  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  Joaquín  María  Paz, 
sustituido  posteriormente  por  el  Dr.  D.  José  Leopoldo  Feu,  en  nombre 
de. D.> Ramón  Malla,  contraía  Administración  geoeral  del  Estado,  en 
solicitud  de  que  se  revoque  la  Real  orden  de  21  de  Octubre  de  1875« 
por  la  cual,  dejando  sin  efecto  varios  decretos  del  Gobernador  de  la 
provincia  de  Castellón  de  8  de  Marzo  del  mismo  año,  se  declaran  can- 
celados los  expedientes  de  registro  nominados  Eljnteréa^  El  Amorj 
MI  Honor,  y  se  disponen  sigan  «u.  curso  los  titulados  San  Enrique^  San 
Eamon  y  San  Federico. 

Resulta  de  Iqs  expedientes  gubernativos  que  se  han  unido  á  la  de- 
iN^nda: 

Qm  con  fecha  S  da  Febrero  da  1875  recurrió  D.  Ramón  Ferrar  al  Gq- 


teraador  de  Castellón  solicitando  tres  regislrosi  mÍDeroa  de  earboa  eiv* 
ticeo  de  90,75  y  iOO  hectáreas  respectivameDte,  con  los  nombres  da 
San  Enrique^Smí  Bam(m  y  San  Federic^^  sob^  labores  antiguas  da 
lo»  ya  caducados  y  que  faoron  conocidos  con  los  títulos  de  San  lém* 
Qin^  San  PaJbla  y  Son  Ricardo^  haciendo  la  desig&aci(m  de  cada  «do 
de  los  primeros  eo  la  forma  debida: 

Qae  admitidas  las  indicadas  solicitudes,  se  notificaron  las  proYi- 
deneias  de  admisión,  previniendo  al  registrador  que  en  el  término  de 
30dias  habla  de  presentar  d  permiso  del  dueño  de  los  terrenos  proh 
tendidos,  habiéndose,  publicado  aquellas  solicitudes  en  el  Boletin  e)S^ 
€ial  4e  la  provincia  de  42  del  mismo  mes  de  Febrero: 

Que  trascurrido  el  término  de  los  30  dias  sin  t^ueD.  Ramón  Ferrar 
•hubiese  presentado  el  permiso  del  dueño  de  Tos  ter  reoos«  según  se  le 
tenia  prevenido,  el  Gobernador  oon  fecha  8  de  Marzo  signiente  declaoó 
«ancelados  y  sin  curso  los  expedientes  de  los  registros  mineros  San  Enr 
rique,  San  Ramón  y  San  Federieo^  como  comprendidos  en  el  art  28 
del  reglamento  vigente  dé  mioaa: 

Que  el  registrador,  fundándose  én  la  imposibilidad  de  obtener  di- 
cho permiso  á  causa  de  los  obstáculos  que  para  ello  se  presentaban,  na- 
ddosde  la  insurrección  carlista,  y  en  disposiciones  que  citaba  dala 
ky  dé4de  Marzo  de  i86B  y  de  las  bases  gienerales  de  29  de  Diciembre 
del  mismo  año,  de  las  <|ue  deducía  que  tal  permiso  no  era  necesario 
para  la  continuación  de  los  expedientes  que  tenia  promovidos,  solicitó 
se  le  declarase  exento  de  la  presentación  del  mismo,  ó  en  otro  caso  se 
le  dispensase  la  falta  de  presentación  hasta  que  hubiese  de  practicar 
trabajos  en  los  terreóos  de  sus  registros;  cuya  solicitud  fué  denegada 
por  el  Gobernador,  ti^niendo  en  cuenta  que  ya  se  babia  declarado  la 
cancelación  de  los  expedientes  délos  registros  San  Enrique^  San  Rñ' 
4Mn  y  San  Federico,  y  que  sóbrelos  terrenos  de  éstos  se  habían  hecho 
nucidos  registros  por  D.  Ramón  Malla  con  los  nombres  de  El  Intefiéa, 
Bl  Amor  y  El  Honor: 

Que  promovido  recurso  de  alzada  para  ante  ese  Ministerio  contra 
los  decretos  de  caucelacion  expedido»  por  el  Gobernador  en  8  de  Mati- 
zo por  n.  Ramón  Ferrer,  oida  la  Junta  superior  facultativa  de  Minas  y 
de  conformidad  con  su  dictamen,  se  dictó  la  Real  orden  de  2t  de  Oi> 
lubre  del  citado  año  4875,  por  la  cual  se  han  revocado  los  decretos 
apelados,  y  se  declaran  fenecidos  los  expedientes  promovidos  por  Don 
lamon  Malla  para  los  regietros  El  Intéréi,  El  Amor  y  El  Honor ^  dis- 
poniendo sigan  su  curso  en  forma  legal  los  correspondientes  álos  titu. 
ladoS'  San  Enrique^  San  Ramón  y  Sofh  Francisco: 

Que  contra  la  expresada  resolución  se  ha  interpuesto  demanda 
conteocioso-admifíistrativaen  nombre  de  D.  Ramón  Malla,  cuya  repre- 
sentación la  tiene  hoy  elDr.  D.  José  Lieopoldo.Feu,  solicitando  se  con* 
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•  g  ttUe  la  reTocacion  de  la  misma,  apoyando  esta  áolicitud  eo  la  ley  de 
4  de  Marzo  de  1868; 

Y  que  el  Fiscal  de  S.  M.  se  opone  á  la  admisión  de  esta  detnanda 
fandándose  en  que  el  caso  que  la  da  motivo  no  se  halla  comprendido 
en  los  artículos  89  de  la  ley  y  en  el  88  del  reglamento  de  minas,  y  en 
que  la  órd^n  impugnada  do  tiene  el  carácter  de  definitiva. 

Vistos  los  antecedentes  referidos: 

Considerando  que  el  peticionario  de  los  registros  mineros  titulados 
El  Interés,  El  Amor  y  El  Honor  no  pudo  adquirir  ni  adquirió  derecho 
alguno  con  la  presen  tacion  de  las  solicitudes  de  los  registros  indica» 
dos,  puesto  que  pretendía  terrenos  que  ya  estaban  registrados  anterior* 
mente  por  los  de  ignal  clase  San  Enrique^San  Ramón  y  SanFrancis* 
€0f  cuyos  expediectes  no  debieron  estimarse  definitivamente  cancela» 
4Íos  ínterin  no  se  resolviese  por  el  Ministerio  de  Fomento  el  recurso  de 
alzada  promovido  contra  los  decretos  del  Gobernador  de  8  de  Marzo 
de  1875  por  el  due^o  de  dichos  registros  D.  Ramón  Ferrer;  y  que  por 
lo  tanto  no  se  ha  lesionado  derecho  alguno  del  demandante  que  pueda 
dar  motivo  á  la  via  contenciosa  de  que  ha  hecho  uso  con  su  demanda: 

Considerando,  por  otra  parte,  que  las  órdenes  que  declaran  la  can- 
celación y  fenecimiento  de  los  expedientes  de  registros  mineros  y  dis- 
ponen la  continuación  en  forma  legal  de  otros  que  se  hayan  promoTÍ- 
do  sobre  terrenos  á  que  los  primeros  se  refieran  no  tienen  el  carácter 
de  definitivas,  puesto  que  los  interesados  en  aquellos  pueden  seguir 
gestionando  en  favor  de  sus  intereses  y  de  los  derechos  de  que  se  crean 
asistidos  hasta  oponerse  á  la  concesión  del  titulo  de  propiedad  de  la 
mina  cuyos  terrenos  tengan  solicitados,  según  jiirisprudencia  estable- 
cida en  varias  decisiones  de  este  Consejo,  ajustadas  á  las  prescripciones 
déla  ley  vigente  de  minas  y  disposiciones  de  su  reglamento. 

Y  considerando  que,  además  de  estos  fundamentos,  el  caso  queori* 
gina  la  actual  demanda  no  se  halla  comprendido  entre  los  que  deter- 
mina taxativamente  el  art.  89  de  la  referida  ley,  ni  en  los  consignados 
en  el  86  del  reglamento  dictado  para  su  ejecución,  disposiciones  que  oo 
han  sufrido  alteración  por  las  bases  generales  de  29  de  Diciembre  de 
i888,  antes  bien  han  sido  confirmadas  por  el  articulo  32  de  las  referi- 
das bases; 

La  Sala  opina  que  no  procede  la  via  contenciosa  para  la  demanda  do 
que  deja  hecho  mérito.» 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  con  el  preinserto  dicta- 
men^ de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocimiento,  el 
de  la  Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  mudios  años.  Madrid 
28  de  Marzo  de  1876. 

C.   TORBNO, 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

•  {Gaceta  de  Q  de  Abril  de  i^nj. 
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Real  orden  Jiaciendo  aclaraciones  sobre  laperpetui4ady  stAb-^ 
sistenda  de  los  derechos  del  concesionario  de  una  mina  so- 
bre  las  pertenencias  que  la  misma  abrace, 

limo.  Sr.:  El  criterio  á  que  obedece  la  nueva  legislación  de  Minas 
condeosada  en  las  basd»  del  decreto-Iey  de  29  de  Diciembre  de  4868, 
difiere  esencialmente  del  que  presidió  i  la  formación  de  leyes  ante- 
riores. 

Cpo  arreglo  ¿  lo  preceptuado  en  éstas,  era  requisito  indispensable 
para  la  subsistencia  de  los  derechos  mineros  el  que  se  hiciera  constar 
la  toma  de  posesión,  puesto  que  á  partir  de  su  fecha  habia  de  cootarse 
el  tiempo  en  que  el  minero  poblaba  la  mioa  ó  emprendía  sus  trabajos, 
requisito  preciso,  porque  en  aquella  época  no  se  desprendía  el  Estado 
en  absoluto  de  los  derechos  alas  concesiones  mineras,  ni  las  entrega- 
ha  más  que  á  aquellos  industriales  que  abordaban  ó  mantenían  la  ex* 
plotacion  bajo  la  dependencia  directa  del  Gobierno.  ^ 

Según  lo  establecido  en  el  decreto-ley,  las  concesiones  son  perpe- 
tuas, incondicionales  y  tienen  el  carácter  de  una  propiedad  privada  in- 
dependiente del  derecho  del  Estado:  se  localizan  y  determinan  porlofi 
Ingenieros  del  ramo,  y  no  conservan  más  dependencia  del  Gobierno 
que  la  que  produce  el  pago  del  cápon  á  que  las  pertenencias  quedan 
afectas.  ' 

Asemejándose,  pues,  la  propiedad  que  nace  de  las  concesiones  mi- 
neras á  la  particular;  y  como  quiera  que  el  acto  material  de  la  pose- 
sión, que  ni  perfecciona  el  derecho  ni  aclara  tampoco  su  extensión, 
solo  tiende  á  que  el  de  trasmisión  de  la  propiedad  cause, estado  con  re- 
lación á  cualquiera  otro  colindante  ó  poseedor  anterior,  y  este  objeto 
está  ya  alcanzado  con  la  demarcación  y  amojonamiento  hecho  por  el 
Ingeniero  antes  de  expedirse  el  título,  y  con  citación  de  aquellos  qué 
pudieran  ser  interesados,  es  evidente  que  en  la  expedición  de  ese  mis- 
mo titulo  vá  envuelta  la  posesión  civilísima*  ó  sea  la  que  por  minista» 
rio  de  la  ley  obtiene  el  adquirente,  sin  que  sea  necesaria  ritualidad  es- 
pecial que  acredite  el  hecho;  tanto  más  cuanto  que  desde  la  fechadel 
referido  titulo  se  abre  en  las  Administraciones  económicas  el  pliego 
de  cargo  que  es  indispensable  para  la  cobranza  del  canon. 

Fundado  en  estas  consideraciones,  S.  H.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  de  acuer- 
do con  el  dictamen  de  la  Sección  de  Fomento  del  Consejo  de  Estado, 
se  ha  servido  declarar  que  la  toma  de  posesión,  á  que  se  refiere  el  ar- 
ticulo 58  de  la  ley  de  24  de  Junio  de  1868,  no  influye  para  nada  en  la 
perpetuidad  y  subsistetícia  de  los  derechos  del  concesionario  de  uua 
mina  sobre  las  pertenencias  que  la  misma  abraza,  sin  que  deje  de  ser 
potestativo  en  los  mismos  concesionarios  ejercitar  todos  los  actos  que 
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creaD  pueden  solemnizar  (a  posesión  conforme  á  las  prescripciones  d%l 
derecho  comnti. 

«DeiBeftl  orden  lo  comuatcoi  Y.  L  para  su  ínteUgekicia  j  efdetot 
consiguientes.  Dios  guarde  á  ¥.  J.^osBchos  liaos.  Hadfíd  Sde  Abril 
de  1876. 

G.  TOEBNQ. 

Sr.. Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

{Gaceta  de  Tde  Abril  de  1876). 


Real  orden  autorizando  la  construcción  de  un  caruíl  derivado 
del  rio  Galindo  con  el  objeto  de  facélitar  el  trasporte  demi- 
neral  de  hierro . 

limo.  Sr..  Conformándose  con  lo  propuesto  por  esa  Dirección  geoio» 
ral  de  acuerdo  con  el  dictamen  emitido  por  la  Junta  coasultiya  de  G«« 
minos.  Canales  y  Puertos,  S.lí.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  ha  tenido  á  bienaiito.» 
rizar  áD.  José  Suñol.para  que,  aal?o  el  derecho  de  propiedad  y  sin 
p/erjuiciode  tercero,  con6.truyaen  la  provincia  de  Vizcaya»  juriadiccioa 
d^  Baracaldo,  un  canal  d^ivivdo.del  rio  (^lindo  con  el  obj.eto  de  facili* 
t^r.el  trasporte  del  mineraf  de  hierrp¿  debi/endo  sujetarse  el  «oneesio* 
wtxo  i  las  coadiciones  /siguientes: 

1/  El  dragado  del  canal  y  la  construcción  de  los  cargaderos  y  de^ 
pósitos  de  minerales  se  Secutarán  con. arreglo  al  proyecto  presentado 
y  bajo  la  vigilancia  del  Ingeniero  Jefe  de  las  provincias  Vascongadl^k 
fuien  por  sí  d  por,  medio  de  un  delegado  cuidará  de  hacer  previamente 
el  re{4antieo  de  las  obras  y  el  señalamiento  de  los  terrenos  que  han  de 
fbrnar  parte  de  la  concesión;  siendo  de  cuenta  del  rinteres^do  los  gas^ 
tos  que  estas  operaciones  puedan  ocasionar,  así  como  los  del  servieío 
de  inspección. 

2.*  Los  terrenos  de  la  marisma  en  que  deben  hacerse  los  trabijos 
serán  saneados  y  terraplenados  á  lo  largo  del  caoal,  de. modo  que  sa 
nivel  sea  superior  al  de  las  mayores  mareas  equinociales. 

j3.*  T^nto  los  terrenos  que  ocupe  el  canal  como  los  que  fiieren  no- 
cesarlos  para  el  camino  que  han  de  seguir  los  carros  en  isu  mái^^n  y 
establecer  depósitos  de  minerales  serán  propiodaid  del  concesionario 
después  que  haya  verificado  el  saneamiento,  quedando  facultado  para 
dedicarlos  al  cultivo  ú  otros  usos  cuando  el  trasporte  on  gabainaas  no 
pueda  com,petir  con  el  de  las  vias  férreas. 

4.*  En  el  plazo  de  !5  días,  contedos  desde  la  i^feeba  en  queae  puUi* 
gue  esta  autorización,  deberá  el  fioncesiooario'Qoasigoar  enla  Caja^ge«> 
neral  de  Depósitos  la  cantidad  de  SQ2  pesetM,  que  leeeisájdevuella 
Guandoaeredátaee  hi^ber  ejecutado  trabajos  por  ignel  ^aloi^. 


5/  Se  daráfrinci^io  á  U»  obras  dentro  ide  seis  meses  y  quedarán 
cmelüidas  en  -el  término  de  i8,  á  contar  desde  el  día  en  que  se  hubiere 
jmblicadoesta  concesión. 

6^*  Si  en  él  curso  de  ejecución  de  las  obras  se  viese  la  necesid«l 
He  reVestir  ios  taludes  del  canUl,  queda  obligado  el  conoesionario  lá 
presentar  á  Ik  aprobación  del  Ingeniero  Jefe  «1  proyecto  de  los  tfabajos 
ique  al  «fecto,  fuesen  precisos. 

7.'  Sise  falta  al  cumplimiento  délas  condiciones  anteriormente 
apresadas,  seentenderá  ceducadaesta  autorización,  cumpliéndose  las 
^prescripciones  y  trámites  estableddes  en  la  legislación  vigente  para 
los  casos  de  tal  naturaleza. 

De  Real  orden  lo  comunico  á  V.  I.  para  su  conocimiento  y  demás 
afectos.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Hadrid  il  de  Abril  de  i876. 

G.   TORSNO. 

Sr.  Director.general  de  Obras, públicas. 

(Gai^eta  de  20  de  AbrUdem^). 


f&eeoludo»  en  la  de  manda  rntery^uesta  sobre  revoeaoion  de  la 
Real  orden  que  declaró  cancelados  y  fenecidos  los  encfe- 
dientes  de  los  registros  mineros  Descuido  y  Virgen  del 
Carmen. 

Excmo.  Sr.:  La  Sata  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  con- 
sultado á  este  Ministerio  con  fecha  27  del  mesanterior  lo  siguiente: 

«Excmo.  Sr.:La  Bala  de  lo  Contencioso  ha  vidtola  demanda^-cuya 
copia  es  adjunta,  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  Enrique  ^Baeoa  y  ^- 
llanora,  en  nombre  de  D.  luán  de  Torres  Pojazoo,cofitra  la  Admibis- 
Ht«cion  general  del  -Estado  sobre  revocación  de  la-Real  orden  de'9  de 
f^iemfote  último,  por  la  cual,  confirmando  un  decreto  del  Goberna- 
dor de  Almería,  se  han  declarado  cancelados  y  fenecidos  losexpedien- 
^s  délos  registros  mineros  De^ctttdo  y  Virgen  del  Carmen^  y  3e  ha 
^spuesto  continúe  su  tramitación  en  la  forma  d^ida  el  del  ¿talado 
^Sofi  Í9eé. 

'Besulta  de  los  expedientes  unidos  á  la  deikianda: 

Que  en  22  de  Hayo  de  t'874  solicitó  D.  Ramón  González  ¥alera  del 
Gobernador  de  Almería  12  pertenencias  mineras  con  el  nombre  El  Des- 
mido^  en  término  de  la  'Solana  de  €dbdar,  haciendo  la  designación 
<corpespondiente;'CU7o  registro  ñié  admitido  en  la  misma  fecha: 

«  Que  en  42  de  lunio  seguiente  pretendió  D.  -Juan  de 'Torres  Pujazon 
«Otro  registro  de  12  pertenencias  con  el  título  de  Virgen  del  Cdrmm 
^eébre  el  mismo  terreno  del  anterior,  'éin^hacer  ^mérito  de  su  existen- 
*iste;  á  cfuya'pretension'ee'dpuso'el  pettéionario^de  M  Descuido: 
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Que  en  trámiie  los  expedientes  de  ambos  registros,  y  cuando  ya 
liabia  dispuesto  el  Goberoador  se  veriGcase  un  deslinde  del  terreno  so- 
licitado, acudieron  los  interesados  á  dicha  Autoridad  manifestando  que 
habian  celebrado  un  convenio  en  el  sentido  de  ceder  á  El  Descuida  la 
xnitdd  de  las  pertenencias  déla  Virgen  del  Carme»,  y  en  su  yirta4 
sclicitarou  que  desde  luego  se  procediera  á  la  demarcación  del  registro 
que  de  los  dos  citados  estuviese  mejor  localizado;  lo  que  asi  se  acordó: 

Que  en  6  de  Noviembie  del  mismo  ano  D.  José  Laynez  Leal  solici- 
tó otro  registro  con  el  nombre  de  San  José  sobre  el  terreno  de  los  re- 
feridos Descuido  y  Virgen  del  Carmen^  oponiéndose  á  dicha  solicitud 
el  peticionario  de  este  último: 

Que  reconocido  el  terreno,  teniendo  presentes  las  designaciones  de 
los  registros  Descuido  y  Virgen  del  Carmen,  el  Ingeniero  informó  en;9 
de  Enero  de  i875  manifestando  que  los  linderos  del  primero  eraa 
exactos  por  Norte  y  Oeste,  con  }o  cual  quedaba  suficientemente  deter- 
minada su  posición;  y  que  el  punto  de  partida,  por  su  naturaleza,  for- 
ma y  dimensiones,  no  era  CQnfundible  con  ningún  otro  registro  de  la 
Solana  de  Cobdar,  resultando  cumplidos  los  preceptos  de  U  ley;  pero 
que  la  designación  ofrecia  algunos  defectos  en  linderos  y  et:  lineas  de 
relación  del  punto  de  partida,  por  lo  que  no  se  había  creído  facultado 
para  decidir,  habiendo  suspendido  la  demarcación,  así  como  la  del  re- 
gistro Virgen  del  Carmen,  por  referirse  en  su  mayor  parte  al  terreno 
del  registro  El  Descuido,  que  era  anterior  en  fecha,  y  porque  además 
presentaba  vicios  de  orientación  en  el  lindera  -Portillo  de  Lijar  y  en  la 
línea  de  relación  del  punto  de  partida: 

Que  en  vista  de  este  informe  el  Gobernador  declaró  fenecido  el  re- 
gistro El  Descuido  y  cancelado  el  expediente  San  José,  y  que  se  pro- 
cediera á  la  demarcaeion  del  registro  Virg^  del  Carmen;  contra  cuya 
providencia  recurrió  para  ante  ese  Ministerio  el  peticionario  del  San 
José  solicitando  la  rehabilitación  de  su  expediente,  y  que  se  cancelara 
el  de  la  Virgen  del  Carmen  por  contener  vicios  de  nulidad: 

í  que  oida  la  Junta  superior  facultativa  de  minería  y  la  Sección  de 
Fomento  del  Consejo  de  Estado,  y  de  conformidad  con  su  dictamen  se 
dictó  la  Real  orden  deü  de  Noviembre  del  año  último  cooGrmando  la 
nxúiáaá  úelveghUo  El  Descuido,  declarándola  cancelación  del  expe- 
diente la  Virgen  del  Carmen,  y  disponiendo  la  continuación  en  forma 
debida  del  expediente  de  registro  San  José: 

Que  contra  la  expresada  resolución  ha  interpuesto  demanda  con- 
tencioso-ad ministra tiva  el  Licenciado  D.  Enrique  Baena  y  Villanova,  en 
nombre  de  D.  Juan  de  Torres  Pujazon,  solicitando  se  consulte  la  revo- 
cación de  la  misma,  pré?ia  la  declaración  de  la  procedencia  de  la  vía 
contenciosa,  fundándose  en  que  la  referida  órdeo  vulnera  el  derecho 
de  su  representado  á  la  continuación  del  expediente  Virgen  del  Cár*^ 
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rnen;  rersa  sobre  materia  administratiya,  y  ea  definitiva  en  el  órdeo 
gubernatiTo  respecto  al  demandaote,  y  eo  qae  el  caso  de  la  demanda 
está  compreodido  eo  el  oúmo  3.*  del  art.  86  del  reglamento  de  midas; 

Y  qae  el  Fiscal  de  S.  M .  se  opone  á  la  admisión  de  esta  demanda 
porque  no  se  refiere  á  ninguno  de  los  casos  qae  taiaüvamente  deter- 
.ininan  los  artfcnlDs  89  de  la  ley  y  86  del  reglamento  del  ramo^  no 
constituyendo  la  orden  reclamada  resolución  final  y  definitiya  de  la 
Administración  activa:  ^ 

Vistos  el  art.  89  de  la  ley  de  minas  de  4 de  Marzo  de  1868  y  el  caso 
3.*  del  art.  86  del  reglamento  dictado  para  su  ejecución: 

.  Considerand  o  que  el  derecho  á  la  continuación  del  expediente  de 
registro  Virgen  del  Carmen^  que  juzga  el  demandante  lesionado  por  la 
Tesolucion  administrativa  qué  impugna,  np  es  de  los  que  producen  la 
Tia  contenciosa ,  puesto  que  no  es  en  derecho  abso  luto,  ni  por  la  ex- 
presada disposición  se  desconoce  propiedad  alguna  minera:  'no  hallán- 
dose comprendido  tampoco  el  c&so  de'la  demanda  enelnúm.  3.*  del 
<art.  86  del  reglamento,  según  se  indica,  toda  vez  que  no  habia  llegado 
á  verificarse  la  demarcación  de  la  mina  Virgen  del  Carmen  cuando  se 
interpuso  aquella,  si  bien  ,estaba  ya  acordada  la  operación  mencionada 
por  el  Gobernador  de  Almería: 

Considerando  que  la  cancelación  del  referido  expediente  minero, 
Hlispuesta  por  la  Real-  órdéo  recurrida,  no  implica  de  modo  alguno  la 
terminación  de  las  facultades  del  registrador  de  la  mina  Vir^jrefi  del 
Cdrmmt  para  seguir  gestionando  administrativamente  y  hasta  que  se 
'Otorgue  en  definitiva  la  propiedad  de  las  pertenencias  que  tiene  solici- 
tadas, pues  su  titulo  de  peticionario  de  la  citada  mina  le  dá  derecho 
para  oponerse  á  todos  los  actos  de  la  Administración  que  tiendan  i 
-conceder  dichas  pertenencias  á  tercer  interesado: 

Considerando  que,  en  tal  concepto,  la  dirdén  objeto  de  la  demanda 
no  tiene  el  carácter  de  d  efinitiya;  y  que  en  el  momento  en  que  se  trate 
4e  resolver  sobre  la  propiedad  minera  cuestionada  habrá  de  conocer  el 
Gobierno  del  expediente  cuya  cancelación  ha  sido  decretada,  asi  como 
<ie  los  demás  que  pudiesen  promoverse  y  que  se  relacionen  con  las  per- 
tenencias mineras  referidas,  según  se  deduce  del  espíritu  de  la  dispo- 
sición 9.'  de  las  generales  del  reglamento;  pudiendo  entonces  el  de- 
mandante obtener  el  reconocimiento  del  derecho  que  sustenta  á  la 
concesión  del  registro  Virgen  del  Carmen,  y  quedándole  en  su  caso  y 
lugar  abierto  el  recurso  contencioso  que  hoy  ha  promovido: 

Y  considerando,  por  último,  que  las  prescripciones  déla  ley  que  se 
relacionan  con  los- castos  qae  en  minería  producen  la  via  conitencioso^ 
administrativa  no  han  sido  alteradas  por  las  bases  generales  de  99  de 
Diciembre  de  4868,  antes  bien  se  han  confirmado  por  el  art  32  de  Isú» 
referidas  bases; 

SbCCION  ADMiniSTIATIVA.— T.  VI.  22 


La  Sala  entieoil*,  de  eoolóriiiidad  con  el  Fiscal  de  S.  M.,.  qoe  no 
¡irocede  la  vía  coateodosa  para  la  demanda  de  que  deja  hecho,  mé- 
rito.* 

T  eooformiodoaeS.  M.  el  Eey  (Q.  B.  6.)  con  el  preinserto  dictimea 
desn  Eeal  écdea se  lo  cemonico  á  V.  B.  para  su  cooocimieato,  el  déla 
Sala  j  demás  efectos.  IMos  gaarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madcid  29. 4e 
Abrüdei876. 

C.  EL  COHDI  SK  TOESIO. 

Sr.  Presidente  del  Gppsejo  de  Estado. 

(Cácela  líe  8  ifs  Ifoyo  de  187S;. 


HetolwAtmm  \a^eiñanAa  üiíerpuesta  solicitando  la  renocar- 
don  de  la  arden  que  declaró  fenecido  y  rin  curso  el  expe^ 
'  diente^egistro  Pé  de  SotieL 

Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Caerpo  ha  coa- 
saltado  á  este  Ministerio,  con  fecha  10  del  actual,  lo  signieote: 

«Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Conteocioso  ha  Tísto  la  demande,*  coya 
copia  es  adjunta,  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  Francisco  Jafier 
Polil.  en  nombre  de  D.  Alejandro  Dsguerre  Dospital,  contra  la  Admi- 
nistración general  del  Estado,  solicitando  la  revocación  de  la  (cden 
del  Golnerno  de  la  República  de  29  de  Mayo  de  1875,  por  la  cual  sm 
confirma  un  decreto  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Huelra,  que 
daclaró  subsistiente  la  concesión  minera  titulada  Mariquita  y  feq^di^ 
j.  sin  curso  el  expediente  registro  Fé  de.  SotieL 

Besulia  del  citado  expediente,  que  se  ha  unido  á  la  demanda:  que 
D.  Federico  Delgado  pretendió  en  6  de  Febrero  de  1870  se  le  concediese 
on  registro  minero  de  i3  pertenencias  con  el  nombre  de  Fé  deSotiel, 
en  término  de  Galaiías:  fijando  como  punto  de  partida  para  la  designar 
cion  el  mismo  que  sirvió  á  la  mina  Mariquita^  cuyos  trabajos  estaban 
suspendidos  hacia  muchos  anos.  .    . 

Publicado  este  registro  en  la  forma  establecida,  recurrió  al  Gober» 
nader  de  la  provipcia  D.  Nicolás  Conradi  oponiéndose  por  ser  losterr^ 
nos  que  se  comprendían  en  la.  designación  de  aquel  los  de  la  concesión 
Mariquita,  de  que  el  recurrente  era  propietarioo 

El  registrador  de  Fé  de  Sotieli  solicitó  &e  le  otorgase  un  plaao  para 
Justificar  el  abandono  de  la  mina  Mariquita;  y  pasado  el  expediente 
al  Ingeniero  para  que  reconociese  el  terreno  cuestionado  y  el  estado 
de  las  labores  de  la  expresada  concesión,  lo  verificó  informando  pesi* 
leriormente  que  la  mina  Mariquita  había  estado  poblada  6.668  diae 
desde  que  el  concesionario  habia  tomado  posesión  de  elia^ 

£ñ  vista  del  referido  informe,  el  Gobernador  de  Huelva  declaró  ea 


7  drlaliode  1674  sabsiitentela  menctotrada  concesión  Mariquita  y 
ftnadáo  y  sio  carao  el  registre-denaocio  Fé  de  Súliet^  fundándose  ea 
que  aquella  habia  estado  poblada  por  más  tiempo  del  exigido  por  ki 
ley; 

Apelado  el  decreto  del  Gobernador  porD.  Federico  Delgado  para  an- 
te ese  Ministerio  solicitando  so  revocación,  y  oída  la  Junta  superior 
facultativa  de  Minería  y  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  de  esté 
Consejo,  y  de  conformidad  con  sus  dictámenes,  se  expidió  la  orden  del 
Gofaiemo  de  la  República  de  99  de  Mayo  de  1873,  por  la  que  se  ba  con* 
llimado  la  providencia  recurrida,  declarando  subsistente  la  concesión 
miaera  Marieta  y  fenecido  f  sin  curso  el  expediente  de  registro  Fé 
deSaíM. 

Contra  esta  orden  se  ha  interpuesto  demanda  contencioso-admini^* 
trativa  por  el  Licenciado  D.  Francisco  Javier  Pohl,  en  noiybre  de  Don 
Alejandro  Daguerre  y  Dnspital,  cesionario  del  registro^éenancio  Fé  de 
Soiiel^  con  la  pretensión  de  que  se  revoque  la  orden  reclamada,  previa 
la  declaración  de  la  procedencia  de  la  via  contenciosa,  que  fioda  en 
al  caso  2/  del  art.  89  de  la  ley  de  Minas  vigente  y  sus  correspondien« 
tas*  del  reglamento. 

T  el  Fiscal  de  S.  M.  se  ha  opuesto  á  que  se  admita  esta  deman» 
da,  alegando  que  el  caso  que  comprende  no  se  halla  entre  los  fijados 
en  el  art.  89  de  la  ley  ni  en  el  86  del  reglamento;  en  que  los  denuncia- 
dores no  tienen  otro  carácter  que  el  de"  coadyuvadores  de  la  Adminis- 
tración en  los  juicios  sobre  caducidad,  y  en  que  el  demandante  no  ha 
acreditado  en  debida  forma  ser  cesionario  del  registro-denuncio  Fécíe 
Soiiel. 

Visto  el  art.  68  de  la  ley  de  4  de  Marzo  de  i868,  que  concede  el  re- 
corso contencioso  ante  los  Consejos  proviociales  á  los  concesionarios 
de  mina^  cuyas  concesiones  hubiesen^  eido  declaradas  caducadas  por 
virtud  de  registros  denuncios,  otorgando  á  los  promovedores  de  éstos 
]fo  facultad  de  mostrarse  parteen  el  juicio  contencioso  como  coadyu- 
wintas  d^la  Adminietratñon:' 

Tiaie\el  caso'i.**  del^artí  89  déla  nRsmaleyypor  elqué'  ae  admite 
la  via  contencioso-administrativa  paralante  el  Cons^^  de  Estado  con- 
traías resoluciones  por  las  que  se  confirmen  ó  desestimen  las  provi- 
deoeias  4e  los  Gobernadores  concecfiendo  ó  negando  la  propiedad  de 
ttiaiae;  escoriales,  terreros  y  galerías  generales:- 
'  Oousiderando  qua  la  ley  de  Minas  de  1859  no  reconoce  derecho  al- 
ganoeo  fovor  de  los  demundadores  hasta  tanto  que  se  declárala  caduf- 
etdáddelas  conceaioffes  denunciadas,  en  cuyo  caso  nácela  prefereú- 
eia  que  les  otorga  el  art.  68  de  la  misma  para  la  demarcacioó  de  lot* 
registros  que  tuvieren  solicitados,  y  sucesiva  posesión  si  existiere  ter- 
reno ñraneox 
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Considerando,  que  siendo  la  base  esencial  del  recurso  contencioso- 
adnioistratiyo  la  lesión  de  un  derecho  preexistente»  la  ley  no  ha  facul- 
tado á  los  denunciadores  para  intentar  dicho  recurso  contra  las  pro? i- 
dencias  declarando  la  subsistencia  de  las  minas  que  se  hayan  denun- 
ciado, dispensándoles  únicamente  el  carácter  de  coadyuvantes  de  la 
Ad.ministr  ación  en  los  juicios  que  suscitaren  los  concesionarios  por 
caducidad  de  sus  propiedades: 

Y  considerando  que  la  orden  reclamada  en  la  actual  demanda  al 
declarar  la  subsistencia  de  la  mina  Mariquita^  y  nomo  consecuencia  el 
faneciffliento  del  expediente  de  registro  Fé  de  Sotielf  no  ha  vulnerado 
derecho  alguno  del  denuncia  dor  de  aquella  concesión,  ni  ha  concedido 
ni  negado  propiedad  alguna  minera  á  que  tuviera  derecho  el  deman- 
dante, no  habiendo  tampoco  justificado  éste  debidamente  su  persona- 
lidad en  el  juicio  que  ha  intentado; 

La  Sala  entiende  que  no  procede  la  via  contencioso-administratiTa 
para  la  demanda  de  que  deja  hecho  mérito.  • 

Y  conformándose  S,  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  con  el  preinserto  dictá- 
men«  de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocimiento,  el  de 
la  Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  29  de 
Abril  de  1876. 

,     C.  EL  GONDK  DK  TOREIO. 

Sr.  Presidente  del  Con  sejo  de  astado. 

(Gaceta  de  9  de  Mayo  de  4876;. 


MINISTERIO  DE  LA  GOBERNACIÓN. 


Real  Orden. 

Resolución  en  el  recurso  interpvssto  contra  una  providencia 
del  Gobierno  de  provincia  que  considera  improcedente  la  via 
gubernativa  pa  ra  conocer  de  una  cuestión  sobre  alumbra- 
miento  de  a^as  minerales. 

Remitido  á  informe  del  Consejo  de  Estado  el  recurso  interpuesto 
por  D.'  Felipe  García  y  Serrano  contra  una  providencia  de  ese  Gobierno 
de  provincia,  que  consideró  improcedente  la  via  gubernativa  para  co- 
nocer de  una  cuestión  de  alumbramiento  de  aguas  minerales,  la  Sec- 
ción de  Gobernación  de  aquel  alto  Cuerpo  ha  emitido  en  25  de  Pebre* 
ro  último  el  siguiente  dictamen: 

«Excmo.  Sr.:  En  virtud  délo  dispuesto  en  Real  orden  de  31  de  Di- 
ciembre último,  recibida  en  31  de  Enero,  esta  Sección  ha  examinado  el 
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recnrso  interpuesto  por  D.  Felipe  García  Serrano,  reciño  de  Bubierca, 
contra  la  providencia  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Zaragoza,  qne» 
entre  otras  determinaciones,  declaró  qne  correspondía  á  los  Tribuna* 
les  el  conocimiento  de  las  cuestiones  suscitadas  con  motivo  del  alum« 
''bramiento  de  ciertas  aguas,  verificado  en  las  inmediaciones  del  esta- 
blMimiento  de  baOos  y  aguas  medicinales  de  Paracuellos  de  Giioca, 
propio  del  recurrente. 

En  instancia  que  dirigió  éste  al  Gobernador  en  8  de  Octubre  de 
1875  eipuso  que  D.  Jaime  Cortadellas  habla  hecho  unas  excavacionea 
recientes  en  las  cercanías  de  aquel  establecimiento,  hallando  sin  duda 
el  venero  de  sus  aguas,  pues  en  el  momento  que  las  descubrió  queda* 
ron  en  seco  las  dos  fuentes  que  surtian  los  baños,  viéndose  los  enfer- 
mos que  en  ellos  se  medicinaban  en  la  precisión  de  abandonarlos* 

Calificó  de  arbitrario  y  abusivo  el  hecho,  j  recordó  la  protección 
debida  á  esta  clase  de  establecimientos  por  los  capitales  que  en  elloe  se 
invierten  y  el  servicio  público  que  prestan;  y  considerando  urgente  el 
femedio  antes  que  los  manantiales  distrajesen  su  rumbo,  y  en  el  con- 
cepto de  que  los  trabajos  fueron  llevados  á  efecto  sin  autorización  al- 
guna y  en  terreno  próximo  á  una  carretera,  pidió  que  se  suspendieran 
las  obras;  é  instruyéndose  después  el  oportuno  expediente,  se  ordenase 
á  Cortadellas  que  repusiera  las  aguas  al  estado  que  tenían,  indemni- 
zando al  querellante  de  los  perjuicios  inferidos. 

Acompañó  á  la  instancia  dos  certificaciones  expedidas  por  el  Médi- 
co-cirujano y  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Paracuellos,  esta 
últiniacon  referencia  ala  inspección  ocular  verificada  sobre  el  terreno 
por  el  Alcalde,  asistido  del  Secretario  y  testigos,  que  comprueban  la 
certeza  de  la  desaparición  de  las  aguas  del  establecimiento  balneario. 

Según  parece,  el  Gobernador  en  orden  del  laísmo  día  8,  que  no  se 
acompaña  al  expediente,  mandó  suspender  las  obras  denunciadas;  y 
bebiendo  pedida  informe  á  los  Ingenieros  Jefes  del  distrito  en  los  ra- 
mos de  Minas  y  de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  lo  evacuaron  después 
del  reconocimiento  del  terreno  y  de  las  obras  ejecutadas,  acompañan- 
do los  planos  respectivos. 

Dice  el  Ingeniero  de  Minas  en  su  informe  que  el  manantial  que  sur- 
te el  edificio  de  García  Serrano  le  era  conocido  desde  Noviembre  de 
1848,  en  que  por  mandato  del  Gobernador  lo  comprendió  bajo  una  de* 
marcación,  averiguando  por  ese  medio  el  caudal  de  agua  que  prodn- 
cia^  clasificadas  entre  las  hidro^sulfo-salinas  frías,  que  habían  apare- 
cido en  terrenos  de  Cortadellas,  idénticas  en  calidad  y  próximamente 
en  cantidad  á  las  de  los  baños  de  Paracuellos. 

Después  de  especificar  las  condiciones  y  naturaleza  del  terreno,  y 
de  discurrir  acerca  del  origen  del  manantial,  dedoce  que  las  aguu 
«lumbradas  y  las  que  disfrutaba  el  antiguo  establecimiento  son  dd 
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mismo  caudal  y  procedes  tanibieú  de  un  «ñsÉío  depósito  interior, «a* 
ap  do  ser  esacfo  el  hecho  de  au  aparicioa  y  deaaparicioQ  aimiritáiiiefta; 
coiQeidencia  que  do  ae  eiplioal»,  balUiiéose  á  nivel  toa  pantos  4ondft 
el  agaa  había  brotado,  y  á  diaiaacia  de  158  metroa  ei  noo  úe\  otro.     ^ 

Se  eatieiide,  por  úJitmo,  el  logeoiero  infomante  en  otra  serie  *  ' 
coasíderaeíones  sobre  loa  fenómenos  observados  en  estas  agoas,soVfe 
sos  diversas  manifestaciones  y  sobre  la  resudación  antigua  que^xiaiiiK 
60  las  propiedades  de  Gortadellas;  y  después  de  describir  lesobraa  «je- 
catadas  por  asteen  la  exiension  que  pude  exeminar,  poesía  galérift 
aubterráoea  que  conducia  al  poso  del  agua  cataba  interrompida  f«r 
una  puerta,  cuya  llave  no  le  facilitaran  impidiéndole  adquirir  datM  qui" 
cofiSideraba  ioter^sanleSi  reiteró  su  afirmación  de'  que  poreoia  prote** 
bU  y  muy  probabU  que  las  aguas  desaparecid¿«  en  el  mananttal'aBll* 
guo  fuesen  las  alumbradas  en  f  I  nuevo. 

Por  au  parte  el  ingeniero  Jefe  de  Caminos,  Gánales  y  Puertos  máúíf 
feató  que  las  zanjas  abiertas  por  Gortadellas  calaban  es  sitio  inmeii«*i 
lo  al  señalado  para  travesía  en  Paracuellós  de  la  carretera  de  Darocaii 
Galatayud/ain  que  impetrase,  como  debiera,' autorización  de  k  Aulp^ 
ndad  local  ni  del  Gobernador;  por  lo  cual,  en  OfHnion  de  dicho  hm* 
eíonario,  se  había  faltado  á  lo  prevenido  en  la  ley  de  aguas  y  eti  laa 
Ordenanzas  para  conservación  y  poiteSa  de  las  oarreteraa. 

Consta,  sin  embargo,  que  Cortadellaé  pidió  al  Gaharaador  «n  S  dft. 
Octubre  último  autorización  para  ejecutar  las  obras  necesariaa  coa  oh* 
jeto  de  aprovecharlos  manautiaAes  de  aguas  medieinales  que  deinoio» 
moriid,  dijo,  existian  en  su  propiedad,  y  que  el  referido  ingenieeo  és. 
Gaminoa  reputó  indtapensable  queae  acompañase  á  la  iostaueía  olí»»' 
formé  de  la  Autoridad  local,  sin  que  después  de  evacuado  ap«reao»ra^ 
««ducion  algAoa  hasta  la  reclamada  en  este  expediente. 

I^.  José  Losial,  vecino  de  Zadragoza,  gestionando  oa  nemhfe  y  ro«. 
presentación  da  D.  Jaime  Cortadillas,  recurrió  al  Gobernador  en  Iftdeli 
oüado  mes  de  Octubre  can  la  pretensión  de  que  d^ara  aia  ife6to  la. 
pvovideBc&a  de  suspeosiion  de  las  obras,  inhibiéndoso  del  eooocimienjto 
del  asunto  por  no  ser  de  la  competCDcia  de  la  AdmioittrAcittiv  y  V^ 
diendo  á  su  vez  indemnización  de  daños  y  peifnicios. 

Fundó  su  petición  en  el  derecho  de  propiedad  que  tenia  su  repie^ 
sentado  sobre  el  Ierre  no  en  que  habie  veriílcade  las  obra»,  derecho  #ntt 
eomprobó  mis  tarde  por  medio  de  la  exhibioíon  de  loa  títulos  depeiv 
tenencia,  y  en  las  faeuHadea  que  le  conferiao  los  anfeuleB  4K  46  y  M^ 
déla  ley  deaguas  deS  de  Agosto  de  1866. 

Presentó  asimismo  un  pleno  del  terroAey  dea  certificaciones  de ua 
Perito  agrícola,  referente  la  expedida  en  26  de  Setiembre  el  dealínde 
pta#¡cado  ei|  las  propiedades  del  mismo  Cortadellas,  y  la  seg«0da(< 
üe  8  de  Octubre  á  la  cantidad  de  agua  que  discuirie  por  le  cafieifa 


de  desagtte  del  «^tablebimieoto  de  Garda  Serrano  e»  a^oelU  fecha. 

E4  Gol)eriradar,  con  preseaoia  de  las  dihgmieiaa  iBstriiidas,y  le^. 
nieodo  encaeola  que  la  {^o?id8D<iia  de  ft  deOciabre  ée  apofó  prfoci- 
palmeote  en  la  cremeia  de  qae  el  alnmbramieaio  de  aguas  hecho  por 
G<irUMleUas  se  hallaba  del  eatablecioileato  de  García  Serrano  á.mtaor 
dialancia  dé  los  lOQ  metros  que  marca  el  articulo  SO  de  la  ley  dé 
agttas^  creencia  que  nació  de  no  haberse  espresado  la  loogf  lud  que 
les  sefiarabA,  y  tj^ne  fbé  errónea  segon  loa  dalos  saministradoa  por 
el  iQgoniero  de  Minas:  que  de  lo  informado  por  el  de  Caminos,  Ga«^< 
oaiés  y  Puertos  se  deducía  que  el  repetido  alumbramiento  se  halla* 
ha  lamtien  á  mayor  distancia  de  la  carretera  construida  de  la  que 
establece  el  mismo  articuló  de  la  ley  de.a|(oas  y  el  reglamento  de  po* 
líela  de  carreiérás:  que  ed  tal  dcncepto  la  cuestión  quedaba  reducida 
á  apreciar  los  perjuicios  que  á'iá  propiedad  particular  de  García  Ser- 
rano hubieran  podido  irrogarse  por  el  atumbramiento  do  qué  se  timii, 
y  á  la  oposieion  de  los  derechos  de  pro^piedad  entre  ios  idtereísddda, 
4^0  00  podía  apreciar  m  resolver  la  Administración;  y  eztendiéndbse 
OAottas  consideraeiames  menos  pertinentes  á  las  estiremos  que  se  Teii^ 
tllaii^  acordó  en  6  de  Noviembre  dajair  sin  efecto  la  provideociá  de  8^de 
üoiubre,  reservando  á  las  partea  su  derecho  para  que  ante  los  Tribu* 
tfales  eíerci<la«én  laa  acciones  que  vieran  convenirlea;  y  prevenir  á 
OdrtadeHa»  la  neeesidM  de  obUeoev  Hcdnela  ó  imtotiaactoii  eorrespoh^ 
diente  para  ht  proseducion  dé  las  obras,  y  de  cumplir  lo  dfspudst(a  eo 
el 'reglamento  de  Samidad  ai  pretendía  utilizar  las  agiíai  como  medid* 
nales  4  ieváotar  algún  attahtecioileiito  balneario. 

De  esta  resolución  se  alza  D.  Felipe  García  Serrano  para  ante  el  mi*» 
náaterio  del  dlgjno  dargo  de  V.  £.,  invoéando  aiganas  disposioioúeadel 
reglamento  de  baids  y  agnas  minerales  de  12  á9  M^yo  de  1874,  jxara 
deducirla  aedeáidad  de  que  las  Antoridades  admidistrátiras  lé  ampa- 
ieo  en  ans  antiguos  derechos,  y  por  el  servicio  que  prestan  las  agoaa 
de  att'eatabledoiieoto  á  la  htimanidad  doliente. 

Según  .el  informe  fac^fdtativo  d)el  Ingeniero  de  Minas  día  44  de  Oc-. 
labre  úUlimos  iasafuaif  alkiaabradas  porB.  laiaite  Gortadellas  son  míJdi- 
ciiHiles  y  pertetíecen  al  grupo  de  ks  faidró-sitlfó^balanaa.  El  objeto  éal 
almkbramiénto  se  determina  claramente  en  una  aoliettud  de  Goftade-. 
Uaa  de<  3  de  OctUhre,  en  la  qué»  al  pedir  pérmisóf  al  Gobernador  de  Za*^ 
ffcgOBtf  (^e  no  cenata  le  baya  aido  Ikasta  ahbra  concedido)  pkra  hacer 
^bra&en  los  terrenos  por  donde  ha  de  pasar  la  carretera  de  Paracoíe- 
Uo8^  declara  que  sa  objeto  es  aprovechar  y  destinar  estA  aguas  á  la. 
nedioiiia. 

Bl  decreto  de  29  de  iícieob^bte  de  í868|  qoe  fijé  las  bases  generálet 
psra  lannévá  legMacien  de  minería,  establece  en  síu  drt.  4/.qua|íea« 
laneean  á<  la  tea  cera  aeecio»  de  üos  criaderos  mineros  ks  anstáncito 


SAli»a8  y  dasnfre.  ya  en  el  estado  aólido«  ya  liquido,  y  lo  mismo  las 
agrias  SQbterráoeas.  La  Sección  tiene  aquí  en  pocas  palabras  el  hecho 
y  el  deredio  de  la  caestion.  El  hecho«  un  alumbramiento  de  aguas 
minero-medicinalea.  El  derecho*  el  decreto  citado  posterior  á  la  ley  de 
aguas,  qtt9  solo  está  en  vigor  en  la  materia  en  lo  que  no  esté  «u'cod-^ 
tradiccion  con  aquel.  . 

Sabido  es  que,  conservando  este  decreto  el  dominio  completo  del 
suelo  al  propietario,  reserva  originariamente  al  Estado  el  subsuelo,  se- 
gim  claramente  lo  expresa  el  árt.  5/;  y  «que  en  el  9.%  que  comprendo 
las  aguas  minerales  de  que  ahora  se  trata,  dice  textualmente:  «Las 
sustancias  de  la  tercera  sección  solo  podrán  explotarse  en  virtud  de 
concesión  que  otorgue  el  Gobierno  con  arreglo  á  las  prescripciones  de 
esta  ley.*  Gorladellas,  Ignorando  tal  vez  la  legislación  ó  desconociendo 
sus  preceptos,  ha  hecho  obras  en  el  subsuelo  que  no  le  pertenece;  he 
buscado  y  hallado  minerales  en  el  estado  liquido,  que  solo  por  conce- 
sión del  Gobierno  ha  podido  obtener^ 

En  vano  asegura  que  en  el  suelo  de  su  p|[opiedad  existían  algunos 
lesudadores  de  estas  aguas,  porque  constabdo  en  el  expediente  que  ha 
hecho  galerías  y  socavones,  y  que  ha  pedido  permiso  para  abrir  xanjás 
de  desagüe  que  antes  no  necesitaba,  en  los  terrenos  inmediatos  á  una 
carretera,  está  demostrado  que  las  aguas  minerales  adumbradas  son  del 
subsuelo,  y  que  no  ha  obtenido  la  concesión  del  Gobierno  que  exige  k- 
ley»  ni  tampoco  el  permiso  de  la  Autoridad  local.  Confirma  más  y  más 
esta,  creencia  el  haberse  negado  á  franquearla  puerta  de  satas  galerías 
al  Ingeniero  de  Minas  cuando,  comisionado  por  el  Gobernador  civil  de 
la  provincia,  pasó  á  inspeccionar  los  trabajos,     f 

De  estos  antecedentes  resolta  que  perteneciendo  ai  Gobierno  por 
medio  de  la  administración  activa  las  concesiones  del  subsuelo,  y  he* 
hiendo  Gortadellas  obrado  en  él  sin  este  requisito,  á  la  Administración 
activa  corresponde  y  compete  el  conocimiento  de  este  negocio  para  re* 
poner  las  cosas  al  estado  primitivo,  y  evitar  los  perjuiíyos  que  al  Esta* 
do  y  á  los  establecimientos  públicos  hayan  podido  causarles.     . 

Este  expediente  ha  sido  promovido  por  D.  Felipe  García  Serrana, 
dueño  y  propietario  del  establecimiento  de  aguas  medicínales  de  Fa^ 
raeuellosde  Giloca,  situado  en  un  paraje  muy  cercano  al  del  alumbra» 
miento  practicado  por  Gortadellas,  no  habiéndose  podido  medir  la  dis» 
tanda  subterránea  perno  haber  permitido  los  dependientes  de  Corla* 
dallas  al  Ingeniero  abrir  la  puerta  de  la  galería,  si  bien  por  la  parte  del> 
siiefo  dista  i58  metros.  Está  probado  por  dos  certificaciones,  la  una 
del  Médico* cirujano  délos  baños,  y  la  otra  del  Alcalde,  Secretario  j 
testigos,  que  afirman  de  vista  propia  haber  desaparecido  las  aguas 
de  las  fuentes  de  Paracuellos  por  completo  cuando  Gortadellas  hizo  sa 
alumbramiento,  y  por  el  Ingeniero  de  Minas  que  son  de  la  misma 
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peeie  7  que  tieDeo  Us  mismas  sales  6  sostaDcias  mioeraies,  debiendo 
ser  al  parecer  las  misnae  y  ? eoir  del  mismo  depósito;  y  aiinqae  un  Pe» 
lito  agricola  á  iosiacoia  de  Gortadeilas  certifica  que  por  la  cañería  de 
desagüe  de  Faracoellos  corria  oea  cantidad  de  agua  que  podia  oooside- 
rarse  igual  á  la  que  siempre  ha  corrido,  esto  no  puede  destruir  la  de- 
claraeioQ  del  Médico-cirujano  de  los  baños,  del  Alcalde  de  Paracuellos, 
Secretario  y  testigos,  que  declaran  haber  quedado  los  caños  de  las 
ñientee  en  seco.  % 

El  establecimiento  de  aguas  minero-medicinales  de  Paracuellos  go*^ 
la  desde  1848  del  carácter  de  utilidad  pública,  según  lo  dispuesto  en 
el  reglamento  de  12  de  Mayo  de  1874;  y  sabido  es  que,  deseando  pro- 
teger los  manantiales  de  esta  clase  existentes,  previene  en  su  art.  17 
que  no  puedan  hacerse  obras  ni  aun  de  exploración  cerca  de  estos  es- 
tabledmientos  sin  el  permiso  del  Gobierno,  oyendo  precisamente  á\ 
Consejo  de  Sanidad  y  al  Ingeniero  de  Minas;  y  que  aunen  el  caso  de 
concederse  las  obras  de  exploración,  seria  bajo  la  inspección  del  mismo 
Gobierno.     . 

Tiene  además  en  este  concepto  la  protección  que  á  las  fuentes  pü» 
blicas  y  á  los  riegos  concede  el  art.  49  de  la  ley  de  aguas.  Se  han  des- 
viado las  aguas  de  una  fuente  de  utilidad  pública  por  obras  contra  de» 
recho  ejecutadas;  y  aun  en  el  caso  de  haberse  obrado  con  justó  dere* 
cho,  ésto  está  limitado  por  la  frase  «con  tal  de  que  no  distraiga  ó  apar* 
te  aguas  públicas  de  su  corriente  natural;»  y  al  solo  ¡peligro  de  que  es- 
to pueda  suoeder,  la  ley  autoriía  la  suspensión  Üe  las  obras  si  se  ha  re» 
damado  debidamente. 

La  ley  de  aguas  y  todas  las  leyes  reservan  á  los  Tribunales  de  jus» 
tieialas  cuestiones  de  dominio  y  propiedad,  únicos  que  pueden  garan- 
tizar estos  derechos;  pero  la  declaración  de  utilidad  pública  y  sus- con- 
secuencias^ con  la  proteceiop  debida  al  interés  comudal,  así  como  las 
ooncesiones  que  en  provecho  del  mismo  se  hacen  por  el  Estado,  mate- 
ilaes  que  cae.  de  lleno  bajo  la  autoridad  protectora  del  Gobierno  por 
medio  de  la  Administración  activa.  Esta  doctrina  está  aceptada  en  pre- 
cedentes de  grande  fuerza  y  valor  que  conviene  citar:  la  orden  minis» 
lorial  de  27  de  Octubre  de  1873,  resolutoria  del  recurso  interpuesto  por 
B.'iuan  Ba.utista  Monpó  sobre  alumbramiento  de  ciertas  aguas;  la  de» 
cisión  del  Poder  Ejecutivo  de  2  de  Julio  de  1874  con  motivo  de  la  com* 
petencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  Oviedo  y  el  Juez  de  primera 
instancia  de  Infiesto  sobre  disfrute  de  unas  aguas  minerales  en  el  Con» 
e^o  de  Pilona,  y  el  fallo  consultado  por  la  Sección  délo  Contencioso 
del  Consejo  de  Estado  en  10  de  Julio  de  1875,  por  el  que  se  propúsola 
improcedencia  de  la  demanda  deducida  per  el  citado  Monpó  por  no 
habérsele  vulnerado  ningún  derecho  perfecto  en  razón  á  que  las  ob^ae 
ejecutadas  por  él  no  obtuvieron  la  autorización  correspondiente. 
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Opiaa,  pof  Ub(o,  la  Sección:  v 

1/  Que  e9te  a^unU)  correspoodi  á  Ja  AdiiiÍAMtractofi»%y  ao  4  toa 
TiilNwalea  4e  justioia.  » 

2/  Qu9  debe  desapaobarae  la^ceaducta  del  Goberotadoc  y  áüi^nm. 
8ÍB  efc^u  sftpcavtideDCia  de  6  de  NoYÍem^bre  i&liiaie. 

Z.\  Que  procede  refioaei  las  eosaa  al  esUMlo  que  tenían  «alea  de  la 
pertarbacioD  de  los  dereclioa  de  IK  Felipe  Oarefa  Serraao  á  eoafta  de 
D.  Jaime  Gortadellas/reseryándose  al  paimero  el  que  le  aaiala^pafa  te» 
clamar  cootra  quien  y  ea  la  forma  que  viese  coBTeoirle  de  lea  daftoe 
y  perjuicios  que  se  le  kubiesea  irrogado* 

Y  4/  Que  ae  dé  «oooeimíQat^  de  este  iaíérme  al  Mioisierto  de  Fo4 , 
meato  por  lo  que  toca  á  leseamos  ds  miaeria  y  de  aguaa.» 

Y  coaformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  coo  el  preioaerto  dicta « 
mea,  se  ha  servido  cesol?er  como  ea  el  mismo  se  propooe. 

De  Real  órdeo  lo  digo  á  V.  S.  para  su  coaooimieoto  y  demás  efectoa, 
coadeyqlacioo  del  adjunto  expedieotp  de  referencia  á  los  fioea  eoaai* 
guientes.  ,Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años.  Madrid  31  de  Marzo  de 

1876. 

RoNiao  R0B1.BDO. 

Sr.  Gobernador  de  la  provuicia  de  Zaragoza. 

(GacBía  (ie  28  (fe  Mayo  de  1876). 


4>    j 


Real  decreto  derogando  algunos  articuloé  del  reglamento  de 
baños  yaguas  minero-medicinales  y  dándola  nUeM  redac^ 
tíon. 

fit^ÓSSlCtON. 

SRÑOR:  La  clasiAcacioa  en  categosias  4e  loa  eatablecimieotoa  de 
bañes  y  aguas  minere-aiiediciaMeíi,  determiaada  en  el  capitulo  5/  del; 
reglamento  del  ra>mOi  aprobado  por  decreto  de  12  de  Mayo  de  1874yá- 
la  f  ar  que  no  psoduee  reaultafdo  alguno  á til  ni  be^efiqio^o  en  el  aevvi- 
cío,  dá  Jugar  á  oonfusioa  y  complioacionea  en  el  escalafón  del  CuerpA*- 
establece  odiosas  difereaoias  y  ríYalidades  eatre  ^oaapañerea,  y  dáooa* 
aioB  á  postergar  4  quien,  desempeñando  unaplaza  de  entrada  4  ascMU^ 
so  y  con  largo  tiempo  de  aervicio  y  méritos  eapecialea,  por  eieriaa  tis^. 
cuaatanciaa  de  inlerés  transitorio  ne  tema  paírte  endetecmioades  eon*- 
cuiaosen  loa  que  se  sacan  á  elección  plaaaa  de  término,  fiet&a  plazas, 
pueden  recaer  en  Médico*Directores  recientemente  liegadoa  al  Cnerpó«, 
y  en  otvoa  coBcersea  sucessfov  serian  prefatidos  en  la  aleecioa  de  nopat* 
jer  destino  áAmeioaaciosital  ?•<  máa  meriuriot*  fK>r  k  aela  «ircuna** 
taneia  de  prestar  aqaelloa  ana  aerTielea  en  «n  ealableeimienio  de  aaan 
yor  concunreneia.  v  ^ 


J 


Bt  Nffiistra  qoe  siMcHbe  tooííAi9t«  qoé  Ift  tlgniMa  mtrgfiédad, 
ectattrltt  desdo  ^f»e  h»  «blietie«l  Dotet>rtfiDieM«>  de  lHédtcó  Olrenitdrpiro^ 
pielarío  ó  desde  la  fecha  en  que  el  TribuDal  de  conétineé  y  épti^ici^tfes 
éle«á  «I  *(h>i>i0r«e  !«s  iHPOptiesiaft,  es  la  b«É^  ttá»  Jtfstir,  más-oóúte- 
dknfiey  equitativa  del  eseaMen  del  Ctuerpo,  y  del  dereebódé  el«gif 
coli  prioridad  en  los  coáctfrseis  qoe  9^  eelebren.  Eb  sti'Vintfd,  t^'opotio 
á  la  e^e^ad<(m  de  V.  M.  ^l  e  i|i>álente  proy^eto  de  decMO. 

Madrid  n  de  Mayo  de  1976.  * 

A.  L.  n.  t.  de  V.  M. 

PBAirti^co  i(Miiía:o't]lonA)^ 

-   ■  -  •• 

RlU  DiEClUlfO^ 

En  ▼ista  de  las  razones  que  Me  ha  expuesto  el  Ministro  de  la  Go« 
beriaacioQ^ 

Veqga^n  decretar  lo  siguiente: 

Arácttií  t.*  Quedan  derogados  lo^artf culos  Í4,  i&,  %6,  27,  S9  ai- 
meros  i.*  y  5.%  y  66  del  reglamento  de  baños  y  aguas  mlnero-medici- 
nales  de  12  de  Mayo  de  1874. 

ArL  2."<  I<os  expresados  artículos  del  capitulo  S.*  quedan  redacta- 
dos en  la  siguiente  forma: 

CAPÍTULO  III. 

De  los  establecimiinios  y  de  la  provisión  de  las  platas  de  Médico» 

Dvrecteres; 

Art.  24.  Los  establecimientos  de  aguas  Minerales  serán  considera- 
dos todos  de  igual  categoría  para  los  efectos  del  concurso  y  oposición, 

Art,  25.  Todol  los  establedmicjntos  dé  bafios  y  agoas  minero-me- 
dicinales serin  regidos  por  Medico-Directores  en  propiedad,  nombra- 
dos desde  esta  fecha  por  oposieiea  é  ceneurso  libre,  según  se  dispone 
en  el  presente  reglamento.  Las  interinidades  que  ocurrieren  nó  podrán 
durar.mis  és  UDK  lieiiiporada. 

Art.  26.  dea  MMioO'DiMOor^a  en  propiedad,  «si  oínboIos  intirí- 
DOS»  quedarán  sujetos  en  el  desempeño  de  su  cargo  á  las  prescripcio- 
nes de  este  Tegla«iento. 

Art.  27*  Bl  Mlaiitro  de  )«  Goberftadoii  podrá  acceder  á  lia  per« 
mtttas  que  «oUeften  M  tote^eeftdos  hasta  el  ftlleciafieot0«  iwpoeibili'' 
dad  é  j«bilaeioB  deeríva  deésIoS}  een  la  "pteoisa  (sondicioft  de  qooM^ 
perttutanles  svmn*  sua  dAstioos?  «nlendietido  ifte  4e  nolMcerto  a^y 
como  igualmente  cuando  ocurra  alguno  de  los  caseedeiilleeimieotov 
fmpoeibitséaid  ó  jiMaeieo  refetides,  qoeierl  desde  l«sg<i  eid  efecto  6 
terminada  ¡m  iwrmuto. 


«(Bt  f  evoque  la  4iNtoii  M  ^^Meaie  MV^á^  ^eniaúm  da  h  RepáUi- 
«»  d»  2  d«  Marca  d«  1834,  qm  deDe§&  la>  reyinoi»  de  oo  ei^ienU 
form^dQ  por  el'VietUdavide  le^tente  del  pepel  «ellado  de  la>fiff0T4«eit 
de^  SferceloB»  eanlna  lia.  espceaada.SQciedadipM^recjei!  del  sello  oen* 
ree<poQdieoteUis  ftaeioDeaó  doeemeotoaproTisíoaalea  que  libmieaftU* 
oia  emitidas,  y  que  se  le  reieye  del  pago  del  reiotegro  y  aboDO.  de^la 
t^reend  p^pie^de  «luUa.al:  ViAüador»  en  qne se  le  baicoadeiiado. 
.    ,  JBeauUa« darlos  aoieeed«DAee  Qoidoe  &  la;  demanda: 

Que  habiendo  4¡itb9ervadQ  el  VieiMorde  la  reate  del  papel,  sellado 
en  Barcelona  que  las  acciones  emiüdas  por.la  Sociedad  [Aiim» HÍRera 
enr  el  ano  de  1863^  y  ^«e  .«an*  objeto»  de  (ranseceiones  meneanliles,-  ca- 
reólas delseUQ ptevenidA en  el capBulo S.*. art.  7.%  pirralb segando 
düel  Realdeoretoi  deiS  de  Setiembre  de  4864,  y  art.  42  de  lainatuiic- 
cáOüLde  40  de  Novlembce  del  mismo,  año,  se  dirigió  eftSB.de  Abin^dÉ 
4864.  al  Admioistrador  de  la  citad»  Sociedad  oaanifestándoie  qné  tenia 
^pia  Integrar  á  la  Hacienda  del  yalor  de  45*000'  selios' que  debieron 
inyertirse  en  igual  númeno.  de  aoeiones  pnesias  en  dreulaoioa^  ha* 
Heneo,  inonrcido  Iaí  empresaion  la  multa  de  24.000:  esendoa^ 

Ei  Admiitiifltradior:seiopuso  al  pago  del  reiotegroy  de>la  multa  qM 
see;íigia,  fqndáfidose  ea<  4|tte  losídocnmettlos  do  quo hacia  méritad 
Waitador  eran  resipiiardoa  peor isionalas canjeables  porlaeaieeione^de- 
flliítíiyaa»Cttaiido«8t»yifiseitf  tiradas,  pa.ralo.eua4  tenia,  tiemposla  Soeil* 
dad  hasta  el  S^idelcitado  mes  de  Abril,  según  orden  del  Gobernador  de 
la  provincia:.  fttekis>.meneiooadoB  reiguañioino  efttabaQ^svjelosit  laa 
preBcripcioj9^9  cit^da^^poír  eL  V,isitf(doir;yvCiiie  no  era  posible  que  se  hu- 
biesen trasferido,  al  menos  con  autorización  de  la  empresa,  acciones-de 
la  misma,  puesto  que  en  la  fecha  señalada  por  aquel  no  se  hablan  emi- 
tido. 

Refutadas  por  el  Visitador  las  razones  en  que  se  apoyaba  esta  opo» 
sicion,  presentando  á  la  yez  ciertos  documentos  para  acreditar  que  los 
resguardos  erajD  acciones  puestas  en  circulación  que  se  cotizaban  en  la 
^lew^y^  después;  d^iníiMinMc  a«ercft  del  asiinto4a  AdminiatmdiHiLBGO» 
ntoii;9i(y.ej«iSr<omotor  fiA$alrde<HAciiiinda.  el'GobeiQadon  do^Iarpiio^n- 
cía.acordX  de  conformidad; con  éste^..eq.  8i  de  Julio.  de.4865;^pA  los 
documentos  provisionales  cuestionados  no  eran  titnlos  de  acciones,  ni 
á  ellos  equivalentes,  al  efecto  de  que  debiera  Ueyar  cada  uno  dé  ellos  el 
falto  Qoriy^ptodionde  cuafodoíoeran:  emitidoa. 

SjayisU<de!eat6r»aeuerdo,  el  AdmtniatBadoc'ecoBéQiicOfeoDsullésI'lft 
Dirección  general  de  Rentas  Estancadas  sobre  si  las  Sociedadesdoer^i» 
dito^y  demáa  anftlogas  deberían  de  poner  loasellos  pieyenidoafiortReai 
deefetode4)2^de  Setijinihreidft)  4861  on  loa  itiiu;loaipr0yiaioswdeft*do«6«« 
.  eionofuLÓ  en  loadeAnitiyot^ciiaBdo los«emitieaeo.y>eanjeasen  pocaf|tt»<M 
lll^;  y.  eomoi  quiera  .quo  la  consulta  fuese  rosndita  eB«l  aeiHidode  qoe 


ios.tiiolos  prorisioiiáles  debetmo  liMru^lo»  Mllot^  <MBraini8do»eii  el 
•nelBcídodBerelo^  sentad  de^nner*  el  eipedieote  «lOobeFoado  ea-S  de 
Marsode  id06  coo  ioforoie  de^la  Miiii&ittraeiefl<eeeD^mie«,  siéndote* 
giiailft.^ei  resuelto  por  dkjlia  A«U>rided»  BNtadliDde  ^e  se  estufiese  á 
lo.dispiiesto  6,0  la  providencia  di»S4  de  Julio  delSOS. 

'  A  petício^,d«l  Visitador  d^  la  reota  del'  papel  sollado  se  ele^ó  el  ex* 
pedieote  á-  la^  Superioridad,  y  la  DiireoGtoo  geoeral^d»  ReiKas  acordó  en 
i6,  de.EDero>de  iB70  que  los  titules  da  aceiooes  eetaban  compreodidos 
ea  laa  prescripeioneadel  Real'  decreto  de  4d  deSelienibre«de  i88i  y  de. 
lainsiruodOD-  de  iO  de  Novieantare  del  mismo  aio,  y  que-  eu  su  coose*» 
eoeooia  pr,oeedia  obl%ar  á  la  Sociedad  üfUím  Minera  al  pago  del  sein* 
legro  de  los  6.000  escudos  y  24*000  en  eoocepie  demul4a«  con  arreglo 
al  arti.  79  del  medciooádo  Real  decreto.  Y'bai^iéndose  apelado  del  refe- 
rido acuerdo  por  la  empresa*  intereeada^  uoiendo  á  su  escrito  yarios 
documento»,  se^eipidió  por>ese  Hioiste^io  en  47  de  Hayo  de  1^0  lá 
Árdea  del  Regedle  del  Reino,  por  la  cual  se  confirmó  el  aouerdoapela- 
do,  coDdoiiandoporequIded  á  la  Sociedad  recurrente  la  parte  do  muHa 
que  correspondía  1  la  Hacienda.  ^ 

Reclamada  esta  orden  en  vía  eonteociosa  ante  el  Tvibunel  Sopro- 
aao,  fnédoclaradaámproeedente,  dcíaestiiMDdo  la  demanda  ioterpuesta 
A  nombro  de  I^  Ángel  José^  Baixeras.  y  D.  Ramón  Remaní,  liquidadores 
de.  la  Sociedad  Onioií  Mmera^  por  sentencia  de  la  Sala  coarta  del  «re- 
presado Tribunal  de  16  de  0(^ubre  de  187i.. 
.  GoBtinqadas  liis  gesUones  adminisUatíTiae'  para  oonseguir  encobro 
del  reintegro j  porte  de  la*  multa  impuesta  á  la  Soeíedad '  ünkm  Mer^ 
«o^lii  has4a  ll^ar  é'  la  vía  doapremio;  dicha  oispresa  solicitó  eo  48^dé 
üoTíembrO' de  187S  de  eso  Mtcisterio  la  rerisioo  del  eipedieote^reo» ' 
p^cliyo,  fundándose  eo  que  el  acuerdo  que  le  puso  término  fué  dicta* 
do  conerfor^  siendo  nulas  todaslas  diligencias  practicadas  durante  so 
tramitación  por  opuesta  ala  ley,  y  que  hablan  recaído  en  él  dos^reeo^ 
lueioneS'CvnlrariaS' entro  ai^  debiendo  do  haber  prevalecido  la'deriVada 
do-l»  Anteridad'del  Gobernador doGoron»,  fárorablO' á loSociedad^ re* 
eufcente. 

BtamíoadiN  esta  pr<eten8lon;  oída  la  Sección  do  Lelrados^  yde^coof- 
formidad'consu  dietémen,  se  ho' dictado  la  érden  del  Fresidonle^del 
Bodor  B|jecuiivo>do  k^Repdblioa  do  ^9  de  Harto  de  I074'  denegando  la 
revisión  solicitada^por  la UníofiJlfercoiiWpor  no  kalMrolegadO  raion 
nipresentado  dato  alguno-  quo  no  se  hubiese  tenido  en  cuenta  al  re- 
oaerl»  orden  do  ln^ Regencia  dei<7:de  Mayo  de  IB70;  con  lo  cual  que* 
dó  terminada  definitivamente  la  via  gubernativa,  toda  ?e2'que¿  al<do*  ^ 
elarar  improeedeiHo  k  demanda '  contenciosa*  interpuéala'  para^«4>0T0* 
cacion,  gMá^dicbauócdon  autoridad»  do  cosa  juvgadaí  y  'por  lo  tanto  41 
earieter'de  irroTocablo^ 


Gootra  la  raferida  órdea  del PresideDte  del  Poder  Eje<^atívo  déla 
fiepúblicade  S  de  Marzo  de  i874  se  ha  ioterpuesto  demaoda  coaten- 
cioso-admiaistrativa  por  el  LiceociadoD.  José  Leopoldo  Peu,  en  nom» 
l^re  de  la  Sociedad  La  Union  MinerHf  eo  liquidación,  coo  la  solicitud 
de  qae  se  deje  sio  efetto  en  caaato  deniega  la  revisión  y  consiguiente 
anulación  de  la  que  se  dictó  en  i7  de  Mayo  de  i870,  alegando: 

Qué  el  recurso  de  revisión  procede  contra  las  sentencias  ó  disposi-* 
clones  de  carácter  definitivo  ó  ejecutorio  en  los  casos  sancionados  por 
;el  derecho;  y  concurriendo  vicios  que  inducen  nulidad,  se  abre  un  se- 
gundo juicio,  que  .es  un  recurso  extraordinario,  y  no  la  continuación 
del  juicioaot.erior»  como  indebidamente  se  supone  en  el  segundo  con* 
«iderando  de  la  orden  impugnada: 

Que  las  órdenes  que  no  son  reclamables  en  via  contenciosa  no  pue- 
den considerarse  definitivas,  ni  causar  estado  por  ser  suscceptibles  de 
resolucíoa  contradictoria  dentro  de  un  mismo  expediente  y  por  la 
misma  Autoridad  que  las  dictó;  en  cuanto  estima  justa  la  reforma; 
principio  consignado  y  sancionado  en  el  preámbulo  del  Real  decreto 
de  21  de  Mayo  de  1853  y  en  el  art.  62  de  la  instrucción  de  iO  de  Se- 
tiembre de  186!  sQbre  uso  del  papel  sellado: 

Que  abonan  la  posibilidad  de  abrir  un  segundo  juicio  lo  establecido 
«obre  recursos  de  revisión  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  y  eo  el 
reglamento  sobre  el  modo  de  proceder  eo  los  asuntos  contencio8o*adp 
ministrativos:  . 

Que  en  el  caso  de  la  demanda  hay  fundamefatos  que*  apoyan  la  revi- 
sión, puesto  que  además  de  existir  dos  fallos  con  carácter  de  ejecuto- 
rios, aunque  pronunciados  por  Autoridad  distinta,  existen  vicios  pro- 
hados de  nulidad  en  el  expediente  en  que  aquellos  recayeron:  resultan* 
do  dictada  la  orden  que  se  ha  supuesto  definitiva,  coa  los  de  obrep-^ 
^ion  y  subrepción^  que  deben  ser  causa  de  nulidad  según  las  leyes  de 
Partida; 

-  y  que  en  la  demanda  no  se  trata  de  discutir  otra  cosa  que  la  lega- 
lidad del  expediente  instruido,  dado  el  caso  de  haberse  sustraído  do- 
cumentos que  eran  absolutamente  precisos  para  fundar  el  fallo  que  le 
puso  término;  sin  que  pueda  tenerse  en  cuenta  para  la  procedencia  de 
la  via  contenciosa,  la  materia  ó  naturaleza  originaria  del  asunto,  citan- 
do la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  14  de  Noviembre  de  1873  ra* 
caida  en  la  demanda  interpuesta  por  el  Capitán  del  vapor  Valencia. 

El  Fiscal  de  S.  M.  informando  sobre  la  procedencia  del  recurso 
eoi^ncioso  intentado,  se  opone  á  que  se  admita  esta  demanda,  fun* 
4ándoseen: 

Que  el  recurso  de  revisión,  por  su  carácter  de  extraordinario,  no 
üehe  do  ampliarse  á  otros  casos  que  los  que  taxativamente  determinan 
las  leyes;  no  podiendo  de  modo  alguno  ser  aplicables  al  de  la  doman* 


'^  lo  establecido  en  U  ley  de  Bnjaioiemieoto  eiiminal  f  es  las  lejfve 
de  Partidai  * 

Qoede  admitirse  lai  levisioii,  ▼endria  á  qnedar  ilosorjo  el  fallo  del 
Tf  ibttoal  Supremo  de  46  de  Oclobre  de  1971,  por  el  qae  se  declaró  im> 
pcocedeDte  la  demanda  interpuesta  contra  la  orden  del  Regente  dét 
Reino  de  17  de  Alayo  de  1870  lo  cual  es  de  todo  panto  contrado>á  loe 
boenos  principies  administratiros  y  de  derecho: 

Qlie  aun  en^^el  supnesito  de  eiistir  los  tícíos  de  obrepción  y  snbrepi- 
don.en>el  eipediente  administrativo^  que  se  denuncian  por  el  demani- 
dante»  lo  que>  no  resulta  eiaoto,  tampoco  alcancaria  la  eiisleneia^dé 
ello»  á  determinar  la  competencia  del  Gbnsejo  para  el  ejercictoid«  la 
jutfisdiccion  contencioso-administrativa  á  causado  tratarse  de  la  apli» 
cacion  ó  no  aplicación  de  disposiciones  referentes  á  impueetos  indih 
rectos; 

Y  que  el  precedente  de  la  deraanda<  promovida  por  el  €hpitan<  del 
▼apor  VaUmeia^  se  halla  destruido  por  los  fundamentos  de  la  senten- 
cia dictada  al  resolver  el  pleito  en  ^  de- Diciembre  de  1874; 

Víalos:     . 

El  cap.  1.*  del  tit.  4 ."  del  Real  decreto  de  29  de  Junto  de  1861,  le^ 
Itrente  al  procedimiento  administrativo  en  los  delitos  de  contcabande 
y  defraudación: 

La  Real  orden  de  20  de  Setiembre  del  citado  año  dictando  instruc- 
ciones para  que  por  los  Consejos  provinciales  y  Jueces  de  primera  ins* 
tancia  se  continúen  los  negocios  de  Hacienda  como  previene  el  art.  1.* 
del  Real  decreto  de  20  de  Junio,  y  especialmente  el  art.  4/  de  la 
misma,  que  determina  que  solo  la  Administración  activa  seguirá 
entendiendo  de  las  cuestiones  sobre  la  aplicación  de  las  leyes  que  re- 
gulan los  impuestos  indirectos: 

Y  el  art.  91  del  Real  decreto  de  19  de  Setiembre  de  1861,  según 
el  cual  se  exigirán  gubernativamente  por  las  Autoridades  administra- 
tivas las  multas  señaladas  para  toda  especie  de  defraudación  del  sello 
eu  los  docum^tos  públicos  y  privados  á  que  dicho  decreto  se  refiere: 

Considerando  que  las  cuestiones  que  se  suscitan  sobre  aplicación 
de  las  leyes  en  materias  de  impuestos  indirectos  deben  ser  apreciadas 
y  decididas  únicamente  por  la  Administración  activa,  no  dando  higar 
las  resoluciones  que* ésta  dicte  al  procedimiento  coutenciosu-adminis* 
tratlvo  por  razón  del  asunto: 

Considerando  que  si  bien  la  demanda  interpuesta  en  nombre  de  la 
Sociedad  La  Union  Minera,  en  liquidación,  se  dirige  especialmente  á 
que  se  declare  la  procedencia  del  recurso  de  revisión  para  un  expe- 
diente gubernativo  en  que  fué  dicha  Sociedad  obligada  al  pago  de  cier- 
tas cantidades  por  virtud  de  lo  preceptuado  en  f\  Real  decreto  de  1^ 
4e  Setiembre  de  1861,  si  se  estimase  lo  pretendido  en  la  expresada  de-^ 
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manda,  vendría  á  dejarse  sin  efecto,  dando  lugar  á  qae  se  revocase- 
una  providencia  dictada  por  la  Autoridad  competente  en  asunto  de  m 
exclusiva  jurisdicción;  cuya  providencia,  además  de  tener  ya  el  carác- 
ter de.firme  ó  irrevocfable,  fué  expedida  con  apreciación  de  todos  los 
datoli  y  fundamentos  necesarios»  según  se  desprende  de  la  orden  ac* 
toalmente  impugnada; 

Y  considerando  que,  al  no  estar  reconocido  en  principio  general  el 
recurso  de  revisión  para  las  resoluciones  administrativas,  debe  de  es- 
timarse la  orden  de  2  de  Marzo.de  1874,  motivo  de  esta  demanda,  co- 
mo derivada  de  un  acto  discrecional  del  Gobierno  contra  el  cual  por 
BU  misma  naturaleza  no  cabe  el  recurso  contencioso  intentado;  no 
siendo  tampoco  aplicable  á  la  resolución  que  se  pretende  por  la  So  • 
ciedad  demandante  lo  establecido  sobre  recorsos  de  revisión  en  la  lej 
de  Enjuiciamiento  criminal,  y  en  el  reglamento  sobre  el  modo  de  pro* 
ceder  en  los  asuntos  contenciosas  déla  Administración; 

La  Sala  opina  que  no  procede  la  vía  contencioso- administrativa 
para  la  demanda  deque  deja  hecho  mérito.» 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  con  el  preinserto  dictamen,. 

de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  B.  para  su  conocimiento,  el  de  la 

Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  26  de 

Mayo  de  1876.  ' 

SALAVEaaiÁ. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gaceta  deíidé  Junio  de  1876). 


CONSEJO  DE  ESTADO. 


\  Real  Decreto. 

Resolución  en  el  pleito  sobre  abono  del  precio  de  la  sal  saca-- 
da  de  los  almacenes  de  la  Hacienda. 

D.  ALFONSO  XII,  por  la  gracia  de  Dios  Rey  constitucional  de  Es- 
paña. 

A  todos  los  que  las  presentes  vieren  y  entendieren,  y  á  quienes  to* 

ca  su  observancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  he  venido  en  decretar  lo 
sigutenie: 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única 

instancia,  entre  partes,  de  lá  una  D.  Antonio  Miraven  y  otros,  indiví* 

dúos  que  fueron  de  la  Junta  revolucionaria  de  Isla  Cristina,  deman* 

dantas,  y  de  la  otra  la  Administración  general,  demandada  y  represen» 
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tada  por  mi  Fiscal,  sobre  abooo  del  precio  de  la  sal  que  sacaron  délos 
almacenes  de  la  Hacieoda  pública: 

Visto:  , 

Visto  el  certificado  expedido  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  j 
lisado  por  el  Alcaide  con  referencia  al  libro  de  actas  de  la  Junta  reYó- 
Inciooaria,  del  que  resulta: 

Que  ésta  en  sesión  de  1/  deOctubre  de  1868habia  acordado  rebajar 
en  un  75  por  100  el  precio  de  las  sales  que  en  los  alfolíes  se  expendie- 
ran, tanto  á  los  particulares  como  á*  los  fomentadores,  pagando  al 
contado: 

QueeuiS  del  mismo  mes  la  I>ireccion  general  de  Rentas  Estanca- 
das expidió  orden  á  los  Gobernadores  para  que  se  restablecieran  los 
precios  marcados  por  tarifa  hasta  que  el  Gobierno  Provisional  acorda- 
ra loque  creyere  acertado: 

Que  el  Administrador  de  Hacieoda  pública  de  Huelga  participó  á  la 
Dirección  en  42  de  Noviembre  que  la  Junta  babia  hecho  la  mencionada 
rebaja  y  que  los  industriales  dedicados  á  la  salazón  y  pesquería  habiañ 
sacado  délos  almacenes  7.250  quintales  de  sal;  pagándolos  al  contado 
á  razón  de  350  milésimas  de  escudo  por  quintal,  en  vez  de  un  escudo  y 
400  milésimas: 

Que  en  su  vista  la  Uireccion  general  en  16  del  expresado  mes  y  a&o 
maodó  al  Administrador  subalterno  que  se  hiciera  cargo  de  su  impor- 
te, sin  prejuzgar  la  medida  adoptada  por  la  Junta: 

Que  de  conformidad  con  el  parecer  de  la  Asesoría  general  y  de  la 
Dirección  del  ramo,  el  Poder  Ejecutivo  dictó  orden  en  19  de  Mayo  de 
1809,  en  la  cual  se  resolvió  que  ios  expresados  industriales  abonasen  á 
la  Hacienda  pública  los  7.250  quintales  al  precio  de  un  escudo  400  mi- 
lésimas quintal,  exigiéndoles  la  diferencia  entre  este  precio  y  el  de 
350  milésimas  que  ya  tienen  satisfecho  á  medida  que  justifiquen  la  in- 
versión de  dicho  artículo  con  arreglo  á  las  disposiciones  vigentes,  sin 
perjuicio  de-  hacer  efectiva  la  responsabilidad  subsidiaria  que  corres* 
ponda  de  los  individuos  de  la  citada  Junta,  si  no  fuesen  bastantes  las  ga- 
rantías prestadas  por  ios  fomentadores  para  asegurar  los  intereses  del 
Tesoro;  cuya  resolución  se  comunicó  á  los  interesados  en  17  de  Junio: 

Que  los  individuos  de  laJuútareclamaronal  Ministerio  pidiéndola 
revocación  de  la  orden  anterior,  ó  á  lo  menos  la  suspensión  de  sus 
efectos,  siendo  desestimada  la  solicitud  por  otra  orden  ministeriaL  su 
fecha  17  dé  Agosto  del  mismo  año; 

Y  por  último,  como  el  Administrador  subalterno  consultase  á  la 
Dirección  qué  era  lo  que  le  incumbía  hacer  sobre  el  particular,  este 
centro  acordó  en  8  de  Noviembre  que  se  exigiera  desde  luego  la  dife^ 
rencia  á  los  fomentadores  y  subsidiariamente  á  los  individuos  déla 
Junta. 


Visto  el  expQdi^niecoDteDoioso,  del  que  reanlla: 

Que  en  15  de  Diciembre  de  1869  el  Lieeociado  I>.  Vicente  IbMes  jr 
Ferrat^do,  á  nombre  de  D.  Antonio  Miraren  y  otros  individuos  de  la 
JttBta  reyolucioaaria  de  lila  Cristina»  preaentó^  demaada  en  el  Tribu- 
nal Supremo,  coa  la  solicitud  de  que  se  revoque  la  orden  del  Pcdei 
Ejecutivo  de  19  de  Mayo«  y  se  les  devuelvan,  lasi  caoiidades  que  por  bi 
misma  se  les  obliga  é  satisfacer  en  el  cam  de  que  se  hubiese  prooedido 
á  so  exacción: 

Que  ^  Ministerio  flscal  pidió  que  se  abaoWiera  á  la  Administra* 
cion  y  se  confirmase  la  orden  reclamada: 

Que  como  el  Licenciado  D.  Vicente  Ibaiez  y  Ferrando  habiese  tras- 
ladado su  residencia  á  la  provincia  de  Santander,  se  hizo  la  austitu- 
cioa  en  el  de  igual  clase  D.  Ricardo  Aparici;  y  por  no  haber  éste  acep*. 
tado,  düipuso  la  Sección  de  lo  Contencioso  que  los  interesados  dentra 
d^  15  dias<  nombraran  Abogado  del  Consejo  para  que  los  representase, 
parándoles  en  otuo  easo  el  perjuicio  que  hubiese  lugar;  cuya  previden** 
oía  fué  notificada  en  IS  de  Octubre  de  1875  sin  que  hayan  hecha  el> 
nombramiento: 

Que  tampoco  han  realizado  la  consignacioa  ó  pago  del  importe  de 
la  diferencia,  conforme  se  halla  prevenido  en  la  ley  de  Gontabilidadf  á 
peaar  de  habérseles  mandado  en  auto  de  6  de  Julio  último»  que  se»  les 
DoliiQcó;  * 

Y  que  mi  Fiscal  en  el  Consejo  se  ha  adherido  á  la  petición  del  M¿^ 
nistecio  fiscal  en  el  Tribunal  Supremo: 

.  Visto  el  art.  13  déla  ley  de  29  de  l^yo  de  1868  autorizando  al  6e^ 
bi^no  para  que  dispusiera  lo  coaveniente  á  fin  de  que  á  los  ganador 
roa,  fomentadores  é  industriales  se  facilítasela  sal  al  precio  de  gracia; 

Vistió  la  Real  orden  de  8  de  Junio  del  mismo  aiño,  circulada  con  fe- 
cha del  19  por  la  Dirección  general  de  Rentas  Estancadas  á  los  Gobei- 
nadtores  de  provincia,  con  nota  de  los  precios  á  que  deberán  satisfacer 
la  sal  desde  i.*  de  Julio  del  expresado  año  los  diferentes  industriales 
que  disfrutan  el  beneficio  de  pagarla  á  precio  de  gracia,  y  entre  elloA 
los  fomentadores  de  pesca  y  salazón, á  quienes  les  fué  señalado,  un  es- 
cudo y  400  milésimas  por  quintal: 

Considerando  que  los  fomentadores  de  pesca  y  salazón  no  pueden 
ser  reputados  como  simples  consumidores  de  sal,  que  ninguna  relación 
tienen  con  el  Estada  después  de  satisfecho  el  tanto  de  sus  compras, 
puesto  que  tienen  el  carácter  de  industriales,  por  el  que^  á  cambio  de 
cumplir  determinados  deberes,  obtienen  dicho  artíc*jtlo  á  un  precio 
mucho  menor  que  aquellos: 

Considerando  que  autorizado  el  Gobierno  por  la  precitada  ley  de  29 
de  Mayo  de  18C8  para  fecilitar  la  sal  á  los  fomentadores  al  precio  de 
gracia,  fijó  en  la  enunciada  Real  orden  de  8  de  Junio  el  de  un  escudo 


400  milésimas  por  quiotál  para  los  qae  la  adquiriesoR  desde  1.'  de  Jo- 
lio  de  dicho  año;  sieodo  dsta  disposición  la  que  ha  venido  rigiendo  en 
la  materia  hasta  el  4  de  Marzo  de  1869,  eo  que  se  alteró  dicho  precio: 

Considerando  que  no  puede  ser  calificado  de  necesario  el  acuerdo 
de  dicha  Junta  para  él  triunfo  de  la  revolución  de  1868,  y  en  tal  con- 
Mpte  7  como  perjudicial  á  \m  intereses  del  Estado,  á  la  yez  que  iiU 
tiimeDte  beneficioso  á  determinadas  personas  de  dicha  localidad»  se  de- 
jó sin  efecto  por  la  orden  reclamada,  imponiendo  á  los  individuos  que 
constituyeron  dicha  Junta  la  responsabilidad  subsidiaria,  como  consi- 
guiente á  un  acto  tan  arbitrario:  ** 

Considerando,  por  ultimo,  que  no  seria  justo  ni  equitativo  bace^  á 
unos  fomentadores  de  peor  condición  que  á  otros,  que  tal  vez  por  falta 
de  recursos  algunos  para  h  acer  el  pago  al  contado  ó  por  la  circuns- 
tancia del  p«is  donde  ejercen  su  industria  ó  por  su  respeto  álás  leyes, 
to  se  proveyeron  de  sal  con  la  gran  rebaja  de  precio  que  la  obtuvieron 
los  de  Isla  Cristina; 

Conformándome  con  lo  consultado  pot  la  Salit  de  lo  Gonteociodfl 
éel  Consejo  de  Estado,  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Pedro  Nolasco  Att« 
rioleiB,  Presidente:  D.  Tomás  Retortillo,  el  Marqués  de  la  Ribera,  Ddií 
Tictorio  Fernandez  Lazcoiti,  D.  Pascual  Bayarri,  D.  Esteban  Martidea^ 
B.  Juan  Jiménez  Cuenca,  D.  Juan  de  Cárdenas,  D.  Emilio  Santillafl» 
D.  femando  Vida,  D.  Joaquín  Riquelme,  D.  Estanislao  Suarez  ladáii  f 
el  Marqués  de  Orovio, 

Tengo  en  absolver  á  la  Administración  general  del  Estado  de  la  de- 
manda interpuesta  por  los  individuos  que  formaron  la  Junta  revdltt^ 
cionaria  de  Isla  Cristina  en  el  año  de  iB68,  y  en  confirmar  la  orden  im- 
pugnada de  49  de  Mayo  de  1869. 

Dado  en  Palacio  á  trece  de  Abril  de  mil  ochocientos  setenta  y  seii* 
9eALF0NS0.=El  Presidente  del  Consejo  deMinístfoí,  Ani&nio  CdM^ 
^ai  del  Castillo,» 

PublicacioB.=Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Eecfetario  accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando 
audiencia  pública  la  Sak  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  come 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á 
lofT  mismos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Qaeá^ 
l«:  de  que  certifico. 

Madrid  29  de  Abril  do  1896.=José  dé  Éríjálva. 

(Gaceta  de  18  de  Junio  de  1876;. 
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MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Reales  Órdenes. 

Resoludon  en  la  demanda  interpuesta  en  solicitud  de  que  se 
revoque  la  Real  orden  que  entre  otras  disposiciones  decla^ 
ró  nula  y  sin  efecto  la  demasiad  Santa  Margarita. 

Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  con* 
sultado  á  este  Ministerio  con  fecha  27  de  Hayo  próximo  pasado  lo  si- 
guiente: 

,  «Excmo.  Sr.:  Xa  Sala  de  lo  Contencioso  ha  visto  la  demanda,  cuya 
copia  es  adjunta,  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  Alejandro  Groizard, 
Bn  nombre  de  D.  Rlartin  Rodriguez  Paredes,  Presidente  de  la  Sociedad 
minera  Santa  Margarita^  contra  la  Administración  general  del  Esta- 
do, en  solicitud  de  que  se  revoque  la  Real  Orden  de  2U  de  Julio  de 
1875,  por  la  cual,  dejando  sin  efecto  varios  acuerdos  del  Gobernador 
de  Almería,  se  han  aprobado  las  operaciones  de  demarcación  de  la  mi- 
na Sania  Margarita,  y  ampliación  al  Ganado,  determinando  el  orden 
de  adjudicación  de  las  demasías  solicitadas  por  las  concesiones  mipe* 
ras  tituladas  Tia  Juana,  San  Andrés  de  Oyonaríe  y  Lo  que  fuere  tr^' 
nará,  declarando  nula  y  sin  efecto  la  demasía  á  Santa  Margarita» 

Resulta  de  los  expedientes  gubernativos  que  se  han  unido  á  la  de- 
manda: 

Que  entre  las  minas  citadas  y  otras  aparecía  un  terreno  franco, 
que  fué  solicitado  en  3  de  Enero  de  1865  por  el  concesionario  de  la  lla- 
mada El  Ganado,  para  ampliación  de  su  pertenencia  hasta  60.000  me- 
tros cuadrados;  y  que  seguido  el  expediente,  se  dictaron  varias  dispo- 
siciones referentes  á  la  demarcación  de  la  ampliación  solicitada,  y  á  U 
prioridad  entre  la  referida  mina  y  la  titulada  Santa  Smforosa: 

Que  en  9  de  Octubre  de  1866,  4  de  Febrero  de  1869,  4  de  Junio  de 
1871  y  18  de  Agosto  de  1874  pretendieron  el  Qoismo  terreno  como  de- 
masía para  sus  minas  respectivamente  los  concesionarios  de  las  titu* 
ladas  Tia  Juana;  San  Andrés  de  Oyonarfe,  Lo  que  fuere  tronará  j 
Santa  Margarita;  y  seguidos  los  expedientes  con  las  protestas  consi- 
guientes, recayó  en  el  de  San  Andrés  de  Ouotiarte  una  disposición 
dictada  por  el  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República  en  2  de 
Junio  de  1873  dejando  sin  efecto  la  demasía  adjudicada  á  la  referida 
concesión,  y  disponiendo  se  llevasen  á  cabo  las  operaciones  facultati- 
vas del  grupo  por  el  siguiente  orden:  primero,  rectificación  de  la  de- 
marcación áe  Santa  Margarita,  haciendo  avanzar  so  línea  Sur  basta 
^ocar  el  mojón  por  Oeste  dé  Lo  que  fuere  tronará^  expidiéndole  en  su 
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-día  el  tfiolb  de  propiedad  «on  la  superficie  que  represente:  segundo» 
demarcación  de  la  pertenencia  de  Sania  St'fi/broaa:  tercero,  demarca» 
eion  de  la  ampliación  á  Él  Qanado^  según  lo  que  dispone  la  órdeo  de 
4  de  Diciembre  de  iU63;  y  ya  determinado  el  terreno  que  pueda  adju- 
dicarse como  demasié  ó  demasías  ¿  la  Tia  Juana  y  San  Andrés  de 
CyonarlB^  según  el  derecho  que  cada  una  haga  valer,  proceder  á  dicha 
adjudicación: 

Que  veriflcada  la  rectificación  de  la  demarcación  de  Santa  Marga- 
rita  en  i  de  Agosto  de  4fí73,  habiéndola  protestado  y  apelado  de  ella 
los  representantes  de  las  minas  San  Andrés  de  Oymarte  y  la  Tía  Jtfa-  > 
na;  y  hecha  la  demarcación  de  la  demasía  á  la  referida  concesión  Sai^ 
ta  Margarita  en  virtud  de  lo  dispuesto  por  el  Gobernador  en  48  de 
Agosto  de  4874,  el  Presidente  de  la  Sociedad  explotadora  de  ésta  re- 
corrió á  la  referida  Autoridad  en  7  de  Setiembre  siguiente  solicitando 
declarase  fenecidos  y  sin  curso  los  expedientes  de  ampliación  á  El 
Ganado  y  d emesias  á  la  Tia  Juana  y  San  Andrés  de  Oyonarte  por  no 
haberse  protestado  por  los  interesados  contra  la  morosidad  de  la  Ad» 
minístracion  ¿  pesar  del  largo  tiempo  trascurrido  desde  que  promone*' 
ron  sus  solicitudes  respectivas: 

Que  el  Gobernador  acordó  el  fenecimiento  pretendido  por  sus  pro* 
Tidencias  de  9  del  mismo  mes;  y  habiéndose  alzado  de  ellas  para  ante 
ese  Ministerio  los  interesados  en  su  revocación,  se  dictó  la  Real  orden 
de  28  de  Julio  de  4875.  por  la  que,,  y  de  conformidad  con  el  dictamen 
de  la  Junta  superior  facultativa  de  minería,  se.  ha  resucito:  primero, 
revocar  las  providencias  del  Gobernador  de  9  de  Setiembre  de  i874« 
que  decretaron  la  cancelación  de  los  expedientes  de  ampliación  á  Ei 
Ganado  y  demasías  á  Tia  Juana  y  San  Andrés  de  Oyonarle,  dispo- 
niendo se  lleve  á  cumplido  efecto  la  órdeo  del  Presidente  del  Poder 
Ejecutivo  de  2  de  Junio  de  4873:  segundo,  aprobar  las  demarcaciones 
ée  Santa  Margarita  y  ampliación  á  El  Ganado  según  resultan  desús 
actas  y  planos  de  demarcación,  esto  es,  buscando  sus  líneas  á  ios  res-^  J 

pectivos  mojones  de^la  conccTsion  Lo  que  fuere  tronará:  tercero,  con-  ] 

cederá  ésta  la  dispensa  que  solicita:  cuarto,  mantener  para  todos  los  ^ 

aspirantes  á  los  respectivos  terrenos  la  providencia  del  Gobernador  de 
80ile  Octubre  de  4874  respecto  á  suspensión  de  trabajos  hasta  queob^ 
tengan  el  correspondiente  título  de  propiedad;  y  quinto  y  ultimo^  deter» 
minar  que  las  demasías  á  Tia  Juana,  San  Andrés  de  Oyonarte  y  Lo 
que  fuere  tronará  se  adjudiquen  en  el  orden  que  corresponda,  decla- 
rando nula  y  sin  efecto  la  demasía  á  Santa  Margarita: 

Que  contraía  expresada  orden  se  ha •  interpuesto  demanda  conten- 
cioso-administrativa  por  el  Licenciado  D.  Alejandro  Groizard.en  nom* 
bve  de  D.  Martin  Rodriguez  Paredes,  Presidente  de  la  Sociedad  Santa 
Har-garita,  solicitando  que  se  consulte  en  su  dia  la  revocaciqp  de  la 

I 


4fdeo  que  impugna,  próvia  la  declaraaíoa  de  la  proeedencia  de  la  vit> 
coBteocioaa»  que  fiíoda  eo  las  preacripciooes  cooteoidas  eo  los  arlfeu^ 
loa  89  de  la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868  y  eo  el  86.del  reglamento  diela-^ 
dopara  la  ejecución  de  la  misma: 

Y  que  el  Fiscal  de  S.  M.  se  ha  opuesto  á  la  admisión  de  esta  demanda 
alegando  que  la  orden  impugnada  no  es  deflnitÍTa  en  cuanto  á  la^miMí 
Santa  Margarita  se  reflere,  pudiendo  el  representante  de  ésta  Teñir  á 
leclamar  en  su  día  en  yia  contenciosa  la  que  se  dicte,  adjudicando  el 
terreno  de  la  demasié  que  hoy  se  discute;  y  que  el  extremo  relativo  á  la 
revocación  de  los  acuerdos  del  Gobernador  de  Almería  solamente  con- 
tiene una  declaración  de  incompetencia,  que  no  puede  discutirse  ante- 
el  Consejo  en  la  forma  que  se  pretende. 

Vistos  el  art.  89  de  la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868  y  el  86  del  regla* 
mentó  dictado  para  su  ejecución,  según  los  cuales  cabe  recurso  cen* 
toncioso*  administra tíYO  en  minería:  primero,  contra  las  resoluciones 
por  las  cuales  se  confirme  ó  se  desestime  el  permiso  ó  negativa  dolos 
Gobernadores  para  la  investigación:  segundo,  contra  aquellas  por  las 
que  se  confirmen  ó  desestimen  las  providencias  dictadas  por  los  Go« 
bernadores  concediendo  ó  negando  la  propiedad  de  minas,  escoríales», 
terreros  y  galerías  generales;  y  tercero,  fontra  las  que  so  dicten  decía* 
lando  la  caducidad  de  una  concesión: 

Ck>nsiderando  que  la  orden  de  28  de  Julio  de  1875,  impugnada  án  la 
actual  demanda,  al  revocar  los  acuerdos  del  Gobernador  de  Alarasía  do 
9' de  Setiembre  de  1875,  no  concede  ni  niega  permiso  alguno  para  in» 
yestigar  á  la  Sociedad  demandante,  puesto  que  ni  los  mencionadoo 
acuerdos  resolvieron  sobre  solicitudes  para  investigación,  niel  O'bjoto 
de  las  gestiones  promovidas  por  aquella  Sociedad  era  otro  que  el  deiotM 
tener  ciertos  terrenos  como  demasía  para  agregarlos  ala  mina  ^amUk 
Margarita^  de  que  es  concesionario: 

Considerando  que  la  declaración  de  nulidad  de  la  demasía  á  £«iil«. 
Margarita^  que  se  consigna  en  el  último  extremo  de  la  orden  reela«< 
mada,  no  puede  apreciarse  como  denegación  de  propiedad  minera,  lo* 
da  vez  que  la  Sociedad  recurrente  ni  babia  conseguido  lavadjudicadoD 
legal  de  la  indicada  demasía,  ni  alcanzado  del  Gobierno  el  título  cor- 
respondiente de  propiedad;  no  existiendo  tampoco  términos  hábitesf  a» 
ra  suponer  queia  referida  declaración  de  nulidad  lleva  eo  si  la  oada^ 
eídad  de*  una  concesión,  puesto  que  no  fué  otorgada: 

Y  considerando,  por  otra  (/arte,  que  la  declaración  de  nulidad  .de- 
que se  hace  mérito  no^  tiene  el  carácter  de  definitiva  en  cuanto  al  >efBC* 
lo  déla  adjudicación  ^e  los  terrenos  objeto  de  las  reclamaciones  diter» 
saa  que  ee  han  promovido  solicitando  demasías,  siendo  así  que  dioiioa 
letrenos  no  se  han  adjudicado;  y  la  Sodedad  Sa»ta  Margarita»  h^^ 

lo^so  de  las  facultades  que  la  l«y  le  concede,  puede  presentar  iát 


.0|M)«ieiooea  qna  juzgae  o«c«sarí«8,  y  defendar  el  derecho  de  que  »e 
ccea  asistida  para  que  se  le  otorgae  la  demasía  que  tiene  pretendida; 

JU  Sala  eatiende  que  no  procede  la  Tía  conteocioso-adiaioistratiTa 
para  la  demanda  de  que  deja  hecho  mérito.* 

y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  6.)  con  el  preinserto  dici4«^ 
mee,  de  s«  Aeal  orden  lo  comanico  i  V.  E.  para  su  conocimieato,  el 
de  la  Sala  y  demás  e&ctos.  Dios  gsiarde  á  V.  E«  muchos  años.  Madrid 
30  4e  Junio  de  1876. 

G.  EL  CSORDK  DI  ToaEHO. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gaceta  de  5  de  Mió  de  1896). 


Resolución  en  la  demanda  interpueeta  sobre  revocación  de  la 
.   Real  orden  en  cuanto  a  las  resoluciones  que  se  refieren  á 
,  la  aprobación  de  la  demarcación  de  la  mina  Santa  Marga- 
rita. 

Biemo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  a(U>  Cuerpo  ha  coa* 
•altado  á este  Ministerio  con  fecha  18  de  May^  próiimo  pasado  lo  si» 
giúeiite; 

^  «iSxcmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  este  Consejo  ha  visto  la 
éemaiiday  cuya  copia  és  adjunta»  interpuesta  por  el  Dr.  D.  Bernardo 
de  Toro  y  Hoya,  en  nombre  de  D.  Antonio  del  Castillo,  Presidente  de 
la  Sooíedad  que  explota  la  mina  llamada  San  Andrés  de  OyonarU^ 
en  la  proTÍocia  de  Almería,  contra  la  Administración  general  del  Es» 
tado,  sobre  reirocaeioa  de  la  Real  drden  de  28  de  Julio  de  1875  en 
enante  á  \u  resoluciones  segunda  y  quinta  de  las  que  comprende  y  sé 
leieren  A  la  aprobación  de  las  demarcaciones  de  la  mina  Santa  Mar* 
ifwrUat  y  ampliación  á  El  Ganáds^  y  á  determinar  *el  orden  pafa  la 
Éi[|«dieacion  délas  demasías  á  las  concesiones  Tía  Juana^  San  Andrés 
ds  Oy&narte  y  Lo  qite  fUere  trsnard. 

Besulta  de  ios  expedientes  que  se  han  unido  á  la  demanda: 

Que  en  4  de  Febrero  de  1869  recurrió  D.  Antonio  del  Castillo^  como 
Préndente  de  la  Sociedad  concesionaria  de  la  mina  San  Andrés  de 
Úyanarie,  al  Qobemador  de  Almerki  solicitando  como  demasía  para  la 
•eferida  concesión  un  terreno  menor  de  cuatro  hectáreas  existente  en* 
Ira  las  minas  El  Niño  Qordo^  Lo  que  fuere  tronará^  San  Vieeníe  ó  San 
Pawualy  Santa  Margarita,  euya  solicitud  fué  admitida  y  publicada» 
demafcindose  el  terreno  sin  protesta  ni  redamación  alguna  en  21  da 
Ionio  de  1871  v  designándole  una  superficie  horízonftal  de  23i647  me*» 
tros  cuadrados  y  seis  dedmetros:  > 

Qte  en  7  y  8  de  Julio  sigiúeate  pidieron  la  nulidad  de  la  demirca* 


.^— S6Í— 

€ioD  las  Sociedades  mineras  tituladas  Tia  Juana,  Lo  qué  fuere  troM" 
ráy  El  Ganado^  fundándose  la  primera  eó  que  el  terreno  pretendido 
por  San  Andrés  de  Oyonarte  lo  tenia  solicitado  para  su  mina  desde  9 
de  Octubre  de  1866:  la  segunda  en  que  se  habían  alterado'  lo^  mojo- 
nes de  su  concesión,  y  la  tercera  en  que  el  terreno  que  se  cuestiona- 
ba se  hallaba  comprendido  dentro  de  los  60.000  metros  de  la  amplía* 
clon  quehabia  solicitado  en  el  año  1863  para  la  mina  El  Ganado: 

Que  remitido  el  expediente  á  informe  de  la  Comisión  provincial, 
dicha  corporación  opinó  que  procedia  desestimar  las  oposiciones  por 
intentadas  fuera  de  tiempo,  en  cuyo  sentido  resoWió  el  Gobernador 
por  acuerdo  de  26  do  Octubre  del  citado  año  1871: 

Que  contra  el  referido  acuerdo  se  alzaron  para  ante  ese  Ministerio 
los  representantes  de  las  minas  Tia  Juana,  Lo  que  fuere  tronará^  El 
Ganado  y  el  de  la  Sociedad  Santa  Margarita^  que  habia  protestado  de 
la  demarcación  con  posterioridad  al  acuerdo  apelado,  solicitando  todos 
los  reclamantes  su  i^evocacion;  y  previo  informe  de  la  Junta-  superior 
facultativa,  de  minería  y  de  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  de 
este  Consejo,  y  de  conformidad  con  lo  consultado  por  las  mismas,  se 
dictó  por  el  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  una  orden  de  2  de  Junio  de 
4873,  por  la  cual  se  dejó  sin  efecto  ia  demasía  adjudicada  á  la  mina 
San  Andrés  de  Oyonarte^  debiendo  llevarse  á  cabo  las  operaciones  fa> 
cultativas  del  grupo  por  el  orden  siguiente:  primero,  r«cüficaciOD  de 
la  demarcación  de  ^an/a  iVar  (j^anto^  haciendo  avanzar  su  línea  Sor 
hasta  tocar  el  mQjon  por  Oeste  de  Lo  ^e /teere  fronoro,  expidiéndose* 
le  en  su  día  el  título  de  propiedad  con  la  superficie  que  represéntense* 
guodó,  demarcación  de  la  pertenencia  áe  Santa  Sinforosa:  tercero,  de* 
marcación  de  la  ampliación  á  ElGanado,  según  loque  dispone  la  Real 
orden  de  4  de  Diciembre  de  1863;  y  ya  determinado  el  terreno  que- 
pueda  adjudicarse  como  demasía  6  demasfas  á  la  Tia  Juana  y  Sam 
Andrés  de  Oyonarte,  según  el  derecho  que  cada  uno  baga  valer  á  di- 
cha adquisición,  verificar  la  adjudicación:  contra  estaórden  entaWÓ 
demanda  contenciosa  el  representante  de  la  Sociedad  San  Andrés  de 
Oyonarte^  la  cual  fué  declarada  improcedente  por  sentencia  d^  Tri- 
bunal Supremo  de  26  de  Harzo  de  1874: 

Que  llevadas  ¿  efecto  parte  de  las  operaciones  dispuestas  en  la  or- 
den de  2  de  Junio  de  4873,  protestó  de  ellas  la  referida  Sociedad  en  24 
de  Junio  y  19  de  Agosto  de  1874,  solicitando  se  declarasen  nulas,  sin 
derecho  é  ilegales  las  alteraciones  ocurridas  en  el  terreno  de  la  dema- 
sfá  como  consecuencia  de  la  rectificación  y  ampliación  respectivas  de 
los  "registros  Santa  Margarita  y  El  Ganado;  y  que  lademasia,  tal  co- 
rno-estaba anteriormente  demiarcada,  correspondía  á  San.  Andrés  de 
Oyonarte,  sobre  cuyas  pretensiones  no  recayó  acuerdo  alguno: 

000^  en  7  de  Setiembre  siguiente  la  Sociedad  luineta  Sunta  Marga** 


rito,  fundándose  en  que  lá  titilada  8én  Andrés  de  Oymutrte  na  babife 
protestado  contra- la  merosidad  de  la  AdminislracioQ  en  concederle  la 
demasía  que  tenia  pretendida,  pidió  se  decretase  la  cancelación  del 
expediente  respectivo,  lo  que  fné  acordado  en  tal  sentido'por  el  Gober- 
nador en  9  del  xtiískúo  met;  contra  cuyo  acuerdo  se  alzó  la  Sociedad 
interesada  en  tiempo  Segal; 

Y  que  pasado  el  eijpediente  á  la  Junta  superior  facultativa  del  ra- 
mo, acompañado  del  de  ampliación  á  la  mina  El  Ganado,  el  de  dema- 
sía á  la  titulada  Tia  Juana  y  la  llamada  Lo  que  fuere  trtmará,  y  el  de 
denuncio  para  la  demasía  á  la  mina  Santa  Margarita,  se  dictó,  de 
conformidad  con  el  dictamen  emitido  por  la  referida  Junta,  la  Real  or- 
den de  ^  de  Julio  de  1875,  por  la  cual  se  dispone:  primero,  revocar  el 
acterdo  apelado:  segundo,  aprobar  las  demarcaciones  de  Santa  Mar- 
gai^ita  y  ampliación  al  Ganado^  segan  resulta  de  sus  actas  y  planos  de 
demarcación,  esto  es,  tocando  sus  lineas  ¿  Iqs  respectivos  mojones  de 
la  concesión  Lo  que  fuere  tremará:  tercero,  conceder  á  esta  última  la 
dispensa  que  solicita:  cuarto,  mantener  para  todos  los  aspirantes  á  los 
Téspectívos  terrenos  la  providencia  del  Gobernador  de^O  de  Octubre  de 
4874  respecto  á  suspensión  de  trabajos»  hasta  que  obtengan  el  corres- 
poddiente  título  de  propiedad;  y  quinto,  determinar  que  las  demaafas 
á  Tia  Juana,  San  Andrés  de  Oy&narte  y  Lo  que  fuere  Ironard  se  adju¿ 
diquen  en  el  orden  que  corresponda;  declarando  nula  y  sin  efecto  la 
demasía  á  Santa  Margarita: 

Que  contra  la  mencionada  disposición  ha  interpuesto  demanda 
contencioso-adminlstrativa  ante  este  Consejo*  el  Dr.  D.  Bernardo  de  To- 
ro y  Moya,  en  representación  de  D.  Antonio-  del  Castillo,  Presidente 
de  la  Sociedad  minera  San  Andrés  de  Oyonarte,  con  la  solicitud  de , 
qué  se  consulte  en  su  dia  al  fiobierito  de  S .  M.  la  revocación  de  las  re¿ 
soluciones  2.*  y  5/  de  las  cinco  que  la  órdenr  impugnada  comprende*, 
y  que  en  su  lugar  se  disponga  la  devolución  al  Gobernador  de  la  pro- 
vincia délos  expedientes  respectivos  para  que  los  sustancie  y  resuelva 
según  su  estado,  ó  en  otro  caso  que  se  declaren  insubsistentes  las  de- 
marcaciones de  Santa  Margarita  y  El  Ganado%  verificadas  en  ^  de 
Agostó  de  48759  y  se  confirme  la  adjudicación  hecha  i  San  Andrés  de 
Oyonarle  del  total  terreno  de  la  demasía,  según  la  demarcación  veri^ 
ficadá  en  Si  de  Junio  do  i 874,  previa  admisión  de  la  demanda;  cuya 
pÉi'ocededcia  funda  en  que  la  orden  impugnada  tiene  que  considerarse 
como  definitiva  en  cuanto  á  sus  extremos  2^Vy  &."*;  en  que  eíl  caso  que 
la  demanda  coQíipreode  está  entre  loa  taxativos  del  art.-  89  de  la  ley  de 
4de  Marzo  de  4868;  eu  que "se  ha  lesionado  un  derecho  preexistente, 
como  es  erque  constituye  la  adjudicación  que  se  confirió  á  San  An- 
drea de  Oyonarl^'delterteno  de  la  demasiad  según  la  primera  demar'^, 
oácion  Verificada  coo  tai  fio,  y  enio  determinado  eo  el  art/86  d4're-^ 


glamenlo  vigeole  del  rabio,  pueelo  que  la  Sociedad  protestó  de 
operaciones  efectiiadafi  por  virtud  de  la  órdooí  de  2  de  Junio  do  i873s 

Y  que  el  Fiecal  de  S.  H.  entiende  que  procedo  coñsuHar  la  procer 
denoia  de  la  demanda  en  cuanto  se  refiere  á  lo  dispuesto  eo  el  número 
2.*  de  la  parte  dispositiya  de  la  Real  orden  de  28  de  Julio  de  4875; 
pero  no  eo^lo  relativo  ¿  lá  disposición  conteoida  en  el  nüm.  5.*  de  lá 
misma  Real  orden,  alegando  en  sti  diciimofi  que  la  rocliflcMion  apro- 
bada de  la  demarcaron  de  la  mina  Sania  Ma  rgatita  líene  el  carácter 
de  definitiva  en  cuanto  al  nuevo  terreno  que^  distinto  del  de  la  primi- 
tiva eoncesioD,  puede  haberse  agregado  á  éste;  y  que  asimismo  dobo 
de  considerarse  como  final  y  definitiva  la  aprobación  de  la  ampliacioo 
ál  Ganado  si  ésta  se  ha  verificado  fuera  de  las  condiciones  legaled»  ha- 
llándose por  lo  tanto  el  caso  do  la  demanda  bajo  tales  coüceptoa  eia*» 
minado  dentro  de  las  prescripciones  del  párrafo  segundo  delart.  89  do 
la  ley;  y  que  no  puede  apreciarse  como  definitiva  la  resolución  eom«* 
prendida  en  el  núm.  5.*  déla  orden  reclamada,  por  cuanto  so  limita  á 
indicar  el  orden  de  adjudicación  de  las  demasfas  solicitadas. 

Visto  el  párrafo  segundo  del  art.  89  de  la  ley  de  4  de  Harzo  de  i888# 
según  el  cual  procede  la  via  contencioso-adminisirativa  contra  Ué  M^ 
soluciones  por  las  que  se  confirmen  ó  desestimen  las  providencias  dio«* 
tadas  por  los  Gobernadores  concediendo  ó  negando  la  propiedad  de  mi** 
ñas,  escoriales,  terreros  y  galerias  generales: 

Considerando  que  la  rectificación  de  la  demarcación  de  la  mina 
Santa  Mar§arUat  aprobada  por  el  segundo  oxiremo  da  la  orden  ique 
se  impugna,  puede  llevar  en  si  la  concesión  do  nuevos  terrenos  queno 
hubiesen  sido  objeto  de  la  primitiva  concesión  otorgada  on  favor  de  la 
Sociedad  dueña  de  aquella  mina,  lesionando  los  derechos  preekisfe»» 
tes  de  la  titulada  San  Andrés  de  Oyonarie^  nacidos  de  la  adjudicación 
del  terreno  que  solicitó  en  el  concepto  de  demasía: 

Considerando  que  la  resolución  administrativa  deque  se  trata^tan* 
toen  este  asunto  como  en  el  relativo  á  la  aprobadoO  de  la  ampliación 
á  El  Ganado^  tiebe  el  carácter  de  final  y  definüivaí  pOesto  que  después 
ie  lo  que  eo  la  misma  se  dispone  no  precede  otra  oosa  que  la  entmga 
de  los  títulos  correspondientes  á  las  concesiones  de  las  dos  referidas 
minas,  trámite  qué  por  su  naturaleza  no  produce  recurso  alguno  anü 
la  Administración  activa  en  ninguna  .de  sus  diversas  esferas^ 

Considerando  que  la  resolución  comprendida  en  el  estremo  5/  do 
la  Real  orden  reclamada,  á  pesar  dO  la  relación  que  guarda  con  el  se^ 
gondo  de  la  mislna^  bo  poede  apreciarse  en  el  sentido  que  éste  eii 
cnanto  á  su  carácter  de  definitivo^  puesto  que  además  de  no  decidir  so^ 
bre  el  derecho  á  las  demasías  solicitadas*  ocupándose  solamente  éo 
fijar  la  prelaclon  en  qoe,  segtra  la  loy,  han  de  ser  adjudicadas,  eoÉa 
de  que  etista  terreno  para  su  demarcación,  ne  impide  el  uso  de  las  fe* 


<HitU^8  d«l  demanétite  para  impogoar  goberoatiTamente  los  actos  de 
1«  AdmioUtraeion  q[Q9  eatlmase  cooirarios  á  sus  doreehos  hasta  cooao- 
gttir  del  Gobleroo  au^piema  la  eoocesioa  qoQ  tiene  pretendida  si  qo 
fuese  contraria  á  los  preferentes  de  otros  concesionarios; 

La  Sala  opina  que  procede  la  vía  eoBtencioso-administratÍYa  para  la 
demanda  .de  qw  deja-hecho  mérito  en  cuanto  al  segundo  extremo  de  la 
Real  orden  reclamada;  siendo  improcedente  en  loque  se  refiere  al  ex- 
tremo 5.%  únicos  impugnados  de  los  cinco  que  la  mencionada  orden 
comprende.  • 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  6.)  con  el  preinserto  dictamen, 
de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  £.  para  su  conocimiento,  el  de  la 
Sala  j  demás  efectos,  con  remisión  de  la  copia  de  la  demanda.  Dios 
guarde  á  V.  £.  muchos  años.  Madrid  30  de  Junio  de  1876. 

C.  BL  CORDB  DE  ToaiNO. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gaceta  ih  5  de  JUlh  de  1876). 


MINISTERIO  DE  HACTENDA. 


Ley  declarando  libres  de  derechos  arancelarios  para  su  ifh 
troduccíon  ^n  España  los  efectos  de  hierro  y  acera  y  el  ma- 
terial fijo  y  tnávii  necesario  para  el  ferrocarril  minero  de 
ktOreoneraá  Luchana^ 

DDK  ALFONSO  XII, 

Por  la  gracia  de  Ddos  Rey  constitucional  de  España; 
A  todos  los  quejas  presentes  vieren  y  entendieren,  sahed:  que  ks 
Cortes  han  decretado  y  Nos  sancionado  lo  siguiente: 

Articulo  i.*  Se  declaran  libres- de  derechos  arancelarios,  para  su 
introducción  en  España  por  la  Aduana  de  Bilbao,  los  efectos  de  hierro 
y  acero  y  el  malerial  fijo  y  móvil  necesarios  para  la  construcción  y  ex- 
plútBcian  del  ierro-carril  minero  de  la  Qrconera  á  Luchana. 

Art.  %*  El  Gobierno,  de  acuerdo  con  la  Empresa,  fijará  las  canti- 
dades correspondientes  de  dichos  efectos  y  del  material  á  que  se  ha  de 
aplicar  la  exención. 

Árt  3.*"  El  beneficio  que  por  virtud  de  esta  ley  se  otorgue  á  la 
Compañía  constructora  del  ferro-carril  de  la  Orconera  á  Luchana  no  aU 
terari  los  efectos  legales  de  la  concesión  déla  referida  linea;  y  la  Com- 
pañía continuará,  por  lo  tanto»  disfrutando  de  todos  los  derechos  que 
eqi  virtud  da  la  citada  concesión  les  corresponden. 
'  'Por  tactor 
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Mabdamos  átodps  los  Tribunales,  Justicias,  Je£B6«  Goberoadores  y 
demás  Autoridades,  asi  civiles  como  militares  y  eclesiisticas  de  cual- 
quier qla.«e  y  dignidad,  que  guarden  y  hagan  guardar,  cumplir  y  eje- 
cutar la  presente  ley  en  todas  sus  partas. 

9ado  en  Palacio  á  cinco  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y  seis. 

YO  EL  REY, 

El  Presideole  del  Consejo  de  Nioistros, 
Ministro  interino  de  Hacienda. 

Antonio  Cánovas  del  Castillo. 

{Gaceta  de  8  de  Julio  de  1876). 


.  MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


iLey  concediendo  autorización  para  construir  sin  subvención 
del  Estado  un  ferró'carril  que  partiendo  de  las  minas  de 
fosfato  en  término  de  Cáceres  termine  en  la  frontera  de 
Portugal. 

DON  ALFONSO  XII, 

Por  la  gracia  de  Dios  Rey  constitucional  dé  España: 
A  todos  los  que  la  presente  vieren  y  entendieren,  sabed:  que  las 
Cortes  han  decretado  y  Nos  sancionado  lo  siguiente: 

Artículo  i.*  Se  concede  á  D.  Antonio  Elyiro  y  Rosado  la.  nutQrita- 
cion  necesaria  para  construir,  sin  subvención  del  Estado,  un  ferro- 
carril que  partiendo  de  las  minas  de  fosfato  situadas  en  el  calerizo  de 
la  villa  deCáceres,  termine  en  la  frontera  de  Portugal. 

Art.  %""  Esta  concesión  se  entiende  hecha  con  arreglo  á  la  ley  ge- 
neral de  Ferro-carriles  de  3  de  Junio  de  1855. 

Art,  3/  Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  articulo  anterior,  el  con- 
cesionario quedará  sujeto  á  todas  las  obligaciones  consignadas  en  la 
referida  ley,  y  no  disfrutará  otros  beneficios  que  los  expresamente  nu- 
merados en  los  artículos  19  y  20  de  la  misma,  y  con  sujeción  á  la  for- 
ma que  las  disposicio  nes  especiales  fijen  para  cada  uno  délos  extremos 
en  ellos  mencionados. 

Art,  4.**  Si  en  alguna  época  se  solicitase  para  el  camino  objeto  de 
esta  concesión  auxilio  ó  subvencian  de  cualquiera  especie,  fuera  de  las 
consignadas  en  la  ley  de  3  de  Junio,  se  entenderá  caducada  laconce* 
sion. 

m 

Por  tanto: 

Mandamos  á  todos  los  Tribunales,  Justicias,  Jefes,  Gobernadores  y 
demás  Autoridades,  así  civiles  como  militares  y  eclesiásticas,  de  cual- 
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quier  cjase  y  dignidad,  que  guarden  y  hagan  guardar,  cuipplír  y  eje- 
catar  la  presente  ley  eu  todas  sus  partiss.. 

:Dado  en  Pal&eio  á  siete  de  Julio  de  mil  ochodentos  setenta  y  seis. 

YO  EL  BEY. 

El  Ministro  de  Fomento. 

C.  Francisco  Qoeipó  de  Llano. 

{Gaceta  de  B  de  Julio  de  i876). 


Le¡y  concediendo  autorización  para  construir  sin  subvención 
del  Estado  un  ferro-carril  desde  tas  minas  de  carbón  de 
Montsech  á  la  frontera  francesa. 

DON  ALFOIÍSO  XII, 

Por  la  gracia  de  Dios  Rey  constitucioDal  de  España: 

A  todos  los  que  la  presente  vieren  y  entendieren,  sabed:  que  las 
Cortes  han  decretado  y  Nos  sancionado  lo  siguiente: 

Articulo  4.*  Se  concede  á  la  empresa  constructora  del  ferro-carril 
de  Lérida  á  las  minas  de  hierro  y  carbón  tituladas  Montsech  la  autori- 
zación necesaria  para  construir  sin  subvención  del  Estado,  como  pro» 
longacioo  de  la  citada  línea,  un  ferro-carril  que,  partiendo  de  dichas 
minas,  termine  en  la  frontera  francesa  por  el  valle  de  Aran. 

Art,  2.*  Esta  concesión  se  entiende  hecha  con  arreglo  á  la  ley  ge* 
neral  de  ferro-carriles  de  3  de  Junio  de  1855. 

Aré.  3."*  El  concesionario,  adeqjás  de  quedar  sujeto  á  las  obligacio- 
nes consignadas  en  la  referida  ley,  deberá  presentar  los  planos  y  pre- 
supuestos dentro  del  término  de  18  meses,  dar  principio  á  las  obras 
en  el  de  dos  años,  y  terminarlas  hasta  el  valle  de  Aran  en  el  de  cinco 
años,  padiendo  el  Gobierno  fijar  el  plazo  que  considere  necesario  para 
la  conclusión  deflnitiva  hasta  la  frontera  francesa.  Los  plazos  se  con- 
tarán desde  el  dia  de  la  publicación  de  esta  ley. 

Art.  A,'  Sino  se  cumpliese  cualquiera  de  estas  condiciones  dentro 
de  los  términos  señalados  en  los  artículos  anteriores,  se  entenderá  ca- 
ducada la  conceiiion. 

Por  tanto: 

Mandamos  á  todos  los  Tribunales,  Justicias,  Jefes,  Gobernadores  y 
demás  Autoridades,  así  civiles  como  militares  y  eclesiásticas,  de  cual- 
quier clase  y  dignidad,  que  guarden  y  hagan  guardar,  cumplir,  y  eje- 
cutar la  presente  ley  en  todas  sus  partes. 

Dado  en  San  Ildefonso  á  veintiséis  de  Julio  de  mil  ochocientos  se- 
tenta y  seis. 

YO  EL  REY. 

El  Hiaistro  de  Fomento, 

C.  Francisco  Qobipo  db.  Llano. 

(Gaceta  de  27  de  Julio  de  1876.) 
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Real  orden  mandando  entregar  al  Ingeniero  de  mina$  D.  Da* 
niel  Cortázar  den  ejemplares  impresos  de  su  Descripción 
de  ia  provincia  de  Cuenca  y  que  se  publique  en  la  Gaceta 
el  informe  que  sobre  la  misma  ha  emitido  la  Secdon  ins*- 
pectora  del  Mapa  geológico  de  España. 

limo.  Sr . :  Dada  cueota  á  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  del  informe  emitid 
do  por  la  Sección  inspectora  del  Ifapa  geológico  de  España,  aprobado 
fior  U  Janta  superiof  faeoRatíTa  de  minerfay  «cerca  de  la  Dsscrip(sion 
física,  geológica  y  ogrológica^de  la  provincia  de  Cuenca^  ppr  el  In- 
geniero de  Minas  D.  Daniel  de  Gortázar,  ha  tenido  á  bien  disponer  se 
manifieste  al  mismo,  en  bu  Real  nombre,  el  agrado  con  qne  ha  yiato 
tan  útil  é  importante  trabajo;  que  de  éste  se  le  entreguen  100  ejempla- 
res  de  los  impresos  por  la  Comisión  del  Mapa  geológico  de  España»  j. 
se  publique  en  la  Gacela  el  referido  informe  para  conocimiento  del 
público  y  satisfacción  del  interesado. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  I.  para  su  conocimiento  y  demás  efectos. 
Dios  guarde  á  V.  I.  muc  hos  años.  Madrid  i5  de  Julio  de  1876. 

C.   TORKNO. 

Sr.  DirejCtor  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comereio. 

DESCRIPCIÓN  FÍSICA,  GEOLÓGICA  Y  AGBOLÓGICA. 
DB  LA  PBOVIKCIA  DE  GÜBNCA. 

ta  Memoria  titulada  Descripción  física,  geológica  y  agrológica  de 
la  provincia  de  Cuenca,  que  ha  escrito  el  Ingeniero  del  cuerpo  de  Mi- 
nas D.  Daniel  de  Gortázar,  consta  de  un  prólogo  y  de  las  tres  partes  que 
su  titulo  expresa. 

El  prólogo  tiene  por  objeto  esencial  exponer  y  demostrar  la  idea 
que  los  estudios  geológicos  puramente  especulativos  deben  dejarse  en 
España  para  tiempos  más  bonancibles;  y  que  por  ef  contrario,  los  geo- 
lógico-industriales  ofrecen  el  mayor  interés  para  el  porvenir  de  la  Na- 
ción, pues  que  con  ellos  se  desarrolla  la  industria  y  la  riqueza  da  los 
pueblos. 

En  la  descripción  física,  después  de  señalar  la  posición  geográfica  de 
lá  provincia,  cita  las  regiones  limítrofes  y  marca  con  proligidad  los 
linderos;  se  describen  los  de  las  tres  comarcas  Serranía,  Alcarria  j 
Mancha  en  la  parte  que  componen  aquel  país,  y  se  indican  también  el 
aspecto  general  y  las  condiciones  de  cada  región. 

La  orografía  de  la  provincia,  cuyos  ejes  principales  pueden  decirse 
que  son  las  cordilleras  Ibérica  y  O  retana,  que  se  cruzan  en  los  altos  de 
Gabrejas,  se  presentan,  más  hiea  que  constituyendo  montañas,  forman- 


do  UDá  serie  de  mesas  inclinadas  puesl,a8  i  manera  dé  cuna»^  y  euyfts 
altitudes  varían  desde  i, 840  metros  en  el  punto  m¿s  culminante  del 
país,  á  1.630,  f.50p,  4.400  y  4.300  metros  en  los  páramos  ácumbres  no- 
tables, dando  origen  á  estrechos  ralles,  y  alzándose  junto  á  extensas 
llanuras  que  forman  gran  parte  de  la  Alcarria  y  casi  toda  la  Mancha, 

Las  corrientes  de  agua  que  surcan  el  país  corresponden  las  tres 
cuencas  hidrográficas  del  Tajo,  Júcar  y  Guadiana;  y  después  de  estu- 
diarse con  todo  detalle  en  la  Memoria  la  marcha  de  estos  tres  rios«  se 
tienen  en  cuenta  todos  sus  afiuentes,  y  se  Qjtan  las  formaciones  geoló- 
gicas por  donde  corren:  de  la  misma  manera  que  en  la  orografía  se  ha 
indicado  la  edad  de  los  terrenos  que  constituyen  las  eminencias  y  las 
llanuras. 

Cual  complemento  de  los  rios  y  arroyos,  se  incluyen  las  lagunas, 
bastante  frecuentes  en  la  provincia,  y  también  numerosas  fuentes, 
unas  notables  por  su  caud&l,  otras  por  la  bondad  de  sus  aguas,  otras, 
finalmente,  por  los  fenómenos  que  ofrecen;  dándose  multitud  de  noti- 
cias muy  interesantes  acerca  de  todas  ellas,  y  de  las  condiciones  y 
circunstancias  de  las  aguas  subterráneas  y  artesianas,  indicando  res- 
pecto de  estas  últimas  varios  puntos  en  donde  su  existencia  es  proba- 
ble, y  señalando  e!  hecho  de  las  aguas  ascendentes  encontradas  con  los 
sondeos  hechos  en  Henarejos  al  buscar  combustibles  minerales. 

Se  citan  también  en  la  Memoria  las  aguas  minerales  ó  medicinales 
del  país,  con  análisis  de  muchas  de  ellas;  y  después  de  estudiar  las 
condiciones  generales  de  las  aguas  délos  rios,  se  mencionan  las  caver- 
nas, simas  y  torcas  de  la  provincia. 

En  un  capitulo  que  lleva  por  titulo  Población^  se  hacen  reflexiones 
de  interés  respecto  á  la  riqueza  de  ías  comarcas  y  á  su  población  es- 
pecífica, para  hallar  las  relaciones  que  existen  entre  la  composición 
geognóstica  del  suelo  con  el  ndmero  de  habitantes  que  mantiene  y  su 
bienestar  relativo. 

El  último  capítulo  de  la  primera  parte,  destinado  á  la  crimatolo- 
gía,  expresa  la  necesidad  que  hay  de  tener  datos  meteorológicos  com- 
pletos á  fin  de  poder  (Ijar  las  circunstancias  climatológicas  en  el  exten- 
so territorio  de  la  provincia,  donde  hay  diferencia  de  nivel  de  más  de 
1.100  metros,  y  cambios  notabilÍEÍmos  de  exposición,  inclinación,  alti- 
tud y  caracteres  del  suelo. 

Se  cita  no  obstante  la  piesion  barométrica  media  en  la  capital,  que 
es  de  684  milímetros,  correspondiente  á  una  altitud  de  1.020  metros,  y 
donde  la  máxima  temperatura  llega  en  Julio  á  39"  centígrados  á  la  som- 
hfh,  siendo  la  mínima  en  Enero  de  8"  centígrados  con  una  temperatura 
media  de  13°  centígrados;  dato  que  se  comprueba  por  la  de. las  fuentes 
déla  localidad,  y  se  hace  notar  que  los  vientos  dominantes  son  los  N.  E. 
y  S.O.,  y  los  dias  de  lluvias  pasan  por  término  medio  de  1^  al  año.  Ea 
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h  S^rrantb  ki  temperatura  media  es  ée  unos  7*  eontlgrádos;  y  éfil^toU 
región  hay  frecuentes  tempestades  ea  Abril  y  Mayo,  acompasadas  de 
DÍeblas  durante  et  principio  del  verano;  pero  que  en  Noviembre  apare- 
cen ya  las  nevadas,  que  vienen  á  cubrir  la  sierra  hasta  Marzo. 

En  la  Mancha  la  temperatura  media  es  de  unos  i6  centígrados, 
srendo  la  máxima  observada  50*  centígrados  al  sol  y  aire  libre  en  Julio, 
y  la  mfnima  baja  poco  O*  á  principio?  del  año. 

En  general  pUede  astablecerse  que  el  clima  de  la  Serranía  es  frió  y 
húmedo  en  invierno;  templado  y  benigno  en  el  otoño;  caluroso  en  el 
estío,  y  bastante  desapacible  en  la  primavera.  El  clima  de  la  Alcarria  se 
asemeja  mucho  al  de  la  Serranía,  aunque  los  frios  son  tan  extremados 
'  y  el  de  la  Mancha  es  seco  en  todas  las  estaciones  y  de  un  calor  excesi- 
vo en  el  verano. 

Después  de  enumerar  el  autor  las  dificultades  que  presenta  el  estu- 
dio geológico  de  la  provincia  y  hacer  la  síntesis  de  la  constitución 
geognóstica  del  país,  pasa  ñ  mencionar  los  caracteres  que  diferencian 
los  distintos  períodos  geológicos  cuyos  materiales  han  venido  A  cons- 
tituir el  suelo,  empezando  por  el  más  antiguo  que  encuentra,  que  es  el 
devoniano. 

Solo  en  cinco  sitios,  y  en  todos  ellos  con  poco  ámbito,  se  hallan  en 
la  provincia  las  rocas  de  este  período  ó  formación,  unas  veces  acom- 
pañadas de  fósiles  caractei^ísticos  que  se  mencionan,  otras  azoica?,  pero 
con  caracteres  mineralógicos  y  estratigráficos  muy  marcados.  La  di- 
rección general  de  las  capas  es  de  Norte  á  Sur  próximamente,  con  in- 
clinaciones al  Oeste  de  más  de  45*. 

Las  rocas  de  este  sistema  son  calizas  semi-cristalinas.  cuarcitas« 

calizas  arcillc-ferruginosas,  filadlos  cloriticosy  areniscas  ferruginosas, 

que  en  algunos  puntos  llegan  á  formar  verdaderos  criaderos  de  hierro. 

Hay  también  dentro  de  esta  formación  varios  filones  de  hierro  carbona- 

-  tado  con  manchas  de  pirita  de  cobre  y  galena. 

En  la  cuenca  de  Henarejos,  de  que  tanto  se  ha  hablado,  .es  donde 
exclusivamente  se  presentan  las  rocas  del  período  carbonífero  en  la 
provincia  de  Cuenca,  y  solo  están  ai  descubierto  en  las  laderas  del  ar- 
royo de  los  Castillejos  tn  una  corrida  de  unos  siete  hectómetros.  Pu- 
dingas  y  psamitas  en  la  base,  y  pizarras  arcillosas  con  hulla  en  la  par- 
te superior,  son  las  rocas  de  la  formación,  en  la  que  el  carbón^  acom- 
pañado de  varias  especies  en  la  flora  fósil  hullera,  se  presenta  con  poco 
desarrollo  en  la  superficie,  por  lo  que  en  la  actualidad  se  trata  de  inves- 
tigar la  continuación  de  las  capas  á  gran  profundidad  por  medio  de 
sondeos  á  fin  de  resolver  de  un  modo  completo  el  valor  industrial  de 
este  criadero. 

Antes  de  empezar  la  descripción  de  la  formación  trlásica,  el<Se« 
fior  Gortázar  discate  y  refuta  las  razones  en  que  se  apoya  Mr.  Jacquot, 
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^ue  ba  publicado  una  Memoria  geológica  de  la  Serranía  de  Cuenca, 
para  estableeer  que  las  pudingas,  areniscas  y  arcillas  ferríferas,  que 
coQsiituyen  la  base  del  gran  depósito  saSuloso  rojizo  de  la  proTÍncia, 
corresponden  al  sistema  permiaoo:  aunque  este  punto  no  puede  que- 
dar definitivamente  resuelto  hasta  que  el  «ballazgo  de  fósiles  Tenga  á 
decidir  la  cuestión:  sin  embargo,  si  se  examinan  detenidamente  las  ra- 
zones alegadas  por  el  Ingeniero  francés  y  las  que  en  contrario  aduce 
el  Ingeniera  español,  necesario  es  conocer  que  esta^  últimas  parecen 
,jn¿s  fundadas  y  de  mayor  fuerza,  y  que  en  el  estado  actual  del  pro- 
f  blema  hay  que  admitir  como  lo  más  natural  y  lógico  que  el  terreno 
To}o  de  la  Serranía  de  CuefTca  corresponde  al  sistema  triásico,  y  se 
halU  representado  por  los  grupos  conchífero  y  salífero  de  Mr,  D'Or- 
bigny. 

Los  materiales  que  corresponden  á  la  formación  triásica,  muy  des- 
arrollada en  el  país,  son:  areniscas  abigarradas  con  gruesos  bancos  de 
.  pudingas  en  la  base;  cubiertas  las  primeras  por  calizas  dolomíticas,  y 
.  coD  algunos  lechos  de  arcillas  pitarrosas  interpuestas.  La  parle  supe- 
rior del  sistema  la  constituyen  las  margas  irisadas,  acompañadas  de 
yesos,  jacintos  de  compostela,  aragonilos  y  gran  abundancia  fie  $al.  al- 
ternando con  bancos  de  calizas  rnaghesianas  ¿  dos  niveles  diforeiitf'«, 
•  y  con  capas  delgadas  dearcilUs  sabulosas  y  areniscas  en  algunos  pun- 
tos. Las  pudingasy  areniscas  tienen  cimento  algo  arcilloso,  y  van  con 
frecuencia  acompañadas  de  mica,  y  á  veces  se  ven  entre  las  segundas 
guijas  ínter  prestas  en  la  masa.  Los  colores  dominantes  para  estas  ro- 
cas, en  las  que  i^e  pueden  establecer  muy  bien  dos  horizontes  geognós. 
ticos,  varían  del  rojo  al  gris  amarillento,  y  en  algunos  pontos  las  cru- 
zan filones  de  cobro  carbonatado  y  cobre  gris.  El  espesor  total  de  este 
grupo  de  capas  es  de  unos  400  metros,  estando  per  regU  general  fuer- 
temente inclinadas,  y  é  veces  cubiertas  por  unas  calizas  magnesianas 
de  color  gris  de  humo,  entre  las  que  se  han  hallado  fósiles. 

Las  margas  irisadas  con  los  acompañantes  ya  citados,  y  á  veces  al- 
ternando con  arcillas,  están  en  perfecta  concordancia  casi  siempre  con 
i  \aii  rocas  del  grupo  inferior,  y  cubren  grandes  espacios^  viéndose  en  ge- 
neral apoyadas  en  las  laderas  do  las  montañas  de  arenisca  roja,  y  cu- 
bierta por  los  depósitos  jurásicos.  Su  espesor,  contándolos  materiales 
que  les  acompañan,  es  de  unos  200  metros,  de  los  que  son  los  princi- 
pales la  sal  y  el  yeso. 

Tres  series  de  fenómenos  orográficos  se  pueden  señalar,  según  el 
autor,  dentro  de  la  formación  triásica  de  Cuenca,  cuyas  orientaciones 
son  respectivamente:  la  primera  y  principal,  seguida  por  la  dirección 
délas  capas,  señala  la  de  N.  20"*  0.  prói^imamente  á  S.  20**  E.  y  es  la 
que  corresponde  en  la  provincia  al  sistema  trirectangular  volcánico  de 
l^r.Blie  deBeaUroont,  cuya  anecien  se  ha  hecho  sentir  al  ño  de  la  épo- 


&d  iei*ciaria:  la  segunda  orientación,  acusada,  aquí  por  fuertes  pliegues  y 
quiebras,  con  una  dirección  de  E.  SS""  S.  á  0.  23°  N.,  es  perteneciente 
9I  sistema  de  los  Pirineos,  mby  señalado  en  toda  España:  la  tercera  y 
ültinoB,  dirección  general  0.  40**  N.  á  E.  40"  S.,  es  la  correspondiente 
al  sistema  de.Tnrigerwald,  que  indica  el  fin  del  período  triásico,  y  sé 
halla  bien  d<3  maniñesto  por  las  erupciones  de  rocas  dioríticas  y  ferru- 
ginosas, y  por  los  yesos  y  criaderos  de  cloruro  sódico. 

La  formación  jurásica,  con  gran  desarrollo  en  la  superficie  y  com- 
posición muy  uniforme,  se  extiende  de  Norte  á  Sud  de  la  Serranía  en 
manchas  de  ámbito  muy  variable,  en  capas  casi  siempre  horizontales 
y  en  el  orden  siguiente,  contando  de  arriba  para  abajo:  primero,  con- 
glomerado de  gruesos  elementos:  segundo,  margas  fosilíferas  de  ¿olo- 
res claros:  tercero,  mármoles  en  capas  bien  regladas  y  de  poco  espe- 
sor: cuarto,  bancos  de  calizas  sacoroídes  con  estratificación  poco  mar- 
cada; disposición  que,  como  qh  natural,  no  se  encuentra  en  todas  par- 
les«  sino  que  dominan  unas  capas  en  ciertos  sitios  y  otras  en  otros.  El 
espesor  de!  sistema  jurásico  pasa  en  algunos  puntos'de250  metros. 

Los  fósiles  recogidos  demuestran  la  existencia  de  los  tramos  supe- 
riores del  lios  y  varios  horizontes  de  la  oolita. 

Son  frecuentes  entre  las  calizas  jurásicas  las  simas  ó  pozos  natura- 
les, cuya  formación  es  difícil  de  comprender,  ya  se  admitan  las  ideas 
de  Mr.  Tombeck,ya  las  de  Chanccurtois;  pero  según  el  autor,  el  fenó- 
meno es  más  explicable  suponie'ndole  en  relación  de  las  tierras  colora'^ 
das  qne  cubren  gran  parte  déla  formación,  y  cuyo  origen  explana  si- 
guiendo la  teoría  ideada  por  D.  Manuel  Fernandez  de  Castro. 

En  las  rocas  jurásicas  de  Cuenca  se  ha  producido  un  metamorfismo 
regional  y  de  textura,  cuyas  causas  eficientes,  á  juicio  del  Sr.  Cortá- 
zar, han  sido  reacciones  químicas,  ó^mejor  dicho,  acciones  de  disolu- 
ción del  agua  sobre  las  rocas,  ayudadas  por  la  presión,  el  tiempo,'  y 
sin  duda  alguna  por  fenómenos  electro- disiámicos. 

Se  estudian  con  separación  en  la  Memoria  las  circunstancias  y  ca- 
racteres del  grupo  liásicoy  del  eolítico  que  representan  el  sistema  ju- 
rásico, donde,  aunque  no  con  tanta  facilidad  como  en  el  trias,  se  pue- 
den encontrar  representados  los  levantamientos  sistemáticos  de  los  Pi- 
rineos y  trirectangular  volcánico:  este  óltimo  bien  caracterizado  en  la 
Serranía  por  frecuentes  fallas. 

Se  presenta  la  formación  cretácea  en  la  provincia.de  Cuenca,  anas 
veces  constituyendo  extensas  y  elevadas  mesas  con  todas  sus  capas  en 
posición  horizontal,  y  descansando  por  lo  general  sobre  las  rocaá  jurá- 
sicas, y  otras  o,n  estrechas  zonas  entre  los  depósitos  terciarios  del  Oes- 
le  de  la  provincia. 

En  los  grandes  macizos  de  la  Serranía  los  sedimentos  cretáceos  for- 
man dos  grupos  de  rocas  muy  distintos  en  composición  y  tettura:  las 


capas  superiores  son  caillzas  y  compactas,  iLientras  que  las  inf^srioreí 
son  sabulosas. 

Un  corte,  el  más  completo  de  la  formación,  es  el  que  se  observa  en 
el  escalerón  de  Oca,- eu  donde  el  sistema  so  halla  representado  por 
nueve  úiiembros  geognósticos  que  forman  un  espesor*  de  unos  280 
metros. 

En  las  colinas  del  0.  de  la  provincia  don^inan  las  capas  calizas  con, 
pliegues  é  inclinaciones  muy  pronunciados. 

Son  notables  en  la  provincia  las  torcas  ó  hundimientos  circulares,  y 
las  navas  ó  valles  completamente  cerrados,  asi  como  las  cavernas; 
sitMijio  éstas,  según  el  autor,  el  origen  de  las  primeras,  y  producién- 
dose las  ultimas  en  muchos  casos,  merced  á  pliegues  del  suelo  y  á  la 
acción  disolvente  de  las  aguas  rargadas  de  ácido  carbónico. 

Es  también  sumamente  notable  el  fenómeno  que  se  observa  en  las 
calizas  cretáceas  de  producir  por  su  descomposición  figuras  sumamen- 
te caprichosas,  que  se  reproducen  con  cierta  uniformidad,  aunque  va» 
riando  en  los  detalles,  en  todos  los  sitios  en  que  el  miembro  calizo  cre- 
táceo queda  en  U  superficie;  fenómeno  que  Rega  á  su  Qiázimo  de  des- 
arrollo en  el  término  de  Valdecabras,  en  el  paraje  que  denominan  la 
Ciudad  encantada. 

Los  fósiles  recogidos  demuestran  la  existencia  eo  cuenca  del  se- 
gundo grupo  cretáceo  de  Mr.  D'Archic,  ó  sean  los  tramos  cenomanen- 
ses  y  turonenses  de  Mr.  D*Orbigny,  constituyendo  un  solo  grupo  de  ca- 
pas, al  que  propone  el  autor  de  la  Memoria  que  analizaoios  dar  el  nom- 
bre de  cretatosca^  y  cuyos  caracteres  analiza  sucesivamente  eo  mu- 
chos puntos  para  fijar  bien  la  posición  de  las  rocas  del  periodo  cretáceo, 
en  el  que  cree  reconocer,  lo  mismo  que  en  el  jurásico,  la  acción  de  los 
sistemas  de  montañas  de  los  Pirineos  y  del  eje  volcánico  mediterrá* 
neo,  marcados,  no  solo  por  las  direcciones  generales  de  las  capas,  sino 
también  por  series  de  fallas  más  pronunciadas  y  características. 

El  terreno  terciario  es  el  que  cubre  mayor  superficie  ed  la  provin- 
cia de  Cueiica,  y  está  caracterizado  por  tres  miembros  de  rocas,  lo  mis- 
mo que  en  todo  el  centro  de  España:  el  superior  de  calizas;  el  medio 
de  margas,  arcillas  y  yesos,  y  el  inferior  de  arcillas,  maciños  y  gon- 
foli tas.  Dominan  los  yesos  en  toda  la  provincia,  si  bien  con  caracteres 
muy  variables,  pues  eu  la  Alcarria  son  por  punto  general  cristalinos  y 
trasparentes,  alternando  con  arcillas  muy  abundantes  en  pedernal, 
cuando  en  la  Mancha  y  hacia  la  Serranía  son  frecuentes  las  grandes 
masas  de  colores  variados,  en  las  que  el  yeso  tiene  textura  algo  sacari* 
na,  y  forma  colinas  de  gran  extensión. 

El  miembro  calizo  es  el  más  escaso,  y  el  de  los  maciños  no  falta 
nunca,  aunque  á  menudo  se  halle  cubierto  por  los  otros  dos. 

£i  terreno  terciario  es  de  formación  de  agua  dulce  ^n  svii  mayor 
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pJM'Ae;  como  SA comprueba  por  los  fósiles  que  contieoc,  y  que  peraiit^Pi . , 
si  Qo  establecer  UD  sicronismo  perfecto  cou  ios  materiales  de  ia  misma.  ^ 
época  en  otros  países,  si  hallar  un  orden  idéntico  de  iclacion  en  los.  ^' 
depósitos  españoles  con  ios  déla  cuenca  de  París. y  peder  fijar  laexiiís-^ 
tenciaen  la  comarca  que  se  estudia  de  ios  horizontes  geognósticos  su- 
periores del  período  éoceno«  y  tO({os  los  délos  sistemas  proiceuo  y.  j 
mioceno,  con  un  espesor  que  llega  ¿  unos  500  metroF.  . ,, 

Mas  no  solo  existen  en  Cuenca  dentro  déla  serie  terciaria sedimen-  \ 
tos  de  agua  dulce,  sino  que  bay  otios   de  agua  salada,  en  los  que,  si 
bien  so  hallan  ios  miembros  calizo,  arcilloso  y  sabuloso,  es  con  Cc<rác- 
teres  muy  diferentes  de  los  de  agua  dulce,  y  por  el  contrario  muy  se- 
mejantes á  los  del  sistema  triásico.  ^ 

El  autor  estudia  en  muchos  puntos  la  composición  y  caracteres  de^ 
las  formaciones,  y  hace  constar  su  conformidad  con  laá  ideas  emitidas  , 
por  el  geólogo  francés  Mr.  Duverncuil,  según  las  que,  la  disposición 
continental  al  fin  del  terreno  terciario  era  muy  distinta  de  la   presen- 
te, supuesto  que  con  las  corrientes  de  agua  que  hoy  cn^zan  nuestro  ,. 
territorio  seria  imposible  alimentar  los  lagos  de  aquella  época,  que  ■ 
exigirían  para  no  quedar  muy  pronto  en  seco  la  existencia  de  grandes 
riosi  producto  de  extensos  continentes;  suposición  que  recuerda  la  Ai- 
lántida  de  Platón  y  las  ideas  de  Mr.  Jorbes  acerca  de  la  unión  de  la  Ir- 
landa conEspafia. 

Que  el  tiempo  de  la  separación  de  estos  territorios  ha  debido  ser  el 
mismo  que  el  del  hundimiento  de  la  Atlénlida,  el  de  la  apertura  del 
Estrecho  deGibraltar,  uniois  del  Sahara  con  el  Atlas,  etc.,  etc.;  al  fin 
del  período  mioceno,  trata  el  autor  de  demostrarlo  relacionando  sus  es- 
tudios acerca  de  los  levantamientos  sistemáticos  ideados  por  el  sabio 
G.  de  Beaumoot  con  los  datos  que  recientemente  se  han  recogido  en 
Austria  y  Grecia,  y  con  los  proporcionados  por  el  citado  autor  al  fijar  en 
la  red  pentagonal  el  círculo  máximo  dodecaédrico  romboidal  ó  del  Eje 
volcánico  mediterráneo,  contemporáneo  con  el  de  Tenaroy  Eje  volcá- 
nico del  Pacífico,  que  son  los  tres  que  constituyen  un  sistema  trirec- 
tangular,cuya  acción  se  ha  venido  haciendo  notar  en  todas  las  rocas 
de  la.  provincia^  lo  que  no  es  de  extraríar  ya  que  sus  efectos  son  de  los 
nás  recientes  y  los  quejhan  venido,  por  decirlo  así,  á  dar  la  última 
mano  á  la  orografía  y  topografía  demuestra  Península. 

Poco  interés  tienen  en  la  provincia  de  Cuenca  las  rocas  de  la  última 
época  geológica,  y  están  reducidas  a  tobas,  estálcticas,  algunas  peque- 
ñas manchas  de  diluvium,  un  turbal  y  los  aluviones  de  los  rios:  de  t,o- 
das  ellas  habla  el  autor  para  determinar  con  el  estudio  de  los  sistemas 
sedimentarios. 

Da  después  elSr.  Cortázar  noticia  de  los  puntos  en  que  h^  visto  ro 
cas  eruptivas  no  señaladas  bastfi  ahora  e»  la  províppía,  é  incluye  eq 
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este  grupo  los  criaderos  ferruginosos,  para  cuya  formación  admite  un 
origen  geiseriano\  áedlch  también  algunas  palabras  á  ios  antigüeáadt^s'  ' 
prehistóricas,  y  concluye  la  descripción  geológica  con  un  catálogo, jde 
227  rocas  recogidas  en  la  provincia. 

Hay  quehacer  notar  que  en  la  Memoria,  al  final  del  estudio  deeada 
periodo,  se  analizan  con  detenimiento  todas  las  teorías  que  pueden  dar 
idea  del  modo  cómo  se  han  constituido  ¡as  rocas  de  la  formación,  dan- 
do gran  importancia  á  los  fenómenos  geiseriaoos  como  productores  de 
las  margas,  yesos  calizas  y  dolomías,  explicando  como  por  acciones 
mecánicas  se  puedeu  haber  producido  las  pudingas,  areniscas,  maci« 
ños  y  gonfoiitas,  y  señalando  también  los  efectos  que  el  metamorfismo 
puede  haber  producido  en  muchas  ocasiones. 

Además,  y  como  parte  de  completa  aplicación,  el  autor  indica  en 
todos  casos  los  usos  á  que  pueden  destinarse  las  sustancias  pétreas  de 
la  provincia,  unas  ve^es  como  materiales  de  construcción,  otras  como 
abonos,  ya  para  la  economía  animal,  ó  ya  para  la  industria. 

£n  la  tercera  parte  de  la  Memoria,  después  de  citar  su  autor  las  sus- 
tancias que  entran  en  la  composición  de  las  plantas,  y  decir  que  éstas 
las  adquieren  en  el  suelo  y  en  la  atmósfera  ,  pasa  á  esiDdiar  las  causas 
extrañas  al  suelo  que  iiifluyen  enla  vegetación;  y  después,  examinando 
las  inherentes  al  suelo  que  alimenta  las  plantas,  se  define  la  tierra  ve- 
getal, y  so  establece  la  clasificación  ordinaria  de  tierras  de  primera, 
segunda,  tercera  y  cuarta  clase,  especificando  sus  condiciones;  se  con- 
sidera el  efecto  del  espesor  de  la  tierra  vegetal  y  de  la  inclinación  del 
suelo,  y  se  consigna  que  los  elementos  de  éste  obran  sobre  las  plantas, 
los  unos  físicamente  y  los  otros  por  reacciones  químicas,  dividiendo 
los  que  actúan  del  prirner  modo  en  elementos  absorventes  y  elementos 
divisores,  para  comprender  entre  los  primeros  la  arcilla,  la  caliza  pul* 
verutenta,  la  marga,  la  arena  fina  y  ei  mantillo,  y  entre  los  segundos 
la  arena  gruesa,  las  guijas  y  fragmentos  de  rocas  y  los  reatos  orgáni- 
cos no  descompuestos;  elementos  todos  del  terrazgo,  que  se  describen  y 
estudian  sucesivaofieute  bajo  el  aspecto  geológico  y  agrícola.  Analiza  el 
Sr.  Gortázar  las  propiedades  principales  de  los  terrenos  agrícolas,  á  sa^ 
ber:  la  absorción  del  agua,  la  absorción  de  gases,  la  aptitud  para  la  de- 
secación, k  tenacidad,  la  capacidad  calorífica  y  la  acción  del  subsuelo, 
circunstancias  todas  que  ha  de  tener  muy  en  cuenta  el  agricultor  para 
corregir  y  enmendar  las  que  lo  necesiten,  y  señala  después  los  medios 
que  pueden  seguirse  para  cambiar  las  propiedades  de  los  terrenos 
agrícolas  y  para  que  la  vida  vegetal  exista  sin  dificultad,  cuyos  medios 
son:  primero,  la  Preparación  mecánica  6  conjunto  de  labores  que  se 
dan  al  campo,  lo  cual  es  del  dominio  de  la  Agricultura;  segundo  los 
Riegos;  X^Tceto  los  Arenamienlos;  cuarto  las  Inundacienes  fertilizan* 
tes;  y  <|uinto  los  Abonos;  ya  los  aniípales,  vegetales  químicos  é  indus- 
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tríales;  ya  los  mioeral^;  cuestioDile  sumo  i  Dieres  y  completameote  del 
dominio  de  la  Geología,  pues  solo  con  el  conociroieato  de  un  suelo  se 
puede  saber  dónde  hay  cal,  yeso,  arcilla,  marga  y  arena,  que  son  los 
principales  abonos  minerales  que  se  emplean. 

El  autoi*  déla  Memoria  indica  los  métodos  que  deben  seguirse  pa- 
ra usar  cada  uno  de  estos  abonos,  y  los  resultados  que  producen  eu  la 
mayoría  de  los  casos. 

Se  indica  también  en  la  obra  que  analizamos  que  la  tierra  vegetal 
no  es  sino  el  resultado  de  la  acción  de  los  agentes  naturales  sobre  las 
masas, pétreas,  por  lo  que  se  examina  coa  separación  cómo  actúan  el 
agua,  la  atmósfera,  el  viento,  etc.,  en  las  rocas  de  cada  uno  de  los  pe- 
ríodos geológicos  que  existen  en  la  provincia. 

I  Después  de  indicar  el  autor  las  condiciones  que  deben  satisfacer  una 
clasiQcacioo.  de  terrenos  agrícolas,  adopta  la  de  Mr.  S.  Gras,  esenciaU 
náénte  geológica,  distinguiendo  desde  luego  dos  divisiones:  primera, 
terrenos  cuya  tierra  vegetal  es  producto  de  la  descomposición  de  las 
rocas  subyacentes;  segunda,  terrenos  cuya  tierra  vegetal  proviene  de 
arrastres  de  otras  rocas  distintas  de  las  del  subsuelo. 
,  En  e«tas  dos  clases  puede  establecerse  las  divisiones  en  géneros  y 
especies,  teniendo  en  cuenta  para  los  primeros  la.naturaíeza  de  la  roca 
subyacente,  y  sirviendo  la  de  la  tierra  vegetal  para  señalar  la  especie, 
con  lo  que  ya  añade  el  cuadro  de  los  terrenos  agrícolas  de  la  provincia 
áé  Cuenca. 

Figuran  en  dicho  cuadro  todos  los  terrenos  agrícolas  que  existen 
ep  la  provincia,  y  la  calidad  de  cada  uno  de  ellos  se  estudia  sucesiva* 
mente  en  la  Memoria,  indicando  el  método  de  Masure  para  analizar  las 
tierras,  presentando  análisis  de  las  rocas  del  subsuelo  y  de  las  tierras 
vegetales,  y  señalando  los  abonos  mineíales  que  deberán  emplearse  en 
cada  caso,  haciéndose  también  consideraciones  de  gran  interés  para  el 
agricultor,  deducidas  siempre  de  los  datos  geológicos  que  proporciona 
la  naturaleza  de  los  elementos  del  terreno  agrícola.  . 

Más  adelante  el  autor  da  idea  de  la  vegetación  espontáneas  y  pre- 
senta un  catálogo  de  las  plantas  que  crecen  en  la  provincia,  en  que  se 
citan  338  especies,  correspondientes  á  87  familias  vegetales,  de  lasque 
dan  el  carácter  botánico  en  los  páramos,  montes  bajos,  verdugales  y  si- 
tíos  resguardados  de  la  sierra,  así  como  también  en  las  colinas  y  sotos 
de  la  Alcarria  y  en  las  llanuras  de  la  Mancha. 

Se  hace  en  la  Memoria  una  ligera  historia  del  cultivo  de  la  tierra, 
apoyando  la  teoría  de  M.  Carey:  Que  la  Sociedad  en  el  primer  periodo 
de  su  historia  agrícola  ha  caminado  fatalmente  de  los  terrenos  menos 
fértiles  d  los  más  productivos;  y  se  demuestra,  siguiendo  las  ideas  de 
los  economistas  norte-americanos,  que  el  suelo  en  sí  no  tiene  valor  al 
gj^o:  qu^éste  es  de  creación  bumaua,  y  disminuye  cpostaatemente. 


iebiA'^dbéSb'á'fó^  Irfe^b  niti^eble?.  Después '  de  íodlcár  las '  dificiiUades 
^son  que  lacha  Id  agricultura  en  Cuenca,  se  iodiciín  los  medios  para 
Isbnseguir  buenos  resultados,  partiendo  siempre*  de  los '  datos  que  su- 
minístrala Geología.  Se  citan  las  principales  plantas  agrfcol  s  de  la 
pír0nncia;y  á  cada  una  de  ellas  se  la  señala  dónde  puede  encontrar 
«a^or  kabilacion^  teniendo  sobre  todo  en  cuenta  las  condiciones  del 
suelo  y  del  subsuelo;  es  decir,  los  factores  geológicos.  Sobre  la  mejora 
úé\  tuitivo  hortense  se  hacen  algunas  advertencias  ,  citando  las  prin- 
cipales especies  vegetales  de  huerta  antes  de  llegar  al  estudio  del  culli- 
DO  (lelos  árboles^  en  que  se  establece  que  en  un  estudio  dendrotógico 
U- provincia  de  Cuenca  se  colocarla  en  la  región  de  las  abietineas,  por 
masque  abunden  en  ellas  las  amonláceas^  como  se  deibuestra  al  tratar 
s^aradameote  del  cultivo  década  árbol  para  indicar  siempre  en  qué 
terreno  agrícola  se  desarrollan;!  mejor,  teniendo  en  cuenta  lascondi- 
dones  geológicas  más  cotivenientes  para  cada  especie. 

La  tercera  parte  de  la  )ícmoria  concluye  resumiendo  las  ideas  ex- 
puestas con  objeto  de  mejorar  el  cultivo  déla  provincia,  para  lo  cual 
se  propone,  entre  otras  cosas,  la  repoblación  de  los  montes  en  la  Serra- 
nía, y  el  establecimiento  de  especies  forestales  en  los  terrenos  de  la  Al- 
carria y  en  las  sábanas  de  la  Mancha,  con  lo  que  se  obtendrían  nota- 
bies  resultados  para  aumentar  la  riqueza  y  mejorar  la  industria  del 
paia. 

Va  acompañada  la  Memoria,  además  de  numerosas  viñetas  ínter* 
caladas  en  el  texto  para  explicar  hechos  locales,  por  una  lámina  de  fó- 
siles, una  vifta  déla  ciudad  encantada,  tres  cortes  generales  del  terre- 
no y  el  Mapa  geológico  de  la  provincia  en  escala  dé  1:  400.000. 

Gomo  se  vé  por  la  teseila  de  este  trabajo,  las  tres  partes  en  que  el 
Sfi  Cortázar  lo  ha  dividido  contienen  un  gran  caudal  de  datos  y  noti- 
cias, muchas  de  aplicación  inmediata,  y  de  utilidad  suma  las  demás 
para  la  industria  en  general  y  para  cuantos  se  deoican  al  aprovecha- 
miento del  suelo  y  de  las  primeras  materias  del  reino  mineral;  datos 
qae,  cuando  sean  conocidos  de  los  especuladores  y  capitalistas,  podrán 
dar  lugar  á  que  se  establezcan  industrias  para  el  aprovechamiento  de 
tantos  elementos  de  riqueza  hasta  ahora  ignorados,  y  cuya  explota- 
ción, además  de  rendir  cuantiosos  frutos  y  fomentar  la  riqueza  gene- 
ral del  país,  mejoraría  la  situación  material  y  moral  de  los  habitantes 
de  aquella  comarca. 

Para  alcanzar  este  resultado  ha  tenido  este  Ingeniero  necesidad  de 
sufrir  las  fatigas  que  lleva  consigo  el  recorrer  paso  á  paso  todas  las  lo- 
calidades de  la  províDcia  de  Cuenca,  una  de  las  más  extensas  de  nues- 
tra Península,  y  consagrar  prolongadas  vigilias  para  ordenar  los  aú- 
perosos  materiales  que  ha  recogido.. 

^jfaminada  por  la  Seccioa  Inspectoref  del  Mapa  geojógiCQ  de  Espa^ 
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na  la  Memofia  cnyo  cxiracto  autepede,  ha  ÍDÍaroúcdo  acerca  de  ejlm. 
Que  la  descripción  física,  geológica  y  agrológica  de  la  provincia  de 
Cuenca  por  el  Ingeniero  del  Cuerpo  de  Ninas  D.  Daniel  de  Cortázar  es 
una  obra  digna  del  mayor  elogio,  y  que  habiendo  sido  hecha  en  graq 
partea  expensas  de!  autor,  podrian  darse  á  éste  cierto  numero  de  ejem- 
plares de  la  misma,  impresa  por  la  Comisión  del  Mapa  geológico  da- 
Ejspaüa.  , 

Y  que  es  conveniente  se  haga  publicar  en  el  periódico  oficial  del  Go- 
bierno el  aprecio  con  que  ha  sido  recibida  la  Memoria  del  Ingeniero 
Cortázar  para  que  sirva  á  éste  de  justa  reconópensa,  y  estimule  á  la 
vez  á  los  que  se  dedican»  á  trabajos  geológicos  á  realizar  otros  tan  úti- 
les como  el  de  qiie  se  trata. 

(Gaceta  de  2  de  Agosto  de  1876).-- 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  no  hab^r  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  en  el  pleUo  con  la  Compañía  de  minas  cobrizas 
de  Huelva. 

En  la  yilla  y  Corle  de  Madrid,  á  10  de  Mayo  de  lOfG,  en  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Ro- 
mán de  Sevilla,  y  en  la  Sala  dele  civil  de  la  Audiencia  de  aquel  terri- 
torio por  Doña  Margarita  Kinnaird  de  Haselden,  viuda  de  D.  Enriqua 
Federico  Cristóbal  Haselden,  y  D.  Luis  Juan  Gosse,  y  hoy  su  viuda  üoe 
ña  Clemencia  Teresa  HenneKinne  y  sus  hijas  Doña  Luisa  María  Teres- 
y  Doña  María  Francisca  Gosse;  con  la  Sociedad  denominada  Compañía^ 
de  minas  cobrizas  de  Huelva,  bajo  la  razón  social  da  V,  Mercier  y  Com-  . 
pama,  representada  por  el  Gerente  de  dicha  Sociedad  D.  Víctor  Mer-^ 
cier,  sobre  extinción  y  liquidación  de  la  Compañía,  cumplimiento  de 
sus  obligaciones,  restitución  de  pertenencias  mineras,  indemnización 
de  daños  y  perjuicios  y  abono  de  costas: 

Resultando  que  con  fecha  en  París  n  11  de  Junio  de  1855  otorgaron, 
un  documento  privado  D.  Carlos  Teodoro  Eugeriio  Duclerc,  D*  Luis 
Carlos  Elias  Amanieu  Decazes,  Duque  ue  Glucksdierg,  por  si  y  como 
apoderado  de  D.  Enrique  Federico  Cristóbal  Haselden,  Ingeniero  civil,  . 
habitante  en  Madrid,  y  D.  Luís  Gos¿e,  en  el  que  dijeron  que  el  Duque 
de  GlucksJierg,  Gosse  y  Haselden  poseían  en  la  provincia  de  Huelva» , 
c¡^  £spa ña,  diversas  minas  de  cobrOj  cuya  propiedad  les .  habia  sidp., 


concedida  coo  arreglo  á  las  leyes  españolas,  consistiendo  en  112peFt6*  >  - 
nencias:  que  eran  asimismo  propietarios  de  la  niitnd  ii^ás  una  de  las  ac- 
ciones de  una  Sociedad  formada  en  España  bajóla  dirección  de  Deligny    ' 
para  la  explotación  de  la  mina  San  Tebno  en  la  provincia  de  HüeWa: 
que  para  asegurará  estas  minas  el  concurso  de  los  capitales  necesarios    * 
para  su  desarrollo,  el  Duque  de  Glucksdierg,  Gosse  y  Haseldeo  habian 
propuesto'á  Duclerc  formar  una'  Sociedad  en  comardita  por  acciones,   ' 
qu^  podría  convertirse  más  tarde  en  una  compañia  anónima*  ya  en 
Francia;ya  en  España,  ó  en.Bélgica;  y  que  aceptada  esta  proposición 
por  los  firmantes  de  aquel  contrato,  habian  establecido  los  estatutos  y 
convenciones  de  ésta  Sociedad  en  comandita,  consignando  en  el  arti- 
culo i."  que  la  Sociedad  seria  en  comandita  por  acciones,  siendo  - 
Mr.  Duclerc  único  Gerente  responsable  y  el  Duqu^e  Glucksdierg,  Gosse 
y  Ila'^elden  y  cualesquiera  otros  interesados,  simples  comanditarios,  no 
estando  obligados  á  ningún  pago  mayor  que  el  importe  de  sus  acciones, 
cualquiera  que  fuera  la  logislacion  del  país  á  que  pertenecieran:  en  el 
2.",  que  tenia  por  objeto  la  explotación  en  Andalucía  de  Kis  minas  de 
cobre  y  la  de  cualquier  otro  metal  que  pudiera  encoiiiraiscen  las  mi- 
nas aportadas,  y  la  compra  y  venta  de  cualesquiera  concesiones  de  mi- 
nas en  Andalucía:  en  el  3.%  que  el  domicilio  de  la  Sociedad  se  íijaba  en  ; 
París,  habiendo  además  unaoGcina  en  Españ/i:  en  el  4/  y  los  siguien-^ 
tes,  la  denominación,  duración,  capital  y   oümero  y  clase  de  las  acio- 
nes: ,eo  el  50,  que  todas  las  coiuestaciones  que  se  suscitasen  dura;ite  la 
Socieqad'  ó  al  tiempo  de  su  liquidación  entre  el  Gerente  ó  los  accio- 
nistas, ó  éntreoslos  mismos,  serian  juzgada»  por  arbitros,  conforme  al 
art.  5l'y  siguientes  del  Código  de  Comercio,  en  cuyo  caso  estariaa 
obligados  los  accionistas  á  hacer  elección  de  domicilio  en  París,  y  cua- 
lesquiera actos   y  diligencias  se  notificarían  de  un   modo  válido  en 
aquel  domicilio,  sin  que  hubiera  lugar  á  observar  los  plazos  de  dfstan* 
cía,  y  á  falla  de  elección  de  domicilio  serian  váüdas  todas  las  notifi- 
caciones hechas  en  los  estrados  del  Procurador  .'mpíTial  del  Tribunal 
civil  de  primera  instancia  del  departamento  del  Sena:  en  el  41,  que  la 
Sociedad  no  estaría  constituida  efectivamente  si  antes  del  1.'  de  Julio 
de  4855  no  estaban  suscritas  i.OOO  acciones  de  capital  sobre  las  2.ÜÜ0 
acciones  actualmente  emilidas:  si  Glucksdierg,  Gosse  y  Haselden  jusli^  -' 
fícaban  á  Duclerc  el  consentimiento  de  los  acreedores  que  teiiian  de* 
recho  á  los  640.000  francos  que   gravaban    las  minas  á  no  exigir  el 
reembolso,  fuera  e|  principal,  fueran  intereses,  más  que  en  un   plazo 
de  18  meses,  á  contar  desde  el  dicho  dia  1.*  de  Julio  de  185r>;  y  cum^ 
plidas  estas  condiciones,  Duclerc,  Gerente,  .haria  constar  la   constitu- 
ción de  la  Sociedad  en  una  escritura  que  be  ^egi!^traria  y  publicaría  al 
mismo  tiempo  que  aquella  con  arreglo  á  la  ley  francesa;  y  quo  tetmi^j 
püdo^el  pU?Q  lijarlo  sin  <}ue  se  hubieran  camp|i(ÍQ  ia9  cticbas  coq4íq1o«o 
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ftcs,  seria  aquel  dccumeuto  uulode  derecho  y  de  ningún  efecto  entre 
las  partes;  y  en  él  46,  que  se  daban  cualesquiera  poderes  al  Gerente  f 
al  Consejo  de  vigilancia  á  conseguir  la  conversión  do  aquella  Sociedad 
en  nna  Compañía  anónima,  fuera  en  Francia,  en  España,  ó  en  Bélgica, 
y  para  hacer  coií  este  objeto  en,  aquellos  estatutos  las  modificaciones 
que  fueran  necesarias;  y  que  presente  D.  Ernesto  Deligny/lngenieio, 
,  habitante  ordinariamente  en  Huelva,  España,  y  á  la  sazón  alojado  eñ 
Paris,  después  de  haberse  enterado  de  lo  convenido  en  aquel  acto  lo 
aprobaba  en  lo  que  á  éi  le  concernió,  reconociendo  la  validez  dé  la  apor- 
tación de  las  acciones  y  derechos  de  dirección  de  la  mina  San  Teimo^ 
obligándose  á  re¿tlizárla  en  beneficio  dé  aquella  Sociedad  cuando  se 
hubiera  constituido  efectivamente: 

Resultando  que  en  25  de  dicho  mes  de  Junio  de  1855  otorgaron  eso 
tritura  pública  en  París  D.  Carlos  Teodoro  Eugenio  Duclorc,  D.  Luis 
Carlos  Elias  Amanieu  Decazes,  Duque  de  Glucksdierg,  por  sí  y  com- 
apoderado  de  D.  Enrique  Federica  Cristóbal  Hiselden,  Ingeniero  civil; 
residente  en  Madrid.  D.  Luis  Gosse  y  I).  Ernesto  Derlign y,  Ingeniero  ha- 
bitante ordinariamente  en  Huelvo,  España,  y  á  la  sazón  en  París,  eu 
la  que  dijeron  que  toiJas  las  condiciones  contenidas  en  el  art.  4J  dé  una 
escritura  privada  fechada  en  Paris  á  i1  de  Junio  de  1855  estaban  com- 
pletamente cumplidas,  habiéndose  suscrito  más  de  I.ÜÜO  acciones  de 
capital  de  las  2.00Ü  emitidas,  y  acreditado  Gtucksdierg,  Gosse  y  Ha- 
seldeo  á  Duclercel  consentimiento  délos  acreedores  á  los  640  000 fran- 
cos que  gravaban  las  minas  á  no  exigir  su  reeembolso  más  que  en  un 
plazo  de  i8  meses,  á  contar  desde  la  constitución  de  Ja  Sociedad  pro- 
yectada  entre  las  partes,  quedando  en  su  consecuencia  la  Sociedad 
'E.  Duclerc  y  Compañía  llamada  Compañía  de  las  minas  de  cobre  de 
Huetva,  efectivamente  constituida  desdo  aquel  día  23  de  Junio  para 
empezar  sus  operaciones,  á  contar  desde  I."*  de  Julio  de  1855,  y  sobr^ 
las  bases  y  estatutos  fijados  por  la  escritura  arriba  citada  de  1(  de  Ju- 
nio de  1855,  uno  de  cuyos  originales  quedaba  unídb  á  aquella: 

Resultando  que  Doña  Margarita  Kinnaird  de  Haselden«  viuda  y  he- 
redera de  D.  Enrique  Federico  Cristóbal  Haseldeo,  entabló  demanda  eii 
9  de  Marzo  de  1869,  á  que  se  adhirió  después  D.  Luis  Juan  Gosse,  con- 
tra la  empresa  de  minas  cobrizas  de  Huelva  titulada  Mercier  y  Compa-' 
ñia  para  que  se  declarase  totalmente  extinguida  y  disuelta  la  expresa- 
da Sociedad;  y  cuando  á  ésto  no  hubiese  lugar,  que  estaba  obligada  ¿ 
emitir  el  número  de  acciones  de  capital  que  se  estipuló  en  el  contrato 
social;  á  entregar  á  los  socios  aporladores  las  acciones  de  beneficios' 
que  les  correspondían,  abonarles  el  58(70  délas  utilidades  obtenidas  y 
que  habían  debido  obtenerse;  á  restituir  las  30  pertenencias  mineras' 
que  se  habí  ui  perdido  por  culpa  de  la  administración,  é  el  valor  dé  Id: 
miomas,  y  á  dedicarse  á  cumplir  la  empresa  que  fué  objeto  especial  d< 


•        -  ^ 

o)rmación«  y  én  uno  y  otro  caso  á  la  indemnización  de  danos  ^y  t)er^ 
juicios  y  las  costas  y  gastos  del  juicio;  pretendiendo  por  un  otrosí  la 
anotación  preventiva  de  la  demanda  y  secuestro  de  fondos  y  muebles: 

Resultando  que  estimada  la  anotación  preventiva  por  auto  de  15  de 
dicho  mes,  reservándose  proveer  acerca  del  embargo  luego  qup  la  par- 
te actora .  prestase  la  oportuna  fíanza;  pedida  reposición  en  orden 
á  dicho  secuestro,  se  accedió  á  él  por  auto  del  20: 

Resultando  que  conferido  ^  traslado  á  la  Compañía  exploradora,  y 
en  su  nombre  al  Gerente  D.  Víctor  Mercier,  y  librados  los  correspon- 
dientes exhortos,  tanto  para  el  emplazamiento  de  la  Sociedad  deman- 
dada, cuanto  para  el  secuestro  y  anotación  preventiva  de  la  demanda, 
se  personó  en  los  autos  D;  Viclor  Mercier,  como  Gerente  de  la  Socie* 
dad,  acompañando  la  escritora  social  y  solicitando  que  se  revocasen 
desde  luego  todas  las  gravosas  providencias  dictadas  en  orden  á  la 
anotación  preventiva  y  secuestro  de  los  bienes  de  la  referida  Sociedad; 
y  que  por  providencia  de  15  de  Mayo  se  denegó  la  reposición  de  la  de 
15  de  Marzo  en  la  parte  que  se  referia  á  la  anotación  preventiva  de  la 
demanda,  reponiéndose  en  cuanto  al  secuestro,  sobre  lo  cual  se  mandó 
formar  pieza  separada,  suspendiéndose  desde  luego,  sin  perjuicio  de 
lo  que  en  ella  se  resolviese,  la  intervención  acordada  en  5  de  Abril; 
providen.cia  que  fué  consentida  por  ambas  partes: 

Resultando  que  hecho  el  señalamiento  del  testimonio  para  la  for* 
macion  de  la  pieza  separada  por  la  parte  actora,  la  demandada  pidió  los 
autos  que  se  le  mandaron  entregar,  para  el  mismo  objeto;  y  acusada 
la  rebeldía  por  la  actora  los  devolvió,  protestando  que  no  renunciaba 
ni  pedia  renunciar  á  las  solemnidades  de  la  notificación,  citación  y 
emplazamiento^  ni  á  los  términos  y  medios  de  defensa  que  después 
debiera  utilizar  para  contestar  ó  no  á  la  indicada  demanda  y  oponer 
contra  ella  las  excepciones  dilatorias,  inclusa  la  de  incompetencia,  y 
la^  perentorias  que  estimara  procedentes: 

Resultando  que  con  posterioridad  á  la  citada  pretensión,  por  la 
misma  parte  de  D.  Víctor  Mercier  con  la  representación  indicada  se 
presentó  escrito  en  2  de  Junio  de  1869«  en  ci  que,  dándose  por  empla- 
zado, pero  sin  renunciar  por  ello  á  la  citación  y  emplazamiento»  pro- 
puso  las  excepciones  dilatorias  de  incompetencia  del  Juzgado  del  dis- 
trito de  San  Román  y  de  los  Tribunales  españoles  para  el  conocimien* 
tp  de  este  apunto;  la  de  litis  pendencia,  por  hallarse  propuesta  y  sus- 
tanciándose la  misma  denóanda  ante  el  Tribunal  de  Comercio  de  París: 
la  de  falta  de  personalidad  en  los  demandantes,  y  por  ultimo  1:í  falta 
de  fianzas  y  garantías  para  asegurar  las  resultas  del  juicio  entablado; 
fundándose  en  los  artículos  2.'  y  5.**  en  su  párrafo  tercero,  257  y  258 
de  la  ley  de  Gnjnicia miento  civil,  y  en  las  reglas  del  Real  decreto  de 
\1  de  Noviembre  de  1852  sobre  extranjeros,  su  condición  civiL  dere-' 


í-  Jc^09  y  bbligaéioDes;  y  BoHcitindo  ^  la  vez  el  recibimienio  á  prueba  del 
,    iocideole  y  la  condena  de  costas: 

Resultando  que  impugnadas  por  los  demandantes  la6  excepciones 
..  piopuoslas  de  contrario  y  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  presentó  un 
o   testimonio,  del  que  aparece  que  en  el  Tribunal  de  Comercio  del  depar- 
tamento  del  Sena,  en  París,  presentaron  demanda  en  IS  de  Maye  de 
l^\.  1867  D.  LuisGopse  y  Doña  Margarita  Kionaird,  por  si  y  en  representa- 
.  ..ciqode  sus  hijos  Dona  Luisa,  9.  Arturo*  D.  Enrique,  D.  Adolfo,  Doña 
,,    Teresa,  Di  Eugenio  y  Doña  Elena  Haseldeu,  contra  D.  Victor  Mercier, 
,,   en  nombre  y  como  Gerente  de  la  Compañía  de  las  minas  de  cobre  de 
.  ^  Huelva  bajo  h  razón  social  Mercier  y  Compañía^  el  Duque  Decazes 
„,  como  fundador  de  tal  Sociedad,  y  el  Sr.  Ddigny  también  como  funda- 
.^  dor,  á  los  fiíies  de  las  conclusiones  de  una  ejecución  para  haber  de  de- 
,.  cir  que  los  demandadores  tenian  derecho  á  la  parte  estipulada  por  ellos 
,   Y  los  Sres.  Decazes  y  Deligny  en  las  38.000  acciones  de  usufructo  crea- 
..,,  das  por  la  estatuaria;  y  condenarse  á  Mercier  personalmente  eo  su  ra- 
..    lidad  de  Gerente  por  las  vids  de  derecho  y  aun  por  arresto,  á  entregar 
..    ajos  herederos  Haseldeo  4.482  acciones  de  usufructo,  formando  el  com-/ 
plemeoto  de  las  que  le  correspondían;  condenándole  igualmente  por 
todas  las  vias  de  derecho  y  por  arresto  á  entregar  á  los  demandadores 
la  parte  que  les  correspondía  sobre  6.261  acciones  de  usufructo  resti- 
tuidas á  la  Sociedad,  á  saber:  á  los  Sres  Haselden  4.502  acciones  y  al 
Sr.  Gosse  2.253  acciones,  junto  con  los  cupones  que  tocaban  á  cada  in- 
teresado, y  si  (10,  y  caso  de  do  hacerse  esto,  condenarle  por  las  mis- 
,     mas  vios  ya  dichas  á  piígar  á  cada  uno  de  los  demandadores  la  cantidad 
.   de  5U0  francos  por  via  de  alrc.so,  á  contar  desde  el  fallo»  el  cual  seria 
común  al  Duque  de  Decazes  y  Deligny  bajo  todas  las  reservas  más  ei- 
,,  pjesas  de  daños  é  intereses;  en  razón  principalmente  del  usode  los 
fondos  entregados  al  Gerente  por  el  arrendamieuto  por  precio  de  los 
..  productos  sociales  á  el  entregados  y  de  las  consecuencias  que  resulta • 
rao  para  los  demandadores  del  arrendamiento,  condenando  además  á 
Hercier  en  lo. las  his  costas;  que  en  17  Junio  de  41167  se  dictó  sentencia, 
^,  declarando  mal  fundada  la  demanda  y  condenando  á  los  demandantes 
en  lascostas;  y  que  interpuesta  recurso  de  alzada  fué  desechado  por 
-^  otra  senteucia  de  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  Imperial  de  París  en  24 
..  de  Diciembre  de  18G8: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  y  que 
la  Sala  de  lo  civil  de  la-  Audiencia  de  Sevilla  la  revocó  en  27  de  Enero 
de  1875, declarando  haber  lugar  ala  excepción  de declinatorra  de  ju 
risdiccion  dictada  para  conocer  los  Tribunales  españoles  de  estos  au* 
tos,  y  en  su  consecuencia  i  neo  rn  peten  te  el  Juzgado  de  San  Román  de 
.^.Aquella  ciudad,  dejando  sin  efecto  la  anotación  preventiva  y  el  se- 


besültabáo  que  Doña  Margarita  Ktnnaird  de  lía^elden,  ^otno  viuda 
7  heredera  uoiver9al  de  D.  Enrique  Federieo  Cristóbal  Haaelden,  y 
Doña  CtemeDcla  Tereita  Henne  Riune  y  sus  bijas  Ooñn  Luisa  María  Te- 
resa y  Doña  María  Francisca  Gosse,  herederas  y  sucesoras  de  su  difun- 
to esposo  y  padre  respectivo  D.  Luis  Juan  Gosse,  interpusieron  recurso 
de  casación  por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

4.*  La  ley  16,  iit.  52,  Partida  S.',  los  arliculos  «I  y  02  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  y  la  doctrina  legal  que  exige  la  debida  congruen- 
cia entre  lo  pedido  y  fallado,  sancionada  en  muchas  sentencias  de  este 
Tribunal  Supremo,  puesto  que  ló  qufe  el  demandado  había  interpuesto 
y  sebabia  sustanciado  por  sus  trámites  fué  una  declinatorin  de  Juris* 
dicción  como  excepciori  dilatoria,  que  si  era  de  estimar  debió  decla- 
rarse la  incompetencia  del  Juez  de  primera  instancia  mandando  remi- 
tirlos autos  al  competente,  y  lo  que  la  sentencia  resolvía  según  su  pri- 
mer considerando,  tanto  era  de  incompetencia  como  de  incapacidnd  de 
los  Tribunales  espafíoles  para  conocer  de  la  demanda,  por  Itnlari'e  do 
rescisión  de  una  Sociedad  entre  extranjeros,  formada,  establecida  y 
domiciliada  en  Francia, para  explotar  minas  sitsü  en  una  provincia  do 
España: 

2.*  El  art.  4.'  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  el  305  de  la  de  or- 
ganización del  poder  judicial,  con  relación  ¿la  sumisión  al'Juzgadode 
San  Román,  por  el  hecho  de  haber  solicitjdo  el  alzamiento  del  embar- 
go antes  de  deducir  la  declinatoria: 

Z.^  La  ley  de  la  cosa  juzgada,  el  art.  68  de  la  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, y  la  19,  tít.  22  de  la  Partida  Z.\  en  cuanto  la  sentencia  dejaba  sin 
efecto  la  auotabion  preventiva  acordada  en  providencia  de  15  de  Marzo 
de  4869,  cuya  revocación  pidió  el  demandado,  y  que  fué  denegada  en 
previdencia  de  3  de  Mayo,  que  causó  ejecutoria,  septun  decía  la  misma 
sentencia: 

Y  4.*  Y  aun  suponiendo  que  la  cuestión  de  autos  fuese  tal  comt)  la 
sentencia  la  formulaba  en  su  primer  considerando,  y  que  por  consi- 
guiente solo  fuesen  aplicables  las  leyes  que  regulan  el  fuero  de  los  ex- 
tranjeros que  acudiesen  á  los  JuZ|;ados  ó  Tribunales  españoles  romo 
demandanles  ó  como  demandados  contra  españoh!s  ó  contra  extranje- 
ros cuando  proceda  que  conozca  la  jurisdicción  española  con  arreglo  ^ 
las  leyes  del  Estado  ó  á  los  Tratados  con  otras  potencias,  fcgun  asi 
tañibien  se  hallaba  establecido  en  el  art.  !)I9  déla  ley  orgánica  del  po- 
der judicial;  el  art.  52  del  Real  decreto  de  47  de  Noviembre  de  4862, 
al  suponer, «como  se  suponía  en  el  tercer  considerando,  que  en  el  caso 
de  autos  no  se  trataba  de  obligaciones  que  debiati  cumplirse  en  España, 
ni  demandas  sobre  bienes  sitos  en  España;  puestíi  bien  era  cierto  que 
se  pedia  que  se  declarase  en  estado  *de  disolución  ó  liquidación  la  Gom' 
panfa  de  minas  de  cobre  de  Iloelva,  más  que  al  rigor  literal  de  Tas  pa* 


UÍmus  debía  aiendeme  á  \m  oalonilesa  de  Ui  accíoii  dedHeida  7  altéb- 
üdtí  y  ob¡HU>  de  la  dema  oda,  de  loe  cuales  ae  deducía  i|ueia  aififilan 
«ra  real  y  que  la  demanda  veíaaba  «obre  bJenes  silea  en  Effiaña,  to- 
ff  i  rigiéndose  también  la  doctrina  legal  consigaada,  eotre  otras  seoleB- 
ci8«  dee^ie  Tribunal  Supremo,  ^n  la  de  I!)  de  Noviembre  de  4S68: 

Vt0io«  siendo  Poneoieel  Magistrado  P.  Gasioiiro  Huerta  ünrillo: 

Coo8iderafido  que  la  excepción  propuesta  por  la  Sociedad  V.  Mer- 
cieír  y  d^mpañM  é  la  demanda  que  contra  ella  entabló  Doña  lifti;gariftB 
lúnnaird  y  otros  ha  sido  la  de  incompetencia  de  los  Tribunales  eS|iaDo- 
les  y  del  Juzgado  de  Kan  Román  de  Sevilla,  ante  el  que  se  presentó,  y 
la  sentencia  en  la  parle  dispositiva  terminantemente  Id  declara,  ha- 
biendo por  tanto  la  más  completa  congruencia,  y  en  su  virtud  noae 
bén  infringido  los  artículos  €1  y  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
la  1€,tíl.  S2,  Partida  3/«  ni  la<loctrina  de  este  Tribunal  Supremo  cita- 
das, en  el  primer  motivo  del  recurso: 

Considerando  que  el  hecho  de  haber  reclamado  cl  representante  de 
la  Sociedad  contra  el  secuestro  no  debe  enlenderFC  conjo  furoision  tá- 
cita«  según  lo  declarado  per  este  Tribunal  Supremo  respecto  al  embar- 
go que  eu  sus  efectos  es  iguaL  j  además  porque  la  reclamación  tuve 
lugar  cuando  todavía  no  t^e  habia  verificado  el  emplaza nriento  en  for- 
ma«  y  por  tanto  no  se  han  infringido  los  artículos  4  "  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  y  $05  de  la  orgánica  provisional  del  poder  judidak 

Considerando  que  resuelta  la  cuestión  de  incompetencia  declarando 
la  del  Juzgado  de  éan  iU^man  de  Sevilla,  es  indudable  que  todo  lo  man- 
dado por  éste  adolecía  del  vicio  de  nulidad,  00  debiendo  subsistir  la 
anotación  preventiva  hecha  en  el  Begistro  de  la  propie('ad.  y  por  cob- 
siguíerte  no  se  ha  infringido  la  ley  19,  t¡t.  S2,  Partida  H.\  ni  el  arti- 
cuJ<jC3  (le  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  rcferentea  é  la  fuerza  de  la 
co$a  ju/gada: 

Considerando  que  habiéndose  pedido  expresamente  en  la  demanda 
que  se  decía  rafe  extinguida  y  disuelta  la  Sociedad^  iín  que  en  las  peti- 
ciones hechas  en  segundo  término  baya  alguna  que  tenga  el  carácter 
de  acción  real,  al  declarar  la  Sala  la  incompetencia  de  los  Tribunales 
ei^panoles  para  conocer  de  un  asunto  entre  extranjeros  en  Suciedad  do- 
miciliada en  París,  no  ha  infringido  el  art.  úVJ  de  la  ley  orgánica  pro- 
visional del  poder  judicial  ni  el  Real  decreto  de  17  de  Noviembre  de 
4^5^,  que  establece  el  derecho  de  loa  extranjeros  y  domiciliados  dque 
por  aqw'tlos  $e  les  adminiélre  justicia  en  las  demandas  que  entahlem. 
para  el  cumplimiento  de  sus  obligaciones  contraidas  ó  que  deban  cum- 
plirse en  España,  6  cuando  versase  sobre  bienes  sitos  en  territorio  es- 
pañola 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
r^curio  do  cai^acion  ir.iFrpuafito  por  Dona  llargarita  Kinubird  de  Ha- 


selden  y  consortes,  á  quienes  condenanaos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la 
Audiencia  de  Sevilla  la  eertificacion  correspondieoie,  con  devolueion: 
de  los  documentos  que  ha  remitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia»  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  sO' 
insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firiDamo9.=Joan  González ' 
Acevedo.ssHilario  de  lgoo.=iosé  Fermín  de  lluro,=Rieardo  Díaz  de 
Rueda. =G.  Huerto  M orillo.  =Pelipe  Viñas.= Alejandro  Benito  y  Avila. ' 

Püblieacion.ssLeida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Escmo.  Sr.  D.  Juan  Gooxalez  Acebedo,  Presidente  de  la  Sala  primera 
del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el 
dia  de  hoy  9  de  que  certifico  como  Relator  Secretorio  de  ella. 

Madrid  10  de  Mayo  de  1876.=Liceociado  Desiderio  Martínez. 

(Gaceta  de  ^  de  Agosto  de  i^lñ). 


CONSEJO  DB  ESTADO. 


Real  decreto  declarando  firme  y  subsistente  la  orden  que  de-^ 
claró  improcedente  el  recurso  interpuesto  por  la  Compañía 
The  Marbella  Iron  ore  Company  Limited  propietaria  de 
varias  minas  sobré  cierto  repartimiento  vecinal. 

D.  ALFONSO  XII,  por  la  gracia  de  Dios  Rey  constitucional  de  Es* 
paña.  « 

A  todos  los  que  las  presentes  vieren  y  entendieren,  y  á  quienes 
toca  su  obserTancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  he  venido  en  decre* 
tor  lo  siguiente: 

«En  el  pleito  que  en  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  y  única' 
instancia  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Ignacio  Suárez  Gar- 
cía, á  nombre  de  D.  Ricardo  Inwards,  subdito  inglés  residente  en  Mar- 
bella,  como  representonte  de  la  Compañía  de  mineral  de  hierro  The 
Marbella  Iron  ore  Company  Limited,  estoblecída  en  Londres,  deman- 
dante, y  de  la  otra  la  Administración  general  del  Estado,  demandada, 
representoda  por  mi  Fiscal,  contra  la  orden  dictoda  en  6  de  Noviembre 
de  1873 por  el  Miuisterio  déla  Gobernación,  en  que  se  declaró  impro* 
eedenie  el  recurso  interpuesto  por  la  mencionada  Compañía  contra  el 
acuerdo  de  la  Díputocion  provincial  de  Málaga,  que  la  incluyó  en  cier- 
to repartiniíento  vecinal  en  el  pueblo  de  Ogen. 

Visto: 

Visto  el  expediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  el  Ayuntomiento  y  Junto  municipal  de  Ogen  acordaron  señalar 
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caota  á  la  Sociedad  demandaote  eo  el  repartimieDto  de  187!  é  1%  eii- 
gteodo  á  au  represeotante  relación  de  laá  nlilidades  líquidas  qaOvOb- 
teDÍa: 

Qtte 'hai^éndose  Degado  éste.á  facilUarlo,  alegaodo  qiie  estaba  ex- 
ceptoádo'de  sufrirla imposlcioa^nombr^ 4a  lunta  oiía comisioo  qae lo 
biefese  tomaoáo  laa  nétieivs  y  praeticandoias  averiguacioaes  cooTe" 
ftienteé;  y  sus  íolDrinea^  dieron  por*  rf^tado  ta^averigaacion  de  quelé 
Sociedad  *  extraía  aoualmeBte  oná 8  40.000^  toneladas  de  ftlerro  dé  las 
ninas  de  su  propiedad  situadas  etf  el  término  de  Ogen,  y  de  qué*  pa- 
gaba 5  rs.  á  la  casa  de  Herédia  porreada  tooelada-qiie'ertraia  de  laá 
minas  que  en  el  faisrnro  térnríno  poseía  diéha  caaas 

Que  eJ&puestoal  público  éA  padfon  ó  amillaratnieiito  4o  utilidades 
desde  el  ^  al  14  de  Febrero  de  '4872  á  fin  de  recibir  las  reclamaciones 
que  se  presentaran  !H)bre  la  imposición,  la  representación  de  los  actua- 
les demandantes  acudió  el  día  43  con  una  instancia  sosteniendo  que 
DO  tenían  que  sujetarse  al  repartimiento  por  no  ser  vecinos  de  Ogen, 
ni  hacendados  forasteras»  úBiüsfiíutár  utlUdati'eo  aquel  pueblo  ni  den- 
tro del  territorio  español,  limitándose-  solamente  á  extraer  de  sus  cria- 
deros el  n^ineral  dejbierr^qae  arrastran. .las  locomotoras. por  el  ferror 
carril  al  muelle  construido  por  s.u  cuenta  para  su  embarque  y^conduc- 
cion  á  In^aterrB;^  que  en  el  caso^de  no  estimarse  sü  reclamación^ 
apelaba  paralante  la' nipaítaeion  proHncial:  '    •     •  * 

Que  el  repfresáQtanté'del^meQdaote  Qn.27^  da  Febieraaondióvé  la 
misma  Diputación  provincial  acompañando  copia  de  la  instancia  que 
se  ha  referido,  yhábia  dirigido  al  Ayuntamiento  de  "Ogen  eñ  13  del 
mismo  mes,  añadiendo  que  en  el  caso,  no  esperado,  de  que  sus  repre- 
sentados debieran  pagar  alguna  contribución  mutíicipéK  lo  hiciesen  en 
Marbella  por  tener  en  su  terfitorio  el  ferfo-^arrfl  que  arrastra  el'  mine- 
ral, el  muelle  de  embarque,  oficinas,  almacenes  y  demás  estableé!* 
mientes,  y  por  residir  además  constantemente  en  aquélla  localidad  to- 
dos ios  empleados  de  la  Sociedad: 

Que  la  Comisión  provincial  de  Málaga  en  sesión  de  4  de  Julio  des- 
estimó'el  recurso  de  agravio  del  representante  de  la  Sociedad  inglesa 
en  cuanto  á  exceptuarla  del  repartimiento  vecinial  pof  la  explotación 
de  las  minas  de  hierro,  acordando' que  debia  ser  comprendida  en  el  de 
Ogen  por  lo  qne  verifica  en  las  pertenencias  enclavadas  en  su  térniiDo 
jurisdiccional,  y  que  esta  resolución  se  participara  al  Alcalde  de  Ogen 
para  llevará  efecto  la  rectificación,  caso  de  que  procediera: 

Que  interpuesto  ePrecurso  de  alzada  del  anterior  acuerdo  de  la  Co- 
misión provincial  por  el  representante  de  fa  Gbmpaáfia  y  í'emitido  al 
Ministerio  déla  Gobernación  el  expediente,  informó  la  Sección  de'Go- 
bernacion  y  Fomento  de  este  Consejo  de  Estadé  )en  el  sentido  de  que 
procedía  c<onfirm^ el  aóuerdo  de  la'€omiMón  {^ro^incial  desalagando- 
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«larjDdose  impxpQ^deote  el  recurx»,  por(}ae  It»  raxonas  «d  qu9se  apo- 
yaba 9raD  aQilogap  i  Ja9  qaeadociao  algunas  Sociedades  mioeras  aofi 
mptíTO  del  íQ>p¡i|(9ata  eoo  qoe  el  Ajaotamieoto  d^.Gneras  aeord.ó  §ra^ 
Ta,r  Us  Dtílidadea  de  dicha  induaUia:  que  la  Beal  ^deo  de  W^de  iotlit 
4e  1871» 9ioiivflda  por  UsrcdEeridae  redaviioione^,  resolvió  queadUNif 
Uas  Sociedades  if^bian  /cpoirlbuir  por  raparlo  vecíosl  eael  punle^éo»*' 
de  tuvieran  sos  «sUbleGimiedioa,  coiq  arreglo  al  arljfQulo  M  del  regí»* 
mentó  de  .SU  de  AbiU  de  487U,  para  U  sjecoeioo  déla  ley  de'28  de.Re# 
brero  d(d  misalo^  qoe  |a/SeccíoQ  daba  por  reproducidas  las  cfiaones 
ii|ae  eAionces  Hxptiso  para  inclair  i  la  iodueifta  minera  en  el  Departí;* 
miento  veoioaU  á  pelar  délo  dispuesto  en  el  art.  85  de  la  ley  de  A-éb 
üarao  de  i868¿  que  la  circonstaneia  de  ao  ser  vednos  los  dueños  4le 
las  minas  de  que  tp  trata  de  ningún  pun4o  de  España  ato  obstaba  para 
^e  dejaren  dQ  figurar  en^l  repartimiento,  puesto  que  tenían  ia  eenaidA» 
ración  de  haceodadoaiorasteros  y  debían  ser  comprendidos  como 4ale^ 
en  aquel:  que  en  la  ^portación  de  mineral  ¿  los  puertos  de  Ingla^rra 
era  precisamentje.en  lo  que  consistía  .la  utilidad  imponible*  como  lo 
probaba  el  que  la  Sociedad  recurrente  compraba  también  á  otra  «o 
Ogen  mineral  de  la  misma  clase  del  que  eitraia;  y  que  el  valor  que  el 
mineral  tenía  ea  dicbo  punió,  deducidos  Jos  gastos^deaa  eKlcaecioo,  no 
podía  meno8.de  coosídararse  eamo  iutilidad  que  la  Sociedad  repoptabii! 
^ue  resultando,  segup  los  antecedentes»  que  loa  redamantes  teniaü  un 
estaíbleclmiento  en  Ogen,  y  no  hadando  más  que  exportar  el  mioeral, 
k)  mismo  en  aquel  ponto  que  en  Narbeüa,  laSeceioo  creía  iffue  de|)iaAi 
figurar  en  los  repartimientos  municipales  de  ambos  pueblos  pos  laa 
utilidades  que  obtengan  en  cada  .uno  de  ellos  debida  méate  valuadas; 
sin  perjuicio  úh  que,  si  los  iotecesadoa  creyese  que  era  excesiva.la 
onota  que  ae  les  «eñalaba,  hiciesen  uso  de  su  dereeho  en  la  Corma  qi)e 
la  ley  determina: 

Que  de  oonformÁdad  con  el  referido  dictamen  se  dictó  por  el  Iüpíp* 
terio  de  la  GoberAacíon  la  orden  de  6  de  Noviembre  de  1873  cpofír.u^n* 
do  el  acuerdo  de  la  ComisioR  provinicial  de  Málaga,  y.dedaraado  im^ 
procedente  el  recurso  que  sebabia  interpuoiito. 

Visto  las  actuaciones  cootenclof^s,  de  )as  cuales  pespita: 
Que  el. Licenciado  D.  Ignacio  Suarez  iGarcia,  en  .nombre  4a  D.  Si- 
cardo  Inwards^  coeso  representante  ée  la  Conopañfa  de  .mineral  dis 
faierno  de  Marbella,  titulada  The  MétbeHa  Iron  ore  Company  Lin^ted, 
eatablecida  en  Lóndre&,.pBqseQid  demanda  en  7  deiAbrU  de  4874  anle 
el  Tribunal  Supjemo  de  iusiioiaipidtendo  que  se  revocase  laexpresailiL 
itúibñ  de  la  Repiiblicade  ^6  de  l^oviemhre  de  187?,  ytW  ¡dfclara^e  q%%  la 
Clíompañia  de.iniperal«je  Jiierro  .deillArbella  no  estaiba, obligada  á  coun 
tribuir  al  irepartimienlofLunícipal  (de  la  »iUa  i4eiOgeo,  acnojvahpaúaodq 
ima  información  teatiflcal  .praeUlcada  ante  el  Juagado  de  .Hiu:i>ella«  que 
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ha  sido  protocolizada,  7  de  lacoal  aparece  que  examinados  siete  tesU» 
fos  á  instancia  de  la  Gompañia  de  hierro  de  dicha  ciudad,  declaran  set* 
cierto,  que  la  Compafifa  tiene  su  establecimiento  de  exportación  de  mi- 
aérales  en  Marbella,  donde  están  todos  sns  almacenes  y  oficinas,  y 
paga  stt  contribución,  y  que  no  tiene  establecimiento  de  ninguna  clase 
en  Ogen;  ni  para  dicho  punto  ni  para  ningún  otro:  que  Ogep  no  toca 
al  mar  en  ningún  ponto  de  su  término:  que  las  minas  de  hierro  de  la 
empresa  están  sobre  la  dÍTlsion  territorial  de  Marbella  y  Ogen,  y  por 
tonsiguiente  situadas  parte  en  su  término  y  parte  en  el  otro:  que  el 
ferrO'isarril  que  sirve  para  la  exportación  de  minerales  de  hierro  de 
las  expresadas  minas  llamadas  La  Choutf  San  Juan  Bautista  y  San 
ilFieoíaía  arranca  de  ia  linea  divisoria  de  ios  dos  términos,  y  atraviesa 
'  tan  solo  el  de  Marbellat  y  concluye  en  este  último  punto  en  el  muelle 
de  hierro  de  embarque  que  entra  en  el  mar  i8i  metros,  único  punto 
por  donde  verifica  la  exportación  de  los  minerales: 

Que  la  parte  demandante  ha  acreditado  el  pago  ó  consignación  de 
las  cantidades  exigidas  y  que  motivan  su  demanda,  presentando  con 
escrito  de  i!  de  Octubre  ocho  recibos  trimestrales  de  los  años  econó- 
micos de  1872  á  1873  y  de  1873  á  1874: 

Que  al  ampliar  la  demanda  el  Licenciado  D.  Ignacio  Suarez  y  Gar- 
da en  la  representación  que  ostenta,  añadió  á  la  pretensión  de  que  se 
ha  hecho>  mérito  qu^,  si  no  hubiera  lugar  á  ella,  se  declarasen  nulos 
y  de  ningún  valor  los  acuerdos  del  ayuntamiento  y  asociados  de  Ogen 
en  que  se  fijó  arbitrariamente  la  utilidad  imponible  de  la  Compañía  y 
cuota  que  debia  satisfacer,  fundándose  en  que  las  Sociedades  mineras 
deben  contribuir  en  el  punto  donde  tuvieran  sus  establecimientos  con 
arreglo  al  art.  38  del  reglamento  de  20  de  Abril  de  1870  y  á  la  juris- 
prudencia establecida  en  Real  orden  de  2ü  de  Julio  de  i  871,  y  que  te- 
niendo la  Gompañia  de  Marbella  su  establecimieoto  en  esta  ciudad  y  na 
en  Ogen,  uo  estaba  obligada  á  contribuir  en  la  referida  villa:  que  la 
utilidad  imponible  de  la  misma  Compañía  consiste  en  la  exportación 
de  mineral,  según  reconoce  la  orden  del  Gobierno  reclamada;  y  pues  la 
exportación  se  verificaba  únicamente  en  el  muelle  de  Marbella,  era  in- 
dudable que  no  podia  ser  considerada  como  hacendado  forastero  en 
Ogen  por  faltar  las  dos  circunstancias  necesarias  para  ello,  según  los 
articules  II  de  la  ley  de  Ingresos  y  Í3i  de  la  Municipal:  que  no  es  ma- 
teria de  imposición  para  el  repartimiento  la  compra  de  algunos  mine- 
rales en  Ogen,  porque  sobre  no  resultar  probado  el  hecho,  tampoco 
puede  considerarse  de  otra  manera  que  como  un  acto  de  comercio  rea- 
lizado por  un  forastero,  el  cual  no  obliga  á  contribuir  á  los  tributos 
municipales;  y  que  aun  cuando  concurrieran  las  dos  circunstancias 
para  obligar  á  la  Compañía  á  contribuir  por  repartimiento  muolcipal 
en  Ogen,  los  acuerdos  que  tomaron  el  Ayuntamiento  y  SÉociados  con- 


firmaroD  la  Comisión  profineial  de  Málaga  y  e!  Gobieroo  de  UB6pd« 
blica,  creyendo  camplidas  todas  las  prescripcidnes  legales,  «eriau  nu- 
los por  no  haberse'observado  las  formalidades  establecidas  en  los  ar» 
ticulos  13  al  i6  y  ¥¡  de  la  ley  de  Ingresos;  6!,  regla  3/  A  6/  ú^\  431  de 
la  ley  Municipal,  y  8.*  al  48  y  33  al  36  del  reglamento  de  SO  de  Abril 
de  4870: 

Que  el  mismo  Letrado  D.,  Ignacio  Suarez  Garda  presentó  en.escri* 
to  de  49  de  Enero  de  4875  un  croquis  con  una  certificación  expedida 
por  el  Secretario  de  la  Dijiutaeion  provincial  de  Málaga,  apareciendo 
de  este  certificado  que  en  7  de  Setiembre  de  4874  la  meocioaada  Dipii* 
iacion  delegó  á  D.  Manuel  Ortiz  de  Molinillo  para  investigar,  primero, 
si  la  Sociedad  demandante  tenia  ó  no  en  el  tiírmioo  de  Ügen  estable- 
cimiento para  la  explotación  de  minas:  segundo,  expresión  de  sus  con- 
diciones; y  tercero,  su  aplicación: 

.Que  constituido  el  Delegado  sobre  el  terreno  en  que  se  hallAu situa- 
bas las  minas,  creyó  necesario  para  dilucidar  el  primer  punto  fijarae 
eu  los  limites  del  término  de  Ogen  demarcados  en  los  deslindes  máa 
recientes^  y  que  los  informes  del  Alcalde  de  aquella  Tilla  y  su  coUap 
daQte  el.de  Marbella  concuerdan  en  fijar  en  la  linea  que  atraviesa  la 
demarcación  délas  minas,  y  partiendo  del  puerto  del  Acebucbe  baja 
-en  dirección  casi  del  Norte  al  Sur  con  una  pequejla  inclinación  hacia 
el  Este,  cuyos  tantos  divisorios  señalan  en  el  croquis  las  letras  A.  B* 
C.;  añadiendo  que  en  el  termina  de  Ogen  acaba  de  colocarse  una  má- 
quina designada  en  el  croquis  ó  plano  con  las  letras  //.  /.  para  com- 
primir al  vapor  el  aire  que  corriendo  por  tubos,  de  hierro  ha  de  impul- 
sar un  taladro  ó  berbiquí  para  abrir  mecáuieameote  los  barrenos: 

Que  la  casa  señalada  en  el  plano  coa  la  letra  F.,  y  quo  úrve  de  al- 
4)ergue  al  capataz  encargado  de  la  alta  y  baja  de  los,  trabajadores  y  de 
depósito  de  las  herramientas,  está  situada  sobre  la  linea  divisoüia  de 
}os  dos  términos  de  llíarbella  y  Ogen: 

Que  en  el  de  esta  última  población  hay  una  caseta  de  madera  gua- 
reciendo una  máquina  para  dar  movimiento  á  un  tramvía  ó  cable  de 
alambre: 

.  Que  existen  además  en  dicho  término  de  Ogen  dos  fraguas,  una  eu 
easi^de  madera,  y  otra  en  una  choza;  y  resumiendo,  concluye  dicho 
comisionado  informando  respecto  del  primer  punto  que  la  Sociedad 
Mürbefla  Iron  Ore  no  tiene  establecimiento,  aunque  explota  minas  en 
el  término  municipal  de  Ogen;  respecto  del  segundo,  que  sua  copdicio- 
oes  no  son  permanentes,  pues  que  los  aparatos  de  que  se  vale  para  aa 
explotación  son  amovibles;  y  en  cuanto  al  tercero,  que,  no  habiendo  es- 
tablecimiento en  Ogen.  debe  considerarse  que  lo  es  el' que  empieza  lOn 
Marbella  y  va  á  concluir  en  el  término  municipal  de  dicha  vilia^  cuya 
•aplicación  es  la  exportación  de  minerales  á  Inglaterra;  y  que  á  fía  de 
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averj^at  16  que  hubiere  de  cierto  rés[Jecto  á  si  la  Sociedad  adquiriri» 
minerales  de  otra  disa  que  los  posee  ea  terrenro  de  OgcD,  el  delegado» 
de  la  Diputaeloo  afirma  qtfe  de  los  ibformes  <}ae  había  tomado  resal- 
áíbá  (jué,  cohiiniéado  á  Id  Sociedad  establec«Fr  sus  labófos  ed  panto* 
que  había  de  invadir  precisa oaéiité  }á  detua^caciob  de  ocra  mina'co** 
liodanie  de  la  casa  Hijos  de  M,  A.  Heredia,  conviDieron  entre  si  Bh 
abono  de  un  taníto  por  tonelada  de  las  qué  produjese  el  espacio  iüVa- 
dido: 

Que  en  el  croquis  presentado  aparece  q<iQ  1¿  via  férrea  para  el  tras* 
porté'del  mineral,  tra^pa^atido iá  linea  di'risoria  de  los  dos  términos, 
interna  en  el  dé  Ogen  hastti  la  inmediación  al  punto  en  que  radicaa 
las' minas  para  verificar  \ú  cftrga  de  aqdel: 

Que  reiiáitidos  los  autbs  por  é!  Tnbut»al  Supremo  al  Consejo  de  Es-^ 
tado  en  cumplimiento  del  decreto  del  MinisteriO^RegeDCia  dé  W  de  Edé« 
rodé  Í87S,  mi  iTisCal  en  nombré  de  la  Adminisilracion  general  delEs- 
tudo;  contestó  pidiendb  qeé  sé  cén^ulle  por  la  Sala  la  absolución  && 
la  demanda,  f  se  bonflrmo  la  6rden  t^lamkda  de  6  de  Novíetaabre  de 
*87S. 

-  Visto  el  Srt:  128  de  Ib  ley  Municipal  de  ífí  de  Agosto  de  f  870;  en  el 
que  ke  estableée  «que  Tos  gastos  comprendidos  en  los  presupuestos  mu^ 
tiicipáles  seráh  cubiettoé  cbn  ingresos  itídependiéntes  de  los  generalea 
dbl  Estado;  cuyo  reparfitetento  f  recáudaicion  so  verificará  con  arreglo 
ala  presenté  ]ey:> 

Visto  el  cbso  S.^'delaft.  1^0  de  la  misma  ley;  (jueal  determinar  Ida 
ingreses  beñéla  cbttio  bno  de  ellos  «el  Repartimiento  general  entre  to- 
dos los  vecitoos  y  hacendados  en  ptotlorcion  á  los  medios  ó  faculladea 
db  cada  nno  para  cubrir  fos  servicios  municipales  en  la  totalidad  tt  ea 
bi  parte  á  que  no  alcanzaren  anteriores  recursos:» 

Vistor!  art.  131  <lela  propia  ley,  eb  arcual,  al  estableber  detettti-^ 
nadas  reglas  para* llevar  á  efecto  la  disposición  anterior,  ordeéa  en  la- 
pritterá'  «qué  el  repartimiento  funeral  será  extensivo  á  las  personai  si- 
guientes por  todas  las  utilidades  que  tengan  en  el  distrito,  sea  eual 
fuere  su  naturaleza,»  comprendiendo  bajo  el  núm.  2.*  á  los  propréla- 
ríos  forasteros  que,  según  el  art.'  26,  tengan  condición  de  vecinos;  y 
étt  el  núíñi  3.*  «á  los  que,  segu^b  él  miStno  artfcdlo;  tengan  el  cottcep-  ' 
16  y  consideración  de  propietarios;* 

Visto  el  art,  26;  eki  el  que  se  prescribe  qtié  «par*  eoanto  se  neflevé' 
á  la  Administración  económica  obunfcipal  y  á  los  derechos  y  obliga*^ 
dbneá  que  de  ella  emanan,  respecto  á  los  residentes,  tendrán  la  cob^ 
skleraéfoo  de  propiétaHos  perlas  fincas  que  labrefn,  ocupen  6 Bdmltfié-^ 
tiren  primero  los  Administradores  ó  encargados  de  Ais  propieurios  lo* 
rásteres,  ya  sea  que  por  cuenta,  y  en  hombre  dé  éstos,  se  haAIeo  ál 
de  algún  establecimiento  agrícola,  industrial  6  mercantil  abierto^ 


•n  el  dutrito,    6  ya  se  limüen  á  la  recaadacioD  y  cobranxa  de  laa 
fftalas: 

Vista  la  base  8/  del  ya  ekado  art.  131,  en  la  que  se  preceptúa  qne 
etando  los  propietarios  de  las  flecas,' ya  sean  rüstieas  ó  urbanas*  nq 
seaofTeeinos  del  dislrite,  se  rebajará  de  la  niilidad  imponible  nm 
^iotü  de  la  soma  á  qii#9SgUD  his  bases*  anterioresi  debiera  ascendetr 

Vista  la  primera  de  las  disposicionee  adieiooales  de  la  referida  ley^ 
en  la  que  se  dedaraii  derogadas  todas  las  leyes  y  disposiciones  ante» 
rieres  relativas  al  régimen  municipal; 

Considerando  que  la  Sociedad  inglesa  de  mineral  de  hierro  solícita 
en  SQ  demanda  la  revocación  de  la  órdén  ministerial  de  6  de  Noviem* 
bre  de  4873  por  no  estar  obligada  á  contribuir  al  repartimiento  mnni»* 
eipal  de  la  villa  de  Ogen(  y  que  reproducidap  esta  solicitud  en  el  escrito' 
d^ ampliación,  y  para  el  caso  qneno  se  diere  Ingará  ella,  la  adicionad 
eeil  la  pretensión  desque  se  deetaren  nulos  y  de  ntogun  valor  109 
acuerdos  del  ayuntamiento  y  Junta  de  asociados  pos  haberse  Ajado  ar^ 
bUrariameBae  la  utiüdiid  imponible  y  1#  cuota  que  había*  de  satis* 
ftkoert'  ' 

•  Ooosiderando  qne  no  puede  resolverse  en  el  presente  pleito  solure  1« 
noAidad  recia  ufada' en  el  escrito  de  ampliacion^de  la  demanda,  puesto 
que*)  no  habiéndose  disentido  ni  resuehe  en  viu  gubernativa  aeetca  do 
las  irregularidades  del  reparto,  no  pueden' ser  lo  en  k  contendoia:: 
^  Goosiderando  que^  atendidM  los  términos  de  la  orden  impugnada» 
en* cnanto  ae limité  á  confirmarla  resolución*  de  la  Comisión  provinciafti 
deMélaga,  de  acuerdo  con  lo  informaKio'por  la  Sección  de  GobemninoQ 
y'Pomeato  de  este  Consejo,  no  procede- por  ahora  examinar  y  decidir 
etraf  cuestión  que  la  de  «i  la  Sociedad  demandante  debe  é  no  serexcep» 
tunda  del  reparto  municipal  de  lá  villa  de  Ogen: 

Considerando,  respecto  á  este  punto%  que  si  bien  epn  arreglo  al  arti- 
culo 85  de  la  ley  de  4  de  Harzo  de  4868  no  podrá  ser  recargada  la  inw> 
düstria  minera  con- otros  impuestos  especiales  fuera  de  ^as  estableci- 
do» en  la  mlsma«  no  es  apUcable  eala  diapesioion  al  caso  presentev 
puesto  que  tratándose  de  los  gastos  comprendidos  en  loepresi^puestant 
nranicipales,  éstos  deten  cubrirse  con  ingresos  Independientes  délos 
genérale»  del  Bstado,  coalbrme  á  ío  dispuesto  en  el  precitado  art.  428 
de  la  ley  de^  de  Ageste  de  4870;  y  además^  porquesegnn  el  nto^.  3«. 
M  art.  %,  los  propietaries  forasteros  del  distrito  municipal  deben 
eontri!lrali^  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el  art.  134  de  la  misma  ley,  por 
todas  las  utilidades  que  tengan  en  el  mismo»  sea  cual  fuere  su  natura* 
lesa: 

Consid^acndo  qne  el  ealaUeci miento  minero  en  explotación  la 
constituye  el  perimetro  del  terreno  en  que  las  minas  radican,  con  las 
máquinas»  artefactos  y  útiles  necesarios  para  el  arranque  del  mineral» 
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7  éstos  y  aquel  están  en  el  distrito  de  Ogeo,  con  una  parte  de  la  m 
férrea  que  interna  en  el  mismo  para  la  carga  y  trasporte  al  puerto  de 
llarbella,  como  evidentemente  lo  demuestra  la  certificación  y  plano 
presentados  en  autos  por  el  demandante;  siendo  por  ello  incuestiona- 
ble que  la  referida  Compañía  viene  obligada  á  contribuir  á  los  gastos 
municipales  de  dicho  pueblo,  no  por  establecimiento  industrial  alguno, 
cuyas  oficinas,  Dirección  y  talleres  estén  situados  en  otra  parte,  sino 
por  la  explotación  de  las  minas  de  su  pertenencia,  ó  sea  por  la  apro- 
piación del  producto  del  subsuelo: 

Y  considerando  que,  con  arreglo  á  lo  establecido  en  el  caso  3."  del 
ya  citado  art.  129,  la  tan  repetida  Sociedad,  como  propietaria  de  laa 
mina9  y  en  el  concepto  de  hacendado  forastero,  debe  de  figurar  entre 
los  contribuyentes  al  repartimiepto  municipal  de  Ogen,  pudiendo  sin 
embargo  aspirar  á  la  rebajado  un  quinto  de  la  utilidad  imponible,  se^ 
'  gun  el  precepto  de  la  base  3.*,  en  relación  con  la  regla  2.*  del  art.  131 
de  la  referida  ley; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Gontencioeo 
del  Consejo  de  Estado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Pedro  Nolasco  Au- 
nóles, Presidente;  D.  Pedro  Sabau,  D.  Tomás  Retortillo^  D.  José  García 
Barzanallana,  el  Marqués  de  Alhana»  D.  Servando  Ruiz  Gómez,  D.  Pas- 
cual Bayarri,  D.  Ju&n  Jiménez  Cuenca,  D.  Juan  de  Cárdenas,  D.  Fef- 
nando  Vida  y  el  Marqués  de  Orovio, 

Vengo  en  absolver  á  la  Administración  general  del  Estado  de  la  de- 
manda interpuesta  contra  la  orden  espedida  por  el  Ministerio  de  la  Go- 
bernación en  6  de  Noviembre  de  1873,  declarándola  firme  y  subsisten- 
te; y  en  desestimar  el  recurso  de  nulidad  subsidiariamente  propuesto 
por  la  representación  déla  Compañía  en  el eecrito  de  ampliación  de  h 
citada  demanda; .  con  reserva  á  dicha  Compañía  de  que  pueda  usar  de 
su  derecho  ante  quien  corresponda,  si  asi  le  convioicre,  para  obtener 
la  rebaja  que  proceda  déla  cuota  que  se  le  ha  señalado. 

Dado  en  Palacio  á  treinta  de  Mayo  de  mil  ochocientos/setenta  y  seis. 
=:ALFONSO.=£l  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  An^onto  CdnO' 
vas  del  Castillo^» 

Poblicacion.s=Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  teniga  como  re«> 
solución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los 
mismos;  se  notifique  en  forma  ala  partes,  y  se  inserte  en  la  Gac$ia:  d# 
que  certifico. 

Madrid  22  de  Junio  de  1876.=Pedro  de  Madrazo. 

(Gaceta  de  6  de  Agosto  de  1876). 
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Real  decreto  dejando  firme  y  subsistente  ¡a  orden  por  la  que 
se  confirmó  el  decreto  del  Gobernador  de  Murcia  que  apro^ 
bala  demarcación  delregietro  minero  titulado  San  Isidro. 

D.  ALFONSO. XII,  por  la  gracia  de  Díoíb  Rey  coostitaciooal  de  Es- 
paña. 

A  todos  los  que  las  presentes  vieren  y  enlendiereo,  y  á  quienes  to- 
ca su  obserrancia  y  camplioaien^p,  sabed:  que  he  Tenido  en  decretar 
lo  siguiente: 

«En  el  pleito  que  ante  el  Consejo  de  Estado  peiKLe.en  única  iastan- 
cia,  entre  partes,  de  la  una  D.  Joaquín  Moreno  Marín,  y  en  su  nombre 
el  Licenciado  D.  iosá  Garck  Gutiérrez,  demandante,  y  de  la  otra  la  Ad- 
ministración general  del  Estado,  represestada  por  mi  Fiscal,  demanda- 
da,  á  quáen  títmdyuvael  Lioeneiado  D.iosé  Prefumo  y  Dodero,  en  re- 
presentación de  D.  Francisco  de  Paula  Moreno,  sobre  revocación  ó  sub- 
sistencia déla  orden  del  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  37  de  Junio 
de  4864,  por  la  cual  se  ha  confirmado  un  decreto  d^l  Gobernador  de 
Murcia  dictado  en  6  de  Junio  de  1873,  aprobando  en  su  consecuencia 
la  demarcación  del  registro  minero  titulado  San  Isidro^  y  disponiendo 
se  contioúe  la  tramitación  del  expediente  del  citado  registro: 

Visto: 

Visto  el  expediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  en  45  de  Mayo  de  4866'recurnó  D.  Eugenio  Bañoncuyo  dere- 
cho tiene  hoy  D.Francisco  dé  Paula  Moreno,  al  Gobernador  de  Murcia 
solicitando  con  el  título  de  San  isidro^  y  conforme  á  lo  prevenido  en  el 
caso  último  del  art.  Gddelaley  de  Minas  entonces  vigente,  una  perte- 
nencia incompleta  de  mineral  plomizo  descubierto  en  las  labores  de  la 
mina  QuiMUf  que  denunciaba  por  hallarse  abandonada,  presentando  la 
designación  correspondiente  f  determinando  dentro  ák  ella  una  super- 
ficie de  20.000  varas  cuadradas; 

Que  con  fecha  39  de  Noviembre  de  4886,  47  dé  Enero  y  30  de  Mayo 
de  4870,  cuando  ya  estaba  en  trámite  el  expediente  de  denuncio  de  ta 
concesión  Quiirht^  Doña  Isabel  Quetenti,  D.  Joaquín  Moreno  Marin  y 
i.  Benito  Brest  solioitaroa  tegistros  con  los  nombres  de  Adrianfl^  Sm 
Ramón  y  La  Obseruaeíen^sohte  terrenos  correspondientes  é  inmediatos 
á  la  petición  San  Isidro,  habiéndose  acordado  por  el  Gobernador  la  sus- 
pensión de  las  diligeoeias  j^fereutes  á  aquellos  registros  hasta  la  de- 
marcacioade  este  último,  atendiendo  al  preferente  derecho  que  el  mis- 
mo tenia  por  la  fecha  de  sil  preteoiiou: 

Que  notificado  á  la  Sociedad  propietaria  de  la  «loa  Quitrín  el  de<- 
nuücio  promovido  por  D.  Francisco  de  Paula  Moreno,  se  opuso  el  Pre- 
sidente de  dicha  Sociedad  á  la  pretensioii  del  devunciador;  rebatiendo 


el  fandamentó  .en.  que  se  apoyaba  el  deoancio;  y  pasado  el  expedien- 
té á'iitfoi^^  del  logettierb  deldistrito,  qae'to  evacuó,  préWd re¿oáod« 
iilÍM<íodet'térreabM€ÍtdbernMlOP  dieeídfdetr  #9'dé9etieffnbi*edé  1B67 
k  cadueidfltfdeJft'OOiúceiioQ  fiaoonett4ai;>(^o4»ctelo\faié'iteoUDMido 
en  Tía  contenciosa  ante  la  Audiencia  de  Albacete,  quedando  aquel  Arme 
po'i  haber  desistido  el  recbrretilede  la  demanda  qtfe  habiá  intentada: 

Que  publicado  el  decreto  de  caducidad  de  la.  mina  Quitriftj  y  admi^ 
tído  el  registro  iS^  I$tdro  en  17  de  Mayo  de  4^71^  pidiá  el  regis- 
trador se  contiiioase  ei  expediente- reyecti«6,.oonfarme  á  las  prescrip-' 
dones  de  la  ley  de  1859,  lo  que  le  fué  concedido  por  provideaeia  de  15 
de  Julio  del  mismb  año  al  sdo  efeoiode  la'demfareacion;  solieitlindo 
posteriormente  que  al  practicarse  la  operación  ekpresada  se  am^ae 
aláiázimom^de la ley^ por  existir terreno^franeo^eii  late  inmediaekmea 
déla  atttl|;ua  concesión  QiiUHn^  y  maaifesiiindo  que  para  el  caso  d0 
que  no  lo  Hubiese  optaba  por  k  reapanek>o  de  la^ufterteie  de.  diclM^ 
cdncesioo»  según  sms^  lineas; 

Que Teriflcada la  demarcación  delrdgistiH  San  Mdro,  informd  el 
iégeniero  que  la  Uevóá  término,  exponiendo  que,  á' partir  del  pubt^^ 
de  la  designación,  se  Inbia  yariado-ésta  un  peco  ce>ntel  fin  de  evitar  lar 
sdiperposicioo  conla  taimí  Santa  CátaUna  de  Sena,  y  dar  al  regisiro  so-^ 
licitado  todo  el  terreno  franco  posible,  resulUnéo  que  no  lé  Ifabia  para^ 
una  pertenencia  completa,  ni  aan  para  dar  á  la  incompleta  demarca^ 
da  más  que  45.6(M^metfos!  cuadrado^;  y  que 'tampoco  i^uUaba  ter- 
reoio fnit)(^ para  colocar  los  iteglitros  Aériana,  SawRamony  Lm*Ob' 
MftoMon,  aun  cua»dó  se  limitase  la  demarcación  del  San  Isidro  á  19» 
Iteeasdb  la  antigua 'Wiiia  Otti(ríft:  > 

Q<e  eti'su'Yiniid  el  Gobernador'  por  decrete»  día  6  de  Jun«9  de  i87S> 
aprobó- en  tedas  sur^rtés  la  demarcación  de  la  tioita  San  Isidro^  des* 
estimando  las  proieetas  presentadas;  y  que^habiendo  rieourndo*eü  alza*» 
da  de  dicho  decrelasfnle  el  Minislerio'de  Fomento  les  promovedores  de 
los  registros  il(¿rtatia,  San  Ramón  y  ¿rOA  O^sertioeton,  se  expidió  £ 
Qooifbre  d<el  Présidctale  del  Peiér  fijecutvv«  Iviórdéa  de  Í4  de  Abril'  de 
1174,  por  la  cual/deéoolorviidád  con- el  díctame»  de  la  Junta  sup»' 
rioffacultatitat'de  minería,  se  éoafirma  el'ddcretd  apelado;  aprobando 
Itt^deBLarcacion  del  refevSdo  registro  San  Uidrf9f  se  desestimab<las  p'ro'^ 
testad  y  se  manda  siga  el  eurso  debido  el  expediente  del  registr»  da- 
tado. '  ..•,... 

Visto  el  éxpedíeaté  eoñteadoso ,  del  aiüti  re8lllta^ 

Que  se  inie^p^so  ddmtfúte  tóatrS'  la  expresada  óMett^n  nombre  de 
B.  Joaquín  Moreno  Marín,  D.  BenÜo^Bieát  y  Doira  Isabel  Quentl  soltéis 
taddo  SIS'  dejáke  sitf  afecto  IM  dfsposioion  reclamada,  y  en  su  logar 
sé  ácordaee' IhaíHaf  *  MUMM  varad  el  perimétre»  det  régistrtf'  SanM*' 
át^f  según  la  desigaacion  ieeha  etísa  sotieünd,  que  fn^pttlilkada» 


declarando  franeos  h»  Mreuoa  adyacaiiteí  f^ara  loé  que  ttivieieii  da- 
raciuy  á  éUoB  coa  arregla  á  la  ley,  tüodásdoae  en  qué  aegun  di  párttÜI 
fttinto  del  art.  68  de  la  ley  de  6  de  Inlio  de  1889  dei^iá  reaparecer  el 
registro  San  Isidro  con  las  mism»  dinieiisiotiéB  que  tenia  la  mina  ^l«* 
Mn  )>or  ino  existir  tertelio  bastante  para  loroiaf  una  pertenencii  com- 
pleta» y  siairaellas  dimensiones  nH  eran  conocidas  tto  debió  estimarse 
la  solicitad  del  noévo/egistrot  eíeodeen  nao  y  otro  caso  la  demarca- 
eiOD  beeha  por  «1  Ingeniero  contraría  al  srUt^lo  ciUdo: 

Que  no  siendo  admisible  registro  algano  sin  que  se  trcompafie^  lá 
éesignacien,  y  no  podiendo  ▼nriarla  lob  intereisadoa,  segnn  \oi  artícu- 
los 39  y  48  del  reglamento,  es  ilegal  ¡o  qóe  liontra  lo  deterraiDad<e  en 
ellos  se  ba  «practicado: 

•  Qoe  es  tt«la  4oda  alteración  que  sé  introduaca  en  erpedlentes  ée  mi« 
■as  si  causa  petjaieio  á  tercero^  y  deb^  desbacene  para  no  lastimat 
legüimis  dereeiios: 

üíXB  en  el  momeato  en  que  dn  registrador  B]a  loe  límites  dé  lo  que 
pretende,  haciendo  la  designación,  y  ésta  se  pubika;  no  es  legal  e^en^ 
derk  á  más  terteno  que  el  solicitado  y  deai^bado,  quedando  ftraiicoel 
ad^vceate  para  ^que  lo  adquiera  el  qoeío  pMa  con  arreglo  ¿  la  ley: 

Que  tk  conlraria  A  ésta  la  concesión  de  un  terreno  que  no  ha  sidia 
seticitadd  en  forma»  ni  designado  y  puMieado  como  la  ley  prenene;  y 
que  en  minerfa  n» ab  adquieren  deroebos  si  se  preseindede  la  estricta 
o^aervancia  y  ptttittlal  énmplimiento  dolas.diaposifciones  que  rigen  so- 
Ure  la  ínatoribr 

Que  y^enido  el  expediente  administrativo  y  admitida  la  demandé,  sé 
aBlf)liOésb»  manffestaÉdo  que  estaba  enáieódada  la  palabra  iHeomple* 
Id  en  la  soKcitttd  dbl  Íegislro¿dediMieio  de  Ban  hidro^  lo  cual  haein 
qué  aquella  quedase  concretada  i  pedir  aimpíMnente  la  reapariciod  de 
la  antigua  mina  caducada^  y  qae  no  se  pudieaeetteuder  á  más: 

Que  mi  Fiscal  contestó  la  demanda  pidiendo  se  absolviese  déetlo  á 
la  AdtointMracidn  getieral  del  fistadb  y  se  confirmase  la  orden  reeüa^ 
ttada^  alegando  qué  él  avt;  14  de  la  ley  de  Mibas  de  8  beiulio  de  1888 
establece  que  se  forme  una  pertenencia  incompleta  cuándo  no  réaullé 
tetrepo  franco  para  una  bompletaiy  haya  at  menos  40.008  metros  su- 
perficiales eb  uo  Tectánjgoio  cuyo  Jado  mayor  bo  exceda  de98i8  me^ 
Xtoi: 

Que  los  Ingenieros  están  (bcultados  para  rectificar  las  designacionee 
%n  los  casos  de  los  áriieulds^  db  la  1^  y  48  dei  reglamenUe,  'Cbn  el  fin 
de  evitar' superposiciones  y  espacíoslrattoos  é  fajas  entre  perleniendae» 
sin  perjuicio  de  tercero,  siendo  válidas  las  designaciones  que  se  rtfti- 
Aquén  conforme  á  dichos  artícutoá^  lietepre  que  cébate  claramente  el 
pubto  departida  donde  Hayan  da  eemeBtftMerMa^ltfMres^  aégvn jnria^ 
prudencia  establecida: 


Que  atendidos  lo$  afi|6ríores.conceptof,.la  denaccaeioa  del  registro 
S(in  Isidro  00  puede  coosiderarse  oala,  sieodo  así  que  se  baila  elara* 
meóte  deiermioado  el  pinito  doade  habían  de  continuarlas  labores 
evideoies  de  la  oaina  caducada  Quitrín: 

Que  con  la  referida  demarcacíoo  no  ha  podido  sesultar  peijuicio  de 
terceiio,  puesto  que,  ano  én.el  caso  4e  que  se  hubiese  compreodido  en 
aquella  el  espacio  correspQodieote.á  la  ceocesion  QiUlrin  oo  hubiese 
quedado  ierreqo  fraoco  para  los  cegisiros  Adriana.  San  Ramón  y  La 
Obaervairíon: 

Que  no  soo  admisibles  ias  alegaciones  del  demaodaote  referentes  i 
las  djsiaarcaciones^  que  fonda  en.  los  artículos  32  de  la  ley  y  48  del  re- 
glamento, porque  ambos  artículos  tienen  la  excepcioo  jie  hallarse  fa- 
cultados 1/os  Ingenieros  para  rectificar  las  designaciones  por  las  causas 
y  en  el  modo  establecido  en  los  mismos  articules  citados*  .habiendo 
estado,  por  lo  tanto,  en  su  lugar  el  Ingeniero  al  rectificar  la  designa- 
ción déla  mina  5afi  Isidro  con  el  .fin  de  evitar  la  superposición  con  la 
Santa  Catalina  de  Sena: 

Y  que  si  bien  el  art.  68  déla  ley  nada  prescribe  sobre  pertenencias 
incompletas,  no  por  ello  puede  suponerse  qofs  las  excluye,  mucho  m4g 
si  se  tiene  en  cuenta  el  derecho  que  concede  el  art.  14  de  la  ley  á  todo 
interesado  para  solicitar  y  obtener  una  pertenencia,  incompleta,  siem- 
pre  que  exista  terreno  franco  que  pueda  comprenderse  en  la  demarca* 
cioá,  principio  general  ya  reconocido  y  que  además  se  declaró  expre- 
samente extensivo  en  favor  de  los  denunciadores  por  la.  Real  orden  de 
17  de  Febrero  de  1885: 

Que  el  coadyuvante  de  la  Administración  D.  Francisco  de  Paula  !!<>• 
reno,  k  quien  representa  el  Licenciado  D.  José  Prefumo  y  Dodero,  ha 
pretendido  igual  declaración  que  la  solicitada  por  mi  Fiscal,  apoyán- 
dola en  fundamentos  análogos  á  los  consignados  por  éste  en  su  escrito 
contestando  á  la  demanda,  y  añadiendo  que  bastaba  que  se  hubiera  pe- 
dido en  la  solicitud  del  registro  áe  San  isidro  una  pertenencia,  sin 
aOadir  la  palabra  incompleta,  para  que  las  dim^ensipnes  de  ella  fuesen 
las  que  designaba  la  ley. 

Visto  el  art.  14  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  4859,  el  cual  dispone  que 
cuando  entre  dos  perteeencias  resultase  una. faja  y  entre  tres  ó  más  un 
espacio  franco  en  que  pued^  demarcarse  un  rectángulo,  cuya  superficie 
horizontal  no  sea  menor  que  los  doa  tercios  de  una  pertenencia,  y 
cuyo  lado  mayor  no  exceda  de  308  d  500  metros  según  su  clase,  se  for- 
jará una  pertenencia  incompleta  y  se  adjudicará  á  quien  la  solici- 
tase: 

Visto  el  art.  33  de  la  referida  ley,  en  cuyo  párrafo  segundo  se  con* 
cede  facultad  á  los  Ingeniosos  para  rectificar  las  designaciones  al  de* 
marcar,  siempre  que  aquellas  fuesen  defectuosas  ó  mal  hechas,  por 
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.  inexacUtud  en  las  merüdas  ó  por  superposición  á  alguna  parte  de  per- 
enencias  ajenas  que  tuvieren  mejor  derecho  y  hubiese  terreno  franco: 

Visto  et  párrafo  quinto  del  art.  68  de  la  misma  ley,  por  el  que  sé 
ordena  que  si  ejecutoriada  la  cádocíiltfd  de  nna  eoiicesion  de  mina, 
terrero  ó  escorial,  ó  permiso  para  inrestígaeion,  ó  pronunciado  et  fe- 
necimiento de  un  expediente  de  registro  se  hallase  registrado  6  conce- 
dido en  investigación  el  terreno  de  las  inmediaciones,  de  modo  que  no 
tenga  cabida  una  pertenenda  completa,  reiiparecérá  la  mina  primitiva 
con  sus  anteriores  dimeesiones,  y  si  éstas  no  fuesen  conoeidais  ó  no 
alcanzasen  á  darles  cabida  el  terreno  franco,  quedará  sin  efecto  la  nue- 
ra íBolicitttd.  y  aquel  espacio  entrará  en  el  orden  délas  demasías: 

Visto  el  art.  48  del  reglamento  refbrmAdo  de  i863,  qiíe  al  prohibir 
que  seraríe  por  los  intnresados  la  designación  presentada  con  la  soli- 
citud, ni  después  de  publicada  ni  en  el  acto  de  la  demarcación,  excep- 
tda  los  casos  á  que  se  contrae  el  párrafo  segundo  del  art.  5%  de  la  ley; 

Visto  el  art.  49  del  inismo  reglamento,  por  el  que  se  prescribe  que 
a!  hacer  las  demarcaciones  procuren  los  Ingenieros  colocarlas  de  modo 
que  sin  menoscabo  de  la  explotación  se  eviten  en  lo  posible  los  espa- 
cios francos  ó  fajas  entre  pertenencias;  facultando  á  dichos  funciona- 
rios para  que,  siempre  qiíe  no  resulte  perjuicio  de  tercero,  puedan 
apart^vT^^  ^^  'as  designaciones  hechas  por  los  interesados,  con  sq 
acuerdo  ó  prescindiendo  de  él: 

Vista  la  Real  orden  de  17  de  Pobrero  de  1865,  dictada  para  fijar  el 
sentido  de  los  artículos  14  y  6.8  de  la  ley  de  1859  sobre  demarcación 
de  pertenencias  incompletas  y  reaparición  de  minas  antiguas  con  sus 
anteriores  dimensiones  cuando  nd  es  posible  demarcar  una  pertenencia 
completa,  estableciendo  reglas  precisas  para  la  demarcación  de  las  per- 
tenencias completas  é  incompletas  y  demasías,  determinándose  en  la 
7/  de  las  que  comprende  que  si  entre  pertenencias  demarcadas  hay 
minas  antiguas  cuya  caducidad,  abandono  ó  renuncia  consta  ya  decía- 
rada  y  ejecutoriada,  tales  terrenos  se  considerarán  como  pertenencias 
incompletas  ó  como  demasías,  según  lo  dispuesto  en  los  párrafos  an- 
teriores, y  en  la  8.'  el  caso  de  reaparición  de  las  pertebencias  primiti- 
Tas  en  favor  del  denunciante,  á  tenor  del  art.  68  de  la  ley: 

Considerando  que  la  validez  Ó  nulidad  de  la  demarcación  del  regis- 
tro San  Isidro,  objeto  esencial  del  presente  litigio,  se  debe  apreciar  se- 
gún las  prescripciones  de  la  ley  de  6  de  Junio  de  1859,  que  era  la  vi- 
gente cuando  se  hizo  la  solicitud  de  dicho  registro: 

Considerando  que  la  citada  ley  al  regular  las  demarcaciones  de  mi- 
nas establece  la  designación  de  pertenencias  incompletas  cuando  no 
'/existiese  terreno  franco  para  una  completa,  determinando  asimismo 
qué  terrenos  se  han  de  adjudicar  como  demasías  á  los  dueños  de  minas 
colindantes: 


.Cop0id«randQ  K^iie,  segaa  es,U  b«i«  y  Jo  dlppuesé^o  en  «1  artículo  14 
4ela  Jey  expresadfi,  bfi  podido  ^djudioarse  al  registro  San  Isidno  iina 
pertenencia  ipcoiiip}etai«apaesfto;,9ue.éil  peticioDario  lo  tei^ia^sisoUci- 
^do  y  eyisMíB  ^rr«(po  francí^  pajpa  e^lableeerla: 

•  Gooiiderimdio  qjiie  oadn  fipdria  ioflioir  para  el  pleito  la  «apresioo  de 
la  palabra  áticeni^ieto,  ,p«es  cod.SíQ!^  designar;  una  pierte^oeocia»  é^Ui 
^abjria.  de  ie^pec  l.a9  dimensiones  i^iadaa  por  ila  ley  i^ra  las  comple- 
tas ó  itocíempletas;  seguo  lo  permittiese  el  terreno  franco  de  que  se  pu- 
diera diapoi^er:  . 

CoDsádéfBDdo  que  ^o  f^fecta  á  la  yalidez  de  ia  denaarcacion  la  yfiriar 
cion  q^e  el  Ingeniero  hisso  al  detejpiotoar  la  perteoeacia  iqcQwpleta  de 
la  miü^  San  IMrOf  puesto  que  dlcba  yariacipQ  t^vo  por  objeto  evitar 
la  suparppsicioa  quepodia  resultar  en  casto  contrario  coa  laminaSaiir 
ia  €¡§^lina  4^  S$na^  baciendo  uso  de  la  «facultad  que  á  loa  iDgenieros 
coqcede  el  art.  33  de  la  \^  y  48  del  ¡reglamento: 

)G(M)8iderando,  fidemte,  que  la  modiflcacioo  que  ae  bizo  en  la  dosig- 
oadon  pEe6eDtada,para  el  registro  San  bidro.  qo  fué  practicada  á  ips* 
taucia  del  R^'gistrador,  si,Do,en  yirtud  del  eptric^o  cumplimiento  de  Ifi 
ley,  00  habiende  causado  perjiíicie  á  tercero,  toda  vez  que  los  dueños 
de  las  mioas  coUodanmi  pa  bao  {protestado  contra  ella  pi  pedidp  su 
f^Qulacion;  y  los  registradc^res  deilaa  nUn^s  Adr^iia«%ni{amo»  y  I^ijí 
Observación^  que  son  ios  actuales  demandantes»  no  ienian  dOjiíeGlycTff 
preexi?tefites,que  pud,iesep  ostentar  para  que  se  les  adjudicase  el  ter- 
reno demarcado  .corno  d^mfisíaa,  no.balléodose  tampoco  en  i{ctitud  de 
que  «el  ei^pcesadp  terreno  4^  les  conceda  para  los  registréis  que  ticfn^p 
solicitados;  pues  seguOiel  iofocme  del  Ingeniero,  ni  afín  reapareciendo 
en  el  registrq  San  l8Í4r9  la  qoncesiop  jQuUrin  con  sps  ant,igpas  di- 
menaiones,  quedaría  terceoofra^co  pf^ra  demarcar  una  pertenencia in,- 
eompleta:  .  , 

Considerando  que  el  art.  6B,de  la  .ley  de  .1859  no  ¡ba  podido  e^uijr 
las  pertenencias  iqcooipletps  por  más  que  no  las  nombre,  pnesto  que  ya 
yenian  establecidas  por  eljart.  14  de  la  misma  ley: 

Gpnsiderando  qne  á  m«^or  9bundamieoto  la  Real  orden  de  17  d0. 
Febrero  de  i865reatima  procedentes  las  pretensiones  de  pertenencias 
incompletas  sobrejps  terrenos  de  antiguas  minas  caducadas,  derecho 
que,  siendo  general,  no  puede  menos  de  alcanzar  tatnbien  4  lop  d^sDiH^- 
ciadores,  á  lo3cnal^s  además.concede  el  privilegio,, ep  armonía  con  el 
art.  68  de  la  ley,  de  pedir  la  reaparición  de  las  pert(?nencias  primiti- 
y^s, aunque  éstas  en  sus  dimeosiqpe^.np  tuvip^en  l/ei  C(ibida  seña^da 
por  la  legislación  noyisimis  sobre  minería;  privilegia  ó  excepción  q^ 
porsu.núsmo  caiáotor  ,>po  debe  tenerse  en  cuenta,  sino  para  el  cafo 
concreto  á  que  se.  refiere,  y  cuando)  no  sea  posible  hacer  apUcecion  di|^ 
los  principios  generales  de  la  ley; 
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Goaforniándome  con  lo  «oosolMo  yor  la  Sala  da  lo  Gontanoioso 
dal  €k>Dsejo  de  Esta^,  en  saúoo  á  ifae  asiitíeroo  D.  Pedro  Nolasco  Aim 
rióles,  Poesidente;  D.  ToBiá8«ftatoHt11o«D..  Afusiin  de  Tottee  Valdaira** 
ma,  D.  José  GavcSa  BarzaiiallaQa,  Dl  Fólis-iiiircia  Oomaa,  D.  Paicaal 
Bayarri.  0.  Ja^to  iiiDBiiei  Cuenca,  I>«  Feliciano  Pare;i  Zamora,  D.  Juan 
de^Cárdenas,  D.  PadroAntonio  Alarcoa  y  D.  Franeiaco  de  La  Rocha, 

Vengo  en  absolf  er  á  la  AdfBiniatpaciofi  general  del  Estado  de  la  de^ 
manda  Intdlrpnesta  por'D.  Joaquio-  Moreno  Mario  eoolra  la  orden,  del 
Podar  Ejecutivo  de  la i República  .de>i7  de  Junio  de  i874«  que  ha  isído 
raclamada;  dejándola  ansa  virtud  flraM  y  aubaisteate. 

Dado  en  Palacio  á  treinta  de'  HayOi  da  mil  ochocientos  setenta  7 
seÍ9.3sAl«FONS0.3:pEl  .Presidente  <deL  Qonseio  de.>Miníairos,  ÁmíotUo 
Cánovas  del  naslillú,* 

Publicación.  =-Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  ofti  id 
Seeretario  leneral  del  Goosejo  de  .fiatado,  halUindote  oalebaaodO'iau* 
diencia  pública  la  Sala  de  lo  ConUQ^ioso/  acordó  qaei  se- tonga  coumo 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  qae  se  refiere;  que  se  «loa  é 
los  mismos;  se  notifique  enferma  á  las  partes^  y  se  inserte  en  la  Goce» 
ta:  de  que  certifico. 

Madrid Í4  de  Junio  de  48Íte^Pedrode  Madrazo. 

(Gaceta  deJ^.jU  Agoito  de  4876). 

MINISTERIO  DE  FOMENTO. 

Real  ófiien  deelarando  que  la  cMceriondel  femHUirrÜ^de 
5«n¿iíItoM\á¿;ai^Iki4(iMto9eH^nfiefida*ft^/io  á  la  Soiíieáfid 
Hullera  de  Manon.  /  '        ' 

Ilmor.  Sr.:  Vi«la  la  instancia  promovida  con  fecha  23  de  Julio 
próximo  pastfdo  por  Dv  A.  Próspero  Alburquerque  solicitando,  enoon* 
eepto  de  Director  gerente  y  mayor  participe  de  la  Sociedad  HullBra  dé 
JVttílon,  se  dicte  una<aclaraloría  de  la  Real  orden  de  concesión  del  "fir* 
ro«  carril  de  San  tallado  á  Cahañaqulnta,  en  elseéti^o  doquedloha 
concesión,  que  parece  otorgaéa  á  D.  Federico  Fallóla^  se*  ontiearda^á 
faTÓr  de  la  Sociedad  antedicha,  á  c«yo  efecto  acompaña  copia ^de'li 
escritura  de  ¿oastitácioQ  do  la  misma: 

Visto  este  documento  y  las  instancias  promovidas  por  Mióla  ea 
1.*  de  Junio  y  2  de  Agosto  del  año  prótimo  pagado: ' 

Goosiiderándo,  asi  de  la  oopta  de  la  escritura  de.  constitución  de  la 
Sociedad  accideo4at  de  cuentas  A  pat4icfftecion  J^u/Zara  €f^  üfttAiKi 
como  de  las  solicitudes  de  que  se  hace  mérito,  en  qoa*  se  demandáis 


-loó- 
la coocesioo  de  los  terrenos  ^e  dominio  público  caya  ocopacion  fuera 
necesaria- para  el  restablecimieoto  del  ferro-carril  «n  cuesUon;  aparece 
plenamente  acreditado  que  el  carácter  que  revestía  D.  Federico  Pallo- 
la  era  el  de  socio  representante  de  la  Empresa  indicada: 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  cooíormándose  con  lo  propuesto  por  esa 
Dirección  geoerat,  lia  tenido  á  bien  declarar,  accediendo  á  lo  solicita- 
do, que  la  concesión  de  los  pasos  de  dominio  público  otorgada  por 
Real  orden  de  10  de  Junio  del  presente  año  á  D«  Federico  Fallóla  con 
destino  al  ferro*cariil  de  Santullano  á  Gabañaquiota.  asi  como  el  plie- 
go de  condiciones  particulares  que  le  sirve  de  base,  se  entienda  hechos 
ala  Sociedad  accidental  de  cuentas  en  participación  ¿Tuí/erai/eilítiñofi, 
á  la  cual  obliga  desde  luego  dicho  pliego  en  todos  los  efectos,  sin  que 
D.  Federico  Fallóla  pueda  atribuirse  personalidad  exclusiva  en  este 
caso. 

De  Real  orden  lo  digoá  V.  I.  para  su  conocimiento  y  efectos  cor- 
respondientes. Dios  guarde  A  V. !.  machos  años.  Madrid  4  de  Agosto 
de  1876. 

C.    TOBIHQ. 

Sr.  Director  general  de  Obras  públicas. 

(Gaceta  de  9  de  Agosto  de  1876). 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Resolución  en  el  expediente  instruido  renunciando  á  la  habi- 
litación de  la  Aduana  de  Sanlúcar  de  Guadiana  para  im- 
portar del  extranjero  el  nuUerial  necesario  para  el  ferro- 
carril de  El  Lagunazo . 

limo.  Sr¿:  Visto  cuanto  resulta  del  expediente  instruido  en  esa  Di- 
reccioo  generala  instancia  de  D.  Trinidad  LuisMaítinez,  representante 
de  la  casa  Miguel  Iglesias  é  hijos,  del  comercio  de  Londres,  por  la  cual 
renuncia  á  la  habilitación  concedida  por  orden  ministerial  de  27  de 
Mayo  de  1874  á  la  Aduana  de  Sanlúcar  de  Guadiana  para  importar  del 
extranjero  el  material  necesario  para  construir  el  ferro- carril  de  El  La* 
gunazo,  mediante  la  condición  de  reintegrar  al  Estado  de  los  sueldos 
de  1.500  y  1.250  pesetas  asignadas  al  Administrador  y  Pesador  de  la 
mencionada  Aduana,  en  atención  á  que  no  le  conviene  ya  la  construc- 
ción del  expresado  ferro-carril: 

Considerando  que  no  es  necesario  á  los  intereses  de  la  Hacienda 
conservar  el  aumento  de  habilitación  concedida  á  la  Aduana  de  San- 
lúcar de  Guadiana; 
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S.  M,  el  Rey  (Q.  D.  G.},  coDÍormáodose  con  lo  propuesto  por  V.  \,j 
lo  informado  por  la  Intervencioo  general  del  Estado,  se  ha  servido  dis- 
poner: 

i.*  Qtie  s^e  suprima  la  habilitación  concedida  é  la  Aduana  de  Saolü- 
•car  áp-  (iuadian^  para  la  importación  y  despacho  de  hierros,  carbones 
y  demás  .materiales  neces$arins  para  la  construcción  del  ferro*carrilde 
El  Lagunazo,  quedando  reducida  la  habilitación  de  dicha  Aduana  á  i'a 
que  consigna  el  Apc^ndice  1.*  de  las  Ordenanzas. 

2*  Que  se  refurme  la  actual  plantilla  de  la  referida  Aduana,  com* 
pu(>8ta  de  un  Administrador  con  el  sueldo  de  1.5Ü0  pesetas,  un  Inter- 
ventor Viíita  con  1.350  y  un  Pesador  con  4.Í50. 

3.*  Q:ef*nlugat  de  la  anterior  plantilla,  se  restablezca  la  plaza  de 
Administrador  cuu  el  sueldo  anual  de  I.50Ü  pesetas  pagadas  por  el  Te- 
soro público,  en  vez  de  las  4.250  pesetas  que  establo  asignadas  para 
dicho  de^tifl«)  antes  de  haberse  aumentado  la  habilitación  de  la  men- 
cionada Aduaf'C. 

4.*  Que  pura  evitar  aumento  en  el  presupuesto  actual  se  rebajen  las 
250  pe^eía^  de  diferencia,  y  que  son  necesarias  para  el  complemento  de 
las  1 .500  del  sueldo  de  dicho  Administrador  de  las  i  .250  que  tiene  asig* 
nadas  el  Alcaidemarchamador  de  la  Aduana  de  Uuelva,  cuyo  sueldo 
quedará  reducido  á  1.000  pesetas. 

Y  5.*  Que  la  ubligacion  de  reintegrar  al  Estado  la  casa  Miguel  Igle- 
sias é  h  jo  los  sueldos  del  Administrador  y  del  Pesador,  que  aumentó  la 
^rdcn  minisierial  ampliando  la  eipresada  Aduana  de  Sarilücar  de  Gua- 
diana, cesará  el  dia  que  lesea  comunicada  la  presente  Real  orden. 

De  la  propia  orden  lo  digo  á  V.  I.  pera  su  conocimiento  y  efectos 
corrpspo^'dieuies.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  Si  de  Julip 

de  1870. 

Barzarallaüa. 
Sr.  Director  general  de  Aduanas. 

(Gaceta  de  18  de  Agosto  de  1870.) 


Resolución  en  el  expediente  inntruido  en  solicilud  de  que  se 
derogue  la  orden  que  anuló  la  facultad  que  tenían  los  co* 
mercianles  de  Águilas  para  proveerse  de  documentos  en 
aquella  Aduana  ó  la  de  Mazarron  para  los  buques  que  car* 
gabán  minerales. 

limo.  Sr.:  Visto  cuftnto  resulta  del  expediente  Instruido  en  esa  Di- 
Teccion  general  á  consecuencia  de  haber  solicitado  D.  Alejandro  Ma* 
rin,  por  si  y  eu  representación  del  comercio  de  Águilas,  el  que  se  de* 
•fogue  la  farden  d^l  GoM^Tno  de  la  República  de  17  de  Julio  de  1873, 
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'^oe  «noló  la  fornltAd  que  tenian  los  comerciantes  de  dicha  villa  par», 
prof  eiTsc  de  los  dncuaiHutO!*  necesarios  en  la  Aduana  de  Águilas  ó  de 
11a7.arroDá  l>is  bui(U(*s  que  cargaban  minerales  ó  frutos  del  país  eo  los 
puntoi*  di'uoniinHdos  Cniblanca,  Cal  >egie  y  Palazuelus: 

Vistos  los  ii. formes  emitidos  por  el  Jefe  económico  de  Murcia,  Ad* 
ministrador  de  la  AJuana  principal,  J«:fede  la  Comandancia  de  Carabi- 
oerns  y  Junta  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio: 

Considerando  que  los  intereses  del  Estad<>  están  asegurados,  lo  mis> 
mo  con  Id  aitorizaciou  de  documentos  por  la  Adaana  de  Águilas  que 
por  la  de  Ría  zar  ron: 

Consfdertindo  que  conviene  á  los  exportadores  la  libertad  de  elegir 
todistintarneutela  Aduana  que  les  parezra  más  ventajosa: 

Considerando  que  es  deber  de  la  Admini.nracion  facilitar  por  cuan- 
tos medios  csiéu  é  su  alcauce  la  exportación  de  los  productos  del 

pais; 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G  )  se  ha  servido  disponer  que  se  restablezcan 
las  órdenes  de  12  de  Octubre  de  i(tC9  y  6  de  Marzo  de  1870,  y  en  su 
consecuencia  se  permita  á  los  buques  que  cargan  minerales  en  Cal- 
blanca,  Calnegre,  Palazuelos  y  su  pUya  proveer^'e  de  la  documenta- 
ción necf'^aría,  indistintamente  y  según  á  los  interesados  convenga, 
tu  las  Adminisiraciones  de  Aduanas  de  Águilas  ó  Mazarron, 

De  Real  óiden  l<t  digo  á  V.  I.  para  los  efectos  correspondientes.  Dios  > 

guarde  á  V.  1.  muchos  años.  Madrid  2  de  Agosto  de  1876. 

Babzanallana. 
Sr.  Director  general  de  Aduanas. 

{Gacela  de  48  de  Agosto  de  4876). 


CONSEJO  DE. ESTADO. 


Real  Decreto. 


Resolución  en  el  pleito  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la 
orden  que  entre  otros  extremos,  decretó  la  nulidad  de  la 
demcrcacion  del  registro  minero  titulado  Abundante. 

D.  ALFONSO  XII,  por  la  gracia  de  Dios  Rey  constitucional  de  Es- 
paña. 

A  todos  los  que  las  presentes  vieren  y  entetidieren,y  á  quienes  to- 
ca su  observancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  he  venido  tu  decretar 
4o  siguif'nte: 

•  Eu  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado  en  primera 
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'dnica  instancia,  potm  parte?,  de  la  una  la  Real  Compañía  Asturiana,  y 
en  su  liorubre  el  Lirenciado  D.  Fidel  Gírela  Lomas,  demandante,  y  de  ^ 
ta  otra  m«  Fiscal,  representando  á  la  Administración  general  del  Esta- 
do, demandada,  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la  orden  del  6o* 
bierno  déla  Repdbl.ca  de  11  de  Noviembre  de  iH7l  por  la  cual  se  de- 
cretó, entre  otros  extremos,  la  nnltdad  déla  demarcación  de  un  regis- 
tro minero  i\ixi\»á(t  Abundante,  y  se  declaróla  subsistencia  déla  con- 
cesión minera  numbrada  Virgen: 

Vi>to: 

Vistos  los  expedientes  gubernativos,  de  los  cuales  resulta: 

Q'ie  en^'l  de  M<irzode  IU7t,  recurrió  D.  Antonio  Madiedo,  en  nom- 
bre de  í).  Mjriuel  Camino,  al  Gobernador  de  OvieJo,  solicitando  23 
pertenencias  de  mineral  de  plomo  con  el  titulo  de  Abundante^  en  ter- 
reno d*'l  pueblo  Rio  Torco,  parroquia  de  San  Agu^tio  de  Seira,  Gonce- 
Jo  de  Ibias,  paraje  denominado  Vale^:  lindando  al  Norte  con  el  rioNa- 
vfa,  Sur  Peña  de  Arijo,  Este  Vallina  de  Aforco,  y  Oeste  Lastredo,  y  se- 
ñalando como  punto  de  partida  para  la  demarcación  una  calicata 
abierta  .1  200  metros  próximamente  al  Norte  del  rio  Navia,  cuya  soli- 
ciiud  fué  admitida  y  publicada  en  la  forma  correspondiente;  habién- 
dose rectificado  en  20  de  Noviembre  por  el  interesado  en  el  sentido  d6 
que  el  t*ámero  de  pertenencias  que  había  de  comprender  el  registro  era 
el  de  70.  por  ^er  las  que  abrazaba  la  dtsiguaclon  consignada  en  so 
pr)m«-ra  s  licitud: 

Que  cedidos  por  el  Registrador  á  la  Real  Compañía  Asturiana  en 
virtud  decpntrato  de  venta  todos  los  derechos  que  pudieran  corres- 
ponderles  á  la  concesión  de  la  mina  AbundanUf  se  personó  aquella 
por  medio  de  apoderado  manifestando  en  esc^'ito  de  19  de  Enero  de 
1872  que  en  el  términu  de  la  Furnaza,  en  la  vertiente  occidental  del  rio 
Navia,  provincia  de  Lugo,  se  habla  registra  lo  en  ftlayo  del  año  ante* 
rior  una  mina  de  plomo  con  el  nombre  de  Virgen  de  la  Fomazot  la 
cnal,  aunque  más  moderna  que  ¡a  Abundante,  había  sido  denunciada 
primero,  variando  su  designación,  sin  tener  en  cuenta  que  existia  so- 
bre el  mismo  terreno  otro  registro  más  antiguo,  cuyo  punto  de  partida 
se  hallaba  en  otra  provincfa;  exponiendo  además  que  las  disposiciones 
vigentes  en  minería  no  se  oponían  á  la  concesión  de  un  registro,^  aun- 
que é«te  hubiese  de  ocupar  terrenos  de  mástle  una  provincia,  casaque 
tiene  precedpnti's;  y  solicitando  en  so  virtud  del  Gobernador  de  Ovie- 
do que  para  resolver  U  cuehtion  que  se  ^us^itaba  entre  los  registros 
Abundante  y  Virgen  .reclamase  del  de  la  provincia  de  Lugoios  datos 
necesarios  para  conucer  con  la  debida  exactitud  la  fecha  en  que  fué 
presentada  la  solicitud  del  regi>tro  Virgen  y  la  de  .«u  designaeion 
¿si  como  el  acta  de  demarcación;  debiendo  manife^>tar  dicha  Autoridad 
cuál  era  el  estado  del  expediente  respectivo,  lo  cual  tuvo  efecto,  remi- 
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tieodo  á  aquel  funcionario  la  solicitud  de  la  Compañía  recurrente: 
Que  de  los  aritecedeutes  é  informes  enviados  por  el  Gobernado^  de 
Lugo  al  de  la  pro?inc¡a  de  Oviedo  aparece  que  el  Ingeqiero  de  aquel 
distinto  demarcó  el  registro  Virgen  sin  tener  conocimiento  de  que 
eiistiese  ep  el  mismo  terreno  otro  más  antiguo,  por  lo  cual  no  encon^ 
tro  inconveniente  en  variar  la  designación  solicitada  por  el  Registra- 
dor, tanto  más,  cuanto  que  todo  el  terreno  colindante  se  hallaba  fran- 
co; indicando  el  citado  Ingeniero  que  para  determinsr  la  prioridad  en- 
tre los  registros  Virgen  y  Abundante  procedía  averiguar  si  el  rio  Na- 
via  era  el  limite  entre  las  provincias  de  Lugo  y  Oviedo,  puesto  que 
cada  uno  de  ellos  se  baila  en  distinta  provincia,  y  si  el  titulado  4 ^vn* 
danle  tenia  el  derecho  de  salir  de  la  en  que  se  hizo  su  designación,  j 
el  de  entrar  con  su  demarcación  en  la  contigua;  no  resultando  respecto 
al  registro  Virgen  en  el  Gobierno  de  provincia  otros  datos  que  la  so- 
licitud del  registrador  D.  Antonio  González  Sol,  fecha  1.^  de  Mayo  de 
1871  pidiendo  una  pertenencia  de  mineral  de  plomo  con  e!  referido 
nombre  en  el  paraje  llamado  de  la  Fornaza,  en  el  terreno  de  aprove- 
chamiento comun.de  los  vecinos  del  nominado  pueblo,  determinando 
los  linderos  deleitado  paraje,  y  fijando  como  punto  de  partida  para  la 
designación  del  registro  la  entrada  de  la  gMeria  practicada  é  unos  cien 
metros  próximamente  al  Norte  del  río  Navia,  y  el  acta  de  demarca- 
ción por  el  Ingeniero  D.José  Navarro,  que  tuvo  lugar  el  dia  18  de 
Agosto,  comprendiendo  seis  pertenencias  dentro  de  los  limites  que 
aquel  designó: 

Qué  en  Febrero  de  1872  y  después  de  haber  reclamado  la  demarca- 
ción del  registro  Abundante^  solicitó  el  apoderado  de  la  Real  Gompa- 
¿ia  Asturiana,  del  Gobernador  de  Oviedo  que  se  mandasen  suspender 
los  trabajos  que  se  estaban  practicando  en  la  mina  Virgen^  cuya  pre- 
tensión fué  esiimada,  comunicándoselfi  al  de  Lugo;  y  notiQcada  por 
éste  al  representante  de  la  referidd  mina,  dicho  interesado  se  opuso  á 
la  suspensión,  fundándose  en  que  su  representado  venia  explotando  el 
mineral  bajo  el  amparo  de  la  ley,  puesto  que  en  14  de  Diciembre  de 
1871  habia  obtenido  del  Gobierno  de  la  provincia  el  titulo  de  concesión: 
la  existencia  de  dicho  titulo  se  hace  constirr  por  toma  de  razón  del 
mismo,  suscrita  por  el  Jefe  de  la  Sección  de  Fomento,  y  aparece  que 
se  expidió  en  la  citada  fecha  en  favor  de  D.  Antonio  González  Sol  por 
una  pertenencia: 

Que  remitido  el  expediente  con  todos  sus  antecedentes  al  Ingeniero 
Jefe  del  distrito,  tuvo  lugar,  después  de  trascurrido  el  plazo  anuBcia* 
do  en  el  Boletín  para  practicar  la  demarcación  del  regisiro  Abundante, 
aquella  con  asistencia  del  apoderado  de  la  Real  Compañía  Asturiana  j 
del  representante  de  la  mina  Virgen  y  registro  Tesoro,  ajuüítando  di» 
cha  operación  á  las  lineas  designadas  por  el  Ingeniero,  la  cual  fué  pro- 
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testada  en  el  acto  porel  citado  represeotante  da  la  Virgen  y  Tesoro, 
protesta  que  repitió  por  escrito  posteriormente  ante  el  Gobernador, 
foodándola  en  que  el  punto  de  partida  del  registro  Abundante  se  había 
▼ariado  por  Norte  y  Oeste  más  de  2U0  metros;  en  que  habiendo  solici- 
tado el  registrador  23  hectáieas  se  habían  demarcado  G(^  en  que  ef 
dueño  de  la  mina  Virgen  había  obtenido  el  titulo  de  propiedad  sin 
oposición,  á  pesar  de  que  asistió  á  la  demarcación  de  aquella  el  regis- 
trador de  la  Abundante;  en  que  han  trascurrido  80  días  sin  que  se 
haya  presentado  oposición  al  registro  Tesor-j,  y  en  que  correspondien- 
do el  terreno  registrado  por  la  Abundante  á  la  provincia  de  Oviedo,  f 
la  Virgeny  el  Tesoro  á  la  de  Lugo,  no  ha  debido  conceder  el  Goberna- 
dor de  la  primera  lo  que  tenia  concedido  el  de  la  segunda:  á  estos  fun- 
damentos opone  el  Ingeniero  en  el  acta  de  demarcación  que  el  punto 
de  partida  del  reg'stro  Abundante  se  halla  en  una  calicata  á  2(H)  me- 
tros del  rio  Navia,  mientras  que  las  labores  que  el  representante  de  la 
mina  Mrgen  pretende  que  sirvan  de  tal.  distan  del  rio  300  úaetros: 
que  si  se  pidieron  23  hectáreas  en  la  solicitud  de  registro,  fué  debido 
á  un  error  subsanado  en  el  mismo  escrito  con  la  designación  presen- 
tada, con  arreglo  al  cual  se  ha  verificado  la  demarcación:  que  no  cons- 
ta que  al  demarcar  la  mina  Vítgense  hubiese  citado  al  registrador  de 
la  A6ttni/dn/e,  teniendo  éste  derecho  preferente  por  ser  más  antiguo: 
que  en  cuanto  al  registro  Tesoro^  basta  ílj/trse  en  su  fecha  para  eom- 
prender  que  no  puede  ser  obstáculo  á  la  Abundante;  y  que  el  estar 
parte  de  la  demarcación  de  este  legistro  en  la  provincia  de  Logo» 
tampoco  es. razón  valedera  en  contra  de  su  concesión,  puesto  quo 
hay  precedentes  en  la  de  Oviedo,  y  la  ley  nada  preceptúa  en  con* 
trario: 

Que  remitido  el  expediente  á  la  Superioridad  sin  que  acordase  so- 
bre la  demarcación  el  Gobernador  de  Oviedo,  fué  unido  al  mismo  pos* 
teriormeute  otro  expediente  promovido  en  la  misma  provincia  por  Don 
Miguel  Bech  con  fecha  15  de  Octubre  de  4872.  en  solicitud  de  que  se  la 
concediesen  i2  pertenencias  de  mineral  de  plomo  con  el  titulo  de  Jus* 
tüt  sobre  el  mismo  terrena  de  la  Abundante^  cuyo  registro  debía  ser 
caducado,  en  sentir  del  recurrente,  por  los  vicios  de  nulidad  que  en-^ 
cierra;  y  que  remitida  la  expresada  solicitud  al  Ingeniero  Jefe  del  dis- 
Iriio,  y  en  vista  del  informe  de  éste,  quedó  sin  curso  por  acuerdo  del 
Gobernador,  sometiendo  la  pretensión  del  interesado  á  lo  que  se  resol- 
Tiese  en  el  expediente  del  registro  Abundante: 

Que  en^  i8  de  Octubre  de  1872,  recorrió  á  la  Dirección  general  de 
Agricuitura,  Industria  y  Comercio  D.  Serafin  López  Aranda,  en  sa 
sombre  y  en  el  de  D.  Miguel  Bech,  dueño  de  la  mina  Virgen  y  registro 
Teaoro,en  queja  délos  actos  del  Ingeniero  en  la  demarcación  de  loa 
legifttros  Abundante^  La  Rica  y  otros;  cuyo  recurso,  después  de  ha* 
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berse  inforoiado  por  el  Gobernador  de  Oviedo,  se  unió  .al  expedieotí» 
del  citado  registro  A  ^t/iii/iin/i!;  y 

Que  en  vista  del  miamo  y  de  ios  demás  antecedentes  reseílados,  y 
de  conformidad  con  el  parecer  de  la  Junta  superior  facultativa  de  mi- 
Deria  y  de  la  Comisión  del  Consejo  de  Editado,  en  vacaciones,  que  fue- 
ron oídas,  se  expidió  por  el  Ministerio  de  Fomento  con  fecha  3  de  No- 
viembre de  1873  la  orden  del  Gobierno  de  la  República,  por  la  que  se 
disj^one;  primero,  se  anule  la  demarcación  de  la  mina  AbuHdaate  y  se 
declare  que  este  registro  no  tiene  derecho  á  ocupar  terreno  alguno  en 
la  provincia  de  Lugo:  segundo,  que  la  concesión  de  la  mina  Virgen^  eo 
terreno  de  la  Fornaza,  quede  integra  y  subsistente  por  haberse  hecho 
con  ai  reglo  á  la  ley:  tercero,  que  no  há  lugar  á  que  en  la  mina  Virgen 
se  suspendan  las  labores  y  se  embarguen  los  minerales  como  solicild, 
la  repres^eiitacion  del  registro  Abundante:  cuarto,  que  el  expediente 
del  registrp  Tesoro^  en  término  de  Fornaza,  provincia  de  Lugo,  siga 
su  curso  con  arrrgio  á  la  ley:  qninto,  que  no  bá  lugar  á  la  cancelación 
del  expediente  del  registro  Abundante  pedida  por  el  registrador  de  la 
Justa:  sexto,  que  se  declare  fenecido  y  sin  ulterior  consecuencia  el 
expediente  de  registro  Justa:  sétimo^  que  previas  tas  uotiGcacionesy 
publicación  correspondiente  se  proceda  á  nuevo  reconocimiento  y  de-, 
marcación  del  registro  Abundante^  trazándole  solamente  laspertenenr 
cias  que  permita  el  terreno  registrado,  sin  entrar  en  la  provincia  de 
Lugo:  octavo,  que  todos  los  gastos  necesarios  para  el  nuevo  reconoci- 
miento y  demarcación  de  la  Abundante  sean  pagados  por  el  Ingeniero 
Jefe  de  Oviedo:  noveno,  que  se  maniñet^te  á  dicho  Ingeniero  Jefe  el  des- 
agrado con  que  la  Superioridad  ha  visto  su  extraño  y  punible  proce- 
der, su  falta  de  celó  y  su  negligencia  en  el  servicio,  coominándole  coo 
la  mayor  severidad  si  persiste  en  tan  censurable  conducta:  décimo, 
que  se  comunique  esta  resolución  al  Gobernador  civil  de  Lugo  para 
los  efectos  correspondientes  á  la  mina  Virgen  y  al  registro  Tesoro,  dei 
término  de  Fornaza.  en  aquella  provincia:  undécimo,  queep  el.Go- 
blerpo  civil  de  Oviedo,  tomando  por  base  la  deuudcia  hecha  por  Lo* 
pez  Ara  oda  y  Rech  Campella  en  su  escrito  de  18  de  Octubre  de  1873, 
se  abra  expediente  gubernativo  en  averiguación  de  los  abusos  que  su- 
ponen cometió  el  Ingeniero  Jefe  al  demarcar  las  minaiS  Abundante,  La 
Rifi<i,y  otra«;  que  se  invite  á  los  denunciadores  á  presentar  las  pruebas, 
que  han  ofrecido,  y  con  lo  que  resultóse  remita  el  expediente  á  la  Su* 
periorídad;y  por  último,  que  los  expedientes  Abundante, La  Rica^La, 
Justa  y  al  escrito  denunciando  los  abusos  cometidos  por  el  Iiig<^niero 
Jefe«  se  devuelvan  al  Gobernador  de  Oviedo  para  los  efectos  correa- 
pjondj^ntes:.         - 

V^sta  Ih  demanda  que  contra  la  referida  orden  interpuso  ante  e^ 
Tribunal  Supremo  el  Licenciado  D.  Fidel  García  Lomas,  en  nombre  de. 
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iaReal  Compañfa  Asturiana,  solicitando  mi  revocación,  la  cual  faé  de- 
<;lari^da  procedente  y  admitido  el  recurso  únírarnonle  en  cuanto. á  las 
^eci^ioues  contenidas  en  los  párrafos  numerados  primi^ro,  segundo, 
cuarto,  sétimo  y  décimo  de  la  orden  impugnada,  uo  hal)iendo,  lugar 
respecto  á  los  demás;  y  la  ampliación  de  la  misma,  sojicitarido  de  nue- 
vo la  revocación  que  ya  tenia  pretendida  en  cuanto  á  los  párrafos  que 
-el  Tribunal  habla  designado:  que  se  declarase  válida  y  subsistente  la 
demarcación  de  la  mina  Abundante,  aprobando  por  lo  tanto  la  concev 
sion  minera  y  mandando  se  expidiese  el  titulo  de  propiedad  en  favor, 
dé  la  parte  que  repre^-enta;  y  por  último,  que  se  declarase  nulo  y  d.8 
ningún  valor  ni  efecto  el  de  la  mina  Virgen  por  los  notorios  vicios  do 
nulidad  que  envuelve  el  expediente,  reservando  en  todo  caso  al  intere* 
sado,  como  único  derecho  que  puede  serle  iegalmente  reconocido*  ti 
de  presentar  un  nuevo  registro  que  no  adolezca  de  los  vicios  capitales 
xl el  primero  en  el  espacio  de  terreno  que  considere  conveniente,  siem- 
;pre  que  esté  fuera  ddla  concesión  demarcada  en  la  forma  que  mauda    . 
la  ley,  y  que  había  designado  el  registrador  de  la  AbitndfitUe  con   más 
de  un  mes  de  anterioridad  al  nacimiento  del  registro  Virgen,  aducían* 
do  en  defensa  de  esta  pretensión  los  siguientes  fundamentos  de  dere- 
.  cího:  primero,  que  habiéndose  determinado  por  el  registrador  de  la 
Abiiñdanle  con  toda  exactitud  las  condiciones  de  local.zacion  y  de«>ig* 
nación  debidas,  quedaron  satisfechas  las  circunstancias  exigidas  poro' 
aruSOdel  reglamento  de  minería  para  la  validez  y  perfecta  legalidad 
del  expediente:  segundo,  que  del  precepto  consignado  en  elarl.  2.*  de 
la  ley,  referente  á  la  propiedad  minera  por  el  Estado,  se  deduce  que  no 
existe  disposición  en  la  misma  que  exija  que  un  registrador  venga 
obligado  á  determinar  la  condición  superflci'il  y  divisiones  particula- 
res, administrativa:»  ó  judiciales  de  toda  la  superflcie  del  terreno  de  la 
concesión  á  que  aspire:  tercero,  que  una  vez  bien  determinado  el  lu- 
c:^ar,  punto  de  partida  y  designación,  no  se  necesita  expresar  ka$ia 
dónde,  por  une  ó  varios  lados,  podrá  llegar  la  demarcación  superficial- 
mente,  no  siendo  tampoco  obstáculo  el  que  ésta  haya  de  extenderse  á 
terrenos  de  otro  Blunicipio  ó  provincia,  tratándose  de  concesiones  que 
han  de  figurar  y  medirse  en  la  forma  determinada  por  el  art.  13  de  la 
ley:  cuarto,  que  conforme  con  estos  principios,  derivados  de  los  pre- 
ceptos de  todas  las  leyes  de  Minas,  se  estableció  el  ^rec^-dente  de  U 
Iteal  orden  de  21  de  Julio  de  1857,  resolviendo  que  se  a^udicase  á  la- 
mina /nc/ta, "por  razón  de  su  prioridad,  la  parte  de  terreno  déla  pro-- 
viociade  León  comprendida  en  su  registro  hecho  en  la  de  Falencia,  4 
pesar  de  que  sobre  el  mismo  habia  sido  ya  demaicada  la  mina  Conckai 
quinto,  que^iu  faltar  á  los  principios  fundaraen tales  en  la  materia»  á 
los  preceptos  déla  iey,  y  al  precedente  indicado,  no  puede  de&pojarse^ . 
^  la  mina  Abundante  de  la  parte  de  terreno  de  su  registro  que  rebasar 
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los  limites  de  la  provincia  de  0¥i^do  á  pesar  déla  demarcación  de  li^. 
^fDÍna  Virgen,  toda  vez  que  ésta  e^  posterior  en  su  solicitud:  setto,  que^ 
liabiéndose  pedido  por  el  registrador  de  \ai,Abundanle  mes  á^t  cuatro- 
pertenencias,  s^gua  lo  que  exige  el  art.  12  del  ()ecrcto-ley  df%  Í9  de  Di- 
ciembre de  i86B,  y  hallóodo&e  perfectamente  hecha  la  de-ignacion  del 
registro,  circunstancia  eseacialisjnca  seguu  los  artículos  13  y  52  de  la. 
ley.  en  nada  afecta  á  la  validez  del  registro  el  error  comeiido  sonalan- 
do  23  pertenencias:  sétimo,  r^ue  esiando  expresamente  prohibido  por 
al  art.  75  del  reglamento  que  se  admita  ni  dé  curso  á  solicitud  de  re* 
gistro  en  terrenos  ya  registrados,  resulta  violada  esta  prescripción  por 
haber  sido  admitido  el  registro  Virgen  sobre  terreno  ariieriornicfite  re» 
gistrado  por  la  Abundante:  octavo,  que  no  excusa  esta  infracción  le» 
gal  la  alegación  de  nulidades  posibles  en  el  registro  Abundante^  cuan* 
to  el  regÍ!*trador  do  la  mina  Virgen  no  las  ha  expresado,  cundicino  pre- 
cisa  para  que  hubiese  seguido  en  cur^o  su  solicitud:  noveno,  quee^ta 
solicitud  es  ilegal  é  intrínsecamente  nula,  por  haberse  pedido  por  el  re* 
gisiradoruna  sola  pertenencia,  faltando  á  lo  dispuesto  en  ci  art.  i2det 
deefetO'ley  de  %l  de  Diciembre  do  tH68:  décimo,  que  no  habiéndose 
hecho  la  designación  del  registro  Virgen  en  la  forma  determinada  eo 
los  artículos  i3  y  32  de  la  I^y,  lleva  ésto  en  sí  nuevas  causas  de  nuli- 
dad: undécimo,  que  faltando  la  designación  y  registro,  vicio  que  pro- 
duice  la  nulidHd seg^n el  art.  74  déla  ley,  mal  poito  hacerse  la  publica- 
ción del  registro  Virgen»  siendo  nula  la  diligencij  veriíl^ada  ¡iobref^ste- 
piínto:  duodécimo,  que  bajo  el  concepto  de  la  falta  de  de^ügnaciou  la 
demarcación  que  hizo  el  Ingeniero  def  registro  Virgen  fué  d»  todo  pun- 
to  arbitraria,  tanto  más,  cuanto  que  dicho  funcioni.riu  demarcó  seis 
pertenencias,  siendo  asi  que  el  interesado  uo  solicitó  más  que  una», 
adoleciendo  además  la  concesión,  por  la  falta  de  la  publicación  legal  y 
por  lo  indeterminado  de  la  solicitud,  del -vicio  de  obrepción  que  pro^^ 
duce  nulidad;  decimotercero,  que  mal  puede  invocarse  para  consoli- 
dar la  mina  Virgen  el  trascurso  de  los  60  días  sin  oposición  al  registro, 
paes  DO  habiéndose  cumplido  la  publicación  de  la  designación,  no  ha 
nacido  todavía  el  plazo  para  oponerse:  decimocuarto,  que  la  disposi- 
ción 40  de  las  generales  del  reglamento  impide  la  consolidación  del 
expediente  Vir¿]f<>n  y  el  respetosa  unos  derechos  que  no  existen,  porque- 
410  se  pueden  ¿dquirir,  según  la  disposición  citada,  sino  mediante  el 
puntual  cumplimiento  y  estricta  observancia  de  la  ley  y  el  reglamen- 
to; y  décimoquiíjto,  qce  tampoco  pueden  considerarse  purgados  los 
gravbímos  defectos  y  subsanadas  las  respectivas  nulidades  del  cxpe» 
diente  Virgen,  con  la  aprobación  de  la  cencesion  y  expedición  dM  ti* 
talo  de  propiedad  por  el  Gobernador  de  Lugo:  porque  solo  el  Gobier-- 
410  supremo  es  el  único  autorizado   para  dispensar  ciertos  di'fectos  eo 
los  expedientes  de  minas;  porque  la  citada  disposición  16  no  aotori^aK   \ 


\ 
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«Ira  dispensa  ó  indulto  qae  la  que  se  refiere  á  hechos  impotables  á  la 

AdminÍHiranon,  ó  por  desraido  ú  omisión  consignadas  en  aquella; 

porque  aun  traiéndose  de  los  defectos  especialmente  señalados  como 

-dispensaMes,  es  condición  precisa  para  )a  dispensa  que  no  medien  in- 

>  tereses  l(*g¡iimos'de  t«»rceros,  y  porque  este  gén'^ro  de  dispensas  no  se 
suponen  iuipllcitnraente  otorgadas,  sino  (fiíe  deben  de  solicitarse  ex- 
presa y  paiticularmente  ante  la  Autoridad  del  Supremo  irobierno,  úni- 
co competente  para  conredeilas: 

Vi.«to  el  escrito  de  contentación  á  la  demanda  del  Ministerio  fiscal 
eoel  Tribunal  Supremo  pidiendo  que  seahsolviese  ó  la  Administración 
de  dicha  dem.mda,  y  que  se  conflrmase  la  orden  reclamada  respecto 
de  los  cinco  pumos  de  los  once  que  la  misma  comprendía,  y  sobre  los 
cuales  se  habia  declarado  competente  el  Tribunal,  cuya  pretensión 
fundó:  primero,  en  la  décimasexta  disposición  de  las  generales  d«>l  re 
flamento,  seguu  la  cual  no  se  adquieren  derechos  en  minería  si  se 
prescinde  de  la  estricta  observancia  de  la  ley  y  el  reglamento:  segun- 
do, en  que  el  gobierno  pudo  declarar  fenecido  el  registro  Abundante 
por  no  haber  acudido  el  registrador  en  tiempo  oportuno  á  reclamar 
de  la  morosidad  de  la  Ad^ninistracion  por  no  haber  concedido  ó  nega» 
do  las  perteneiiciai»  mineras  que  tenia  pretendidas;  dentro  de  los  cua- 
tro nje^es  de  solicitado  el  registro,  según  dispune  el  art.  15  de  las  ba« 
ses  gen«>rales  de  29  de  Dicic^mbre  de  1B6&,  y  que  la  gracia  dispensada 
por  ct  Ministerio  dejando  subsistente  aquel  registro  solo  puede  surtir 
tus  eU>rt<»s  en  cuanto  no  perjudique  á  tercero,  conforme  al  ultime' 
párrafo  de  In  disposición  16.  citada,  no  afectando  por  ¡o  tanto  á  la  mina 
Sirgeh  la  subsistencia  del  registro  Abundante:  tercero,  en  que  temen 7 
do  est<^  registro  parte  de  sus  pertenencias  en  la  provincia  de  Lugo,  y  ' 
DO  habiéndose  hecho  mérito  cm  la  publicación  respectiva  de  este  punte 
e.«env¡al,  no  pudieron  formular  las  oposiciones  á  que  dan  derecho  los 
articules  ^4  de  la  ley  y  ^7dei  reglameiito  tos  interesados  en  promover- 
las constituyendo  aquella  omisión  por  si  sola  un  defecto  que  envuelve 
la  nulidad  de  la  admisión  del  registro:  cuarto,  en  que  no  constituye 
vicio  de  nulidad  en  cuanto  á  la  mina  \irgen  el  que  el  registrador  de 
ésta  solicitase  una  sola  pertenencia;  pues  habiéndose  demarcado  por  el 
ingeniero  á  dicha  mina  seis  pertenencias,  se  cumplió  con  lo  prescrito 
en  el  art.  42  de  las  bases  de  1868,  que  exige  que  los  parliculares  ha- 
brán de  obtener  por  lo  menos  cuatro  pertenencias,  siendo  arreglada  á 
la  ley  la  concesión  por  el  Gobernador  de  Lugo,  por  cuan;o  otorgd 
aquel  nómero,  ignorando  de  hecho  y  de  derecho  que  el  terreno  estaba 
selicitado  ante  otra  Autoridad  que  carecía  de  jurisdicción  en  dicha 

.  provincia:  quinto,  en  que  los  defectos  de  designación  que  se  supone  de* 

contrario  contiene  la  mina  Virgen  caso  deqne  existan,  apreciación  pu-' 

ramenie  pericial  según  lo  deteittfoado  en  el  art.  30  del  reglamento,  se" 
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lian  denunciado  tardiamenie  por  e)  registrador  d^  la  Áimidante,  d<^ 
pudieiido  a*lm¡lir$e  la   legación  de  éste  de  que  no  luvu  roiiociniieoU> 
de  la  tr^miíacioQ  del  expcdieiiie  Virgen^  puesto  que  si  asfr sucedió  fué 
por  su  Cdusii,  habiendo  poJidu  salvar  dicha  iguor^ncia  con  haber  he- 
chola  designación  de  su  rf'^istro  apuntando  que  parte  del  terreno  que 
«oÜcitaba  correspondía  á  la  provincia   de  Lugo:  sexto,  que  el  cuarto 
punto  decidido  por  la  orden  rfícl^nuda,  ó  sea  ei  que  dispone  que  coiiti- 
Due  el  curso  del  expediente  Tesoro,  no  tiene  el  carácter  de  una  resolu* 
ciou  Jeüuitiva;  y  que  si  bien  por  ésto  la  parte  actora  no  ha  discutida 
acerca  de  él,  habiéndose  almitido  por  la  Sala  para  la  contención,  es 
necesario  que  obtenga  una  tesolucion  judicial:  sétimo,  que  el  sétimo 
punto  de  la  citada  orden  es  consecuencia  natural  y  lógica  del  primeco, 
y  comprende  una  gracia  ó  dispensa  concedida  por  la  Administración 
€n  uso  de  las  facultades  que  le  otorga  la  décinriasexta  disposición  de  las 
generales  del  reglamento  de  minas,   no  dañando  la  resolución  que  . 
abraza  áld  Real  Compañía  A^^tunana;  obedeciendo  por  otra  parte  é  la 
necesidad  de  que  se  observe  un  buen  órdeu  administrativo,  y  de  que  se 
eviten  conflictos  de  jurisdicción  en  mattir  a  de  minería;  y  octavo,  que 
el  décimo  punto  de  la  cues^tionada  orden  se  relaciona  con  el  segundo  y 
cuarto  de  la  misma,  el  cual  habrá  de  quedar  ó  no  subsisteute,  segua 
que  la  Sala  declare  ó  no  firme  la  concesión  minera  Mrgen  y  la  conti- 
nuación del  expediente  de  registro  tesoro: 

Vistos  los  capítulos  4."*  y  5  *"  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de 
1850,  reformada  en  4  de  Marzo  de  11168,  y  sus  correlativos  d*-!  regla- 
mento, en  los  que  se  establece  1»  forma  en  que  deben  hacerse  las  pre- 
tensiones mineras  ante  el  Gabernador  déla  provincia,  y  los  trámite» 
•que  han  de  Jievar  estos  expediientes  pura  la  inscripción  de  los  regi&tros 
y  su  publicidad,  a.si  como  para  su  demarcación  y  concesión; 

Visto  el  art  3Ü  del  reglamento  de  24  de  Junio  de  1868,  que  manda 
á  los  registradores  designen  &us  pertenencias  expresando  clara  y  cir- 
cunstanciadamente el  punto  donde  hayan  comenzada  ó  traten  de  co- 
menzar las  labores,  á  partir  del  cual,  con  relación  ál  perímetro  del  ter- 
reno que  pretendan,  determinarán  los  linderos  con  toda  pn^cisiou: 

Visto  el  art.  57,  pur  el  que  se  determina  que  sean  los  Gobernadores 
los  que  expidan  el  liiulo  de  propiedad  de.las.perleoencias  mineras  en 
ens  respectivos  territorios; 

Vista  la  disposición  16  de  las  generales  del  ya  citado  reglamento, 
en  la  que  se  consigna  que  qu  miueria  no  se  adquirirán  derechos  si  se 
prescinde  de  la  estricta  observancia  de  la  ley  y  reglamento:  que  los 
plazos  son  Lmprorogables,  y  que  las  faltas  de  la  administración  na  ir- 
rogarán perjuicios  á  los  interesados,  siempre  que  en  el  término  de  6(K 
dias,  contados  desde  que  el  plazo  espira  par.t  ella,  reclamen  contra  aa 
descuido;  y  que  si  omitieren  e^ta  reclamacien  en  el  período  expresado 


96' entenderá  qae  desisten  de  sus  pretensiooei!,  reputándose  cancelado 
el  expediente  y  no  pudiendo  subsanarse  nanea  esta  falta  con  peijuicio. 
de  tercero: 

Vistos  los  artículos  15  }  32  de  la  ley  de  bases  de  29  de  Diciembre 
de  1868,  en  los  que  se  e^abUce:  primero,  que  para  adquirirla  propie- 
dad d^  las  minas  se  acuda  al  GoJ^eruador  de  la  provincia  por  medio  de 
lina  solicitud  en  que  se  exprese  coo  claridad  todas  las  circuustaucías 
de  la  cunce^ion,  y  que  ésta  se  conceda  en  un  plazo  que  no  exceda  de 
cuatro  meses,  á  contar  desde  la  fecha  de  la  presentación  de  la  solicitud; 
y  segundo,  que  se  declaren  subsistentes  todas  lasdisposiclonos  de  la 
ley  y  del  reglamento  de  Minas  que  no  estén  derogadas  por  la  presen- 
te ley: 

Considerando  que  la  concesión  de  una  mina  no  puede  hacerse  sin^ 
previo  expediente  ante  el  Gobernador  de  la  provincia  en  que  aquella 
«sté  situada»  el  cual  es  según  la  ley  la  autoridad  que  admite  los  re* 
Ristres,  ordena  su  publicidad,  óyelas  oposiciones  que  contra  eilosse 
formulen,  dispone  su  demarcación,  y  dá,  por  último,  el  título  de  pro- 
piedad; todo  lo  que  supone  que  las  pretensiones  ^ue  deben  deducirse 
en  esos  expedientes  fsián  limitadas  á  la  esfera  de  acción  en  .que  pue- 
den funcionar  los  Gobernadores  en  sus  respectivas  provincias: 

Con>ideraudo  que  no  obsta  al  cumplimiento  de  estas  prescripciones 
«I  que  las  minas  corresponJan.al  sub^ue!o  y  que  éste  sea  del  Estado, 
porque  a<í  y  todo  para  obtenerlas  es  preciso  que  los  registradores  ex- 
presen clara  y  circunstanciadamente  el  punto  donde  hayan  comenzado 
ó  piesen  comenzar  las  labores,  k  partir  del  cuaK con, relación  al  perí- 
metro del  terreno  que  pretendan,  deben  determinar  sus  linderos  con 
loda  preciaion,  lo  que  significa  que  tienen  que  referirse  á  la  superfi* 
cie«  y  por  consecuencia  á  un  determinado  territorio: 

Considerando  que  asi  en  efecto  lo  hizo  It.  Manuel  Caoiino,  causaüte 
de  la  Real  Compañí«i  Asluriaua,,  consignando  en  su  solicitud  dirigida 
al  Gobernadofr  de  Oviedo,  que  las  23pi.erteneocias  mineras  que  deseaba 
adquirir  con  el  titulo  de  Abundante  estaban  en  terrenos  del  pueblo 
Rio  de  Por'cos,  de  dicha  provincia,  parroquia  de  San  Agustín  de  Sena, 
Concejo  de  Ibias,  paraje  que  llaman  Vales: 

Considerando  que,  esto  supuesto,  no  tiene  la  Real  Compañfa  Astu- 
riana, en  repreíent2*cion  de  la  mina  Abundante^  derecho  para  impug- 
nar la  concesión  hecha  á  los  propicia rics  de  la  mina  Virgen  y  regís- 
Irada  sobre  otros  terieoos  y  situada  ^en  la  proiiucia  de  Lugo,  poique 
bajo  ningún  aspecto  hay  igualdad  de  oircuusiancias  entie  La«  dos,  aten» 
dida  la  diversidad  de  los  libriis  de  registro  y  de  la  jurisdicción  en  que 
están  hechos  y  anotados  para  el  efecto  de  disfrutar  la  priocidad,  ni 
para  ningún  otro: 

Considerando  que,  aupqueUjUampañía  recurrente  tuviera  derecho  i, 
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no  habiéndose  opuesto  en  tiempo  hábil  al  registro  y  demarcaeion  de  la 
mioa  Viígpti^  no  lo  lieue  ya  á  pedir  la  nulidad  y  mucho  menos  par» 
atacar  en  via  contenciosa  el  iftulo  de  propiedad  obtenido  por  su» 
dbeñtís. 

Consliderando  que  no  se  opone  á  las  prescripciones  de  la  ley  y  del 
regí  amento  el  que  el  Estado,  como  dueño  que  es  del  subsuelo,  pued» 
conceder  asi  el  de  una  provincia  como  el  de  otra,  síompre  que  los  pe- 
ticionarios reajusten  para  hacer  sus  solicitudes  de  registro  é  lo3  pro- 
€«d¡mieutos  marcados  en  ellas,  es  decir,  iniciando  ante  cada  Goberna- 
dor la  preten^ion  niinera  que  cada  uno  pueda  conceder: 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sale  de  lo  Gnntenciosa 
del  Consejo  Je  Estado,  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Pedro  No!ascoAu«*> 
rióles.  Presidente;  1).  Tomás  Retortil1o«  D.  Miguel  de  los  Santos  Alva- 
rez,  el  Marqués  de  la  Ribera,  D.  Agustín  de  Perales,  0.  Juan  Jiménez 
Cuenca,  D.Juan  de.  Cárdenas,  D.  Emilio  Santillan',  D.  Fernando  Vida»' 
D.  Antonio  Hurtado  y  D.  Joaquín  Riquelme; 

Vengo  en  absolver  á  in  Adriiinístracion  de  la  demanda  interpuesta 
por  la  Real  Compañfa  Asturiana  contraía  orden  del  Gobierno  de  la  Re- 
.  pública  de  14  de  Noviembre  de  Malí  en  los  puntos  en  que  ha  sido  ad* 
mitida. 

Djido  en  Palacio  á  veintitrés  de  Mayo  de  mil  ochocientos  setenta  y 
seis.=ALF0NS(i.=EI  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  AníoiítV 
Cánovas  di  I  Castillo,» 

Publicación. =:Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  el 
.  Secretario  geneml  del  Consejo  ds  Estado,  hallándose  celebrando  audien» 
cia  púiilíca  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  coino  reso- 
lucio*»  final  en  la  in^-iaucia  y  autos  ¿  que  se  refiere;  que  se  una  á  los^ 
mismos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta^ 
^e  que  certifíro. 

Madrid  21  de  Juúio  de  1876.— Pedro  de  Madrazo. 

(Gaceta  de  {9  de  kgo^to  de  t876). 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Beal  decreto  dis^poniendo  la  acuñación  de  monedas  de  oro  de 
S5  pesetas  de  valor  y  dando  reglas  para  la  admisión  de  lat 
pastas  de  oro  y  de  plata. 

Exposición. 

SEÑOR:  Hace  ya  más  de  tres  años  que  no  se  ha  acuñado  moneda 
de  oro  en  España,  y  la  fecha  más  reciente  inscrita  en  la  fabricada  es 
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\é  de  4868.  Estos  dos  hechos  han  roiitcidido  con  los  de  índole  díame* 
iralmenie  contraria  realizados  en  los  demás  paises  euiO(>f>os,  en  los  que 
adoptándose  el  oro  coino  patrón  único  para  el  si«tftm3  monetario,  li- 
mitándose la  fabricación  de  la  plata,  y  hasta  desmonetizándola  en 
grandes  cantidades,  y  haciéndose  prolijos  esludios  y  trattdns  interna- 
cionales bajo  el  influjo  délas  graves  preocupaciones  producidas  por  la 
^extraordinaria  y  creciente  depreciación- de  la  plata  en  los  mercados,  se 
ha  proclamado  universalmente  la  conveniencia  de  preferir  el  oro  para 
la  acuñación. 

Los  diferentes  Gobiernos  que  se  han  sucedido  en  la  dirección  de  los 
«ogocios  públicos  intentaron  varias  veces  salir  de  esta  situarion  excep- 
cional; pero  no  consiguieron  vencer  las  dificultades  de  un  a^tfjntoque 
4)or  it'uchas  causas  habia  llegado  <á  ^er  muy  complí.cado  y  difícil. 

Entre  esas  causas  ocupaba  quizás  el  principal  tugarla  manera  con- 
<|ae  habia  sido  ejecutado  en  parle,  y  dejado  de  realizar  en  otra  muy 
Importante,  el  nuevo  sistema  mor>etario  establecido  por  el  decreto  de 
49  de  Octubre  de  1868.  Disminuidos  entonces  á  un  mi^nio  tiempo  los 
pesos  de  las  monedars  de  oro  y  de  plata,  si  la  reforma  se  hubiera  lleva- 
do á  cabo  en  I9  relativo  á  las  primeras,  quedando  sin  cumplir  en  lo 
que  se  referia  á  las  segundas,  se  habría  corregido  en  gran  manera  la 
divergencia  entre  los  valores  legales  de  los  dos  metales  amonedados  y 
los  precios  mercantiles  de  las  pastas;  pero  habiendo  sucedido  lo  con- 
Irario,  la  coexistencia  de  I»  plata  acuñada  del  nuevo  sistema  con  el 
oro  del  anterior  produjo  en  nuestra  circulación  monetaria  un  desequi- 
librio mucho  mayor  que  el  notado  en  los  demás  países  como  conse- 
cuencia déla  extraordinaria  baiatura  de  la  plata. 

Si  no  han  desaparecido  por  completo,  han  disminuido  ya  mucho  las 
dificultades  cou  que  antease  tropezaba.  Por  efecto  de  la  gran  acuñación 
de  plata  en  los  últimos  anos,  las  cantidades  de  moneda  de  este  metal 
arregladas  al  sistema  de  Octubre  de  4868  son  ya  el  h*^cho  preponde- 
rante en  nuestra  actual  circulación  monetaria.  La  rápida  desaparición 
del  oro  correspondiente  á  los  sistemasanteiiores.  que  puede  atribuirse 
á  diversas  cansas,  pero  que  de  cualquier  manera  es  un  sucf^ao  induda- 
ble, hará  menos  sensible  y  peligrosa  la  coexi»tenria  de  puzas  circu- 
lantes de  tallas  diversas.  '  a  ley  de  Presupuestos  última,  determinando 
que  la  fabricación  de  li  moneda  de  plata  se  haga  exrlusivantente  por 
cuenta  del  E'^tado,  y  suprimiendo  así  una  de  l8S.condici3iies  esenciales 
de  los  sistemas  de  doble  patrón  monetario,  modifica  ventajosamente 
el  estado  anterior  délas  cuestiones. 

En  el  que  tienen  en  la  actualidad,  pueden  considerarle  ya  como  re- 
Buellas  las  tres  más  principales,  en  el  sentido  de  que  urje  disponer  la 
aeuñáf  ion  de  la  moneda  de  oro  por  tanto  tiempo  susp^'ndida;  de  que 
es  preciso,  tomados  en  cuenta  lodos  los  datos  y  todds  las  circunsiaD» 
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dap,  decidirse  hoy  en  favor  de  la  ta  11»  decretada  en  Octubre  de  1868* 
y  de  que  conviene  limitarla  fabricación  de  la  moneda  de  plata. 

A^f  lo  ha  creído  unánimemente  la  Junta  consultiva  de  Moneda.  So 
dictamen  ofrece  además  la  ventaja  de  eí^lar  arreglado  estrictamente  ¿ 
la  legislación  en  vigor,  porque,  en  medio  de  las  Víicilaciones  y  de  las 
medidas  contradictorias  posteriores  al  decreto  de  19  de  Octubre  de 
l&ii8,  convenido  en  ley  algunos  meses  después  de  aquella  fecha,  no  fué 
nunca  derogado  en  lo  relativo  á  la  tallti  del  oro,  y  le^pectoá  Us  con- 
diciones de  la  fabricación  de  la  plata  lo  h«i  sido  en  la  forma  debida 
por  la  ley  de  Prosupuesto^  de  21  de  Julio  ultimo.  Tampoco  había  sido 
objeto  de  derogación  el  decreto  de  21  de  Marzo  de  41^71,  que  preOrid 
la  moiieda  de  25  pesetas  á  ía  de  20. 

Fundado  en  estas  razone*,  y  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Minis- 
tros, el  de  Hacienda  tiene  la  honra  de  someter  á  la  aprobación  de 
V.  M.  el  adjunto  proyecto  de 'decreto. 

M&drid  20  de  Agosto  de  1876. 

SEÑOR: 
A.  L.  R.  P.  de  V.  M. 
José  García  BARZARALLAfTA. 

Real  decreto. 

Atendiendo  á  las  razones  expuestas  por  el  Ministro  de  Hacienda» 
de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministios  y  de  conformidad  con  el  dicta- 
men de  la  Junta  corísultiva  de  Muueda, 
Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 

Articulo  1.**  Se  acuñarán  monedas  de  oro.de  25  péselas  de  iralor, 
con  la  ley  de  UOO  milésimas  y  con  el  peso  de  8.064951,  determinado  por 
el  decreto  de  21  de  Marzo  de  1871.  en  proporción  eiarta  con  ei  q'ie  á 
otras  monedas  del  mismo  metal  había  fijado  el  de  19  de  Octubre  dé  IftGS. 

Art.  2.*  El  liobieriio  admitirá  en  la  forma  prescrita  por  el  arU  7.* 
'del  citado  decreto  de  19  de  Ociubie  de  18(i8  las  pastas  de  uro  que  los 
particulares  le  presenten  para  la  acuñación.  Si  no  le  presentaren  eo 
cantidad  suficiente  por  efecto  del  alto  precio  del  oro,  el  Gobierno 
adoptará  las  medidas  oportunas  para  que  la  acuñaciou  de  moneda  de 
este  metal  no  vutWa  á  quedar  suspendida. 

Art.  3.*  El  Gobierno,  cuando  juzgup  que  hay  suflciente  cantidad  de 
moneda  de  oro  eo  circulación,  fijará  Lif^cha  desde  la  que  no  será  obli- 
hatorio  admitir  en  cada  pago  sino  una  suma  de  150  pesetas  en  plata. 

Art.  4.*  Para  la  acuñación  de  la  cantidad  de  moneda  de  plata  que 
se  juzgue  necesaria,  el  Gobierno  admitirá  en  la  Casa  de  Moneda  todas 
las  pastas  de  producción  nacional,  devolvinndo  por  cada  kilogramo  de 
fino,  durante  el  actual  año  económi*  o,  200  pesetas  acunadas.  Si  la  fía- 
la de  producción  nacional  presentada  para  la  acuñación  uo  bastare  á 
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cubrir  la  cantidad  que  estime  nere«aria  el  Gobierno,  podrá  é«te  admi- 
tir las  extranjeras  en  la  misma  forma  y  en  virtud  de  di«po9Íciones  par* 
ticutares  para  c«ida  caso. 

Árt.  5.*    Para  evitar  que  con  el  norab'«  de  nanonales  se  presentetk ' 
platj)«  oxiranj«>ras,  se  observaránT  las  reglas  siguientes: 

I.*  Se  exigirá  á  todo  predurlor  español  que  lleve  su  plata  á  la  Casa 
de  MofieJa  una  d«;claracinn  del  sist(»ma  que  signe;  del  numero  y  clase 
de  aparatos  que  emplea,  del  grado  de  conc«>nlrarion  á  que  levanta  el 
plfmo.y  M  máximum  mmisnal  de  r>lata  que  puede  producir. 

S.*     La  plata  se  presentará  siempre  en  ta  Ca«a  de  Moneda  arompa-, 
nada  de  guias  expedidas  con  las  mi  mas  formalidades  que  en  la  actua- 
lidad. 

S.'  La  Administración  se  podrá  asegurar  de  la  verdad  de  los  hechos 
haciendo  uso  de  lodos  los  c'emás  medios  de  comprobación  que  posee. 

Ái't,  6.*    El  Mtnisterio  de  Hncief>da  determinará  las  demás  condi- 
ciónos  de  la  fabrirarion  de  la  moneda  no  contenidas  en  este  decreto. 
D  ido  en  San  Ildefonso  á  veinte  de  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta 
y  seis. 

ALFONSO. 

F1  MiniMro  tU  Hacienda. 

Josi  Garcja  Barzarallava. 

INFORME 

1»E    lA    Jr5TA   CONSULTIVA   1)E  MONEDA  Á  QUE  SE    REPIEBB   EL  REAL  DECRETO 

4RTERI0R,  T  QUE  VVt  ACORDADO  EN  LA  SKSfON    QUE  CELEBRÓ  DICHA   JUNTA 

IL   día   4  DE    ESTE    MES,    Jl    LA    QUE    ASISTIERON  EL  SEAOR  MINISTRO  DE 

HACIENDA    PRrSIDENTB.  T  LO-  SF.ÑORE^  VOCALES  D.  ALKJ AÑORO  OLIVAN, 

D.    ANTONIO  ECHEN IQ CE,    D  RECTOR    GENERAL    DEL    TESQRO ;  D    JOSÉ 

GONZÁLEZ  RRETO,  D   JUAN  SURrA  T  RULL«  D    FERNANDO  COS  GATON, 

D.  RAMÓN    SERRANO,    SUPERINTENDENTE  DE  LA  CASA  DE  MONEDA 

DE  ESTA  CORTE,  Y  D.  LOPE  GISRERT  ;  SIENDO  ESTE  ÚLTIMO 

PONENTE. 

Eterno.  Sr.  La  atención  de  lodos  !os  Gobiernos. y  de  lodos  los  eco- 
úomiíilas  se  ha  Ojado  hace  tiempo,  pero  más  intensamente  que  nur.'ca 
en  los  momentos  presentes,  sobre  la  gravísima  cueslion  monetaria. 
Desde  tiempo  inmemorial  la  fíjpza  de  valor  que  relativampnte  gozaban 
los  metales  llamad'^s  prpciosos,  el  oro  y  la  plata,  los  habia  hecho  elegir 
como  medida  gereral  y  común. del  re-to  de  los  valores.  Las  pequeñas 
variaci'  ues  que  en  trascurso  de  siglos  sufrieron  aquellos,  como  por 
ejf'mplo,  la  ocasionada  al  descubrirse  las  Américaa,  no  produjeron 
perlurbaciones  graves  en  el  coniprcio,  y  asf,  tanto  la  plata  como  el  oro 
weuian  sin  int^irupcion  desempeñando  su  fuucio.i  de  moueda/sirvien- 
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seta  y  la  doble  peseta;  y  que  por  consiguiente,  el  Gobierno  está  obli- 
gado á  reducir  su  acnñacion  á  un  mimmum,  á  la  cantidad  queon  cáK* 
culo  prudencial  designe  como  necesaria  para  las  transacciones  menores 
en  un  país  como  el  nuestro,  en  que  tan  acostumbrado  se  está  á  la  mo- 
neda pequeña. 

Y  esta  restricción,  que  de  un  modo  tan  absoluto  establécela  Junta  ^ 
como  obligatoria,  no  la  funda  simplemente  en  las  racionales  leyes  eco- 
nómicas de^  los  valores  y  en  la  teoría  de  la  moneda,  sino  en  altos  princi- 
pios de  moral  que  prohiben  á  todo  Gobierno  atribuirse  un  lucro' con  le*- 
sion  conocida  de  un  interés  social  ó  de  un  principio ;  lesión  que  aquí 
enliste,  porque  el  duro  vale  menos  de  lo  que  representa  y  desde  que  una 
moneda  se  halla  en  esta  condición,  causa  un  perjuicio  evidente  al  que  la 
toma,  fiado  en  la  garantía  del  nombre  y  en  la  fe  del  cuño.  No  puede*, 
pues,  en  modo  alguno  el  Gobierno  seguir  autorizando  semejante  mone- 
da copio  moneda-tipo,  como  moneda  de  perfecto  pago,  sino  que  tiene 
el  deber  moral  de  relegarla  al  cuadro  de  tas  monedas  auxili|ires,  y  au- 
torizarla solo  en  este  concepto  sin  engañar  á  nadie;  no  puede  darla 
sino  como  da  la  peseta  y  como  da  la  moneda  de  bronce;  ,y  por  consi- 
guiente, asf  como  antes  no  podia  acuñar  pesetas  s^no  dentro  de  cier- 
tos limites,  asi  también  ahora  no  debe  «cuñar  duros  sino  dentro  délos 
mismos  limites,  es  decir,  hasta  la  cantidad  que  se  crea  necesaria  ea 
unión  con  las  pesetas  para  atender  á  las  transacciones  menores,  que  es 
el  oficio  de  las  monedas  auxiliares. 

Para  calcular  esta  cantidad  la  Junta  no  cree  que  se  debe  tomar  ea^ 
cuenta  la  singular  demanda  de  moneda  de  plata  que  se  ha  sentido  en 
los  últimos  tiempos;  porque  esta  demanda  procedía  ó  de  la  absoluta 
falta  ó  de  la  mayor  carestía  de  la  moneda  de  oro,  que  obligaba  á  la  in- 
dustria y  al  comercio  á  pretender  la  de  plata  para  el  servicio  de  todas 
sus  atenciones  y  que  hacia  convertir  y  guardar  en  la  misma  especie 
todas  las  economías  en  el  interior  de  la  mayor  parte  de  nuestras  pro- 
vincias. 

Tap  luego  como  se  acuñe  oro,  según  la  Junta  tendrá  el  honor  de 
proponer  en  la  segunda  parte  de  este  informe,  el  oro  irá  sustituyendo 
á  la  plata  en  los  pagos  de  alguna  cuantía,  é  irá  además  á  desalojar  de 
sus  escondrijos  á  la  plata  guardada,  obligándola  á  salir  á  la  plaza  y  á 
esparcirse  i  or  la  circulación. 

Por  esta  causa  clarísima  opina  la  Junta  que  habiendo  exigido  las 
necesidades  de  la  circuladon  total  desde  4868  hasta  el  presente  1-30^ 
millones  de  reales,  es  decir,  anos  200  millones  de  reales  al  año,  podrá 
bastar  largamente  para  las  necesidades  menores  del  tráfico  una  suma- 
igual  á  la  cuarta  ó  á  lo  más  á  la  tercera  parte  de  aquella;  es  decir, 
unos  50  ó  60  millones  de  reales,  siempre  que  se  atienda  á  las  grandes 
operaciones  del  comercio  con  abundante  producción  de  moneda  de  oro«' 


—  419  — 

GoD  esto  llegamos  ya  al  puoto  coocreto  de  la  consulta:  á  discurrir 
eoál  es  el  medio  que  el  Gobierno  deberá  adoptar  para  adquirir  la  can- 
tidad de  pastas  que  requiere  la  acuñación  de  la  suma  que  se  propone. 

La  Junta  solo  cree  que  hay  dos  sistemas  esencialmente  diversos:  el 
QDO  es  fijar  un  precio  como  impropiamente  se  dice  y  recibir  por  ellas 
pastas  que  se  presenten  en  periodos  marcados  de  antemano,  y  el  otro 
el  de  abrir  subastas  parciales»  ó  hacer  una  total,  tomando  las  pastas 
■que  más  baratas  se  ofrezcan. 

Este  segundo  sistema  parecía  el  m¿s  beneficioso  al  Estado,  y  desde 
loego  la  Junta  se  habria  decidido  por  él,  si  consideraciones  de  otro  dr* 
den  diverso,  pero  altamente  atendibles  no  la  hubieran  obligado  á  de- 
cidirse por  el  contrario. 

En  efecto  y  ante  todas  cosas»  aquí  no  se  trata  de  un  suministro  so- 
metido á  las  leyes  generales  de  contratación  por  cuenta  del  Estado, 
como  cuando  se  trata.de  la  hoja  Virginia  ó  Habana,  necesarias  para  la 
alimentación  de  la  industria  monopolio  de  la  renta  del  tabaco;  y  asi  es 
que  mientras  hay  en  el  presupuesto  crédito  para  la  compra  de  aquellas 
primeras  materias,  á  nadie  se  le  ha  ocurrido  ponerle  para  la  compra 
de  plata. 

Y  es  que  la  plata  no  necesita  ^  comprarse  para  la  acuñación:  lo  que 
en  los  tiempos  normales  y  con  arreglo  á  la  ley  hace  el  Gobierno  es  re- 
ct6trla  pasta  y  acuñarla,  devolviendo  al  dueño  todas  las  monedas  que 
resultan  de  cada  kilogramo  de  fino,  con  arreglo  á  la  talla  establecida: 
y  en  circunstancias  anormales,  coooo  las  presentes,  cuando  el  Gobierno 
por  causas  poderosísimas  absorbe  el  privilegio  de  la  acuñación  y  sus* 
pende  la  ley  ó  la  deroga,  tampoco  necesita  comprar  las  pastas,  sino 
que  también  las  recibe  y  las  acuña  como  antes ;  pero  en  lugar  de 
devolver  al  presentador  todas  las  monedas  resultantes,  le  devuel- 
ve solamente  las  que  debe  devolverle  atendido  el  precio  déla  bar- 
ra en  el  mercado,  y  se  queda  con  el  resto  como  un  lucro  accidental 
nacido  de  hechos  inevitables  y  solo  justificado  por  las  circunstancias, 
según  queda  explicado  al  comenzar  de  este  informe.  De  modo  que,  aun 
cuando  no  hubiera  otro  orden  de  consideraciones,  por  solo  aquel  espe- 
cial carácter  del  hecho  de  la  acuñación,  no  debería  el  Gobierno  recur- 
rir á  la  subasta,  como  no  han  recurrido  ni  Bélgica  ni  Italia  al  encon- 
trarse en^  circunstancias  análogas  á  las  nuestras.  \ 

Pero  hay  además  el  otro  orden  de  consideraciones  á  que  antes  nos 
referíamos  y  de  que  ya  pasamos  á  ocuparnos. 

Tiene  España  una  gran  industria  minera,  la  cual,  como  uno  de  sos 
ramos,  produce  una  cantidad  de  plata  no  muy  grande  ciertamente,  pere 
que  contribuye  mucho  al  sostenimiento  de  aquella,  porque  repartién- 
dose en  pequeñas  proporciones  sobre  casi  todo  el  plomo  que  se  produ- 
ce, y  obteniéndose  con  el  mismo  trabajo  que  éste  se  obtiene,  viene  á 
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dar  al  producto  general  da  la  tnineria  ud  aumento  de  valor  que  facilita 
el  beneñcto  de  machos  minerales  que  de  otro  modo  habrían  de  des- 
•echarse. 

Además  la  plata  es  un  articulo  que,  cuando  llega  á  cierta  cantidad, 
no  tiene  más  que  una  salida,  que  es  la  acuñación;  y  por  esta  causa 
siempre  la  .Gasa  de  la  Moneda  ha  recibido  la  plata  nacional  y  la  ha  acu* 
nado  con  arreglo  á  la  ley,  entregando  al  dueño  su  total  producto. 

Ahora  bien:,  si  éi  Gobierno  por  circunstancias  especiales  monopoli- 
za la  acuñación,  priva  á  aquel  metal  de  su  única  aplicación  dentro  de 
España  y  obliga  á  los  productores  ó  á  dejar  de  producir,  con  detrimento 
del  trabajo  y  de  ,1a  riqueza  pública,  ó  á  exportar  su  producto  á  merca- 
dos extranjeros, en  donde  ha  de  hallar  invencibles  competencias. 

Ni  una  ni  otra  cosa  puede  hacer  el  Gobierno  de  un  pais  que  toda- 
vía protege  todas  las  industrias  naturales  y  muchísimas  que  no  lo  son 
y  que  por  lo  tanto  no  puede  tener  dos  medidas;  una  absolutamente  li- 
bre-cambista para  la  industria  de  la  plata  y  otra  proteccionista  para 
todas  las  demás  industrias. 

En  este  supuesto,  pues,  debe  el  Gobierno,  dispensando  á  la  industria 
de  que  nos  ocupamos  en  este  instante  la  misma  gracia  que  ú  las  de^ 
más,  protegerla  ante  su  propio  monopolio,  ante  el  monopolio  que  se 
arroga  por  la  necesidad,  dándole  á  ella  la  preferencia  y  solo  la  prefe- 
rencia sobre  la  plata  extranjera. 

Para  ésto  basta  que  el  Gobierno  establezca,  un  tipo  que  estime  razo- 
uable,  como  descuento  que  ya  á  hacer  á  todo  productor  nacional  que 
presente  su  plata  á  la  acuñación:  basta  que  diga  que  en  lugar  de  en* 
tregarle  todas  las  monedas  que  produce  cada  kilogramo  de  fiáosle  en- 
tregará solo  tantas,  reservándose  el  resto  como  beneficio  para  el  Teso- 
ro. Y  basta  que  el  Gobierno  tome  las  precauciones  necesarias  para  ase- 
gurarse de  que  á  la  sombra  de  esta  preferencia  no  se  deslizan  platas  ex- 
tranjeras, dejando  á  éstas  el  poder  acudir  cuando  las  nacionales  no  al- 
cancen á  cubrir  las  sumas  que  se  crean  necesarias. 

El  procedimiento  no  puede  ser  más  sencillo,  ni  más  racional,  ni 
más  patriótico:  el  Estado,  justificado  por  las  circunstancias,  monopoli- 
za la  acuñación,  se  atribuye  el  lucro  que  de  ella  nace;  pero  no  extre- 
ma su  monopolio,  ni  exagera  su  lucro  á  expensas  de  una  industria  que 
no  tiene  más  vida  que  |a  que  Se  dá  la  operación  antes  libre  y  hoy  mo- 
nopolizada, á  cuyo  estimulo  se  desarrolló  y  de  que  ahora  de  repente  se 
le  priva  por  el  monopolio. 

Y  como  la  industria  necesita  cierta  seguridad  para  hacer  sus  previ- 
siones y  sus  cálculos  de  producción,  es  necesario  que  lo  que  se  llama , 
aunque  no  lo  sea,  precio  de  la  plata  en  la  Casa  de  la  Moneda,  se  esta- 
blezca para  un  período  de  tiempo  prudencial,  pero  bastante  á  aquel 
fin;  bien  así  como  los  tipos  de  los  derechos  del  Arancel  de  Aduanas, 
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qae  constitoyea  la  proieccioD  de  las  demás  industrias,  se  establecen 
por  ana  ley  permanente. 

Gomo  consecuencias  de  todo  lo  expuesto,  y  como  conte9tacioa  con- 
creta á  la  primara  pregunta  del  Gobierno,  la  Junta  tiene  el  honor  de 
proponer  á  V.  E.  las  siguientes  conclusiones: 

1.*  Que  el  art.  3.*  adicional  de  la  ley  de  Presupuestos  para  el  año 
económico  corriente,  al  ordenar  que  durante  este  ejercicio  la  moneda 
de  plata  se  acuñara  solamente  por  cuenta  del  Gobierno^  ba  declarado 
de  un  modo  implícito^  pero  sin  embargo  decisivo,  que  el  duro  de  plata 
ba  descendido  á  la  categoría  secundaria  de  moneda  auxiliar. 

2.*  <}ae  en  este  supuesto,  el  Gobierno  no  puede  en  modo  alguno 
acuñar  cantidades  ilimitadas  de  aquella  moneda,  ni  alimentar  con  ella 
toda  la  circulación;  sino  que  debe  estrictamente  reducirse  á  acuñar  la 
cantidad  que  juzgue  necesaria  para  atender  al  tráfico  pequeño. 

3.*  Que  descendiendo  el  duro  á  la  categoría  de  moneda  auxiliar,  su 
admisión  en  pago  no  puede  ser  obligatoria  sino  hasta  una  cantidad  que 
fijará  prudencial  meo  te  el  Gobierno  y  que  puede  ser  la  de  i  50  pesetas. 
.  4/  Que  á  la  circulación  general  monetaria  ha  de  atenderse  por 
medio  del  oro,  debiendo  al-efecto  el  Gobierno  establecer  inmediata- 
mente su  acuñación. 

5.*    Que  para  la  acuñación  de  la  cantidad  de  moneda  de  plata  que  se 
juzgue  necesaria^  el  Gobierno  admitirá  en  la  Gasa  de  la  Moneda  todas 
las  pastas  de  producción  nacional,  estableciendo  previamente  que  por. 
cada  kilogramo  de  fino  que  se  le  entregue  devolverá  durante  el  año 
económico  corriente  200  pesetas  de  moneda  acuñada. 

6/  Que  si  la  plata  de  producción  nacional  no  basta  á  cubrir  la  can* 
tidad  que  estime  necesaria  el  Gobierno,  podrá  éste  admitir  las  extran- 
jeras en  la  misma  forma  y  en  virtud  de  disposiciones  particulares  para 
cada  caso. 

7.'  Que  para  evitar  que  bajo  el  nombre  de  nacionales  se  presenten 
platas  extranjeras,  9e  adopten  las  tres  precauciones  siguientes:  Primera: 
exigir  á  todo  productor  español  que  quiera  llevar  su  plata  á  la  Casa  de 
la  Moneda  una  declaración  del  sistema  que  sigue,  del  número  y  clase 
de  aparatos  que  emplea,  del  grado  de  concentración  á  que  levanta  el 
plomo  y  del  máximum  mensual  de  plata  que  puede  producir.  Segunda: 
que  la  plata  se  presente  siempre  en  la  Gasa  de  la  Moneda,  acompañada 
de  guias  expedidas  con  las  mismas  formalidades  que  en  la  actualidad. 
Y  tercera:  que  la  Administración,  para  asegurarse  de  la  verdad  de  los 
hechos,  pueda  emplear  todos  los  medios  de  comprobación  que  posee. 
Evacuada  de  esta  manera  la  primera  parte  de  su  encargo,  procede 
la  Junta  á  desempeñar  la  segunda,  que  es  la  relativa  á  la  acuñación  de 
la  moneda  de  oro. 

La  Real  orden  de  24  del  pasado  Julio  ordena  á  la  Jauta  informar 
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coQ  urgencia  acerca  de  ia  talla  de  (a  moneda  de  este  metal  y  de  laa 
clases  de  ella  qae  deben  acunarse. 

Asunto  es  este  discutido  y  analizMo  por  la  Junta  en  anteriores  oca- 
siones, y  principalmente  con  motivo  del  informe  que  emitió  en  5  de 
Febrero  de  4868,  y  que,  confirmado  por  el  del  Consejo  de  Estado  eo 
pleno  en  20  de  Mayo  del  mismo  ano,  sirvió  de  base  para  la  reforma 
monetaria  decretada  en  49  de  Octubre  siguiente. 

Recomendaron  entonces  la  Junta  y  el  Consejo  de  Estado,  y  asi  lo 
acordó  el  Gobierno,  acuñar  monedas  de  oro  con  arreglo  al  art.  2/  del 
Convenio  monetario  celebrado  á  24  de  Diciembre  de  4865  entre  Fran* 
cía,  Bélgica,  Italia  y  Suiza.  Esta  es  la  ley  vigente,  y  ia  Junta  por  lo 
tanto  debe  hoy  limitarse  á  examinar  si  el  tiempo  trascurrido  ha  traido 
A  la  cuestión  condiciones  nuevas  que  aconsejen  alguna  modificación  i 
la  legalidad  existente.  Desde  la  primera  Exposición  universal  de  4851 
habia  cundido  entre  los  hombre's  de  ciencia  en  las  naciones  cultas  un 
tívo  deseo  de  marchar  hacia  la  unificación  de  pesos,  medidas  y  mone- 
das, deseo  que  al  tiempo  de  la  Exposición  universal  de  París  de  4867 
produjo  las  Conferencias  internacionales  celebradas  en  aquella  capital» 
y  dio  lugar  al  linánim^acuerdo  de  que  debía  adoptarse  un  sistema  mo- 
netario universal,  basado  sobre  el  patrón  único  de  oro,  y  cayas  mone- 
das estuvieran  todas  en  relación  con  la  de  oro  de  5  francos  del  sistema 
francés. 

Nuestra  situación  monetaria  por  entonces  era,  como  lo  viehe  siendo 
desde  hace  mucho  tiempo,  la  más  irregular  imaginable.  Regía  á  la  sa- 
zón el  sistema  creado  por  la  ley  de  4864:  nuestra  moneda  principal  era 
el  centén  de  oro;  pero  no  habiéndose  llevado  á  cabo,  á  pesar. de  ha« 
berse  dispuesto*  la  refundición  general  de  toda  la  moneda  preexisten- 
te, circulaban  á  la  par  con  las  del  nuevo  sistema  las  monedas  de  cuan- 
tos sistemas  le  hablan  precedido  desde  el  principio  del  siglo. 

Creyó,  pues,  laiunta  que  cuando  todas  las  naciones  de  origen  lati- 
no adoptaban  el  sistema  monetario  del  Convenio  de  4865,  y  cuando 
Austria  en  su  moneda  de  oróse  acomodaba  también  al  mismo  estable- 
ciendo la  de  8  florines,  equivalente  á  20  francos,  debia  España,  que  se 
encontraba  en  peor  estado  que  cualquiera  otra,  hacer  un  esfuerzo  para 
terminar  de  una  vez  su  confusión  monetaria  y  asentar  sü  sistema  sobre 
las  bases  económicas  admitidas  por  sus  convecinas. 
'  La  moneda  de  oro  del  sistema  de  la  Convención  de  4865  debia  ta- 
llarse á  razón  de  3.444*44  pesetas  por  kilogramo  de  fino,  ó  sean 
43.777*77  rs.,  con  arreglo  á  la  ecuación  de  5  pesetas=20  rs.  estableci- 
da en  el  decreto  de  23  de  Marzo  de  4869;  y  como  la  talla  de  4864  pro- 
ducía solo  43.248  rs.,  resultaba  á  primera  vista  una  rebaja  de  fino  de 
529*77  rs.  por  kilogramo,  ó  sea  3*99  por  400. 

Esta  rebaja,  sin  embargo,  solo  existía  con  relación  á  los  centenes 


•^  Í864;  pues  coo  relación  á  la  masa  general  de  la  moneda  oircalanie 
«quella  rebaja  se  redada  solamente  á  2*7Ípor  100,  porque  muchos  ex- 
perimentos hechos  en  los  años  í867y  Í868  habían  demostcado  qae  el 
término  medio  del  valor  de  la  moneda  antigua  circulante  era  de 
I5.4í3'34  rs.  por  kilogramo  de  fino,  ó  sea  564*46  rs.  menos  del  corres- 
.poodieote  á  la.  talla  de  la  convención  latina. 

Además  se  esperaba  que  el  privilegio  de  la  circulación  internado- 
ual,  que  naturalmente  debía  alcanzar  la  moneda  acuñada  en  la  forma 
que  se  proponía,  produciría  un  ahorro  de  K  por  100,  evitando  los 
gastos  y  la  pérdida  de  la  exportación  y  de  la  reacuñación  en'el  extran* 
jero;  por  consiguiente,  la  vecdadera  diferencia  entre  la  nueva  moneda 
y  el  término  medio  de  las  antiguas  quedaba  entonces  reducida  á  2*22 
^prlOO. 

Tales  fueron ,  expuestas  sumariamente,  las  razones  que  la  Junta 
adujo  eu  su  citado  ínformei  y  al  emitirle  ahora  de  nuevo,  puede  ase* 
gurar  que  el  tiempo  desde  entonces  trascurrido  ha  venido  á  confirmar 
las  ventajas  y  ha  reducido  los  inconvenientes  que  á  la  sazón  se  pro* 
veían. 

Porque  la  cuestión  capital  consiste  en  hacer  una  moneda  de  oro 
que  satisfaga  á  dos  condiciones,  esencial  la  una,  iroportantisima  la  otra. 
La  primera  es  la  de  que  su  valor  intrínseco  sea  el  más  aproximado  po- 
eible  á  su  valor  legal:  la  segunda  es  la  de  que  pueda  ser  admitida  en  el 
cambio  interoacíonal,  como  lo  es  la  libra  esterlina,  como  loes  nuestra 
jKitigua  onza  de  oro,  como  lo  qs  la  actual  pieza  francesa  de  20  francos; 
é  de  que  á  lo  menos,  si  el  comercio  no  la  admite,  no  la  desprecie  en 
términos  que  por  causa  de  ella  se  resientan  nuestros  cambio»  en  el  ex- 
tranjero. 

Ahora  bien:  habiendo  subido  el  precio  del  oro  desde  i8G4,  ya  por 
la  disminución  de  su  producción,  que  se  ha  redupído  en  17  por  100  en 
el  espacio  de  18  años,  ya  también  por  su  mayor  demanda  en  el  merca- 
do á  consecuencia  d-^  haberb  adoptado  Alemania  y  alguna  otra  nación 
como  patrón  único  monetario,  seria  de  todo  punto  imposible  acuñar 
hoy  monedas  á  la  talla  de  la  ley  de  aquel  año  sin  sufrir  una  pérdida  de 
más  de  Z%  por  100. 

En  efecto,  la  onza  standard  de  oro,  que  tiene  916  2|3  por  100  de  fino, 
y  que  pesa  3140  gramos,  cuesta  hoy  en  Londres  77  chelines  0^  pe« 
ñiques:  lo  cual  hace  para  el  kilogramo  de  fino  en  Londres  1S6  libras^ 
li  chelines  y  2  dineros  esterlines,  que  al  cambio  de  48  dineros  esterli- 
nes  por  20  rs.  á  corto  equivalen  á  15,643  rs. 

A  ésto  hay  qae  añadir  la  comisión  y  los  demás  gastos  basta  poner 
la  barra  en  la  Casa  de  la  Moneda;  gastos  que,  graduados  á  %  por  100 
elevarían  el  precio  del  kilogramo  de  oro  fino  á  13.735  rs. 

Y  como  el  kilogramo  de  fleo  acuñado  en  centenes  de  1864  bqIo  pro- 
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duca  15.248  rs.,  habría  una  pérdida  efectiva  de  487  rs.  en  cada  kilogra- 
mo, es  diecir,  3*53  por  iOO,  que  es  lo  que  arriba  indicamos. 

Además,  esta  pérdida  en  la  acuñaciou  se  traduce  en  ganancia  para 
la  expor^aciorí  y  la  reacuñación;  de  manera  que  si  el  Gobierno  acor- 
dara acuñar  á  aquella  talla,  él  perderia  3*53  por  lOü  en  cada  acuñación 
y  la  especulación  se  apoderaria  déla  moneda  para  refundirla  y  vender- 
le después  las  barras  con  3  por  100  'dQ  ganancia,  suponiendo  0'53  de 
gastos  en  la  operación,  (^e  donde  resultaría  que  el  Gobierno  sufriría  la 
pérdida  y  sin  embargo  no  conseguirla  subvenir  ala  circulación,  como 
ya  aconteció  en  Francia  en  1858. 

No  hay,  pues,  más  remedio  que  reducir  la  talla  en  la  proporción 
necesaria  á  evitar  aquella  pérdida,  y  esto  se  puede  hacer  adoptando  la 
déla  Convención  de  1865,  que  es  la  del  decreto-ley  de  19  de  Octubre 
de  1868.  Según  éste,  y  conforme  antes  hemos  dicho,  el  oro  ha  de  ta- 
llarse en  la  proporción  de  13.777'77  rs.  por  kilogramo  de  fino,  y  como 
este  kilogramo  cuesta  13.735  rs. ,  queda  la  pequeña  diferencia  de 
42*77  rs.  á  favor  de  la  acuñación,  diferencia  tan  exigua  que  no  ha  de 
tentar  ciertamente  á  los  especuladores  y  que  probablemente  obligará 
al  Gobierno  á  discurrir  un  medio  de  surtirse  de  pastas,  si  quiere,  como 
debe,  proveer  de  moneda  de  oro  á  nuestra  necesitada  circulación. 

Y  hemos  computado  los  gasios  de  la  compra  y  traída  de  la  pasta 
de  oro  á  solo  %  por  100:  en  los  cuales  no  hemos  incluido  nada  por  in- 
terés del  dinero  invertido  en  la  operación;  y  hemos  calculado  el  cam- 
bio á  eoi:to  á  48  dineros,  que  es  descontar  á  3  por  100  el  papel  á  lar- 
go: por  consiguiente,  apoco  que  estas  condiciones  no  sean  tan  favora- 
bles, con  solo  que  los  gastos  se  eleven  á  1  por  100,  el  kilogramo  de 
fino  de  oro  puesto  en  Madrid  costará  13.779  rs.,  y  entonces  habrá  ya. 
una  pérdida  de  2  rs.  en  kilogramo. 

Bien  sabe  la  Junta  que  las  cunsideracíones  que  acaba  de  hacer,  y 
en  las  cuales  funda  sn  consulta,. Sun  de  un  orden  hasta  cierto  punto* 
secundario,  puesto  que  al  tratar  de  la  base  de  un  sistema  de  monedas, 
la  razón  habia  de  buscarse  en  una  consideración  abstracta,  eminente- 
mente científica,  y  no  en  un  cálculo  comercial,  por  más  que  este 
cálculo  sea  muy  verdadero  y  muy  práctico. 

Bien  sabe  la  Junta  que  si  se  tratara  de  resolver  la  cuestión  íntegra- 
mente y  sin  enlace  alguno  con  lo  es^blecido  y  con  lo  existente,  debe- 
ría estudiar  una  moneda  cuyo  peso  enlazara  en  algún  modo  con  el  sis- 
tema decimal  de  pesas  y  medidas,  según  se  hizo  en  Francia  al  estable- 
cer el  franco  de  plata  como  unidad  típica,  con  el  peso  de  5  gramos. 

Pero  la  Junta  sabe  también  que  en  los  momentos  actuales,  cuando- 
se  está  operando  una  trasformacion  en  la  cuestión  monetaria;  cuandcT 
la  relación  entre  los  dos  metales-monedas  se  ha  alterado  tanto  que  no* 
t>arece  probable  vuelva  á  su  prístina  proporción,  do  pudiendo  sin  em-^  \ 


^^ 
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bargo  asegurarse  eo  qoé  punto  de  la  escala  llegará  á  fijarse,  ó  si  por  el 
contrario»  subsistiendo  las  causas  de  la  oscilación,  vendrá  á  ser  ésta  el 
eeiado  permanente  y  normal;  cuando  las  naciones  todas  bimetalistas  se 
quedan  en  suspenso  ante  el  fenómeno  económico  que  á  todas  ba  sor- 
prendido; cuando  todo  esto  acontece,  no  es  ciertamente  el  momento 
de  lanzarse  á  novedades  ni  de  inventar  ingeniosos  sistemas,  sino  de 
descender  al  cálculo  práctico,  acudir  á  lo  conocido,  imitar  modesta- 
mente lo  por  otros  practicado,  y  esperar,  asi  como  tedos,  el  desenlace 
déla  crisis,  que  pasará  dejándonos  una  enseñanza  y  dando  probable* 
mente  ocasión  á  un  progreso  que  no  podemos  determinar  en  este  ins- 
tante. 

Debemos,  pues,  acuñar  la  moneda  de  oro  que  estableció  el  decreto- 
ley  de  1*9  de  Octubre  de  4868,  en  la  cual  se  verifica  el  becho  práctico, 
hoy  esencialmente  necesario,  de  aproximarse  lo  más  posible  su  valor 
intrínseco  á  su  valor  legal. 

.  Pero  hemos  dicho  que  la  moneda  que  se  acuñe  ba  de  poseer,  ade- 
más de  la  condición  esencial  que  acabamos  de  explicar,  la  condición 
importantísima  de  poder  ser  aceptada  en  los  países  extrasjeros,  ó  la  de 
que  á  lo  menos,  si  no  logra  ser  admitida,  no  influya  desfavorablemen- 
te en  nuestros  combios  exteriores. 

Para  este  propósito  poco  importa,  á  juicio  de  la  mayoría  de  la  Jun- 
ta, el  número  de  unidades  que  represente  cada  pieza:  la  libra  esterlina 
no  enlaza  con  las  piezas  de  2Ü  francos  francesa  ó  belga ,  y  menos  con 
la  moneda  neerlandesa,  y  sin  embargo  en  París,  en  Bruselas  y  en  La 
Haya  se  toma  como  moneda  corriente  la  esterlina  á  un  cambio  de  an-^ 
temano  reconocido  y  aceptado. 

No  habiendo  entrado  España  en  la  Convención  de  1865,  no  puede 
ser  aceptada  oficialmente  su  moneda  de  oro  en  las  naciones  conveni- 
das, aunque  la  acuñe  en  todo  igual  á  la  de  ellas:  la  aceptación  ha  de 
ser  voluntaria  en  aquellas  naciones,  lo  mismo  que  las  no  convenidas; 
y  para  conquistar  la  aceptación  voluntaria  lo  necesario  es  lo  que  antes 
hemos  dicho:  no  que  la  moneda  típica  de  oro  equivalga  á  tantas  ó  cuan- 
tas unidades  monetarias  de  cuenta,  sino '  que  valga  lo  que  dice  y  que 
esté  hecha  fielmente,  de  modo  que  el  comercio  al  tomarla  tenga  la  se* 
guridad  perfecta  de  que  recibe  lo  que  cuenta  recibir  y  no  menos. 

Claro  es  que  la  moneda  que  la  Junta  propone  tiene  la  cualidad  de 
valer  lo  que  dice  que  vale,  según  se  ha  demostrado  antes;  por  consi- 
guiente, bajo  este  punto  de  vista  la  moneda  que  se  acuñe  podrá  ser 
aceptada  voluntariamente  por  los  extranjeros;  y  clarees  que  el  Gobier- 
no para  dar  crédito  á  la  nueva  moneda  puede  tomar  sus  precauciones 
y  llevar  la  acuñación  al  grado  de  perfección  que  permiten  los  adelan- 
tos modernos. 

Y  por  lo  tanto,  debemos  razonablemente  confiar  que  si  acepta  V.  E. 
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]a  propuesta  de  la  Juota,  y  si  despaes  con  su  reconocido  celo  hace 
V.  fi.  que  la  acunacioo  sea  perfecta,  la  nueva  moneda  de  oro  española- 
podrá  al  poco  tiempo  ser  admitida  con  crédito  en  las  Daciones  circun- 
vecinas. 

Esto  supuesto,  pocas  palabras  necesitará  añadir  la  Junta  para  pro- 
ponerá  qué  odmero  de  uuidadesde  cuenta  monetaria  deberá  tallársela 
moneda  de  oro.  Dos  opiniones  se  han  manifestado  sobre  este  punto  en 
las  discusiones  celebradas:  la  una,  sostenida  por  un  solo  individuo, 
muy  respetable  por  su  especial  competencia,  ha  sido  la  de  acuñar  pie- 
zas de  á  20  pesetas;  la  otra,  aceptada  per  el  resto  de  los  Vocales  presen- 
tes, ha  sido  la  de  acuñar  piezas  de  25  pesetas. 

Para  sostener  la  opinión  primera  se  aduce  la  conveniencia  de  poner- 
nos en  completa  consonancia  con  las  naciones  cuyo  sistema  efectiva- 
mente adoptamos,  contando  con  que  de  este  modo  nuestra  moneda  de 
oro  será  facilísimamente  aceptada  en  el  cambio  internacional,  mez* 
dándose  insensible  y  naturalmente  con  las  de  las  naciones  convenidas. 

Se  dice  también  que  si  labramos  la  moneda  de  20  pesetas  equivalen- 
te á  la  de  20  francos,  podremos  hacer  tratados  especiales  para  su  ad- 
misión, no  solo  conv  Francia  y  con  tas  demás  naciones  de  la  Conven- 
ción, sino  también  con  Austria^  que  ha  sacrificado  la  comodidad  de  la 
cuenta  interior  á  la  facilidad  de  la  admisión  exterior,  puesto  que  para 
ajustarse  á  los  20  francos  ha  hecho  su  moneda  de  8  florines,  número 
verdaderamente  incómodo,  porque  no  siendo  8  submúltiplo  de  100  no 
puede  dar  el  100,  base  general  de  toda  cuenta,  con  un  número  exacto 
de  piezas. 

Últimamente  seañad^  que  si  batimos  la  moneda  á  otro  número  de 
unidades,  nos  va  á  suceder  lo  que  nos  ha  sucedido  al  construir  los 
ferro-carriles  por  haber  dadoá  nuestras  vias  una  anchura  diversa  déla 
que  tienen  las  de  Francia,  y  es  que  nuestras  mercancfias  sufren  tras  - 
bordo  en  la  frontera,  mientras  de  Francia  á  Bélgica,  de  Bélgica  á  Ho- 
landa, de  Holanda  á  Alemania,. la  mercancía,  una  vez  embarcada,  cor- 
re delinea  en  línea  sin  trasbordo  alguno. 

Para  sostener  la  segunda  opinión  la  mayoría  de  la  Junta  apela  ala 
comodidad  de  la  cuenta  y  al  hábito  inveterado  de  los  españoles  de  con- 
tar por  cientos  de  reates,  prestándose  la  moneda  de  25  pesetas  tanto  á 
aquella  costumbre,  que  nadie  desarraigará  de  nuestras  gentes,  al  me- 
nos en  muchos  y  muchos  años,  cuanto  á  la  cuenta  legal  por  pesetas 
puesto  que  cada  cuatro  monedas  hacen  100  pesetas,  pudiéndose  formar 
con  ellas  fácilmente  todos  los  múltiplos  de  las  grandes  cuentas  y  de 
los  grandes  pagos  por  uno  y  por  otro  sistema;  al  paso  que  la  moneda 
de  20  pesetas  no  da  el  múltiplo,  tan  común  en  España,  de  1.000  rs., 
sino  por  medio  de  12  piezas  y  media.  Dice  también  la  Junta  que  ea 
rigor  científico  la  unificación  monetaria  no  consiste  en  el  número  da 
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unidades  á  qae  una  pieza  equivale,  sino  en  que  el  valor  de  la  unidad 
sea  el  mismo;  de  modo  que  el  que  reciba  una  moneda  de  tantas  6 
dB  cuantas  unidades  esté  seguro  de  recibir  lo  mismo  que  si  en  otras 
monedas  recibe  el  mismo  número  de  unidades.  Asf  un  francés  ó  un  bel* 
ga  para  recibir  i.OOO  francos,  tanto  admite  50  monedas  de  á  20  francos 
como  iOO  monedas  de  á  iO  y  lo  mismo  admitiría  40  de  á  $5  si  en  su 
país  Fas  hubiera.  Lo  que  él  necesita  es  recibir  en  realidad  1.000  fran» 
eos,  en  piezas  de  oro  que  los  valgan:  todo  lo  demás  le  importa  poco. 

Por  consiguiente,  6  nuestra  unidad  monetaria,  la  peseta,  vale  ver- 
daderameote  lo  mismo  que  el  franco  y  la  lira,  6  no  lo  vale.  Si  ya  nues- 
tra peseta  vale  lo  mismo  que  el  franco,  la  uniGcacion  monetaria  con 
Francia  y  sus  aliadas  y  aun  con  Austria  existe  de  hecho;  y  en  este  caso 
nuestra  moneda  de  oro,  cualquiera  que  sea  el  námero  de  pesetas=fran* 
cos=liras=semiflorines  á  que  equivalga,  será  aceptada  si  merece  ser- 
lo por  sus  demás  condiciones;  pues  como  antes  hemos  dicho,  el  fran- 
cés, el  italiano,  el  austríaco,  que  hayan  de  recibir  Í.OOO  pesetas  equi- 
valentes  exactamente á  4.000  francos,  4.000  liras  ó  4.000  medios  flori- 
nes, lo  mismo  recibirla  50  monedas  de  á  iO  unidades  que  40  de  á  25, 
si  unas  y  otras  son  buenas  y  merecen  su  completa  confianza. 

No  cree,  pues,  la  Junta  en  su  casi  unanimidad  que  aconsejando  al 
Gobierno  la  acuñación  déla  pieza  de  25  pesetas  perjudique  á  esa  ten- 
dencia hacia  la  unificación  monetaria,  que,  una  vez  aparecida  en  las 
sociedades  europeas,  ha  de  hacer  su  camino,  como  todas  las  grandes 
ideas,  brillando  unas  veces  y  avanzando  rápida,  eclipsándose  otras  y 
suspendiéndose  un  tanto;  pero  nunca  pereciendo  por  más  que  se  le 
opongan,  como  se  oiponen  á  otras  unificaciones,  coya  utilidad  y  posi- 
bilidad nadie  se  atreve  á  negar,  pequeñas  pasiones,  pequeñas  vanida- 
des ó  miras  políticas  é  inveteradas  costumbres. 

!.a  moneda  era  local  y  hasta  familiar  en  algún  tiempo;  fué  provin- 
cial después;  es  hoy  nacional:  se  trata  de  hacerla  europea;  alguna  vez 
llegará  á  ser  universal,  como  el  insigne  Wolowskí  dijo  al  cerrar  las 
Conferencias  de  4867. 

España  por  su  parte  dio  el  gran  paso,  podríamos  decir  el  salto,  ha- 
cia la  unificación  con  las  naciones  latinas,  el  dia  que  mandó  tallar  It 
peseta  á  5  gramos  de  peso,  igualándola  al  franco  y  á  la  lira,  trasfor- 
macion  entonces  violenta,  y  que  sin  embargo  no  ha  producido  pertur- 
bación sensible,  puesto  que  nadie  ha  acudido  para  saldar  cuentas  an- 
teriores á  las  tablas  de  equivalencia  que  se  publicaron ,  y  puesto  que 
el  Banco  mismo  de  España  ha  hecho'  la^traduccion  de  toda  su  contabi- 
lidad desde  el  antiguo  escudo  á  la  moderna  peseta-franco,  á  tanto  por 
tanto  sin  abono  de  diferencia  alguna,  lo  mismo  que  en  mayor  escala 
habia  hecho  el  Estado  en  su  presupuesto;  y  por  consiguiente  en  su 
«uenta  de  rentas  y  de  gastos  p\^blicos,  y  lo  mismo  que  en  la  colocación 


de  los  Duevos  billetes  hipotecarios,  acaba  de  hacer  el  Gobierno,  com- 
putándolos para  el  extraojeroá  razop  de  fraacp por  peseta. 

Está,  pues»  establecida  por  la  ley  y  admitida  por  la  práctica  y  sao» 
donada  por  actos  importabtísimos  la  unidad  ononetaria  peseta,  que 
nos  pone  en  consonancia  con  las  naciones  de  la  convención  latina. 
Por  coosignieate,  para  poder  aprovechar  las  ventajas  que  esta  asimi- 
lación puede  proporcionarnos,  lo  que  necesitamos  es  acuñar  moneda 
de  oro  con  sujeción  al  mismo  sistema,  y  acuñarla  de  modo  que  inspire 
confianza.  Si  asi  lo  hacemos,  podremos  verla  admitida  en  el  extranje- 
ro, bien  por  la  simple  voluntad  de  los  negociantes,  bien  por  acuerdos 
con  los  Gobiernos,  sin  que  ni  á  una  ni  á  la  otra  forma  pueda  servir  de 
obstáculo  el  número  de  unidades  á  que  cada  pieza  equivalga. 

Gomo  deducción  de  todo  lo  expuesto  en  esta  segunda  parte  de  su 
informe,  la  Janta  tiene  el  honor  de  proponer  á  V.  E.  las  siguientes, 
conclusión  esc 

1/  Que  con  arreglo  á  la  cuarta  de  las  enunciadas  en  la  parte  pri- 
mera de  este  Informe,  el  Gobierno  debe  inmediatamente  proceder  á  la 
acuñación  de  la  moneda  de  oro. 

2/  Que  esta  acuñación  debe  hacerse  á  la  talla  prescrita  por  el  ar- 
tículo 2."*  del  decreto-ley  de  19  de  Octubre  de  1868,  es  decir  á  razón  de 
3. 444^44  pesetas  por  kilogramo  de  fino. 

3/  Que  la  moneda  que  por  lo  pronto  deberé  acuñarse  será  la  de^ 
pesetas,  establecida  por  el  decreto  de  21  de  Marzo  de  1871,  hasta  que  se. 
resuelva  si  han  de  acuñarse  moq^das  de  50  pesetas. 

4.*  Que  el  Gobierno  recibirá  las  pastas  de  oro  que  se  le  presenten 
para  la  acuñación  por  los  particulares  en  la  forma  prescrita  por  el  ar- 
tículo 7.**  del  decreto*>ley  arriba  citadq;  y  que  si  los  particulares  no 
presentaran  pastas  por  lo  alto  del  precio  del  oro,  el  Gobierno  deberá 
adoptar  medidas  especiales  para  que  no  se  detenga  la  acuñación. 

Tal  es,  Excmo.Sr.,  el  dictamen  que  la  Junta  tiene  el  honor  de  so- 
meter á  V.  E.  en  cumplimiento -de  su  honroso  encargo;  V.  E.  en  so 
ilustración  superior,  estimando  debidamente  el  buen  deseo  de  la  Junta, 
resolverá,  después  de  haberla  oído,  lo  más  acertado  y  lo  más  conve- 
niente á  los  grandes  intereses,  tanto  del  Estado  como  de  los  partícula* 
res,  que  en  esta  grs^ve  cuestión  se  encuentran  comprometidos. 

(Gaceta  dei3  de  Kgosto  de  1876). 
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CONSEJO  DE  ESTADO. 


Reues  decretos. 

Resolución  en  el  pleito  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la 
sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Batxelona  declarando 
la  subsistencia  de  las  concesiones  mineras  tituladas  Pilar 
y  San  Francisco. 

DON  ALFONSO  XU,  por  la  gracia  de  Dios  Rey  coDslitaciooal  de 
España. 

Al  Gobernador,  Presidente  de  la  Comisión  provincial  de  Lérida  y  á 
cualesquiera  otras  Autoridades  y  personas  i  quienes  toca  su  obseryao- 
cia  y  cumplimleato,  sabed:  que  he  Tenido  eo  decretar  lo  siguiente: 

<Eo  el  pleito  que  ante  el  Consejo  de  Estado  pende  en  grado  de  ape- 
lación entre  partes;  de  la  una  la  Administración  general  del  Estado, 
representada  por  mi  Fiscal,  apelante,  y  de  la  otra  los  estrados  del  Tri- 
bunal, por  rebeldía  de  D.  Pablo  Mingaod  y  Compañía,  apelada,  sobre 
revocación  ó  subsistencia  de  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  primera 
de  la  Audiencia  de  Barcelona,  por  la  cual,  revocando  un  decreto  del 
Gobernado  r  de  la  provincia  de  Lérida  en  que  ordenó  la  caducidad  d^ 
las  concesiones  mineras  tituladas  Pilar  y  San  Francisco,  se,  declara  la 
i>ub8ÍBtencia  de  dichas  concesiones,  y  se  dispone  que  puedan  continuar 
disfrutando  de  la  propiedad  de  las  minas  los  herederos  de  D.  Alfonso 
Greelland: 

Vistos: 

Visto  el  expediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  en  27  de  Febrero  de  1874,  se  dirigió  comunicación  por  el  Ad- 
ministrador económico  de  Lérida  al  Gobernador  de  la  provincia,  ma- 
nifestándole que  D.  Alfonso  Greelland,  Vecino  de  Marsella  y  propieta- 
rio de  las  minas  Pilar  y  San  Francisco,  del  término  de  Isil,  adeudaba 
á  la  Hacienda  por  44  trimestres  de  la  conti^ibucion  correspondiente  al 
canon  de  las  expresadas  concesiones  950  pesetas,  habiendo  sido  infruc* 
tuosas  cuantas  diligencias  se  hablan  practicado  para  hacer  efectiva  la 
referida  suma: 

Que  el  Gobernador,  por  decreto  de  3  de  Marzo  siguiente,  declaró  ca- 
ducadas las  concesiones  mineras  Pilar  y  San  Francisco,  por  infracción 
manifiesta  del  art.  23  de  las  bases  generales  y  del  párrafo  tercero  del 
art.  65  del  reglamento  de  Minas*  mandando  se  oficiase  al  Alcalde  de  Isil 
y  al  interesado  este  acuerdo,  dando  traslado  del  mismo  al  Jefe  econó- 
mico de  Lérida,  y  que  se  publicase  en  el  Boletín  oficial  déla  provincia: 
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Que  D.  Pablo  ftlingand,  en  su  nombre  y  representando  á  los  here- 
deros de  D.  Alfonso  (ireelland,  recarrióiQl  Gobelmador  en  25  de  Abril 
sucesivo  solicitando  que  reformase  su  providencia  de  3  de  Marzo, 
para  lo  cual  sq  fundaba  en  que,  fallecido  D.  Alfonso  6reelland«  sus  he- 
rederos no  hablan  tenido  conocimiento  del  descubierto  en  que  sucau* 
sahabiente  se  hallaba  con  la  Bacieada,  y  en  que  ya  sehabia  satisfecho 
la  cantidad  adeudada  y. los  intereses  de  denáora;  éuyo  extremo  se  haya 
justifíciBdo  cotí  las  cartas  de  pago  unidas  á  la  mencionada  solicitud: 

Y  que,  previo  informe  déla  Sección  de  Fomento,  en  que  se  consig- 
na que  no  se  había  hecho  la  notificación  de  la  providencia  de  caducidad 
de  3  de  Marzo  al  interesado  en  la  forma  de  la  ley,  ni  habia  sido  publi- 
cada en  el  Boleíin  oficial  según  estaba  mandado,  el  Gobernador  dispu- 
so se  llevase  á  efecto  la  referida  notificación,  cuya  diligencia  tuvo  la- 
gar en  28  de  Abril,  entregando  copia  á  D.  Casimiro  Bertrand,  apodera- 
do de  Ú.  Pablo  Mingand  y  Compañía: 

Vista  la  demanda  que  contra  la  referida  providencia  de  caducidad 
interpuso  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  en  23  de 
Mayo  D.  Laureano  Fexido,  en  repteseniaeion  deD.  Pa,blo  Mingand  y 
Compañía,  solicitando  su  revocación  y  que  se  declare  expodito  el  de- 
recho de  su  representado  para  continuar  disfrutando  de  la  propiedad 
de  las  minas  cuya  caducidad  se  habia  resuelto,  alegando  como  funda- 
mentos: lo  determinado  en  el  art.  88  de  la  ley  de  Minas  de  4  de  Marso 
de  iB68;  la  infracción  cometida  por  el  Gobernador  de  Lérida  del  pre- 
cepto comprendido  en  el  65  de  dicha  Ley,  que  fija  los  trámites  á  que  se 
han  deajustar  las  declaraciones  de  caducidad  délas  concesiones  mine- 
ras: que  también  se  ha  faltado  á  lo  que  dispone  el  art.  78  del  regla- 
mento deMinas,  y  que  tampoco  se  ha  tenido  presente  lo  determinado 
en  el  art.  23  del  decreto  de  29  de  Diciembre  de  1868: 

Vista  la  contestación  del  Ministerio  fiscal  solicitando  la  confirmación 
de  la  providencia  de  caducidad,  con  imposición  de  las  costas  al  de- 
mandante, fundándose  en  que  es  una  obligación  ineludible  para' todo 
concesionario  de  minas,  la  de  contribuir  al  Bstado  con  la  .cuota  que  por 
concepto  de  canon  ó  derecho  de  superficie  se  le  haya  señalado  según  la 
ley;  y  en  que  habiéndose  dejado  de  abonar  la  correspondiente  á  las  mi- 
nas Pilar  y  San  Franciso^  su  dueño  se  halla  comprendido  en  el  ar- 
tículo 23  de  las  bases  generales  y  en  el  párrafo  tercero  del  art.  65  del 
reglamento  de  Minas,  siendo  por  lo  tanto  legal  la  caducidad  de 
aquellas: 

Vista  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
Barcelona  en  15  de  Octubre  de  1874,  por  la  cual,  y  fundándose  en  que 
DO  sehabia  seguido  para  la  declaración  de  caducidad  de  las  minas  de 
qué  se  trata,  el  procedimiento  establecido  en  los  artículos  65  de  la  ley 
de  4  de  Marzo  de  1868  y  78  del  reglamento  para  su  ejecución,  y  en  el 
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9$  del  decreto  de  29  de  Biciembre  dé  i  668,  se  revocó  la  provídencU  de 
«•ducidad  de  5  de  Marzo  de  4874,  i^ecurrida.  declarándose  subsisteotes 
las  coDcesiooeB  mineras  Pilar  y  San  Franeiseo,  y  el  devecho  de  los 
herederos  de  D.  Alfonso  Greellaod  á  disfrutar  la  propiedad  de  las 
mióas: 

Visto  el  recurso  de  apelación  interpuesto  en  nombre  de  la  Adminis- 
tración contra  la  expresada  sentencia,  y  el  escrito  de  mejora  presenta- 
do por  el  Ministerio  fiscal  ante  el  Tribunal  Supremo,  al  que  se  ha  ad- 
herido mi  Fiscal  en  el  Consejo,  pidiendo  la  revocación  de  la  sentencia 
apelada;  que  se  absuelva  á  la  Administración  de  la  demanda,  y  que  se 
confirme  el  decreto  de  caducidad  de  3  de  Marzo ;  aduciendo  en  apoyo 
de  tal  pretensión  que  lo  manifestado  por  el  Administrador  económico 
de  Lérida  en  su  oficio  dirigido  al  Gobernador  de  la  provincia  sobre  lo 
infructuosas  que  hablan  sido  todas  las  diligencias  que  se  hablan  prac- 
ticado para  realizar  el  débito  de  D.  Alfonso  Greelland,  es  suficiente 
para  deducir  que  se  habían  llenado  los  requisitos  legales  por  aquella 
dependencia  administrativa;  y  que  teniendo  en  cuenta  estos  requisitos 
la  declaración  de  caducidad  de  las  minas  Pilar  y  San  Francisco  esta- 
ba ajustada  á  la  ley: 

Vista  la  providencia  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  de  i S  de  Marzo 
último,  en  virtud  de  ia  que,  y  ¿  excitación  de  mi  Fiscah  se  ha  declara- 
do én  rebeldía  á  la  parte  de  D.  Pablo  Mingand  y  Compañía  por  no  ha- 
berse personado  en  losantes  á  sostener  la  sentencia  apelada;  providencia 
que  se  ha  publicado  en  la  forma  que  determina  el  reglamento  de  30  de 
Diciembre  de  1846,  después  de  haberse  llenado  todas  las  formalidades 
establecí  das  en  el  mismo  para  la  notificación  al  interesado: 

Visto  el  art.  65  de  la  ley  de  Minas  de  4  de  Marzo  de  1863,  según  el 
cual  se  caduca  y  piérdela  propiedad  de  las  pertenencias  de  minas,  en- 
tre otros  casos,  cuando  faltándose  al  pago  del  canon  fijo  que  se  señala 
en  el  art.  80,  y  perseguido  el  deudor  por  la  via  de  apremio,  resullase 
insolvenle: 

Visto  el  art.  23  de  las  bases  generales  de  29  de  Diciembre  de  1868, 
que  exige  para  la  declaración  de  caducidad  de  las  concesiones  mineras 
por  falta  de  pago  del  canon,  que  sea  perseguido  el  dueño  por  via  de 
apremio,  y  no  satisfaga  la  cantidad  adeudada  en  el  término  de  i5  dias, 
ó  resulte  insolvente: 

Considerando  que- el  procedimiento  determinado  en  los  reglamen- 
tos para  llevar  á  debido  cumplimiento  las  disposiciones  de  las  leyes 
á  que  los  mismos  se  refieren  no  solamente  son  la  garantía  de  los  dere- 
chos y  de  los  intereses  de  particulares,  sino  base  segura,  de  la  va- 
lidez de  las  providencias  que  la  Administración  acuerde,  y  que  de  no 
ajustarse  éstas  á  las  prescripciones  establecidas,  pueden  ser  impugna- 
das por  aquellos  á  quienes  perjudican: 
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Que  D.  Pablo  ftlingaod,  eo  su  aombre  y  representando  á  los  here- 
deros de  D.  Alfonso  (ireelland,  recurrió  «1  Gobelrnador  en  25  de  Abril 
sucesivo  solicitando  que  reformase  su  providencia  de  3  de  Marzo, 
para  lo  cual  sq  fundaba  en  que,  fallecido  D.  Alfonso  Greelland,  sus  be- 
rederos  no  habían  tenido  conocimiento  del  descubierto  en  que  su  cau* 
sahabiente  se  hallaba  con  la  Hacienda,  y  en  que  ya  se  había  satisfecho 
la  cantidad  adeudada  y  los  intereses  de  deniíora;  éuyo  extremo  se  haya 
justificado  con  las  cartas  de  pago  unidas  á  la  mencionada  solicitud: 

Y  que,  previo  informe  de  la  Sección  de  Fomento,  en  qne  se  consig- 
na que  no  se  habia  hecho  la  notificación  de  la  providencia  de  caducidad 
de  3  de  Marzo  al  interesado  en  la  formado  la  ley,  ni  habia  sido  publi- 
cada en  el  Boleíin  oficial  según  estaba  mandado»  el  Gobernador  dispu- 
so se  llevase  á  efecto  la  referida  notificación,  cuya  diligencia  tuvo  la- 
gar en  28  de  Abril,  entregando  copia  á  D.  Casimiro  Bertrand,  apodera- 
do de  D.  Pablo  Mingand  y  Compañía: 

Vístala  demanda  que  contra  la  referida  providencia  de  caducidad 
interpuso  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  en  23 de 
Mayo  D.  Laureano  Fexido,  en  representación  de  D.  Pa,blo  Mingand  y 
Compañía,  solicitando  su  revocación  y  que  se  declare  expQ.dito  el  de- 
recho de  su  representado  para  continuar  disfrutando  de  la  propiedad 
de  las  minas  cuya  caducidad  se  habia  resuelto,  alegando  como  funda- 
mentos: lo  determinado  en  el  art.  88  de  la  ley  de  Minas  de  4  de  Marso 
de  iB68;  la  infracción  cometida  por  el  Gobernador  de  Lérida  del  pre- 
cepto comprendido  en  el  65  de  dicha  ley,  que  ^'a  los  trámites  á  que  se 
han  áe  ajustar  las  declaraciones  de  caducidad  dejas  concesiones  mine- 
ras: que  también  se  ha  faltado  á  lo  que  dispone  el  art.  78  del  regla- 
mento de  Minas«  y  que  tampoco  se  ha  tenido  presente  lo  determinade 
en  el  art.  23  del  decreto  de  29  de  Diciembre  de  1868: 

Vista  la  contestación  del  Ministerio  fiscal  solicitando  la  confirmación 
de  la  providencia  de  caducidad,  con  imposición  de  las  costas  al  de- 
mandante, fundándose  en  que  es  una  obligación  ineludible  para' todo 
concesionario  de  minas,  la  de  contribuir  al  Estado  con  la  cuota  que  por 
concepto  de  canon  ó  derecho  de  superficie  se  le  haya  señalado  según  la 
ley;  y  en  que  habiéndose  dejado  de  abonar  la  correspondiente  á  las  mi- 
nas Pilar  y  San  Francisc),  su  dueño  se  halla  comprendido  en  el  ar- 
tículo 23 de  las  bases  generales  y  en  el  párrafo  tercero  del  art.  65  del 
reglamento  de  Minas,  siendo  por  lo  tanto  legal  la  caducidad  de 
aquellas: 

-  Vista  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
Barcelona  en  45  de  Octubre  de  4874,  por  la  cual,  y  fundándose  en  que 
no  se  habia  seguido  para  la  declaración  de  caducidad  de  las  minas  de 
que  se  trata,  el  procedimiento  establecido  en  los  artículos  65  de  la  ley 
de  4  de  Marzo  de  4868  y  78  del  reglamento  para  su  ejecución,  y  en  el 
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^  del  decreto  de  29  de  Biciembre  de  i  6€8,  se  revocó  la  providencie  de 
«téucidad  de  3  de  Marzo  de  4874,  i^ecarrida.  declarándose  subsisteDtes 
•las  concesiones  mineras  PUar  y  San  Franei9eo,  y  el  devecho  de  los 
herederos  de  D.  Alfonso  Greellaod  á  disfrutar  la  propiedad  de  las 
millas: 

Visto  el  recurso  de  apelación  interpuesto  en  nombre  de  la  Adminis- 
tración contra  la  expresada  sentencia,  y  el  escrito  de  mejora  presenta- 
do por  el  Ministerio  fiscal  ante  el  Tribuna  I  Supremo,  al  que  se  ha  ad- 
herido mi  Fiscal  en  el  Consejo,  pidiendo  la  revocación  de  la  sentencia 
apelada;  que  se  absuelva  á  la  Administración  de  la  demanda,  y  que  se 
confirme  el  decreto  de  caducidad  de  3  de  Marzo ;  aduciendo  en  apoyo 
de  tal  pretensión  que  lo  manifestado  por  el  Administrador  económico 
de  Lérida  en  su  oficio  dirigido  al  Gobernador  de  la  provincia  sobre  lo 
infructuosas  que  habian  sido  todas  las  diligencias  que  se  hablan  prac- 
ticado para  realizar  el  débito  de  D.  Alfonso  Greelland,  es  suficiente 
para  deducir  que  se  habian  llenado  los  requisitos  legales  por  aquella 
dependencia  administrativa;  y  que  teniendo  en  cuenta  estos  requisitos 
la  declaración  de  caducidad  de  las  minas  Pilar  y  San  Francisco  esta- 
ba ajustada  á  la  ley: 

Vista  la  providencia  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  de  42  de  Marzo 
último,  en  virtud  de  ia  que,  y  ¿  excitación  de  mi  FiscaL  se  ha  declara- 
do én  rebeldía  á  la  parte  de  D.  Pablo  Miogand  y  Compañía  por  no  ha- 
berse personado  en  losantes  á  sostener  la  sentencia  apelada;  providencia 
que  se  ha  ¡publicado  en  la  forma  que  determina  el  reglamento  de  50  de 
Diciembre  de  4846,  después  de  haberse  llenado  todas  las  formalidades 
establecí  das  en  el  mismo  para  la  notificación  al  interesado: 

Visto  el  art.  65  de  la  ley  de  Minas  de  4  de  Marzo  de  4868,  según  el 
cual  se  caduca  y  pierde  la  propiedad  de  las  pertenencias  de  minas,  en- 
tre otros  casos,  cuando  faltándose  al  pago  del  canon  fijo  que  se  señala 
en  el  art.  80,  y  perseguido  el  deudor  por  la  via  de  apremio,  resullase 
insolvenle: 

Visto  el  art.  23  de  las  bases  generales  de  29  de  Diciembre  de  4868, 
que  exige  para  la  declaración  de  caducidad  de  las  concesiones  mineras 
por  falta  de  pago  del  canon,  que  sea  perseguido  el  dueño  por  via  de 
apremio,  y  no  satisfaga  la  cantidad  adeudada  en  el  término  de  45  dias, 
ó  resulte  insolvente: 

Considerando  que- el  procedimiento  determinado  en  los  reglamen- 
tos para  llevar  á  debido  cumplimiento  las  disposiciones  de  las  leyes 
á  que  los  mismos  se  refieren  no  solamente  son  la  garantía  de  los  dere- 
chos y  de  los  intereses  de  particulares,  sino  base  segura,  de  la  va- 
lidez de  las  providencias  que  la  Administración  acuerde,  y  que  de  no 
ajustarse  éstas  á  las  prescripciones  establecidas,  pueden  ser  impugna- 
días  por  aquellos  á  quienes  perjudican: 
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Considerando  qne  para  la  deeláracion  de  cadncidad  de  las  conce- 
siones de  DQÍnas  por  las  cansas  á  qaese  contraen  el  párrafo  tercero  del 
art.  65  de  la  ley  de  Minas/y  el  35  de  las  bases  generales  de  4868,  ó  sea 
por  falta  de  pago  del  canon  establecido,  es  necesario  promover  y  seguir 
la  Tia  de  apremio  contra  el  deudor  y  declararle  insoliente,  sin  que  ges- 
tiones de  otra  índole  puedan  sustituir  á  las  establecidas  ni  surtir'  los 
efectos  que  la  ley  desea: 

Considerando  que  no  resulta  del  expediente  en  que  se  han  declara- 
dlo caducadas  las  concesiones  mineras  Pilar  y  San  Francisco^  que  se 
haya  procedido  contra  D.  Alfonso  Greellaod  ni  contra  sus  herederos 
por  el  descubierto  en  que  aquel  estaba  contra  la  Hacienda  por  falta  de 
pago  del  canon  de  las  repetidas  minas  en  la  forma  prescrita  por  las 
disposiciones  antes  citadas;  y  que  no  es  suficiente  la  manifestación  del 
Administrador  económico  de  Lérida  consignada  en  la  comunicación 
que  dirigió  en  27  de  Febrero  de  1874  al  Gobernador  de  la  provincia, 
para  presumir'que  se  hubiese  seguido  para  la  realización  de  las  sumas 
adeudadas  la  via  de  apremio,  sin  que  se  hubiese  (declarado  insolvente 
al  deudor; 

Y  considerando,  por  lo  tanto,  que  mientras  no  se  lleve  á  cumplido 
efecto  este  procedimiento,  ni  puede  tenerse  como  válida  la  caducidad 
de  las  minas  cuestionadas,  ni  tampoco  hacerse  declaraciones  favora- 
bles al  concesionario; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  de  Estado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Pedro  Nolasco  Au- 
nóles, Presidente;  D.  Tomás  Retortillo.  D.  Agustín  de  Torres  Valder- 
rama,  D.  José  García  Barzanallana ,  el  Marqués  de  la  Ribera,  D.  Victo- 
rio  Fernandez  Lascoiti,  D.  Pascual  Bay^rri,  D.  Agustin  de  Perales, 
D.Juan  Jiménez  Cuenca,  D.  Juan  de  Cárdenas  y  D.  Blas  García  de 
Quesada, 

Vengo  en  dejar  sin  efecto  el  decreto  del  Gobernador  de  la  provincia 
de  Lérida  de  5  de  Marzo  de  Í874,  por  el  que  declaró  la  caducidad  de 
las  concesiones  mineras  tituladas  Pilar  jSan  Franciico,  y  en  revocar 
la  sentencia  apelada  en  cuanto  á  la  forma  de  su  decisión,  y  en  cnanto 
por  ella  se  declara  la  subsistencia  de  las  referidas  concesiones,  y  se 
reconoce  el  derecho  de  los  herederos  de  D.  Alfonso  Greelland  á  disfrn* 
tar  de  la  propiedad  de  las  mismas,  dejando  á  la  Administración  libre 
en  sus  facultades  para  que  acuerde  en  su  dia  lo  que  proceda  con 
arreglo  á  la  ley. 

Dado  en  Palacio  á  ocho  de  Junio  de  mil  ochocientos  setenta  y  seis, 
=ALF()NSO.=El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  CdnO' 
vas  del  Castillo.*    ' 

Publicacion.=Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mí  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
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diejacfa  pública  la  Sala  de  lo  Conteocioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  final  en  la  instancia  y  aatos  á  qae  se  refiere;  qae  so  una  i 
los  mismos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  6a- 
eéta:  de  que  certifico. 

Madrid  4/ de  Julio  de  i876.=Pedro  de  Madrazo. 

{Gaceta  de  29  de  Agosto  de  4876). 


i 


Resolución  en  el  pleito  sobre  revocadan  de  la  orden  por  la 
óual  entre  otras  disposiciones  se  anuló  la  concesión  de  au- 
mentó  de  dos  pertenencias  hecha  a  lamina  Flora. 

D.  ALFONSO  xn,  por  lá  gracia  de  Dios  Rey  constitucional  de  Es- 
paña. 

A  todos  los  que  las  presentes  vieren  y  entendieren,  y  á  quienes  to- 
ca  sú  observancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  he  venido  en  decretar 
lo  siguiente: 

«En  el  pleito  que  pende  ante  el  Consejo  de  Estado  en  primera  y 
única  instancia  entre  partes,  de  la  una  el  Licenciado  D.  Tomás  Pérez 
Anguita^  en  nombre  de  Doña  Angustias  Fernandez,  por  sf  y  como  le- 
gítima* administradora  de  sus  hijos  menores  D.  Carlos,  Doña  Encarna- 
ción, Doña  Trinidad  y  B.  Gabriel  fíomez  y  Fernandez  y  en  él  de  Don 
Manuel  Gómez  y  Fernandez,  mayor  de  edad,  sucesores  todos  de  Don 
Gabriel  Gómez  Ruiz,  demandante,  y  de  la  otra  la  Administración  ge- 
neral del  Estado,  representada  por  mi  Fiscal,  demandada,  á  la  que 
coadyuva  el  Licenciado  D.  Antonio  Rodo  y  Casanovas,  en  nombre  de 
D.  Esteban  Paigdemont,  sobre  revocación  de  la  orden  del  Gobierno  de 
la  República  de  47  de  Octubre  de4873y  por  la  bual  se  anuló  la  conce- 
sión de  aumento  de  dos  pertenencias  hecha  á  la  mina  iF!/ora,  y  se  man- 
dó recoger  el  titulo  de  propiedad  expedido  al  interesado,  y  que  siguie^ 
se  su  curso  legal  el  expediente  titulado  Rosa^  entregándose  al  conce- 
sionario de  esta  mina  los  minerales,  en  cuya  posesión  fué  puesto  el  de 
la  Flora^  y  que  se  hallaban  embargados  á  la  fecha  de  23  de  Febrero 
de  4874: 

Vistos: 

Visto  el  expediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  en  22  de  Marzo  de  4869  solicitó  D.  Gabriel  Gómez  Raiz  dos  per- 
tenencias en  término  de  San  Julián  del  Llor«  provincia  de  Gerona^ 
como  aumento  á  la  mina  Floras  de  que  era  dueño,  haciendo  la  desig- 
nación correspondiente,  y  señalando  como  punto  de  partida  para  la  de- 
marcación los  mojones  de  la  parte  Sur  de  la  indicada  mina,  cuya  soli- 
citud fué  admitida  y  publicada,  habiéndose  opuesto  á  la  concesión  Don 
Lorenzo  Ruibrogent,  por  ser  el  terreno  solicitado  el  mismo  que  com- 
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prendía  el  registro  que  tenia  pretendido  con  anterioridad  con  el  nombre 
de  Americana: 

Que  pedida  la  demarcación  de  las  dos  pertenencias  por  Gómez  Roiz, 
y  remitido  el  expediente  al  Ingeniero  del  distrito,  este  fiLOcionariornt* 
nifestó  que  la  designación  estaba  bien  hecha'  pero  que  no  pedia  proce- 
der á  la  operación  ordenada,  porque. sobre  el  mismo  terreno  de  aque* 
lia  existia  el  registro  Ammcaiia,  y  por  ocurrirsele  además  la  duda  de 
si  podrían  concederse  dos  pertenencias  como  aumento  á  una  concesión 
anterior  de  una  pertenencia  de  seis  heciá reas. que  era  lo  comprendido 
por  la  mina  Flora,  no  hallándose  sometida  á  lo  que  prescriben  las 
bases  generales  para  la  nueva  legislación  de  minas: 

Que  al  siguiente  día  de  la  fecha  del  expresado  informe,  ó  sea  en  i3 
de  Junio  de  1869,  recurrió  D.  Esteban  Puigdemont  al  Gobernador  de  la 
provincia  solicitando,  con  el  nombre  de  Rúsa^  seis  pertenencias  de 
miner&l  plomizo  sobre  el  mismo  terreno  pretendido  por  el  peticionario 
del  registro  Americana  y  por  el  concesionario  de  la  mina  Flora  para 
aumento  de  ésta,  cityas  dos  pretensiones  debian  declararse  nulas  por 
ser  contrarias  á  la  ley;  solicitud  que  fué  admitida,  sin  perjuicio  de  lo 
que  se  resolviese  en  los  expedientes  Am^icana  y  Flora^  y  pubJicada 
en  la  debida  forn^a: 

Que  seguido  por  sus  trámites  el  expediente  de  aumento  á  Flora,  y 
oida  la  Diputación  provincial.  Ingeniero  Jefe  del  distrito  y  Sección  de 
Fomento  del  Gobierno  de  la  provincia,  acerca  de  la  duda  suscitada  par 
el  Ingeniero  á  quien  S3  encargó  de  la  demarcación,  el  Gobernador  con- 
sultó á  la  Superioridad,  dando  lugar  á  que  se  expidiera  una  orden  del 
Regente  del  Reino  en  9  de  Mayo  de  i870,  disponiendo  «que  todos  los 
concesionarios  de  minas  tienen  el  derecho  de  obtener  el  número  de 
pertenencias  que  deseen  con  aplicación  á  la  concesión  primitiva,  siem- 
pre que  previamente  hayan  optado  para  sus  concesiones  por  laff  bases 
para  la  noeva  legislación  de  minas,  decretadas  en  29  de  Diciembre  de 
i868«  y  que  la  Administración  haya  accedido  á  ello  cuando  dichas  con- 
cesiones hayan  sido  otorgadas  en  virtud  de  leyes  antetioresá  las  refe- 
ridas bases.» 

Que  en  vista  de  lo  resuelto  por  la  mencionada  orden  y  previa  mani- 
festación de  acogerse  á  las  bases  generales,  presentada  por  el  consesio- 
nario  déla  mina  Flora,  que  fué  admitida,  el  Gobernador  ordenó  al 
Ingeniero  que  procediese  á  la  demarcación  de  las  dos  pertenencias  pe- 
didas por  aquel,  lo  que  tuvo  lugar,  sin  protesta  alguna  en  el  acto  de  I 
ejecutarse,  dictándose  en  su  consecuencia  por  la  referida  Autoridad,  en 
4  de  Agosto  de  4870,  un  acuerdo  aprobando  el^xpediente  y  disponien- 
do se  comunicase  al  interesado,  se  anunciase  en  el  Bohtin  oficial  y  se 
expidiese  el  título  de  propiedad  después  de  trascurrido  el  plazo  de  60 
dias,  si  no  se  hubiese  apelado  del  referido  acuerdo:  . 
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Que  en  13  y  27  de  Jnlio  anterior  habían  ya  protestado  por  escrito 
^contra  la  demarcación  de  las  dos  pertenencias  cuestionadas,  solicitan^ 
dose  declarase  nula,  los  peticionarios  de  los  registros  Rosa  y  Ameri- 
Huuia,  teniendo  en  cuenta  que  el  dueño  de  Flora  no  habia  precisado 
^«on  claridad  la  situación  del  aumento  pedido,  ni  habia  señalado  el  nú*- 
mero  de  pertenencias  establecido  en  la  legislación  vigente;  añadiendo 
-ti  segundo,  que  el  terreno  solicitado  por  el  concesionario  Flora  era  el 
aiismo  del  registro  Americanat  cuyo  expediente  estaba  en  vigor,  pues* 
loque  la  caducidad  del  mismo,  decretada  gubernativamente^  no  era 
ejecutoria  porque  habia  reclamado  contra  la  providencia  que  la  acordd 
«nte  el  Tribunal  Supremo;  y  que  en  23  y  25  del  mes  de  Agosto  siguien- 
te, apelaron  los  referidos  registradores  del  decreto  del  Gobernador  de 
4  del  mismo  mes,  por  el  que  aprobó  el  expediente  de  aumento,  orde« 
«ando  que  se  expidiese  el  título  de  propiedad  al  interesado: 

Que  dictada  sentencia  ejecutoria  por  la  Sala  cuarta  del  Tribunal 
Supremo,  declarando  improcedente  la  demanda  ioterpuesla  á  nombre 
^el  peticionario  del  registro  Americana  contra  la  providencia  de  can- 
celación del  expediente  respectivo,  en  su  vista,  el  Gobernador  expidió 
en  20  de  Marzo  de  1871  el  titulo  de  propiedad  de  las  dos  pertenencias  á 
la  mina  Flora  á  favor  de  su  concesionario  D.  Gabriel  Gómez  Ruiz, 
<Guyo  interesado  tomó  posesión  de  las  mismas  en  27  del  mismo  mes,  y 
declaró  en  31  siguiente  fenecido  y  sin  curso  el  expediente  del  registro 
Rosa;  de  cuyos  acuerdos,  asi  como  de  otro  referente  á  embargo  de  }o8 
minerales,  apeló  el  peticionario  de  dicho  registro  D.   Esteban  Puig- 
demont: 

Y  que  oida  la  Junta  superior  facultativa  de  minería  en  pleno  y  la 
Comisión  en  vacaciones  del  Consejo  de  Estado,  de  conformidad  con  lo 
consultado  por  las  mismas,  se  dictó  la  orden  del  Gobierno  de  la  Repú- 
blica de  17  de  Octubre  de  1873,  que  fué  comunicada  al  interesado  en 
S8  de  Mayo  de  1874,  por  la  cual  se  anuló  la  concesión  de  aumento  de 
pertenencias  hecha  á  la  mina  Flora,  y  se  mandó  recoger  el  título  de 
propiedad  expedido  al  interesado,  y  que  siguiese  su  tramitación  el  ex- 
pediente Rosa,  entregándose  al  concesionario  de  este  registro  en  su 
dia  los  minerales  en  cuya  posesión  fué  puesto  el  de  la  mina  Flora^  y 
se  hallaban  embargados  á  la  fecha  de  23  de  Febrero  de  1871: 

Vístala  demao'da  que  contra  la  expresada  resolución  ha  interpues- 
to el  Licenciado  D.  Tomás  Pérez  Anguita,en  nombre  de  Doña  Angus- 
tias Fernandez,  por  sí  y  como  legítima  administradora  de  sus  hijos  me- 
tieres D.  Garlos,  Doña  Encarnación  y  D.  Gabriel  Gómez  y  Fernandez, 
y  en  el  de  D.  Manuel  Gómez  y  Fernandez,  mayor  de  edad,  sucesores 
iodos  de  D.  Gabriel  Gómez  Ruiz,  en  solicitud  de  que  se  revoque  la  re- 
solución referida,  y  en  su  lugar  se  declare  válida  y  subsistente  la  con- 
cesión hecha  al  causante  de  sus  representados  de  las  dos  pertenencias 
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qae  ft8  le  otorgaron  como  aomeotoó  ampliación  á  la  aotigoa  míD» 
Flara^  alegando  qae  es  principio  universal  de  derecho  y  doctrina  re- 
petidas feces  declarada  por  sentencia  del  Tribiioai  Supremo,  que  do  se* 
puede  volver  sobre  resoluciones  gubernativas  cuando  ban  adquirid» 
el  carácter  de  firmes,  y  mucho  menos  puede  declararse  cosa  alguna 
contra  las  sentencias  ejecutoriadas,  porque  seria  faltar  al  respeto  de  I» 
cosa  juzgada:  que  la  propiedad  minera  es  tan  respetable  como  cual» 
quiera  otra,  no  podiendo  ser  privado  de  ella  el  que  la  hubiese  adquirK 
do  sin  haber  sido  vencido  en  juicio,  según  precepto  del  art.  43  de  1» 
Constitución  del  Estado: 

Que  en  minería  fenece  y  caduca  cualquier  derecho  aunque  sea  preexis-^ 
tente,  si  no  se  ha  hecho  valer  en  el  tiempo  y  en  la  forma  de  la  ley  y  no 
se  ha  opuesto  á  las  declaraciones  hechas  en  su  contra;  no  siendo  admisU 
bl^s  las  nulidades  ó  infracciones  que  posteriormente  se  invocaran,  pues 
que  si  hubiesen  existido  se  hallarian  ya  subsanadas  por  la  declaración 
administrativa  en  que  se  reconociesen  nuevos  derechos;  siendo  por  su 
virtud  de  evidente  injusticia  la  orden  impugnada,  en  cuanto  hacerea-^ 
parecer  el  expediente  de  la  mina  Rosaf  y  mucho  más  en  lo  que  se  re- 
fiere á  la  devolución  de  minerales,  siendo  los  concesionarios  de  F/onr 
poseedores  de  buena  fó  con  justos  y  legitimos  litólos: 

Vistos  tos  escritos  de  contestación  á  la  demanda  del  Ministerio  fis-^ 
cal  en  el  Tribunal  Supremo  y  de  mi  Fiscal  ante  el  Consejo  de  Estado, 
solicitando  que  se  absuelva  de  dicha  demanda  á  la  Administraron  j 
se  confirmóla  orden  reclamada,  fundándose  en  que  el  acuerdo  delGo» 
bernador  de  Gerona  expidiendo  el  título  de  propiedad  del  aumento  de 
pertenencias  á  la  mina  Flora  no  fué  ejecutorio,  puesto  que  no  se  ha-^ 
bia  resuelto  aun  por  el  Ministerio  la  oposición  promovida  por  el  re* 
gistrador  de  la  mina  Rosa:  en  que  la  providencia  de  la  referida  Auto- 
ridad, por  la  que  tuvo  por  acogido  á  las  bases  generales  de  1868  sd 
dueño  de  la  mina  Flora^  fué  contraria  á  lo  determinado  en  la  drden  de 
la  Regencia  de  9  de  Marzo  de  1870,  y  á  lo  prescrito  en  aquellas,  puesto 
que  habia  pendiente  el  denuncio  Rosa;  en  que  no  se  trata  de  la  cues- 
tión promovida  por  el  registro  Americana^  y  por  lo  tanto  es  inadmisi- 
ble el  argumento  que  se  refiere  al  respeto  de  la  cosa  juzgada;  en  que 
las  sentencias  de  inadmisión  de  las  demandas  no  significan  otra  cosa 
que  la  declaración  de  incompetencia  para  conocer  de  las  órdenes  re- 
clamadas: en  que  la  orden  impugnada  no  vuelve  sobre  resoluciones 
que  tengan  el  carácter  de  firmes,  ni  trae  consigo  extralimitaron  de 
facultades  ni  invasión  de  las  dfil  poder  judicial,  porque  no  se  ha  decidi- 
do en  ella  ninguna  cuestión  de  propiedad  particular,  sino  de  la  validez 
de  actos  administrativos  sujetos  á  revisión  conforme  á  las  leyes,  y  que 
con  arreglo  á  éstas  y  dentro  de  su  propia  esfera  ha  revocado  y  refor- 
mado la  misma  Administración  antes  de  que  fueran  firmes  y  ejecuto- 
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Tias,  úü  teniendo,  por  lo  tanto,  nada  ipie  ver  con  la  orden  recurrida  el 
-art.  i3  de  la  Constitución: 

Vista  la  ley  de  Minas  reformada  de  4  de  Marzo  de  1868: 

Visto  el  art.  56  de  la  misma,  en  el  que  se  dispone  que  dentro  del 
plazo  de  SO  días  después  de  la  demarcación  el  Gobernador  dictaré, pro- 
Tidencia  aprobando  ó  anulando  el  expediente,  y  mandando  en  el  pri*^ 
mer  caso  4ue  se  expida  el  titulo  de  propiedad: 

Visto  el  art.  37  de  la  propia,  ley,  según  el  cual,  trascurridos  SOdias 
sin  haberse  apelado  de  la  prorideocia  del  Gobernador,  expedirá  éste  el 
titulo  de  propiedad: 

Visto  el  art.  58  déla  ley  citada,  según  el  que  para  disponer  de  los 
inineralfs,  es  preciso  que  el  minero  haya  obtenido  el  titulo  de  propia* 
dad  de  sus  pertenencias: 

Visto  el  art.  67  de  la  ley  de  6  de  Julip  de  i859,  no  reformada  por  la 
anterior,  en  el  que  se  prescribe  que  <de  las  resoluciones  del  Goberna* 
dor  decretando  de  oficio  sin  curso  y  fenecidos  los  expedientes  en  trami* 
iacion,  conforme  al  articulo  64,  podrán  los  interesados  reclamar  al  Mi« 
Disterio,  al  tenor  del  art.  88,  dentro  de  los  30  dias  posteriores  á  la  no* 
tificacion.- 

Visto  el  art.  IS  del  decreto  de  29  de  Diciembre  de  1868,  que  esta* 
i)leció  las  bases  genérales  para  la  nueva  legislación  minera,  y  ordena 
4iie  los  particulares  podrán  obtener  cualquier  número  de  pertenencias 
por  una  sola  concesión,  con  tal  que  este  número  sea  superior  á  cuatro: 
*  Visto  el  art.  30  del  mismo  decreto,  por  el  que  se  concede  á  los  ac- 
tuales dueños  de  minas  la  facultad  de  que  puedan  optar  libremente 
entre  la  ley  vigente  y  este  decreto,  con  tal  que  ningún  denuncio  con- 
tra dichas  minas  se  halle  en  tramitación: 

Vistos  los  artículos  31  y  32,  declarándose  en  el  primero  que  en  el 
tnismo  caso  se  encuentran  todos  aquellos  que  tengan  expedientes  de 
registro  en  tramitación;  y  en  elsegondo  que  se  derogan  todas  las  pres- 
cripciones de  la  legislación  actual  contrarías  á  lo  que  se  dispone  en  di- 
^ho  decreto: 

Vista  la  ley  49,  tft.  22  de  la  Partida  5/,  en  enante  en  ella  se  manda 
«que  afinado  juicio  que  da  el  Juzgador  entre  las  partes  derechamente 
4leque  non  se  alze  ninguna  dellas  fasta  el  tiempo  que  dice  el  título  de 
ahadas  há  maravillosamente  gran  fuerza,  que  dende  en  adelante  son 
ieoidos  los  contendores  é  sus  herederos  de  estar  por  él:  Eso  decimos  si 
«e  alzase  alguna  de  las  partes  é  fuese  el  juicio  confirmado  por  senten- 
cia de  aquel  Mayoral  que  lo  puede  facer:  pero  si  acaeciese  después  tal 
^sa  que  perdiese  su  fuerza  el  juicio,  no  son  tenidos  de  estar  por  él:> 

Considerando  que  del  contexto  expreso  y  terminante  de  los  preci- 
tados artículos  36  y  37  de  la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868  se  deduce  sin 
género  de  duda,  que  Ínterin  se  hallen  pendientes  de  resolución  las  ape-^ 
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liciones  interpuestas  dentro  del  plazo  legal  contra  las  providencias  de^ 
los  Gobernadores  aprobando  ó  anulando  los  expedientes  mineros,  d» 
adquieren  éstas  el  carácter  de  firmes,  ni  pueden  por  consiguiente  las 
referidas  Autoridades  proceder  al  otorgamiento  del  titulo  de  propiedad 
en  favor  de  aquellos  cuyos  expedientes,  aunque  por  ellos  aprobados^ 
deben  ser  resueltos  en  último  término  por  la  Superioridad  en  la  vi» 
gubernativa: 

Considerando  que  apelada  eo  el  presente  caso  en  el  término  señala- 
do  por  el  art.  67  de  la  referida  ley,  para  ante  el  Ministerio  de  Fomen*' 
to  por  los  peticionarios  de  los  registros  Americana  y  Rosa  la  provi- 
dencia del  Gobernador  de  Gerona  de  4  de  Agosto  de  1870,  y  pop  Ifli 
cual  se  aprobó  el  expediente  incoado  por  D.  Gabriel  Gómez  Ruiz,  cau-^ 
sañte  de  los  hov  demandantes,  en  solicitud  de  aumento  do  dos  perte- 
nencias á  la  mina  Flora  y  mandó  expedir  el  título  de  propiedad,  na 
debió  ni  podia  llevar  á  cumplido  efecto  esta  providencia  hasta  tanto- 
que  foera  confirmada;  y  no  lo  fué  por  dicho  Ministerio,  después  á^ 
apreciar  los  fundamentos  del  recurso  de  alzada  por  aquellos  deducidor 

Considerando,  en  su  consecuencia,  que  la.  indicada  resolución  del 
Gobernador  quebrantó  una  forma  sustancial  del  procedimiento  deter- 
minado por  la  ley,  y  en  tal  concepto  no  puede  atribuirse  al  referido  ti- 
tulo la  validez  legal  de  una  ejecutoria: 

Considerando  que  al  anular  la  orden  reclamada  la  concesión  de  qu» 
se  trata,  mandando  recoger  el  titulo  de  propiedad  expedido  por  el  Go- 
bernador, ni  ha  vuelto  sobre  cosa  ya  resuelta,  revocando  una  providen-^ 
eia  administrativa  que  hubiera  causado  estado  y  fuera  firme,  sino  que^ 
ha  decidido  sobre  una  resolución  gubernativa  del  inferior,  sometida  al 
fallo  del  superior,  con  arreglo  A  la  ley: 

Considerando  que  tampoco  afecta  la  mencionada  orden  al  respeto 
que  se  debe  á  la  cosa  juzgada,  como  alegan  asimismo  los  demandantes,, 
puesto  que  ai  existe  sentencia  alguna  de  los  Tribunales  que  haya  re- 
conocido en  favor  del  concesionario  de  la  Flora  las  dos  pertenencias 
por  él  solicitadas,  ni  tiene  tal  carácter  la  orden  apelada  del  Goberna*» 
dor  de  la  provincia  y  revocada  por  el  Ministerio  de  Fomento,  de  con- 
formidad con  lo  propuesto  por  la  Junta  plena  superior  facultativa  do 
Minería  y  el  Consejo  de  Bstado: 

Considerando,  que  no  ha  podido  calificarse  por  los  recurrentes  do- 
cosa  juzgada,  para  el  caso  de  autos,  la  decisión  del  Tribunal  Supremo 
que  resolvió  la  improcedencia  de  la  demanda  intentada  por  el  petieio* 
nario  del  registro  Americana  contra  la  providencia  da  fenecimienla 
de  su  expediente,  porque  además  deque  no  significa  aquella  otra  eos» 
que  la  declaración  de  incompetencia  para  conocer  do  la  orden  entonces 
reclamada,  la  que  actualmente  se  impugna  en  nada  se  contrae  á  los 
derechos  de  dicho  registrador,  sino  á  los  subsistentes  del  de  la  mini^ 
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Ro$a^  por  lo  cual  ni  se  han  infringido  los  artículos  terminantes  de  la  ley 
de  Minería,  ni  menos  los  principios  del  derecho  que* sancionan  la' eiea«( 
eia  y  firmeza  de  la  cosa  jozgada,  consignados  en  la  ley  i9,  tit,  22  déla 
Partida  3/,  qae  se  inroca  por  los  demandantes  en  apoyo  de  sos  pre^ 

teoaione^: 

Considerando,  por  otra  parte,  que  aun  en  el  caso  de  que  fuera  apli** 
cable  al  concesiooario  de  la  mina  Flora  lo  dispuesto  en  la  orden  del 
Regente  del  Reino  de  9  de  Mayo  de  1870,  por  la  que  se  declara  que  los* 
propietarios  de  minas  tienen  el  derecho  de  obtener  el  nünoero  de  per- 
tenencias que  deseen  como  aoniento  ái  la  concesión  primitiva,  siempre 
que  previamente  hayan  optado  para  sus  concesiones  por  las  bases  de 
la  nueva  legislación  de  Minas*de  29  de  Bicienihre  de  4868,  como  quie- 
ra que  cuando  el  dueño  de  la  Flora  solicitó  las  dos  pertenencias  qo  se 
acogió  á  dich^  bases,  y  qué  al  veriñcarlo  más  tarde  y  darle  por  aco- 
gido el  Gobernador  á  los^beneGcios  de  las  mismas  se  hallaba  ya  en 
tramitación  el  registro-denuncio  de  la  mina  Rosa,  es  incuestionable 
que  dicha  mánife>tacion,  como  tardfa,  fué  ineficaz  en  derecho  con  ar- 
reglo á  lo  que  preceptúa  el  art.  30  del  decreto  de  las  reffeddas  baseí: 

Considerando  que  el  peticionario  de  este'  registra  reclamó  dentro 
del  términadel  art.  67  déla  ley  contra  el  acuerdo  del  Gobernador,  por 
el  que  se  declaraba  sin  curso  y  fenecido  su  expediente,  dando  de  este 
modo  subsistencia  á  su  derecho  para  que  fuera  reconocido  en  su  casa, 
como  lo  ha  sido  por  la  orden  reclamada: 

Y  considerando  que  los  demandantes  no  pueden  invocar  el  ser  po- 
seedores de  buena  fé  para  impngntir  el  extremo  á  qoe  se  refiere  la  or- 
den reclamada  sobre  entrega  al  registrador  de  la  mina  Rosa  de  los  mi-^ 
nerales  embargados,  puesto  que  no  debieron  disponer  de  los  que  ar- 
rancaron de  las  pertenencias  de  que  se  trata  hasta  la  terminación  del 
negocio  por  ejecutoria,  que  es  el  caso  á  que  se  contrae  el  art.  58  delff 
ley  para  que  pueda  expedirse  el  titulo  de  propiedad; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  del 
Consejo  de  Estado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Pedro  Nolasco  Aurio- 
les.  Presidente;  D.  Tomás  Retortillo,  D.  Agustin  de  Torres  Vallderra^ 
ma;  D.José  García  Barzanallaoa,  D.  Miguel  de  los  Santos  Alvarez,  Don 
Victorio  Fernandez  Lazcoiti,  D.  Feliciano  Pérez  Zamora,  el  Marqués  de 
la  Ribera,  D.  Pascual  Bayairi,  D.  Juan  Jiménez  Cuenca  y  D.  Juan  d^ 
Cárdenas,  * 

Vengo  en  absolver  á  la  Administración  de  la  demanda  interpuesta 
por  el  Lieenciado  D.  Tomás  Pérez  Anguita  á  nombre  de  Doña  Angustias 
Fernandez,  por  sí  y  en  representación  de  sus  hijos  menores  y  de  D.  Ma- 
nuel Oomez  Fernandez,  y  en  confirmar  la  orden  impugnada  del  Gobier- 
no de  la  Repüblica  de  17  de  Octubre  de  1873. 

Dado  en  Palacio  t  quince  de  Junio  de  mil  ochocientos  setenta  y 
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feÍ8.s=ALF0NS0,sEl  PresideDle  del  Consejo  de  Uinistros,  Amonto  Cd* 
fiowM  úél  Castillo.  * 

PablicacioD.=rLeido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  el 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á 
los  mismos;  se  notifique  en  forma  á  las  partes^  y  se  ioserte  en  la  Gaeej- 
ta:  de  que  certifico. 

Madrid  6  de  Julio  de  i876.=Pedrb  de  Madrazo. 

(Gaceta  de  S4  de  Agosto  de  1876). 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


I-. 


Sentencia  declarando  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto en  los  autos  con  la  Sociedad  minera  La  Mancbe- 
^    ga,  Bélica  y  Vizcaína. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  10  de  Julio  de  1876,  en  los  autos 
que  ante  Nos  penden  á  virtud  de  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma,  interpuesto  por  la  empresa  concesionaria  del  ferro- 
carril de  Ciudad-Beal  á  Badajoz  y  de  Belmez  al  Castillo  de  Almorcbon 
contra  el  auto  con  carácter  definitivo  dictado  en  19  de  Enero  último 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  en  autos  seguidos  por 
dicha  empresa  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Fuente-Ovejuna 
con  la  sociedad  minera  La  Manchega,  Bélica  y  Viicaina  sobre  decla- 
ración y  abono  de  perjuicios  por  ésta  reclamados: 

Resultando  que  formado  expediente  administrativo  en  el  Gobierno 
civil  de  Córdoba,  á  instancia  de  D.  Joaquín  Burgos,  como  representan- 
te do  la  Sociedad  minera  LaManchega^  Bélica  y  Yizcainay  para  que 
suspendieran  ios  trabajos  del  trazado  de  la  línea  férrea  que  se  dirigía 
desde  Belmez  al  Castillo  de  Almorcbon^  siendo  ceostructora  la  empre- 
sa que  se  obligó  á  hacerla  en  terreno  de  la  pertenencia  de  aquella  por 
haber  cometido  cierta  invasión  #us  trabajadores,  Ínterin  se  resolvía  ao* 
brela  correspondiente  expropiación,  con  la  indemnización  de  daños,  y 
perjuicios  que  procediera,  fué  siguiendo  sus  trámites  dicho  expedien- 
te, y  mientras  tanto  Burgos  acudió  á  la  jurisdicción  ordinaria  enta- 
blando interdicto  de  recobrar  la  posesión  de  dicho  terreno;  mas  deci- 
dido su  conocimiento  á  favor  de  la  Administración,  continuó  su  curso 
el  precitado  expediente,  y  se  procedió  por  peritos  de  nombramiento 
del  reclamante  i  la  indicada  apreciación  por  no  haber  querido  desig- 
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Birlos  sayos  li  referida  empresa  á  pesar  de  haber  sido  reiteradamen» 
,  le  inritada  y  apercibida  para  ello: 

Resultando  que  en  su  vista  el  Gobernador  civil  de  dicha  provincia 
en  3  de  Junio  de  i87i  aprobd  la  tasación  practicada  por  el  Ingeniero 
B.  Vicente  Martínez  Villa,  y  condenó  á  la  referida  empresa  constructo- 
ra al  pago  de  i%.975  pesetas  70  céntimos  por  los  peijuicios  calculados, 
y  á  que  consignase  en  la  Caja  sucursal  de  Depósitos  la  suma  de  581.250 
pesetas  para  atender  á  todos  los  que  pudieran  causarse  en  lo  futuro,  y 
^oela  Sociedad  minera  acudiese  á  los  Tribunales  respecto  á  la  expro- 
piación de  la  propiedad  particular  por  ser  una  cuestión  de  carácter 
privado: 

Resultando  que  la  empresa  del  indicado  ferro*carril  se  alzó  de  esta 
resolución  ante  el  Ministerio  de  Fomento,  el  cual  por  decreto  de  28  de 
Agosto  de  1872,  conformándose  con  lo  propuesto  por  la  Dirección  ge- 
neral, y  sin  prejuzgar  en  manera  alguna  las  cuestiones  suscitadas  por 
el  reclamante  ni  apreciar  en  su  fondo  las  razones  en  que  se  fundaba  la 
eílada  resolución  gubernativa  apelada,  como  tampoco  las  expuestas  en 
aquel  recurso  gubernativo,  declaró  sin  efecto  la  providencia  que  dictó 
en  3  de  Junio  el  referido  Gobernador,  devolviéndole  el  expediente  á 
fin  de  que  lo  remitiera  al  Juzgado  respectivo,  según  lo  dispuesteen  el 
decreto  de  12  de  Agosto  de  1869,  para  resolver  lo  que  procediese  ton 
arreglo  á  las  disposiciones  que  rijan  en  la  materia: 

Resultando  que  pasados  los  antecedentes  referidos  al  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Fuente -Ovejuna,  el  representante  de  la  Sociedad 
Biioera  antes  nombrada  pidió  en  29  de  Noviembre  del  mismo  año  que 
sin  más  trámites  se  coirdenase  á  la  empresa  constructora  del  ferro- 
carril de  Belmez  al  Castillo  de  Almorchon  á  que  en  el  término  de  ocho 
áw  abonase  las  12.975  pesetas  70  céntimos  coooo  indemnización  de  los 
perjuicios  causados  á  la  propiedad  minera;  525  más  por  los  sufridos  en 
k  común,  y  á  que  en  igual  plazo  consignase  en  la  Caja  sucursal  de  De- 
pósitos las  581.250  pesetas  por  los  que  se  la  pudiesen  ocasionar  en  lo 
futuro,  y  en  las  costas: 

Resultando  que  el  Juez,  en  16  de  Enero  de  1873,  denegó  esta  solici- 
tud, asi  como  la  reposición  que  en  su  consecuencia  se  pretendió,  y  ad- 
mitiendo la  apelación  que  la  misma  Sociedad  propuso  remitió  los  au- 
tos á  la  Audiencia  de  Sevilla:  que  la  Sala  de  Ío  civil,  por  auto  de  29  de 
Abril  del  mismo  afio,  revocó  el  de  16  de  Enero  anterior,  mandando 
que  el  Juez  resolviese  lo  que  procediera  á  la  solicitud  de  D.  Joaquín  de 
Mrgos,  según  su  estado  eo  la  expresada  fecha  de  12  de  Agosto  de 
1869: 

Resultando  que  devuelto  el  expediente  al  Juzgado  inferior,  el  Pro- 
curador D.  Joaquín  Rarrena,  en  nombre  de  aquella  Sociedad  minera, 
.  rt plodujo  su  solicitud  de  29  de  Noviembre;  y  el  referido  Juez  en  19  de 
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eho;  y  contra  esta  sentencia  el  representante  de  la  empresa  del  ferro- 
earril  eoonciado  propaso  el  de  caaacloa  por  infracción  de  ley,  que  la 
Sala  primera  de  este  Tríbnoal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  á  so 
admisión,  con  las  costas,  por  so  fallo  de  6  de  Octubre  del  mismo  aOo: 
Resultando  que  devueltos  los  autos  al  Juzgado  de  primera  instancia 
el  representante  de  Canalejas  en  25  de  Febrero  de  1875  pidió  que  se  re- 
pusiese el  juicio  al  estado  que  tenia  cuando  se  empezaron  á  cometer  la. 
falta  de  emplazamiento,  la  de  citación  para  prueba  y  para  la  defioitivay 
sin  perjuicio  de  insirtír  en  la  apelación  interpuesta  en  el  caso  de  que 
no  se  creyera  lo  primero  procedente:  que  pedia  la  snbsa nación  de  estas 
faltas,  ó  protestaba  páralos  efectos  que  determina  el  art.  7/  déla  ley 
de  casación  civil,  porque  no  habia  podido  antes  ocuparse  del  mérito 
de  estos  autos  en  su  fondo  pomo  ser  parte  enellosoi  habérsele  dado 
conocimiento  de  los  mismos  en  tal  sentido,  ni  tener  por  último  ios- 
truccioo  suficiente  ni  aun  conciencia  segura  de  lo  actuado  en  ellos,  y 
ahora  lo  haria  obligado  por  la  ejecutoría  del  Tribunal: 

Besultaado  que  la  parte  contraria  solicitó  que  se  tuviese  por  consen* 
tida  la  susodicha  sentencia  definitiva  y  se  procediese  al  embargo  de 
todos  los  bienes  y  rentas  de  la  empresa  del  ferro-carril  que  estaba  con* 
denada  al  pago  de  cantidad  cierta  y  consignación  de  otra,  ambas  lí* 
quides,  en  lo  que  fuese  necesario  para  cubrir  el  importe  total  de  lo 
mandado,  y  en  el  de  las  costas  que  la  hablan  sido  impuestas:, 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  en  13  de  Marzo  de 
4875  dictó  auto  por  el  cual  declaró  consentido  el  definitivo  de  10  de 
Agosto  de  1873,  y  en  su  consecuencia  que  se  requiriese  á  D.  Jo  é  Car 
nalejas  y  Gasas,  como  representante  de  la  empresa  del  ferro*carril  de 
Ciudad'Real  á  Badajoz  y  de  Aimorchon  á  Belmez,  para  que  en  término 
de  ocho  dias  abonara  á  la  empresa  minera  titulada  La  Manchega^  Bé» 
Ucay  Vts^ama  la  cantidad  de  Í2.975  pesetas  70  céntimos  por  indem- 
nización de  los  daños  y  perjuicios  causados  á  la  propiedad  minera;  525 
pesetas  por  lo  sufrido  en  la  común;  á  que  en  igual  plazo  consigne  en 
la  Caja  general  de  Depósitos  la  cantidad  de  584.250  pesetas  en  que  se 
hallan  valorados  los  perjuicios  que  puedan  ocasionarse;  y  caso  de  oo^ 
▼erificarlo,  se  le  embargasen  bienes  pertenecientes  á  dicha  empresa, 
suficientes  á  cubrir  el  importe  de  las  referidas  sumas,  y  basta  4.00(k 
pesetas  sobre  aquellas  cantidades  por  razón  de  costas;  y  además  no  ha* 
berlug^r  ala  subsaoacion de  Iqs  defectos  queso  reclamaban  por  lare*^ 
ferida  empresa  concesionaria  del  ferro*carril  repetidamente  menciona'* 
do:  cuyo  auto  fué  confirmado  por  otro  de  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au*^ 
diencia  de  Sevilla,  con  las  costas,  en  19  de  Enero  del  presente  año  d^ 
4876: 

Resultando  que  contra  dicho  proveído  definitivo,  y  previo  el  de* 
pósito  establecido  •  por  la  ley,  interpuso  D.  José  Canalejas  recurso  de 
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casación  por  quebrantamienio  de  forma,  famlándole:  primaro,  en  loa 
casos  !.*«  2.*,  3.*,  4/  y  5.*  del  arl.  5/  de  la  ley  provisional  de  casa* 
doD  civil,  porque  loa  procedimieotoa  se  habían  dirigido  contra  la  am* 
presa  coasiractora  y  no  contra  la  conceslonsria,  la  cual  no  babia  sido 
emplazada  á  su  debido  tiempo*  ni  citada  para  prueba  ni  sentencia  de- 
floitiva:  segundo,  en  que  se  babian  infringido  el  art.  Í39  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  el  decreto  de  13  de  Agosto  de  4869,  la  Real  órdeá 
aelaratoria  de  3 de  Julio  de  1872,  los  artículos  15  y  14  déla Coostitu» 
don  del  Estado  y  la  Real  orden  de  98  de  Agosto  de  4872,  porque  al 
mandarse  que  las  actuaciones  se  siguieran  ante  el  Juez  ordinario  dd 
partido,  domina  el  espirito  y  la  tendencia  de  establecer  la  forma  üoi» 
ca  á  que  éstos  deben  de  atenerse  en  sus  procedimientos,  cual  es  á  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  la  cual,  según  el  articulo  citsdo.  exige  que 
toda  sentencia  ha  de  ser  precedida  de  citación  á  tas  partes  para  oiría: 
tercero,  en  que  también  infringe  el  art.  225  de  dicha  ley  al  consignar 
la  ilegal  doctrina  de  que  los  expedientes  de  esta  clase  se  rigen  por  dis« 
posiciones  especiales  y  distintas  á  la  de  Enjuiciamiento  civil,  que  solo 
es  aplicable  en  estos  Juicios  cuando  llega  d  sustanciacion  el  recurso  de 
alzada:  cuarto,  en  que  contradice  la  jurisprudencia  y  doctrinas  senta- 
das por  este  Tribunal  Supremo  en  la  sentencia  de  2  de  Abril  de  1875, 
siendo  el  caso  sumamente  an&logo,  ó  por  mejor  dicho  idéntico:  y  quin- 
to, por  último,  en  que  se  ha  infringido  también  el  nüm.  6/  del  art.  5.* 
de  la  precitada  ley  al  principio  ioTOcada,  con  sus  concordantes,  los 
CBsos  4.%2.*,  5.\4.*y  7."  4ela  orgánica  del  poder  judicial,  porque 
bajo  este  aspecto  es  evidente  la  incompetencia  de  la  Sala  en  cuanto  ha 
declarado  un  procedimiento  especial  y  resuelto  un  ezpedient^  que  la 
misma  declara  que  no  ha  perdido  su  carácter  administrativo: 

Resultando  que.  denegado  el  recurso  por  la  Sala  sentenciadora,  el 
recurrente  scudió  en  queja  á  este  Tribunal  Supremo,  el  cual  declaró 
haber  lugar  á  ella;  y  admitiendo  dicho  recurso,  ordenó  á  dicha  Sala 
qfie  remitiese  los  autos,  origínales^  con  citación  y  emplazamiento  délas 
partes: 

Resultando  que  asi  verificado,  se  ha  tramitado  auto  esta  Sala  el 
procedimiento  en  la  forma  prevenida  por  la  l^y: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Antonio  Valdés: 

Considerando  que,  seguu  el  art.  2.*  del  decreto  de  42  de  Agosto  de 
4889  y  el  espíritu  de  todaa  sos  disposiciones  acerca  de  expropiación 
forzosa  por  causa  dé  utilidad  publica,  que  se  halla  bien  dilucidado  en 
la  Real  orden  aclaratoria  de  3  de  Julio  de  4872.  y  por  repetidas  deci- 
siones de  este  Tribunal  Supremo  que  forman  constante  Jurisprudencia 
sobre  la  materia,  los  interesados  en  tales  expropiaciones  obtuvieron 
una  garantía  sumamente  firme  y  beneficiosa  para  su  propiedad^  reser- 
vándoles la  más  lata  defensa  de  sus  respectivos  derechos  en  las  cuestio' 
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oet  <i«e  d«  aqqellas  pudlefen  surgir,  habíéodolas  sometido  al  fallo  de 
los  TribaDales  en  todas  las  instancias  establecidas  para  el  juicio  d?il 
ordinario,  que  no  podían  menos  de  ajustarse  á  las  reglas  de  tramita- 
ción marcadas  como  ineludibles  en  la  ley  dé  EojuiciamieiHoGÍv.il: 

Considerando  que,  si  bien  respecto  de  alguna  de  las  actuaciones  de 
esta  claEíe  de  expedientes  que  pasan  de  la  Administración  é  los  Tribu- 
Dales  hay  cierta  especialidad,  ec.el  caso  de  que  se  trata  oo  han  sido 
aquellas  objeto  de  controversia,  ni  son  opuestas  á  que  se  guarden  como 
deben  en  la  tramitación  todas  las  reglas  j  soleto nidades  que  requiere 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ordinario  para  que  pueda  su  fallo  ser 
ejecutorio,  puesto  que  no  autoriza  el  procedimiento  irregular  que  ba 
motivado  el  presente  recurso  por  haberse  admitido  dos  personalidades 
distintas  con.  vacilación  y  duda  sobre  la  responsabilidad  que  &k  el 
abono  de  perjuicios  y  demás'  reclamaciones  de  la  expropiada  pudiera 
alcanzar  ¿  la  que  debiera  ser  condenada  á  realizarle,  y  las  faltas  no  me* 
nos  esenciales  de  recibimiento  á  prueba  y  citaciones  para  ella  y  para 
definitiva: 

Considerando  que  fueron  estas  faltas  reclamadas  en  tiempo,  y  pe- 
dida su  subsaoacion  por  la  parte  recurrente  como  previene  la  ley  para 
que  pueda  tener  lugar  la  casación: 

Y  considerando,  por  tanto,  que,  el  citado  recurso  es  procedeutOt 
conforme  al  art.  5.*  de  la  ley  provisional  de  i8  de  Junio  de  1870;    . 

Fallamos  que  debemos  deiclarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recur* 
80  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  parte  de- 
D.  José  Canalejas  y  Casas,  como  Director  de  la  Compañía  de  los  ferro- 
carriles de  Ciudad -Real  á  Badajoz  y  Almorchon,  contra  la  sentencia 
que  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  en  i9  de  Enero 
del  corriente  año  en  autos  sobre  la  enuDciada  expropiación  y  abono  de 
perjuicios  á  la  empiesa  minera  titulada  La  Manchega^  Bélica  y  Vescat- 
na;  y  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la  mencionada  senten* 
da,  mandando  se  devuelvan  dichos  autos  á  la  misma  Audiencia  para 
^ue  los  dirija  al  Juez  de  primera  instancia  del  partido  de  Fuente-Ove- 
juna afín  deque,  reponiéndolos  al  estado  que  tenian  cuando  se  come- 
tieron las  faltas  antes  relacionadas,  los  sustancie  y.  determine  con  ar- 
reglo á  derecho^  y  devuélvase  asimismo  al  recurrente  el  depósito  que 
tiene  constituido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ofi* 
dal  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. =:José  M. 
Gáceres.=El  Magistrado  D.  Ignacio  Vieites  votó  en  Sala  y  no  pudo  fir- 
mar José  M.  Cáceres.=Manuel  Almenad  y  Mora.=Antonio  Vaidés.= 
Luis  Vázquez  de  Mondragon.=:Joaquin  José  Cervino.-— Julián  Gómez 
Inguanzo. 
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Pablteáoioa.:aLeida  y  iHibücadn  faá  la  preoedeiiie  aenteocia  por  el 
Bicmo.  Sr.  fi.  Antonio  Yaliléa,  Magisirade  4e  la  SaJa  tercera  del  Tri* 
IniQat  Sopremo,  eelebranilo  attdieocia  publica  la  misma  en  el  día  de 
toy,  de^ne  certifico  como  Secretario  Relator  eo  Madrid  á  il  de  Jallo 
de  i87^.=:Lícenciado  Maauel  Ara^eiieses  Gil. 

(Gáeéla  del  de  SéliemÍMrede  1876). 
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Sentencia  en  loi  autos  seguidos  sobre  pago  de  levantamiento 
de  plagios j  dirección  y  demás  efectuado  para  alumbramien- 
to de  aguas. 

:  En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  ¿  28  de  Setiembre  de  4876  en  lop 
autoa  seg/Qidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San 
Pedro  déla  Qiudad  de  Barcelona  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la 
Aadieocia  del  mismo  territorio  por  D.  Alejandro  Perich  con  D.  Fran- 
<;isco  OUani  sobre  pago  de  cantidades;  autos  que  penden  ante  Nos  en 
virtud  de  recurso  de  casación  iaterpuesto  porD.  Fraocisco  OUani  con- 
tra U  sentencia  que  en  i%  de  Mayo  de  1875  dictó  la  referida  Sala: 

.  Resultando  que  D.  Alejandro  Pericb  dedujo  demanda  ordinaria  pi- 
diendo se  condenase  al  Oltani  á  que  le  pagara  la  cantidad  de  i.482  pe- 
setas 50  céntimos,  ó  la  mayor  en  que  personas  peritas  fijasen  los  tra- 
bajofidel  levantamiento.de  planos,  dirección  y  demás  que  el  actor  ba- 
Ua  practicado  para  el  alumbramiento  y  conducción  de  aguas  desde  una 
finca  de  D.  Juan  Calvet,  asi  como  por  la  confección  de  ios  planos  de  un 
molino  de  productos  químicos  que  practicó  por  encargo  de  Oltani  y 
entregó  al  mismo  con  las  condiciones  y  presupuestos;  cuyos  trabajos 
importaban  según  dicba  cuenta,  12.950  rs.,  equivalentes  á  3.232  pese- 
taj.50  céntimos,  de  que  babia  recibido  á  cuenta  1.750  pesetas,  con  los 
intereses  y  costas: 

Resaltando  que  D.  Francisco  Oltani  contestó  á  la  demanda  recono- 
ciendo que  eo  calidad  de  apoderado  de  D.  Luis  Giustiniane  Irappin, 
ipteresada  en  el  alumbramiento  de  dicbas  aguas,  encargó  la  dirección 
d€|  aquellas  obras  al  demandante,  el  cual  levantó  los  planos  necesarios 
para  ser  presentados  al  Ayuntamiento  para  la  aprobación;  babiendo 
sido  devueltos  los  de  instalación  de  la  caldera  para  elevación  de  las 
aguas  por  no.  estar  conformes  con  las  prescripciones  del  Ayuntamien- 
to, y  en  consecuencia  de  lo  cual  hubo  Perich  de  levantar  otros  planos, 
empezándose-  á  su  tenor  las  obras  del  alumbramieuto  y  conducción: 
que  durante  el  tiempo  que  Pericb  estuvo  encargado  de  la  direc- 
ción de  las  obras  [no  practicó  otros  trabajos  que  los  inherentes  á  tal 
cargo  é  indispensables  para  la  ejecución  de  la  misma :  que  Perich 


tenia  derecho  para  cobrar  loa  honorarios  aeñaladoa  al  director  de  una 
obra;  pero  no  para  cobrarlos  porcada  uno  de  los  actos  que  practícóeni 
el  ejercicio  de  su  cargo  de  director:  que  correspoodiéodoie  cobrar*  coa 
arreglo  á  tarifa,  la  cantidad  de  5.000  rs.,  habiendo  confesado  el  de- 
mandante  que  tiene  recibidos  7.000,  ha  cobrado  de  más  2.000,  que 
debe  reintegrar;  por  todo  lo  que  pidió  qne  se  le  absolviese  de  dicha  de- 
manda, condenando  á  Perich  á  reintegrarle  la  cantidad  de  500  pesetas 
por  el  exceso  percibido  de  lo  qne  correspondía  cobrar  por  los  honora- 
rios reclamados,  y  la  indemnizase  délos  perjuicios  quele  ha  ocasiona, 
do  con  su  impericia  en  la  dirección  de  las  obras,  don  imposición  d» 
las  costas  del  juicio: 

Resultando  que  el  demandante  al  replicar  insistió  eo  su  pretensión, 
fundada  en  que  todas  las  partidas  de  la  cuenta  producida  corresponden 
á  trabajos  practicados  por  el  mismo  y  aceptadas  por  el  demandador 
que  la  tarifa  producida  por  éste  estaba  mal  aplicada,  puesto  que  en  lo» 
proyectos  de  conducción  de  aguas  es  lo  más  importante  la  medicionf 
del  terreno  y  levantamiento  de  planos;  teniendo  la  tarifa  para  tales  ca- 
sos una  escala  especial,  que  es  la  segunda  de  los  comprendidos  bsjo  el 
epígrafe  «Honorarios  relativos  á  la  extensión  superficial  délas  fincas:»- 
ateotD  á  lo  cual,  y  i  ser  la  superficie  levantada  que  abrazan  ios  plano» 
de  763.478  metros,  si  i  ella  se  aplicase  dicha  .tarifa  resultarían  deven- 
gados por  el  actor  unos  honorarios  excesivamente  superiores  á  los  re» 
clamados: 

Resultando  que  en  la  duplica  Oltani  reprodujo  asimismo  los  punto» 
de  hecho  y  de  derecho  de  la  contestación,  adicionando  los  primero» 
con  que  Perich  practicó  las  obras  de  que  se  trata  como  Director  deCa* 
minos  vecinales,  con  cuyo  carácter  gestionaba  también  en  este  pleito» 
según  la  escritura  de  poder  presentada,  y  que  el  demandado  tío  ha  da- 
do su  aprobación  expresa  ni  tácita  á  dichas  obras;  y  los  segundos  ci- 
tando las  disposiciones  legales  doncernientes  á  la  creación  de  los  Di* 
rectores  de  Caminos  vecinales,  relación  de  los  mismos  en  punto  á  atri- 
buciones con  los  Arquitectos,  y  regulación  de  honorarios  y  forma  en 
que  debe  hacerse  el  pago  del  precio  estipulado  en  una  obra;  y  pidi<S 
se  condenase  al  actor  por  via  de  reconvención  al  pago  de  la  cantidad 
de  373  pesetas  50  céntimos,  importe  de  las  obras  de  reparación  de  la 
cañería  de  conducción  de  aguas  en  el  punto  que  reventó;  indemnización 
de  los  perjuicios  causados  por  su  impericia  en  la  dirección  de  las  obras 
por  haber  levantado  e!  primer  plano  sin  sujetarse  á  las  prescripciones 
municipales; 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  la  Sala  segunda 
de  la  Audiencia  por  sentencia  de  13  de  Hayo  de  1875,  confirmatoria 
sustancialmente  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  condenó  á  Don 
Francisco  Oltani  á  que  dentro  del  término  de  10  dias  satisfaga  á  D.  Ale- 
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jandro  Perich  la  cantidad  de  1.482  pesetas  50  céotimos,  con  losintere* 
ses  legales  de  la  misma,  á  contar  desde  el  día  de  la  contestación  á  la 
demanda;  absolviendo  á  D.  Alejandro  Perich  de  la  reconvención  contra 
'é\  propuesta,  sio  hacer  especial  condenación  de  costas. 

T  resultando  queD.  Francisco  Olta ni  interpuso  recurso  de  casacioD 
por  conceptuar  infringidos: 

1/  El  Real  decreto  de  7  de  Setiembre  de  i848,  que  crea  la  carrera 
de  Directores  de  Caminos  vecinales,  y  que  somete  por  consiguiente  á 
todas  las  decisiones  que  el  Gobierno  tome  respecto  á  la  misma  á  todos 
los  que  la  profesen  y  ejerzan: 

2.*  El  ari.  30  del  reglamento  que  para  la  ejecución  del  citado  Real 
decreto  se  publicó  en  la  misma  fecha,  en  el  cual  se  dispuso  que  cuan- 
do las  diligencias  que  practiquen  los  Directores  de  Caminos  vecinales 
sean  extrajudiciales,  ó  por  encargo  de  particulares,  les  fuese  licito  exi- 
gir los  derechos  marcados  en  el  Arancel  de  la  profesión,  á  que  perte- 
nezca la  operación  ejecutada: 

3.*  El  art.  3.'*  de  la  Real  orden  de  25  de  Noviembre  de  1846,  en  vir- 
tud de  la  que  los  Arquitectos  pueden  proyectar  y  dirigir  los  caminos, 
fuentes,  canales  y  demás  obras  del  servicio  particular  y  utilidad  pri- 
vada: 

4."  El  art.  7.'  del  reglamento  dado  para  la  ejecución  del  Real  de- 
creto de  1.*  de  diciembre  de  1858,  según  el  que  corresponden  á  los  Ar- 
quitectos los  proyectos  cJe  conducción  y  distribución  de  aguas: 

5.'  El  Real  decreto  de  24  de  Enero  de  1855,  en  virtud  del  que  se 
suprimió  la  enseñanza  de  Directores  de  Caminos  vecinales: 

6/  El  Real  decreto  de  i8  de  Mayo  de  1860,  en  que  se  declaró  que  en 
las  facultades  y  atribuciones  de  los  Arquitectos  se  hallan  comprendí* 
das. las  de  los  Directores  de  Caminos  vecinales: 

7.*  El  art.  9.°del  reglamento  de  22  de  Julio  de  1864  sobre  aUibu- 
clones  de  los  Arquitectos,  Maestros  de  obras  y  Aparejadores,  que  esta* 
blece  el  principio  de  que  todo  el  que  obtiene  un  titulo  superior  posee 
implícitamente  todos  los  inferiores,  y  que  por  consiguiente  los  Arqui- 
tectos son  de  hecho  Directores  de  Caminos  vecinales,  y  éstos  y  los 
Maestros  de  obras  son  también  Agrimensores: 

8."  El  precepto  legal  comprendido  en  la  Real  orden  de  24  de  Marzo 
de  1854,  aprobatoria  déla  tarifa  especial  de  los  honorarios  que  corres- 
ponden á  los  Arquitectos  por  los  trabajos  de  su  profesión;  y  la  de  31 
de  Mayo  de  1858,  en  que  se  mandó  publicar  de  nuevo  la  tarifa,  reco- 
mendándose su  puntual  observancia,  en  la  que,  bajo  el  epígrafe  Por 
dirección,  planos  de  proyectos  y  demás  honorarios  en  obras  parlicu* 
lares,  se  establece  una  escala  gradual,  á  cuyo  tenor  los  Arquitectos 
deben  cobrar  por  los  trabajos  á  que  se  refiere  el  citado  articulo  epfgra- 
Sección  admiiustrativa.— T.  VI.  29 
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fe  ei  5  por  400  eo  Ia9  obras  cuyo  coste  no  exceda  de  iOO.OOO  rs»,  y  el 
4*75  por  100  hasta  150.000,  y  asi  sucesivamente: 

Y  ti."  Al  condenarse  a(  pago  al  D.  Francisco  Oltani  de  la  cantidad 
reclamada  por  D.  Alejandro  Pericb,  por  haber  abonado  parte  de  la 
cuenta  presentada  por  éste,  el  párrafo  primero  quibus  modis  recon* 
trahitur  obligatio;  la  ley  i.\  ley  6/  y  12  pp.  Pe  condiíioni  indehUi 
Código;  Gód.,  leyeses,  29  y  57,  tít.  3.M>artida  4/;  legislación  qoe 
regula  el  ejercicio  de  la  condición  indebili,  mediante  la  que  puede  re- 
elama«*se  lo  que  indebidamente  se  hubiese  pagado  por  ingoraneia  6 
error  de  hecho,  sin  que  obste  para  nada  el  hecho  mismo  del  pago« 
cuya  doctrina  viene  á  contradecir  la  sentencia  recurrida: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Felipe  Viñas: 

Considerando  que  la  cuestión  debatida  eo  estos  autos  es  de  hecho, 
dado  que,  según  los  que  se  admitan  como  probados,  procede  la  apli- 
cación de  uno  en  otro  de  los  preceptos  de  la  tarifa  de  honorarios  que 
deben  percibir  por  los  trabajos  prestados  en  obras  particulares  los  Ar- 
quitectos y  demás  Profesores  en  ellas  asimilados,  conforme  á  los  Réa> 
les  decretos,  órdenes  y  reglamentos  que  se  citan  en  4os  ocho  primeros 
motivos  del  presente  recurso: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  dirigida  por  este  criterio 
y  apreciándolas  pruebas  suminis  tradas  por  las  partes,  sin  qáe  contra 
esta  apreciación  se  exponga  ley  ni  doctrina  infringida,  ha  declarado 
que  D.  Alejandro  Perich,  atendidas  la  clase  y  extensión  de  las  obras 
en  que  prestó  sus  servicios  á  D.  Francisco  Oltani,  tiene  derecho  á  per- 
cibir por  sus  ho,norarios  una  cantidad  mayor  que  la  reclamada  y  eo 
parte  satisfecha  por  el  dueño  de  la  obra  con  ofrecimiento  de  pagar  el 
resto: 

Considerando  por  lo  ex  puesto,  que  D.  Francisco  Oltani,  al  pagar  á 
D.  Alejandro  Perich  i. 750  pesetas  á  cuenta  de  honorarios  por  los  servi- 
cios que  le  habia  prestado,  no  hizo  pago  indebido  ni  procedió  con  error 
de  hecho: 

Considerando,  en  consecuencia,  que  elfallo  recurrido  no  contiene 
ninguno  de  los  vicios  que  el  recurrentele  atribuye,  ni  infringe  las  Rea- 
les disposiciones  y  leyes  que  en  el  recurso  se  invocan ,  aun  suponien- 
do que  al  citar  las  28,  29  y  50,  Üi.  5.',  Partida  4.*,  que  no  tienen  co- 
nexión con  el  asunto  del  pleito,  haya  querido  referirse  á  las  mismas 
leyes  del  tlt.  44,  Partida  5.*,  que  pudieran  tener  aplicación; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  per  D.  Francisco  Oltani,  á  quien  conde- 
namos en  las  costas;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Axi^ 
diencia  de  Barcelona. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  GacBiaé  in* 
seriará  en  U  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  coplas  ne- 
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"^eesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrntamos.sJuan  Gonzalos 
Acoyedo.=Laureano  de  Arrieta.=Hilario  de  lgon.=José  Fermín  de 
Muro.srBenito  de  UUoa  y  Rey.=Fciipe  Viñas. = Alejandro  Benito  y 
Avila. 

Publicación. ssLeida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el 
'Sxcoio.  Sr.  D.  Felipe  Viñas,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele<^ 
4>raxido  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo  el  dia  de  hoy,  de 
^U6  certifico  como  Relator  Secretario  de  dicha  Sala. 

Madrid  28  de  Setiembre  de  in76.=rLicenciado  Mariano  Fernandez 
-Oatcia. 

(Gacela  de  9  de  Octubre  de  1876). 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Meal  orden  habilitando  la  Aduana  de  Cindadela^  en  las 
Baleares,  para  la  importación  de  carbones  y  otros  arti^ 
culos. 

Ezcmo.  Sr.:  Visto  el  expediente  instruido  á  consecuencia  de  dos 
jflstaacias  del  Ayuntamiento  de  Cindadela,  provincia  de  las  Baleare», 
solicitando-  que  se  eleve  á  la  categoría  de  segunda  clase  la  Aduana  de 
«dicha  ciudad,  habilitándola  para  la  inaportacion  de  maderas  sin  labrar» 
carbones,  cueros,  legumbres,  salvado  y  ganados: 

Vistos  los  informes  emitidos  por  la  Administración  económica  de 
la  provincia.  Administración  principal  de  Aduanas,  Jefe  de  la  Goman- 
<Unela  de  Carabineros  y  Junta  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio: 

^Considerando  que  aparecen  justificados  los  motivos  que  existen 
4iara  importar  por  Giudadela  los  artículos  de  que  se  traía: 

Considerando  que  en  la  citada  Aduana  existe  personal  suficiente 
.?para  atender  al  nuevo  servicio  que  se  solicita; 

S.  M.  el  Rey  '(Q.  D.  6.),  conformándose  con  lo  informado  por  la 
acción  de  Hacienda  del  Consejo  de  Estado  y  con  lo  propuesto  por  V.  C« 
Jia  resuelto  que  se  eleve  á  la  categoría  de  segunda  clase  la  Aduana  de 
4Znidadela,  que  actualmente  lo  es  de  tercera,  habilitándola  para  la  im* 
ftortacion  de  maderas  sin  labrar,  carbones,  cueros,  legumbres,  salva- 
ndo y  ganados. 

Be  Real  orden  lo  digo  á  V.  E.  para  los  efectos  correspondientes. 

(Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid.  25  de  Setiembre  de  1876. 

Baezarallana. 
•>Sr«  Director  general  de  Aduanas. 

(Gaceta  de  14  de  Octubre  de  1876). 


\ 
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MINISTERIO  DE  FOMENTO. 

Reales  decretos. 

Resolución  en  la  demanda  interpuesta  en  solicitud  de  que  M' 
revoque  la  Real  orden  por  la  cual  se  declaró  cancelado  ef 
expediente  del  registro  minero  titulado  Nicolás  Segando. 

Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  hé  coa» 
suliado  á  este  Ministerio,  con  fecha  25  de  Setiembre  próximo  pasado  lo- 
siguiente: 

.  •Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  visto  la  demanda»  cuya 
copia  es  adjunta,  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  Rosendo  Marcilla» 
en  nombre  de  D.  Tomás  de  Torre  y  Pablo,  en  solicitud  de  que  se  revo» 
que  la  Real  orden  de  10  de  Agosto  de  1875,  por  la  cual  se  declaró  can- 
celado el  expediente  del  registro  minero  titulado  iVtco/a^Segtmif o,  que 
aspiraba  al  mismo  terreno  que  el  nominado  San  Nicolás, 
Resulta  de  los  expedientes  que  se  han  unido  á  la  demanda: 

Que  en  8  de  Marzo  de  1872  solicitó  D.  Pedro  Lasanta,en  noml^rede 
D.  Ramón  de  Torres  y  Codes,  del  iiobernadordela  provincia  deCia- 
dad-Real  48  pertenencias  de  mineral  de  plomo,  plata  y  otros  metales 
en  término  de  Mestanza,  cuyo  registro  llevaría  el  título  de  San  iVteo^ 
las,  presentando  la  designación  y  denunciando  labores  antiguas,  eayo 
nombre  y  el  del  dueño  de  las  mismas  ignoraba: 
•  Que  decretada  la  caducidad  de  las  labores  denunciadas,  toda  vez 
que  se  había  justifícado  su  abandono,  se  admitió  la  solicitud  de  regis- 
tro San  Nicolás;  y  seguido  el  expediente  .respectivo  por  sus  trámites 
legales, se  otorgó  la  concesión  de  la  mina  al  peticionario  D.  Remonde 
Torres  y  Codes,  expidiéndole  el  titulo  de  propiedad  en  5  de  Noviem- 
bre de  1875  coa  arreglo  á  las  bases  generales  de  29  de  Diciembre  de 
1868;  ordenando  al  AIcaMe  de  Mestanza  diese  posesión  de  aquella  al 
interesadojo  que  no  aparece  haya  teni'do  lugar: 

Que  con  fecha  20  de  Marzo  de  1874  recurrió  D.  Perfecto  Acosta,  re- 
presentando á  D.  Tomás  de  Torres  y  Pablo,  al  Gobernador  de  la  pro- 
vincia en  solicitud  de  que  se  le  concediese  con  el  nombre  de  Nicolás 
Segundo  48  pertenencias  de  mineral  plomizo  en  término  jurisdicciosal 
de  Mestanza,  presentando  la  designación  del  terreno  y  denunciaséo  la 
existencia  de  labores  antiguas  abandonadas: 

Que  instruido  el  expediente  de  caducidiid,  informó  el  Ingeniero  del 
distrito,  manifestando  que  las  labores  registradas  porD.  Tomás  de 
,  Torres  y  Pabb  correspondían  á  la  mina  demarcada  San  Nicoláí^  pro» 
,  pia  de  D.  Rainon  de  Torres  y  Codes,  dependiendo  por  lo  tanto  el  re-^ 


\ 
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{fiatro  Nieólds  Segundo  de  la  situación  legal  de  la  inioa  San  Nicoliii 
y  que  eo  vista  de  este  informe  j  de  la  existencia  legal  de  esta  conce* 
8Íon<»  el  Gobernador  en  providencia  de  i2  de  Enero  de  1875  declaró 
sin  carsoy  fenecido  el.  expediente  de  registro  Nicolás  Segundo,  cuya 
Invidencia  fué  recurrida  para  ante  el  Ministerio  de  Fomento,  expi- 
'diéndose  por  éste»  de  conformidad  con  el  informe  emitido  por  la  Junta 
«uperier  facultativa  del  ramo,  la  Real  orden  de  10  de  Agosto  de  1875 
'Confirmando  lo  resuelto  por  el  Gobernador. 

Contra  la  expresada  resolución  interpaso  demanda  contencioso-ad- 
tnioistrativa  D.  Tomás  de  Torres  y  Pablo  en  23  de  Setiembre  del  mis- 
mo  año,  quo  fué  formalizada  en  3  de  Junio  de  1876  por  el  Licenciado 
^.  Rosendo  Marcilla,  solicitando  en  nombre  de  aquel  se  consultase  la 
revocación  de  la  orden  que  impugnaba,  y  que  se  mandase  seguir  por 
sos  Iréraites  debidos  el  expediente  de  registro  Nicolás  Segundo  hasta 
sa  oitimacion,  puesto  que  la  mina  San  Nicolás  no  tiene  existencia  le* 
gal  perfecta  por  no  haber  tomado  posesión  de  la  misma  su,concesio* 
nario  D«  Ramón  de.  Torres  y  Codes;  citando  en  apoyo  de  su  pretensión 
los  artículos  38  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio,  do  1859  y  la  16  de  las 
«-disposiciones  generales  del  reglamento. 

£1  Fiscal  dé  S.  M.,  que  ha  informado,  propone  la  improcedencia  de 
iá  via  contenciosa  para  esta  demanda,  fundándose  en  que  con  la  orden 
reclamada  no  se  ha  lesionado  derecho  alguno  preexistente  del  deman- 
dante, puesto  que  la  Administración  act|Ya  ni  ha  llegado  á  admitir  su 
«olicitud  de  registro,  y  en  que  si  se  considera  terminado  para  los  efec- 
tos legales  el  expediente  de  San  Nicolás,  solo  procederá  la  caducidad 
•déla  concesión  por  los  motivos  de  los  artfculos  li)  y  23  del  decreto- 
ley  de  29  de  Diciembre  de  1868,  y  si  no  se  admita  que  aquel  expedien- 
tase baila  terminado,  es  de  necesidad  que  recaiga  en  él  una  resolución 
definitiva  que  sea  reclamable  en  via  contenciosa;  no  teniendo  estado 
por  lo  tanto  que  justifique  la  interposición  de  la  actual  demanda: 

Visto  el  art.  89  de  la  ley  de  Alinas  de  4  de  Marzo  \de  1SH8,  según  el 
cual  procede  el  recurso  contencioso-adminislratívo  en  minería;  pri- 
/mero,  contra  las  resoluciones  por  las  cuales  se  confirme  ó  se  desestime 
el  permiso  ó  negativa  de  los  Gobernadores  para  la  investigación;  se- 
gundo, contra  aquellas  por  las  que  se  confirmen  ó  desestimen  las  pro- 
Tidencias  dictadas  por  los  Gobernadores,  concedieudo  i  negando  la 
propiedad  de  minas,  escoriales,  terreros  y  galerías  generales;  y  .terce- 
ro, contra  las  que  se  dicten  declarándola  caducidad  de  una  concesión: 

Visto  el  art.  86,  que  determina  que  no  se  admitirán  en  la  via  <:on- 

)|eiici4»sa  ante  el  Consejo  de  Estado  más  recur¿^os  que  los  intentados  con 

arreglo  á  la  ley  y  reglamento  por  los  interesados  en  los  tres  casos  del 

-ari.  89  de  la  ley;  por  los  que  hubieran  presentado  en  dichos  tres  casos 

-sus  oposiciones  en  tiempo;  por  los  que  hubieren  protestado  en  elaeto 
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de  las  demarcaciaoes  contra  esta  operación  y  sus  efectos;  por  los  coq^ 
cesionarios  en  cuyo  terreno  se  hubiese  otorgado  nuevamente  otra  coo^ 
cesión;  por  los  interesados  ó  dueños  de  pertenencia,  siempre  qae  se 
pretenda  alterar  la  situación  ó  invadir  el  terrepo  comprendido  en  su» 
demarcaciones,  y  por  los  que  no  se  conformaren  con  las  tasacieve^. 
de  indemnización  á- que  se  reñere  el  art.  84  del  reglamenlo: 

Consideraiido  que  el  casoá  que  se  contrae  la  presente  demanda  do 
se  halla  comprendido  entre  los  consignados  en  el  art.  89  de  la  ley  ri- 
gente de  Minas,  ni  en  los  del  86  del  reglamento  dictado  para  la  ejecu- 
ción de  la  misma: 

Considerando  que  el  demandante  no  es  concesionario  de  minas 
cuyo  derecho,  reconocido  anteriormente  por  la  Administración,  baya 
podido  ser  lesionado  por  la  Real  orden  impugnada,  puesto  que  no  ba 
llegado  á  admitirle  su  pelíQion  del  registro ^iVtcoía^  Secundo,  poreiís* 
tir  una  concesión  anterior  sobre  el  terreno  que  para  dicho  registra 
habia  solicitado: 

Considerando  que  otorgada  la  concesión  de  la  mina  San  Nieolds^ 
conforme  á  las  bases  generales  de  29  de  Diciembre  de  1868,  y  no  ba- 
biéndose  hecho  en  éstas  variación  alguna  acerca  de  los  motivos  que 
producen  los  recursos  en  la  via  contenciosa,  el  fundamento  en  que  se- 
apoya  el  intentado  por  D.  Tomás  de  Torres  y  Pablo  no  es  bastan té^ 
para  que  hoy  se  abra  un  juicio  que  por  la  ley  no  está  reconocido;  tanto 
más,  cuanto  que  la  falta  que  denuncia  de  la  toma  de  posesión  San  Ni^ 
coldSfSx  como  tal  se  puede  admitir,  se  halla  dispensada  por  la  Admi*  . 
nistracion  desde  que  se  dictó  por  el  Ministerio  de  Fomento  la  Real  ór^ 
den  actualmente  reclamada,  usando  de  las  facultades  que  al  Gobieroi» 
concede  la  disposición  i 6  de  las  generales  del  reglamento  en  su  ühimO' 
párrafo; 

La  Sala  entiende  que  puede  V.  G.  declarar  improcedente  la  via  ok- 
tenciosa  para  la  demanda  de  que  deja  hecho  mérito.» 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  con  el  preinserto  dicta» 
men,  de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocí  miento^  el> 
de  la  Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrítr:. 
il  de  Octubre  de  1876. 

G,  EL  Conde  de  Toreno. 
St.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

{Gaceta  de  16  de  Octubre  de  1876). 


\ 
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Resolución  en  la  demanda  interpuesta  solicitando  la  revoca- 
ción de  la  Real  orden  por  la  cual  se  ha  cancelado  el  expe- 
diente de  registro  minero  titulado  Turquesa. 

Ezcmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Cootencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  con- 
suliado  á  este  Mioisieno,  con  fecha  21  de  Setiembre  próximo  pasado, 
lo  siguiente: 

•£xcmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Goateacioso  ha  visto  la  demanda,  cuya 
cojpia  es  adjunta,  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  Rafael  Moutejo  y 
Rica,  en  nombre  de  D.  Julián  de  Olaso  y  de  Lapuente,  solicitando  la  re- 
Tocación  de  la  Real  orden  de  24  de  Febrero  último,  por  la  cual  se  ha  can- 
celado el  eipediente  de  registro  minero  titulado  Turquesa,  mandando 
se  ultime  en  legal  forma  el  del  nombrado  Establo, 

Resulta  délos  espedientes  gubernativos  que  se  han  unido  á  la  de- 
manda: 

Que  en  9  de  Noviembre  de  i87i  solicitó  D.  Juan  Qonzalez  Labio  del 
Gobernador  de  Vizcaya,  con  el  titii^lo  de  Corral  de  la  Laguna,  un  re- 
gistro de  49  pertenencias  vde  mineral  de  hierro,  en  término  de  Siete 
Concejos  de  Somorrostro,  presentando  la  designación  correspondiente; 
y  admitida  dicha  solicitud,  siguiendo  por  todos  sus  trámites  el  expe- 
diente, se  decretó  la  cancelación  del  mismo  por  el  Gobernador  de  la 
provincia  en  8  de  Enero  de  1875,  teniendo  en  cuenta  los  vicios  que  en 
él  coocurrian,  denunciados  por  el  dueño  del  registro  nominado  Esta- 
bh»  sin  que  contra  el  expresado  decreto  se  haya  interpuesto  reclama- 
ción alguna: 

Que  el  expediento  del  registro  Establo  fué  promovido  por  D.  José 
P.  Calvo  y  Arrugaeta  en  7  de  Octubre  de  i875,  solicitando  49  perte- 
nencias de  mineral  de  hierro  sobre  el  mismo  terreno  que  el  ocupado 
por  el  Carral  déla  Laguna^  cuya  solicitud  se  admitió  con  el  carácter 
da  provisional,  anunciándose  en  el  Bolelin  de  la  provincia  de  18  de 
lioviembre  siguiente,  habiendo  pedido  el  inteiesado  en  lü  de  Diciem- 
bre del  mismo  año  &e  demarcase  el  terreno  y  se  le  otorgase  la  conce- 
sión, y  recia DQado  contra  la  morosidad  administrativa  en  9  de  Febre- 
ro de  1874,  á  pesar  déla  suspensión  de  los  términos improrogables  y 
fatales  en  minería,  dispuesta  por  la  orden  de  29  de  Noviembre  ante- 
rior: 

Que  con  fecha  24  de  Octubre  de  1874  fué  presentada  por  D.  Julián 
de  Olaso  y  de  Lapuente,  y  admitida,  salvo  mejor  derecho  y  sin  per- 
juicio de  tercero,  un&.solicitud  de  registro  de  mineral  de  hierro  de  49 
pertenencias  con  el  nombre  de  Turquesa,  sobre  el  mismo  terreno  pre- 
tendido para  ios  anteriores  registros  Corral  de  la  Laguna  y  Establo^ 
cuya  solicitud  no  fué  publicada  por  hallarse  en  suspenso  los  plazos  de 
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la  ley;  habiéndose  protestado  s\ü  embargo  de  esta  falta  de  publicacioQ 
por  el  interesado,  pidiendo  además  en  7  de  Febrero  de  1875  se  proce- 
diese á  la  demarcación  de  las  pertenencias  que  tenia  pretendidas^  con 
el  fin  de  evitar  cualquier  perjuicio  que  en  su  dia  pudiese  irrogársele; 

Que  en  vista  del  resultado  que  ofrecjan  )os  expedientes  relaciona- 
dos, el  Gobernador  de  Vizcaya  decretó  en  16  de  Febrero  de  i875  la 
^cancelación  del  titulado  E&tablOj  mandando  siguiese  su  curso  el  pre- 
sentado porO.  Juiran  Olaso  con  el  nombre  de  Turquesa;  y  reclamado 
dicho  decreto  para  ante  el  Ministerio  de  fomento,  ha  reaido  la  Real  or- 
den de  24  de  Febrero  de  1876,  por  la  cual,  de  conformidad  con  lo  con- 
sultado por  la  Junta  superior  facultativa  de  Minería,  se  ha  revocado  el 
decreto  recurrido,  cancelando  el  expediente  Turquesa,  y  mandándose 
«dtimeen  legal  forma  el  nomly'ado  Eslabh, 

Contra  la  expresada  resolución  ha  interpuesta,  demanda  contencio* 
so-administrativa  el  Licenciado  D.  Rañiel  Montejo  y  Rica,  en  nombre 
de  D.  Julián  de  Olaso  y  deLapuent^,  en  solicitud  deque  se  consulte  al 
Gobierno  de  S.  M;  la  revocación  de  la  orden  impugnada,  alegando  los 
fundamentos  dé  derecho  que  ha  estimado  necesarios  para  probar  la 
-nulidad  de  la  misma. 

t  El  Fiscal  de  S.  M.  en  su  dictamen  propone  la  improcedencia  de  la 
Tía  contenciosa  para  esta  demanda,  fundándose  en  que  el  caso  que 
comprende  no  se  halla  entre  los  designados  taxativamente  como  únicos 
en  que  procede  la  reclamación  contenciosa,  y  en  qué  la  orden  recia* 
mada  no  puede  considerarse  como  definitiva  y  final  en  los  expedientes 
sobre  que  ha  recaido,  los  cuales  no  se  hallan  en  estado  de  ser  decidi- 
dos ante  la  jurisdicción  contenrioso-admioistrativa. 

Vistos  los  antecedentes  expuestos: 

Considerando  que  el  caso  que  origina  la  presente  demanda  no  se 
halla  comprendido  entre  los  que  taxativamente  determina  el  art.  89 
de  la  ley  de  Minas  de  4  de  Marzo  de  1868,  ni  en  los  consignados  en  el 
86  del  reglamento  dictado  para  la  ejecución  de  la  misma: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  24  de'  Febrero  áltimo,  actual- 
mente impugnada,  no  tiene  el  carácter  de  definitiva,  puesto  que  al 
decretarse  por  el  Ministerio  de  Fomento,  la  concesión  de  la  propiedad 
de  la  mina  que  hoy  se  cuestiona  ha  de  conocer  del  expediente  cuya 
cancelación  y  fenecimiento  ha  sido  resuelta,  asi  como  de  todas  las  opo- 
siciones, reclamaciones  é  incidencias. que  se  promuevan,  para  apreciar 
en  su  vista  cuál  de  los  interesados  ostenta  mejor  derecho: 

Considerando  que  el  demandante  D.  Julián  de  Olaso  y  de  Lapuente 
se  halla  facultado,  por  lo  tanto,  fundándose  en  su  titulo  de  peticiona* 
rio  de  la  mina  Turquesa,  para  oponerse  á  todos  los  actos  de  la  Admit- 
'Oistracion  activa  que  se  dirijan  á  otorgar  la  concesión  de  la  titulada 
Estabh^  pudiende  en  su  caso  y  lugar  promover  el  recurso  contencioaa 


contra  la  orden  que  en  deflnitiva  determine  la  propiedad  de  la  expre* 
sflda  ñáina,  ó  de  otra  qae  cOn  distinto  nombre  tenga  á  sustituirla,  si 
con  dicha  orden  juzgase  lastimados  sos  derechos,  según  lo  determina* 
do  en  el  art.  90  de  la  vigente  ley  de  Minas: 

Considerando  que  no  contraria  esta  doctrina  el  fundamento  de  que 
cuando  se  declara  fenecido  un  erpediente  de  registro  ^  no  puede  la 
Administración  ?oUer sobre  su  acuerdo,  puesto  quedeserasi«  noten» 
dría  razón  legal  la  disposición  9/ de  las  generales  del  reglamento,  qoe 
ordena  Ja  unión  al  expediente  en  curso  de  los  anteriormente  auuladós 
ó  cancelados: 

Y  considerando,  por  dltimo,  que  las  prescripciones  de  la  ley  y  re- 
glamento referentes  á  los  motivos  que  producen  la  via  contencioso- 
administrativa,  en  los  asuntos  de  minas  no  han  sufrido  alteración  al- 
guna por  las  bases  generales  de  89  de  Diciembre  de  I86U,  antes  bien, 
han  sido  declaradas  subsistentes  por  el  art.  52  de  las  referidas  bases; 

La  Sala  es  de  opinión  que  puede  V.  E.  declarar  improcedente  la  vía 
contenciosa  para  la  demanda  de  que  deja  hecho  mérito. - 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  I).  G.)  cou  el  preinserto  dict^rmen, 

dé  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocimiento,  el  de  la 

Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V«  E.  muchos  años.  Madrid  ii  de 

Octubre  de  4  876. 

C.  EL  Conde  de  Torbno. 
Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gaceta  de  16  de  Octubre  de  1876.) 


Resolución  en  la  demanda  interpuesta  en  soluyitud deque  se 
revoque  la  Real  órderipor  la  cual  se  cancela  el  expediente 
del  registro  minero  titulado  Ágata. 

Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo-  ha  coto- 
Multado  á  este  Ministerio  con  fecha  21  del  mes  próximo  pasado  lo  si- 
guiente: 

•  Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  visto  la  demanda,  cuya 
copia  es  adjunta,  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  Rafael  llontejo'  y 
Bica»  en  nombre  de  D.  Julián  de  Olaso  y  de  la  Puente,  en  solicitud  de 
que  se  revoque  la  Real  orden  de  24  de  Febrero  último,  por  la  cual  se 
cancela  el  expediente  del  registro  minero  titulado  Agaia^  y  se  manda 
ultimar  en  legal  forma  el  nombrado  Cobre. 

Resalta  de  los  expedientes  gubernativos  qoe  se  han  unido  á  la  de- 
manda: 

Que  en  5  de  Agosto  de  4872  recorrió  D.  Gregorio  Uaray  alGobero»- 
dor  de  Vizcaya  solicitando  con  el  nombre  de  Calisa^  un  reffiAüukkdR 
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caatro  perteneneias  de  mineral  de  hierro»  eo  térmioede  Sao  Pedro  do 
Abanto,  presentando  la  designación  correspondiente;  y  seguido  el  ex- 
pediente por  sus  trámites  legales,  el  Gobernador^  teniendo  en  cuenta 
los  vicios  que  contenia»  denunciados  por  D.  José  Ventura  Areizaga,  pe* 
ticionario  de  un  registro  titulado  Cobre,  declaró  en  20  de  Julio  de  1874,. 
cancelado  el  expediente  del  registro  Ca/i«a,  sin  que  contradicha  pro- 
videncia se  haya  interpuesto  recurso  alguno: 

Que  el  registro  Cobre  fué  promovido  á  peticio  n  del  referido  D.  José 
Ventura  Areizaga  en  7  de  Octubre  de  4873,  comprendiendo  en  la  de- 
signación el  terreno  del  nominado  Cáíisa,  cuya  solicitud  fué  admitida 
con  el  carácter  de  provisional  en  el  mismo  dia,  haciéndose  constar  en 
el  expediente  que  el  registrador  habia  protestado  contra  la  morosidad 
déla  Administración  en  coniinuai:  su  tramitación  legal  en  otro  expe* 
diente  que  tenia  promovido  con  el  nombre  de  Estela: 

En  12  de  Diciembre  del  mismo  año  pidió  el  interesado  se  procedie- 
se á  la  demarcación  de  las  pertenencias  que  tenia  solicitadas  y  en  7  de 
Febrero  de  1875  protestó  de  nuevo  contra  la  morosidad  administrativa 
por  no  haber  efectuado  dicha  operación  eo  el  tiempo  debido;  protesta 
que  presentaba  á  pesar  de  la  suspensión  de  los  plazosimprorogablesy 
fatales  de  la  ley  de  minas,  acordada  por  la  orden  de  29  de  Noviembre 
de  1873: 

Por  providencia  del  Gobernador  de  8  de  Enero  del  citado  año  se 
mandó  seguir  su  curso  el  expediente  de  registro  Cobre^  desestimando 
la  oposición  presentada  por  D.  Esteban  del  Barrio,  peticionario  del 
nominado  La  Duquesa: 

Que  en  24  de  Octubre  de  1874  solicitó  D.  Julián  de  Olaso,  con  el 
titulo  de  Ágata f  cuatro  perteneneias  de  mineral  de  hierro  sobre  el 
mismo  terreno  de  las  designaciones  de  los  registros  Calisa  y  Cobre^ 
cuyos  expedientes  adolecían  á  juicio  del  recurrente,  de  vicios  de  nuli- 
dad, que  denunciaba.  Admitida  esta  nueva  solicitud,  salvo  mejor  dere- 
cho y  sin  perjuicio  de  tercero,  no  aparece  fuese  publicada;  de  cuya 
falta  protestó  el  interesado  en  3  de  Noviembre  siguiente,  pidiendo  en 
7  de  Febrero  de  1875  se  procediese  á  la  demarcación  correspundientet 
y  reclamando  al  propio  tiempo  contra  los  perjuicios  que  de  no  verifi- 
carse pudieran  irrogársele: 

Que  en  vista  del  resultado  de  los  expedientes  relacionados,  el  Go- 
bernador de  Vizcaya  dictó  proyidencia  en  18  del  citado  mes  de  Febre- 
ro |por  la  cual  declaró  cancelado  el  expediente  del  registro  Cobre,  or- 
denando siguiese  su  curso  el  presentado  por  D.  Julián  de  Olaso  con  el 
nombre  de  Ayaia;  cuya  providencia  fué  reclamada  por  D.  José  Ventu- 
ra Areizaga  para  ante  el  Ministerio  de  Fomento,  dando  lugar  á  la  Real 
•orden  de  24  de  Febrero  de  1876,  que  de  conformidad  con  lo  consulta- 
di^,  por  la  Junta  superior  de  Minería 'ha  revocado  la  providencia  recur- 
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rida  del  GoberDador,  y  caacelado  el  expedieote  Ágata,  mandanda  se 
ultime  en  legal  forma  el  nombrado  Cf^breí       ^ 

Contra  la  expresada  resolución  se  ha  interpuesto  demanda  conten* 
cioso*adm1nistratiTa  por  el  Licenciado  D.  Rafael  Montejo  y  Rica,  en 
nombre  de  D.  Julián  de  Olasoy  la  Puente,  solicitando  se  consulte  al 
Gobierno  áe  S.  M.  la  revocación  ^e  la  orden  que  reclama,  alegando  los 
fundamentos  de  derecho  que  estima  necesarios  para  probar  la  nulidad 
de  la  misma: 

El  fiscal  de  S.  M.  en  su  dictamen  propone  la  improcedencia.de  la 
Tia  contenciosa  para  esta  demanda ,  fundándose  en  que  el  caso  que 
comprende  oq  se  halla  entre  los  designados  taxativamente  como  úni- 
eos  en  que  procede  la  reclamación  contenciosa;  y  en  que  la  orden  re- 
clamada no  puede  considerarse  como  definitiva  y  final  de  los  expedien- 
tes sobré  que  ha  recaído*  los  cuales  no  se  hallan  en  estado  de  ser  de« 
cididos  ante  la  jurisdicción  contencipso-administrativa: 

Vistos  los  antecedentes  expuestos: 

Considerando  qué  el  caso  que  origina  la  presente  demanda  no  se 
halla  comprendido  entre  los  que  taxativamente  determina  el  art.  89  de 
la  ley  de  Minas  de  4  de  Marzo  de  1868,  ni  en  los  consignados  en  el  86 
del  reglamento  dictado  para  la  ejecución  de  U  misma: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  24  de  Febrero  último,  actual- 
mente impugnada,  no  tiene  el  carácter  de  definitiva,  puesto  que  al  de- 
cretarse por  el  Ministerio  de  Fomentóla  concesión  de  la  propiedad  de 
la  mina  que  hoy  se  cuestiona  ha  de  conocer  del  expedieote  cuya  can- 
celación ha  sido  resuella,  así  como  de  todas  las  oposicionis,  reclama- 
ciones é  incidencias  que  se  promuevan,  para  apreciar  en  su  vi¿U  cuál 
de  los  interesados  ostenta  mejor  derecho: 

Considerando  que  el  demandante  D.  Julián  de  Olaso  y  de  ia  Puente 
se  halla  facultado  por  lo  ,tanto,  fundándose  en  su  titulo  de  peticionario 
de  la  mina  A^aía  ,  para  oponerse  á  todos  losados  de- la  Administra- 
don  activa  quesead  iri  ja  o  á  otorgar  la  concesión  de  la  propiedad  de  la 
titulada  Cohre,  pudieudo  en  so  caso  y  lugar  promover  el  recurso  con- 
tencioso contra  la  orden  que  en  definitiva  conceda  la  propiedad  de  la 
expresada  mina,  ó  de  otra  que  con  distinto  nombre  venga  á  sustituirla» 
rt  con  dicha  orden  juzgase  lastimados  sus  derechos,  á  tenor  de  lo  de- 
terminado en  el  art.  98  de  la  vigente  ley  de  minas: 

Considerando  que  no  puede  contrariar  esta  doctrina  el  fundamento 
de  que  cuando  se  declara  fenecido  un  expediente  de  registro  ya  no  pue- 
de la  Administración  volver  sobre  su  acuerdo,  puesto  quede  ser  asi  no 
tendría  razón  legal  la  disposición  9/  de  las  generales  del  reglamento, 
que  ordena  la  unión  al  expediente  en  curso  de  los  anteriormente  ana- 
Jados  6  cancelados;  y 

Consideraiido,  por  último,  que  las  prescripciones  de  la  ley  y  Tjegla- 


■■:f^ 


•V 


mentó  referentes  á  los  motiros  que  producen  la  vía  contendoso-admio 
Oistrativa  eo  cuestiones  de. minas  no  han  sufrido  alteración  alguna 
perlas  bases  generales  para  la  nueva  legislación  del  ramo  de  29  de  Di* 
.ciembre  de  186lB,  aütes  bieo  han  sido  declaradas  subsistentes  por  el 
árt.  32  de  las  referidas  bases; 

La  Sala  es  de  opinión  que  puede  V.  C.  declarar  impf'ocedeote  lavit 
Contenciosa  para  la  demanda  de  que  deja  hecho  mérito.» 

Y  conformándose  S.  M.el  Rey  (Q.  D.  G.)cün  elpreioserto  dictamen» 
de  su  Real  orden  lo  comuDÍco  á  V.  £.  para  su  conocimiento,  el  de  la 
Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  11  de 
Octubre  de  1876. 

G.  EL  GORDE  DB  TOftElTO. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gaceta  dé  47  de  Octubre  de  4876;. 


Resolución  en  la  demanda  interpuesta  solicitando  larevoca^ 
don  de  la  Real  orden  por  la  cual  se  ha  declarado  cancelado 
y  fenecido  el  expediente  del  registro  minero  titulado  Bri- 
llante. 

Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  con- 
euitado  á  este  Ministerio,  con  fecha  24  de  Setiembre  próximo  pasado» 
lo  siguiente: 

«Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  ha  visto  la  demanda,  cuya 
copia  es  adjunta,  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  Rafael  Mohtejoy.  Ri«> 
ca,  en  nombre  de  D.  Jalian  de  Olaso  y  la  Puente,  solicitando  la  roTOCa- 
eion  de  la  Real  orden  de  49  de  Febrero  último^  por  la  cual  se  ha  de* 
clarado  cancelado  y  fenecido  el  expediente  del  registro  minero  titula- 
do Brillante^  y  se  dispone  siga  su  curso  en  forma  legal  el  del  registro 
nombrado  Union, 

Resulta  de  los  expedientes  gubernativos  que  se  han  unido  ala  de- 
manda: 

Que  en  4%  de  Febrero  de  4872  recurrió  D.  Juan  Fernandez  Labio  al 
Gobernador  de  Vizcaya  solicitando  con  el  titulo  de  Serrano  ocho  per* 
tenencias  de  mineral  de  hierro  en  término. de  Somorrostro,  haciendo 
la  designación  correspondiente;  y  seguido  el  expediente  por  sus  trámi- 
tes legales,  el  Gobernador,  teniendo  en  cuenta  los  vicios  del  mismo  dtr 
Bunciados  por  el  dueño  del  registro  Ünion^  decretó  con  fecha  8  de^ 
Enero  de  4875  la  cancelación  del  referido  expediente  de  registro  Ser- 
rano, ordenando  siguiese  su  curso  el  nominado  Union;  cuyo  decreta 
ao  ha  sido  reclamado: 
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Que  el  expediente  de  registro  lM.i>n  fué  promovido  en  8  de  Octubre 
de  fB73.por  D.  Dionisio  de  Larrumbide  solicitando  ocho  pertenencias 
de  mineral  de  hierro  en  el  mismo  término  y  con  la  misma  designacieat 
del  ^trrano^  cuya  solicitud  faéadmitida  con  el  carácter  de  provisional, 
y  publicada  en  el  BoUtin  de  la  provincia;  habiendo  pedido  el  interesa* 
do  en  ii  del  mismo  mes  se  procediese  á  la  demarcación  del  terreno,  y 
protestado  de  la  morosidad  de  la  Administración  con  fecha  9  de  Febre* 
ro  de  1874,  á  pesar  de  hallarse  en  suspenso  los  términos  improrogables 
y  fatales  de  la  ley  por  la  orden  de  29  de  Noviembre  de  1873: 

Que  en  24  de  Octubre  de  1874  pretendió  0.  Julián  de  Olaso  con  el 
nombre'  de  BriUanle  ocho  pertenencias  mineras  sobre  el  mismo  terre* 
no  de  los  anteriores  registros  Serrano  y  Union;  admitiéndose  su  escri- 
to, salvo  mejor  derecho  y  sin  perjuicio  de  tercero,  no  habiéndose  pu- 
blicado, contra  cuya  falta  reclamó  el  registrador  en  3  dé  Noviembre 
siguiente,  pidiendo  en  7  de  Febrero  de  1874  se  procediese  á  la  demar- 
cación de  la  mina,  y  protestando  de  los  peijuicios  que  de  no  veríflcar- 
la  le  le  pudieran  irrogar:  ^ 

Que  en  vista  dei  resultado  que  ofrecian  los  expedientes  relaciona- 
dos, el  Gobernador  de  Vizcaya  en  16  de  Febreio  de  1875  declaró  can-» 
celado  el  expediente  de  registro  {/titotí,  ordenando  siguiese  su  curso  el 
presentado  por  Ü.  Julián  Olaso  con  el  nombre  de  Brillante;  y  recurrido 
dicho  decreto  para  ante  el  Ministerio  de  Fomento,  se  expidió  por  éste, 
de  conformidad  con  lo  consultado  por  la  Junta  superior  de  Minería,  la 
Real  orden  de  19  de  Febrero  de  1876,  por  la  cual,  revocando  el  decre- 
to a^pelado*  se  declara  cancelado  y  fenecido  el  expediente  de  registro 
titulado  Brillante^  y  se  diispone  siga  su  curso  legdl  el  denominado 
-ünion: 

Contra  la  expresada  resolución  se  ha  interpuesto  demanda  conten-' 
cioso-administrativa  por  el  Licenciado  D.  Rafael  Moniejo  y  Rica,  en 
liombre  de  D.  Julián  Olaso  y  la  Puente,  solicitando  se  consulte  al  Go- 
bierno, de  S.  M.  la  revocación  de  la  órden<que  reclama,  alegando  ios 
fundamentos  de  derecho  que  estima  necesarios  para  probar  la  nulidad 
de  la  misma: 

El  Fiscal  de  S.  M.,  en  su  dictamen,  propone  la  improcedencia  de  la 
vía  contenciosa  para  esta  demanda,  fundándose  en  que  la  orden  im- 
pugnada no  está  comprendida  en  ninguno  de  los.  casos  que  el  art.  89 
de  la  ley  de  Minas  designa  taxativamente,  ni  ha  llegado  ninguno  de  los 
expedientes  de  que  se  trata  al  estado  en  que  pueda  dictarse  providen- 
cia concediendo  ó  negando  la  propiedad  minera  para  que  pueda  rocuc* 
rirse  en  ellos  á  la  vía  contenciosa,  no  teniendo  la  resolución  queso 
combate,  por  lo  tanto,  el  carácter  do  definitiva  ó  final  en  los  expedien- 
tes á  que  se  refiere:  « 

Vistos  los  antecedentes  expuestos: 


I 


y 


Considerando  que  el  caso  que  origina  ía  presente  demanda  no  se 
halla  comprendido  entre  los  qu  é  taxativamente  determina  el  arl.  89  de 
la  ley  de  Blinasde  4  de  Marzo  de  1868,  ni  en  ios  consignados  en  el  86 
del  reglamento  dictado  para  la  ejecución  de  la  misma: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  19  de  Fd>rero  último*  actaal- 
mente  impugnada,  no  tiene  el  carácter  de  definitiva,  puesto  que  al  de- 
cretarse por  el  Ministerio  de  Fomento  la  concesión  de  la  propiedad  de 
la  mina  que  boy  se  cuestiona  ha  de  conoqer  del  expediente  cuya  can* 
celacion  y  fenecimiento  ba  sido  resuelta,  asi  como  de  todas  las  suposi- 
ciones, reclamaciones  é  incidencias  que  se  promuevan,  para  apreciar 
en  su  vista  cuál  de  los  interesado»  ostenta  mejor  derecho: 

Considerando  que  el  demandante  D.  Julián  de  Olaso  y  la  Puente  se 
halla  facultado  por  lo  tanto, fundándose  en  su  titulo  de  petictonano  de 
la  mioa\9rt7Janle,  para  oponerse  á  todos  los  actos  de  la  Administración 
activa  que  se  dirijan  á  otorgar  la  concesión  de  la  titulada  ünUm,  pu«* 
diendo  en  su  caso  y  lugar  promover  el  recurso  contencioso  contra  la 
orden  que  en  definitiva  determine  la  propiedad  de  la  expresada  mina,  6 
d&  otra  que  con  distinto  nombre  venga  á  sustituirla,  si  con  dicha  or- 
den Juzgase  lastimados  sus  derechos,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  ar* 
ticulo  90  de  la  ley  vigente  de  Minas: 

Considerando  que  no  puede  contrariar  esta  doctrina  el  fundamento 
de  que  cuando  se  declara  fenecidq  un  expediente  de  registro  ya  no  pue- 
de la  Administración  volver  sobre  su  acuerdo,  puesto  quede  ser  asi  no 
tendría  razón  legal  la  disposición  9.*  de^  las  generales  del  reglamento, 
que  ordena  la  unión  al  expediente  en  curso  de  los  anteriormente  ana* 
lados  d  cancelados: 

Y  considerando,  por  último,  que  las  prescripciones  de  la  ley  y  re- 
glamento, leferén  tes  á  los  motivos  que  producen  la  via  contencioso- 
administrativa  en  cuestiones  de  minas  no  han  sufrido  alteración  alga» 
na  por  las  bases  generales  de  29  de  Diciembre  de  1868,  antes  bien,  han 

jsido  declaradas  subsistentes  por  el  art.  32  de  las  referidas  bases; 

LaSala  es  de  opinión  quepaede  V.  E.  declarar  improcedente  la  via 
contenciosa  para  la  demanda  de  que  deja  hecho  mérito.» 

Y  conformálidose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  6.)  con  el  preinserto  dictamen 
de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  B.  para  su  conocimiento,  el  de  la 
Sala  y  demás; efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  11  de 
Octubre  de  1876. 

C.  EL  CONDI  BE  TOREÜO. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

{Gaceta  de  18  efe  Octubre  de  1876). 
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Resolución  en  la  dsmanda  interpuesta  solicitando  la  revoca- 
don  de  la  Real  orden  que  declara  franco  y  registrable  un 
terreno  solicitado  por  el  peticionario  del  registro  minero 
titulado  Sorpresa. 

Excmo.Sr.:  La  Sala  de  lo  Contencioso  de  ese  alto  Cuerpo  ha  con- 
«uUado  áesteHioisterio,  con  fecha  28  de  Setiembre  próximo  pasado, 
lo  siguiente: 

•  Ezcmo.  Sr.:  La  Sala  délo  Contencioso  ha  visto  la  demanda,  cuyA 
copia  es  adjunta,  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  Manuel  Vicente  Gar- 
da, en  nombre  de  D.  Agustín  Esteban  Franganillo,  solicitando  la  revo- 
cación de  la  Real  orden  de  4  de  Marzo  último,  en  cuanto  por  la  misma: 
se  declara  franco  y  registrable  un  terreno  solicitado  por  el  peticionario 
del  registro  minoro  titulado  Sorpresa: 

Resolta  de  los  espedientes  gubernativos  que  se  han  unido  á  la  de* 
manda: 

iOue  en  ^  de  Setiembre  de  1861  solicitó  D.  Ensebio  Lacalle  del  Go» 
bernador  de  Logroño  con  el  titulo  de  Sorpresa  un  registro  de  cinco 
pertenencias  de  mineral  de  hierro  en  término  comunero  de  Ezcaray  y 
paraje  denominado  LaSuta,  sobre  labores  antiguas  que  se  hallaban  al 
descubierto  y  abandonadas;  y  habiendo  procedido  á  la  instrucción  del 
expediente  de  caducidad  respectivo ,  se  personó  en  ¿i  D.  Teodoro  José- 
Remirez,  protestando  en  su  nombre  y  en  el  de  los  demás  condueños  ea 
la  propiedad  de  las  labores  citadas,  procedentes  de  los  trabajos  de  las 
minas  conocidas  por  La-Suta  y  Zapateros,  contra  el  áenuocio  promo- 
vido por  LaCalle;  en  cuya  virtud,  y  atendido  el  resultado  de  la  prueba 
practicada  por  los  interesados  para  justificar  sus  diversas  pretensiones, 
y  otros  antecedentei  unidos  al  expediente,  se  dictó  en  11  de  Juho  de 
1873  una  orden,  en  nombre  del  Gobierno  déla  República,  confirmando 
el  decreto  del  Gobernador,  por  el  que  se  cancelaba  el  expediente  de  re*> 
gistro  Sorpresa,  y  concediendo  á  los  poseedores  de  las  minas  La-Suta 
y  Zapateros  un  plazo  de  dos  meses  desde  el  dia  en  que  fueren  notifica* 
dos,  para  que  probasen  el  derecho  que  tenian  á  dicha  mina.  Por  otra 
iSrden  de  30  de  Enero  de  1874  se  mandó  proceder  á  la  nueva  demarca- 
ción del  terreno  comprendido  por  las  minas  La-Suta  y  Zapateros,  si- 
guiendo su  curso  el  expediente  hasta  la  expedición  del  titulo  de  pro-^ 
piedad: 

Que  con  fecha  93  de  Diciembre  de  1873  solicitó  D.  Facundo  Martí- 
nez Zaporta.  en  nombre  de  D.  Agustín  Esteban  Franganillo,  registrar 
un  terreno  de  quince  pertenencias  de  mineral  de  hierro  con  el  titulo 
de  Los  Ciclopes,  en  el  mismo  paraje  del  registro  cancTelado  Sorpresa; 
y  que  cuando  se  venia  tramitando  su  expediente,  se  anunció  en  elBo- 
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htináe  la  proviocia  de  11  de  Mayo  de  1874  la  solicitud  de  registro  de 
quifice  perteoeocias  que  con  el  tUaio  áe  La-Suta  y  Zapateros  promo^ 
vía  D.  Teodoro  Jo$ó  Reoairez,  como  rectificación  de  la  ^esigoacioa  que 
anteriormente  tenia  presentada  dicho  interesado,  lo  que  dio  lugar  á 
que  se  opusiera  á  su  admisión  el  registrador  de  Los  Ciclopes  en  forma  , 
debida: 

Que  terminada  la  rastruccion  necesaria  del  expediente  de  este  re- 
gistro«  el  Gobernador  dictó  en  él  providencia  con  fecha  16  de  Juniodel 
citado  año  de  ld74  declarando  la  caducidad  de  la  mina  Los  Ciclopes 
y  mandando  siguiese  su  tramitación  el  de  La-Suta  y  Zapateros;  cuya 
providencia  fué  apelada  para  ante  el  Ministerio  de  Fomento  por  Don 
Facundo  Martínez  Zoporta,  en  nombre  del  dueño  del  registro  Los  Ct- 
elopes: 

Y  que  remitidos  á  la  Superioridad  los  expedientes  reseñados  para 
resolver  el  recurso  intentado,  se  expidió  la  Real  orden  de  4  de  Marzo 
del  año 'corriente,  de  conformidad  con  el  dicitámen  de  la  Sección  de 
Fomento  del  Consejo  de  Estado,  (declarando  que  las  minas  llamadas 
La'Sutay  Zapateros  no  tienen  la  consideración  de.  concesiones  mine- 
ras para  el  efecto  de  ser  rectificada  la  demarcación;  estimando  por  lo 
tanto  franco  y  registrable  el  terreno  solicitado  por  los  registradores  ^ 
de  las  minas  Sorpresa  y  Cíclopes,  sin  que  les  perjudique  lo  resuelto 
por  las  órdenes  de  11  de  Julio  de  1875  y  30  de  Enero  de  1874,  puesto 
que  estas  resoluciones  son  revocables  en  la  via  administrativa,  porque 
se  apoyan  en  la  hipótesis  de  la  concesión  minera  favorable  á  La-Suta 
y  Zapateros,  que  no  ha  sido  confirmada. 

Contra  la  expresada  resolución  ha  interpuesto  demanda  contencio- 
80*admiaistrativa  el  Licenciado  D.  Manuel  Vicente  Garciia,  en  nombre 
de  U.  Agustín  Esteban  Franganillo,  solicitando  que  se  consulte  en  sa 
dia  la  revocación  de  la  misma  en  cuanto  al  extremo  por  el  cual  se  de- 
clara franco  y  registrable  el  terreno  solicitado  por  el  peticionario  de  la 
mina  Sorpresa,  previa  la  determinación  de  procedeLcia  de  la  vía  cop- 
teqciosa,  que  funda  en  el  art.  89  de  la  ley  de  Minas  de  4  de  Marzo  de 
4868,  y  en  la  disposición  16  délas  generales  del  reglamento. 

El  Fiscal  de  S.  M.  en  su  informe  propone  la  improcedencia  para 
esta  demanda,  alegando  que  la  orden  reclamada  no  concede  ni  denier 
ga  la  propiedad  minera  del  terreno  de  que  se  trata:  que  los  expedientes 
Sorpresa  y  Cíclopes  no  han  llegado  á  estado  en  que  pueda  dictarse 
providencia  de  concesión;  y  que  no  existe  aun  lesión  del  derecho  del 
registrador  Ciclopes,  ni  puede  existir  hasta  que  recaiga  resolución  de- 
finitiva sobre  la  concesión  que  se  solicita. 

Vistos  los  antecedentes  expuestos: 

Considerando  que  al  declarar  la  orden  de  4  de  Marzo  último  franco 
y  registrable  el  terreno  solicitado  por  el  peticionario  del  registro  Sor» 
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presüy  único  extremo  que  se  impugna  en  la  pregante  demanda,  no 
concede  ni  niega  U  propiedad  de  la  referida  mina,  no  resuelve  sobre 
permisO'  para  investigación,  ni  decide  la  caducidad  de  una  concesión 
minera «  únicos  casos  que  comprende  el  art.  89  de  la  ley  vigente  de 
Minas,  citada  por  el  demandante  como  fuudamento  par^  la  proceden* 
cia  del  recurso  que  ha  sustentado: 

Considerando  que  el  derecho  que  nace  de  la  orden  reclamada  en 
favor  del  dueño  del  registro  Sorpresa  puede  ser  combatido  ante  la  Ad« 
ministracion  activa  por  el  peticionario  de  la  mina  Los  Ciclopes  hasta 
<el momento  mismo  en  que  se  otorgue  por  la  Superioridad  definitiva- 
Biente  la  concesiop  de  aquel  registro,  de  cuyo  acto  podrá  resultar  que 
ee  vulnere  el  derecho  de  que  se  crea  asistido  el  actual  demandante, 
procediendo  en  su  caso  y  lagar  la  reclamación  contenciosa  que  boy 
ha  promovido  sin  fundamento  legal: 

Y  considerando  que  las  faltas  en  que  haya  podido  iacurrir  el  peti- 
cionario del  registro  Sorpresa  tien^  que  ser  apreciadas  por  Ia«  Admi- 
nistración para  dictar  la  resolución  final  que  ponga  término  á  los  ex- 
pedientes promovidos  sobre  la  concesión  del  terreno  litigioso,  dando 
logar  alo  que  en  justicia  proceda;  y  que  ni  dichas  faltas  oí  las  pres- 
cripciones comprendidas  en  la  disposición  i6  de  las  generales  de  la  ley 
que  regulan  su  penalidad  y  dispensa,  puedeo  ser  fundamento  para  de- 
clararla procedencia  de  un  recurso  que  tiene  sus  casos  taxativamente 
determinados  en  la  ley  y  su  reglamento; 

La  Sala  entiende  que  puede  V.  E.  declarar  improcedente  la  vía 
contenciosa  para  la  demanda  deque  deja  hecho  mérito.» 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  con  el  preiíjserto  dicta- 
men, de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  E.  para  su  conocimiento,  el 
de  la  Sala  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid 

12  de  Octubre  de  1876. 

G.  EL  Conde  de  Toreno. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  de  Estado. 

(Gacela  de  18  de  Octubre  de  1876).     .     . 


CONSEJO  DE  ESTADO. 


Cédulas  citando  á  D.  Anselmo  Fuentes  que  representa  á  la  so- 
ciedad minera  La  Patria  en  la  demanda  sobre  validez  ó  nu* 
lidad  del  registro  minero  Triunfo  y  á  D.  Francisco  García 
denunciador  de  lamina  Segundo  S.  Juan  de  la  Cruz. 

£1  dia  20  de  Abril  de  1875,  dada  cuenta  á  la  Sección  de  lo  Conten- 
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cioso  del  Consejo  de  Estado  de  las  diligencias  previas  acerca  de  ItK 
procedencia  ó  improcedencia  respecto  de  la  demanda  deducida  por  ét 
Licenciado  D.  Ao>elmo  Fuentes,  en  nombre  y  con  poder  de  D.  Antonioi 
Soliz  y  Anddjar,  vecino  de  Murcia,  Director-Preeidente  que  dice  ser-  de- 
la  Sociedad  minera  La  Patria^  duensí  de  la  mina  Fuensaúco,  contra  Itb 
Administración  general  del  Estado,  representada  por  el  Pisca!  de  S.  M.»' 
sobre  nulidad  ó  validez  del  registro  minero  titulado  Triunfó,  dictiT  la 
proTÍdenoia  del  tenor  siguiente: 

tSres.  Calderón  Collaotes,  Presidente.=Retortillo.=Bayarri.=Jf> 
menez  Cuenca. =Cárdeuas, 

Hágase  sab^r  al  Licenciado  D.  Anselmo  Fuentes  que  en  el  términei 

de  seis  días,  contados  desde  el  siguiente  al  de  la  notificación,  acredite^ 

haber  cumplido  con  lo  dispuesto  en  la  providencia  de  la  Sala  cuartur 

del  Tribunal  Supremo  de  i6  de  Junio  de  1875;  bajo  apercibimiento  d» 

os  perjuicios  que  puedan  irrogarse  á  la  parte  que  representa. 

Madrid  23  de  Abril  de  1875.=Pedro  de  Mad'razo.» 

Y  habiéndose  practicado  las  oportunas  diligencias  en  averiguación* 
del  domicilio  del  referido  D.  Anselmo  Fuentes,  sin  que  haya  podido  sen 
habido,  la  Sección  ha  acordado  se  inserte  esta  cédula  en  la  Gaceta  ofi- 
cial, conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  70  del  reglamento  de  30*  de 
Diciembre  de  1846,  para  que  comparezca  el  referido  interesado  ó  su 
poderdante  en  el  término  de  30  dias;  bajo  apercibimiento  de  lo  dis- 
puesto en  el  art.  i03  del  propio  reglamento. 

Madrid  48  de  Octubre  de  i876.=José  de  Grijalva. 


Ignorándose  el  domicilio  y  paradero  de  D.  Francisco  García,  de- 
nunciador de  la  mina  Segundo  San  Juan  de  la  Cruz,  sita  en  Híende- 
laencina,  sobre  cuya  caducidad  penden  autos  ante  este  Consejo,  la  See*> 
cion  de  lo  Contencioso  en  providencia  del  dia  3  del  corriente  mes  ha 
acordado  se  cite  y  emplace  al  referido  D.  Francisco  Garcia  para  queeo 
el  término  dé  iO  dias,  contados  desde  la  inserción  del  presente  anuncio 
en  la  Gaceta  oficial,  comparezca  por  sí  ó  por  medio  de  Abogado  en  la 
forma  prevenida;  bajo  apercibimiento  que  de  no  verificarlo  le  parará  er 
perjuicio  á  que  hubiere  lugar. 

Madrid  i8  de  Octubre  de  i876.=José  de  Grijalva. 

{Gaoeia  de  %i  de  Octubre  de  4876). 
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MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


w 

Reales  Ordenes. 

Resolución  en  la  instancia  promovida  por  el  Aaministrador' 
judicial  de  los  ferro-carriles  carboníferos  de  Aragón  sobre  * 
la  forma  del  abono  del  auxilio  y  subvención  de  dicha  linea. 

Excmb.  Sr.:  Vista  la  instancia  promoTida  con  fecha  2  de  Enero  úl« 
timo  por  D.  J.  Prajicisco  Villarroya  solicitando,  en  concepto  de  Admi- 
nistrador judicial  de  la  Compañía  de  los  ferro-carriles  carboníferos  de 
Aragón,  concesionaria  de!  de  Zarag^iza  á  Escatroo,  que  el  auxilio  y 
subvención  adicional  acordados  á  esta  linease  liquiden  y  abonen  total- 
mente por  lo  respectivo  á  cada  trozo  ó  sección  á  medida  que  se  i^ayan 
abriendo  al  servicio  público,  en  vez  de  demorar  dicha  liquidación  y 
abono  hasta  la  conclusión  del  camino;  ajustándose  y  satisfaciéndose 
desde  luego  el  completo  de  lo  que  en  tale^  conceptos  corresponda  al 
trayecto  de  Zaragoza  á  Fuentes,  que  lleva  i8  meses  de  explotación: 

Vistos  la  ley  de  ^4  de  Mayo  de  1863  y  la  Real  orden  de  30  de  Enero 
de  1864,  relativas  á  la  concesión  de  este  ferro -carril: 

Vistas  la  ley  de  Z  de  Junio  de  1855,  la  de  9  de  Julio  de  1870,  la 
Real  orden  de  M  de  Junio  de  1871  y  el  decreto  de  15  .de  Marzo 
de  1874: 

Vistas  las  leyes  de  30  de  Mayo  y  26  de  Junio  último: 

Considerando  que  la  de  2  de  Julio  antes  citada  consigna  claramen- 
te en  su  art.  2.*  que  el  Estado  auxiliará  la  ejecución  de  las  lineas  féc- 
reas  á  que  se  refiere  con  una  subvención  en  metálico,  ó  su  equivalen- 
te en  obligaciones  de  ferro-carriles,  proporcional  á  los  respectivos  pre- 
supuestes, que  no  podrá  exceder  de  60.000  pesetas  por  kilómetro;  con- 
cediendo el  art.  4.*  de  la  misma  ley  un  anticipo  reintegrable  de  la  can  • 
tidad  y  por  la  longitud  indicadas,  con  el  propósito  de  facilitar  por  este 
medio  la  terminación  délos  trabajos  en  esta  y  otras  líneas: 

Considerando  que  el  contexto  del  antedicho  art.  4.*"  en  varios  de  sud 
párrafos  dá  á  entender  claramente  que  las' 60.000  pesetas  era  la  can- 
tidad que  fijaba  como  límite  del  anticipo,  y  no  la  que  habría  de  entre- 
garse en  todo  caso  á  cada  Empresa,  puesto  que  la  liquidación  generlal 
del  anticipo  y  su  prorata  mensual  que  ha  de  hacerse,  solo  se  eutrega, 
según  determina,  en  la  cantidad  equivalente  al  55  por  100  del  importe 
de  las  obras  realizadas  mensualmente  por  las  Compañías,  siempre  que 
este  55  por  100  no  exceda  de  la  parte  alícuota  de  las  60.000  pesetas 
que  el  Estado  podia  adelantarlas;  exigiéndose  además  que  los  trab^'*** 
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86  ejecatasen  en  el  mes  anterior  y  ee  acredilasea  por  el  certificado  del 
Ingeniero: 

Considerando  qne  la  mente  de  la  ley  en  so  art.  4/  fué  la  que  literal* 
mente  consignaba  en  el  2.',  esto  es,  fijar  una  cantidad  máxima  dentro 
de  la  cual  se  pudiera  dispensar  el  auxilio,  todo  vez  que  la  asistencia 
del  Tesoro  piibtico  ha  de  guardar  proporción  con  las  necesidades  de 
ceda  Empresa,  lejos  de  referirse  á  la  entrega  de  una  cantidad  constan* 
temante  uniforme  para  todas  las  Gompañias: 

Considerando  que  esta  doctrina  se  halla  coafirmada  en  la  ley  de  30 
de  Mayo  último  al  declarar  que  las  60.000  pesetas  son  el  máximo  de 
la  suma  á  que  pueden  aspirar  las  Empresas,  habiendo  de  graduarle  en 
cada  caso  la  importancia  del  anticipo  por  la  del  presupuesto  del  camino; 

Considerando  que  no  pueden  ni  deben  confundirse  las  subvenciones 
generalei»  para  los  ferro-carriles  creadas  por  la  ley  de  3  de  Junio  de 
1855  con  los  anticipos  reintegrables  que  asigna  la  de  2  de  Julio  de  1870« 
8i  se  tiene  en  cuenta  que  la  primera  determiné  el  modo  con  que  el  Es- 
tado habia  de  satisfacer  el  costo  del  camino,  mientras  que  la  segunda 
solo  se  propuso  auxiliar  la  terminación  de  las  obras  por  medio  de  an- 
ticipos  á  las  Empresas,  las  cuales  habian  de  reintegrarlos: 

Considerando  que  existe  una- notable  diferencia  entre  el  concepto 
en  virtud  del  cual  procede  la  entrega  de  estos  fondos  por  el  Estado, 
puesto  que  si  el  completo  de  la  subvención  es  debido  cuando  resulta 
concluido  el  camino,  no  puede  ya  tener  lugar  como  consecuencia  in- 
mediata el  anticipo  cuando  las  Empresas  hayan  realizado  el  fin  á  que 
se  coadyuvaba: 

Considerando  que  si  el  art.  6.*  de  la  ley  de  arreglo  déla  Deuda  pú- 
blica, fecha  21  de  Julio  último,  dá  carácter  de  subvención  al  auxilio, 
relevando  á  las  Compañías  de  la  obligación  de  reintegrar  las  sumas 
por  igual  concepto  percibidas,  esta  disposición  no  desnaturaliza,  sin 
embargo,  el  carácter  del  anticipo  en  cuanto  se  refiere  á  kilómetros  que 
80  estén  construyendo,  ni  significa  tampoco  la  entrega  á  las  Empre- 
sas dd  60.000  pesetas  por  cada  kilómetro  que  construyan: 

S.  M.  el  Rey  (Q.  0. 6.),  conformándose  con  el  dictamen  de  la  Sec- 
ción de  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  ha  tenido  á  bien  declarar  que 
DO  procede  á  acceder  á  la  solicitud  de  que  se  trata;  conservando,  no 
obstante,  la  Compañía  interesada  el  derecho  que  le*otorga  la  ley  de  2 
de  Julio  de  1870,  en  la  proporción  y  concepto  fijados  por  las  de  30  de 
Ilayo  y  de  26  de  Junio  del  corriente  año,  en  cuanto  á  los  kilómetros 
que  construya  hasta  el  completo  de  los  66  de  que  había  de  constar  la 
línea,  y  que  sirvieron  de  base  para  otorgarle  la  concesión. 

Esas!  mismo  la  voluntad  deS.  M.  que  la  pressnte  resolución  sirva 
de  norma  para  todas  las  concesiones  que  se  hallen  en  el  caso  de  la  de 
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De  Real  érdeo  lo  digo  á  V.  E.  para  sa  cooocimieDto  y  efectot  eonti* 
guiantea.  Dios  guarde  á  V.  B.  moclios  años.  Madrid  20  de  Oclubre  de 

G.  ToiiRO. 
8v«  Director  general  de  Obras  públicas. 

(Gaceta  de  28  de  Oetuhre  de  1876). 


CONSEJO  DE  ESTADO. 

Rules  decretos. 

Resolución  en  el  pleito  eobre  renovación  ó  subsistencia  de  la 
sentencia  que  confirmó  la  caducidad  de  la  concesión  Santa 
Haría  de  Nieva. 

DON  ALFONSO  XII.  por  la  gracia  de  Dios  Rey  coostilacional  de 
España. 

Al  Gobernador,  Presidente  de  la  Comisión  provincial  de  Granada  y  á 
cualesquiera  otras  Autoridades  y  personas  á  quienes  toca  su  observan- 
cia y  cumplimiento,  sabed:  que  he  venido  en  decretar  lo  siguiente: 

«En  el  pleito  que  ante  el  Consejo  de  Estado  pende  en  grado  de  ape- 
lación, entre  partes,  de  la  una  D.  Guillermo  Rachiller,  representando 
ala  Sociedad  minera  Esperanza^  dueña  de  la  mina  Santa  Marta  de 
Nieva^  y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  Ángel  Castro  y  Rlanc,  y  de  la 
otra  la  Administración  general  del  Estado»  representada  por  mi  Fis« 
cal,  y  coadyuvada  por  el  Licenciado  D.  Alejandro  Grolzard,  en  nombre 
de  D.  Antonio  Martínez  Romera,  dueño  del  registro  titulado  Sagrada 
FamiUatj  por  el  Doctor  D.  Bernardo  de  Toro  y  Moya,  en  representa- 
ción de  D.  Juan  Vicente  Martínez,  cesionario  del  denuncio  becho  por 
D.  Antonio  Guerrero;  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la  sentencia 
dictada  por  la  Audiencia  de  Granada  declarando  que  el  decreto  de  ca- 
ducidad de  la  concesión  Santa  Marta  de  Nieva^  expedido  por  el  Go« 
bernador  de  Almería  en  24  de  Mayo  de  f  856,  fué  firme  y  ejecutorio 
desde  el  momento  en  que  se  dictó,  absolviendo  á  la  Administración  de 
la  demanda  interpuesta  por  D.  Guillermo  Bachiller^  condenando  áéste 
en  todas  las  costas,  y  disponiendo  que  continuase  la  suspensión  de 
trabajos  y  secuestros  de  minerales  en  la  citada  concesión  minera, 
hasta  que  por  providencia  gubernativa  ejecutoria,  ó  por  sentencia  fir» 
me»  se  declare  á  quién  toca  y  corresponde  el  terreno  de  la  mina  Santa 
Marta  de  Nteva. 

Vistos: 
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VisUs  las  actaacioDes.gubcrDdtivas,  de  las  caales  resulta: 

Que  en  H  de  Agosto  de  4849  recamó  D.  Junn  Zoraoo  al  losi^ector  de 
minas  del  distrito  de  Almería,  denunciando  como  abandonada,  poete* 
ner  en  suspenso  sus  labores,  una  mina  plomiza  sita  en  el  Cabezo  délas 
Herrerías,  término  de  Cuefas,  cuyo  nombre  y  su  último  poseedor  ig- 
noraba, y  solicitando  en  su  vista  se  le  concediera  con  el  nombre'de 
Santa  María  de  Nieva;  reclamación  que  fué  atendida,  adjudicándose 
la  concesión  al  recurrente  y  dándosele  la  posesión  de  los  terrenos  por 
el  Gobernador  de  la  pro? incia  en  27  de  Enero  de  i852,  previa  la  tra« 
mitacion  del  expediente  respectivo,  en  la  forma  determinada  por  la 
inltruccion  de  8  de  Diciembre  de  1825;  siendo  aprobado  todo  por  el 
Ministerio  de  Fomento  en  4  de  Mayo  de  4863: 

Que  en  30  de.  Setiembre  del  mismo  año  de  1849  el  concesionario 
^.  Juan  Zurano  otorgó  escritura  constituyendo  una  Compañía  para  la 
explotación  de  la  iadióada  mina  y  la  tiiuldda  Virgen  délas  fíuéttas^ 
dando  á  la  sociedad  el  nombre  de  la  Esperanza^  y  dividiéndola  ea  25 
acciones;  conviniendo  y  determinando  sobre  otros  puntos  referentes 
íai  objeto  de  la  misma: 

Que  por  otra  escritura  de  13  de  Enero  de  1855,  otorgada  por  D.  Se* 
hastian  Garcia  Aznar,  B.  Antonio  Saenz  de  Tejada,  D.  Guillermo  Ba- 
l^hiller,  D.  Francisco  Montero  y  D.  Juan  Bachiller,  como  individuos 
qixe  formaban  la  Junta  directiva  de  la  Soéiedad  Esperanza^  se  reor- 
ganizó e^ta  Sociedad,  admitiendo  la  renuncia  de  derechos  que  presen- 
taroD  algunos  de  sus  anteriores  socios,  y  lanzando  á  otros  de  la  Em* 
jifesa  por  falta  de  pago  de  sus  acciones,  y  se  fijó  el  valor  de  las  25  qué 
habían  de  constituir  el  haber  social  en  1.000  rs.  cada  uua,  atendiendo 
á  qne  las  minas  se  hallaban  en  estéril,  y  aun  sin  trabajos  algunos;  de 
tuya  escritura  se  tomó  razón  en  la  antigua  Contaduría  de  hipoteeas 
del  partido  de  Vera: 

Que  con  fecha  24  de  Febrero  de  1856  recurrió  ü,  Antonio  Guerrera 
al  Gobernador  de  Almería  denunciando  el  abandono  en  que  estaba  li 
mina  plomiza  titulada  Satita  Marta  de  Nieva;  en  cuya  virtud,  y  ha« 
liándose  dicha  concesión  comprendida  en  el  caso  3.*  del  art.  24  de  la 
ley  de  Minas,  entonces  vigente,  solicitó  se  decretase  la  caducidad  é% 
la  misma: 

Que  por  decreto  del  Gobernador  de  22  de  Marzo  siguiente  fué  ad* 
mitida  la  expresada  solicitud,  disponiendo  que  se  notificase  adminid* 
trativtmenteal  dueño  déla  mina  denunciada  á  fin  de  que  en  el  tér* 
mino  de  15  días  presentase  su  oposición,  si  lo  estimaba  conveniente; 
cuya  notiflcacion  aparece  hecha  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento 
de  Vera  á  D.  Juan  Zurano  en  18  de  Abril  sucesivo,  consignándose  en 
ella  que  se  entregó  al  interesado  la  copela  correspondiente;  que  no  flr* 
maba  por  no  saber,  haciéndolo  en  >•"  n/imhro  uq  lestlgo;  no  resuU 
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'taodo  ain  embargo  la  firma  del  testigo  en  la  expresada  diligencia: 

Que  en  10  de  Mayo  inmediato  D.  Juao  Zaraao  presentó  escrito, 
:tuanifesiando  que  había  Jlegado  áenten.der  que  I&  mina  de  su  pcopie« 
«dad  habla  sido  denunciada,  y  como  de  ser  cierto  el  denuncio-,  era  im- 
procedente, suplicó  se  le  tuviese  por  opuesto  y  se  remitiese  el  expe- 
áieote  al  Inspector  á*i  Minas  para  que  se  cumpliese  con  lo  preceptua- 
do en  el  ca«o  4/  del  art.  103  del  regkimento: 

Que  el  Gobernador,  á  propuesta  de  la.Seccion  del  ramo,  decretó  en 
24  del  referido  mes  de  Mayo  no  haber  lugar  á  lo  pretendido  por  el  iñ* 
ieresado  por  habpr  recurrido  fuera  de  tiempo  hábil,  y  declaró  la  ca- 
ducidad de  la  concesión  Santa  María  de  Nieva  para  que  se  pudiese 
solicitar  regi.«tro  conforme  al  párrafo  sexto  del  art.  20  del  reglamento; 
.decreto  que  fué  notificado  á  D.  JoséRianchp»  representante  del  denun- 
ciador, en  20  del  nuismo  mes: 

Que  D.  Guillermo  Bachiller,  como  mayor  interesado  y  apoderaÜo 
4e  la  Sociedad  minera  Esperanza^  recurrió  en  23  de  Junio  siguiente 
manifestándose  sabedor  del  denuncio  promovido  contra  ia  concesión 
.Santa  Muría  de  Nieva^  y  protestando  del  mismo  á  nombre  de  la  ^o- 
.cifi|dad»  y  de  que  se  hubiese  hecho  la  notificación  de  la  providencia  idel 
;fiohernardor  sobre  aduMsion  del  denuncio  á  quien  «no  tenia  interés  en 
elasunto;  y  entendiendo  además  que  la  declaración  de  caducidad  nb 
puede irasceoder  á  la  Empresa  que  representa,  solicitó  que  se  le  tu- 
viese por  opuesto  al  denuncio  intentado,  y  que  se  declarase  nulo,  dé 
.  ningún  valor  ni  efecto,  como  infundado,  mucho  más  cuando  no  habi^ 
sido  notificado  el  recurrente;  pretensión  en  la  ijua  insistió  en  28  de  Ju- 
Uot  presentando  testimonio  de  las  escrituras  de  20  de  Setiembre  de 
1849  y  13  de  Febrero  de  1855;  habiéndose  decretado  en  providenbia 
del  Gobernador  de  14  de  Agosto  de  1856,  aprobando  el  dictamen  de  la 
Sección  respectiva,  que  no  podía  accederse  á  lo  pretendido,  porque 
las  providencias  que  dicta  la  Administración  no  son  revocables  por 
autoridades  de  la  misma  línea  que  la  que  las  proveyó;  decreto  que  se 
comunicó  al  interesado  en  il  del  mismo  mes  de  Agosto: 

Que  en  9  de  Junio  de  1856  y  13  de  Junio  de  1864,  solicitó  D.  (juí- 
lleciBoJIachiller,  en  nombre  de  la  Sociedad  minera  Esperanza^  se  am- 
pliase la  Santa  María  de  Nieva  á  60.000  varas;  y  tramitado  el  expe- 
diente, con  oposiciones  de  varios  registtadores,  se  demarcó  el  terreno 
4e  la  amplÍ2i)Cion,  sin  que  resulte  la  adjudicación  del  mismo  al  peti- 
[vcionario: 

Que  con  fecha  28  de  Junio  de  1870  recurrió  D.  Antonio  Martínez 
,  JUimera  al  Gobernador  de  la  provincia,  haciendo  presente  que  en  el 
tecreno  realengo  nombrado  Llano  de  las  Herrerías,  término  de  Cue- 
vas, habian  existido  las  concesiones  Grecia  y  Descuido  y  Santa  María 
/^  Nieva^  cuya  caducidad  estaba  ya  decretada,  asi  como  también  la  «íe 
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los  registros  que  sobre  el'terrenode  aquellas  se  faabiao  intentado  po^< 
teriormeote;  y  en  su  virtud  solicitó  sobre  el  naismo  terreno  seis  per* 
tenencias  con  el  titulo  Sagrada  Familia,  y  remitido  él  expediente  ai 
Ingeniero  del  distrito  para  deternatnar  si  existía  terreno  franco  para 
la  nueva  concesión,  dicho  funcionario  espresó  que  el  pretendido  por 
D.  Antonio  Martínez  Romera  era  todo  el  que  ocupaba  la  mina  úeSan^ 
ta  Marta  de  Nieva,  y  parte  del  déla  ampliación  solicitada  por  el  doe* 
ño  de  dicha  mina;  y  con  vista  de  lo  informado,  y  teniendo  además  en 
cuenta,  entre  otros  antecedentes,  el  relativo  al  denuncio  de  la  coaee« 
sion  5an/a  Mariade  Nieva,  quehabia  d^do  lugar  á  pleito  con  tenciosó- 
administrativo,  se  resolvió  por  Real  orden  de  7  de  Noviembre  de  1871» 
expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento,  quedase  en  suspenso  la  trami- 
tación del  expediente  Sagrada  Familia^  hasta  que  recayese  ejecutoria  > 
en  el  asunto  contencioso  que  sobre  caducidad  de  la  concesión  Santa 
María  de  Nieva,  se  ventilaba  en  la  Audiencia  de  Granada;  y 

Que  en  16  de  Julio  y  8  de  Agosto  de  f  87i  el  Gobernadorde  Almerfa 
dispuso  la  suspensión  de  los  trabajos  de  la  mina  Sania  María  deNievm 
y  el  secuestro  de  los  minerales  que  se  hubiesen  arrancado,  contra  cu- 
yas providencias  reclamó  la  Sociedad  poseedora  de  dicha  mina,  dan* 
do  lugar  al  decretó  del  Gobernador  de  i8  de  Abril  de  i872  dejando  sm 
efecto  los  de  17  de  Julio  y  8  de  Agosto  de  1871;  y  apelado  aquel  para 
ante  el  Ministerio  de  Fomento,  se  dictó  la  Real  orden  de  24  de  Setiem- 
bre de  1873,  mandando  llevar  á  efecto  la  suspensión  de  trabajos  y  se- 
cuestro de  minerales  de  la  mina  Santa  Marta  de  Nieva,  resuelta  por 
Éentencia  del  Tribunal  Supremo,  recaída  en  el  incidente  que  se  siguió 
sobre  personalidad  de  los  interesados  que  se  presentaron  en  el  pleito 
referente á  la  caducidad  déla  expresada  mina  Santa  Marta  de  Nieva 
y  sobre  la  indicada  suspensión  de  trabajos  y  secuestro  de  minerales. 

Vista  la  demanda  contenciosa  que  en  31  de  Agosto  de  1856  promo* 
vióünte  la  Diputación  provincial  D.  Esteban  Pérez,  apoderado  de  Don 
Guillermo  Bachiller,  con  la  solicitud  de  que  se  revocase  el  decreto  del 
Gobernador  de  Almería  por  el  que  se  declaró  la  caducidad  de  la  coiic&' 
úon  Santa  Marta  de  Nieva,  alegando  como  fundamentos  que  si  bien 
era  cierto  que  D.  Juan  Zurano  registró  dicha  mina  en  el  año  184^,  en 
el  mismo  se  constituyó  la  Sociedad  la  Esperanza,  y  poco  tiempo  des- 
pués fué  necesario  lanzar  al  Zurano  tlela  empresa  por  falta  de  pago  de 
los  repartos  que  para  verificar  los  trabajos  sehacian;  y  en  su  virtud^ 
que  Sa  notificación  que  se  verificó  del  denuncio  al  Juan  Zurano  no  ha- 
bía debido  producir  la  caducidad  de  la  mina;  que  el  demandante,  como 
apoderado  de  la  Sociedad,  se  habia  opuesto  al  denuncio,  y  no  habla 
sido  notificado*  cual  debía;  y  por  último,  que  la  mina  no  habia  estado 
abandonada,  y  que  tenia  pagado  el  derecho  de  superficie:    « 

Vista  la  contestación  del  Fiscal  de  Hacienda,  representante  de  2a 


JkdmiDifttracioo,  eo  la  que  pid«la  coafirmacioQ  de  la  declaratoria  de 
caducidad  compreodida  eo  el  decreto  del  Goberoador  de  24  de  Mayo 
de  1856  impooieodo  perpé too  silencio  al  demandante»  con  expresa  con- 
denación de  costas,  y  dejando  Ubre  á  la  Admiaistraclpo  para  que  siga 
el  curso  del  expediente  de  denuncio  con  arreglo  á  la  ley,  para  lo  cual 
se  fonda  en  que,  probado  el  hecho  :del  abandono  de  la  naina,  en  nada 
pueden  afectar  las  oolidades  qae  se  suponen  eiistento^en  el  expedien- 
te para  la  validez  déla  declaratoria  de  caducidad:  que  este  misma  he- 
cho  de  abandono  puede  presumirse  de  la  conducta  del  concesionario; 
y  que  ésto  era  la  única  personalidad  con  quien  tenia  que  entenderse, 
k  Adfflinistraciob:  ^ 

Vistos  lus  escritos  de  réplica  y  duplica,  en  qne  las  partes  sosiu- 
Yieron  sus  pretensiones;  añadiendo  el  demandante  que  á  toda  declara- 
toria de  caducidad  debía  preceder  el  reconocimiento  del  Ingeniero,  lo 
quenohabia  tenido  logar  en  este  caso,  y  contestando  el  Fiscal  que  el 
reconocimiento  del  Ingeniero  no  era  preciso  para  probar  la  certeza  del 
abandonocuandolaparto  interesad^  no  lo  contradice: 

Visto  que,  remitidos  los  Autos  á  la  Audiencia  de  Granada  ¿  petición 
de  D.  losé  Donato  Mateos,  represeataoto  de  la  Sociedad  minera  la  ^a* 
peranta^  y  por  virtud  de  lo  dispuesto^  en  el  decretcf  de  43  de  Octubre 
de  1868.  se  personaron  en  el  Tribunal  D.  Guillermo  Bachiller,  en  re- 
presentación de  la  Sociedrd  retlsrida;  D.  Juan  Vicente  Martínez,  cesio- 
nario del  denuncio  hecho  por  D.  Antonio  Guerrero;  y  D.  Antonio  Mar» 
tinez  Romera,  registrador  déla  miné  Sagrada  Famtíla;  oponiéndose  el 
pnmero  á  que  fuesen  parte  dé  este  juicio  el  concesionario  del  denun- 
cio Guerrero  y  el  registrador  Sagrada  Familiax  pidiendo  además  se 
declaróse  nulo  el  decreto  del  Gobernador  de  Almería  de  17  de  Julio  de 
1871.  por  el  noe  mandó  suspender  las  labores  de  la  mina  y  elsecuestrq 
de  los  minerales  arrancados;  y  que  sustanciadas  como  incidentes  dichas 
peticiones  de  la  Sociedad  Esperanza^  fueron  resueltas  por  séntoncia 
del  Tribunal  Supremo  de  14  de  Julio  de  1873«  en  que  se  declaró  haber 
lugar  ¿  tener  por  partes  en  esto  pleiteé  D.  Juan  Vicente  Martínez  y  4 
J^.  Antonio  Martínez  Romera,  en  calidad  de  coadyuvantes  de  la  Admi- 
nistración; mandando  así  mismo  se  llevara  á  efecto  la  suspensión  de 
labores  y  secuestro  de  minerales  basto  que,  dictada  ejecutoria  en  esto 
pleito  sobre  lo  príodpalt  se  resolviera  acerca  de  este  extremo  lo  que 
fuese  procedente:  » 

.  Visto  que,  atendido  el  estado  de  estos  autos,  la  Sala  de  la  Audien- 
cia de  Granada,  por  su  providencia  de  II  de  Octubre  de  4873  mandó 
conferir  traslado  de  la  demanda  á  cada  una  de  las  partea  coadyuvantes 
en  concepto  de  duplica;  y  que  sin  perjuicio  se  comunicase  al  GobernA'- 
dor  de  Almería  lo  acordado  por  el  Tribunal  Supremo  sobre  suspensión 

de  labores  y  secuestro  de  minerales:  f;  v? : 
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Vistos  los  escritos  de  duplica  de  los  referidos  coadyuvaates  D.  Juan 
ViceoteMariiaez  y  B.  Aotonio  Martioez  Romera,  solicitando  el  prime* 
ro  se  desestime  la  demanda  de  D«  Guillermo  Bachiller,  se  absuelva  de 
la  misma  ala  AdministracioUydeclariodola  improcodeote  y  extempo- 
ránea, y  firme  y  sobsisteote  el  denuocio  presentado  por  D.  Autooio 
Guerrero  de  la  concesión  Santa  Marta  de  Nieva  en  24  de  Febrero  de 
1850,  siendo,  como  lo  es,  cierta  y  fundada  la  caducidad  que  se  decla- 
ró por  el  Gobernador  en  24  de  Hayo  del  mismo  ano,  y  que  se  condene 
eo  las  costase  la  parte  actora;  y  el  segundo,  que  se  declare  hallarse 
ejecutoria  lacadocidad  de  la  mina  Santa  Marta  de  Nieva,  y  por  con* 
siguiente  la  nulidad  de  todo  lo  actuado  en  eí>tos  autos,  y  en  otro  caso 
se  confirme  la  caducidad  dictada  gubernativameotis  como  justa,  legal 
f  procedente,  imponiendo  perpetuo  silencio  y  expresa  condenación  de 
costas  al  D.  Guillermo  Bachiller,  como  representante  de  la  Sociedad 
Esperanza.  Por  medio  de  un  otrosí  pidieras  que  la  Sala  resolviese  cou-» 
forme  á  lo  decidido  por  el  Tribunal  Supremo  acerca  de  la  suspensioo 
de  trabajos  y  secuestros  de  mineralee,  y  acordase  indemnización  de 
perjuicios  por  los  qae  hablan  sufrido  ó  pudieran  sufrir  en  sus  respec- 
tivas calidades  de  denunciador  de  la  concenioo  Santa  Marta  dé  Nieva 
y  de  registrador  de  Sagrada  Famitia: 

Vista  la  prueba  practicada  para  justiñcar  la  personalidad  dí^  actor 
D.  Guillermo  Bachilleren  este  juicio;  la  existencia  ó  ineiisteocia  del 
laboreo  ó  pueble  legal  de  la  mina  Santa  Marta  de  Nieva  antes  del  de- 
creto de  caducidad,  y  si  se  pagaba  con  exactitud  el  derecha  de  super* 
ficie;  y  la  extracción  de  minerales  después  de  la  fecha  e»  que  el  refe- 
rido decreto  se  dictó,  y  de  la  cual  resulta,  eu  cuanto  al  primer  extre* 
ao,  que  D.  iroillermo  Bachiller  uo  desempeñó  eo  ningún  tiempo  el  car- 
go de  Presidente  ni  de  apoderado  de  la  Sociedad  poseedora  de  la.  refe- 
rida concesión,  habiendo  obtenido  úoicameote  el  de  Tesorero  de  laes» 
presada  Sociedad;  en  cuanto  al  segundo,  q^e  la  mina  Sania  María  de 
Nieva  no  estuvo  eo  explotación  hasta  pasado  bastante  tiempo  deepoea 
del  denuncio  promovido  por  D,  Antonio  Gnerrero«  y  que  en  iodo  el 
tiempo  durante  el  cual  se  expMÓ  no  »e  emplearon  los  jornales  auft- 
deotes  para  considerarla  legalmente  poblada,  habiéndose  pagado  el 
derecho  de  auperñcie  con  notables  y  continuas  interrupciones;  y  en 
cuanto  al  tercero,  que  en  lósanos  de  IB57«4860  y  1867  ¿^e  embarcaron 
en  el  puerto  de  Garrucha  minerales  de  la  Sociedad  Esperanza  por  can- 
tidades de  142.61B  kilogramos  y  de  165.000  kilogramos  respectivamen- 
te, habiéndose  vendido  además  por  la  referida  Empresa  á  D.  Francisco 
Hostench  600.000  q*jintales  métricos  de  mineral  de  hierro  procedente 
de  la  mina  Santa  Marta  de  Nieoat 

Vista  la  senteucia  dictada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Granada,  por  la  cual  se  declara,  que  el  decreto  de  caducidad  de  la 


mina  Santa  Marta  de  Nieva^  que  eipidió  el  Goberoador  de  Almería  en 
24  de  Mayo  de  1856,  fué  firme  y  ejecutorio  desde  el  momeDto  eo  que 
se  dictó;  se  absuelve  eo  su  consecueticiá  á  la  Admimstracioa  de  \a  de> 
manda  interpuesta  por  D.  Guillermo  Bachiller  condenando  á  éste  en 
todas  las  costas,  y  se  dispone  que  e<>Dtiaüe  la  suspensión  de  los  trabajos 
y  secuestro  de  minerales,  basta  que  por  providencia  gubernativa  ejoco  - 
'toria  ó  sentencia  firme  se  declare  á  quién  to'ca  y  corresponde  el  ietreoo 
déla  miüaSantaMaria  de  Nieva  ^  fundándose  en  qne  en  la  tramitación 
de  la  solicitud  del  denuncio  de  la  mina  Sankí  Maria  de  Nieva ^  asf 
como  eñ  la  providencia  gubernativa  declarando  la  caducidad  de  dicha 
concesión,  procedió  el  Gobernador  de  Almería  con  estricta  sujeción  á 
la  legislación  minera  vigente  en  la  fecha  del  denunei^;  en  que  el  ^he- 
cho  de  la  notificación  sobre  el  cual  descansa  el  decreto  de  caducidad 
está  probado  por  la  diligencia  que  del  expediente  refsulta,  por  masque 
en  ella  se  incurriera,  en  la  omisión  de  la  firma  del  testigo,  y  por  la 
confesión  repetida  del  notificado;  en  que  la  Administración  solo  reco* 
noce  con  interés  y  derechos  en  la  mina  denunciada  al  concesionario, 
que  es  al  que  por  lo  tanto  hay  que  comunicar  el  denuncio^  todo  lo 
cual  tuvo  lugar  en  el  caso  de  autos,  notificándose  en  persona  al  con* 
cesionario  Juan  Zurano  el  denuncio  de  la  miun  Sania  M aria  de  Nieva; 
en  que  no  habiéndose  opuesto  dicho  interesado  en  el  término  de  15 
dias  al  denuncio,  el  decreto  del  Gobernador  sobre  caducidad  de  la  ci- 
tada coDcesion  es  perfectamente  lega),  firme  é  irrevocable;  en  que  aun 
admitiendo  que  el  repetido  decreto  de  caducidad  no  tuviera  la  forma 
y  eficacia-de  una  sentencia  firme,  y  aun  en  la  hipótesis  de  que  contra 
él  sea  admisible  el  recurso  conteocioso-administrativo,  todavía  la  de- 
manda serfa  improcedente  como  deducida  fuera  del  plazo  legal;  en  que, 
«un  concediendo  que  no  fuera  asf  y  el  decreto  de  caducidad  no  fuese 
doblemente  ejeci^totio,  la  escritura  llamada  de  reconstitución  de  la 
Sociedad  Esperanza  otorgada  en  4855jusiificasfifieventementeelaban* 
dono  de  la  mina,  puesto  que  en  dicho  documento  se  confiesa  que  aque- 
lla estaba  en  e$térñ\  en  que  este  mismo  coacepto  se  viene  á  probar 
también  en  las  actas  de  las  juntas  de  la  Sociedad,  y  en  l>as  declaracio- 
nes de  los  testigos  y  de  los  Ingenieros;  en  que  en  orden  é  la  peticioii 
de  D.Juan  Vicente  Martínez  de  que  se  declare  firme  y  subsistente  el 
denuncio  Guerrero,  es  improcedente  tal  petición  porque  no  se  ha  tra» 
tado  de  este  punto  en  la  via  gubernativa;  que  hasta  que  se  decida  ga«- 
bernativamente  á  quién  corresponde  la  propiedad  de  la  mineen  cues* 
tion,  subsiste  la  razón  legal  de  la  suspensión  de  labores  y  secuestro  de 
mioeraFes  acordado  por  la  Sala  y  confirmado  por  el  Tribunal  Supre- 
mo; y  que  el  error  cometido  por  el  Coneejo  provincial  de  Almería  al 
admitir  esta  demanda,  no  es  tan  trascendental  que  obligue  á  la  Sala 
á  confirmar  ó  revocar  la  providencia  gubernativa; 
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Viito  el  recuno  de'spelacioD  qoe  contra  ta  referida  ssoteocia  ba 
loterpuesto  D.  Guillermo  Bachiller,  en  nombre  de  la  Sociedad  míoerB 
ffperanuí,  y  tu  escriiode  mejora  eolicitaodo  la  revocación  de  dicha 
íeoteacja,  como  asimismo  la  del  decreto  de  caducidad  de  la  mías 
Sania  ufaría  (Je  Ntma,  dictada  por  el  Gobernador  de  Almería,  y  que 
se  mande  alzar  la  suapeosioD  de  loí  trabajos  de  la  referida  mina,  j  se 
entreguen  los  mioeraies  lecueitrados,  dejando  &  ta  Sociedad  Etperan- 
taca  quieta  y  pacifica  posesión  de  la  concesión  niñera  de  que  es  pro- 
pietaria, coa  imposición  de  las  costas  i  los  coadyuvantes  de  ia  Admi- 
DÍsIracion  D.  Juan  Vicente  Harlioez  j  D.  Aotonto  Martínez  Romera; 
alegando  ea  apoyo  de  su  pretensión,  qoe  para  que  fuese  vilida  la  de- 
claración de  caducidad  de  la  coocesioo  de  la,  mina,  era  necesario  que 
se  hubiesen  llenado  los  requisitos  que  exige  el  reglamento  de  3(  de 
Julio  de  1849,  lo  cual  no  se  ha  lerificado;  que  el  plazo  para  entablar  U 
demanda  debe  contarse  desde  qseae  lecomunicd  el  deuuacio  y  el  de- 
crelode  caducidad,  ó  sea  dfsde  la  notificación  que  se  le  hizo  del  de- 
creto que  recayó  sobre  su  segundo  escrito;  que  el  trascurso  del  térmi- 
no de  los  30  dias  desde  la  declaración  de  caducidad  no  puede  peijudi- 
car  i  la  Sociedad  Eiperania,  porque  no  dimaud  de  falla  suya,  sino  de 
DO  haberse  seguido  el  expediente  de  denuncio  en  la  forma  que  la  ley 
dflterioina  y  no  haberse  comunicado  el  denuncio  ni  la  declaración  de 
caducidad;  que  admitida  la  demanda  por  el  Consejo  pcOTinciat,  no  pue- 
de tener  aplici:cion  el  decreto  de  26  de  Noviembre  de  1868,  que  esta- 
blece sea  excepción  perentoria  y  se  pueda  resolver  sobre  ella  en  defi- 
nitiva la  de  la  improcedencia  de  la  admisión,  puesto  que  la  expresada 
demanda  fué  presentada  antea  de  pjblicatse  aquel  decretOi  que  ha- 
biéndose hecho  en  le  mina  Sania  María  de  Nt'eoa  las  labores  que  exi- 
gé  el  núm.S.*  del  artSide  la  ley  de  11  do  Abril  de  1819,  no  proceda 
la  declaración  de  caducidad  por  falta  de  trabajo;  que  para  considerar 
probado  el  abandono  de  una  mina  es  necesario  que  se  halle  justifica- 
da suBci^nlementQ  la  interrupción  de  los  trabajos  por  el  tiempo  que  la 
ley  señala,  cuya  prueba  ha  de  ser  completa  y  fehaciente,  no  siendo 
aceptable  la  que  se  funda  en  cálculos;  que  cuando  las  pruebas  ofreceo 
duda,  debe  decidirse  ia  cuestión  en  favor  de  la  coocesioo  de  la  mina 
denunciada;  y  que  la  falla  de  trabajos  para  dar  ocasión  á  la  caduci- 
dad, ha  da  haber  ocurrido  en  el  año  in  inedia  la  meo  te  aqterior  al  de- 
ouncio: 
^b_Vkio  el  tiscriio  de  mi  Piscal  contestando  al  recurso  de  apelación 
''  que  se  solicita  la  candrinacion  de  la  sentencia  apelada  y  que  ae 
Ürme  y  ejsculoria  desde  luego  la  providencia  de  caducidad  de 
SoHla  María  de  líiepu.  y  que  no  se  levante  la  suspensión  de 
y  el  secuestro  de  minerales  arrancados;  para  lo  cual  se  alegra 
ecrelo  del  tioberaador  declarando  la  caducidad  de  la  mencio- 
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nada  mina,  fué  firme  y  ejecutorio  desde  el  momento  en  que  se  dictó, 
por  no  haberse  reclamado  en  tiempo  hábil  por  el  concesiooario»  á 
quien  fué  notificado,  siendo  improcedente  la  demanda  interpuesta  para 
su  revocación,  por  lo  que  no  ha  debido  prosperar;  que  la  notificación 
hecha  á  D.  Juan  Zurano  en  18  de  Abril  de  4855  es  eficaz  porque  era  el 
concesionario,  no  siendo  conocida  por  la  Administración  la  cesioo  que 
pudiese  haber  hecho  de  los  derechos  que  tenia  sobre  la  mina  cuestio- 
nada; que  la  expresada  notificación  tiene  que  surtir  sus  efectos,  puesto 
que  aunque  en  ella  no  consta  la  suscricion  del  testigo,  el  notificado  se 
mostió  después  conocedor  de  lo  que  se  le  notificó,  no  sieodo  aquella 
falta  causa  de  nulidad  de  dicha  diligencia:  que  no  puede  impugnarse 
el  decreto  de  caducidad  por  haberse  dictado  sin  verificar  antes  un  re- 
conocimiento ü  otras  diligencias  para  comprobar  la  certeza  del  aban- 
dono, puesto  que  el  reglamento  de  Minas  no  eiige  otra  cosa  que  el  que 
aparezcan  con  exactitud  los  hechos,  debiendo  tener  éstos  por  ciertos 
cuando,  conóo  acontece  en  el  caso  presente,  no  se  contradicen  en  la 
forma  y  en  el  término  de  la  ley;  que  siendo  firme  y  ejecutorio  el  refe- 
rido decreto  de  caduci  dad,  la  cuestión  de  si  la  demanda  se  interpuso  ó 
DO  en  tiempo»  carece  de  importancia,  consignando,  sin  embargo,  que 
lo  fué  trascurrido  el  término  legal;  que  por  los  actos  de  la  Sociedad 
minera  Esperanza,  entre  los  que  aparece  como  esencial  el  de  su  re- 
constitución,  puede  deducirse  que  ni  la  misma  tiene  una  personalidad 
formal  para  ser  representada  en  este  juicio,  ni  es  D.  Guillermo  Bachi- 
ller el  representante  de  la  Empresa,  quedando  por  lo  tanto  para  la  Ad- 
ministración con  el  carácter  de  concesionario  y  propietario  legítimo 
de  la  mina  D.Juan  Zurano;  que  el  decreto  de  caducidad,  además  de 
ser  ejecutorio  por  no  haber  sido  reclamado  en  tiempo,  está  fundado  en 
justicia,  pues  de  las  diligencias  de  prueba  se  ha  venido  á  acreditar  de 
una  manera  concluyen  te  el  abandono  de  la  concesión  por  falta  de  tra- 
bajos; y  que  declarado  ejecutorio  el  decreto  de  caducidad,  queda  sen- 
tada la  base  para  que  se  decida  administrativamente,  y  en  su  caso  por 
los  Tribunales  de  justicia,  á  quién  haya  de  concederse  la  propiedad 
minera  de  la  concesión  caducada,  y  otorgarse  el  derecho  de  hacer  su 
explotación,  asi  como  á  quién  pertenecen  los  minerales  secuestrados: 
cuestiones  que  no  pueden  ser  resueltas  en  la  vía  contenciosa,  unas  por 
no  haber  sido  ventiladas  gubernativamente,  y  otras  por  ser  de  la  ex- 
clusiva competencia  de  los  Tribunales.ordinarios: 

Vistos  los  escritos  dé  los  coadyuvantes  de  la  Administración  D.  An- 
tonio Martinez  Romera  y  0.  Juan  Vicente  Martínez,  solicitando  el  pri- 
mero la  confirmación  de  la  sentencia  apelada  y  qué  se  condene  en  las 
costas  á  D.  Guillermo  Bachiller,  apoyándose  en  análogos  fundamentos 
que  los  aducidos  por  mi  Fiscal,  y  arguyendo  de  nulidad  la  escritura 
de  constitución  de  la  Sociedad  Esperanxa  de  30  de  Setiembre  de  1849 
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y  la  de  reorganización  de  la  Empresa  de  13  de  Febrero  de  4855;  y  pre- 
tendiendo el  segando  que  se  confirme  el  decreto  de  caduciJad  de  24  de 
Mayo  de  4856.  v  se  deje  expedito  su  derecho  para  que,  como  cesiona- 
rio del  denuncio  hecho  porD.  Antonio  Guerrero,  pueda  insistir  en  el 
registro  luego  que  se  publique  la  caducidad  en  el  Boletín  oficial  de  la 
provincia  y  se  le  notifique  al  interesado  en  persona,  concediéndole  el 
plazo  de  50  días  que  marca  el  art.  %{\  del  reglamento  ditetado  para  la  ley 
de  Minas  de  1849  para  efectuarlo;  que  se  absuelva  á  la  AdminisiracioQ 
de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Guillermo  Bachiller,  se  condene  á 
éste  en  las  costas^  se  mande  continuar  la  suspensión  de  trabajos  y  se- 
cuestro de  minerales  hasta  la  adjudicación  definitiva  del  terreno  á 
quien  corresponda,  y  se  confirme  la  sentencia  apelada  en  lo  que  estu- 
viese conforme  con  la  pretensión  deducida,  y  se  revoque  en  lo  que  di- 
sintiese, para  lo  cual  alega:  que  la  referida  sentencia  no  decidió  de 
conformidad  con  las  pretensiones  de  las  partes;  que  no  es  clara  y  pre- 
cisa en  »u  redacción,  produciendo  dudas  que  puedan  dar  logará  nue- 
vas cuestiones  y  destruyendo  los  efectos  déla  sentencia  del  Consejo 
provincial  de  Almería,  que  fdmitió  la  demanda,  dando  motivo  para 
suponer  que  declara  la  nulidad  de  todo  lo  actuado;  qae  el  Consejo  de 
Estado  tiene  que  acordar  la  confirmación  ó  revocación  del  decreto  de 
caducidad,  á  tenor  del  precepto  del  articulólo  de  la  ley  de  1849,  fun- 
dándose en  las  tres  excepciones  opuestas  en  la  contestación  i  la  de- 
manda, y  que  la  petición  que  hace  no  es  una  innovación,  pues  está  de 
lletio  dentro  del  decreto  de  caducidad,  pudieodo  tratarse  en  este  jui- 
cio por  lo  mistno  que  fué  objeto  de  dlscusioft  en  la  via  gubernativa: 

Visto  el  art.  ^  de  la  ley  de  Minas  de  11  de  Abril  de  1819,  que  dis- 
pone que  ninguna  nUna  se  entettderd  poblada  6  en  actividad  si  iutfiese 
menos  de  cuatro  trabajadores  en  razón  de  cada  pertenencia: 

Visto  el  caso  3.'  del  art.  94  de  la  misma  ley,  según  el  cual  se  pier- 
de el  derecho  á  una  mina,  y  será  ésta  denuóciable,  cuando  empesa^ 
dos  los  trabajos  no  se  tuviese  poblada  por  cuatro  meses  consecutivos 
ú  ocho  interrumpidos,  en  el  trascurso  del  año; 

.Visto  el  art.  19,  condición  2.'  del  reglamento  para  la  ejecución  de 
dicha  ley  de  31  de  Julio  del  mismo  año,  en  el  que  se  prescribe  >quefaa 
de  comenzar  la  explotaeioii  dentro  del  término  que  se  señale,  el  cual 
no  excederá  de  dos  meses:» 

Vist^  el  art.  102  del  citado  reglamento,  por  el  que  se  determina  qae 
coando  un  concesionario  de  minas  incurre  en  algunos  délos  casos  ex- 
presados en  el  art.  24  de  la  ley,  por  los  cuales  se  pierde  el  derecho  á 
una  mina,  el  Jefe  político,  ó  de  oficio,  ó  por  denuncia  de  parte,  hará 
la  declaración  de  caducidad  de  la  concesión  por  los  trámites  estable^ 
cidos  en  el  art.  20  del  reglamento: 

Visto  el  art.  105  del  repetido  reglaáiento,  por  el  que  se  ordena  la 
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tramitación  que  se  ha  de  seguir  para  ios  deaúncios,  y  que  establece 
que  el  escrito  de  denuncio  «era  notificado  adiiiiüistraliFameole,  entre* 
gándose  copia  de  aquel  al  coocesioaario  de  la  mioa^  para  que  alegue 
loque  tenga  por  conveDiente:  y  que  si  ei concesionario  coutradijeselos 
hechos  que  se  alegan,  el  Jefe  político,  comisionando  á  un  Ingeniero 
tomará  conocimiento  de  ellos;  y  si  creyese  el  Jefe  deber  insistir «  el 
asunto  se  hará  contencioso-administrativo»  ventilándose  en  el  Consejo 
provincial  entre  la  Administración  y  el  concesionario,  en  la  forma  prer 
venida  en  el  articulo  20,  párrafo  cuarto: 

Visto  dicho  art.  20,  en  que  se  previene  que  el  denuncio  sea  contes- 
tado por  el  con^cesionario  dentro  del  término  de  45  dias,  contados 
desde  que  le  fué  comunicado:  que  el  Jefe  politico  acordará  cuantas  di- 
ligencias y  reconocimientos  juzgue  oportunos  para  cerciorarse  de  la 
verdjsd  del  hecho:  que  recibida  la  contestación  del  concesionario,  6 
trascurridos  los  45  dias  para  contestar,  y  completa  la  instrucción  del 
expediente  de  modo  que  aparezcan  con  exactitud  los  hechos,  el  Jefe 
político  declarará  si  há  ó  no  higar  á  la  caducidad^  contra  cuya  decla- 
ración podrá  reclamar  el  agraviado,  ante  el  Consejo  provincial  si  ^el 
acuerdo  es  de'iarando  la  caducidad,  y  ante  el  Ministeria  del  ramo  si 
decidiese  que  no  procedía;  y  que  acordada  ésta  por  el  Jefe  político  4 
por  el  Ministerio  en  su  caso,  sin  oposición,  ó  cuando  la  hubiere  si  ha 
sido  confirmada  aquella  por  sentencia  ejecutoria,  se  insertará  en  el  Bor 
letinúe  la  provincia  para  noticia  de  todos  y  particularmente  del  de- 
nunciante; cuyo  denuncio  se  tendrá  por  registro,  y  se  concederá  al 
interesado  el  término  de  un  mes  desde  le  publicación  de  la  cadoci4a<dl» 
para  que  dentro  de  él  manifieste  si  insiste  en  el  r-egistro  y  lo  formalicet:  ^ 

Gonsidefando  que  los  fundamentos  déla  oposición  que  se  hacepor 
la  representación  de  la  Sociedad  la  Esperanza^  en  el  concepto  de  aper 
latite  de  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
Granada,  consisten:  primero,  en  la  inobservancia  de  los  trámites  esta- 
blecidos por  la  ley  de  Ü  de  Abril  de  4>849  y  su  reglamento  de  34  de 
Julio  del  mismo  año,á  que  debió  sujetarse  el  Gobernador  de  Almería 
para  qu&fuera  eficaz  en  derecho  su  decreto  de  caducidad  de  la  conce- 
sión de  h  mina  Sania  María  de  Nieva  de  24  d«  Mayo  de  4856;  según- 
do,  en  la  falta  de  personalidad  de  D.  Juan  Zurano  para  recibir  la  noti- 
ficación administrativa  del  denuncio  hecho  por  D.  Antonio  Guerrero  en 
24  de  Febrero  de  dicho  año:  tercero,  en  la  inatlmision  de  las  oposicio- 
nes deducidas  por  D.  Guillermo  Bachiller  en  nombre  de  la  Sociedad 
Esperanza,  á  la  que  únicamente,  en  su  sentir,  debió  haberse  hecho 
saber  el  referido  denuncio  del  Guerrero,  y  cuarto,  en  la  existencia  de 
los  trabajos  ó  pueble   legal  de  la  expresada  mina: 

Considerando,  en  cuanto  al  primero  de  dichos  fundamentos,  q^^ 
presentado  el  escrito  de  denuncio  de  la  concesión  minera  Santa  María 
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de  Nieva  por  el  citado  Guerrero,  se  comiinicó  al  coocesiooario  legaU 
mente  reconocido  por  la  A(ÍinioistracioD,qae  lo  era  D.  iaan  Zaraoo, 
haciéndole  la  DotiflcacioQ  admiatstratifa  en  18  de  Abril  sigaieote, 
para  que  en  el  iármino  de  i 5  días  concedidos  al  efecto  por  el  art.  Í0 
del  reglamento  de  1849,  expusiera  lo  que  á  su  interés  conviniese;  y 
que  DO  presentó  ¡^u  oposición  hasta  él  10  de  Mayo  sucesivo;  por  lo 
cual,  y  por  los  antecedentes  que  de  las  diligencias  administratÍTas 
aparecían  y  justificaban  el  abandono  que  se  habia  denunciado,  el  Go- 
bernador de  Almería  dictó,  con  estricta  sujeción  á  la  ley,  su  decreto 
de  caducidad  de  la  concesión  de  la  mina  Santa  Marta  deNieva^  y  fué 
notificado  al  representante  de  i  denunciador: 

Considerando  que  laMufraccione^  que  se  han  supuesto  cometidas 
en  la  traoaitacion  deí  expediente  gobernativo,  relativas  á  la  falta  de 
formalidad  de  la  notificación  del  denuncio;  y  el  no  haberse  comisio- 
nado á  un  Ingeniero  para  el  conocimiento  del  hecho  denunciado,  no 
tienen  el  carácter  de  esenciales  con  que  se  pretende  revestirlas*  no 
l>udiendo  por  consiguiente  invalidar  el  precitado  decreto  del  Goberna- 
dor declaratorio  de  la  caducidad  de  la  concesión  de  la  referida  mina: 
Considerando,  en  corroboración  de  lo  expuesto  respecto  á  la  pri- 
mera de  dichas  infracciones,  que  si  bien  no  aparece  en  la  diligencia 
de  notificación  la  firma  del  testigo  que  á  ruego  del  Zurdoo  debió  sus- 

'  cribirla,  éste  se  manifestó  sabedor  en  repetidas  ocasiones  de  la  pro- 
videncia que  afectaba  sus  derechos,  habiéndose  opuesto  al  denuncio 
cuando  habia  trascurrido  el  término  legal  para  verificarlo  con  éxito,  sin 
que  por  otra  parte  haya  negado  en  sus  escritos  que  tal  notificación  se  le 

>  hiciera  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Vera  en  18  de  Abril  de 
4866,  ni  que  éste  dejara  de  entregarle  copia  de  la  referida  providen- 
cia; y  en  cuanto  á  la  segunda,  que  la  intervención  del  Ingeniero  para 
adquirir  el  conocimiento  exacto  de  los  hechos  en  quh  pueda  fundarse 
un  denuncio,  no  es  precisa  ni  obligatoria,  ni  excluye  otros  medios  pata 
justificarlos,  según  se  deduce  del  contexto  del  art.  20  del  reglamento, 
en  el  que  se  previene  que  el  Gobernador  debe  tomar  conocimiento  de 
los  hechos,  facultándole  para  disponer  con  el  indicado  objeto  cuantos 
diligencias  y  reconocimientos  estime  oportunos  á  fin  de  cerciorarse  de 
la  verdad  del  denuncio;  y  porque  conforme  á  lo  establecido  en  el  pár- 
rafo cuarto  del  art.  103  del  tan  repetido  reglamento»  solo  debe  inter- 
venir el  Ingeniero  en  e(  caso  que  por  el  concesionario  de  la  mina  se 
contradiga  el  denuncio,  lo  que  no  tuvo  lugar  dudante  el  término  de 
los  15  dias  que  el  precitado  art.  20  señala  para  contestarlo: 

Considerando,  en  cuanto  al  fundamento  relativo  á  la  falta  de  per- 
sonalidad del  Zurano  para  recibir  la  notificación  administrativa  del 
denuncio,  que  la  Administración  no  reconocía  ni  podia  reconocer  á 
otro  con  representación  legal  en  el  expediente  instruido  con  tal  moti- 


1 


\ 


/ 


-491- 

▼0,  paeftto  que  el  Zurano  fué  quien  solicitó  ja  coocesioo  de  la  mii^i 
Sania  Mariñ  de  NUva^  y  quiso  la  obtuvo,  y  coo  ella  el  titulo  de  pror 
piedad  y  la  |.osesioo;  do  eiittieodo  datoalguDO  en  el  Gobierno  de  I9 
proTíDcia  justificativo  de  la  cesión  de  derechos  que  el  ioteresadp 
pudo  haber  verificado  en  favor  de  la  Sociedad  la  Esperanza;  y  porque 
además  las  eseritur^as  de  constitución  y  reorganización  de  dicha  So- 
ciedad de  90  de  Setiembre  de  1849  y  13  de  fioero  de  1855  no  tienen  pof 
su  esencia  f9«rzd  legal  para  acreditar  la  representación  que  se  atribu* 
yó  D.  Guillermo  Bachiller  en  este  pleito: 

Consideranijo  que  sujeto  ¿  los  mismos  principios  y  á  las  consecuen- 
cias quede  ellos  se  derivan,  el  fandameu^to  relativo á  la inadipision d9 
)as  oposiciones  que  al  denuncio  presentó  el  referido  Bachilleren  nom* 
bre  de  la  Sociedad  la  Esperanza^  concurre  además  de  la  circunstancia 
de  haber  sido  desestimadas  por  resolución  del  Gobernador  de  14  de 
Agosto  de  1856,  la  de  que  fueran  aquellas  presentadas  trascurrido  con 
oiceso  el  término  que  para  las  de  su  clase  concede  el  reglamento  díd 
1849,  no  siendo  admisible  el  supuesto  de  la  falta  de  notificación  al  in- 
teresado, porque,  segi^in  demostrado  queda,  solamente  el  D.  Juan  Zu- 
rano era  con  quien  podia  entenderse  la  Administración,  como  conce- 
sionario'de  la  mina  en  cuestión;  cuyo  carácter  no  habia  perdido; 

Considerando  acerca  del  abandono  de  los  trabajos  de  la  concesión 
feferida,  hecho  protestado  por  la  Sociedad  la  Esperanza  asegurando  U 
oiistencia  legal  de  los  mismos,  que  es  el  cuarto  de  los  fundamentos 
enunciados,  que  aparece  en  primer  término  y  justifica  la  falta  de  pue- 
ble, la  expresa  declaración  que  se  hace  en  la  ya  citada  escritura  de  re- 
constitución de  dicha  Sociedad  de  13  de  Febrero  de  1855,  de  que  /a 
mtfia  se  hallaba  en  esíérily  aun  sin  trabajos;  y  en  segundo  lugar,  qivp 
ÚB  las  actas  de  las  juntas  celebradas  por  la  Sociedad»  informaciones 
lestiQcales,  informes  de  los  Ingenieros  que  reconocieron  los  terrenos 
4e  la  concesión,  y  otros  documentos  que  referentes  á  la  producción  de 
la  mina  se  han  presentado  durante  el  término  probatorio  ante  laSala 
déla  Audiencia  de  Granada,  se  deduce  de  una 'manera  concluyente  j 
«loque  dpje  luji^ar  á  duda,  que  la  concesión  Santa  Maña  de  Nieva  no 
«atuvo  poblada  en  el  sentido  de  la  ley,  que  exige,  según  su  art;  22,  el 
número  de  cuatro  trabajadores  con/inuos  en  razón  de  cada  peiteneq^ 
eia,  no  pudieod  .>  sustituirse* este  nil^mero  por  el  aumento  excesivo  de 
jornaleros  en  épocas  determinadas  para  equilibrar  los  trabajos  respecti^ 
▼os  á  cada  año,  ni  mucho  menos  cuando,  como  sucede  en  el  ciso  pre- 
sente, los  trabajos  y  productos  de  la  mina  en  cuestión  han  tenido  lu- 
gar  después  de  la  época  en  que  entabló  el  denuncio  D.  Antonio  Guer- 
tero,  y  aun  trascurrido  bastante  tieknpo  desde  la  fecha  de  la  declaración 
de  caducidad: 

Considerando  que  atendidas  las  razones  expuestas*  tiene  queeatí- 
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marte  ajastado  estrictamente  á  ios  principios  de  la  ley  el  decreto  eí 
Qoberdador  de  Almería,  por  el  que  declaró  la  caducidad  de  la  coDce- 
Míoü^anla  Mafia  de  Nttva^  si  bien  para  sus  efectos  no  tiene  el  carác- 
,  ter  de  Arme  y  ejecutivo  desde  que  se  dictó  que  le  ha  reconocido  ja 
sentencia  de  la  Audiencia  de  Granada,  actualmente  apelada,  puesto 
que  habiendo  sido  impugnado  ante  la  jurisdicción  contencioso* admi- 
nistrativa, ha  tenido  la  oposición  ¿  que  se  refiere  el  art.  20  del  regla- 
niento,  y  solamente  alcanzará  tal  carácter  cuando  por  sentencia  firme 
y  ejecutoria  se  declare  la  confirmación  del  mismo: 

Considerando  que  no  es  legalmente  admisible  la  impugnación  de  la 
sentencia  de  la  Audiencia  de  Granada  que  presenta  el  coadyuvante  Don 
Juan  Vicente  Martínez,  cesionario  de  D.  Antonio  Guerrero,  fundándola 
en  la  oscuridad*  de  ésta  y  en  que,  según  supone,  viene  á  destruir  el 
fallo  del  Consejo  provincial  admitiendo  la  demanda,  puesto  que  el  ca- 
'  lácter  con  que  figura  dicha  parte  en  los  autos  no  le  autoriza  para  tal 
impugnación;  sin  que  sea  tampoco  exacta  semejante  afirmación,  te- 
niendo en  puenta  qne  en  la  sentencia  apelada  se  declara  la  subsistencia 
del  decreto  de  caducidad  de  24  de  Mayo  de  1856,  que  es  la  base  de 
donde  han  de  partir  lassucesivas  diligencias  para  acordar  la  concesioQ 
de  los  terrenos  de  que  se  trata,  ya  en  favor  de  aquel  en  virtud  del  de- 
nuncio del  Guerrero,  ya  en  el  del  registrador  de  la  mina  Sagrada  Fa^ 
milia^  D.  Antonio  Martínez  Romera: 

Considerando  que  tampoco  procede  la  impugnación*  que.  por  el  re- 
ferido D.  Juan  Vicente  Martínez  se  hace  á  la  sentencia  apelada,  fundán- 
dola en  que  ésta  nada  resuelve  respecto  á  la  subsistencia  del  dennn- 
eio^y  al  derecho  del  denunciador  á  conyertirle  en  registro  con  arre- 
glo á  los  trámites  establecidos  en  la  ley,  por  cuantp,  además  de  su  ca- 
rácter de  coadyuvante  de  la  Adminhtracion,  no  habiendo  sido  objeto 
dicho  extremo  de  resolución  en  la  yia  gubernativa,  es  evidente  que  no 
ha  podido  serlo  en  la  contenciosa: 

Considerando,  por  último,  que  al  decidirse  en  la  sentencia  apela* 
dala  continuación  de  la  suspensión  de  las  labores  y  secuestro  de  mi- 
nerales en  la  concesión  Santa  Marta  de  Nieva^  hasta  que  por  provideiH 
cia  gubernativa, ó  por  sentencia  firme  se  declare  á  quién  corresponde 
el  terreno  de  la  expresada  mina,  no  se  ha  modificado  ni  alterado  ea 
ningún  sentido  la  ejecutoria  del  Tribunal  Supremo  de  14  de  Julio  do 
i87S,  relativa  al  indicado  incidente,  y  al  de  personalidad  para  interve- 
nir ,eomo  coadyuvantes  dek  Administración  D.Juan  Vicente  Martí- 
nez y  D.  Antonio  Martínez  Romera,  denunciador  el  primero  déla  entila 
Marta  de  Nieva  ,y  registrador  el  segundo  de  la  faiiüdí*Sagrada  Familiai 
no  teniendo  otra  significación  este  extremo  de  la  sentencia  apelada 
qne  el  reconocimiento  estrictamente  legal  de  una  decisión  firme  y  eje» 
entoria  de  dicho  Tribunal  Supremo; 
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Conformándome  eoo  lo  coDsoltado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  GoDSPJo  de  Estado  eo  sesión  á  que asístieroD  D.  Pedro  Nolasco  áa* 
rióles, Presidente;  D.Pedro  Sabau,  D.  '^"omás  Retortillo,  D.  Victorio 
Fernandez  Lascoiti,  el  Marqués  déla  Ribera,  D.  PaícQal  Bayarri»  Don 
Joan  Jimeoex  Caeoca,  D.  Jaao  de  Cárdenas,  D.  Mariano  Zacarías  Ca« 
mrro,  D^  Fernando  Vida  y  B.  Antonio  Hartado, 

Vengo  en  conOrmar  la  sentencia  apelada  en  cuanto  por  ella  se  de« 
clara  la  caducidad  de  la  mina  Sania  María  de  Nieva;  entendiéndose^ 
que  el  decreto  del  Gobernador  resolviendo  dicha  caducidad  solo  et' 
ejecutorio  desde  la  publicacioo  de  la  presente  sentencia. 

Dado  eo  Palacio  á  Teintitres  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  j* 
seis.=ALFON$0.=El  Presidenle  del  Consejo  de  Ministros,  Anfom'o  C<(- 
navas  del  Castillo .  * 

Publicación. =Leido  y  publicado  el  anterior  R'eal  decreto  por  mf  eL 
Secretario  general  del  Gonsejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  aa« 
diencia  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como . 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  A 
tos  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Caca- 
ia:  de  que  certifico. 

Madrid  ii  de  Setiembre  de  l870.=Pedro  de  Hadrazo. 

'  {Gaceta  de  19  de  Noviembre  de  1876}. 


Resolución  en  el  pleito  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la 
sentencia  qvte  declaró  subsistentes  las  coru^siones  mineras. 
San  M igiiel  y  Saa  Bernardo  y  sin  curso  el  expediente  de  Sao 

^    Amaro. 


D.  ALFONSO  XII,  por  .la  gracia .  de  Dios  Rey  eonstitocioiial  de  Es» 
fafia. 

Al  Gobernador  Presidente  de  la  Comisión  prorincial  de  HaeWa»  J 
demás  Autoridades  y  personas  á  quienes  corresponde  so  pbservaneia  j 
eomplimiento,  sabed:  que  he  reñido  en  decretar  lo  siguiente;   , 

•  En  el  pleito  que  en  grado  de  apelación  pende  ante  el  Consto  de 

Estado,  entre  partes,  de  la  una  D.  Felipe  Castañeda,  y  en  su  nombra  él 

Br.  D.  Diego  Suarez,  apelante,  y  deia  otra  la  Administración  general 

del  Estado,  representada  por  mi  Fiscal;  y  la  sociedad  minera  San  Mi» 

§uel  Arcángel,  representada  por  el  Dr.  D.  Bernardo  de  Toro  y  Hoyn«i 

^  apeladas,  sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la  sentencia  dictada  por 

.^  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Sevilla  en  9  de  Noviembre  de  1S74» 

!•  por  la  cual  se  «evocó  «n  decreto  del  Gobernador  de  Huelva  de  29  de 

Diciembre  de  1B72,  y  se  declaróla  snbsisteocia  de  tas  concesiones  mi* 
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neras  San  Miguel  y  San  Bernardo^  y  sin  curso  j  fenecido  el  expeden- 
te de  registro  San  Amaro, 
.    Visto: . 

Visto  el  expediente  gahernativo,  del  que  resulta: 

Que  en  4  de  Marzo  de  1872  D.  Bernabé  Cifra  solicitó  del  Goberna* 
dor  de  Huelva  20  pertenencias  de  mineral  de  cobre  con  el  titulo  de  San 
Amaro  sobre  terrenos  en  que  existían  labores  antiguas  abandonadas 
de  la  mina  San  Miguel^  y  otras  de  la  Sociedad  San  Migtiel  Arcángel, 
que  denunciaba;  y  que  seguida  el  expediente  de  caducidad  en  forma 
legal,  el  Goberpador  decretó  en  23  de  Diciembre  del  mis/no  año  la  ca* 
dncidad  de  las  concesiones  San  Miguel  y  San  Bernardo^  declarando 
subsistente  el  expediente  del  registro-denuncio  San  Amaro: 

Vista  la  demanda  que  contra  el  referido  decreto  interpuso  la  repre* 
seotacion  de  la  Sociedad  minera  San  Miguel  Arcángel  ante  la  Audien- 
cia de  Sevilla  pidiendo  su  revocación;  I09  escritos  del  Ministerio  flscai 
j' del  coadyuvante  de  la  Administración^  en  que  solicitaban  se  confir- 
mase el  decreto  impugnado;  y  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  prime- 
ra déla  mencionada  Audiencia  en  9  dé  Noviembre  de  1874  revocando 
el  decreto  del  Gobernador  de  23  de  Diciembre  de  1872^  y  declarándola 
subsistencia  de  las  concesiones  mineras  .Son  Miguel  y  San  Bemaréo^  y 
sin  curso  y  fenecido  el  expediente  de  registro-denuncio  San  Amaro: 

Visto  el  recurso  de  apelación  promovido  contra  la  expresada  sen- 
tencia, y  el  escrito  de  mejora  del  recurso  presentado  por  el  Dr.  D.  Die- 
go Suarez,  en  nombre  de  D.  Felipe  Castañeda,  ante  el  Consejo  de  Estan- 
do, con  la  solicitud  de  que  se  revoque  la  sentencia  apelada,  y  en  su 
tonsecuencia  se  confirmé  el  decreto  del  Gobernador,  por  el  cual  se  de* 
dffró  la  caducidad  de  las  minas  San  Miguel  y  San  Bernardo,  y  subsis- 
tente el  registro  San  Amaro: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal,  que  pidió  igualmente  la  revocación  de 
la  sentettcia  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  7  la  confirmación  del  deóreto 
del  Gobernador  de  Huelva  de  23  de  Diciembre  de  i872  en  todaa  sus 
partes: 

'  Vista  la  contestación  de  la  Sociedad  minera*  San  Miguel  Arcángel 
felicitando  que  se  desestimen  las  pretensiones  contrarias  y  se  conñr- 
toe 'la  sentencia  recurrida: 

Visto  el  escrito  de  los  Letrados  defensores  de  D.  Felipe  Castañeda  y 
la  Sociedad  minera  San  Miguel  Arcángel  pidiendo  la  suspensión  de 
la  vista  pdblica,  alegando  que  sus  representados  iban  á  transigir  sus 
diferencias;  y  si  lo  conseguían/  quedaba  terminado  el  pleito;  habién- 
dose suspendido  el  acto  de  la  vista  por  providencia  (fe  3i  de  Marzo  del 
afie  actual: 

*  Viste  el  escrito  presentado  en  2S  de  Mayo  üHimo  por  el  Dr.  D.  Die- 
go Suarez,  con  poder  especial  de  9.  Felipe  Castañeda,  con  la  preten- 
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fiion  de  que  8«  le  tenga  por  desistido  y  separado  del  recurso  inter* 
fuesto: 

Visto  el  dictámeo  de  mi  Fiscal,  en  que  se  allana  al  desistimientoi 
siempre  que  se  declare  la  confiroaacioo  del  fallo  apelado: 

CoQsiderando  que  0.  Felipe  Castañeda  se  aparta  lisa  y  llaoamealft 
del  recurso  de  apelación  que  interpuso  contra  la  sei^tencia  dictada  poi 
la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Sevilla  en  9  de  Noviembre  de  1874^ 
y  que  mi  Fiscal  no  se  opone  á  que  se  le  tenga  por  desistido: 

Considerando  que  el  desistimiento  del  recurrente  deja  sin  efecto  el 
recurso  prooráovido  que  debe  reputarse  como  si  no  hubiese  sido  iateT>^ 
puesto;  quedando  por  tanto  firme  la  sentencia  apelada; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  deloConteaciosodrt 
Consejo  de  Estado  en  sesioa  á  que  asistieron  D.  Pedro  Nolasco  Aurie*» 
les,  Presidente;  D.  Tomás  Retortillo,  D.  Feliciano  Pérez  Zamora,  Doa 
Servando  Ruiz  Gómez,  D.  Félix  Garcia  Gomes»  el  Marqués  delaRivera, 
D.  Esteban  Martinez,  D.  José  Maria  Bremoo,  D.  Juan  de  Cárdenas;  Don 
Antonio  Hurtado  y  D.  Joaquín  Biqueime, 

Vengo  en  admitir  la  separación  de  la  parte  apelante,  y  en  declara! 
firme  y  subsistente  el  fallo  apelado  de  la  Sala  primera  de  la  Audiencia 
de  Sevilla, 

Dado  en  Palacio  á  veintitrés  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y 
8eis.=ALF0NS0.=El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  AttlonM 
Cánovas  del  Castillo,  •  i 

Publicacion.==Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  e 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  aa* 
diencia  pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó,  que  se  tenga  por  rt« 
solución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á  los 
mismos,  se  notifique  enferma  á  las  partes,  y  se  inserto  en  la  Gacetaá^ 
que  certifico. 

Madrid  21  de  Setiembre  de  1876.-=  Pedro  de  Madrazo. 

(Gaceta  de  24  de  Noviembre  de  I876J. 


a 

Resolución  en  el  pleito  sobre  revocación  de  la  orden  por.  la 
que  se  declaró  la  nulidad  de  una  concesión  para  alumbrar 
aguas  subterráneas.    . 

DON  ALFONSO  XII,  por  la  gracia  de  Dios  Rey  Constitucional  de  Es- 
paña. 

A  todos  los  que  las  presentes  vieren  y  entendieren,  y  á  quienes  toca 
8u  observancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  he  yenido  en  decretar  lo 
siguiente: 
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•Ea  el  pleito  que 'ante  el  GoQ.«éjo  de  Estado  pende  ea  primera  y  úai- 
ca  instancia,  entre  partes,  de  la  una  D.  José  Romero  y  Henriquez,  Don 
Francisco  Romero  Gerdeña,  y  otros  representados  eo  último  estado 
por  el  Liceociado  D.  José  Diez  Macaso,  demandante  y  de  la  otra  la  Ad» 
ministracion  general  del  Estado,  representada  por  mi  Fiscal,  deman- 
dada; y  como  coadyuvaote  de  la  misma  el  Doctor  D.  Alejandro  Groi* 
zard,  en  nombre  de  la  Janta  permanente  de  las  Heredades  de  aguas  de 
yegoeta,Triana,  Dragonal,  etc.,  en  Canarias,  sobre  revocación  de  la 
orden  del  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República  de  9  de  Hayo 
de  1874,  por  la  que  se  declaró  la  nulidad  de  la  concesión  hecha  á  los 
demandantes  para  alumbrar  aguas  subterráneas,  y  se  dispuso  que  las 
cuestiones  relativas  á  la  conducción  y  aprovecha  miento  de  las  aguas 
ya  alumbradas  se  resolvieran  por  el  ramo  de  Obras  públicas: 

Visto: 
.  '  Visto  el  expediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  con  fecha  26  de  Agosto  de  1869  solicitó  D.  Antonio  Matos  y 
Uorenodel  Gobernador  de  la  provincia  de  Gaoárias  autorización  para 
kaoer  estudios  con  el  objeto  de  beneflciar  las  aguas  públicas  del  Bar* 
raneo  de  Dragonal;  autorización  que  le  fué  concedida  en  4  de  Setiem- 
bre siguiente,  en  la  que  se  expresa:  «Vista  la  instancia  dirigida  por  V. 
(D.  Antonio  Matos  Moreno)  con  fecha  i6  último,  solicitando  el  permi- 
so de  que  habla  el  art.  199  de  la  ley  de  Aguas  de  3  de  Agosto  de  1866 
para  hacer  los  estudios  de  explotación  de  las  aguas  públicas  del  Bar» ; 
ranóo  de  Dragonal,  junto  al  punto  denominado  Morales,  he  acordado, 
de  conformidad  cod  lo  propuesto  por  la  Sección  de  Fomento,  conceder 
la  autorización  que  V.  solicita:» 

'  Que  en  13  de  Mayo  de  187Ü  acudió  al  mismo  Gobernador  D.  Fran* 
cisco  Romero  Gerdeñá.en  el  concepto  de  apoderado  de  D.  Antonio  Ma- 
tos, mauifestando  que  habia  trascurrido  el  plazo  de  seis  meses  desde 
que  se  autorizó  á  so  poderdante  para  hacer  los  estudios  preliminares 
para  el  aprovechamiento  de  aguas  en  el  Barranco  Dragonal  sin  haber 
sido  posible  verificarlo  á  causa  de  la  estación  invernosa,  y  solicitaba 
que  se  prorogase  por  otros  seis  meses  la  autorización  para  hacer  los 
estudios,  y  que  se  ampliase  ésta  para  yeriflcar  los  de  toda  la  extensión 
del  Barranco  hasta  su  desembocadura  en  el  mar,  y  de  sus  afluentes; 
autorización  que  también  le  fué  concedida,  previa  audiencia,  y  de 
conformidad  con  la  Sección  de  Fomento: 

Que  haciendo  uso  de  esta  autorización,  presentó  D.  Francisco  Ro- 
mero Gerdeña  en  3  de  Seiiedibre  siguiente  una  Memoria  y  plano  to- 
pográfico comprensivos  de  los  estudios  practicados  para  alumbrar 
aguas  subterráneas  en  el  Barranco  de  la  Angostura: 

Que  en  la  exposición  que  acompañó  á  dicho  plano  y  Memoria  dijo 
'  representantef  de  Matos:  «Usando  de  la  autorización  que  V.  S.  tiene 
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concedida  á  mi  representado  para  h^cer  estudios,  sobre  aprovecha* 
miento  de  agoaa  en  el  Barranco  de  la  Angostara,  tengo  el  honor  de 
elevar  á  V.  S.  el  adjunto  proyecto  á  Aq  de  que«  en  uéo  de  las  faculta- 
des que  le  estén  concedidas  por  la  ley  vigente  de  Aguas  de  3  de  Agos- 
to  de  i866,  se  digne  autorizar  á  mi  representado  para  el  aprovecha* 
miento  de  qne  se  ha  hecho  mérito*:  y  consignó  en  la  expresada  Me- 
moria que  no  se  causaba  perjuicio  alguno  á  tercero,  puesto  que  los 
Heredamientos  de  aguas  tomaban  las  suyas  muchos  kilómetros  antes, 
y  solo  sé  servían  del  lecho  del  Barranco  para  conducirlas: 

Que  si  bien,  resulta  del  expediente  gubernativo  que  en  5  de  Setiem* 
bre  de  1870  se  remitió  por  el  Gobernador  al  Alcalde  de  Santa  Brígida 
un  edicto  relativo  al  alumbraúiiento  de  aguas  en  el  Barranco  de  la  An* 
gostura,  para  que,  fijándolo  en  los  parajes  de  costumbre,  pudieran  los 
que  se  creyesen  perjudicados  con  las  obras  que  debían  practicarse  ha- 
cer sus  reclamaciones  en  el  preciso  término  de  30  días,  no  consta  en 
dicho  expediente  que  semejante  edicto  se  dirigiera  á  otra  JV^^^^^^'^^^ 
ni  que  se  insertara  en  el  BQleiin  oficial  de  la  provincia^  ni  que  del  rcf* 
petido  edicio  se  diera  conocimiento  á  la  Junta  de  Heredamientos  de 
las  aguas  que  discurrían  por  la  superficie  del  indícalo  Barranco: 

Que  en  su  consecuencia,  y  oido  el  dictamen  del  Ingeniero  Jefe  de  la 
provincia,  que  opinó  que  el  proyecto  era  beoeQcioso  para  la  agricul- 
tura, y  no  podría  producir  encharcamientos  perjudiciales  á  la  salud 
¡lública»  el  Gobernador,  por  decreto  de  i4  de  Octubre  de  4870,  conce- 
dió á  D.  Antonio  Matos  el  derecho  que  solicitaba  de  alumbrar  aguas, 
salvo  el  de  propiedad  y  sin  perjuicio  de  tercero,  publicándose  esta  con- 
cesión en  el  i9oJe¿mo/!cía¿  correspondiente  aj  día  i9del  mismo  mes,  y 
dándose  conocimiento  déla  misma  al  Ministerio  de  Fomento: 

Que  habiéndose  señalado  para  dejar  terminadas  las  obras  el  SI  de 
Diciembre  de  i87i,  acudió  de  nuevo  D.  Francisco  Romero  al  Gobcrna* 
dor  solicitando  que  se  concediese  un  término  mayor;  y  que  oído  el  In- 
jgeniero  Jefe  sobre  este  punto,  y  previa  la  presentación  de  iin  plano 
detallado  con  el  corte  geológico  del  terreno  y  trasversal  de  las  galerías 
que  se  trataba  de  construir,  se  fijó  como  término  de  las  obras  el  31  dQ 
Diciembre  de  1879: 

Que  en  7  de  Marzo  de  1872  otorgó  D.  Antonio  Natos  escritura  de 
sociedad,  en  la  que  se  constituyó  una  para  el  alumbramiento  de  las 
aguas  concedidas  á  Matos,  formando  parte  de  ell&el  referido  concesio- 
nario, ü.  Juan  y  D.  José  Romero  y  Henriqnez,  y  D.  Francisco  Romero 
Gerdeoa,  teniendo  todos  una  participacionjgual  y  obligándose  á  satis- 
üacer  los  gastos  los  tres  socios  primeramente  nombrados^  y  encargán- 
dose el  ultimo  de  la  dirección  facultativa  de  las  obras: 

\  Que  en  27  de  Julio  de  i872  el  Director  de  la  Empresa  para  beneficiar 
las  aguas  4el.  Barranco  de  Dragonal,  qoudló  al  ^t|b^^berj9a||{)^.^]^8| 
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Pftlmas  exponiendo:  qaé  habiéndosele  concedido  con  arreglo  á  la  ley  dd- 
Aguas  de  3  de  Agosto  de  1866  el  derecho  á  explotar  las  del  Barranco  de 
Dragonal,  se  creia  dueño  del  subsuelo  y  de  los  terrenos  publiceos  qua 
abraza  la  concesión;  pero  que  habiéndose  declarado  por  Real  orden  d# 
30  de  Marzo  de  aquel  año  que  el  alumbramiento  de  aguas  subterráneas 
debía  regirse  por  las  disposiciones  de  la  ley  de  Ninas,  sin  perjuicio  de 
creer  que  dicha  disposición  no  era  aplicable  á  los  expedientes  teimi* 
nados  antes  de  dictarse,  hacía  uso  del  der^echo  concedido  por  él  arti* 
culo  30  de  la  citada  ley  de  Minas,  y  suplicaba  que  se  le  diese  el  tftula 
de  propiedad  de  los  terrenos  que  la  concesión  abraza,  mediaute  el  cá> 
tíon  que  la  misma  ley  establece: 

Que  áesta  solicitud  no  recayó  resolución  alguna,  y  habiéndose  li"- 
brado  certiQcacion  del  expediente  de  concesión  á  la  Junta  de  Hereda» 
mientos  de  aguas  de  la  ciudad  de  Las  Palmas,  acudió  ésta  al  Juzgado^ 
del  mismo  nombre  solicitando  recobrar  la  posesión  de  las  aguas  con- 
cedidas á  D.  Aatunio  Matos  por  medio  del  correspondiente  interdictor 

Que  á  instancia  del  Director  de  la  Sociedad  explotadora  de  las  aguas 
del  Barranco,  eji  Subgobernador  requirió  de  inhibición  al  Juzgado,  por 
eatiffiiirdesu  exclusiva  competencia  el  conocimiento  del  asunto,  y  el 
Juzgado  se  inhibió  de  entender  de  dicho  interdicto,  remitiendo  los  aa» 
tos  al  Subgobernador  de  Las  Palmas: 

Que  el  Presidente  <ie  la  Junta  de  Heredades  acudió  á  dicha  Autori- 
dad exponiendo  que  las  obras  que  practicaba  D.  Francisco  Romero  ser^ 
Tian  para  distraer  las  aguas  de  su  cauce  natural  y  privarían  á  la  So*^ 
ciedad  de  regantes  do  su  derecho  á  aprovechar  las  de  que  era  propie- 
taria; añadiendo  que  las  obras  que  se  practicaban  eran  muy  distintas 
de  aquellas  pata  las  que  estaba  la  Sociedad  autorizada,  puesto  que 
ésta  tenia  concedido  el  derecho  de  aprovechar  las  aguas  subterráneas^ 
por  medio  de  galerías,  y  no  el  de  hacer,  como  estaba  ejecutándolo» 
obras  en  el  álveo  del  Barranco  para  aprovechar  aguas  superficiales; 
por  todo  lo  cual  suplicaba  que  se  procediera  al  examen  de  las  obras 
con  asistencia  de  los  interesados,  y  en  vista  de  lo  que  resultara  se  de* 
cidiera  si  estaban  ó  no  practicadas  dentro  de  la  e^torizacion  y  perju*- 
dicaban  al  derecho  de  las  Heredades: 

Que  por  acuerdo  de  1/  de  Mayo  dispuso  el  Subgnbernador  la  sus- 
pensión de  las  obras,  y  pasó  el  expediente  al  Ingeniero  Jefe,  para  que 
con  citación  de  los  interesados  hiciese  el  reconocimiento  solicitado 
por  la  Junta  de  Heredades: 

Que  comunicado  este  acuerdo  á  D.  Francisco  Romero,  solicitó  det 
Sabgobernador  que  se  separase  del  conocimiento  del  asunto,  por  no- 
ser  de  su  competencia  el  decidir  acerca  de  la  posesión  y  propiedad;  y 
q\l^  habiéndose  excusado  el  Ingeniero  de  practicar  el  reconocimiento 
y-evacuar  el  informe  que  selehabia  pedido,  acordó  el  Subgobernador 
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^e  los  ioteresados  oorobrafiea  peritos  eco  titulo  aeadémico  para  que 
emitieran  el  referido  informe: 

Que  comuBicado  asi  á  D.  Francisco  Romero,  solicitó  de  nuevo  que 
la  Autoridad  gubernativa  suspendiese  toda  actuacioo  en  el  «expediente, 
fKíesto  que  tenia  interpuesto  ante  la  misma  el  recurso  de  incompeten- 
cia, y  qye  en  el  caso  de  no  acceder  é  e»ta  solicitud,  elevase  desde  lúe- 
go  el  expediente  al  Ministerio  de  la  iiobernacion,  bajo  la  protesta  de 
nulidad  que  hacia  en  debida  forma: 

Que  el  Subgoberoádor,  considerando  que  loe  recurrentes  habían  re-^ 
conocido  su  competencia  al  oponerse  al  iuterdicto  promovido  por  la 
Junta  de  Heredamientos  para  que  se  privase  al  Juzgado  de  primera 
instancia  del  conocimiento  del  mismo,  y  porque  no  se  trataba  de  dis- 
cutir una  cueslioD  de  propiedad,  ni  aun  de  posesión,  sino  de  averiguad 
ai  las  obras  practicadas  estaban  comprendidas  dentro  de  la  autoriza- 
ción administrativa;  .en  i7  de  Junio  de  4873  se  declaró  competente» 
como  ya  lo  había  hecho  en  6  de  Hayo  anterior,  dando  conocimiento  á 
ilomero  de  ambas  resoluciones: 

Que.éste  interpuso  recurso  de  alzada  ante  el  Ministerio  de  Fomen-. 
to  invocando  el  art.%77  de  la  ley  de  Aguas«  y.  exponiendo:  que  la  Aa- 
1«ridad  administrativa  no  teiiia competencia  para  examinar  si.con  laa 
obras  se  perturbaba  ó  no  la  propiedad  ó  la  posesión;  lo  cual  era  de  la 
exclusiva  competencia  de  los  Tribunales  ordinarios  enjuicio  plenario 
de  propiedad,  y  no  en  el  samarisimo  de  interdicto*  habiendo  por  ello 
provocado  en  tiempo  oportuno  el  confiieto  de  jurisdicción  con  el  Juz- 
gado de  Las  Palmas;  que  seguu  el  art.  295  de  la  ley  de  Aguas,  no  te- 
nia el  Subgobernador  compeleocLÍa  para  practicar  el  reconocimiento 
decretado,  el  cual  solo  debía  tener  lugar  ó  la  conclusión  definitiva  de 
he  obras;  que  tampoco  podía  conocer  al  objeto  qoedeterminao  los  ar- 
ticttlos  40  y  50  de  la  citada  ley,  puesto  que  ésta  se  refiere,  según  de- 
daraciooes  de  la  jurisprudencia,  á  las  aguas  públicas  y  no  á  las  de 
pttipiedad  particular;  que  todas  las  obras  se  han  practicado  dentro  da 
los  terrenos  de  propiedad  exclusiva  de  uno  de  los  socios,  á  excepción 
de  una  acequia  abierta  junto  al  camino  <|ue  baja  del  BarranquíUo  de 
Colegio  al  Barranco  de  la  Angostura,  y  qne  para  abrir  este. canal  no 
solo  estaban  autorizados  por  el  art.  i96de  la  ley,  sino  por  la  Autori 
dad  local,  con  arreglo  al  art.  194;  para  cuya  demostración  acompañó 
dos  certificaciones,  resultando  de  una  de  ellas  que  se  concedía  á  Don 
Francisco  Romero,  como  Director  de  las  obras  de  explotación  de  las 
aguas  del  Barranco,  permieo  para  atravesar  las  vías  comunales  de] 
Mnnicipio  de  Santa  Brígida,  y  de  la  otra  que  habiendo  denunciado  va* 
líos  vecinos  de  dicha  localida  d  las  obras  que  practicaba  el  referido  Ro* 
mero,  se  reconocieron  éstas,  por  una  Goibision  del  Ayuntamiento,  ^oa 
aaislencia  de  los  v  c  \>        denunciantes  y  de  los  concesionarios  d&la^^ 
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obras,  y  se  exteadióacta  de  este  recoaoeimieoto,  en  la  qoe  se  eonsig- 
oó  la  declaración  de  que  con  las  obras  oo  se  perjadicaba  derecho  algu- 
no de  dicha  MoDícipalidad,  antes  bien,  se  regularizaba  el  curso  de  las 
aguas  del  Barranco: 

Que  el  Subgobemador  denegó  el  recorso  de  alzada,  maadando  que 
se  estuviese  A  lo  acordado  en  16  de  Abril  anterior,  y  que  si  D.  Prancis* 
co  Romero  no  nombraba  perito,  como  estaba  mandado,  se  le  nombra* 
se  de  oficio: 

Que  D.  José  y  D.  .Francisco  Romero  acudieron  en  queja  ante  el 
Ministerio  de  Fomento  por  no  habérseles  admitido  la  alzada  inter* 
puesta,  y  por  decreto  de  la  DirecciOQ  general  de  Obras  publicas  se 
remitió  el  expediente  al  Subgobemador  para  que  informase  sobre  el 
particular: 

Que  remitido  el  expediente  al  Ministerio  de>  Fomento  en  vista  del 
informe  del  Subgobemador,  oyó  á  la  Junta  superior  facultativa  de  Mi- 
seria, la  cual  expuso:  que  D.  Antonio  Matos  solicitó  tan  solo  explotar 
las  aguas  públicas  del  Barranco  del  Dragona!,  lo  cual  no  puede  abrazar 
aguas  subterráneas  no  alumbradas,  que  por  lo  tanto  oo  discurren  por 
álveos  públicos;  que  un  año  después,  al  presentar  la  Memoria  expli- 
cativa, fué  cuando  hizo  mención  de  una  galería  subterránea  de  alum- 
bramiento, lo  cual  no  es  admisible  por  la  ley  de  Aguas,  debiendo  tra- 
mitarse por  la  de  Minas;  que  á  pesar  de  haberse  solicitado  y  traoüta* 
do  el  caso  por  la  ley  de  Aguas  por  tratarse  de  las  superOciales,  np  en» 
tro  en  el  proyecto,  ni  por  lo  mismo  en  la  auterizapioo,  ninguna  obra 
exterior,  al  paso  que  figuró  la  subterránea,  in virtiéndose  el  carácter 
del  expediente;  qué  á  pesar  de  lo  expuesto  anterioriuente,  ba  ejecuta- 
do en  la  superficie  obras  que  afectan  al  curso  de  las  aguas  publícaselo 
cual  ha  dodo  lugar  á  reclamaciones  y  oposición  por  parte  del  Hereda* 
miefjtode  aguasó  Comunidad  de  regantes,  manifestando  sufrir  perjui- 
cios con  tales  obras:  cuestiones  que  pertenecen  al  ramo  de  Obras  públi- 
cas, .como  procedentes  de  obras  al  exterior  para  aprovechar  aguas 
alumhradas;  que  para  salvar  sin  duda  los  vicios  de  tramitación  y  las 
contradicciones  entre  Id  solicitado  y  lo  ejecutado,  se  acogió  el  intere- 
sado en  27  de  Julio  de  1872  al  art.  30  de  las  Bases  vigentes  en  minería, 
según  el  escrito  folio  35,  lo  cual  no  procede,  pues  que  dicho  art.  30  se 
refiere  á  concesiones  de  minas,  y  la  autorización  que  se  solicitó  en  el 
presente  caso  no  lo  fué  con  arreglo  á  la  ley  de  Minas,  ni  fué  otorga- 
da con  las  condiciones  de  esta;  expresando  la  Junta  en  sus  coocluaiQ-^ 
oes,  por  unanimidad  de  votos:  primero  que  no  debe  entenderse  el  ex- 
pediente como  minero  ni  admitirse  el  acogimiento  pretendido,  decla- 
rándose nulo  el  derecho  á  los  trabajos  suterráneos  queá  su  sombra  sé 
han  emprendido;  y  segundo,  que  .considerándolo  en  su  verdadero  ca^- 
rácter  de  aprovechamiento  de  aguas  públicas  ya  alumbradaSf  y  de  ^- 


cuciOB  de  obra3  eiteriores  para  ese  objeto^  corresponde  su  resoIoeioQ 
al  ramo  de  Obras  públicas: 

Que  oída  asimismo  la  Sección  de  GoberDacion  y  Fomento  del  Con- 
sejo de  Espado,  estuvo  en  un  todo  conforme  con  las  referidas  concia* 
áiones  de  la  Junta  superior  de  Minería;  y  que  en  su  virtud  se  dictó  la 
orden  de  9  de  Hayo  de  !874,  por  la  que  el  Presidente  del  Poder  Ejeca* 
tiTO  se  sirvió  resolver  que  *n*í  debe  considerarse  este  expediente  como 
minero,  ni  admitirs<^el  pretendido  acogimiento  á  las  Bases  del  decreto» 
ley  de  4868,  declarándose  nulo  el  derecbo  á  los  trabajos  subterráneos 
que  se  bao  emprendido»;  y  que  las  cuestiones  sobre  el  aprovecha» 
miento  de  agua^  públicas  ya  alumbradas  y  sobre  ejecocion  de  obras 
esteriores  para  el  objeto  debe  resolverlas  el  ramo  de  Obras  públicas. 

Visto  el  pleito  incoado  ante  el  Tribunal  Supremo  y  terminado  en  lel 
Consejo  de  Estado.  d«íl  cui1  aparece: 

Que  en  f  i  da  Julio  de  1874  el  Procurador  D.  José  de  Castro  y  Bri» 
buega^  con  poder  de  D.  Francisco  Romero  Cerdeña  y  D.  Juan  Romero 
Henriquez,  presentó  demanda  ante  el  Tribunal  Supremo  solicitando 
que  se  dejase  sin  efecto  la  orden  del  Poder  Bjecotivo  de  9  de  Mayo  am- 
terior,  en  cuanto  por  ella  se  declaró  nulo  el  derecho  á  los  trabajos 
subterráneos  emprendidos  por  su^:  representados  en  virtud  de  la  au* 
torizacioo  concedida  A  D.  Antonio  Matos  en  t4  de  Octubre  do  4870,  y 
que  fué  transferida  por  éste  á  la  Sociedad  demandante:  que  se  decla- 
ren en  su  lugar  válidos  dichos  trabajos  subterráneos,  lo  mismo  que 
los  exteriores  y  la  autorización  en  cuya  virtud  se  han  practicado,  y 
qne  asimismo  se  declare  la  incompetencia  de  la  Administración  acti* 
Ta  para  conocer  ante  el  Subgobierno  de  Gran  Canaria  de  las  reclama* 
clones  de  propiedad,  posesión,  daños  y  perjuicios  ocasionados  por  las 
Heredades  de  La$  Palmas,  mandando  que  sobre  ellas  se  remita  á  las 
partes  ante  el  competente  Tribunal  de  Justicia;  y  si  la  Sala  no  creye- 
se que  debe  entrar  por  ahora  en  el  fondo  de  esta  cuestión,  mandar  que 
el  Subgobernador  citado  admita  el  recurso  de  alzada  interpuesto,  y 
ordene  el  alzamiento  de  la  suspensión  de  obras  decretado,  condenan* 
doá  las  Heredades  de  Las  Palmas  al  resarcimiento  de  daños  y  perjui- 
cios causados  por  la  suspensión  decretada  á  su  instancia  y  á  las  eos* 
tas  de  este  pleito:  fundándose  para  ello  en  que  la  concesión  de  alumbrar 
aguas  que  se  le  hizo  en  i870  faé  válida  y  eficaz,  causó  estado,  y  no 
pudo  ser  revocada  en  la  via  gubernativa,  y  meaos  con  onasion  de.  una 
solicitud  de  propiedad,  cuyo  conocimiento  no  corresponde  á  la'  Admi- 
nistración; en  que  la  orden  recaída  era  incongruetite  con  la  solicitud ; 
en  qué  las  disposiciones  de  la  Real  orden  de  30  de  Marzo  de  1872  no 
eran  aplicables  al  caso  presente,  puesto  que  se  dictaron  después  de 
terminado  el  expediente  en  que  podia  haberlo  sido: 

Que  declarada  procedente  la  vía  contenciosa  y  ampliada  la  demaa^ 


da  COD  idéntica  solicitud,  se  hubo  por  parte,  como  coadyuvante  dé  la 
AdmiDístracion  eo  aombredelas  Heredades  de  Las  Palmas,  al  Procu- 
rador D.  Luis  Lumbreras: 

Que  conferido  traslado  al  Fiscal,  del  Tribunal  Supremo,  lo  evacuó 
solicitando  que  la  Sala  absolviese  á  la  Aümioistracion  de  la  demanda 
y  se  confirmase  la  orden  reclamada,  apoyándose  comofundamenios  de 
derecho,  eo  que  la  concesión  para  alumbrar  aguas  subterráneas,  otor« 
gada  á  los  demandantes  después  de  la  publicación  del  decreto-ley  de 
Base3  generales  de  minas^  sin  las  formalidades  establecidas  por  esta  le- 
gislacion,  es  nula  ipsojure^j  la  orden  reclamada  está  arreglada  ajus- 
ticia al  declarar  su  nulidad;  que  respecto  á  la  parte  que  dispone  que 
sobre  la  conducción  y  aprovechamjento  de  las  aguas  superficiales  se 
oiga  á  la  Dirección  de  Obras  públicas,  la  orden  reclamada  también  es 
justa;  que  la  Administración  no  puede  inhibirse  del  conocimiento  de 
este  expediente,  porque  np  se  ventilan  en  él  cuestiones  de  propiedad, 
sino  la  cuej»tioo  administrativa  de  si  está  bien  hecha  la  concesión  otor» 
gada  á  los  demandantes  en  14  de  Octubre  de  1870: 

>  Que  pasados  los  autos  á  conociniieuto  del  Coosejo  de  Estado,  se  bu 
bo  por  parte  en  representación  de  los  demandantes  al  Doctor  D.  Cris»* 
tóbal  Martin  de  Herrera,  por  haber  sustituido  eo  su  favor  el  Procura* 
dor  D.  José  de  Castro,  y  en  nombre  de  los  coadyuvantes  al  Doctor  Doa 
Alejandro  Groizard,  que  revocó  la  sustitución  hecha  en  favor  del  Pro* 
curador  Lumbreras: 

Que  la  parle  coadyuvante,  utilizando  el  térroi.no  que  se  le  concedió 
para  contestar  á  la  demanda,  solicitó  que  se  accediese  á  las  solicitudes 
del  MinÍ3terio  fiscal,  invocando  como  fun^ameotos  de  su  derecho  U 
ley  de  Aguas  de  3  de  Agosto  de  1866  y  el  decreto-ley  de  ^9  de  Diciem'* 
bre  de  tttG8,  según  las  cuales  las  aguas  públicas  no  son  susceptibles 
de  dominio,  y  sí  las  subterráneas,  cuya  coocesioa  debe  hacerse  con  ar- 
reglo á  lo  que  previene  la  última  de  las  citadas  disposiciones;  y  no  es- 
tando hecha  en  esa  forma,  el  expediente  es  nulo«  debe  declararse  la 
nulidad,  y  la  orden  reclamada  que  así  lo  declaró  no  puede  revocarse 
por  ser  justa,  y  porque  la  competencia  de  la  AJministracion  para  dic- 
tarla es  indiscutible,  puesto  que  las  reclamaciones  que  en  el  expedien- 
te en  que  recayó  se  han  hecho,  versan  sobre  los  derechos  administra- 
tivos que  puede  haber  creado  la  concesión: 

Que  instruido,  mi  Fiscal  de  los  autos,  solicitó  la  absolución  de  U 
Ado^inistracion,  aceptando  los  fundamentos  expuestos  por  el  Fiscal 
del  Tribunal  Supremo: 

QueD.  José  de  Castro  revocó  la  sustitución  que  tenia  hecha  en  el 
Doctor  D.  Cristóbal  Martin  de  Herrera  y  sustituyó  sus  poderes  en  el 
Licenciado  D.  José  Diez  Macuso,  á  quien  se  hubo  por  parte  eo  repre* 
sentacion  de  los  demandantes: 
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Que  á  instancia  de  D.  José  Diez  Macuso,  y  de  conformidad  con  el 
dictamen  de  mi  Fiscal,  ^e  han  unido  á  los  autos  un  poder  de  los  Ad« 
ministradores  del  concurso  de  D.  Antonio  Matos  y  dos  certificaciones, 
de  las  que  aparece  que  las  obras  ejecutadas  por  los  concesionarios  de 
las  aguas  del  Barranco  no  causan  perjuicio  alguno  á  la  Sociedad  de  re- 
gantes de  Las  Palmas,  y  que  las  aguas  que  esta  Sociedad  aprovecha 
son  de  sa  exclusiva  propiedad,  sin  que  interroga  en  su  administra* 
cion  y  aprovechamiento  ninguna  corporación  administrativa. 

Visto^lart.  51  áe  la  ley  de  Aguas  de  3  de  Agosto  de  1866,  en  el 
que  se  prescribe  que  nadie  podrá  hacer  calicatas  en  busca  de  agua» 
subterráneas  en  terrenos  de  propiedad  particular  sin  expresa  Ucencia 
de  sus  dueños;  que  para  hacerlas  en  terreno^  del  Estado  ó  del  comoD 
de  algún  pueblo  se  necesita  la  autorización  del  Gobernador  de  la  pro* 
víncia,  V  que  cuando  Ja  negativa  del  dueño  del  terreno  contrariase 
fundadas  esperanzas  de  hallazgo  de  aguas,  según  criterio  pericial,  po- 
drá el  Gobernador  conceder  el  pe.rmiso,  limitado  á  tierras  incultas  y  de 
secano: 

.  Visto  el  art.  52  de  la  misma  ley,  según  el  cual  en  la  solicitud  para 
las  calicatas  é  investigaciones  se  expresará  el  paraje  que  se  intenta 
explotar  y  la  extensión  superficial  del  terreno  para  las  operaciones; 
que  el  Gobernador  de  la  provincia^  previos  los  trámites  de  regiarneU'*. 
to,  concederá  ó  negará  la  autorización,  la  cual  se  entenderá  siempre 
salvo  el  derecho  de  propiedad,  y  sin  perjuicio  de  tercera  en  lo  que  sea 
extraño  á  los  resultados  fortuitos  del  alumbramiento: 

Visto  el  art.  54  dls  la  propia  ley,  en  el  que  se  ordena  que  á  toda 
autorización  para  calicatas  precederá  k  constitución  de  un  depósito  en 
metálico  de  lOü  á  9^000  escudos,  según  los  casos,  ó  en  su  equivalencia 
en  papel  del  Estado,  t»ara  responder  de  los  daños  y  peijuicios  que.  sé 
ocasionaren  y  de  la  reposición  de  las  cosas  al  ser  y  estado  que  tenias 
antes,  si  no  se  llevase  á  cabo  el  alumbramiiento:  . 

Visto  el  art.  55  de  la  referida  ley,  en  el  cual  se  dispone  que  al 
otorgársela  autorización  para  calicatas  se  demarcará  una  zona  parale** 
lográmica,  dentro  de  la  que  nadie  podrá  hacer  iguales  exploraciones 
y  que  nunca  excederá  para  socavones  ó  galerías  de  la  superficie  de 
cuatro  hectáreas: 

Visto  el  art.  til  de  la  misma  ley,  según  el  cual  las  providencias  de 
la  Administración  activa  en  materia  de  aguas  causarán  estado  si tno -se 
recurriere  contra  ellas  por  la  vía  gubernativa  ante  el  inmediato  sope** 
lior  jerárquico,  ó  por  la  via  contenciosa,  siempre  que  proceda,  dentro 
del  plazo  que  señalan  las  leyes  y  reglamentos,  ó  en  su  defecto  dentro 
áe  tres  meses,  contados  desde  la  fecha  en  que  se  publicase  la  provi»* 
dencia  y  se  notificase  al  (interesado: 
'    Visto  el  art.  4.*  del  dtecrelo-ley  de  5t9  de  Diciembre  de  1868,  que  és- 
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brar  i^  p(»8í^ob,  cortno  qoiera^oe  I&  eoDeesioo  otdrguda^  f  f^iiblfóá<lá>^ 
en  el  Boletín  ofieial  d(!  14  de  Octubre  de  1870  se  refería  á  aguas  wnh^  ■ 
terráneas,  y  no  á  las  péblicas;  y  que  la  explotación  de  éstas  y  tas  obras 
construidas  en  la  superficie  del  Barfaoco  petllan  úoicameote  afectar-  á  > 
los  derechos  de  dicha  Junta,  es  evidente  que  oo  causó  estado  para  és^ 
ta  su  tardía  comparecencia  cuando  lio  se  la  notifica personaltoente,  ni 
seeobsignóen  el  expresado  ñolétin  ofieial,  qde  las  obra»  debían  eje»^ 
cutarseeoe\  Aireo  del  expresado  Barranco: 

Considerando  que  no  'ha  sido  objeto  de  la  orden  impugnada  pro^ 
DUDciamiento  alguno  relativo  á  lli  competencia  ó  incompetencia  de  la 
Administración  activa  para  conocer  de  las  reclamaciones  déla  Juntar- 
de  Heredamientos  deriegos»  no  pudiendo  por  ello  resolverse  eate  ex> 
tromo,  comprendido  en  la  deridanda,  en  tia  contenciosa: 

Considerando  que  disuelta  la  Sociedad  cesiooaria  de  los  derechos 
de  D.  Antonio  Matos,-  porque  éste,  qué  formaba  parte  de  ella,  cedió 
sus  bienes  al  concurso  de  sus  acreedores,  tienen  los  demandantes  Dott 
Francisco  Romero  Cerdeña  y  D.  Joan  Francisco  Heoriquez  personalidad 
jurídica  para  intervenir  en  este  juicio,  no  en  el  concepto  de  repre^ 
sentantes  de  una  Sociedad  que  no  existe,  en  virtud  de  lo  ordenado  en 
la  ley  40;  tit.  40,  Partida  5/,  pero  si  en  el  de  soeios  copanfcipc»dedf  ^  > 
cha  Sociedad  disuelta;  y  que  no  teniendo,  como  nótenla,  representa- 
ción en  este  pleito  el  concurso  de  Natos«  ha  quedado  stibsanada  esta 
falta,  alegada  por  j^l  coadyuvante  de  la  .Administración,  con  el  nueve 
poder  presentado  por  el  Letrado  del  Hristno,  y  que  ha  sido  adteitfáo 
por  la  Sección  de  lo  Contencioso  de  mi  Consejo,  con  \ht  protestas  y 
salvedades  consignadas  en  sn  providencia  de  18  de  Mayo  dltimot 

Considerando  que  la  Rt»al  orden  dé  30  de  Marzo  de  1878  tiene  et 
carácíter  de  retroactiva  cotí  relación  al  decreto- ley  de  Bases  de  1868/  - 
puesto  que  ni  declara  su  nulidad  ni  revoca  ninguna  de  sus  díspoaidd*  ' 
Des,  limitándose  áesfóbleceria  manera  cómo  han  de  tramitarse  los  ex  ^ 
pediecítes  de  alumbramiento  y  aprovefchamiento  de  aguas  sübterri*^ 
Deas,  asi  come  los  centros  admfnistrativols  que  según  su  estado  debed  ^ 
conocer  de  los  referidos  expedientes;  no  pndiendo  por  ello  eSCimarsV  " 
como  vaílederas  en  derecho  las  alegaciones  de 4os  demandantes  relatf* 
vas  i  que  la  citada  Real  ófden  no  tiene  efóeto  retroactivo;  «    ' 

Conformándome  con  lo  consultado  por  |a  Sslade  lo  Contencioso  dél  * 
Consejó  de'Estado,  en  sesión  á  que  aeistreren  D.  Pedt'o  Nelasco  Aui^ib^' 
les,  Presidente;  p.  Tomás  Betortillo,   D.  José  García   Barzanallana, 
D.  Feliciano  Pérez  Zamora,  D.  Pascual  Bayarrf,  D.  Esteban  Martines, 
D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  D.  Fernando  Vida,  D.  Antb^nio  Hurtado/  Dod  ' 
Joaquín  Riquelme  y  D.  Estanislao  Suarez  Inclan,  ' 

Vengo  en  absolver  á  la  Administración  general  del  Esftado  de  fia 
demanda  interpuesta  contra  la  orden  del  Ministerio  de  Fomento  de^ 


de  Mayo  de  1874,  declarándola  0rme  y  subsistente  en  todos  los  exire* 
mosqoe  comprende. 

Dado  en  Palacio  á  veintitrés  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y 
seÍ8.=ALF()NS0.=EI  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  kntímié 
Cánovas  del  Casiiii».» 

Publicación. =Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  miel 
Secretario  general  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia publica  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como  ' 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á 
los  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  eq  la  6a* 
eeta:  de  qae  certifico. 

Madrid  21  de  Setiembre  de  l876.=Pedro  de  Madrazo. 

(Gaceta  de  Í9  de  Noviembre  de  1876.) 


MINISTERIO  DE  LA  GOBERNACIÓN. 


Real  Orden. 

Resolución  en  el  expediente  sobre  que  se  elimine  á  la  Socie* 
dad  de  la  mina  Encantada  del  repartimiento  municipal  de 
lavilla  de  Cuevas. 

Remitido  á  informe  del  Consejo  de  Estado  el  expediente  y  recurso 
de  alzada  promovido  porD.  Juan  de  Oña  y  Quesada  reclamando  seeli* 
miqe  á  la  Socied'id  de  la  mina  La  Encantada  del  repartimiento  ma- 
nici(>al  de  la  villa  de  Cuevas,  en  esa  proviücia,  la  Sección  de  Gober- 
nación de  dicho  Consejo  emitió  con  fecha  14  de  Noviembre  el  siguien- 
te dictamen: 

•  Excmo.  Sr.:  En  cumplimiento  de  lo  dispuesto  ep  la  Real  orden  de 
15  de  AgOHto  último,  ha  examinado  la  Sección  el  expediente  incoado 
á  instancia  de  D.  Jnan  de  Oña  y  Quesada  sobre  exclusión  de  la  Sociedad 
concesionaria  de  la  mina  Encantada  del  repartimiento  municipal  de 
la  villa  de  Cuevas ,  en  la  provincia  de  Almería. 

El  Alcalde  de  Cuevas  hizo  saber  por  medio  de  edicto  publicado  en 
t\  Boletín  oficial  de  1.*  de  Diciembre  del  año  próximo  pa<>ado  que  el 
repartimiento  general  y  el  de  consomos  se  hallaban  expuesto^  al  pd* 
blico  exí  la  Secretaria  del  Ayuntamiento  para  que  los  contri buyeutes 
ludieran  examinarlos  y  presentar  en  el  término  de  ocho  días  las  re- 
damaciones que  juzgaran  oportunas.  Con  fecha  7  del  citado  mes  Don 
Antonio  Maria  Ramallo,  á  nombre  de  D.  Juan  de  Oña,  Presidente  de 
la  Suciedad  minera  Encantada^  scwáió  ante  la  corporación  muniripal 
exponiendo  que  si  bien  nada  tenia  que  objetar  en  cuanto  al  reparli- 
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^an^iejaio.  de  consumas,  interpouia  el  oportuno  reqac^D.;d^^U^di^'«|^el 

^caso  de  .que  la  Sociedad  minera  apareciera  coa  graduación  4^  Q<U4id|id 

.  para  el  repartimiento  general. 

Visia  por  el  Ayunt  miento  la  instancia»  acordó  en  sesión  del  di&42 

*  denegar  lo  solicitado*  fundándose  en  que  la  Sociedad  habla  entablado 
en  !^ños  anieri.)re9  otro  re(!ursj  aQáI.>go.  al  présenle,  sobre  el  cualrie- 
cay(6  la  Real  orden  de  20  de  Julio  de  1871,  y  por  lo  tanto  el  asunto  es- 
taba  ya  juzgado. 

Gomo  no  se  comunicase  al  representante  de  la  Sociedad  minera  el 
acuerdo  recaido,  ni  se  diera  tampoco  curso  á  su  instancia;  antes  al 
contrario,  se  le  exigió  el  pago  de  2.00Ó  pesetas  por  consunjos  y  15.0i)0 
por  repartimiento  general;  apremiándosele  á  los  pocos  dias,  recurdó 
á  la  Comisión  provincial  solicitando  que  se  ordenara  al  Alcalde  que 
remitiera  informado  el  recurso  que  por  su  conducto  habia  interpuesto, 
yens'i  vista  dejara  sin  efecto  la  designación  de  la  cuota  impuesta  ája 
Sociedad  de  la  mina  Encantada  eu  el  repartimiento  general  para  cu- 
brir los  gastos  del  Municipio. 

Dt^spuesde  mediar  varias  comunicaciones  entre  el  Ayuntamiento  y 
la  Comisión  provincial,  se  remitió  á  ésta  el  recurso  y  acordó  decla- 
rarse incompetente  para  resolver  en  definitiva,  y  que  se  elevara  el  ex» 
pediertte  al. Ministerio  del  digno  cargo  de  V.  E.  para  que,  en  virtud  de 
ja  alta  inspección  que  le  concede  el  art  83  de  la  ley  provincial  acor- 
d^a  lo  que  creyera  oportuno.  Fundó  esta  resolución  en  que  el  escriio 
de  7  de  DicienjbrQ  no  puede  tenerse. como  recurso  de  agravios,  puesto 
que  para  que  se  considera&e  tal  se  debió  entablar  después  de  que  hu- 
biera decisión  del  Ayuntamiento  y  Junta  de  evaluación,  y  no  antes^e 
que  recayese. 

£1  art.  88  de  la  ley  provincial  concede  al  Gobierno  la  inspeccioD^n 
los  asuntos  de  la  competf'ucia  de  las  Diputaciones  y  Comisiones  pro- 
vinciales á  Qn  de  impedir  las  infracciones  de  ley  que  pudieran  come- 
ter. Al  remitir,  pues^  de  oflcio  la  Comisión  provincial  de  Almería  est» 
expediente  para  que  V.  B.  resuelva  en  virtud  de  esa  alta  inspección* 
reconoce  implicitameuie  que  la  ley  lia  sido  infringida;  de  lo  contrarío 
indicaría  ese  acto  que  la  misma  se,  hallaba  dispensada  de  dictar  reso- 
lución deflnitiva  en  los  asuntos  que  tuviera  por  conveniente,  ressr- 
Taodo  al  Gobierno  la  facultad  de  decidir,  y  eludiendo  en  consecuencia 
la  obligación  que  la  ley  las  impuse  de  dictar  acuerdo,  lo  cual  no  debe 
admitirse. 

La  Comisión  provincial  nu  resuelve  el  asunto  por  no  oonsideraír 
interpuesto  recurso  de  agravios:  ahora  bien,  las  bases  C  y  7.*  del  ar<* 
ticolo  151  de  laley  m>inieip.il  establecen  que  todas  las  operaciones  d^' 
▼aluacion  y< repartimiento  serán  publicadas,  y  qoe  contra  las  decisior* 
oes  del  Ayuntamiento  y  Junta  de  evaluación  se  concede  recurso  dt' 
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-agravios  que hébrá  de  entablarse  dentro  dé  los  45  días  sígoientes í^la 

-  publif^acinn.  Etamioaodola  Sección  si  efectivamente  la  Sociei'ad  ma- 
nera d^jó  de  cumplir  con  lo  preceptuado  en  dichas  disposiciones  paira 
que  la  Comisión  provincial  no  considerase  interpuesto  el  recurso,  y  se 
declarara  incompetente  para  conocer  acerca  del  fondo  déla  cuestión, 
encuentra  qtífi\  publicado  el  rppaftimiento  pot  edicto  de  1.*  dé  IM* 
eiembf'e,  el'Pre<n<)^nte  d^  la  Sociedad  minera  Encantada  en  7  del 
mismo  mes  manifestó  por  escrito  ante  el  Alcalde  que  interponía  re- 
curso de  alzada,  en  el  caso  de  que  la  Sociedad  apareciera  con  gradua- 

'  cton  de  utrlidHde»;  y  como  á  ésta  se  la  impusiera  2.00t)  pesetas  en  con- 
cepto de  consumos  y  15.000  más  por  repartimiento  g«meral,  se  con^-' 

*  prende  decide  luego  que,  una  vez  graduadas  las  utilidades  de  ta  mina 
Encantada,  el  recurso  debió  ser  admitido  como  interpuesto  en  tieni- 

'  po  y  forma,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  dentro  de  los  15  días  siguientes  á  It 
publiciclon^  y  formulado  anfe  el  Aftalde  respectivo  como  la  ley  etige. 
La  Comisión  provincial  estuvo,  pues  en  un  error  al  no  admitirlo, 
y^comeiió  una  infracción  de  ley  que  el  Gobierno,  en  virtud  de  la  al- 
ta inspección  que  le  concede  el  repetido  artículo  88  de  la  l^y  provin- 
cial, debe  subsanar  reponiendo  el  expediente  al  eátado  en  que  seha- 

'  liaba  antes  de  ser  la  ley  infringida;    ' 

Opina,  fior  tanto,  la  Sección  que,  dejándose  sin  efecto  el  acuerdo  de 
la  Comisión  provincial,  debe  devolverse  este  expediente  á  la  misma' 
para  que  con  vista  de  los  precedentes  que  cita  en  su  informe,  y  la* 
sentencia  de  50  de  Mayo  último  publicada  en  la  Gacela  de  6  de  Agos- 
to, entienda  y  fállela  cuestión  suscitada,  siguiéndose  los  trámites  lé- 

^gales.t 

Y  conformándose  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  con  e!  preinserto  dicta- 
men, se  ha  servido  resolver  como  en  el  mismo  se  propone. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  S.,  con  devolución  del  adjunto  expe- 
diente de*  referencia,  para  su  conocimiento  y  demás  ef»3ct03  oportunos*. 
Oíos  guarde  á  V.S.  muchos  anos.  Madrid  50  de  Noviembre  de  1876; 

Romero  t  Roblbdo. 
Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de  Almería. 

(Oáeeta  de  ^  de  Diciembre  de  ÍÜ7Q), 
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CONSEJO, DE  ESTADO.  ., 

Real  Decreto. 

Resolución  en  el  pleito  sobre  revocación  de  la  orden  que  con- 
firmó  la  aprobación  de  la  demarcación  del  coto  minero 
Kew-Caslle. 

DON  ALFONSO  XII,  por  la  gracia  de  Dios  Rey  coostitacioDal  de 
Bspaña. 

A  todos  los  que  las  presentes  yiereo  y  enteodiereo,  y  á  qaieoes 
toca  su  observaocia  y  camplimieoto,  sabed;  que  he  veaido  eo  decretar 
lo  siguiente: 

•  En  e)  pleito  qoe  ante  el  Consejo  de  Estado  pende  en  primera  j 
única  instancia,  entre  partes,  de  la  una  la  Sociedad  minera  La  Man' 
chega.  Bélica  y  Vizcaifutf  y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  Joaquín 
liarla  de  P<iz,  y  de  la  otra  la  Administración  general  del  Estado,  re» 
prA^eiitada  por  Mi  Fiscal  y  coadyuvada  por  el  Licenciado  0.  Vicente 
Nuñez  de  Velasen,  en  nombre  de  Doña  Maria  Ana  Ruiz  y  sus  hijos  me- 
Dore»,  y  en  eldeD.  Antonio  Baptista  Souza,  sobre  revocación  de  la  ór* 
den  del  Gobierno  de  la  República,  expedida  por  el  MínÍ£>terio  de  Fo- 
mento de  14  de  Enero  de  4874,  por  la  cual  se  confirmó  en  todas  sa» 
panes  un  decreto  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Córdoba  de  21  de 
Junio  de  1875  aprobando  la  demarcación  del  coto  minero  titulado  New^ 
Castle,  y  mandando  expedir  el  título  de  propiedad  correspondiente: 

Visto: 

Visto  el  expediente  gobernativo  delcual  resulta: 

Qaeen  10  de  Junio  de  1863  recurrió  D.  SeraQn  Barberíni  a!  Gober^^ 
nador  de  Córdoba  solicitando  21  pertenencias  de  min^^rat  carbón  de 
piedra,  en  los  términos  de  Espiel  y  Villaharta,  en  el  paraje  llamado 
Solana  del  Cerro  Cabello,  con  el  Qn  de  constituir  un  coto  que  se  tito- 
laria  New  CaW/e,  acompañando  el  plano  y  tini  Mem4r>a  del  Ingeniero 
sobre  la  conveniencia  de  la  investigación  pretendida: 

Qoe  admitida  y  publicada  esta  solicitud  en  la  forma  debida,  se 
personaron  oponiéndose  D.  Joaquín  de  Burgos,  eo  representación  de 
laSocif'dad  La  Mattchcga;  D.  Antonio  de  Arizá,  en  nombre  de  la  So« 
tiedad  Fusión  Carbonífera,  y  D.  Manuel  Gil,  como  apoderado  de  Don 
Próspero  Bernard  dé  Voloey,  fundando  *8us  uposícione»  en  que  en  el 
terreno  de  la  designación  del  coto  iVew-(/as//e  estaban  situadas  varias 
investigaciones  y  registros  desús  represeiitados,  citando  la  investiga- 
ción El  CubellOn  y  los  registros  Los  Puerros,  San  knionio  Segundo^ 
La  Vicenta  y  otros;  á  coyas  oposiciones  contestó  el  investigador  del 
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«oto  que  ni  la  inyestigacion  F/ Ca^el/o,  nj  los  registros  mencionados 
por  ^s  opositores  se  hallaban  dentro  del  terreno  de  lá  iOTestigacíon 
NeW'Castle,  habiendo  sido  además  cancelados  los  expedientes  de 
«quella  investigación  y  registros,  los  unos  por  carecer  de  criadero  y 
los  otros  por  falla  de  labor  leg«l  é  de  terreno  franco: 

Que  pasado  el  expediente  al  Ingeniero  del  distrito,  previo  acuerdo 
déla  Coniiiiion  provinciaU  uniendo  ana  certificación  en  que  se  hace 
constar  que  por  Real  orden  de  30  de  Abril  de  4866  se  habían  declara- 
do nulos  los  expedientes  deinvestigacioa  El  Cabello  y  El  Cabello  Se- 
^undo,  dicho  funcionario  informó  en  el  sentido  de  que  la  situación  y 
linderos  señalados  al  coto  New  Caslle  convienen  á  la  posición  que 
ocupa  en  el  terreno.,  sin  que  aparezca  inconveniente  en  que  se, fije  el 
número  de  pertenencias  solicitadas;  añadiendo  que  las  pertenencias 
intestan  por  el  I^orte  con  la  investigación  La  Cruz  Segunday  y  por  el 
Este  con  la  Capitana  Segunda^  quedando  dentro  de  ellas  los  puntos 
úe  partida  de  las  investigaciones  anuladas  El  Cabello  y  El  Cabello  Se» 
gwndo;  y  que  había  variado  algo  la  designación  del  coto  con  objeto 
de  evitar  los  espacios  francos  que  resultarían  si  se  demarcase  en  la; 
forma  designada: 

Que  en  2  de  Marzo  de  4873  presentó  solicitud  D.  Dípgo  R^ya,  apo- 
derado de  D.  Antonio  Baptista  Souza  y  D.  Juan  Manuel  Rodríguez,  ce- 
«ionarios  del  peticionario  del  coto  New-Caslle,  pidiendo  se  tuviese  á 
sus  representados  por  acogidos  á  los  beneficios  concedidos  por  el  de- 
creto-ley de  2U.de  Diciembre  de  4868,  y  protestando  de  la  morosidad 
administrativa  en  la  tramitación  del  expediente,  habiendo  dictado  úi| 
decreto  el  Gobernador  declarando  acogidos  á  las  Bases  generales  con- 
tenidas en  el  expresado  decreto  á  los  representados  del  recurrente,  y 
otro  en  42  del  referido  mes  de  Marzo  disponiendo  se  verificase  la  de- 
marcación del  coto: 

Que  verificada  la  demarcación  expresada  en  4.*  de  Abril  siguiente^ 
resultó*,  según  informa  del  Ingeniero,  que  el  terreno  demarcado  com* 
prendía  545  pertenencias,  con  una  superficie  de  5.450  000  metros  cua- 
drados, lindando  por  tadok  vientos  con  terreno  franco;  opt-racion  que 
fué  protestada  por  D.  Apolinar  Marfa  Pellicer  y  D.  Joaquín  de  Burgos, 
en  el  acto,  y  después  por  escrito,  fundándose  lus  interesados  en  que 
no  se  habia  guardado  el  orden  de  prioridad;  habiendo  informado  el  In^ 
geniero  que  habia  respetado  los  derechos  que  pudiera  tener  la  Socio* 
dad  dueña  déla  investigación  la  Capitana  Segunda,  no  afectando  la 
demarcación  á  la  Sultana  Segunda,  y  que  el  Sr.  Burgos  no  indicó  cuál 
fuera  el  registro  ó  mina  qoedofeudia;  pero  'que  deduciéndose  del  plf- 
no  ser  la  CruzSegunda,  observa  que  ésta  fué  anulada  por  orden  de  24 
de  Enero  de  4875;  y  que  aun  así,  y  por  si  se  interponía  apelación  de  la 
citafia  orden,  habia  dejado  franco  el  terreno  del  referido  registro: 


^^Quéeír  rfsla  ^errestiltadD  ^  lá  demareaciohvy^  pré<fá^a'^feMré)|li^a 
deí  papel  de  reintegro  correspondiente  para  el  iíiolo  de  propie^dad,  qué  ' 
tttv^o  lugar  ee  14  de  Abril  del  meocioDado  año,  el  Gobernüdor  en2(  d«  ' 
Jánk)  i^iguieoie  desestimó  «les  protestas,-  aprobando  á  perpetuidad. j^<  •■ 

eipediente  del  coto  minero  iVett;-Ca5//«,  y  dispuso  que  trascurrido  el  ' 
término  de  la  ley  para  apelar  de  su  providencia,  se  expidiese  á  los  ia»» 
teresados  el  titulo  correspondiente: 

^  Que  apelado  el  decreto  de  dicha  Autoridad  ante  el  Ministerio  deFn-  * 
mentó  por  los  representantes  de  la  Sociedad  Manchega^  Bélica  y  Vis* 
eaina  y  La  Carbonera  de  Espiel  y  Belmes,  la  Dirección  general  de 
Agricultura,  lodustria  y  Comercio,  dispuso  se  devolriese  el  ex4)edien-  ^ 
;ie  al  Gobernador,  con  el  fin  de  que  por  el  Ingeniero  se  depurase  si  U 
demarcación  del  coto  New-CasÜe  podia  perjudicar  á  los  registros  Rl 
Puerto^  El  Puerto  Segundo  y  La  Evelina,  y  para  que  ajustase  el  plano 
levantado  á  las  reglas  y  modelos  prevenidos  en  el  art  5t  del  regla- 
mento de  1868  y  en  la  disposición  3/  de  la  óiden  del  Poder  Ejecutifo 
de  S  de  Marzo  de  4869: 

Que  cumpli^ieotando  la  orden  de  la  Dirección,  el  Ingeniero  informó 
manifestando  que  la  demarcación  del  coto  en  nada  podi**  perjudicar  fí 
los  registros  mencionados,  teniendo  en  cuenta  que  el  punto  de  partida 
del  nominado  El  Puerto  dista  del  de  New-Castíe  4  835  metros  cua- . 
drados  en  dirección  Norte,  17  grados  Oeste:  el  del  Puerto  Segu/nd» 
4.389  metros  eir  dirección  Norte,  13  grados  50  minutos  Oeste,  eiis- 
tiendo  entre  los  unos  y  el  otro  los  expedientes  Jove^  Nerón,  Chuscé 
^Peret  y  otra  porción  de  investigaciones;  y  que  La  Evelina  dista  del 
punto  de  partida  de  New-CasHe  3.080  metros  eo  dirección  Norte,  B 
grados  50  minutos  fiste«  existiendo  entre  ambas  investigaciones  los 
registros  demarcados  y  en  tramitación  ¿a  Rosaliaf  La  Cruz^  La  Crus 
Segunda  y  otros;  habiéndose  subsanado  los  defectos  del  plano: 

Que  con  estos  nuevos  antecedentes  se  dictó  la  orden  del  Gobierno 
de  la  República  de  14  de  Enero  de  1874,  de  conformidad  coa  el  dicta- 
men de  laJuuta  superior  facultativa  de  Minería,  coaürmando  en  todaa 
sus  partes  el  acuerdo  apelado  del  Gobernador  de  2  de  iuoio  de  1873» 
disponiendo  que  se  devolviesen  á  dicba  Autoridad  todos  los  antece^ 
.dentes  para  expedir  el  titulo  de  propiedad  del  coto  minero  New^CaaÜe 
^on  sus  315  pertenencias,  y  se  ultimase  el  expediente  con  arreglo.^ 
ley: 

«  ViBtjB  la  demanda  interpuesta  por  eULicenciado  D.  Ea»ilio.  Gáoova3 
4^1  Caí^tillo,  actualmente  sustituido  por  el  Licenciado  9.  Joaquín. Mar 
rfa  de  Pac,eo  nombre  de  .la  Sociedad  minera  La  M^imhe^a,  Bélica  ¡f 
ffíscaina^  en  solicitud  de  que  se  deje  sin  efecto  la  expresada  resolución 
jr  se  anule  el  expediente  del  coto  minero  Nem-Castle.  alegando  que 
procede  la  cancolecioo  del  mencionado  expediente,  según  lo  deterixiip. 


o^iot-e^landü^p^fi^ioQ  Al^  del  feglamento  vigeai^de  Mioas,  U^dar^i^ez 
qi^,  de&de  qua  «e  acordó  la  demarcacioQ  hasta  qae  é:ila  tuvo  lugar, 
tr«9CQrrieroQ  mis  deseis  años,  8ÍQ  que  los  ioteresados  hubiesea  re- 
clamado coBtra  la  morosidad  de  la  Admioistracioa,  falta  que  no  pueden 
e:(eusar  coo  la  su^pensioa  de  denaarcaciones  acordada  por  el  Gobierao 
Provisional  en  49  de  Enero  de  i 869;  no  siendo  por  otra  parte  admisible 
que  la  referida  demarcación  no  causa  pequlcio  á  tercero;,  que  q1  pri* 
Tilegio  que  obtuvieron  los  dneños  del  coto  fué  tanto  más  irritante, 
cuftoto  que  el  Gobierno  perseveró  en  lo  acordado  sobre  tal  suspensión^ 
segnn  oueva  orden  dictada  en  26  de  Novieudbre  de  1673,  sin  que  pne- 
da  disculpar  lo  sucedido  el  que  en  la  citada  disposición  se  permita,  en 
casos  aislados,  hacer  con  unos  lo  que  á  otros  se  les  niega;  que  habién- 
dose demarcado  el  coto  Ntw-CasUe  antes  que  los  registros  El  Puerto^ 
El  Puerto  Segundo  y  otros,  se  ha  faltado  al  orden  de  prioridad  deter- 
minado en  el  art.  47  del  reglamento;  que  la  presentación  del  papel  de 
reintegro  para  el  titulo  de  propiedad  del  coto  se  hizo  pasados  coa  ex- 
ceso los  15  días  señalados  por  la  ley,  seguo  se  deduce  de  la  nota  y  fir- 
ma del  Gobernador  puestas  en  la  mitad  «Je  cada  uno  de  los  pliegos  d,el 
papel  referido;  que  se  ha  infringido  por  el  Gobernador  lo  dispuesto  en 
el  art.  64  de  la  ley,  y  en  el  56  del  reglamento,  al  no  dic  ar  dentro  del 
término  de  3(1  días  su  acuerdo  aprobando  la  demarcación;  y  que  no  se 
han  subsanado  los  defectos  del  plano  y  otros  del  exp&liente,  por  todo 
lo  cual  se  vé  qoe  contiene  vicios  que  lo  anulan  y  que  no  pueden  dis- 
penearse  por  ceder  en  perjuicio  de  tercero: 

Vista  la  contestación  á  la  demanda,  dada  por  el  Ministerio  flscalefi 
el  Tribunal  Supremo,  solicitando  se  absuelva  déla  misma  á  la  Admi- 
nistración y  se  cotifirme  la  orden  impus^nada,  fundándose  eo  que^  con 
la  demarcación  del  coto  New-Caslh  no  se  ha  infringido  el  art.  47  del 
reglamento  de  Minas,  puesto  que  dicho  coto  linda  por  todo»  los  vien^ 
108  con  terreno  franco,  no  existiendo  temor  de  que  pueda  perjudicar 
¿las  investigaciones  de  la  Sociedad  La  Manehega^  que  se  hallan  ¿  gran 
distancia   del  referido  coto;  en  que  la  Sociedad  demandante  no  ha^ 
sufrido  perjuicio  alguno  con  haberse  demarcado  primeramente  el  coto ,. 
Ne^-Caslte^  ni  puede  ser  aquel  tampoco  conocido,  caso  de  que  exis* 
tíese,  puesto  que  la  referida  Sociedad  no  ha  indicado  la  investigación 
^e  pudiera  haber  sido  dañada;  en  que  estando  en  las  facultades  del 
Gobierno  dispensar  las  faltas  que  se  observen  en  los  expedientes  mine*,; 
ros,  ha  podido  nsar  de  tales  facultades  para  el  expediente  del  coto, 
habiéndose  reclamado  porotos  investigadores  contra  la  morosidad  de, 
la  Administración  en  la  misma  solicitud  en  que  se  acogieron  á  los  be* 
neflcios  de  las  Bases  generales  de  29  de  Diciembre  de  1B68;  en  que  los 
defectos  del  plano  apantados  por  la  Junta  .consultiva  eo  su  dicUmen 
fueron  subsanados  por  el  Ingeniero,  declarando  al  propio  tiempo  q^f^^ 


cbo  ¿  l«QpngiMiv  por  esa«  filias  la  órdeo  d0l4'fle''Ea6r0{da  4dw^f<Ilie 
aprobó  la  «ieHtarcacioii:  ^^ 

Coosideraiido  que  al  dictar  pI  Gobierno  las  óréeoes  de  49  de  Coeno  . 
de  1869  y  26  de  Noviembre  de-4673,  sobresuspeosiondeUs  demarca» 
cionevi  eu  la  cuéoca  bullera  de  Beimez  y  Espiel,  do  tavo  otro  objeto  qie  '^ 
esperar  á  que  se  declarase  definitivamente  qné  pertenencias  podriao  x 
concederse  por  investigación  á  los  registros  caducados,  por  no  kab^- 
ae  acreditado  la  existencia  de  mineral  al  tiempo  de  la  demarcación  .de  '. 
los  aiismos;  declaración  que  no  podia  influir  en  la  situación  legal  del  . 
coto  que  se  cuestiona; 

Gxisiderando  que  entregado  el  papel  dQ  reintegro,  correspondiente 
al  sello  en  que  debía  esteoderse  el  titulo  de  propiedad  de  las  concesio- 
nes mineras;  <  1  14  de  Abril  de  1873«  es  decir,  á  los  13  dias  de  efectuar - 
se  la  demarcación,  según  la  ñola  suscrita  por  un  funcionario  autoriaa- 
do  por  la  ley,  sin  que  pueda  dudarse  de  su  legitimidad,  no  se  ha  in- 
fringido el  art.  56  del  reglamento  que  concede  el  término  de  15  día» 
para  hacer  dicha  entrega: 

Considerando  que  la  falta  del  Gobernador  al  dejar  trascurrir  ei  tér- 
mino de  los  30  dias,  fijado  en  el  art.  36  de  la  ley,  sin  aprobar  la  de- 
marcación del  coto  New  Castle.  con  la  natural  consecuencia  de  la  ex-  ' 
pl^dicion  del  titulo  de  propiedad  en  favor  de  los  investigadores,  eslá 
dispensada  por  el  Gobierno  Supremo  al  confirmar  ei  acuerdo  de  la  ex- 
presad;^ Autoridad,  por  el  que  aprobó  la  demarcación  del  referido  co* 
iOy  mandando  extender  el  titulo  de  propiedad  correspondiente;  asi  como 
también  aquellas  eu  que  podo  incurrir  el  Ingeniero  al  levantar  el  plano 
y  que  fueron  posteriormente  subsanadas  por  este  funcionafio:    ,. 

Considerando  que  tanto  las  faltas   señaladas  como  cualquiora  otra  J 
que  se  haya  cometido  perla  Administración  en  el  expediente,  no  pue- 
den perjudicar  á  los  investigadores  del  coto  New  Castle,  puesto  que 
protestaron  en  forma  de  ellas  al  pedir  que  se  les  tuviese  por-  acogidos 
á  ios  beneficios  del  decreto-ley  de  Bases  generales,  no  siéndoles  apli» 
cable  por  lo  tanto  la  pena  de  cancelación  establecida  en  la  disfNOsieiflia.' 
16  del  reglamento,  no  solo  porque  la  Administración  no  ha  encootra-  < 
do.  méritos  para  ello,  por  lo  cual  no  ha  hecho  la- declaración  que  pr»-  ¡ 
viene  la  citada  disposición,  sino  porque  no  se  ha  pretendido  dieha  de-  r. 
claracion  por  tercer  interesado,  en  la  forma  establecida,  ó  sea  por  so^  . 
licitud  de  investigación  ó  registro: 

.  Conformándome  con  lo  consultada  por  la  Sala  de  lo  Contencioso  % 
del  Consejo  de  Estado»  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Pedro  Nolasco  . 
Aurioles,  Presidente;  D^  Tomás  Retortillo,  D.  Feliciano  Pérez  Zamorav  ;. 
P.  Servando  Ruiz  Gómez,  D.  Feliz  García  Gomee,  el  Marqués  de  la  El* 
bera,  D.  Esteban  Martínez,  D.  Jo» éMaria  Bremon,  O.  iuaro  de Gi^rdenaa^ . 
Dr«  Autouio  Hurtado  y  1).  Joaquín  Riqoslme^ 


d1^i»g4vfeii^ÍibiDív6ri  la*AtliDf(i»tracioa  de  la  >deffltfoi!}«1itt«r|raést»' 
por  la  Sociedad  minera  La  Manchega,  Bética  y  Visca^na;  j  en  eoofir-* 
nAír  la  órdeo  del  Oobierno  de  la  República  de  44  de  Enero  de  t874. 

^'Dád«i  en  Palacio  d  éoee  de  Olctiibre  de  mil  ochocientos  setenta  y 
8é(s.=ALP0NS0.rrEl  Presidente  del  GoDsejo  de  Ministros,  Antonio 
Cá^íivat  del  Castillo .  * 

"  'Púb1icacion.=f  Leido  y  publicado  el  anterior  fteal  decreto  por  mi  él 
Secretario  general  del  Consejo  d«  Estado,  hallándose  celebrando  att* 
díéocia  pública  la  Sala  de  lo  Gontecioso,  acordó  que  se  tenga  como  re- 
solución fliial  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere,  que  se  notiflqufe 
ei)>  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gaceta:  de  que  certifico. 
Madrid  14  de  Octubre  de  lB76.=£Pedro  delladrazo. 

{Gaceta  d^  5  de  Diciembre  de  1876). 

PRESIDENaA  DEL  CONSEJO  DE  MINISTROS. 


Real  decreto. 

Resolución  en  el  expedienten  y  atUoa  de  competencia  suscita*' 
'  da  en  el  expediente  ^óbre  indemnización  de  perjuicios  á  la 
mina  Puerto-Rico. 

«:  En  el  expediente  y  autos  de  competencia  auscitada  entre  el  Gober» 
Dador  de  la  provincia  de  Santander  y  el  Juez  de  primera  iastai^ia  de 
TDrrelavega,  de  los  cuales  resalta: 

Que  on  26  de  Agosto  de  1861  D.  Eugenio  Huiz  de  Quevedo  acudié 
al  Gobernador  de  la  provincia  exponiendo  que  al  hacer  los  Ingenieros 
fitvilesjos  estudios  pana  la  vía  férrea  de  Isabel  11  señalaron  en  las  pec- 
(eoencias  de  la  mina  Ptiarlo-Bteo,  de  su  propiedad,  varios  puntos  por 
donde  había  de  pasar  aquella  via;  y  causándole  perjuicios,  reclamaba 
de  Ja  expresada  Autoridad  le  amparase  en  la  propiedad  de  su  mina  ole 
sujetare  á  la  ley  de  expropiación  forzosa,  dictando  4a  resolución  qoj». 
proeedieta  en  justicia;  pretensión  que  fué  desestimada  por  extempii- 
rápea: 

Que  en  12  de  Febrero  de  1863  el  expresado  Roiz  de  Quevedo  yjo\rié 
á  reproducir  sus  anteriores  reclamaciones  ante  el  Gobernador  de  la 
provincia  por  haber  establecido  la  empresa  del  ferro-carril  sus  traba* 
jo9  dentro  de  las  peetenencias  de  la  mina  PusrlO'Rico;  y  aeguido  por 
^os  sus  irémitef  el  expediente  gubernativo  para  indemnización  de 
daños  y  perjuicios,  recayó  la  Real  orden  de  I**"  de  Agosto  de  4668,  ,que 
isp^obó  la  tasación  hecha  por  el  perito  tercero  en  discordia,  coittralii 


eaal  interpuso  Raiz  de  Quevedo  demanda  contendó^ó-admlnisrtríitfW^ 

Que  sastaiidada  dicha  demanda  ante  el  Tribunal  Supremo,  recayó 
lenteocia  en  99  de  Abril  de  4871  absolviendo  á  la  Administración,  cotf 
los  demás  extremos  que  en  el  fallo  se  determina:  *'^ 

Que  remitido  el  expediente  al  Gobernador  de  la  provincia  por  la  Di- 
rección general  de  Agricultura,  industria  y  Comercio  para  que'ejeca'^^ 
tara  la  referida  sentencia  y  practicadas  por  aquella  Autoridad  las  dili^ 
geocias  que  estimó  convenientes  sin  obtener  resultado  alguno  de  la§ 
partes,  á  petición  de  éstas  y  para  que  la  sentencia  tuviera  el  debider 
cumplimiento  el  «vobernador  remitió  al  Juzgado  de  primera  instancia' 
de  Tórrela vpga los  antecedentes  neóesarios  á  fia  deque  procediera  coi!'* 
arreglo  al  arl.  2.*  del  decreto  de  i2  de  Agosto  de  f  869:  '  "^ 

.  Que  practicadas  las  diligencias  necesarias  para  llevar  á  efecto  fa 
sentencia  de  29  de  Abril  de  4871,  el  Juez  dictó  auto  mandando  reqoe* 
rír  á  la  empresa  del  ferro-carril  de  Isabel  |[  para  que  veriflcase  el  pago 
déla  cantidad  que  se  señala  en  la  tasación  del  tercer  perito  aprobada^' 
por  Real  orden  de  4.*  de  Agosto  de  4868,  y  se  efectuase  la  limpia  de 
la  mina,  y  demás  particulares  que  se  detallan  en  e!  informe  del  tefe*- 
rido  tercer  perito  y  en  la  sentencia  de  cuya  ejecución   se  trataba: 

Que  interpuesta  apelación  de  aquel  auto  por  la  empresa  del  ferro«'i 
carril  para  ante  el  Tribunal  superior,  fué  confirmada  por  éste,  lo  cual' 
dio  lugar  á  recurso  de  casación  que  no  admitió  la  Sata  primera  del 
Tribunal  Supremo: 

Que  el  Juez  de  primera  instancia  de  Torrelayega  mandó  embargar" 
bienes  en  cantidad  bastante  á  cubrirlas  responsabilidades  á  que  e^ta*' 
ba  afecta  la  empresa  del  referido  ferro-carril  de  Isabel  II,  y  en  este  es*- 
tado  el  Presidente  de  la  nueva  Compañía  de  aquella  línea  férrea  en  11*^ 
iiuidacioo,  acudió  al  Gobernador  de  la  provincia  para  quereclamaw 
el  conocimiento  del  asunto  y  requiriera  de  inhibición  al  Juzgado  por 
tratarse  de  la  ejecución  de  una  sentencia  dictada  por  Tribunal  admi^^ 
DÍstrativo,  lo  cual  correspondía  á  las  Autoridades  del  mismo  orden,  y 
DO  á  ios  Tribunales  ordinarios:  '^ 

Que  el  Gobernador,  estimando  la  anterior  pretensión,  requirió  al 
Juzgado  para  que  se  inhibiera  del  conocimiento  del  asunto,  fundando- > 
se  en  que  las  resoluciones  de  los  Tribunales  contencioso-administrati- 
Tos  han  d*^.  ser  ejecutadas  por  los  agentes  de  la  Administración,  seguñ 
lógicamente  se  desprende  de  lo  dispuesto  en  el  articulo  96  de  la  lej 
de  25  de  Setiembre  de  4863: 

Que  el  Juez  dictó  auto  declarándose  competente,  alegando  que  se 
trata  de  expropiar  en  favor  de  una  obra  de  utilidad  pública  parte  del  . 
filón  de  la  mina  Puerto-Rico,  y  de  indemnizar  los  dados  cansados  en 
la  misma;  y  que  según  el  decreto  de  42  de  Agosco  de  4869,  el  conoci- 
miento de  esta  clase  de  asuntos  en  su  segundo  periodo^  ó  sea  desde  la 
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tasación  en  adelante»  esté  conlMo  al  Jaex  del  partido  en  donde  radi- 
^y^Jf^ftoca  ^|tte  baya  de  aer  expropiada:  ;> 

5.  Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  la  Comisión  provincial,  insistió 
oa  sa  requerimiento,  y  resultó  el  presente  conflicto  qne  ha  seguido 
sns  trámites. 

.,'  Visto  el  art.  2.*  del  decreto  de  12  de  Agosto  de  4869,  según  el  cual 
larroinadjD  el  eipediente  de  declaración  de  utilidad  pública  y  necesi- 
dad de  ocupar  el  todo  ó  parte  de  una  propiedad  para  la  ejecución  do 
IlLpbra,  el  Gobernador  lo  pasará  al  Juez  de  primera  instancia  del  par- 
teo en  que  radiquen  la»  fincas  para  que  proceda  á  la  tasacidn  en  loa 
términos  que  previene  el  art.  7.*  de  la  ley  de  17  de  JuUo  de  1H36.  y 
guardando  las  formalidades  prescritas  en  los  artículos  5/,  6.*.  8.*,  0.* 
y  II  del  reglamento  de  27  de  Julio  de  1853,  sin  mds  variación  que  la 
(|9  susiiiuir  á  la  Autoridad  gubernativa  la  judicial: 
,  Considerando: 

•  4/  Que  la  presente  contienda  de  competencia  ha  surgido  cuando, 
en  virtud  de  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  roniencioso*admí« 
iHStrativo  de¡  Tribunal  Supremo  en  29  de  Abril  de  1871,  solo  restaba 
llevar  á  cumplido  efecto  la  indemnización  de  lo  expropiado,  para  lo 
cual  se  estimó  incompetente  el  mismo  Gobernador  de  la  provincia» 
pjiesio  que  remitió  oportunamente  al  Juzgado  de  primera  instancia  el 
espediente  de  expropiación: 

3.*  Que  si  bien  por  regla  general  corresponde  á  la  Administración 
activa  U  ejecución  de  las  sentencias  pronunciadas  por  los  Tribunales 
o^Atenciovo-administrativos,  este  principio  no  es  aplicable  cuando, 
como  en  el  presente  caso  sucede,  hay  que  practicar  diligencias  que  por 
referir^e  al  segundo  periodo  de  la  expropiación,  ó  sea  desde  la  ta8acioa< 
en  adelante,  han  sido  encomendadas  por  el  citado  decreto  de  12  do 
Aigo»to  de  1869  á  los  Tribunales  ordinarios; 

^  Conforipándome  coa  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en 
pleno,  ' 

V  V^ngo  eo  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Autoridad  ja- 
dícial. 

!> '  Dado  en  Palacio  á  cuatro  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  setenta 
y  seis. 

ALFONSO. 

Bl  Pratidenta  del  CobmJo  de  Xinistrof. 
ArTOSIO  CÁI0VA8  DEL   CaSTILLO. 

(GacHta  ^e  6  de  Diciembre  de  1876). 


—  510— 

-tteÉblúéióñ^  en  el  expedienté  y  autos  de  cothpétÉTiét^á'BtÍÉ'díáaa 
Bohré  la  Huspension  de  trabajos  en  el  registro  ímpósibleV,  ^ 

£d  «1  expedieptey  autos  de  compeieocia  suscitada  eMre<el  Go^f- 
oador  déla  prorinoia  de  Jaeo  y  el  Juez  de  primera  iostaocliBi  de  Villt* 
carrilloi  de  ios  cuales  resulla:  '  í 

Que  el  meacioQado  Gobernador  expidió  con  fech«  de  25  de  Novíeoí « 
<  bre  de  1871  titulo  de  propiedad  déla  mina  titulada  El  Avptlfmfir,  cotü*-' 
puesta  de  18  pertenencias  mineras,  en  el  término  de  Miiitern»,  á  favér 
de  D.  Pedro  Miguel  Garcia;  el  cual,  después  de  haber  toruadc  posesión' 
de  la:  mina  es  29  de  Noviembre  de  1872,  la  cedió  por  es^^ritura  póblica* 
que  se  inscribió  en  el  Registro  de  la  propiedad,  á  D.  Vtrior  Faura^ 
Nicolás:  • 

Que  este  interesado,  en  concepto  de  propietario  de  dicha  finca,  ha 
Tenido  pagando  puntualmente  el  canon  anual  correspondiente  por  de 
-Techos  de  superfleie,  y  comenzó  á  explotar  desde  luego  {«  mina^  cons- 
truyendo una  casa -almacén,  donde  conservaba  las  herrjmierUas  y  oti- 
les para  el  trabajo  hasta  que  tuvo  por  conveniente  suspender  el  labo- 
reo, dejando  en  la  era  de  la  mina  depositados  unos  300'quiniales  de 
mineral  extraído: 

Que  el  referido  D.  Víctor  Paura  acudió  al  iuzgndo  de  primera  ins- 
tancia de  Villacarrillo  en  2  de  Abril  del  corriente  año  exponiendo  qiM 
en  Octubre  de  4875  D.  José  Salas  y  D«  José  Romero  se  fntrodujoron  éb 
b  urina  iS/  Áveilanari  se  apropiaron  la  casa-almacen  y  cnantas  herrad 
mientas  y  efectos  contenía;  .lavaron  los  minerales  depositados  en  fe 
era,  exportándolos  y  vendiéndolos  como  suyos,  y  eitraje<^on  oth>s  éé 
U'mina,  calculados  en  unos  500  quintales,  que  también  exportaron  y- 
Tendieron;  hechos  que  D.  Víctor  Faura,  en  su  calidad  de  propt^taH^ 
4e  la  mina  en  cuestión,  denunciaba  como  delitos  de  hurto  y  o^urpaf* 
clon,  ofreciendo  información  sumaria  para  comprobarlos,  y  pidiendo 
que  el  Juez  procediera  en  Justicia: 

Que  admitida  la  denuncia  y  comenzada  la  instrucción  del  .«umarf^ 
«1  Gobernador  de  la  provincia,  i  instancia  de  D.  Jo-^é  Salas,  requirió 
de  inhibición  al  Juzgado  fundándose  en  que  el  mi^mo  Salas  habia  ai>^ 
licitado  el  registro  de  la  mina  Imposible  contra  la  cencestotí  de  Bl 
Avellanar;  y  hallándose  el  expediente  en  tramitación,  corresponde  eo^ 
uocer  del  asunto  á  la  Autoridad  administrativa,  y  no  rpsid«an  facul- 
tades en  la  judicial  para  suspender,  como  lo  habia  hecho.  lo«  trabajos 
referentes  al  registro  Imposible  contra  la  concesión  de  El  Avellanar, 

» 

interesado  por  D.  José  Salds: 

Que  el  Juez,  de  conformidad  con  el  parecer  del  Promotor  fiscal,  de- 
claró en  19  de  Mayo  no  haber  lugar  á  la  inhibición  pretendida,  tenien- 
do en  cousideracioQ  que  estaba. probado  el  derecho  de  propiedad  de  Doa 
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.Víctor  Faura  en  la. mina  El  Avellanar:  que  este  derecho  es  de  caráe^er 
"^privado,  independiente  del  c^ue  asiste  al  Estado  para  exigir  al  propie- 
tario minero  el  pago  del  cánou  á  que  las  pertenencias  quedan  afectas: 
que  los  hechos  denunciados  por  Piara  conslituyeo  delitos  cuyo  cono- 
.cimiento  incumbe  á  la  jurisdicción  ordinaria;  y  por  ultimo,  que  está 
prohibido  á  los  Gobernadores  provocar  competencia  en  l09  juicios  cri- 
minales;  y  en  apoyo  de  su  razonamiento  citaba  el  Jues  el  decreto  de 
iUa^de  Diciembre  de  ltt68,  el  art.  3.*  del  de  4  de  Junio  de  4817,  y  los 
«rtieulos  269.  321,  325,  376.  377,  3'J3  y  397  de  la  ley  orgánica  del  po- 
der Judicial: 

Que  el  Gobernador  con  fecha  1.*  de  Julio  último,  y  de  conformidad 
cea  el  dictamen  de  la  Comisión  proYiocial,  insistió  en  el  requerimien- 
to, y  resultó  el  presente  conflicto: 

Visto  el  art.  57  del  reglamento  de  25  de  Setiembre  de  1863,  según 
el«ual  el  Gobernador  que  comprendiese  pertenecerle  el  cono'imieato 
de  un  negocio  eo  que  se  halla  entendiendo  un  Tribunal  ó  Juzgado  or- 
divario  ó  especial  le  requerirá  inmediatamente  de  inhibición,  mani- 
festando las  razones  que  le  asistan  y  siempre  ellexlo  de  la  dispasieiim 
en  que  ae  ap^)^e  para  reclamar  el  negocio; 

Considerando: 

i.**  Q4ie  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Jaén,  al  requerir  de  in- 
hibición al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Villácarrillo  sobre  el  co- 
noeimienio  de  las  actuaciones  á  que  se  reQere  la  presente  contienda, 
omitió  citar  la  ley  ó  disposición  que  atribuya  el  conocimiento  del  asun- 
to i  la  Autoridad  administrativa,  puesto  que  se  limitó  simplemente  á 
•exponer  las  razones  que  le  aststian  para  reclamar  el  negocio: 

%t,*    Que  la  omisión  prenotada  constituyo  un  vicio  sustancial  que, 
por  afectará  la  validez  y  eOcacia  del  requerimiento  en  su  origen,  im«  ' 
plica  la  nulidad  de  la  sustanciaeiou  del  conficto*  é  impide  por  ahora  n 
decisión; 

Conformándome  con  lo  consoltado  por  al  Consejo  de  Estado  en 
pleno. 

Vengo  eo  declarar  mal  suscitada  esta  competencia;  qne  no  há  It^ 
%»  A  decidirla,  y  lo  acordado. 

Dado  en  Palacio  á  cuatro  da  Diciembre  de  mil  ochocientos  seteola 
f  seis. . 

ALFONSO. 

Bl  Presídeme  del  Goasejo  de  Minlstrot» 

Artohio  Cánovas  del  Castillo. 

(Gaceta  de  8  de  Diciembre  de  I87GJ. 


r        J 


CONSEJO  DE  ESTADO. 


Real  decreto. 

ResoUtcion  en  el  pleito  sobre  revocación  ó  subsistencia  d€  la 
orden  por  la  cual,  con  firmando  un  decreto  del  Gobernador 
de  Jaen^ «?  dispone  continúan  su  curso  los  expedientes  de  las 
minas  Casualidad  y  Por  si  acaso  y  cancelando  el  expedisn^ 
te  del  denuncÍQ  El  Triunfo. 

DON  ALFONSO  XII,  por  la  grada  de  Dios  Rey  Constitacional  de  Es- 
paña. 

A  Indos  los  q«ie  las  presentes  yieren  y  entendieren,  y  á  quienes  toca 
§n  observancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  he  venido  en  decreUir  lo 
siguiente: 

'  «En  el  pleito  que  ante  el  Concejo  de  Estado  pende  en  primera  y 
ifinica  instaiicia.  entre  partes;  de  la  una  D.  Raimundo  Velasco  ySaare- 
dra,  y  en  su  nombre  ei  Dr.  D.  Vicente  Olivares  Biec^demcindante,  y  de 
la  otra  la  Administración  general,  representada  por  mi  Fiscal,  deman- 
dada, y  cna^yuvpda  por  el  Licenciado  D.  Nicolás  Salmerón  y  Aionso, 
en  nombre  de  D.  Juan  Navarro  Berengner  y  \}.  Antonio  <>nnzalvez,  so- 
bre revocación  ó  subsistencia  de  1á  orden  del  Presidente  del  l'oder 
Ejf'cutívo  de  la  Rppüblica,  dictada  en  20  de  Agosto  de  4874,  por  la 
cu^l  confirmando  un  decreto  del  Gob'^rnador  de  Jaén  de  11  de  Marzo 
del  mismo  añ«>  se  dispone'que  contimien  su  curso  legal  los  expedien- 
tes de  las  minas  Cnsuaiidad  y  Por  si  acaso,  aprobando  las  demarca- 
ciones hechas  por  el  Ingeniero  Jefe  de  Minas,  para  que  en  su  vista  se. 
expidan  los  títulos  de  propiedal;  que  se  desestimen  las  opopiciopes 
hechas  por  los  rpgistradores  de  San  Pedro  y  La  Primera^  siguiendo 
también  estos  pxpedientes  su  tramitación  legal  á  fiu  de  que  el  Inge- 
niero prartiqup  las  demarf  aciones  respectivas  si  hubiese  terreno  frao- 
co;  que  se  coi  Arme  el  decreto  del  Gobernador  cancelando  el  expedien-  . 
te  dedenuticio  Él  Triunfo;  y  otro«  exiremos  relativos  al  alzamiento  de 
la  s«ispension  de  los  trabajos  de  ia  mina  Casualidad,  y  subsanacionde 
los  defectos  de  forma  notados  en  los  expedientes  de  que  se  trata. '. 
Visto: 

Vistos  los  expedientes  gubernativos,  de  los  cuales  resulta: 
Que  en  20  de  Junio  de  1871  solicji^J).  Juan  Navarro  B^renguerdel 
Gobernador  de  Jaén,  con  el  tituló  d**  Cmnalidad,  seis  perterr^ncias  de 
nirreral  plomizo  en  término  de  (>uarroman,  sitio  Arroyo  del  Adelfar, 
presentatdo  un  plano  y  el  permiso  de  los  dueños  del  terreno,  á  cuya 
solicitad  se  presentaron  oposiciones  por  los  dueños  de  los  registros  El 


lHuerío  y  El  Ánfora^  fondados  ea  que  el  terreno  pretendido  era  el  mis- 
tno  de  sas  registros: 

Qoeton  fecha  de  16  de  Agosto  del  mismo  ano  D.  Antonio  Gonzai» 
Tezacadió  al' Gobernador  solicitando,  con  el  título  de  Par  «t  «coso,  S9 
perteoeocias  sobre  el  mismo  terreno  del  registro  Casualidad^  presen* 
tandoá  la  vez  licencia  del  dueño  del  terreno  pretendido: 

Que  con  motiTo  de  haberse  dictado  por  el  Gobernador  por  ▼irtud 
de  reclamación  de  los  peticionarios  de  El  Muerto  y  El  Anforu  una 
proTtdencia  ordenando  la  suspensión  de  la  extracción  y  renta  de  mi- 
nerales de  la  mina  Casualidad,  e|  registrador  protestó  de  dicha  prori* 
<lencia  en  escrito  de  92  de  Noviembre  de  i871,  reclamando  al  propio 
tiempo  contra  los  perjuicios  que  se  le  venían  irrogando  por  no  hfcber* 
se  demarcado  aun  su  registro: 

Que  remitidos  al  Ingeniero  del  distrito  los  expedientes  Casualidad 
y  Por  si  acaso;  y  veriflcados  por  aquel  los  reconocimientos  de  los  ter- 
renos respectivos,  informó  qne  habia  suspendido  la  demarcación  del 
registro  Casualidad  por  depender  del  resultado  del  expediente  La 
Ruina  cuya  tramitación  se  hallaba  en  suspenso,  y  que  el  punió  de 
ípsíTiiáñ  úe  Casualidad  era  algo  vago,  y  la  designación  en  general. mal 
localizada:  y  en  cuanto  á  Por  si  aeaso^  que  no  habia  procedido  á  su 
demarcación  porque  el  terreno  era  el  mismo  de  Casualidad  y  parte  del 
de  La /{utrya,  edificando  asimismo  de  vagos  el  punto  de  partida  y  la 
designación: 

Que  se  opusieron  á  la  demarcación  de  tos  dos  registros  Casualidad 
y  Por  si  acaso,  y  protestaron  de  los  efectos  que  pudieran  producir, 
D.  Pedro  Martinez,  peticionario  del  registro  San  Pedro^  y  D.  Raim.uo- 
do  Velasco  y  Saavedra,  dueño  de  La  Primera,  cuyo  expedientes  de  re  -- 
gistro  tuvieron  su  principio  en  25  de  Marzo  y  5  de  Abril  de  IB72,  fun  - 

-  dando  sus  oposiciones  en  la  falta  de  localizacion  de  los  registros  que 
impugnaban,  nacida  de  la  vaguedad  é  indeterminación  de  sus  puntos 
de  partida,  habiéndose  faltado  con  ello  á  lo  prescrito  en  el  árt.  20  del 
reglamento  de  minas;  debiendo  por  lo  tanto  quedar  sin  efecto  las  de- 
signaciones y  sin  curso  los  expedientes  respectivos: 

Que  con  fecha  17  de  Julio  de  1872  presentaron  los  peticionarios  de. 
-Casualidad  y  Porsiacaso,  y  se  unieron  á  sus  f'xpediente.s,  unos  pla- 
nos de  sus  registros,  acompañados  de  cartas-informes  del  Ingeniero 
D.  Enrique  Naranjo,  en  las  que  consigna  que  dichos  registros  no 
pueden  menos  de  estar  bien  localizados,  puesto  que  intestande  por 
tres  de  sus  linderos  con  minas  cuyas  situaciones  están  bien  determi- 
nadas, na  paedcn  aquellos  moverse,  corriéndose  en  el  sentida  Indica  - 
do  por  sus  opositores: 

Que  en  vijsta  del  informe  emitido  por  el  Ingeniero  que  reconoció 

-  oficialmente  los  registros  cuestionados,  el  Gobernador  decretó  en  1 7  de 
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SUm  de,iS72  Ia  cancieluctoo  y  feqeciipi$i4o  del  eicp^^iii^t^  d^f^^il— 
tro  Por  »  úciMo,  cuyo  decreto  fué  revocado  por  ¿rdei)  dei  Gobierno- 
de  la  Bepública  de  21  de  Judío  del  mismo  año,  dispooiendo  se^  practi- 
case la  demarcaeioD  del  mencionado  registro^  y  que.  -en  caso  de  que 
hubiese  algún  impedimento  legal,  levantase  el  Ingeniero  encargado  de 
.  ia  operación  el  acta  correspondiente,  acompañada  de  un  plano  de 
deslinde,  si  fuese  necesario: 

Que  habiéndose  resuelto  el  expediente  La  Ruinan  recurrió  al  Go- 
bernador D.  Juan  Navarro  Berenguer  en  1.*  de  Agosto  siguiente  pi* 
diendoae. procediese  á  la  demarcación  del  registro  Casualidad^  recla- 
mación que  asimismo  interpuso  D.  Antonio  Goozalvez  en  20  del  mis-- 
ao  mes  para  su  registro  Por  si  acaso,  en  debido  cumplimiento  de  la 
dispuesto  en  la  orden  de  21  de  Junio  anterior: 

Que  pasados  )os  expedientes  al  Ingeniero,  practicó  las  operaciones 
cuDsiguientes  en  i  i  de  Octubre,  informando  que  á  la  mina  Casualidad 
la  habia  demarcado  cuatro  pertenencias  por  no  permitir  otra  cosa  la 
situación  al  Sudoeste  de  las  minas  San  Poücarp^.y  El  Muerto^  sena* 
lindóle  una  euperficiede  4U.UÜ0  metros  cuadrados;  y  que  la  relación 
del  pttBt  o  de  partida  se  hallaba  suficientemente  clara  en  la  solicitud 
del  registrador,  no  apareciendo  más  indeterminación  que  la  relativa- 
tneale  corla  de  la  longitud  de  la  zanja  designada  como  tal  punto  da 
l^rtida,  esclareeiéodoseen  el  plano  respectivo  lo  bascante,  la  vague- 
dad é  ineíactitudes  de  los  linderos  y  longitud  de  las  lineas  que  resul- 
ianeo  la  solicitud  del  ftegistrador;  y  qpe  en  cuanto  á  la  mina  Por  si 
«e«ao,ie  habia  demarcado  i6  pertenencias,  por  impedir  la  colotacioa 
de  las  cuatro  restantes  la  situación  de  la  más  antigua  Casualidad, 
^madando  laposiciou  de-la  misma  fija  de  una  manera  precisa  é  inva- 
riable» no  pudieado  tomarse  por  ciertos  los  defectos  de  las  designacio* 
néa  délos  mencionados  registros,  cuya  existencia  habían  denunciado 
eo  stts  protestas  los  opositores: 

Que  las  demarcaciones  de  las  minas  referidas  fueron  protestadas 
por  los  dueños  de  los  registros  San  Pedro  y  La  Primera^  alegando  de 
nuevo  la  falta  de  localizacion  de  aquellas,  habiéndose  promovido  di» 
▼<?rsas  reclamaciones  contra  la  morosidad  de  la  Administración  en  15 
de  Noviembre  de  1873  y  7,  23  y  28  de  Enero  de  1874  por  los  peticio- 
naiios  de  la  Ca^iía/tWae/ y  Por  ai  nca^o,  con  solicitud  por  éste  de  dis-> 
peosa  de  cualquier  falta  en  que  hubiese  podido  incurrir;  y  pretendido 
en  i7de£nero  del  mismo  año  la  nulidad  de  las  demarcaciones  verifi* 
cadas  y  cancelación  de  los  expedientes  de.  aquellos  registros  por  los 
opositores  de  los  mismos: 

Que  en  23  de  Octubre  de  1873  solicitó  D.  Gil  Rey  y  Aparicio  20  per- 
tenencias con  el  nombre  de  Ei  Triunfo^sobre  el  mismo  terreno  pre- 
tendido para  los  registros  Casualidad^  Por  siaeaso^.  Stin  Pedro  y  La 


"FjH^^^A.^WíliíéHülidñíbá  p6t  no  haber  redamado  íüs  datíñoV' conloa 
"la-morósidad  de  la  Adfoimstracioa  dentro  del  tértfiino  de  cuatro  fre- 
ses y  60  dias  mes  á  que  se  refiere  la  disposición  1G  de  las  generales 
del  reglamento  vigeute  de  mina^: 

-Que  los  registradores  de  Casualiza  y  Por  si  acaso  impugncron 
dicha  solicitud,  manifestando  que  Í2  dias  antes  dé  qiie  se  promoviese 
el  registro  denuncio  de  El  Triunfo  »e  habiao  demarcido  sus  mina»,  y 
mal  podian  protestar  de  la  morosidad  admiaistrativa,  puesto  que  no 
hablan  trascurrido  desde  la  demarcación  á  la  fcha  del  denuncio  más 
que  ti  dias;  oponiéndose  asimi^'mo  á  dicho  denuncio  los  dueños  de 
San  Pedro  y  La  Primera^  fundándose  en  que  á  su  vez  eran  denuncia- 
dores de  Casualidad  y  Por  si  acaso. 

Que  el  denunciador -D.  Gil  Rey  mantuTo  sus  pretensiones  contra 
estas  minas,  retirándolas  respectivamente  á  las  primeras;  y  el  Gober- 
nador, con  vista  del  resultado  que  ofrecían  las  actuaciones  ante  él  se- 
guidas, decretó  en  i  t  de  Marzo  de  1874  que  siguiesen  su  curso  legal 
los  eipedientes  Casualidad  y  Por  si  acaso,  aprobando  las  demarca- 
eiones  hechas  por  el  Ingeniero  Jefe  de  Minas  para  que  en  su  dia  se  les 
expidiesen  los  correspondientes  títulos  de  propiedad;  que  se  desesti- 
masen las  oposiciones  hechas  por  los  registradores  de  San  Pedro  y  La 
Primera,  siguiendo  estos  expedientes  también  su  tramitación  legal  á 
fin  de  que  el  Ingeniero  practicase  la  demarcación  si  hubiese  terreno 
franco;  que  se  cancelase  el  expediente  del  denuncio  El  Triunfo,  y  que 
£e  comunicasen  al  Alcalde  de  Guarroman  las  órdenes  necesarias  para 
que  hiciese  saber  á  D.  Juan  iVavarro  Berenguer,  registrador  de  la  Ca- 
sualidad, que podia continuar  en  les  trabajos  déla  misma: 

Y  que  apelado  este  decreto  por  D.  Pedro  Martínez  y  D.  Raimundo 
Velasco  para  ante  el  Ministerio  de  Fomento,  se  expidió  por  el  mismo, 
de  conformidad  con  los  dictámenes  de  )a  Junta  superior  facultativa  de 
minería  y  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Consejo  de  Estado, 
la  orden  del  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República  de  20  de 
Agosto  de  1874  confirmando  en  todas  sus  partes  el  decreto  apelado,  y 
dlsjponiendo  además  que  se  subsifnen  ciertos  defectos  de  forma  nota- 
dos en  los  expedientes  de  que  se  trata. 

Vista  la  demanda  interpuesta  por  el  Doctor  D.  Vicente  Olivares  y 
Biec,  en  nombre  de  D.  Raimundo  Velasen,  dueño  del  registro  La  Pri- 
mera, soWciiaado  la  revocación  déla  orden  expresada,  y  que  en  su  lu- 
gar se  declare  que  los  registros  Casualidad  y  Por  si  acaso  quedaron 
cancelados  fp50 jure  desde  el  momento  que  sus  registradores  dejaron 
de  utilizar  los  recursos  establecidos  dentro  de  los  plazos  fatales  é  im<> 
prorogdbles  que  la  legislación  de  Minas  señala,  para  evitar  los  perjui- 
cios que  pudiera  irrogar  la  detención  de  un  expediente  minero  por 
más  tiempo  que  el  en  que  la  misma  se  previene,  alegando  que  por  ha- 
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liarse  establecido  ea  el  párrafo  segunilo  delart.  15  délas  bases  gene- 
rales de  29  de  Diciembre  de  4808  el  término  de  cuatro' meses  para 
otorgar  las  concesiones  mineras,  todo  registrador  qae  oo  ha  obtenido 
la  conceáion  solicitada  en  el  trascurso  de  dicho  término,  pierde  sa  d0«> 
recho  si  dentro  de  los  CO  días  posteriores  no  reclama  contra  la  morosa 
dad  de  la  Administración,  según  determina  la  disposición  16  de  las 
generales  del  reglamento  de  24  de  Junio  de  1868,  y  resoluciones  supe- 
riores de  23  de  Diciembre  de  1873  y  de  I.**  de  Julio  de  1874:  que  todos 
ids  plazos  que  se  Ojan  en  la  ley  de  minas  y  su  reglamento  son  impro- 
Túgables  y  fatales  conforme  á  la  expresada  disposición  16,  no  pudiéndo 
seguQ  tal  criterio  suponerse,  como  se  ha  hecho  en  el  caso  actual,  que 
un  plazo  improrogabte  puede  suspenderse,  puesto  que  la  suspensión 
Tendría  á  ser  la  prorogabilidad  de  los  plazos,  y  en  tal  sentido  la  orden 
reclamada  se  ha  dictado  con  infracción  de  ley;  que  cancelados  ip&b 
jure  los  expedientes  en  tramitación  Casualidad  y  Por  si  ttcaso^  por  no 
haber  reclamado  sus  peticionarios  contra  la  morosidad  déla  Adminis- 
tración en  tiempo  legal,  quedó  franco  el  terreno  de  dichos  registros; 
y  al  solicitar  este  terreno  D.  Rainiundo  Velasco  usó  de  un  derecho 
tncueslionable,  no  pudiéndose  ya  dispensar  álós  dueños  que  lo  fueron 
Kie  Casualidad  y  Por  si  acaso  las  faltas  en  que  hubiesen  incurrido, 
porque  seria  tal  dispensa  con  perjuicio  de  tercero;  y  que  sea  cual  fue- 
se el  aspecto  bajo  el  cual  se  considere  la  cuestión  de  lá  demanda,  siem- 
pre resultará  lesión  de  los  derechos  del  demandante  por  un  acto  de  la 
Adminístracioc;  y  como  según  el  art.  13  de  la  Constitución  nadie  pue- 
de ser  privado  de  sus  bienes  y  derechos,  ni  turbado  en  la  posesión  de 
ellos,  sino  por  virtud  de  sentencia  judicial,  es  á  todas  luces  pertinente 
la  demanda,  ya  que  no  es  la  Administración  quien  puede  negar  á  Don 
Raimundo  Velasco  el  derecho  de  que  se  cree  aslitide: 

Vista  la  conlestaciqn  á  la  demanda  deducida  por  mi  Fiscal,  pidien- 
do que  se  declare  no  haber  lugar  á  decidir  por  ahora  ea  via  contencio- 
sa, ó  sea  sobre  la  subsistencia  ó  revocación  de  la  orden  impugnada;  y 
si  asi  DO  fuese,  que  procede  desestimar  la  demanda,  absolviendo  de 
^ila  á  la  AJministraclot),  fundándos^en  que  ditha  orden  impugnada 
no  es  en  realidad  definitiva  y  final  de  los  expedientes  Casualidad  y  Por 
si  acaso ^  no  refiriéndose  á  la  concesión;  ni  negativa  de  propiedad  mi  - 
aera,  por  lo  que,  ya  se  atienda  á  lo  dispuesto  en  el  art.  46  de  la  ley 
orgánica  del  Consejo  de  Estado,  ya  á  lo  estabiecido  en  el  párrafo  se- 
gundo, att.  89  de  la  vigente  ley  de  micas,  falta  materia  ü  objeto  sobre 
que^legalmente  pueda  recaer  resolución  en  via  conteocicsa;  que  no 
.  hallándose  aun  apurada  la  via  gubernativa  para  los  citados  expedien- 
tes, y  siendo  líi)j.rcrogabIe  por  su  naturaleza  la  jurisdicción  conteii- 
cioso-adminifeirativa,  es  visto  que  no  puede  ésta  resolver  por  hoy  so- 
.  b.rela  subsistencia  ó  revocación  de  'a  érden  impugnada;  sin  que  sea 
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:€iltsláculo  paradictar  la  declaración  jje  iocompetencia  la  circunstaGcia 
¡de  hai>orse  admilido  la  demauda.  porque  este  pronunciamiento  proce- 
4ede  oficio  y  en  cualquier  estado  del  pleito, .según  jurisprudencia  del 
Tribunal  Supremo  y  del  Consejo;  qiie  no  cabe  alegar  contra  dicha  ju- 
risprudencia ni  la  calidad  de  irrevocables  que  el  art.  12  del  Beal  decre» 
to  de  i9  de  Octubre  de  1870  atribuye  á  las  decisiones  del  Gobierno, 
dadas  á  consulta  del  Concejo  de  Estado,  sobre  la  admisión  de  las  de- 
mandas contencioso-administralivas,  ni  la  de  ejecutotia  que  atribuye 
áias  resoluciones  análogas  del  Tribunal  Supremo  el  art.  8.*  del  decre- 
to  de  2C  de  Noviembre  de  48G8,  puesto  que  dichas  disposiciones-no 
pueden  alterar  las  que  determinan  la  eiter.sion  yiímiles  déla  referida 
jurisdicción  contencioso-administrativa;  que  la  declaración  de  incom- 
petencia es  más  acomodada  á  las  prcscripcioneF  legales  que  la  absolu- 
ción do  la  demanda,  que  se  ha  aceptado  en  algunos  casos  en  que  se 
admitió  hi  demanda  siendo  improcedente,  ofreciendo  eble.últímo  tem- 
peramento algunas  dudas  sobre  el  alcance  de  tal  absolución;  que  en 
el  caso  de  que  la  Sala  creyese  que  procedía  conocer  del  fondo  del 
asunto,  procedería  siempre  desestimar  la  demanda,  porque  la^  desig- 
naciones de  los  registros  Casualidad  y  Por  si  acaso  no  son  vagas  ni 
defectuosas»  según  ha  declarado  el  Ingeniero  que  bs  demarcó  en  sus 
informes  y  sienta  en  el  suyo  la  Junta  superior  facultativa  de  minería» 
de  cuyos  juicios  co  es  posible  prescindir  en  una  cuestión  pericial;  ha- 
biéndose adem^^s  subsanado  por  aquel  ciertos  \lefectos  de  localizacion 
que  eran  subsauables  según  la  ley,  porque   no  es  aplicable,  como  se 
ha  supuesto  por  el  demandante,  á  los  dueños  de  Casualidad  y  Por  si 
acaso  la  prescripción  de  la  disposición  46  de  las  generales  ¿el  regla- 
mento, puesto  que  el  registrador  de  Casualidad  reclamó  contra  la  mo- 
rosidad de  la  Administración  en  su  escrito  de  21  de  Noviembre  de  4871 
y  en  fechas  posteriores;  y  al  registro  Por  si  acasB  no  puede  referirse  la 
petición  del  actor«  puesto  que,  según  escrito  de  éste  que  obra  al  folio 
8.*  del  ex:pediente  La  Primera,  solicitó  terreno  distinto  del  que  com- 
prendía la  designación  del  Por  si  acaso,  no  existiendo  en  el  demandan- 
te derecho  ninguno  que  pueda  haber  sido  lastimado  por  este  últiniío 
registro,  además  de  que  su  dueño  obtuvo  la  dispensa  de  cualquier  fal- 
ta que  en  el  expediente  pudiese  haber  resultado  con  la  orden  ministe- 
rial de 31  de  Junio  de  4873  en  que  apreciando  el  estado  del  expediente» 
se  disponía  continuase  su  tramitación: 

Visto  el  escrito  de  contestación  á  la  demanda  presentado  por  el  Li- 
cenciado D.  Manuel  Ruiz  de  Quevedo,  en  nombre  de  D.  Juan  Navarro 
y  Berenguer  y  D.  Antonio  Gonzalvez,  en  solicitud  de  que  se  confirme 
la  orden  de  2i  de  Agosto  de  1874,  por  la  qae  se  aprobaron  las  demar- 
caciones de  los  registros  Casualidad  y  Por  *t  acaso,  y  se  absuelva  á 
la  Administración,  de  la  demanda  interpuesta  por  la  representación  de 
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'  Tribunal  Supremo  de  tS  de«0!»liibBade  Ift74,  referente  al  registro  délas 

'Califoruras  aplieada  á  un  caso  de  condiciones,  no  solo  disüaUSi  siso 

"Coatrarias  al  presente,  lejos  da  poder  infocarseen  apoyado  la  deemir 

dsi  establece  en  sosconsideraRdos  los  principios  para  itupu|ciiarkK.e« 

cuaiito  exige  para  la  aplicación  de  la  disposición  16  la  condición  do  ée» 

-niinciO' expreso,  alegando  nulidad;  y  su  consignación  en  los  expedkii*^ 

tes«  y  en  cnanto. consagra  la  doctrina  sobre  la  dispensa  de  faltas  ea  ^1 

sentido  expuesto.  Y  que  siendo  falsos  los  supuestos  del  regi»Uro  /.« 

Vrimera^  en  cuanto  se  dirigió  expresamente  A  solicitar  los  tersenoa 

'C<Mnpvendidos  en  otros  regislros,  bajo  el  aserto  de  ser  terreno  frapro« 

teniendo  sns  pretensiones  en  la  via  administrativa,  no  el  carador  d«t 

denuncio,  sino  el  de  registro,  como  lo  prueba  él  hecbo  do  haber  com» 

sentido  las  publicaciones  de  éste  en  éiBalétin  de  la  profincía,  A  diíe* 

rancia  de  San  Pedro f  que  reclamó  sobre  el  particular,  reforma,  lia.- 

bienéo  omitido  el  peticionario  de  La  Primera  asistir  al  reconociaaienr 

to  de  Casualidad^  y  habiendo  dqado  pasar  el  tiempo  hábil  sin  pedir  la. 

demarcación  y  sin  haber  presentado  instancia  alguna  para  la  conco- 

sion^,  no  puede  menos  de  considerarse  nulo  en  aplicación  délos  artln 

culos  45  y  75  del  reglamento  y  30. y  61  dala  ley,  y  de  la  misma dtapo^ 

aicion  i6  tantas  Teces  citada: 

Visto  el  art.  30  de  la  ley  de  4  de  Harxo  de  1866,  que  dispone  q\^ 
-deotrade  los  cuatro  meses  de  la  presentación  y  admision/de  uft  -re<- 
/gistro  pedirá  el  registrador  la  demarcación  de  su  pertenencia  á  ¡lefter- 
iieneias  acompañando  muestras  del  mineral  que  hubiere  hallado*  ^i^k- 
¥0  el  caso  de  registro  por  caducidad:  < 

Visto  el  art.  M  de  la  citada  ley,  qoe.esiabkce  que  el  Gobar^adoc 
-dispondrá  en  seguida  que  por  un  Ingeniero  se  practiquen  los  necono- 
-cimientes,  y  en  su  caso  las  demarcaciones,  por  el  orden  que  el  tenlar 
mentó  determine^  y  que  elf  Ingeniero  ova<ruará  estas  diligeociaa  den^ 
tro  del  plazo  de  cuatro  mesps,  que  podrá  el  Gobernador  prorogar  á»s>* 
4a  seis  si  ocurriesen  impedimentos  gra?es,  los  cuales  se  coosigaar^o^ 
por  diligencia  en  el  expediente:.. 

Visto  el  art.  46  del  reglamente  dictado  para  la  ejecución  déla  l4^y^« 
según  el  cual  las  demarcaciones  dejarán  de  hacerse  por  los  (ngeBiera:^^ 
cuando  no  resultase  terreno  franco,  no  estubiese  habilitada  la.labor. 
legal,  ó  no  se  comprobase  la  existencia  de  mineral;  en  cuyos  cas<H  el 
«expediente  se  devolverá  al  Gobernador  de  la  provincia,  haeiéiidol^ 
•<^nstar  en  el  mismo  por  nota  expresiva  de  las  cansas  de  la  defol^eioi^^. 

Visto  el  párrafo  segundo  del  art.  3ide  la  ley,  que  establece  fu^^  ^ 
lei  Ingeniero  hallase  defectuosa  ó  mal  lieeha  la  designación,  por  ioaxa^r 
iitud  en  las  medidas,  ó  por  superposición  á  alguna  parta  de  pen^MO^u 
<ias  ajenas  que  tuviesen  mejor  derecho,  la  reetiücará  %i  damarcac^  d^ 
^Acoesdocoa  el  interesado:  .      ,  


Tisto  el  párrafo  seguodo  del  arl.  15  del  decreto-ley  de .  Bases  geae-- 
Tales  de  29  de  Diciembre  de  i868,  qpe  dispone  que  el  Goberpador,  ins- 
Iruido  el  expediente  oportuno,  según  en  el  reglamento  se  determina». 
y  demostrada  la  existencia  de  terreno  franco,  deberá  precisamente  eo ' 
iodos  los  casos,  previa  la  publicidad  necesaria,  para  oir  las  reclama- 
ciones que  pudieran  intentorse,  disponer  que* se  demarque  la  conce- 
sión, y  otorgar  ésta  en  un  plazo  que  no  exceda  de  cuatro  meses,  á 
contar  desde  la  fecha  de  presentación  del  escrito: 

Vista  la  disposición  46  de  las  generales  del  reglamento,  que  esta- 
blece que  en  mineriano  se  adquirirán  derechos  sise  prescinde  de  la 
astricta  observancia  y  puntual  cumplimiento  de  la  ley  y  reglamento; 
los  plazos  serán  improrogables  y  fatales,  y  las  faltas  de  la  Administra- 
ción no  irrogarán  perjuicios  á  los  interesados  siempre  que  en  el  tér- 
mino de  60  diss,  contados  desde  que  el  plazo  espire  para  ella,  recia,- 
men  contra  sn  descuido,  negligencia  en  el  despacho  ó  falta  de  cumplí-- 
miento  de  la  ley  y  reglamento.  Si  omitiesen  la  reclamación  en  el  tér- 
mino expresado,  se  entenderá  que  desisten  desús  pretensiones  y  que- 
abandonan  la  prosecución  del  expediente,  el  cual  se  reputará  cancela- 
do para  todos  los  efectos  posteriores;  declarándose  asi  por  la  Adminis- 
tración en  cuanto  aprecie  su  estado,  y  publicándose  en  el  Boletines 
la  provincia  «Esta  declaración,  cuando  proceda.se  podrá  hacer  tam- 
l)iep  á  instancia  de  cualquier  otro  interesado,  siempre  que  la  pretenda 
por  medio  de  solicitud  de  investigación  ó  de  registro*  al  tenor  de  lo« 
qne  se  prescribe  en  el  párrafo  tercero  del  art.  75  del  reglamento.  Solo 
el  Gobierno  podrá  dispensarlos  defectos  que  produzcan  la  cancelación 
de  los  expedientes  de  minería  cuando  no  se  cause  perjuicio  á  tercero: 

Considerando  que  el  demandante  no  reclamó  en  la  via  gubernativa.- 
la  cancelación  de  los  expedientes  de  las  minas  denominadas  Casuati' 
dad  y  Por  si  aeajo,  cuando  sus  registradores  dejaron  de  protestar  eO' 
el  término  de  60  días  contra  la  morosidad  déla  Administración,  que- 
so las  demarcó  dentro  de  los  cuatro  meses  desde  que  fueron  registra- 
das, por  lo  cual  no  puede  séroste  particular  objeto  de  examen  en  la< 
Tia  contenciosa,  según  la  jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado  y  del 
Tribunal  Supremo,  dado  que  no  habia  sido  resuelto  por  la  Adminis-^ 
traeioD: 

Considerando  que,  aun  en  la  hipótesis  de  que  pudiera  resolverse* 
este  particular  en  el  juicio  contencioso,  no  procede  por  dicha  causa  la- 
cancelación  de  los  dos  teferidos  expedientes,  pues  que  la  Administra- 
ción Bo  demarcó  dichas  minas  dentro  de  los  cuatro  meses  porque  era 
iodispensable  terminar  antes  el  expediente  de  la  niina  titulada  La'i^m-- 
fia  con  el  fin  de  conocer  el  terreno  que  quedaba  franco  para  las  minas-- 
tituladas  Ctnualiéaá  y  Pw  si  acas0;  y  el  registrador  de  la  mina  Ca^ 
.aiMiWaif,  no  solé  protestó  en  22  de  NoYiembrede  1871  de  la  morosidad!? 


^e  la  Admioistracioo,  sído  que  demostró  con  repetidos  actos,  co  mo 
íueroB  la  explotaeiao  de  didia  mina  y  su  recíamacíoa  coutra  la  orden 
qiie  prohibió  la  extraccioD  de  los  minerales,  que  no  era^su  ánimo 
abandonar  h\  referido  registro: 

tloDsiderando  que  la  Administración  podía  dispensar  esas  faltas,. 
como  implícitamente  las  dispensó  al  aprobar  la  demrarcacion,  no  exis- 
iietdo  perjuicio  de  tercero;  y  este  perjuicio  no  eii^tia  para  el  deman- 
dante una  vez  declarado  que  el  término  de  su  registro  La  Primera  era>^ 
distinto  dei  que  comprendía  las  tituladas  Casualidad  y  Por  si  acaso: 

Considerando  que  los  defectos  de  localizacion  de  los  registros  Ca* 
suaHdady  Porsiacaso  pudieron  ser  subsanados  con  arreglo  al  párra- 
fo segundo  delart.  52  de  la  ley,  como  lo  fueron,  por  el  Ingeniero  que^ 
hiio  la  demarcación,  desapareciéndola  vaguedad  que  se  notaba  en  un- 
principio  de  los  puntos  de  partida  de  ambas  miñas  y  de  la  designa- 
clon  eonsignada  en  las  solicitudes  de  los  registradores; 

Conformándome  con  lo   consultado  por  la  Sala  de  lo  Contencioso 
del  Consejo  de  Estado  en  sesión  á  que  asistieron  D.  Pedro  Nolasco  Au- 
nóles, Presidente;  D.  Tomás  Retortillo,  D.  Agustín  de  Torres  Vallder-^ 
rama,  D.  José  García  Barzanallana,  D.  Servando  Ruiz  Gómez,  D.  Féli& 
García  Gómez,  0.  Juan  Jiménez  Cuenca*  D.  Juan  de  Cárdenas,  D.  Ma- 
riano Zacarías  Cazurro,  D^  Pedro  Antonio  de  Alarcon  y  D.  Joaquín  Hi* 
quelme, 
'    Vengo  en  absolver  á  la  Administración  de  la  demanda  interpuesta 
á   nombre  de  D.  Raimundo  Velasco  y  en  confirmar  la  orden  de  24  der 
Agosto  de  1874. 

Dado  en  Palacio  á  doce  de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y 
S6Í8.=ALF0NS0.=£1  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  AnloJitíy- 
Cánovas  del  Castillo. » 

I^ublicacion.=:Leido  y  publicado  el  anterior  Real  decreto  por  mi  el 
Secretario  accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 
diencia pública  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  teogá  com  o« 
resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  é 
los  mismos,  se  notifique  en  forma  á  las  partes,  y' se  inserte  en  la  Ga- 
«e/a:  de  que  Certifico.  ' 

Madrid  44  de  Octubre  de  4876.=rJo8é  de  Grijalva. 

(Gaceta  de  10  de  Diciembre  de  1876). 
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MINISTERIO  DE  FOMENTO. 
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üeal  orden  declarando  que  los  articuíos  4/  y  9/  del  Decretó 
de  ^9  de  Diciembre  de  íS68e8tableciende  las  bases  genera-: 
les  para  la  nueva  legislación  de  Minas  no  derogaron  ni  mo* 
dificaron  los  artículos  i^^  iñ^  i9  y  M  déla  ley  de  A  guasde 
o  de  Agosto  de  IS6&. 

limo  Sr.:  AI  eí^tablecer  el  decrelo  de  29  de  Dieíerabre  de  I8S8>  la» 

bases  generales  para  la  nueva  legislación  de  Miaas.,  clasificó  ea  tres 

i»eceiones  las  sustancias  minerales,  determinando  en  ei  párrafo  segttD  - 

'do  del  art  4.*  que  !cis  aguas  su bser raneas  deben  considerarse  compree-»' 

elidas  en  la  tercera  sección^  es  decir*  entre  las  sustancias  queÚDÍca» 

mente  pueden  explotarse  en  virtud  de  concesión  otorgada  por  el  €o«- 

lier no,  según  lo  prescrito  en  el  art.  9.'  Desde  luego  surgieron  dttdas 

respecto  á  la  extensión  y  apIicacioDes  de  dicha  disposición,  que  alpa» 

recer  pugnaba  con  lo  establecido  en  los  artículos  45,  4$«  49  y  Siáela 

ley  de  Aguas  de  S  de  Agos-to  de  4866,  en  los  cuales  se  consignaba -«t 

<ierecho  del  dueño  de  una  finca  para  alumbrar  y  utilizarlas  aguas  8iib« 

terráneas  que  existieren  bajo  la  superficie  de  la  misma  finca. 

Semejantes  dudas  motivaron  la  Real  orden  de  50  de  Marzo  de  1873; 
más  como  ésta  se  limitó'  á  fijar  la  tra^müacioo  i  que  habían  de  sujetar* 
«e  los  expedientes  de  alumbramiento  y  aprovechamiento  de  agaas^ 
•<I<iedaron  subsistentes  las  dificultades  que  desde  el  principio  se  eBOOB- 
traron  para  armoúizar  las  referidas  disposiciones  en  su  aplicaciott 
practica. 

En  la  necesidad,  pues  de  obtener  este  resultado,  y 
Considerando  que  la  cláusula  derogatoria  de  prescripciones  aote<* 
f iores,  comprendida  en  el  art.  5^  del  expresado  decreto,  uo  retevia 
•disposición  alguna  de  la  ley  de  Aguas,  ^endo  por  tanto  notorio  qaeao 
<}uiso  ponerse  en  contradicción  con  eila: 

Considerando  que  la  presencia  de  aguas  en. las  capas  iüfertore»  d« 

<in  terreno  influye  casi  siempre  directamente  en  la  feracidad   de  sit  sn- 

iperflcie,  y  que  por  consiguiente  el  privar  al  propietario  de  tales  aguas 

"equivaldría  á  mermar  esa  feracidad,  que  constituye  una  parte  de  su 

propiedad: 

Considerando  que  el  referido  decreto  no  podia  afectar  á  la  propie- 
dad adquirida  á  la  sombra  de  toda  la  legislaeien  anterior  de  Aguas^  al- 
'hay  motivo  para  suponer  que  tal  fuese  el  propósito  del  legislador^ 
4)iiésto  que  al.  eioosignar  los  principios  que  hafoian  de  servir  ^ptaeit  la 
cuera  fórmiai  de'^étpfoitifelad  de  ^ás  sustooeias  miiieralesvraspeliáidftlál:. 


manera  los  derechos  del  propietario,  que  eo  los  casos  en  que  los  ante* 
pone  los  intereses  del  indpsiríal  exige  como  iodispeosable  el  resarei* 
mieaio  previo  del  daño  que  la  indicada  preferencia  produjese  á  la  pro» 
piedad  privada; 

Y  considerando  por  todo  lo  expuesto  que  el  decreto  de  29  de  Di» 
siembre  de  1868  y  la  Beal  orden  aclaratoria  de  50  de  Marzo  de  4872 
soIo-<pudieroo  referirse  á  las  aguas  subterráneas  eo  terrenos  del  E8ta<lo« 
cQncitiando  asi  el  respeto  debido  á  las  prescripciones  de  la  ley  cod  él 
que  naerecen  derechos  legítimamente  adquiridos:  base  sobre  la  caai 
descansan  todas  las  novedades  que  en  la  legislación  del  ramo  de  Fo* 
meato  introdujeron  los  decretos  de  i868^; 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D»  G.),  de  acuerdo  con  el  dictánaeo  del  Consejo  de 
Estado  en  pleno,  se  ha  servido  declarar  que  las  disposiciones  conloni»- 
das  en  tos  artículos  4.""  y  9*  del  decreto  de  29  de  Diciembre  de  IIIS8' 
estableciendo  bases  para  la  ley  de  Minería*,  no  derogaron  ni  modifica- 
rofi  los  arliculos  45,  46,  49  y  5i  de  la  ley  de  5  de  Agosto  de  4866,  ifne 
reconocen)  el  derecho  del  dueño  del  suelo  sobre  lar  aguas  sabierráoeas 
existentes  en  so  propiedad. 

De  Real  orden  lo  comunico  á  V.  I.  para  sa  conocimiento  y  demás 

efectos.  Dios  guardv  á  V.  1.  mochos  años.  Madrid  5  de  Diciembre  d0 

4876. 

G.  ToaEüo. 

Sr.  Director  geDeraldeAgricuHura,}ndustria  y  Comercio* 

(Gaceta  del  de  Diciemhre  de  1876.) 


CONSEJO  DE  ESTADO. 

Real  Decreto. 

Resolución  en  el  pleito  8obr0  revocación  ó  subsistencia  de  la 
Real  orden  que  confirmó  un  decreto  del  Gobernador  de 
Córdoba  declarando  cancelado  y  nulo  el  expediente  de  la 
investigación  El  Enano  Segundo. 

^  D.  AIKONSO  XII,  por  la  gracia  de  Dios  Aey  constitucional  de  Es* 
l>aña. 

A  todos  los  que  las  presentes  vieren  y  entendieren,  y  á  quienes  to- 
ca su  observancia  y  cumplimiento,  sabed:  que  be  venido  en  deéfctaír 
lasiguiente:  '   . 

vi^fioid  pleito  que  pende  eo  el  Cooscóo  de  fistodo,  en  primera  y  o&oit» 
cá  iiia^Qy«4;ent^e:  piitteH  de  It  ttQfk.U>Soailadftd^ottrlN|Btf«tta  íka  <¿^«^ 


a 


> 


yénirso  oiHnbre  «1  Wcaociado  D.  Nicolás  Marta  Ili?ero»Klefi|i!a^4afi|^l)]^ 
4k  to'  otra  ta  AdnÚBUtracioQ  i^eoeral*  represeatada  pof  oai  Fisoal»'  dfy* 
mandada,  y  á  la  que  coadyuva  el  Licenciado  D.  Joaquín  Haría  de  Paz> 
sttstitoyendo  al  Letrado  0.  Emilio  Cánovas  del  Castillo,  en  nombre  d& 
la  Sociedad  especial  minera  titulada  La  Matichega^  Bélica  y  Vizcaína , 
sobre  revocación  ó  subsistencia  de  la  Real  órdeu  de  28  de  J.ulio  de 
1868«  que  confirmó  un  decreto  del  Gobernador  de  Córdoba  decía  regido 
cancelado  y  nulo  el  expediente  de  investigación  nominado  El  Enana 
Segundo^  del  término  de  Eepiel. 

Visto  el  expediente  gubernativo,  del  cual  resulta: 

Que  en  i5  y  21  de  Junio  y  28  de  Agosto  de  il>52  solicitaron  D.  An  - 
gel  Ayala  y  D.  Joaquín  de  Burgos,  cuyos  derechos  ostenta  hoy  la  So- 
ciedad minera  La  Manehega,  Béticay  Vizcaína^  y  D.  Manuel  Llórente, 
causante  de  la  Sociedad  carbonífera  La  Iberia,  tres  registros  con  ios- 
títulos  de  La  Juana^  La  Herradura  y  El  Enano;  y  admitidas  las  res- 
pectivas solicitudes,  se  procedió  á  la  comprobación  por  el  Ingeniero^ 
resultando  que  no  existia  mineral  en  ios  terrenos  designados;  deján- 
dose en  su  consecuencia  sin  efecto  los  expedientes  reservando  á  los 
interesados  el  derecho  de  continuar  los  trabajos  como  de  investigación, 
con  arreglo  á  la  legislación  vigente,  por  Reales  órdenes  recaídas  en  17 
de  Octubre,  4  de  Noviembre  y  Ü  de  Diciembre  de  4865: 

Queeu  virtud  de  la  citada  reserva  el  registrador  de  La  Herradura 
pretendió,  para  investigar,  en  23  4e  Noviembre  siguiente,  dos  perte- 
nencias con  el  titulo  de  La  Herradura,  y  otras  dos  con  el  de  La  Her- 
radura  Segunda;  el  peticionario  del  registro  El  Enano  pidió  á  su  ves 
^n  47  de  Diciembre  sucesivo*  con  el  mismo  fln,  dos  pertenencias  con 
el  nombre  El  Enano,  y  otras  dos  con  el  de  El  Enano  Segundo;  y  el  re» 
gistrador  de  La  Juana  solicitó  en  24  del  mismo  mes  dos  pertenencias 
para  investigación,  con  el  mismo  nombre  de  su  primitivo  registro: 

Que  seguidos  los  expedientes  de  investigación  periodos  sus  trámi- 
tes, el  Gobernador  de  Córdoba,  por  decreto  de  4  de  Diciembre  de  1874, 
4leclaró  la  cancelación  de  los  expedientes  El  Enano  y  El  Enano  Segun^ 
do  por  no  resultar  terreno  franco;  y  apelados  los  mencionados  decre- 
toSy  fueron  confirmados  por  Real  órydcn  expedida  por  el  Ministerio  de 
Fomento  en  28  de  Julio  de  1868. 

Visto  el  expediente  contencioso- administrativo,  del  cual  resulta: 

Que  contra  la  expresada  Real  orden  interpuso  demanda  el  Licencia* 
do  D.  Nicolás  María  Rivero,  en  nombre  de  la  Sociedad  carbonífera  La 
i6ería»' solicitando  su  revocación,  y  que  en  su  lugar  se  declarase  sub» 
sistente  la  investigación  El  Enano  Segundo: 

Que  admitida  dicha  demanda,  y  emplazado  mi  Fiscal  para  que  la 
estase,  lo  efectuó  solicitando  que  se  absolviese  de  la  misma  á  la' 
Qislracion,  y  se  confírmase  la  orden  impugnada: 


Que  el  Licenciado  D.  Joaquin  María  de  Paz,  sustituyendo  al  Letra* 
^0  D.  Emilio  Cánovas  del  Castillo,  cont|^stó  ¿  la  demanda,  en  nombre 
^e  la  Sociedad  minera  La  Manchega^  Bélica  y  Vizcaína,  con  igual  solU 
<ntud  que  mi  Fiscal. 

Mslo  el  escrito  presentado  por  el  Licenciado  D.  Nicolis  María  Ri» 

vero,  como  Presidente  de  la  Sociedad  carbonífera  La  Iberia^  cuyo  ca* 

racter  ha  justificado,  solicitándose  tenga  á  ésta  por  desistida,  y  apar* 

Xéóñ  de  este  pleito,  en  cuyo  desistimiento  se  ratificó  acite  el  Secretariio 

del  Consejo  de  Estado: 

Visto  el  escrito  de  mi  Fiscal  allanándose  al  desistimiento  pretendí- 
alo por  el  Licenciado  Rivero: 

Considerando  qne  el  Licenciado  D.  Nicolás  María  Rivero,  como  Pre- 
sidente de  1a  So(5iedad  carbonífera  La  iberia,  se  aparta  lisa  y  Hana- 
mente  del  pleito  suscitado  con  motivo  de  la  demanda  que  interpuso 
•contra  la  Real  orden  de  28  de  Julio  de  1868,  y  que  mi  Fiscal  do  se 
opone  á  que  se  le  tenga  por  desistido: 

Y  considerando  que  el  desistimiento  del  demandante  deja  sin  efedio 
•el  recurso  contencioso-admioistrativo  promovido,  que  debe  reputarse 
como  si  no  hubiera  sido  interpuesto,  quedando  por  tanto  firme  la  orden 
impugnada: 

'  Conformándome  con  lo  consultado  por  la  Sala  de  lo  Conteneioso  del 
Consejo  de  Estado  en  scjían  á  que  asistieron  D.  Pedro  Ñola  seo  Atirióles, 
Presidente;  D.  Tomás  Retortillo,  0.  Agustín  de  Torres  Vallderráma, 
D.  José«TarciaBarzana)lang,  D.  Servando  Ruiz  Gómez,  0.  Félix  García 
^omez*  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  D.  Juan  de  Cárdenas,  D.  Mariano  Za- 
carías Cazurro,  D.  Pedro  Antonio  de  Alarcon  y  D.  Joaquic  Biqoelme, 
Vengo  en  admitirla  separación  de  la  parte  demandante  y  endecla- 
"■  rar  firme  y  subsistente  la  orden  de  28  de  Julio  dei8G8  que  canceló 
«1  expediente  de  investigación  titulado  J^íi^ftano  Segundo, 

Dado  en  Palacio  á  doce  de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y 
seis.=ALFONSO.=:El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio 
'  Cánovas  del  Caslillo.* 

Publicación.— Leído  y  publicado  el  aiitérior  Real  decreto  por  mi  el 

¡Secretario  accidental  del  Consejo  de  Estado,  hallándose  celebrando  au- 

'<!ieocia  publica  la  Sala  de  lo  Contencioso,  acordó  que  se  tenga  como 

resolución  final  en  la  instancia  y  autos  á  que  se  refiere;  que  se  una  á 

los  mismos,  se  notiílqueen  forma  á  las  partes,  y  se  inserte  en  la  Gace^ 

'  ifA'.  de  que  certifico. 

Madrid  14  de  Octubre  de  i876.=José  deGrijalva. 

(Gaceta  de  12  de  Dic  íembrt  ie  1S76). 
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MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Real  orden. 

ñewludon  en  la  detnanda  interpuesta  en  solicitud  de  que  se 
■  ■   ordeneque  la  demarcación  del  registro  San  Jacobo  el  Flo- 
rido se  lleve  á  efecto  con  arreglo  al  plano  del  Ingeniero. 

Excmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  CoDleDcia^o  de  ese  alto  Cuerpo  ba  con- 
rahado  A  este  Hinísterio  coa  fecha  30  del  prótioro  pasado  mes  lo  si- 
guitnte: 

Eicmo.  Sr.:  La  Sala  de  lo  CocleDcioso  ha  visto  la  demanda  rtuya 
-eapiaet  adjuolR.interpueala  por  el  Doctor  D.  Terna  mío  de  Madrazo,  cd 
Dombiey  represen tacioo  de  I!.  Juan  Salvador  Lope/,  dueño  de  una  mi. 
na  titulada  Rio  de  Piala,  en  Eolicilud  de  qae  se  revüque  la  Renl  urden 
expedida  eoO  de  Junio  de  1375,  por  ser  contraria  á  lu  determÍDado  en 
olea  de  16  de  Enero  de  1873  que' la  reclamada  dcclarü  iinalé  irrevoca- 
ble, y  qae  se  ordene  que  la  demarcación  del  l?rreno  de!  registro  San 
Jaeobael  fíortdoae  tle«a  á  efecto  coa  arreglo  ni  phno  tiiSm,  I  del  Id- 
geoieroLacasa: 

SeiGlta  de  los  eipedientes  gubernativos  que  se  han  unido  á  la  de- 
rntoda:  que  en  1.*  y  17  de  Julio  y  10  de  Sttiembre  del  ^iño  de  187& 
recorrieroB  al  Gobernador  do  Almería  D.  Anlaitio  Zanelagui,  D.  Diego 
lUgaelCampoy  y  D.  Marcos  López  García  solicitnndi)  ?l  primero  regis- 
trar con  el  titulo  de  Buen  Caprir.ho,  en  el  término  de  Cuevns  y  sitio 
que  designaba,  seis  pertenencias  de  mineral  (iloraizo  y  argentífero;  el 
segundo  con  el  de  San  Jaeobn  et  Florido  á2  pertenencias  del  minino 
minera)  en  igual  término,  y  el  tercero  con  el  ouuibre  de  Hio  de  Piala 
40  pertenencias  con  las  mismas  circunstancias  de  eipluiacíon  y  parsjs 
presentando  los  dos  segundos  los  psrnaisos  re^jpeclivos  de  los  dueños' dfet.i 
los  terrenos,  y  no  vetiUcáiidolo  el  primero  por  halK^rse  tieg.idn  6 
cedérselo  D.  José  Florez.  que  resultaba  ser  el  pnipielorio  del  te 
en  que  babia  de  radicar  el  registro  que  preieiidia:  los  indictüos  pell 
na  TÍOS  cedieron  sus  derechos  poiteriormente,  el  pri 
co  llaiqnez  Csmpoy:  el  segundo  á  D.  Uannel  Campoy,  y  el  U 
D.  Juan  Salvador  López: 

Qae  publicadas  las  solicitudes  de  loa  registros  mencioni 
forma  etlablecida.  pasaron  los  expedieotes  al  higeoiero  Jeftjé 
to  para  la  demarcación  de  sus  terrenos  respeciífos.  I 
lugar  por  no  haberse  presentado  los  pelícloosri 
de  San  Jacobo  el  Florido,  y  porque  el  registro  Rio  4 


SBoderoo,  ao  podía  demarcarse  hasta  quese  veriflcasen  las  operaciaoe»- 
coosiguienles  al-segúiid<íde  los  citados: 

Qoeordeuadas  ooevamente  las  demarcaciones  y  remitidos  los  ex-^ 
pedieotes  al  logeoiero  Jefe»  se  procedió  por  el  logeoiero  Lacasa  ¿  reco- 
cocer  el  terreno  úeSan  Jacobo  el  Florido^  resultando  del  informe  emi- 
tido por  dicho  funcionario  que  para  situar  loa  registros  de  quese  tra- 
ía y  el  colindante  El  Niño  tuvo  presentes  ciertos  convenios  que  «egüit 
naoifestacioD  de  los  interesados  se  habían  celebrado,  en  virtud  délos 
f  ae  procedió  á  demarcar  cuatro  pertenencias  al  Buen  Capricho  y  2U  ^h 
San  Jacobo  el  Fltírido^  pero  que  tuvo  que  suspender  las  operaciones- 
por  haberlas  prote&tado  el  dueño  >  de  e»te  último  regisiro;  fiirmaodo 
para  mayor  ilustración  dos  ¡ilabos  que  uaia  á  su  luforme, determinan- 
do ea  el  señalado  con  el  núm.  I  la  situación  de  los  registros  según  las- 
designaciones  presentadas  por  los  registradores,  y  en  el  segundo  la 
•onaiiera  en  que  se  iban  á  demarcar  con  arreglo  á  los  espresados  con 
«aoios: 

Que  habiéndose  dispuesto  por  el  Gobernador  que  se  veriOcaí e  i» 
demarcación,  conforme  á  Jo  determinado  en  el  art.  49  del  f  egiamento- 
j  el  plano  nüm.  2  de  ios  levantados  por  el  Ingeniero  Lacasa,  seencar- 
gó  el  complioiiento  de  dicha  opeíaciop  al  de  igual  clase  Bogucrin,  el 
cual,  en  vista  de  las  protestas  presentadas  por  los  dueños  de  San  Ja» 
tobo  el  Florido  y  Justieia,  verificó  la  demarcaciou  conforme  las  de- 
aignaciones  de  los  interesados,  cuyo  acto  fué  adem«ks  protestado  por 
los  peticionarios  de  Rio  de  Plata  y  Buen  Capricho^  denunciando  á  ia 
▼ez  la  conducta  del  Ingeniero: 

Que  teniendo  en  cuenta  el  resultado  de  la  operación  llevada  á  tér- 
mino, el  Gobernador  dictó  providencia  ^o  ii  de  Octubre  de  4872  des- 
estimeiido  las  protestas  y  aprobfaudo  el  expediente  San  Jacobo  el  FlO' 
rido»  contra  cuya  providencia  se  recurrió  para  ante  eliMinisterio  de  Po- 
meoto,  dando  lugar  á  que  se  expidiese  una  Real  orden  en  IG  de  Eoero" 
de  1873,  por  la  cual  se -mandó  quedase  sin  efecto  la  demarcación  veri-^ 
.ficada  por  el  Ingeniero  Bogueriu,  y  se  demarcase  nuevamente  el  indi- 
cado registro,  con  arreglo  al  plano  núm  1  del  Ingeniero  Lacasa:  que 
loa  expedientes  de  las  minas  Buen  Capricho  y  Rio  de  Plata  ftieron  tam- 
bieo  aprobados  por  el  Gobernador;  expidiéndose  á  los  interesados  los- 
tUttlo&de  propiedad  correspondientes  en. 21  y  27  de  Noviembre  de  1872» 
y  dándoles  la  posesión  en  26  y  31  de  Enero  de  1873: 

Que  para  dar  cumplimiento  á  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  1^ 
doEnero^  se  nombró aUogeniero  9.  Francisco  Izoardi,  el  qijke  informó 
manifestando  que  al  rectificar  la  demarcación  d^  San  Jacobo  el  Floré* 
4o, habla  visto  quese  pisaban  terrenos  de  las  minas  demarcadas  Ayuic 
2a,  Lúca9p  San  Francisco  y  Carmen  de  las  fíerrerúts^  por  lo  cual  habitf 
suspendido  la  operación  dispuesta  en  la  referida  rcüolucion  superior:;: 


—  628  — 

Y  que  remitidos  todos  los  expedientes  de  que  se  trata  si  MiDísterio* 
y  ciertos  antecedentes  relativos  á  la  caducidad  áeSanJacobo  el  Florida 
-decretada  por  el  Gobernador  de  Aimeria  en  otro  expediente  de  regís  • 
tro  titulado  La  Gran  Sorpresa,  qne  no  aparece,  se  dictó,  de  confor-^ 
midad  con  los  dictámenes  emitidos  por  la  Junta  superior  facultativa 
de  Minería  y  la  Sección  de  Pomeoto  del  Consejo  de  Estado,  la  Realór- 
>den  de  7  de  Junio  de  i875,  por  la  cual  se  declara :  primero,  nula  y  sin 
efecto  )a  concesión  hecha  al  registro  Buen  Capricho:  segundo,  que  se 
rectifique  la  demarcación  concedida  al  registro  San  Jacoho  el  Florido^ 
según  lo  prescrito  en  la  Real  orden  de  i6  de  Enero  de  1875;  en  la  inte- 
ligencia de  que  la  cláusula  en  esta  contenida  de  que  se  verifique  te» 
niendo  en  cuenta  el  plano  nüm.  I  del  Ingeniero  Lacasa,  se  entiende 
en  cuanto  el  trazado  del  referido  plano  resulta  ser  fiel  trasunto  de  lae 
aspiraciones  del  registrador;  y  en  caso  contrario  deberá  concederse  Ift 
demarcación  con  arreglo  á  lo  pedido  enla  solicitud  de  registro:  terce* 
ro  se  declara  cancelado  y  sin  curso  el  expediente  del  registro-denun- 
cio titulado'' (7ran  Sorpresa:  cuarto,  se  autoriza  al  Gobernador  de  Al- 
mería para  que  nombre  dos  lofl^enieros  que,  en  unión  del  que  designe 
el  autor  del  registro  San  Jacobo  el  Florido,  procedan  á  rectificar  la  de- 
marcación concedida  al  mismo,  y  le  otorguen  las  pertenencias  por  él 
solicitadas:  y  quinto*  que  se  aperciba  severamente  á  los  Ingenieros  Dob 
Joaquín  Boguerin,  D.  Manuel  Lacasa  y  D.  Francisco  Iznardi,  para  que 
en  lo  sucesivo.se  atengan  á  lo  dispuesto  en  las  leyes  y  reglamentos 
del  ramo,  observando  en  la  marcha  de  las  operaciones  periciales,  con 
todo  rigor,  los  preceptos  y  regias  en  aquellos  consignados: 

Contra  la  expresada  resolución  ha  interpuesto  demanda  contencio - 
so -administrativa  el  Doctor  D.  Fernando  Ms^lrazo  en -nombré  de  Don 
Juan  Salvador  López,  solicitando  se  consulte  en  su  dia  su  revocación, 
por  ser  contraria  á  la  de  16  de  Enero  de  1875.  que  ^n  la  reclamada  se 
considera  final  é  irrevocable,  y  que  se  mande  llevar  á  efecto  la  demar- 
cación de  San  Jacobo  el  Florido,  con  arreglo  al  .plano  número  1  del 
Ingeniero  Lacasa,  sin  invadir  para  nada  el  terreno  de  Rio  de  Plaia^ 
previa  la  declaración  déla  procedencia  de  la  via  contenciosa ,  que  fun- 
da en  el  caso  2."  del  artículo  89  de  la  ley  de  Minas  vigente. 

El  Fiscal  de  S.  M.  propone  en  su  dictamen  la  improcedencia  de  esta 
demanda,  alegando:  que  la  orden  en  la  misma  impugnada  no  contie- 
ne disposición  alguna  que  directamente  se  refiera  á  la  niina  Rio  de 
Plata^  ni  resolución  que  afecte  á  la  concesión  de  dicha  mina:  que  es 
una  disposición  de  puro  trámite  que  hasta  ahora  en  nada  perjudica  á 
la  mencionada  concesión  Rio  de  Plata;  pudiendo  sü  concesionario  re- 
■clamar  en  su  dia  contra  los  perjuicios  que  poi*  la  práctica  de  las  ope-^ 
-raciones  que  ordena  entienda  se  ha  lastimado  su  derecho;  y  que  si  Mea 
-en  uno  de  los  considerandos  de  la  orden  recurrida  se  afirma  que  la  de 


16  de  Enero  de  iS73  implícala  declaración  de  nulidad  de  las  concesio- 
iie8ótprg4d4«  $t.^o  deP/a¿a>.y^oU^s^^r«[gi9tro|s»,aosi^  parie  dispositivA 
nada  resuene  acerca  de  ^s^Íb^ubIq,  pft9Íepdo.,taanpocp.ppr.este moti- 
vo procedente  lá  yia  contenciosa,  puesto  que,  según  jurisprudencia 
establecida,  no  se  otorga  el  recurso  coniei^cioso  contra  Yos  fnndamen* 
tos  de  las  disposiciones  de  la  Adinidisrtracion^  sitaó  tontrá  su  parte  dis* 
positiva. 

Vistos  los  reseñados  antecedentes: 

Visto  el. caso  2."  del  art.  89  de  la  ley  de  Minas  de  4  de  Mar^o  de 
1868,  según  el  cual  procede  el  recurso  contencioso-administrativQ 
contra  las  Reales  órdenes  por  las  que  se  confirmen  6  desestimeu  las 
providencias  dictadas  por  los  Gobernadores  concediendo  ó  negando  la 
propiedad  de  minas,  escoriales,  terreros  y  galerías  generales: 

Considerando  que  la  Real  orden  impugnada  en  la  actual  demanda 
DO  afecta  en  ninguno  de  los  extremos  que  comprende  al  dueño  de  la  , 
mina  Rio  de  Plata;  y  que  si  bien  la  rectificación  acordada  en  el  se- 
gundo de  aquellos  de  la  demarcación  de  San  Jacobo  el  Florido  puede 
lesionar  en  un  dia  los  derechos  del  expresado  concesionario  alterando 
la  situación  6^  invadiendo  el  terreno  que  le  fué  concedido,  entonces, 
nacerá  el  que  la  ley  le  otorga  para  interponer  en  su  caso  y  lugar  el. 
recurso  contencioso  que  hoy  ha  promovido,  fundándole  en  un  precep- 
to legal  que  no  tiene  aplicación  al  asunto  litigioso: 

Considerando  que,  atendido  el  carácter  de  la  espresada  Real  orden , 
y  exceptuada  lajresolucion  que  abraza  el  primer  extremo  de  la  misnaa, 
que  en  nadase  relaciona  con  la  demanda  deducida  por  el  dueño  déla 
minajRto  de  Plata,,  áehe  apreciarse  como  una  resolución  dé  puro  trá'- 
mite,  expedida  con  el  fin  de  establecer,  en  virtud  de  las  prescripciones 
vigentes  en  minería,  la  situación  del  registro  San  Jacobo  el  Florido, 
sin  que  pueda  ser  calificada  de  final  y  definitiva  en  el  expedienta'  á  que" 
se  refiere  porque  en  uqo  de  sus  fundamentos ,  se  hagan  apreciaciones 
sohre  la  firmeza  é  irrevocabilidad  de  otras'  providencias  administrati - 
va&  anteriores,  toda  vez  que  en  sú  parte  dispositiva  nada  resuelve  acer- 
ca  de  ese  punto; 

La  Sala  de  lo  Qontenciosp,  dé  Conformidad  con  el  dictamen  del  F|is-'^ 

cal  de  S.  fif.,  entiende  que  puede  V.  É.  declarar  la  improcedencia  déla 

vía  contenida  pafa,li^ demanda  de  que  deja  hecho  mérito.* 

Y  conformándose  8.  H.  el  Rey  (Q.  D.  6.)  con  el  preinserto  dictamen, 

de  su  Real  orden  lo  comunico  á  V.  £•- paral  sm  conocimiento^  ield&  la 

Sala  y  demás  efecto».  Dtó»  guaMé  á  V.  fi.  muchos  años.  Madrid  2  de 

Diciembre  de  1876. 

4LxL..CúBDE  DB  Torero. 

Sr.  Presidente  del  Consejo  da  Estado. 

(Gaceta  de  13  de  Diciembre  de  1876J. 
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Ley  concediendo  á  la  compañia  de  los  ferrocarriles  de  Ciu' 
dad-Real  á  Badajoz  y  de  Almorchon  á  las  rninas  de  carbón 
de  Belmez  autorización  para  construir  una  via  que  enlace 
directamente  Ciudad-Real  con  Madrid. 

DON  ALFONSO  XII, 

Por  la  gracia  de  Dios  Rey  constitucional  de  España: 

A  todos  los  que  la  presente  vieren  y  entendieren,  sabed:  que  las 
Cortes  han  decretado  y  Nos  sancionado  lo  siguiente: 

Artieuto  I."  Se  concede  á  la  Compañía  de  los  ferro' carriles  de 
Ciudad-Red  á  Radajoz  y  de  Almorchon  á  las  minas  de  carbón  de  Reí - 
mez  autorización  para  construir,  sin  subvención  del  Estado,  un  ferro- 
carril de  servicio  general  y  de  una  sola  via,  que  enlace  directamente 
Ciudad-Real  con  Madrid,  con  sujeción  al  proyecto  que,  de  conformidad 
con  el  trazado  ya  propuesto  por  dicha  Compañía,  presente  la  misma 
y  sea  aprobado  por  el  Gobierno. 

El  proyecto  lo  presentará  la  Compañía  citada  ó  cualquiera  otra  que 
adquiera  sus  derechos  por  venta,  cesión  ó  fusión  en  el  ímprorogable 
término  de  cuatro  meses  después  de  la  publicación  de  esta  ley. 

Ari,  2.**  Este  ferro-carril  quedará  terminado  en  él  plazo  de  cuatro 
años,  contados  desde  el  día  de  la  aprobación  del  mencionado  proyecto. 
Ari,  S.**  La  concesión  de  esta  linea  se  otorga  por  99  años  y  con 
estricta  sujeción  á  la  ley  general  de  ferro-carriles  de  3  de  Junio  de 
1855,  y  á  la  instrucción  y  pliego  de  condiciones  generales  de  i  5  de 
Febrero  de  1856,  quedando  el  Gobierno  encargado  de  exigir  á  la  Com« 
pañJa  el  depósito  correspondiente  y  el  cumplimiento  de  todos  los  de- 
más requisitos  que  estas  disposiciones  prescriben. 

Por  tanto: 

Mandamos  á  todos  los  Tribunales,  Justicias,  Jefes,  Gobernadores  y 
demás  Autoridades,  asi  civiles  como  militares  y  eclesiásticas,  de  cual- 
quier clase  y  dignidad,  que  guarden  y  hagan  guardar,  cumplir  y  eje- 
cutar la  presente  ley  en;todas sus  partes. 

Dado  en  Palacio  á  quince  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  setenta 
;  seis. 

TO  EL  RIT. 

El  Ministro  de  Fomento, 

C.  FaAHCiSGO  QüEiPO  DB  Llano. 

{Gaceta  de  16  de  Dkiemtre  de  1876). 
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MINISTERIO  DE  ULTRAMAR. 

Real  arden  concediendo  al  Director  de  la  empresa  carbónife^ 
ra  La  Paz  autorización  para  construir  un  muelle  de  made- 
,  ra  de  carga  y  descarga  en  él  puerto  de  Sugud. 

Excmb.  Sr.:  Exámloado  ei  expediente  promoyido  por  D.  Zoilo  Iba- 
fiez  de  Aldecoa,  Director  de  la  empresa  carbonífera  deobminada  La 
Pa%t  en  solicitad  de  eoncesioo  de  an  muelle  de  madera  de  carga  y  des- 
carga en  el  puerto  de  Sugud,  de  la  pro?incia  de  Albay  de  esas  Islas, 
cuyo  expediente  remite  V.  E.  con  su  carta  núm.  508  de  20  de  Junio  úl- 
timo, S.  M.  el  Rey  (Q.  B.  6),  de  acuerdo  con  lo  informado  por  la  Sec- 
ción cuarta  de  la  Junta  consulti?a  de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  se 
ha  serrido  pónceder  á  D.  Zoilo  Ibañez  de  Aldecoa,  del  comercio  de 
Manila  y  Di/ector  gerente  déla  empresa  carbonífera  La  Paz,  la  auto- 
rización qué  tiene  solicitada  para  la  construcción  del  expresado  mué  • 
Ue  en  el  puerto  de  Sogud,  para  la  mqor  explotación  y  servicio  de  las 
minas  de  aquella  demarcación,  con  arreglo  á  las  cláusulas»  siguientes: 

1/  Las  obras  se  ejecutarán  en  el  emplazamiento  y  con  las  formas 
y  dimensiones  que  constan  en  el  proyecto  presentado. 

2/  El  concesionario  depositará  la  cantidad  de  50  pesos  en  un  pía* 
zo  de  15  dias,  á  contar  desde  el  en  que  se  le  comunique  la  orden  de 
áúítorizacion.  Esta  cantidad  será  devuelta  en  los  términos  que  esta- 
blece el  art.  202  de  la  ley  de  3  de  Agosto  de  1866. 

3/  Las  obras  deberán  comenzarse  dentro  del  período  de  cuatro 
iñeses,  á  contar  desde  la  fecba  en  que  se  comunique  la  expresada  or- 
den al  concesionario,  y  deberán  después  proseguirse  sin  interrupción 
hasta  dejarlas  terminadas  dentro  del  plazo  de  un  año,  á  contar  desde 
la  expresada  fecha. 

4/  Las  obras  se  ejecutarán  bajo  la  inspección  del  Ingeniero  del  dis* 
trito,  el  cual  cuidará  de  su  replanteo,  siendo  de  cuenta  del  concesio- 
nario todos  los  gastos  que  este  servicio  origine. 

S.*  fil  ooocesionario  queda  obligado  á  demoler  el  muelle  y  retirar 
los  materiales  empleados  en  él,  siempre  que  hayan  de  ejecutarse  en  la 
ria  obras  por  cuenta  del  Estado  á  cuyo  establecimieotQ  sea  un  obstá- 
culo dicho  muelle,  cualquiera  que  sea  el  sistema  que  para  llevarla»  á 
cabo  haya  de  seguirse.  Eu  tal  caso,  el  concesionario  no  tendrá  dere* 
choal  abono  de  indemnización  de  ninguna  clase. 

6/  La  concesión  no  constituye  monopolio,  y  se  entiende  hecha  itn 
peijoicio  de*  tercero. 

'  T  7.*    La  falta  de  cumplimiento  de  cualquiera  de  estas  condicfonet 
lleva  consigo  la  caducidad  de  la  concesión ,  con  las  consecuenciu 


qae  para  este  caso  se  bailan  determijsa.das  eo  la  legislación  vigente. 
Lo  que  de  Real  orden  participo  á  V.  E.  para*  sii  conocimiento  y 
efectos  consiguientes,  devolviendo  á  V.  E.  uno  de  les  ejemplares  del 
proyec|to  det  indicado  muelle,  en  el  qu»eonsta1a  sapreva  aprobAcioB>«, 
Dioi$  guarda  á  V.  E.  muchos  años^  Madrid  30  (to  Novieoii^r^  ^  i8{76. 

V^^txní  DB  He&eera* 
Sr.  Gobernador  general  de  las  Islas  Filipinas. 

(Gaceta  déÜ  de  Diciembre  de  i^9). 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Reai  orden  concediendo  á  la  compañía  fíe  I09  ferro-carriles  de 
Ciudad'Realá  Badajoz  y  deAlmorchoná  las  minas  de  car* 
hon  de  Belmez  autorización  para  construir  un  ferrO'Carríl 
que  termine  en  Cáceres  y  sus  criaderos  de  fosfato. 

Eicmo.  Sr.:  Visto  el  expediente  instruido  á  instancia,  de  la  Gompa-* 
ñia  de  los  ferro-carriles,  de  Giodad*&eai  á  Badajoz  y  de  Aliporebon.  i, 
Iw  minas  de  carbón  de  Belmez,  que  Sjolicita  autorización  con  arreglo 
al  decreto4ey  de  14  de  Noviembre  de  iB68  paca  construir  un  ferro - 
carnil  desde  el  rio  Aljucen  á  Qáoeres  y  sus  criaderos  de  fos&to: 

VisiQ  el  proyecto  de  este  ferro-carril  y  el  pliego  de  condiciones  á. 
qae  ha  desajustarse  la  concesión  del  abismo,  cuyos  documentos  fueroit 
aprobados  por  Real  orden  de  6  del  act(uaji/ habiendo  sido  apeptado  el 
útlimo  por  la  Gompaaia  peticionaria; 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  conformándose  con  lo  propuesto  por  esa  Di- 
rección general,  de  acuerdo  con  lo  informado  por  ja  Junta  consultiva 
d«. Caminos,  Canales  y  Puertos,  ha  tenidoá  ble;)  otorgar  á  la reiferidiji 
Compañía  de  los  ferro-carriles  de  Ciudad-Real  á  Badajoz  y  de  Aimor-. 
choo  á  las  minas  de  carbón  de  Belmez  la  coivcesioa  de  loa, pasos  perte- 
seeientesal  dominio' público  qua  en  el  man^ionado  proyectóle  seoa- 
lan,  á  fin  de  que  con  arreglo  al  mismo  proyecto  y  sujetándose  á  Ua 
MBdieidnes  consignadas  en  el  pliega  de  que.  90  ba  hechp  mención* 
puedan  construir  unif&rro-carril  que,  partiendo  de  las  inmediacionea 
dei  puente  que  sobre  el  rio  AJjucep  tiene  establecido  el  de  Ciudad-Real 
á  fiadaJM,  termine  en  (áceres  y  sus  criaderos  de  fosfato. 
.  De  Real  orden  lo  digo  á  V.  E.  para.su  conocimiento  y  demás  efectps^ 
Dios  guarde  á  V.  £.  a)uehos  anos^.  Madrid  i4  de  Diciembre  de,  !876^ 

C.  TosBiio., 
Sr.  Director  general  de  Obras  públicas.  ^ 

,    , ,   f        ^ .  íQacetfi,  de,  {9.  de  Diciemjbfe  dé  187Í).   .   '  ^ 

'  riM  DEL  "f  oÉiO  m»ro. 
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